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ABOGADO. 

Ver: Honorarias de abogadas y procuradores, 1, 2, 3, 4; Re- 
curso ordinario de apelación, 9. 

ABSOLUCION DEL ACUBADO. 

Ver: Daños y perjuicios, 2: Nulidad procesal, 1. 

ACCIDENTES DE TRANSITO. 

Ver: Costas, 3; Daños y perjuicios, 6, 7. 

ACCIDENTES DEL TRABAJO. 

Relación entra el siniestro y el trabajo. 

1. Si hállase plenamente probado y reconocido en autos que 
el esposo y padre de las actoras, respectivamente, sufrió 
—mientras se hallaba prestando servicios en calidad de maqui- 
nista de la empresa demandada — una hemorragia cerebral que 
provocó su fallecimienta el mismo día, y se ha demostrado, 
también, que la altura del terreno en que el accidentado traba- 
jaba y la temperatura anormal que soportaba han sido los 
factores desencadenantes del episodio de la hipertensión que 
padecía el obrero, es evidente que, en tales condiciones, la res- 
ponsabilidad de la demandada encuadra en las disposiciones de 
la ley 9688, toda vez que el accidente se ha producido en acto 
de sen-icio y a consecuencia del mismo: p. 592. 

Procedimiento. 

9. Corresponde confirmar la sentencia de sejrunda instancia 
que hace lugar a la demanda y condena a la compañía asegu- 
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radora que ha austituído al demandado, a papar a la actora 
una determinada suma — en concepto de indemnización por la 
muerte de un hijo natural suyo, ocurrida como consecuencia 
de un accidente del trabajo sufrido mientras trabajaba en la 
cosecha de caña — si de autos resulta que no ha existido, como 
preteude la sociedad condenada, violación del derecho de de- 
fensa en juicio sino aplicación de normas Incales — al tenérsela 
por parte, en virtud de lo dispuesto en el art. 41 de la ley 
2126, de la Prov. de Tucumún — cuya constitueionalidad no 
fué puesta en tela de juicio. Tampoco es admisible la impu- 
tación de arbitrariedad hecha a la sentencia recurrida, que se 
atiene a una inteligencia de la norma procesal cuestionada que 
su texto consiente, y si prescindió de las pruebas ofrecidas por 
la recurrente, fue" porque la consecuencia estaba impuesta por 
la interpretación y aplicación aludidas: p. 646. 

ACCIDENTES FERROVIARIOS. 

Ver: Costas, 1; Daños y perjuicios, 4. 

ACOION. 

Ver: Ley, 1. 

ACCION DE REPETICION. 

Ver: Aduana, 6; Imp lesto a los róditos, 2, 3, 4, 5, 6, 8; Ju- 
risdicción y competen 'ia. 24; Recurso extraordinario, 8; Re- 
curso ordinario de apelación, 6. 

ACOION PENAL. 

Ver: Constitución Nacional, 13, 14; Extradición, 2; Sen- 
tencia, 1. 

ACORDADAS. 

1. Horario de los Tribunales del Trabajo de la Capital Fe- 
deral : p. 15. 

3. Escritos presentados fuera de las horas de oficina de los 
Tribunales Nacionales: p. 16. 

3. Reorganización de las Secretarías de la Corte Suprema: 
p. 17. 

4. Horario de los Tribunales de Justicia de la Nación : p. 19. 
6. Horario de los Tribunales del Trabajo de la Capital Fe- 
deral : p. 20. 
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6. Días hábiles y feriados: p. 21. 

7. Feriado del 29 de junio del Año del Libertador General 
Sun Martín, 1950: p. 22. 

8. Aniversario del fallecimiento del ex-Ministro de la Corte 
Suprema, doctor don Justo Lucas Alvares Rodríguez: p. 23. 

9. Homenaje al Libertador, General don José de San Mar- 
tin : p. 24. 

10. Feriado del 15 de aposto del Año del Libertador Ge- 
neral San Martín, 1950: p. 26. 

n ,' c Per ír do , deI 17 de aírosto deI Añ0 deI Libertador Gene- 
ral San Martín, 1950: p. 26. 

12. Compaginación de los expedientes judiciales: p. 27. 

13. Horario matutino de los Tribunales de Justicia de la 
Nación : p. 28. 

14. Reorganización del personal de la Justicia de los Terri- 
torios Nacionales: p. 29. 

15. Distribución de las Secretarías de los Juzgados Nacio- 
nales en lo Civil y Comercial Especial ; en lo Penal Especial 
y en lo Contencioso-Administrativo de la Capital Federal: 

16. Feriado del 8 de diciembre del Año del Libertador Ge- 
neral San Martín, 1950: p. 33. 

17. Integración y autoridades de las Cámaras Nacionales de 

Apelaciones: p. 33. 

18. Sorteo de Magistrados para integrar los Tribunales de 
Enjuiciamiento de los Magistrados de la Justicia Nacional: 
p. 35. 

19. Integración de los Tribunales de Enjuiciamiento de los 
Magistrados de la Justicia Nacional : p. 37. 

20- Conjueces: p. 39. 

21. Cuerpos técnicos periciales y peritos auxiliares de la 
Justicia Nacional: p. 43. 

22. Feriado del 6 de febrero de 1951 : p. 45. 

23. Prosecretarios: p. 46. 

24. Martilieros oficiales: p. 47. 

25. Designación de autoridades de Feria: p. 47. 

ACUMULACION DE BENEFICIOS. 
Jubilaciones y pensiones nacionales. 

1. Lo prohibido en el art. 49 de la ley 4349 es la acumulación 
de dos pensiones y no de una jubilación con una pensión, 
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a cuya acumulación tampoco se opondría lo dispuesto en el 
art. 71 de la ley 11.575 — jubilaciones banearias — aunque 
tuviera el carácter general que el recurrente le asigna, pues 
lo que prohibe es la acumulación de dos "jubilaciones". Por 
todo ello, corresponde reconocer el derecho de la interesada 
—jubilada de la ley 4349— a cobrar los haberes de pensión 
correspondientes al período comprendido entre el 21 de mayo 
de 1946 — fecha en que comienza a percibir la jubilación — 
hasta el 31 de octubre de 1047, en que se acordó la acumula- 
ción solicitada, por aplicación del art. 92 de la lev 13.065 
p. 563. 

2. No hay disposición letral alguna del raimen jubilatorio 
aplicable a la «-Directora de una Escuela N'ormal. que esta- 
blezca incompatibilidad de las jubilaciones a que el mismo se 
refiere con ninguna clase de pensiones. Lo prohibido en el 
art. 4Í> de la ley 4349, es la percepción de dos ■•pensiones" 
acumulación a la que tampoco se opondría el art. 71 de la 
ley 11.575 —de jubilaciones banearias — . pues dicha norma 
legal corresponde al régimen especial de la mencionada ley. y 
se refiere, además, a acumulación de "jubilaciones", a lo cual 
se agrega que tampoco la ley militar en cuya virtud se acordó 
a la interesada la pensión de que goza establece incompati- 
bilidades que se opongan a la percepción de esta última con- 
juntamente con la jubilación acordada como ex-Direetoro. por 
aplicación de la ley 13.052: p. 616. 

*3. El criterio de compatibilidad es el que ha concluido por 
prevalecer en la legislación nacional sobre jubilaciones v pen- 
siones : p. 616. 

ADMINISTRACION GENERAL DE PARQUES NACIONA- 
LES Y TURISMO 

Ver: .Jurisdicción y competencia, 12. 

ADUANA ('). 

Suportación. 
Aforo. 

1. lia partida 2588 de la Tarifa de Avalúos es de carácter 
general y no grava a los artículos de nácar de los que se hace 
mención especial en una partida propia, como es el caso de los 

(I) Ver tnmbion: !mpu«>«to a I..- réditos, S; Jurisdicción v eom- 
potencia, IT; Betuno extraordinario, 10, 12, 41. 
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■a ie> 11-81, n. ningún otro precepto de ella: p. 292. 
m*t«. r i qU " aforo efect «""d° Por la Aduana con res- 

p. 543 ,ürrra P" n « ,e s » revisión en el recurso extraordinario ¡ 
TráMito y removido. 

3 Lo, ¡términos "depósitos de Aduana" del art. 960 de las 
OCK AA. comprenden las barracas habilitadas, pues confort 

sas^íif 1 *» ,a b * *«*a diluís 

íi„, N0 . h "- V d ™S 08 ' of6n ,e Kal por la cus! para el desDachn » 

e P imL »,"T"'f Cría l . e " ,ransit0 no r¡ j» «SMffSSí 
común a todo despacho aduanero, de que la deeisifin adoñhSi 

^a q r n oblirtnHa ,a Ma T Í^' Va S 
«nnraZ b p%T **** **** nlUm * ^ 137 de ,as <>rd£ 

S3S£*£¿&&9i as? h¿t¿£ 

135- • cuando no las hay, el despacho "del Vista y con mayor 
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razón lo decidido por el Administrador — como sucede en la 
especie — es !o definitivo. Por ello, corresponde disponer se 
devuelva a la actora la suma por ella abonada como nuevo 
cargo de los derechos de importación — los que ya había satis- 
fecho con la rebaja del 40 %, por resolución del Administrador 
de la Aduana de la Capital — dispuesto por la Dirección Ge- 
neral de Aduanas; máxime cuando la elevación de las actuacio- 
nes — hecha por el Administrador al Director General — no 
estaba impuesta por ninguna disposición legal ni reglamenta- 
ria, habiéndosele recibido a la actora — con anterioridad a esa 
olevación — el pago pertinente, sin ninguna reserva: p. 298. 

Operaciones varia*. 

7. Conforme con la ley de Aduana a* 11.281 y sus modifica- 
ciones, el derecho por concepto de estadística está definido 
como un servicio y no como un impuesto; no siéndole aplica- 
bles las penalidades establecidas — para evitar las falsas ma- 
nifestaciones tendientes a disminuir el producido de loa dere- 
chos a la importación o la exportación— en los artículos de las 
Ordenanzas de Aduana referentes a la defensa en la percepción 
de la renta: p. 549. 




8. Si el introductor manifestó a la Aduana "perfiles V de 
hierro sin trabajar, partida 1656 " y a raíz de haberse denun- 
ciado que no se trataba de hierro sino de acero se comprobó que 
el material introducido tenía un 23 % de carbono y un 1,18 
de manganeso, por lo cual se le consideró comprendido en la 
partida 1149 — que, junto con la partida 1148. se refieren a 
materiales de acero, de inferior o superior calidad — , resulta 
evidente — de la confrontación de las normas en juego — no 
haber ningún precepto que califique como acero al material 
que entre carbono y manganeso no llegue al 25 % 9 cualquiera 
sea la proporción en que intervenga el manganeso ; por lo que 
corresponde concluir que los materiales introducidos por el 
recurrente fueron correctamente manifestados por éste, y, en 
consecuencia, la manifestación que ubicó a la mercadería im- 
portada en la partida 1656, no violó las normas de despacho 
«obre la base de las cuales se impuso la multa: p. 535. 

9. Cuando se trata de juzgar la formalidad de una manifes- 
tación del punto de vista penal para determinar si ha com- 
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portado o no ocultación, disimulo o alteración de la especie o 
calidad de lo manifestado y esta última debe resultar de can- 
tidades o proporciones numéricamente fijadas en la Tarifa o en 
normas de despacho ajustadas a ella, corresponde atenerse a 
dichas cifras porque de lo contrario se malograría la finalidad 
de estas fijaciones, que es darle precisión a la norma, y se 
haría una aplicación extensiva de ella que en materia penal está 
vedada ; p. 535. 

10. Si la manifestación del recurrente: "motor fibra, engra- 
naje de distribución *\ indica objetos del mismo material e 
¡trual destino que los constados en la verificación hecha por 
la Junta del ramo de muebles y el Tribunal de Vistas - ^en- 
granajes de fibra", cuyo despacho debe hacerse por su valor 
declarado al 2;> %, y no por la partida de que hace mención 
el introductor, es evidente que no ha existido, en el caso, 
ocultación disimulación o tergiversación respecto a la natu- 
raleza de lo manifestado, y que Ja manifestación cumple las 
exigencias del art. 104 de las O.O. de Aduana, no comportando 
violación de la norma de despacho que justifique el comiso 
impuesto por aplicación del art. 69 de la ley de Aduana, pro- 
bado como está que lo introducido eran repuestos para motores 
a explosión. 

La conclusión que precede no so aporta del criterio re- 
lativo a la importancia y obligatoriedad de las normas de 
despacho enunciado reiteradamente en la jurisprudencia de 
la Corte Suprema, pues está exclusivamente determinada por 
la estimación de las modalidades particulares del caso juzgado: 

p. 54o. 

11. Tratándose en el caso de autos de óxido de zinc comer- 
cialmente puro, de acuerdo con los análisis realizados —mani- 
festado por el documentante como óxido de zinc impuro— 
corresponde proceder como lo dispone el decreto n« 170 de 
5fV e ^ br f 15 de 1931 —nitrfwado por el art. V de la ley 11.588, 
del 30 de junio de 1932— que, en su art. 1», inc. j), Sec. 
Droguería, Nota n» 2, dispone que "los productos comercial- 
mente puros, gravados con menores derechos, se aforarán con 
un recargo de 100 % sobre los aforos de los mismos productos 
mencionados en la Tarifa de Avalúos como impuros"; no 
siendo necesario decidir previamente si hubo o no un propósito 
de ocultación o disimulación tendiente a disminuir indebida- 
mente la renta aduanera, pues que dicho precepto tiene ca- 
rácter operativo con prescindencia de toda otra consideración: 
p. 63G. 
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Jurisdicción y competencia. 

12. La administración aduanera no tiene prelaeión para co- 
nocer, antes que lo haga ]a justicia, respecto de hechos come- 
tido» en transgresión de las leyes y reglamentaciones aduane- 
ras, por lo que, sin perjuicio del conocimiento que debe darse 
a la Administración de la Aduana —ley 12.964, art. 2G— 
corresponde proseguir el trámite del proceso seguido por el 
delito contra la salud pública, consistente en la introducción 
clandestina de alcaloides: p. 865. 

AFIRMADOS 

Ver: Expropiación. 47. 

AGIO. 

Ver: Expropiación. 37. 38; .Jurisdicción y 'competencia, 27, 
28; Precios máximos. 1. 

AGRAVANTES. » 

Ver: Homicidio. 1; Pena. 1. 

ALBAOEA. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 33; Nulidad procesal, 2. 
APORTE. 

Ver: Jubilación del personal del comercio, actividades afines 
y civiles, 2, 3. 4; Jubilación y pensión. 4, 5. 9, 10. 

ARRESTO. 

Ver: Constitución Nacional. 6. 
ATENUANTES. 

Ver; Ilumicidio. 3: Medidas disciplinarias. 1. 
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BANCO. 

Ver: Acumulación de beneficios, 1; Constitución Nacional. 
12; Tribunal bancario, 1. 



COMPRAVENTA gj, 

BANCO DE LA r.AOION. 

y*ei Expropiación, 3. 24; Instrumentos públicos, 1¡ Jnris- 
dicción y competencia, 13. ' * 

BULA. 

Ver: Patronato nacional. 1. 

O 

CAMARA FEDERAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 1. 

CAMARA FISCAL DE LA PROVINCIA DE BUENOS 

Ver: Recurso extraordinario. 39. 
CAPITAL FEDERAL. 

i^iSSi 6 ^^ 2 - 5 - 8 - 9 - * 15> 2B; 

CASO FORTUITO. 

Ver: Maños y perjuicios, 4. 

CIUDADANIA Y NATURALIZACION. 

Vacion«| a l' a t r ^ lame,,ta ^'> del art. 31 de la Constitución 

i l0 t ,ér , m,n °? del apartad0 f inal d * »» «••láusula 
mencionada, pnva de valor al arrúmenlo fundado en la ad- 

qu.s.c.ón automaticn de la nacionalidad, supeditado como eatá 
«tabSrp. n 3% a f0rraalidades * que la ley 

COMISO. 

Ver: Aduana, 10. 

COMPRAVENTA. 
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CONDOMINIO. 

Ver: Constitución Nacional, 15. 16; Expropiación, 36; Pa- 
go, t- 



Ver: Imputabilidad, 4; Prueba, 4. 
CONGRESO NACIONAL. 

Ver: Poder Legislativo, 1, 2, 3; Recurso extraordinario, 1. 

CONSEJO NACIONAL DE EDUCACION. 

Ver: Incompatibilidad. 1; Jubilación de empleados naciona- 
les, 2. 

CONSTITUCION NACIONAL ('). 

Derechos y garantías. 
Xtofena* en Jaldo. 
Principien generala. 

X. La conclusión de que el ordenamiento jurídico no reconoce 
al damnificado por p1 delito el derecho n la sanción penal del 
delincuente, es ajena n la garantía constitucional dé la defenaa 
en juicio: p. 317. 

Procedimiento y nrntenria. 

3. La circunstancia de que la prueba acumulada en lo cri- 
minal sea invocable para la decisión del posterior pleito civil 
no implica agravio alguno a la defensa en juicio — pese al hecho 
de que el demandado en !o civil por responsabilidad indirecta 
no haya sido parte en el proceso anterior — porque en la 
causa en que directamente se lo demanda se le ha oído y ha 
tenido razonable oportunidad para traer cuanta prueba de 
descargo juzgase conveniente : p. 54. 

3. La decisión de la causa por razones legales no invocadas 
por las partes no constituye violación constitucional alguna 
y sí sólo ejercicio de la facultad judicial de suplir el derecho: 
p. 67. 



(i> Ver tamhiAn: Ciudadnnfn y natural ¡ración, 1; HAbeas corpa», 
í; Impacto * loa rédito», 7; Jori»dicción y competencia, 19, 20, 21, 

24, a.»; Toro, 1; 1'atronato nacional, 1, 2; Recurso extraordinario. 
1, 2, 3, 4, 14, 15, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 43, 54. 
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4. Si la recurrente ha estado en condicione» de ofrecer prueba 
de descargo en Ja instancia judicial, como resulta de au decla- 
.acion como testigo -en la que admite que se alteró el orden 
publico y ademas expresa no poder precisar ai hubo testigo 
de lo ocurrido— e indagada luego, tampoco hace referencia 
alguna, habiéndose ajustado el trámite del respectivo juicio 
de faltas a los términos de los arts. 585 y sigtes. del Cód de 
Procedimientos en lo Criminal, corresponde concluir que los 
autos no ponen de manifiesto agravio suficiente a la defensa 
en juicio, como para fundar en dicha garantía el recurso extra- 
ordinario denodado: p. 155. 

6. El art. 2!» de la Constitución Nacional en cuanto prohibe 
ampliar por analogía las incriminaciones legales e interpretar 
extensivamente la ley contra el imputado, no va más alia de la 
interdicción de interpretaciones incompatibles con los términos 
legales. Tampoco traslada a la Corte Suprema la exégesis de 
los preceptos de derecho común, ni veda las soluciones que, a 
jniew del Tribunal competente, corresponden con arreglo a 
flerecno en el mareo de las posibilidades legales: p. 213. 

6. Si de las actuaciones labradas ante la autoridad policial 
no resulta que se le haya hecho conocer al procesado las prue- 
bas acumuladas contra él, ni que podía enterarse de ellas a los 
efectos del pertinente descargo, y si en segunda instancia le 
tm; denegada la producción de la prueba que ofreció con ese 
objeto, cabe concluir que el agravio de la garantía constitucio- 
nal ch» la defensa en juicio es real y efectivo, por lo que debe 
ser revocada la sentencia condenatoria que, confirmando la 
respectiva resolución policial, impone al recurrente la pena de 
m*n. JO. de multa o, en su defecto, nueve días de arresto, 
en suspenso: p. 518. ' 

7. Corresponde desechar la alegación de la invalidez cons- 
titucional del recaudo procesal de la oblación previa de la 
multa impuesta por la autoridad administrativa para la con- 
cesión del recurso ante el superior, si en l a especie no se ha 
alegado ni es presumible, la dificultad de satisfacer la exigencia 
legal —que seria el único fundamento de dicha alegación— en 
presencia del depósito y del giro fechos por la recurrente: 
p. obo. 



8. La garantía de la igualdad no resulta violada por la crea- 
ción de un régimen distinto del judieial ordinario para las 
causas referentes al derecho del trabajo, en tanto se organice 
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de manera razonable y compatible con las derechos y garan- 
tías constitucionales, como el que establece el decreto N° 
32.347/44: p. 156. 

9. Tratándose de la aplicación del art. 5* del decreto 5891/ 
44, según el cual las disposiciones de los arl ¡culos anteriores 
— entre ellas el beneficio de un descuento del 5 % a tos contri- 
buyentes que ingresen la diferencia a que el decreto se refiere 
sin acogerse a las facilidades que el mismo ofrece — , "no rigen 
con respecto a las retenciones de impuestos que, de acuerdo a. 
las normas en vigor, corresponda efectuar", cabe observar" 
que no se incurre con ello en un trato arbitrariamente desigual, 
pues el régimen de las retenciones es incompatible cou el pago 
en cuotas acordado en el art. 2» y como el descuento del nrt. 3* 
corresponde al uso que se haga o no de dicho beneficio, no 
puede alcanzar sino los pagos comprendidos en la posibilidad 
del art. 2»: p. 798. 

Oonstitodonalidad e inconstitncionalidad. 
Decretos nacionales. 

JubilacioHfM n penaumet. 

10. No puede considerarse como pura arbitrariedad que el 
nuevo cómputo a que se refiere el decreto-ley 9316/46 no 
se extienda a todos los que no obstante haber prestado servicios 
diversos — en el caso del recurrente, docentes y dé índole ad- 
ministrativa— no obtuvieron, a su hora, que el cómputo se 
hiciese tomando en cuenta los diversos sueldos percibidos; no 
sicml<» tampoco, de ningún modo arbitrario. A modo de limi- 
tarlo — acordándolo sólo a 14 los afiliados que están prestando 
servicios"—, puca lo que ello importa es. en realidad, el esta- 
blecimiento de un nuevo régimen juhilatorio para quienes, al 
tiempo de la sanción de la ley, estaban en las condiciones por 
ella establecidas: p. Q43. 

11. El art. 11 del decreto-ley 931tí/4f\ en cuanto supedita el 
reajuste a la circunstancia de que se esté" prestando servicios, 
no es violatorlo del principio de igual. Ind. tratándose sólo de 
un requisito que. como muchos otros meramente accesorios, 
puede ser válidamente impuesto en estos regímenes de asis- 
tencia social para subordinar a ellns el otorgamiento del be- 
neficio: p. 343. 

Varios. 

12. El decreto nacional 119.630, en cnanto a la jurisdicción 
del Tribunal Bancario con asiento en la Capital Federal, ha 
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sido dictado por e! P. E. ain excederse de sus facultades red* 
ineijlurias, atribuyéndole el mismo sentido que se desprende 
SfiaS^ j^ rlamcn,ari " d0 lfl lev 12e37 - «VO art. !)» 

Lares provlndalos. 

^ Í%J& d81 CÓ,li P" * l'rwedimiento 
, P . r , ovl 1 " cia d f Córdoba en cuanto conducen a de- 

o . fl ^L 03 li l " B:U,dfl ,, la í aCC,6n penal en deli,os dí acctón P"vada, 
cuando el querellante o su mandatario no insta el procedí 

éin.'Jl art -, o!) del Codito Penal, y por tanto, inconstitu- 
cionales, dada la disconform.dad con esa ley de la Xación a 

p 400 * ° ríS * • ÍnC - dP 18 Cons,i »» íió " ^«nional : 
í*;l„■!n,¿ na n ^. ivid, " , '- e I**, partes .- en <>«erminada S condiciones 

nn 1Z „ 1 ' '2T sena,ado • P ? r la le >'- W ««"P™ q«e 

Ltí™» ; t . M n" J1,,Ci0 ' f0nsidw «'l» lepdmente como 
abandono de a querella, y provocar la clausura de las actúa- 

45? ícl GMim de Proceduincnto Penal de Córdoba, que exce- 

t,uUu O* ™T* T'T 5 P"" 80 "» sí - <><*"«<■ <\™ aquella 
cTó IL^I "I 1 " S ^ semi r\° P° r "extinción de la ,c 
2* «i *¿ • pn , ten(1,e "do que el desistimiento que la referida 

£ 8íp ¡ , "..' n in 1 t , er P rp, *-Wn nue se pretende. 
Jf ^minc.a del a K raviado" «¡table-ida en el inc 4» del art. 59 

.íaSírprivS-. 601 " * * *»* CX,Í " ,Kas " «** 

!«ní°.ri d6 la re J " u " eia a '". did » "° constituye materia pro- 
cTfórZ "..T Ca , d , a T? V ' nC,a ,T da le » is,ap ¡"««¡^¡..tamente 

m$St¿M m ™ ppnai - «** ^ ™" 

tapuertos 7 contritmclones provinciales. 

Territorial. 

í!LnSií« "i? É !l abe - r ^J*^ a d n»»'¡Ktrat¡vainente que «e 

i i } I IsM d 1 l0 T , d,8 P''« i K> «• el decreto reglamentario 
de la ley n« 4834 de la Prov. de Buenos Aires, se dividiera la 
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superficie de lo* inmuebles gravados por el número de condo- 
minos, no debe interpretarse en el caso como un reconocimiento 
de la eonstitucionalidad de la ley. sino en cuanto la interpre- 
tación sostenida por los reclamantes fuera admitida por la 
autoridad provincial de aplicación. Desechada como fué esa 
interpretación, el rechazo trajo aparejada una aplicación de 
la ley que comporta, precisamente, la iiiconstitucioualidud de 
«pie se hace capítulo en la causa : p. 627. 

16. El impuesto adicional inmobiliario, establecido por el art. 
1* de la ley 4834 de la Prov. de Buenos x\iies, es violatorio 
de los arts. 4 y ltí de la Constitución Nacional de 1853, en 
cnanto se aplica a los condóminos atendiendo al valor total del 
inmueble, con prrst-indciicia del valor de la parte ideal de cada 
uno de ellos, «pie no alcanza a ser dueño de 10.000 hectáreas: 
p. 627. 

CONSULES. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 23. 

CONTESTACION A LA DEMANDA. 

Ver: Costas. íí; Expropiación, 2. 

CONTRATO. 

Ver: Daños y perjuicios. í»; Expropiación. 20. 32. 35. 37. 38. 
44. 45, 40; Jurisdicción y competencia, !>. 12; Precios má- 
ximos. 1; Prescripción, 1; Recurso extraordinario. 16; Tie- 
rras públicas. 1. 

CONTRIBUCION DS MEJORAS. 

Ver: Expropiación. 47. 

CONTRIBUCION TERRITORIAL. 

Ver: Expropiación 42; Paf*o, 1. 

CONTRIBUYENTE. 

Ver: Constitución Nacional, 9; Impuesto. 2; Impuesto a los 
réditos, 2. 6, 8; Impuestos internos, 1, 2. 



CORTE SUPREMA W5 

SEHSS* 010 * Dft TRANSPORTES DE LA CIUDAD DE 
BUENOS AIREE (*). " B 

de dineros de la Corporación de Transporte» de la Ciudad de 
Huenos Aires es manifiestamente ineompatible con la disnosí. 
eión de los bienes de dicha entidad, que deben responder al 
pago de créditos anteriores a la ley, sean o no privilegiados, 
pues si asi „o fuera la enajenación de la totalidad de los bienes 
físicos de la Corporación, comprendiendo tanto los principales 
como los accesorios no podría ser hecha "en un solo bloque- 
como expresamente lo dispone la ley -art. 3* inc. c)-: p. 548! 

CORRUPCION. 

Ver: Nulidad procesal, 1. 

CORTE SUPREMA ('). 

1. Habiendo sido requerido en reiteradas oportunidades un 
juez ordinario de provincia, por el Secretorio de la Corte 
¡suprema, para que hiciera conocer una providencia dictada por 
el Tribunal en el domicilio que el interesado en el respectivo 
recurso de hecho tenpa denunciado en la cansa principal —ra- 
eticada ante dicho magistrado—, corresponde, atento el tiempo 
transcurrido desde que se libraron los oficios y la ausencia de 
contestación aljruna a los mismos, que se libre nuevo oficio 
para que, en el término de tres días, dé cumplimiento a lo 
requerido e informe sobre su resultado, con expresión de las 
causas que han motivado la demora en el trámite, todo bajn 
apercibimiento de las medidas pertinentes: p. 53. 

2. Desprendiéndose de los autos la grave demora en que ha 
incurrido la Secretaría de una Cámara Nacional de Apela, 
ciones de la Capital, a la que incumbía la remisión de les 
actuaciones dispuesta el 2 de julio de 1946 y hecha efectiva el 
2o de octubre de 1950, corresponde que la Corte Suprema le 
hn«ra objeto de un llamado de atención : p. 195. 

(<) Ver también: Recurso extraordinario, 38 
„.¿. (2 .! n V \ tflm l>i ^ n = Aduana, 10; Constitución Nacional, C 0M j ur 

* -V 31 ¡ 32 » 3 *» * 9 i hxpulsion de extranjero*. 1¡ Honorarios ts Ho' 
norano» de perito», 1 2; Impuesto a los réditos, \ 5, 9; Jur'^icción 

mSSSSIÉíiS 6 - 7 ' ?' i, 9 ' *°' P- 22 ' * * 4 > ** Jurisprudencial" 
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3. A la Corte Suprema no le es Jado atribuirse — en ejercicio 
de su superintendencia actual sobre los tribunales nacionales — 
una competencia judicial que no le esté asignada ni por la 
Constitución, ni por las leyes: p. 195. 

4. El are, 24 de la ley 13.998, que legisla acerca de la cora- 
pétettcia de la Corte Suprema, especifica —en su inc. 8*— las 
ciü-stiones de competencia que incumbe decidir al Tribunal, no 
mirando entre ellas la divergencia entre Salas de una misma 
Cámara, respecto a los asuntos que corresponde decidir a una 
de ellas, punto en cambio contemplado en los arts. 34 y 28 de 
la misma ley, en lo que se refiere a la Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Civil. Comercial y Penal Especial v en lo 
Contencioso-Adniiiiistrativo de la Cap. Federal, dos de cuyas 
Snlas no se ponen de acuerdo sobre la radicación de los juicios 
de expropiación, cuestión que —con arreglo al sistema de la 
lev— debe encontrar solución final en acuerdo plcnario del 
referido Tribunal, siendo también ajena n la Superintendencia 
de la Corte Suprema: p. 499. 

COSA JUZGADA ('). 

1. Mediando condenación en el fuero criminal hay cosa juz- 
pada en cuanto a lu culpa del condenado — art. 1102 del 
Cód. Civil—: p. «41. 

2. No procede renovar ante la Corte Suprema la cuestión de- 
cidida por la sentencia «le la Cámara —con respecto a las costas 
de 1»y 2 8 instancias— si dicho pronunciamiento fué consentido 
po : - la parte demandada: ps. 7b'8 y 773. 

COSTAS (-). 
Naturaleza del juicio. 

Da&cs y perjuicios. 

L Las cosías del juicio sobre resarcimiento de los daños v 
perjuicios ocasionados al actor como consecuencia de la muerte 
de una hija suya, ocurrida en un accidente ferroviario, forman 
parte de la indemnización y deben ser a cargo de la empresa 
demandada : p. 45». 

2. Corresponde imponer las costas a la X ación demandada 
por indemnización de los daños y perjuicios ocasionados al 



(i) Ver lambldBl Reenno extraordinario, 6, 16, 18. 
<*) Ver tnmlm'n: Com juzgada, '2: Rivurm extraordinario, 32: 
Kctur*o ordinario' de apelación, 9, 10, 11, 12. 



COSTAS M7 



actor como consecuencia .le la expropiación de la fracción de 
tierra de que este ultimo era arrendatario, si la sentencia de la 
Corte Suprema confirma, por sus fundamentos, o! pronuncia- 
miento condenatorio de segunda instancia, contra el que no ha 
mediado recurso sino del Pisco demandado: p. 478. 

3. Las costas del juicio sobre resarcimiento de los daños y 
perjuicios causados al actor como consecuencia de las lesiones 
sufridas al ser embestido por una motocicleta del Ejército 

£™í °* , b , en . se - r í earír ° <le ,tt Nnctó » demandada, por 
formar parte de la indemnización: p. 781. P 

Expropiación. 

4. Procede imponer las costas de todas los instancias al ex- 
propiados si el importe que se manda pagar en concepto de 
mal resarcimiento excede al ofrecido más la mitad de la 
diferencia entre éste y lo reclamado por la parte demandada, 
s eudo desechado el recurso de la actora y admitido en parte 
el de la demandada: p. 160. * 

5. Procede imponer las costas de todas las instancias al ex- 

o ? l | m P° r,c 1 ^ e «> manda pagar en concepto de 
total resarc.m.ento excede al ofrecido mis la mitad de la di- 
ferenc.a entre éste y lo redamado por la parte demandada: 

1® J* «PMPwía sostuvo terminantemente al contestar la 
demanda que el verdadero valor del campo excede hov de $ 820 
la hectárea' y que se probaría en el momento oportuno "con 
el informe de peritos que el precio real alcanza a $ 820 v aun 

nrlni J£ ¡& <luda *5 qUe !* W el exi * id ° PW* ex- 

propiada y esa exigencia era la que tenía que determinar la pro- 

oo 0n i , n ? eI J JH CI ° Próvida, por lo que la norma del 
art. 28 de la ley n* 13.264 debe aplicarse sobre la base de dicha 
estimación expresa, deliberada y categórica: p. 223. 

7. Para regular las costas devengadas en las causas sobre 
expropiación, debe considerarse como monto del juicio a la 
diferencia entre la oferta del expropiador y la cantidad en 
aemutiva señalada como indemnización: ps. 321 y 330. 

8. Corresponde que las costas de segunda y tercera instancias 
de un juicio de expropiación sean abonadas por su orden, 
atento el resultado del recurso ordinario de apelación para 
ante la Corte Suprema, que ha obtenido la modificación parcial 
del pronunciamiento de la Cámara: ps. 321 y 330. 

9. Procede imponer las costas de primera instancia al expro- 
piador, si el importe que se manda pagar en eoncepto de total 
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resarcimiento excede al ofrecido más la .mitad de la diferencia 
entre éste y lo reclamado por la parte demandada : p. 321. 

10. Procede imponer las costas de primera instancia at expro- 
piado^, si el importe que se manda pagar en concepto de total 
resarcimiento excede al ofrecido más la mitad de la diferencia 
entre este y lo reclamado por la parto demandada : p. 330. 

11. Atento lo que resulta de las pretensiones deducidas por 
ambas partes en el juicio de expropiación, y de la medida en 
que prosperan, corresponde que las costas del pleito sean pa- 
gadas en el orden causado y las comunes por mitad — art. 28. 
ley 13.264 — : p. 520. 

13. Si bien la demandada limitóse a manifestar en la audien- 
cia celebrada en 1* instancia, que pedía se "mandara abonar 
el justo y real precio de acuerdo a las probanzas del juicio, 
con costas e intereses", esta actitud resultó modificada e» su 
alegato de la misma instancia, donde dicha parte lia propor- 
cionado la base necesaria para aplicar el art. 28 de la ley 
13.264, que pone las costas a cargo del expropiador cuando el 
importe que se manda pagar en concepto de total resarcimiento 
excede al ofrecido más la mitad de la diferencia entre éste y lo 
reclamado por la parte demandada: p. 561. 

13. Las costas del juicio de expropiación deben ser pagadas 
en el orden causado — conforme a lo dispuesto en e! art. 28 
de la ley 13.264— cuando el monto que en definitiva fija la 
sentencia es inferior al ofrecido por el expropiante más el 
50 % de la diferencia entre este y el reclamado por el pro- 
pietario del bien: p. 671. 

OÜINXOM FEDERAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 37. 49, 50, 51, 52. 
COLPA. 

Ver: Cosa juagada. 1 ; Daños y perjuicios, 1, 2. 3. 4. 5, 7, 8; 
Jurisdicción y competencia, 33. 

GUIATELA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 32, 33. 



MMa t perjuicios M9 
- D 



DAÑO MORAL. 

Ver; Daños y perjuicios, 11, 12, 13. 

DA»08 V PKBJUIOI08 (•). 
Culpa. 

Ertmconlr»ctn«J. 



Liplf? 16 ^! 086 de »* riuicÍ08 "«usados a raíz de la ocupación 

^^J ,ri /W de .' a artora - P° r P"rt* «Je la provincia 

iT^rL ^ ^«f"» '* de,uanda P° r '«> «P» »»« ■ 
rrZZ ° ne ? e lalaciones «ue. siendo de propiedad de 

",-r , " d „ nna ' • fner ° n r i ,iradas en oportunidad de la ocnpa 
£t2 «'.nusmo en lo referente al desmejoramiento del 
alambrado per.metral, porque a los testigos propuestos sobre 
el particular no lea consta que ello haya ocurrido. Procede, 

tras la nr'^I-f e " £ T-"^"^ de 
o^iA,r«T V- t ^ ,rre K u,a «™ente el eampo, debiendo 
ta^««K sa ! Isfac,or,a r-"» c «»nK> precio del arriendo- 
la prueba consistente en la declaración de dos testieos de la 

ÜLrS í 5" ' a ? P ' n¡6 . n del ina * n 'e«-o agrónomo que actuó en 
calidad de perito fínico, designado de oficio: p. «¡0. 

t. Si la actora sostiene ante la Corte Suprema -en un juieio 
251 E"á '"^"r^on da«os y perjuicios- que a ta 
fSfeá. d l '"i NaC '° n demand » da "0 hnb¡«re estado en in 
IZtA U & "°- 86 habría P^ueido el accidente que 

costo la vida a n hija; en tanto que I. otra parte afirma 

, V» ,, i" a T de 86,0 """a >' medio de edad- nTse 
hubiera hallado sola y a dieciocho metros de la casa de ta 

madre, tampoco habría tenido lugar dicho suceso; ambos su- 

puestos por si solos, no pueden fundar una condena ni una 

abso ucion sino que es necesario examinar la prueba aportada 

en el juicio, toda vez q„ e en el aumario criminal se sobreseyó 

la mot,:a am ; n T 2 l a V ° T "° e ° nS,¡,UÍr *** el hecho B 

L^JTitTw í" , reC '" ,Zar \"í?" eí6n de la defensa en el sen- 
h^ñLl f d ? ™P "sab 'idad de la empresa demandada, 
nhí ™ L,! el . d ! t,,amen de 'a Dirección de Ferrocarriles qué 
obra en autos, si el eximente sólo se refiere a la responsabilidad 



Ver tnnihiín: Corta., 1, g, 3 ; I»p,e, to , «. 
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criminal, mientras que en el caso la sentencia recurrida alude 
a las consecuencias civiles del descarrilamiento: p. 450. 

4. Tratándose de los daños y perjuicios ocasionados til actor 
como consecuencia de la muerte de una hija suya — ocurrida 
en plena juventud — en el descarrilamiento sufrido por un 
tren de la empresa demandada, a raíz de haber embestido la 
locomotora un animal que cruzaba las vías, corresponde con- 
firmar la sentencia de segunda instancia que — en razón de 
surgir del sumario administrativo que el tren marchaba a una 
velocidad de G0 kms. por hora, que reinaba buen tiempo y que, 
finalmente, se habría evitado el accidente adoptando algunas 
precaucionen el maquinista — hace lugar a la demanda, apre- 
ciando equitativamente la prueba producida en autos y la 
condición económica y social del actor; debiendo rechazarse 
las alegaciones de la demandada, en el sentide ñt> que el desca- 
rrilamiento se debió exclusivamente a un caso fortuito o al 
hecho de un tercero ajeno a la empresa: p. 450. 

6. Si las conclusiones alcanzadas por la sentencia de segunda 
instancia que, confirmando la de la primera, valora los elemen- 
tos de juicio agregados a la causa durante el correspondiente 
periodo de prueba, se ajustan a tales constancias y a los pre- 
ceptos legales que las rigen, y los reparos contenidos en los 
memoriales presentados por ambas partes ante la Corte Su- 
prema carecen de eficacia, toda vez que constituyen simples 
apreciaciones subjetivas que la prueba rendida no corrobora en 
la extensión que se pretende, corresponde confirmar el fallo 
primeramente nombrado que condena al Ferrocarril Central 
Argentino — hoy Ministerio de Transportes de la Nación — a 
pagar con costas a uno de los actores el 80 % de la suma que, 
dentro de la de $ 30.000, jure corresponderle. por los daños 
y perjuicios que sufriera al ser lesionada con motivo de haber 
sido embestido, por un tren Diesel de la demandada, el auto- 
móvil que dirigía su esposo, cuya demanda personal se rechaza 
por no haberse demostrado a su respecto la existencia de per- 
juicio concreto alguno : p. 555. 

Responsabilidad del Estado. 

Aocidentes de tránsito. 

6. Si de la prueba acumulada en auto* surge que eran tres 
los tripulantes de la camioneta del Ministerio de Agricultura 
de la Nación que causó la muerte de una criatura de tres años 
y medio de edad, y que el vehículo fué primeramente puesto 
en marcha hacia adelante, retrocediendo luego, sin que uiuguno 



DA1Í08 Y PERJUICIOS 



851 



de ellos viera a la menor, ni tampoco las dos testigos presen- 
ciales del hecho, antes de producirse éste, no hay violencia 
alguna en concluir que todo se debió a la fatalidad y que, exa- 
minado el suceso con la guía de la sana crítica, no es posible 
atribuir negligencia grave al conductor; por lo que corres- 
ponde desestimar la acción tendiente a obtener la indemniza- 
ción de los daños y perjuicios resultantes de dicho accidente, 
entablada por la madre de la víctima: p. 125. 

7. Si la prueba analizada en el fallo en recurso y demostra- 
tiva de la culpa del cabo conductor de la motocicleta de pro- 
piedad del Ejército Argentino, que embistió y lesionó al actor, 
hallase corroborada por las propias manifestaciones hechas 
por dicho soldado en la declaración testimoniada que prestara 
en primera instancia — de las que surge que, no oblante ha- 
berse quedado sin las luces reglamentarias proseguía su marcha 

a obscuras, que el vehículo llevaba una marcha acelerada, etc. 

que revelan la culpa y la imprudencia notoria del conductor 
mencionado, corresponde condenar a la Nación responsable a 
abonar al actor las sumas dejadas de percibir mientras estuvo 
en asistencia médica, los gastos de farmacia y, finalmente, 
una cantidad mayor de dinero en concepto de disminución 
de la capacidad laborativa del accidentado, que debe fijarse 
teniendo en cuenta su juventud y la circunstancia de que se 
ganaba la vida en tareas rudas: p. 781. 

Policía de seguridad. 

8. El Estado está obligado a indemnizar el daño producido 
al actor por la muerte de una hija menor suya, producida como 
consecuencia de la herida que le produjera —encontrándose 
en la vereda de su domicilio— un proj-ectil de pistola dispa- 
rado por un agente de policía que intentaba detener a un mal- 
hechor que había sido confiado a su custodia y que, empren- 
diendo veloz carrera, trataba de huir: p. 641. 

Casos vario* 

9. El Estado demandado por indemnización de los daños y 
perjuicios ocasionados al actor como consecuencia de la expro- 
piación de la fracción de tierra de que este último era arren- 
datario, debe abonarle — como indemnización — el valor atri- 
buido por ei perito único, ingeniero agrónomo, a los junquillos 
cultivados por el locatario, si —a juicio de dicho experto— el 
número de esas plantas — en el momento de la pericia — era 
de 4.760.221 ejemplares, con una antigüedad presunta anterior 



852 



DECRETOS NACIONALES 



al acto de declaración de utilidad pública del inmueble, como 
asimismo debe abonarle el valor de las reatantes mejoras — 50 
paraísos y 25 plátanos — allí existentes; no correspondiendo 
acordar indemnización alguna por los perjuicios invocados en 
concepto de trastos para la preparación de nueva tierra por el 
actor, como así tampoco por el lucro cesante basta obtener una 
producción plena en una nueva explotación de junquillos — art. 
11, ley 13.264 — , ni por la suma relativa al rubro "indemni- 
zación de peones", ya que no se ha probado la existencia de 
la respectiva relación laboral: p. 478. 

Pruaba. 

10. Si la ocupación indebida del campo de la adora, por parte 
de la provincia demandada, ha causado perjuicios — cuya exis- 
tencia ha sido probada — a aquella parte, la indemnización re- 
querida judicialmente es procedente en la medida del daño 
acreditado: p. 90. 

Detarmiiiación da la indemnización. 

Halo moral. 

11. El daño moral no es indemnizable cuantío no media res- 
ponsabilidad penal ¡ p. *55. 

13. Siendo un delito de derecho criminal el hecho que da ori- 
gen a la indemnización, debe comprenderse en esta tanto el 
daño material como el moral — art. 1078 del CÓd. Civil — : p. 
641. 

13. El daño moral no es indemnizable cuantío mi media un 
delito criminal: p. 781. 

DECLARATORIA BE HEREDEROS. 

Ver: Recurso extraordinario, 24. 

DECRETO-LEY. 

Ver: Constitución Nacional, 8. 10. Mj Impuesto a los réditos, 
7; Incompatibilidad, 1, 2; Jubilación del personal del comer- 
cio, actividades afines y civiles, 2, 3, 4; Jubilación y pensión. 
6, 7; Recurso extraordinario, 10. 

DECRETOS HAdOEALES. 

Ver: Constitución Nacional, 12. 
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DEFENSA EN JUICIO. 

Ver: Accidente» del trabajo, 2; Constitución Nacional. 1, 2, 3, 
4, 5, 6, 7, 14; Recurso extraordinario, 29. 43. 54. 

DEFENSOR 

Ver: Extradición, 1¡ Homicidio, 1, 4; Inmutabilidad, L $. 4; 
Nulidad procesal, 1. 

DEFRAUDACION. 

Ver: Aduana, 4; Extradición, 2. 

DELITOS. 

Ver: Aduana. 4, 12; Constitución Nacional. 1, 13; Daños v 
perjuicios. 2. 12, 18'; Extradición, 1. 2; Homicidio. 1, 2, 3, 4, 
5; Imputabilidad, 1, 2. 3, 4: Insubordinación, 1; Jurisdicción 
y competencia, 2. 12, 13. 14, 15. 16. 17. 18. 26, 20. 30; Nulidad 
procesal. 1; Participación criminal, 1; Prueba, 3. 4; Recurso 
extraordinario, 19; Sentencia, 1. 

DEMANDA. 

Ver: Accidentes del trabajo. 2; Daños y perjuicios. 1. 4, 5; 
Expropiación, 44, 46; Impuesto a los rnlitos. 3, 4, 5. 8; Juris- 
dicción y competencia. 31, 32. 33; Nulidad procesal. 2; IVren- 
ción de instancia. 1; Recurso extraordinario, 14; Recurso or- 
dinario de apelación, 17. 

DENUNCIA. 

Ver: Nulidad frocpsal. 1. 

DEPOSITO. 

Ver: Constitución Nacional, 7; Jurisdicción y competencia, 13. 

DESECHO DE ASOCIACION. 

Ver: Recurso extraordinario, 15. 

DERECHO DE TRABAJAR. 

Ver: Recurso extraordinario, 15. 

DERECHO FISCAL. 

Ver: Impuesto, 1; Impuesto a los réditos, 2. 
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DERECHO PRIVADO. 

Ver: Impuesto, I¡ ImpucMo a los réditos, 1. 

DERECHO PUBLICO. 

Ver: Impuesto, 1. 

DESECHOS ADQUIRIDOS. 

Ver: Jubilación y pensión, 5. 

DERECHOS V GARANTIAS. 

Ver: Constitución Nacional. 1. 2, 3. 4. 5, 6. 7. 8. !). 14; Recurso 
extraordinario, 29, 30. 43. 54 

DESALOJO 

Ver: Recurso extraordinario. 13. 

DESISTIMIENTO. 

Ver: Constitución Nacional, 14. 

DESPIDO. 

Ver: Expropiación. 40. 43; Jubilación del personal del comer- 
cio, actividades afines y civiles, 1; Recurso extraordinario. 24. 

DIRECCION GENERAL DE TIERRAS. 

Ver: Tierras públicas, 1. 

DIRECCION GENERAL IMPOSITIVA. 

Ver: Impuesto a los réditos. 9. 

DISCURSO. 

1. Iniciación del Año Judicial: p. 5. 
DOLO. 

Ver: Aduana, 9. 11. 
DOMICILIO. 

Ver: Corte Suprema, !; Jurisdicción y competencia. 4. 10. 12. 
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Ver: Homicidio, 3, ■(. 
EJERCITO. 

«L«?° SÍ ^ 3 í ^«ño» 3- ix^rjuteioa, 7; Expropiación, 45; In- 
ZSrZ tl } Juri8d,CCIÓn r ^P^ncU, 29; Pensiones 

EMBARGO. 

Ver: Corporación de transportes de la ciudad de Buenos Airea 
1 ; Recurso extraordinario, 7, 38. ' 

"EMPLEADOS BAKOARI08. 

Ver: Acumulación de beneficios, 1, 2. 

EMPLEADOS DE COMERCIO. 

J^Sífí^ Pera0,,al del COmercio - a <<¡vidades alinea 

EMPLEADOS FERROVIARIOS. 

Ver: Jubilación de empleados ferroviarios, 1, 2. 
EMPLEADOS NACIONALES. 

^S^^^^ M «™ * ^picados 

ESCRITURA PUBLICA. 

Ver: Expropiación, 48. 

ESPECULACION. 

^^SS^f' :ÍSi >' 27, 

ESTADO. 

^n D i ñü i K pepjui i' i0!i ; C - tA *¡ Expropiación, 3, 45: Im- 
puesto, 1; Intereses, 1 ¡ Jurisdicción y competencia, 11. 
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ESTAFA, # 

Ver: Jurisdicción y competencia. 26. 

excepciones. 

Ver: Recurso extraordinario, 44. 

EXHORTO. 

Ver: Honorarios, 2. 

EXIMENTES. 

Ver: Daño» y perjuicios, 3¡ Inmutabilidad, 2, 4. 

EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO. 

Ver: Recurso ordinario de apelación, 1C. 

EXPORTACION. 

Ver: Aduana. 7. 

EXPROPIACION (>). 
Indemnización. 

1. El valor de lo expropiado debe fijarse con referencia a la 
fecha en que el Pisco expropinnte tomó posesión efectiva del 
bien objeto del juicio: p. 694. 

Determinación del valor real. 

2. Si al tiempo de trabarse la litis no estaba impuesta por la 
ley al expropiado indicación precisa de lo que pretendía en 
concepto de indemnización, como elemento formal de la con- 
testación de la demanda, resulta contrario a la equidad atri- 
buir a una estimación que pudo no hacerse — y que fué hecha 
con salvedades — el carácter de determinación precisa del re- 
sarcimiento a que el propietario ae considera con derecho; por 
lo que, teniendo en cuenta, además, que lo que por sobre todo 
importa en los juicios de esta e*pec¡°. es la justicia de la in- 
demnización, debe confirmarse la sentencia apelada, fundada 



O ) Ver también: Corte Suprema, 4; Costas, 2, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 
11, 12, 13; Daños y perjuicios, 9; Honorarios de abogados y procurado- 
rea, 1, 2, 3, 4; Intereses, 1, 2; Recurso extraordinario, 13, 31; Recurso 
ordinario de apelación, 0, 12. 
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en el dictamen unánime del Tribunal de Tasaciones —prueba 
particularmente responsable y fehaciente, en el caso— donde 
se reconoce al bien expropiado un valor mayor: p. 95. 

3. Resultando sensiblemente dispares las conclusiones a que 
llegan, en lo referente al valor del campo expropiado, cada uno 
de los tres peritos que se expiden en autos y el Tribunal de 
Tasaciones, corresponde atenerse a la compra hecha por el 
mismo Banco de la Nación expropiante —en fecha anterior en 
pocos meses a la de la toma de posesión en este juicio, y tam- 
bién en cumplimiento de la ley 12.63&— de un campo sito en 
las proximidades del ahora expropiado, que no le es inferior 
bajo ningún concepto; no pudiendo fijarse con equidad un 
precio promedio incluidas todas las mejoras inferior al que 
pagó el Estado expropiante en aquel caso, no tenido en cuenta 
por el Tribunal de Tasaciones: p. 160. 

4. Si bien por disposición del art. 14 de la ley 12.636 —sobre 
colonización nacional— el valor de los inmuebles que se expro- 
pien en cumplimiento de la misma, debe establecerse princípal- 
mentesobre la base de su productividad durante los últimos 
diez años, como lo que decisivamente importa en los juicios de 
esta especie es que la indemnización sea justa, los jueces no 
están impedidos de confrontar las conclusiones periciales obte- 
nidas de ese modo con otros elementos de juicio serios, concre- 
tos y objetivos a los que sean ajenos los factores de mera es- 
peculación —que son los que el precepto legal mencionado se 
ha propuesto eliminar— cuando existen discrepancias entre 
los mismos técnicos en esa determinación indirecta del valor- 
p. 160. 

5. Si el ingeniero representante de la expropiada en el Tribu- 
nal de Tasaciones de la ley 13.264, no ha comparecido a una 
reunión fijada para una fecha determinada —pese al telegra- 
ma que le dirigiere, invitándole a concurrir, el Presidente de 
dicho organismo— es evidente que, cualesquiera sean las cir- 
cunstancias de carácter personal que le hubieran impedido ha- 
cerlo, el Tribunal no ha debido interrumpir su labor por esa 
causal : p. 215. 

6. Aun cuando el dictamen del Tribunal de Tasaciones de la 
ky 13.264 sólo ofrece la importancia de un elemento de juicio 
entre todos los que tenga a considerar un juez, como dicho 
organismo —además de los representantes de las partes— se 
integra con funcionarios técnicos especializados en esa clase 
de tarcas, que asumen al efecto el carácter de peritos terceros, 
sus conclusiones hacen plena prueba en juicio en tanto no 
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medie una observación fundada de la parte disconforme: p. -15. 

7. Si la valuación del inmueble expropiado, practicada por el 
Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, resulta justa y equi- 
tativa, corresponde que la Corte Suprema acepte la «urna acor- 
dada por dicho organismo, con la unanimidad de sus miem- 
bros, excepto el representante de la expropiada — quien no 
compareció a la reunión, a peaar de haber sido convocado—: 
p. 215. 

8. Si en la causa no hay ningú elemento de juicio que mueva 
a apartarse del justiprecio efectuado por el Tribunal de Tasa- 
ciones de la ley 13.264, sobre la base de la productividad, con- 
forme a lo dispuesto por el art. 14 de la ley 12.6.36. tanto más 
cuanto que su conclusión coincide prácticamente con la del 
perito tercero — f 646,31 y $ 650, respectivamente, la hectárea 
del campo con mejoras— corresponde que la Corte Suprema 
confirme la sentencia apelada, que se atiene a dicha valuación: 
p. 223. 

9. Si el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264. por la una- 
nimidad de sus miembros y en ausencia del representante de 
la propietaria del inmueble expropiado — cuyo escrito mani- 
festando disconformidad con la valuación de dicho organismo, 
se tuvo presente — tasó el mencionado bien en una suma que 
resulta equitativa, si se tiene en cuenta —además de los fun- 
damentos del respectivo dictamen — el precio papado por la 
parte demandada pocos meses antes de la expropiación, no co- 
rrespondo fijar judicialmente un precio distinto: p. 246. 

10. Si el perito de la actora y el ten-ero designado de oficio 
llegan a una sola estimación del valor que atribuyen a la drapra 
que, con todo su equipo y accesorios a bordo o en tierra, cons- 
tituye el bien objeto del juicio, y la sentencia apelada descarta 
el dictamen del perito de la demandada — por no conceptuarle 
convincente — . resolviendo establecer el precio "con criterio 
ecléctico en la diferencia entre la estimación administrativa 
(hecha por la actora) y el "valor nacional" justipreciado en 
el dictamen de los dos peritos", corresponde — aceptando el 
criterio de la sentencia de primera instancia, no asi la deduc- 
ción del 10 c /, que ella hace — decidirse por el propio cálculo 
de precio realizado por la actora — en la mencionada aprecia^ 
ción administrativa — , ya que lo ha sido sin condiciones y por? 
que constituye la base más firme para sustentar un pronuncia- 
miento: p. 267. 

11. Para la determinación del precio del inmueble expropia- 
do, no corresponde «tenerse a la estimación formulada por el 
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15. Si las partes no discrepan en considerar que la zona de 
influencia de la Avda. Córdoba es mayor que la de la Avda. 
Corrientes, a la altura de la calle Maípú en que ae encuentra 
ubicado el inmueble expropiado — que lleva los Kos. 758/62 de 
esta última — , aceptado este punto de vista también por el Tri- 
bunal de Tasaciones de la ley 13.264, resulta eltiro que, si el 
coeficiente va disminuyendo a medida que las propiedades se 
alejan de la Avda. Córdoba, no puede ser igual para una casa 
que lleva el X o 770, que para los Nos. 758/62 ; por lo que, con- 
forme con el sistema aceptado, debe mantenerse el coeficiente 
de cuadra de $ 0,65 indicado por el mencionado organismo, 
rechazándose el de $ 0.70, establecido por la sentencia apelada : 
p. 330. 

16. Si la sentencia apelada adopta como criterio para la de- 
terminación del precio del inmueble expropiado el aconsejado, 
por unanimidad, por el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, 
corresponde que la Corte Suprema confirme dicho pronuncia- 
miento, máxime cuando la demandada — que primero manifes- 
tó disconformidad con el precio ofrecido como indemnización — 
en el memorial presentado en 1* instancia, solicitó se condenase 
a la actora al papo de la suma fijada por «1 organismo prime- 
ramente mencionado : p. 412. 

17. Si la valuación del terreno expropiado, practicada por el 
Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264 — y establecida por 
unanimidad de sus miembros, incluido, desde luego, el repre- 
sentante del Ministerio de Obras Públicas de la Nación — re- 
sulta justa y equitativa, coincidiendo a la vez con el valor que 
a esa fracción asignara el perito tercero, corresponde señalar 
judicialmente como total indemnización la suma acordada por 
dicho organismo, sin que a ello obste la apelación interpuesta 
por el Fiscal, sin invocar circunstancia alguna que acredite la 
existencia de agravios producidos por la sentencia, ni motivos 
que autoricen a separarse de las conclusiones del Tribunal de 
la ley: p. 416. 

18. Corresponde confirmar el pronunciamiento recurrido, por 
ana fundamentos, en la parte que fija el valor objetivo del bien, 
adoptando el mismo que contiene el dictamen del Tribunal de 
Tasaciones de la ley 13.264. si dicha estimación resulta justa y 
equitativa; sin que a ello obste la aseveración de la demandada 
—desvirtuada en autos — de que el informe del aludido orga- 
nismo fué expedido sin contralor y sin intervención de su 
parte: p. 421. 

19. Si el Tribunal de Tasaciones instituido por la ley 13.264 
ha fijado, por unanimidad de sus miembros —esto es, con la 
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asistencia y conformidad de los representantes de ambas par- 
tes — , el valor de la tierra expropiada, no cabe, en principio, 
señalar jndieialmente un precio distinto del de la tasación rea- 
lizada por dicho organismo: p. 432. 

20. Si el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264 ha fijado, 
por unanimidad de sus miembros, el valor del inmueble expro- 
piado, no cabe, en principio, fijar judicialmente un precio dis- 
tinto del de la tasación realizada por dicho organismo: p. 436. 

21. Tanto el "representante" especial del expropiado como 
el de igual carácter del Gobierno Nacional en el Tribunal de 
Tasaciones de la ley 13.264, revisten el doble carácter de téc- 
nicos y partes: p. 440. 

22. Si la sentencia apelada se atiene en cuanto al valor de la 
tierra expropiada y sus mejoras a la estimación formulada por 
el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, hecha por el acuer- 
do unánime de todos sus integrantes, no cabe, en principio, 
fijar judicialmente un precio distinto del de la tasación efec- 
tuada por dicho orpanismo, si ella resulta justa v equitativa: 
p. 440. 

23. Corresponde confirmar la sentencia apelada que, por lo 
que hace a la determinación del precio de la tierra expropiada 
—incluidas las mejoras—, hace lo propio con el pronuncia- 
miento de primera instancia, que no ha sido apelado por el 
propietario, si dicho monto coincide con el solicitado por el 
expropiado en oportunidad de contestar la demanda; no siendo 
óbice a dicha conclusión la mayor estimación que, por unani- 
midad, ha efectuado el Tribunal de Tasaciones de la lev 13.264 : 
p. 446. 

24. Tratándose del interés que debe tomarse como base para 
completar los cálculos que darían el monto de la indemnización 
por los yacimientos minerales — de arena y pedregullo — exis- 
tentes en el inmueble expropiado, corresponde admitir el de 
6 % fijado en la sentencia recurrida — y no el de 8 que 
acepta el dictamen del Tribunal de Tasaciones de la ley 
13.26-1 — . no sólo porque aquélla era la tasa del interés oficial 
que en el año 1943. fecha de la desposesión, percibía el Banco 
de la Nación Argentina por operaciones de descuento de nafro 
íntejrro, sino también por el tiempo transcurrido desde la des- 
posesión de que fuera objeto la demandada, sin que haya per- 
cibido papo total sobre el valor del bien : p. 461. 

26. Corresponde confirmar la sentencia apelada, que se basa 
— para la determinación del precio del inmueble expropiado — 
en el dictamen de los peritos tasadores designados en autos, 
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h^TiV¿£ 8¡ b¡en 61 <1el Trib «nal «1« Tasaciones de 

M. Al 2; -n aC ' UM . U ?* d,fer ?? cw en valor asilado a 66 
SI*. 7n ' 2 CUfl " i V npe! * lcie expropiada de 71 has.. 
n„i£i ^^JS? Peritación, de cincuenta pesos p« r 
unidad o sean # 3.340.85 en total, no lo es menos que en ll 
ultima no se ha estimado separadamente el valor de los aJam- 
éK2 «"tantea, a los que la primera les asigna el valor de 

* *oW' (,I,P / n ti a A e - fnutÍVa mlueo la íl¡ ^l>am-ia a sólo 
®.*2 a M 1 * 95 por hp ^area; a lo que se mrre R a la 
calidad de la fracción expropiada -alta, llana, apta para tam- 
bo y forrajeras— asi como que ella hallábase trabajada direc- 
tamente por sus propietarios: p. 472. 

26. Corresponde confirmar la sentencia apelada que. prescin- 

TÍ2!„J . } *** tm ***" M J** expropiado efectuada por el 
*£g£t <le paciones de la ley 13.264. fija -teniendo en 
tuonta los precios establecidos para caninos linderos, también 
expropiados por sentencias definitivas dictadas en cumplimien- 
to de la misma finalidad a que se sujeta la de la fracción que 
motiva este juicio-- un valor promedio por hectárea, que res- 
ponda ron evidencia a la determinación de un criterio lógico v 
uniforme en situaciones de la mayor similitud, va que se trata 
de rracenmes colindantes y de «jran analogía, debiendo también 
confirmarse dicho proinim-iamiento en lo referente a las mejo- 
ras de la propietaria del eampo y a las que pertenecían a ¡os 
tamberos arrendatarios del mismo: p. . r >20. 

*!m m A n „ fl ,ah^ « ,,í, como constancia de lo resuelto por 
el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264; consta que el repre- 
sentante de la actora firmó otorgando su conformidad a la es- 
timación realizada por ese orpanismo lepral respecto al precio 
«reí bien oMeto del juicio, ello linee inoperante la disconformi- 
dad manifestada, ante la Corte Suprema, contra el fallo de la 
ramara —consentido por In demandada— que lia adoptado 
como valor del inmueble el mismo fijad*, cu aquel dictamen: 
p. 861. 

28. Si el Tribunal de Tasaciones instituido por la lev 13 264 
na fijado, pnr unanimidad de sus miembros — e^to es con la 
asistencia y conformidad de los representante de ambas par- 
i?^"*. el i y* l0 1 r <ie la ™eei¿n expropiada, no cabe, en principio, 
fijar judicialmente un precio distinto del de la tasación reali- 
zada p»r dicho organismo, que! por otra parte, no ha sido im- 
pugnada : p. 574. 

». 8i el. Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264 ha fijad» 
por unanimidad de sus miembros —y, desde luego, con la con- 
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formidad del representante del Ministerio de Obras Publicas — 
el valor de la tierra expropiada, no cabe, en principio, señalar 
judicialmente un precio distinto del de la tasación realizada 
por dicho organismo, máxime cuando ni la referida peritación, 
ni las constancias de autos, revelan deficiencias o reparos que 
autoricen una conclusión diferente: p. 579. 

30. Si bien por disposición del art. 14 de la ley 12.636 —sobre 
colonización nacional — el valor de ios inmuebles que se expro- 
pien en cumplimiento de la misma, debe establecerse principal- 
mente por el cálculo de su productividad durante loa últimos 
diez años, cuando respecto a esta última los elementos de jui- 
cio traídos a los autos no son coincidentes, es razonable y aún 
necesario tomar también en cuenta la tasación hecha por el 
método directo: p. 671. 

31. Para determinar el valor de las tierras expropiadas co- 
rresponde hacer uso tanto del método directo — que, previa 
una deducción por desvalorización, por extensión del campo 
objeto del juicio, y un aumento de precio por hallarse libre de 
arrendatarios un 80 % del mismo, conduee, en definitiva, a la 
fijación del valor de $ 820 la hectárea — como del método in- 
directo, adoptado por el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, 
cuya valuación resulta inobjetable, salvo en el porciento de la 
capitalización, que corresponde reducir del 5% al 4% %. Por 
lo que hace a las mejoras, debe estarse a la suma fijada por el 
mencionado organismo legal, si la Corte Suprema no halla mo- 
tivo para modificar dicha estimación: p. 671. 

32. Si el inmueble expropiado es, en cuanto, a extensión, una 
tercera parte del que se expropia en otros autos, en los que la 
Corte Suprema también ha dictado sentencia en la fecha, y, 
además, su ubicación es superior, pues está más próxima a la 
zona urbana, todo ello justifica la fijación de un precio sensi- 
blemente superior al establecido para el bien objeto del otro 
pleito, pero menor, sin embargo, al que le asigna la sentencia 
apelada — por tratarse de valores colocados en un punto más 
bajo de la valorización, producida en 1946 — pronunciamiento 
que debe ser reformado, adoptándose —por considerarlo equi- 
tativo — . el valor a que llega el Tribunal de Tasaciones de la 
ley 13.264. sobre la base de la venta que el propio demandado 
efectuó, en el año 1945, de una fracción contigua a lo expro- 
piado, operación que ha sido objeto de diversas correcciones y 
actualizaciones por el mencionado organismo legal: p. 685. 

33. Si la valuación de la tierra expropiada practicada por el 
Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, resulta justa y 
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equitativa, no cabe, en principio, señalar judicialmente un pre- 
cio distinto del de la tasación realizada por dicho organismo 
legal, máxime cuando no hay razón suficiente para apartarse 
de aus conclusiones; debiendo aceptarse, por lo que hace a las 
mejoras, la estimación hecha — de común acuerdo— por los 
peritos de las partes y aceptada por la sentencia de la Cámara : 
p. 694. 

M. Si el precio que el Tribunal de Tasaciones instituido por 
la ley 13.264 asigna a la fracción de terreno expropiada, 
aparece ampliamente fundado en las constancias del estudio . 
realizado por ese organismo — como lo pone de manifiesto la 
sentencia de primera instancia, confirmada por la de la Cáma- 
ra — y de autos no resulta que se hayan formulado reparos 
concretos a las referidas conclusiones, no cabe, en principio, 
fijar judicialmente un precio distinto del de la tasación efec- 
tuada por dicho cuerpo legal : p. 700. 

36. Si el valor atribuido por el Tribunal de Tasaciones de la 
ley 13.264, al lote expropiado, resulta fundado y equitativo 
-—toda vez que el terreno ha sido valuado teniendo en cuenta 
las ventas de análogas fracciones dentro de la zona expropia- 
da— debiendo decirse lo mismo de la estimación realizada con 
respecto a la superficie cubierta y a las plantaciones existen- 
tes, no cabe, en principio, fijar judicialmente un precio distin- 
to del de la tasación efectuada por dicho organismo: p. 708. 
36. Sí la Corte Suprima considera equitativo, ajustado a los 
elementos de juicio que constan en autos y conforme con el cri- 
terio adoptado en la sentencia dictada por el Tribunal en la 
misma fecha, en otra causa — relativa a In expropiación de una 
tierra contigua al extremo de la de los demandados— el precio 
unitario que se fija en el fallo apelado; aunque la Cámara se 
refiere a una fecha de desposesión anterior a la efectivamente 
prodneida. la magnitud de la diferencia de extensión que hay 
entre lo expropiado en el otro juicio mencionado y lo que se 
expropia en éste, impone una reducción por superficie en el 
precio unitario de aquel juicio que justifica el mantenimiento 
del fijado en la sentencia recurrida, que ha considerado debi- 
damente la aludida influencia de la superficie, teniendo en 
cuenta la de la totalidad del inmueble y no la de las partes . 
alícuotas de los condóminos. puesto que no existe subdivisión 
y se trasmite en un solo acto la integridad del bloque. Por lo 
que hace a las mejoras, corresponde adoptar la estimación he- 
cha por el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, si —habida 
cuenta de todas las valoraciones de ellas efectuadas en autos— 
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la Corte Suprema no baila motivo para apartarse de dicho jus- 
tiprecio, por el que se han decidido las sentencias de las dos 
instancias anteriores: p. 726. 

87. La cuestión de saber si, tratándose de la expropiación de 
mercaderías para cuya venta se ha fijado un precio máximo 
— ley 12.591 — cabe apartarse de él y mandar pairar uno 
mayor cuando hay prueba fehaciente de que el valor real de 
lo expropiado era superior al precio máximo oficialmente es- 
tablecido está fuera de lugar en la causa, pues si bien las bol- 
sas expropiadas habían sido adquiridas por la sociedad deman- 
dada a un precio superior al máximo en cuestión cuando este 
último aun no regia, uno de loa peritos deja constancia de que 
el precio de esa adquisición — cuya realidad no se pone en 
duda — fuá superior al valor real de las bolsas de esa clase al 
tiempo de la compra aludida, entendiendo por valor real "el 
precio que hubiese sido razonable y lógico pagar" en ese mo- 
mento: p. 810. 

38. En épocas de anormalidad económica caracterizada por 
la necesidad de recurrir a la fijación legal de precios máximos, 
es obvio que no puede considerarse lisa y llanamente justo pre- 
cio el costo representado por lo que un comerciante — que com- 
pró para vender- — se haya avenido a pagar no obstante que, 
hnWda cuenta de los factores que en ese momento determinaban 
el real valor de la mercadería de que se trate, ese precio hu- 
biera debido o podido ser menor. Una operación intermedia de 
esta especie y con tales caracteres constituye un episodio o mo- 
mento del proceso de injustificado encarecimiento progresivo 
que la fijación legal de precios máximos se propone, precisa- 
mente, contener. Xo es. pues, con referencia a ella que se ha 
de determinar el justo resarcimiento de una expropiación: p. 
810. P H 

Daños cansados por la expropiación parcial. 

39. Procede indemnizar al propietario por la desvalorización 
que el desmembramiento de los bienes expropiados produce en 
el resto de la tierra de su propiedad, la que queda privada de 
dos rutas directas, ambas con pavimentos mejorados : p. 440. 

Otros dafios. 

40. Siendo consecuencia de la expropiación de un campo el 
pago de salarios resultante del despido del personal que en él 
trabajaba, corresponde al expropiante abonar el importe co- 
rrespondiente a dicha partida, de conformidad a la prueba 
aportada a los autos : p. 160. 



EXPROPIACION' 



41. Tratándose de la expropiación de un campo, debe indem- 
nizarse a bu propietario por las labores agrícolas realizadas en 
el mismo antes de la desposesión y que, a consecuencia de ésta, 
vinieron a favorecer al expropiante: p. 160. 

42. La indemnización por expropiación de un campo debe 
comprender la partida correspondiente al impuesto de contri- 
bución directa, abonado por la expropiada, en la parte pro- 
porcional equivalente al período posterior a la toma de pose- 
sión del bien objeto del juicio: p. 160. 

43. Atento lo dispuesto por el art. 11 de la ley 13.264, la in- 
demnización debida al propietario expropiado debe compren- 
der la suma por él abonada al ex portero del inmueble objeto 
del juicio — que se consideró despedido — , hecho que ha sido 



Jugado del Trabajo: p. 283. 

41 Con arreglo a lo dispuesto en el art. 11 de la ley 13.264. 
no corresponde hacer lugar al pedido formulado por el expro- 
piado en el sentido de que se considere perjuicio resultante de 
¡a expropiación, y se le indemnice, el que reconoce como causa 
la circunstancia de haber tenido que dejar sin efecto la venta 
del inmueble expropiado, concertada con anterioridad a la de- 
manda de expropiación : p. 292. 

45. No existe fundamento para hacer pagar al Estado expro- 
piante perjuicio alguno emanado de la expropiación — que la 
sentencia apelada fija en el 20 % del valor de los bienes ex- 
propiados — t si los terrenos objeto del juicio se encontraban 
arrendados, con todas sus instalaciones, ni Ejercito, por lo 
menos desde enero de 1944, habiéndose iniciado el pleito el 11 
de agosto de 1945. o sea cuando ya rio usufructuaba el bien la 
demandada: p. 421. 

46. Procede hacer lugar a la indemnización solicitada por los 
tamberos arrendatarios del campo expropiado —con motivo de 
la cesación de la explotación a que w» dedicaban — . cu los tér- 
minos en qne el Pisco hizo su ofrecimiento en el escrito de 
demanda, ya que no se han aportado a los autos elementos de 
jnicio que autoricen la pretensión perseguida por el recurso, 
ni otra decisión diferente a la que se adopta: p. 520. 

*I. En el juicio sobre expropiación de una fracción de tierra, 
no corresponde hacer lugar al pedido formulado por la expro- 
piada en el sentido de que se le reintegre el importe abonado 
a la Prov. de Buenos Aires, en concepto de contribución de 
mejoras por el pavimento del camino de Morón a Lujan. Ello, 
por tríitarsc de una tasa impuesta por la construcción de una 
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obra de interés general, que ha valorizado toda la zona, y, por 
ende, la tierra expropiada: p. 716. 

48. Con arreglo a lo dispuesto en el art. 11 de la lev 13.264, 
no corresponde hacer lugar al pedido formulado por la expro- 
piada en el sentido de que se considere perjuicio resultante de 
18 expropiación, y se le indemnice, el suplemento del 3 % —a 
que alude el perito de dicha parte— en concepto de pago de 
posibles gastos de comisión, escritura, etc.: p. 716. 

Procedimiento. 

Procedimiento Judicial. 

4f>. Si, notificado el dueño del bien expropiado de la obliga- 
ción de hacer comparecer a su representante, dentro del plazo 
de diez días, ante el Tribunal de Tasnciones. hizo conocer a la 
Corte Suprema la designación de su representante, y posterior- 
mente—justificando motivos atendibles— solicitó su reemplazo 
por otra ingeniero que no compareció a aceptar el cargo, y si 
nose ha dispuesto aún el requerimiento ordenado por el art. 14 
de la ley 13.264, no procede el emplazamiento solicitado por la 
actora para hacer cumplir a dicho perito con el requisito apun- 
tado bajo apercibimiento de "tenerla por renunciada al dere- 
cho de hacer otra designación' \ Lo que corresponde es requerir 
del Tribunal de Tasaciones que expida en el término de lev 
los informes dispuestos por el art. 14 de la ley 13.264, e inti- 
mar previamente a la expropiada para que dentro del plazo 
de diez días comparezca su representante a integrar el referido 
organismo, baje» apercibimiento de prescindirá de su interven- 
ción: p. 341. 

EXPULSION DE EXTRANJEROS (')• 

1. Si de las mismas manifestaciones de ía recurrente resulta 
no ser la expulsión que se dice cumplida el solo obstáculo 
que impide el reingreso del extranjero expulsado del pafs 
—pues el habría sido, en efecto, entregado a las autoridades 
policiales paraguayas y estaría alojado actualmente en una 
cárcel pública— y toda vez que, en tales condiciones, cualquier 
pronunciamiento de la Corte Suprema respecto al derecho del 
expulsado a reingresar ni país aería teórico, dada la imposibi- 
lidad de hacerlo efectivo que supone la detención por autori- 
dades extranjeras, corresponde coufirmar el pronunciamiento 



0) Ver también: Recurso extraordinario, 28. 
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recurrido que, fundado en la referida circunstancia, deniega 
el hábeas corpus : p. 49. 

EXTRADICION ('). 

Extradición con patees extranjeros. 

OseeiBttáaAst. 

1. Es improcedente la extradición solicitada si —como uni- 
formemente se señala en las vistas fiscales, en la defensa y en 
las resoluciones judiciales dictadas y resulta de las constancias 
respectivas — las actuaciones acompañadas para dichos fines 
omiten toda referencia a la fecha en que se habría cometido 
el delito que a la persona requerida se le atribuye, acusando 
además deficiencias en la relación de las modalidades del hecho, 
que obstan al progreso de la respectiva gestión, pues los requi- 
sitos omitidos los exige el art. 651 del Código de Procedimien- 
to» en lo Criminal, aplicable por no existir tratado de extra- 
dición con Portugal, y resultan indispensables para decidir 
acerca de lo peticionado, conforme al art. 655 de dicho Código: 
p. 484. 

Proscripción. 

S. Es improcedente la extradición solicitada, si la acción penal 
correspondiente a los delitos de robo y defraudación que se 
imputan al ciudadano holandés requerido se encuentra pros- 
cripta por haber transcurrido con exceso, desde la fecha en que 
los hechos se habrían cometido, el termino de seis años de los 
arts. 164 ó 172 del Código Penal Argentino en que aquéllos 
podrían hallarse encuadrados según sus modalidades, en orden 
a lo preceptuado por el art. 62, inc. 2 del mismo, y conforme 
al Tratado de Extradición celebrado entre la República Argen- 
tina y los Países Bajos, en 7 de setiembre de 1803 —ley 3495—, 
el cual con respecto a la prescripción, autoriza la aplicación de 
la ley más benigna del país requirente o requerido, siendo por 
ello aplicable la argentina para el supuesto de robo, ya que 
para la defraudación, el término de la pena es igunl en umbas: 
p. 489. 

EXTRANJEROS. 

Ver: Expulsión de extranjeros, 1 ; Recurso extraordinario, 28. 

(1) Ver también: Jurisdicción y competencia, í¡ Recurso ordina- 
rio de apelación, 19. 
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r 

FALSEDAD. 

Ver: Impuestos internos, 2. 

FALTA DE ACCION 

Ver: Recurso ordinario de apelación, 6. 

FALTAS Y CONTRAVENCIONES (•). 

1. Los juicios de faltas han sido legislados como breve» y 
sumarios, en los arts. 585 y sigtes. del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal: p. 155. 

FAMILIA. 

Ver: Constitución Nacional, 15. 
FERROCARRILES. 

Ver: Costas, 1; Daños y perjuicios, 3, 4, 5; Honorarios de 
peritos, 1; Jubilación de empleados ferroviarios, 1, 2, 3; Ju- 
risdicción y competencia, 14, 16; Recurso extraordinario, 11. 

FISCAL. 

Ver: Pena, 1. 

O 

GOBIERNO DEFACTO. 

Ver: Recurro extraordinario, 10. 



BABEAS CORPUS ( 2 ). 

1. El recurso de kábcas corpus no procede cuando se lo in- 
tenta a favor de personas detenidas por orden del juez a quien 
compete el conocimiento de la causa que se le sigue, norma 
que tiene fundamento bastante en el art. 29 de la Constitución 
Nacional: p. 111. 

(i) Ver también: Constitución Nacional. 4: Jurisdicción y com- 
petencia, 22. 

<*) Ver también: Expulaión de extranjeroe, 1; Jurisdicción y com- 
petencia, 19; Becurao extraordinario, 28; Superintendencia, 1. 
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2. Los términos amplios en que está redactado el apañado 
final del art. 29 de la Constitución Nacional no impiden que 
sen ante el juez de la cansa donde deben formularse las pe- 
ticiones correspondientes ai otado de aquella, siendo n su vez 
las resoluciones del magistrado competente, susceptibles de los 
recursos que acuerdan las leyes, para el caso de disconformidad 
con las mismas por parte del interesado; no siendo la vía del 
hibeas corpus un sustituto de los referidos recursos: p. J 11. 

HIPOTECA 

Ver: Honorarios, 2. 

HOMICIDIO <■). 
Homicidio limpie. 

1. Corresponde confirmar la sentencia que aplica la pena de 
quince años de prisión al procesado por homicidio simple, si 
la reducción al mínimo fijado en el art. 70 del Código Penal, 
que procura la defensa, no aparece fundada, conforme a lo 
presen pto por los arta. 40 y 41 del Código Penal y. por el 
contrario, debió ser graduada con mayor severidad, toda vez 
que la discusión que precedió y condujo al delito fue motivada 
por la pretensión, sostenida sólo verbalmente por cada uno de 
los protagonistas, de "tener más fuerza" que el otro, aña- 
diendo el acusado que. "por precaución'* se dirigió a su pieza 
donde tomó un cuchillo y con él, "volvió a iniciar la conver- 
sación", infiriendo luego a la víctima, a quien suponía armada 
la puñalada que le causó la muerte: p. 88. 

2. Si se halla plena y legalmente probado que el procesado 
dió muerte de una puñalada en^ el peelio a la víctima, porque 
ésta formulaba con marcada insistencia y empuñando un 
rebenque, un reclamo al proveedor de un obraje — en cuya 
compañía y la de dos hijos del mismo y de otro peón, el acu- 
sado había comido y tomado mate momentos antea — , y si las 
circunstancias particulares de la causa, y las manifestaciones 
del homicida impiden considerar su conducta como motivada 
por un impulso de perversidad brutal, corresponde encuadrar 
el hecho en el art. 79 del Código Penal, e imponer a su autor 
la pena de veinticinco años de reclusión —teniendo en cuenta 
los pormenores del suceso, la condena anterior por homicidio 

i l) fU V t T í" 1 ?* 18 topaUWIidad, I, o 3, 4; Participación rrimi- 
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que registra el reo; su plena capacidad para delinquir y ku 
pcsimu personalidad moral — suspendiéndole por esta única 
vez la accesoria de reclusión por tiempo indeterminado: p. 380. 

3. A falta de recurso acusatorio que permita elevar el monto 
de la pena, corresponde confirmar la sentencia que aplica al 
procesado por homicidio quince anos de prisión, toda vez que 
el delito resulta perpetrado con una manifiesta inclinación de- 
lictuosa — ya que la víctima, que había accedido a dar tran- 
sitorio albergue al acusado y aun a cebarle mate a altas horas 
de la noche, tampoco aparece proporcionando motivo capaz de 
provocar de parte del homicida la posibilidad de una aceión 
como la efectuada tan inopinadamente — y no concurren cir- 
cunstancias do atenuación, debiendo rechazarse el pedido de 
reducción de la pena formulado por la defensa, invocando el 
estado de ebriedad en que habríase hallado el imputado, pues 
lo hacen improcedente el recuerdo minucioso de lo acaecido 
antes, durante y después del delito; la fuga del procesado; la 
evidencia de que el estado de alcohol ización no fué completo ni 
involuntario, etc.: p. 382. 

4. A falta de recurso acusatorio que permita la imposición de 
una pena mayor, corresponde confirmar la sentencia que aplica 
al procesado por homicidio quince años de prisión, toda vez 
que el exceso en la defensa que conduciría a la calificación del 
referido delito como culposo — propuesto por el defensor— no 
aparece probado en autos, como tampoco lo está que la agresión 
llevada a cabo por el acusado fuera motivada por otra ilegíti- 
ma de la víctima y de su acompañante: debiendo, finalmente, 
per lo que hace al estido de ebriedad aludido asimismo por la 
defensa, advertir que no sólo el homicida reconoce no haber 
perdido la noción de sus actos, sino que en modo alguno resulta 
que la beodez alegada fuese completa e involuntaria: p. 384. 

Homicidio calificado. 

5. Corresponde aplicar la pena de prisión perpetua — arts. 81), 
ines. 2* y 3' y 164 del Código Penal— al autor del delito de 
homicidio, si la víctima fué ultimada en la cama, siendo sor- 
prendida mientras dormía, y «en autos no existe prueba alguna, 
ni siquiera de indicios, que autorice a suponer que — como 
sostiene en su descargo el victimario — en algún momento an- 
terior o coincidente con sub heridas, aquélla haya estado de pie 
para llevar a cabo la agresión que el reo le atribuye, ni que 
empuñara el cuchillo ; a lo que se agrega el apoderamiento de 
bienes del muerto a que luego ae entregó el acusado, registran- 
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dolo todo, la carta escrita por el mismo para ocultar el he- 
cho, etc., circunstancias todas que demuestran la gravedad del 
delito : p. 79. 

HONORARIOS ('). 
Reculación. 

1. El auto refutatorio sólo decide lo referente al monto de 
los honorarios devengados y nnda anticipa respecto a la pro- 
cedencia y forma de su cobro: p. 337. 

2. No corresponde a la Corte Suprema regular los honorarios 
por el diligenciamiento del exhorto por el que se solicitó la 
cancelación de hipoteca por fallecimiento de un procurador, 
toda ves que dicha regulación debe practicarse con interven- 
ción de quien está obligado a satisfacerlos y por el Juex que 
conoce en el principal : p. 517. 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES (=). 

1. El arancel establecido por el decreto 30.439/44, no es apli- 
cable a tos juicios de expropiación, sin perjuicio de tomar en 
consideración, entre otros elementos de criterio, las escalas en 
él establecidas, así como también que deberá considerarse monto 
del juicio a la diferencia entre la oferta fiscal y la suma seña- 
lada en última instancia como indemnización: p. 160. 

3. La escala del art. 6? del arancel establecido por el decreto 
30.439/44 —ley 12.997— no es aplicable a los juicios de ex- 
propiación, sin perjuicio de que se tenga en cuenta el criterio 
adoptado por el mismo con respecto a juicios de análogo 
carácter: p. 330. 

3. Para regular las costas devengadas en las causas sobre 
expropiación, debe considerarse como monto del juicio a la 
diferencia entre la oferta fiscal y la suma señalada en última 
instancia en concepto de indemnización : p. 685. 

A Para regular las costas devengadas en las causas sobre 
expropiación, debe considerarse como monto del juicio a la 
diferencia entre ta oferta fiscal y la suma que se manda pagar: 
p. 716. 



(t) Ver también: Profesiones libérale», I; Recurso ordinario de 
apelación, 11. 

( 2 ) Ver también: Recurso ordinario de apelación, 9. 
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t La estimación de los honorarios de loa peritos requiere no 
aólo la consideración del monto del juicio y la importancia 
de la labor pericial, sino la apreciación de las modalidades 
todas de la cansa, sin que la ineficacia de los dictamines re- 
queridos pueda ser argumento para la reducción de la remu- 
neración de los expertos cuando tal circunstancia ea ajena al 
desempeño de aquéllos, como ocurre en la especie, donde el 
juicio ha terminado a rafe de la adquisición por el Gobierno 
Nacional de los ferrocarriles británicos; no obstante todo lo 
cual, la Corte Suprema está facultada para reducir loa ho- 
norarios en cuestión, si entiende que asi los adapta al mareen 
que la magnitud y características de! pleito permiten: p. 313. 
2. Teniendo en cuenta que el Arancel Profesional del Centro 
Argentino de Ingenieros no tiene carácter legal y la particular 
naturaleza de la designación practicada en autos — peritos 
nombrados a pedido de la demandada, a los fines de "ava- 
luar las obras o reparaciones requeridas para la recepción del 
Puerto del Rosario en las condiciones legales"—, corree?»onde 
que la Corte Suprema reduzca el monto de los respectivos ho- 
norarios de euya regulación se apela : p. 314. 

HURTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 16. 18, Sentencia, 1 



IGUALDAD. 

Ver: Constitución Nacional. 8, 9. II- Pago, 1; Recurso 
traordmario, 30. 

IMPORTACION 

Ver: Aduana, 1, 2, 6, 7. 8, 9, 10, 11. 

impuuto o. 

Principios generales. 

1. El derecho fiscal es una rama del derecho público que 
tiene como finalidad una buena y equitativa distribución v 
reeaad » c,6n de lQ s impuestos para los fines que persigue ¿1 

(i) Ver también: Aduana, 7; Constitución Nacional, 9, 16. 
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Estado, y cuyoa principios rigen solamente en orden al pro- 
pósito impositivo, sin subordinarse a las formas jurídicas del 
derecho privado: p. 115. 

constituye un perjuicio propiamente dicho para el con- 
tribuyente, la agravación periódica de las obligaciones tributa- 
rias legítimas: p. 798. 

IMPURO A LOS REDITOS ('). 
Principios generalas. 

1 Conforme al art. 12 de la ley 11.683 t. a. en la interpre- 
tación de sus disposiciones o de las leyes impositivas sujetas 
a su régimen, se atenderá al fin de las mismas y a su signifi> 
cación económica, y sólo podrá recurrirse a las normas, con- 
ceptos y términos del derecho privado, cuando no sea posible 
fijar, por la letra o por su espíritu, el sentido o alcance de las 
normas, conceptos o términos de las disposiciones primera- 
mente mencionadas: p. 115. 

í. Sólo so¿i de aplicación en el derecho fiscal las normas 
que rigen para la aplicación del tributo y la defensa de los 
contribuyente» de la manera como han sido establecidas en la 
respectiva ley; por lo que resulta totalmente inaplicable en 
la causa la tesis sustentada por el contribuyente, respecto a la 
unidad que forman el juicio ejecutivo y su consecuente ordi- 
nario, para llegar a la conclusión de que debe ser eliminado el 
recurso administrativo de repetición cuando lia ocurrido el 
cobro compulsivo del impuesto a los réditos: p. 115. 

Réditos del comercio, de la industria, profesiones, ato. 

3. Procede confirmar la sentencia de segunda instancia que, 
después de examinar y valorar debidamente las cuestiones de 
hecho planteadas en autos, hace lugar a la demanda de repe- 
tición de la suma pagada por el actor en concepto de impuesto 
a loa réditos, en razón de haber probado dicha parte, en forma 
clara y concluyente, la existencia de una sociedad de hecho con 
un hermano suyo, dedicada a la exp'otación del negocio de 
venta de billetes de lotería: p. 566. 

4. Habiéndose allanado el Fisco demandado a la demanda 
entablada por la actora —que persigue la repetición de sumas 
pagad» en concepto de impuesto a los réditos sobre el por- 
cient© de las entradas brutas obtenidas mediante la explotación 

(>) Ver también: Re ramo extraordinario, 8. 
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de las películas cinematográficas que una sociedad local debe 
««ranjera que se lasremite-, en «sonTe £K 
anterior dictado por la Corte Suprema, en autos seguidos por 
?mñ„Z P T ^MatOgÜfig contra i. Direcció7£ra? de 
Impuesto . los Réditos -sobre oposición al pago del mencio- 
nado gravamen-, debe hacer.se lugar a la accióndc repetición 

SnÜT/.? ii q ° e ^T !? 1 ]a " mmm «""Pedidas en los 
términos del allanamiento de la demandada, pero no cabe in- 
e n» en dicha devolución las sumas correspondientes a suce^ 

r!Z« mpl,a 7 ne8 " e 18 dmanda -Opugnadas. pTdW "tas 
rarones, oportunamente por el Fiseo- sin perjuicio del dere- 
cho que pueda asistir a la adora para reclamar su devolución 
por la vía pertinente: ps. 768 y 773. «evolución 

!L»t.!& .f e ? t08 d f ' ? br ? del ÍD1 P ues «o a los réditos sobre el 
En i- t" ,a8 K en rad8s b ""« obtenidas mediante la expío- 

tar£ ° tra . « tran J < ' r » 1«« se la» remite, debe daacon- 

SSmSZ&SI Para Pr0dUL ' Ír 188 pelfcn,B8 ' **■ 108 
necesarios para obtener, mantener y conservar el rédito y si 

éSáSSo^^^M* 1 benefici0 net0 - la Dirección d^ 
estimarlos de oficio, equitativa y razonablemente, sobre la base 

aas en ios arta. 17 y 20 de la ley 11.682; con arrota n ta *n.i 
procede, en el caso, fijar dich<í beneficio en el 10 % de £ 
SfarSS £ im ta ,»»P-* f - «tr.»j«a, porciento qt ío 

chJL'TSw IMft corr «P°»«íic„te a utilidades per- 

en feftiiSn mSS' A ue en,onces debieron invertirse 
luego Si ÍíoÍhS " de A ,duana cuya repetición se obtuvo 
luego, debe liquidarse con el porcíento que regía al tiemno 

ífel 6f f " Va 18 devo, »? i 0" ^ los delcchos^toda vex qS° 

Z LcordA i* 8Í ?k- 8 188 de la seníenria 

repet.ción ; debiendo desestimarse las alegaciones 

L ISSS* del P a K J . heeho I"»- 1« actora, bajo protesta, 
del gravamen correspondiente a utilidades distribufdaa a sus 

hábíT? ll.Z febrer ° de - 1 °* 4 - Mn ^rvas p^r lafcu^ 
Sueste a S? P ?" t anter,o ; idad » decreto-ley n. 18.229/43 
cXnnJL JLÍ25 ^"l " 8 ><" disposiciones legales 

entonces vigentes, cabe concluir que lo dispuesto por el art 5* 
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IMPUESTOS INTERNOS 



del decreto-ley citado — en cuya virtud se hizo la oblación — no 
ea arbitrario ni inconstitucional, y aunque pudiera sostenerse 
lo contrario ante la redacción del ultimo párrafo, apartado III, 
del art. 6», del mismo decreto-ley, ea lo cierto que se trata 
de dos gravámenes que recaen sobre dos hechos imponibles dis- 
tintos: la incorporación de las utilidades a las reservas de la 
sociedad y la percepción de ellas por los accionistas. No se ha 
hecho un aumento del gravamen con posterioridad al pago de 
¿I — lo que sería claramente inconstitucional — sino una dis- 
tinción de dos episodios económicos a cada uno de los cuales 
se hace corresponder independientemente una tributación, lo 
que constituye un sistema legal distinto: p. 798. 

Procedimiento y recursos. 

8. De los art*. 41 de la ley 11.683 (t. o.) y 74, 38, ap. 3», 
y 92 — texto actualizado— de la misma ley, resulta que ésta 
mantiene el principio de la exigencia del re.urso de repetición 
ante la autoridad administrativa, para que proceda )n recla- 
mación por vía judicial, lo que se encuentra -confirmado por 
lo dispuesto por los arts. 93. 75, aps. b) y c), 76 y 77; de todo 
lo cual se desprende que no existe disposición alguna que auto- 
rice a los contribuyentes a iniciar demanda judicial, sin haber 
instaurado el mencionado recurso ante la autoridad fiscal: 
p. 115. 

9. El art. 100 de la ley 11.683 — T. O.— precisamente en 
cuanto "es un elaborado doctrinario jurisprudencial 1 ' —como 
sostiene el representante de la Dirección General Impositiva — , 
es decir, por haber acogido en sn texto las conclusiones de 
anterior jurisprudencia de la Corte Suprema, admite que se le 
aplique en el sentido de relevar del secreto dispuesto por la 
ley a los antecedentes solicitados por los mismos interesados 
en la reserva, en tanto no aparezca que en la información 
requerida- se revelen datos referentes a terceros: p. 313. 

IMPUESTO TERRITORIAL. 

Ver: Expropiación, 42; Pago, 1. 

IMPUESTOS INTERNOS <«>• 
Vinos. 

L Cuando la diferencia "en más 1 ' sancionada por la Admi- 
nistración de Impuestos Internos proviene de la distinta ca- 
li) Ver también: Becario ordinario de apelación, 7. 
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pacidad asignada a las vasijas en inventarios levantados en dis- 
tintas épocas y producida como consecuencia de la falta de 
cubicación precisa de aquellos envases no imputable al contri- 
buyente, no existe base para el mantenimiento de la sanción 
aplicada con motivo de una diferencia que no resulta real • 
p. m. 

2. Si la denominada "existencia real" o capaeidad asignada 
a las vasijas de la bodega del contribuyente se calculó atri- 
buyendo a estas últimas una capacidad menor que la efectiva, 
vale decir, que se incurrió en una errónea cubicación —en tanto 
loa datos consignados en los libros que establecían una exis- 
tencia mayor sólo diferían de la verdad en 4.279 litros—, y 
de los datos de los inventarios efectuados en los años 1044 y 
1945 resulta que ha concurrido, sí, una falsa declaración de 
capacidad hecha por la recurrente, que procura excusarla ale- 
pando haber ignorado la efectiva cubicación de los envases de 
la bodega, corresponde concluir que, si bien ello no es admisible 
sin graves reservas, en cambio ahí no reside la infracción que 
se imputa, pues el déficit mencionado se hallaba dentro de los 
límites de las mermas oficialmente toleradas: p. d66. 

IMPUESTOS PROVINCIALES 

Ver: Jurisdicción y competencia, 24, 25. 

OfPUTABILXDAD. 

1. Si de autos resulta plenamente probado que los tres pro- 
cesados convinieron en dar muerte a la víctima —existiendo 
pleno acuerdo de todos en la ejecución del delito que se pro- 
pusieron y consumaron— mediante su intervención directa 
en el hecho, y la prueba prolijamente analizada en el fallo 
recurrido y en el de primera instancia demuestra la responsa- 
bilidad de uno de ellos en el homicidio de que se les acusa, 
debe — conforme a los arta. 40 y 41 del Cód. Penal y atendida 
las modalidades del delito y la peligrosidad revelada— pros- 
perar la petición del Procurador General en el sentido de 
elevarle la pena y condenársele a cumplir 18 años de prisión, 
rechazándose la pretcnsión de la defensa en el sentido de que 
el homicidio se considere producido con motivo de una riña: 
p. 70. 

2. Si la conducta del procesado por el delito de homicidio no 
fué movida por una intención meramente defensiva, sino que 
obedeció a propósitos de lucha, afrontando el riesgo que supo- 
nía la actitud del enemigo, mediante la adopción de otras seme- 
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Í a ?%7"» , cual exclu ? e U «pHcación de] art. 34, inc. 6" 
deJ Cod. Penal—, corresponde rechazar la eximente de legítima 
defensa y encoadrar el hecho en el art. 79 del Código citado, 
condenando al acusado a la pena de doce años de prisión: 

3. Si el instrumento empleado por el autor del delito de 
n0,n ¿?¡í!¡ o 8 »»Ple X 1» autopsia eliminan con evidencia toda 
posibilidad que autorice a considerar positiva la concurrencia 
del elemento preterintencional que se pretende por la defensa 
25 JS?"" - ««ay^ el requisito del ine. 1" del art. 81, 
del Código Pena! —que exige para su observancia que el medio 
empleado no deba razonablemente ocasionar la muerte— , co- 
rresponde aplicarle la pena de doce años de prisión, si de autos 
resulta la mfxistrnr'in de toda agresión previa que la motivase 
de parte de la víctima y los testimonios rendidos ponen de ma- 
nifiesto, asimismo, que la conducta del prevenido en manera 
alguna es la qne prevé el art. 35 del mencionado Código, 
careciendo de antecedentes que la autoricen, la petición for- 
mulada por la defensa para que se reduzca la sanción impues- 
ta: p. 83. 

4. Si el único agravio que la defensa del autor —confeso- 
de delilo de homicidio invoca ante la Corte Suprema, respecto 
de la sentencia que lo condena a la pena de dieciséis años de 
prisión, y que resido en que admitida la indivisibilidad de la 
confesión debe aceptam ésta íntegramente, considerando que 
el imputado obró en legítima defensa, aparece como infundado, 
pues el temor a que se alude — derivado de algún movimiento 
que hacía la víctima, caída en el suelo boca abajo— no resulta 
exacto, corresponde rechazar la mencionada eximente y con- 
firmar la pena impuesta, que resulta graduada con arreglo a 
las normas de los arts. 79. 40 y 41 del Código Penal : p. 65. 

INCOMPATIBILIDAD ('). 

1. Va contra la finalidad general del decreto-lev n» 0316/46 
y contra la que tiene especialmente su art. 21 —enunciada de 
modo expreso y claro en el penúltimo- considerando— una in- 
teligencia del precepto que considere comprendido en la incom- 
patibilidad a qne el mismo se refiere el beneficio de una "pen- 
sión ' —en el caso, de la ley 4349— como la que disfruta la 
interesada —actualmente Inspectora del Consejo Nacional de 

(i) Ver también: Acumulación de beneficio», i 2. 3: Jubilación 
y pcn.ió», 6. 10; Recurio extraordinario, lfl. ' ' ' ' JUÜIIací0n 



INSUBORDINACION • flyg 

Educación—, que no está mencionado en parte alguna del 
estatuto ni de sus conaiderandoa, qne es por completo ajeno a 
la situación explicada en el considerando citado y que, en el 
régimen lega] vigente cuando se sancionó el decreto, era com- 
patible con el desempeño de cargos en actividad: p. 788. 

1 E! art - 21 , de > decreto-ley n» 9316/46, a! mismo tiempo que 
dispone, para loa afiliados que se beneficien con la computación 
de aeiaricios simultáneos, la incompatibilidad de las prestaciones 
que les correspondan con el desempeño de cargos en actividades 
comprendidas en los regímenes de provisión vinculados al Ins- 
tituto Nacional de Previsión Social, establee la atenuación de 
5T?SU a C0 ""Putabilidad "hasta la suma acumulada de 
$ 1.5OT líquidos": p. 788. 

INICIACION DEL AIIO JUDICIAL. 

í. Discurso pronunciado el 1* de febrero de 1951 por el señor 
Presidente Doctor don Luis R. Longhi: p. 5. 

INMUEBLES. 

Ver: Constitución Nacional. 15, 16; Daños y perjuicios, 9; 

JoWb h 3 ' 4 ' 7 ' 9 ' 11 ,2 > ,3 - H ». I». 17, 19? 20 
22, 23 27, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 39, 40, 41, 42 43 45 46 
47; Intereses, 1. - 

INSTITUTO NACIÓNAL DE PREVISION SOCIAL. 

Ver: Incompatibilidad, 2; Jubilación de empleados nacionales. 
5 ; Jubilación del personal del comercio, actividades afines v 
civiles, 1, 2 ; Jubilación y pensión, 7; Recurso extraordina"- 
no, 11. 

INSTRUMENTOS PUBLICOS. 

L Los'certifieados de depósitos judiciales expedidos por el 
Banco de la Nación Argentina son documentes públicos na- 

C?v¡l^p 377 térm¡n0B del art 979 ' incs - 2 y A del C6di 8° 
INSUBORDINACION. 

1. Existe delito de insubordinación aunque el hecho fuera 
cometido fuera del servicio y de los lugares sometidos a la 
autoridad militar, siempre que se relacione con la condición 
o estado militar del superior y del subordinado, pues los res- 
petos a qu* el inc. 2» del art. 635 se refiere, le son debidos por 
el segundo al primero en cuanto superior: p. 56. 
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wmm tmlfk* tatft laa pum 

L I,a Nación expropiante debe papar intereses a partir de 
la fecha de la toma de posesión del inmueble expropiado, tan 
sólo sobro la suma resultante como diferencia entre la cantidad 
ofrecida y la que deberá satisfacer en -concepto de total in- 
demnización : p. 246. 

S. El expropiado*- debe papar intereses a partir de la fecha 
do la deapoaeaión, sobre la diferencia entre lo consignado y la 
suma fijada por la sentencia final : ps. 440. 446 y 694. 

ihvehtarxo. 

Ver: Impuestos internos, 1, 2. 
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JUBILACION DI EMPLEADOS FERROVIARIOS. 
Personas ecrmprandidas. 

1. Loa empleados de la denominada "Oficina de Avisos" de 
loa ferrocarriles, no lo son ni dependen directamente de nin- 
guna de las empresas de ese género en particular y la misión 
que cumplen en aquélla, es ajena al servicio ferroviario pro- 
piamente dicho, desde que la actividad de la oficina no ea la de 
organixaeión, distribución, colocación y exhibición de anuncios 
inherentes a aquel servicio, sino la de explotar comercialmente 
el negocio de avisos particulares en las estaciones, coches de 
pasajeros, vías, terrenos, etc. El primer punto, o sea, el de que 
loa empleados de la oficina de avisos no son genuinamente 
empleados ferroviarios, lo demuestra, entre otras, la circuns- 
tancia de que. no obstante la amplitud del concepto que en- 
vuelve la expresión "todos los empleados v obreros permanentes 
del ferrocarril' 1 —usada en el art. 2» de la ley 10.650— 
como ella no incluye a los empleados de la aludida oficina, fué 
menester que otra ley, la 11.308, declarara expresamente 
que, a partir del 7 de diciembre de 1923, los referidos emplea- 
dla quedaban incluidos en el régimen jubilatorio de la ley 
10.650: p. 727. 

(i) Ver tnmbitn: Reenrao ordinario de apelación, 14. 
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1. La denominada "Oficina de Avisos" de los ferrocarriles fué 
"creada con el exclusivo objeto de explotar el negocio de avi- 
sos en las estaciones, vías, coches de pasajeros, terrenos, etc.". 



gastos de la misma, soportando anteriormente el importe del 
aporte patronal del 8 %, cargándolo a sus gastos de funcio- 
namiento particular y propio; posteriormente, las empresas 
ferroviarias — que ninguna ingerencia tenían en ella— apa- 
recen subrogándose en las obligaciones de Ja Oficina de Avisos, 
cuando ésta ya y oportunamente las había cumplido, pues sólo 
al final de cada ejercicio, ellas reintegraban a la referida 
oficina el importe que ésta había depositado en concepto del 
8 % patronal, prorrateándose luego la suma total de esa con- 
tribución en forma proporcional a las entradas asignadas a 
cada una y provenientes de las utilidades de los avisos: p. 727. 

3. Es improcedente la imputación, a la cuenta especial del 
art. 59 de la ley 10.650 —que autorizó el aumento de las 
tarifas ferroviarias — de los aportes jubilatorios patronales 
correspondientes a los sueldos del personal de la "Oficina de 
Avisos" de los ferrocarriles — equiparado el personal ferro- 
viario al solo efecto jubilatorio — , pues resulta evidente que 
el beneficio excepcional del art. 59 citado reza en forma exclu- 
siva para las empresas ferroviarias respecto del personal que 
realizaba el servicio público ferroviario, por ser eso lo que se 
tuvo en cuenta al autorizar el aumento de tarifas de pasajeros, 
cargas y telegráficas de los arts. 9 y 11, correlativo a la exen- 
ción del art. 8 de la ley 5315: p. 727. 
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Clases. 

Ordinaria. 

1 . De conformidad a lo dispuesto en los arts. 18 y 29 de la 
ley 4349, reformada por la 11.923 — el último de los cuales 
establece que "ninguna jubilación ordinaria, por la aplicación 
de iodos los descuentos que establece esta ley, podrá ser menor 
del 60 % del promedio de .sueldo base para la jubilación" — , el 
jubilado que tiene más de 30 años de servicios pero menos de 
55 de edad —por lo cual debe deducírsele del beneficio el 4 % 
por cada año de edad que falte para los 5ó — posee derecho 




Jubilaciones. 



(») Ver también: Acumulación do beneficio», 1; Recurio extra- 

ordimirio, 25. 
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4 una, jubilación ordinaria, con un descuento, que no puede ser 
superior al 40 % del promedio del aneldo base. La deducción 
mayor que el reglamento de la ley — art. 83— imponga, viola 
una disposición expresa de esta última mediante una califica- 
ción —jubilación anticipada— que también se aparta de laa 
calificaciones de la ley : p. 600. 

1. Aunque el debate parlamentario de la ley 13.052 — que 
dispone que lo* maestros jubilados de oficio percibirán como 
haber rte retiro el importe del último sueldo, deducido el a por- 
t© ju Dilatorio — no fuese ilustrativo como lo es en el sentido 
de que el beneficio comprendía a los docentes de las escuelas 
dependientes del Consejo de Educación y a los de las que de- 
pendiesen del Miuisterio de Justicia e Instrucción Pública, es 
lo cierto que ni el texto, ni el régimen institucional de las es- 
cuelas aludidas al tiempn de sancionarse la ley citada, podía 
dar lugar a dudas, ya que hay una clara referencia a dos de- ' 
pendencias, y por ende, a dos situaciones distintas. Para ex- 
presar una sola dependencia doble — del Consejo v el Ministe- 
rio—, se requería otra redacción : p. 616. 

3. Por aplicación de lo dispuesto en la ley 13.052. corres- 
ponde acordar como haber de retiro a la interesada, jubilada 
de oficio, el imparte del último sueldo que percibiera como 
Directora de una Escuela Normal — deducido el anorte jubi- 
latorio— desde el día en que dejó de percibir sus haberes —art. 
36 de la ley 4349. modificado por la ley 12.887—: p. fíl6. 

Exiraordinnrim. 

4. 8i bien el art. 19 de la ley 4349 subordina la jubilación 
extraordinaria a la comprobación de que el empleado después 
de cumplir diez años de servicios haya venido a encontrarse 
"física o intelectualmente imposibilitado para continuar en el 
ejercicio de su empleo" lo cual es cosa distinta de hallarse, con 
posterioridad a la cesación, en la imposil)Üidad de volver a octi- 
paHa, nada se opone en dicho precepto a que la comprobación 
de la imposibilidad de continuar sea hecha después de dejar el 
empleo y si lo dejó impedido de seguir en él y contemporánea- 
mente ae solicitó, por la misma causa, la mencionada jubilación 
extraordinaria: p. 354. 

& Procede acordar el beneficio de la jubilación extraordinaria 
previsto en el art. 19 de la ley 4349, a un ex empleado del 
Arsenal del Río de la Plata, si las actuaciones administrativas 
para obtener dicha, jubilación fueron promovidas por el inte- 
resado antes de abandonar el empleo —invocando la impoaibi- 
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Hdad de continuar en él porque "desde hace tiempo padece 
dolores continuos a las piernas, debilitamiento y disminución 
de la vista dolores a la nuca y debilidad general'-- y, desde 
«a presentación en mayo de 1938, fué sometido a numerosas 
regiones médicas hasta llegar a una última del año 1949. 

« eI m ? d,c(> áfl llat ]™<> Nacional de Previsión Social 
«presa que muy presumiblemente a la fecha de la cesantía 

^trovert.bler,ente lo tiene incapacitado", todo lo que de- 

al ti^ e n !V." 0aPaC,dad « eI «P fl «W> ^ un proceso 

SESuS** f P' . move "e el pedido de jubilación, ya había 

BS^rss í#t* ™ 8ín,o,,,,u, snb - 

£3£££PKJE!£ MMOWAL DEL COMERCIO. ACTI- 
VIDADES Anuís Y CIVILES 

1. Con arreglo al art. 58 del dec. 31.665/44 —ley 12 921— 
±.W* *m <í ue despida a un empleado en condiciones de 

otra indemnización que la del preaviso cuando éste no ha exis- 

A loa efectos de eximir al empleador del pago de la indemni- 
zación por despido no basta la circunstancia de que ¿1 emplea- 
do haya renunciado a su empleo —mediante una carta que 

T* p," a " tos r- . s ',"? que * e r «« u¡e " q«e el Instituto Nacional 
de Previsión Social haya reconocido y computado los respecti- 

rVrr 10 ' 08 - T,' 1,0 rMul, "«>» de la» actuaeioneTque 
se hayan cumplido dichos requisitos, corresponde rechazar la 
oposición de la demandada -fundada en quVel actor se halla 

f„ M i""? 68 d !i ° btener 18 j ubi 'ae«on ordinaria- v hacer 
lugar a la demanda que persigue el pago de la indemnización 
de las leyes 11.729 y 12.921: p. 634. wws? 

2. Conforme a los arts. 6» y 67 del decreto-lev N» 31.665/44 
los directores de una sociedad anónima que. además de su 
función de tales, desempeñan tareas administrativas por las 
que reciben una remuneración, son por esta última circunstau- 
S&.r# ./I»jJM «e'wte de una sociedad de responsa- 
bilidad limitada— empleados de ella, con la consiguiente obli- 
gación de efectuar aportes al Instituto Nacional de Previsión 
oocial : p. 7í>6. 

3. Con arreglo al art. 13 del decreto-ley n» 31.665/44 —texto 
cuya generalidad comprende a todaa las retribución** recibida* 
por el empleado con motivo y en razón de su trabajo, formen 



- 
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o no parte de la remuneración convenida, sean o no exigióle» 
por parte del empleado, tengan o no carácter ordinario, regu- 
lar o permanente — las gratificaciones otorgadas a sus emplea- 
dos por una sociedad anónima integran la "remuneración to- 
tal" a que dicho precepto se refiere y se hallan sujeta», por 
ende, al aporte y contribuciones jubílatenos dispuestos por el 
art. 8° del deereto-ley citado: p. 756. 

4. El limite máximo de $ 1.500, previsto por el art. 34 del 
decreto-ley n* 31.665/44, no es aplicable a objeto de fijar los 
aneldos sobre los que recaen el aporte y contribuciones que fija 
el art. 8» del citado decreto-ley: p, 756. 

JUBILACION Y PRKÍI0W (')■ 

L El plazo de un año fijado por el art. 17 del den. 9316/48 
— ley 12.921 — para solicitar el reajuste, debe contarse — por 
disposición del art. 14 de las normas de p. ocedimiento para 
la aplicación del citado decreto, aprobadas el 20 de agosto 
de 1946 — desde la fecha en que se dejó el servicio correspon- 
diente al empleo cuya remuneración se pretende acumular; 
por lo que, el hecho de que la solicitud del actor se formulara 
recién en el año 1947, no la invalida, y como la efectuó un mes 
después de cesar en el respectivo empleo, debe considerarse 
hecha en término : p. 259. 

2. Es propio de los regímenes jnbilatorios que, salvo dispo- 
sición expresa, sus nuevas modalidades sólo rijan para lo 
futuro sin comportar revisión de las prestaciones acordadas 
correspondientes a beneficiarios que, al tiempo de obtenerlas, 
estaban en las condiciones que consigna el nuevo régimen : p. 
343. 

3. Lo que la ley regula y limita al ponerle condiciones al 
otorgamiento de los beneficios jnbilatorios no es sólo el dere- 
cho de los beneficiarios, sino también la contribución colectiva 
con que se los sostiene: p. 343. 

4. En materia de jubilaciones es grande la latitud de las atri- 
buciones del legislador porque, en rigor, dichos beneficios no 
están en relación económica estricta con los aportes efectuados. 
Es un sistema de asistencia social que así como se financia en 
parte con aportes de los que no se ha seguido ningún beneficio 

(») Ver también: Acumulación de beneficios, I, 2, 3; Conatiln 
ción Nacional, 10, 11; Jubilación de empicados ferroviario*. I, 2; Ju- 
bilación de empleados nacionales, I, 2, 3, 4, 5; Recurso eitraordinu- 
rio, 23. 
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para quien los hito ni para sus sucesores, se financia también 
con rentas generales, es decir, con una contribución de la co- 
lectividad cuyas generaciones van tomando sobre s¡ sucesiva, 
mente, por elementales razones de solidaridad social, la carga 
económica que impone el cumplimiento del deber de justicia 
distributiva a que obedece la asistencia en cuestión: p. 343. 

5. El afiliado que hace aportes adquiere un derecho en po- 
tencia, pero cuales sean la extensión y demás modalidades del 
derecho adquirido son puntos librados a la determinación de 
la ley; habiendo sufrido muchas alteraciones lo relativo a los 
anos de servicios requeridos, a la edad del beneficiario, al por- 
tento del aporte, a la relación del beneficio con el monto de 
los sueldos percibidos, a la posibilidad de acumular para el 
*% P ?il á ™™™* m *™Z*™™ t al máximo de la jubilación, 
a la fecha desde la cual habrán de regir los nuevos beneficios 
acordados o las nuevos cómputos autorizados, etc. : p. 343. 

6. Si bien el decreto-ley 9316/46 tuvo, entre otros fines, el de 
hacer desaparecer la diferencia de trato a los efectos jubila- 

torios en lo atinente a la no acumulación del sueldo de los 
(cargos docentes) con el de otros administrativos desempeña- 
dos simultáneamente", también se pone como requisito del 
reajuste que quien lo solicite está prestando servicios: p. 343. 

L «níT 1 ' " de1 í ,ecret0 - |e .v 9316/46 —ratificado por lev 
«♦ 12.921— no contiene la exigencia de qne las remuneracio- 
nes que ae intenta comprender en el reajuste que el mismo 
prevé, hayan sido percibidas "ante* y después" del otorga- 
miento de la jubilación —como pretende el Instituto Nació- 
nal de Previsión Social—, sino la de que quien pida el reajuste 
esté en actividad: p. 746. 

8. La singularidad de cada uno de los regímenes jubilatorios 
se opone, en principio, a la aplicación analógica de disposicio- 
nes de otro de ellos cuando la cuestión está resuelta por un 
precepto expreso: p. 756. ^ 

9. Lo que caraoteriza a los regímenes jubilatorios es que en 
punto a cuales sean las remuneraciones sobre las que havan de 
hacerse aportes o ae haya de calcular el haber jubilatorio. todo 
depende de Jo que dispone cada ley al tiempo del aporte o el 
beneficio de que se trate, esto es, del sistema elegido para cons- 
tituir el patrimonio de las respectivas cajas y del criterio so- 
cial con que se encare el problema de asistencia que estos regí- 
menes se proponen resolver, cabiendo muy diversas soluciones 
respecto a lo uno y lo otro: p. 756. 
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10. La* finalidades del decreto-ley n» 9316/46 están clara- 
mente oí presa das en sus considerandos, en los que se destacan 
especialmente dos propósitos: el de suprimir incompatibilida- 
des consideradas injustas y de efectos inconvenientes en la do- 
cencia porque determinaban una permanencia desmesurada en 
el ejercicio de ella, y el de permitir la computación de los suel- 
dos correspondientes a los diversos cargos en cuyo desempeño 
se hubiera estado y por los que se hubiesen hecho los aportes 
correspondientes: p. 788. 

JUECES. 

Ver: Aduana. 12; Constitución Nacional. 3, 8; Corte Suprema. 
1; Expropiación, 4, 6, 9; HAbeas corpas, 1. 2; Honoraria. 2; 
Jurisdicción y competencia. 1, 2. 3. 6, 7, 8, 10, 11, 26, 31, 32, 
33; Medidas disciplinarias, 1: Nulidad procesal, 2; Recurso 
extraordinario, 27, 34, 35. 

JUICIO EJECUTIVO. 

Ver: Impuesto a los réditos. 2; Recurso ordinario de apela- 
ción, 7. 

JUNTA DE VIGILANCIA Y DISPOSICION FINAL DE LA 
PROPIEDAD ENEMIGA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 11. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA ('). 
Conflictos entra Jaeces. 

1. Toda vez que la cuestión de competencia planteada entre 
el entonces juez federal de San Rafael y el de igual clase de 
Mercedes — Prov. de Buenos Aires — debe ser resuelta con 
arreglo al régimen de la ley 4055 — arts. 9» y 19—, atenta la 
oportunidad en que fué" trabada, la fecha de su elevación para 
ser decidida y la doctrina del art. 77 de la ley 13.998 —que 
admite la radicación de las causa* por su trámite ante el Tri- 
bunal en que se hallen a la fecha de la vigencia de aquélla — 9 
no compete a la Corte Suprema, sino a la cámara federal de 
la jurisdicción del jaez que previno en la causa, la decisión de 
la contienda : p. 208. 



(i) Ver también: forte Suprema, 4; Tribunal baneario, 1. 
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2. Tratándose de una persona procesada por distintos delitos 
i S J " fitl f ia ,,a « on *l «» lo penal, de instrucción, de la Ca- 
pital Federal, y la justicia correccional de una .provincia, cabe 
concluir que no existe cuestión de prioridad a resolver en loa 
términos del art. 39 del Códijro de Procedimientos en lo Cri- 
minal, si media condena definitiva del acusado dictada por los 
tribunales provinciales, lo cual no obsta a la procedencia de la 
extradición solicitada por el juez nacional de la Capital, con- 
forme a lo establecido por los arts. 8* de la Constitución Na- 
cional, 20 de la ley 13.998 y 675 del aludido Código de Proce- 
dimientos: p. 388. 

Cuestiones de competencia. 
Generalidades. 

3. El planteamiento de una cuestión de competencia supone 
una contienda entre dos tribunales que sostienen ambos ser 
competentes para conocer en la causa excluyéndose recíproca- 
mente: p. 205. 

4. El derecho de opción a que se refiere el dec. 32.347/44 no 
puede ser alterado por la elección de un domicilio especial en 
los términos de los arts. 101 y 102 del Cód. Civil, sino que debe 
ser ejercido por el interesado al promoverse la acción respecti- 
va: p. 205. 

InhlrltorU: planteamiento y trámite. 

5. La sola circunstancia de afirmar uno de ambos tribunales 
del trabajo que puede ser competente, como lo hace el Juez del 
Trabajo de la Capital Federal —en caso de que el actor optare 
por demandar en la Capital y no en Jnjny, con arreglo al arl. 
4' del dec. 32.347, ley 12.94»- no basta para plantear una 
cuestión susceptible de ser decidida por la Corte Suprema; v 
toda vez que lo que ha podido alegarse por la demandada 
—como lo ha hecho— ha aido solamente la incompetencia de 
la Justicia del Trabajo de Córdoba, cabe concluir que la in- 
competencia ha debido proponerse por vía de declinatoria: p. 
205. . 1 

InUrraaelóB de la Corte Suprema. 

*. No corresponde la intervención de la Corte Suprema en la 
cuestión de competencia negativa planteada entre un juez de 
paz letrado y otro de comercio de la Capital Federal, si cuan- 
do el conflicto se suscitó tenía solución en el ámbito de la res- 
pectiva justicia ordinaria, pues —según lo dispuesto en el art. 



i 
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23, inc. a), ap. 2», de la ley 11.92*— en situaciones como la de 
est« juicio, lo que decida la Cámara Comercial privará sobre 
el pronunciamiento de la Cámara de Paz. Corresponde, pues, 
remitir los autos a la Cámara primeramente mencionada, para 
la definitiva decisión de la contienda pendiente, sin que el he- 
cho de que no exista aún, a pesar del tiempo transcurrido, 
resolución de dicho tribunal, no constituya más que una omi- 
sión que de ningún modo justificaría la intervención de la 
Corte: p. 195. 

T. Aunque la Cámara Nacional de Apelaciones de Mendoza 
haya resuelto que, una vez dictada sentencia definitiva por la 
Justicia Militar, debe reasumir jurisdicción un juez nacional 
de dicha provincia, como ello es al efecto de juzgar los delitos 
cometidos por el procesado con posterioridad a la fecha en que 
fuera dado de baja, resulta evidente que tal decisión no es 
obstáculo al juzgamiento por la justicia militar del acusado, 
respecto de los hechos vinculados con la obtención dolosa de su 
excepción militar, perpetradas mientras tenía estado militar, y 
que. además, no existe en los autos planteada cuestión de com- 
petencia que requiera el actual pronunciamiento de la Corte 
Suprema: p. 210. 

9. De acuerdo con lo dispuesto por el art. 24, inc. 8» de la 
ley 13.998. corresponde que la Corte Suprema resuelva la 
cuestión de competencia suscitada — vigente dicha ley — entre 
un juez nacional de primera instancia en lo penal especial y 
otro de igual clase en lo penal de instrucción, ambos de la Ca- 
pital Federal: p. 388. 

Competencia territorial 

Coapravtat*. 

9. Acreditado en autos que el deudor efectuó pagos parciales 
en la Cap. Federal, es el juez nacional de paz de dicho lugar 
—y no el del domicilio del deudor— el magistrado competente 
para conocer en el juieio sobre cobro de una suma de dinero 
reclamada como saldo de venta de mercaderías: p. 203. 



10. Es juez competente para conocer en un juicio de insania, 
el de la ciudad donde el presunto insano tenía radicada la con- 
tabilidad de aus negocios, donde realizaba el acto demostrativo 
de que desde allí los dirigía, que es el pago del impuesto a los 
réditos, donde viven aus hijos —que han iniciado el juicio— y 
donde el mismo se hallaba cuando se promovió la insania, má- 
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rime cuando la recapitulación de las constancias de ambos ex- 
pedientes — el de insania y el relativo a la cuestión de compe- 
tencia por inhibitoria promovida por el juea de otra ciudad — 
no sólo pone de manifiesto motivos de duda respecto al hecho 
de la residencia real de cuya comprobación se trata, sino tam- 
bién serias razones para resolver la duda en favor de la com- 
petencia del magistrado primeramente nombrado : p. 198. 

Competencia nacional 
Por 1m personas. 

Xoció*. ^ 

11. Como quiera que de los términos del decreto 1921/47 no 
resulta la sucesión en el pasivo de las entidades cuyos bienes 
se dispone adquirir en bloque por el Estado, es competente la 
justicia nacional en lo comercial de la Capital Federal, y no 
la justicia federal, para conocer en el juicio promovido, por 
cobro de pesos, por un particular contra una sociedad de igual 
carácter, no alterado por la circunstancia de hallarse interve- 
nida por la Junta de Vigilancia y Disposición Final de la 
Propiedad Enemiga: p. 157. 

Ososas pcaslss. 

Por el lugar. 

12. No compete a la justicia nacional. Bino a la del crimen de 
la respectiva provincia, conocer en la causa instruida por viola- 
ción de domicilio, delito que habría sido cometido en la Hostería 
Nacional de Turismo de Ancasti —situada en Catamarón— 
que esta arrendada a un particular sobre cuya administración 
ejerce fiscalización la Administración General de Parqnes Na- 
cionales y Turismo, y que no es un lugar en que la Nación 
ejerza jurisdicción absoluta y exclusiva en los términos del 
art. 3», inc. 4» de la ley 48: p. 193. 

nolaaán de norma* federales. 

13. Corresponde a la justicia nacional especial de la Capital 
Federal conocer de la falsificación de un certificado de depó- 
sito del Banco de ia Nación imputado al procesado, siendo 
indiferente a los efecto» de la competencia que con la falsifica- 
ción acriminada se hubiera intentado perjudicar al patrimonio 
nacional ¡ p. 377. 

14. Con arreglo a lo dispuesto por los arts. 55 de la ley 13.998 
y 3», inc. 3», de la ley 48. es competente la justicia nacional 
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— aunque dicha competencia no surja del lugar en que ocurrió 
el suceso — para conocer de la cauRa seguida por lesiones infe- 
ridas al jefe de una estación de un ferrocarril nacional en el 
desempeño de sus funciones —según se dcaprende de las decla- 
raciones prestadas por el agresor y el agredido — , hecho pre- 
visto no solamente en el art. 89 del Código Penal, sino también 
en el art. 86 de la ley 2873: p. 514. 

I)elito$ en perjuicio >le Ion bienes y rentas ile la .Vací«n 1/ rfr iv« rrpnr- 
tieionet autárquirtu. 

16. Corresponde a la justicia nacional en lo penal especial de 
la Capital, y no a la nacional en lo correccional, del mismo 
lugar, conocer del proceso por lesiones instruido a consecuen- 
cia de haber sido embestida una bicicleta guinda por un par- 
ticular — que resultó herido— por una camioneta perteneciente 
al Ministerio de Agricultura de la Nación. Ello, en virtud de 
tratarse de un hecho cometido en menoscabo del patrimonio de 
la Nación, cuya responsabilidad también podría resultar com- 
prometida: p. 155. 

16. Con arreglo a los arts. 43 de la ley 13.908. 3. inc. 3», de 
la ley 48, y 23, inc. 3» del Código de Procedimientos en !o 
Criminal, ea competente el juez nacional en lo penal especial, 
y no el juez nacional en lo penal, de instrucción, ambos de la 
Capital Federal, para entender en la causa promovida a rníz 
de un hurto de mercaderías entregadas, para su transporte, a 
un ferrocarril perteneciente a la Nación, cuya responsabilidad 
podría resultar así comprometida con motivo del hecho : p. 388. 

17. Tratándose de un proceso seguido por el delito contra la 
salud pública consistente en la introducción clandestina de al- 
caloides — y previsto en el apartado que. por disposición fie! 
art. 2» de la ley 11.309. se agregó al art. 205 del Código Pe- 
nal — , y siendo las causas referentes a hechos tcmlientts a de- 
fraudar las rentas de la Nación, en la Capital Federal, de la 
competencia de los jueces nacionales de primera iustancia en 
lo penal especial de esta ciudad — arts. 43 de la ley 13.998; 
3, ine. 3", de la ley 48; 23, inc. 3». del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal — es de aplicación la norma establecida en 
el art. 44 de la ley 13.998, con arreglo a la cual corresponde 
atribuir a dicha justicia el conocimiento de todas las infrac- 
ciones que se investigan en autos, que pueden importar una 
defraudación de las rentas nacionales, atento lo dispuesto en la 
partida 4468 de la Tarifa de Avalúos: p. 665. 



jritrsmccroN y competencia m 

Casos varios. 

Irr M t?n n *¡*» Ía , de ,,Ue el delilü -hurto del 

naLw 1 C ° d - *f^mm tener la finalidad ulterior de 

5 nU 1 ? í í r0pi ° U " mven !° ajeno - aun 1,0 Patentado, no 
. Í U,P con, P etencia « »>* Í»<*e s nacionales, en 
presencia de lo dispuesto en el art. 57, de la ley 111: p. 211. 

Competencia ortglnarU d. U Corto Buprsm*. 

Generalidades 

n™.£ 0n -í™£ ,0 . ft I o dis P uesl< > Por los nrts. 95 y 96 de la 
Constitución Nacional y a la reiterada jurisprudencia del Tri- 
bunal, la Corte Suprema carece de jurisdicción ordinaria nara 
conocer en recurso de hábeas corpua: p. 49. 

Sda ^ÁTL^'qa '!i ™*™ a ™ d * !* C^te Suprema está limfc 
tada por el art 96 de la Constitución Nacional a los supuestos 

ZSlXZT** ? Pn,IV ÍM q V e »* t'wr* el de demandas de 
^rt.ciilares contra una provincia, caso éste en que precisa- 
mente fué reformada la Constitución anterior: p. 98. 

21. Corresponde no hacer lugar a lo solicitado por el recu- 

«S^*á i n° J >re íf nde 9 ue Procedente la jurisdicción 
apelada de la Corte Suprema, smo que solicita la inmediata 
intervención del Tribunal, a lñs efectos de poner fin anticipado 
,as ^<*c>°nes .administrativas -eu tramite—, que sostiene 
se apartan de la jurisprudencia obligatoria de la Corte Supre 
ma, a la que nada autoriza a prescindir de los límites consti- 
tucionales de su competencia originaria: p. 98. 

Agente» diplomático* y consulares. 
*m**4U*rm j otoiitra «trujtro». 

22. Si de la comunicación del Ministerio de Relaciones Exte- 
riores y Culto —hecha en respuesta a un oficio librado por la 
Corte Suprema— resulta que el imputado en una causa seirai- 

M¿T . T - nb,inaI *u?Wpal de Faltas -por la contraven, 
ción de estacionamiento indebido de un vehículo— que desem- 
peñaba el Cargo de Consejero Económico de una Embajada 
^S^T >. f . fal,ecid0 ' corresponde que la Corte Suprema 
sobresea definitivamente en la causa y respecto del sumario, 
conforme a lo dispuesto por los arts. 59. inc. !• del Código^ 
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38. La jurisdicción originaria de la Corte Suprema en causas 
concernientes a cónsules extranjeros, está limitada a aquéllas 
4 'seguidas por hechos o actos cumplidos en el ejercicio de sus 
funciones propias, siempre que en ellas se cuestione su respon- 
sabilidad civil o criminar*, tal como lo dispone el art. 24, inc. 
1». ap. d). tnfine de la ley 13.998 —reglamentaria en el pun- 
to, de lo prescripto por el art. 96 de la Constitución Nacional; 
por lo que ni las causas civiles ni los procesos criminales origi- 
nados en hechos ajenos a la función consular son de la compe- 
tencia del Tribunal, sino de los jueces nacionales de primera 
instancia, a quienes incumbe entender en los juicios "que 
versen sobre negocios particulares de los cónsules extranjeros" 
—art. 55, ¡nc. c), ley 13.998—: p. 339. 

Cauro* rn i¡ue n parte wia provincia. 

§mm m m * 

34. No es de la jurisdicción originaria de la Corte Suprema 
la causa seguida por repetición del impuesto al latifundio y 
que so funda en el hecho de haberse apartado el art. 12 de la 
reglamentación de la ley 5118, de la Provincia de Rucuos Ai- 
ro», del art. 1* de ésta —al haber excedido sobre la norma legal 
citada — resultando, por tal circunstancia, violatorío de los 
arta. 4' y 16 de la Constitución Nacional de 1853. toda vez que 
las cuestiones referentes a gravámenes aplicados con arreglo a 
decretos impugnados de incompatibilidades con las leyes locales 
que reglamentan, son de jurisdicción de los tribunales de pro- 
vincia, sin perjuicio del recurso extraordinario que pueda fun- 
darse en los aspectos federales del pleito y que se interponga 
respecto a la sentencia dictada en el mismo: p. 259. 

Omma %— mw tetro oi rotfosw rotaste. 

36. No compete a la Corte Suprema conocer originariamente, 
cuando además de la inconstitucionalidad de gravámenes loca- 
les — en la especie, de la ley 4198 de la Provincia de Buenos 
Aires — se debate la incorrecta aplicación de ellos, jurispruden- 
cia que no es aplicable sólo cuando la decisión de lo segundo, 
que no es propio del Tribunal, sino de la respectiva justicia 
provincial, puede hacer totalmente inoficioso el planteamiento 
de la cuestión constitucional, como cuando se sostiene una in- 
terpretación de la ley provincial en cuya virtud no le corres- 
pondería a quien la invoca pagar el gravamen de que se trate, 
lo que no ocurre en el caso de autos. 
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iu¿ « j« !J. 03 ca80s 1 ue involucran las dos e». 

pecies de cuestiones puesto que siempre, en todos elloTta eu£T 
tifa de mconstitucionalidad se refiere' no a h ley objetsdT 
atetracc.ón hecha de cómo se la a P l¡c6 a quien la ^ff sinó 
precisamente a esto último, es decir, a la aplicación de ella en 
el caso particular de que se trate siendo^S pnC s que 

SmntZ*™™™™?" 10 P ^ VÍ ° de ,as autoridades ToX 
^S P inn.i^ q ° e ,a ma , ,e ™ P™P' a de la cestión de in- 
Tr £ 2 7 d ~^ Ue p0drá scr ,raída a '» Corte Suprema 
E^JuT"" e3rtrawd¡nari »- debidamente 'déte? 

Competencia penal. 
Pluralidad d« delito*. 

ÜÜ' 22 4 ,° *?i ? 6di &° de Procedimientos en lo Criminal 
ha adoptado el principio del delito más B rave para concén rar 

ZZwLZV^rT de '? 8 P"P«rados P^rTm" 
del müZ " C end °, el cr,terio pm P<"«do por el art. 37 

T . C6dl( ? 7T e h8ce una ""¡dad jurisdiccional dé 

S?». s as? ¿j¡¿-a saJSs 

Delito» «n partlcolu-, 
Forío*. 

27. Atento lo dispuesto por el art. 4» de la ley 12,983 — refor- 
tSte "no-" f 492 - c °T?? nde a ,tt ^ icia nacioiuíl de 

r?^CnZ^Tú* «* ** ^tidasTS 

mado^r^' ^ dSr* P ° r el "i 4 ' de ,a 1298 3 -refor- 
La Pla?^ v „ n »1Í^:A corresponde a la justicia nacional de 
entemW» T V r ° vm . c,al del crimen, de la misma ciudad, 
en ender en la ape ación interpuesta contra la resolución dic 

Á^ f , PO /n , !. D,reCCÍ ^ de A ¥*te™««° de la Pr^ de Bu¿oa 

éfe ff ¿ESE ?S d0 contra 108 apeUnte8 «~ *B 
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Cora petencía militar. 

99. Compete a la justicia ordinaria, y no a la militar, conocer 
en el sumario instruido eon motivo de imputarse a un cabo 
talabartero del ejército el delito de insubord ¡nación con vías 
de hecho, si el suceso no ha tenido otros antecedentes que los 
propios de una cuestión de vecindad, tratándose de una ''inci- 
dencia privada ajena a los principios de la disciplina que el 
orden militar impone a quienes están comprendidos en fi"s 
p. 56. 

30. Corresponde a los tribunales militares juzgar al procesado 
por los hechos vinculados con la obtención dolosa de su excep- 
ción militar, teniendo el acusado estado militar, con prelación 
respecto del juez federal, que deberá juzgarle por los delitos 
posteriores a la fecha en que fuera dado de baja: p. 210. 

«ocasión. 

Itero ds atraeeldn. 

Accione* pertmnalcM de /«« acrerdorrs. 

SI. Lo que se reforma con el art. 45 del decreto 32.347/44 
—ratificado por la ley 12.948— para las demandas del fnero 
del trabajo que puedan radicarse en la Capital Federal, es el 
inc. 4». del art. 32S4, del Código Civil, que mandnba radicarías 
■nte el juez de la sucesión. Pero dicha disposición no innova 
nada acerca de quienes pueden ser los representantes legales 
de la sucesión en dichos juicios, punto que sigue regido por los 
preceptos pertinentes del Código citado, es decir, por los arts. 
3ÍV40 — (Míe establece que "todos los que tengan reclamos que 
hacer contra la sucesión pueden solicitar se nombre un curador 
de la herencia"—, 486 y 489: p. 392. 

32. Ninguna norma legal autoriza al administrador de los 
bienes de la sucesión a contestar las demandas que se deduzcan 
contra ella por lo que, dada la especial y claramente restrin- 
gida finalidad de su fundón, sólo en virtud de una autoriza- 
ción jndicial expresa, esto es. de una revolución judicial equi- 
valente al nombramiento de un curador, estaría el administra- 
dor habilitado para contestarlos. Lo que quiere decir que no 
lo estaría en el carácter de administrador, sino en virtud de la 
autorización especial. ( 
Tampoco hay disposición legal que ni expresa ni implícitamen- 
te obligue al administrador a gestionar el nombramiento de 
curador, o la autorización especial aludida, cuando tenga noti- 
cia de que se ha deducido demanda contra la sucesión: p. 392. 
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33. Los "representantes legales" a los que deben notificarse 
las demandas de que trata ei art. 45 de! dec. 32.347/44 
^ratificado por la ley 12.948^- no pueden ser otros que los 
únicos desipnados por la ley con esa atribución —los curadores 
y los albaceas— o quienes sean expresamente facultados para 
ese objeto por e] juez de la sucesión. Por consiguiente, al ad- 
ministrador qne no ha hecho esa gestión no puede imputársele 
gah p m 392 n ° neír,i,rem,ia-<Ie la 1 ue se 8i «« ningún efecto le- 

JTTRI8PRUDENCIA (»). 

1. Lrs expresiones de un considerando de una sentencia de la 
Corte Suprema, por no referirse precisamente a la cuestión 
debatida en la causa, constituyen un ohüer dictum que no 
debe considerarse como jurisprudencia del Tribunal en sentido 
propio: p. 583. 

JUSTICIA DEL TRABAJO. 

Ver: Expropiación. 43; Jurisdicción y competencia, 4, 5, 3L 

JUSTICIA BOLITAS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 7, 29, 30. 

L 

LEGITIMA DEFENSA. 

Ver: Tmputabilidad, 2, 4. 

LESIONES. 

Vertíanos y perjuicios. 5. 7; Jurisdicción y competencia, 
LEY <•). 

Principios genérale*. 

L Las leyes procesales cuando emplazan o conminan para la 
realización de cierto acto dentro de determinado plazo, sólo 

(") Ver tnmbién: Aduana, 10; Impueato a loi rMitoa, 9: JurU- 
36 C 46 7 con,potenc,B ' l& - 21 ' S5 ¡ Hecnrso extraordinario, 3, 1«, 27, 

4 m^áK^S t ,« mb ^ n = A * u '» u,a '*''« ^ beneficio», 2; Adnnna, 1, 2, 3, 
4, 5, 6, 7, 10, 12; Ciudadanía y naturalización, 1; Conatilueión Nado- 
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pueden sancionar el incumplimiento o la omisión por la vía de 
la caducidad del derecho a cuyo ejercicio se insta ; y aún avan- 
■ar, caneelandt definitivamente la secuela, pero no decidir la 
pérdida de acciones propias de una materia distinta de la que 
conforma la sustanciación solemne y prolija de los' juicios: p. 



UTBS 7XDEBAL10. 

Ver: Recurso extraordinario, 9. 

LKTH PRO VIH OIALES 

Ver: Constitución Nacional, 13, 14, 15; Jurisdicción y compe- 
tencia, 24, 25; Poder Legislativo, 3; Recurso extraordinario, 33. 

LIQUIDACION. 

Ver: Impuesto a los réditos, 6. 

LZTISCOMTIfTÁOIOlf. 

Ver: Recurso extraordinario, 36. 

LOCACION DE COSAS (*ju 

1. Los preceptos de la ley 13.581 son de orden público, según 
así lo dispone su art. 46, irrenunciables y de aplicación en los 
juicios "aun con sentencia": p. 59. 



MATO ATO. 

Ver: Constitución Nacional, 13. 



5, 10, 1S, 14, 15; Corporación de Transportes de la Ciudad do 
Buenos Aires, l; Danos y por juicios, 2; n&beas eorpus, 2 ; Impuesto 
a loa réditos, 1, 2; Jubilación de empleados nacionales, 2; Jubilación 
y pensión, 2, 3, 4, 6, 8; Jurisdicción y competencia, 32; Nulidad pro- 
cesal, 2; Patronato nacional, lj Poder Legislativo, 1; Recurso extraor- 
dinario, 5, 26, 31. * 

(1) Ver también: Costas, 2; Daños y perjuicios, 1, 9; Expropia- 
cié*. 26, 45, 46; Jurisdicción y competencia, 12; Prescripción, lf Re- 
corto extraordinario, 16; Tierras publicas, 1. 
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MEDIDAS DISCIPLINARIAS (>). 

1. Si nada justifica, cualesquiera fuesen Jos motivos de la 
ausencia' del empleado al desempeño de su cargo, la omisión 
del pertinente aviso al juez de quien aquél dependía, y de las 
actuaciones resulta la inexistencia de sanciones anteriores y 
circunstancias atenuantes de la falta mencionada — enferme- 
dad de la esposa, pérdida de un oficio solicitando licencia y 
ampliación posterior de aquélla — , corresponde que la* Corte 
Suprema — graduando la sanción con arreglo a los arts. 17 de 
la ley 13.998 y 13 del Reglamento para la Justicia Nacional- 
aperciba al infractor: p. 519. 

MEDIDAS PRECAUTORIAS 

Ver: Corporación* de transportes de la eiudnd de Buenos Ai- 
res, 1 ; Recurso extraordinario, 7, 38. 

MENOR DE EDAD 

Ver: Daños y perjuicios, 6; Nulidad procesal, 1; Recurso ex- 
traordinario, 24. 

MILITARES. 

Ver: Acumulación de beneficios, 2; Costas, 3; Insubordina- 
ción, 1; Jurisdicción y competencia, 7, 29, 30; Pensiones mili- 
tares, 1, 2. 

MINAS. 

Ver: Recurso ordinario de apelación, '14. 
MINISTERIO DE AGRICULTURA. 

Ver: Daños y perjuicios, 6; Jurisdicción y competencia, 15; 
Prescripción, 1. 

MINISTERIO DE JUSTICIA E INSTRUCCION PUBLICA. 

Ver : Jubilación de empleados nacionales, 2. 

MINISTERIO DE OBRAS PUBLICAS. 

Ver: Expropiación, 29. 



O) Ver tnmbion: Corto Suprema, 1, 2. 



NULIDAD PROCESAL 

MimiTERIO DE RELACIONEN EXTERIORES Y CULTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 22. 

MIN18TEB JO DE TRANSPORTES. 

Ver: Daños y perjuicios, 5. 

MULTAS. 

Ver: Aduana, 8; Constitución Xfleional. 6. 7; Recurso extra 
ordmano, 21. 



WACIOM 

Ver: Recurso ordinario de apelación, 3. 8. 10, 11. 16, 18. 
NACIONALIDAD 

Ver: Ciudadanía y naturalización, 1. 
MOTIFXOACXOlf. 

Ver: Expropiación, 5. 7; Nulidad procesal. 2; Kccurso extra- 
ordinario, 24. 

NULIDAD PROCESAL (>). 

1. Es improcedente la cuestión de nulidad de las actuaciones 
en una causa criminal, y pedido de absolución de sus defen- 
didos hecho por la defensa de los procesados por infracción al 
art. 125 del Código Penal —que sostiene se ha violado el art. 
72 de dicho Código—, toda vez que la prohibición de formar 
causa por alguno de los delitos mencionados en éste último 
precepto, sino por acusación o denuncia del agraviado, o de 
au tutor, guardador o representante legal, tiene su excepción 
en la que con tal alcance consigna expresa y precisamente la 
última parte del mismo artículo, y, en el caso, los imputados 
han confesado ser los pndres naturales de la menor, víctima 
del delito de corrupción, qne se estima facilitado por ellos v 
prevista en el art. 125, último párrafo, del Cód. Penal; vafe 
decir, que el sumario pertinente ha debido legalmente promo- 
verse de oficio, como lo fué : p. 76. 



(i> Vrr lauibiín: Rcourdo extraordinario, 24, 40. 
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2. Carece de fundamento legal considerar consentidos por la 
sucesión demandada los diversos procedimientos de! juicio por- 
que el administrador judicial de los bienes de ella haya sido 
notificado de lo actuado, puesto que mal pudo consentirlos 
quien no estaba facultado ni legal ni judicialmente para inter- 
venir en ellos; no habiendo tampoco ley que funde la impu- 
tación hecha al administrador de no haber pedido al juez de 
la sucesión que se le facultara para contestar la demanda. Y 
como el Código Civil pone expresamente a cargo del acreedor 
que demanda a la sucesión la gestión del nombramiento de 
curador o representante cuando no hay albacea ni herederos 
declarados, es contrario a la ley atribuirse cualquiera de las 
partes de la sucesión demandada la obligación de gestionar ese 
nombramiento: p. 392. 



O 

OFICINA DE AVISOS DE LOS FERROCARRILES. 

Ver: Jubilación de empleados ferroviarios, 1. 2. 3. 

ORDEN PUBLICO 

Ver: Locación de cosas, L 

ORDENANZAS DE ADUANA. 

Ver: Aduana, 5, 6, 7, 10. 

PAOO («)- 
Pago indebido. 
Protesta. 

F orina. 

1, Debe considerarse suficientemente explícita la protesta que 
menciona él art. 16 de ln Constitución de 1853 que los autores 
de ella consideran violado, y enuncia el principio de igualdad 

O) Ver también: Admitía, C; Constitución Nacional, 7, 9; Corpora- 
ción de Transportes de la Ciudad de Buenos Aires, 1; Expropiación, 
40, 42; Impuesto a los réditos, 2, .1, 4, 5, 6, 7, 8; Jurisdicción y com- 
petencia, 9, 10, 24; Recurso extraordinario, 8; Recurso ordinario de 
apelación, 6. 
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iEffí' "«gún 108 mismos, no se ajusta el impuesto de la ley 
4834 de la Prov. de Buenos Aires al prescindir, para la deter- 
minación de la extensión de que cada contribuyente es dueño, 
del hecho de no serlo de la totalidad del inmueble sino de una 
parte alícuota de él, en calidad de condómino: p. 627. 

PASTES. 

Ver: Expropiación, 21. 
PARTICIPACION CRIMINAL. 

1. Si la material realización del propósito criminal apareció 
consumada mediante la intervención directa de los tres acu- 
sados del delito de homicidio, aun cuando uno de ellos hava 
sido el autor de la lesión que, entre las varias que presenta "el 
cuerpo de la víctima produjo sn fallecimiento, es evidente que 
la comunicabilidad de las circunstancias hace que deba repu- 
tarse a los demás, copartícipes del delito que quisieron efectiva- 
mente cometer y que llevaron a cabo, prestando cada cual pro- 
miscua y activa participación en los términos del art. 45 del 
Cód. Penal : p. 70. 

PATRONATO NACIONAL. 

1. Con las reservas que emanan de la Constitución y de las 
leyes dictadas con arreglo a ellas sobre el Patronato, corres- 
ponde que la Corte Suprema preste acuerdo para que el P E 
conceda el pase a la Bula por la cual el Sumo Pontífice designa 
a Monseñor Dr. Antonio J. Plaza Obispo Auxiliar de la Dió- 
cesis de And y lo instituye Obispo Titular de Dohcro »¡n 
partibus infidelium": p. 102. 

«. No procede considerar comprendido en la posibilidad de 
retención que el rcjrimen del Patronato contempla, a un nnm- 
hram lento que. no siendo de un Obispo Titular de una Iglesia 
Catedral de la República, no concierne a lo que sobre Patro- 
nato y en punto a tales designaciones dispone la Constitución 
Nacional —art. 83. inc. 8-. (Voto del Dr. Tomás I>. Casares) : 
p. nn¿. 

PAVIMENTO. 

Ver: Expropiación. 47. 



PELIGROSIDAD 

Ver: Inmutabilidad, 1. 
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1. Aunque la pena impuesta al procesado por la sentencia 
recurrida' por la defensa haya debido ser graduada con raavor 
severidad, la falta de apelación fiscal no permite agravarla: 
p. 88. 



Ver: Acumulación de beneficios, 2; Incompatibilidad, 1. 

PENSIONES SOLI TABES. 
Pensiones a loa militara. 
InotUlaclto para la carrera militar 

Kjé'Cito. 

1. Conforme a lo dispuesto en el art. 16, tít. III, ley 4707, 
tiene derecho a la pensión de retiro equivalente al 50 % del 
sueldo de soldado voluntario, el ex-archivista del Ejército cuya 
incapacidad del 60 % de la vida civil, consecuencia de una 
tuberculosis pulmonar, se produjo mientras estaba en servicio 
activo y por actos de servicio; no siendo aplicable a] caso de 
autos — como pretende el autor — en punto a la determinación 
del beneficio pertinente, el art. 17 de la mencionada ley, que 
se refiere expresa y exclusivamente a la pérdida de la vista, un 
brazo o una pierna: p. 608. 

2. El ex-conscripto que, a consecuencia de un accidente su- 
frido en acto de servicio, ha sido declarado apto tan sólo para 
sen-icios auxiliares en caso de movilización, teniendo una inca- 
pacidad permanente del 30 % para el trabajo en la vida civil, 
tiene derecho a que se le reintegre en el poce de la pensión 
militar prevista en el art. 16, tít. III, de la ley 4707 —que 
luego de serle acordada por el p. E., le fuera retirada— y a 
que se le abonen las mensualidades adeudadas desde la fecha 
en que le fuera suspendido dicho beneficio: p. 655. 

PXREVOIOM DE DISTAXOIA. 

1. No corresponde hacer lugar a la perención de instancia 
deducida si entre la presentación del escrito de demanda y 
de otro por el que se amplían los fundamentos de la demanda 
y se requiere el libramiento de oficio para el traslado de la 

(«) Ver también: Aduana, 7, 8, 9; Con «litación Naeional, L 6, 
7; Extradición, S; Homicidio, 1, 2, 3, 4, 5: Impuestos internos, 1; 
Instabilidad, 1, 2, 3, 4; Becur¿> extraordinario, SI. * ' 
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misma y su ampliación — de donde resulta que la finalidad 
de este último es la de "activar el procedimiento"— no ha 
trascurrido el termino previsto por el ine. a) del art. 1» de 
la ley 4550: p. 516. 

PERITOS. 

X er ^ Dafios I P 01 ?"*"'**. t í>; Expropiación, 3. 4. 6, 8. 10, 12. 
21. 29, 33, 37, 48, 49 ; Honorarios de peritos, 1,2. 

PODER EJECUTIVO . 

Ver: Constitución Nacional, 12; Pensiones militares, 2: Ke- 
curso extraordinario, 28. 

PODER LEGISLATIVO 

1. £1 H. Congreso puede válidamente dictar normas de pro- 
cedimiento ai lo considera necesario para asegurar el ejercicio 
de ciertos derechos resultantes de códigos y leyes cuva sanción 
le corresponde : p. 106. 

^ Sólo el Congreso de la Nación hállase autorizado para es- 
tablecer Jas circunstancias que suspende» o interrumpen el 
curso de los plazos: p. 400. 

3. La materia legislativa asignada al Congreso de la Nación 
por el inc. 11 del art. 68 de Ir Constitución, es perfectamente 
propia, separable e inconfundible de la que el mismo precepto 
atribuye a las Provincias. La delimitación de nna v otra es. 
pues, esencial cuando se trata de establecer si una lev de pro- 
vincia ha invadido lo que es de incumbencia exclusiva del Po- 
der Legislativo Nacional ; y para ello ha de considerarse ade- 
mas que. la facultad de las provincias de legislar sobro proce- 
dimientos judiciales, lo es sin perjuicio de las disposiciones 
reglamentarias que sancione el Congreso. 
Re circunscribe así la facultad de las provincias en materia 
procesal a lo que positivamente debe comprenderse en ella, 
vale decir que, si pueden señalar las reglas de acuerdo con las 
cuales I< s procesos vinculados con los códigos que al Congreso 
incumbe dictar, han de sustanciarse y terminarse, tal atribu- 
ción no autoriza a destruir ni anular los preceptos de las leyes 
fundamentales que al mismo poder corresponde sancionar: p. 

POLICIA FEDERAL. 

Ver: Constitución Nacional. 6; Daños y perjuicios, 8. 



PRISION ,03 

P08E8ION. 

Ver: Expropiación, 1, 24, 41, 42; Intereses, 1, 2. 
PRECIOS MAXIMOS ('). 

1. La necesidad de recurrir a la fijación lega] de precios má- 
ximos es síntoma suficientemente demostrativo de un estado de 
anormalidad económica caracterizado por posibilidades de es- 
peculación capaces de poner a los compradores que no compran 
para revender sino porque necesitan lo comprado para el des- 
tino o empleo que le es propio, en el trance de tener que pasar 
precios injustificadamente altos : p. 810. 



PRESCRIPCION 

Interrupción. 

1. Debe considerarse interruptiva de la prescripción liberato- 
ria opuesta por el demandado por cobro de arriendos de lotes 

SH' pr ? e , n «- '™ d ?' miSmo en <livers0s «Podiente ad- 
ministrativos del Ministerio de Apicultura, gestionando de la 
respectiva autoridad un estado de cuentas con relación a los 
flos lotes que admite expresamente ocupar, puesto que dicha 
presentación contiene el reconocimiento explícito de ser deu- 
dor, aun cuando sostenga que por una cantidad menor: p. 145. 

PRESUNCIONES. 

Ver: Homicidio! 5¡ Prueba, 4. 

p;.£ VISION SOCIAL. 

y»| r: in C i? U i CÍ6n *L&8#* h 2. 3; Constitución Nacio- 
nal, 10, 11; Incompatibilidad. 1, 2; Jubilación de empleados 
ferroviarios 1, 2 3; Jubilación de empleados nacionales, %% 
3, 4, 5; Jubilación del personal del comercio, actividades ¿f£ 

^S^^^ y * * * 4 ' « * *> * 

PRISION 

Ver: Homicidio, 1, 3, 4, 5; Inmutabilidad, 1, 2, 3. 

*ia, 27, 2» V<!r UmbléD: Ex P ro ^ ción fe 38 ¡ AwMleelón y competen. 
' <*) Ver también; Conrtitueioo Nacional, 14; Eitradieión, 2. 
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PRIVILEGIOS 

Ver: Corporación de transportes de la ciudad de Buenos 
Aires, 1. 

PROCURADOR. 

Ver: Honorarios, 2; Honorarios de abogados y procuradores, 
1, 2, 3, 4; Recurso ordinario de apelación, 9. 

PROCURADOR GENERAL DE LA NACION. 

Ver: Inmutabilidad, L 

PROFESIONES UBERAT.M ('). 

1. El art. 2» del decreto 5103/45, reglamentario del ejercicio 
de las profesiones de doctor en eienciaa económicas, actuario y 
contador público, refiérese claramente al ejercicio de la proce- 
sión por cuenta propia, en el sentido de que no exista relación 
de subordinación o dependencia con el dador del trabajo, des- 
tacándose la autonomía que debe caracterizar el ejercicio de 
esas profesiones al imponer el mismo texto legnl que la retri- 
bución debe consistir en honorarios: p. 254. 

2. Conforme al concepto contenido en el art. 7* del decreto 
5103/45 — reglamentario del ejercicio de las profesiones de 
doctor en ciencias económicas, actuario y contador público— 

E? f ?£Í! *" eI art M ' 2* partp * del Apretó reglamentario 
N» 4460/46, el concepto de ejercicio individual de la profesión 
no impide que ella se practique formando parte de una asocia- 
ción o sociedad; siendo ésta, también, la inteligencia que ha 
atribnfdo al mencionado art. 7* el Consejo Profesional de Cien- 
cias Económicas de la Capital Federal : p. 254. 

3. Con arreglo a los arts. 2* y 7» del decreto 5103/45, regla- 
mentario del ejercicio de las profesiones de doctor en ciencias 
económicas, actuario y contador publico, el ejercicio de las fun- 
ciones de contador en calidad de socio de una firma de conta- 
dores — revisores — de la que era consocio el interesado desde 
antes de la dictación del mencionado decreto— da derecho a la 
inscripción en el registro de No Graduados, en la especialidad 
antes aludida: p. 254. 



(") Ver tnmbiea: Honorarioa. 2; Honorario* do abogados y pro- 
curadores, 1, 2, 3, 4; Recurso extraordinario, 15; Recurso ordinario de 
apelación, 9. 



PROTESTA. 

Ver; Impuesto a los réditos, 7; Pago. I¡ Recurso ordinario de 
apelación, 6. 

PROvnroiAfl. 

Ver: Accidentes del trabajo, 2; Constitución Nacional, 13, 14. 
15, 16; Corte Suprema, 1; Daños y perjuicio», 1, 10; Expro- 



27, 28; Pago, 1; Poder Legislativo, 3; Prueba, 1; Recurso ex- 
traordinario, 33, 35, 39, 42; Tribunal baneario, 1. 



PRUEBA (>). 
Ofrecimiento y producción. 

1. Tratándose de informes requeridos al Gobernador de la 
provincia actora, no puede prosperar la acusación de negligen- 
cia formulada por dicha parte si el oficio pertinente fué libra- 
do el 11 de octubre de 1950 y presentado para su trámite ante 
el respectivo juez nacional, el 3 de noviembre del mismo año, 
a lo que debe agregarse que informan de la diligencia de la 
demandada al respecto diversas constancias obrantes en autos : 



Prueba en materia penal. 

9. La prueba acumulada en lo criminal es invocable para la 
decisión del posterior pleito civil : p. 54. 

3. Corresponde desechar la objeción formulada por la defensa 
de los procesadas por infracción al art. 125 del Cód. Penal, en 
el sentido de la insuficiencia de la prueba testimonial reunida 
— porque los testigos declaran haber tenido contacto carnal con 
la hija natural de los imputados y esn circunstancia los coloca 
en situación de copartícipes del delito—, si en el caso de autos, 
aunque la observación de la defensa aparecería viable en cuan- 
to a la tacha que omitiera, si se hubiera acreditado la honesti- 
dad de la referida menor — art. 120, Cód. Penal — , en cambio 
cabe destacar que, prescindiendo de esos testimonios, quedan 
aún los de otras personas que no han cohabitado, pero les cons- 

(1) Ver tambif-n: Accidente! del trabajo, 1, 2; Constitución Xa- 
ciona!, 2, 4, 6; Costas, 12; Danos y perjuicio», 1, 4, 5, 6, 7, 10; Ex- 
propiación, 2, 3, 4, 6, 8, 10, 11, 12, 21, 29, 33, 37, 40, 46, 48, 40; Homicidio. 
2, 4, 5; Honorarios de perito*, 1. 2; Impntabilidad, 1; Jubilación de 
empleados nacionales, 4; Jurisdicción y compotencia, 9; Recurso extra- 
ordinario, 20, 22, 25, 29; Tierras publicas, 1. 




p. 341. 
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ta la corrupción de aquélla, promovida y facilitada por sus 
padres naturales; a lo que debe agregarse que la blenorragia 
que acusa, y que no presenta ru concubino, concurre en los 
términos de los arta. 306, 357 y 358 del Cód. de Procedimientos 
en lo Criminal, a acreditar el delito y la responsabilidad penal 
de los imputados: p. 76. 

4. Si la confesión del acusado no sólo no constituye la única 
prueba de su responsabilidad penal de autor del hecho que se 
le imputa, sino que de las circunstancias de este último, resul- 
tan presunciones graves en contra del confesante, ello le obliga 
a probar sus descargos, conforme lo preceptúa la norma final 
del art. 318 del Cód. de Procedimientos en lo Criminal: p : 79. 

PUERTO DE ROSARIO. 

t Ver: Honorarios de peritos, 2. 



QUERELLANTE. 

Ver: Constitución Nacional, 13, 14; Recurso extraordinario, 19. 



R 

REBELDIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 17. 

RECLUSION. 

Ver: Homicidio, 2. 

RECONOCIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES 

Ver: Prescripción, 1. 

RECURSO DE APELACION. 

Ver : Recurso extraordinario, 39. 

RECURSO DE NULIDAD (>). 

L Corresponde desestimar la nulidad alegada contra la sen- 
tencia de se gunda instancia, si el respectivo recurso no ha sido 

(») Ver también: Recurso extraordinario, 3». ' 
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sustentado ante la Corte Suprema y no existe mérito para de- 
clararla de oficio: p. 421. 

RECURSO DE QUEJA*. 

RECURSO DE REPOSICION 

Ver; Recurso extraordinario, 46, 47. 

RECURSO EXTRAORDINARIO (*). 
Principio* generales. 

í* ti2 ^ lremos a eondicionada la competencia de 

a corte buprema no constituyen impedimento insalvable para 
la t eficiencia del pr>;;e>pio del art. 95 de la Constitución Nacio- 
nal, y si sólo modalidades de su ejercicio, habiendo sido, ade- 
mas, la reglamentación le R al anterior del recurso extraordina- 
rio ratificada por ley posterior del Conpreso N'* 13.998: p. 98. 
2. La jurisdicción extraordinaria de la Corte Suprema está 
supeditada a los extremos que la ley requiere para su ejercicio, 

NtóoTal: p. IOS "' " ^ * P ' Últim °" íle ,n Co " s <¡tución 

íí I i ¿ C «T , . anC í Í a * l recurso * **• en la violación 

95 • e 18 ( ? nat,,ución ^cional por apartarse el fallo 

K 2JL 3UICI ° WDrwnle ' de la .inrisprudencia de la 
«i n l i T q ! ie ! nv . OÍ ; a ! no a^iza « prescindir del requi- 
Tin L^t Í efmt ™ ley establece para el ejer- 

cicio de U jurisdicción extraordinaria del Tribunal: p 511 

tnJfiLE™*?** 16 "* extraordinaria de la Corte Suprema está 
Zl t * f ^ ext ^ m( * « ue la ley requiere para su ejercicio 
Z ™~ Mn deI m 95 de la Constitución £S 

-delWcWWite, no autoriza a prescindir del re- 
quisito relativo a la existencia de sentencia definitiva: p. 660. 

Requisito* comunes. 
Mtanil da justicia. 

«. El recurso extraordinario procede respecto de resoluciones 
administrativas, sólo cuando las mismas se han dictado S3E 
cicio de fun ciones judiciales atribuidas por ley v revisten fuer- 

M$JgM!r& Adü " n,l> 2í C °" tiUci6a Nacional, 4; JurUdic 
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ta de cosa juzgada y en la medida indispensable para salva- 
guardar la jurisdicción extraordinaria tic la Corte Suprema, 
lo que supone el respeto de los demás requisitos a que está su- 
peditada la procedencia de dicho recurso: p. 08. 

Gravamen. 

6. Es improcedente el recuno extraordinario cuando *e ha 
concedido y procede el recurso ordinario de apelación ¡ j 63. 

7. Si la declaración de nulidad de lo actuado importa dejar 
sin efecto el embargo trabado sobre los bienes existentes en 
poder del apelante — como éste lo reconoce — . resulta manifies- 
to que el recurrente caree? de interés suficiente para deducir 
el recurso extraordinario contra la sentencia que. por vía de la 
nulidad de referencia, satisface su pretensión: p. 514. 

Requisitos propios. 

Cuestión federal. 
CuiMtioniK ffúrralrx limpia. 
IntarfrMarlAB df laa teyai M*t«!m. 

8. Procede el recurso extraordinario si en autos se discuten 
deposiciones de la ley de impuesto a los réditos n» 11.683 t. o. 
referentes a la procedencia del juicio de repetición, y la sen- 
tencia en recurso es contraria a la interpretación que de dicha 
ley ha hecho el representante del Pisco : p. 115. 

9. Procede el recurso extraordinario cuando se cuestiona la 
inteligencia de normas federales — como son los arts. I* de la 
ley 11.923 y 83 del decreto reglamentario 55.211/35 — y en la 
decisión apelada es contraria al derecho que al amparo de ellas 
invoca el recurrente: p. 600. 

10. Procede el recurso extraordinario si en autos se debate la 
validez de la nota n° 14 de la Sección Droguería de la Tarifa 
de Avalúas — decreto n» 170 del Gobierno Provisional, de se- 
tiembre 15 de 1931, ratificado por el art. l v de la ley 11.588 — 
y la sentencia en recurso es contraria a la interpretación que 
de dicha norma ha hecho el representante del Fisco: p. (¡3l>. 

11. Es procedente el recurso extraordinario interpuesto con- 
tra la sentencia que, respecto del alcance de los arts. 2 tf . 9* 
ine. 5» y 59, de la ley 10.650. reformada por la 13.308 —que 
crea la Caja Xacional de Jubilaciones y Pensiones Ferrovia- 
rias y que organiza el régimen relacionado con tales benefi- 
cie* — , se pronuncia de modo adverso a la pretensión del Ins- 
tituto Xacional de Previsión Social, que acciona contra las 



RECURSO EXTRAORDINARIO 



909 



empresas de los Ferrocarriles del Snd, Oeste, Central Argen- 
tino. Dnenog Aires al Pacífico y otras: p. 727. 

Interpretación de «m umu y aatoa fedérale!, 

12. Es improcedente el recurso extraordinario cuando está en 
cuestión la inteligencia o constitucionnlidad de normas Pede- 
rales —como son las Partidas 1656, 1148 y 1149, de la Tarifa 
de Avalúos — y la sentencia apelada es contraria al derecho que 
el recurrente invoca aTamparo de ellas: p. 535. 

Cuestiones feéeralét mmplcjtu. 

Enconatttuctooalldad de &oraaa y acto* nacionales, 

13. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
— en un juicio de expropiación parcial — confirma las resolu- 
ciones que desestiman los pedidos de revocatoria del auto que 
dispone el desalojo total de la finca —incluida la parte no 
afectada a la expropiación—, si. dadas las particulares moda- 
lidades de la causa, las mencionadas peticiones no pudieron 
desecharse de plano, sin violencia de la garantía de la defensa 
en juicio, porque aquel procedimiento es obstáculo a cualquier 
debate sobre el derecho alegado por los recurrentes a la conti- 
nuación tle la locación a que se creen facultados; no siendo 
óbice a ello la circunstancia alegada de hallarse consentido el 
desalojo, pues se ha invocado la ley 13.581 — de emergencia — 
cuyos preceptos son de orden público, irrenunciables y de apli- 
cación en los juicios "aun con sentencia": p. 59. 

14. Es improcedente el recurso extraordinario fundado por 
el recurrente en que la sentencia impugnada "vulnera dispo- 
siciones claras del art. 95 de nuestra Constitución Nacional", 
si la jurisprudencia de la Corte .Suprema a cuya obligatorie- 
dad aquél se refiere — y que se vincula con los dictámenes que, 
por unanimidad, expide el Tribunal de Tasaciones — sólo enun- 
cia un criterio general, dejando a salvo la posibilidad de «na 
solución distinta en razón de In particular modalidad del caso, 
como sucede en el de autos, pues se trata de una expropiación 
inversa en la cual el propietario, en la demanda, manifestó que 
justipreciaba "el valor de la finca en la suma de $ 560.000" 
y pidió que se hiciera" lugar a la acción declarando "transfe- 
rida la finca referida mediante el precio de la suma de 
$ 560.000": p. 68. «^-^ 

15. Es procedente el recurso extraordinario que se funda en 
la interpretación de artículos del decreto 5103/45 — que fuera 
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ratificado por la ley 12.921— reglamentario del ejercicio de 
las profesiones de doctor en ciencias económicas actuario y 
contador público en todo el territorio de la Nación ; así como 
en la incompatibilidad entre dichas disposiciones, interpreta- 
das con el alcance que les atribuye la sentencia recurrida —que 
deniega la inscripción en el registro especial de "no gradua- 
dos — y los arta. 26 y 37, ap. 1» punto 1* de la Constitución 
Nacional, que acuerdan el derecho de trabajar; v en el hecho, 
así afirmado, de que la misma interpretación vulneraría tam- 
bién otro precepto del art. 26 de »a Carta Fundamental, que 
garantiza el derecho de asociarse con finea útiles: p. 254. 

Cuestiones no federales, 

16. Es improcedente el recurso extraordinario si los agravios 
expresados contra el pronunciamiento recurrido consisten en 
ser la apelada una sentencia arbitraria, que se apova en dispo- 
siciones leales no invocadas, aplica de oficio la ley 13.581, 
prescinde de la cosa juzgada e interpreta arbitrariamente el 
art. 2255 del Código Civil, y la Corte Suprema, cualquiera sea 
el acierto o error del fallo en recurso, no lo considera suscep- 
tible de la ta<-ha de arbitraridead : p. 67. 

tntrrprrtacum tlr nornww lÓcmUs <tr ¡iruredimicnto». 

17. La cuestión referente a la rebeldía declarada en segunda 
instancia es de orden procesal y ajena al recurso extraordina- 
rio: p. 67. 

18. La existencia de cosa juzgada es punto que sólo excepcio- 
nalmente reviste carácter federal : p. (¡7. 

19. Siendo de orden procesal y común el punto referente a si 
en los delitos de acción pública, ha de darse participación en 
calidad de querellante, al damnificado por aquel, lo resuelto 
sobre el particular es irrevisible por la vía del recurso extra- 
ordinario: p. 317. 

20. Es improcedente el recurso extraordinario si la resolución 
apelada se funda, entre otras razones, en haber consentido el 
recurrente el auto por el cual se ordenó su citación como tes- 
tigo, conclusión irrevisible por la Corte Suprema y suficiente 
por sí sola para sustentar el pronunciamiento en cuestión: p. 
385. 

21. En principio, constituye cuestión procesal, insusceptible 
de revisión por la vía del recurso extraordinario, el punto re- 
ferente a si el establecimiento de un recurso "al solo efecto 
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devolutivo' * obliga al pago de la multa impuesta por la Admi- 
nistración con carácter previo a la concesión de la apelación y 
dentro del término para deducirla : p. 668. 

Exclusión de las cuestiones de hecho. 

22. No basta para sustentar el recurso extraordinario la sola 
circunstancia de haberse denegado la producción de prueba en 
segunda instancia : p. 67. 

23. La Corte Suprema no puede, conociendo por la vía del 
recurso extraordinario, revisar los hechos de la causa, respecto 
de los cuales las decisiones dictadas en las instancias ordina- 
rias son finales: p. 111. 

24. Es arbitraria la sentencia que, no haciendo lugar a la 
nulidad de las actuaciones solicitada por la parte demandada, 
confirma el fallo de primera instancia que condena a dicha 
parte a pagar a la actora determinada suma, en concepto de 
despido, pues hasta que se dictó declaratoria de herederos no 
había representante de la sucesión demandada facultado para 
actuar en el juicio y todas las notificaciones hechas en él con 
anterioridad a la de la sentencia lo fueron antes de que se dic- 
tara la declaratoria mencionada. Tanto más cuando que estaba 
de por medio una heredera menor de edad cuyo derecho no 
podía ser comprometido en juicio, por su representante legal 
— la madre — sin formal intervención del representante del 
Ministerio Pupilar: p. 392. 

«trios. 

'25. Habiendo declarado la Corte Suprema la procedencia del 
recurso extraordinario, ante todo es preciso distinguir el objeto 
propio del mismo — interpretación del art, 19 de la ley 4349 — , 
de la cuestión de hecho y prueba — relativa al estado del actor 
cuando cesó en su empleo — que no corresponde considerar en 
dicha instancia : p. 354. 

Ranclón directa. 

Norma* extrañas al juicio. 

26. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en el 
art. 30 de la Constitución Nacional, como quiera que el prin- 
cipio de que nadie puede ser obligado a lo que no manda la ley 
no sustenta la apelación respecto de sentencias fundadas en la 
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interpretación y aplicación de normas comunes o en razones 
jurisprudenciales o doctrinarias de igual naturaleza: p. 54. 

37. La sola invocación de normas constitucionales no permile 
someter a la Corte Suprema las cuestiones de clara competencia 
ordinaria, como son las regidas por el derecho común, en tanto 
no se cuestione la validez constitucional de las normas apli- 
cadas. 

Entre las referidas cuestiones de carácter común figura la 
decisión de las cuestiones sometidas a los jueces ordinarios, con 
arreglo a principios jurisprudenciales y doctrinarios de aquella 
naturaleza, como es el caso del alcance de la derogación del 
art. 23 del Código Penal anterior y la procedencia en el su- 
puesto allí contemplado de la aplicación del art. 45 del Cód. 
Penal vigente: p. 213. 

38. Las cláusulas 37, I, 10 y 37, II. de la C (institución Nacio- 
nal, carecen de relación directa con la cuestión referente a la 
denegación del hábeas corpus deducido por varios extranjeros 
cuya expulsión del país dispone un decreto del Poder Ejecutivo, 
por lo que no procede el recurso extraordinario fundado en 
aquéllas: p. 315. 

29. La invocación de la garantía de la defensa en juicio no 
sustenta el recurso extraordinario, ai se omite indicar la prue- 
ba cuya denegación se alega y la relación de la misma con los 
hechos de la causa : p. 315. 

30. No da lugar al recurso extraordinario fundado en 'a ga- 
rantía de la igualdad, la circunstancia de existir pronuncia- 
mientos encontrados en materia no federal : p. 317. 

81. Es improcedente el recurso extraordinario si la sentencia 
apelada establece que la expropiación se halla permitida, con 
el alcance que le atribuye la actora. por la ley 1583 — en la 
que se basa la acción — y también por la ley 13.264. conclusión 
que priva de base a la afirmación de la recurrente referente 
a la inexistencia, de ley que autorice la expropiación y, por 
consiguiente, a la pretendi da violación de los arts. 26. 30 y 38 
de la Constitución Nacional — invocadas como fundamento del 
recurso— y que carecen, así de relación directa e inmediata 
con la cuestión decidida por la resolución apelada: p. 386. 

33. Siendo de naturaleza procesal la cuestión referente a la 
imposición de las costas, es improcedente el recurso extraordi- 
nario en cuanto a ella se refiere: p. 491. 
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Sentencias con fundamentos no federales, o fedérala consen- 
tidos. 

Fundamenten de orden Mafia. 

33. Es improcedente el recurso extraordinario dedueido con- 
tra la resolución que tiene fundamentos de orden común y local 
suficientes para sustentarla, como es el ajeaue atribuido por 
aquella al art. 1399 del Código de Comercio y a la ley local 
ir» 4163: p. 156. 

fudaratot de orto local f *toc«mL 

34. Son insusceptibles de recurso extraordinario las resolu- 
ciones que declaran bien denegado un recurso deducido ante 
los jueces de la causa, por versar sobre puntos de derecho 
procesal y de hecho : p. 317. 

36. Lo referente al límite de las facultades de los jueces que 
conocen por vía de un recurso deducido en el orden local, es 
cuestíóu de derecho procesal y común que no autoriza la inter- 
vención en los :tos de la Corte Suprema, mediante el recurso 
extraordinario: p. 321. 

36. Siendo de índole procesal la cuestión referente a si el tri- 
bunal de la causa lia dictado sentencia fuera de los términos 
de la litis-contestación, lo resuelto al respecto es irrevisible por 
la Corto Suprema conociendo por la vía del recurso extraordi- 
nario; y si bien dicha jurisprudencia puede reconocer excep- 
ción en los supuestos de sentencias arbitrarias, carentes de todo 
apoyo en los hocTios de la causa y en los principios legales 
aplicados, cabe concluir que en la especie no se da semejante 
supuesto, pues el tribunal apelado ha resuelto la cuestión que 
motiva el recurso, sobre la base de las constancias del juicio v 
por aplicación de las normas procesales a su juicio pertinentes: 
p. 392. 

sentencia definitiva. 

Concepto y ffcneratiáaé¡m. 

37. Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto 
contra la sentencia que manda remitir los autos a primera 
instancia para que "so pronuncie el tt-quo sobre el fondo de 
la litis", por no revestir dicho pronunciamiento carácter defi- 
nitivo, a las efectos del mencionado recurso, pues, por una 
pleito puede hacer innecesaria toda decisión sobre la cuestión 
parte, la solución de los demás puntos comprendidos en el 
federal planteada, y. por otra parte, si ello no ocurriera, que- 
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daría al internado la posibilidad de interponer el recurso 
extraordinario, fundado en la cuestión que ahora se pretende 
someter al conocimiento de la Corte Suprema, en oportunidad 
de la sentencia del Tribunal superior que ponga fin a la causa- 
p. 511. • 

Be*>hi*ione$ anteriores n hi srntrnria drfinitiva. 
1U4MM irMUlertM. 

38. §i bien, por regla general, no constituyen sentencia de- 
finitiva, a los efectos del recurso extraordinario, las resolucio- 
nes que decretan medidas precautorias, corresponde atribuir ese 
carácter a la que decreta el embarco de dineros pertenecientes 
a la Corporación de Transportes de la Ciudad de Buenos Airea: 
p. 548. 

* 

39. Es improcedente el recurso extraordinario deducido con- 
tra la resolución de la Cámara Fiscal de Apelación de la Prov. 
de Buenos Aires que revocó variaa decisiones de la Dirección 
General de Rentas, que admitieron los recursos de apelación 
y nulidad interpuestos —sin perjuicio de que los mismos sean 
considerados válidos para la estación oportuna del juicio—, y 
que, proveyendo el recurso extraordinario deducido ante ella, 
declaró que la sentencia apelada "admite el futuro conoci- 
miento de la causa en su integridad por el Tribunal" ; de donde 
resulta con clara evidencia que la resolución recurrida no es 
una sentencia definitiva típica, ni cabe tampoco equipararla a 
aquéllas pues el único agravio inausceptíble de reparación que 
causa es la continuación del procedimiento; p. 109. 

40. Loa autos que declaran la nulidad de actuaciones no son 
por lo común sentencias definitivas a los efectos del recurso 
extraordinario, y si bien es cierto que la Corte Suprema ha 
admitido la posibilidad de la existencia de supuestos de excep- 
ción, cuando la nulidad declarada causara agravio irreparable 
y sustancia!, no lo es menos que tal agravio no es el que pro- 
viene de la sola invalidación de actuaciones de fácil repetición, 
ni de pronunciamientos susceptibles también de ser reiteradas: 
p. 321. 

41. La resolución apelada, en cuanto acuerda a la sociedad 
participación en el juicio, no causa agravio al Pisco — puesto 
que no excluye del mismo al despachante—, ni es sentencia 
definitiva a los efectos del recurso extraordinario —desde que 
no impide la prosecución del pleito—, ni equiparable a tal. 
porque no causa gravamen irreparable al recurrente: p. 491. 
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42. Es improcedente el recurso extraordinario si la sentencia 
apelada no es definitiva a los efectos del art. M de la ley 48, 
pues no pone fin al proceso tramitado ante la justicia nacional, 
ni impide a los tribunales provinciales proseguir los radicados 
ante ellos planteando en tal caso la cuestión por la vía perti- 
nente para llejrar hasta la Corte Suprema; por lo que tampoco 
causa gravamen irreparable: p. 660. 

43. La irarantía de la inviolabilidad de la defensa en juicio 
no autoriza la concesión del recurso extraordinario en cada 
oportunidad en que se arguye su violación, sin perjuicio del 
qne pnede interponerse contra la sentencia final de la eausa: 
p. 664. 

44. La resolución por la cual se desestima la excepción de 
defecto lepal, no es definitiva a los efectos del recurso extra- 
ordinario, pues nn pone fin al pleito ni impide la ulterior 
reparación del agravio que midiera cansar al recurrente, por 
lo que no es susceptible de dicho recurso: p. 664. 

Seatrfttrinnr* pottrriorrx a la nenlencia definitiva* 

45. Las resoluciones posteriores a la sentencia final de la 
causa tendiente n hacerla efectiva, con el alcance que a juicio 
del tribunal que la dictó, tiene la primera, no son susceptibles 
de recurso extraordinario; con la única excepción de los su- 
puestas en que por tal vía se incurra en desconocimiento pal- 
mario de lo resuelto en el fallo definitivo del pleito: p. 342. 

Requisitos formales. 

Interposición del reeu«o. 
Término. 

46. Es ¡mnroredentc el recurro extrsordinario deducido en 
subsidio del recurso de reposición, a lo cual no obsta lo ex- 
puesto en el escrito en el que el apelante solicita del juez en lo 
civil "se hapa luear" al remedio primeramente mencionado, 
por no ser éste el de interposición del recurso extraordinario 
ni. aun en el caso de oue lo fuera, hallarse fundado en la forma 
reiteradamente exigida por la jurisprudencia de la Corte Su- 
prema: p. 385. 

47. Es improcedente el recurso extraordinario deducido en 
subsidio del recurso de reposición: p. 491. 

48. Ea improcedente el recurso extraordinario si el agravio 
cuyo remedio ae procuraría no es actual, en raxón de no deter- 
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minar el fallo apelado el monto de la indemnización pertinente 
y de que su existencia puede depender de las conclusiones de los 
pronunciamientos a producirse en las instancias ordinarias: 
p. 510. 

Fnmdamenln. 

49. Es improcedente el recurso extraordinario, si en el escrito 
en que se interpuso se ha omitido la pertinente referencia 
a los hechos de In causa y a la relación que los mismos a v las 
cuestiones en ella debatidas jruardan con la cuestión federal 
que se pretende someter a la decisión de la Corte Suprema: 
ps. 67, 68, 315 ? 385. 491 y 510. 

80. Procede el recurso extraordinario si el escrito en el cual 
se lo interpuso contiene las enunciaciones necesarias para 
apreciar sus fundamentos y la cuestión federal sobre la cual 
habrá de pronunciarse la Corte Suprema, cuestión que ex¡ste 
efectivamente: p. 157. 

51. Debe considerarse procedente el recurso extraordinario, 
si se han llenado los requisitos al efecto pertinentes y si media 
cuestión federal bastante para sustentarlo: p. 313. 

62. Debe considerarse suficientemente fundado el recurso 
extraordinario, si el escrito en que se lo interpone contiene 
la» referencias a los hechos de la causa indispensable para que 
con la sola lectura de dicha presentación la Corte Suprema 
pueda conocer no sólo cuáles son las cuestiones federales traí- 
das a su decisión, sino también In relación directa de las 
mismas con la materia del juicio: p. 392. 

Resolución. 

Limité* dfll pronunciamiento. 

63. Xo corresponde a la (.'orle Suprema pronunciarse sobre 
las cuestiones mencionadas en la memoria presentada por la 
recurrente ante el Tribunal y no comprendidas entre aquellas 
cu que se fundó el recurso extraordinario : p. ¡Wfi. 

Revocación de U sentencia apelada. 

54. Revocada por la Corte Suprema la sentencia recurrida 
por apelación extraordinaria, en virtud de considerar que di- 
cho auto no ha podido desechar de plano, sin violencia de la 
garantía de la defensa en juicio, las peticiones formuladas 
por los recurrentes, deben volver las actuaciones a los tribu- 
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nales de la causa a fin de que se la tramite con arreglo a 
derecho: p. 59. 

66. Revocada por la Corte Suprema, la sentencia apelada por 
recurso extraordinario, en ratón de tener como fundamento 
una inteligencia distinta de la atribuida por aquella at art. 17 
del dec. 9316/46 —ley 12.921—, corresponde devolver 'os 
autos a los tribunales de la causa, para que se pronuncien 
sobre el fondo de la cuestión planteada por el recurrente: 
p. 259. 

EEÜÜRBO ORDINARIO DE APELACION ('). 
Tercera instancia. 

QeneralidftdM. 

L Bl recurso ordinario de apelación en tercera instancia 
procede ante la Corte Suprema en los casos previstos en la 
Ley 4055; ps. 125, 145. 246. 267, 292, 421, 461. 561 y 566. 
2. Si el Procurador Fiscal se limitó, ante la Cámara que 
pronunció la sentencia apelada, a reproducir la vista que pro- 
dujera previamente al fallo de primera instancia, vale decir, 
omitió establecer en qué puntos la decisión recurrida le cau- 
saba agravio irreparable, corresponde concluir que la apela- 
ción ante la Corte Suprema quedó planteada, también, confor- 
me a los términos del aludido dictamen sin haberse señalado 
los extremos mencionados: p. 708. 

S. Es procedente el recurso ordinario de apelación en tercera 
instancia interpuesto durante la vigencia de la ley 4055, si el 
monto discutido en el juicio en que es parte la Nación excede 
tle cinco mil pesos ; ps. 76* y 773. 

BentoncU definitiva. 

Concepto. 

4. Son sentencias definitivas no sólo las que deciden sobre 
el fondo del pleito dirimiendo la controversia entre las partes 
— que quitan o condenan al demandado, según la Purt. 3*. 
Tít 22, Ley 2—, sino también las que impiden todo ulterior 
debate de la cuestión discutida y privan al recurrente del 
medio legal para obtener la tutela de su derecho: p. b3. 

5. A los efectos del recurso ordinario de apelación en tercera 
instancia para ante la Corte Suprema, son sentencia* defim- 

(7J también: Costal, 8; Recurao extraordinario, C. 
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tivas aquellas que ponen fin al pleito o hacen imposible su 
continuación: p. 63. 

6. El recurso ordinario de apelación en tercera instancia sólo 
procede respecto de las sentencias definitivas, o sea aquellas 
que ponen fin al pleito o impiden su continuación, no teniendo 
dicho carácter la resolución que se limita a rechazar la defensa 
de falta de acción opuesta por la recurrente y fundada en la 
inexistencia de protesta, y monda devolver la causa a primera 
instancia a fin de que se pronuncie sobre las demás cuestiones 
comprendidas en la litis, cuya solución puede hacer innecesario 
el pronunciamiento de la Corte Suprema acerca del punto que 
se pretende someter a su decisión ¡ p. 337. 

KfMolMHonrt p,>*trriorr*. 

7. Las resoluciones posteriores a la sentencia definitiva — 
consentida— dictada en los autos seguidos por infracción n las 
leyes de impuestos internos, recaídas en el procedimiento de 
ejecución de la sentencia final de la causa, no son a su vez 
sentencias definitivas, en los términos del art. # de la ley 4055. 
en cuanto no ponen fin al juicio por razones no contempladas 
en el pronunciamiento anterior; no obstando a tal conclusión 
la circunstancia de que la resolución apelada pueda causar 
agravio irreparable, por no ser aplicable al recurso ordinario el 
procedimiento de equiparación de tales autos o sentencias defi- 
nitivas, que es propio del recurso extraordinario: p. 338. 

Juicios en qae U Nación es parte. 

8. Tratándose de una causa en que es parte la Nación v ta 
suma disputada mayor de * ó.OOO, no es óbice a la procedencia 
cien recurso ordinario la naturaleza procesal del punto «nc h. 
conducirto a la resolución que impide todo ulterior debate de 
la cuestión discutida, ni la vigencia actual de la lev 13 998 
que admite la radicación de las causas por su trámite ante ei 
Tribunal en que se hallen a la fecha de la vigencia de aquélla: 
p. 63. 

9. Debiendo aer papadas en el orden causado las costas de un 
juicio de expropiación, el recurso ordinario de apelación que 
establece el art. 3», inc. 2* de la ley 4055, no procede respecto 
de las rejrulaeiones hechas a favor de los letrados v represen- 
tantes de la expropiada, pues la Nación no es parte 'interesada: 

P. ¿—i. 

10. Disponiéndose por la sentencia de la Corte Suprema el 
papo por su orden de las costas de secunda instancia, la Nación 
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tío es parte respecto do la cuestión concerniente n las mismas, 
.v el fallo de la Cámara es en cuanto al punto inapelable: ns. 
321 y 330. . 1 

11. Careciendo de interés la Nación en la determinación de 
los honorarios cuyo pago incumbe a la parte contraria, con 
arreglo a la forma del cargo de las costas, es improcedente el 
recurso ordinario de apelación interpuesto contra el auto que 
fija el monto de aquéllos; p. 337. 

12. Es improcedente el recurso ordinario de apelación con 
respecto a las costas de un juicio de expropiación, si su monto 
no excede el límite de cinco mil pesos fijado por el art.-S*. 
inc. 2*, de la ley 4055: p. 416. 

13. Es procedente el recurso ordinario de apelación para ante 
1% Corte Suprema si la Nación es parte en el juicio — como 
sucede en la especie — por cuanto conforme con el texto de 
los convenios aprobados por decreto 9877/49 quedaron a cargo 
del P. C. General Urquiza los juicios que fueron consecuencia 
del descarrilamiento ocurrido cerca de In estación lia Cruz, 
Prov. de Corrientes, el 15 de junio de 1947; a lo que hay que 
agregar que, en el decreto de referencia, se aprueba el convenio 
de compraventa de las acciones del F. C. Central Buenos Aires 
Ltda., hoy P. C. General Urquiza, siendo en virtud de estos 
antecedentes que el representante del ferrocarril compareció 
en autos manifestando que dicha empresa pertenece a la Na- 
ción, la que tomó a su cargo las consecuencias del descarrila- 
miento, motivo del pleito: p. 450. 

14. Corresponde desestimar los agravios de la expropiada 
contra la sentencia de segunda instancia, fundados en que el 
pronunciamiento no ha contemplado el reclamo de inte- 
reses y en que el tiempo fijado pura la explotación total de la 
mina existente en las tierras objeto del juicio, no se basa en 
razones atendibles; si, por lo que hace a la primera 'íestión, 
fué promovida al pedir aclaración de la sentencia de i* instan- 
cia y resuelta fundadamente, teniendo en cuenta que no se 
solicitaron intereses en la oportunidad debida, y revistiendo 
carácter aclaratorio del fallo esa decisión, al confirmar la Cá- 
mara la resolución del inferior se ha pronunciado también 
«obre tal punto ; debiendo agregarse que el segundo motivo del 
agravio ha sido debidamente examinado y fundadamente re- 
suelto en la sentencia, no habiéndose aportado, por la apelante, 
ningún argumento ni hecho nuevos o que no hubiesen sido 
considerados : p. 461. 
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15. Es improcedente el recarao ordinario de apelación inter- 
puesto con posterioridad a la fecha en que entró en vigencia 
la ley 13.998, m el valor disputado en último término no 
excede la suma de * 50.000 m/n. : p. 492. 

16. A los efecto* de la procedencia del recurso ordinario de 
ablación en tercera instancia en las causas en que !a Nación 
ea parte, corresponde a! recurrente determinar el nvmto de la 
Huma en que pretende se modifique la sentencia apelada, de- 
biendo resultar de lo actuado que el monto exceda el límite 
le^al de cinco mil pesos moneda nacional; por lo que. cuando 
QJ en lo» autos principales ni en los expedientes administra- 
tivos auresados por cuerda aparecen eumplidos los requisitos 
mencionados anteriormente, corresponde declarar improcedente 
el recui.no concedido: p. 494. 

17. Tratándose del cobro de haberes, es | a suma reclamada 
en la demanda la que establece el monto del pleito, a los efectos 
de la procedencia del recurso ordinario de apelación : p. 494. 

18. Es procedente el recurso ordinario de apelación para unte 

a Corte Suprema, si está directamente interesada en la causa 

l a -™T ,on >' se ,ml,u vn to]li inicio un monto superior a 
$ ;>.000 m/n. : p. 810. 

Causa* criminales. 

19. La cireunstaucia de que el procurador fiscal hava dicta- 
minado en el sentido de que correspondía rechazar la extra- 
dición solicitada por un país extranjero, no obsta a la proce- 
dencia del recurso ordinario de apelación interpuesto por él 
contra el fallo de sepunda instancia que se pronuncia en el 
misino sentido: ps. 484 y 489. 

REGLAMENTACION DE LOS DERECHOS. 

Ver: Constitución Nacional, 12. 

REGLAMENTO PARA LA JUSTICIA NACIONAL. 

Ver: Medidas disciplinarias, 1. 

RENUNCIA. '' 

Ver: Constitución Nacional. 14; Jubilación del personal del 
comercio, actividades afines y civiles, 1 ; Locación de cosas, 1. 

REPRESENTACION DEL FISCO. 

Ver: Kccurso extraordinario, 8, 10. 
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RESPONSABILIDAD DEL ESTADO. 

Ver: Daños y perjuicios, 6, 7, 8, 9. 

RESPONSABILIDAD PENAL. 

Ver: Daños y perjuicios, 3, H¡ Inmutabilidad, 1; Prueba, 3, 4. 
ROBO. 

Ver: Extradición, 2. 

■ 

SEGURO; 

Ver: Accidentes del trabajo, 2. 

SENTENCIA (% 
Mataría penal. 

I. Si la sentencia de 2* instancia no contiene decisión algruna 
respecto al apoderamiento que el homicida realizara de los efec- 
tos de propiedad de la víctima, luego de cometido el delito, 
según lo expresa en su confesión, y la de í* instancia, si bien 
en un considerando manifiesta que sobre tal hecho la acción 
penal se halla prescripta, ha omitido también el pronuncia- 
miento exigido para ese supuesto por el art. 454 del Cód. de 
Procedimientos en lo Crimina), corresponde que la Corte Su- 
prema señale la omisión para que en su oportunidad sea sub- 
sanada como corresponda : p. 85. 

SERVICIO MILITAR 

Ver: Jurisdicción y competencia, 7, 30. 

SERVICIOS PUBLICOS. 

Ver: Jubilación de empleados ferroviarios, 3. 

(i) Ver también: A reíd entes del trabajo, 2; Constitución Nacio- 
nal, 6; Costaa, 2, 7, I3¡ Dtfos y perjuicios, 5; Espropiaeión, 26; 
Honorarios do abogados y procuradores, 1, 3, 4; Impuesto a los rédi- 
tos, 6; Jurisprudencia, 1; Pena, 1; Recurso extraordinario. S, 4, 7. 

II, 16, 24, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 44, 45; Recurso ordinario de ape- 
lación, 2, 4, 5, 6, 7, 10. 



SOBRESEIMIENTO. 

Ver: Constitución Nacional, 14; Daños y perjuicios. 2. 
SOCIEDAD. 

Ver: Accidentes del trabajo, 2; Expropiación. 37; Impuesto a 
los réditos, 3. 4 f 5, 7; Jurisdicción y competencia. 11; Profe- 
siones liberales, 2, 3; Recurso extraordinario, 41; Tribunal 
cancano, 1. 

SOCIEDAD ANONIMA 

Ver: Jubilación del personal del comercio, actividades afines v 
civiles, 2, 3. 

SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD LIMITADA. 

Ver: Jubilación del personal del comercio, actividades afines 
y civilea, 2. 

SUCESION. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 31. 32. 33- Nulidad procesal. 
2; Recurso extraordinario, 24. 

SUELDO. 

Ver : Constitución Nacional, Ifl: Jubilación del personal del 
comercio, actividades afines y civiles, 3. 4; Jubilación v pen- 
sión, 5, 7, !), 10; Recurso ordinario de apelación. 17: Tribunal 
bancario, 1. 

SUPERINTENDENCIA <■). 

1. El ejercicio de la .superintendencia correspondiente a In 
Corte Suprema no comprende el conocimiento «i | s recursos 
de hñbeas corpus. siéndole, además, ajena la revisión de las 
resoluciones judiciales: p. 4!). 
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TARIFAS. 

Ver: Jubila ción de empleados ferroviarios. 3. 
(») Ver taabMa: Corte Suprema, 3. 4. 
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TASACION. 

S'iíSW^ 2 " 3 " 5 » fi ' 7 - 8 - 9 - U - 12 - U, ' 4 - >5, 16. 17, 

& 5!' 22' 6 22 - * 24 - 25 - 2fi ' 27 ' 28 ' 29 ' 30 - 31. 32. 33, 34. 
jo, ób, 4¡i; Recurso extraordinario, 14. 

TABAS. 

Ver: Expropiación, 47. 
TERCEROS. 

Ver: Daños y perjuicios, 4. Impu**fo a los réditos, 0. 
TERUmo. 

Ver: Expropiación. 49; Jubilación y pensión. U Ley. 1; Po- 
der Legislativo, 2; Tierra» públicas. 1, 

TESTIGOS. 

Ver: Constitución Nacional. 4: Daños y perjuicios, i 6; Prue- 
ba, 3; Recurso extraordinario. 20. 

TIERRAS PUBLICAS. 

h Demostrado en autos que el demandado sólo ha sido ocu- 
pante de dos de los varios lotes cuyos arrendamientos quiere 
hacer efectivos judicialmente la Dirección de Tierras, habiendo 
expresado cu 1028, y en forma terminante, su voluntad de no 
continuar con la explotación del resto de dichas tierras, corres- 
ponde limitar su obligación a la locación de los citados lotes 
—que. por ser sin plazo, es plenamente rescindióle en cual- 
quier momento. por voluntad del locatario— y condenarle a 
abonar al Fisco la suma equivalente a los respectivos arrien- 
dos: p. 145. 

TRATADOS. 

Ver: Extradición. 1, 2. 

TRIBUNAL BANOARIO. 

L Conforme al art. V del decreto 110.630/42. que reglamenta 
el art. 9* de la ley 12.637, el Tribunal Ranearlo de la Provin- 
cia de Buenos Aires es incompetente para entender en la causa 
Mguida — por cobro de diferencias de sueldos — contra una 
sociedad comercial que tiene su casa matriz en la Capital Fe- 
deral, por un ex empleado de la misma : p. lOfi. 
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TRIBUNAL DI TASACIONES. 

Ver: Expropiación, 2, 3, 5, 6 t 7, 8, 9, 11. 12, 13. 14, 15, 16, 17, 
18, 19, 20, 21 f 22, 23, 24, 25. 26, 27, 28. 29, 31, 32, 33, 34, 35, 
36, 49; Recurso extraordinario, 14. 

TRIBUNALES DEL TRABAJO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 4, 5, 31. 

TRIBUNALES MUNICIPALES DE FALTAS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 22. 

VINOS 

Ver: Impuestos internos. 1, 2. 
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DISCURSO PRONUNCIADO El. 1* DE FEBRERO DE 
1851 POR EL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON 
LUIS B. LONGHI, EN BL ACTO DE INICIACION DEL 
AÑO JUDICIAL 

Excrao. señor Presidente de la Nación, 

j Excma. señora doña María Eva Duarte de Perón. 

Excmo. señor Ministro del Interior. 

Señores Magistrados de la Nación y de las Pro- 
vincias. 

Señores Funcionarios y Empleados Judiciales. 
Señoras y señores. 

Excelencia : 

La omnipotencia divina que rige los destinos de la 
Creación y nada deja librado a la casualidad de las 
contingencias susceptibles de alterar el designio de 
Quien todo lo tiene predeterminado, es la que a no du- 
darlo ha querido desde igual data a la de hoy y en 
análoga cirennstancia a la qne nos congrega de nuevo 
aquí, al cumplirse otro eclíptico rotar del mondo qne 
habitamos en la ininterrumpida marcha de los tiempos 
y concatenación de los acaecimientos, es la que eviden- 
temente tenía dispuesto, repito, qoe cnantos hubieron 
asiento un año> ha en estos mismos escaño» del más alto 
Tribunal de la HepúMica, pudieran ahora como entonces 
exordiar, emocionadamente, la solemne iniciación del 
año judicial de 1951 con las vibrantes estrofas del him- 
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no nacional, ofrendadas a la Patria como sagrado jura- 
mento de fidelidad a sus instituciones y coreadas en 
osla oportunidad desde «1 augusto templo* de la justicia 
argentina, con profunda unción y redoblado recogimien- 
to del alma, en impetratoria exhortación por el reflore- 
cimiento de la paz que está agostándose en cientos do 
pueblos enloquecido*, que perdieron su fe en la justicia 
de los hombres. 

Pero es que, asimismo, aquella predeterminación 
que mi mente evoca mán libre que nnnea de toda ense- 
ñanza fatalista inconciliable con la omnipotencia y om- 
niseiencia de Dios qoe todo lo sabe, al concederos como 
lo ha hecJio —¡loado sea Él!— ancha vida y energía 
bastante para continuar empuñando con mano firme el^ 
timón de la Nueva Argentina que entre fugaces borras- 
cas y dorados ocasos de un límpido horizonte en fruc- 
tíferas jornadas, va estelando el placido mar de las 
esperanzas logradas, es la que ciertamente tenia escrito 
ea venturosos anales, que nuevamente pudierais presi- 
dir esta significativa ceremonia donde la austeridad re- 
publicana y la gravedad de la justicia no son óbice para 
la legítima admiración; y ] a presidierais no sólo asisti- 
do por el señor Ministro del Interior que os presta de- 
cidida colaboración en la ardua tarea del gobierno, sino, 
además, y en rango preeminente que dimana de su ex- 
quisita consagración al socorro de los desamparados, en 
compañía de vuestra ilustre esposa, copartícipe de co- 
munes afanes y desvelos, cuando no, de sufridos renun- 
ciamientos a los halagos de la vida. 

Sorprendente trayectoria, señor, cumplida patrióti- 
ca pero abnegadamente por dos almas gemelas qne t cu 
acción directa y espíritu coadyuvante íntimamente sol- 
dados i'n 11 u maravilloso ideal de recuperación nacional 
de sus inalienables atributos y redención de los sufrí- 
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mientos humanos allí donde los hubiera y fueren quie- 
nes fuesen los sufrientes, ideal de paz interior, ideal 
de amor e ideal de verdadera fraternidad sin fronteras 
ni retaceos, templado todo él a fuego vivo «n el crisol 
donde catáis forjando a-diario y sin deteneros siquiera 
a arrancar las espina» que alguna vez lucren vuestro 
corazón, el sólido basamento de la prosperidad de la 
Nación comprensiva del bienestar general propio o ajeno 
y que en el febricitante ciclo de la humanidad al cual 
asistimos sin habernos percatado cabalmente de que 
somos actores y basta artífices de nuestros propios des- 
tinos y por tanto sin derecho a comprometer —en aras 
de una sistemática obcecación— la felicidad futura de 
las generaciones venideras, requiere nuevas formas no- 
toriamente inalcanzables en los viejos moldes. 

Portentosa obra de recuperación en todos los án- 
gulos morales o materiales, que paulatinamente está 
consolidando la grandeza de la República y de su pueblo 
todo y que al apuntalar las añosas raíces del recio tron- 
co de la nacionalidad argentina sobreviviente a los in- 
numerables vendavales de la historia, lo hacéis reverde- 
cer en los vigorosos brotes de nn juBticialismo repara- 
dor, a cuya benéfica sombra —hojas, florea y frotes— 
descansarán plácidamente los fatigados peregrinos de 
la vida en el continuo deambular por loa ásperos sen- 
deros do la existencia. 

Permitidme, señor, y dispensadme la merced, se- 
ñora, de autoglosar el pensamiento generador de las 
breve» palabras expuestas basta aquí. Bien sé y tengo 
motivos sobrados para saberlo, que no buscáis ni admi- 
tís lisonjas. No se me oculta, tampoco, que reprobaríais 
severamente y de manera especial, cualquier debilidad 
de los magistrados judiciales que osaran —se trata de 
una mera suposición— postrarse ante los gobernantes 
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o los poderosos en la abigarrada especie de los pode- 
ríos. Por lo demás, excelencia, ya lo habéis reiterarlo 
en ocasión reciente: nadie debe inclinarse sino ante la 
ley, so pena de que la libertad no se alcance jamás. 

Tranquiliza la conciencia, pues, tener por verdad 
sabida que no habréis de imaginar, siquiera, tamaña 
flaqueza en mí. Pero es, que, no pudiera ser improbable 
que leídas esas palabras muy pero muy allá do las fron- 
teras patrias aparecieran espíritus afinadamente suspi- 
caces o mentalidades ignorante§ del grado de cuitara 
general o por lo menos críticos cir^nstanciaJea induci- 
dos por motivos aviesos a censurar y tergiversar el sen- 
tido de las palabras o descubrir intenciones que nunca 
se tuvieron en mira. BI tiro por elevación, a veees, sacie 
ser también la gimnasia de los resentidos. 

Ante esa eventualidad y aun mismo la que preten- 
diera instrumentar cadencia de proselitismo político a 
palabras absolutamente exentas de semejantes propó- 
sitos, bueno sera dejar perfectamente establecido qne 

el orden constitucional argentino no implica desarmonía 
en el funcionamiento y el trato de los poderes del Es- 
tado, no extingue las reglas de La recíproca considera- 
ción y aquilatamiento de los méritos reconocidos y pro- 
clamados dentro del país y que trascienden fuera de sos 
límites, no interpone zonas de aislamiento hostil entre 
sua agentes y mucho menos aun no proscribe de sus 
sanas practicas, el elogio publicamente tributado si me- 
recidamente se lo rinde sin calculada intención y ae lo 
prodiga con el mismo intocable respeto guardado a los 
libertadores argentinos al dar so sangre por la inde- 
pendencia política de los pueblos hermanos, cuando 
surge a la faz de la Nación y se prodiga en la integrali- 
dad de la vasta comunidad racial el liberador económico 
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de toda ¡a América latina, que sin más armas que la 
doctrina de la repatriación nacional de sus fuentes pro- 
ductoras, está proclamando al mondo éntero, que !a 
América latina —la vilipendiada "South Araórica" de 
triste memoria— no será ya más, tierra de fácil colo- 
niaje para nadie y para nada. 

lííof, sonoras y señores; ni lisonjas, ni escarceos 
de proselitismo polítieo. En esta Nueva Argentina o en 
esta nuestra Patria para los que lo prefieran así, si por 
ventura hubiere jueces desaprensivos dispuestos en sus 
funciones a tremolar banderín de enganche para alistar 

huestes electoralistas, entonces y en tal supuesto, la ley, 

el juicio de sns pares y la tradición qne registra acon- 
tecimientos memorables, habrían de recordarles que el 
sitial de loa magistrados se desploma estrepitosa mente 
y cae hecho astillas, cuando so pretende alzar una tri- 
buna partidaria en la inmaculable casa de la justicia. 

Excusadme señoras y señores, os lo ruego, tamañas 
divagaciones derivadas d<t la leve inquietud que pro- 
voca en mi espíritu ana simple suposición do remotísi- 
ma realidad en comarcas distantes a las nuestras, di- 
vagaciones tanto más extrañas por lo demás, cuanto qne 
no tienen destinatario aígeno, ni se relacionan con be- 
eh» concreto conocido. Pero es que, lamentablemente, 
base visto en ciertas latitudes y otras épocas alejadati 
ahora de mi endeble memoria, que de tiempo en tiempo 
o impulsado por el ansia de cobrar píesas de alto vuelo 
no importa enal eon tal de aer especie de caza mayor, 
que nanea falta el arquero pacientemente tendido en 
aspillera emboscada o protegida con poderosas defen- 
sas, disparando sorpresivamente su virulenta saeta. 

Mas, dejemos en este punió tantas divagaciones 

afloradas al calor de hipótesis., muy improbables de 
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adquirir forma tangible y procedamos ya, directamente 
ahora, a reanudar el giro de nuestras reflexiones con- 
tinuada» en la ceremonia pasada. 

Excmos. señores Presidentes de los Supremos Tri- 
bunales de Provincia. 

Exorno*, señores Camaristas de la Justicia Na- 
cional. 

Señores Magistrados, funcionarios y empleados 
judiciales de la Capital. 

Es mi propósito primordial, en esta nuera oportu 
nidad en que presidiendo la Corte Suprema de Justicia 
de la Naeión siento la inmensa satisfacción de dirigiros 
la palabra en ceremonia tan brillante, a la que presto 
relevante realce la presencia de las altas personalidades 
que nos Imn honrado con su presencia y la calificada 
concurrencia que ha tenido a Túen confortarnos en acto 
de tanta significación —presencia cuyo extraordinario 
valor destaco de manera especial y que en nombre do 
la Corte Suprema de la Nación y en el mío propio agra- 
dezco profunda y emoción adámente— proseguir con Irt 
dilucidación de tópicos atinentes a la más recta y eficaz 
administración de la justicia, entendiendo contribuir así 
en la medida de mis escasas fuerzas, y sobre la basé de 
que únicamente comprometo mi propio pensamiento, a 
que sus órganos esenciales creados por ta Constitución 
y por la ley, cumplan su delicada pero también difícil 
tarea, para el bien de la Nación, los Estados federales, 
que la componen, la Sociedad en general y las personas 
en particnlar. 

A tal efecto, huelga decir que no habré de repetir 
conceptos ya vertidos, limitándome a abordar otras 'bre- 
ves cuestiones que si en verdad son inseparables del 





M JUSTICIA DE LA NACIÓN " 

trascendente problema de la justicia en sí misma como 
atributo rieiador de la Creación o virtud cardinal de la 
existencia, implican reglas de acción puestas a so ser- 
vicio, en la forma y modo que la ética general y la loy 
en particular han organizado el sistema más conducente 
a los elevados fines perseguidos, esto es, justicia entre 
los hombres y justicia para todos los hombres. Reducido 
a su expresión más nintética, procuraré referirme al 
problema de las relaciones de Los tribunales entre sí 
en la doble órbita de los poderes nacionales y provin- 
cial, dentro del ordenamiento legal e institucional. 

Pero, para la mejor ilustración del sistema en r>\ 
cual todo el rodaje obra de conjunto sin posibilidad 
alguna de engranajes sueltos o deaarmónicos y, claro 
está, siempre desde mi punto de vista que podrá o no 
ser compartido, no os admisible prescindir del principio 
gobernante de todo el sistema, so pena de desarticularlo 
desde su propia infraestructura. Entiendo decir con 
esto que no hasta remitirse a la sapiencia del juzgador, 
a la dignidad, a la entereza del silencio con que debe 
soportarse la declividad de las pasiones, la probidad y 
la total consagración en el ejercicio de la función judi- 
cial. Es menester además y muy esencialmente, la ab- 
soluta firmeza c» el cumplimiento de los deberes regla- 
dos o rió por preceptos de carácter positivo, bien está 
que con todo el margen que la liumana interpretación 
fundadu en la ley moral pueda conceder y sin temor a 
críticas o empeños tendenciosos, que presuponen mor- 
tificaciones del espíritu. 

Más aun, es necesario habituarse a la idea despro- 
vista de toda prevención, que ai la ley ha instituido 
gradaciones en la función que incumbe a diversos orga- 
nismos judidales, lio son plausibles ni edificantes, las 
monadas disputas o fugaces resentimientos que no con- 



rtUX« DE LA COSTE SVPBBU 



dicen con la serenidad da los jaeces ni convienen al 

derecho que mejor asista a las partea en litigio. 

Es que, en resumen, se trata de on régimen de ca- 
lificada organización interna qne reposa sobre la baso 
de la ;erarqaía —no en e! orden intelectual— sino en 
el de la escala procesal o constitucional de los pronun- 
ciamientos judiciales, sean o no sentencias o simples 
resoluciones de naturaleza administrativa. La ley, Jo 
admito, podrá ser deficiente y basta inconveniente — e¿ 
cuestión de opiniones— pero el primeríaimo deber da 
loa freces, es el de sn decidido y leal acatamiento en 
tanto ella no fuera derogada, modificada o alcanzada 
por una invariable jnríspradencia contraria a sn cons- 
titucional idad. Nada habría ganado la República, al 
afirmar en la profunda transformación que con férrea 
voluntad está operando quien tiene la responsabilidad 
gubernamental de laa horas presentes, nada habría gana- 
do, inaieto, con afirmar las nuevas bases sociales, econd- 

mieas, políticas, jurídicas y culturales, si el régimen ju- 
dicial desentonara en el conjunto. Nada tampoco, habría 
servido frenar la desleal tad administrativa cuando !a 
hubo y serenamente fué extirpada sin arbitrariedades 
y sin desmembramientos persecutorios en masa, quo no 
cabían en las concienciae de quienes tuvieron que cum- 
plir la dura misión impuesta por la ley, si por error de 
miraje en los magistrados de mayor responsabilidad 
que funcionarios y empleados subalternos, no prestaran 
sn amplío acatamiento a las recientes prescripciones 
constitucionales o legales que han estmetarado el orde- 
namiento jerárquico de la función judicial. En una pa- 
labra, todo hubiera sido estéril, si el brazo de la justicia 
encargado de garantir tanto la estructura legal subsis- 
tente como el remodelamiento del orden jnrídieo-econo- 
mieo-social en el campo del derecho aplicable, bubiere de 
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paUdcer^iwrvamíentoe de atonía parcial, a consecuencia 
de un debilitante complejo provocado por la traslación 
legal de antiguas atri boconea a organismos de instancia 
superior, de acuerdo al ulterior e innovador criterio del 
constituyente o del legislador. 

Señores Magistrados: cábeme expresar a esta alta- 
ra de la exposición, que mía asertos no envuelven inte* 
doñea ofensivas para la dignidad y respeto que me me- 
recen mis honorables colegas judiciales de toda la Be - 
pública y que tampoco me considero «elusivo deposi- 
tario de la verdad constitucional, Tacamente be expues- 
to mi pensamiento según mi leal entender y el propio 
razonamiento — q u o no excluye las posibilidades de al- 
gunos errores involuntarios— sin niiurjma fatua pre- 
tensión de erigirme en preceptor de quienes con sobrados 
títulos, pueden ser mis insignes maestros. Las palabras 
de Descartes me son preciosas «n esta emergencia: "No 
es —apuntaba el ilustre filosofo en ra Discurso del Mé- 
todo— mi proposito enseñar aquí el método que cada 
cual debe seguir para dirigir bien su ratón, sino única- 
mente-, nacer notar de qué manera he tratado de diri- 
gir la mía". 

Para terminar con este cnasi coloquio del día de 
hoy, réstame referirme someramente a otro punto vin- 
culado igualmente a la función judicial y que na se me 
oculta, ha provocado dentro del nuevo orden constitu- 
cional cierta perplejidad —llamémosla aaf— en los di- 
verso» órganos judiciales nacionales y de provincia: me 
refiero a ta obligatoriedad de la jurisprudencia de la 
Corte Suprema. 

Anticipo que no tengo intención de profundísar la 
cuestión. Se trata simplemente de un rápido bosquejo 
que, Dios mediante» será materia del próximo acto de 
1952. -Tan solo deseo perfilar la enmienda oonstítu- 
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cional de 1949— coiuwgratoria por lo demás' db un 
larga tradición argentina— en el sentido qoe eaa clausula 
no importa detener la evolución del derecho reiterado 
o renaciente en los fallos de Iob jueces y que serta 
siempre preciosa fuente de formación jurídica; y, me- 
nos todavía, someter a fórmulas cristalizadas, la inquie- 
tud doctrinaria de los jaeces de la República. 

Pe ninguna manera. Cada juea podrá siempre ma- 
nifestar sns opiniones en derecho y dejar establecida* 
sus reservas que en el decurso de los tiempos, pnedeu 
convertirse en postulados de inestimable importancia, 
tanja, como para dar paso al recurso de reviaión ignal 

y sabiamente previsto por la Carta Fundamental de la 

Nación. Lo único exigióle en, amoldar la parte resolu- 
tiva de las sentencia", a fin de contrarrestar la posible 

anarquía en los pronunciamientos judiciales, tanto más 
verosímil, cnanto que la forma federal de gobierno adop- 
tada conspira contra la anidad del derecho. En síntesis, 
que el constituyente ha dejado en la Corte Suprema do 
la Nación, la facultad de decir U última palabra —ahora 
de carácter legal obligatorio— para qoe el derecho u<> 
3eje de ser derecho en todos los ámbitos de la República. 
Eso es todo. 

lCxcnio. señor Presidente de la Nación. 
Señoras y señorea. 

Pongo punto final a míe reflexiones, que os noli- 
cito acojáis con benevolencia y, al dar por inaugurada* 
las tareas judiciales de 1951, invocando nna vea -más 
la excelsa protección de Dios para que nos aliente en 
el recto cumplimiento de nuestros respectivos deberes, 
formulo loa más ardientes votos para que sn espíritu 
nos ilumine y proteja en el difícil camino a recorrer. 
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ACORDADA SOBRE HORARIO DE LOS TRIBUNALES 
DEL TRABAJO DE LA CAPITAL FEDERAL (*) 

En Buenos Aires, a los 16 días del mes de marro, Afto del 
Libertador General S*n Martín, 4950, reunidos en 1» Sala d« 
Acuerdos del Tribunal, el señor Ministro Decano de la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación, doctor don Rodolfo O. 
Valenzuela, y los s*ñore» Ministros doctores don Tomás D. 
Casares, don Felipe 8antíago Pires y ¿Ion Atirió Pessagno ¡ 
y vista la nota del señor Presidente de la Cámara de Apela- 
ciones de la Justicia del Trabajo de fecha 14 del corriente, y 
la resolncion dictada por el señor Ministro Decano en ejerci- 
cio de la Presidencia del Tribunal, doctor don Rodolfo Gh 
Valenraela, qne dtee asi: 

"Buenos Aires, 14 de marzo. Año del Libertador General 
" San Martin, 1950. Atento las razones expuestas en la nota 
" preerdente, qne el suscripto considera atendibles, y haciendo 

" uro de la facultad que al Presidente de esta Corte Suprema 

" confiere el art. 81 del Reglamento, eoneédese la autorización 

" solicitada para que los Tribunales de la Justicia del Trabajo 
" de la Capital funcionen a partir del 16 del corriente ínclu- 
" aire con el horario de catorce a veinte horas. Hágase saber 
" por Secretaria al señor Presidente de la Cámara de Apela- 

" cíones de la Justicia del Trabajo y dése cuenta a la Corte 
" Suprema en el primer acuerdo. — Rodolfo O. raleaswto". 

Resolvieron : Ratificar dicha resolución y hacerlo saber a 
la Cámara' de Apelaciones de la Justicia del Trabajo. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicase y registras* en el libro correspondiente, por ante mí de 



(») Ka acordada del lfl de febrero del A 8o dei Libertador Genera) 
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tomo 216, pag. 38. 

(3) Ver acordada del 13 de junio. 
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que doy fe. — RoMH.ro G. Valiníucla. — Tomás D. Cabarks. 
— Felipe Saiougo ?tua. — Atilk) Pessaqno. — Ricardo E. 
Jfry (See.). 



ACORDADA SOBRE ESCRITOS PRESENTADOS FUERA 
DE LAR HORAS DE OFICINA DE LOS TRIBUNALES 
NACIONALES 

En Buenos Aire», n los veintisiete días del mes de marco, 
Afio del Libertador General San Martín, mil novecientos cin- 
cuenta, reunió/* en la Rala de A cnerdo» del Tribunal, el señor 
Ministro Decano de la Corte Suprema de Justicia de la Na- 
ción, doctor don Rodolfo 0. Valeiuraela, y los señorea Hlnta- 
troa doctores don Tom&a D. Casara, don Felipe Santiago P6- 
rei y don Atiiio Pessagoo, considerando: 

Hat e* eon veniente determinar el cano que debe darse * 

los escrito» qae se presenten fuera de las horas de oficina da 
tos tribunales nacionales, durante las ferias de enero y semana 
unto. 

Resolvieron ■ 

Que loa secretarios judiciales y los escribano* públicos qae 
recibieren escritas, cualquiera asa su naturaleza, fuera de las 
horas de oficina de los tribunales nacionalea durante las ferias 
de enero y da semana santa, o la víspera de las mismas, aunque 
no mediare pedido de habilitación do feriado, deoerán presen- 
tarlos t primera hora d«l día hábil inbai(ruiente ante el ras, 
fñstrado de feria que correspondiese. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicase y refistrase en rl libro correspondiente, por ante mi de 
que doy fe. — Rodolfo Q. Valehzttbu. — Toáis D. Casabes. 
— Fexir* San-maco Píre*. — Afltio PtasaoNO. — Ricardo B. 
Rey (See.). 
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ACORDADA SOBRE REORGANIZACION DE LAS 
SECRETARIAS DE LA CORTE SUPREMA 

En Bueno* Aire», a los 30 días del me* de marro, Año del 
Libertador Generad San Martin, 1950, reunidos en la Sala de 
Acuerdos del Tribunal, el señor Ministro Decano de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación doctor don Rodolfo G. Va- 
lenruela, y los señores Ministros doctore* don Tomás J). Casa- 
rea, don Felipe Santiago Péres y don Atilio Pesstgno, 

Considerando: 

1*) Que el aumento progresivo de la actividad de loa dis- 
tintos tribunales nacionales, como asi el funcionamiento de 
nuevas cámara» de apelaciones y de juzgados wwionftlea en 
diferentes partea de! país, autorizan a prever el correlativo 
crecimiento de las causis que llegarán a la decisión del Tri- 
bunal 

2*) Que las funciones de casación que la Constitución 
Nacional atribuye a esta Corte Suprema hacen, por otra parte, 
imprescindible la creación de los organismos necesarios para el 
normal desenvolvimiento de las nueras tareas. Ello puede cum- 
plirse manteniendo el presupuesto asignado para el presente 
año, * 

3*) Que, además, en virtud de lo dispuesto por loe arta. 
91 y siguientes de la Constitución Nacional, las tareas de esta 
Corte Suprema, han experimentado notable aumento y ellas se 
extenderán aún mas en términos previsibles. 

En materia de superintendencia, la tarea de la Corte está 
sensiblemente recargada en virtud de las disposiciones consti- 
tucionales que le otorgan esta nneva función, máxime al atri- 
buírsele carácter nacional a la Justicia de la Capital Federal, 
cuyos cuerpos auxiliares requieren igualmente ser considera dos 
por esta Corte, a fin de perfeccionar su funcionamiento y adap- 
tarlos a las necesidades actuales. 

4») Que el enjuiciamiento de jueces nacionales dispuesto 
por la ley 13.644, y las correlativas funciones encomendadas 
por la misma a una sala de esta Corte habrán de traducirse en 
delicadas tareas a cargo del Tribunal y ana secretarías, tanto 
con respecto a la resolución de Ja procedencia del enjuicia- 
miento, como a la participación que al Tribunal y a bus, fun- 
cionario» y empleados puede incumbir er. el trámite de los jui- 
cios pertinentes. 
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ír») <Ju* las tarea* actúalo* del Tribunal exigen a sus 
Ministro* una constante dedicación y, turnadas a ellas las nue- 
ras impuestas por las cláusulas legales señaladas, se hace ne- 
cesaria la integral cooperación de funcionarios y empleados, a 
enyo efecto deberán introducinse modificaciones en su jerar- 
quía y organización. 

6*) Que la totalidad de las reforma* que se introducen por 
esta acordada cuentan con la conformidad del señor Presidente 
del Tribunal, doctor don Luis R. Longhi, expresada en la nota 
de fecha 9 del corriente, en la que asumió la iniciativa de ellas. 

Resolvieron : 

1*) La Corte Suprema contari, con tres secretarias judi- 
ciales, cayos titulares tendrán la jerarquía, -calidades inheren- 
te* y remunerar-ion de los vocales, de las Cámaras Nacionales 
de Apelaciones de la Capital Pederá!, y desempeñarán sus 

funciones en la forma que lo disponga esta Corte Suprema o 
au Presidente. 

2°) Creas*, además, una secretaría de Superintendencia, 
cuyo titular tendrá igual jerarquía y remnneraci&n que los 
ser retar i os judiciales mencionados en el artículo precedente. 

3») Las secretarías judiciales de la Corte Suprema, ten- 
drán un subsecretario letrado cada una, con la jerarquía y el 
■neldo correspondiente a loa secretarios de las cámaras nacio- 
de la Capital Federal. 

con el personal que les asigne la Corte 
a cuyo efecto se crean tres cargos de- Oficiales con 
nn sueldo mensual de I 600. — cada uno. 

4») Corresponderá a loa subsecretarios que se crean por 
el artículo anterior, la autorización de loa cargos, notificacio- 
nes, icatimonios y certificados que se expidan, el cumplimiento 
de las tareas administrativas y las demás que Ies asigne el Tri- 
bunal, i u Presidente o el respectivo secretario, de todo lo cual 
aeran directamente responsables. 

&) La Secretaría de Snperin tendencia será integrada por 
dea subsecretarios, con la jerarquía y el sueldo de los secreta- 
rios de primera instancia de la justicia de la Capital Federal; 
uno de ellos, tendrá a aa cargo inmediato lo concerniente a la 
Superintendencia de los Tribunales de la Capital Federal, y el 
otro lo relativo a la de loa tribunales del interior del país, 
I* Secretaría contará, además, con un Jefe de Registros. 

&) Con el objeto de altanar la jerarquía de loa eargos 
existentes a la nueva estructura y dotarla del personal indis- 
pensable, transfSrmanse en cargos de subsecretarios con la 
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í* ra T q '¡Ii^ sueldo establecidos en el pnnto 3* lo? cargos actua- 
les de Oficiales Principales de De&paeho asonados a las «cre- 
Urías «latentes de Despacho y del Iaterior; transforma nse en 
eargo de rabswretano con la jerarquía y sueldo determinado» 
en el punto 5' el actual de Oficial Principal de Despacho co- 
rrespondiente a la Secretaría de superintendencia; créanse dos 
cargos de subsecretario, nao con la categoría y asignación del 
punto 3» para la nueva secretaría judicial y- otro con las del 
punto B* para la secretaría de auperintendeneia; cuatro cargos 

de Oficiales con sueldo de * 600.— y un cargo de Auxiliar 
(Ordenanza) con aueido de í 400.—. 

7») Los nuevos cargos que se crean por esta acordada, 
aeran provistos a medida qoe las necesidades del trabajo lo 
requieran. * 

Todo lo cual dispusieron y mandaron ordenando, se remi- 
ta, copia de esta acordada al Poder Ejecotivo de ]& Nación a 
efectos de que por la vía que corresponda so disponga su in- 
corporación al presupuesto general de gastos de la Nación y 
ae registre en el libro correspondiente, por ante mí de que doy 
fe. — Kooolpo O. Vmjsrtoeca. _ Tomas T>. Casares — ¥¿ 
yS? f AKT,AQO PÉREZ - — -Atujo Pessaosq, — fííconfo E. Rey. 



ACORDADA SOBRE HORARIO DE LOS TRIBUNALES 
DE JUSTICIA DB LA NACION 

t -»-5 n 4 Bu 5 M A1 , r í- a 108 13 díaa del mea de junio, Año del 
Libertador General San Martín, 1950, reunidos en Is Sala da 
Acuerdos del Tribuna], el señor Presidente de la Corte Supre- 
ma de Justicia de la Nación, doctor don Lnis R. Longbi, y los 
■aflores Ministros doctores don Bodolfo O. Valenzoela, don 
Tomás D. Casares, don Felipe Santiago Péra y don Atüio 
Peaaagno; con asistencia del señor Procurador General doctor 
don Carlos G, Delfino, y visto : 

1») El decreto del Poder Ejecutivo Nacional por el cual 
duponew que las ofirinas de la administración publica afilo 
funcionaran de lunes a viernes; 

2») Los fines de interés general que inspiran la medida 
y la conveniencia de armonisar las actividades forense* con las 
de la administración publica, conveniencia que determinó la 

diaposicón del art. 2* del Reglamento de la Justicia Federal 
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y de los Territorios Nacionales, según ta cual serán feriado* 
judiciales todo» loa que el P. E. declare tales; 

Acordaron i 

a) Declarar feriado judicial, con carácter general y per- 
manente para toda la «Justicia Nacional, lo* dífla sábados, 

b) Establecer como nuevo horario para las uf i ciñas judi- 
ciales de Ja Capital Federal el de once y treinta a cites y ocho 
durante todos loa días hábiles, « partir del li> del corriente, 

c) Disponer que para ios Tribu na tes Nacionales del inte- 
rior del país regirán los horarios que. con sujeción a las ñor 
mas de cata acordada, establezcan laa respectivas Cámaras de 
Apelación, ías que lo comunicaran de inmediato a la Secreta- 
rla de Superintendencia de esta Corte Suprema. 

d) Considerar en un acuerdo próximo las cuestiones re- 
lativas a los. feriados que w mencionan en el art. 2» del Regla- 
mento citado. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicase y registrase en el libro correspondiente, por ante mí, 
que dov fe. — Lum R. Los-mit. — Rodolfo 0. Valensvei.a. — 
Towík'I). Casares. — Felipe Santiaoo Vtaaz, — Anuo Pbs- 
baoso. — Oíslos O. Delpino. — ¡titanio E. Rey CSee.)- 



ACORDADA SOBRE HORARIO DE LOS TRIBUNALES 
DEL TRABAJO DE LA CAPITAL FEDERAL 

En Buenos Airea, a loa trece días del mes de junio, Afio 
del Libertador General 8an Martín, 1950, reunidos en U Sala 
de Acuerdos del Tribunal, el señor Presidente de la Corte 
8nprema de Justicia de la Nación, doctor don Luis R. Uon&h 
y los señores Ministros, doctores don Rodolfo O. Valentuela, 
don Tomás D. Casares, don Felipe Santiago Pérei y don Att- 
lio Pessaguo; con asistencia del señor Procurador General de 
la Nación, doctor don Garios Gabriel Dclfino. 

Considerando: 

Que en atención a las ratones expuestas en La nota de 
íeeha 14 de mano pndo. y a lo resuelto por Acordada de «ata 
Corte Suprema de fecha 16 des mismo, conviene mantener el 
aorario que actualmente rig* dft lunes a viernes para los Tn- 
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bunates de la Justicia del Trabajo de 1& Capital, coa la modi. 

ficación necesaxia par» compensar el feriado judicial estable- 
cido para los sábalos por ja Acordada dictada en el día de la 
fecha. 

Resolvieron 

Loa Tribunales de la Justicia del Trabajo de la Capital 
Federal funcionarán de lunes a viernes desde las 13.30 hasta 
las 20 ñoras. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicase y registrase en el libro correspondiente por ante mí, 

que doy fe. — Luis R. LoNonr. — RoroLPO G. Valen zitcul — 
Tomás D. Casabes. — Felipe Santiago Peses. — Anuo Peb- 
saonO. — Carlos G. Delfzno. - Ricardo E. Rey (&*.). 



ACORDADA SOBRE DIAS HABILES Y FERIADOS 

En Buenos Aires, a tos diez y nueve días del mes de junio, 
Año del Libertador General San Martín. 1950. reunidos «n la 
Sala de Acuerdos del Tribunal, el señor Presidente de la Corte 
Suprema de Justicia dé la Nación, doctor don Luis R. Longhi, 
y los señorea Ministros doctores don Rodolfo G. Valenxuela. 
don Tomás D. Casares, don Felipe Santiago Pérez y don Ati- 
bo Pesaagno¡ el señor Presidente Dr. Longbi y los señares 
Ministros doctor** Valenxuela, Pérez y Pessagno, manifestaron : 

Que atento la conveniencia de armonizar las actividades 
forenses con las de la Administraeión PúWiea, señalada por 
esta Corte Suprema en su Acordada de fecna 13 del cte., y las 
razones que fundamentan el decreto del P. B. de ta Nación 
11.519, du fecha 7 del mes en curso, se resuelve que son tam- 
bién días hábiles en loe Tribunales de la Justicia de la Nación 
los que así resultan de dicho decreto, y considerando la difi- 
cultad de notificar esta resolución, dada la inminencia de la 
fecha, se decide declarar que en loo términos judiciales no se 
computará el día de mañana veinte de junio. 

El señor Ministro Dr. Casares manifestó: La facultad 
legal de habilitar días feriados, qne es propia de los jueces, se 
refiere a la posible necesidad de prowgnir en esas oportunida- 
des determinada* actividades jndieiales para evitar la frustra- 
ción de determinados derechos. Ne cabe pues, el ejercicio de 
ella por vía de superintendencia, con carácter general, lo cual 
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implicarla, ademan, la modificación de aquellas leyes que de- 
claran feriados sin mlringir la declaración a una determinada 
actividad. Todo lo mas <¡ue por vía de superintendencia puede 
disponerse en estos caaos es el trabajo del personal judicial, 

r-o sin ti alcance de imponer el transcurso de los términos y 
concurrencia a las audiencias. 
Et equivalente Ib obligatoriedad de los feriados religiosos 
de ambos preceptos. Lo ha reconocido así no sólo ln Autoridad, 
qne ha hecho efectiva siempre la suspensión de las actividades 
de todos los órganos de la Administración en esas fechas, sino 
todas las persona» en el ejercicio de sus derecha* y el cumpli- 
miento de «us obligaciones, como lo pone de manifiesto la for- 
ras en que todos, siempre, han hecho judicial y extrajudicial- 
mente el cómputo de los términos qne sólo incluyen días hábiles. 
E»t*> reconocimiento inveterado y general es la prueba viviente 
de qne el establecimiento de estos feriados proviene da qnien 
tiene para ello autoridad reconocida en el orden institucional 
de la Nación, Lo dispuesto en el art. 2* del Reglamento san- 
cionado por esta Corte corresponde a esa realidad jurídica. 

Por consiguiente mientras la supresión de los feriados 
legales y de precepto no sea dispuesta de modo conforme & su 
origen y natnralesa, no esbe la habilitación judicial de ellos 
por acto de Miperin tendencia, aunque se toa declare días labo- 
rables para el personal <le la justicia. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicase y registrase en el libro correspondiente, por ante mí 
que doy fe. — Luis R. Lonohi. — Rodolfo O. Valensuela. — 
Tovas D. Casares {en difidencia) . — FrxrpE Santiago PbV 
res. — Anuo Pessaoko. — Ricardo B. Rey (See.) . 



« 



ACORDADA SOBRE FERIADO DEL 2& DE JUNIO DEL 
ASO DBL LIBERTADOR GENERAL SAN MARTIN, 

1950 

En Buenos Aires, a los veintiocho días del mes de junio, 
Año del Libertador Genersl San Martín. 1950, reunidos en la 

Sala de Acuerdos del Tribunal, el señor Presidente de la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación, doctor don Luis R. Longbi, 
y los 8 res. BlinUtros, doctorea don Rodolfo O. Valeniuela, don 
Felipe Santiago Pérez y don Atilk) Pesssgno, teniendo en cuen- 
ta lo depuesto en el decreto de la fecha expedido por el P. E. 
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da la Noción sobre la festividad de mañana y a objeto de con- 
cordar las actividades de loa Tribunalea. Nacionales con las da 
la Administración Publica, 

Resolvieron: 

Declarase feriado judicial el día de mañana 29 de ionio 
da 1950. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nícase y registra» en el libro eorrespond lente, por ante mi, 
que doy fe. — Luía R. Longhi. — Rodolfo 0. 1 /a LENÍCELA, — 
Felipe S. Pérb*. — Anuo PsasaoNO-. — Ricardo B. Rty 
(Seo.). 



ACORDADA SOBRE ANIVERSARIO DEL FALLECI- 
MIENTO DEL EX MINISTRO DE LA CORTE SUPREMA, 
DOCTOR DON JUSTO LUCAS ALVAREZ RODRIGUEZ 

En Buenos Airea, a loa treinta y un días del mes de julio, 
Año del Libertador General San Martín. 1950, reunido» en la 
Sala de Aonerdoa del Tribunal, el aeBor Presidente de la Corta 
Suprema de Justicia de la Nación, doctor don Lnis R. Longhi, 
y los señorea Ministró* doctorea don Rodolfo Q. Valenraela, 
don Tomas D. Casares, don Felipe Santiago Pérex y don Atilio 
Pessagno, con asistencia del señor Procurador General de la 
Nación, don Carlos G. Delfino. 

Considerando: 

Que el dos de agosto próximo se cumple el primer adver- 
sario del sensible fallecimiento del ex Ministro de esta Corte 
Suprema, de Justicia doetor don Justo Leca» Alvarei Ro- 



Que es deber del Tribunal honrar la memoria de quien 
fuera ilustre y destacado miembro del mismo, fallecido en el 
desempeño de las funciones de tan alta investidura, a la que 
supo dar, por ana destacadas virtudes, singular relieve y je- 
rarquía. 

Resolvieron: 



í» Depositar el doa del proaimo mea de agosto, a laa doce 
horas, una, ofrenda floral en el sepulcro donde reposan loa ret- 
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toa del ex Ministro de esta Corte Suprema, doctor don Justo 
Lucas Alvares Rodrigues; 

2* Disponer que el ¡lía precedentemente fijado, a las 17 
horas, se proceda a colocar y descubrir un cuadro del «tinto 
en el correspondiente salón de tata Corte Suprema de Justicia. 

3* Invitar a la familia del Dr. Alvares Rodríguez y a 
le* señorea magistrado*, funciona™ y empleado» de loa tri- 
bunales de justicia de la Capital Federal a concurrir a los ac- 
to» anteriormente meneio&adca. 

4* Invitar asimismo a los señores magistrados, funciona- 
rios y empleados de los tribunales de justicia de la Capital 

Federal a concurrir al funeral que la familia del doctor don 

Justo Lucas Alvares Rodrigues hará oficiar en la Catedral 
Metropolitana el día dos de agosto próximo a las once horas. 

Todo !o cosí dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nícase y registrase en el libro correspondiente, por ante mí, que 
doy fe, — Lrm R. Lqhohi. — Rodolfo G. Valeníuela. — 
Ton Xa T>. O iAREs, — Fbupe Santiaoo Pérez. — Atujo Pes- 
baqno. - Cittoe G. Dhjtho. - ffícorA» E. Jfcy (Seo.). 



ACORDADA SOBRE HOMENAJE AL LIBERTADOR. 
GENERAL DON JOSE DE SAN MARTIN 

En Ráenos Aires, a loe treinta y un días del mes de julio, 
Afio del Libertador General San Martín, 1950, reunidos en la 
Sala de Acuerdos del Tribunal, el señor Presidente de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, doctor don Luia R. Longhi, 
y loa señores Ministros doctorea don Rodolfo G. Valenxuela, 
don Tomás D. Casares, don Felipe Santiago Pires y don Ati- 
lio Pesaagno, con asistencia del señor Procurador General de 
la Nación, doctor don Carlos G. Delfino, 

Considerando: 

Que ea último propósito de los Ministros de cata Corte 
Suprema, reiteradamente expresado por el señor Presidente 
del Tribunal y-lw demás miembros del mismo, rendir hume- 
naje a la excelsa memoria del Libertador General don José 
de San Martín, cuyas claras -virtudes destacan no solamente 
ans extraordinaria* dote* militares sino también su inigualable 
grandexa civil. 
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Que estos rasgos hacen del General don Joee de San Mar- 
tín ejemplo e ideal de las sueeaivaa generaciones argentinas 
y convierten a su imagen en símbolo de la perfección a que 
han de aspirar todos sos conciudadanos. 

Resolvieron : 

1' Depositar el 10 del próximo mes de agosto a las 11 
horas una ofrenda floral al pie del sepulcro del prócer y dispo- 
ner lo necesario para que a continuación se oficie en la Iglesia 
Catedral de esta Ciudad un Tedeum en acción de gracias por 

la magna epopeya libertadora cumplida. 

2* Realisar en la fecha procedentemente indicada, a las 17 
horas, un acto público de homenaje a la memoria del Liber- 
tador en el Salón de Actos de la Corte Suprema de Justieia 
de la Nación, en el cual haré nao de la palabra el Señor 
Presidente del Tribunal, doctor don Luis R. Longhi. 

3» Proceder a la colocación de ana placa recordatoria 
del homenaje en el edificio del Grand Boarg de esta Capital 
qoe se descubrirá en la fecha prehidicada a las 18 horas en 
un acto público en el cual hará uso de I* palabra el señor 
Ministro Decano del Tribunal, doctor don Rodolfo G. Vé- 
lenmela, 

4* Invitar a las autoridades de la Nación, a los Señores 
Ministros del eoerpo diplomático extranjero en el pafa. a lea 
señores miembros de la Comisión creada por la ley 13.661 y 
del Instituto Nacional Sanmartiniano y a loa señores raairis- 
trados, funcionarios y empleados de los Tribunales de Justicia 
de la Capital a concurrir a los actos mencionados precedente- 
mente. 

5* Invitar a Iss cámaras nacionales de apelaciones del 
Interior de la República a realizar simultáneamente el 10 de 
agosto próximo a las 17 horas, en la sede de los respectivos 
tribunales, un acto público de homenaje al Libertador en el que 
baga nao de la palabra el miembro de ella que at efecto de- 
signen, invitando a los señoree magistrados, funcionarios y 
empleados de an jurisdicción que residan en el logar a con- 
currir al acto. 

6* Invitar a loa señores jueeea federales y letrados cuyos 
juagados tengan su asiento fuera de la ciudad en que lo tienen 
las respectivas cámaras de apelaciones de que dependan, a rea- 
lizar en la feona y hora precedentemente indicados un acto 

público similBr al mencionado en el articulo anterior. 

Todo lo cual di^naieroii y mandaron, ordenando ae comu- 
nicase y registrase en el libro correspondiente, por ante mí. 
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ra doy í«. — Lúa R. Lonühj. — Roootro 0. Valuízuíla. — 
Tostls D. Casar». — Fkljpb Sastuoo Péjub. — Anuo Pb- 
«*eKü. — Cablob O. Dklhho. — Ifcarvio E. i?4y (gee.). 



ACORDADA SOBRE FERIADO DEL 15 DE AGOSTO DEL 
ASO DEL LIBERTADOR GENERAL SAN MARTIN, 1950 

.„ Btww» Air», « loa catorce dísa del mea de amato. 
Año del Libertador General San Martín, 1950, reunido* en la 
Sala de Acuerdos del Tribunal, el aefioF Presidente de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, doctor don Luis R. Longhi, 
5 loa señorea Minirtrw dolores don Tomas D. Casares don 
Felipe Santiago Péres y don -Atilio Peasagno, teniendo en 
cuenta lo dispuesto en el decreto fecha 14 del mes en curso, 
expedido por el P E. de la Nación aobre la festividad de 
mafiana y a objeto de concordar la» actividades de los Tribu- 
nal» Nacionales con laa de la Adminirtraeión Pública, 

Reaohieion: 

Declarase feriado jndieial el día do mafiana 15 de agosto 
de 1950. 

Todo lo cual diapusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicase y registrase en el libro ■correspondiente, por ante mí 
ojne doy fe. — Ltns R. Lonqbx — Tomas D. Casases — 
Felots 8antíaoo Pfara. - Atojo Pessaojío. — Ricardo S. 
(Se*.). 



ACORDADA SOBRE FERIADO DEL 17 DE AGOSTO DEL 
ASO DEL LIBERTADOR GENERAL SAN MARTIN, 1950 

J& Buenos Airea, a los 16 dfas del mee de agosto. Año 
del Libertador General San Martín, 1950, reunidos en la Sala 
de Acuerdes del Tribunal, «1 señor Presidente de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, doctor don Luia R. Lonrtii 
y los señorea Ministro» doctores don Rodolfo O. Valen zuda, 
don Tomas D. Casares, don Felipe Santiago Pé«* y don Atilio 
Peasagno, teniendo en cuenta lo dispuesto en el decreto fecha 
14 dd mes en curso expedido por el P. E. de la Naettn sobre 
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la festividad dé mañana y a objeto de concordar las activida- 
des de los Tribunales Nacionales con Isa de la Administración 
Publica, 

Resolvieron : 

Declárase feriado judicial el día de mañana 17 de agosto 
da 1950. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se'comu- 
nicase y registrase en el libro correspondiente, por ante mi 
que doy fe. — Lfm B. Lonoui. — Rodolfo G. Víleniuela. — 
Tomas D. Casabes. — Felipe Santiago Píaax. — Anuo 
Pessaono. — Ricarde J?. fie* (See.). 



ACORDADA SOBRE COMPAGINACION DE LOS 
EXPEDIENTES JUDICIALES 

En Buenos Aires, a los catorce días del mea de setiembre, 
Año del Libertador General San Martín, 1950, reunidos en 
su Sala de Acuerdo», el «¡flor Ministro Decano de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación doctor don* Rodolfo G. 
Valen wela, y lo* señores Ministra doctores don Tomás D. 
Casares, don Felipe Santiago Péres y don Atino Peaaagno, 
eon asistencia del señor Procurador General de la Nación, 
doctor don Carlos O. Del fino, 

Considerando: 

Que la forma en que son compaginados los expedientes en 
trámite ante los Tribunales Nacionales dificulta su manejo y 
examen, por lo que ea conveniente adoptar un procedimiento 
uniforme que loa facilito. 

Resolvieron ; 

Comunicar a la* Camaría Nacionales de Apelaciones j, 
por au intermedio, a loa señores jaeces de sur respectivas 
junadieeionea, que los «pediente* que tramitan ante dicho* 
tribunales deben ser compaginados en cuerpos que no excedan 
de doscientas fojas, salvo aquellos casos en que no sea posible 
atenerse a ese límite sin dividir escritos o documento* que 
constituyen una sola pieza. *. 



r*r-: 
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Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando w comu- 
nicase y registrase en el libro «correspondiente por ante mi que 
doy fe. — Rodolfo O. Valen suela. — Tomas D. Casares — 
Feúra Santuoo Píiiíez. — Atojo Pebsagno. — Carlos O. 

DBLfiKO. — Ricardo K. Rey (Sec.). 



ACORDADA SOBRE HORARIO MATUTINO DE LOS 
TRIBUNALES DR JUSTICIA DE LA NACION 

En Bueno* Aires, a loe dos días del mes de noviembre. 
Año del libertador General San Martín, mil novecientos cin- 
cuenta, reunidos en su Sala de A-cnerdos el señor Presidente 
dt la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don Lnii 
R. Longhi y los señores Ministros doctores don Toma» D. 
Casares, don Felipe Santiago Peres y don Atilío Pessaimo. 
con asistencia del señor Procnrador General de la Nación, 
doctor don Carlos G. Delímo; 

Considerando i 

Que el Í3 de jtmio ppdo. esta Corte Suprema dispuso 
declarar fenado judicial, con carácter ?enera-l y permanente 
para toda la justicia nacional, los días sábados, y modificó el 
borano de la tarde para las oficinas judiciales de la Capital 
Federal, fijando el de once y treinta a dieeiocho horas durante 
los días hábiles, aslvo para los tribunales de la justicia del 
trabajo respecto de loa cuales estableció el horario de 13.30 a 
20 horas. 

Que, pjDP con&igWettte. corresponde introducir en el ho- 
rario rnatntino estableado por el art. 4» del Reglamento la 
modificación necesaria para compensar rí feriado judicial dis- 
puesto para ha sábados. 

Resolvieron que: 

1* Desde «1 15 d* noviembre hasta el 15 de marro, ambos 
inclusive, las oficinas de loa tribunales de justicia de la Capital 
Federa! permanecerán abierta* al público de lunes a viernes 
desde Isa 7 hasta Isa 13 horas. 

2* Para loa tribunales del interior del país qne actual- 
mente funcionan por la tarde, las correspondientea cámara» 
nacionales de apelación introducirán en los respectivos horarios 
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matutinos que rigieren, 1» modificaciones necesarias pan 
compensar el feriado de loa ■abados y lo comunicarán da mw 
díalo a la Secretaria da Superintendencia d« está Corte Su- 
prema. 

Todo lo cuaL diapusieron y mandaron, ordenando ae comu- 
nicase y registrase en el libro cormpo adíente, por ante mí 
que doy fe. — Lora B. Longhi. — Tonas D. Casares — Fe- 
lipe Santiago Péree. — Atilio Pbssaomo. — Caatos G. Db- 
pino. — Ricardo E. Re* (8*e.). 



ACORDADA SOBRE REORGANIZACION DEL 
PERSONAL DE LA JUSTICIA DE LOS 
TERRITORIOS NACIONALES 

En Buenos Aires, a 24 días del mea de noviembre. Año 
del Libertador General San Martín, mil novecientos cincuenta, 
reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el señor Presi- 
dente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor 
don Luía R. Longhi, y los se florea Ministros doctorea don 
Rodolfo 0. Yalennela, don Tomás D. Casarca, don Felipe 

Santiago Pérez y don Atilio Peasagno, con asistencia del señor 

Procurador General de la Nación, doctor don Carlos Gabriel 

Delfíno, 

Considerando: 

Que atento lo establecido por el art. 84 de la ley 13.998 
corresponde a cata Corte Suprema proceder a reorganicar 
también el personal de las C&aaras, -Juzgados, Fiscalías y De- 
fensoras que integran la Justicia de los Territorios Nacionales, 
así como el de los ¿Hígados Administrativos de la ley 12.833 
establecidos en la Capital Federal y en dichos territorios. 

Que a ese efecto corresponde hacer extensivas a. el loe las 
disposiciones pertinentes de la Acordada de esta Corte Su- 
prema de fecha 16 de febrero ppdo. 

Resolvieron: 

1* Las Cámaras de Apelación para la Justicia de loa 

Territorios Nacionales deberán remitir a la ¡decretaría d« Su- 
perintendencia de esta Corte Suprema antes del 5 de diciembre 
próximo las declaraciones jo ra das de bienes eorfeapen dientes 



Sel' 
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■ los srfiore* Camaristas. Fiscales de Cámaras. Jueces y demás 
rnneionarios de la respectiva jurisdicción —inclusive lo* de los 
eorreapon dientes Juzgados Administrativos — qne no hubieran 
«ido anteriormente enviados a esta Corte Suprema; asi pomo 
la nomina del personal que integra el cuadro de «na agentes 
en la oratniiaíión judicial, debiendo aomprender en el mismo 
ha revalidaciones, promociones f nnevas designaeionea que 
demanda su re»rjran«aeioii. expresando en sn caso los motivos 
de las alteraciones o modificaciones que afectaran a) personal 
en sn presente situación de revista e informar acerca de las 
actuac-ionee qae pudieran haberse promovido. 

2» Dicha nomina deberá ser acompañada con la ficha in- 
dividual de loa agentes, la declaración jurada de bienes rea- 
peettra 7 la de los empleos públicos o privado* que desem- 
peñen independientemente del qne ejeraan en la administración 
jndieial y consignar por filthno, las medidas disciplinarían de 
que hayan sido objeto. 

f Ij*' correspondientes Cámara* Federales de Apelación 
del Interior y la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y 
Correccional de la Capital, procederán a dar cumplimiento a 
lo expuesto en los arta. I 9 y 2» precedente* con respecto a los 
Juzgados administrativos qne dependan de ellas. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando «te co* 
munieaae y refristrase en el libro correspondiente, por ante mi 
de qne doy fe. — titira R. Loxght. — Rodolfo O. Valenzttela. 
— Tomas D. Casases. — Felipe Saktia«o Pésez. — Atílto 
Phwaoko. - Carlos 6. Delfín©. — Ricardo E. Bey (8ee.|. 



ACORDADA SOBRE DISTRIBUCION DE LAS SECRE- 
TARIAS DE LOS JUZGADOS NACIONALES EN LO 
CIVIL Y COMERCIAL ESPECIAL ; EN L© PENAL 
ESPECIAL Y EN LO CO*TCENC TOSO-ADMINISTRATIVO 
DE LA CAPITAL FEDERAL 

Era Buenos Aires, a, 90 días del mes de noviembre, Año 
del Libertador General San Martín, mil novecientos cincuenta, 
reunidos en la Sala da Acuerdos del Tribunal, el señor Pre- 
sidente de la Corte Suprema de Justicia d* la Nación, doctor 
don Lnia R. Lonjíhi, y los señorea ministros doctoro» don Ro- 
dolfo O. Valenxuela, don Tomas D. Casares, don Felipe San- 
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pZLt¿Í í ,Í ,' ÍO XT I>e r trr í ' Mn fl ^^c¡a del señor 
r rocartóor General de la Nawón, doctor don Carlos O. fcelfino. 

Coh8idw*nd0: 

1») Qne, sPffiin el arl 79 de l a ley 13998 la á&fttf 
JUífrMí» Federales enatentea ÍIpv 139Tfi\ i „ - 

- g) O"? P?» »•»'«■ «• atención a qoe la. can», ra trá- 
« í„3¡ S ""J" 2 *«■«»"«■ «ta tribaS donde 

•ecmaru eanw.alnwnte dedicada a eUot cada mo, y que a !w 
r^, fl i 8 . te ^ inaC i 6n c de ÍM cauMS * igual níturSe^ 

wl^í v. J *»«nente con cinco secretarlas —como el 
Jvamáo H* 2 y eomo Jo» j uwd oa S y fl on » vea ,!! 

4 ? £ ^ JtugaA. 1 de Seeretarfa alguna. ^ 

distnbución de secretarias prov sional, v que será Mfotoh 
por el Tribun»! en la oportunidad y fclgi^fWg 

neeeaidadea lo requieran y la experiencia lo aefiale 

aadof S ?T í!í! n . d ° °°; * cada ano de lo. Jax- 

mS^íMSSÍ! ,rw P ara a loa otra 

SBSS83ES? * ny ° * £ « to «>™ponde tomarlas de las 
» QtM corresponde solicitar de! P. E. de U Nación la 



« taum ra la oom sotusu 

Reaorrieron: 

1*) La Secretaría desempeñada por el Dr. Eduardo ViU 
en el Juagado Federal N» 5, interinamente^ «JB»^' Pr. Jori 

patv¿°cOQ ¡cX* su personal 7 co^ loa mueble* y útiles necfr 
sarros. ■ formar parto del actuad juagado de la ley 12.833, 
letra T. del que es titular el Dr. Joan A. Ora vina. La* eanasa 
que actualmente tramitan ante dicha Secretaría continuaran 
radicad aa en el Juzgado desempeñado interinamente por el 
Dr. Sartorio. 

2*) La Secretaría deaem penada por el Dr. Raúl de Cha- 
peaurouge ra «1 Jorgsdo Federal N* 6, del que a titular el 
Dr. Jo«é Sartorio, incorporada al miaño por el decreto pre- 
cedentemente citado, pasara, con todo su personal, con los 

mueble* y útiles necesario*, a formar parte del actual jasgado 
de la ley 12.833, letra R, del que ea titular el Dr. Julio M 
Lopes Figueroa. Las cansas en trámite ante dicha secretaría 
continuaré n radicadas en el Juzgado del Dr. Sartorio. 

3*> Atribuyes; a los juzgados de U ley 12 m. letra 7, 

del que ec titular el Dr. Ojam Gaché, letra U, del que ea titular 
el Dr. Adolfo R. Gabriel!*. letra 8, atendido interinamente por 
el Dr. Julio N. Lopes Figucroa, tres teeretarfaa —una para 
esda uno — de las creadas para loa juzgados contenciosos N* 3 
y 4 (ley 13.278, art 6) con el corresi;<mdÍent« personal. 

*•) Remítase copia de esta acordada al 8efwr Ministro 
de Justicia de la Nación solicitando la adopción de las medidas 

puntaaliaadaa en el considerando 6», y a las Cáraarss Federales 

de Apelación de la Capital y de Apelaciones en lo Criminal y 
Correccional ó> la Capital, por intermedio de laa cuales se la 
hará conocer a los respectivos jueces a que el» sé refiere-. 

Todo lo cosí dispusieron y mandaron, ordenando ae comu- 
nicase y registrase en el libro correspondiente, por ante mí de 
que doy f*. — tan KV T.oNiíHi. — Rodolfo 0. Valenbueua. — 
Tomas D. Casarhi. — TtUft Siktuoo Pérfs — Anuo 
Pbsíqno. — Carlos 0. DnnRX — Ricardo E. Rey (Sec.). 
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ACORDADA SOBRE FERIADO DEL 8 DE DICIEMBRE 
DEL AWO DEL LIBERTADOR GENBRAL 
SAN' MARTIN, 1950 

En Bueno» Aire», a 7 día» del mes de diciembre. Año del 
Libertador General 6»n Martín, 1950, reunidos en au Sala de 
Acuerdo», el señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia 
de Ib Nación, doctor don Luis K. Loojrhi y loa señores Mí- 
nistros doctores don Rodolfo G. Valen suela, don Tomás D. 
Casares, don Felipe Santiago Péres y don Atilio Pesaagno, 
teniendo en cuenta 3o dispuesto para la Administración Pú- 
blica Nacional con respecto a la festividad de mañana ocho 
del corriente y con el solo objeto de concordar tas actividades 
de lo» tribunales de justicia de la Nación con los de aquella 
Administración, 

Resolvieron : 

Declárase feriado judicial el día de mañana oeho de di- 
ciembre del Año del Libertador General San Martín, 1950. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicase y registrase en el libro correspondiente, por ante ral de 

que doy tt, — hva B. Lqnohi. — Ropocto <?, VnwBttvt&A. — 

TohJls D. Capares. — Felipe Sajítiaoo Péres. — Atilio Pcs- 
j*aono. — ffwarrfo E. R*y (Sec.). 



ACORDADA SOBRE INTEGRACION Y AUTORIDADES 
DE LAS CAMARAS NACIONALES DE APELACIONES 

En Buenos Aires, a los trece días del mes de diciembre, 
Año del Libertador General San Martín, mil novecientos cin- 
cuenta, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el señor 
Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, * 
doctor don T^uis R. Longhi r y los señores Ministros doctores 
don Rodolfo O. Vale-nzuela, don Tomás D. Casaren, don Felipe 

Santistro Pérez y don Atilio Pessafrno, con asistencia del señor 
Proeorarior General de la Nai-inn, doctor don Carlos O. Delfino. 

Considerando: 

1? Que- Ih ley 13.998 ha establecido para Ib integración 
de las cámaras nacionales de apelaciones un procedimiento 
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uniforme y coman, cono se desprende de tu art. 31 y Jo ea 
pjWWW loa miembros informante» de ambas Cámaras del 

Congrc» ti referirse a «ale punto. Dicho procedimiento es 

«fluyente de las lista- de conjueces a qae m refiere el art. 2, 

nw. 4, de U 1 py 4162. 

2» Que con arreglo s lo dispuesto por loa arta. 94 de 
la Constitución Nacional, SI y 3! de la ley 13.998, corresponde 
S> esta Corte Suprema reglamentar el orden conforme al cual 
a» procederá a efectuar la integración, según se trate de laa 
cámara* nacional™ de apelaciones de la Capital Federal o del 
interior de la República. 

3* Qae respecto de laa earaarag nacionales de apelaciones 
de la Capital Federal corresponde atenerse al orden en qne ae 
lu aseneione afl «1 art 82, iac I*, de la ley 13.998. 

4» Qne corresponde determinar desde ya la forma en que 
las cinaras nacionales de apelaciones darán cumplimiento a lo 
establecido por el art. 26 de la ley 33.998, 

5* Que es animismo conveniente aclarar desde ya la vía 
por la cual se adoptarán las medidas que requiera la unifi- 
cación de las cántaras nacionales de apelación» en lo civil de 
ta Capital Federal dispuesta por el art. 35 de la ley 13.998. 

Resolvieron : 

1 En el caso previsto por el art. 31. 2» parte, de la ley 
13 998, laa cámaras nacionales de apelaciones de la Capítol 
Federal se integrarán por sorteo con loa jaece» de la» otras 
cámaras de dicha ciudad en el orden en que se hallan men- 
cionadas en el art. 32, Inc. 1* de la citada ley. Es decir, que la 
cámara mencionada en el anb-inoiso a) se integrará sucesiva- 
mente' con las especificadas en los snb incisos b). c). d), e), f) j 
la mencionada en el sitb-iiiciso h) ron la» indicadas en los aub> 
incisoe c). dh e), f), a), y así sucesivamente. 

II, Kn el easo previsto por el art 31. 2* parte, de la 
ley 13.998, las cámaras nacionales de apelaciones del interior 
.de la República se integraran en el siguiente orden: 

a) La Cámara de La Plata, con to» jueces de las cámara» 
de Bahía Blanca, Rosario. Paraná. Córdoba, Mendoza. Tuca- 
nUín, Resistencia y Comodoro Rivadavia, 

b) La Cámara de Había Blanca, eon los jueces de las 
cámaras de La Plata, Comodoro Rivadavia, Rosario. Paraná, 
Córdoba, Mendosa. Tticnmán y Resistencia. 

e) La Cámara de Paraná, eon los jneeea de las cámaras 
de Rosario. Córdoba. Resistencia. La Plata. Mendosa, Tocumán. 
Bahía Blanca y Comodoro Riradavla. 
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d) La Cíhiara de Rosario, con los jaeces de las cámaras 
de Paran*, Córdoba, La Plata,. Resistencia, Mendoza, Tueumán, 
Bahía Blanca y Comodoro Rivadavia. 

e) la Cámara de Córdoba, eon toa jueces de las cámara* 
de Rosario, Tueumán, Mendosa, Paraná, La Plata, Resistencia, 

Bahía Blanca y Cómodo» Rivadavia. 

f ) La Cámara de Mendosa, eon los Jueces de las cámaras 
de Córdoba, Tueumán, Rosario, Paraná, La Plata, Bahía Blan- 
ca, Resistencia y Comodoro Rivadaria. 

JíK 1 ? C * mar * de Tacomán, eon los jueces de las cámaras 
de Córdoba, Rosario, Resitencia, Mendoza, Paraná, La Plata, 

Bahía Blanea y Comodoro Rivadavia. 

h) La Cámara de Resistencia, con tos jueces de las cá- 
maras de Paraná, Tncnmán, Rosario. Córdoba, La Plata, Men- 
dosa, Bahía Blanca y Comodoro Riradaría. 

i) La Cámara de Comodoro Rivadan'a, con los jueces dé- 
las cámaras de Bahía Blanca, La Plata, Rosario, Paraná, Cór- 
doba, Mendoza, Tncnmán y Resistencia. 

¿Jl- cámara» nacionales de apelaciones elegirán, antes 
del 33 de diciembre del cte. afio, las autoridades a que so re- 
fiere el art. 26 de la ley 13.998 para el año 3951, en la forma 
que establecen sns respectivos reglamentos. 

IV. Las cámaras nacionales de apelaciones «tí lo civil de 
la Capital dictarán, antea del 31 de diciembre del corriente 
año, las disposiciones qoe requiera el cumplimiento del art. 35 
de la tey 13.998, y las comunicarán a esta Corte Suprema. 

Todo lo cual diapnsieron y mandaron, ordenando ae comu- 
nicase y registrase en el libro correspondiente, por ante mí de 
que doy fe. — Ltns R. LoNom — Rodolfo G. Valbnzuela. 
— Tomás D. Casares. — Felipe Sawtfaoo Pbree. — Anuo 
Pesraono. — Carm» O. Delpino. — Ricardo £. Bey (Sec.). 



ACORDADA SOBRE SORTBO DE MAGISTRADOS PARA 
INTEGRAR LOS TRIBUNALES DE ENJUICIAMIENTO 
DE LOS MAGISTRADOS DE LA JUSTICIA NACIONAL 

En Buenos Aires, a los 15 días del mes de diciembre, Afio 
deL Libertador General San Martín, 1950, reunidos en aadien- 
eia pública el «efior Presidente de la Corte Suprema de Jus- 
ticia de la Nación, doctor don Luís R. Longhi y los señores 
Minwtros doctores don Rodolfo G. Vatenraela, don Tomás D. 
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Cmm. don Felipe Santiago P¿rex. y don Afilio PeaaagBo, 
con asistencia del señor Procurador General de la Nación, 
doctor don Carlos 0. Delfino, a loa efectos de dar cumpli- 
miento a lo dispuesto por la Acordada de fecha 9 de diciembre- 
de' 1949. y abierto el acto por el tenor Presidente, se proeediA 
a efectuar lo* aortefw ordenado* en aquélla con el siguiente 
resultado : 

I* Ministros Doctores : 

Don Toma» D. Casare». 

Don Felipe Santiajjo Pérez, 
para integrar eon el señor Presidente <le la Corte Suprema la 
sala del art. 19 de la ley 13.G44. 

2» Ministro* doctorea: 

Don Atilio PesMirno. 
Don Rodolfo O. Tálenmela, 
contó substituto* de loa anteriores en el orden expresado. 

3» Ministro docto»: 

Don Rodolfo G. Tálenmela, 
pumo presidente del Tribnnal de Enjuiciamiento de lm magis- 
trado* de la Capital Federal. 

4* Ministro doctor: 

Don "Felipe Santiago Pérez. 

pana Presidente <le los Tribunales de Enjuiciamiento para los 
magistrndo* del interior. 

.1° Ministros doctorea : 

Don Atilio Peaaagno. 

Don Toroáa D. Catares. 
enmomib«t¡<t|toB del Presidente del Tribunal de Enjuiciamiento 
de los magistrados deis Cnpitnl Federal, en el orden «presado. 

fi" Ministros doctorea i 

Don Atilio Pesaagno. 

Don Tonifia D. Casares, 
roano substitutos del Presidente de los Tribunales de Enjui- 
ciamiento par* I.* magistrado! del interior, en el orden ex- 
presado. 
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7» Presidente* de las Cámaras | 

a) de Apelaciones de la Justicia de Fu. 

b) de Apelaciones en lo Comercial. 

c) de Apelaciones de la Justicia del Trabajo. 

d) de Apelaciones en lo Civil. 

de la Capital como integrantes del Tribunal de Enjuiciamiento 
de magistrado* de 9a Capital Federal. 

8° Presidentes de fas Cámara»: 

a) Federal de Apelación de Rosario. 

b) Federal de Apelación de Córdoba. 
«) Federal de Apelación de Tucuraán. 
d) Federal de Apelación de Paraná. 

eomo integrantes del Tribunal dé EnjaÉeiamiento para los ma- 
gistrados de la wna primera del interior. 

Con ló que terminé el acto firmando los señorea Ministrca 
y el señor Procurador General después del señor Presidente, 
por ante ios secretarioa del Tribunal, que dan fe. I»uis R. 
Lohqih. — Rodolfo G. VALEiíaA«M. — Tomás D, Camk&v — 
Feupb Santiago Pbrejl — Anuo Pekugno. — Carlos G. 
Delfuso. — Esteban Imaz. — Ricardo E. ffey (Secretarioa). 



ACORDADA SOBRE INTEGRACION DE LOS 
TRIBUNALES DE ENJUICIAMIENTO DE. LOS 
MAGISTRADOS DE LA JUSTICIA NACIONAL 

En Buenos Aires, a los 15 días del mes de diciembre, Afio 
del Libertador General San Martín. 1950, reunidos en audien- 
cia pnbliea el Señor Presidente de la Corte Suprema de Junti- 
ña de la Nación, Doctor Don Luis R. Longhi y los Señores 
Ministros Doctores Don Rodolfo G. Tálenmela. Don Tomás D. 
Casares, Don Felipe Santiago Pérea y Don Atilio Pessagno, con 
asistencia del Señor Procurador General, Doctor Don Carlos 
Gabriel Delfino, a los efectos de dar cumplimiento a lo dis- 
puesto por la Acordada de fecha 9 de diciembre de 1949, 

Considerando : 

Que en presencia de los resultados que arrojan los sorteos 
que da cuenta «1 Acta que antecede, lo dispuesto por la ley 
13.644 y por la Acordada del Tribunal de fecha 9 de diciembre 
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de 1949, corresponde dejar rntearradoa lo* tribunales, de enjui- 
ciamiento de lo» magistrados nacionales de la ley 13.S44 para 
el afio 1951 y hacer laa eomunieac iones pertineates. 

Resolvieron • 

1* la Sala del art. 19 de la ley 13.644 «dará presidida 
por el Seftor Presidente de la Corte Suprema de Justicia como 
titular, y por el Señor Ministro Decano o sa reemplazante 
reglamentario como substituto, e integrada por loa Señores 
Ministro»» Doctores Don Tora** D. Casares y Don Felipe San- 

tías» Pfiret como titulare?, y Don Atilio Pewnímo y Don 
Rodolfo G. Valenraela, como substitutos de loa doa anteriores 
en el orden expresado. 

2» El Tribunal de Enjuiciamiento de Magistrados de la 
Capital Federal aera presiiido por el Señor Ministro Doctor 
Don Rodolfo 0. Valenm'la como titular, y por loa Señorea 
Ministros Doctorea Don Atilio Pessagno y Don Tomas D. Ga- 
nare* como «instituí™ en el orden expresado, e integrado por 
los señores Presidentes de las Cámara» de Apelación de la 
Justicia de Paa Letrada, de Apelación en lo Comercia!, de 
Apelación de la Justicia del Trabajo y de Apelación en la 
Civil de la Capital. 

3» Loa Tribunales de Enjuiciamiento de los Magistrados 
del Interior aeran presididos por el Señor Miníatro Doctor 
Don Felipe Santiago Pírei, como titular, y por loa Señorea 
Ministros Doctores Don Atilio Pessagno y Don Tomas D. Ca- 
sares eomo substitutos en el orden expresado e integrado* en 
la siguiente forma: 

a) El Tribnnal de Enjuiciamiento de Magistrados del 
Interior, de la zona primera, por los Presidentes de laa Cáma- 
ras Federal de Apelación de Rosario. Federal de Apelación de 

Córdoba, Federal de Apelación de Tucumán y Federal de Ape- 
lación de Paraná. 

b) El Tribnnal de Enjuiciamiento de Magistrados del 

Interior de la tona segunda, por loa Presidentes de las Cáma- 
ras Fedérale* de Babia Blanca, La Plata, Mendosa, y la Cá- 
mara de Apelación de los Territorioa del Sur. 

4» Comunicar esta Acordada al Poder Ejecutivo de la 
Nación, a la» Cámaras de Diputados y Senadores del II . Con- 
greso, al Señor Ministro de Justicia y a las cámara* nacionalea 
de apelaciones, las que a su vez la comunicarán a los jueces 
que dependan de ellas. 
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Con lo cosí termino el acto firmando los Sefiores Ministros 
y el Señor Procarador General después del Sefior Presidente, 
por ante mí, de qae doy fe. — Luis R. Lokohi. — Rodolfo G. 
Yalknzi -fi.a. _ TonXb D. Cambes. - Feufk Santiaco Pé- 
seb. — Atojo Pebsaono. — Carlos G. Delptko. - Ricardo E. 
«esj (ote.). 



ACORDADA SOBRE CONJUBCE8 

En Buenos Aires, a los 18 días del mes de dicteinbre, Alio 
del Libertador General San Martín, 1950, reunidos en la Sala 
de Acuerdos del Tribunal, el Sefior Presidente de la Corte 
Suprema de Juat.cia de la Nación. Dr. Do* Lqís R. Longo! 
y loa Señorea Ministros, Doctores Don Rodolfo G. Valeneoela, 
Don Tomas D. Casares. Don Felipe Santiago Péres y Don 
Atibo PeasatfnO, 

Considerando : 

£Lk§** atOT *° *° dispuesto por los arts. 22 y 31 de la 
ley 13.998 y lo resuelto por la acordada de fecha 13 del co- 
rriente, no procede designar conjueees para la Corte Suprema 
de Justicia de la Naeifru, ni para las cámaras nacionales de 
apelaciones. 

2») Que por ahora tampoco es necesario designar conjae- 
cea para, los actuales juagados de la Capital a que so refieren 
los aHs. 32, ine. 1» suMnc. a), 41, 43 y 45 de la ley 13998, 
sino establecer el orden con arreglo al cual diebes jueces serán 
reemplazados en los casos de recusación o impedimento. 

Resol rieron : 

Que en los casos de recusación o im pedimento : . 

a) Los jueces mencionado» en el art 41 de la ley 33.OT8 
se reeroplssarán recíprocamente. En su defecto los substitui- 
rán los jueces mencionados en el art. 45 de dicha ley, según 
el orden que actualmente tienen, y, en último termino, los Jos- 
cea del art 43, según su orden. ' 

b) Los Jueces mencionados en el art. 43 de la ley 13.998 
ae reemplazaran recíprocamente. En su defecto, los substitui- 
rán, segfin su orden, los jueees del art. 41 y en ultimo término 
y en la misma forma los del art. 45 de la ley citada. 
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c) Los jaeces mencionados en el art. 45 de la ley 13.998 
se réemplaiarán recíprocamente en el orden que actualmente 
tienen. En ra defecto, loe substituirán, según su orden, los jue- 
«* del art. 41, y, en último término, los del art 43 de la 
citada ley. 

A continuación se procedió a practicar las destosa, ilacio- 
nes necesarias par» formar laa líalas de abogados Que establece 
la ley 935 del 28 de septiembre de 1878, resultando designados 
para: 

Jtuffadon Fedéralei de ta Plato: loa doctoren: LuU Ros- 
setti Correa. Julio C. Leaeano Gorordo, Pedro A. Fuentes, 
Eduardo A. Tirio. Dionisio Ondarrs, Héctor f. Pérez Alsueta, 
Benito Pérei. Espiridión Sánchez, Armando Amarilla, Emilio 
Mignone. 

Jutgadú Federal de Bahía Bianc-ai los doctores: Rafael . 
Laplau, Florentino Aycaiarán. Francisco Cervini, Santiap» 
Ceños, Jorge Enrique Txmg, Mario D ilion. Eduardo Antonio 
Mtirphy. Julio O. Día*. Eugenio A. Cavallaro. Eugenio An- 



Juzgarfo Fedtral de San yicoJás-Aos doctores: Juan Carlos 
Servini. Haroldo Znelgaray, Arturo E. Porthé, Carlos O. Lin- 
laud, Enrique Gamerro, Héctor Montedónico, Mateo D. Casa- 
les, Alfredo Raúl Sívori, José Nicolás Colabelln, José C. Pérez 
Galarraga. 

Juzgado federal de Mercedes : los doctores: Horacio Os- 
car Delaca, Eugenio F. Coz», Santiago I*. Balado, Héctor F. 
Heredia. Enrique F. Cores, Roberto A. La-sala, Roberto Ta- 
magno, Edmundo M. Rfia, Alberto- O. Ustarroz. Jnan B. Un» 
cajrorry. 

Juzgado Federal de Azvt: los doctores: Sixto Francisco 

Riccí, Salvador María Irijroyen. José Agustín Cama, Roberto 

J. Donrs, Juan Prat, Emilio Severino Puente, Raúl Fernando 
Pontifrgia, Ornar Roerá, Enrique Carlos Squirru, José María 
Capulí Ferreyra. 

Jutgirfos Federales de Rosario: los doctores: Abusión D. 
Casas. Aníbal Oliven, Domingo Funes Gueaalaga, Alfonso R 
Xatale, Celio SpirandeJIl, José Lo Valvo, Carlos Carezani, Car- 
los García Montano. .íuan M. Banealari, Luis Cárcamo. 
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Jusyodo Frderat rf« Sania Fe-, los doctores ¡ Luí* Alberto 
Candfoti, Raúl Beney, «Tosí- A. Traverso, Tito Deaehi, Manuel 
h. Corti. Hugo DairAnnellina, Hugo Nóñes. Jorge Jozanti, 
Jorge R. Bonnet. Albino Roberto Giantehei. 

Juzgado* Fedérale» de Córdoba: los doctoren: Alberto 

Novillo Saravia, Ja-cinto Amador Guiropa, Fidel Alfredo Cen- 
teno, Domingo Faustino Aravena, José Fiad, Justino C. Ca- 
rranza, Enrique Otero Caballero, Ricardo Smítn. Osvaldo 
Vagliente, ArutóbuJo Ramírez. 

Jwgatfo Federal <ff Río CMQrto: los dloetores: Juan José 
Candioti. Raúl Beney. JosÓ A. Traverso, Tito Derchi. Manuel 
Caatelli Carlos Alberto Marea, Armando O. Carbonetti, Néstor 
L. Acuña. "Domingo Grsndi, Julián Maidana, Ricardo Gonzá- 
lez {h.l. Mannel Saneheí Freytw, Vicente Paneale, Juan F. 
Remedí. 

Juzgado Federal d-e BeU-Vñle: los doctores: Juan P. Are- 
na, Gustavo Gavíer. Jerónimo Liprandi Sosa. Salvador Mil- 
lauro, Antonio H. Secchi, Angel Sosa Liprandi, Horacio M. 
López Ballesteros, Guillermo Eduardo Renny, Eduardo Julio 
Semino, Francisco Javier Góniea, 

Juzgado F<der<A <fe Paraná-, los doctores; Raúl I, ííarcía, 
Oscar V. Echaxarreta, Eduardo Cesar Reviriego. Ramón A. 
Marios. Eduardo de Felipe, Bernardo Degam. Miguel N. 3ná- 
rez, Manuc3 Aeeval, Fermín Uzín Olleros, Carlos M. Rosso 

Jittgado Federal de Concepción del Vruffui'if : Ion docto- 
res: Fabián Mpee Neyer, Aaenetn Valle, Dante Temíntoeles 
Devoto, Virginio Barbieri, Pedro Iaidro Mas, Julio A. Girard, 
Abel S. Upes Salvatierra. Héctor René 1 Oanavessi. Bartolomé 
Julio García, Santiago Néstor Giaeomotti. 

Juzgado Federal de Corrientes', los doctores: Alberto P. 
Balbastro, José Modesto Berti I^pez, Emilio Kairuz, DiÓmedes 
Guillermo "Rojas, Juan J. Orti^.Tobfas'Embóii. Carlos. A, la- 
tero Sflgaeira. César Fednllo. César Augusto Abelenda. Ró- 
malo G. Attieda 

Jwgúdo Federal de Santiaga del Eitero: los doctores: 
Anselmo Luna, Juan Bautista Espeche, Marcos J. Figueroa, 
Hugo Ruis Tabeada, Dtirgan Sehamrnan. Benjamín ZtreKa 
(h.), Horacio Laraisse, Mario Tula, Jorge Raúl Echegaray 
Pinto. Emilio A. Christenaen. 
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Jutgado Federal de Tucumá*-. lo* doctores: Ramón Ro- 
drigue*, Ramón Busto», Miguel de la Rom, Dardo F. Molina, 
Francia» I. Andrea, Andrea Breppe. Antonio Juez Péwa, 
Domingo R. Brito, Arturo I. Jiménez, Joan Felipe Dallen. 

Jtuffado Federal rf* Salla-. los doctores: Manuel L£pez 
Sanabria, Julio César Ranea, Roberto San Millán. J. Aman- 
ar . Cñro i. Miguel Angel Arias Fifrueroa. Raúl Finre Monlés. 
Néator B. RrWester, Carlos Alberto Frías, Dnn-ilo Ronari, 
Merardo Cuéllar. 

Juzgado Federal de Juju*>: loa doctorea: José Humberto 
Maaaiarrna, Hago {Jenaro Brianela, Roberto Pomar». Htetnr 
Marta Gonaálea Llamazares. Bdnardo Üriondo Tocbón. Raúl 
Martínez Vfiiaiiel. Gregorio Horacio Ouzmán. Rafael Hugo 
Reyes, Rafael Jaime Decaí, Ricardo Orando. 

Juzgado Federal de Atea Luis: los doctorea: Julián Ba- 
rro» Rodríguez,. Alberto Domeconi. Alfredo F\ Bertin, Raúl 
Sarmiento, Al f mío z*vain Ortix, Francisco M. Tula. Blas 
Ortif Suérea (h.). Miguel Angel Bernardo. Matías Aborda 
Onifiani, Guillermo» Alberto Relgrano Rawaon. 

Juagado Federal de Mendosa-. 1m doctorea: Juan Grego- 
rio tazarte. Alberto Seríí, Beliaario Cnervo. Enrique Valentín 
Uhane*. Angel Funes. Alberto A. I>ay (h.). Joan Adolfo 
Daffau. Federico Vargas Galíndez, Abelardo Valentía Rodri- 
gue* Ramón T. Lucero. 

Juagado Federal de San Rafael: los doctores: Angel Rei- 
naldo Quinterna. Emilio Garda. Carlos faraón. Alfredo Ra- 
món Cuartara, Ernesto Artnro TTeltachi. Armando Osear Peres 
JW Luí* Boatello. Rnfiuo Miguel Bfilutin. Daniel M. t. 
Repulléa, Elias Boaknin. 

Juzgada Federal de San Juan -. los doctorea : Juan A. Prie- 
to, Leopoldo Ortiz, Julio Vietorio Reyes, Domingo Orellano, 
Femando >ío, Repé Sohar Ruis Flores. Luis Sehvartz, Emilio 
R. Moyana Armando R. Amato, Alberto Casas. 

Juzgado Federal de Catamarca-. lo» doctores: Pablo Esta- 
nulao Robledo. Nallib José? Jalil, Rafíl Angel Cardo» Josí 
Loia Lodo, Gustavo A. Oviedo. Eduardo Apuña, Víctor J. Na- 
varro Péñalva. Ricardo Gerrain Andrea Herrera. Narciso He 
riberto R. A. BnrrinnueYo, Adolfo Ramón Castellanos. 
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Juzgado Federal de La Rwja¡ lo* doctores: Ramón Lucia 

Oro, Jeaú» de Salvador Ferwyra, Manuel Armando Saattrso, 
Félix Rodríguez, Ricardo Vera V&Uejo, NicoUa CarbeL Carlos 
Mario Felipe Lansillotto, Segundo Avila, Jorge Ernesto Gra- 
nillo Fernandex, Oscar Agort Carrefio. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicase y registrase en el libro correspondiente, por ante mi, 

que doy fe. — Lu» R. Lonohi. — Rodolfo G. Valen zuela. — 

Tomás D. Casabes. — Feupe Saxtiaoo Pérez. — Atojo Pes- 
eicvo. — Ricardo E. Rey (See.)- 



ACORDADA SOBRE CUERPOS TECNICOS PERICIALES 
Y PERITOS AUXILIARES DE LA JUSTICIA NACIONAL 

En Buenos Airea, a loa 22 din* de3 mea da diciembre, Afio 
del Libertador General San Martín, 1950, reunidos en la Sala, 
de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente dé La Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, Dr. Don Lo» R. Loiujhi, 
y los Señores Ministros Doctorea Don Rodolfo G. Valenroela, 
Don Tomé* D. Casares. Don Felipe Santiago Pírea y Don 
Atilio Pessagno, con asistencia del Señor Procurador Gen-eral 
de la Nación, Doctor Don Carlos O, Delfíno, 

Considerando : 

Que corresponde a esta Corte Suprema adoptar las dispo- 
siciones que sean de inmediato necesarias para adecuar ros 
puestos técnicos periciales y los cargos de peritos auxiliares de 
la Justicia Nacional a las exigencias de la ley 13.998, sin per- 
juicio de las normas que oportunamente ae establezcan en el 
Reglamento para La Justicia Nacional. 

Resolvieron: 

I. Cuerpo Médico Forense y Morgue Judicial 

% El Cuerpo Médíeo Forense de la Justicia Nacional de 
la Capital Federal estará integrado por los médicos de los 
Tribunales enumerados en el art. 32 de la ley 13.998 y com- 
prenderá dos ramas especiales: 

a) la referente a la justicia en lo civil, comercial y penal 
—tanto general como especial— contencioao-adminiatrativa y 




de par; 
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1>) la referente a 1* justicia del trabajo. 

AnbM nmu cumplirán las funcione* que le* correspon- 
den, conservando su respectivo personal, insta lacionex y ele- 
roentoa de trabajo. 

2. El Cuerpo MediflO Forense. elegirá por mayoría ele vo- 
to*, antes del 29 del corriente, un Decano y un Vice Decano 
par* el «ño 1951. que no podrán pertenecer a la mioma rama. 
P»t «te vex la elección aerá presidida por el actual freeano de 
loa MMico* de loa Tribunales de la Capital. Las designaciones 
que así ae realicen «erán comunicada» inmediatamente a esta 
Corte Suprema, que las pondrá en conocimiento de lo* tribu- 
nales nacionales de la Capital Federal. 

3. Sin perjuicio de las tareas que le incumban con arre- 
É» a los turnos respectivos el Decano ejercerá la representa- 
ción del Cuerpo Médico Forense y mi dirección en lo* aminto* 
de interés común, y, además, tendrá a su cargo el desempeño 
de las fúñeteles administrativas correspondiente* a la rama a 
que pertenezca, conforme a la reglamentación vigente en lo que 
no este modificada por la ley 18.998 o por esta Acollada. 

- 4. Corresponderá al Viee-deeann desempeñar, en la forma 
prevista en el artirnln anterior, las funciones administrativas 
de la rama respectiva, y entenderse con los magistrados vincti- 
Isdoa a la misma a los efectos del cumplimiento de las tareas 
que correspondan a lo» respectivos médico». 

5. El Decano y el Vice-decano se reemplazarán recíproca- 
mente en los casos de impedimento, licencia o vacancia. 

6. Las ramas del Cuerpo Medico Forense. 3o mismo que 
Ib Morgue Judicial, ajustarán su actuación, por abora, a las 
disposición» reglamentarias acínalmentc rigent** para cada 
una de ellas, en lo que no catín modificad.** *nr la ley 13.998 
o por esta Acordada; pero la Superintendencia confiada hasta 
la fecha a las respectivas Cámaras de Apelaciones será ejerci- 
da exclusivamente por esta Corte Spprema, con la cual debe- 
rán entenderse en lo sucesivo 1** autoridades del Cuerpo Mé- 
dico Forense. 



II. Cuerpos rf> Contador** y rfe Calígrafos 

1. Los cuerpos de contadores y de calígrafos (le la Justicia 
Nacional de la Capital Federal elegirán cada rao por mayoría 
de. votos, antea del 29 del corriente, un Decano y un Vice- 
decano para el año 1951. Las des ia-n aciones que así se realicen 
serán comunicadas inmediatamente a «ta Corte Suprema que 
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IflR pondrá en conocimiento de los Tribunales Nacionales de la 
Capital Federal. 

2. Sin perjuicio de las tareas que lea incumban con arre- 
irlo a loa turnos respectivos, los Decano» ejercerán la represen- 
tación y dirección de los cuerpos respectivos y tendrán a su 
° ar K° el desempeño de las tareas administrativas de los mismos. 

3. Los yiee-decanos reemplasaran al respectivo Decano en 
loa caso» de impedimento, lieencias o vacancia. 

4. Los cuerpos de contadores y de calígrafos ajustarán 
bu actuación, por ahora. a, las disposiciones reglamentarias 
actualmente vigentes, en lo que no estén modificadas por la 
ley 33.958 o por esta Acordada, pero la superintendencia seré 
ejercida exclusivamente por esta Corte Suprema con la mal 
deberán entenderse en lo sucesivo las autoridades de loa Cuerpos. 

III. Peritos Ingenieras, Tasattores, Traductores 
e Intérpretes 

Estos peritos continuaran, por ahora, desempeñando ana 
funciones con arreglo a las disposiciones vigentes, excepto en 
lo que se hallen modificadas por la ley 13.908 y en lo referente 
a la superintendencia, que «era ejercida efusivamente por 
esta Corte Suprema. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se coam- 
nicaae y registrase en el libro correspondiente, por ante mí 
que doy fe. — Lvis R. Longri. — Rodolfo G. Valen suela. — 
tomas D. Casabes. — Felipe Saktuoo Panas. — Atojo Pq. 
saomo. — Carlos G. Deltrío. — Ricardo B. Rey (See.). 



ACORDADA SOBRE FERIADO DEL 6 r>E FEBRERO 

DE 1951 

En Buenos Airea, a dos de febrero de mil novecientos cin- 
cuenta y uno, reunidos en bu Sala de Acuerdos el «ener Pre- 
sidente de la Corte Suprema de Juaticia de ia Nación, doctor 
don Luis R. Longhi, y loa señorea Ministros doctorea don Ro- 
dolfo O. Válemela, don Tomás D. Casares, don Felipe San- 
tiago Perca y don Afilio Peesagno. teniendo en cuenta lo dia- 
puesto para la Administración Pública Nacional con respecto 
al dfa seis del corriente y con el solo objeto de concordar las 
actividades de lo» Tribunales de Justicia de la Nación con las 
de aquelFa administración. 



i 



** rALW* dc ua cora büpmma 

Beaoivieron: 

DecUraee feriado judicial el di* martes seis del corriente 
mes de febrero de mil novecientos cincuenta 7 uno. 

Todo lo -cual dispusieron, y mandaron, ordenando se comu- 
nicase y registrase en el libro correspondiente, por ante mi que 

doy fe. — ta» Sí. LoKflai. — Rodolfo 0. vale*zuela. — 
TomAs D. Casaba — Feúra Santiago Pérez. — Anuo Pem- 
saono. — Ricardo E. Rey (See.). 



ACORDADA SOBRE PROSECRETARIOS 

En Buenos Aires, a los doce días del mes de febrero de 
mil novecientos cincuenta, y ano, reunidos en la Sala de Acuer- 
dos el señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, doctor don Luis R. Longhi. y los señores Ministros 

doctores don Rodolfo 0. Valenauela, don Tornia D. Casare*, 

don Felipe Santiago Pérez y don Atil» Pessagno; 
Considerando : 

Que la denominación de Prosecretario, que figura añadida 
ai cargo de Oficial 7» en loa Juzgada* Nacionales de Primera 
Instancia, no responde a futwión específica alguna que, requi- 
riendo título profesional, pudiera hallarse señalada en las le- 
yes procesales, ni se ajusta tampoco a la* nomenclatura general 
del escalafón respectivo. 

Q,ue por otra parte, los "Prosecretarios-Ofic-iales 7»", cu- 
yos cargos fueron creados en los Juzgados de Sentencia en lo 
Criminal, cuando la ley 12.933 atribuyó a ésto» el conooimiep- 
to, en grado de apelación, de les decisiones de los Jueces Ad- 
ministrativos, deben hoy "volver a sut anteriores funciones", 
según lo dispone el art. 79 de la Ley de Organización de los 
Tribnnalw 13.908. reintegrándose, por consiguiente, a las ta- 
reas comunes que lea asignen los jueces en la respectiva dis- 
tribución del trabajo, conforme a la categoría de Oficiales Sép- 
timos, para cayo desempeño no se requieren estudios especiales. 

Que en consecuencia, corresponde a justar a esta única 
denominación, tas designaciones que se efectúen para la pro- 
visión de tales cargos en los Juzgados Nacionales de Primera 
Instancia, uniformando también, en ella, la situación de reruv 
ta de los empleados que ocupan los puestos aludidos, todos los 
cuales carecen de títulos universitario!. 
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Por olio as! lo acordaron y decidieran, ordenando se comu- 
nicase y registrase en el libro correspondiente, por ante mi 
que doy fe. — Luis R. Lonohi. — Rodolfo G. Vaushbdeia. — 
Totó D. Casares. — Felipe Santiaoo Pérez. — Anuo Pkb- 
8AONO. — Ricardo E. Bey (Sec.). 



ACORDADA SOBRE MARTILLEEOS OFICIALES 

En Buenos Aires, a los veinte días de! raes de febrero del 
•ño mi novecientos emcuenta y uno, reunidos en la Sala de 
Acuerdo» el «ñor Presidente de la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación, doctor don Luis R. Longos, y los señora Minis- 
tros doctore» don Rodolfo G. Valeneueia, don Toma» D. Casa- 
íes, áon Felipe Santiago Pére* y don A tifio Pessagi»; atento 
Io dispuesto en el art, 73 de la ley 13.998, habiendo remitido 
el Poder Ejecutivo una nomina ¡¿provisoria" de martilieros 
oficiales y siendo necesario y urgente posibilitar el cumpli- 
miento «le la disposición legal eitada. de lo cual dependen la* 
designaciones pedidas en los juicios desde qae la ley entró en 
vigencia, sin perjuicio de la reglamentación que fuera perti- 
nente una Tei que el Poder Ejecutivo complete la lista respec- 
tiva, dado el numero de los profesionales que integran la que 
se ha recibido, se resuelve que cada nno de los jníees naciona- 
les de la Capital Federal hará et sorteo correspondiente de fa 
totalidad de !os nombres que la integran. * 

Todo lo mal dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicase y registrase en el libro correspondiente, por ante mí de 

que doy fe. — Luis R. Lohahi. — Rodolfo G. vaxenzvela. — 



ACORDADA SOBRE DESIGNACION DE AUTORIDADES 

DE FERIA 





b Buenos Airee, a loa cinco días del mes de marro de 
veeíentoa cincuenta y uno, reunidos en la Sala de Acuer- 
señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la 
i doctor don Luis R. Longhi, y los señores Ministros 
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doctorea don Tomia D, Casares, don Felipe Santiago Pérez y 
don Atilio Pmmíiiio. 

Resolvieron: 

1* DeaÍRnap al señor Presidente doctor don Luis R. Lon- 
?h¡ como autoridad de feria dorante la próxima Semana Santa, 

(guien actuará con el personal que al efecto designe. 

2* La* Cámaras Nacionales de Apelaciones de la Capital 
Federal y lo* magistrado*, funcionario* y empleados de sus 
respectivas jurisdicciones, procederán en dicha aemana en la 
forma, que aquellas astablcwan conforme a sur normas regla- 
mentaría». 

La Cámara .Nacional de Apelaciones en lo Civil, Comer- 
cial y Penal Especial y en lo Conteneioso-Administrativo de 
la Capital Federal, determinara Ion magistrados y funcionarios 
<|iie en ella y en los juzgados, fiscalías y defensorfas de su 
jurisdicción actuaran durante la feria de referencia. 

3* Laa Cámara* Nacionales de Apelaciones del Interior 
de la. República designarán loa magistrados y funcionarios que 
en ellas y en loa juagados, fiscalías y defenjoríaa de sus res- 
pectivas jurisdicciones actuarán durante I* expresad* feria. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicas* y registras* en el libro correspondiente, por ante mí de 
que doy fe. — Luis R. IjONqhi. — Tomar D. Cararkh. - ■ Fe- 
upe Saktuoo Pata. — Anuo Pesbaono. — Rirardo R ffey 



FALLOS de la CORTE SUPREMA 



Año 1951 - Enero, Febrero v Marzo 
lta spangenberq de oabcia velloso 

rwfwwa H^rip A 2» CW Generalidad*,. 

Con arreglo a MW por los «fe 95 y W de la Cons- 
¡í™ 1 ; N * eM * M I y a ! * iterada jurispniáeneía del Tri- 
OOMl, la Corte Suprema carece de jnriadieeión orinnaria 
para conocer en recurso de hábeaa corpa* (')■ 

SUPERINTENDENCIA. 



j OBDULIO BARTHE 

RXPVL3WN I>E EXTRANJEROS. 

* £ SIS ¡""T* «n»nitotac3on« de la «carréate weulta 
no aer la expulíuón que se dice cumplida el aolo obstáculo 
qna impide el reingreso del extranjero «pulsado del país 
T p ^ l f 1 ,^ r,a BÍdo - en entregado a la» autorida- 

2¡\.5. íSS SSÉ?** - actnalmente 
m ana cárcel pública— y toda ves qoe, en tales coadicio- 
nes, cualquier pronunciamiento de la Corte Suprema res- 
pecto al derecho del expulsado a reingresar al pata «ría 
teórico, dada la imposibilidad de hacerlo efeetiv¿ q Qe an- 

§ ~" de cuero é* Í9S1. Fallo»: ISO, 87; 30-3 529 
» Ksltos; 813, 497; Bl«, 488. ' ' ' 
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nU detención por autoridades extranjeras, correspon- 
mftrmar el pronunciamiento recurrido que, fondado 
en la referida circunstancia, deniega el habeas corpas. 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Airea, 25 de octubre, Afio del Libertador General San 
Martín, 19-50. 

A atoa y vistos: 

Para reaohrer el pedido de amparo interpuesto por Dora 
Freís de Barthe en favor de Obdulio Parto* —escrito de Sm. 6 

a 14 in f'IllR IV f; . 

Considerando: 

8a invoca en favor de Obdulio Barthe (quien, según, lo 
reconoce Ib. presentante, es-tá preso en ana cárcel publica de 
la ciudad de Asunción, República del Paraguay — ver carta 
ou* en fotowpia se agrega, de la. 1 a 5, y exposición de los 
hechos, cap. I, paga. 7 y vta-, y cap. II, fa. 8 vta.— >, el recurso 
de amparo que autoría* el art. 29 de la Constitución Nacional. 

K recurso aludido, cuyo origen remonta posiblemente a 
la Carta Magna Inglesa de 1215, fué incorporado al derecho 
argentino por el art. 20 de la ley 48, y más tarde reglamentado 
con amplitud en los arta. 617 y siguientes del Código de Pro- 
caimientos Criminales. La Conítitución de 1853 le dió su base 
doctrinal, al diaponer en su art. 18 que "nadie puede ser arres- 
tado Bino ra virtud de orden «¿rita de autoridad competente". 
La Constitución de 1949 le dió mayor amplitud, al decir que 
«1 recurso de babosa corpus ae interpondrá *'para que se inves- 
tiguen la causa y el procedimiento de cualquier restricción o 
amenaza a la libertad de su persona". El recurso es acordado - 

• "todo habitante", y podrá interponerlo por sí o por inter- 
medio de sus parientes o amigos. 

La Corte Suprema ha declarada que el recurso citado, sólo 
protege la libertad indiridual de locomoción, sin comprender 
loa restante* aspecto* de U Libertad humana: (La Ley, t. 8, píg. 
433 ) ¡ y au finalidad ea remediar cualquier restricción o ame- 
nasa a ta libertad física de todo habitante del país. (D. J. A., 
N' 4385 del 19 del corriente mes y año). 

Has debe tenerse presente las limitaciones que surgen 

necesariamente del texto legal El recurso se acordará a todo 
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habitante de la Nación, calidad que no inviste la persona a 
cayo favor se interpuso en «1 caso da autos, puesto que ae 
halla en ana nación extranjera. T tampoco puede el euseripto 
entrar a analizar las Taconea que motivan su ingreso a una 
cárcel de país extranjero, pues ello encapa & la competencia de 
los jueces argentinos. 

Que la circunstancia apuntada en el considerando anterior, 
impide inclusive «1 cumplimiento- del mandato constitucional 
de "hacer comparecer al «cúrrente" j "comprobar en forma 

sumaria !• violación". 

Que en cuanto a otros aspectos que ae exponen en el es- 
crito de fe. 6, en el mismo se contigua que "la denuncia crimi- 
nal de estos hechos ae encuentra radicada en el Juagado de 
instrucción, etc.". 

Que, en consecuencia, corresponde desestimar al recurso 
interpuesto. 

Por estas consideraciones y oído el Ministerio Fiscal, 
Resuelvo i 

Rechatar eon eos tas el recurso interpuesto por Da. Dora 
Freis de Barthe. - Miguel J. ¡tivas ArffUtllo. 



Sentencia be la C¿haba Federal 

Bnenos Aires, 6 de diciembre, Año del Libertador General San 
Martin, 1950. 

Vista la causa n» 3623, S. de T-. 135/50, venida en apela- 
ción ¡ y 

Considerando: 

1*) Que Da. Dora Freis de Barthe deduce a fs. 6 el re- 
curso de amparo que fundamenta el art. 29 de la Constitución 
Nacional en favor de in esposo Obdulio Barthe, cindadano 
paraguayo, asilado por cansas políticas en esta República, 
apoyándose además, en los preceptos constitucionales que «Ha, 
arta. 22 y 26 de la C. Fundamental 

2*) Que de loa términos del precitado recurso resulta que 
la persona cuyo amparo se requiere, se encuentra detenida en 
jurisdicción extraña a la de este país y detenida a disposición 
de las autoridades locales del Paraguay. 



5Í 
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3») Que siendo ello mí, bajo ningún concepto cabe encua- 
drar el caso sub-examea dentro de los benefició* estatuidos en 
el enunciado eonatitueion»l que ae pretende, p-uesto que él rige 
para los "habitantes de 3a Nación", concepto especifico que 
no reúne quien existe fuera de 1» jurisdicción nacional, ain que 
en el caso sea menester considerar los pormenores del aleja- 
miento de ésta, que se expresan en el «tentó de fs. 6, tal como 
el a guo lo sostiene en negatoria de fs. 18. 

4*) Que tampoco compete considerar violación alguna de 
ta ley 4144 del 23 de noviembre de 1902, por no eonfigmrarse 
el caso do expulsión dispuesta por el Poder Ejecutivo lo que 
multa de los propios términos del requerimiento. 

Por ello, oído el letrado informante como m consigna a 
fa 28, se desestima la apelación deducida a fs, 20, y se con- 
firma en todaa ans partea la decisión de fs. 18, con costas. — 
Héctor Cortos Adamo — Osear ds ta Sosa Iganátol. — Abe- 
lardo Jora* MonM 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 <le febrero de 1951 . 

Vistos los antos "Barthe Obdulio, Becarso de am- 
paro", en los que se ha concedido a fa. 32 el recurso 
extraordinario. 



y considerando: . 

Que cualquiera sea el acierto de lo decidido en las 
sentencias dictadas en I03 antos respecto de la condi- 
ción de habitante atribuida a D. Obdulio Barthe por 
la recurrente, es indudable qne de las mismas manifes- 
taciones de aquélla, resulta no ser la expulsión que se 
dice cumplida el solo obstáculo que impide el reingreso 
del mencionado Barthe al país. Éste habría sido, en 
efecto, entregado a las autoridades policiales paragua- 
yas y estaría alojado actualmente en una cárcel pública 
-escrito d> fs. 6, a fa. 7 vta. y 8 vta-. 
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Que teda vez que en tales condiciones cnalquier 
pronanciaüiíento del Tribunal respecto al derecho de 
Barthe a reingresar al país sería teórico, dada la im- 
posibilidad de hacerlo efectivo que supone la detención 
reconocida de su titular por autoridades extranjeras, 
corresponde confirmar a\ pronunciamiento en recursc, 
que fundado en ]» circunstancia referida deniega oí 
"hábeas oorpua» —Fallos: 211, 1073; causa "Kessiki 
Kyriacos s\ hábeas corpas", fallada en 26 de diciembre 
de 1950 y otras—. 

En su mérito se confirma ta sentencia apelada de 
fs. 27. 

Luis R. Loaran i — Tomás J). 
Casares — Felipe Sahtiaoo 

PÍRRB — AlUIO PEflSAQHO. 



GUSTAVO OVEJERO v. LORENZO J. CORDOBA 
CORTB SUPREMA. 

Habiendo sido requerido en reiteradas oportunidades un 
juez ordinario de provincia, por ¿1 Secretario de la Corte 
Suprema, para que hiciera conocer una providencia dic- 
tada por el Tribunal en el domicilio que el interesado en 
«1 respectivo recurso de hecho tensa denunciado en la 
causa principal —radicada ante dicho magistrado — , co- 
rresponde, atento el tiempo transcurrido desde que *e li- 
braron loa oficios y la ausencia de contestación alguna a 
los mismos, que se libre nuevo oficio para que, en el tér- 
mino de tres días, dé cumplimiento a lo requerido e in- 
forme sobre su resultado, con expresión de lis causas que 
han motivado la demora en el trámite, todo bajo aperei- 
micnto de las medida* pertinentes ffi, m P ™ 



O) » d» febrero. 
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PBISI PASCUAL BEIGUIN v. ALICIA ARENAS 
DE GONZALEZ 

PRUEBA: Prueba en materia penal. 

La prueba acumulad* en lo criminal es ¡nvocable para la 
decisión del poaterior pleito civil. 

CONSTITUCION NACIONAL: Dertchas y garantías. Defensa m 
juicio. Procedimiento y sentencia. 

La eircunatancia de que la prueba acumulada en lo crimi- 
nal sea invoeable para la decisión del posterior pleito civil 
no implica agrario alguno a la defensa en jaicio — pese 
al hecho de que el demandado en lo civil por responsabili- 
dad indirecta no haya sido "parte < el proceso anterior— 
porque en la cauta en qne directamente se lo demanda se 
le ha oído y ha tenido raaonable oportunidad para traer 
cuanta prueba de descargo juzgase conveniente. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Relación di- 
Meta. Normas titéanos al juicio. Disposiciones eemstiUicionalts. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en el 
art. 30 de la Constitución Nacional, como quiera qne el 
principio de que nadie puede ser obligado a lo que no 
manda la ley no sustenta la apelación respecto de senten- 
cia» fundadas en la interpretación y aplicación de normas 
comunes o en razones jurisprudenciales o doctrinarias de 
igual naturaleza. 



Dictamen del Procuraiwr General 

Suprema Corte : 

Una enestión análoga a la que se plantea «pedíante 
el recurso extraordinario de fs. 125 fué decidida en 
183:296 «n contra de las pretensiones del apelante. 

En líase a los fundamentos entonces aducidos por 
V. E. —que comparto en su totalidad— opino que co- 
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rreaponde confirmar et fallo apelado, en cuanto pudo 
ser materia de remedio federal. — Buenos Airea, julio 
21 de 1950. Año del Libertador General San Martín. - 
Carlos <?. Detfino, 



FALLO DE LA 

Buenos Aires, 2 de marzo de 1951. 

Vistos los autos: "Beiguin, Peisi Pascual c| Alicia 
Arenas de González — demanda ordinaria", en los que 
a fs. 128 10 ba concedido el recurso extraordinario. 

Y considerando: 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte 
la prueba acumulada en lo criminal es invocable para 
la decisión del posterior pleito civil. —Fallos; 182. 502: 
183, 296; 188, 6 y otros—. 

Que según quedó aclarado en el segundo de loa pre- 
cedentes citados no hay en esto agravio alguno a la de- 
fensa en juicio pese a la circunstancia de qne el deman- 
dado en lo civil por responsabilidad indirecta no haya 
sido parte -en el proceso anterior. Y ello porque en la 

causa en que directamente se lo demanda se le ha ofdo 

y ha tenido razonable oportunidad para traer cuanta 
prueba de descargo juzgase -conveniente, cumpliéndose 
así los requisitos que con arreglo a los precedentes de 
esta Corte satisfacen la garantía constitucional invo- 
cada. —Palios: 215, 357 ; 216, 58 y otros»-. 

Que el recurso extraordinario fundado en el art 30 
de la Constitución Nacional también invocado a fs. 125, 
no encuentra fundamento bastante en el precepto man- 
de que nadie pae- 
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de ser obligado a lo que no manda la ley no sustenta 
la apelación respecto de sentencias fondadas en la in- 
terpretación y aplicación de normas comunes o en ra- 
zones jurisprudenciales o doctrinarías de igual natura- 
leza. -Fallos: 216, 316 y los allí citados— 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Pro- 
curador General se confirma la sentencia apelada de 
fs. 118 en lo que ha podido ser objeto de recurso extra- 
ordinario. 

Tomás D. Casares — Felipb 
Santiago Pérez — Atilio 
Pbssagno. 



MIGUEL AN'OEL ALMARA2 

/-V5 tXBÓRDINA Ci0\. 

Existe delito de insubordinación aunque el hecho fuera 
cometido fuera del servicio y de loa lugares sometidos . 
la autoridad militar, siempre que se relacione con la con- 
dición o estado militar del superior y dtl subordinado, 
pue» los respetos a que elinc. 2» del art, 635 se refiere, le 
son debidos por el segundo al primero en cuanto superior. 

ICRISDICCWlf Y COMPETENCIA: Cowjwíeafld müitát. 

Compete a h justicia ordinaria, y no a la militar, conocer 
en el sumaria instruido con motivo de imputarse a un cabo 

talabartero del ejército el delito de insubordinación con 

vías de hecho, si el suceso no ha tenido otros antecedentes 
que los propios de una cuestión de vecindad, tratándose de 
una "incidencia privada ajena a los principios de la dis- 
ciplina que el orden militar impone a qnienea están com- 
prendidos en él**. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

De lo actuado resalta que el cabo talabartero Miguel 
Angel Aimaras, del Regimiento 5 de Caballería "Ge- 
neral Güemes", el 11 de julio de 1948, Inego de una 
incidencia con el sargento V Manuel Joeé Cabrera, de 
la mencionada unidad, en la finca donde ambos vi vían, 
le efectuó un diaparo de revólver, sin herirlo. 

Tal hecho, que configura el delito de insubordina- 
ción con, vías de hecho-, debe ser juzgado por la justicia 
militar, de acuerdo con lo dispuesto por el art. 117, inc. 
V del Código de Justicia Militar. 

Por las razones expuestas, y demás fundamentos 
del dictamen de fs. 115, que doy por reproducidas brevi- 
tatitf causa, opino que la presente contienda debe ser 
dirimida en favor de la competencia del Sr. Juez de 
Instrucción Militar que actúa en el sumario. — Buenos 
Aires, febrero 13 de 1951. - Caries G. Deifino, 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2 de marzo de 1951. 
Autos y vistos; considerando: 

Que según se establece en el dictamen del Sr. Au- 
ditor General de Guerra y Marina a fs. 115 de estos 
untos, el sumario "ha sido instruido cota motivo de im- 
putarse al Cabo Talabartero Miguel Angel Aimaras. . . 
del Regimiento 5 o de Caballería "General Oüemes", el 
delito de insubordinación con vías de hecho". 
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"De lo actuado resalta que el 11 de julio de 1948, 
el cansante 7 el Sargento 1» Talabartero Manuel José 
Cabrera. . . de la mencionada anidad, que habitaban en 
ana misma casa, sostuvieron en el interior de la Tinca 
una discusión, durante el curso de la cual el Cabo Tala- 
bartero Aunaras efectuó un disparo con un revólver de 
so propiedad, según manifiesta, con la intención de ate- 
morizar a su superior". 

Que por el misino heoho y por ante el Juzgado de 
Primera Instancia de la primera nominación en lo penal 
de la Provincia de Salta se procesa a Aimaras por el 
delito de abuso de armas, fundándose la competencia 
del referido magistrado en la circunstancia de que lo 
imputado al procesado, "aunque ocurrido entre mili- 
tares es de carácter domestico, no afecta la «existencia 
de la institución militar» ni se na producido en actos 
de servicio militar ni en lugares sujetos exclusivamente 

a la autoridad militar". — fs. 37 del expediente adjun- 
to—. Corresponde agregar qae en el estado actual de 
los antoa mencionados no resulta efectivamente que el 
hecho haya tenido otros antecedentes que los propios 
de una cuestión de vecindad. 

Que esta Corte, en Palios .- 212, 461, analizando loa 
extremos del delito de insubordinación ha dicho que el 
mismo existo "aunque el hecho fuera cometido fuera 
del servicio y de los lugares sometidos a la autoridad 
militar siempre que se relacione con la condición o es- 
tado militar del superior y del subordinado, pues los 
respetos a que el ine. 2 del art. <S35 se refiere, le son 
debidos por el segundo al primero en cnanto superior". 
Distinguiéndose en seguida el supuesto en que la agre- 
sión "tuvo Su causa en actos do la víctima correspon- 
dientes al ejercicio de su autoridad de superior" del 
caso de una «'incidencia privada ajena a loa principios 
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de la disciplina que el orden militar impone a quienes 
están comprendidos en -él". 

Qae el caso de autos corresponda a la segunda de 
laa posibilidades enunciadas por el fallo mencionado y 
es ajeno, con arreglo- a la doctrina del citado precedente, 
a ta jurisdicción militar. 

En arj mérito y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador General ae declara que el conocimiento de esta 
causa instruida contra Miguel Angel Aimaras corres- 
ponde al Sr. Juez de primera instancia de la primera 
nominación en lo penal do la Provincia de Salta. En 

consecuencia remítansele los autos y hágase saber en 
la forma de estilo al Sr. Juez de Instrucción Militar. 

Tomás D. Casares — Felipi 
Santiago Péh-rz — Atujo 
Pessaoso. 



MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 
v. EMILIO 1>. QUT2SADA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requmlo$ propios. Cuestión- fe- 
deral. CMitionts fedérala complejas. l«comttí*cionaMail rfe iwnw 

ij actos nacionatet. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
—en un juicio de expropiación parcial— confirma laa re- 
aoluckmcs que desestiman los pedidos de revocatoria del 
auto qne dispone el desalojo total de la finea — incluida 
la parte no afectada a la expropiación — , si, dadas laa par- 
ticulares modulidadea de la causa, las mencionadas peti- 
ciones no pudieron desecharse de plano, sin violencia de 
la garantía de la defensa en juicio, porque aquel procedi- 
miento es obstáculo a cualquier debate sobre el derecho 
alegado por Iob recurrentes a la continuación de la loca- 
ción a que se creen facultados; no siendo óbice a ello la 
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circunstancia alegada de hallarte consentida el desalojo, 

pues se ha invocado la ley 13.581 — de emergencia— cuya» 
preceptos non de orden público, irrenumciahies y de apli- 
cación en los juicios "aun con sentencia" (*). 

WPACtQX DE COSAS. 

T-08 preceptos de la ley 13.581 son de orden público. según 
asi lo dispone su art. 46, irrenunciablea y de aplicación en 
lo* juicio* "aun con «entenci***. 

RBCÜR80 KXTRAOBMXARIO: ntfolucián, Rexncacián de ta 
**ntencia apelado. 

Revocada por la Corle Suprema la sentencia recurrida por 
•pelaeión «Iraordi naris, en virtud de considerar que di- 
cho auto no Tía podido desectiar <le plano, ain violencia de 

la garantía de la defensa en juicio, laa peticiones foran- 
Ladas por los recurrentes, deben volver las actuaciones a 
los tribunales de la causa a fin de que Re la tramite con 
srreRlo a derecho. 



Al'TOS DEL JUEZ ES M> ClVtl. 

Buenos Aires. 8 de marjw. Año del Libertador General San 
Martin. 1950. 

Autos y vistos: Por presentado y constituido el domicilio. 
Por «Star consentido por loa ocupantes el ayto de fs. 8, que 
dispuso, entre otras medidas, el desalojo de la finca bajo aper- 
cibimiento do ser lanzados por la fuer» pública (ver diligen- 
cia de fs. 9 vta.) ; no ha lugar a los recursos interpuestos. — 
ígnatio S. Anzuátegni. 



Bnenos Aires. 9 de marzo. Año del Libertador General San 
Martín, 1950. 

Autos y vistos; Por presentado y constituido el domicilio. 
Por estar consentido por los ocupantes el auto de fs. 8, que 
dispuso, entre otras medidas, el desalojo de ta finen bajo aper- 



fi) En 1» miwnn írcha, dietA» ¡díntiwi resolncirtn. a Ib que ante 
<wd* pd !.-. mmn M. 114 . XI y M. 1 10 . XI, seguida» entre Lis mimos» 
partía. 
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cibimíento de Mr lanudo» por Ib fuerza pública (ver diligen- 
cia de fs. 9 vta.) : no ha lugar a los recursos interpuestos. — 



Buenos Aires. 9 de marzo, Afio del Libertador Genera! San 
Martín. 1950. 

- 

Autos y vistos : Por presentado y constituido el domicilio. 
Por estar consentido por Iob ocupantes el auto de fs. 8, que 
dispaso, entre otras medida», el desalojo de la finca bajo aper- 
cibimiento de ser lanzados pjr la fuerza pública (ver diligen- 
cia de fs. 9 vta,) ¡ n0 tu lugar a los recursos interpuesto*. - 
Ignavo B. Antoátt$ui. 



Sentencia de la Címara Primera de Apelación un lo Civil 

Buenos Aires, abril 24 del Año del Libertador General San 
Martín, 1960. 

Y vistos ; considerando ¡ En el punto 6» de fs. 5 la Muni- 
cipalidad reclamó la posesión del inmueble afectado por la 
obra pública y solicitó m fijara a sus ocupantes el placo de 
veinte días para desalojarlos, lo que así resolvió a k 8 con 
fecha diciembre 15 de 1&45, librándose el «respondiente 
mandamiento a fs. 9 y notificándose a los inquilino* el 20 de 
diciembre de 1945. 

La cirennatancis de que la Municipalidad modifique con 
posterioridad y ya consentido el procedimiento que ella misma 
impuso, los términos de la demanda, no pnede ser suficiente 
para que los ocupantes que también consintieron el procedi- 
miento puedan modificar la. situaeián ewada. 

Por estas consideraciones, se confirman las resoluciones 
apeladas de fs. 211, 221 vta. y 234 vta., en cuanto desestiman 
el recurso de revocatoria que se intenta respecto a la provi- 
dencia de fs. 196, que mantiene. Laa costas en el orden causado 
en atención a la naturaleza de la cuestión. — Saturnina F. 
Punes — Affuslin Alsina — J. Ramiro Podttti.. 
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M FALU8 DE LA COSTE SUPREMA 

I>ICTAMB5 DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Si bien la cuestión planteada en estos autos «s de 
naturaleza procesa!, se sostiene por el apelante que ella 

ha sido resuelta por el a-quo mediante una decisión 

arbitraria y desprovisto de todo fundamento legaL 

En consecuencia, reuniendo tanto -esta recurso de 
hecho como el extraordinario de fa. 279 los requisitos 
formales exigido» por los arta. 14 y 15 de la ley 48, 
estimo que procede hacer lugar a la presente queja. — 
Buenos Aires, junio 9 de 1960. Ano del Libertador Ge- 
neral San Martín. — Caríóa O. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2 de marzo de 1951. 

Vistos los autos "Recurso de hecho deducido por 
Felipe R. González y Cía. en la cansa Municipalidad de 
la Ciudad de BnenoB Aires c.| Quesada Emilio D.'*, 
para decidir sobre su procedencia. 

Considerando : 

Que en presencia de las particulares modalidades 
de la causa, las peticiones de fs. 207, 218 y 233 del prin- 
cipal no pudieron desecharse de plano, sin violencia de 
la garantía de la defensa en juicio, porque aquel pro- 
cedimiento es obstáculo a cualquier debate sobre el de- 
recho alegado por los recurrentes a la continuación de 
la locación a que b* creen facultados. 
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Que a ello no es 6bice la circunstancia alegada do 
hallarse consentido el desalojo, pues se han invocado 
disposiciones de emergencia posteriores a tal consenti- 
miento —ley 13.581— cuyos preceptos son de orden pú- 
blico según así lo dispone su art, 46, irrenondablea y 
de aplicación en los juieios "aun con sentencia". 

Que el recurso denegado a fs. 285 del principal deba 
en consecuencia declararse procedente. 

Y considerando en cuanto al fondo por no ser ne- 
cesaria más snsfcanciaciÓn : 

Que con arreglo a lo espresado en los precedentes 
considerandos corresponde revocar la resolución ape- 
lada de fs. 271. 

En consecuencia y habiendo di-ctominado el Sr. 
Procurador General se revoca la resolución apelada de 
fs, 271. 

En consecuencia vuelvan los autos a los Tribunales 
de la cansa a fin de que se la tramite con arreglo a 
derecho. 

Luis B. Longhi — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Anuo Psbsagjjo. 



PLORIO Y CFA. v. NACION ARGENTINA 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercero insta*™. 
Sentencia definitiva. Concepta. 

A loa efectos del recurso ordinario de apelación en tercera 
instancia para ante la Corte Suprema, aoa sentencias de- 

Se U S u?oi?t1nuad6 líae 81 VlÚtÜ ° ***** imv< * 1 
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RECURSO ORMXARfO T)E APELACION: Téretn 
Semencia tttfiniitea. Concepto. 

Son sentencias definitivas no sólo las que deciden sobro 
el fondo del pleito dirimiendo la controversia entre las 
partea. — que quitan o condenan a> demandado, según la 
Part. 3*. Tít. 22, Ley 2—, sino también las que impiden 
lodo ulterior debate de la cuestión discutida y priran al 
recurrente' del medio lejral para obtener la tutela de un 
derecho. 

RKCÜRSO ORDISARtO Í)E APEIACIOS: Ttrvr.m inttmcia. 
Juicio» en que- lo Sacian es parle. 

Tratándose de una causa en que ea parte la Nación y la 
sama disputada mayor de $ 5.000, no es Óbice a la proce- 
dencia del recurso ordinario la naturaleza procesal del 
punto que ha conducido a la resolución que impide iodo 
ulterior debate de la cuestión discutida» ni la vigencia 
artuat de la ley 13.998, que admite la radicación de» las 

eauaaa por su trámite ante el Tribunal en que se hallen a 

la fecha de la vigeneü de aquélla. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* comunes. Oravamen 

Ea improcedente el recurso extraordinario cuando se ha 
.-r-ncedido y procede el recurso ordinario de apelación. 

DlíTAMRK Dfit, PitOCUHAnOn GkNKRAL 
Suprcmn Corte: 

Es doctrina reiterada de V. E. que, a loa efectos de 
la apelación ordinaria, debe conceptuarse sentencia de- 
finitiva la (jue pon* fin al pleito o hace imposible sn 
continuación (90$: 125; 212 : 309), 

Por participar de este último carácter el pronun- 
ciamiento obrante a h. 150/151 de los autos principales, 
la denegación corriente a fa. 159 vta. de los mismos 
determina la pertinencia de la queja. De asf resolverse 
correspondería, — por esa razón mas no por la enun- 
ciada por el a-quo — , no hacer lugar al recurso directo 
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interpuesto por lu desestimación del remedio federal. 

Mas la procedencia de oste último —y por tanto la 
de la presentación do lieeho motivada por su denegato- 
ria— debería ser materia de distinta decisión, si V. E., 
discrepando con el suscripto, resolviera que en el caso 
no procede el recurso previsto en el artículo 3* inciso » 
do la ley 4.055. 

Bu tul supuesto, y toda ves que los recursos extra- 
ordinario v directo reúnen los requisito* que establecen 
los artículos 14 y 15 de la ley 48, sería de la competencia 
(ic la Corte pronunciar -e en la instancia extraordinaria 
sol» re los agravios de orden federal que lia invocado 
el recurrente, a cuyo efecto correspondería hacer lugar 
;i la queja deducida por el no otorgamiento de la apela- 
ción extraordinaria. — Buenos Aires, julio 21 de 1950 
Año del Uhertador General San Martín. — Carlos 6. 



HE LA CORTE SITPREMA 

Buenos Aires, 2 de marzo de 1951. 

Vistos los autos r "Recurso de hecho deducido por 
Procurador Fiscal de la Cámara Federal de Apelación 
Capital en la causa Florio y Cía. c.| Nación", para de- 
cidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que reiteradamente lia declarado esta Corte que, 
» Jos efectos del recurso ordinario de apelación en ter- 
cera instancia para ante ella, son sentencias definitivas 
aquella» que ponen fin al pleito o hacen imposible su 
continuación. — Fallos: 101, 362; 208, 125; 212 309 v 
otros-. 



fifi 



FALLOS I>K LA COSTE SUPREMA 



Que, por consiguiente, son sentencias definitivas 
no sólo las que deciden sobre oí fondo del pleito diri- 
miendo la controversia entre las partes — que quitan o 
condena» al demandado, wsgnn \n Pnrt. 3\ Tí!, í% Ley 
2 — sino también las quo impiden todo ulterior debate 
tle la cuestión discutida y privan al recurrente del me- 
dio legal para obtener la tutela de su derecho. — Fallos: 
200, 367 ; 200, 401 ; 210, 1093 y otros—, 

<Jue tratándose de una causa en que es parte la 
Nación y la suma disputada mayor de m$n. 5.000. — no 
es óbice a la procedencia del reearso ordinario la natu- 
raleza proceso! del punto que ha conducido a la reso- 
lución que tiene lo» efectos especificados en el anterior 
considerando, — confr. jurisprud. allí citada — , ni la 
vigencia actual de la ley 13.998, que admite la radica- 
ción de las causas por su tramito ante el Tribunal en 
que se bailen a la fecha de la Vigencia de aquélla —ar- 
tículo 77—. 

Que corresponde así declarar mal denegado el re- 
curso ordinario a fs. 15Í* vtn. del principal. No así el 
recurso extraordinar.o con arreglo a lo resuelto en Fa- 
llos: 211, 593 y otros. 

En su mérito se declara mal denegado a fs. 159 
vta. «íl recurso ordinario deducido a fs."154-. 

En consecuencia, autos y a la oficina n los efectos 
del art. 8 de la ley 4055. Seíiúlansc los lunes y jueves, 
o el siguiente día hábil si alguno de aquéllos no lo fuere 
para notificaciones en Secretaría. 

Tomás D. Gabakeh — Felipe 
Santiago Péreí — Aticio 
Prssauno. 
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HECTOR SPINT3UJ 

BBCÜBSÓ EXTRAORDINARIO: Requisitos formules. Inter petición 
■lef reclino, Fundamento. 

Es improcedente el recurso extraordinario, ai en el eserito 
en que se interpuso se ha omitido la pertinente, referencia 
a los hech * de la causa y a Ja reiación que los mismos y 
las cuestiones en ella debatidas guardan con la cuestión 
federal que se pretende someter a la decisión de la Corte 
Suprema ('). 

RECURSO EXT RAORD1S ARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
(nitrales. Interpretatiím de moma* heabfi de procedimientos. 

La cuestión referente a la rebeldía declarada en secunda 
instancia es de orden procesal y ajena a] recurso extra- 
ordinario ('). 

RErtTfíSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestione* 
no fedérale*. Eschis!»» $ fop cur/Uones <te hetho. Reglas g-nenato. 

No basta para sustentar el recurso extraordinario ]a «ola 
circunstancia ríe haberse denegado la producción de prue- 
ba en AejrnndB instancia. 



MANUEL f.OMEZ FERNANDEZ v. MIGUEL APARICIO 

COXSrm'ViÓS XACIOXAI,: Derechos ./ garantí**. Defensa en 
jni*io. Procedimiento y sentencia. 

La decisión de la causa por rajones legales no invocadas 
por las partes no constituye violaeión constitucional aljru- 
na y «í sólo ejercicio de la faíitlUd judicial de wiplir el 
derecho ("). 



(>) 2 <To marzo. Fnfía*; 21.1, 36 y 101. 

(3) PsIlM: SI."., 158. 

íf) 5 Ae mntzo. Fnllo*: 201, 414. 
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MCCl'ltSd t:\TRAORftI.VAHFO: IteqHinitan propios, ( ne*t tone* 
un fuienitrs. Interpretación t!r norma* faculr* ilt prtirrdimitnto*. 

\jH existencia de cosa juzgada es punió que sólo excepcio- 
najuentr reviste earneter federal. 

RKCVfíSO KXTHAOHIHXAHIO: Revisitas propio*. Cuestionen 
un frrteralfs, 

Ks improcedente el recurso extraordinario si los agravio* 
expresados contra el pronunciamiento recurrido consisten 
en ser U apelada una sentencia arbitraria, (pie -se Apoya 
en disposiciones legales no invocada», aplica de oficio la 
ley 13.581. prescinde de la cosa juagada c interpreta arbi- 
trariamente H Mi, 3255 del Código Civil, j? la Corte Su- 
prema, cualquiera sea el ncierto o error del fallo en re- 
curro, no lo considera susceptible de la laclin de arbitra- 
riedad. 



"dEHMAlt A". SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD 
LIMITARA v. MUNICIPALIDAD DE LA CU PAD 
DE BUENOS ATRES 

RF.CVRSÓ K.MRAORWXARJO: Re<,ni*ito* fórmate*. Interpon- 
i Í'Ím ílrí «■•««.«. Fumín mentó. 

Es improcedente el reeurso i-xtraurdiitarht. « on el Pweritii 
en (jue se interpone se ha omitida la pertinente referencia 
a. los liedlos de la causa y a la vinculación que loa mismo* 
y las cuestione* en ella debatí dan guardan can la cnesttón 
federal que se pretende ¡someter a la decisión de la Corte 
Suprema. 

HKCL'KSO KS. TKA OIWISA fí 10 : ArQNMfK» propin*. Cttfttíán fe- 
.Uní. (hmtitof* ftakréh* rompitjn*. InronslilHrionaliéaa norma* 
>l aetns Httrionttle*. 

Ra improcedente el recurso extraordinario fundado por el 
recurrente en que la sentencia impugnada "vulnera dis- 
posiciones clara» «leí art. Ü."> de nuestra Constitución Na- 
cional", si la jurisprudencia de la Corte Suprema a cuya 
obligatoriedad aquél se refiere —y que se vincula con los 
dictámenes .|ue. por unanimidad, espide el Tribunal de 



TVE SmrWÚ) DE LA NACIÓN 



69 



Tmar iones — sólo enuncia un criterio general, dejando a 
afllvo la posibilidad de una solución distinta en rasen de 
la particular modalidad del' caso, como 8ticede en el de 
autos, pues se trata do iiha expropiación inventa en la 
cual el propietario, en la demanda, manifestó que justi- 
preciaba "el vfllrtr de la finca en la suma de t SfíO.OOO" 
y pidió que se hkiera lupar a la acción declarando "trans- 
ferida la finca referida mediante el p- eio de la mima de 
$ 560.000". 

Ohtaíikx del ProoÜrabo* Oenehal 

Suprema Curto : 

Ante la interpretación que V. E. lia dado reitera- 
damente al art. 15 de la ley 4fi, pienso que el recurso 
extrnordhinrio> interpuesto a fojas 120 no está suficien- 
temente fui-dado, toda vez que se omite la pertinente 
referencia a los lincho* de la euusn y a la vinculación 
que lo* mismos y las cuestiones debatidas en aquélla 
granja» con la cuestión federal que se pretende someter 
» la decisión <le )a Corte Suprema. 

Procedería, en consecuencia, declarar mal concedi- 
do a fs- 122 vía. dicho recurso. — Buenos Aires, febrero 
10 de 1951. — Carlos O. Drtfino. 



VALLO DÉ LA CORTE SCPÍÍEM A 

Buenos Aires, H dti mu riso efe 1951. 

Vistos loa autos "0-esmara", Sociedad de Respon- 
sabilidad Limitada l'J Municipalidad de la ciudad de 
Buenos Aires s.| expropiación", en los que se ha con- 
cedido a fs. 122 vía. el recurso extraordinario. 
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Considerando: 

Que oomo bien lo observa el Sr. Procurador (leñe- 
ra! en su dictamen, el recurso extraordinario interpucs- 
to a fs. 120 no está debidamente fundado. 

(¿ue, por 1« demás, la jurisprudencia do esta Corte, 
a cuya obligatoriedad se refiere el recurrente, sólo enun- 
cia un criterio general dejando expresamente n salvo 
la posibilidad de una solución distinta en razón <le la 
particular modalidad del caso. ParticiilHridacJ que según 
la sentencia recurrida se daría en este juicio pues se 
trata de una expropiación inversa en la cual el propie- 
tario al deducir ln demanda como actor manifestó, sin 
reserva ni salvedad alguna, que justipreciaba "el valor 
de la (inca ejh la suma de $ 560.000" y pidió que se hi- 
ciera layar a la demanda declarando "transferida ta 
finca referida mediante el precio de la suma de mín. 
56U00O M . 

Por tanto y lia Viendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General, so declara mal concedido a fs. 122 vta. el 
recurso extraordinario. 

huís R, Longui — Tomás D. 
Casares — Frlipr Saxtiauo • 
Pkrez — Anuo Pessaono. 



JUMO POBLETE Y OTROS 



Si la Material realización del (mofeta) criminal aparwió 
consumada mediante la intervención directa de to» trea 
acusados del delito de homicidio, aun cuando uno de ellos 
haya sido el BU tor de la lesión que, entre la» varia» que 
presenta el cuerpo de ta víctima produjo BU fallecimiento. 
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es evidente que ta comunicabilidad de las eirctinstaneiaa 
hace que deba reputara a los demás, copartícipes del deli- 
to que quisieron efect'vamcnte cometer y que llevaron a 
cabo, prestando P a«la cnal promiscua y activa participa- 
ción en los términos del art. 45 del Cód. Penal. 

mPUTAB/UDAD. 

SI de «utos resulta plenamente probado que los tres pro- 
cesados convinieron en dar muerte n la víctima — existien- 
do pleno acuerdo de todo» en 1* ejwfución del delito que «¡ 
propusieron y consumaron— mediante m intervención 

í 1 *?* en el h . Pcho * y ía P racb * prolijamente analiaada en 
el fallo recurrido y en el de primera instancia demuestra 
la responsabilidad de uno de ellos en pI homicidio de que 
w íes acusa, debe — conforme a loa art». 40 y 41 del Cód. 
Penal y atendida las 

modalidades del delito y la peligro- 
sidad revelada - prosperar la petición del* Procurador 
General en el sentido de elevarle la ppna y condenársele 
a cumplir 18 años de prisión, reehatfmdow la pretensión 
de la defensa en e! sentido de que el homicidio se consi- 
dere producido fon motivo de una riña. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 do marzo de 1951. 

Vistos los antoa: "Poblóte Julio, Emiliano Antonio 
Albornoz y Adolfo Secundo Ara vena s.j homicidio", en 
los <|ue a fs. 283, 2ft4 y 300 v. se lmn concedido los re- 
curaos ordinarios de apelación. 



Considerando: 



Que la sentencia de fs. 279, qne condena a Jnlío 
Poblóte, Adolfo Sotando Arnvena y Emiliano Antonio 
Albornoz por homicidio en ta persona de Pedro Juan 
Parada, hecho ocurrido en oí paraje "Los Llanos" del 
Territorio -\Vional de Ncmquén, llega a decisión de esta 
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Corte Snprema por la apelación deducida por el primero 
y su l>et'«>iisa, que peticiona para que el delito se en- 
cuadre en el art. 95 del Código Penal, reduciendo en 
consecuencia la pena de doce aüos de prisión impuesta 
a Poblete; y por igual recurso interpuesto por el repre- 
sentante de lu acción pública, expresando en esta instan 
cia el 8r. Procurador (ienerai qne la pena del* elerarste, 
fijándola en 18 años de prisión (fs. 292). 

Qtte ln intervención de los tres procesados aludidos, 
en la ejecución del homicidio de Parada, no ha sido 
producida con motivo de una riña cu Ion términos reque- 
ridos por la finura delietiva deseripta en el art. S)5 del 
¡p. Penal, eomo lo> pretende la Defensa. 

Ku efecto, de auton resulta plenamente probado 
que los tres procesados convinieron en dar muerte a la 
víctima. 1.a pregunta de Poblete a Aravcna y a Albor- 
noz inserta textualmente a fs. 7ü vta., "lo liquidamos 
o que hacemos con él", y la respuesta de los nombrados, 
"liquidémoslo no más", ponen de manifiesta el pleno 
acuerdo de todos en 1» ejecución del delito que se pro- 
pusieron cometer y cOnsi rot*. En concordancia con 
tal acuerdo, la material r ¡1 -.tción del propósito crimi- 
nal aparece consumada ino lante la intervención direc- 
ta de los tres nombrado* de modo que, aun cuando uno 
de ello», Imya «ido el autor de la les¡£" que, entre las 
varias que presenta e| cuerpo de la víctima, produjo 
el fallecimiento de Parada, lu comunicabilidad de las 
circunstancias, en casos eomo el présenle, hace qno deba 
reputarse a los demás, copartícipes del delito qu-e qui- 
sieron efectivamente cometer y q ue llevaron a capo, pres- 
tando cada cual promiscua y activa participación, en 
los términos del art. 45 del Código Penal. 

Por lo demás, la prueba prolijamente analizada en 
el fallo recurrido y en el anterior que éste confirma «n 
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In parle pertinente, dunwstra la responsabilidad de 
Poblóte e» el delito del «rt. 7!) del C. Penal. 

(juc m | «'lición del Sr. Procurador General del» 
prosperar, conforme » la Horma de los arte. 40 y 41 del 
Código citado y «lernlkla Iji naturaleza y moda3idadcs 
de] hecho y la peligrosidad revolada. No se opone u ello, 
lo expuesto por ol Defensor de Pobres, que por el acu- 
sad» Pobtete actúa ante esta Corte Suprema, pues con- 
trariamente a lo que aquél expresa, el Sr. Agente Fiscal 
de Ira. instancia apeló de la sentencia de fs. 227, según 
consta CU la diligencia de fs. 238 vta., y a la que se alude 
concretamente en el unto de fs. 243 que concedió el re- 
curso. La vista del Sr. Procurador Fiscal de Cámara 
a fs. 258, no es pues "indebida" ni "extemporánea", 
como la califica «I Sr. Defensor de Pobres, desde ojue, 
«uno queda consignado, lejos de halwrse consentido la 
sentencia de Ira. instancia, había sido recurrida por 
el Sr. Procurador Fiscal que allí actuó, de igual modo 
como lo hizo luego v\ <le 2da. instancia respecto de la 
sentencia de fs. 279 (fs. 282), por lo que el pedido de 
aumento de pena formulado por ol Sr. Procurador 
flenoral, hállase legalmente justificado. 

Por otos fundamentos, se confirma con costas, la 
sentencia de fs. ./9 en cuanto condena a Julio Pobíete 
por homicidio, y ee la reforma en cuanto a la pena la que 
se fija cu dieciocho años de prisión, accesoria» de ley 
,y costas. 

Luis R. boyoBi — Tomáis D. 
Casares — FbUPE Santiago 

PÉHF.Z AtII.10 PeSSAONO. 
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CELEDONIO RIVERA 

IMI'bTAfílLÍDAD. 

Si la conducta di i procesado por el delito de homicidio no 
fué movida por Sha intención meramente defensiva, sino 
que obedeció a propósitos de lucha, afrontando el riesgo 
que Huponía la actitud del enemigo, meciente adopción 
de otras semejantes —todo lo cual exclnyc la aplicación 
del art. 34, ine. 6 o del Cód. Pona]—, corresponde recnarar 
1« eximente de legitima defeusa y encuadrar el hecho en 
al art. 79 del Código pitado, condenando al acurado a la 
pena de doce ailos de prisión. 

FALLO DE LA CORTE SUPREttA 

Buenos Aires, 8 do marzo de 1951. 

Vistos ios autos "Rivera Celedonio B.| homicidio", 
«a los que a fs. 161 esta Corte Suprema declaró proce- 
dente el recurso ordinario do apelación. 

Considerando ¡ 

Que la sentencia de fs. 121 condena a Celedonio 
Uivern a in pena do doe* años de prisión, accesorias 
legales y costos, por el delito de homicidio de Antonio 
Alvnrudo, que aiq.. '', confiesa hnhor cometido en juris- 
dicción de la Comisaría de Lago Posadas, Territorio 
Nacional de Santa Cruz, «I 10 do marzo de 1947, y ha 
sido apelada por la Defensa que, a fa. 363 y ante esta 
Corte Suprema, insiste en que siendo la confesión del 
inculpado la prueba fundamental del delito, no puede 
dividirse en perjuicio de hu defendido, y al ser asimis- 
mo procedente la admisión de su íntegro contenido, se 
impone neeptar la legítima defensa que de éste resulta; 
subsidia riunipnle solícita se reduzca In sanción im- 
puesta. 
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Que el acusado Bivera, precisando en su indaga- 
toria do ÍH. 41 loa pormenores del hecho qne ejecutara, 
expresa que vió a Ja víctima echar mano al cuchillo y 
dirigirse en actitud amenazante "hacia el caballo" que 
i'í prevenido montaba, por lo que bajó de bu cabalga- 
dura, y extrajo también su cuchillo, iniciándose así la 
Mea que se prolongó "an rato largo". No cabe en 
talca circunstancias, invocar la eximente ó> legítima 
defensa, que según se afirma, resultaría de la eonfe- 
«irin, pues, como claramente surge del concreto relato 
aludido, el prevenido aceptó pelear, para lo cual le fuá 
menester desmontar de au caballo, desistiendo por tanto 
de alojarse con él del lugar que hubiera evitado fácil- 
mente el encuentro, y una vez en tierra y en condiciones, 
análogas a la de su rival, empuña a 8U turno el cuchillo 
enfrentándose con aquél y hace, así, posible el combate. 
La conducta del procesado no fué movida por una in- 
tención meramente defensiva, sino que obedeció a pro- 
pósito* de lucha, afrontando el riesgo qne suponía la 
actitud del enemigo, mediante la adopción de otra se- 
mejante, todo lo cual excluye la aplicación del art 34, 
inc. 6 a del Código Penal. 

Que la pena ha sido graduada conforme a los arts. 
40 y « del Código citado, en orden a lo dispuesto en el 
art. 79 del mismo, correspondiendo en consecuencia la 
confirmación de la sentencia en todas bus partes. 

Por esto» fundamentos se confirma, con costas, la 
sentencia apelada de fs. 121, que condena a Celedonio 
Bivera a la pena do doce años de prisión, accesorias de 

frna B, Lohohi — Tomas D. 
Casares — Fkijpb Santiago 
Pérez — Atimo Pessaowo. 
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CWTS O.IEDA Y OTRA 

XL'UPAP PROCESAL, 

En improcedente la cuestión ile nulidad de las. actuaciones 
en un» causa criminal, y el pedido <le absolución de su* 
defendidos hecho por lu defensa de los procesados, por in- 
fracción al art. 135 del Código Penal —que sostiene so ha 
violado el art. 72 de dicho Código—, toda vez que la pro- 
hibición de formar rauM por algalio de ' os 4S¡tttí '"*»- 
cienados en este último precepto, sino por acusación o 
denuncia del agraviado, u de ñi tutor, guardador o rapre* 
mentante legal, tiene su excepción en la que con tal alcance? 
consigna expresa y precisamente la última parte del mis- 
mo artículo, y, en el caso, loa imputados han confesado ser 
los padre* u atúrales de ta menor, victima del delito de 
corrupción, que afl estima facilitado por ello» y prevista 
en el art. 125. último párrafo, del Cód Penal ; vale decir, 
que el sumario pertinente ha debido legalmente- prwmo- 
veerse de oficio, como- lo fué. 

PRVKfíA: Prueba rn m-al-ría /Kual. 

Corresponde desechar la objeción formulada por la de- 
fensa de loa procesados por infracción al ort. 125 del Cód. 
Penal, en el sentido de la insuficiencia de la prueba testi- 
monial reunida —porque los testigo* declaran haber teni- 
do contacto pama] con la hija natural de toa imputados y 
esa circunstancia los coloca en situación de copartícipe* 
del delito — , ni en el caso de autos, aunque la observación 
de la defensa aparecería viable en cuanto a In tacha que 
omitiera, ai se hubiera acreditado la honestidad de la refe- 
rida menor — art. 120, Cód. Penal — , en cambio cabe des- 
tacar que. prescindiendo de esos testimonios, quedan aún 
los de otras persona» que no han cohabitado, pero Ies cons- 
ta la corrupción de aquí Ha, promovida y facilitada por 
sus padre» naturales; a lo que debe agregarse que la ble- 
norragia que acusa, y qne no presenta su concubino, con- 
curre en los términos de los arta. 306 . 357 y 358 del Cód. 
de Procedimiento» en lo Criminal, a acreditar el delito y 
la responsabilidad penal de los imputado». 
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PALLÓ m l^Á CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de marzo de 1951. 

Vistos los autos: "Ojcda Cruz y Benítez Cristina 
s.f prostitución mayores y menores de edad y corrup- 
ción", en lo* que a fs. 142 se tía concedido el recurso 
ordinario do h)h>Ihoíóu. 

t'onsiderando: 

<|ue la defensa de los procesados por infracción 
. ai arl. 1J5 del ('¿digo Penal, Cruz Ojeda y Cristina Be- 
nítez, solicita ante esta Corle Suprema, la absolución 
de sus defendidos, expresando que ae ha violado el art. 
72 de diclio Código y que la prueba testimonial reunida, 
es insuficiente, porque los testigos declaran haber te- 
nido contacto carnal con la menor María Magdalena 
Ojeda, liija natural de lo.-, imputados y esa circuns- 
tancia los coloca en situación de copartícipes del delito ; 
solicitando por ello su procesamiento. 

\m primer defensa opuesta carece do fundamento. 
Ui prohibición de formar cansa por alguno de los de- 
litos mencionados en el art. 72 citado, sino por acusa- 
ción o denuncia del Agraviado, o de su tutor, guardador 
o representante legal, tiene, desde luego, su exeepoion, 
en la que con tnl alcance y en forma expresa consigna 
precisamente la última parte del mismo artículo, cuando 
establece que: "sin embargo, se procederá de oficio 
C«a«do el delito fuere cometido contra un menor que 
no tenga padres, tutor ni guardador, o que lo fuere por 
uno de sus ascendientes, tutor o guardador". Y en el 
caso los imputados han confesado ser los padres natu- 
rales de la menor, víctima del delito de corrupción, que 
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se estima facilitado por ellos y previsto on el art. 125, 
último párrafo del Código Penal; vale decir, que el ca- 
rnario pertinente ha debido legalmente promoverlo il© 
oficio, como lo fui'. I-a causal alegada y que provocan*:! 
la nulidad de las actuaciones, os pues, en el caso, inope- 
rante. 

i -12 cuanto a la insuficiencia de la prueba testimonial, 
.sí bien son numerosas las declaraciones <le personas 



que afirman hal»r tenido contacto carnal con la menor, 
por precio que entregaban a los procesados, quienes te- 
nían conocimiento del acto que también autorizaban, 
y así, la observación de la Defensa aparecería viable 
en cuanto a la tacha que omitiera, si en su oportunidad • 
se hubiera acreditado la honestidad de la referida menor 
(art. 120, C. Penal) ; en cambio cabe destacar que pres- 
cindiendo de caos testimonios, quedan aún los de Ge- 
rardo Avaloa (fe. 17 vía,), Clemente Sosa (fs. 18 vta.). 
Hasan Mamad (fs. 19), Héctor Aeosta <fs. 21), Sinfo- 
roso Méndez (fu. 22), Gerardo Federico Exner <fs. 26), 
Pedro José Fernandez (fs. 30 vta.), Heriberto Vega 
(fs. 43 vta.) y Emilio Justo Ex ñor (fs. 44 vta.) qne no 
han cohabitado, pero les consta la corrupción de la 
menor, promovida y facilitada por sus padres natura- 
les, loa procesados en esta cañan. La blenorragia qne 
acusa la menor (fs. 38, 39 y 114) y que no presenta su 



arts. 306, 357 y 358 del Código de Procedimientos on lo 
Criminal, a acreditar eí delito y la responsabilidad pe- 



nal de los imputados. 

Por estos fundamentos se confirma, con costas, la 
sentencia de fs. 139 qne condena a Cruz Ojeda a la 
pena de doce años de prisión y a Cristina Benítez n once 
años de igual pena, imponiéndose a ambos las acceso- 
rias legales y costas. Oportunamente el Juzgado debe- 
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rá eorrer vista al Sr. Agente Fiscal de lo expuesto por 
la Defensa a fs. 149 a los fines que hubiere lugar. Tés- 
íenac por Secretaría los términos subrayados a lápiz 
rojo 011 el referido escrito de fs. 149 y llámese la aten- 
ción del Sr. T>efei)sor para que en lo sucesivo guarde 
estilo. 



EPRAI.V HIXEVCIHTMAN TUREUNA 

HOMICIDIO: Homicidio calificado. 

Corresponde aplicar la pena de prisión perpetua — arta. 80, 
mea. * y 3' y 1«4 del f Wigo Penal— al autor del delito 
de homicidio, si la víctima fufi ultimada en la cama, sien- 



prueba alguna, ni siquiera d* indieios, qne autorice a su- 
poner que — como sostiene en su descargo el victimario — 
en algún momento anterior o coineidente eon sos- heridas, 
aquélla haya enfado de pie para llevar a cnbo la agresión 
que -el reo le atribuye, ni que empuñara el cuchillo; a lo 
que se agrega el apoderamientn de bienes del muerto a 
que luego se entregó' el acusado, registrándolo todo, la 
carta escrita oor el mismo para ocultar el hecho, etc., cir- 
cunstancias todas que demuestran la gravedad del delito. 

PRUEBA: Prueba ru materia penal. 

Si la coafeaion del acorado no solo no constituye la úniea 
prueba de su responsabilidad pena! de autor del hecho 
liip se le imputa, sino que de las circunstancias de este 
último, resultan nrea unciones graves en contra del confe- 
sante, ello le obliga fl probar aña deseamos, conforme lo 
preceptúa la norma final del ai*. 318 del Cód. de Proce- 
dimientos en lo Criminal. 



Luis R. Loxohi — Tomás D. Ca- 
sares — FftLtt'E SANTIAOO 

Pérez — Atimo Pbssaono. 
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r".\U.O DE LA COHTK Sl'PBKMA 

Unenos Aires» 8 do inanso de 1H51. 

Vistos líw autos: "Huellchumau Tnreuna Efraín 
í,| homicidio y robo", en loa que a U, 22» esta Corte 
Suprema declaro procedente el recurso ordinario de 
apelación, 

Considerando: 

Que el procesado Kfraín Hueuclinman lia coufe- 
Kiido en su ¡miaga loria de fs. 4-7, ser el autor de la 
muerto de Daniel Ara vena, encargado del puesto "El 
Teléfono" de la estancia « Bella Vista", en el Territorio 
de Santa Cruz, añadiendo que lo hizo repeliendo ana 
agresión de la víctima y que luego de ello se apodero 
de algunos efectos de .Ara vena para venderlos. La sen- 
tencia apelada de fu. 1W, impone al procesado la pena 
de prisión perpetua por aplicación de loa arts. 80, inca. 
'2 y .1, y 1B4 del Código Penal, y la Defensa ante esta 
Corto Suprema (fs. L'40), da por reproducida la que m 
produjera u fs. 18<> en segunda instancia, reconociendo, 
dice. '*que nada más me es posible agregar en bene- 
ficio de Haellclitiman", y pidiendo se resuelva "lo qne 
cu justicia corresponda". 

Que lo» argumentes aducidos por la defeusa a fs. 
166/89, que íntegramente se dan por reproducidos en 
esta instancia, lian sido oportuna y legalmente exami- 
nados con detención en la sentencia apelada de fs. 194, 
que los desestimó por las razones de hecho y de derecho 
que ella hace valer; de modo que la aludida reproducción 
de aquella defendí, trae a consideración de esta Corte 
Suprema, las mismas cuestiones ya analizadas y decidi- 
das en el fallo. 
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Que no obstante la rircunatancia que se deja seña- 
lada, teniendo en cuenta la gravedad del hecho de autos 
y de la sanción aplicada, así como la doctrina del art 
523 del Código de Procedimientos en la Criminal, se 
advierte que la confesión del acusado no sólo no cons- 
tituye la única prueba de su responsabilidad penal de 
autor <lel hecho que se le imputa, sino que de las circona- ' 
tandas de este último, resaltan presunciones gravea en 
contra del confesante, que le obligaban a probar su a 
descargos, conforme lo preceptúa la norma final del 
art. 318 del mismo Código. Las aludidas circunstancias 
han sido puntualizadas en la sentencia apelada, sin que, 
como se ha dicho, la defensa haya determinado defi- 
ciencia alguna en esos fundamentos, de manera que no 
advirtiéndose tampoco error o equivocada interpreta- 
ción de los nechos ni de las disposiciones legales aplica- 
bles, esta Corte Suprema hace suyos los fundamentos 
en que el pronunciamiento se apoya. ^ 

Por lo demás, la versión, que el acosado annñnistra- 

ra bajo su firma al instructor del sumario de preven- 
ción (fs. 14), difiere esencialmente de la que consigna 
sn indagatoria ante el Juca a fs. 47, en ponto a bu res- 
ponsabilidad penal, pues en esta última invoca en au 

descargo haber sido agredido por Aravena con cochillo, 
en tanto en la primera manifestó haberle dado muerte 
mientras dormía. Pero ea el caso que en autos no existe 
prueba alguna, ni siquiera de indicios, que autorice a 
suponer que en algún momento auterior o coincidente 
con sus heridas, Aravena haya estado de pie para llevar 
a cabo la agresión que el reo lo atribuye, ni que empu- 
ñara el cuchillo, que en cambio es el que usó el acusado 
para inferirle las dos puñaladas mortales que presenta 
el cadáver y que el procesado reconoce le dió hallándose 
Aravena en la cama, en la que, dice, babía caído y allí 
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seguía, cuando le disparó el tiro con el rifle secuestrado 
en ñutos y donde no obstante los dichos en contra del 
imputado, debió igualmente hallarse al recibir el golpe 
en el entrecojo. En efecto, la posición del enerpo de ta 
víctima, íntegramente situado en la cama; la existencia 
de la revista que la inspección oeulnr de fs. 6 vtn. com- 
probó se hallaba entre las piernas del occiso nc -atado 
en esa cama y qne leía antes, de dormirse, como lo reco- 
noce el acosado a fs. 14, y el deslizamiento de la sangre 
de las heridas recibidas, siempre en una sola dirección, 
hacia el costado izquierdo, yendo la del entrecejo basta 
la oreja izquierda y tas de cuchillo en igual sentido, 
como se consigna expresamente a fu. 12, revelan, en su 
plena y absoluta coincidencia, que la víctima fué ulti- 
mada t u la cama, siendo sorprendida mientras dormía. 
La inverosimilitud del motivo alegado por el acusado, 
como origen de la discusión previa, que recuerda por 
primera vez a fs. 47, o sea porque le arregló un aparato 
de radio, precisada en estos términos cononrre a demos- 
trar la falsedad del descargo; el apoderamiento de bie* 
nes de la víctima a que lucir o so entregó el acusado, re- 
gistrándolo todo; la forma como cubrió los vidrios de 
las ventanas del puesto que ocupaba Aravena; la rarta 
agregada u fs, 'í, escrita por el acosado para ocultar el 
hecho, son elementos do juicio corroborantes de la con- 
clusión que se alcanza, tanto más cuanto en oposición a 
todo olio, no aparece en autos ningún elemento de jnieio. 

Qne resultando así, correcto el encuadre legal de la 
conducta del inculpado, que la sentencia consigna, y 
justa la clase de pena aplicada a tenor de los arta. 40 
y 41 del Código Penal, procede lu confirmación del pro- 
nunciamiento apelado, como lo solicita también el Sr. 
Procurador General. 
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I*or es ios fim-dtmientos se confirma, con costas, la 
sentencia de fa. 194, que condona a Efraín Huenchurnan 

Tnreuna a la pena de prisión perpetua, acrpaorias de 
ley y costa*. 

Lvis R. IíOnohii — Tomás 0. Ca- 
sares — Felipe Santiago 
Pérez — Atomo Pbssaono. 



HERMENEGILDO ROJAS 

IMfrTAHfUPAD. 

Si e! instrumento empleado por el autor del (Mito do 
homicidio simple y la autopsia eliminan con evidencia toda 
posibilidad que autorice a considerar positiva 1» i-oncn- 
rrencia del elemento preterintcnoional que- se pretende por 
la defensa del acusado, excluyendo el requisito del ine. !• 
b) del art. 81, del C/idifro Penal — que exijrc para su ob- 
servancia na*» el medio empleado no deba razonablemente 
■ocasionar la muerte — , corresponde aplicarle la pena de 
doce años de prisión, si de antea resulta la inexistencia de 
toda agresión previa que la motivase de parte de la víeti- 
ma y los testimonio» rendidos ponen de manifiesto, asi- 
mismo, qme la conducta del prevenido en manera alfruna 
es ln que prevé" el art. 35 del mencionado Códiíro, care- 
ciendo de antecedentes que la autoricen, la petición for- 
mulada por la defensa para que u red uzea la sanción 

FALLO de la cortk suprema 

Buenos Aires, 8 de marzo de 1951. 

Vistos los autos: "Rojas Hermenegildo s.| homici- 
dio", en los que a fs. 65 vta. se ha concedido el recurso 
ordinario de apelación. 



M 



r.u.iiO» de la ONCnr BVrRfciU 



Considerando: 

Que Ib Defensa del procesado Hermenegildo Rojaa, 
condenado como autor del delito de boniicidio de Felipe 
Gil a la pena de 12 años de prisión, accesorias legales 
y costas, postula ante esta Corte Suprema, sea para 
que se modifique la ealificactón legal del hecho encua- 
drándolo en el art. 81, inc. 1 b), del Código Penal, sea 
para que se considere cometido el homicidio en esceso 
de legítima defensa <arts. 35 y 84), sea en fin, procu- 
rando la redacción de la pena impuesta. 

Todo ello ha sido minuciosa y acertadamente deses- 
timado en las sentencias de primera y segunda instan- 
cias (fs. 48 y til), pues ante éslas ya se hicieron valer 
anulosas argumentaciones y petitorios. Sin embargo» 
cabe establecer, robusteciendo las conclusiones alcan- 
zadas en los fallos de referencia, que el instrumento 
empleado y la autopsia de fs. 17, eliminan con eviden- 
cia toda posibilidad, que autorice a considerar positiva 
la concurrencia del elemento preterintencional que se 
pretende. Así, una puñalada asestada en el flanco iz- 
quierdo del cuerpo del agredido, que atraviesa la pared 
abdominal y provoca eviseeracuSn parcial, inferida con 
cuchillo, "atropellando" a la víctima a la que le "hincó" 
a el arma, según la expresión del procesado a fa. 33 vta., 
excluye el requisito del inc. 1 b) del art. SI del Código 
Penal, que exige para su observancia que el medio em- 
pleado no deba razonablemente ocasionar la muerte. 
Aquí, el euehillo usado y la forma de su empleo no des- 
cartaban, en manera alpruna, la posibilidad de una he- 
rida mortal, como la producida. 

Por otra parte, la actitud de desafío que asume el 
acusado, colocándose en el -centro del patio de la casa 
esgrimiendo su cuchillo y la inexistencia de toda agre- 
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sióu previa que la motivase de parte de la víctima y 
que hiciera luego procedente el uso de aquella arma, 
según resulta de la declaración que alcanzara a prestar 
el damnificado y de los testimonios rendidos, ponen de 
manifiesto, asimismo, que la conducta del prevenido, en 
manera alguna es la que prevé el art. 35 del mencionado 
Código. 

Las circunstancias particulares qne se dejan con- 
signadas, revelan también qne la petición formulada 
para que se reduzca la sanción impuesta, carece en autos 
de- antecedentes qne la autoricen, conforme a los arts. 
40 y 41 del Código Penal. 

Por estos fundamentos se confirma, con coalas, la 
sentencia apelada de fs. 61, que condena a Hermene- 
gildo Rojas, por homicidio, a la pena de doce años de 
prisión, accesorias de ley y costas, 

Luis R. Lonohi — Tomás D. Ca- 
sares — Felipe Sahtiaco 
Pérez — Atilio Pessiono. 



JUAN BAUTISTA LBZÜBIAOA 
SESTEXCIA: UéUrU panal. 

Si la sentencia de 2» instancia no contiene deeisi&n alguna 
respecto al apoderamiento que «1 homicida real izara de los 
efecto* de propiedad de la víctima, luego de cometido el 
delito, argón lo expresa en su confesión, y la de J* instan- 
cla> ai bien en un considerando manifiesta qne sobre tal 
hecho la aeción penal se halla pwscripta, ha omitido tam- 
bién el pronunciamiento exigido para ese supuesto por el 
art. 454 del C&d. de Procedimientos en lo Criminal, co- 
rree pon de que la Corte Suprema seíiale la omisión para 
que en su oportunidad aea subsanada como corresponda 
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IMPtl TA BILI DAD. 

Si el único agravio que la defensa del autor — confeso — 
«le d-elito de homicidio invoca ante la Corte Suprima, Ma- 
lroto <lc la sentencia que lo condena a la pena de di« y 
seia año» de prisión, y que reside en que, admitida la in- 
divisibilidad de la confesión debe acéptame esta ínteprra- 
tnenle, conaiderando que el imputado obró en legítima de- 
fensa, aparece como infundado, pue» el temor a que se 
alude —derivad» de alftfin movimiento que hacía la víc- 
tima, caída en el suelo boca abajo— no resulta exacto, 
corresponde rechazar la mencionada eximente y confirmar 
la pena impuesta, que resulta graduada OTO arrculo a las 
normas de los arts. 79. 40 y 41 del CCdiRO Penal. 

FALLO DE LA C01ÍTE SUPREMA 

Buenos A iros, 8 de marzo de 1951. 

Vision loa «utos "I.uzuriaga Juan Bautista s.| ho- 
micidio", en los que se lian concedido a fs. 318 los re- 
cursos ordinarios de ajKflaeión interpuestos por ambas 
partes. 

Considerando : 

Qué «I único agravio que la Defensa invoca ante 
esta Corte Suprema (fs. 825), respecto de la sentencia 
de ft*. 313, que condena a Juan Bautista Lnzuriaga, con- 
feso de haber dado mtscrte a golpes de hacha a Pedro 
Quprejrla en la totalidad dé "Ktlunrdo Castex" (Te- 
rritorio de Iji Pampa), a diez y sois años de prisión, 
accesorias de ley y coatas, reformando la de fs. 288 de 
primera instancia que le imponía 20 años de igual pena, 
reside en que, a su juicio, admitida la indivisibilidad 
de la confesión debe aceptarse ésta íntegramente, consi- 
derando que el imputado obró en legítima defensa, cuan- 
do después de haber desmayado a Querejeta que lo 
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agredió con cuchillo, de un golpe de hacha, arrojada a la 
distancia, la retomó y aprovechando que su agresor se 
hallaba en aqnel p tado y caído en el suelo boca abajo, 
lo ultimó aplicándole en la cabeza otro golpe con aquel 
implemento, al notar que algún movimiento aun hacía 
temiendo por su vida. 

Que el referido agravio es infundado, porque la sen- 
tencia no rechaza la posibilidad de que la víctima caída 
de bruces y privada de sus sentidos, algún movimiento 
hiciera, sino que destaca, que en esa condición y posición 
ella no ofrecía para el acosado peligro actual alguno 
que hiciera racional el nso del hacha; y además, en el 
momento, nada se oponía a que el procesado He alejase 
libremente del lugar, quitando a Querejeta el cuchillo 
que éste habría esgrimido, pero que era de propiedad 
del imputado, según lo dice éste. El temor a que alude, 
no resulta, pues, objetivamente exacto ni fundado en 
autos, sen a través del relato qoe el proceaado efectúa, 
sea de la lógica y justa apreciación que el mismo debió 
razonablemente hacer del estado de la víctima, sea en 
fin de la conducta que observara inmediatamente des- 
pués, saqueando los despojos y enterrándolos, pues de 
todo ello no surge la amenaza inminente ni el riesgo 
posible y eon tempraneo a la acción, ya que aun la po- 
sibilidad de la paulatina recuperación del desmayado, 
no creaba al prevenido la necesidad de defenderse. 

Que la sentencia de fs. 313, no contiene decisión 
alguna con respecto al apoderamíento que Lnzuriaga 
realizara de los efectos de propiedad de Querejeta, lue- 
go de cometido el homicidio, según lo expresa en su 
confesión, y la da fs. 288, si bien en el considerando 16», 
manifiesta que sobre tal hecho la acción penal se halla 
prescripta, ha omitido también el pronunciamiento qoe 
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para ese supuesto exige el art. 454 del Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal. 

Esta. Corte Suprema señala la omisión para que en 
su oportunidad sea subsanada como corresponda, ya 
que en la acusación de primera instancia (fe, 280), no 
aparece tampoco mencionado el referido hecho. 

Que en cuanto a la pena que cabe imponer, conforme 
a loa arta. 79, 40 y 41 del Código Penal, la aplicada por 
la sentencia de fs. 313, resulta graduada con arreglo 
a las normas de loa referidos preceptos, y en su conse- 
cuencia debe confirmarse. 

Por estos fundamentos se confirma, con costas, la 
sentencia apelada que condena a Juan Bautista Luzu- 
riaga, a la pena de diez y seis años de prisión, acceso- 
rias de ley y costas. 

Luía B. LoNOHt — Tomás D. Ca- 
basbs — Feupe Santiago 
Pérez — Atilio Pessaqno. 



JACINTO SOSA 

PBNA. 

Aunque la pena impuesta al procesado por ta sentencia 
recurrida por la defensa baya debido ser graduada con 
mayor severidad, la falta de apelación fiscal no permite 
agravarla. 

RÓVICtDtO: HomviJio «¿aj*. 

Corresponde confirmar la sentencia que aplica la pena de 
quince afios de prisión al procesado por homicidio simple, 
si la reducción al mínimo fijado en el art. 79 del Código 
Penal, que procura la defensa, no aparece fundada, con- 
forme a lo prescrlpto por loa arts. 40 y 41 del Código 
Penal y, por el contrario, debió ser ^«dnada. con mayor 
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«everidad, toda ve* que la disensión que precedió y con- 
dujo al delito fué motivada por la pretensión, sostenida 
fiólo verba Intente por cada ano de los protagonistas, de 
"tener más fuerza"" que el otro, añadiendo* el acusado 
que, "por precaución", se dirigió a su pieza donde tomó 
un cochillo y con él, "volvió a iniciar la conversación", 
infiriendo luego a la víctima, a quien suponía, amada, la 
puñalada que le causó la muerte. 

FALLO DE La. CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de marzo de 1951. 

Vistos los antos "Sosa Jaeinto a.\ homicidio", en 
loa que se ha concedido a fs. 66 vta. el recurso ordinario 
de apelación. 

Considerando: 

Qne la reducción al mínimo fijado en el art 79 del 
Código Penal, do la pena de qnince años de prisión, ac- 
cesoria» legales y costas, impuesta al procesado por 
homicidio Jacinto Sosa, que procura la Defensa al in- 
terponer el recurso 3e apelación respecto de la senten- 
cia de fs. 64, según resulta de fs. 56 y 74, no aparece 
fundada. 

De la propia indagatoria de fs. 32, surge que la 
discusión que precedió y condujo al delito, fué motivada 
por la pretensión sostenida aólo verbalmente por cada 
uno de los protagonistas de "tener más fuerza" que el 
otro. Luego añade el acusado que "por precaución", se 
dirigió a su pieza donde tomó un cuchillo y con él, 
"volvió a iniciar la conversación**, y ante un ademan 
de Yegros, a quien supuso armado r le infirió la puñalada 
que lé causó la muerte. 

La ausencia de circunstancias y motivos, conforme 
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a lo preacripto por los arta. 40 y 41 del Código Penal, 
qne fundamenten la atenuación de la pena, en el grado 
qtw se pretende» es así evidente; resultando por el con- 
trario, tanto de lo qua queda consignado como de la 
prueba corroborante que la pena debió, en el caso, ser 
ítradnada con mayor severidad, pero la falta ¿le recurso 
en este sentido no permite corregir la impuesta. 

Por estos fundamentos se confirma, con coatas, la 
sentencia de fs. 64 que condena a Jacinto Sosa por ho- 
micidio, a la r rt,lft de quince años de prisión, accesorias 
legales y coatas, 

Luis R. Lonohi — Tomás D. Ca- 
sabes — Fewpb Santiago 
Pérez — Atilio Pessaqho 



PEDRO Y ANTONIO LAXÜSSE 8. A. v. PROVINCIA 
DE BUENOS AIRES 

PASOS Y PERJUICIOS: Prueba. 

Si la ocupación indebida del campo de la actorn. por parte 
de la provincia demandada, ha cantado perjuicio* —coya 
existencia ha sido probada— a nqnella parte, la indemni- 
zación requerida judicialmente es proceden.)- 1 en la medida 
del daño acreditado, 

VASOS Y PRRJtf ICIOS • C^m. F.itraconttactual. 

Tratándose de perjuicios causados a raíz de (a ocupación 
indebida del campo de la «tora, por parle de la provin- 
cia demandada, debe desestimarse la demanda por lo que 
hace a las construcciones e instalaciones que, siendo de 
propiedad de la arrendataria, fueron retiradas en oportu. 
nidad de la ocupación, como asimismo en lo referente 
al desmejoramiento a<l alambrado perimetral, porque a 
los tfstiíros propuestos sobre el particular no lea consta 
qnt ello haya ocurrido. Procede, en cambio, en orden al 
arrendamiento dejado de percibir mientras la provincia 
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ocupó irregorarmente el campo, debiendo considerara sa- 
tisfactoria — «n cuanto al precio del arriendo — la prueba 
consistente en la declaración de dos testigos de la too» y 
en la opinión del ingeniero agrónomo que actuó en ealidad 
da perito único, designado de oficio. 

DrCTAMEN DRI< pROCtnUDOE GkNBBAL 

Suprema Corte: 

.Hallámloso la presente causa radicada ante V. B. 
por demanda y contestación, con anterioridad al 16 de 
marzo de 1949, procede a los efectos de La jurisdicción 
examinar el caso a tenor de los preceptos de la antigua 
Constitución Nacional (213:290). Por tanto, estando 
acreditada, con laa declaracioL?s de fs. 36 y 37 la dis- 
tinta vecindad del actor, siendo la demandada nna pro- 
vincia y tratándose de una cansa civil regida p<> r pre- 
ceptos del derecho común, corresponde declarar la com- 
petencia originaria de la Corte Suprema para conocer 
en estas actuaciones (art. 100 y 101 del texto citado y 
art. V t inc. V t de la ley 48). 

En cuanto al fondo del asunto, debatiéndose exclu- 
sivamente enes t iones de heclio y prueba y de derecho 
común — como tales ajerias a mi dictamen — , nada tengo 
uno dictaminar. — Buenos Aires, abril 26* de 1950. Año 
del Libertador General San Martín. — Oarios G. 
fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Airea, 8 de marzo de 1951. 

Vistos estos autos caratulados: "Lanusse Pedro y 
Antonio, S. A. c.-[ Buenos Aires la Provincia s.j daños y 
perjuicios", de los que resulta: 
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Que a fs. 1 se presenta D. Lucio M. Aqnerreta» en 
nombre y representación de la Sociedad Anónima "Pe- 
dro y Antonio Lanusse", demandando a la Provincia de 
Buenos Aires por cobro de la cantidad de $ 5.000,— 
inln., que sería el importe de los daños y perjuicios su- 
fridos por la actora como consecuencia de hechos que, 
en síntesis, son los siguientes. 

En el juicio que, sobre interdicto de recobrar la po- 
sesión do una fracción de campo promoviera contra 
3a Provincia de Buenos Aires la sociedad actora, la 
Corte Suprema condenó a la demandada a devolver la 
posesión del lote cuestionado, en el término de diez días, 
con costas. El 8 de enero de 1943, pasados tres años y 
ocho meses de la desposesión violenta que sufriera, "Pe- 
dro y Antonio Lanusse, S. A." recuperó el inmueble 
de que se trata. Vale decir que durante ese tiempo se ha 
visto privada del usufructo de esa tierra; ademas, al 
recibir la posesión del lote 23, en la fecha antedicha, 
la sociedad actora constató que faltaba en el campo 
una población compuesta de dos piezas y cocina de ma- 
terial, tro molino a viento marca Saroson y un tanque,, 
como también qua los alambrados se encontraban cu 
muy malas condiciones. Por todo ello reclama el daño 
emergente y el lucro cesante, que estima en la suma de 
m$n. 5.000.— o la que en definitiva fijen los peritos* 
fundando la acción en los arts. 1109, 1113, 2494 y concor- 
dantes del Código Civil. 

Corrido traslado de la demanda, la contesta a fs. 
40 el Dr. Salvador Oria (b.) por ta Provincia de Buenos 
Aires, negando los hechos y el derecho que invoca la 
actora y dejando a cargo de ella la prueba de tales ex- 
tremos. Pide el rechazo de la demanda, con coatas. 

Abierta la causa a prueba, se produce la qne el ac- 
tuario certifica a fs. 109, y sobro euyo mérito las partes 
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alegan u fs. 118 y 1 JO. El Sr. Procurador General dic- 
tamina a fs. 123, llamándose autos para definitiva a U. 
123 vta. 

Y considerando: 

Que de la sentencia pronunciada por esta Corte en 
el interdicto que promovieran loe actores contra la 
Provincia de Buenos Aires, resulta acreditada la ocupa- 
ción indebida del campo a que se refiere esta demanda 
por parte de la Provincia nombrada. 

Que, en consecuencia, si dicha ocupación cau&ó per- 
juicios a la actora y ésta ha probado su existencia, la 
índeumización requerida es procedente en la medida 
del daño acreditado. 

Que la suma reclamada en la demanda correspon- 
dería al valor del rancho, el molino, el tanque y el bebe- 
dero <|ue estaban en el campo al tiempo de la ocupación 
indebida y que cuando lo recuperó la actora habían sido 
retirados, al desmejoramiento del alambrado períme- 
tral y al importe do loe arrendamientos no percibidos 
durante el mismo lapso. 

Que respecto a lo primero, la respuesta de la testigo 
a la pregunta 5» del interrogatorio corriente a U, 200 
del interdicto, acredita que el rancho, «1 molino, el tan- 
que y el bebedero eran de la arrendataria, Sra. de Orip- 
po, que retiró todo en oportunidad de la ocupación por 
parte de la Provincia. Ello no está desvirtuado por prue- 
ba alguna de este juicio. Por el contrario el perito de- 
signado de oficio por eata Corte recogió del Sr. Pedro 
X. Orippo la ratificación de lo que ee acaba de expresar 
(fs. 89 vta.). La demanda es, pues, infundada en este 
punto. T lo es también respecto al desmejoramiento del 
alambrado, porque a los testigos propuestos sobre el 
particular no lea consta que ello haya ocurrido. 
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Que procede, en cambio, en orden al arrendamiento 
dejado de percibir mientras la Provincia ocupó irregu- 
lamento ul campo, lo cual ocurrió catre el 13 de mayo 
de 193!» y «1 8 de enero de 1943. En cuanto al precio del 
arriendo la prueba, consistente on la declaración de dos 
testigos de la zoua, uno de ello* perteneciente a la fa- 
milia que ocupaba el fundo, y en la opinión del ingeniero 
agrónomo que aeiuó en calidad de perito único, desig- 
nado de oficio, es satisfactoria, pues «stos elementos 
de juicio son coincidentcs en el sentido de que al tiempo 
de la ocupación irregular ese campo podía producir un 
arrendamiento anual de alrededor de $ 12 por hectárea. 
Es, por lo tanto, equitativo fijar en m$n. 2.000,— el re* 
sarciniiento debido por este concepto. 

yue en vista del resultado de la demanda y particu- 
larmcute de lo expueato en el segundo considerando las 
costas su pagaran en el orden causado y las comunes por 
mitades. 

Por tanto se condena a la Provincia de Bnenoí 
Aires a pagar a la actora, en el plazo de noventa día*, 
la Buma de dos mil pesos moneda nacional, con interesas 
a estilo de los que cobra el Banco de la Nación Argen- 
tina desde la íecba de la notificación de la demanda. 
Laa costas se pagará» por su orden, las comunes, ai las 
hubiere, por mitades. 

Luis B. Lohohi — Tomás 0. C*- 
sahes — Felupe Santiago 

PittEZ — AriLIQ PR8SAGN0 
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ADMINISTRACION ORAIi, DE VIALIDAD NACIONAL 
v. JOSE ISMAEL RIOS 

EXPROPIACION: Intemniración. Determinación dfl valor real. 

Si a! tiempo de trabarse la litis no estaba impuesta por 
la ley al -expropiado indicación precisa de lo que pretendía 
en concepto de indemnización, como elemento formal de 
la contestnción de 'la (lemanita, resulta contrario a la equi- 
dad atribuir a una estimación que pudo no hacerse — y 
que fue* hecha con salvedades— el carácter de determina- 
ción precisa del resarcimiento a que el propietario se con- 
sidera con derecho; por lo que, teniendo en cuenta, ade- 
mófl. que lo que por sobre todo importa en los juicio* de 
esta eapecie, es la justicia de la indemnización, debe con- 
firmarse la sentencia apeíada. fundada en el dictamen 
unánime del Tribunal de Tasaciones — prueba particular- 
mente responsable y fehaciente, en el caso — donde se re- 
conoce si "bien expropiado un valor mayor. 



Sentencia del .Juez Federal 

Buenos Aires, setiembre 23 de 194S. 

• 

Y vistos estos autos seguidas por la Administración Gene- 
ral de Vialidad Nacional contra .Tosí Ismael Ríos, para resol- 
ver en definitiva el juicio de expropiación, y 

Considerando: 

Que habiéndose puesto.de acuerdo loa peritos designados 
por ambas partes, los que según el art. 6* de la ley 189, sos 
nombrados para apoyar la* pretensiones de las mismas y atento 
lo expuesto por la actor» y demandada en el acto de la audien- 
cia, el suscripto considera qp? este criterio pericial uniforme, 
concreta la conformidad total de los dos litigantes sobre al 
valor que se expropia, al haber aceptado ai» observación algu- 
na la citada prueba de los respectivos técnicos. 

Por ello fallo declarando transferido pl dominio st favor del 
Estado Nacional Argentino (Administración General de Viali- 
dad Nacional), del inmueble objeto del presente juicio de expro- 
piación, situado en la tona Sud de esta Capital, calle Timoteo 
Gordillo n» 4294, entre tas de Soinellera y Avda. l>erqui, de- 
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«mido aetrán título como lote 2 de U manzana P., con las 
medidas, linderos, y demás circunstancias que ««altan de U 
memoria descriptiva y plano de fe. 2 a 5 de propiedad de 
D. Joaé Ismael Ríos, mediante el pajro» de la suma ele * 17.909.50 
m/n- en concepto da única y total indemnisación por «1 in- 
mueble expropiado y mejoras afectadas; con más los intereses 
a «wiilo- de los que cobra el Banco de la Naci&n Argentina, 
desde la fecha de toma de posesión (S. C. N. jaicío "Nación 
e. Clusellas") y las costas del juicio. — E. A. Orttí Baiuelda. 



Sentencia de u Cámara Fedctai. 

Bnenos Airea, 7 de jnnio, Año del Libertador General San 
Martín, 1960. 

Vistos y considerando: 

Que la sentencia de primera instancia fué apelada por la 
totora (fs. 77) y consentida expresamente por la demandada 

Qne radicados los autos ante esta Cámara se requirió el 
informe prescripto por el art. 14 d> la ley 13.264 al Tribunal 
correspondiente, el que por unanimidad de sus miembros, in- 
cluido el Sr. Representante del propietario, taso el inmueble 
expropiado en la suma de m*n. 17.987,42 (acta de fa 990 
superior en $ 77,92 a la establecida por la sentencia recurrida. 

Que si bien en principio no cabría fijar judicialmente un 
precio distinto del de la tasación efectuada por dicho organis- 
mo, conforme al Fallo de la Corte Suprema dictado en los 
autos '«Dirección General de ingenieros v. Marcelino Mosto' 
(t 214, p. 439) ea de advertir qne el pronunciamiento del 
Sr. Ju-ex a oso fu* consentido «presamente por la parte «■ 
propiada, como se ha manifestado precedentemente, lo qua 
determina al Tribunal a compartir el criterio del Inferior para 
la estimación del bien expropiado que fué realizada de acuerdo 
al dictamen eoincidente de loa peritos de partes. 

En aa mérito se confirma ta sentencia apelada de fs. 75 
en cnanto declaró transferido el dominio del inmueble objeto 
del presente juicio de eapropiación mediante el pago de la suma 
de man. 17.909.50 en concepto de única y total indemnización 
por el bien y mejoras afectadas, coa mas los intereses desde la 
fecha de toma de posesión y lan costa* de primera instancia. 
Xj/u de secunda ñor « orden, en atención al resultado del re- 
curso deducido por la aetora y a que la demandada no obstante 
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haber consentido U sentencia del Sr. Jue» Federal, solicitó en 
loe apunte» supletorios de su informe Í% voce la modificación 
de aquélla y «l reconocimiento de mdemni»cÍones que no hs- 
bUn «ido objeto de pronunciamiento en prime» instancia. — 
HaxitwiiaiM Conaoli — Abelardo Jorg* Moníifl. — Bomto 
Fernando Cámtra. 

PALLO l)E LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 9 de man» de 1951. 

Vistos loa autos: "Administración General de Via- 
lidad Nacional c| Bíos» José Ismael e.j expropiación", 
en loa que a fs. 123 esta Corte Suprema declaró proce- 
dente el reenrso ordinario de apelación. 

Considerando: 

Qne como al tiempo do trabarse la litis, no estaba 
impuesta por la ley al expropiado indicación precisa 
de lo que pretendía, como elemento formal de la con- 
testación de la demanda, es contrario & la equidad atri- 
buir a una estimación que podo no hacerse y que ade- 
más fué hecha con la salvedad de que la fijación de ese 
valor quedaba supeditado a la prneba pertinente, el mis- 
mo significado procesal que aquellas determinaciones 
de lo reclamado hechas por el actor en la demanda, con 
las que se pone un límite máximo estricto a la condena- 
ción que la sentencia pueda hacer. Tanto menos cuanto 
que esta última norma no es absoluta. 

La estimación hech» con la salvedad indicada no 
puede considerarse desde ningún punto de vista como 
determinación precisa del resarcimiento a que el expro- 
piado ge considera con derecho cuando según la prueba 
a que se remitió, — el juicio de la cual es privativo del 
Tribunal de la causa — , prueba que en este caso es par- 
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ticularmente responsable y fehaciente pues so trata do 
un diclamen del Tribunal <le Tasaciones suscripto por 
la unanimidad de bus miembros entro los cuales tiene 
representación el Fisco expropiante, y no hay a sxt rea- 
poeto, además, constancia alguna en los autos qne la 
desvirtúe, el bien expropiado tiene un valor mayor. 

Proceder de «tro modo importaría atribuir el sig- 
nificado y la trascendencia de una verdadera formalidad 
a lo que legalmente no lo es, con menoscabo de lo que por 
sobre todo importa en los juicios do esta especie, qn« 
«s la justicia del resarcimiento. 

En su mérito, se confirma la sentencia apelada de 
fs. 102, con costas. 

Luis E. Lohohi — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 

PÉREZ, 



CELEDONIO V. PEREDA 

JURISDICCION Y COMPETRXCIA: Competencia nacional Com- 
petencia originaria de la Corle Suprema. Gemeraliaades. 

La jurisdicción originaria de 1» Corte Suprema está limi- 
tada por el art. 96 de la Constitución Nncional a los su- 
puesto* en él enumerados, entre los que no> figura el de 
demandas de particulares cftntfa una previneis, caso éste 
en que precisamente fué reformad* la Constitución an- 
terior. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional. Com- 
fMtott*» originaria de la Corte Snprem*. Generalidad*». 

Corresponde no hacer lugar a lo aolieitado por el recu- 
rrente, ai éste no pretende que sea procedente Ja jnmdic- 
cián apelada de la Corte Suprema, sino que solicita la in- 
mediata intervención del Tribunal, a loa efectos de poner 
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fin anticipado a tas actuaciones administrativas —en trá- 
mite— , que nostiene se apartan de la jurisprudencia oül i- 
toria de la Corte Suprema, a lasque nada autoriza a pres- 
cindir de loa límites constitucionales de su eorapetoncía 



ÜECVIiSO EXTRAORDINARIO; Recito* evmnn**. Tribunal A* 
justicia. 

El recurso extraordinario procede respecto de res»! liciones 
administrativas, sólo cuando las mismas se han dietario en 
ejercicio de funciones judiciales atribuidas por ley y re- 
visten fuerza de cosa jnzgaria y en la. medida indispensa- 
ble para salvaguardar la jurisdicción extraordinaria de ta 
Corte Suprema, lo que supone el renpeto de los demás re- 
quisitos a que está supeditada. la procedencia de dicho 
recurso. ' 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Principies gentralct, 

ívW entremos a q yC está condicionada la competencia de 
la Corte Suprema no constituyen impedimento inaalvabíe 
para la eficiencia del principio del art, 95 de la Constitu- 
ción Nacional, y a£ sólo modalidades de su ejercicio, ha- 
biendo sido, adema*, la renlamenUción legal anterior del 
recurso extraordinario ratificada por ley posterior del 



OftBírrftui No 13.998. 

Dictamen del Procurado» Gbnbbal 

Suprema Corte: 

El artículo 95 dr la Constitución Nocional impone a 
los jueces y tribunales la obligación de subordinar gas 
fallos a ia inter pretoeióc que la Corte Suprema haga 
de las disposiciones de nuestra carta fundamental 

E» mérito a «ata prescripción la doctrina conatíto- 
cioiml de V, E, ha sido elevada a la jerarquía de derecho 
positivo vigente, en la misma medida en que lo son lae 
leves aclarativas o interpretativas a que se^ refiere el 
artículo 4 del Código Civil, y en consecuencia toda día- 
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posición constitucional ya no ea, como norma jurídica, 
sino tal cual la Corte la interpreta. 

U cláusula que iia'iaipuesto este sistema es de las 
que V*. E., siguiendo la terminología de Cooley, ha dado 
en llamar directamente operativas, pues su eficacia no 
está necesariamente condicionada a una legislación su- 
plementaria nlterior. Los efectos del sistema, en el or- 
den jurisdiccional, resultan del texto constitucional 
mismo y son extensivos tanto a loa organismo* llamadas 
A decidir controversias, como a> las partes que las ban 
sometido a su decisión. 

Acerca de los primeros resulta de una simple apre- 
ciación literal del artículo 95 la obligatoriedad que tie- 
nen de acatar, en todos sus pronunciamientos, el crite- 
rio interpretativo sentado por la Corte, del cual, por 
estar investido de la misma autoridad de ana norma 
legal, no pueden apartarse sin caer en un fallo contra 
"legem", susceptible de engendrar en eu perjuicio las 
responsabilidades consiguientes. Ni siquiera podrían 
invocar el desconocimiento o ignorancia de la jurispru- 
dencia aplicable» pues estando ésta llamada a surtir los 
efectos de la ley, juegan a sn respecto los principios 
consagrados en los artículos 20 y 929 del Código Civil. 

En cuanto a loa segundos, o sean las parte? del 
litigio, pienso que la observancia de! precepto conte- 
nido en el ya citado artículo 95 comporta una verda- 
dera garantía constitucional, y susceptible como Sal de 
hacerse valer — mientras no se estatuya otro procedi- 
miento legal — mediante la vía extraordinaria del ar- 
tículo 14 de la ley 48. Es éste el derecho correlativo a 
que da íugar la obligación impuesta al juzgador, 

El camino seguido en estas actuaciones por el in- 
teresado — prescutaeión directa— no está por el mo- 
mento legalmente autorizado. Por ello, y dado que la 
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vía que, seffiíu ho manifestad o, considero pertinente, 
estimo del caso hacerle saber que ocurra como corres- 
ponde. — Buenos Aires, febrero 20 do 19-51. — Carlos 
G, Detfim. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 9 de marzo do 1951. 

Vistos los autos : "Recurso de hecho deducido en la 
causa Pereda Celedonio Vicente s/ amparo (oxp. K N° 
23794/1947 de la Dirección de Beatas de la Peia. de 
Bs. As.) para decidir sobre su precedencia. 

Y considerando : 

Que la jurisdicción originaria do esta Corto Su- 
prema está limitada por el art. 96 de la Constitución 
Nacional a los supuestos on él enumerados, entre los 
que no figura el de demandas de particulares contra una 
Provincia, caso éste en que precisamente fué reformada 
la Constitución anterior. 

Que el recurrente no pretende que sea procedente 
la jurisdicción apelada de esta Corte tal como la esta- 
Mecen las leyes vigente* que la gobiernan —se trataría 
de mi expediente administrativo todavía en trámite, fs. 
13 vta., 20 vta., 21, 27, 29, 32, 33, 34— sino qne solicita 
la inmediata intervención del Tribunal, a los efectos de 
poner fin anticipado a las actuaciones administrativas, 
que sostiene se apartan do la jurisprudencia obligatoria 
de la Corte Suprema. 

Que el recurso extraordinario se ha declarado pro- 
cedente respecto de resoluciones administrativas, sólo 
euando las mismas so han dictado on ejercicio de fun- 
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dones judiciales atribuida» por ley y revisten fuerza 
de coks juzgada y en la medida indispensable para sal- 
vaguardar la jurisdicción extraordinaria del Tribunal, 
lo que supone el respeto de los demás requisitos a que 
está supeditad* la procedencia del recurso extraordi- 
nario. 

Que los extremos a que está condicionada la com- 
petencia del Tribunal no constituyen impedimento in- 
salvable para la eficiencia del principio del art 95 de la 
Oonst. Nacional, y sí sólo modalidades de su ejercicio, 
habiendo nido, además, la reglamentación legal anterior 
del recurso extraordinario ratificada por ley posterior 
del Congreso — confr, ley 13.998» art. 24, ioc, 2»—, 

Que, por ultimo, nada autoriza a esta Corte a pres- 
cindir de los límites constitucionales de su competencia 
originaría, como efectivamente importaría el acogimien- 
to de lo |wticionado por el recurrente. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Si\ Procu- 
rador (leñera!, se deci de no hacer lugar a lo solicitado 
en el escrito precedente. 

Luis R. Lowoin — Tomás J>, 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Anuo Pessaoso. 



BULA ORIGINAL DE SU SANTIDAD EL PAPA PIO XII 
INSTITUYENDO A MONSEÑOR DR. ANTONIO PLAZA 
COMO OBISPO TITULAR DE DOIÍBRO Y DESIGNAN- 
DOLO AUXILIAR DE LA DIOCESIS DE AZUL 

PATRONATO AMC/O.V.Í¿. 

Con las reservas que emanan de la Constitución y de loa 
ley** dictada* con arreglo a ellas sobre el Patronato, co- 
rresponde que la Corte Suprema preste acuerdo para que 
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el P. B. conceda el pase a la Bola par la cual el Sumo 
Pontífice designa a Monseñor Dr, Antonio J. Pía» Obispo 
Auxiliar de la Diócesis de Atul y lo instituye Obispo Ti- 
tular de Dobero "in partibufi infidelium" (*). 

PATRONATO N ACION Ah. 

No procede considerar comprendido en la posibilidad de 
retención que el régimen del Patronato contempla, a on 
nombramiento que, no siendo de un Obispo Titular de «na 
Iglesia Catedral de la República, no concierne a lo qne 
sobre Patronato y en pnnto a tales designaciones dispone 
la. Constitución Nacional — art. 83, ino. 8— . (Voto del 
Dr. Tomás D. Casares). 

Dictamen del Procurados General 

Suprema Corte: 

Con fecha 13 de julio ppdo., V. E. prestó acuerdo 
para que el Poder Ejecutivo Nacional concediese el 
pase al pedido formulado por el Sr. Nuncio Apostólico 
referente al nombramiento qne -Su Santidad el Papa 
Pío XII había hecho de su 8. B. Evdma, Monseñor doc- 
tor Antonio J. Plaza como Obispo Auxiliar de S. E. 
Revdraa. Monseñor doctor César A. Canevá, Obispo de 
Azul, asilándole además el título de Obispo Titular 
de Dobero 14 in partitas infidelium", sin perjuicio de la 
oportuna presentacicn dte la Bula respectiva. 

Ha sido ésta recibida ya y el Poder Ejecutivo 3a 
remite acompañando traducción de la misma. Dado que 
con dicho nombramiento no aparecen afectados los de- 
rechos del Patronato Nacional, no encuentro inconve- 
niente para que V. E., eon las reservas de práctica que 

(i) En M mi «na fMht,' dietóae idéntica, resolución a la ene sate- 
«Mi* respecto "1 nombramiento h«bo por Su Santidad Pío XII da 
Mnniefior Kanuel llnrengo como Obispo AuilHnr del Arzobispo de BinU 
r^artantafeto ademt» el «tuto de Obispo Titular de Car» • 'in partíb» 
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emanan de la Constitución y leyes vigentes sobre ta 
materia, acuerde el pase que se solicita, manteniendo 
el pronunciamiento expedido en las circunstancias pre- 
citadas. — Buenos Aires, diciembre 19 de 1950. Año del 
Libertador General San Martín. — Cario* G, Dctfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 do marzo do 2951. 

Vistos los autos: "Bula original do S. S. el Papa 
Pío XII por la que instituye a Monseñor doctor An- 
tonio J. Plaza como Obispo Titular de Dobero 4l in par- 
tíbus infidelíum" y lo desig*na Auxiliar de la Diócesis 
de Azul". 

Y «oasúlirftndo: 

Que Oí Eterno. Señor Presidente de la Nación so- 
mete a la consideración de esta Corte Suprema, a los 
fines del art. 83, inc. 9, de la Constitución Nacional la 
Bola cuya traducción adjunta, referente al nombra- 
miento hecho por Su Santidad el Papa Pío XII, de S. 
£. Revdma. Monseñor doctor Antonio J. Plaza como 
Obispo Auxiliar de S. E. Bevdma. Monseñor doctor 
Cesar A. Canevá, Obispo de Azul, y la institución del 
mismo como Obispo Titular do Dobero, "ín partibua 
infidelium % 

Que esta Corte Suprema con focha 13 de julio de 
1950 prestó acuerdo para el pase de la comunicación 
presentada con motivo de la designación de Monseñor 
Antonio J. Plaza como Obispo Auxiliar del Obispo de 
Aznl a quien se le había conferido, al mismo tiempo, 
el título de Obispo Titular de Dobero. La solicitud fué 
formulada por S. B. el señor Nuncio Apostólico sin 
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acompañar la respectiva Bula popal y por ello el pase 
fué acordado "sin perjuicio de la indispensable presen- 
tación de la Bula". 

Que tomad*, onocimiento, ahora, de dicha Bula, el 
Tribunal aconseja le sea concedido el correspondiente 
pase con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte — 
Fallos: 212, 216 y 213, 69- con le salvedad de los de- 
rechos del Patronato Nacional indicada en los refe- 
ridos precedentes. 

En aa mérito y habiendo dictaminado el Sr. Pro- 
curador General, la Corte Snprcma de Justicia de la 
Nación presta su acuerdo para que el Excmo. Sr. Pre- 
sidente de la Nación conceda el pase a la Bula con la 
cual el Sumo Pontífice designa » 8« E. Revdma. Moq. 
señor doctor Antonio J. Plaza Obispo Auxiliar de S. 
E. Revdma. Monseñor doctor César A. Cáueva, Obispo 
de Azul, y lo instituye Obispo Titular de Dobero "in 
partibus infidelinm", con las reservas que emanan de 
la Constitución y de las leyes dictadas con arreglo a 
ellas sobre el Patronato. 

Devuélvanse las actuaciones al P. R. con ci corres- 
pondiente oficio. 




Luis R. Lonohi — Rodolfo G. 
Valenzubla — Tomás D. 
Casares (e« desidenciá) — 
Felipe Santiago Pérez — 
Atemo Pessaono. 



Voto i>el Sesor Ministuo Doctor dos Tomás D. Casabes 
Autos y vistos; considerando: 



Que, conforme a lo expresado en el voto publicado 
en la página 339 del tomo 206, do la colección de Fallos 
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de i a Orte Suprema, el nombramiento de que se trata 
no puede considerarse comprendido en ta posibilidad 
de retención qne el régimen del Patronato contempla,, 
porque no siendo de un Obispo Titular de una Iglesia, 
Catedral en la República no concierne a lo qne «obre 
Patronato y en pnnto a tales designaciones dispone la 
Constitución Nacional (art. 83, ine. 8). 

Poi tanto, nada cabe observar y así se declara. 
Comuniqúese al Eawano. Señor Presidente de la Nación 
y devuélvanse estas actuaciones. — Tomás ¿>. Casares. 



HECTOR O. VENTIMIGMA v. S.U.C.A. 8- A. 

VON8TTTUCIOK NACIONAL; Contíitucionatidad e inconttümcioM- 

Kl decreto ntokmil 119.630, en cúsalo a la jiurfediceiva 
del Tribunal Bancario con asiento en la Capital Federal, 
ha sido dictado por el P. K. un excederse de ras faculta- 
des reglamentaria», atribuyéndole el mismo sentido que se 
desprende de la disensión parlamentaria de la ley 12.637, 
euyo art. 9» reglamenta. 

rQDXR LEGISLATIVO. 

El H. Congreso puede viudamente dictar nonnaa de pro- 
eedimiesito ai lo considera necesario para asegurar el ejer- 
cicio da ciertos derechos resultantes de códigos y leyes 
cuya sanción le corresponde. 

TRIBUNAL BANCARIO. 

Conforme al art. i* del decreto 119.630/42, que reglamen- 
ta el «t. 9» de la ley 12.637, el Tribunal Ranearlo de la 
Provincia de Buenos Aires es incompetente para entender 
en la es usa seguida —por cobro de diferencias de «Mi- 
do* — contra una sociedad comercial que tiene su casa 
nutria en la Capital Federal, por un ex empleado de la 
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Dictamen del Pbocubadob General 

Suprema Corte: 

De conformidad con lo resuelto por V. E. en 21(k 
531, el decreto tí» 119.630/42, en cnanto dispone que la 
jurisdicción del Tribunal Ranearlo de la Capital se ex- 
tiende a las sncursalea y personal de bancos cuya «asa 
matriz so encuentre en la Capital no alteró el espirita 
de la ley 12.637, toda vez qne de la discusión parlamen- 
taria que precedió a la aprobación de su ari 9» se des- 
prende claramente que el sentido de dicho artículo es 
el qne adoptó el P. E. en la citada reglamentación. 

Siendo ello así, basta recordar una vez más la doc- 
trina de la Corte Suprema según la cual el H. Congreso 
puede válidamente dictar normas de procedimiento 
cuando lo considere necesario para asegurar el ejercicio 
de ciertos derechos establecidos en los códigos o leyes 
que le incumbe dictar (184:490; 190:124 ; 211 .-410), para 
que sarja patente la conclusión de que V. E, déte revo- 
car el fallo apelado obrante a fs. 60, que al desestimar 
la excepción de incompetencia opuesta por el demanda- 
do, desconoce implícitamente esa facultad del H. Con- 
greso. — Buenos Aires, junio 9 de 1950. Año del Liber- 
tador General San Martín. — Carlos Q. Delfín*. 



PALLO DE LA COBTE SUPREMA. 

Buenos Airea, 15 de marzo de 1951. 

Vistos los autos: "Ventimiglia Héctor Oréate o,/ 
Sociedad Unión de Créditos para C. en la Argentina 
(S. TJ. C. A.) 8. A. s/ cobro de diferencias de sueldo*". 
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en los o,ue se ha concedido a fe. 66 «1 recurso extraor- 
dinario. 

Considerando : 

Que conforme lo decidió esta Corte en el caso Gas- 
par M. Portillo v. Banco El Hogar Argentino Hipote- 
cario (Palios: 210, 531) el decreto "nacional N tf 119.630, 
en cnanto a la jurisdicción del Tribunal Bancario coa 
asiento en la Capital Federal, ha sido dictado por el 
Poder Ejecutivo sin excederse de sos facuttades regla- 
mentarias, atribuyéndole el mismo sentido que so des- 
prende de la discusión parlamentaria de la ley N* 12.637, 
cuyo art. 9* reglamenta. 

Qnc es doctrina constante de la Corte Suprema qne 
el H. Congreso puede válidamente dictar normas de 
procedimiento si 3o considera necesario para asegurar 
el ejercicio de ciertos derechos resultantes de códigos 
y leyes cuya sanción le corresponde (Palles: 184, 490; 
190, 124; 211, 410). 

Por ello y habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se revoca el falto apelado de fs. (¡0, declarán- 
dose que el Tribunal Bancario de la Provincia de Bue- 
nos Airea es incompetente para entender e» la presente 
eaosn. 

Lito II; Losohb — Tomás D. 
Casares — Feupr Santiago 
Pérez. 
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RECUWQ EXTRA QBDltf AHI ; Rettmttüoa propios, ¿Vatesct» rfr- 

ftnihvm. Resoluciones anteriores a ta unttncia definitiva. Varios, 

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra 
I» resolución de la Cámara Fiscal de Apelación de la Pro?, 
de Buenos Aires que revocó varias decisiones de la Diree- 



apelaci-ón y nulidad interpuestos — sin perjuicio de que 
Jo», miamos sean considerados validos par* la estación 
oportuna de! juicio—, y que, proveyendo el recurso extra- . 
ordinario deducido ante ella, declaró que la sentencia ape- 
lada "admite el futuro conocimiento de la causa ea su 
integridad por el Tribunal"; de donde resulta con clara 
evidencia que la reaolnción recurrida no es una sentencia 
definitiva típica, ni cabe tampoco equipararla a aquéllas, 
pire» el único agrario üansceptible da reparación que 
causa es la continuación del procedimiento. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Prmcipioé gtmmal». 

La jurisdicción extraordinaria de la Corte. Suprema está 
supeditada a loa extremos que la ley requiere para ta 
ejercicio, tal eomo lo dispone el art. 95, ap. último, de la 



Viatoa lo» autos: "Recurso de hecho deducido por 
Susana Mari» Ana Pereda de Bary Tornqaist en la 
causa Porcel Oscar A. denuncia sobre evasión de im- 
puestos por la sucesión de don Celedonio Pereda", para 
decidir «obre su procedencia. 

Y considerando: 



Que la precedente queja se trae a esta Corle a raía 
de la denegatoria por parte de la Cámara Fiacal de 





FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 15 de marzo de 1951. 



FALLOS DE LA COftTI SUPREMA 



Apelación de la Provincia de Buenos Aires del recurso 
extraordinario deducido por los recurrente» en los an- 
tee "Porcel Oscar A. denuncia sobre evasión de impues- 
to* por la sucesión de don Celedonio Pereda". Alégase 
que, si bien el referido organismo lia pospuesto "la 
consideración inmediata de la cuestión sustancial plan- 
teada en autos", "al prepararse una «liquidación» que 
se haría exigible en forma inmediata y que resultaría 
confisca toria de los bienes de tos peticionantes, ee canea 
el gravamen irreparable de que habla la jurispruden- 
cia" y se "liaco impostergable la intervención" de esta 
Corte. 

Que entre tanto de los recaudos acompañados & 
requerimiento de esta Corte resulta que lo decidido por 
la Cámara Fiscal de Apelación fué "revocar las resolu- 
ciones de la Dirección General de Rentas que admite 
loe recarsoa de apelación y nulidad interpuestos, de- 
biendo volver estos autos al inferior para qne se prac- 
tique la liquidación pendiente, la qne será notificada 
a los interesados, debiendo pronunciarse sobre las re- 
clamaciones si aquéllos no la consienten, hecho lo cual 
vuelvan los autos al Tribunal para que pueda abocarse 
al conoeimiento integral de la eausa". Todo ello sin 
perjuicio de que loe recursos interpuestos sean consi- 
derados válidos para la estación oportuna del juicio". 

Que además y proveyendo al recurso extraordina- 
rio deducido ante ella, la misma Cámara Fiscal ha de- 
clarado también que la sentencia apelada "admite el 
futuro conocimiento de la causa en sn integridad por el 
Tribunal, y no constituye ni prepara ningún «tolo eje- 
cutivo de la deuda flaca] controvertida que pueda ha- 
cerse valer contra los recurrentes". 

Que así las cosas es de clara evidencia que la re- 
solución apelada no pone fin al pleito ni impide sn con- 
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tinuacion, no siendo- en consecuencia una sentencia de- 
finitiva típica. Tampoco cabo equipararla a aquéllas 
pnos en verdad, el único agravio insusceptible de repa- 
ración qae causa es la continuación del procedimiento, 
que por sO misítta esencia excluye la calificación de 
gravamen definitivo, consistente precisamente en cerrar 
el camino para la exoneración de los peticionante*, así 
sea por vía del ofecto práctico del pronunciamiento. 

Que la jurisdicción extraordinaria de esta Corte 
está supeditada a los extremos que la ley requiero para 
au ejercicio, tal como lo dispone el art. 95, ap. último, 
de la Constit ución Nacional y esta Corte ha tenido rei- 
terado ocasión de refirmarlo. — Falloa: 214, 257, los 
allí citados y causa "Recurso de hecho deducido en loa 
antos Pereda Celedonio Vicente sobre amparo" — . 

En a« mérito se desestima la precedente queja. 

Lois B. Losghi — Rodolfo Q. 
Valrnzubla _ Toiíís D. 
Casares — Felipe Santiago 

PáBEZ. 



CIPRIANO RETES Y OTROS 
HABRAS CORPUS. 

El recuno de kábeai corpvs no procede cuando Be lo in- 
tenta a favor de personas detenidas por orden del jues a 
quien compete el conocimiento de la causa que se le sigue, 
norma que tiene fundamento bastante en el art. 29 de la 
Constitución Nacional. 

RABEAS CORPUS* 

Loa términos amplios en qne está redactado el apartado 
final del art. 29 de la Constitución Nacional no impiden 
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qne sea ante el juei de la causa donde deben formular»* 
lM prtmooea correspondientes al estado de aquélla, alendo 
a su ves las resotuekmea del magistrado competente, sus- 
ceptible* de loa recursos que Muerdan las leyes, para el 
caso de disconformidad con las mismas por parte del inte- 
resado; no siendo la tía del habeas corpas un sustituto de 
los referidos recursos. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Rttjuwtoi propios. Contienes no 
ftdtntn. Krrlusi/in de tas cuestiones As keeXo. Regla» generóles. 

La Cnrfe Suprema no puede, eonodendo por la vía del 

recurso extraordinario, revisar los hechos de la causa, res- 
pecto da los cuales las decisiones dictadas en l4<* instancias 
ordinaria* son finales. 



Skktekcta del Jubs Federal 

R oraos Airea, noviembre 23. Año del Libertador O ene ral San 
Martín, 1850. 

Autos y vistos: 

Para resolver el recurso de hébeaa corpus interpuesto por 
el Dr. Ltiis Revnal O'Connor, en favor de sus defendidos 
Cipriano Reyes y Darío Cofre ; y 

Considerando: 

El recurso «le habeas corpus que autoriza el art, 29 ¡n fine 
de la Constitución Nacional es Ja garantía jurídica de la de- 
claración contenida en el mismo artículo : "Nadie puede ser. . . 
amatado sino en virtud de orden escrita de autoridad compe- 
tente". De loa informes producidos, decoraciones de fe. 49 y 
50, y tersainoi del «©rito en que se interpone el recurso (fs. 
1 TU. cap. titulado Hechos) resulta: 

Que la* personas a cuyo favor se interpone el reeutso se 
encuentran detenidas por orden de un Jnes de la Nación, coya 
inveatidurs y capacidsd le^ral no hnn sido cuestionadas ; 

Que 1» detención se encuentra justificada con suto de pri- 
sión preventiva dictado en un proceso seguido de conformidad 

con las Dormís procesales vigentes. 

En tales circunstancias es incuestionable que la privación 

de la libertad de Cipriano Revea y Dardo Cufré, obedece a 
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un» orden d* autoridad ¿oropélente, lo qae haee improcedente 
el recurso articulado. 

Qtt» 1* decisión del suscripto debe limitarse al examen de 
loa pniitoa ezpueatoa, comprobando en forma sumaria laa con- 
dicione» en que tas personas a cuya favor ae recurre, han sido 
privada» de au libertad. Artt. 29- d« h Con at ilación Nacional 

^^^&z d iT^¿r ,6n "• ,ibro IV 

HetaalTO: 

Desestimar el recurso de hábeaa corpna interpuesto a fs, 1 
etm costas - MtguO. J. ¿¡ivas ArfftoUo. 

Sentewcu de la C&mara Federal 

Ba Tartira95Íf Í4m5>n ' * LiberUd0r O"»" 1 8" 

ViaU U «utt b» 8783, para resolver la apelación interpuesta 
■ fs. 66 por el peticionario Dr. Imis Reynal O'Connor 7 conce- 
dida a fs. 66 s-ta. ; 7 

{Considerando: 

, 1 QW" deduce reedrso de hfibem corpas en favor de loa 
ciudadanos Cipriano Reyes y Dardo Cafré por los fundamento! 
del escrito de su interposición de fs. 1, recurso que substanciado 
le es denegado por el a-quo a fs. 64, 

2» Que el recurso de hateas corpus que la Carta funda- 
mental otorga a todo habitante, lleva en esencia el principie, efe 
reparación a medidas injustas dispuestas por los jaece* natu- 
rales de la Constitución, escapan a wa órbita de reparación, 
porque al hacerlo ha existido el principio de Juicio, la notifi- 
cación de causa al ineolpado, mi declaración, indagatoria y 
deraia pormenores del proceso; y en la causa aub-examen 
multa acreditado fehacientemente, que las personas a cuyo 
favor e! recurso se interpone, se encuentran detenidas a orden 
de- Jilea competente y existe además dictado el auto de prisión 
preventiva. Si ello es así, conforme a la ley y la doctrino, como 
a Jos principios constitucionales vigentes, el recurso traído 
resulta improcedente. Así se declara 
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Por dio, confírmase en toda» sos parte» el auto de í* 64 
qup desestima el hábeas corpus interpuesto a fa. 1, con caitas. 
— Béctor Carito Adamo. - Juan Cfar Somero ¡barro, - 
José B. Imita Carnet 

Dic-tauex del Procurador General 

Suprema Corte: 

Lo resuelto so ajusta a los principios constitucio- 
nales y a la jurisprudencia elaborada por V. E. eii tomo 
al recurso de hábeas corpua. 

Procede-, en. consecoencia, confirmar el auto apela- 
do por aos fundamentos. — Buenos Aires, febrero 28 
de 1951. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de marzo 'le 1951. 

Vistos los autos: '* Recurso de háfeoaa corpua inter- 
puesto por «1 Dr. Luia Reynal CVConnor en favor de 
Cipriano Beyes y Dardo Cufré", en los que a fs. 76 ee 
ha concedido el recurso extraordinario. 

Y considerando: 

Que es principio admitido desde antiirao por la ju- 
risprudencia de esta Corte que el recurso de hábeas 
corpus no procede cuando se lo intenta a favor de per- 
sonas detcnidaH por orden del joez a quien compete 
el conocimiento de la causa qne se le sigue. Y tal norma 
tiene fundamento bastante en el art. 29 do la Constitu- 
ción Nacional que estableó© que nadie puede aer arres- 
tado sino en virtud de orden escrita de autoridad com- 
pétente. 
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<Jue los términos amplios en que está redactado el 
apartado final del referido art 29 de la Const. Nacional 
no impiden que sea ante el juea de la oansn donde deben 
formularse las peticiones correspondientes al estado 
do aquélla, siendo a su vea las resoluciones del magis- 
trado competente, susceptibles de los recursos que acuer- 
dan las leyes, para el caso de disconformidad con las 
mismas por parte del interesado. No es dudoso que la 
vía del babeas corpus no e" un snstitnio de loa referidos 
recursos. 

Que, por lo demás, el Tribunal, conociendo por la 
vía del recurso extraordinario no puede revisar ios he- 
chos de la causa, respecto de los cuales las decisiones 
dictadas en las instancias ordinarias son finales. 

En so mérito y habiendo dictaminado el Sr. Pro- 
curador General se confirma la sentencia apelada de 
fs. 71 en lo que ha podido ser objeto de recurso extra- 
ordinario. 

Luis B. Lohohi — Tomas D. 
Casare» — Felipe Santiago 
Pérez. 



■ 

ANTONIO ROSSELLO v. DIRECCION GENERAL 
IMPOSITIVA 

RPCVRSQ fl«(piiiíí« prepwi. Cnettién /«- 

dkral Cuestiones federales nwpfcr*. Interpretación de las Ugtt fede- 
rales. 

Procede el recorso extraordinario si en autos se discuten 
disposiciones de la ley de impuesto a Eos réditos n» 11.683 
t o. referentes a la procedencia del juicio de repetición, 
y la sentencia en recurso es contraría a la interpretación 
que de dicha ley ha hecho el representante del Pise». 
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IMPUESTO A LOS REDITOS: Prcc*<tom*ato y «CflM. 

De los arta. 41 de la ley 11.683 (t. o.) y 74, 33, ap. 3», 
y 92 — texto actualitado— de la misma ley, resulta que 
teta mantiene el principio de la exigencia del recorro d* 
repeticion ante la autoridad administrativa, para que 
proceda- la reclamación por vfa judicial, lo que se encuen- 
tra confirmado por lo dispuesto por los artft. 93, 75, apa. 
b) y e), 76 y 77; de. todo lo coal se desprendo que no 
existe disposición alguna que autorice a los contribuyentes 
a iniciar demanda judicial, sin haber instaurado el men- 
cionado recurso ante la autoridad fiscal. 

IMPUESTO: Prmcipiet ge**r*Ut. 

Bl derecho fiscal es ana rama del derecho publico que tiene 
conao finalidad «roa buena y equitativa distribución y re- 
caudación de los impuestos para loa fines que persigue el 
Estado, y cuyoa principio» rigen solamente en orden al 
proposito impositivo, sin subordinarse a las formas jurí- 
dicas del derecho privado. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Principio! ptneraln. 

Sólo son de aplicación en el derecho fiscal las normas 
- que rigen para la aplicación del tributo y la defensa de los 
contribuyentes de la manera eomo han lido establecidas 
en la respectiva ley ; por lo que resolta totalmente inapli- 
cable en la causa la tesis sustentada por el contribuyente, 
respecto a ls unidad que forman el juicio ejecutivo y su 
coiuecucnte ordinario, para negar a la conclusión de que 
debe ser eliminado el recurso administrativo de repetición 
cuando ha ocurrido el cobro compulsivo del impuesto a los 
réditos. 

IMPUESTO A LOS BEDiTQS; Principia ¡r*wr*l«. 

Conforme al art. 13 de la ley 11.683 t. a., en la interpre- 
tación de sus diaposiciones o de las leyes impositivas su- 
jetan a ra régimen, ee atenderá al fin de la* ñusnas y s «a 
significación económica, y sólo podrá recurrirse a las nor- 
mas, conceptea y términos del derecho privado, cuando no 
sea posible fijar, por la letra o por su espíritu, el sentido 
o alcance de la* normas, concepto* o término» de las dispo- 
aciones primeramente mencionadas. 
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Sentencia del Juez Federal 

Tucnmán, 27 de diciembre de 1948. 

Y vistos: para resolver la oposición de habilitación de ins- 
tancia, formulada por el Sr. Procurador Fiscal a fa. 221 es 
este jmcio seguido por "Antonio Rossello contra Pisco Nacional 
(Dirección General Impositiva) sobre repetición de impuesto a 
los Réditos , y 



I. Que del escrita de demanda, (ta. 22/24) y de lo articu- 
lado por el actor al evacuar la vista conferida con motivo de la 
oposición Fiscal de fs. 221 (fa. 224/225), se desprende que la 
repetición intentada en el caso subexamen lo ha sido por el 
trámite del juicio ordinario y no por «I de "demanda con- 
tenciosa , legislada en la Ley 11.683 texto actualizado 1947. 

Que de cae modo, el primer problema a «sotar n decidir 
si es factible pretender la repetición de impuesto a loa Réditos 
por otro camino legal que el preceptuado por la ley procesal 
tributaria. 

Que al respecto, el proveyente conceptúa que ello no es 
posible, desde que la existencia de una ley instrumental especí- 
fica — cuya ratón de aer encuéntrase en ta necesidad de asegu- 
rar el cumplimiento de las relacione» tributarias substantivas 
y de Tas existentes entre organismo perceptor y particulares 
{llámense contribuyentes, responsables, etc,)— hace que la tra- 
mitación de las cansas deba ajustarse a los cañonea expresa- 
mente señalado* por la ley de la materia. 

Qne es principio consagrado en la doctrina del moderno 
derecho tributario y aceptado en la le^Blación positiva que en 
materia fweal rige» exclnyentemente las normaa «raíales de 

la» leyes fwalea («fa: 12. y 13, I>y 51.683 t. T7n 1947), 
siendo únicamente de aplicación loa precepto» del derecho co- 
mún en loa eaaoa no previstos por aquéllas (art. 89 Ley citada). 
Por lo demás, la tes.. que « sustenta surge, en lo adaptable, 
del pronunciamiento de la Corte Suprema registrado en ra 
ColeceWm de sus Fallos : 193-81 e inspírate en la necesidad de 

SSlSS «a«°nomía dogmática y estructural del derecho 
tri trata no. 

Que aceptar la plena autonomía de la voluntad individual 
en esta materia de derecho público, al extremo de antorir&r que 
la «ola clasificación de loa trámites importe la alteración esen- 
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cial de los mismos significarla tuto como legitimar la inocuidad 
de U ley especial y, de ese modo, posibilitar la consecución de 
fines que por los caminos normales no sería posible obtenerlos. 

Que 3a sola circunstancia, de constatarse el ejercicio de 
una acción inidónea para abrir una instancia de repetición 
— articulación en juicio ordinario — bastaría pura declarar su 
Improcedencia; pero razones de economía procesal deciden al 
proveyente encoadrar las pretensiones de las partes en las 
preceptivas de la ley de la materia. Por lo demás el criterio 
qu* aquí w establece concuerda por lo resuelto por la Cámara 
Federal de Bahía Blanca en sentencia de fecha 13 de febrero 
de 1947. dictada pn la cansa "Cía. de Electricidad de Tandil 
(nsina popular) vs. Pisco Nacional (Dirección General Impo- 
sitiva), sofere demanda contenciosa por repetición". 

Qne por lo expuesto declaro que la demanda deducida a 
f*. 22/24 debe interpretarse como introductiva de la demanda 
contenciosa, nominda. y prevista en las disposiciones de la Ley 
11.683 <f, a. en 1947). Así resuelvo esta primera cuestión. 

II. En cnanto a la cuestión de procedencia de la instan- 
cia: el art. 74 de la ley 11.683 (t. a. en 1947) expresamente 
establece que: "los contribuyente» o responsables podrán re- 
petir los impuestos interponiendo recurso ante la Dirección, 
et- que será requisito necesario para ocurrir a Ja justicia". 

Que, por bu parte, el art. 76 de la citada ley dispone ; "en 

la demanda contenciosa por repetición de impuesto no podra 
el actor fundar am pretensiones en hechos no alegados en 'a 
instancia administrativa": de modo que de la aplicación armó- 
nica de ambo* preceptos dedúcese sin mayor esfuerzo que la 
repetición judicial presupone dicha articulación en sede ad- 

Qne no encuadrando el cano <¡nb-e*«meti en ningono de los 
tres incisos del art. 75 de la I*ey 11.683 (t. a. en 1947), que 
previ loa supnwtc* en los enalea podrá interponerse demanda 
contenciosa contra el Fisco Nacional y siendo que los prece- 
dentes jnriapradenciale* que contemplan idéntico caso al plan- 
teado (Corte Suprema 203-92 y los allí citados) no pueden 
tener absolotat validez frente al texto expreso en contrario de 
la ley actual por haber sido elaborados en torno a una ya 
derogada, corresponde decidir la improcedencia de la instancia 
por no haberse cumplido el previo requisito del recurso admi- 
nistrativo de repetición. Por lo demás así lo tenjro resuelto 
en sentencia del 12 de noviembre de 1947, confirmada por la 
Exema. Cámara Federal de Tucumin el 30 de abril de 1948, 
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en la eausat "Antonino ViUeeo Ta. Fisco Nacional (Dirección 
Oral Impositiva) sobre repetición'*. 

Que la disposición contenida en el art. 92 de la ley *tf.«pr* 
citada en nada altera la conclusión que se «ostenta, desde que 
dicho precepto reíteie y contempla nna nueva camal de impro- 
cedencia de instancia para loa supuestos en loa que los contri- 
buyente*, habiendo satisfecho una deudas de impuesto mediante 
apremio y cumplido el previo reclamo administrativo, preten- 
dan repetir las sumas pagadas sin haber abonado las acceso- 
risa y costas. 

Por lo expnesto y de conformidad con lo dictaminado por 
el Sr. Procarador Fiscal. 

Resuelvo: declarar improcedente la instancia judicial en 
esta demanda contenciosa: "Antonio- Rossello va. / Pisco Na- 
cional (Dirección Oral. Impositiva) sobre repetición de im- 
puesto a le* Réditos", por no haberse cumplido con el previo 
reqnwito del recurso, administrativo. — Benjamín. Costio. 

Sentencia oe i*a Camas* Federal 

Ta t?nflW ,nÍ ° Añ ° Uiber,ador Qeneral 8" Mar- 

Y vistos: El recurso de apelación concedido a la parta 
actora a fs. 229 vta., contra la sentencia dictada por el Sr. 
Juw Federal de Tucumán de fs. 226 a 228 de estos autos 
caratulados: "Antonio Rosello contra Fisco Nacional (Direc- 

S& Qe r^ ra! to PWB*»>» «*« «Pación de impuesto a lo. 
Réditos' y 

Consíderandoi 

Que- en 3a especie es de aplicación el art. 92 y no el 74 de 
la ley 11.683 (T. Aet. en 1947) como lo pretenden los procuré 
dores del Fisco. " 

Que el recurso de repetición previsto en este último texto 
legal, según se desprende de la propia ubicación en el Capítulo 
X de la Ley, solo ea viable en el procedimiento contencioso 
seiruido ante la Administración Pública y se interpone en la 
Dirección General de Réditos como en el mismo se establece con 
motivo de un lomario administrativo por actos u omisiones da 
carácter penal o civil y tiene por objeto preparar o dejar expe- 
dita la vía contrarios* judicial a que ae refiere el Capítulo XI 
de la ley ya citada. 



i» ra u corra bupsmí a 

Que como bien ** advierte no ea este el caso de antes. I*a 
presente demanda se ligue no como coiuecoene¡a de un pro- 
cedimiento administrativo anterior sino qae está dirigida a 
perseguir la reparación de ka ««"vio* cinwdoa al actor por 
-ana acción judicial de apremio en -que el Fisco directamente 
ejecutó loe impuestos adeudados por Roewllo. Mal puede pre- 
tenderse entonces que radicado defimtiramente el pleito en la 
instancia Judicial per virtud del juicio de apremio, te vuelva 
• la Admlnintración con un reclamo titulado "recurso de re- 
petición" que no solo no está autorisado en el apremio sino 
qae alterarla fundamentalmente laa jurisdicciones pan el jua> 
ganiiento y resolución de los litigios de orden fiscal o tributario. 

Que mandados pagar los impuestos en la acción judicial 
de apremio, no queda otra vía al ejecutado que la del juicio 
ordinario d* repetición sancionado por el art. 320 de la ley M 
y reglamentado por el art. 92 de la citada ley de Réditos, que 
no exige otra condición que el haberse satisfecho por el apre- 
miado el impuesto adeudado, accesorias y costa*. 

Que el caso jurisprudencial de Fallos 203-92 citado 
por el a-quo no está de acuerdo con la solución por él dada y 
el de Villeco va. Réditos — Repetición — que también cita en 
abono de ra criterio eontempla ana aílaaeión distinta a la sub- 
examen pues en dicha cansa se inició jnicio de repetición 
después) del recurso de reconsideración deducido ante la Ad- 
ministración. 

Por lo expuesto, se 

Resuelve: 

Revocar el auto apelado en Jo qua ha sido materia del 
recurso, con lai coilas de esta instancia, en el orden causado, — 
NorUrio Antoni. — Luis A. Arguello. — Domingo S. Aramayo. 



Dictamen del Pbocubadob Geheeal 



Suprema Corto: 

Los recursos extraordinarios concedidos a fs. 253 
7 261 son procedentes, por ser la decisión apelada con- 
traria a laa pretensiones que loa interesados fundan en 
la inteligencia qne atribnyen a normas federales. 
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En cuaato al fondo del asunto, el Fisco Nacional 
actúa por intermedio de apoderado especial, el que ya 
ha asumido ante V. E. la intervención qao le corresponde 
(fs. 266 y 270). — Buenos Airea, septiembre 14 de 1950. 
Año del Libertador General San Martín. — Cortos G. 
Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de marzo de 1951. 

Vistos los autos "Rossello, Antonio c./ Dirección 
General Impositiva s./ repetición", en. lea que so han 
concedido los recursos extraordinarios a ta. 259 y 261. 

Considerando: 

Que el recurso del art. 14 de la ley n" 48, ee proce- 
dente por cuanto se discuten disposiciones de la ley de 
impuesto a los réditos n' 11.633 t. a. referentes a la 
procedencia del juicio de repetición, y la sentencia en 
recurso es contraria a la interpretación que de dicha 
ley ha hecho el representante del Fisco, (art. 14, inc. 
3», de la ley n* 48). Por tanto, así se declara. 

Que en cuanto al fondo del asunto la sentencia re- 
currida resuelve que, en la especie, es de apU caerán el 
art. 92 y no el art. 74 de la ley 11.683 (texto actualiaado 
en 1947). Como en los pronunciamientos de primera y 
segunda instancias se hacen interpretaciones dispares 
respecto a fallos de la Corte Suprema, corresponde ana- 
lizar las disposiciones legales pertinentes con «1 fin de 
dejar claramente expuesta la doctrina del Tribunal, tal 
como éste conceptúa que surge del estatuto pertinente. 

El art. 41 de la ley 11.683 (t. o.) disponía que cuan- 
do el impuesto faere abonado voluntaria o compulsiva- 
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mente, el contribuyente, para repetir el pago por la vía 
judicial, debería previamente interponer reclamación 
administrativa ante la Gerencia. Es decir, que no dis- 
tingue entre pago voluntario o como consecuencia de 
una ejecución para erigir — en ambos supuestos — la 
previa reclamación administrativa. En el texto actuali- 
zado, de la misma ley, correspondiente al año 1947, ese 
artículo lia sido reemplazado por el 74 que, sustancial- 
mente, establece lo mismo aunque en forma más concisa 
al decir que los contribuyentes podrán repetir loa im- 
puestos interponiendo recurso ante la Dirección, el que 
será requisito necesario para ocurrir ante la justicia. 
Completando el sentido de este artículo, se dispone en 
el apartado tereero del art. 38 qne: "Luego de iniciado 
el juicio de apremio, la Dirección no estará obligada a 
considerar la reclamación: del contribuyente contra el 
importe requerido sino por vía de repetición y previo 
pago de las costas y gastos del juicio e intereses y re- 
cargos que corresponda Este -concepto es reiterado 
en el art. 92 cuando se declara que en los casos de sen- 
tencias dictadas en los juicios de apremio por cobros 
de impuestos, la acción de repetición sólo podrá dedu- 
cirse una vez satisfecho el impuesto adeudado, acceso- 
rios y costas. Resalta de ambas disposiciones —que s* 
complementan— que la ley mantiene el principio de la 
exigencia del recurso de repetición ante la autoridad 
administrativa para qne proceda la reclamación por vía 
judicial. Es por ello que el art. 93 dice que el cobro de 
los impuestos por la vía de apremio tramitará indepen- 
dientemente del curso del snmario a quo pueda dar 
origen la falta de pago de los mismos. 

Qne la ley mencionada cuando entra a tratar sobre 
el procedimiento contencioso judicial, dispone, en el 
art. 75, que: " Podrá interpondré demanda contenciosa 
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contra el Fisco. .. b) En loa casos de resoluciones re- 
caídas en recursos de repetición; c) En los casos de no 
resolverse administrativamente, dentro de loe plazos 
que establees la ley, los recursos de repetición y recon- 
sideración. . . En su parte final la misma disposición 
establece que la demanda deberá presentarse en el pe- 
rentorio término de quince días a contar de la notifica- 
ción de la resolución administrativa; y el art. 76 dice 
que en ]a demanda contenciosa por repetición de im- 
puestos no podrá el actor fundar sus pretensiones en 
hechos no alegados en la instancia administrativa; agre- 
gando que sólo procedo la repetición por los períodos 
fiscales con relación a los cuales se haya satisfecho el 
impuesto basta ese momento determinado por la Di- 
rección. Consecuencia de lo precedente es que se exija, 
en el arfc. 77, que presentada la demanda el juez reque- 
rirá ios antecedentes administrativos a la Dirección Ge- 
neral en oficio en qne se har» constar la fecha de BU 
interposición. No existe en el texto legal disposición 
alguna que autorice a los contribuyentes a iniciar de- 
manda judicial sin haber instaurado el recurso do repe- 
tición ante la autoridad fiscal; todo lo contrarío, de la 
correlación de sus artículos resulta impuesta la obliga- 
ción de seguir un trámite administrativo que no se mo- 
difica por la circunstancia de qne haya eido necesario 
emplear un procedimiento compulsivo contra el contri- 
buyente remiso en el cumplimiento de las cargas impo- 
sitivas. De no haberse establecido este procedimiento 
se llegaría a la situación paradójica de que quien no 
ha cumplido con sns obligaciones fiscales se encontraría 
en situación más cómoda que el que ha pagado sin ne- 
cesidad de ejecución judicial, puesto qne este ge encon- 
traría precisado a cumplir con la exigencia de continuar 
tramitando el expediente administrativo y esperar du- 
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rante el término que fija la ley una resolución para 
sólo entonces iniciar su demanda, debiendo limitarse a 
alegar en la instancia judicial sobre loa hechos de que 
ya hizo mención en el trámite administrativo y que han 
sido contraloreados y disentidos por el Fisco, mientras 
que el contribuyente ejecutado tendría toda la libertad 
para elegir el momento de iniciar su acción y de ofrecer 
hechos nuevos y de los cuales no habría tenido noticias 
□i oportunidad de compulsarles la Dirección Impositiva. 

<Juo sobre los fundamentos procedentemente ex- 
puesto», están otros dimanados de la naturaleza de las 
leyes impositivas. Este Tribunal tiene declarado que el 
derecho fiscal es una rama del derecho publico que tiene 
como finalidad una buena y equitativa distribución y 
recaudación de los impuestos para los fines que persi- 
gne el Estado, y cuyos principios rigen solamente en 
orden al propósito impositivo, sin subordinarse a las 
formas jurídicas del derecho privado (causa: Pedro 
Dionisio Dnhaldc, repetición; Palios: 211, 1254). Sólo 
son de aplicación en el derecho fiscal los normas que 
rigen para la aplicación del tributo y la defensa de los 
contribuyentes de la manera como han sido estableci- 
das en la respectiva ley. Por ello la tesis qne sustenta 
la actora, respecto a la unidad que forman e l juicio eje- 
cutivo y su consecuente ordinario para llegar a la con- 
clusión de que debe ser eliminado el recurso administra- 
tivo de repetición cuando ha ocurrido el cobro compul- 
sivo, resulta totalmente inaplicable en la causa. La mis- 
ma ley 11.683 1. a. establece que *'en la interpretación 
de las disposiciones de esta ley o de las leyes imposi- 
tivas sujetas a su régimen, se atenderá al fin de las 
mismas y a su significarión económica. Sólo cuando no 
sea posible fijar, por la letra o por su espíritu» el sen- 
tido o alcance de las normas, conceptos o termino* de 
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las disposiciones antedichas, podrá recurrir» a las nor- 
mas, conceptos y término* del derwno privado", art 12. 
Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
ae revoca la sentencia apelada. 

Lvia B. Longhi — Toaais D, 
Casare-. — Felipe Santiago 



LIBERATA BABBIONUBVO v. NACION ARGENTINA 
RECURSO ORDINARIO DE APBLACIOX: Tere— «Mtaacfe. G*. 

El re™™ ordinario de apelación en tercera instancia pro* 

ía Cort * **m¡& en los cah. previsto, en ls 
ley 4(to5. . 

IrABOS Y PERJUICIOS: Calp». E#n«mtr*itw*L 

8í la «ctora sostiene ante la Corte Suprema —en un inicio 

seguido por indemnización de danos y perjuicios— qoa 
b la canuoneta de la Nación demandada no hubiere catado 
en infracción de ]& lev, no k habría producido el accidente 
qne costó la vida a sn hija ; tu tuto la ote* parte afirma 
que si la víctima -de solo tres anos y medio de edad- 
no se hubiera hallado «ola 7 a dieciocho metros de ta casa 
de la madre, tampoco habría tenido 1 turar dicho suceso: 



supuestos, por *f solos, no pueden fundar una con- 
dena m una absolución, «no que e» necesario examinar la 
prueba aportada en el juicio, toda ve* que en el aumirio 
criminal ae sobreseyó definitivamente la cauta, por no 
constituir delito el hecho qne la motiva. 

DAflOS Y PERJUICIOS: XesponnlnUdoJ del B,f«fo, Accidente» 
de tramito. 

81 de la prueba «cumulada en autos surge que eran trea 
loa tripulantes, de la camioneta del Ministerio de Agricul- 
tura de la Nación qne causó la muerte do nna criatura 



* 
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de tres «fio* y medio de edad, y que el vehículo fué pri- 
meramente puesto eta Marcha hacia adelante, retrocediendo 
luego. sin que ninguno de ello* viera a la menor, ni tam- 
poco na do* testigos presenciales del hecho, antes de pro- 
ducirte «ate, no hay violencia alguna en concluir que todo 
te debió a la fatalidad y que, examinado el aueeso. con la 
guía de la aana critica, no ea posible atribuir negligencia 
grave al conductor ; por lo qne corresponde desestimar la 
acción tendiente a obtener la indemnización de loe daños y 
perjuicio» resultantes de dieho accidente, entablada por la 
madre de la víctima. 



Sentkncia mx Juez Federal 

La Bioja, mar» 31 de 194!». 

Y Viitos esto* autos caratulados "Liberata Barrionuevo v. 
I* Nación, por daño* j perjuicios" de los que 

Resulta: 

Que de fi, 2 a 3 corre la demanda entablada por Da. 
Liberata Barrionucvo en contra de la Nación, por indeami- 
ación dfr daño* y perjmcios, fundándose para ello- en las con- 
sideraciones siguientes, dice qne el 3 de junio de 1!>4S siendo 
aproximadamente las 16 horas, se encontraba na bija Rom 
Elena Barrionucvo en la vereda de su domicilio, en el Barrio 
del Triangulo de 1c* PP. CO. dé! Estado, y entre el «pació 

r< dista entre cata casa y la contigua bacía el 8ud, y próximo 
ferco exterior de las viviendas, fui arrollada por «na ca- 
mioneta de propiedad de Tejeduría Domestica, dependiente del 
Ministerio de Agricultura, de la Nación. Agrega la aetora que 
•1 vehículo dm referencia, con motivo y en ocasión de los ser- 
vicio» que presta en la mencionada repartición fué estacionada 
imprudentemente sobre la parte <iue hace la vereda a eacasa 
distancia del cerco de la línea del camino público y era condu- 
cida por el chófer Antonio B. Godoy. Qne el accidente qne 
costó la vida a su hija se produjo por colpa exclusiva del cbófer 
que conducía el vehícnlo de refereneia. al no tomar laa precau- 
ciones más indispensables que eligen las normas de prudencia, 
sobro todo teniendo en cuenta el lugar donde se produjo el 
hecho, habiéndose estacionado en la parte que corresponde a 
la vereda en un barrio de vivienda» modestas, escasamente 
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claustradas y donde los niños circulan constantemente y la 
calle carece de cordones que las separen de la* veredas; que 
mientra* Ja camioneta se eneoatral» estacionada, su hija con 
la curiosidad propia de au edad se eueontraba tocando la 
parte trasera del vehículo y al ser puesto en marcha, el chófer 
después de andar unos metros hacia adelante, imprudente- 
mente retrocedió, en cuya ocasión arrolló con una de la» ruedas 
traseras a Rosa Elena, de tal manera que esta le pasó por 
encima del cuerpo pi-oduciendole la muerte por lesiones inter- 
nas sufridas, a las tren horas de ocurrido el accidente. Dice 
qne el chófer advertid© por vecinos del lugar, -de la presencia 
de la menor antea de producirse el accidente, pero el chófer 
no procedió a parar la maquina, lo que hubiera evitado, aiu 
duda alguna, el percance. Continúa la actora que xu hija Rom 
Elena falleció a la edad de cuatro años, cuando constituía una 
eaperanta par» la madre, la que se /ropera ai se tiene en cuenta 
su calidad de soltera, en cuyo caso lo» hijos son loa únicos motivos 
de afección del ascendiente y la segura ayuda económica en 
U vejes, por cuyas razones estima los daños y perjuicios su- 
fridos, por el fallecimiento de su hija, en la suma de rain. 
15.000. Funda su demanda en los orts. 1109, 1113 y U33 del 
Código Cmt 

Por decretos de fia. 3 vta. reiterado a fs. 6 y fe. 8 rta. 
no se da curso a la acción instaurada, por considerar el in- 
frascripto que no han sido saturfechos previamente los recaudos 
exigidos por el art. 1* de la ley 3952. Por auto de fs. 10 vta., 
el Jnegado, considerándose llenador, los requisitos previos exi- 
gidos con anterioridad, provee a la demanda instaurada, orde- 
nándose se cite a estar a derecho en el termino de treinta días, 
al Poder Ejecutivo Nacional en la persona del Secretario de 
Industria y Comercio, mediante exhorto al Sr. Jues Federal en 
tumo en la Ciudad de Buen» Airea, y se ordena también 
qne se libre oficio al Registro 'Civil a fin de que remita copias 

de 1»b partidas de nacimiento y defunción de la menor Rosa 
Elena. 

A fs. 50 f el Sr. Procarador Fiscal, en representación de 
la Nación, contesta la demanda y niega los hechos y el derecho 
invocados por la actora; agrega que ésta, que se titula madre 
de la menor accidentada, no ha justificado el vínculo jurídico 
de parentesco con la menor por indemnización de cuya muerte 
acciona, y aunque ello* permite a la demandada plantear la 
excepción correspondiente, con el fin de no dilatar el procedi- 
miento, deja librado al criterio del Juagado la aplieación del 
art 4> de la ley 50. Continúa el Fiscal que es exacto que la 
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. . ... Barrioauevo ha muerto como eonsacaeoeia de golpea 

recibidos pw I» camioneta perteneciente a U Corporación 
Argentina de Tejeduría Domestica, en circunstancia en que 
U micros, ron evidente imprudencia, justificable sólo por «o 
edad ae habí, colgado de la «ja del whículo, * <*yo fin •» 
trepó «1 paragolpe trasero, ratón por la que nudo ser golpeada 
por m* «ando la camioneta biso ana rosnbbra de raWao 
Para luego tomar marcha baeU adelante. <Jue así cenata del 
Eformed* fa. » del expte. admÜjistMtivo que acompaña y 
que queda, plenamente probado en loa fundamentos y conclu- 
iones del proceso criminal incoado al ehófer de la camioneta 

D. Antonio F. Oodoy, y que desda ya lo ofrece como prueba. 

Continúa «1 representante de U demandada afirmando que el 
hecho habría»» producido: a) pof imprudencia exclusiva, de la 
víctima; b) la camioneta tenía los frenes y control de marcha 
en perfecto estado, y tanto es así que al advertir la «aidAda 
ta menor, por el grito de ana persona, pudo frenar ain haberle 
pasado nada mis que una rueda al cuerpo de la nina ; e) el 
chófer Qodoy tenía carnet da «radnotor y d) tanto Godoy 
como su» acompañantes Cnrriso y Gatuff prestaron a la , acei- 
dcntida inmediato auxilio* llamando a ta asistencia pública 
como consta en et sumario instruido y en el acta del espte. 
STinist. Fu.rfa.lo su escrito de contaattcMn i en los arta. 1111. 
1114 y 2T3 del Código Civil, y pide en definitiva el reeham 
de la demande, con imposición de costa* 

Considerando : 

Que ce un principio de derecho procesal, aceptado por la 
doctrina v la jurisprudencia, de que el onw P™"*™- f a 
el cargo de la prueba, está a cargo del actor Véase F»i¡j- 
193. v Suprema Corte de Joaticia, Fallos: 132, 303 
y 150, 232. . 

Que aiendo ello aaí, pasemoe ahora a determinar si la de- 
mandante Da. Liberata Barrionuero, ha pxobacto los extremos 
afirmados en su escrito de demanda, pues de dicha prueba de- 
penda qne prospere o no-la gestión judicial entablada. 

Asi, por ejemplo, la actora dice, que el accidente que 
ocasionó Uuwrte de su hija Rosa Klena, se produjo en un 
momento en que esta se encontraba en la vereda de su domi- 
cilio; esta afirmación ha quedado desvirtuada con la inapec- 
cióo ocular realiaada por el Juagado como medida para ^mejor 
proveer, que corre do fa. 1» vta. a 117 «alisada en presen- 
gg y «m el asentimiento de la demandante y au letrado patro- 
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ciñan W, puesto que bao firmado el acta sin nacer observacio- 
nes, en donde consta que el accidente se produjo mis o menos 
a 16 metros de ls puerta de la casa de la víctima y & 2 metros 
con 90 centímetros de la puerta del domicilio de la testigo 
Isabel Ramlres de Dfax, lo que demuestra que Rosa Elena no 
»e encontraba en la puerta de nú caía, ni tampoco en )a vereda, 
pues la distancia de casi tres metros que media entre la puerta 
de calle y el lugar del accidente, evidencian que aquélla te en- 
contraba en la calle, teniendo presente- para llegar a esta eon- 
cSutiem de que las veredas de esta ciudad, son angostas y no 
alean san a dos metros (véase croquia policial de fs. 63J. 

También afirma la aetors que antes del accidente, el chó- 
fer que manejaba la camioneta que Jo produjo, Antonio P. 
Oodoy, fué advertido por testigos presenciales, de que la me- 
nor se encontraba detrás del coche; esta aseveración ha sido, 
al igual que la an terior, desvirtuada por loa elementos de con- 
vicción qae corren agregados a lea autos, y por las propias de- 
¿foraciones de las testigos ofrecidos por la accionante; aal 
alinda Victoria Neyra a fs. 65 y Rosa Palacios de Ceba líos a 
fs. 66 vta. que son las dos peraonsa que presenciaron el acci- 
dente declaran que cuando viera* que ta menor se encontraos 
colgada aVÍ gnerdabarro tratero de la camioneta ana de ellas 
dió un grito de alarma y el chófer Godoy, frenó instantánea- 
mente pero y» era tarde por cnanto aquélla ya natía sido apre- 
tada por una rueda del coche, como se ve,' el chófer no fus 
advertido a tiempo, riño despaea de haber pasado la tragedia, 
situación ésta que ae explica fácilmente, pues sostener Jo con- 
trario, es deeir, que Godoy hu» una marcha arras sabiendo qu* 
la víctima se encontraba colgad* del paragolpe, equivale a 
afirmar que el chófer la mató intenciona] raen le o sea que co- 
met.iií el delito de homicidio, lo que resulta un absurdo en pre- 
sencia de la sentencia judicial absolutoria dictada por autori- 
dad competente. 

También Rostiene la demandante que el chófer Godoy antea 
de hacer marcha atrás no tocó corneta» esta afirmación resulta 
antojadisa por cuanto ningún testigo la ha corroborado, ratón 
por la eual ésta debe desestimarse, de acuerdo al recordado 
aforismo de que si actor le incumbe Is prueba de sus afir- 
maciones. 

Lss conclusiones precedentes se extraen de las declaracio- 
nes de todas la* personas qne en una o en «tra forma han asis- 
tido o presenciado el luctuoso suceso, de manera que entonces 
los hechos ocurridos, no se han producido como lo afirmara la 
actora, aino en forma mtir distinta, véanse las declaraciones 
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y» meiicionadaa v las de lo* testigo* Miffuel Aiiffel Car n 10 de 
U 68. Ramón Próspero Jatuff * fu. fi!» vta., la del inculpado 
Antonio P. Qodoy. ofrecida por la ««ora. que eorre a fs. 71, 
Amanda Neyra a fu. H7 vta. e Isabel Ramirea de Día» a fs. 88. 

Ahora bien, ai el accidente que costó la vida a la menor 
Rom Klena, a* ha prodorido en la forma que hemos dejado 
establecida, (dónde está la culpa o la negligencia del chófer 
GodoyF A juicio del proveyentí, «loa factowa no han gravi- 
tado en ninguna forma en el trágico acontecimiento, puee e*ta 
plenamente probado que la menor "Rom Elena ** etiwntTRha 
a regular distancia de bu domicilio y en medio del callejón, 
que m donde na encontraba estacionada la camioneta, y de cuyo 
guardabiirro trasero ae colgó la víctima. Por otr» parte, eepuu 
el informe de fa. 96, expedido por el Comisionado Municipal, 
el chófer Oodo-v tenia carnet de conductor de*de el mea de 
marzo de 1937. lo que hace presumir, por tratan» de nn 
profesional en la materia, que Godoy ha obrado en la emer- 
gencia con la prudencia y diligencia propias de un buen con- 
ductor de automotores. 

La. actora atribuye la culpa del accidente a Godoy por 
cuanto éste huso marcha atrás con el vehículo en lugar de 
seguir directamente en dirección al 8ud, para volver luefro por 
un callejón qne «ríate a corta distancia. Aceptando que aaf 
fuera I acaso ea prohibido hacer marcha atraa a loa vehículo» 
eumndo estos maniobran en lo» miburbioa de una ciudad* Evi- 
dentemente do; (fodoy en el momento del accidente m encon- 
traba en medio de un callejón, en el apartado barrio denomi- 
nado "El Triángulo'*, y al hacer retroceder el coche para 
abreviar distancias, no pudo imaginarse nunca que un mfto cató 
en medio de la calle colgado d* fin coche. El doloroso suceso 
que examinamos, ae produjo más bien por imprudencia o ne- 
gtiffeneia de la madre de la criatura, la que teniendo en cuenta 
su corta edad debió tomar todas las precauciones necesarias 
para evitar asi que au hija saliera, a jatear a la calle, para 
luego aer Víctima de nn accidente de trafico, de manera en- 
tonces que éste ae produjo, no por culpa del chófer Godoy Bino 
por el descuido o abandono de la madre, U> que I* inhabilita 
para invocar en su beneficio catas circunstancias agravantes, 
dT acuerdo al aforismo romano de que "nadie, puede alegar 
en au favor ra propia torpesa''. 

Qne de laa wnsideraeioneB que anteceden, ae arriba fácil- 
mente a la conclusión de que la muerte de la menor Rosa Ele- 
na, no ea ausceptible de indemnización, por no tratarse de un 

delito m m m >» ******* do,o "> *&mj*m m 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓ» 131 

to, por la ausencia de culpa o imprudencia; qne siendo aaí el 
«M ae encuentra encuadrado en loa art*. 1067 y 1111 del Cfid 
Uvil, Ir» que reajwcmaiuenle «stablft? en : "No habrá acto ilí- 
cito punible para los efectos de este Código, si no hubiere dafio 
causado, y otro acto exterior que lo pueda causar v «m que a 
aus afrentes se les pueda imputar dolo, culpa o negligencia'' 
Y el art. siguiente dice: "El hecho que no cause daño a la 

r^° na ^ P SSJ' f in0 P° r ?M imputable a ella, no 
impone responsabilidad alguna*'. 

Que en eoraecoencú, no existiendo en #1 *ub-jud:ee delito 
ni cuasi delito, no corresponde el resarcimiento que w reclama 
por cnanto &tP tiene por antecedente y causa determinante un 
hecho ilícito y sal se declara. 

. §*» P° r «*» P*te y tratando en lo posible de llegar a una 
solncon contato™ que contemple loa intereses de ambas 
partea en jujcio aceptemos por TÍa hipotética, de que et acci- 
m¡*m 6» producido por colpa o neirliseneia del chófer y de 
a victima; aceptando el aopuesto, Umpoco eería indemnisabip 
II muerte de la menor, por aquello de que la circunstancia de 
ia culpa concurrente y mutua se opone a la pretensión de que 
ron rte loa ealprmit «a índemnisado puesto hasta en loa deü- 
toa de injuria, del derecho criminal, esta consagrada la com- 

Que si los fundamento» que anteceden fueran insuficien- 
tes para rechazo de la arción reaarcitoria, voy a referí™ 
al sumario mstruído con motivo del accidente de tráfico que 
costó la vida a Rosa Elena Barrionuevo, el que corre agregado 
a ios autos. 

Después da haberse agotado ja investigación, tomándose 
declaración a todos los testigos presenciales, y a lll personas 
qua ocupaban la camioneta en el momento del accidente el 
del c " men 1» Provincia sobreseyó definitivamente la 
cansa por cuanto no existe ninguna persona responsable del 
infausto suceso, declarando que el miraw se produjo nV&úfo a 
ta propia imprudencia dé ta vittma (ver auto de & 79) 

. . Q" É *f* «ttaación es de estricta aplicación el art. U03 
del Cód Civil el que transcripto literalmente dice: "Desputa 
de la abso ucióu de! acosado, no se podrá tampoco alegar en 
el íu.c.0 eivfl la exwtencSa del hecho principal sobre el cual 
hubiera recaído la absolución". 

Cobjo se ve, la artuación del ebófer Godey ha «do definiti- 
vamente jasada por el tribunal competente, y en consecuencia 
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no pueden reabrir** nuevamente en esta instancia las causas 
determinante» de la muerte de la n ñor ni la responsabilidad 
del conductor. 

Aunque «tí tenia no es compartida por el letrado de la 
totora, lo que en perfectamente explicable, puesto que es contra- 
ria a íoa intereses a él confiados, ha sido aceptada rio ninguna 
reserva por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el 
Tribunal más alto del país y «' intérprete definitivo de las 
leyes quien aplicando el art. 1103, ha sentado la siguiente 
juráprudencia: "Que habiéndose insUorado proceso criminal 
contra loa conductores de la maquina que produjo el aeeidente, 
ae dietó aobreseimiento definitivo a favor de éstos, de suerte 
que en virtud de lo dispuesto por el art. "03 del C, C. ya no 
ea posible discutir en esta causa la responsabilidad civil que se 
atribuve a la empresa demandada, por la culpa o negligencia 
que se imputa a loa conductores de la maquina cansante del 
siniestro, porque la sentencia de sobreseimiento declara a loa 
encalmados libren de culpa y cargo en el desempeño- de pus 
•unciones como conductores de la locomotora y Ja sentencia 
erffl que condenase al demandado como responsable por falta 
de sws empleados. Tendría a producir el conflicto y escándalo 
jurídico que el artículo citado se ha propuesto evitar, de (pie 
do* junad iceione» igualmente soberana» dicten fallos contra- 
rios sobre el mismo punto". Y más adelante el alto Xribynal 
jigrc-Taba "Que no procede tampoco, en relaeión al art, 1103 
del T C. la distinción que signos tratadistas pretenden hacer 
rntre el sobreseimiento definitivo y el fallo absolutorio de una 
«cuaaeion. pues que, según el art 436 del Cód. de Prw, en lo 
Criminal, ei primero es tan afcsoíaro t irrevocable amo el 
sepWo. de tuerte que ambos cierran coa igual fuma y auto- 
ridad, ta puerta a teda dieeueiám ulterior, tobre taexute**» 
e imp*tab¡Udad de un hecho rttpeetó al cual em falloi ¡e kan 
pronunciado en sentido negativo" —Fallos: 107, 401—. 

El mismo tribunal refinnsndo la doctrina sustentada en 
el fallo anterior, ha establecido que la indemnización del daño 
procede únicamente cuando en el P*"» 1 « ¡í* ajelarado 

el acto del agente, de delictuoso -Fallos; 15. 325; 23, 390; 
52. 16*-. 

Que no obstante el resultado ne-jativo del pleito considero 
equitativo y así lo declaro que Isa costas se carguen en el orden 
causado por enant « la aetora pudo haberse creído con ratón 
plausible para litigar. 

Bn mérito ole las consideraciones de orden legal y jurídico 
que antecede y de la jurwprudencw citada, juagando en def.- 
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nitWa fallo ; desestimando la acción por dallos > perjuicios, 
ir,8tturada por Da. Liberata Barrionuevo en contra, de la 
Nación, sin rosta*. — Ituis Sí. de la Fuente. 



Córdoba, junio 26 de 1950. Año del Libertador General 8an 



T vistea-. 

El recurso d* apelación interpuesto por la actora eontra 
la sentencia de fa. 118. en los antos caratulados "tiiberaU 
Barrionuevo contra La Nación — Daños y perjuicio»" y 

Considerando: 

El Señor Vocal doctor Allende, dijo: 

La muerte de la meno* Barrionuevo ocurrida en las cir- 
cunstancias que señala la demanda no ha «enerado respon&abi- 
lídad penal para los conductores de la camioneta que apretó o 
en la que se milpeó dicha menor. El Juez del Crimen de la 
Prov. de La Rtoja ante quien se rioruió la cansa respectiva, 
dictó sobreseí miento definitivo cerrando é*í toda imputación 
de culpa para los ocupantes del vehículo. Si el art. 84 del Cód. 
Penal reprime con prisión de seis meses a dos aSos e inhabi- 



litación especial, en bu caso, por cinco a diez años al que por 
imprudencia, negligencia, impericia en sa arle o profesión o 
inobservancia de loa reglamentos o de loa deberes de su cargo, 
■cansare a otro la mnerte es lógico concluir que para que haya 
mediado el sobreseimiento en la cansa proal y con carácter 
definitivo el Juez que lo dictó ha de haber contemplado si 
habrá mediado o no esa imprudencia, mera negligencia o im- 
pericia, suficientes para la responsabilidad penal, ponqué sólo 
ante la comprobación de la inexistencia de esas imputaciones 
ha podido dictar la resolución apantada. 

La Corte Suprema ha dicho sobre el particular en senten- 
cia del lomo 192, pég, 210: "El sobreseimiento definitivo del 
acusado descarta la imputación de haber procedido con culpa 
capaz de fundar su condenación criminal, pero no excluye que. 
llevada la cuestión a los estrados de la justicia civil, pueda 
indagarse ai no ha mediado d* ra parte nna falta o colpa civil 
que ln responsabilizarla pecuniariamente. La ruina civil es. dis- 



Sentencu de la CAmara Federal 




134 FAIAO* IW LA CORTI 8CPRKMA 

tinta en grado y naturales* de U culpa penal como lo prueba 
respecto a «t* último, la responsabilidad refleja qne el derecho 
penal no conoce por ser su responsabilidad íntimamente per- 
sonal, r-wde la culpa no ser suficientemente clara o grave para 
respom -bilisar al agente ante la ley penal y puede, sin em- 
barga, configurar una falta, nn acto ilícito o un cuasi delito 
del derecho civil que lo haga incurrir en responsabilidad pe- 
cuniaria. Bn este sentido se ha pronunciado la jurisprudencia 
intfirretftndo loa arta. 1102 y 110S del C. Civil". 

La circunstancia de no tratarse en el caso de una absolu- 
ción en loa l¿r»iiif« del art. 1103 sino de nn me-ro sobresei- 
miento hace que no sea de estricta aplicación ese precepto 
legal, pero no puede sin embargo desconocerse que la resolu- 
í-iAn recaída en la cansa penal, en la forma dicha, comporta 
«na fuerte presunción de inocencia <le los presuntos cansantes 
ile la muerte de la menor, presunción qne la adora ha debido 
destruir con prueba suficiente capaz de cohonestarla y afir- 
mando así an derecho a reclamar una indemniaación. Arru- 
tando la declaración de los dos únicos testigos presenciales del 
accidento, o que al menos estuvieron en condiciones de apre- 
ciar la forma en qne ól se produjo, no se llega a una conclusión 
qn« favnreírn las pretensiones de> la demanda. En efecto, la 
testigo O-linda Victoria Neira. que declara a fs. 65. manifiesta 
que cuando los viajantes de la camioneta que produjo el acci- 
dente saliero.il de su casa y se dirigieron al vehículo para 
retirarse, ella se diripió a la puerta de calle con el objeto de 
hablarlos-, que la camioneta ya estaba con el niotor en marcha, 
aunque *ín moverse todavía. Que en esas circunstancias miró 
al ventolín v vió que desde la parte trasera, es decir del pitra- 
golpe w lartraha una nenita vecina de la declarante. Rosa 
Elena Harrionuevo. la que había catado colgada en ese sitio. 
Que al notar el peligro qne corría la criatura dió un fuerte 
grita a loa de 1h camioneta, cerró loa ojoa y ol abrirlos vjó a 
la chica en el suelo con la rueda trasera casi en el estómago ¡ 
agrega que no puede explicar la forma en que fué golpeada 
la chica, que cree qne los de la camioneta no la vieron y que 
lo ocurrido a juicio de la dícente se debe puramente a la 
fatalidad. 

La otra testigo presencial del hecho, María Rosa Palacios 
de Cebailos (fe. 66 «ta.), tampoco puede precisar la forma en 
que fuó golpeada la víctima, puerto que la camioneta se movía 
hacia adelante, que a su juicio loa ocupantes del vehículo no 
te vieron y que el suceso lo atribuye como la antemr a la pura 
fatalidad. 
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Los demás testimonios producidos, examinados por el a 
qw> nada concretan en contra del conductor y ocupantes de 1* 
camioneta como para fundar la responsabilidad de éstos, por 
lo que qo puede atribuirse la muerte de la menor Barrwauevo 
a la colpa o imprudencia de los mismos, sino, como dicen loa 
testimonios apuntados, a mera fatalidad, ya que deade la cabi- 
na en que estaban Los tres ocupantes es lógico que no rieran 
a la pequeña criatura colgada o arrimada en la parte trasera 
del vehículo, de tal modo que nada impedía emprender la 
marcha y aún retroceder un metro más en un sitio poco po- 
blado en el que -no se advierte ningún peligro u obstáculo, para 
esa maniobra. 

En su mérito y por los fundamentos concordante* del fallo 
apelado, voto por su confirmación «ra costas. 

El Señor Vocal doctor de Olmos, dijo : 

I. Da. Liberata Barrionnevo demanda al Estado Nacio- 
nal, en calidad de civilmente responsable, reclamándole la in- 
demnización de los daños y perjuicios que habría experimen- 
tado "los que estima en la suma de 15,000 m$n. a consecuencia 
de un hecho ilícito de nn chófer subordinado de aquél, quien 
piloteando un» camioneta, también de bu propiedad, -en el ba- 
rrio denominado "El Triangulo" o "Santa Justina" de La 
Rioja, al ponerla en movimiento arrolló a una menor hijita de 
aquella, produciéndole lesiones internas que al poco rato deter- 
minaron su fallecimiento. Funda su derecho y la correlativa 
obligación del Estado en las. normas de ley de los arts. 1109, 
1113 y 1133: de! Cód. Civil y pide se haga lugar n la demanda 
con interesea y costas (fs. 2-3 vta. del proceso). 

II. La Nación la contesta por medio del Sr. Procurador 
Fiscal (fa. 50-51 vta.) y luego de negar que loa hecaos se ha- 
yan producido como los relaciona la accionante y de descono- 
cerle el derecho que por sí se atribuye, aduee que el evento 
dañoso ha sobrevenido por exclusiva imprudencia de la víctima 
e invoca en au favor las conclusiones de ¡a jurisdicción criminal 
en el sumario que oportunamente labró en su sede, el que desde 
ese momento ofrece como prueba, para finalizar solicitando «1 
rechazo, con costas, de la acción entablada. Funda su preten- 
sión en lo dispuesto por las voluntades de ley contenidas en 
los arts. 1111, 1114 y 273 del mismo Código. 

III. El señor Juec a i¡uo desestima en .su sentencia (fs. 
118) la dem¡-ida entablada advirtiéndose como rafia deewlends 
del pronnnei amiento, que et hecho donoso habría aeaeeido por 
culpa de la accionante eslándole subordinados loa dos reste riten 
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argrumentoa sifrnienten ; de que el sobreseimiento definitivo dic- 
tado en el BumBrio «riminal impide la ulterior promoción de la 
«ción civil \ de que. en todo caso mediaría concurrencia de 
culpas por lo que habría lagar a declararlas compendias. U 
demandante interpone en su contra «1 recurso de apelación que 
le es concedido para ante este Tribunal y al expresar ana atn*«- 
viou (ft. 136 de autos) la impugna en cada uno de sus fun- 
damento*. 

IV. Que como acertadamente lo seííalara la recurrente en 
an informe i* voce (víanse sos apuntes), el Tribunal tiene 
ineludiblemente, que resolver en primer término cuál es el 
efeeto que produce en «ta Jurisdicción el snbrenei miento defi- 
nitivo <fs. 20 del sumario criminal hft**&&0 «1 proceso) de- 
cretado en la rede penal, porque de tener también aquí auto- 
ridad de cosa jostrada lo que na sido materia del pronuncia- 
miento se levantaría como un obstáculo lefral insuperable qne 
s<- opondría al progreso de 1a acción y que le impediría a este 
Tribunal entrar a pronunciarse de nuevo sobro el hecho y la 
responsabilidad del aírente. 

El problema de la unidad o de la diversidad de las culpas 
en materia civil y penal ha sido largamente debatido entre los 
comentaristas del Código Francés, que sirvió" <de antecedente 
al nuestro como lo señala el Dr. Vélet Sarsfield en sus notas 
y en los Tribunales de nuestro país, llegando unos y otros. 
e*tos ultimo* lucero de sentencias contradictorias y notables 
vacilaciones, a la enncfusíÓn de que ambas culpas eon diversas 
y qne las jurl*dimonea civil y criminal, siendo totalmente 
independiente* y soberana* en su esfera, no se subordinan y 
pneden estatuir separad» mente al respecto. 

A esta jurisprudencia, que con abundancia cita la aetora. 
mereciendo ser destacado el Acuerdo Plenario de las Cámara* 
Civiles de la Capital de la República (Rev. Jurtfíta La U v >. 
42. 19$), la determinaron, ademas de sólidas raines jurídicas, 
otra» de orden social, que lejos de desaparecer se lian agudi- 
ndo contemporáneamente por lo cual no hallo motivo para 
apartarmp de ella y contradecirla. 

V. F*a accionante invoca en la demanda la norma de ley 
contenida en el art. 3133 del Cfid. Civil e insiste en el ale- 
gato en que aea actuada en su favor. X*a aludida disposición 
crea una presunción de responsabilidad en contra del propie- 
tario de eosas inanimadas, por el daño qne ellas causan a ter- 
ceros y sanciona la inversión en la producción de la prueba que 
coloca a carpo de aquél de modo que para desligarse de su 
obligación tendrá que producir la que fuera conducente a de- 
mostrar que no ha mediado culpa de su parte. 
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Esa disposición no es aplicable en la «peeie, porque con» 
justamente se ba observado alguna vez en la doctrina, loa 
automotores no puede* ser calificados de có*a« inanimadas, 
pues además de tener por au mecanismo medios propios de 
propulsión para transportarse de on lado a otro, son acciona- 
dos y dirigidos ñor la voluntad del hombre, de manera que los 
daño» que eansen se deberán a eulpa o negligencia de éste, por 
donde la responsabilidad fluirA de lo dispuesto por el art. 1309 
que es el llamado a imperar en el caso. 

VI. El art. 1113 del Código Civil orea una presunción 
absoluta de responsabilidad en contra de tos patrones © comi- 
tente» por los hecrios dañosos de aus empleados o dependientea, 
en et deaempeño de sus funciones. Aquella responsabilidad 
emerpre, siempre qoe se d¿ la necesaria relación de causalidad 
con el acto dañoso, vale decir, qu€ éste puede imputársele al 
propio empleado o dependiente a título de culpa o negligencia, 
deviniendo aplicables en esta parte, la voluntad de ley conte- 
nida en el art. 1109 del Códipo citado y loe demás principios 
jurtdseos generales, y entre otros los qne se refieren a la carga 
de la prueba, enunciados en los aforismos latinos qqe expre- 
san: 'Kt incumhit prohatio qui dieit no qai negat ; Onus 
probandi inetimbit actori". 

TA responsabilidad del agente productor del daño, sin la 
eual no puede existir la de su patrón o comitente, surgirá, pues, 
siempre ojo* m dé* ese elemento sujetivo o moral constitutivo 
del hecho ilícito, que tan bien se advierte en ol art. 1109 del 
Código Civil : la culpa —como ser la imprudencia o la negli- 
gencia — como ser la desatención — porque si mndiara cualquier 
circunstancia exclnyente de la voluntad, romo el caso fortuito 
o la fuerza mayor, el hecho dañoso podra imputársele mate- 
rialmente pero no moralmente y no podiendo responsabilisár- 
sele del mismo, ni surgiendo a au cargo la obli nación de repa- 
rar et daño causado sino en la medida en que hnbiera estrafd*. 
del hecho un beneficio (art. 907 de! Cód. Civil), tampoco 
emergerá las correlativas responsabilidades v obligación de su 
patrón o comitente. 

Vil. Durante toda la instancia anterior, la demandante 
ron insistencia, Iiaee arraigar la enlpa del agente — ehófer 
Antonio P. flodoy — en que estacionó la camioneta de la de- 
mandada en la parte de la vía pública afectada a vereda para 
el tránsito de los peatones y en que maniobró hacienda retro- 
ceder el vehículo, siendo que a corta distancia eiistia una calle 
pública peipendicular a la anterior, hasta la que debía haber 
llegado pura efectuar sus maniobras. 
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La üiapección ocular decretada por el Inferior como me- 
did* para mejor proveer (ft. 116 vta.) eonitata la absoluta 
raeawteneia de veredas —por la propia aptora en su» escrito* en 
el tranacnreo del pleito— y que, el lugar en que la menor fué 
arrollada, dista casi tres metros de la linea que deslinda la .vía 
pública de las propiedades privadas, o sea un espacio acmible- 
raerle mayor al ancho de muchas veredas de importantes callea 
céntricas de la Capital de la República. 

El hecho de hacer retroceder un automotor o «1 de no 
ocurrir al camino próximo para efectuar la maniobra de alte- 
rar la dirección que lleva un vehículo, no non en ai miftfni* 
abstractamente considerado*, imprudentes, y en la especie 
tampoco lo son en concreto, si se atiende a que se cumplieron 
ea un lugar suburbano de ana ciudad que no es. extraordina- 
riamente populosa y en circunstancias en que nadie transitaba 
por la vía publica, pomo quien» que lo* dos único*» testigos 
presenciales del hecho que ae lograron y que deponen en el 
sumario criminal (Olinda Victoria Neira y María Rosa Palacio 
de Ceballoa; h. 6 y 7 vta., respectivamente, del mismo), se 
encontraban en el interior de son domicilie*. 

VIH. La prueba aportad» por la» parte», directamente 
vinculada con el suceso, se reduce a las constancias del proceso 
criminal ou* corre a fa. 60 y «irte*, tle atitos. pues de lo» testi- 
gos presentados por la actor* Da. Rosa Itamona Corzo (fs. 90 
vta.) wnora en absoluto los hechos sobre lo« qne ae la interro- 
ga; María Isabel Remires de Díaa <fs. 88) no sabe la forma 
en que se produjo el suceso, porque — se^rún dice—, la camio- 
neta le impedí» la visual; Amada Neyra (fs. 87 vta.) es un 
testigo de "oídas"; y Olinda Victoria Neyra de Urquiaa ffs. 
«6) w remite a lo que tiene declarado en el sumario policial. 

Así, pues, segtin lo que en aquel proceso obra, el día 3 de 
junio «te 1346. como a las 16 y 90 horas, transportándose en 
Rna camioneta de la repartición que estacionaron a un costado 
del camino, casi en frente de la casa, llegaron hasta el domi- 
cilio de Da. Pascuala Neyra sito en el barrio qne anteriormente 
indiqué, loa empleados de la Corporación Argentina de la Te- 
jeduría Doméstica — orpanismo administrativo dependiente »(e 
la Secretaría de Industria y Comercio de la Nación— Miguel 
Angel Carrito, Ramón Prospero .Tatuff y Antonio F. Godoy. 
este último chófer inspector de la repartición, qae era quien 
piloteaba el automotor. 

Los tres descendieron del vehículo penetrando al interior 
de la casa, la que abandonaron poco tiempo después una ves 
cumplida la misión qne los había llevado, introduciéndose míe- 
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vamente en la camioneta — lo que el chófer CJodoy his» por el 
lado del volante para lo que necesariamente debió rodear el 
vehículo — eon el propósito de continuar con el desarrollo de 
la tarea, que lea bahía sido encomendada (deelaraeionea de 
Olinda Victoria de Neyra, Carrwo, Jatuff y Godoy, a la. 6, 9, 
10 y 12, respectivamente). 

Lo» trea tripulante* concuerdan, y ello no se halla contra- 
dicho por ningún otro elemento de juicio, que Qodoy, para 
alterar £a dirección que llevaba el automotor, lo hizo caminar 
sin novedad unoa dos metra hacia afielante, antes de efectuar 
el retroceso, de aproximadamente un metro, oportunidad esta 
última en que el lamentable suceso se produjo. Entre esa* don 
maniobras el automotor ha tenido, necesariamente, que dete- 
nerse, lo que explica que la testigo Olinda Victoria Neyra, al 
salir "al poco rato" — asf dice — hallara que la camioneta 
itaba con el motor en marcha pero inmóvil en ese instante, 
acto continuo el retroceso en el que arrolló a la 
victima. 

La misma testifro declara, que en esas circunstancia» vifi 
que la menor Rosa Elena Barrionuevo —hija de la actor* — se 
descolgaba del parajtolpe trasero del vehículo en el que había 
estado colgada, lo que obtiene corroboración en la declaración 
de María Rosa Palacio de Ceballos (fs. 7 vta, del proceso cri- 
minal) ; r aunque esta expresa que el automotor marchó hacia 
adelante se deberá a «n error de percepción, puea contradicen 
su dicho en esta parte, la» declaraciones uniforme* de loa oca* 
pantes del vehículo quienes afirman que oyeron la vos de 
alarma qae les diera la testigo Neyra al efectuar la maniobra 
de retroceso, lo que está en armonía con la posición en que, 
'"n ¿sta y «quillón, «e encontraba la menor con respecto al 
al proceder a levantarla de la cateada; a las lesiones 
entaba; y con las conclusiones del dictamen m£dÍco- 
que tom a Ta, 5 del procreo criminal. 
De todo ello puede inferirse con la mayor certeza, que 
contrariamente a lo qite afirma la apelante, la menor Barrio- 
nuevo Re hallaba eolg-ada del paragolpe trasero de la camioneta 
y oculta por la caja del vehículo a la vista de sus ocupantes 
subieron, y que al ponerse en movimiento al maniobrar hacia 
adelante, asustada quizás por ello, aprovechó el momento en 
que se detuvo para desprenderse, siendo en ese preciso instante 
que aquélla efectuó la maniobra de retnjeeao y tomándola con 
el paragolpe la derribó en tierra bajo un* de sus ruedas, que 
alcanzó a apretarla en mitad del cuerpo, aunque sin pasarle 
por encima debido al aviso, ya tardío para impedir la total 
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producción del hecho, de la testigo Olinda Victoria Ncyra y a 
U serenidad y atención del eondnetor que detuvo «le inmediato 
el Tríenlo. 

IX. El hecho dañoso ha sido, puc», provocado por la 
acción de la propia víctima. Es cierto que era menor >- eareeítt 
de discernimiento y que con arreglo a !n ley no podría invo- 
cara© an acto para pretender asignarle consecuencia* jurídica» 
v extraer col ¡¿aciones a an cargo, pero aquella no llega a tener 
por no aueedido un hecho cuya existencia material es evidente, 
ni impide «limarlo para fijar la responsabilidad de terrero*. 

Dentro de las posibilidades del dependiente de la demm- 
dada no estuvo e! evitarlo, con la prudencia, atención y pericia 
qne el mas cauteloso de los hombres comunes despliega en 
iguales easoBs asumiendo a au respecto todos los contornos del 
caso fortaito que define el art. 514 del C6digo Civil, El es, sin 
duda, el autor material del mismo, pero no podiendo impu- 
társele «oralmente desde qnp no ha sobrevenido por bu culpa 
o negligencia, no surge su responsabilidad porque falta aquel 
elemental subjetivo que anteriormente destaqué, que fe? consti- 
tutivo del ¿echo ilícito y cuya presencia es por tanto indispen- 
sable para que áste pueda eonf isrurarse ; sin la cual tampoco 
puede emenrer la de la demindada —su natrón— por que 
alendo correlativas, la inexistencia de aquella determina tam- 
bién ta ausencia de toda relación de causalidad entre Ib de ésta 
y el hecho dañoso, conforme lo he señalado con anterioridad. 

X. La menor Barrionuevo tenía sólo tres aflús, seis me- 
ses y atamos días mis de edad < partida, de Registro Civil de 
fs. 91) ; se hallaos a diez y ocho metros de su cana (acta de la 
inspección ocular de fs. 116 vta., concordante con el croquis de 
fs. 4 del proceso criminal, agregado de fs. 60 de autos); y 
chvulaha sin la compañía do persona mayor, por una vía pú- 
blica sin veredas, lo que exterioriza la absoluta falta de vigi- 
lancia de la actor» sobro au hija y su ineSíiJMble roaponRani- 
tidad en el suceso, no habiendo probado de ninguna manera en 
el proceso, la existencia de mi hecho que fnera idóneo para 
impedirle cumplir con (as obligaciones que la ley le imponía- 
Y es de advertir que ai en el juicio se diera el caso inverso, en 
vano argumentaría para dealigarse ríe im iTapnnwbilidad con 
aus ocupaciones en los menesteres domésticos y en su oficio de 
lavandera frente al rigor de que u*a la ley en el Hrt. 1116 de! 
Cód. Civil. 

N'o es dndoso que si hubiera ejercido una vigilancia activa 
sobre ati hija el evento dañoso ño habría sobrevenido, de modo 
qoc atendiendo « la responsabilidad que en el mismo le menm- 
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be, no tiene de qoé quéjame y nada puede reclamar estando 
obligada e soportar sus consecuencias (impulet *í6i), de «cner- 
do con la voluntad de ley contenida en el art. lili de! Cód. 
Civil, la que ba «ido bien actualizada por el señor Jues * quo. 

Por estos fundamento» y lo» concordan tea de la sentencia 
del inferior, opino que 1* decisión es justa y- debe ser confir- 
mada; también sin costas en esta instancia por haber podida 
creerse con raxonw bastantes para litigar y hacerlo con carta 
de pobreza (art. 221 — filt. apartado— del Código de Proced. 
Civil de la Capital Federal, de aplicación aubsídiariaV 

Asi voto. 

Vnto en disidencia del Sr. Vocal doctor Zebúllo* Crñtobo; 

I. Coinciden las partes en lo fundamental ■ que el día S 
de junio de 19*8, la menor Rosa Elena Barrionuero muño 
como consecuencia de las lesiones internas recibidas al retro- 
ceder una camioneta de propiedad de la Corporación Argentina 
de Tejeduría Doméstica, apretándole el cuerpo una de sus rue- 
das, ocurriendo el hecho en el barrio del Triangulo de la ciu- 
dad de La Rioja. Taca al Tribunal determinar si, eomo eonse- 
euencia de lo expresado, se ha generado responsabilidad repa- 
rativa a favor de la madre d* la víctima, Da. Liberata Rarrio- 
naevo (carácter acreditado a fs. 91). 

II. La camioneta de referencia en la oportunidad del 
accidente, estaba) manejada por el chófer Antonio P. Godoy, 
a quien acompañaban Miguel A. Carrito y Ramón P. Jatnff. 
A fs. 80 de autos corre el testimonio de sobreseimiento deíini- 
tivo de aquél, dictado por el Juez en lo Criminal y Correccio- 
nal de L> Rioja. 

Considero indispensable, con earfieter previo, establecer el 
alcance del sobreseimiento como er tuitivo de presunta» respon- 
sabilidades en la comisión de delitos del derecho penal, actuan- 
do aquél en la ubicación de la responsabilidad civil. Es necesa- 
rio para llegar a una conclusión jurídica mfnte verdadera ar- 
monizar las disposiciones de los artíenloa 1103 y 1109 del Có- 
digo Civil y dAndólea el ámbito exacto de gravitación. El sobre- 
seimientu a favor de Qodoy nos hace conocer que éste no ha 
obrado non dolo o culpa, valorados el uno y la otra, en la con- 
cepción típicamente penal, pero no nos dice, si en esmbio no 
lo hito con negligencia. Funcionando el art. 1103 y en el su- 
puesto de que creyéramos responsable de los hechos al chófer 
Qodoy, ésta no podría determinarse por dolo ni por culpa, por- 
que do su existencia está liberada por la resolución judicial 
8e habría operado en cierto modo como una especie de cosa 
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juagada en esas do* calificaciones. Pero el efecto analÓRÍco de 
eou ¿tugada ao aleanea a lt neglisrencia leve o grave del art 
1109. Evoluciona bu interpretación en área distinta y muy 
particularmente con relación al itf. 1103. 

Habría que establecer, entoncen. ai el chófrr ííodoy n-tnó 
con neglifrencui cuando- ocurrió el accidente?. 

III. Del examen integral de la prueba y en particular, 
de la inspección ocular v de la testimonial — declaraciones de 
Olinda Victoria tfejr* d*e Urquiw (f*. 86} Amada Neyra <fs. 
87) v María I. Hamír** de Díaz <fs. 88) aseamos en eonclu- 
ti&n que la rasa de la actora en la ciudad de I* R>oja estaba 
situada en un barrio humilde, sin. veredas y Reparada de la 
calle por un céreo pon ffrandes aberturas que facilitan el paso 
de loa niños. 

No se «tablee* si la camioneta ae detuvo a menos de un 
metro o a roa* de dos del cerco, pero lo concreto es que aún 
con esta última distancia y por corecerw tic vpredfK i-nmienzn 
a crearse al chofer la responsabilidad de ser prudente y cauto 
al evolucionar con el vehículo primero hacia adelante y des- 
pués hacia atrás, para efectuar un viraje que pudo evitar con 
un callejón e camino que se encuentra a treinta metros del 
logar del accidente acarun el croquia de fo, 63 y que facilitaba 
su salida con comodidad. 

Es «acto que la víctima ae colgó del paragolpe, trasero 
pero, lo es también que ella tenía cuatro aBos —partida de fs. 
91— M la fecha en que fne arrollada, así como qac el chofer 
Oodoy, en igual ¿poca, contaba treinta y tres. Mientra* la cria- 
tura solo puede ser gobernada por el instinto de ao propia 
protección. Godoy tiene pleno discernimiento y carga, por otra 
parte, con la responsabilidad de conducir un automotor que » 
desplaza en un medio poblado donde ai bien ceda ser viviente 
es el que primordialmentc debe ampararse para una regula- 
ción armónica de convivencia, no lo es menos qne para aquellas 
criaturas con incapacidad manifiesta en ese particular la pre- 
visión tutelar debe ir m*F allá del ¡nterte del individuo, por 
muchas rsrones y. muy en especial, por una de humanidad. 

Godoy maniobraba con la camionerta a eaeaaa distancia de 
un cerco rudimentario, en una «ona de (rentes humildes dedi- 
cadas a ra trabado y obligadas en angustioso dilema, a cuidar 
de sua hijos menores o procurarles el sustento con su trabajo 
personal. Si profundiiamos el pfoblema ubicándolo en la fa- 
mosa teoría de la preaupoeición, muy disentibie por lo demjs. 
llevaríamos por otro camino a establecer la responsabilidad del 
Estado por no mantener los barrios en las condiciones conve- 
nientes de seguridad, pon cercos, veredas, vigilancia, etc. 

■ 
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^££í*° q ," < *. Oo(,0 ' v , obró con "«rf'ffMia frrave. dada» las 
condreionn de lagar y de oportunidad y de que, por lo miamo 
finiciona en fi « plena «plicwifio i el art. 1109 y «u, concordante* 
os arta. 512. 1122 y 1123 díl CM. Chil. Corresponde revocar 

¡S¡StF& Sí E?0l S da *»a™ *ffñ« el inforne medico, 
obrante a fs. 64, la muerte de la menor Barrioimevo fué ¡¡n- 
«ecurncia de las lesione. intern»* sufridas a cau*a de )a n«- 
"í", .3? P ° 1 ' ""* rueda ,Iel a "Wniotor «obre sn tórax ,v 

ÉMihlÉ^ '? S^S^ 3* ,a SP " tcncifl en debiendo 
eatablccerse indemnización dentro de la suma de mfn 15 000 

con .nte^es ...oratorios desde la fecha del accidente v 1» cos- 
tas en ambas inatunciaa (R C. ; t 191 p 280) 

««nfirl, lfl . n T í ,° r¡a - de ,9tt anteceden * remeto 

confirmar la sentóla i reeurrnla. sin costas. — L*¡s K. AOem. 

¡Idraeií) - «O» Criftofc (en di- 

KAIJ» DE LA COliTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de marzo de 1951. 

Vistos los autos "Liberata Barrionuevo c./ La Na 
non üj Daños y Perjuicios»', en los que a f fl . 164 se ha 
cwvMlido el recurso ordinario de apelación. 

Considerando: 

Que él recurso ordinario de apelación concedido a 
fe. 164 a la parte actora es procedente de acuerdo «m 
lo dispuealo por el art. 3 o , iuc. 2», de la ley N» 405$ y 
con la jurisprudencia de esta Corte Suprema (Palloa: 
-16, 91 y 519"). 

Que en el memorial presentado en esta instancia la 
actora sostiene que, siendo violatorio de la ley estacio- 
nar Mi vehículo sobre la mano izquierda y raaniobrwr 
en adelanto y retroceso sobre esa mano, si la camioneta 
no hubiere estado en infracción de la ley el accidente 
no se habría producido; en tanto la otra parte deja 
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constancia que si la menor Bnrrionuevo, de sólo tres 
niioa y medio de edad, no so hubiera hallado sola y a 
dieciocho metros de Ja casa de la madre, en una vía 
pública sin veredas, tampoco habría tenido lugar el su- 
ceso que motiva la demanda. Ambos supuestos, por sí 
solos, no pueden fundar una condena ni una absolución, 
sino que os necesario examinar la prueba aportada al 
juicio, luhbida cuenta de que oa el sumario criminal se 
sobreseyó definitivamente la causa por no constituir 
delito el hecho que la motivara. 

<¿ue sobre la forma como ocurrió el lamentable ac- 
cidente no existe discordancia fundamental entre las 
parles y sí ttolamcnto respecto a la manera de apreciar 
la conducta del chófer que guiaba el vehículo, o sea ai 
éste cumplió o no en la emertfenein con elementales 
medidas de precaución. 

Que para la accionante hubo culpa del conductor en 
dar inarc-hn atrás san ver a la menor por cuanto estima 
que era su obligación examinar si el camino por donde 
hacía transitar la -camioneta estaba expedito y que la 
circunstancia de dar marcha atrás no atenúa el deber 
de tomar atención. De la prueba acumulada surge que 
eran tres* los tripulantes del vehículo y que éste fué pri- 
meramente puesto en marcha hacia adelante, retroce- 
diendo luego. Si ninguno do ellos vió a la menor, ni 
tampoco las dos testigos presenciales del hecho, anteo 
de producirse éste, no hay violencia alguna en concluir 
que todo se debió a la fatalidad, como lo dicen ambas 
deponentes. Los supuestos, y las deducciones posibles. 
4e los mismos, alrededor del snec.>o, pueden aer nume- 
rosos pero sin que tengan fuerza efectiva para conmo- 
ver la convicción emanada de la circunstancia de estar 
presentes cinco personas sin que ninguna viese a la víc- 
tima hasta el momento mismo de producirse el acciden- 
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m Examinado el „ con la gafa de la sana crítica 
no es posible atribuir negligencia gra™ al conductor. 

Por estoa fundamentos y l 08 concordantes de la 
sentenca apoiada, se la confirma en todas sus partes! 
rair.biei. sin costas en esta instancia. 

Lüis R. Lowom — Tomas D. 
Casares — Fílipb Santtaoo 
Péaaz. 
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TIERRAS PUBLICAS. 
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H Wr e£¿¡ ■ Ta ? < ? 0tW CUyt * ««-«ndamientos <, m V 
ht»,u S erect, "« Judicialmente la Dirección de Tierras. 

éa Sí daT? cST?* ,imif8r 811 ***** • S P 
eBLion ue ios citados lotes — que ñor vr «in rvio.n 

d P erS^ ndÍWe / n ? Cud 

del locatario— y condenarle a abonar al Fwa la mu 

eqotvalente a los respectivos arriendo». 
PRESCRIPCION: Interrupción. 

pebe considerarse interruptiva de la prescripción Hhpra 

SSSB -i KS? 1 ?^ del mi8m0 en diverso* expe- 
l n í^ R<1 i n, ? ,S,ra ' V0S deI «totoeria de Aaricultura X 
ttonando de la respectiva autoridad un estado d™eit» 
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con relación a los don lotea que admite expresamente ocu- 
par, puesto que -dicha presentación contiene el reconoci- 
miento explícito de ser deudor, aun ruando sostenga que 
por tina cantidad menor. 



Sentencia del Jura Letrado 

Río Galleaos. 6 de aporto <(p i!)4í. 

Resultando: 

a) Que el Sr. Procurador Fwcal, representando a Ih 1>Í- 
recekSn de Tierras, inicia demanda contra IX Miguel Iriarte 
por $ 166.363 m/n.. que. dice, le adeuda en concepto de arrien- 
dioa ele loa aiguientes lite*. según liquidaciones agregadas al 
ejpedienle 67.678/1944 del Ministerio de Agricultura de la 
Nación, que acompaña como parte integrante de la demanda; 
Moa, 19, 20, 21, 22, 28 y 24 Fracción A. Sección XII : y las 
teguas a-h-d y franja >•".. legua e, lote 8; legua h-c, lote 9; 
legua ó y"part« N„ legua e. lote 12; mitad O. leguas a y A del 
lote 13; leguas a-d del lote 9 ; leguas b-c del lote 11 ■ y le-nas 
o-d del lote 12 fracción A, Sección III, todo de ente Territorio, 
b) Citado Manuel Iriarte a reconocer w carácter de locatario., 
comparece por intermedio del Dr. Sebastian A. Beruti contes- 
tando la demanda. 

Niega aer loeatario de todas las tierras enumerada»*, reoo- 
nociendo que ejere* simple ocupación de li« lote» 23 y 24 
fracción A, Seceión XIT. Eiplica que au mandante ocflp© 
desde 1909 a 1927 diversos campos que formabas la «UneU 
"La Herradura", pero en este ultimo año. a raí» de la prohi- 
bición contenida en la ley de tierras de ocupar mas de ¿0.000 
Has., disolvió la Sociedad que la explotaba quedando como 
dueño único ; que renunció a la mayor parte del campo ven- 
diendo las mejoras y se rednjo a la explotación máxima auto- 
risada obteniendo una fracción que encerraba el casoo de la 
nombrada estancia. Luego no le ajrrado eaa parte a la que 
tamban renuncio para solicitar loa lotes 23 y 24 que forman 
la estancia "San Jocó", los que oenpó sin concesión. Que el 
cargo a su cuenta de (todos) los arriendos de toda la superficie 
detallada en la demanda, fe hiao por resolución administrativa 
nunca consentida por tí; Enumera a continuación los pobla- 
dores que ocupan toa diversos lotes, a quienes les vendió las 
mejora» y haciendas, para concluir que sólo explota los ya men- 



DB JUSTICIA DB Í.A KACIÓÜ Uff 

sdeodnr srreodsnuentos debido a que la Dirección 
■a* pene & sus insistentes pedido», no 1« liquidó ' 
deuda, U que dice « de $ 7i«8.- d«d* 1939 . 1944^ 
por U cual te «Iluta a la demanda y finalmente pide 
de corta, al actor por pl*u petitio. Par» ke año» anteriores, 
opone la prescripción. 

c) Abícito el juicio a prueba te ofrecen las corrientes de 
fs. 32 a 68 y expedientes administrativos agregado*. Una -vea 
clausurado el término ambas partea alegan, estando consentido 
el decreto de autoa y con posterioridad el que hiao conoeer la 
intervención del nroveyent*. Advítuendose con posterioridad 
que no> ee dió tramite a la prescripción, se deja sin efecto el 
llamamiento da autoa para correr traslado al actor, el que lo 
contesta* fa. 97 y 98 oponiéndose a que se acepte porque hubo 
actos interruptivon que constan en los mismos espedientes 
administrativos traídos como prueba, por lo cual es innecesario 
también abrir el incidente a prueba, y pide que con vista a la 
coutram M declare la cuestión de puro derecho, y u dicto la 
" ! a. I* parte demandada, después de diverass cooaide- 
soore la falta de interrupción, adhiere a que se dicte 
s sin más trámite. 

Y considerando; 

■ 

I. Que la prescripción opuesta sólo se refiere a parte 
de los arriendos de loa lotes que se reconocen ocupar, de tal 
manera, que no afecta a la totalidad del crédito perseguido y 
por ello eonvies» tratarla más adelante, una res que se esta- 
ble*» si la demanda prosperará en toda su extensión o sólo 
en parte. 

H. Que el ¿emendado alega estar desrinculado deade 
1927 o 1928 de gran parto de esas tierras y, en eonflccuencis, 
no adeudar loa arrendamiento», sino con una pequeña pro- 
porción. 

Bn el expediente del Minirterio de Agricultura 83.499/928 
(también con carátula 101.580/1930) a fs. 2 corre un escrito 
de irísete que solicita la concesión en arrend 'miento de los 
lotea 23 y 34 fracción A, sección XII, escrito e-*e que es rati- 
ficado a fs. 4 donde a#reg* "que habiendo vendido todas las 
" instalaciones, poblaciones y alambrados, molinos, ete, o» 
" t*«t« «a los campos que formaban la estañéis conocida por 
■ «La Herradura», desiste como es lógico de sus antiguas pre- 
" tensiones, tendientes a obtener el arrendamiento de las cita- 
*' das tierras. Bn cambio solicito se me acuerden loo lotea 
" 23 y 24...". 
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i.n firma de esos, escritos no está autenticada, pero la 
actor* no las ha desconocido en ninpún momento, por el «on* 
trario d¡6 el trámite de que hablan las actuaciones posteriores 
y fueron causa de la resolución de fa. 22, ffl que se reconoce 
como propiedad de Iriarte la* mejoras existentes en lotea 17 y 
18 fracción A Sección XII sobre los cuales se habían otorgad-» 
pensil» de ocupación a Eleuterio Roaam y Eoapcl.to Barto- 
lomé Pérez. 

Esa ntrancia de Iriarte se ratifica en el mismo espediente 
a fs. 50 y 96, como también en el otro legajo de expediente» 
administrativos encabwado M« el N» «5.295/35, a fa. 114, 119, 
160 166. Y tanto la Dirección de Tierras como el Ministerio 
también las tuvieron en cuenta en diversas oportunidades: Al 
aceptar lo expuesto por Hardoy a fs. 198 y desipnarlo depo- 
sitario de las mejoras a fs. 970; al permitir a Castor ««rendían 
r María Torretta de B«U*Ua llenar centenares de fojas en su 
dispata por algunos lotes, etc. Se tiene, pues, como aljzo indu- 
dable que el demandado espreBÓ en 1929 y en forma terminante 
ao voluntad (sincera o insincera, no interesa) de no continuar 
con 1* ocupación o arriendo de esas tierras. 

La ocupación anterior se rigió por las normas de la loca- 
ción ain plaso. de manera que es plenamente rescindible en 
cualquier momento por voluntad del locatario (art. 1604, me. 
2» C. Civil) y en Ules condiciones no puede el locador, por 
au sola TOlantad, considerar subsistente la relación del derecho 
para continuar cobrando arriendos a quien dice, e insiste que 
no desea prolonear el uno de la cosa. Si esta manifestación de 
voluntad hubiera sido un ardid para continuar ocupando as 
tierras mediante preatanombrw. -como hay indicio* de las 
constancias administrativas—, la sanción legalmente autorizada 
no es hacerlo responsable de los arriendos, sino la caducidad I y 
pérdida de las mejoras que establece el art. 10 de la ley 4167. 
De donde se sigue que U Dirección de Tierras no tuvo funda- 
mento legal par* cargar al demandado los arriendos de otea 
que manifestó no deseaba ocupar, por lo que corresponde limi- 
tar m Obligación al pago por los lotes 23 y 24. 

III A idéntica conclusión se llega, a rafa de los informes 
de fa. 52 y 54 emanados de la propia adora. La «apuesta 
séptima reconoce qne ocupantes de otros lotes abonaron arrien- 
dos hasta 1934 por sus reapeetivas tenencias, y a partir de esa 
fecha esos pagos se imputaron a la cuenta de Iriarte (res- 
puesta 9*). siendo que los dichos pagos anteriores se hicieron 
por los distintos adquirentes de las mejoras y con asignación 
a las tierras que ellos explotaban <respuesta M 11). « » 
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informe de te. 54 ratifica en parte «1 anterior, por cnanto la 
actor* reconoce a Carlos Hardoy como ocupante del lote 9, 
mitad E. del lole 11 y parte O. del lote 12. todos de la fracción 
"A", Sección III del Territorio de Santa Crua; y división de 
Contaduría le liquidó su deuda disponiendo posteriormente el 
cobro por vía judicial qne no ee cumplió porqae el deudor la 
novó, documentándola. Lb recordada resolución del 11 de 
noviembre de 1934 corriente en copia a fs. 38 del expediente 
administrativo 101.580/1930 del M. de Aprricnltnra se fonda 
en que l«s distintos pobladores de loa otros lotes eran aimoleii 



a su menta parece qne> se hiciera de acuerdo con lo dispneato 
en el art. 1556 del C. Civil, pero tal criterio no pnede se|ruirse 
en esta rcsfllneiótt porgue los elemento* de .inicio que tovo la 
autoridad administrativa para formarse aqnel convencimiento 
no ae han ratificado aqnf. y habiéndose labrado todaa esaa 
actuación* 1 * sin el contralor del presunto deudor, no tienen 
fuerza probatoria en su contra. 

IV, Limitada la obligación de Marte* a loa arriendos de 
los lotes 23 y 24. desde el añr» 1934 en adelante, corresponde 
determinar si ra osicible en toda su extensión o si ae ha pros- 
cripto en |>arte, como este lo pretende. Como bien lo sostiene 
el representante del aetor — ta. 9ft— . a fs. 96 del expediente 
administrativo 101.580/1930 del M. de Acnicnltura. el 24 de 
jnnio de 1940, el demandado se presenta ante el Director Ge- 
neral de Tierras solicitando "se descrimine en la cuenta que 
se le pasa f cual es la parte que a el le corresponde abonar con 
exclusión de lps nombrados, para proceder en consecueneia"; 
pedida en -el que insiste a fs. 103 el 17 de noviembre del mismo 
año. A fs. 1144 del legado de expedientes administrativos enca- 
bezado por el N» 85.295/35 del M. de ARNeuitura se insiste en 
la anterior petición para reconocerse solo ocupante de lo* lotea 
23 y 24; lo que se fritera en el escrito de fs. 1250, donde 
especialmente a fa. 1252b. se dice: "He concretado mi explo- 
tación a las 20.000 has. que constituyen los lotes 23 y 24, 
fracción A. 

Estas m anif estaciones, tan inaist intérnente repetida», *<»mo 
se reconoce en la contestación de la demanda, caen bajo lo 
raftblecido en el art. 3989 del C. Civil. Para Pagar a esta 
conclusión el provevente considera que no se trata del caso 
contemplado por Salvat al X» 2151 de "Obligaciones" cuando 
dice: qne "se puede reconocer los. hechos que sirven de fun- 
damento a. la demanda del acreedor y oponer al mismo tiempo 
la prescripción" porque el tal reconocimiento de Triarte no se 
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refiera únicamente ■ bu carácter de locador, sino que acepta 
adeudar por ello un precio que ofrece pagar para !o cual pide 
U correspondiente liquidación; de tal manera que el recono- 
cimiento ae ha referido al derecho mismo que aquí se ejecuta. 
Siendo digno de remarcar también que la falta de aceptación 
por la actor* do d»rain.nye nú -valor porque, como lo dice «i 
mismo autor en el N« 2152, "el reconocí miento constituye 
un acto jurídico unilateral, no eligiendo, en eonsecuerieia, U 
aceptación del propietario o acreedor a cuyo favor tiene lugar • 
Loa acto* raterruptivos se cumplieron, el primero en 1940 
coa el aleaoee que le concede el art. 3998 de borrar todo el 
tiempo anterior y como la demanda, nuevo acto interroptivo. 
M inició el 13 de julio de 1944, resulta que con sólo aquel 
reconocimiento la prescripción alegada no se ha cumplido. 

NO modifica Mta conclusión lo argumentado a |L P 
cuando el deudor pretende haber desconocido el monto de la 
deuda por íntrantiflrencia del acreedor, desde que esta mam- 
festaeión na es sincera por cuanto el precio de loa arriendos 
do tierras fíncales no depende de la voluntad del propietario 
o su capricho, sino qne está determinado por replamentaciones 
públicamente conocidas y tan.es así. que en la ennteslfloióii 
de la demanda el mismo hace el calculo de bu deuda para 
reconocerse obligado por la suma de * 7.008.—. correspímdien- 
tea a los aítos 1939 a 1944 (fs. 27 y 28). Aunque esta liqui- 
dación no coincide exactamente con la de fa. 52, ello se debe 
a Ib diferer-ia en la apreciación sobre capacidad ganadera de 
campo, circunstancia de hecho cata _ que Triarte pudo resolver 
en #1 correspondiente juicio de consignación. 

La demanda se remite a la liquidación del expediente ad- 
mihUtwüvn que agrega, donde no se especifica dode cuando 
arranca la deuda que *e cobro, y el informe de fs. 52 solo la 
menciona a partir de 1939. El demandado habla siempre de 
que en el afto 1934 se unificó a sn car*» toda la deuda, pero 
tampoco dice cuando fué el ultimo pago per los lotes qne él 
explotaba; de todo lo cual resulta que faltan datos para de- 
terminar con exactitud el monto de lo adeudado, lo qne hace 
necesario diferir *u determinación a la liquidación que haga 
el actor y la justificación del ultimo pago que traiga el deudor. 

V. El actor ha incurrido en evidente pisa peiífw al de- 
mandar precio de locación por tierras no ocupadas por el deu 
dor- pero las pretensiones de éste no han prosperada íntegra, 
mente y ademas su actitud hiño necesario el juicio. Por todo 
ello, corresponda declarar las coalas por su orden. 



Por estas consideraciones, fallo: 

Condenando a D. Mijruel Triarte a pasar al Fisco Nacional, 
en el término de die* día», 1a aun» que resulte adeudar por 
arriendos de los lote» fiscales 23 y 24. fracción "A", Sección 
XII. a partir del último pago que acredite y hasta el 31 de 
diciembre de 1943; con intereses, declarándose- la* costas por sn 
orden. — Jos** Ai. Femirti fípynafé. 



En la ciudad de La. Plata a loa 3 días del mes de mayo 
del año del Libertador General San Martín 3950. reunidos en 
la sala de Acuerdos del Tribuna), loa Sres, Camarista» para 
lomar en consideración el jnicio F.-3851 caratulado "Fisco 
Nacional c/ Irinrte Manuel 8/ cobro de pesos", procedente 



Dioso Vieini que vot6 en primer termino dijo - Qne la sentencia 
dictada de fs. 103 *a 107, ha sido recurrida por la priora en 
cnanto se ha limitado «u «c*i6n al cobro del pastaje debido por 
los lotes 23 y 24 de la sección XII. fracción A. y por la deman- 
dada en virtud de haberse desestimado la prescripción libe- 
ratoria. En lo referente a las costas, ambas partes He agravian 
por estimar qne Ins mismas deben ser a carpo de la contraria. 
ÍJtie. el mencionado fallo debe ser -confirmado en toda» *u* 
partes. El fír. Procurador Fiscal de la Cámara en en escrito 
de expresión de agravios de f». 117/121. roalira un detenido 
estudio de las constancias de autos, esforzándose en demostrar 
que todos Ion lotes comprendidos en la demanda, son ocupados 
por D. Miguel Triarte, valiéndose al efecto de interp¿sitaa 
personas. A pesar de ello, estimd que los fundamentos dados 
por el Sr. .Tnex a-quo, a los que me remito breviteti* causa, 
so» bien sólidos, estando ajustados a derecho en todos sua 
aspectos. Considero oportuno, para refirmar mi opinión, des- 
tacar que la prueba producida ante esta instancia <fs. 126 wta.>, 
ha corroborado ampliamente la aín ratón de las pretensiones 
del actor, puesto que el Gobierno Nacional ha percibido del Sr. 
Carlos llardo? en forma administrativa (ver fs. 10/15 de 
este expediente) y de la sucesión del D. Castor Ouerendian 
(expte. 1Í83, folio 710, año 1347, agregado por cnerda ai prin- 
cipal) por la vía judicial, los derechos de pastaje correspon- 
dientes a los otros lotes de figuracián en autos (todos menos 
los Nos. 23 y 24, Sección XII, Fracción A), con lo que se ha 
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Camarista Dr. 
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,U 1* acción intentada. Que. en lo relativo a U prescripción 
liberatoria opuesta por el demandado, estimo que la nmmft 
debe ser mhaa<U F> r lo* fundamentos aducidos por el o-qao 
en su recordada sentencia de fs. 103. Finalmente, reata decir, 
que 1» wilución dada reapretó a 1» costa*, debe ser mantenida, 
en ratón de estimarla justa, dada la forma en que se resuelve 
#1 pleito. Por estas (Mmsideraciones, opino que la sentencia de 
U 103/107. debe ser confirmada en toda* sus partea, en cnanto 
ha sido materia de recurso. lM bostas de MU instancia, tam- 
bién en el orden causado. El Sr. Camarista Dr. Eduardo 
García Quiroga que voto en sepundo término, manifestó que so 
adhiere a lo expresado precedentemente por el Sr Vocal Dr. 
Vieini y agrega: Que- en cuanto a la prescripción de la oblign- 
eión qoe tiene Iriarte de pasar loa arriendos de los lotes -3 
y 24, alegada por la parte demandada, ella no se ha producido 
en virtud de las interrupciones que analixa prolijamente el 
a-fjuo en au sentencia de fs. 103. Esos actos que constan en 
los espedientes administrativos agregados sin acumular (fia 
96 y 103 del \'« 10.158/930 y fa. 1144 'y 12o0 del expta. 
85.295/35) no son presuntivas, como lo sostiene él «presen- 
tante del demandado en esta instancia (fa. 122), sino que, por 
rl contrario, se trata de manifestaciones claras y evidentes de 
qoe Iriarte reconoce 1» oblación cuestionada. Que en cuanto 
a la» coatas, debe ser confirmada también la sentencia, que las 
manda pagar en su orden, porque sólo se hace logar en parte a 
la demanda entablada por el FUco y porque se rechaza la pres- 
cripción alegada por la demandada. Las de esta instancia, 
también en el «nlen causado. El Sr. Camarista Dr. Jorge 
ftilbao la Vieja que votó en tercer termino, dijo : Que adinere 
a lo expresado precedentemente por lo* Vocales Dres. Vicmi 
y García Quiroga agregando ademas que la impugnación del 
Sr Fiscal de Cámara (fa. 117) a la sentencia de !• ínstanc» 
en' cnanto desestima la validez de ciertas actuaciones adminis- 
trativas, para, en cambio, admitirlas en lo que concierne a 
manifestaciones hechas en las mismas por Iriarte, no tiene base 
legal. En efecto, al mencionar el Sr. .Tue?, a-quo, escrito» y 
declaraciones de Iriarte no lo obliga a dar validez a otros ele- 
mentos acumulados a caaa actuaciones sin el contralor de la 
persona a quien se- pretende judicialmente oponer, fallo no 
apareja contradicción alguna y sí una exact a valoración de 
elementos de prueba, máxime desde que, con ello el a-quo na 
demostrado la concordante actitud del demandado, can relación 
a la ocupación de los lotes 23 y 24- Que por ello y p«r los fun- 
damentos de la sentencia de U. 103. considera que esta debe 
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ser confirmada incluso la declaración de co*t«s por su orden, 
dado las razones que con acierto se invocan para así disponerlo. 
El Sr. Camareta Dr. Roberto G, Costa- que votó en cuarto 
termino dijo: Que adhiere al voto ilel I>r. Vicini como a»í tam- 
bién a los nirreg:ai¡ns propuestos por los Drts. Rilbao la Vieja 
y García Quiraga. El Sr. Vocal Dr. Tomás M. Rojas que votó, 
en quinto termino dijo: Que adhiere a las consideraciones 
formuladas en los voto« que le anteceden con sus respectivas 
ampliaciones por considerar ajustada a; derecho y a las cons- 
tancias, de la causa la sentencia del Sr. Juez Iletrado de Rio 
Gallegos (fs. IOS). Costas de 3» instancia también por su orden 
en atención al resoltado de los recursos traídos a conocimiento 
del Tribunal. 

Por tuno y a mérito de los votos contenidos en eJ Acuerdo 
precedente: se confirma la sentencia de fs. 103/107 en cuanto 
ha sido materia de recurso. — Jorge Biloco la Vieja. — Eduar- 
do García Quiroga. - Diego Vicini. — Roberto C. Costa. — 
Tomás M. Rojas. 

FALLO PE LA COIíTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2fi de marzo de 1951. 

Vistos los autos "Pisco Nacional a,/ triarte Miguel 
s./ cobro de pesos"* en los que se han concedido a fs. 
147 vta. y 148 vta. los recursos ordinarios de apelación 
interpuestos. 

Considerando : 

Que los recursos ordinarios de apelación concedi- 
dos a fs. 147 vta. y 148 vta. a las partes actora y de- 
mandada respectivamente, son procedentes de aenerdo 
con lo dispuesto por ol art. 3* r inc. 2* de la ley 4055 y 
con la jurisprudencia do esta Corte Suprema (Fallos: 

91 y 519). 

Que en cuanto a la cuestión debatida se reproducen 
por la actora las mismas consideraciones ya formuladas 
en primera y segunda instancias, sin ninguna variante. 
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Por conceptuar perfectamente fundado el fallo recurri- 
do, así como el del Juez Nacional, corresponde su con- 
firmación. 

Qne en lo concerniente a la prescripción liberatoria 
opuesta por el demandado, éste insiste en sostener que 
el hecho de haber gestionado de la autoridad adminis- 
trativa un estado de cuenta* con relación a los lotes 23 
y 34 —que admite expresamente ocupar— en razón de 
que los cargos que le fueron presentados comprendían 
campos no utilizados por él, no constituye nn reconoci- 
miento de deuda sino solamente una solicitud de discri- 
minación de U misma, por cuanto, dice, no se puede re- 
conocer algo que se ignora. Eate razonamiento es insos- 
tenible por cunnto al admitir que ocupa dos lotes, la 
solicitud sofero discriminación de los arriendos corres- 
pondientes a los mismos tiene el significado único y ló- 
gico de pretender conocer solamente el monto de lo 
Adeudado pero sin poner en duda sn obligación de pagar 
la liquidación que resulte. Es exactamente igual que 
decir: "admito que soy deudor pero qniero conocer el 
monto del cargo". U prtsenUciim del demandado, en 
tale» condiciones, es necesariamente interruptiva de la 
prescripción puesto que contiene el reconocimiento ex- 
plícito de ser deudor aun cuando sostenga que por una 

cantidad menor. 

Por tanto, se confirma en todas sus partes la sen- 
tencia recurrida, tamoién sin costas en esta instancia. 

hva B. Lokohi — Tomás D. 
Casamb — Felipe Santiago 

PÉREZ. 
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JUAN J08B BOERO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Comptttneic nacional. C*wa, 
penales. DtlÜOM en perjuicio rt> lat bimntt y rrnlas ¿$ la Nación *j i* 
su* reparticiones antárqnifas. 

Corresponde a la justicia nacional en lo penal especial 
de la Capital, y no a la naeionai en lo correccional dél 
mismo lugar, conocer del proceso por lesiones instruido a 
consecuencia de haber sido embestida ana bicicleta guiada 
por un particular — que resultó herido — por una camio- 
neta perteneciente al Ministerio de Agricultura d« la Na- 
ción. Ello, en virtud de tratarse de un hecho cometido en 
menoscabo det patrimonio de la Nación, cuya responsabi- 
lidad tamhiín podría resultar comprometida 



MARIA REOINA SIMREZ * 

FALTAS Y CMTkÁVBNCÍQKÉB. 

Los juicio* de faltas han sido legislados como breves v 
mímanos. en loa arts. 585 y sigtes. del Código de Proce- 
dimiento* en lo Criminal (*). 

COXSTITUCWa XACIOyAl: ferafei garantía*. Dsftnsn «a 
juino. l'roreAimitnto y'aenti-nñm. 

Ri la recurrente ha estad» en condiciones de ofrecer prueba 
dé descargo en ta instancia judicial, como resulta de su 
declaración romo testigo — en la que admite que «e alteró 
el orden publico y además expresa no poder precisar si 
hubo testigo de lo ocurrido — e indagada luego, tampoco 
hace referencia alguna, habiéndose ajustado el trílmite del 
respectivo juicio de faltas a los término* de los srts. 585. 
y aijrtea. del CÓd. de Procedimientos en lo Criminal, eo- 



P) 2fi a> Hinrw. FsIIm: 2)7, 847. Kn Ii mi.ma fecha, diMt* 
i*líntí.-n roaolooiAn n la ^uc nnteeerte. en h raun caratulada "C. Oflít.XI' 
Valle, CirtM Alerto _ logas» - Brt. M del C. Piñal". 

(I) 2* di> mano. 
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rmponde concluir que lo* autos no ponen de manifiesto- 
«rravío suficiente « la defensa en inicio-, como para fundar 
en dicha garantía el recurso extraordinario denegado. 



ARTURO TAMAONO Y OTROS v. HADERINWÍ8 S, R. L. 

fíECVÍtSO EXTRAORDISARIO: Recito» vm Rtt 
recta. Senteme¡a* con fundamenlotr no fedérale» o fedérale» 
dos. Fundamento» de orden Cúntúñ. 

Va improcedente el recurso extraordinario deducido contra 
ta resolución que tiene fundamentos de orden común y 
Ir-cal suficientes rara sustentarla, oorac ea el alcance «tri- 
buido por aquélla al art. Í399 del Código de Comercio y 
a la ley local n» 41G3. (>)- 

CONSTITUCION NACtÓXAL: fíeretho» y garantía*. Igualdad. 

\.R garantía de la ipualdad no Maulla violada por la 
creación de un régimen distinto del judicial ordinario 
para latí omisas referentes al derecho del trabajo, en tanto 
te organice de manera razonable y compatible con los de- 
rechos v Rarantías constitucionales, como el que establece 
el decreto 8» 32.347/44 (»). 



ír) -X *• mar 
(II rallos: r 
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Año 1951 — Abril 



nORACIO ASIUMEXDI v. CARBONERA BUENOS 
41 RES S. R. L. 

RECVRSO EXTRAORDINARIO: Requisitos fórmale*. Interposi- 
ción det retuno. Fundamento. 

Procede el recurso extraordinario si el escrito en el cual 
se lo interpuso contiene la* enunciaciones necesarias para 
apreciar sus fundamentos y la cuestión federal sobre la 
cual habrá de pronunciarse la Corte Suprema, cuestión 

que existe efectivamente. 

JURISDICCION YCOMPETESCIA; Competencia naciuml. Por las 
pirsonas. Nación. 

Cimo quiera que de los términos del decreto 1921747 no 
resulta la sucesión en el pasivo de laa entidades cuyos 
bienes se dispone adquirir en bloque por el Estado, es 
competente la justicia nacional en lo comereiat de la Ca- 
pital Federal, y no la justicia federal, para conocer en el 
juicio promovido, por cobro de pesos, por un particular 
contra una sociedad de igual earécter, no alterado por la 
circunstancia de hallan» intervenida por la Junta de Vi- 
gilancia y Disposición Piñal de la " 



Dictamen jiel Procurador General 

Suprema Corte; 

Ante ol Juzgado de Comercio g 1 de esta ^P* 1 * 1 * 

posos comra: "Carbonera Buenos Aires, Soc. Reap. 
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Ltda.". Con feeha 13 de agosto de 1947, la Cámara Co- 
mercial declaró !a incompetencia de cae fuero para se- 
guir conociendo en el juicio, por haber dispuesto el Es- 
lado la adquisición de los bienes de la eompaiiía deman- 
dada (fs. 91). 

Repetida la acción ante la Justicia Federal, tanto el 
Juez como la Osuna ra tic la Capital (fs. 2G y 23 respec- 
tivamente), sostuvieron asimismo la incompetencia de 
ene fuero. Contra el fallo do segunda instancia dedujo 
la aetora recurso extraordinario que aparece conci-dido 
a fs. 31. 

Sí bien la apelación no Isa sido debió" rímente fun- 
dada a fs- 29, se lia planteado en autos una cuestión de 
competencia negativa que deja al actor sin jaeces. V. E. 
tiene declarado en caaos semejantes, '«que procede la 
intcrvenWóa de la Corte Suprema a fin do evitar la 
efectiva delegación de justicia que de otro modo so pro- 
duciría" (181: 137; 188: 71 y 82, e m m; "Une* Carlos 
O. v. Indumdas S. A- Mercantil (le Ind. Unidas", fallo 
del 12 de mnyo de 1M8, entro otros). 

Como bien lo sostiene el Sr. Procurador Fiscal do 
Cámara con citas de doctrina de V. E. (fs. 23), ol fuero 
federal no surte en esto cano por razón de las personas, 
puesto que el carácter de la sociedad demandada no re- 
sulta alterado por la intervención de la Junta de Vigi- 
lancia. A sus conclusiones me remito brevitatis causa. 

Por las razones expuestas, opino que el conocimien- 
to de la presente causa corresponde ol Juez de Comer- 
cio de la Capital Federal. — Buenos Aires, diciembre 27 
de 1950. Año del Libertador General San Martín. — 
Carlos G. Delfino. 
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Buenos Aires, 2 de abril de 1951. 

Vistos loa aulos: "Asurmendi, Horacio c¡ Carbo- 
nera Buenos Aires S. R, L. s.¡ cobro de $ 27.838,82", 
en los que a fs. 31 se lia concedido el recurso extraordi- 
nario. 

Y considerando: 

Que ol recurso extraordinario deducido a fs. 29 
cumple con Iob extremos formales necesarios para su 
procedencia —Palios: 216, 5Í)2 y otros— y existe adé- 
rate cuestión federal suficiente paTa sustentarlo. Ha 
sido, pues, bien concedido a fs. 31. 

Que en cuanto al fondo del asunto, como quiera que 
de los términos del decreto 1921 147 nó resulta la suce- 
sión en el pasivo de las entidades cuyos bienes se dis- 
pone adquirir on bloque, os aplicable al caso la doctrina 
de Fallos: 20f> f 515 y los antecedentes que allí se citan 
a que se ajusta la sentencia de fs. 28. 

Que corresponde así confirmar la sentencia apelada 
do fs. 28, con la aoiarflción qae la cansa es de la compe- 
tencia de la justicia nacional en lo comercial de la Ca- 

En sn mérito y habiendo dictaminado el Sr. Pro- 
curador General se confirma la sentencia apelada de 
fs. 28, con la aclaración de los considerandos. 

Lms R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzubla — Tomás D. 
Casar.Es — Felipe Santiago 

PÉREZ. 
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BANCO DE LA NACION v. '"INVERNADAS 
SAN SEBASTIAN" S. A. 

EXPROPIACION: IndtmnitMión. Determinación del valor nal 

Si bien por tliapwieiÍHt del art. 14 de 1» ley 12.636 -sobre 
colonización nacional— el valor de los inmuebles que se 
expropien en cumplimiento de la misma, debe establecerse 
principalmente sobre la base de su productividad durante 
lo* últimos diez arios, como lo que decisivamente importa 
en las juicios de esta especie es que la indemnización sea 
justa, los jueces no están impedidos de- confrontar las con- 
clusiones periciales obtenidas de cae modo con otros ele- 
mentos de juicio Renos, concretos y objetivos a los que 
sesn ajenos loa factores de mera especulación — qi. tf son los 
que el precepto lefra! mencionado se na propuesto elimi- 
nar— cuando existen discrepancias entre los mismos téc- 
nico» en esa determinación indirecta del valor. 

EXPROPIAMOS: Indtmnizacüím. Verminación del calor real. 

Resultando sensiblemente disparen las conclusiones a que 
llejran, en lo referente al valor del campo expropiado, 
cada uno de los tres peritos que se expiden en autos y el 
Tribunal de Tasaciones, corresponde atenerse a la compra 
beeha por el mismo Raneo de la Nación expropiante — en 
fecha anterior en «"«eos meses a la de la toma de posesión 
en cate juicio, y también en cumplimiento de la ley 
12.636 — de un campo sito en las proximidades del ahora 
expropiado, que no le es inferior bajo ningiin concepto ; no 
pudíendo fijarse con equidad nn pTecio promedio incluidas 
todas las mejoras inferior al que papo el Estado expro- 
piante en aquel caso, no tenido en. cuenta p«.r el Tribunal 
de Tasaciones, 

EXPROPrACWX; Inilemnuari'ín. flírc* Aflea. 

Tratándose de la expropiación de un campo, debe indem- 
nizarse a su propietario por las labore* agrícolas realizadas 
en el mwmo ante» de la deaposesión y que, a consecnencia 
de esta, vinieron a favorecer al expropiante. 

EXPROPrACrOX: Indtmnisación. Otro* daños. 

Siendo consecuencia de la expropiación de nn campo el 
papo de salarios resultante del despido del personal que 
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en él trabajaba, corrwponde al expropiante abonar el im- 
porte correspondiente a dicha partida, de conformidad a la 
prueba aportada a les autos. 

EXPROPIACION: Indemnización. Otros daiios. 

La indemnización por expropiación" de un campo debe com- 
prender la partida correspondiente al impuesto de contri- 
bución directa, abonado por la erpropiada, en la parte pro- 
porcional equivalente at período posterior a la toma de 
posesión del bien objeto del juicio. 

COSTAS» Kalura!t;a dtl juicio. Expropiación. 

Procede imponer las costas de todas los instancias al ex- 
propiado^ ai el importe que se manda papar en concepto 
de total resarcimiento excede al ofrecido más la mitad de 
la diferencia entre este y lo reclamado por la parle d*man- 
dada, siendo desechado el recurso de la actora y admitido 
en parte el de la demandada. 

HONORARIOS DE ABOCADOS Y PROCURADORES. 

El arancel establecido por el decreto ÍMM39/44, no ea apli- 
cable a los juicios de expropiación, sin perjaicio-de tomar 
en consideración, entre otros elementos de criterio, laa 
««calas en él establecidas, así como también qne deberá 
considerarse- monto del juicio a la diferencia entre la 
oferta fiscal y la suma señalada en última instancia como 
indemnización. 



Sentexcia dfx Juez Federal 

Rosario, 24 de diciembre de 1949. 

T vistos: Estos autos caratulados "Banco de la Nación 
Argentina e/ Invernadas "San Sebastián" S. A. — Expro- 
piación del inmueble "San Pedro" o "El Bagual", expte. 
¡Stt 9046 del cual resulta ¡ 

i) Que e! Procurador Fiscal Dr. Mipuel Angla Oyied!» 
Bustos, por el Banco de la N'ación Argentina, en mérito a 
la representación que le confiere el Deereto del P. E. Nacional 
agregado de fs. 2 a 5, promueve juieio de expropiación contra 
la Sociedad Anónima "Invernadas San Sebastián" o contra 
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quienes multen propietarios del inmueble denominado "San 
Pedro" o "El Bagaar, ubicado entre la* ««aciones Wfaeel- 
wright y Juncal del Departamento Constitución de esta pro- 

rincia. 

Expresa que el inmueble que se expropia consta de nna 
superficie de 6.847 Has. 6.46» m J . aproximadamente, compren- 
¿ida dentro de loa limiten que describe y que la expropiación 
se tramita para incorporar el inmueble a la eoloniaaei6u oficial 
e prevé la ley 12.636, cuya aplicación corresponde al Bando- 
la Nación Arpentina. 

Después de alpinas consideracionea tendientes a destacar 
l«w propósitos de bien públioo que animan a la Xactón^ftl aplicar 
el vasto plan agrario sintetizado en el art. V de la ley 12.636. el 
representante de la actora detalla las Bestiones realizadas para 
adquirir tierras en la provincia de Santa Fe y hace presente- 
que la infructuosidad de esas gestiones decidió a su mandante a 
solicitar del Poder Ejecutivo la expropiación del inmueble a 
que se refiere la demanda. 

Aftretfa que su instituyente íijó para dít'ho inmueble un 
precio unitaria de í 709,94 m/n„ con mejoras y libre de callea 
o traw* destinados a tal fin. o sea $ 4.861.418.15 m/n. adop- 
tándose esa tasación en hasc a la apreciación de la producti- 
vidad en los íiltimos diez años dentro de la roña sin tener en 
cuenta su valor venal, procedimiento básico establecido por el 
art. 14 de la ley 12.636 cuya aplicación reclama, con exclusión 
de cualquier otro, para 1* decisión de «te expediente. 

Adjunta boleta de depósito por esa suma, consignada para 
responder al precio de la expropiación y hace presente que 
annque mx representada tiene el propósito de tomar posesión 
inmediata del inmueble no ha de irrogar a los propietarios o 
arrendatarios perjuicio alguno ni en los cultivos ni en I»9 
haciendas ya que mientras se efectué el parcolamiento han de 
tener tiempo prudencial para la liquidación de sus negocios. 
Pide cmtas en la medida que fueren procedentes. 

fe) Resuelto por el Justado el pedido de no innovar for- 
uladn por el representante de la expropiada, y realizada la 
toma de posesión por el Banco actor se eelehrA a f*. 94 la 
audiencia desijmada pnra. sustanciar el juicio verbal. 

En ese acto el Procurador Fiscal dió por reproducidos loa 
«términos de la demanda y el procurador Luis W, Mazzoleni, 
actuando- por la expropiada, la contestó por medio de la minuta 
que se afc-rego a fs. 64/88. 

EI representante de la expropiada expresó, en el escrito 
de referencia, que desde un punto de vista estrictamente jurí- 
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dico aceptaba U procedencia de la acción, pero de ningún 
modo aceptaba la indemnización ofrecida por la actor» por 
considerarla sumamente reducida y en completa desproporción 
con el valor real del campo y ana mejoras, edificios, alam- 
brados, plantaciones, sembrados, etc. 

Expuso, a continuación, abundando en consideraciones, las 
características del campo y si* distinta* ventaja* que, a su 
juicio, no dejaban duda de que el valor por Ha tenía que 
ser mucho más «levado que el que le «tribuía el banco de la 
Nación, e hizo notar que el mismo Banco había adquirido pri- 
vadamente, en diciembre de 1947, el «ampo denominado El 
Pelado", situado a nao» 25 km. de "El Bagual abonando 
$ 965 ra/n., por Ha., pese a que la calidad de sus tierras no 
era superior k la de "BIT Bagual" ni tenía laa valiosas mejoras 
que existen en éste. 

Expresó que, de acuerdo con esas consideraciones, el valar 
de cada Ha. de campo, libre de callea y con exclusión de las 
mejoran, debía fijarse en una suma equivalente a 9 l.OoO.&O 
moneda nacional k» que determina para todo el campo una 
«limación de $ 7.196937,29 m/n. a la que debía abante el 
valor de las mearas que detalla minuciosamente y que ascen- 
dían a * 681.652,30 m/n. 

Separadamente recíaraá indemnización por el porcentaje 
que correspondía a su mandante, como locadora, por las labores 
y sembrado* correspondiente* al año agrícola 1948-49, efec- 
tuados en el campo hasta la fecha de la toma de posesión, 
estimando el importe de esa indemnusactán en la suma de 
$ 5.000 m/n. 

Dejó" a salvo los derechos de m mandante para obtener 
indemnización por U» muebles, Utiles, enseres y maíz de la 
oosecha 1947/48 que existían en #1 campo a la feeha de la toma 
de posesión, para el caso de que esos efectos no le fueran entre- 
gados directamente como entendía corresponder por ÜO estar 
incluidos en la expropiación. 

Sostuvo que también correspondía indemnizar a su man- 
dante por laa sumas que tendría que abonar al personal que 
ejercía funciones en el establecimiento y que quedaría cesante 
eomo consecuencia de la expropiación, estimando eee rubro en 
$ 18.071,38 m/n.; igualmente sostuvo que la expropiante denta 
devolverle la parte proporcional de los impuestos abonados 
por el año 1948, abonarle intereses sobre el monto de la indera- 
nisación y hacerse cargo de las costa* del juww. 

A continuación el representante de la expropiada mani- 
festó su disentimiento con la pretensión formulada en la de- 
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muda de que el precio del campo debería establecenie de 
acuerdo con loa arto. 14 de la Ley 12.636 y &> del Decreto 
17.920/944, modificatorio de la ley 189 e impugnó de iiicone- 
títucionalidad ambas disposiciones lo mismo que la del art. 18 
del Decreto N« 17.920. 

e> Invitadas las partea a ofrecer prueban el Sr. Procu- 
rador Fiscal ofreció U que se menciona en el escrito que ae 
agregó a fs. 25/26 y el representante de la expropiada la que 
consta en la minuta de contestación a la demanda con las am- 
pliaciones formulada» en el acto de la audiencia. 

d) Producida la prueba que obra en autos se celebró a 
fa. 191 audiencia para informar Robre *u mérito. Posterior- 
mente el Juagado, de acuerdo con lo dispuesto por la Ley 
X« 13.264 dispuso requerir informe al Tribunal de Tasaciones 
y, producido este, escuchó nuevamente a las partes en la audien- 
cia de fs. 813 quedando el expediente en catado de dictar pro- 
nunciamiento, 

T considerando qoe: 

X*) El representante de la 8. A. Agrícola Ganadera 
"Invernadas San Sebastián" expresó al contestar la demanda, 
qae no desconocía el derecho de la aetora para reclamar la 
expropiación del campo "El Bagual" y que. en consecuencia, 
aceptaba ta procedencia de la ación intentada. 

Tampoco existe divergencia en lo tocante a la superficie 
abarcada por la expropiación que en la demanda se hace ascen- 
der aproximadamente a 6.847 Has. 6.465 m*. 

El testimonio de la escritura de compra traído bE juicio 
menciona una snprrficie de 6.831 ITa. 7 á 72 ca. 6 dm*. canti- 
dad sigo inferior a la expresada precedentemente, que lia sido 
aceptada por la demandada en su informe de fs. 164/190. eli- 
minando toda cuestión a este respecto. 

El derecho de propiedad de la demandada ha sido justi- 
ficado con el testimonio agregado a fu. 38/38 obrando ademas 
un informe del Registro GeneTal que acredita la inscripción 
de dominio a nombre de la demandada. (Ver fs, 155 vta.), 

Vale decir que la controversia se limita al desacuerdo que 
existe entre Ina partea sobre el monto del precio que. debe 
abonarse a la 8. A. "Invernadas San Sebastián" como con- 
aecuencia de la expropiación. 

2*) El representante del actor expresa en su escrito de 
demanda, que la fijación del precio unitario de la tierra se 
obtuvo apreciando la productividad de loa últimos die* años 
dentro de la zona en que se encuentra ubicado el inmueble 
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si» tener en euent» m valor renal, por ser ese el procedimiento 
básico establecido por el art. 14 de la ley 12.636, agregando 
que no admitía otro precio que el que resultara de la aplicación 
de tus normas fijadas por la citada disposición legal. 

El representante de Is. demandada, por su parte, disiente 
con esa pretensión del Banco de la Nación e impugna ''e 
ineonstitueiimaUdad la disposición del art. 14 de la ley 12.636 
por considerarla contraria a los principios cAnsagTftdos por «1 
art. IT de la Constitución de 1*S3, vigente en la época en que 
se dispuso la expropiación y se efectuó Ir toma de posesión. 

El art. 14 de la Ley de Colonización N* 12,936 dispone 
que el precio de la tierra que se expropie en cumplimiento de 
esa ley. que ae declara de interés ^áulico, se fijará con suje- 
ción a las normas siguientes: 

1) El valor de la valuación para ol pago de loa impuestos 
teniendo también en cuenta la de los terrenos similares con- 
tiguos. 

2) El valor de su proxltielividad apreciada en los 10 años 
precedentes a la expropiación, dentro de la zona en que se halle 



La indemnización, según estatuye la misma disposición 
lepal en su parte final, comprenderá, además del valor de la 
tierra y las mejora* cuando no estén comprendidas en loa 
incisos anteriores, el de lo* perjuicios que el expropiado pro- 
bara y que fueran la consecuencia forzosa de la expropiación, 



afectivos y las gananeias hipotéticas, no pudiendo en ningún 
caso el valor de los perjuicio» exceder del 20 fe atribuido a la 
tierra. 

El art. 17 de la Constitución de 1853 establecía que. la 
expropiación por cansa de utilidad pública debía ser previa- 
mente indemnizada, fórmula que ha sido repetida en la Consti- 
tución Nacional que rige actualmente, cuyo art. 38, después de 
referirse a 1a función social de la propiedad, que la hace so- 
meter a las obligaciones qne eatabl«ca la ky con fine» de bien 
común poniendo a cargo del Estado la fiscalización de la dis- 
tribución y utilización del eampo y la intervención tendiente 
a desarrollar e incrementar su rendimiento en interés de la 
comunidad, procurando a cada labriego o familia labriego 
la posibilidad de convertirse en propietario de la tierra que 
cultiva, establece que la expropiación por causa de utilidad 
pública o interés general debe m calificada por ley y previa- 
mente indemnizada. 



ubica*.. 




1W 



MIAOS DE I-A CORTE BUFlIHt 



Ahora bíen, uu estudio detenido y armónico de los diversos 
apartado* del art. 14 de la ley 22,636 permite establecer, a 
juicio del proveyente, que el sistema legal no está en pugna 
con la disposición constitucional que obliga al Estado a in- 
demnizar a los propietarios de los inmuebles expropiados. 

Los incisos 1 y 2 del art. 14 de la ley 12.636 s61o contienen 
una enumeración de normas que deben tenerse en cuenta 
para la valuación de la tierra, pero, en realidad, el apartado 
final reconoce en definitiva el derecho a percibir el valor de la 
tierra y lae mejoras que no resulten comprendidas en los cálcu- 
lo» de valuación y productividad, de manera que la aplicación 
do aquellas normas no excluye, en opinión del suscripto, la 
intervención de otros elemento* de criterio para la fijación del 
TCdor de la tierra, que han sido contemplados en recientes; de- 
eisiuiipa de la Suprema Corte Nacional y de otro* tribunales 
del país, tales como los precios de transacciones privadas rela- 
tivas a campos de caracterSat icas semejantes, el «ceso a las 
vías de comunicación, ete. (S. C. N.. t. 211, páRs. 280, 512 
y 256; Cámara Federal de Rosario, fallo N» 22.484; Cámara 
Federal de Bahía Rlnnca, La ¿«y, t. 45, pág. 746>ete.). 

La actora sostuvo también la inconstítucionalidad del art. 6 
del Decreto N* 17.920 de! P, K. Nacional, pero esta cuestión 
carei* de trascendencia y no tiene porqué ser considerada en 
esta resolución ya que las dos partes han aceptado de común 
acuerdo la producción de prueba pericial. 

3») Establecido lo qu* antecede, corresponde entrar a exa- 
minar los distinto» elementos de criterio traído* a los autos para 
determinar el monto de la indemnización que debe abonarse en 
ente caso. 

En primer termino corresponde considerar el informe pro- 
ducido por los peritos tasadores designados en autos, lops- 
Agrónomo» Benito Meana, Manuel P. Parera y Juau p Ca- 
aenave. 

El dictamen pericial destaca, en primer termino, la ubica- 
ción del campo en el Departamento Constitución de esta pro- 
vincia entre las estaciones Wheelwright y Juncal. La estación. 
Wheelwrltrht m halla a 4 Km. del límite S. O. del campo y el 
otro extremo del campo se halla a 7 Km. y medio de la estación 
Juncal. 

El Ing, Meana, que interviene por la expropiante, expresa 
que la propiedad *e encuentra en una sona de clima templado, 
con buenas precipitaciones pluviales, bien distribuidas, todo lo 
cual favorece por igual a los campos de la roña, constituyendo 
para estas un factor de valoriraeión respecto de otra, pero no 
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un elemento de califkacíón propio del inmueble respecto 
,..dí ubicado» en la misma tona. 

Hace a continuación algunas referencias climatológicas y 
agrega que el campo, en su mayoría, es apto para la agricultura 
y ganadería, presentando bajos imindaoíea eon grande» lluvias 
que son aptoi para ganadería y medianamente para agricul- 
tnra y desperdicios para agricultura que siempre SOtt media- 
ñámente aptos para ganadería. 

De acuerdo eon estos conceptos el perito de 1» actora 
clasifica fl inmueble en tres categorías : campo apto para agri- 
cultura v ganadería 5.147 Ha-». 64 ña. 65 cáa.¡ campo bajo, inun- 
dable con craudes lluvia», tierra arcillosa, salitrosa ( char- 
queada") apto para ganadería y medianamente apto para la 
agricultura 1.300 Ha».: campo bajo ("Cañada» ), etc. ¡ des- 
perdicio para agricultura y medianamente apto para ganadería 
400 Has., en total 6.847 Has. 65 fia. 65 eá. 

El Ing. Agrónomo Manuel Francisco Parera, que inter- 
viene por la expropiada, después de destacar los factores 
climatológicos que a su juicio inciden en la productividad, y # 
por ende, en la valorización del inmueble, expresa que se trata 
de nn campo aproximadamente de m 80 7" * lt0 - 7" 
suelo "íraneo w de textor; areno-arcílloaa-homífera de color 
oscuro y aemi-coherente. profundo, con una capa arable que 
favorece ampliamente la nutrí eiótt de las plantas y un subsuelo 
aroilloao-eoherente sin lasca, aeregsndo que en base a la calulaa 
del suelo, agita v condiciones de clima, ademas de su ubicación 
el campo se encuentra en la 'Zona mlín rica y productiva de !a 
región eercalera del país y permite especialmente la siembra del 
maí*. seguida de trigo r lino a Ion efectos de Ja rotación, como . 
así también girasol, alfalfa y cultivos intensivos de lentejas. 

El perito de la demandada clasifica el inmueble en la 
siguiente forma: V categoría, campo parejo, especial para toda 
clase de cultivos 5.185 Húk.; 2» categoría campo tendido, culti- 
vado íntegraraente 1.200 Hés-; 3' categoría, campo de pastoreo 
*obre canales y bajos 376 Háa. ■ desperdicio de lagunas 70 Has. 
7 as.. 72 cas. naciendo presente que no acepta 1* expresión t ierra 
salitrosa que emplea el perito de la actora porque la Baperficw 
calificada como tal está íntegramente cultivada, y sembrada 
por colonos 

El perito tercero, Ing. Agrónomo Juan B. Casenave, re- 
conoce la buena ubicación del campo para la explotación agrí- 
cola por su proximidad a puertos de embarque, agrando que 
el inmueble se encuentra en una sona con buena distribución 
de lluvia» en el período vegetativo y muy poco castigada por 
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graniro y fuertes viento». lo que bace que el Indice de seguri- 
dad de cosechi i sea excelente, concordando con el perito de la 
demandada en la clasificación del suelo, subsuelo y agua y 
efectuando la siguiente clasificación del inmueble: ^ partas 
de campo alto y especial, óptimo para agricultura 5.185 Hás.; 
pampo tendtdo inundable con fuertes lluvias, totalmente cultiva- 
ble, aunque con un rendimiento del 30 c /o inferior al anterior, 
1.2Q0 Ha*.; campo bajo que corresponde a la parte que com- 
prende ambos lado* del cana! secundario que atraviesa, el campo 
y la parte límite del campo sobre Canal Juncal, inapto para 
agricultura y medianamente apto para ganadería 376 Has.; 
desperdicio de lapinas y bajow sin valor agrícola ganadero 
70 Ha*, en total 6 «il Hás. 

Por lo que respecta a la distribución de lo» cultivos el 
perito de la aetora, teniendo en cuenta los existente* en el 
momento en que w inspeccionó el campo y lo» habituales en 
la Eona de influencia, consideró oportuno tomar de base para 
rus cálculos, los siguientes: maíz 75 $6 trigo 12 %, lino 6% % 
i y iriraaol 6V6 %. Kn cuanto al pastoreo el Tng. Meana lo esti- 
mó en el 5 ^ de la totalidad del campo, porcentaje que queda- 
ba excluido de la clasificación anterior. 

fil perito <!e la demandada efectuó una clasificación bas- 
tante aproximada a la del Ing. Meana (pie arrojó la* siguientes 
cifras: maíz. 72 r í, trigo 12 %, lino 6 girasol 5 % y pasto- 
reo 5 %. 

4") Entrando ya a considerar la tasación del campo, el 
perito de la parte aetora hizo presente que debía atenerse a 
lo dispuesto por los inciso* I» y 2» del art. H de la ley 12.636 
y fijar el valor de ta tierra, en base a lá valuación territorial 
y a su productividad, admitiendo, no obstante, qjue los avalúos 
fiscales «ÓIo tienen valor de asesoramiento cuando son de fecha 
reciente y responden a procedimientos técnicos aplicados por 
idóneo* en la materia y sólo pueden ser considerado* como 
punto de referencia cuando, como en el proente caso, datan 
de mucho tiempo atrás, 

El Ing. Meana aclaró «ue el índice determinado en fun- 
ción de 3a productividad de la tierra se obtenía por el siguiente 
procedimiento: primero se tomaba en cuenta la aptitud de cada 
fracción del inmueble en función de su capacidad ganadera 
( para erfa. invernada o campo) o de su mayor o menor apti- 
tud agrícola, teniendo pnsente también la explotación a qne 
fuera destinada dnrante los últimos diez años precedentes a la 
tasación, luego se tomaban y fijaban los rendimientos medies 
de cada producción y loa precios, medios depurados de gastos a 
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cargo del propietario, obteuiendose la renta neta que ae capita- 
lira a la tasa pertinente para determinar el valor del inmueble. 

Establecidas estas bases y teniendo en cuenta la clasifica- 
ción d*l campo establecida anteriormente el iag. Meana entró 
a determinar tos rendimientos de eada producción, comparán- 
dolos con las estadística» oficíales y fijándolo» en definitiva 
en las cifras que indica a fs. 134 y 134 vta.. con una reducción 
del 30 % para el campo clasificado como hajo. A continuación 
consideró los precios proporcionados por las estadíaticaa oficia- 
les, para el decenio 1936/1947 computándoles loa descuentos 
promedios cor respondientes a carga, descarga, seguro, comi- 
sión, ventas, mermas, almacenaje, impuesto provincial, flete y 
diferencias de cotización obteniendo los precios deparados eu 
chacra por quintal que debían ser aplicados a una chacra de 
100 Has. adoptada como anidad económica de la zona. En se- 
guida consideró los precios habituales de arrendamiento de la 
zona, adoptando como promedio el del 32 % de lft producción 
y, de esta manera, determinó para las tierras altas, aptas para 
agricultura una renta bruta por Ifá. de # 45,449 y para Isa 
tierras bagas, medianamente aptas para agricultura una renta 
Druta por Ha. de $ 31,815 o sea el 70 % de aquella auma. En 
cnanto a! campo bajo, calladas, etc., inapto para agricultura 
v medianamente apto para ganadería, estimé la renta bruta 
en t 14 m/n. por Há., que constituía, a su entender, el precio 
promedio abonado para los campos de esta clase. 

A loa precios así obtenidos, el perito de la actoia les aplicó 
reducciones por contribución territorial y gastos de adminis- 
tración, obteniendo como rentas netas para loa pampos de la 
primera categoría $ 42,881 m/n., para loa de segunda catego- 
ría $ 29,515 m/n. y para los de la tercera categoría $ 



m/n. por Ha. 

En cuanto a la tasa de capitalización, consideró aplicable 
la «M 5'/£ % obteniendo los siguientes valores ; por Ha. : 1" ca- 
tegoría * 779,75 m/n. ; 2* categoría * 536,70 m/n. y 3» catego- 
ría $ 221,81 m/n. lo que arroja para- la totalidad del «ampo, 
de acuerdo con la clasificación antes indicada con sus mejoras 
necesarias, la nume A* * 4.800.311,35 m/n. o sea un promedio 
por ná. de • 701,01 m/n. ■ . ... • 

Bl p*«to "* P* rt * demandada, Inje. Parera, después de 
algunas consideraciones tendientes a dejar establecido que lo 
oue debía fijarse era el "valor venal corriente del inmueble 
hiao presente que a tal efecto, aplicaría dos métodos distintos: 
a) el método directo, o sea el de comparación con ventas en la 
misma tona y en la misma época y b) el mé-todo indirecto, o 
.-sea el de eapitalizaci6n de la renta aplicando la tasa normal. 
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A los efectos «leí método directo consideró las sirvientes 
operaciones: a) campo "El Pelado" de 14.848 Ha*., vendido 
en diciembre de 1947 a $ 965 ra/u. Ja Há.; b) parte del campo 
"El Mangrullo" < 1.720 Has. a tres lefrnas de Venado Tuerto, 
vendido en julio de 1948 a un promedio de * 1.096.82 m/n, la 

; c) «1 campo Dolores" de 800 Has. a 8 Km. de 

"Santa Emilia", vendido en lotea a * 1.300 m/n., $ 1.150 ra/n. 
y $ 1.100 m/n. y d) parte del campo "I-a Carlota", a 7 Km. 
de Wheátottffct, vendido cit lotea a * 1.500 y * 1.280 m/n. 
la Hfi., sin exponer las conclusiones obtenida*. 

A los efectos riel método indirecto, el In*. Parcra siguió 
un procedimiento similar al del Ing\ Meana adoptando los ren- 
dimientos medios indicados a fs. 143, muy parecidos a los uti- 
lizados por el perito de la adora, pero, en lo que respecta a 
los precios promedios —para cayo efecto consideró únicamente 
el periodo 1942/1947— obtuvo resultado* que diferían nota- 
Memento de los del In¡». Meana —sobre todo en lo referente al 
maíz <E 1,e constituye la principal explotación del campo— iuv 
bí pudo atribuirse la diferencia a la limitación" del período exa- 
minado y a la falta de inclusión de algunos descuentos consi- 
derados por el perito de la actora. 

RL Ititr. Parcra adoptó como tipo de arrendamiento el 
32.30 % (^incidiendo casi con el I"*. Meana. pero dúterepó 
con tete en la tasa do Contribución Territorial Ojue fijó en 
$ 4.32 por Há. (contra $ 1.66 del perito de ta actor*) y en los 
gaatoa de administración que fijó en el 4 %, o sea el doble riel 
fijado por el h\g. Meana. En cuanto a loa campos de pastoreo, 
estimó su renta en $ 15 ni/n. por Há., por ser éste el precio 
abonado por sus ocupantes. 

Con estas bases y aplicando la tana de capitalización riel 
4,70 % el perito de la demandada determino para todo el cam- 
po, libre de mejoras, un valor de * 7552.430.42 m/n M o oca 
un valor de i 1.061,68 m/n. por HA. 

El perito tercero, Ing. Agrónomo Juan B. Casenave, ex- 
presó ain discriminar el proccri ¡miento seguido, que teniendo 
«i cuenta los resultados obtenidos dwpuéa de un detenido es- 
tudio y cálculo sobre la productividad del campo en los últimos 
diez años eu base a cultivo» de maís, tríjfo _v girasol y las con- 
clusiones sacadas de laa ventas de campos últimamente realiza- 
das en la zona, como ser la compra del campo "El Pelado" 
por el que el mismo Banco de la Nación, pa#ó * 965 m/n. por 
Hñ.. fijaba el valor del campo libre de mejoras, en ♦ 972,40 
moneda nacional por Há. o aea ♦ 6.642,539,45. 

5») Con posterioridad a la producción de este dictamen, 
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el Jugado, de acuerdo con lo diapuesto por el art. 31 de ls 
lay 13.264 decidió requerir al Tribunal de Tasaciones el in- 
forme a que se refiere el art. 14 de la mencionada ley (ver 
&. 192). 

El informe producido por el Tribunal de Tasaciones obra 
en las actuaciones que corren agregadas por cuerda floja. 

En esas actuaciones se hace un estndio de los anteceden- 
ten del campo, coincidente con el realizado por loa peritos que 
intervinieron en el espediente, reconociendo, como estos, que 
en genera! se trata de campo alto, apto para agricultura, con 
partes bajas y tendidas que son inundables con fuertes lluvias 
pero aptas para ganadería y también, aunque en menor pro- 
porción, para agricultura, observándose» sobre el Canal Juncal 
que corre sobre nno de los límites del campo y a ambos costa- 
dos del canal secundario que lo atraviesa, parte* inaptas como 
también desperdicios por lagunas y juncales. 

El dictamen expresa que la zona en que se ubica el campo 
es reconocida como apta para la siembra del maíz, trigo y lino 
v que la aptitnd ganadera es estimada en una cabeza y media 
"por Ha. en loa altos y aproximadamente la mitad en las partes 
bajas, agregando que", de acuerdo con la disposición de los arts. 
15 v 10 del fleereto 33.405/1944. ratificado por ley Wm 
determinará el avalúo teniendo en cuenta dos valores: a) Di- 
recto: de la tierra y íic las mejoras y b) Indirecto por _ capi- 
talización de fa renta real o rendimiento presunto Sagra las 
condicione* agrolóff'ea* del suelo, su destino efectivo a la feeha 
de posesión y A-alores corrientes de arrendamiento. 

Es oportuno destacar que la fecha de posesión del campo 
por la expropiante —que sep'm jurisprudencia comente « la 
que debe adoptarse para fijar los valores de la indemnización— 
es la del 4 de agosto de 1948 (ver fa. 22). 

Por el método directo obtuvo los siguientes valorea unita- 
rios por H6.: 1) para el campo de primera categoría, desocu- 
pado (42 Ilás. 0772.06 m 8 .). * 994.64 iu/n.; 2) para el campo 
de primera categoría, ocupado <S.M2 Has.), * 91175 m/n; 
3) para el campo de segunda categoría, ocupado 1200 Has ), 
« 729,40 m/n.; 4) para el campo de tercera categoría, ocupado 
(376 H*.), * 300 m/n.; 5) para los juncales y lagunas $ 80 
m/n. o sean en total 683 Has. 0772,06 m fl . avaluadas, librea de 
mejoras, en * 5.724,81 m/n. > 

A los efeetoi del método indirecto el Tribunal de Tasacio- 
nes «incidió con el perito de la demandada -que en esto 
parte difiere poco con el <le la actor*— en clasificar el inmue- 
ble en la siguiente fon»»: 1» categoría 5.185 Háa.; 2' categoría 
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1.200 Háa.; 3* categoría 376 Has., juncales y lagunas 70 Hás„ 
coincidiendo también en considerar que la explotación tipo del 
campo era la siguiente : maíz 72 9c, trigo 12 %, lino 6 %, 
girasol 5 % y pastoreo 5 %. Para los cálculos a efectuarse 
adoptó también la unidad económica de 100 Haa., aceptando el 
precio <le arrendamiento normal del ."(2,30 ¡¡$ de la cosecha, en 
cuyo porcentaje incluía el interés fundiarío o sea el de las 
mejora» propia» del establecimiento que por su uso sbonabau 
loa colonos. 

Establecida* estas hases. el Ttíbunal de Tasación?* siguió 
un procedimiento similar al de los peritos de las partes, adop- 
tando los rendimientos medios que se enuncian a fs. 40 del 
espediente adjunto, Aplicando en definitiva la tasa de capita- 
lización del 4.5 %, el Tribunal de Tasaciones determinó para 
todo el campo, incluidas las mejoras necesarias, un valor de 
* 6.024.141,59 o sean * 881,87 m/n. por Há. 

6'} Corresponde ahora entrar a examinar por «epatado 
el rubro relativo a las mejoras que se encuentran en el eampo, 
de cuya existencia informa el inventario celebrado según cons- 
tancias de fs. 93/101. 

El perito de la parte actor» Ing. Mcana dice que la apli- 
cación de la ley 12.63fí en la tasación de la propiedad deter- 
mina por un lado el valor de las mejoras propias del inmueble 
y por otro lado el valor de la tierra expresado por su produc- 
tividad real. 

El luir. Mtana manifiesta que la utilidad de las mejoras 
existentes surge de su posible aprovechamiento actual y de su 
posible utilización a tos fines de la colonización del inmneble 
y. entrando ya a considerar el valor de las mejoras que se- en- 
coentran en el campo, menciona !a existencia de loa alambra- 
do*, aguadas y construcciones que detalla a fs. 128/128 vía- 
tasándolas en la suma de Ü 205.079. 

Ahora bien, teniendo en cuenta qne. según su opinión, el 
valor de * 4.800.311,35 m/n. fijado en el considerando prece- 
dente incluye ya el valor de la tierra y eus mejoras propias, 
entiende que a ese valor sólo corresponde agregarle el corres- 
pondiente a aqupllas mejoras que si bien no son suntuaria», 
son excesivas o simplemente no indispensables para la norma! 
explotación del campo y que, aún cuando no aon imprescindi- 
bles para desarrollar su productividad, consisten en construc- 
ciones o plantaciones, o sea bienes que deberán seguir a la 
venta del inmueble y que por lo tanto inciden en m valor 
recanrsndo el precio obtenido. 

Bl Ing. Meana incluye en ese concepto a las mejoras que 
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detalla a fs. 138 tasándola g en la suma de * 61.155 m/n. que 
unida a la antea expresada, forma la cantidad de * 4.861.466,35 
que, a su juicio, representa, el valor total del campo expropiado 
y de la» mejoras existentes en el miamo. 

Bl perito de la demandada Ing. Pare ra expresa su dis- 
conformidad con la opinión del perito de la actore y ««tiene 
que las mejoras deben incidir totalmente en (a valuación del 
inmueble, agregando algunas consideraciones sobre lft posibi- 
lidad de aprovechamiento de las mismas. 

Detalla las mejora» existentes i alambrados, ajenadas, cons- 
trucciones y parque; y laa estima en le suma de $ 693.443 m/n. 

El perito tercero Ing. Caaenave, detalla las mejoras en las 
planillas que se agregaron a ta, 116/138 que incluyen también 
plantaciones, alambrados y construcciones, tasándolas en la 
suma de * 554.182,5» m/n., que de acuerdo con el resumen 
efectuado a fs, 151 vta. deben sumarse ni valor estimado para 
el terreno formando la suma conjunto de $ 7.186.721.96 m/n. 

El Tribunal de Tasaciones efectué una avaluación bastan- 
te aproximada a la del perito tercero, estimando el valor de 
las inejoraa existentes (alambrados, apiadas, motores * insta- 
laciones eleetricaa, construcciones, parque» y plantaciones) 
después de una prolija dirimí nación, en 1> Buma total de 
* 522.843.90 m/n. (ver fs. 35/39 y 57 del expediente ad ' 

Par* dictaminar cómo debía incidir ese valor en 
buido a la tierra, el Tribunal de Tasaciones hixo una 
ción según Re tratase del método directo o del indirecto. 

En el método directo se limitó a sumar el valor de la 
tierra y el de los mejoras obteniendo la suma total de peaoa 
6,247.688,71 m/n, En el mÉtodo indirecto, consideró que el 
valor resultante del cálenlo por productividad incluía las me- 
i necesarias: alambradas, aguadas, edificio de la edmima- 
Jón, easa para peones, casa del c a patas, casas ubicadas en 
. , chacTaa, corrales, gallinero* y palomares, en total pesos 
187.989,90 m/n. (teniendo en cuenta la rectificación de fa. 57) 
y excluía las mejora* no necearías: edificio residencial, ga> 
rase-, galpón de cabana para yeguarisos, casa par» ü cabañero, 
galpón para ordeñe, casa de empleados, ny>tür con. dínamo, 
casa, ubicada en chacra que indica edificio de la eseuelv Par- 
que, vivero, etc., en total * 334.954 m/n. que unidos a los 
í 6.024441.59 ra/n. atribuidos al valor de la tierra y mejoras 
necesarias, formaban la suma de • 6.359.005,59 que consti- 
tuían el total de la tasación establecida p° r 68(6 método P 4 ™ 

la tierra y las mejoras. . _ 

A los efectos del dictamen definitivo del Tribunal de 
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Tasaciones promedió el resultado de la avaluación obtenida 
por aplicación de loa dos método» indicados, resultando de «ta 
operación la snma de S 6.303.392,15- m/n. que representaba un 
valor por Há\, «on mejor», de * 922,75 m/n. que adoptó como 
tasación, con disconformidad del representante de la expropia- 
da inte aquel organismo, o sea el mismo perito que actúa en 
autos, por la demandadla. 

7") N* obstant- 1 el estudio analítico formulado por el 
Tribunal de Tasar-iones en los distintos procedimientos eni- 
pleadoa para dar valor al inmueble expropiado, es indiscutible 
que su dictamen no constituye nada máa que un nuevo elemen- 
to de criterio que el Juagado debe tener en cuenta sin desechar 
ll» demás constancias va acumuladas en el expediente. Esta 
conclusión ha aido claramente establecida en la discusión par- 
lamentaria de la ley 13,264 y se encuentra eonMfrnrta por 
diversas resoluciones de la Cámara Federal de esta ciudad 
(Fallos: 24.31», 24.551, etc.). 

Entiendo que el precio que corresponde abonar en este 
juicio para responder al valor de la tierra es el fijado por el 
perito tereero, esto es. a razón de $ 972,40 m/n. por Ilá. t libre 
de mejora», o sea en total * 6.642.539.46 m/n. 

Este importe resulta equitativo si se tiene en cuenta la 
venta efectuada del campo "El Pelado" al Banco de la Na- 
eión a un precio <ie f !W5 m/n. per HA, El testimonio de la 
escritura de esta operación de compra-venta luce a fs. 205/35. 
Eme índiee de venta» os de vital importancia por 'mtnrse de 
un inmueble cercano al que se expropia en estos autos, Itahten- 
do sido adquirido en operación privada por la misma aotora. 

Es de hacer notar que el Tribunal de Tasaciones establece 
unos coeficientes de deavalori Raciones que no convencen al pro- 
reyente, como ser la corrección, del 7.5 cuando se trata de 
un campo con colonos, por cnanto sostiene que los precios son 
mpjorcrt cuando se venden lotes óVaotupados. 

Pero nna expropiación representa en realidad una venta 
formas, por lo qiir aquel nrfrtimento no puede hacer*: valer, 
para disminuir la indeniiiiaacion que corresponde al expropia- 
do qn¡en *a ve ofógAao a «trepar an bien, se encuentre el 
mismo ocupado o desocupado. Por otra parte, el arpuniento a 
que hace mención la demandada en sil memorial de ffs 91 
referente al art. 24 de Ja ley 13.264 sobre la* facultades que se 
otorpnn al expropiante, es t>ien elocuente al respecto. 

En la misma forma debC considerarse el coeficiente de co- 
rrección del 15 % cuando las ventas se efectúan de lotes de 
menor extensión. 
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Como bien dispone el art. 14 de la ley 18$ y decreto 17.920, 
la acción e*propiatoria se ejerce "erga omnes" y ninguna ac- 
ción de terceros podrá impertir la expropiación y bus efecto* 
Los derechos del reclamante se consideran transferidos de la 
cosa a su precio, o a Ja indemnización quedando aquélla libre 
de todo graxamen. Tal ha sido el temperamento sustentado 
por la Cámara Federal de la Capital, en un fallo publicado en 
la revista "La Ley" del día 14 de octnbre da 1948 y por 
tanto, no puede tomarse en cuenta para determinar un crite- 
rio €lc depreciación el hecha de que el campo a expropiare* 
esté ocupad» por colonos, .va que éstos en ningún caso pueden 
impedir los efectos de la espropioción. 

Sólo puede tener una utilización meramente refereneial 
el informe sobre el avalúo de la contribución directo, que 
asciende a $ 2.200.000 m/n. (ver f*. 113) ya que tiene una 
nntiirúcdad <le nina de 20 años _v no ha nido calculado «obre 
base científica. Se trata por lo demás, de un medio probatorio 
que. por razonen q;ie> el suscripto comparte, no lia sido consi- 
derado enmo decisivo por la'jurisprudencia (S-. C. M. "La 
Ley", t. 49. páfc. 596). 

Loa gastas de arelen económico y valor de la moneda a 
que se refieren la, memoria del Banco Hipotecario Nacional 
(fs. 250), el informe de la Rolsa de Comercio (f*t. 256). el in- 
forme del Banco Central (fa. 257/262) y el discurso pronun- 
ciado en la Honorable Cámara de Diputados de la Nación por 
el Sr. Presidente de la Comisión de Presupuesto (fs. 264) tra- 
tan en todo caso de factores que tuvieron en su oportunidad 
la debida ineideneia en las variaciones del mercado inmobilia- 
rio y que por lo tanto fueron también implícitamente conside- 
rados en el cotejo <le Ibb operaciones que se tuvieron en cuenta 
previa actualización, para determinar el valor de la tierra en 
el momento de la toma de posesión. Puede agregarse que las 
fluctuaciones del valor de la moneda ocurridas ron posteriori- 
dad a la toma de posesión, no deben ineidir sobre el precio del 
inmueble, según se ha resuelto en numerosos casos anteriores 
por ntzonctt que el suscripto comparte (C. S. N. Fallos, t. 209, 
pig. 333: "La Ley", t 48, páp. 411, etc.). 

En cuanto a la refe-eneia que haré el Rr. Proenrador 
Fiscal a fs. 289 vta. de qué el eampo "El Bagual" fuí ofrecí- 
do en pnpo al Consejo de Educación, en los autos sucesorios de 
Orto Scnn-tian Hendiere y Josefina Elortondo de Bemberjr por 
la simm de $ 5.478.000 m/n., cabe reconocer que como expresa 
el representante de la expropiada n fs. 311. el exhorto que 
originó el expte. N* 134 de este mismo topado ™ «utoriEa 
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una «MlUftn de «m naturaleza puesto que se refiere a la 
negociación del inmueble cuyo líquido resultante deberá depo- 
sitarse a la orden del Juzgado y como perteneciente' al juicio 
sucesorio, en forma que la cifra aludida do puede tomarse más 
que cono una mención referencial de la garantía cubierta por 
dicho inmueble pudiendo agregarse que tampoco se consigna 
la fecha en que fué hecho el aludido ofrecimiento. 

Referente a las mejoras del inmueble, alambrados, moto- 
res, instalaciones eléctricas, construcciones, parque, plantacio- 
nes, etc., el auacrípto acepta los precios fijados por el Tribunal 
de Tasaciones que alcanza un total de * 522.943,90 m/n. (ver 
fs. 35, 39 y 57 del expediente adjunto). 

En total, el Juzgado entiende que el precio que corres- 
ponde abonar en este juicio para responder al valor de la tie- 
rra y mía mejoras alcanza en total a la suma de 4 7.365.483,36 
m/n. 

8») Corresponde ahora entrar a considerar si también 
deben abonarse indemnizaciones por otros conceptos, para cuyo 
efecto debe partirse de la base que, como se dijo anteriormente, 
el art. 14 de la ley 12,636, de conformidad con los principios 
que rigen en materia de expropiación, admite en un porcentaje 
determinado, que la indemnización debe comprender los perjui- 
cios que el expropiado pruebe y que sean la consecuencia for- 
io*a de la expropiación, excluyéndose en todos los casos los 
valores especulativos y afectivos y las ganancias hipotéticas. 

a) Impuesto a las po*¿mcia* eventuales. El representante 
de la demandada sostiene que deberá contemplarse el perjuicio 
que ocasiona a su mandante el pago del impuesto a las ganan- 
cias eventuales, sosteniendo que ese impuesto no puede incidir 
sobre su mandante cuando se trata de una expropiación for- 
k»8 en que la parte actora es el propio Gobierno de la Nación 

Esta pretensión carece de fundamento puesto que, según 
so ha resuelto anteriormente en este mismo Juzgado, en virtud 
de una resolución que ha sido confirmada por la Suprema 
Corte Nacional (Alabem Fabrega y Cía. c./ Dirección Gene- 
ral del Impaeato a les Réditos — Repetición de pago) H ex- 
propiación ea una venta que, aunque obligatoria para una de 
las partes, reúne todos loa requisitos de esa clase de operacio- 
nes y. en consecuencia, "lo que ocurre al dueño con motivo de 
3a expropiación no se distingue de lo que significa cualquiera 
de las operaciones de compra-venta realizadas por propia ¡ni* 
«iatfva**. (C. 8. N., fallo citado precedentemente, t 211, pig. 
1077) en forma que no exime al vendedor del pago de loa im- 
puestos establecidos par» los actos de esa naturaleza. 

En un fallo reciente registrado ea Diario de Jurispru- 
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denota Argentina del d'm 14 del corriente, la Cámara Federal 
de ta Capital ha establecido que aunque la enajenación de un 
se realice por expropiación forzosa corresponde al expro- 
* no pierde su calidad de enajenante, pairar los im- 

las a-ananeias eventuales, por recaer cato, "mi- 
' sobre toda operación qne deje ón margen de 
_1 que vende o transfiere, resultante entre el precio de 
ión del inmueble y el de enajenación del mismo-. 
El precio fijado anteriormente es el que, según el criterio 
del Juzgado, podría razonablemente pretenderse en cualquier 
operación privada, y siendo así. cata* claro qiw cualquier agre- 
gado que se le hiciera para responder al pago de impuestos que 
en ese supuesto son irremisiblemente a cargo del vendedor, 
vendría a beneficiar a éste injustificadamente. 

b) Sembrados y labores agrícolas realizados hasta la fecha 
<le toma de posesión. La expropiada expresa que a la fecha de 
la toma de posesión los colonos habían realizado diversas laho- 
res agrícola» tendientes s la preparación de la tierra y sembra- 
dos por el año agrícola 1048-49 y sostiene, que esos trabajos 
deben serle indemnizados en proporción al tiempo qne faltaba 
para terminar el año agrícola teniendo en cuenta lo que a su 
parte le hubiera correspondido percibir en concepto de arren- 
damientos. Reclama por este concepto la suma de í 5,000 Bl/n, 
Los trabajos de referencia cstfin acreditados en el inven- 
tario practicado en autos (ver f». 100 vía.) y los tres peritos 
i justa la suma indicada, por cuyo motivo el Juzgado, 

! NWhla ese acuerdo de opiniones, fija en la suma 
la indemnización que debe abonarse por este con- 

e) Muebles, útiles y enseres y maíz pwímVníí de íff 
róstete 3947-1948. En Ja contestación de la demanda Be recla- 
maron indemnizaciones por estos conceptos para el caso de que 
los efectos indicados, que ne encontraban en el campo en el 
momento de la toma de posesiín, no fuesen entregados, direc- 
tamente por hallarse excluidos de la expropiación. 

Posteriormente la expropiada retiró esos efectos con con- 
formidad de la actnra (ver fs. 101 vta.) por cuyo motivo di- 
chos rubroa no fueron considerados por los peritos ni tienen 
que ser materia de ningún pronunciamiento en esta sentencia. 

d) Indemnización por concepto ttel pago de impuestos. 
La demandada acreditó haber abonado la suma, por el afio 
1948. de $ 29.590 ra/n. en concepto de Contribución Directa, 
y pidío que se le reconociera la parte proporcional que de ente 
pago correspondía al período transcurrido con posterioridad a 
la toma de posesión. (4 de agosto de 1948). 
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Se traU de un reclamo justificado al que debe hacerse 
lugar por la «urna de * 12.070 m/n. que corresponde a la parte 
proporcional fijada ile común acuerdo por ios tren peritos in- 
tervinientes (ver f*. 150). 

e) indemnización por poncepta dé de¡jñdo del ptr&ónai. 
La demandada reclamó por este rubro la suma de $ 18.071,38 
ra/n., que según liquidación que formula, corresponde at per- 
sonal que ejercía funciones en el establecimiento "El Bagual" 
y que debería quedar cesante coi* motivo de la expropiación. 

El perita de la parte actor» entiende que no deben abo- 
narse indemnizaciones por este concepto y no practica liquida- 
ción alguna mientras que loa otro» dos perílos formulan una 
liquidación que asciende a la suma de * 15.320.39 m/n. por las 
i ndemn ¡raciones que corresponde abonar al personal conforme 
* la ley 11.729 y el decreto 33.302 (ley 12.921). 

El proveyente entiende que en este easo se trata también 
de un reclamo jmto que corresponde a una erogación que el 
propietario debe hacer frente como consecuencia forzosa de la 
expropiación (J. A.. 1945, IV, páp. 627; La Ley. t. 32. págr. 
637) y, de acuerdo pon los peritas Patera y Casenave, fija el 
monto de esta indemnización en la soma de * 15.320,39 m/n. 

f) Otros ptrjHicíos. No m ha probado en estos autos la 
concurrencia -le ninguna otra clase de perjuicios, por cuyo 
motivo, pese a lo expresado por los peritos Parirá y Casen*** 
en su resumen final, no corresponde reconocer otros rubros 
que los que quedan expuestos precedentemente. 

9*) L» suma de los distintos, rubros examinados asciende 
a la suma de $ 7.197.882.75 m/n. que constituye, en consecuen- 
cia, la indemnización que la aotora deberá abonar a los expro- 
piados para resjwnder al valor de la tierra y rus mejoras y 
de los demás perjuicios derivados de la expropiación. 

La expropiante deberá abonar también interese* al tipo 
<4'\o percibe el Banco de la N'ación. los que deberán ser calcu- 
lado» sobre la diferencia existente entre lo consignado por la 
actor» y la suma que se manda pagar en esta sentencia, eompn- 
t a minios deudo la fecha de la toma de posesión del inmueble. 
Texto y doctrina de los artículos 2511 y 622 del Código Civil. 

10°) La aetora depositó- la suma de é 4.SG1.418.15 m/n. 
para responder al precio de la expropiación, mientras que la 
demandada al contestar .la demanda, reclamó, por los distintos 
conceptas expresado*, la suma de $ 7JM3.800 t 47 m/n.. que más 
tarde, a fs. 3Í)9 vta . amplió a ♦ fl.018.372.fll m/n. 

Tomando indistintamente cualquiera de estas cifras como 
base, ¡a diferencia entre la suma ofrecida y la acordada sobre- 
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pasa el 50 % de la diferencia existente entre aquélla y la re- 
clamada, por cayo motivo, Isa costaa deberán ser abonadas por 
la parte actora, — Art. 18 decreto 17.920/44—. 

SÍ expropiado impugna el articulado mencionado, soste- 
niendo que el presente juicio fui iniciado bajo el imperio de 
la ley 189, que establecía normas distintas a la reglamentación 
actual. 

La impugnación carece de todo interés en atención a que 
es una cuestión resuelta por la Corte Suprema de la Nación Mi 
casos similares al presente, que eximen al auscripto de otras 
consideraciones «obre este punto (Fallos, t. 204, pág. 534; 
t 2W,p4ir. 51&). 

En el caso actual, repito, el precio señaL "o como justa 
indemnizació» hace de aplicación las coalas a cargo de la parte 
actora, y asi se declara. 

Por estas consideraciones, fallo: 

Haciendo lugar a la demanda de expropiación por canaa 
de utilidad pública a los fines de colonización deducida por el 
Banco de la Nación .Argentina contra "Invernadas San Sebas- 
tián", Sociedad Anónima Ajrrícota Ganadera, en estos autos y 
declarando transferido a favor de la actora el inmiteble cuya 
ubicación, dimensiones y linderos surpen de los títuloa y planos 
apresados a estos antos con la obligación correlativa de la ex- 
propiante de abonar a la demandada la suma de * 2.336.464,60 
m/n. qne unida a la de * 4.861.418.15 m/n. depositada en au- 
tos forma la cantidad de $ 7.197.882,75 m/n., monto total en 
que se estima el precio del inmueble con sus mejoras y de toda 

otra indemnización derivada de la desposesifin de: que han aiflo 

objeto los demandados. La expropiante deberá abonar, además, 
loa interese* respectivos al tipo, sobre la snma y por el tiempo 
especificados en el considerando 9». Las. costas a cargo de la 
entidad expropiante en mérito de lo expuesto en el coswide- 
rando 10». — Ismael S. Passapíia. 



Sejctencta de la Cámara Tederai, 

Rosario. 31 de julio, Año del Libertador General San Martín, 
1950. 

Vistos, en acuerdo, los autos 4 'Banco de la Nación e./ 
Invernada* Safl Bebaatián — expropiación campo "Bl Ba« 
guaf (esp. N» 15542 de entrada). 
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T Considerando que: 

1') Antea de entrar a examinar el fondo de la materia 
debatida, se hace forzoso dejar establecido que el recurso de 
nulidad deducido por la actora. conjuntamente con el de ape- 
lación (fe. 333), no V.a sido sustentado en la instancia y que 
no aparece evidenciado en auto» vicio alguno, por lo qne debe 
desestimar*? la nulidad invocada sin necesidad de abundar en 
consideraciones que serían sin duda inoficiosas. 

2») La primera cuestión a resolver *n el recurso de ape- 
lación concedido, es la atinente a la norma legal que corres- 
ponde aplicar en el snb-examen para determinar el valor del 
bien Biijeto a expropiación. Acerca del particular, la deman- 
dada sostiene que las operaciones respectivas deben efectuarse 
•obre la base de la ley general 13.264, en tanto que el Sr. Pro- 
curador Fiscal, en la representación que inviste, entendiendo 
que la úniea ley aplicable es la 12.636, se agravia especial- 
mente en la instancia porque el Juez encuentra que no existe 
antinomia entre ambas leyes y decide en consecuencia apli- 
cando los respectivos precepto*. 

3*) Teniendo* ru origen estos obrados en el decreto 17.468/ 
946, del P. E. fundado en el rj'írimen de la ley de colonización. 
12.636 (ver fe. 2/5) y habiendo sido cuestionada SU proceden- 
cia en el eflso, porospunde? avocarse en primar término al estu- 
dio y consideración de la misma, en procura de obtener la 
solución pertinente. 

Uno de loa elementos «uic contribuyen al cabal conocimien- 
to' y alcance de cualquier instituto legal, lo forman los trabajos 
preparatorios que le sirvieron de base, reflejados en ta disen- 
sión parlamentaria. Lo expresado, adqniere especial significa- 
ción en el sub-examen. atent& el debate amplio y exhaustivo 
realizado en e! Congreso de la Nacióu al tratarse el respectivo 
proyecto (ver T>!ario de Sesiones — Cámara de Diputados, año 
1939, t. III; Cámara de Senadores, año 19/40, t, J), 

En la Cámara de Diputados, con respecto a la facultad y 
forma de llevar a rabo las expropiaciones previstas en el pro- 
yecto en consideración, se plantearon en el recinto objeciones 
de- carácter constitucional por los diputados Pi tarro e Infante, 
dando oportunidad para que se analizara dicho proyecto desde 
ese panto de vista. El diputado Benjamín Palacio, desarrolló 
el tópico de la facultad del Congreso para legislar sobre esta 
materia en todo el territorio de la República sin mengua de lo 
qne disponía el art. 67 t inc. 16. de la Constitución Nacional 
entonces vigente — que se mantiene con alguna» variantes ac- 
tualmente- en #1 art. 68, inc. 16-, ocupándose asimismo de las 
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facultades a concederse al Consejo Agrario que se creaba como 
ente autárqme*; abundó en consideraciones para sostener que 
el Congreso podía delegar facultad*» en la entidad mencionada, 
toda vei que esta sería de ese modo, titular de la soberanía 
por delegación del Estado general, advirtiendo que 1 J dele- 
gación de derechos en la forma propugnada tenía consagración 
en la doctrina de la. Oorte Suprema de Justicia, que ha esta- 
blecido que el requisito constitucional de que la utilidad pú- 
blica para la expropiación debe ser calificada, por ley, no obli- 
ga al Congreso a dictar una ley especial para cada una de las 
propiedades expropiadas para la obra de utilidad publica, 
bastando la autorización general para expropiar que haga la 
ley calificando la obra de cuya construcción se trata (Diario 
de Sesiouw, C. tío DP., págs. 329 y 330). 

Refiriéndose a las disposiciones proyectada», en cierta 
medida restrictivas de la apreciación judicial, el nombrado 
legislador aludió a las dificultades de realizar un plan de co- 
lonización general frente a los impedimentos que de ordinario 
surgían en loa juicios de expropiación. I¿& que ee desea, dijo, 
es llevar a efecto la colonización y ello sólo sería posible "con 
normas restrictivas del criterio judicial al fijar las indemniza- 
ciones" (plig. 688). 

El diputado Anastasi. complementando estos conceptos al 
tratarse el art. 14, expresó; "Yo creo que «te sitíenlo es 
esencial y en él se basará el éxito de 1h ley. Ya lo ha dicho el 
Presidente de la comisión i estas palabras quieren descartar el 
valor especulativo de 3a tierra" y agregó que, desde el mo- 
mento que se "había resuelto que ía propiedad agraria, debía 
estar lejos del mercado de valores, se debía prescindir del 
valor especulativo y que en tal sentido "el legislador puede 

fijarle normas al jaez en esta materia, puede darle índices de 

apreciación" (pág. 689). Sostuvo, ademas, que el criterio de 
la rentabilidad para fijar la indemnización, se había adoptado 
teniendo en cnenta lo resuelto en diversos fallos de la Corte, 
recaídos en expropiaciones rurales, siendo el mismo, el ángulo 
de referencia sobre el eual el Banco nipotecario Nacional y la 
Sección Hipotecas del Banco de la Provincia de Buenos Aires, 
conceden préstamos, añadiendo; "yo creo que estas palabras 
ratificadas por el miembro informante, van a servir de inter- 
pretación a los jueces. Entiendo que estaños en lo justo al 
disminuir un poco el criterio de reparación integral en mate- 
ria de expropiación''. Y refutando la objecián de que este 
sistema especial podría contrariar el principio de igualdad 
ante la ley, destacó que todas las expropiaciones con fines de 
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ooloniraeión serían regidas por la misma regla, no oponiéndose 
ello, dijo, "a que otra» expropiaciones con otros fines, sean 
regidas por distintas reg-Us» (pág. 692). 

El diputado llorne, por su parle, después de manifestar 
que la Corte Suprema ha estableeido que ct concepto de igual- 
dad es para casot* análogos, agregó *!' "-" eB * a '"'y- específica me ri- 
te agraria, tendía también a modificar el CAdipo Civil y ex- 
puso que "todas las leyes de colonización que se han dictado 
«n todos los patees, tienen cláusulas especiales sobre expropia- 
ción" (páf. 693). 

En homenaje a la brevedad, bastará añadir que I09 con- 
cepto» precedentemente consignados, tlT'ieron ratificación en 
las exposieiom-- de loa senadores que intervinieron en los de- 
bites, entre oíros, los Sre*. Landaburu, Martina y Arrieta 
(pág*. 688-690, Diario de Sesiones, 1940, I). 

De todo lo expuesto sume patentizada la finalidad elara y 
explícita con que fué sancionada la ley de colonización esta- 
bleciéndose un régimen especia! par» las; expropiacionea nece- 
sarias a tales objetivos, con d ¡aposiciones diferentes a las ron- 
tenidas en la ley genpral N" 189 - -reformada por la 13.264 — 
concretándose expresamente en el art. 14, lis norma* qn* ha- 
brían de regir para fijar las respectivas indemnizariones, sin 
que sus preceptos lesionaran ningún principio constitucional. 

íío parece innecesario destacar la importancia que reviste 
la ley 12.636, por haber alcanzado sos previsiones estado cons- 
titucional en el estatuto recientemente sancionado. Sejríin lo 
dispone el precepto del art. 38 de la Constitución Nacional de 
1949: "La propiedad privada tiene una función social y v en 
consecuencia, estará sometida a las obligaciones que establezca 
la ley con fines de bien común", dispositivo éste, que con otros 
concordantes y correlativos integran el concepto de la propie- 
dad, incluido en la Constitución vigente. 

Para fijar el alean» del dispositivo transcripto conviene 
recordar que al informar el convencional Sr. Sampay. aludien- 
do al tema de interés, aquí, expresó que la reforma constitu- 
cional consagraba "junto a la garantía de la función personal 
de la propiedad la obligatoriedad de la función social que le 
kncnrnbe —ya legalmente consagrada en el país por la ley de 
tranaformación agraria— y que haga de esta institución la 
piedra h¡1íhf del nuevo nrdert económico argentino". Y airrp- 
gaba : "El apartado que modifica el art. 17 de la Constitución 
vigente, tiende por tanto a comtitucionalizar los principios 
necesarios para introducir una profunda transformación agra- 
ria" (Diario de Sesiones. C. N. C, pág. 278). 

» 
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4») Es cierto que, a U fecha de I* sanción del instituto 
que se estudia, estaba en vigencia !a eitada ley N» 189 y que 
posteriormente se sancionó la N» 13-2C4. Esta circunstancia, no 
introduce empero, variantes .,1 criterio interpretativo a seguir 
en la especie. 

La ley 13.264 — como su anterior 189 — es de orden ge- 
neral y no contiene disposiciones específicas acerva de expro- 
piaciones en ios impuestos <te colonización que trata en particu- 
lar el art. 14 de la N» 12.636. 

Es de aplicación, por tanto, la doctrina referente a que, 
siempre que aparezca una aparente contradicción entre una ley 
geiK"dl y otra especial, debe concluirse que, la <!o carácter 
general no es derogatoria «le ln especial, salvo que exista re- 
puunaneia entre ellas o se haya formtilado expresa mención 
de modificar a ésta (C. &. 202, G3). El alto Tribunal tiene 
decidido asimismo que: "... tratándose de leyes especiales, es 
decir, de organismos legales autónomos, la norma primera de 
interpretación es la de atenerse a sus propias disposiciones en 
todo cnanto se halle fundadamente contemplado en ella" (212, 
64), y que "parn considerar que una ley deroga implícita- 
mente disposiciones de otra, debe oenrrir que el orden de cosas 
establecido por esta, sea incompatible con el de la nuera lev" 
(214. 189). U Corte mantiene así el criterio reiteradamente 
sustentado respecto al alcance del art. 17 del C. Civil, como 
surge del fallo recaído en la causa "Cia. Azucarera de Tneu- 
mán tí/ Provincia de Tncnmán", donde dejó explanado que la 
ley general no deroga la especial, a menos que contenga expre- 
sas referencias n ésta y exista manifiesta incompatibilidad entre 
ambas (% 150. pág. 150). 

Debe tenerse pues por sentado, que la norma legal del 
orden general no deroga implícitamente la de naturaleza espe- 
cial y que para que ello suceda, deben concurrir las situaciones 
a que hace referencia. Queda de este modo establecido, a juicio 
de la Cámara, que la ley 13.264 no lia derogado la 12.636, y 
que, en consecuencia, la norma del art. 14 de ésta, que no pugna 
con ningfín precepto constitucional, como fluye de los antece- 
dentes legislativos y de la doctrina respectiva, es de estricta 
aplicación al casa traído a decisión, 

5*) EE canope a expropiarse es conocido con el nombre de 
''San Pedro" o "El Bagual", ubicado entre las estacione» 
Wheelwright y Juncal, departamento Constitución de esla Pro- 
vincia. Según lo acredita el testimonio de la escritura de com- 
pra, agregado, tiene una superficie de 6.831 Has,, 7 as., 72 es. 
y S dm*. 
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Conforme con el art. 14 de la ley 12.636 aplicable en el 
caso como se ha consignado antea, el precio de la lierra se 
deberé fijar sobre las siguientes bases; a) el valor de la va- 
luación para el pago de loa impuestos teniendo también en 
cuenta la de los terrenos similares contiguos; b) el valor de la 
productividad apreciada en toa diez años precedentes a la ex- 
propiación dentro de la zona en que se hulla ubicado. A ello 
se debe añadir las mejoras que no estén comprendidas en los 
incisos anteriores y los perjuicios que el expropiado probara y 
que fueran la consecuencia forzosa de la ocupación; debiendo 
excluirse los valores especulativo* y afectivo» y. ¡ffl ganancias 
hipotéticas, ata que dicha* perjuicios, en ningún caso, puedan 
esceder del 20 % del valor que se atribuya a la tierra. 

♦>) Dentro de lós principios enunciados habrá de esta- 
blecerse el precio del inmueble en cuestión, el valor do las 
mejoras y el monto de los perjuicios. Las diversas v abundan- 
tes constancias acumuladas servirán para fundar la decisión. 
Para fijar el precio del inmueble — descartado como corres- 
ponde el valor venaE— un podrá tenerse en cuenta, como !o 
««imite la propia, parte aotor-a en el informe de la alzada (fs. 
S42). la valuación hecha para el papo de In contribución terri- 
torial, en atención a que dado su antigüedad, debe admitirse el 
a crecen tamiento del v-alor real, por lo que sólo puede servir 
aquélla de antecedente refcrencial. Siendo aa¡, es menester 
recurrir a los otros elementos previsto» e n U ley, el primero 
de loa cuales es el de- la productividad, apreciada en ta forma 
especificada en la misma. La sentencia contiene una relación 
prolija de toda U prueba obrante en autos, analizando detalla- 
damente los informes periciales y el dictamen del Tribunal de 
Tasaciones, por lo que se impone remitirse, en general, a lo 
címsipnado a su respecto por el a quo. 

Procede no obstante poner de relieve que el perito de la 
adora al efectuar sus cálculos de acuerdo con los índices seña- 
lados en la ley 12.636. arriba a la conclusión de que, dada 
Ifl aptitud de cada fracción del campo — según las divisiones 
por £1 realizadas— corresponde fijar sus respectivos rendi- 
mientos en los últimos diez afíns, sobre la base de las estadís- 
ticas oficiales; luef¡o aplica reducciones por contribución terri- 
torial y gastos de administración y obtiene la renta neta por 
hectárea. Aplica la tasa del 5»A % de capital «ación, con la 
que se alcanzan las sijruientes cifras por hectárea: !■ categoría 
* 779.75; 2' catearía # 536.70 y 3' categoría * 221.81. La 
totalidad del campo incluyendo las mejoras a que *e refiere, 
arroja la suma de $ 4.861.466.3:>.o eea a razón de * 70í>.!>4 por 

ílCC l ti _ f 1 R ( 
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En la aleada la actora mantiene la misma tasa de capita- 
lización o sea el 5% %, pero al aumentar otros rubros «maille- 
ra que el valor de la propiedad con sus mejoras es de 
$ 5.169.204,45 equivalente a $ 754,90 por hectárea. 

El experto de la demandada sostiene que el 80 ^> aproxi- 
madamente del campo es parejo y alto, destacando la. bondad 

de la tierra y su ubicación, dividiéndolo asi: 1* categoría 
5.185 hectáreas; 2* categoría, 1.200 hectáreas- y 3» categoría, 
campo de pastoreo 376 hectáreas y desperdicio de lafruuas 70 
hectáreas 7 áreas 72 eentiáreaa. Acepta la tasa de capitaliza- 
ción del 4,70 % y llega a establecer un promedio por hectárea 
de $ 1.061,68. 

El perito tercero que toma preferentemente el valor renal 
de la propiedad, estima de esta manera ea t 372,40 la hectárea. 

Por su lado, el Tribunal de Tasaciones efectúa sos opera- 
ciones por el método directo y por el indirecto. De confor- 
midad con este último, que cb el que interesa obtiene la can- 
tidad de * 6.359.095, 59, incluyendo mejoras. 

Considera dicho Tribunal que el campo estaba explotado 
por colonos que se dedicaban en especial a la siembra de maíz. 

Maíz 72 % ; trigo 12 % ; lino 6 % j girasol 5 %. El remanente 

del 5 Jo se destinaba a pastoreo. Calcula el rendimiento sobre 
la base de los campos del departamento Constitución en el 
decenio 1938-48 — norma señalada por la ley 12.636—, de 
acuerdo con informes del Ministerio de Agricultura de la Na- 
ción. Computa también el porcentaje que los colonos entrena- 
ban en calidad de pago del arrendamiento y los precios de loa 
productos, en dieho lapso; realiza luego Los descuento* prove- 
nientes de carga y descarga, seguro y comisión de venta, im- 
puestos, etc. 

Obtenidos los precios depurados de los productos, deter- 
mina el cálculo de productividad siguiendo el método de la 
unidad económica de 100 hectáreas las que se parten en la 
proporción ya dicha de 72 Has. para maís; 12 Has. trigo; 
6 Has. lino y 5 Has. girasol. 

Se establece primero la renta bruta por hectárea y det-puíe 
la neta, deduciendo los gastos de administración y contribución 
territorial. Se calcula que la renta seta por hectárea es de 
S 4.428.87 para la tierra de 1» categoría ¡ para la 2* categoría 
* 3.048.11 y para la tercera, * 288,02. 

Utilizando la tasa del 4,5 % que es la que acepta el Tri- 
bunal de Tasaciones, se obtienen los siguientes guarismos: cam- 
po de i* categoría $ 5.103.02fi ( 15; de 2* categoría 4 812.820.— ; 
de 3- categoría * 108.296,44. Se computa la productividad de 
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70 hectáreas de juncales y lagunas- Totalízase de esta manera 
í 6.024.l41,ó!f como valor de todo el campo. A eths se adiciona 
el valor de las mejoras que se estiman en * 334.954. — , lo que 
arroja en definitiva la suma de $ 6.359.095,59. 

7°) La Cámara pomparte el criterio sustentado por el 
Tribunal de Tasaciones, por entender que sus operaciones se 
ajustan a las normas fijada* por *! «t H de la ley 12.636 
y reflejan la realidad acerca del valor que debe atribuirse al 
bien expropiado, tomando en consideración todos Ion factores 
computables. 

I* impugnación hedía por la demandada al mí-todo y va- 
loración neneral de referencia y que concreta en sus agra- 
vios de la alzada carecen fie fuerza y no desvanecen las 
razones cu que sí asientan aquéllos. Lo expuesto en el "consi- 
derando 3 o " de esta sentencia, así lo acredita en -cuanto al 
método srjrntdo. que es el señalado por In ley y con respecto a 
la valoración, las conclusiones del Tribunal de Tasaciones, se 
fundamentan en datos y cotización oficiales, que merecen de- 
bida fe. 

A sn vez la actora. en sn escrito de expresión de agravios 
objeta, que el Tribunal de Tasaciones fije la tasa de capitali- 
zación del4>-£ 7c- Dicho Tribunal se fundó en que la cotización 
de los títulos ei\ la fecha de la toma de posesión del inmueble 
arrojaba un promedio de renta neta de 3.52 % y actuó sobre 
la base de que Ib tasa de capitalización debe acomodarse a ka 
inversión de capitales en operaciones similares; basándose tam- 
bién en las tnsas móviles dispuestas en el decreto del P. E. 
N" 31.383. 

La misma parte no desconoce las bases ciertas aceptadas 
por aquel Tribunal y conviene también en que. la ta«a de 
capitalización, toma en cuenta diversos factores de difícil com- 
putación. Frente a lo expuesto, conceptúase que los datos 
aceptados y las razones explanadas por *| organismo tasador 
se mantienen en pie y de consifru iente deben ser admitidas. 

Queda dicho de ruta manera, que el fallo en recurso, sufre 
tas modificaciones que surgen de cuanto se ha reseñado y 
expuesto hasta ahora, esto es. en cuanto a los índices de valúa- 
cióu y a! valor mismo de la propiedad. 

En lo qué hace a las mejoras, es de advertir que, el Juez 
a.quo. acepta los precios fijados por el Tribunal de Tasaciones, 
conclusiones que la Cámara comparte por eoireiderarlos debida- 
mente fundados. 

8*) La actora se agravia por la inclusión en la sentencia 
apelada de! rubro relativo al despido forzoso dcL personal del 
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uto expropiado, que asciende a * 15.320,39, así como 
n porque se )tt condena, al pago de las coatas, Y la de- 
la, además de pretender mayor valor por la tierra y sue 
[, solicita se contemple como indemnización e! importe 
correspondiente al pago del impnesto a las ganancias eventua- 
les, no reconocido en el falto recurrido. 

a) El pago de aalarios resultante del despido ra una con- 
secuencia de la expropiación, ya que su razón de ser se en- 
cuentra precisamente en la adquisición forzosa del bien por la 

actora. por lo que lógicamente debe estar a cargo de ésta (La 
Ley 32.637; J. A. 1942-III-778). El monto fijado por el ff-gw 
es razonable y se ajusta a la prueba aportada a los autos. 

b> Eií cuanto al impuesto a las ganancias eventuales es de 
advertir que, no corresponde o la naturaleza de este juicio, de- 
cidir acerca de su procedencia o su exención. I*os impuestos son 
obligatorios y se dpben enmpliir en la oportunidad respectiva. 
Quienes los consideren improcedentes o inconstitucionales, tie- 
nen aau alcancé la vía pertinente, ateniéndose al conocido prin- 
cipio de sol ve el repetr. 

c) I*a- reintegración en concepto del pago de impuestos 
efectuado por la demandada en calidad de Contribución Directa 
($ 29.590) es procedente en la parte proporcional (í 12.079), 
debiendo destacarse que en ese aspecto están de acuerdo ambos 
contendientes. 

En conclusión, la suma total n abonarse a la demandada 
por todo concepto ea la de $ 6.586494,98. 

9*) A los fines de establecer la forma en que fian de abo- 
narse las reatas, ea menester tener presente que la actora 
depositó la suma de * 4.861.418.15 en concepto de toda indem- 
nización, en tanto la demandada al contestar la demanda 
solicito $ 7.901.721,47. Como en este pronunciamiento se fija 
la suma de $ 6.386.494,98, surge que la actora debe earpar eon 
el pago de las costas de acuerdo con las directivas del art. 18 
del decreto 17.920/44 — reproducido en el art. 28 de la ley 
13^264 — que dispone que el expropiante deberá pagar las 
cosías cuando la indemnización fijada por la justicia sea su- 
perior a la suma ofrecida más el 50 % de la diferencia entre 
ésta y la reclamada. 

Siendo así carece de objeto pronunciarse con respecto a la 
eonstitucionalidad del decreto ley impnjrnado por la expropiada. 
Empero cabe recordar, a mayor abundamiento, que la Corte 
Suprema reiteradamente tiene declarado que el art. 18 del 
decreto 17.920/44 no es violatorio del derecho de propiedad 
(Palios: 204, 535; 211, 1458). 
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A mérito de lo expuesto y conaideracione» concordantes 

del a-quo, se resuelve : 

I. Confirmar la sentencia apelada, obrante a fa. 314/331, 
—con las modificaciones advertidas — que hace lugar a la ex- 
propiación, por causa de utilidad pública y con el propósito 
de colonización, deducida por el Banco de la Nación Argentina 
contra "Invernadas San Sebastián 8. A, Agrícola Ganadera'', 
declarando transferido en favor de ta actora el dominio del 
inmueble puya ubicación, dimensiones y linderos surgen de los 
títulos y planos aRrefrados a los autos; y se la modifica en 
cuanto- a la cantidad que debe abonarse en coacepto de precio 
y de toda indemnización, que se fija en * 6.386.494,98 m/n. 
c/1. ; de coya cantidad el Banco de la Nación Argentina debe 
pagar dentro de 30 día», la suma de $ 1.525.076,83 de la misma 
moneda — ya qne al iniciarse el juicio depositó a) 4.861.418,15 — 
mita tos intereses correspondientes al tipo que cobra el Banco 
de la Nación Argentina que se computarán a partir de la toma 
de posesión. Con costa» en ambas instancias. 

II. Atento a la modificación del monto del pleito, al 
mérito de los trabajos realizados y teniendo en cuenta que el 
arancel establecido en el decreto 30.439/44, ratificado por la 
ley 12.997. no es aplicable en los juicios eomo el presente, sin 
perjuicio de tomar en consideración — entre otros elementos de 
criterio— las escalas en él establecidas, seR(m lo tiene reitera- 
damente declarado la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(212, 308; 211. 291 y loa allí citados), se reajustan los nono- 
ranos de 1» instancia. — Manuel Granados. — Alejandro /. 
Ferrarons* — Jwm Carlos Lubory, 



Aclaratoria ra la Sentencia de ia Cámara Federal 

Rosario. 14 de agosto. Año del Libertador General Sao Mar- 
tin, 1950. 

Vistos, en acuerdo, los autos "Banco de la Nación c/ In- 
vernadas "San Sebastian" —expropiación campo "El Ba- 
gual" (exp. N» 15.342 de entrada)—, para resolver acerca de 
los recursos de aclaratoria y ordinario de apelación, inter- 
puestos por el Sr. Fiscal de Cámara a fs. 384/5. 

Y considerando que: 

1. En cnanto al primero, señala un error de hecho, des- 
lizado en la sentencia de la Cámara, al éfecloár el computo 
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que establece e! art. 18 del decreto 17.920/44 acerca de U 
imposición de eoetaa. 

Sostiene que en el monto de la indemnización pedida por U 
expropiada se omitió la suma d« 4 12.079 correspondiente a 
la parte proporcional de la Contribución Territorial. Y que 

adicionando esa suma, de acuerdo con las directivas del citado 

art. 18 del decreto 17.920/44, las costas del juicio deben im- 
ponerse por su orden. 

2. Evidentemente al fijar la Cámara el monto de la esti- 
mación hecha por el expropiado, no incluyó la suma de 
9 12.079,— en la. inteligencia que, la misma, no revestía el ca- 
rácter de indemnización propiamente dicha, Bino el de restitu- 
ción. Empero, descubre ahora, que siendo así se debió excluir 
tambiín dicha cantidad del precio de la indemnización fijado 
en la sentencia, a loa efectos de llevar a cabo el cálculo de las 
costas. De tal manera que, de la cantidad de * 6.386,494,98 
se debe deducir * 12.079. Efectuada, la operación de aenerdo 
con esas eifraB se establece que las coatas son por su orden. 

3. Respecto a la apelación interpuesta, es procedente de 
acuerdo con las disposiciones legales citadas por el Sr. Fiscal 
de Cámara <fs. 384 vta./38S). 

Bu bu mérito, se resuelve: 

I. Hacer lugar al recurso de aclaratoria deducido decla- 
rando qae las costas del juicio, en ambas instancias, son en el 

orden causado. 

II. Conceder el recurso ordinario de apelación inter- 
puesto, previo emplazamiento de partea por cinco días, — 
Manuel Granados. — Atejandra J, Ferraron*. — Juan Carlas 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2 de abril de 1951. 

Vistos los autos; "Banco de la Nación c.| Inverna- 
das San Sebastián s.| expropiación campo "El Bagual", 
«n los que se han concedido a f s. 386 y fs. 390 los re- 
curaos ordinarios de apelación interpuestos por ambas 
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Considerando: 

Qne si bien por disposición del art. 14 de la ley 
12.636 en las expropiaciones como la de esta causa el 
valor del inmueble expropiado debe establecerse prin- 
cipalmente sobre la base de eu productividad durante 
los últimos diez años, como lo que decisivamente impor- 
ta es que la indemnización sea justa, los jueces no es- 
tán impedidos de confrontar las conclusiones periciales 
obtenidas de ese modo con otros elementos de juicio se- 
rios, concretos y objetivos a los. que sean ajenos loa 
factores de mera especulación — ojue son los que el pre- 
cepto legal mencionado se ha propuesto eliminar — 
cuando existen discrepancias entre los mismos técnicos 
en esa determinación indirecta del valor. Que es lo quo 
ocurre en este juicio donde son sensiblemente dispares 
las conclusiones a que llegan sobre el punto cada ano 
de los tres peritos que se expiden a fs. 119 y el Tri- 
bunal de Tasaciones. 

Que mientras este último obtiene por el método in- 
directo de la productividad un promedio de í 881,87 
la hectárea, incluidas las mejoras que llama "necesa- 
rias '\ — promedio que con las mejoras no necesarias so 
eleva a $ 929.—, el perito de la actora estima la hec- 
tárea, con el mismo método, en $ 709,94, el de la deman- 
dado en $ 1.061,68 y el tercero en * 972,40. 

Que para la aplicación del método directo se dis- 
pone en estos casos de numerosas ventas correspondien- 
tes a tierras muy próximas a la expropiada, de caracte- 
rísticas generales sumamente parecidas; operaciones 
que han tenido lugar en fechas inmediatamente anterio- 
res o inmediatamente posteriores a la de la deapose- 
sión. El esamen detenido y preciso que el Tribunal de 
Tasaciones ha hecho de todas ellas le conduce a las si- 
guientes conclusiones : campo desocupado $ 994,64 la 



Mí JUSTICIA DE LA NACIÓN 



191 



hectárea; campo ocupado do 1* categoría. (5.142 Has.) 
$ 911,75; campo de 2» categoría (1.203 Has.) $ 729,40; 
campo de 3" categoría (376 Has.) $ 300,— y juncales y 
lagunas (70 Has.) ♦ 80,— . 

Que tiene singular importancia para hacer una apre- 
ciación equitativa del valor del inmueble expropiado la 
compra hecha por el Banco de la Nación el 27 de di- 
ciembre de 1947, —la toma de posesión se efectuó en este 
juicio el 4 de agosto de 1948— , para los mismos fines 
que esta expropiación, —cumplimiento de la ley 12.636—, 
del campo "El Pelado", sito en las proximidades del 
que es objeto de este juicio, con una extensión de 14.848 
lías., — más del doble de lo que aquí so expropia — , 
campo sensiblemente más alejado de los puertos de em- 
barque, — Rosario y Villa Constitución — , que el de la 
demandada, sin mejoras de casco ni de instalaciones es- 
peciales y por el cual el Banco pagó según la escritura 
respectiva un precio promedio de $ 965, — la hectárea. 

Que según el informe d$ fs. 419 el Tribunal de Ta- 
saciones no tuvo en cuenta esta operación al justipreciar 
e! campo expropiado en este juicio porque os norma de 
dicho organismo no considerar "los convenios forma- 
lizados por las instituciones expropiantes y los particu- 
lares cuando ellos son motivados por idénticos fines de 
utilidad pública". Esta Oorte no halla raxón suficiente 
para prescindir de un elemento do juicio tan concreto 
y responsable, y si bien los técnicos que actuaron en esta 
cansa no lian hecho la comparación detallada de los dos 
campos, de lo manifestado por el perito tercero a fs. 
148 vta. y 149 se sigue que la excelente calidad atribuida 
por todos los peritos al de los demandados, —el 80 5& 
de su extensión se califica como de Ira. categoría — , no 
es inferior a la de "El Pelado", que es mas favorable 
la ubicación del que aquí se expropia, que tiene la mitad 
de extensión y mejoras de casco c instalaciones de que 
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«1 otro carecía. En consecuencia no puede fijarse con 
equidad en esta cansa un precio promedio incluidas to- 
das las mejora» inferior al que pagó el Estado expro- 
piante en aquel caso. 

Que es procedente y equitativa la indemnización de 
$ 5.000,— fijada en la sentencia de 1» instancia corres- 
pondiente & las labores agrícolas realizadas en el campo 
antes de la desposesión y qne a consecuencia de ésta vi- 
nieron a favorecer al expropiante. 

Que sobre las- demás partidas incluidas por la sen- 
teaiia, —despido del personal y reintegración de im- 
puestos—, no se han expresado agravios ni hay motivo 
para excluirlas o modificarlas. 

Que habida cuenta del importe de la indemnización 
que se establece definitivamente en esta sentencia y del 
resultado del recurso que aquí se considera las costas 
de todas las instancias deben ser abonadas por el ex- 
propiante. 

Qne respecto a las regulaciones comprendidas en el 
recurso del art. 3, ines. 1 y 2, de la ley 4055, vista la di- 
ferencia que hay entre lo ofrecido por el Gobierno ex- 
propiante y la cantidad qne en definitiva se manda pa- 
gar y atento lo resuelto en Fallo»: 217, 290, sobre el 
criterio con que deben hacerse las regulaciones en los 
juicios de esta especie, corresponde reducir las qne es- 
tablece el fallo apelado. 

Por tanto, se reforma la sentencia de fa. 374, 1*) 
en cuanto al monto de la iudemnización que se fija, por 
todo concepto, en la cantidad de pesos seis millonea 
aeiscientofl veinticuatro mil trescientos ochenta y ocho 
con ochenta y nueve centavos moneda nacional; 2*) con 
respecto a las costas que se imponen al expropiante en 

todas las instancias y 3*) en lo relativo a las regulacio- 
nes de primera y segunda instancias del abogado y pro- 



DE JÜ8TICTA DE IA nación WS 

carador de los expropiados que se- reducen. Y se la 
en todo lo domas que decide. 

Luis R. Losom — Rodolfo <5. 
Valkszüela — Tomás D. 

— Felipe Santiago 




JUAN B. SANCHEZ 

JDRISDICCrOX Y COMPETENCIA: Compelmia imr>W. Oh*» 
pe *a/r S . Por <■/ Inflar 1 . 

* la justicia nacional, sino a la del crimen de la 
;a provincia, conocer en la causa instruida por vio- 
de domicilio, delito q«e habría aido cometido en la 

Hostería Nacional de Turismo de Ancasti — situada en Cs- 
tamarca — o¿ue está arrendada a un particular sobre cuy» 
administración ejerce fiscalización la Administración Ge- 
neral do Parques Nacionales y Turismo, y que no es un 
lugar en que la Nación ejerza jurisdicción absoluta y es- 
elusiva en los términos del art. 3», ine. 4 9 , de la ley 48. 




Díctame.» del pRocritADOa Gesekal 

Suprema Corte: 

Del informe producido por la Administración Gene- 
ral de Parquea Nacionales y Turismo (fs. 27), desprén- 
dese que la Hostería de Ancasti, lugar donda sa pro- 
dujo el hecho origen do este sumario, eatá arrendada al 
denunciante Eduardo Martínez, ejerciendo sólo el pre- 
ándicado organismo fiscalización sobre la administra- 
ción del establecimiento. 

Como se advierte-, no se trata de un sitio donde el 
Oobierno Nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdic- 
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ción, razón por la eual opino qno la presente contienda 
negativa debe ser dirimida en favor de la competencia 
de la justicia del crimen de Catamarca. Buenos Aires, 
Diciembre 28 de 1!>50. Año del Libertador General San 
Martín. — Carlos G. Del fino. 

FALLO DE LA COHTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2 de abril de 1951. 
Autos y vistos; considerando: 

<^ie 3a Hostería Nacional de Turismo Ancasti, 
arrendada a un particular sobre cuya administración 
ejerce fiscalización la Administración General de Par- 
ques Nacionales y Turismo, no es un lugar en que la 
Nación ejerza jurisdicción absoluta y exclusiva en los 
términos del art. 3*. ine. 4°, de la ley 4a — Fallos: 116, 
234; 211, 1249 y otros—. 

Que la violación de domicilio imputada a Juan 
Bautista Sánchez y que éste ¿abría cometido en las de- 
pendencias de la referida hostería, no es así de la com- 
petencia de la Justicia Nacional. 

Eu su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Pro- 
curador Qencral se declara que corresponde conocer en 
esta causa al Sr. Juez del Crimen de la Provincia de 
Catamarca a quien se remitirán, los autos, avisándose 
en la forma do estilo al Sr. Juez Nacional de Primera 
Instancia de la misma Provincia. 

Luis R. LoXflHi — Rodolfo G. 
Valen zuela — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
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RAMON OTERO 

JOBiSDWCW!* Y COMPETENCIA: Cwtionta de eonptttncia. 
Inttrv*»cián de ¡a Corta Suprema. 

No corresponde la intervención de 1» Corte Suprema en 

la cuestión de competencia negativa planteada entre un 

juez de paz letrado y otro de comercio de 1» Capital Fe- 
deral, si cuando el conflicto se suscitó tenia solución en el 
ámbito de la respectiva justicia ordinaria, pues —según 
lo dispuesto en el art. 23, inc. a), np. 2» de la ley 11.924— 
en situaciones como la de este juicio, lo que decida la 
Cámara Comercial privará sobre el pronunciamiento ole la 
Cámara de Par Corresponde, pues, remitir loa autos a la 
Cámara primeramente mencionada, para la definitiva de- 
cisión de la contienda pendiente, sin que el hecho de que 
no exista aun, a pesar del tiempo transcurrido, resolución 
de dicho tribunal, no constituya más que una omisión qna 
de ningún modo justificaría la intervención de la Corte. 

CORTE SUPREMA. 

A la Corte Suprema no le e» dado atribuirse —en ejer- 
cicio de su superintendencia actual sobre los tribunales na- 
cionales-" una competencia judicial que ao le esté asignada 
ni por la Constitución, ni por las leyes. 

CORTE SUPREMA. 

Desprendiéndose de los autos la grave demora en que ha 
incurrido la Secretaría dé una Cámara Nacional de Apela- 
ciones de la Capital, a la que incumbía la remisión de las 
actuaciones dispuesta, el 2 de julio de 1946 y hecha efec- 
tiva el 26 de octubre de 1950, corresponde que la Corto 
Suprema le baga objeto de un llamado de atención. 



Dictamen del Pbocuradob GbKebal 

Suprema Corte: 

Este expediente ha sido elevado a V. E. para que re- 
suelva un conflicto trabado entre un juez de pas le- 
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trado y otro del fuero comercial, arabas de la Capital 
Federal. 

Como 86 observa, ol caso no se encuentra compren- 
dido entre loa que, de conformidad con lo dispuesto por 
el art. 9» de la ley 4.055 competa a V. E. dirimirlo. 

Corresponde así declararlo, devolviendo lo actuado 
al tribunal de origen. Buenos Airea, Noviembre 15 de 
1950. Año del Libertador General San Martín. — Car. 
tos Ú. Delfino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2 de abril de 1951. 

Autos y vistos; considerando: 

Qne como bien lo observa el Sr. Procarador Gene- 
ral, no corresponde la intervención de la Corte Supre- 
ma en esta cuestión de competencia planteada entre nn 
Jues de Faz Iletrado y otro de Comercio de la Capital 
Federal, pues cuando el conflicto se planteó con las de- 
cisiones de fs. 34 (18 de junio de 1946) y 37 (2 de julio 
del mismo año) tenía solución en el ámbito de la justicia 
ordinaria de la Capital, como lo tiene reiteradamente 
declarado esta Corte (Fallos: 187, 411; 191, 190; 193, 
135) recordando lo dispuesto por el art. 23, i no. a), apar- 
tado 2% de la ley 11.924, según el cual eu situaciones 
como 1& de este juicio lo que decida la Cámara Comer- 
cial privara sobre ct pronunciamiento de la Cámara de 
Paz. El hecho de que en esta causa no exista aún, a pe- 
sar del tiempo transcurrido, decisión de la primera de 
las Cámaras nombradas, constituye una omisión que 
no justificaría de ningún modo la intervención de esta 
Corte para resolver la contienda porque no se trata de 
ana privación de justicia que sólo mediante su actuación 
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pueda subsanarse y porque en ejercicio de so aoperin- 
tendencia actual sobre los fribunalea nacionales no le 
es dado atribuirse una competencia judicial que no le 
esté asignada ni por la Constitución ni por las leyes. 

Por tanto y habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General remítanse estos autos a la Cámara Nacio- 
nal de Apelaciones en lo Comercial para la defraitiya 
decisión del conflicto pendiente. Y llámase la atención 
por la grave demora en que ha incurrido la Secretaría 
Comercial a la que incumbía la remisión de los antos 
dispuesta el 2 de julio de 1946 y heeha efectiva el 25 de 
octubre de 1950. 

is R. Lonohi — Rodolfo G. 
Valbnzubi** — Tomás B. 
Casabes — Felifb Saktiaoo 



— . 



ETA11 8. A. COMERCIAD E INDUSTRIAL 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal. Delitos en 
particular. Vñria$. 

Atento lo dispuesto por el art. 4 de la ley 12.983 —retor- 
nado por la ley 13.492— corresponde a la justicia nacional 
de La Plata, y no a la provincial del crimen, de la mioma 
ciudad, entender en la apelación interpuesta contra las 
resoluciones condenatorias por infracciones a la ley 12.591, 
cometidas en la Prov. de Buenos Aires, ( L ) 



(I) 2 de abrí!. T«I1«: 212, 354. 
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JOSE CARINGBLLI 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cor*ptt<»cia territorial. Im- 

Es jues competente para «mecer en un juicio de insania, 
el de la ciudad donde el presento insano tenía radicada la 
contabilidad de sus negocios, donde realizaba el acto de- 
mostrativo de que desde allí los dirigía, que es el pago del 
impuesto a los réditos, donde viven sus hijos —que han 

iniciado el juicio— y donde el mismo se hallaba cuando 
se promovió la insania, máxime cuando la recapitulación 
de las constancias de ambos expedientes —el de insania 
y el relativo a la cuestión de competencia por inhibitoria 
promovida por eJ juea de otra ciudad— no sólo pone de 
manifiesto motivos de duda respecto al hecho de la resi- 
dencia real de cuya comprobación so trata, amo también 
serian razones para resolver la duda en favor de la compe- 
tencia del magistrado primeramente nombrado. 



DrCTAMBX DEL PROCURADOR QeKERAI. 

Suprema Corte : 

Ante la Justicia Civil de Tucumán, Ida Adelina Ca- 
ringelli de Sánchez y Luisa A. Caringelli de Mariani, 
vecinas de esa Capital e hijas legítimas de José Carin- 
gelli, inician juicio de insania de éste por considerar 
que se encuentra incapacitado para atender su negocio 
y administrar los bienes. A fin de comprobar la residen- 
cia del padre en Tueunoún, ofrecen la testimonial de fs. 
11 vta., 12, 13 y 14, el informe do fe. 119 vta n y la do- 
cumental de fs. 122. Previos los trámites de ley, el Juez 
nombro administrador a Francisco García y ordenó li- 
brar exhorto al magistrado de iguaí carácter de San- 
tiago del Estero a los fines que expresa el auto de fs. 18. 

Al tener noticias de este juicio, don Joan C. Zanoni, 
apoderado de José Caringelli, cumpliendo instrnecio- 
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ncs de su mandante según expresa a fs. 6, se presentó 
ante la Justicia de Santiago del Estero dedu ' ndo ex- 
cepción de incompetencia por inhibitoria. Afirma que 

so poderdante tiene fijado su domicilio real y legal en 

las Termas de Río Hondo donde posee todos bus bienes 
y el asiento principal de sus negocios. Además, ofreció 
prueba de testigos (fa. 38, 38 vta., 39, 128 vta., 129, 129 
vta. y 130) ; el informe de fs. 33 y la documental de fs. 
1 y 2 del incidente por inhibitoria. El Juez de Santiago 
del Estero- hizo lugar a la excepción (fs. 11 vta. y 136), 
y como el magistrado de Tucumán ha mantenido la de bu 
Juzgado (fs. 120), quedó trabado un conflicto jurisdic- 
cional que compete a V. E. dirimir (art.-O 9 , ley 4.055). 

Es evidente que D. José Caringelli tenía el asiento 
de sus negocios en Santiago del Estero, puesto que su 
principal actividad era la explotación del Hotel de su 
propiedad en las Termas de Río Hondo. Mas no lo es 
menos, y respecto de ello hay prueba plena en autos, que 
por su estado de salud, debió trasladarse a Tucumán, 
Capital a la que concurrían sus colaboradores como el 
tenedor de libros Segundo B. S. Salvatierra, quien lo 
bacía casi diariamente por razón de sus funciones (fs. 
11, exp. X* 10). Parcceme decisivo también para deter- 
minar el domicilio real del presunto insano, el hecho de 
que pagase el impuesto a los réditos en Tucumán, y que 
en las escrituras de que da cuenta el certificado de fs. 
122, otorgadas en Enero del corriente año, manifestase 

ser vecino de la preindicada cuidad- 

Por las consideraciones precedentes, y dentro de 
las dudas que el presente caso ofrece, opino que la con- 
tienda planteada del« ser dirimida en favor de la com- 
petencia de la Justicia Civil de Tucumán. Buenos Aires, 
diciembre 19 de 1950. Año del Libertador General San 
Martín. — Carlos G. Delfino. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2 de abril de 1951. 

Autos y vistos; considerando: 

Que las hijas de José Caringelli, Ida Adelina, Luisa 
Agueda, Eosa Carmela, todas ellas con domicilio real 
en la ciudad do Tucuman, promueven el juicio de insa- 
nia de su padre indicándolo ante el Juez Civil de dicha 
dudad donde también se hallaba el denunciado cuando 
las actuaciones se iniciaron. Todo ello consta en los dos 
expedientes traídos al conocimiento de esta Corte, el de 
insania y el relativo a la cuestión de competencia por 
inhibitoria que promovió el Juez de Santiago del Estero. 

Que está, asimismo, fuera de discusión que el prin- . 
cipal negocio del denunciado consiste en la explotación 
de un hotel de su propiedad sito en Bío Hondo, Provin- 
cia de Santiago del Estero. 

Que se trata de saber si el lugar del asiento princi- 
pal de tos negocios de Caringelli coincidía con el de su 
residencia habitual, como lo sostienen quienes promo- 
vieron la inhibitoria en Santiago del Estero o si su re- 
sidencia era en la ciudad de Tucuman, como se afirma 
en el juicio de insania radicado en jurisdicción de esta 
Provincia (arta. 89 y 94 del C. Civil). 

Que los testigos de S s. 38, 38 vta. y 39 del incidente 
de competencia declaran conocer a Caringelli de tiempo 

atrás y constarles que na vivido regularmente en el asien- 
to de su negocio, en Río Hondo. Lo mismo afirman quie- 
nes declaran a í s. 158 vta., 129 vta. y 130 vta, si bien en 
estas últimas declaraciones se alude a viajes accidenta- 
les del denunciado a Tucuman, uno de los cuales habría 
sido el que realizó con motivo de su enfermedad a me- 
diados de 1950 y en oportunidad del cual se promovió 
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la insania. Bcspecto al testigo de fe. 128 vía. debe ob- 
servarse que es quien aparece suscribiendo con Carra- 
gelli el contrato de fs. 23 del juicio de insania, en víspe- 
ras de denunciarse esta Última. Además, según el in- 
forme de is. 133 el 26 de enero de 1$5Q Caringelli habría 
suscripto en Santiago del Estero cinco escrituras de 
cesión de créditos "hipotecarios dando en todas ellas 
como domicilio real Río Hondo. 

Que, por otra parte, los testigos .de fs. 11, 12, 13 y 
14 del juicio de insania, que también conocen a Caringelli 
de- moche tiempo atrás, —16, 15, 22 y 30 afioa— , afirman 
HW se domicilia en la ciudad de Tncninán, Es particu- 
larmente ilustrativa la declaración de Salvatierra, — fs. 
11—, tenedor de libros de Caringelli desde 1934, el cual 
afirma que la contabilidad de loa negocios se llevaba en 
Tacumán donde eran rubricados los libros respectivos. 
Y es en Tncumán donde Caringelli paga el impuesto 

" a loa réditos en abril de 1950 (fs. 122). En cnanto a ma- 
nifestaciones de este último sobre sn domicilio hechas 
en oportunidad de suscribir escrituras públicas, según 
el certificado de fs. 122 en las de venta qué firmó, una 
el 18 y dos el 27 de enero de 1950, denuncia como domi- 
cilio real la ciudad de Tucumán. Es de notar que las 
dos últimas aparecen suscriptas al día siguiente de las 
de cesión de crédito» (fs. 133), en las qne dió como do- 
micilio la localidad de Río Hondo. 

Qne la precedente recapitulación de las constancias 
de ambos expedientes pone de manifiesto motivos de 
duda respecto al hecho de la residencia real de cuya 
comprobación se trata, pero también eerias razones pa- 
ra resolver la duda en favor de la competencia de la 
Justicia de Tacumán, donde Caringelli tenía radicada 
la contabilidad de sus negocio», dondo realizaba el acto 

* demostrativo de que desde allí los dirigía que es el 
pago del impuesto a los réditos, donde viven sos hijos 
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y donde el mismo se hallaba cuando se promovió la in- 
sania. 

Si se tiene presente la gravedad de su estado al 
tiempo de iniciarse dicho juicio, — dictámenes roeTUcoa 
de fs. 47 y 64 — , lo que prima facie explica su promoción, 
y que a posar de osa gravedad, motivos que sólo podían 
referirse a la radicación del misino, decidieran a loa 
oponentes a trasladar precipitadamente al enfermo a 
Santiago del Estero (constancias de fs. 53, 55 y 56) y 
se eoimidna, en fin, .que sólo so trata de determinar 
cuál de las dos justicias provinciales que constituyen 
equivalente garantía para las partes, ha de intervenir 
en un juicio qne, por lo demás, se refiere directa y pri- 
mordialmente a la condición de la persona del denuncia- 
do, que, como se acaba de decir cuando se hizo la denun- 
cia estaba en Tueamán, —y no accidentalmente pnes se 
trasladó allí hallándose enfermo, como que lo hizo a raíz 
del tratamiento a que se le había sometido en Buenos 
Aires, lo cual autoriza a presumir que do aquí se dirigió 
al lagar de su residencia habitual—, corresponde man- 
tener el juicio respectivo en la jurisdicción donde se le 
radicó originariamente, como opina el Sr. Procurador 
General (arts. 94 y 100 del CótL Civil). 

Por tanto »y habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General se declara que el Sr. Juez en lo Civil y Co- 
mercial de la Segunda Nominación de la ciudad de Tu- 
cumán a quien se remitirán estas actuaciones es el com- 
petente para entender en el juicio de insania de D. José 
Oaringelli. Hágase saber en la forma de estilo al Sr. Juez 
de Santiago del Estero que promovió la inhibitoria. 

Luis B. LoKcnx — Rodolfo G. 
Valesczuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Saxtiaoo . 

PÉBK5. 
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ANDRES FELIPE CAMPOS Y OTRO 
JUM8DTCCWS T COMPETBXCIAt Competencia pewtl Delitos 

en particular. Varios. 

Atento lo dispuesto por el art. 4 de la ley 52,983 —refor- 
mado por la 13.492—, íorraponde a ta justicia nacional de 

La Platas y no a la provincial del crimen, de la muma 
ciudad, entender en la apelación interpuesta contra la re- 
«olueión dictada por la Dirección de Abastecimiento <le la 
Prov. de Buenos Aires, en el sumario inatrurdo contra loa 
apelantes por infracción a la ley 12.830. (*). 



ALCA S, B. L. v. MARCOS G. BLAKK 

WUTSDrCCION r COMPETESCIA; Competida territorial Com- 
praventa. 

Acreditado en autos que el deudor efectuó pagos parcial?* 
en la Cap. •Federal, es el juez nacional de paz de dicho 
lugar —y no el del domicilio del deudor— el magistrado 
competente para conocer en el juicio sobre cobro de una 

suma de dinero reclamada eomo saldo de venta de mer- 
caderías. 

Díctame* pel Pbocuraiwb General 

Suprema Cortft: 

Ante el Juzgado de Paz Letrado n° 22 de esta Capi- 
tal, la sociedad de responsalwlHlad. limitada "Alca", 
dedujo demanda por cobro de pesos contra Marcos O. 
Blank, comerciante domiciliado en la ciudad de Córdoba. 

Se reclama el saldo de venta do mercaderías, y el 
deudor, al ser notificado de la demanda por medio de 
exhorto, opuso ante el Juez de Paz exhortado excepción 
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de competencia por inhibitoria. Los jueces de ambas 
jurisdicciones se han considerado competentes para in- 
tervenir en el juicio (fs. 17, 19 7 21 vta.), y la contienda 
jurisdiccional así trabada, llega a V. E. para que la 
dirima en virtud de lo dispuesto por la ley 4.055 en su 
artículo 9» 

La actora ha sostenido que el deudor efectuó pagos 
parciales en esta Capital, y para acreditar ese extremo 
presentó la carta que obra a fa. 19 del expediente prin- 
cipal. Si bien esa prueba es insuficiente por sí sola pues 
la autenticidad de esa carta no ha sido acreditada ni 
reconocida en forma alguna (213: 39), median en antos 
otros elementos de juicio, como la pericia de fe. 10 y el 
informe de fs. 24, que corroboran ese aserto, 

En tales condiciones, y no resultando de autos que 
se haya convenido nn lugar expreso para el cumplimien- 
to de la obligación, es de aplicación al caso la doctrina 
de V. íl, según la cual el Juez del lugar donde se efec- 
tuaron pagos parciales es el competente para conocer 
en el juicio sobre cobro de una soma de dinero recla- 
mada como saldo de ope raciones comerciales (187: 612; 
193:5,208 : 63, entre otros). 

Por las razones expuestas, opino que la presente 
contienda debe resolverse en favor de la competencia 
del señor Juez de Paz Letrado de la Capital Federal. 
Buenoe Airee, diciembre 27 de 1950. Año del libertador 

General San Martín. — Carlos G. Delfino. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2 de abril de 1951. 
Antoa y vistos; considerando: 

Que como bien dictamina el Sr. Procurador Ge- 
neral existen en los autos principales elementos de jui- 
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ció suficientes para tener por acreditado que el deador 
efectuó pagos parciales en la Capital Federal. 

Que en tales condiciones, con arreglo a la jurispru- 
dencia de eBta Corte Suprema mencionada en el dicta- 
men que antecede — ver también doctrina Fallos: 215, 
344— la cuestión da competencia planteada debe deci- 
dirse a favor del Sr. Jnez Nacional de Paz de la Ca- 
pital. 

En bu mérito y habiendo dictaminado el Sr. Pro- 
. m carador General se declara que la presente causa es de 
' la competencia del Sr. Jne« Nacional de Pan de la Ca- 
pital Federal, a quien se remitirán loe autos, naciéndose 

saber en la forma de estilo al Sr. Jaez de Paz Letrado 
de Ira. Nominación de la Provincia de Córdoba. 

Luis B. Lojiohi — Rodolfo G. 
Valknzüela — Tomás D. 
• Casabes — Felipe Sastiaqo 




FEDERICO A. D. GUACE v. CIA. MINERA AGUILAR 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. 
Generalidad*,. 

El planteamiento de una cuestión de competencia supone 
una contienda, entre dos tribunales que sostienen ambos 
ser competentes para conocer en la causa excluyéndose 
reciprocamente. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuestionen da competencia. 
Generalidades. 

El derecho, de opción a que se refiere el dec. 32.347/44, no 
puede ser alterado por la «lección de un domicilio especial 
en los términos de los arto. 101 y 102 del Cód. Civil, sino 
que debe ser ejercido por el interesado al promoverse la 
acción respectiva. 
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JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuestione* rf« cotupeltutia. 

Inhibitoria: pianito mvnto y trámite. 

La so U circuí «taoeia de afirmar uno de ambos tribunales 

del trabajo que puede ser competente, como lo hace el Juez 

del Trabajo de la Capital Federal — en caso de que el actor 
optare por demandar en la Capital y no en Jujuy, con 
arreglo al art. 4 del decreto S2.S47, ley 12.948— no basta 
para plantear una cuestión susceptible de ser decidida por 
la Corte Suprema; y toda, vez que lo que ha podido ale- 
garse por ta demandada —como lo ba hecho— hn Bido 
solamente la incompetencia de la Justicia del Trabajo de 
Córdoba, cabe concluir que 3a incompetencia ha debido, 
proponerse por vía de declinatoria. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corto: 

Federico Arturo Darien Grace, demandó auto loa 
Tribunales del Trabajo de la ciudad do Córdoba a la 
"Compañía Minera Agnilar §, A.**, por indemnización. 
La demandada opuso con éxito ante el fuero laborable 
de ésta Capital cuestión de competencia por inhibitoria 
sosteniendo: 1*) que la Compañía Minera Aguila r S. A. 
tiene au domicilio en la Capital Federal ; 2*) que el actor 
trabajó por cuenta de la Compañía en un campamento 
para la explotación de plomo y zinc, situado -en la Pro- 
vincia do Jujuy. 

El Juez do la causa, invocando disposiciones de la 
Ley Procesal del Trabajo do la Provincia de Córdoba, 
que entre otras opciones «obre el lugar donde puede 
entablarse la demanda incluye el lugar del domicilio del 
trabajador (art. 30), denegó la inhibición solicitada 
(fs. 14 y 22). El Juez de la Capital ha tenido por traba- 
do a fs. 24 vta. e! conflicto jurisdiccional que debe diri- 
mir V. E. en virtud de lo dispuesto por el art. 9* de la 
ley 4.055. 
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Tiene re-suelto V, E. que el art. 4' del decreto 32.347/ 
44 ratificado por la ley 12.048 que fija la competencia 
de la jurisdicción del trabajo, "es una norma nacional 
tendente a solucionar, con la autoridad que le otorga 
ese carácter y sin que a ello obste la circunstancia de 
bailarse colocada entre un conjunto de disposiciones de 
orden local, las cuestiones de competencia qne susciten 
las causas entre empleadores y trabajadores referentes 
al derecho dol trabajo" (208: 97; 210: 893, entre otros). 

De conformidad con dicha doctrina, corresponde 
resolver la presente contienda en favor de la competen- 
cia de la Justicia del Trabajo do la Capital Federal. 
Bueuos Aires, febrero 12 de 1951. — Carlos O. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2 de abril de 1951. 

Autos y vistos; considerando: 

Qne con arreglo a la jurisprudencia de esta Corto 
el planteamiento de una cuestión do competencia supone 
una contienda entre dos tribunales que sostienen ambos 
ser competentes para conocer en la causa excluyéndose 
recíprocamente, — art. 417, Cód. Suplet.; art. 46, ley 
50; Fallos: 210, 471 y los allí citados—. 

Que de ello se sigue que la sola circunstancia do 
nfirm ar uno de ambos tribunales eme puede &cr compe- 
tente, como lo liaee a fs. 14 el Juez del Trabajo de la 
Capital, (en caso de que el actor optare por demandar 
Qn la Capital y no en Jujny, con arreglo al art. 4 del 
deereto 32.347, ley 12.948) no basta para plantear una 
cuestión susceptible de ser decidida por esta Corte. 

Que toda vez qne eon arreglo a lo espuesto lo que 
htt podido alegarse por la demandada, como efectiva- 
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mente lo ha h«cho — f a. 7 — , ha sido solamente la incom- 
petencia de la Justicia del Trabajo de Córdoba, pues no 
le asisto el derecho de suprimir la opción qae el art. 4 
atado acuerda al demandante —Fallos: 210, 893— la 
incompetencia lia debido proponerse por vía de decli- 
natoria. 

En so mérito y habiendo dictaminado el Sr. Pro- 
carador General se decide declarar improcedente la 
contienda de competencia planteada por el Sr. Juez 
Nacional de Primero Instancia del Trabajo de la Ca- 
pital, a quien se avisará en la forma de estilo. Y remitir 
las «etnaciones al Juzgado de Conciliación do 3* Nomi- 
nación de Córdoba, paru que siga entendiendo en la 
causa. 

Luis B. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casases — FbXIPB SANTIAGO 
Pérez. 



ANTONIO P. SOLER TIDAL 
JVRlSDWCtOS Y COMPETEyCU: CemfUetM «frs jtaees. 
Toda ves que la cuestión de competencia planteada entre 

el entonces, jues federal de San Rafael y el de igual clase 
de Mercedes — Pror. de Buenos Aires— debe ser resuelta 
con arreglo al reprimen de la ley 4055 —arta. 9 y 19—, 
atenta la oportunidad en que fue trabada, la fecha de cu 
elevación para ser decidida y la doctrina del art 77 de la 
ley 13.998 —que admite la radicación de las causas por 
su trámite ante el Tribunal en que «e tallen a la fecha de 
la vigencia de aquélla — , no compete a la Corte Suprema, 
sino a la cámara federal de la jurisdicción del juez que 
previno en la esos*, la decisión de la contienda. 
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DlCTAMEX DEL PROCURADOR GbKEBAI. 

Suprema Corte: 

Tanto el Señor Jaez Federal de San Rafael —Provin- 
cia de Mendoza— <fs. 47 y 55), como el de-igual carác- 
ter de la ciudad de Mercedes — Prov. de Buenos Aires— 
(fe. 53), ae han declarado incompetentes para intervenh 
en el pedido de carta de ciudadanía formulado por An- 
tonio Pedro Soler Vidal. Con tal motivo, se han elevado 
las actuaciones a V. B. para que resuelva la contienda 

negativa así trabada. 

De acuerdo con lo dispuesto por la ley 4.055, y la 
doctrina reiterada de V. E., el presente conflicto no se 
encuentra comprendido entre los que la Corte debe de- 
cidir. Ea competente para hacerlo, la Cámara Federal 
de la jurisdicción del Juez que previno en la causa 
(arts. 9 y 19, ley citada; Fallos: 201: 114; 111: 284, e 
i» re i "Terrabusai S, A. s.| Infracción al art. &> — Ley 
11.275", exp. C. 698, 1*. X, fallo del 9 de Agosto de 
1948). 

Corresponde en consecuencia, y así lo solicito, re- 
mitir los autos a la Cámara Federal de Mendoaa, a f'm 
de qne dirima la presento contienda. Buenos Aires, Di- 
ciembre 19 de 1950. Año del Libertador General 8an 
Martín. —Cari o$ G. Detfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPBEMA 

Buenos Aires, 2 de abril de 1951. 
Autos y vistos; considerando: 

■Que la cuestión de competencia planteada en los 
autos entre el entonces Juez Federal de San Bafael y 
el de igual clase de Mercedes -Prov. de Bmdob Ai- 
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res — debe ser resuelta con arreglo al régimen de la 
ley 4055 —arta. 9 y 19—, atenta la oportunidad en que 
fué trabada, la fecha de su elevación para ser decidida 
— fs. 55— y la doctrina del art. 77 de la ley 13.998. —doc- 
trina causa "Florio y Cía. c.| la Kaeloa", fallada ea 2 
de marzo del año en curso—. 

Que de acuerdo con lo dictaminado por el Sr. Pro- 
curador General a fs. 58 corresponde a la Cámara Na- 
cional de Apelaciones de Mendoza la decisión de la con- 
tienda. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Pro- 
curador General se declara que corresponde a la Cá- 
mara Nacional de Apelaciones de Mendoza la decisión 
de la contienda planteada en la causa, a la que se remi- 
tirán los autos a ese efecto. 

Luis R. Lojtohi — Rodolfo G. 
Valeíizukla — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 

PÉHEZ. 



NICOLAS IíOPARCO 

JÜBISDICCWX Y COMPETENCIA : Cómpttencia militar. 

Corresponde a los tribunales militare* juagar al procesado 
por los hechos vinculados con la obtención dolosa de su 
excepción militar, teniendo «1 acusado estado militar, oon 
preUeión respecto del juw federal, que deberá juzgarle 
por loa delitos posteriores a h fecha eu que fuera dado de 



JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cueethnes de competencia. 
Intervémeién Ae la Corle Suprema. 

Aunque la Cámara Nacional de Apelaciones de Mendoza 
lay* resuelto que, una ves dictada sentencia definitiva por 

O) 2 do abril. F«Uo.: 214, 354. 
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la Justicia Militar, debe reasumir jurisdicción un juez 
nacional de dicha provincia, como ello es al efecto de ¿us- 
urar loa delitos cometidos por el procesado con posterioridad 
a la fecha en que fuera dado de baja* resulta evidente que 
tal decisión no es obstáculo al juzgamiento por la justicia 
militar del acusado, respecto de los hechoe vinculados con 

la obtención dolosa de &u excepción militar, perpetrados 
mientras tenía estado militar, y que, además, no existe en 
los autos planteada cuestión de competencia que requiera el 
actual pronunciamiento de la Corte Suprema. 



MIGUEL ANTONÍO AGUDO 

JURTSDJCCWS V COMPETENCIA: Competencia nedomal. Cautas 
prnalrs. Caso, tarívf. 

ta circunstancia de que el delito imputado — hurto del art. 
162 del Cód. Penal— pueda tener la finalidad ulterior de 
patentar como propio un invento ajeno, aun no patentado, 
no basta para atribuir competencia a los jueces nacionales, 
en presencia de lo dispuesto en el art. 57, de la ley 111. 



Dictamen del Ppocvrador General 

Suprema Corte : 

De las constancias de autos se desprende qne Jesús 
María González denunció el 27 de setiembre de 1949 
ante las autoridades policiales de la ciudad de Salta la 
snstracción de nn soplete a ¿ras de nafta, que dejó en la 
pieza de una finca qne habitó en dicha «Capital (fa. 1, 
18 y 19). Posteriormente asumió el rol de querellante 
y acusó directamente a Miguel Antonio Agudo como 
autor responsable del delito de hurto cometido en su 
perjuicio (Tn. 2tj), 

Como puede advertirse, no se trata entonces de un 
juicio sobre marca de fábrica (Ley 3975), o sobre pa- 
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tente de invención (Ley 111), y por ello opino que es 
competente para entender en el sumario el Juzgado de 
1* Instancia en lo Penal. 

En ese sentido solicito se dirima la contienda de 
competencia trabada entre dicho magistrado y el Juez 
Federal de Salta. Buenos Airea, febrero 21 de 1951. — 
Carlos G. Delfino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2 de abril de 1931. 
Autos y vistes; considerando: 

Que el delito porque se querella a Miguel Antonio 
Agudo ea el de hurto del art. 162 del Código Penal* 
— fs. 26—. 

Que como ha tenido ocasión de declararlo esta Corte 
en caaos análogos, la circunstancia de que el delito 
imputado pueda tener la finalidad ulterior de patentar 
como propio un invento ajeno aun no patentado no 
basta para atribuir competencia a los jueces nacionales 
en presencia de lo dispuesto en el art. 57 de la ley 111. 
— Fallos s 1&4, 64. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador CJ eneras se declara que la presente cauaa ea de la 
competencia del Sr. Juex en lo Penal de Segunda Nomi- 
nación de la Provincia de Salta, avisándose en la forma 
de estilo al Sr. Juez Nacional de la misma Provincia. 

Litis B. Ix>nohi — Rodolfo G. 
Valeszuzla — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Pérez. 
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■ RICARDO CASIELLES 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisito* propia, Mtelmeion di- 
recta. Normal extraüat al juicio. Disposición!! constitucional*!. 

La sola, invocación de norman constitucionales no peraíte 
someter a ta Corte Suprema las cuestiones de clara com- 
petencia ordinaria, como aon las regida» por el derecho co- 
mún, en tanto no se cuestione ta validez institucional de 
las normas aplicadas. 1 

Entre las referidas cuestiones de carácter común figura 
la decisión de las cnestionea sometidas a los ¿tuces ordina- 
n arios, con arreglo a principios jurisprudenciales y doctri- 
narios de aquella naturaleza, como es el caso del alcance 
de la derogación del are. 23 del Código Penal anterior y la 
procedencia en el supuesto allí contemplado de la aplica- 
ción del art, 45 del CÓ3. Penal vigente. 

CONSTITUCIÓN NACIONAL: T)erechos y garúntíae. Defensa en 
¿vicio. Procedimiento y teniendo. 

El art. 29 de la Constitución Nacional en cuanto prohibe 
ampliar por analogía las incriminaciones legales e inter- 
pretar extensivamente la ley contra el imputado, no xa mas 
allá de la interdicción de interpretaciones incompatibles 
con loa términos legales. Tampoco trastada a la Corte Su- 
prema la exégesis de los preceptos de derecho común, ni 
•veda las soluciones qne, a juicio del Tribunal competente, 
corresponden con arreglo a derecho en el marco de las 
. posibilidades legal» 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, 2 de abril de 1951. 

Vistos los autos "Recurso de hecho deducido por 
el procesado en la causa Casielles Ricardo, su proce- 
so", paro decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que con arreglo a la jurisi 
la invocación de cláusulas 
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someter a la Corte Suprema las cuestiones de clara 
competencia ordinaria como son las regida» por el de- 
recho común, en tanto no se cuestione la validez cons- 
titucional de las normas aplicadas —Fallos: 217, 445 
y otros—. 

Que entre las referidas cuestiones de carácter co- 
mún figura la decisión de las cuestiones sometidas a 
los jueces ordinarios con arreglo a principios juris- 
prudenciales y doctrinarios de aquella naturaleza — 
Fallos: 2G£, 2» y otros—. Tal es el cas© del alcance de 
ta derogación del art. 23 del Código Penal anterior > 
la procedencia en el supuesto allí contemplado de la 
aplicación del art. 43 del Código Penal vigente. 

Que por lo demás, el art. 29 de la Constitución 
Nacional en cuanto prohibe ampliar por analogía las 
incriminaciones legales e interpretar extensivamente 
la ley contra el imputado, no va más allá de la inter- 
dicción de interpretaciones incompatibles con loa tér- 
minos legales —Palios: 215, 23—. No traslada a esta 
Corle la exégesis de los preceptos de derecho común, 
UÍ veda las solneiones que a juicio del Tribunal compe- 
tente, corresponden con arreglo a derecho en el marco 

de las posibilidades legales. 

En su mérito se desestima la precedente queja. 

Luis B. Lonohi — Rodolfo G. 
Valenzcela — Tomás D. 
Casabes. 
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ADMINISTRACION GENERAL DE VIALIDAD 
NACIONAL v. JOSE G. PAÑO Y OTROS 

EXPROPIACION: Indemnuacián. Determinación del valor real. 



Si el ingeniero representante de la expropiada en el Tri- 
bunal de Tasaciones de la ley 13.264, no ha comparecido 
a una reunión fijada para una fecha determinada —pese 
al telegrama que 1* dirigiere, invitándole a concurrir, *1 
Presidente de dicho organismo — es evidente que, cuales- 
quiera sean las. circunstancias de carácter personal qnc le 
hubieran impedido hacerlo, el Tribunal no ha debido inte- 
rrumpir su labor por esa causal. 

EXPROPIACION : Indemnización. Determinación del calor real. 

Aun cuando el dictamen del Tribunal de- Tasaciones de 
la ley 13.264 sólo ofrece la importancia de un elemento 
de juíeio entre todo» los que tenga a considerar un toes, 
como dicho organismo —además de Ies representantes de 



dada de la parte disconforme. 

EXPROPIACION: Indemnizo». Determinación dal talar real 

Si la valuación del inmueble expropiado, practicada por el 
Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, resalta justa y 
equitativa, corresponde que la Corte Suprema acepte la 
suma acordada por dieho organismo, con la unanimidad 
de sus miembros, excepto el representante do la expropiada 
— quien no compareció a la reunión, a pesar de haber nido 
convocado—, 

COSTAS: -VaUmfcia M jtieto. Eipmpiaeiá*. • 

Procede imponer las costas de todas las instancias al ex- 
propiados si el importe que se manda pagar en concepto 
de total resarcimiento excede al ofrecido má* la mitad 
de la diferencia entre éste y lo reclamado por la parte 
demandada. 
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Sentencia do- Juez Fedesu. 

Buenos Aires, diciembre 2 de 15H9. 

Y vistos: Los presentes seguidos por !a Administración 
General de Vialidad Nacional contra José Gablno Paño y 
Osear Joaquín y José Caramico por expropiación de loa que 

R«UIU: 

I. Que a fs, 12 eomparece el apoderado de la «clora y 

expresa : que la construcción de la autopista de aeceso al aero- 
puerto nacional af«ta en su trazado un inmueble ubicado en el 
Partido de Matauaa, de la Provincia de Buenos Aires, parcelas 
1984, 1290 y 1291 dé U Circunscripción VIH», Sección rural 
en una superficie de 72. &4 7,48 metros cuadrados. 

T>e la búsqueda de antecedentes realizada, resalta que 
dicho bien correspondería, en propiedad a los demandados 
con quienes habrían fracasado todas las gestiones realizadas 
pan obtener la transferencia del inranueWe por vía contrac- 
tual por lo que de conformidad al art. 2» del decreto N» 
12.047/45 promueve formal demanda por expropiación que 
funda en la pública utilidad de la obra a realiaarse. califi- 
cación que surge de la ley 11.658 y su modificatoria. la 
12.625 y del decreto 32,047/45. 

Pide la posesión de urgencia del bien expropiado a euyo 
efecto consigna a la orden del Juzgado la suma de * 22.720,38 
que considera como justo precio de scoerdo a la tassción 
practicada por el personal técnico de su representada. 

II. Convocada la audiencia que prescribe el art. 6» de 
la ley 189 se celebra con la intervención de las partea actora 
y demandada, presentando esta última el memorial que obra 
a fe. 25 en el que por intermedio de su apoderado se allana 
a Ka expropiación manifestando su disconformidad con el 
precio consignado aunque sin concretar sos pretensiones. Pide 
se le indemnice como mejora un poxo existente en la propie- 
dad que tiene ana profundidad de 400 mts. 

En el mismo acto Isa partea ofrecen diversas medidas 
probatorias y proponen peritos que son designados por el 
Jotrado. 

III. A fs. 103 comparece a juicio el Sr. Mario farra ra 
en su carácter de arrendatario del inmueble expropiado re- 
clamando por la desposesión que afecta au contrato de arren- 
damiento reclamando 4 fs. 112 la indemnización de los daños 
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y perjuicios fju& le ocasiona tal medida, reclamación que, 
aceptada en principio por la aetora, da lugar a la designación 
de peritos para fijar el monto de loa mismos. 

IV, „. 

V. A tm. 163 el Juagado resuelve requerir del Tribunal 
de Tasaciones el informe que prescriben loa arte. 14 y 31 
de !* ley 13.264 y cumplido dicho requisito quedan «atoa 
■uto; en estado de resolver ; y 

Considerando i 

1*) Que corresponde analizar por separado loa antece- 
dentes aportados para fijar el justo precio del inmueble y 
sus mejoras y los relativos a la indemnización del arren- 
datario. 

En cuanto al primero cabe tener en cuenta que no ha- 
biendo Llegado a un acuerdo los peritos eada uno de ellos 
presenta au dictamen por separado, del mismo modo el repre- 
sentante, designado por la demandada no ha concurrido ante 
el Tribunal de Tasaciones por lo que no cabe presumir su 
conformidad en cuanto a la valuación practieada por dicho 
organismo. 

2*) Que sin embargo, para apreciar la eficacia proba- 
toria del informe de ese Tribunal debe tenerse en cuenta; que 
además de los representan tea de las partea se integra con 

ftraeionariot técnico* «pee ¡alna dos en esa clase de Ureas 

que asumen al efecto el carácter de peritos terceros, por lo 
que sus conclusiones hacen plena prueba en juicio en tanto 
no medie una observación fundada de la parte sometiendo sus 
diferencias a la decisión judicial. 

3*) Que en el presente caso ese criterio se encucntrn & 
corroborado por la escasa diferencia entre el precio fijado por 
«1 Tribunal y el que establece en su dictamen el perito tercero 
s fs. 137 cuyas coneloaion.es no son rebatidas en forma alguna 
en el memorial de fs. 152 yft que ai bien dicho perito acepta 
en principio ana desvalorizacion en el remanente del terreno en 
miras a un posible' loteo considera que el mismo se encuentra 
compensado eon crece b con la facilidad que para ello adquiere 
sn propietario en razón de la construcción del camino. 

Tener en cuenta esa circunstancia pant acordar a los 
demandados una indemnización especial por causa del loteo 
que se ha hecho posible a raí* de la obra que motiva la expro- 
piación implica tergiversar el concepto de justo precio que 
debe limitarse al valor objetivo del inmueble fijado como "sS 
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ta obra no hubiere sido ejecutada ni aun autorizada' ' (art. 11 
de la ley 13.264). 

A este mpceto, eabe tener en ettent* que el pronto de 
loteo no pod ía concretarse a corto plazo alentó el contrato de 
arrendamiento que obra a fs. 98 con vencimiento al !• de julio 
de 1947 vale decir casi dos años después de iniciado el juicio 
de expropiación. 

Por talca consideraciones considero equitativo fijar como 
justo precio del inmueble y sus mejoras el que le asigna ol 
Tribunal de Tasaciones o sea la sama de 1 139.147,98 m/n. 

4») Que en cuanto a la indemnización del arrendatario 
no existiendo en autos otro elemento de prueba que la pericia 
practicada de eonitiii acuerdo por los peritos designados a pro- 
puerta de la* partes interesadas qne no ha sido objeto de una 
impugnación expresa, o implícita debe ser fijada en la suma 
establecida por dipnoa perito». 

Por tanto, fallo: Haciendo lugar a la demanda promovida 
y en consecuencia declaro transferido al Estado Argentino el 
dominio del inmueble ekpropuulo cuya ubicación, dimensiones 
y linderos constan en la memoria descriptiva que obra a fs. 2 
de mitos, previo pago de la diferencia entre la suma consignada 
a cuenta de precio y la de * 139.147. 08 m/n., que se fija como 
justa indemnización del propietario, más sus intereses desde 
el dí« de la posesión y mas las costas del juicio. 

Condeno igualmente a la adora a pagar ni Sr. Mario 
Carrara la suma de $ 3.002.08 m/n.. mas ras intereses dfiÉfte 
el din de su desalojo y las costas devengadas en su reelnma- 
eimi. — ' • ' - 



SeJíTENCÍA DE LA CiUAHA FEDERAL 

Buenos Aires. 7 de junio, Año del Libertador Genera! San 
Martín. 1950. 

Considerando: 

Que la sentencia de primera instancia fué apelada por 
«mbas partea: por la demandada en cuento al monto de la 
indemnización fijada y por la aetora respecto a que Aquélla: 
a) supeditó la transferencia del dominio del inmueble expro- 
piado al previo papo de la cantidad fijada en concepto de justa 
indemnización; b*) condenó al pairo de intereses, desde la fecha 
del desalojo sobre la anma que se mandó pagar ni arrendatario 
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det biea y c) declaró a ra cargo las cestas del juicio 7 en el 
reclamo del contratista. 

Que los agravios de Ib expropiada, consignados en loa 

apuntes supletorio» de su informe ""iit voee" *« refieren a los 
errores en que a su juicio lia incurrido, el Tribunal de Tasa- 
ciones, para la estimación del bien (aceptada por el Sr. Juex 
ó-qno) referentes a la ubicación de la tierra, a la calidad del 
terreno y al criterio para fijar el valor. 

Que del dietamea de la Sala 3* corriente a fs. 183 resulta 
que, el Tribunal de Tasaciones, lia tenido presente el informe 
del Catastro Municipal de Matanza según el cual el terreno 
eslü ubicado en la isona urbana por ordenanu rigente n» 385, 
art. 1». pero fuera del ejido del pueblo y que la fracción 
expropiada es la más alta- de la aona comprendida entre el 
F. C. Midland y el Camino de Cintura (rubros, ubicación y 
topografía}. Animismo para efectuar la tasación se han tenido 
en cuenta Jan operaciones de ventas más cercanas al bien ex- 
propiado, reducidas en planilla anexa a la fecha de la toma de 
posesión y a una fraceifo tipo con superficie de 1 Ha, en pago 
al eontado, aplicando al valor unitario de * 2,20 el metro 
cuadrado el coeficiente de 0.84 por iu reduccifin a Ha. resul- 
tando en definitiva el valor de * 1.85 el metro cuadrado. 

Que de lo expuesto reaulta, contrariamente a lo sostenido 
por la demandada, que el Tribunal de Tasaciones no ha incu- 
rrido en los erroren de ubicación y topografía atribuidos y en 
cuanto al criterio de tasación ól es el resultado de la apre- 
elación del primero. 

Que independientemente de lo expuesto es necesario tener 
presente que las aludidas observa eiones al dictamen del Oras- 
miamo, son de carácter técnico y ellas debieron haberse efec- 
tuado por intermedio del representante del expropiado ante el 
Tribunal correapondiente, y no ante la instancia judicial. 

Que la circunstancia de no haber aido sucedido por la in- 
eoncurreneia del perito de la parte al Organismo citado, no 
obsta a que este Tribunal comparta, como el Sr. Juea a-guo 
la tasación realizada por unanimidad de los miembros pre- 
sentes, superior en solo * 3.750,52 m/n. a la del perito tercero 
de fs. 137. 

En cnanto a los afrravioB de la parte aetora: 
a) Corresponde promineiarne por tm rechazo, en virtud 
de lo dispuesto por el urt. 38 de la Constitución Nacional que 
establece que la expropiaciím por causo de utilidad pública o 
interés (jen eral debe ser calificada por la ley y previamente 
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b) Procede mocar la sentencia apelada en cuanto con- 
denó al pego de intereses desde I* techa del deaalojo sobre la 
WM quise mandó pagar «1 arrendatario del inmueble, desde 
que éste no lo» solicHA <£*. 112) y los jaece» no pueden conce- 
der mía de lo que se demanda. 

e) Por la* razones apuntada* precedentemente corres- 
ponde revocar el pronunciamiento recurrido, en lo que respect* 
a la imposición dé eoatu a la actor», por eí redamo del 

arrendatario. * 

En cuanto a laa coataa del juicio, teniendo en cuenta la 
suma ofrecida de $ -22.720,38 m/n. y U ton w manda Dftgftr 
por 1» sentencia, correaponde su imposición a la expropiante, 
ain que obate á ello la falta de «limación del bien por los pro 
Dietarios, pues con anterioridad a la sanción de '» W? «.¿64, 
el racimen legal imperante no imponía en forma expresa a loa 
propietario* la obligación de concretar ana pretensiones 

En su mérito se confirma la sentencia apelada de fe 189 
a 191 en cuanto bixo lugar a la demanda y declaró transferido 
• U actor* el dominio del inmueble «P"pi«¿o prer» paso 

de la turna necesaria para completar la de $ U9.147.98 m/n., 

que se fija como total indemnización, con mis lo* intereses 
desde el día- de la posesión y las costas de primera instancia. 

Se la confirma asimismo en cuanto condenó a la aetora 
a pagar al Sr. Mario Carra» la suma de I 3.002,58 m/n., y se 
la revoca en lo que respecta a loa intereses desde el día del 
desalojo y a las coataa devengadas en su reclamación. 

Laa costas de segunda inataneia por su orden, en atención 
al resultado de lo* reeuraos. — Maximiliano Consol*. — Abe- 
íonío Jorge Montiel. - Romeo femando Cámer* 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de abril de 1951. 

Vistos los antoa: "Adro. Oral, de Vialidad Nal. 
e>.[ Paño José Gabino; Joaquín O. y Caramico José a.| 
expropiación", en los que a f s. 340 y fs. 247 esta Corle 
Suprema declaró procedente el recurso ordinario de 
apelación. 
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Considerando : 

Que a fg. 240 ha sido declarado procedente el re- 
curso ordinario de apelación promovido por la parte 
actora, atento el monto do las costas reguladas en lo* 
autos, desestimándose, aí mismo tiempo, la queja re*, 
pecto del recurso extraordinario y también, en lo qnt 
¿acebal recurso ordinario, lo referente a las demás 
cuestiones, comprendidas en la apelación. A fs. 247, 
30 hizo lugar al recurso ordinario interpuesto por la 
demandada. 

Que la expropiada expresa en el memorial do fs. 
249 su agravio consistente en haberse fijado por la 
sentencia el valor de la tierra en | 1,85 el metro, para 
lo cual reitera conceptos ya mencionados en el corso 
de la causa y referentes a la ubicación de La tierra, 
que considera excepcional, a más de ser áptas para 
cultivos; así como que su valor no ha debido fijarse 
por el Tribunal de Tasaciones tomando como coefi- 
ciente los precios de terrenos vendidos en fracciones 
de «na hectárea sino en parcelas menores, dado que 
así lo revelan las ventas de lotes linderos del Barrio 
Balneario San Sebastián y Pueblo Aldo Bonzi. Deja 
constancia de que el hecho de no haber concurrido el 
representante de los expropiados ante el Tribunal de 
la ley 13.264 no autorizaba a éste para fijar por su 
sola mayoría y sin la representación de la parte de- 
mandada ana indemnización que reputa arbitraria; 
además sostiene qne ese dictamen del Tribunal no cons- 
tituye una resolución imperativa para los jueces quie- 
nes pueden fijar el valor del bien expropiado sobre la 
base de la totalidad de los antecedentes qne obran en 
autos. 

Que a fs. 2 del expediente administrativo formado 
con las actuaciones del Tribunal de Tasaciones, «orre 
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agregado un escrito del Ing* D. Máximo Levin pidien- 
do ee le tenga como re presentante de los expropiados, 
A fs. 2 vta. consta, de una diligencia, que el nombrado 
ingeniero compareció y aceptó el cargo de representan- 
te de lo» demandados. A fs. 18 eetá agregada copia de 
un telegrama dirigido a dicho profesional por el Pre- 
sidente de ese organismo invitándole a concurrir para 
una fecha determinada. Luego, si no compareció, cua- 
lesquiera sean las circunstancias de carácter personal 
que le hubieren impedido hacerlo, el Tribunal no ha 
debido interrumpir bu labor por esa causal. 

Que la aala tercera dol Tribunal menciona expre- 
samente <fs. 22 de su expediente) que el terreno está 
en la zona urbana según informe del Catastro Munici- 
pal de Matanza, pero fuera del ejido del pueblo y qne 
¡a parte expropiada ea la de mayor valor, siendo la 
más alta de la zona comprendida entre el F. C. Midland 
y el camino de cintura. Deja constancia que, a loa efec- 
tos de la tasación, se han tenido en cuenta las opera- 
ciones de venta más cercanas al bien de que se trata 
y llega a fijar la suma de $ 1,35 por m*. 

<Jue, a su vez, el perito tercero (fs. 137) hace pre- 
sente que, ai bien es cierto que hay ventas de $ fi - 
el m*. también es verdad que existe otra de $ 0,80 el 
m*. siendo ésta de mayor extensión. Estima el precio 
en $ 1,80 el m'. para, toda la fracción expropiada, o sea 
un total de * 130.765,46, más las mejoras que aprecia 
en * 4.632.—, lo que eleva el monto de la indemníza- 
eidn a $ 135-397,46. Esta cantidad resulta ligeramente 
inferior a la obtenida mediante sus cálculos por el Tri- 
bunal de Tasaciones que la eleva a $ 139.147,98, con la 
unanimidad de sus miembros, excepto el representante 
de la demandada quien, como se deja dicho, no compa- 
reció a la reunión a pesar de haber sido convocado. 
Que aun cuando el dictamen del Tribunal de la ley 
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13.264 sólo ofrece la importancia de nn elemento de 
juicio entre todos los que tenga a considerar un ¿nes, 
su valor es el que hace notar la sentencia do primera 
instancia en el corisiderarido segando. En el solla- 
men la estimación resolta bien, justificada. 

Que on cuanto al recurso ordinario concedido a 
la actora respecto a las costas, corresponde confirmar 
que el pago de las mismas es a cargo de la aetorá, de 
acuerdo con la ley 13.264 y decreto 17.920|44. 

Por tanto y habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General se confirma la sentencia apelada de fs. 
202, en todas sus partes. Las costas de esta instancia 
por so orden. 

Lois P. Longbi — Rodolfo G. 
V.ALBK2UELA — Tomas D. 
Casares — Felipe Sautuqo 

PÜBEZ. 



BANCO DE LA NACION ARGENTINA v, INVERNADAS 
SAN SBBASTIN S. A. AGRICOLA GANADERA 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del valor rtaL 

Si en ta causa no hay ningún elemento de juicio que mueva 
a apartarse del justiprecio efectuado por «1 Tribunal de 
Tasaciones de la ley 13.264., sobre la bese de la produc- 
tividad, conforme a lo dispuesto por el art 14 de la ley 
13.636, tanto más cnanto que su conclusión coincide prác- 
ticamente con la del perito tercero — $ 646,31 y $ 660, 
respectivamente, la hectárea del campo con mejoras— 
corresponde que la Corte Suprema confirme la sentencia 
apelada, que se atiene a dicha valuación. 

COSTAS: Naturaleza del Juicio-. Expropiación. 

Si la expropiada sostuvo terminantemente ni contestar la 
- demanda que "el verdadero valor del campo «ceda hoy 
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de ») 820 lm hectárea" y que se probaría en el moineiito 
oportuno "con el informe de peritos que el precio real 
alcana al 820 y aun mis' *, no cabe duda de que ése fué 
el precio exigido por la expropiada y esa exigencia era 
)a que tenia que determinar la proseensión o no del juicio 
promovido, por lo que la norma del art. 28 de la ley 
n» 13.264 debe aplicar»» sobre la base d* dicha estimación 
expresa, deliberada y categórica. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Jui- 
cios tn gma la- Nación M paru. 

Debiendo aer pagadas en el orden causado las coatas de 
un juicio de expropiación, el recurso ordinario de apela- 
cito que establece el art. 3», inc. 2", de la ley 4055, no 
procede respecto de las regulaciones hechas a favor de los 
letrado» y representante» de la expropiada, pues la Nación 
no va parte internada. 



Sextencu del Ji-ez Federal 

Rosario, 21 de abril, Afio del Libertador General San Martín, 
1950. 

Y viatoa estos autos caratulados "Banco de la Nación Ar- 
gentina e/ Invernadas San Sebastián S. A. Agrícola Ganadera 
a/ expropiación" da los que resulta: 

a) Que el Procurador Fiscal Dr. Miguel Angel Oviedo 
Bustos, por el Baneo de la Nación Argentina, en mérito a la 
representación que le confiere el Decreto del P. B. Nacional 
agregado a tY 2/4, promueve jnieio de expropiación contra la 
So*. Anón. "Invernadas San Sebastián" o contra quienes 
resulten propietario» del inmueble denominado "La Elisa*' sito 
en el Distrito Las Parejas, departamento Bdgrano, de esta 
provincia. 

Expreaa que el inmueble que ae expropia eubre una super- 
ficie ap relimada de 4977 has., comprendidas dentro de los 
límite* que describe y que la expropiación sé tramita para 
incorporar el inmueble a la eol-onisaeión oficial que prevé la 
ley 12636 enya aplicación corresponde al Sanco de la Nación 
Argentina. 

Después de algunas consideraciones tendientes a destacar 
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el vasto plan agrario sintetizado en el arU. 1* de la ley 12.636 
el representante de la «clora detalla las gestiones realiaadas 
para adquirir tierra* en el departamento Belgrano y hace 

presente que la infructuosidad de esas gestiones decidió a su 

mandante a recurrir a la expropiación. 

Agrega que la voluntad del legislador al declarar la tierra 
sujeta a las limitaciones y restricciones impuestas por el interés 
colectivo se traduce en el presente caso en la imperiosa nece- 
sidad de dividir un latifundio a fin de racionalizar su explo- 
tación sobre la base de la pequeña propiedad, labrada por 
auténticas familias agricultoras. 

Hace presente que por su representada fijó para el in- 
mueble un valor de $ 2.488.500 m/n, o el que resulte de aplicar 
a la superficie libre de calle» que en definitiva se adquiera el 
precio de $ 500 la hectárea, incluidas Isa mejoras. 

Adjunta boleta de depósito por esa aniña, consignada para 
responder al precio de la expropiación y hace presente que 
aunque bu representada piensa lomar cuanto antes posesión 
del inmueble no desea irrogar perjuicios a los propietarios ni 
proceder a desalojos con violencia y que. tomada la posesión, 
el Banco admitirá la permanencia de los ocupantes durante 
plazos prudenciales y no arrogara perjuicios a los arrendatarios 
porque respetará los contratos siempre que Jos titulares sean 
colonos qne, de acuerdo con las disposiciones vigentes, se hallen 
registrados en el Ministerio de Agricultura de la Nación. Pide 
costas en la medida que pudiera corresponder por derecho, 

b) A fs. 4T se celebró la audiencia designada para sus- 
tanciar el juicio verbal. 

En ese acto el Procurador Fiscal dió por reproducidos 
los términos de la demanda y el procurador Luis F. MflüHileni. 
ojne compareció por la expropiada, la eontestó dando también 
por reproducido el escrito agregado a fs. 24/31 con laa am- 
pliaciones que formuló en la misma audiencia. 

En el escrito de referencia, la expropiada después de 
haoar alguna» consideraciones sobre la conveniencia y proce- 
dencia de la expropiación dijo que no deseaos hacer cuestión 
al respecto y que aceptaba que la finca fuera expropiada. 

Expresó a continuación que disentía con la pretensión de 
la aetora en el sentido áe que el precio debía establecerse de 
acuerdo ^on lo dispuesto por el art. 14 de la Ley 12.638 y 6» 
del dec. 17.920 impugnando de iueonstitueionalidad ambas dis- 
posicionea. 

Dijo que la estimación que hueía el Banco de la Nación era 
muy inferior a bu valor real que excedía de * 820 la hectárea 
como se demostraba con las últimas ventas efectuadas en el 
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roiamo campo y en propiedades vecinos a ratón de $ 750 la 
hectárea y en definitiva pidió que oportunamente se condenara 
al Banco de la N'ación a pagar el justo precio que correspon- 
diera, mis la indemnización correspondiente, con intereses y 
corta*. 

c) Invitada* las partes a ofrecer prueban el Sr. Pro- 
curador Fiacal ofreció la que mí menciona en el escrito que se 
agregó ■ f*- 4»/4í» y el representante de la expropiada la que 
iodieó en la raunvi audiencia. 

Y considerando : 

I. Que aunque al contestar la demanda el representante 
de la S. A. "Invernada» San Sebastián" formuló algunas 
obtservacioneA sobre la conveniencia y procedencia de la. expro- 
piación aclaró en definitiva que no deseaba hacer cuestión al 
respecto 7 que aceptaba que fuera expropiado el campo "lia 
Elña" de su representada. 

Tampoco existe cuestión «abre la aiiperfu-ip a expropiarse, 
i.i demanda indica utia extensión aproximada de 4977 has. 
y el título de propiedad menciona una superficie casi coinei- 
dente de 4977 ha*. 13 as. 66 caá. 

El diclamen pericial y el informe de) Tribunal de Tasa- 
ciones admiten esta última cantidad y aclaran que la superficie 
de callea, .19 ha. 008!) m a . pertenecen al campo por euro motivo 
corresponde aceptar la cifra que menciona el título. 

Kl derecho de propiedad se encuentra justificado con el 
testimonio aludido, agregado a fs. 97. obrando adema* un 
informe del Registro Central que acredita la inscripción de 
dominio a nombre de la Sociedad Invernadas San Sebaatíán 
Agrícola y Ganadera (ver. fg. 75 vil.). 

Vale decir que la controversia s* limita al desacuerdo sobre 
el monto del preño que debe abonarse a la demandada con 
motivo de esta expropiación. 

II. El apoderado del actor espresa que su representada 
procedió a fijar el valor del inmueble pnr aplicación estricta 
de las disposiciones lefralen de la ley 12.636, en primer hipar 
y de la ley 189 y decreto-ley 17.920. en segundo Jugar. 

El representante de la demandada disiente con can po- 
sición e impugna de ¡iiconatitm'ioiLalidad las disposiciones del 
art. 14 de la ley 12.636 y 6« del de,-. 17.920. 

El suscripto, según lo lia resuelto anteriormente (ver 
juicio *'ltco. Nación c/ Invernados San Sebastián *l expropia- 
ción", expediente 9046) entiende que tm incisos 1 v 2 del art. 
14 de la ley 12.636 no contrarían ninguna dispoaicióii coas- 
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titucionaJ, anterior o actual, puesto que sólo contienen una 
enumeración de norma» que deben tenerse en cuenta pan U 
•valuación de la tierra pero que, de acuerdo con el apartado 
final del articule* no excluyen Ja intervencida de otros elemen- 
te* de criterio tale* como los precio» de inmueble» de caracte- 
rística» Re rae jantes, el acceso a las ría» de comunicación, etc., 
que también deben ser considerado» para la 1 asaeión de «cuer- 
do con la» dceiiHWfl dictadas «obre esta materia por la Corte 
Suprema de Justicia v por otro» tribunales de! país (S. C. N. 
Pallo»: 211, 280, 512 y 526; Cámara Federal de Rosario, Pallo 
N* 22.484; Cámara Federal de Bahía Blanca, La Lev, » 45- 
pág. 766; etc.). 

En cuanto & la impugnación de ¡ne©n$tHu<:ioaa)id«(I for- 
mulada contra el art G* del dec. 17,920 que estableció La 
inadmisibilidad de prueba pericial en juicios de esta Índole, 
carree de trascendencia y no tiene porque »er tratada en esta 
resolución, porque las dos partea aceptaron de común acuerdo 
la intervención de peritos tasadores. 

II!. Establecido lo qne antecede, corresponde entrar a 
examinar los distintos elementos de criterio traídos a los autos, 
en primer termino el informe producido por los peritos tasa- 
dore* inje, civil J, Corde.vro Eehagüe e ¡nfrenieros agrónomos 
Antonio P. Dumai» y Alfredo R. Parcel. 

Los peritos aeñfllan la situación del campo en el distrito 
Tjas Pareja» del departamento Relgrano, lindando con el pueblo 
Ija Elisa y destacan, de eomiin acuerdo», las ventajas de ra 
ubicación sobre estación ferroviaria y cerca del camino pavi- 
mentado, factores positivos de valorización. 

El ing. Dumais, que interviene como perito de la aetora, 
manifiesta que la propiedad está situada en una zona que se 
caracterisa por el clima templado, con buenas precipitaciones 
pluviales, bien distribuidas, todo lo cual favorece por igual a 
loa campos de la zona, constituyendo para ésta un factor de 
valorización respecto <le otra» pero no siendo un elemento de 
califiraciíín propio dé] inmueble respecto de otros ubicado» en 
la misma región. 

Hace a continuación algtwaH rpfereneias climatológicas y 
topográficas y, en definitiva, clasifica el campo, desde el punto 
de vista agropecuario én Ib siguiente forma: campo alto bueno 
para agricultura 4376 hs. 1276 na 9 ., campo de borde de cañada, 
apto para pastoreo complementario 186 h»., canadón propia- 
mente dicho 376 hs., calle» 39 hs. O089 m a .. señalando que 
— pese a la existencia de nna parte destinada a tambo — el 
destino y aptitud general de la propiedad es el agrícola y 
especialmente la producción maicero triguera. 
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£n cnanto a U capacidad ganadera la calima en una 
«aban de ganado mayor por hectárea y hace notar especial- 
mente la presencia de una maleza invasora, el Sorgo de Aleppo, 

que existe en caai todo el campo en mayor o menor propor- 
ción aunque está especialmente localizado en la parte centro 
C<ste. considerando que esta invasión »■ «ta en su product!, 
•vi dad a 1.DO0 hectáreas de campo. 

El ing. Cordeyro Echaanie. que interviene por la deman- 
dada, está de acuerdo con el perito de la actora salvo en lo que 
respecta a la superficie de cañadún que estima en 300 hs. y 
ni área afectada por el eorgr que calcula en 700 lis. 

El perito terrero, ing. Paree!, destaca las características 
favorables y desfavorables del campo, señalando entre las 
segundas la circunstancia de tratarse de una propiedad con 
40 a fio* de cultivo* continuados, sin rotaciones ni descansos, 
lo que inevitablemente origina merma entre los elementos na- 
turales de la fertilidad y la presencia del Sorgo de Aleppo en 
buena parte de su superficie. Entre las circunstancias favora- 
bles señala la bondad del agua que existe en su suelo y las 
ventajan de au ubicación en una de las mejores roñas agrícola» 
del país, con buenas vías de comunicación. 

En definitiva clasifica el campo en la siguiente forma: 
campo alto, apto para todos los cultivos y en buenas condiciones 
agronómicas 3.600 ha. campo invadido por Sorgo, aprovechable 
para el cultivo de trigo y contraindicado para maíz, girasol y 
Uno 1.000 hs,, caftadón salitroso, a¡n provecho slguno 300 ha. 

IV. Entrando ya a considerar la tasación del campo, el 

perito de la parte actora hizo presente que debía atenerse a lo 
dispuesto por los inca. 1 y 2 del art. 14 de la ley 12.636 y fijar 
el valor de la tierra en base a la valuación territorial y a su 
productividad, admitiendo no obstante, que loa avalúos fiscales 
afilo tienen valor de aseaoramiento cuando son de reciente fecha 
y responden a procedimientos técnicos aplicados por ¡dóneos en 
la materia y sólo son meramente referenciales cuando son 
antiguo» como en este caso que data de 1929. 

El ing. Dnmaui aclaró que «I índice determinado- en fun- 
ción de la productividad de la tierra se establece en base al 
siguiente procedimiento: 1) ae toma en cuenta la aptitud de 

eaaa fracción en funeión de su capacidad ganadera (para 
ería, inverné o tambo) o de m mayor o menor aptitud agrícola, 
teniendo presente la explotación a que fuera destinado en los 
últimos diez años precedentes a la tasación, luego se toman 
y fijan loa rendimientos medios de eada producción y los 
prec-'os medios depurados de gastos a cargo del propietario. 
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obteniéndose la renta neta que, capitalizada a la tasa perti- 
nente, proporciona el valor del inmueble. 

El perito de la actora hizo notar que aunque la propiedad 

se encontraba explotada con ganadería y agricultor* praeti. 

cana los cálculos sobre la base de la producción total agrícola 
del campo en mérito a que «ta era la verdadera aptitud del 
predio, computando a pastoreo el cinco por ciento de la soper- 

ficie de destino agrícola. 

Hecha esta aclaración, luego de observadas las prácticas 
UsuaJes en el campo y en la zona, estableció la siguiente pro- 
porción de cultivo»: trigo 45 % mate 35 % y lino 20 % fijando 
los rendimientos medios en la siguiente forma: trigo 12,93 pp., 
maiE 19,75 qq. y lino 7,15 qq, 

Establecidas estas bases el perito de la actora entró a de- 
terminar los precios depurados de cereales y lino que fijó: en 
9 6 5233, para el trigo; $ 4,7021 para el maís y $ 12,4474 para 
el lino y, a continuación, bc refirió a lo* arrendamientos ha- 
producción eI CamP ° y * Q ^ Z ° na aceptand0 eI del 33 % de ,a 

Mediante este procedimiento, el ing. Dumais determinó 
para toda la fracción apta para producción agrícola previa 
deducción del importe correspondiente a. contribución directa 
y gastos de administración, una renta neta de $ 106.746,15 
que capitaluwida al 4% % —tasa, que estimó oportuno adoptar 
en definitiva — daba una tasación para esta fracción de 
í 2.372.130,60 equivalente a $ 574,34 la lia. 

En cuanto a la superficie calculada como "borde de caña- 
da" le asignó una renta de cuatro pesos per nectarea o sea un 
total de * 744. lo que da para esta superficie un valor de 
% 16.634 o sea 88,90 la ha. 

El valor del cafiadón lo estimó en el 20 % de la fracción 
considerada anteriormente o sea i 17,80 por ha. y en total 
• 6.692,80. . * 

En resumen estimó el valor total de la tierra en pesos 
2.39o.3fi3,40 y a este valor le agregó la sama de $ 93.258 
calculada para las mejoras que más adelante se considerarán, 
obteniendo en definitiva un resaltado de $ 2.488.621,40 qne 
representa un valor promedio para todo eJ campo, coa mejoras 
de 1 500 h hav 

El perito, de la demandada, Ing. Cordeyro Eehagüe, des- 
pués de algunas conaíder aciones tendientes a sostener que lo 
que debía fijarse era el valor venal del inmueble y de referirse 
a los diversos factores que debían tenerse en cuenta para la 
valuación consideró que la explotación del can,|>o de acuerdo 
con datos extraídos de loa libros de su administración exami- 



9AUM DB LA COHTE 8UPUEHA 



n and n la* superficies sembradas y cosechas anuales como asi 
también los rendimientos obtenido* y loa imitados arrojidM 
por la explotación lamber», estableciendo, en mérito a las ei- 
íraa proporcionada» por el informe del perito contador Julio 
H. Sautas (ver fu. 165/202) el producido neto de la explota- 
ción del campo dorante los últimos diea años, obtenido me- 
diante la determinación del producido bruto y la deducción 
de lo» impuesto» y gastos de explotación (tct cuadro de fs. 149 

vta.). 

Como dorante gran parte de ente período el porcentaje 
de arrendamiento» esturo afectado por los decretos de rebaja 
dictados por el P. Ejecutivo Nacional, el ln«. Cordeyro Eeha- 
güe consideró que debía desecharse ese factor accidental y 
confeccionó el cuadro de fs, 150 vis, que? contiene loa produ- 
cidos líquido* que se hubieran obtenido «i loa arrendamientos 
no hubieran estado afectados por esas disposiciones. 

De esta manera, el perito de la demandada determiné 
para el inmueble un producido medio, neto, en el período com- 
prendido entre el V de junio de 1937 y el 30 de mayo de 1947, 
de * 110.370,10, cifra que, como- puede observarse, se acerca 
bastante a la establecida para la fracción agrícola por el perito 
de la actora. 

A esta renta nota el Tng, Cordeyro Echagüe le aplicó la 
tasa de capitalización del 4 % obteniendo un resultado de 
$ 2.759.252,50 que actual itó mediante la agregación de coefi- 
cientes por desvalorisación de la moneda y deseabilidad obte- 
niendo un resultado definitivo de m*n, 3.186.939.60 que co- 
rreaponue, sepún sn opinión, al valor del campo calculado por 
su productividad, equivalente a un promedio de ♦ 708,20 la 
ha, aprovechable, 

Separadamente consideré laa distintas operaciones efec- 
tuadat en la nona de nbieaeión del campo expropiado que se 
enuncian a fs. 153/154, comentando por las compras de lotes 
del mismo campo expropiado efectuadas por diversos colono» 
según boletos privado» y actualizó sus precios a la fecha de 
la toma de posesión —mayo de IMS— mediente el cuadro 
agregado a fs. 158 calculando luego las deducciones qne co- 
rresponderían a un fraccionamiento y comparando los resul- 
tados obtenidos ron d campo expropiado teniendo en cuenta 
sn con fiara ración y condiciones de explotación hasta adoptar 
nn valor de t 706.25 obtenido por este método. 

En definitiva fijó como valor de la hectárea de campo, 
libre de mejoras, la suma de # 707 m/n. que, aplicado a la 
totalidad del oampo. daba una tasación de * 3.518,730. 



DE JUSTICIA DB UA H ACION 



EL perito tercero, Ing. Porcel, fija en * 30 por hectárea, 
libre de todo gasto y descuento el arrendamiento lógico para 
el campo, incluyendo el usufructo de tas mejoras por eer toda» 
ellas necesarias y aplica a esta renta la tasa de capital ilación 
del 4^2 % estableciendo un valor promedio por hectárea de 
% 666,66 que reduce en ua 2 % teniendo en cuenta el grado 
de ¡afectación existente con Sorgo de Aleppo llegando a de- 
terminar en definitiva un valor de ♦ 650 por hectárea que 
representa para todo el campo, con mejoras, «na tasación de 
* 3535.050. 

V, Con posterioridad a la producción de e*t* dictamen, 
el Juzgado ¿ p cuerdo con lo dispuesto por el art. 31 de la ley 
13.264, decidió requerir al Tribunal de Tasajones el informe 
a que se refiere el art. 14 de la mencionada ley. 

El informe producido por el Tribunal de Tasaciones obra 
en las actuaciones que corren agregadas por cuerda floja. 

En esas actuaciones se hace uil estudio de loa antecedentes 
del inmueble coineidente con el realizado por los peritos, re- 
conociéndose que el campo se encuentra ubicado en una zona 
uue se caracteriza por su clima favorable para la agricultura 
y ganadería y que se trato, en general . de campo alto y llano, 
con declive hacia las dos cañadas que lo cruzan. 

De acuerdo con la topografía del terreno el Tribunal de 
Tasaciones formula la sigílente clasificación o,ue no difiere 
mucho de las practicadas por los peritos interrinientes: tierra 
de 1* categoría alta y llana 4.464 ha. 1365 ra*.; tierra de 2» 
categoría en» declive icen toado 200 ha,: cañada aprovechable 
263 hs.. desperdicio 50 hs. Ss deslaca la existencia de Sorgo 
de Aleppo. especialmente en las chacras situadas en ia parte 
central y oeste, considerándose que esta plaga cubre una super- 
ficie de 700 hs. o sea la misma extensión calculada por el pe- 
rito Tordeyro EctiaguV 

El dictamen expresa que el campo estaba dedicado espe- 
cialmente a la agricultura extensiva por medio de colonos y 
en menor grado a ganadería eon tambo e inverné y señala que 
loa cultivos predomi nante* eran trigo y maíx, luego Uno y en 
menor grado cebada cervecera y girasol. Se hace notar que 
el campo se ha dedicada a lo agricultura desde hace más de 
30 años, sin seguirse ninguna técnica racional. 

Efectuado este estudio el Tribunal de Tasaciones entró, 
por intermedio de su sala 4» a practicar la tasación por el 
doble método directo e indirecto. 

A los efectos del método directo el Tribunal tuvo en cuen- 
ta la* diez y nueve ventas que se enuncian a fs. 13/16 del 
expíe, adjunto, entre la» que se incluyen las operaciones con- 
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cortada» wfpin boleto* privados sobre el misma campo expro- 
piado, eliminando alfrunag que se consideraron inaplicables 
al caso pftr motivo» que se indican y formulando, en defini- 
tiva, una tasación de * 3.085.094,82 para todo el campo dedu- 
cido* los gastos necesarios para combatir el songo que se calcu- 
laron en « 84.000 <fs. 30, 51 y 52 del expte. adjunto). 

AI valor de la tierra calculado por este procedimiento 
correspondía agrefrar el de las mejoras estimado por el Tribu- 

* 3m«Sffi IOU< * *" mfn4,5 ° 10 *» ue dflba un t0,aI ♦> 

A lo« efectos del método indirecto el Tribunal de Tasa- 
ciones entendió que como el campo se ubicaba" en zona agrícola 
debía considerarse que la totalidad de] campo de buena cali- 
dad se explotaba con agricultura y solamente la cañada con 
ganadería partiendo de la base de que los cultivos comunes de 
la zona eran trigo, maíz y lino. 

Establecidas estas bases y utilizando los datos referentes 
al campo obrantes en el expedente y ]a* estadísticas de la eona 
proporcionadas por la Dirección de Estimaciones Agropecua- 
rias del Mmiaterio de Agricultura de la Nación, como así 
tamoicn los precios y descuentos proporcionados por el Iust. 
Arp. de Promoción del Intercambio, el Tribunal de Tasacio- 
nes siguió un procedimiento similar al de loa peritos adop- 
tando la tasa de capitalización del 4% % y formulando en 
definitiva una tasación por productividad de $ 3,216.814,78 
equivalente a * 646-.31 la hectárea con mejoras. 

Para el dtcUmen definitivo, el Tribunal de Tasaciones 
promedió el resultado de las avaluaciones obtenidas por los 
dos mólodoa indicado», atrojando esta operación lo suma de 
$ 3.204.392.05 que el Tribunal en pleno adoptó como informe 
definitivo con la di«ooni > óru2d*d del representante de la ex- 
propiada ante aquel organismo-, o sea del mismo perito que 
actuó en autos por la demandada. 

VÍ. Ijas mejoras existentes aparecen inventariadas a fs. 
241/251 y consisten en alamhrados. aguadas, construcciones y 
pl ai itac tonca, o sea en su totalidad en mejoras necesarias para 
la explotación de la tierra. 

Si lien hay algunas discrepancias entre los avalúos for- 
mulado» por lo» distinto* dictámenes periciales la* diferencias 
resultantes no son de mucha importancia. 

El perito de la aetora estima el valor de las mejoras en 
conjunto en « 93.258. El de la demandada y el perito tercero 
les asignan un valor de « 120.000 y el Tribunal de Tasaciones 
las avalúa en * 106.874,50. 



r*7 "^ 

DI JUSTICIA DE LA MACIÓN * 233 

....ffi Corresponde ahora al Juagado, con la base de los 
dantos elementos de eriterio acumulados al expediente de- 
cidir cual es el precio que corresponde asignar a la t érra 
expropiada y gus mejoras. 

En primer término cabe señalar que la fecha en que la 
expropiante tomó posesión, del campo, o sea la que debe to- 
marse como gula para fijar los valores de la indemnización, 
es la del 5 de mayo de 1&48. 

Hf * h * Mt * «^ración, el suscripto, después de un dete- 
nido análisis de los diversos factores enunciados, considera 
que el prwio jurto y equitativo es el aconsejado por el perito 
ercero, o «a el de * 650 por ha. para la tierra con » f j Q ía£ 

zsSslwv?* * l inmueble una ,aMC¡6n d * P» 

i&Aej 1 ?' C íf "f 1 ,<,rmulaíl « P° r ^ P«rito de la aetora, que se 
i'mitó al ca icaj ^ productividad de la tierra, debe ser des- 
penado- porque tomó como base precios depurados de los pro- 
ductos agrícolas muy inferior** a loa establecidos por el Tri- 
bunal de Tasaciones según informes proporcionados por el 
Inst. Arg. de Promoción del Intercambio. También son muy 
bajos los precios calculados para arrendamiento de la fracción 
ganadera que este perito estimó en * 4 por ha. y el Tribunal 
de Taaacionea en # 15, todo lo cual, desde luego, ha oriijinad* 
resultados que no se ajustan a la realidad. 

Bn lo que respecta al avalúo fiscal cabe señalar que el 

rtSSZ Í5" ? UMiS 10 caJifica . c0mo ™>*»«ite referencia) 
tt^¿ t ! < *ff 1 *fr P°' a-Cgüedad, ao puede ser tomado 
en cnenU para la tasación. 

M dictamen formulado por el perito de la demandada 
también adolece de senas deficiencias que impiden aceptarlo 
como exacto. 

En lo que respecta al método indirecto, por productivi- 
dad, la primera objeción es que el Ing. Cordeyro Echagüe no 
se ajustó CHtnetanente a la disposición del ¡nc. 2» del art. 14 
de la ley 12.636 que establece que el valor de la productividad 
de campo deberá apreciarse "dentro de la sona en que se 
hal e ubicado ya que se limitó a establecer la productividad 
real del campo determinada por la pericia contable sin tener 
en cuenta las condiciones en que se desenvolvía la explotación 
de otros campos de la son*. 

Otra objeción ea que e! perito de la demandada adopto 
la tasa de capitalización del 4 fo, inferior a la admitida por 
el dec. del P. E. V. 31.583/47. modificatorio del art. 65, inc B 
de la Reglamentación de la ley 12,«86, 

Una última objeción, no menos importante qne las ante- 
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rio res, es que los resultados obtenidos por este procedimiento- 
íueron mejorados con coeficientes pOr "depreciación de la 
moneda ' ' y "deseabilidad" que. desde luego son factores aje- 
nos a un cálculo de esta naturaleza. 

En lo que respecta al método directo cabe observar, por 
un lado, que no se explica suficientemente la actualización de 
precio* por fechas de venta qu« he enuncia en el cuadro* da 
fs. 155 y, por otro lado, que no se contempla debidamente la 
circunstancia de tratar** ¿B todos este casos de -ventas de 
fracciones pequeñas porque el perito se pone en la hipótesis 
de que el campo expropiado fuera loteado en la misma forma 
lo que ea contrario a. la letra y al espíritu de la ley 12.63€ que, 
lo mismo que la actual ley de expropiación 13.264 excluye 
de la indemnización los votoi-fe especulativa» y loa (-anuncias 
hipotéticas. 

El dictamen formulada por el Tribunal de Tasaciones 
importa desde lueya un trabajo serio y meduloso pero, con 
todo, eosuo lo ha hecho notar el suscripto en algunas oportu- 
nidades anteriores, es susceptible de algunos reparos en 3o 
que respecta a loa coeficientes de reducción adoptados para 

la comparación y, por otra parte, tampoco aparece justificada 

satisfactoriamente la eliminación de algunas operaciones en 
esa comparación (ver fs. 51 del expte. adjunto). 

En estas condiciones, el suscripto, como lo ha dicho, se 
inclina por el valor aconsejado por_el perito tercero que faó 
adoptado después de tener en cuenta los precios habituales de 
arrendamiento en la zona y las condiciones del campo expro- 
piado y por otra parte, armoniza perfectamente, teniendo en 
cuenta tas diferencias de superficie, con. los precios que men- 
cionan las operación» enumeradas a fi. 15/18 de! expediente 
adjunto y a fs. 153/154 de los presente* autos. 

Cabe señalar que r«e valor de • 3.235.138.72 para la tie- 
rra con mejoras es apenas superior al «consejado por el Tri- 
bunal de Tasaciones. 

VIH. Corresponde, ahora, entrar a considerar si también 
deben abonarse indemnizaciones por otros conceptos, a cuyo 
efecto debe partiree de la baae que el art, 14 de la ley 12.636, 
de conformidad con los principios que rigen en materia de 
npropiaeiones admite, en un porcentaje determinado, que U 
indemnización debe comprender los perjuicios que el expro- 
piado pruebe y que sean la eonsecuenc-m forzosa de la expro- 
piación, excluyéndose en todos los casos Iris valorea. especulati- 
vos y afectivos y las ganancias hipotéticas. 

El íinicn perjuicio emerjrente de la expropiación que apa- 
rece acreditado en autos lo constituye el payo del impuesto de 
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Contribución Directa por todo el año en que fué desposeída 
U demandada. 

Como la loma de posesión «e efectuó el 5 de mayo de 1948, 
la demandada debe ser indemnizada por la parte proporcional 
abonada hasta el final de dicho año tomando como base la 
■ama de S 13.100 que según la perieia contable, ha sido el 
importe abonado por los últimos años. 

La parte proporcional de ese pago corresponde al período 
transcurrido entre el 5 de mayo y el 31 de diciembre de 1948 
asciende a $ 6.613,70. 

De ka autos no surge, como queda dieho, la producción 
de ninguna otra clase de perjuicio* originados como conse- 
cuencia forzosa de la expropiación. En consecuencia, la indem- 
nización total que la actora deberá abonar a la expropiada 
para responder al valor de la tierra y *ua mejoras y demás 
perjuicios cansados por la expropiación asciende a la suma de 
$ 3.243.753,42. 

IX. La demandada his© presente a fs. 24 vta. que con 
anterioridad a la expropiación había suscripto con alguno* 
colonos boletos de compraventa sobre vario» lotes del campo 
expropiado lo ijue fué comprobado por la pericia contable 
(ver planillas de fs. 21 y 198). 

Estas operaciones no fueron elevadas a escritura publica 
como lo exige el art. 1184 del C. Civil por cuyo motivo sólo 
pueden ser consideradas como promesas de venta (art. 11S5 
del afamo) sin que existan motivos para excluirla» en la de- 
terminación de los valores tenidos en cuenta para fijar la in- 
demnización acordada a favor de la demandada que es quien 
na justificado su derecho de dominio sobre los mismos. 

La expropiad» pide a fs, 226 vt*. que el Juzgado dispon- 
ga que se dejen sin efecto esas ventas pero no es posible hacer 
una declaración de esa naturalexa porque loa ertnpradorefi no 
han sido parte de ese expediente. Por eso el suscripto se li- 
mita como ha dieho, a considerar a esos, lotes incluidos en la 
indemnización acordada a favor de la demandada, quien de- 
berá solucionar por separado, en la forma que corresponda, 
la situación legal pendiente con sus contratantes. 

X. Aunqne la expropiada al contestar la demanda, men- 
cionó al punas cifras para referirse a loe valorea unitarios d« 

la tierra, lo cierto es que no concretó sn petición limitándose 
a pedir "el pago del justo preeio que corresponda oí ás la in- 
demnización correspondiente" y que recién en el informe de 
fs. 210/227 fijó su posición solicitando expresamente ojue el 
precio fuera fijado de acuerdo al dictamen del Ing. Cordeyro 
Echagüe o sea en la suma de mSn. 3.638.739. 
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La «ton consignó en Batos la suma de $ 2.488.500 y 
como to que m manda pagar en esta aentencM asciende > 
* 3.243.752,42, surge que la diferencia existente entre ta suma 
ofrecida y la acordada excede al 50 % de ta diferencia exis- 
tente- entre aquélla y la reclamada, lo que hace procedente 

la imposición de costas a U expropiante (art. U del dee. 
17.920). 

La expropiante deberá, asimismo, abonar intereses al tipo 
que percibe el Buco de la Nación, los que deberán aer calcu- 
lados sobre la diferencia existente entre lo consignado por La 
actor» y la suma qne se manda pagar en esta instancia, compu- 
tándose desde la fecha de toma de posesión del inmueble. 

Por estas consideraciones falto haciendo lugar a ta de- 
manda de expropiación por causa de utilidad publica a los 
fines de colonisaeión deducida por el Banco de la Nación con- 
tra "Invernadas San Sebastián" 8, A, Agrfcolo-Gsnaden en 
estos auto* y declarando transferido a favor de la acto ra el 
inmueble cuya ubicación, dimensiones y linderos surge de los 
títulos y planos agregados a los autos con la obligación corre- 
lativa de I» expropiante de abonar a la demandad* la «urna 
de $ 755.252,42 que unida a la de t 2.488.500 depositada en 
autoa forma la suma de rain. 3.243.752,42 monto total en que 
a* estima el precio del inmueble con sus mejoras y de toda 
otra indemnización derivada de la deaposesión de que han sido 
objeto loa demandados, ta expropiante deberá abonar, ade- 
más, los interese* respectivo», al tipo, sobre la suma y por el 
tiempo «purificado* en el «nsiderando IX y las «atas del 
inicio. — Ismatl 8. Pusagtui. 



Sentencia de i<a Címíba Federal 

Rosario. 31 de julio, Año del Libertador General San Martin, 
1950. 

Vistos en acuerdo los autos "Banco de la Nación Argen- 
tina (ley 12.636) e,/ Invernadas Kan Sebastián, S. A. Agncolo- 
Oanadera a/ expropiación". 

Y considerando: 

II. Que como ae destaca en loa autoa seguido» entre las 
misma* partes exp. tfl 15.342 que ae falla en la fecha, la primera 
cuestión a resolver en el recurso de apelación concedido, es la 
«lineóte a la norma legal que corresponde aplicar en el sub- 
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examen para determinar el valor del bien sujeto & expropia- 
ción. Acerea del particular, la demandada sostiene que lu 
operaciones respectivas deben efectuarse sobre la base de ta 
ley general 13.264, en tanto que el Sr. Procurador Fiscal, en 
la representación que inviste, entendiendo que la única ley 
aplicable es la 12.636, se agravia especialmente en la instancia 
porque el Jw» encuentra que no existe antinomia entre ambw 
leyes y decide en consecuencia aplicando lo» respectivos pre- 
ceptos. 

II. Teniendo su origen estos obrad©» en el decreto 2.846/ 
48 del P. E. ( fondado en el régimen de la ley de colomración 
12.636 y habiendo sido cuestionada su procedencia en el caso, 
corresponde avocarse en primer término al estadio y conside- 
ración de la misma, en procura de obtener la solución peni- 
nenie. 

Uno de los elementos que contribuyen al cabal eonoci> 
miento y alcance de cualquier instituto lega!, lo forman los 
trabajos preparatorios qne le «irvieTOB dé bise, reflejado* en 
)a discusión parlamentaria Lo> expresado, adquiere especial 
significación en el snb-examen, atento el debate amplío y 
exhaustivo realisado en el -Congreso de la Nación «1 tratarse 
el respectivo proyecto (wr Diario de Sesiones — Cámara de 
lados, año 193!> — t. III, Cámara de Senadores, año 1940, 

En la Cámara de Diputados, con respecto a la facultad y 
forma de llevar a cabo las expropiaciones previstas en el pro- 
yecto en consideración, se plantearon en el recinto objeciones 
de carácter constitucional por loa diputado* Pisarro e Infante, 
dando oportunidad para, que se analizara diebo proyecto desde 
ene punto de vista. El diputado Benjamín Palacio, desarrolló 
el tópico de la facilitad del Congreso para legislar sobre esta 
materia en todo el territorio de la República sin mengua de lo 
que disponía el art. 67, ine. 16 de 1& Constitución Nacional 
entonces vigente —que se mantiene con algunas variantes 
actualmente en el art. 68, ine. 16— ocupándose asimismo de 
las facultades a concederse al Consejo Agrario que se creaba 
como ente autárquico; abundó en consideraciones para soste- 
ner que el Congreso podía delegar facultades en la entidad 
mencionada, toda vez qne esta sería, de ese modo, titular de 
la soberanía por delegación del Estado general, advirtiendo 
que tal delegación de derecho* en la forma propugnada tenia 
consagración en la doctrina de la Corte Suprema de J uaticia, 
que ha establecido que el requisito constitucional de que la 
utilidad pública para ta expropiación debe ser calificada por 
ley, no obliga al Congreso a dictar ana ley especia* para cada 
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tu* de las propiedades expropiadas para la obra de utilidad 
pública, bastando la autorización general para expropiar que 
haca la ley calificando la obra de eoya constricción se trata 
(Diario de Sesiones C. de D.D., pags. 329 y 330). 

Refiriéndose a las disposiciones proyectadas, en cierta 
medida restrictiva de la apreciación judicial, el nombrado 
legislador aludió a las dificultades de realizar un plan de co- 
lonización general frente a los impedimentos (¡ue de ordinario 
surgían en los juicios de expropiación. Lo que se desea, dijo, 
es llevar a efecto la colonización y ello sólo sería posible "con 
normas restrictivas del criterio judicial al fijar las indemni- 
zaciones" (pág. 68B-). 

El diputado Anastasi, complementando estos conceplos al 
tratarse el art. 14, expresó: "Y© creo que este artículo es 
esencial y en ¿I ajé basará el éxilo de la ley. Ya lo ha dicho el 
Presidente de la Comisión: estas palabras quieren descartar 
el valor especulativo de la tierra" y agregó que. desde «1 mo- 
mento que *e había resuello qoe la propiedad agraria debía 
estar lejos del mercado de valores, se debía prescindir del valor 
especulativo y que en tal sentido "el legislador puede fijarle 
normas al juez en esta materia, puede darle índices de apre- 
ciación" (p. 689). Sostuvo, además, que el criterio de la ren- 
tabilidad para fijar la indemnización, se había adoptado te- 
niendo en cuenta lo resuelto en diversos fallos de la Corte, 
recaídos en expropiaciones rurales, siendo el mismo, el ángtílo 
de referencia sobre el cual el Banco Hipotecario Nacional y 
la Sección Hipotecaria del Banco de la Provincia de Buenw 
Airea, conceden préstamos, añadiendo: "yo creo que estas 
palabras, ratificadas por el miembro informante, van a servir 
de interpretación a loa jaeces. Entiendo que estamos en lo 
justo al disminuir un poco el criterio de reparación integral 
en materia de expropiación". Y refutando la objeción de que 
este sistema especial podría contrariar el principio de igual- 
dad ante la ley, destacó que todas tas expropiaciones con fines 
de colonización serían regidas por la miaina repta, no oponién- 
dose ello, dijo, ''a que otra* expropiaciones con otros fines 
sean regidas por distintas regla»" (pág. 692). 

El diputado Horne, por su parte, después de manifestar 
que la Corte Suprema ha establecido qne el concepto de igual- 
dad es para casos análogo* agregó que esla ley, espeeífica- 
nienCe agraria, tendía tambiín a modificar el Cód. Civil y 
expaso que: "todas las leyes de colonización que se han dic- 
tado «n todos los países, tienen cláusulas especiales sobre ex- 
propiación" Opa* 693). 
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En homenaje a la brevedad,, bastará ailadir, que los con- 
ceptos precedentemente consignados, tuvieron ratificación en 
las exposiciones de los senadores que intervinieron en los de- 
bates, entre otros. los seüores Landaburti, Martínez y Arrieta 
{págs. 688/690. Diario de Sesiones, 3940, — I). 

De lodo Jo expuesto surge patentizada !a finalidad clara 
y explícita con que fué sancionada la ley de colonización es- 
tableciéndose un régimen especial para las expropiaciones ne- 
cesarias a talos objetivos, con disposiciones diferente» a las 
contenidas en la ley freneral n« 189— reformada por la 13.264 — 
las normas que habrían de regir para fijar las respectiva* 
indemnizaciones, ain que sus preceptos lesionaran ningún prin- 
cipio constitucional. 

No paroce innecesario destacar la importancia que reviste 
la ley 12.636, por haber alcanzado sos previsiones estado cons- 
titucional en el estatuto reeient emente sancionado. Según lo 
dispone el precepto del art. 38 de la Conat. Nacional de 1949, 
' La propiedad privada tiene una función social y, en conse- 
cuencia, estará *-ometida a las obligaciones que establezca la 
ley con fines de bien común", dispositivo íste, que con otros 
concordantes y correlativos integran el concepto de la propie- 
dad, incluido en la Constitución vigente. 

Para fijar el alcance del dispositivo transcripto conviene 
recordar que al informar el convencional señor Sampay, alu- 
diendo al tema de injerís aquí expreso que ta reforma consti- 
tucional consagraba "junto a la garantía de la función per- 
sonal de la propiedad la obligatoriedad de la función social 
que 1q incumbe —ya legalmente consagrada en el país por la 
ley de transformación agraria — y que haga de esta institu- 
ción la piedra sillar del nuevo orden económico argentino". 
Y apregaba: "El apartado que modifica el art. 17 de la Cons- 
titución vigente, tiende por tanto a constítucionalizar lo» prin- 
cipios necesarios para introducir una profunda transformación 
agraria" (Diario de Sesiones, C. N. C. pág. 2Í8). 

III. Es cierto que a la fecha de la sanción del instituto 
que se estudia, estaba en vigencia la citada ley 189 y que 
posteriormente se sancionó la n° 13.264. Esta circunstancia, no 
introduce, empero, variantes al eriterio interpretativo a seguir 

en la especie. 

La ley 13.264 — como su anterior 189 — es de orden ge- 
neral y no contiene ■disposiciones específicas acerca de expro- 
piaciones en los supuestos de colonización que trata en parti- 
cular el art. 14 de la ley 12.636. 

Ea de aplicación, por tanto, la doctrina referente a que, 
siempre que aparezca una aparente contradicción entre una 
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ley general y otra especial, debe concluirse que, la de carácter 
general no es derogativa de la especia!, salvo que exista rvpup- 
nuicia entre ellas o se baya formulado expresa mención do 
modificar a ¿ata (C. S. Fallón: 202, 63). El alto Tribunal 
tiene decidido asimismo que: " . . .tratándose de leyes especia- 
les, es deeir, de orgnnwmoa lépales autónomos, la norma pri- 
TUífa de interpretación es la de atenerse a su* propias disposi- 
ciones en todo cuanto se halle fundadamente contemplado en 
ella" (212, 64) y que **para considerar que una ley deroga 
implícitamente disposiciones de otra, debe ocurrir que el orden 
de cosas establecido por ésta, sea incompatible con el de ana 
nueva ley" (214, 189). La Corte mantiene así el criterio reite- 
radamente sustentado respecto al alcance- del art. 17 del Cód. 
Civil, como snrge del fallo recaldo en la cansa "Cía. Azuca- 
rera de Tueuman e./ Pror. de Tucnmán", donde dejó eipla- 
nado que la ley general no deroga la especial a mene* que 
contenga expresas referencias a ésta y exista manifiesta in- 
compatibilidad entre ambaa (150,150). 

Debe tenerse pan por sentado, que la norma legal de 
orden general no deroga implícitamente las de naturaleaa es- 
pecial y que para que ello suceda, deben concurrir las situa- 
ciones a que se hace referencia. Queda de este modo estableci- 
do, a juicio de la Cámara, que ta ley 13.264 no ha derogado 
la 12.636, y que, en consecuencia, la norma del art. 14 de ésta, 
que no pugna con ningún precepto constitucional, como fluyo 
de loa antecedentes legislativos y de la doctrina respectiva, u 
de estricta aplicación al caso traído a decisión, como lo admite 
la expropiada en su exposición anentada en la audiencia obrante 
a fs. 228, si bien posteriormente no mantiene ese criterio. 

IV. El campo a expropiarse es conocido con el nombre 
de "La Elaa" y está situado en el distrito Las Parejas del 
departamento Belgrano de esta provincia. El título de pro- 
piedad le asigna una superficie de 4.977 hás.. 13 as. 66 cas. 

Conforme con el art. 14 de la ley 12.696 aplicable en el 
caso, como se ha consignado antes, «1 precio de la tierra se 
deberá fijar sobre las siguientes bases: a) el «alor de la ts> 
luacifin para el pago de los impuestos teniendo también en 
enenta la de los terreno» similares contiguo*; b) el valor de 
te productividad apreciada «n los díex anos precedentes a la 
expropiación, dentro de la cena en que se halla ubicado. A ello 
se debe añadir las mejoras que no estén comprendidas en los 
incisos anteriores y los perjnicioa que el expropiado probara 
y que fueran la consecuencia forroaa de la ocupación debiendo 
excluirse los ealores especulativos y afectivo» y las ganancias 
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hipotéticas, sin que dichos perjuicios, en ningún cano, puedan 
exceder del 20 % del valor que se atribuye 8 la tierra. 

V. Dentro de lo? principios enunciados habrá de estable- 
oerse el precio del inmueble en cuestión, el valor de las mejo- 
ras y el monto de lo» perjuicios. Latt diversas v abundantes 
constancias acumuladas wrvirán para fundar la decisión. Para 
fijar el precio del inmueble, —descartado como corresponde el 
valor venal — no podra tenerse en cuenta la valuación hecha 
para el pago de la contribución territorial, en atención a que 
dada su antigüedad, debe admitirse el acrecentamiento del VaV " 
lor real, por lo que sólo puede servir aquella de antecedente 
refere neto! como lo hacen presente los expertos (fe. U8 y 127). 
Siendo así. es menester recurrir a los otros elementos de la 
ley. el primero de los cuales es «1 de la productividad, apre- 
ciada en la forma especificada en la misma. La sentencia eon- 
tipne- una relación prolija de toda ta prueba obrante en autos, 
analizando detalladamente los informes periciales y el dicta- 
men del Tribunal de Tasaciones, por lo que se impone rerai- 
tirw en general a lo consignado a su respecto por el a qw>. 

Procede, no obstante poner en relieve que el perito de la 
actora al efectuar sus cálculos dé acuerdo con los índices seña- 
lados en la ley 12.636 y teniendo en cuenta que el avaluó fut- 
es! por au antigüedad, «úlo tiene valor referencia!, como Be 
dijo antes, arriba a la conclusión de que. dada ta aptitud de 
rada fracción de campo — sejn'm las divisiones por él realiza- 
das— corresponde fijar mi* reapectivos rendimientos en loa 
últimos diee afios, sobre la base de las estadísticas oficiales; 
luego hace rediiTOiones por contribución territorial y gastón 
de administración obteniendo la rentn neta por hectárea y 
aplica la tasa del 4"/ 2 % de capitalización, con lo que se alcan- 
zan las sifrmente* cifras: 1» joña * 2.372.136.60, lo que equi- 
vale n un promedio de í 574,34 la ha., para la 2» zona $ 1(5.534, 
•me da nn promedio d e * 88.90, la ha. y la 3» o sea el cañadón 
fija en * 6.692,80, equivalente a * 17.80 la ha. En síntesis, 
calcula la tierra en fi 2.395.363.40 y las mejoran en $ 93.25», 
c«n lo que totaliza la suma de $ 3.488.621,40 estableciéndose 
un promedio de i 500 por ha. 

El perito de la expropiada, rnie toma en cuenta la explo- 
tación del campo en el lapvo de los diez año* anteriores a la 
tasación aplica la tana del 4 fe, que es la que correaponde, a 
so juicio, con lo que obtiene para aquella í 3.518,739 y fija 
en * 120.000 el valor de las mejoras, ascendiendo el importe 
total a * 3.638.739, lo qne representa * 731 la hectfírea. 

El perito tercero que realiza su estudio sobre anáto«*a 
bases a los otros dos expertos, destaca en su informe (fe. 156 
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Tuelta) que aquéllos han llegado, por caminos disttn-os, a es- 
tablecer prácticamente la misma suma en lo que se refiere a la 
productividad- Por «u parte aplica la tasa del 4% % de capi- 
taiisación y fija el valor total en * 3.235.138,72; equivalente 

• I «50 U ha. 

Por su lado el Tribunal de Tasaciones efectúa sus opera- 
ciones por el método directo y por el indirecto. De conformi- 
dad «oí. este último, que es el que aquf interesa, obtieuc la can- 
tidad da * 3.210.814,76 incluyendo mejoras. 

Como primera cuestión observa el Tribunal que el campo 
tiene 4.977 has. 1.365 m ! . deduciéndole 39 has. 0069m a . que 
representan las calles se reduce a 4.938 luís. 1.276 ra*. En la 
primera categoría se clasifican 4.429 ha». 1.486 m-., en la «í" 
categoría 19$ háj. 4.323 m* j cañada 260 has. 9.387 u 3 .- des- 
perdicio 49 has 6.082 m* Se eatudia ta explotación típica tle 
la sena y se toman en consecuencia las estadísticas del Minis- 
terio de Ag-ricuJtnra de la Nación. Estimándose el porciento 
entregado por los colonos de las cosechas a los propietarios del 
inmueble 

En el cálculo de productividad de 100 hás. restándole 
gastos de administración, contribución territorial y sobre la 
tasa del 4Vfc % de capitalización se obtuvieron estos valores: 
campo de V categoría * 3.044.198,12 ; 2» categoría $ 93.525,11 ; 
3» categoría $ 79.091,55 haciendo ascender la totalidad a 
m#n. 3.216.814.78 incluyendo mejoras. En esta forma el pro- 
medio por hectárea que fija en definitiva el Tribunal de Ta- 
saciones — que realiza su estudio sobre cálculos oficíales — es 
de t 646,31. La Cámara, apreciando ese estudio y después de 
cotejarlo con las demás constancias de autos, comparte sue 
conclusiones por considerarlas justas y equitativas. 

VI. Corresponde ratifiear la decisión d*l a quo, eu r 
to incluye en la indemnización como único perjuicio Ir 
d« • 8.613,70 en carácter de parte proporcional del in 
de Contribución Directa por el a fio 1948 nbonado 
expropiada. 

Igualmente se ocoge la solución dada por el inferior con 
respe to & los lotes con promesas de venta. 

VII. A los fines de establecer la forma en que lian de 
abonarse Iaa costas, es menester tener presente que la actora 
depositó- la suma de $ 2.488.500 en concepto de toda indemni- 
«ación, en tanto que la demandada al contestar la demanda 
dejó concretado su reelnmo estimando el valor de la hectárea 
por lo menos en 9 820 (fs. 30 vía. cuyo escrito fué ratificado 
en la audiencia de juicio verbal obrante a fs. 47/49 vta.J que 

- (4.938 hás. 1.276 
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m a .) da un total de * 4.049.264,63. Como en este pronuncia- 
miento se fija el monto indemniaatorio en la suma de pesos 
3.216.814,78, resulta que las costas deben correr por au orden 
do acuerdo con las directivas del art. 18 del dec. 17.920/44 
—reproducido- en el art. 28 de la ley 13.264—, pues la canti- 
dad depositada mas el cincuenta por ciento de la diferencia 
entre ésta última y la reclamada (Corte Suprema, t. 214, 
pfig. 275). 

A mérito de lo expuesto y eonsi deraciones concordantes 
del o quo, se resuelve confirmar la sentencia apelada, obrante 
a fe. 295/306 vta. — con las modificaciones advertidas— ou» 
hace Lugar a la expropiación, por cauta de utilidad pública y 
con el propósito de colonización deducida por el Banco de la 
Nación Argentina contra "Invernadas San Sebastian S. A. 
Agrícolo-Ganadera" declarando transferido «n favor de la 
actora el dominio del inmueble cuya ubieaeión, dimensiones y 

linderos surgen de loa títulos y planos agregado» a las autos* 

y se la modifica en cnanto a la cantidad que debe abonarse en 
concepto de precio y de tóda indemnización que se estable» 
en $ 3.216.814,78 m/n. de cuya cantidad el Banco de la Na- 
ción Argentina, debe pagar dentro de los treinta días la s-uma 
de f 728.314,78 ya que al iniciarse el juicio depositó peaoa 
2.488.500, mas loe intereses correspondientes al tipo que cobra 
el mismo que se computarán a partir de la toma de pOBeeión. 
Las costas de ambas instancias en el orden causado y las co- 
munes por mitad. — Mamut Granados — Aujnndro J. Ferra- 
ron*. — Jvan. Cario» Lubary. 



Aclaratoria de la sentencia de la Cámara Floeral. 

Rosario, 21 de agosto, Año del Libertador General San Martín, 
1950. 

Vistos en¡ acuerdo loa autos "Banco de la Nación Argen- 
tina (ley 12.636) contra invernadas San Sebastian 8. A. Agrí- 
eolo-Oanadera s./ expropiación" para resolver acerca del pe- 
dido de aclaratoria y del recurso ordinario de apelaeión sub- 
sidiariamente interpuesto, formulados por el representante del 
expropiado. 

I. En cuanto al primer punto de 1* aclaratoria, teniendo 
en cuenta lo que categóricamente se eapresa en el considerando 
sexto respecto a la restitución de la sama de » 8.613,70 y a fin 
de obviar la posible dificultad que manifiesta el reclamante. 
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correspondí acceder a lo solicitado, incluyendo en In parle 
dispositiva de la sentencia el importe referido, adicionándolo 
a la sama que debe abáname al expropiado y que en mi mérito 
resalta «r la de $ 3.225.428.48. 

II. EL segundo punir» de la aclaratoria se refiere a la 
distribución de las costas. Esta cuestión ha sido suficientemen- 
te tratada en el considerando VII de la sentencia del Tribunal 
cuya decisión no puede ser objeto de revisión, como se pretende. 

A mayor abundamiento, y haciéndose cargo de la alega- 
ción formulada en el otrosí, cabe agregar que corresponde 
tener en cuenta los interese» a los efectos del cálculo respectivo 
para la determinación -de la condenación en costa*, pues tales 
intereses, que tienen una causA distinta, no están Con prendi- 
dos en el resarcimiento de los perjuicios propios de la «pro- 
piacióa. Asf lo ha decidido la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación (t. 210, pág. 681) al declarar "qne Tos intereses corres- 
pondientes al tiempo transcurrido desde que el expropiante 
ocupa lo expropiado hasta que paga el precio no forman parte 
de la indemniiadón propiamente dicha. Ésta comprende el 
precio del bien expropiado mas el resarcimiento de todos los 
perjuicios eaunsdoa por la desposesión. Los intereses tienen 
una cansa distinta, cual es ta demora en el pago del justo 
precio y del resarcimiento mencionado* 

Adema» tambiín debe advertirse el error en que incurre 
el reclamante al adicionar tales intereses a la suma que manda 
pagar en concepto de indemnización y no considerarlos —en 
tal hipótesi*— en la sil oía reclamada, a los . fectos contení- 
plaflos. 

III. En cnanto al recurso ordinario de apelación inter- 
puesto es procedente y así bc lo declara. 

Por tanto se resuelve ampliar la parte diapositiva de la 
senteneia obrante a fs. 325/32. declarando que el expropiante 
debe abonar al demandado, además de la suma fijada como 
indemniMcion la cantidad de $ 8.613.70 en concepto de resti- 
tución de la parte proporcional del impuesto de la contribu- 
ción directa abonada por el expropiado por el año 1948. sien- 
do, en consecuencia la suma total m*n. 3.225.428,48; no hacer 
logar a lo solicitado en el segundo punto del escrito de acla- 
ratoria de fs. 335/339; conceder el recurso ordinario de apela- 
ción deducido por el expropiado. — Manuel Granados — Ale- 
jandro J. Ferraron* — Juan Carlos Lvbary. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires, 5 de abril de 1951. 

. Vistos los autos "Banco <ic la Nación Argentina 
(ley 12.KÍ6) c-f Invernadas San Sebastián S. A. Agrí- 
cola Ganadera s.¡ expropiación", en los <jue a fs. 334 
y 341 so han concedido los recursos ordinarios de ape- 
lación. 

Considerando: 

Que en esta causa no hay elemento <le juicio que 
mueva a apartarse del justiprecio efectuado por el Tri- 
bunal éb Tasaciones «obre la baso de Ja productividad, 
conforme a lo dispuesto por el art. 14 de la ley 12.636, 
tanto más cuanto que su conclusión coincide práctica- 
mente con la det perito tercero (aquél tasa el campo 
con mejoras a razón de $ 646,31 la hectárea y éste en 
$ 650}. Correspondí, eu ronseeucncia, confirmar en 
esta parte la sentencia apelada que se atiene a dicha 
valuación. 

Que respecto al pago de las costas también corres- 
ponde confirmar lo resuelto en la sentencia de fa. 325 
y aclaratoria de fs. 340 porque como allí se expresa, 
la expropiada sostuvo terminantemente al contestar la 
demanda que "el verdadero valor del campo excedo 
hoy de $ 820 la hectárea" y que se probaría en el mo- 
mento oportuno "con el informe de peritos que el 
precio real alcanza a # 820 y aun más" (fs. 30 vta. y 
reiteración de fs. 47 a 49). No cabe duda de que en 
esta causa ése fué el precio exigido por la expropiada 
y osa exigencia era la que tenia que determinar la de- 
cisión del expropiante y por ende la prosecusión o no 
del juicio promovido. Ea, pnes, sobre la base de dicha 
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estimación expresa, deliberada y categórica que debe 
aplicarse, como lo ha hecho la Cámara, la norma del 
art. 28 do la ley de expropiación. 

Que debiendo las costas ser pagadas en el orden 
causado, no procede respecto de las rejtulaciones he- 
chas a favor de los letrado» y representantes de la ex- 
propiada, el recargo ordinario de apelación que esta- 
blece el art. 3% inc. 2* de la ley 4055, como el Tribunal 
lo tiene ya decidido (Fallos ¡ 217,97), pues la Nación no 
es parte interesada en este punto. 

Por tanto se confirma la sentencia de fs. 325 en 
todo lo que ha sido materia del recurso. 

Lvis tí, Lo&qhi — Rodolfo Q. 
Valekzuela — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 



NACION ARGENTINA v. SALERN'O HNOS. 

RECURSO ORD1XARIO DE APELACIOX: Tercera Ínstamela. Ge- 
neralidades. 

El recuno ordinario «le apelación ea tercera instancia 
procede anle la Corte Suprema en los caaos previstos en 
la ley 4055. 

EXPROI'IACWy: indemnización. Determinación del valor real. 

Si el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, por la una- 
nimidad de sus- miembros y en ausencia del representante 
de la propietaria del inmueble eipropíado — cuyo escrito 
manifestando disconformidad con la valuacio» da dicho 
organismo, se tuvo presente — tasó el mencionado bieu en 
una suma que resulta equitativa, si se tiene eu cuenta 
— además de los fwpdameutos del respectivo dictamen— 
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el precio pagado por la parte demandada, pocos meses 
ante* de la expropiación, no corres pcude fijar judicial- 
mente un precio distinto. 

ISTERESES: Relación jurídica entre Ion parles. Expropiación. 

La Nación expropiante debe pagar iuteresea a partir de 
la feeh* de la loma de posesión del inmueble expropiado, 
tan sólo sobre la suma resultante como diferencia entre 
la cantidad ofrecida y la que deberá satisfacer en eoneop- 



Sentencia del Jvvz Peder*!, 



Buenos Aires, abril 10. Año del Libcrlador General San Mar- 
tín, 1950. 

Y vistos: Estos, autos seguidos por el Fisco Nacional c/ " 
Salerno Hnos., antes Costa José K. b/ expropiación, de cuyo 
estudio resulta: 

I. Que a fs. 1 se presenta el Sr. Procurador Fiscal de- 
duciendo desnandi; contra Josí E. Costa o (|uien o quieues sean 
propietarios, por expropiación del lote 12 a) de ta manzana 
250 ubicada en las eelles Monasterio, Aseaaubi y Lafayctíe y 
el Riachuelo, de esta Capital, con las dimensiones establecidas 
en el plano corriente a fs. 6 del expediente administratiTo 
42,150747 del Registro de la Dirección Nacional de Arquitec- 
tura del Ministerio de Obras Públicas de la Naeión^que corre 
por cuerda separada. Los fundamentos de esta acción de ex- 
propiación aurg-en de ta términos del decreto N« 16.689 de 
fecha 14 do junio de 1947 del P. E. Nocional, ofreciendo la 
suirta de $ 46.000 m/n. como justo precio y total indemnisacifin. 

II. Señalada la audiencia a f». 39 que establece el art. 6» 
de la ley 189, entonces vigente, !a actora propone como prueba 
de su parte, entre otras, la pericia de tasación y puntos oo- 
rrientes a fs. 7. La expropiada que resulta ser la firma Sa- 
lerno Unos., por intermedio de su representante a fs, 31, 
manifiesta su disconformidad con la suma ofrecida. Agrega 
que sus mandantes los Srea. Salerno adquirieron del Sr. Josó 
E, Costa, según título adjunto a fs. 10 el lote de terreno en 
cuestión por la suma de * 406.286,25 m/n. incluido gastos de 
escritura y comisión, con el propósito de ampliar las instala- 
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«jone» de su industria rpie iba dP*arrolláud«e rn forma cre- 
ciente según In demuestra con un pequeño (Tráfico, (fu. 34) y 
la pericia de contabilidad ijno ofrece. Hace una reseña de las 
última» ventas ele la zona donde esta ubicada el inmueble lo 
que lo lleva a fijar un precio total de $ 458.818 m/n. por «u 
valor objetivo. Reclama a continuación y como rubro inde- 
pendiente del valor físico, por el perjuicio que significa no 
poder contar con e| terreno en cuestión ni tener la posibilidad 
de adquirir otro «millar en la apila a los fines de ampliación 
de la fábrica ya señalada, a cuyo efecto lmee una serie de 
consideraciones tendientes a¡ demostrarlo. Agrega asimismo, 
varios presupuestos solicitados a diversas firma» (fs, 14 a fs. 

que refirman el pro^ito. ímien. de ampliar las ¡nstaln- 
rionrs y construir una fábrica en ese terreno acorde con el 
desarrollo creciente de su industria. l*ide en definitiva, se 
baga hipar a la expropiación en la «mí reclamada o la que 
rijc» t w peritos con intereses y costa». 

Considerando: 

• 1* (Jue según w desprende de lo relacionado anterior- 
mente, el presente juicio tuv iniciado bajo la vigencia de la 
ley 189 y disposiciones pertinentes aplicables. Razón por la 
cual resulta inocuo pronunciar*!» acerca de las cuestiones de 
forma planteadas por la demandada n fu. 31 en BU escrito de 
responde, por cuanto en el transcurso del mismo entró en vi. 
geneia la ley 13,364 que en virtud de su art. .13 derogó la 
anterior como todas las disposiciones de otras leves que se 
opongan a la misma. 

Se desprende. asim»?iio, en cnanto al fondo del asunto, 
que n\ impugnar e l precio ofrecido en concepto de justo precio, 
la expropiad» reclama una doble indemnización : la del valor 
objetivo del terreno y la proveniente del perjuicio que la expro- 
piación 1c causa al no poder disponer del inmueble en cuestión 
que fué adquirido con el solo fin de ampliar sn industria. 
Picho esto, «HTopondc trillar por «parado rada uno de estos 
rubros. 

2* Que siendo así, la primera cuestión a resolver radica 
en jnstipreemr ef valor del terreno onjetn de la expropiación. 
Para lo eual debe 1 tenerse en endita como elementos de juicio 
el dk-tamen del Tribunal de Tasaciones (art. 14. ley 13.264) 
y la pericia practicada en común, bajo el raimen de Ir ley 
anterior por loa expertos designados a propuesta i 
Elementos ambos que el Juzgado ha de analisnr ten» 



senté lo declarado por la Suprema Corle de -1 
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Nación al establecer "que no se trata de la invalidación ni de 
la prescindencia de la prueba producida en autos, niño «I alie- 
(raraiento de un elemento de información más" (Palios: t. 212, 
pág. 179 ¡ t. 200, pág. 180). 

Así pues, el expresado organismo tasador en su dictamen 
corriente * fs. 168 expedido con la disidencia del representante 
de la expropiada, teniendo en cuenta antecedentes, de Tenia* 
de terrenos, de iguales características realizadas en la zona du- 
rante el lapso de 2 años anteriores, a la fecha de desposesión 
(1/6/1947) enmonadas en la planilla de fs. 164 lia tasado 
el inmueble expropiado en la suma de 9 439.904,48 m/n. o sea 
a rutón de * 67,12 m/n. el ra s . Como queda diebo el repre- 
sentante de la expropiada, ante dicho tribunal disiente eon 
esta valuación, por considerar que se funda en una función 
matemática, un asunto de earáeter ecanóhtieo, y además por 
no haber reparado en los últimas ventas teniendo en cuenta 
el incremento de los valores inmobiliarios y por no adaptarse 
la superficie tipo tomada en los antecedentes de venta con la 
del terreno expropiado, puesto que por las características de 
la zona, a mayor superficie mayor valorización (fe. 161). Se 
remite a los fundamentos de sa pericia obrante en autos a fs. 
67 y estima a su criterio el valor del terreno expropiado en 

* 90 m/n. el m 1 . o sea en au totalidad en $ 589.899,60 m/n. 
los 6.554,44 m 2 . 

El perito de la parte aetora, arqnitecto Eduardo V. H. 
Gómez, sin comentario alguno, a fs. 78, fija el valor del m'. 
en S 25 m/n. y el tercero nombrado de oficio por el Juzgado, 
arquitecto Itodolfo Giménea Bustamante a fs. 78 vta., en disi- 
dencia con los peritos de parte, teniendo en cuenta las ventas 
de tierras «alisadas en las inmediaciones durante loa años 1945 
a septiembre de 1947, estima el justo precio de $ 68,50 m/n. 
el m», valuaciones que arrojan un total Tespectivamente de 

* 163.861 y * 448,979,14 m/n. Pericia* que si bien no reflejan 
el valor exacto del inmueble, revisten singular importancia 
como elemento de valoración del justo precio, teniendo en 
cuenta la discrepancia planteada ante el Tribunal de Ta- 
saciones. 

Ahora bien, en cuanto a la discrepancia aludida, cabe 
señalar : que el perito de la demandada para fijar el precio 
a que se arriba, según expresa a fa. 69 wU.. ha tomado el 
promedio de las dos últimas ventas o sean las. más elevadas, 
siendo una la compra realizada el 15 de diciembre de 1W6 por 
el demandado, en 9 60 el m*. y la otra de t 120 el m* sin 
determinar la fecha en que se efectuó la operación. En cambio 
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el Tribunal de Tasaciones lia tomado mayor acopio de antece- 
dente* de vetitwi y como e« lógico, fiitt eutrur a seleccionar 
aquella» que puedan ser favorables o no pura establecer un 
menor • mayor promedio- liatón por la cual, a. juicio del 
suscripto, el criterio seguido por el organismo tasador es el 
máa equitativo y considera justas las estimaciones practicadas 
que fijan en 9 í-7 12 m/n. eL m 3 . o sea que te asigna un valor 
total si inmueble < ipropiado de ¥ 439.9(14,4$ m/n. Máxime sí 
se tiene en cuenta que el terreno en cuestión fué adquirido por 
la expropiada el 7 de abril de 1947 en la suma de » 393.266,25 
moneda nacional, vale decir *n época ya de encarecimiento de 
la propiedad y no obstante e<sto a tos tí meses posteriores 
(1/6/1947: fecha do deapoacsióri ) se le asigna un valor en 
aumento de $ 46.634,23 m/n. con lo que huelga decir contra- 
riamente a lo que sostiene la demandada a fs. 175 y del perito 
disidente eu bus objeciones formuladas a fs. 161, el Tribunal 
de Tasaciones ha tenido bien en cuenta con relación al tiempo 
el incremento de lo» valores inmobiliarios, como implícitamente 
lo expresan sus miembros al decir a fs. 167. "que w lian , 
tenido presente todos los valores pondorables para llegar a 
establecer la mayor equidad del justiprecio, considerando las 
condicionen extrínsecas e intrínsecas del inmueble''. Por últ i- 
mo cabe agregar que dicha valuación se ajusta también a un 
razonable "valor de reposición", 

3» Que en cuanto al rubro de indemnización especial, la 
expropiada a fs. 181 vía,, reclama un sobreprecio de 9 50 el 
m a . o sen un total de $ 327.700 m/n. suma que es calculada o 
ru arbitrio en base a la prueba documental y pericial produci- 
da en autos (fs. 14 a 26; 64 a 79 y 100 a 110) tendiente a 
demostrar el acrecentamiento do] giro de su industria. ía ne- 
cesidad de ampliación y traslado de la misma a un local 
de mayor superficie y la» ventajas en todo aspecto del terreno 
expropiado con el que actualmente ocupa su fábrica. IV un 
somero análisis a la misma se desprende, que si bien se llega 
tv la demostración de esto» estremos, no por esto dejan de ser 
consecuencias indirectas, con daños meramente eventuales e 
hipotéticos. Puesto uue, »o existe un perjuicio real indrmni-- 
zable, ya que se trata de un terreno baldío, sin mejoras ni 
proyecto» realizado*!, ni edificios en vías de construcción. Por 
lo que. atento Uvt razones antedichas, >- lo dispuesto por el 
nrt. 11 de la ley 13.264, no corresponde fijar ñOtüñ EÜgUUa én 
concepto de indemnización, ni como pretende la demandada 
(fs. 179 vta. y 181 vta.) por resarcimiento involucrado en el 
"valor de reposición" acorde con la jurisprudencia sentada 
por nuestros tribunales (Fallos: t. 210. p&f. 628>. 
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Por estos fundamentas, fallo t declarando transiendo por 
expropiación al Estado Naeionaí Argentino, el dominio del 
inmueble de propiedad de Salerno Unos., sito en. la Capital 
Federal, calles Lafayette a/n, y A^asubi a/n. íote 12 a), 
cuyos demás antecedentes suriren del testimonio do escritura 
comente a fe, 10 de «utos, previo pop) de la diferencia entre 
la suma eonsifynada a cuenta de precio y la de * 439.904,48 
moneda nacional que se fija como justo precio del terreno, con 
raiís los intereses desde el din de la desposesión y las costas del 
juicio. —Joxé Sartorio. 



Sentencia de la CAmasa Federal 



Considerando: 

Que la sentencia, después de estudiar y confrontar las 
distintas pericias practicadas bajo la vigencia de la ley 189, 
opta por aceptar el justiprecio del vnlor del terreno, objeto 
de la expropiación, fijado nor el Tribuno! de Tasflcmncs mi 



expropiación, fijado por el Tribunol de Tasación», en 
razón de que este último dictamen toma en cuenta los antecc 
denles de ventas de terrenos de ¡(niales características realiza- 
das en la zona, durante el periodo de 2 años, anteriores a la 
fecha de desposesión. 

En cousecuem-ia se establece el valor del inmueble- expro- 

n399(M^m/n" $ ^ ^ *' ° '* """"^ 10,01 de 
La exposición del representante de la parte expropiada, 
ante esta instancia, no aporta argumentos que puedlan inclinar 
la decisión de este Tribunal, en el sentido de modificar el 
preindícado justiprecio. 

En segundo lugar, el a-óttú considera y analiza Ja indem- 
mzacuVii que, como sobreprecio de $ 50 por m 3 ., o sea. en total, 
* 327.700 m/n., reclama el expropiado, en razón de qoe la 
iatoria ha obstaculizado el incremento del piro 
l y paralizado la ampliación y traslada de la 
, a QD local de mayor superficie, 
El Sr. Juezí a-guo desecha dicho reclamo por estar basado 
en daños meramente eventuales e hipotéticos, constituyendo, 
de consimiiente. consecuencias indirectas de la expropiación. 
La Ley 13.264. que rige en esta materia, no autoriza el 
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resarcimiento que pretende la expropiada. Por tanto, se ajusta 
estrietamtnle * derecho d pronunciamiento del Sr. Ju«z a-qua. 

En su mérito y por nos fundamento*, se confirma, en todas 
sus partes. la sentencia apelada de fs. 186, que fija el monto 
total del precio del bien expropiado ta S 439.904.48 m/n., con 
más los intereses desde el día de la desposesión y las costas del 
juicio. La» costas de esta instancia en el orden eausado. — 
Maximiliano ConstAi. - 4 freíanlo Jorge MontitL — Romeo 
tornando Camera. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 da abril do 1951. 

Visto» los autos: "Fisco Nacional c| Salomo 
linos, (antes Costa José E.) s.| expropiación", en los 
que a fs. 199 se lia concedido el recurso ordinario de 
apelación. 

Considerando: 

Que el recurso ordinario de apelación concedido a 
fs. 199 a la parte actora es procedente de acuerdo con 
lo dispuesto por ol art. '¡'\ inc. 2°, de la ley 4055 y con 
la jurisprudencia de «ttta Corto Suprema (rallos; 216, 
91 y 519). 

Que solamente la parte actora ha apelado de la 
sentencia de la Cámara, aunque sin aportar en esta 
instancia ningún fundamento que no núblese sido ya 
tratado en los dos fallos recaídos en el sub-examen. A 
su vez la demandada, a pesar de haber consentido el 
pronunciamiento, presenta un memorial reeditando ar- 
gumentos que expuso en todo el desarrollo de la causa 
para concluir solicitando que el Tribunal " resuelva en 
última instancia este pleito con la equidad y alto con* 

sus fallos". 
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Que conforme con las manifestaciones de la expro- 
piada, ella adquirió el inmueble de que se i ra ta el 7 
de abril de 1947 por la suma de $ 393.266,25, a lo que 
liabría de agregarse $ 5.154,70 importe de la escritu- 
ración, y $ 7.865,30 en concepto de comisión abonada 
(eonfr. escrito de fs. 31). La posesión fu6 dada a la 
actora el día 1' de septiembre del mismo año 3947, o 
sea a los cuatro meses y veintitrés días de su adquisi- 
ción |M>r la demandada. 

Que el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264 
por la unanimidad de sus miembros y sin que se en- 
contrase presente el representante de la propietaria 
del inmueble tasó a éste en la suma do $ 439.904,48, ha- 
biendo tenido presente —según constancia del acta 
respectiva— el escrito de aquél manifestando discon- 
formidad con dicha valuación. 

Que además de los antecedentes que fundamentan 
el dictamen antes citado debe tenerse muy en cuenta e] 
precio pagado por la parte demandada pocos meses an- 
tes de la expropiación como argumento coadyuvante 
para concluir en que la suma lijada por ese órgano de 
la ley es equitativa y, por lo tanto, debe mantenerse. 

En consecuencia, se confirma por sus fundamen- 
tos la sentencia recurrida que ordena pagar como pre- 
cio total $ 439.904,48, más los intereses desde el día 
de la toma de posesión, calculados sobre la diferencia 
entre la suma ofrecida y la condena, a estilo de los 
que cobra el Banco de !a Nación Argentina y las costas 
del juicio. 

Luis B. Losas» — Rodolfo O. 
Valinzvela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pébez. 
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MANUEL MARIA RISUEÑO FERRAItO 

RECVRSO EXTRAORDÍSARIO: Rtqumton propios. Cututián fede- 
ra!. Cmeiiientt federales complejas. JttconsUtaciomalidad de normar 
jf acto* naciomaUt. 

Es procedente el recamo extraordinario que se funda en la 
interpretación de artículos del decreto 5Í03/45 — que fue- 
ra ratificado por la ley 12.921— reglamentario del ejer- 
cicio de la* profesiones de doctor en ciencias económicas, 
actuario y contador público en todo el territorio de la 
Nación; así como en la incompatibilidad entre dichas dis- 
posiciones, interpretadas con el alcance que les atribuye 
la sentencia recurrida — que deniega la inscripción en el 
rpgwtro especial de "no graduados" — y los arts. 26 y 37, 
ap. 1*. punto 1«, de la Constitución Nacional, que acuer- 
dan el derecho de trabajar ; y en el hecho, así afirmado, de 
que la misma interpretación vulneraría también otro pre- 
cepto del art. 26 de la Carta Fundamental, que garantiza 
el derecho de asociarse con fine? útiles, 

PROFKSIOyBS LTBEBALES. 

BJ art. 2* del decreto 5103/45, reglamentario del ejereicK 
de las profesiones de doctor en ciencias económicas, actua- 
rio y contador público, reficresc claramente al ejercicio de 
la profeatfn por cuenta propia, en el sentido de que no 
exista relación do subordinación o dependencia con el 
dador del trabajo, destacándose la autonomía que debe 
carat. erizar el ejercicio de esas profesiones al imponer el 
mismo texto legal que la retribución debe consistir en ho- 
norarios. 

PROFESIOSES LIBERALES. 

Conforme al concepto contenido en el art. 7» del decreto 
5103/45 — reg-lamentario del ejercicio de las profesiones 
de doctor en ciencia» económicas, actuario y contador 
píiblieo— reiterado en el art. 54, 2» parte, del decreto 
rpRlamentario N* 4460/46. el concepto de ejercicio indi- 
vidual de 3a profwtón no impide que ella se practique for- 
mando parte de una asociación o sociedad: túendo esta, 
también, la inteligencia que lia atribuido al mencionado 
art. 7» el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de 
la Capital Federal. 
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PROFESIOMKS Ll RE RALES. 

Con arreglo a los arts. 2* y 1" del decreio 5103/45, regla- 
mentario «leí ejercicio de las profesiones de doctor en 

ciencias econóntietB, actuario y contador público, eí ejerci- 
cio de las funcione» de contador en calidad de socio de una 
firma de contadores — reróores — de la que era consocio 
el interesado desde antes de la di elación del mencionado 
decreto— -da derecho a la inscripción en el registro de No 
Graduados, en la especialidad antes aludida. 

Dictamen- del Procurador General 

Suprema Corte: 

r> conformidad con la doctrina de V. E. sustenta- 
da on 214: 612 (ver considerandos & y 7*), es acreedor 
al beneficio quo reclama el recurrente quien ha presta- 
do loa servicios profesionales sin relación de subordi- 
nación, supuesto en el que se encuentra el causante, so- 
cio de una firma de auditores. 

La sentencia apelada, al confundir este requisito 
con "el ejercicio individual de la profesión", no se 
ajusta a La expresada doctrina. 

Corresponde, pues, revocarla on cuanto haya po- 
dido ser materia de reeurso. — Buenos Airea, septiem- 
bre 6 de 1950. Año del Libertador General San Martín. 
— Carlos G. Dctfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de abril de 1951. 



Vistos los autos: "Risueño Ferraro, Manuel Ma- 
ría apelando resolución del Consejo Profesional de 
Ciencias Económicas", en loa que ha sido concedido 
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Considerando: 

Que el recurso extraordinario es procedente por 
fnndano en la interpretación do articulo* del decreto 
5103)45, que fuera ratificado por la ley 12.921, regla- 
mentario del ojorcicio de ta* profesiones} de doctor en 
ciencia* económicas, actuarlo y contador público en 
todo «I territorio de la Nación \ aa( como en la circuns- 
tancia de <|ue el fallo, ni denegar la Inscripción en el 
registro especia^ de "no graduados", habría hecho 
uua interpretación de caá* disposiciones legales que 
resultaría Incompatible con loa arts, 20 y 37, apartado 
primero, punto 1*, de In Ooimtl tildón Nacional, que 
acuerdan el derecho de trabajan y en ol hecho, así afir- 
mado, do que la misma in te rp rotación vulneraría tam- 
bién otro preoopto del art. 20 do la Carta Fundamental 
que garautisa el derecho de asociarse con fines útiles/ 
dado que, al negarse ai recurrento el derecho que él 
conceptúa le es conferido por el citado decreto, esa 
negativa resultaría fundada en que »e encuentra aso- 
ciado juira el ejercicio de su profesión, sin tener en 
cuenta qno dicha sociedad no le coloca en la situación 
do dependencia a que se refiero el artículo 7' del de- 
creto. 

Que In wentenciu recurrida hace mérito: 1») sobre 
que los certificados de servicios profesionales presta- 
dos por el recurrente lo lian sido como- socio de una 
firaia¡ 2*) que los honorarios fueran abonados a la 
firma a que el pertenece; ír*} qu aun cuando los in- 
formes acreditan que el solicitante efectuó algunas ve- 

ees trabajo* profesionales, éstos eran firmados por Ib 
sociedad de auditores de quo forma parto y los respec- 
tivo* IronoraTÍoa fueron porclbldon por la misma. Llega 
así a la conclusión de que, no habiéndose acreditado 
el ejercicio individual de la profesión en lo forma exi- 
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S"la por el art. 2* del decreto 5103|45, la inscripción 
resulta improcedente. 

Que esla Corte Suprema ha interpretado que el 
art. 2* en enestión refiérese claramente al ejercicio de 
la profesión por cuenta propia, en el sentido de que 
no exista relación de Subordinación o dependencia con 
el dador del trabajo, y que se destaca la autonomía 
que debe caracterizar el ejercicio de esas profesiones 
al imponer el mismo texto legal que la retribución debe 
consistir en honorarios, Vicente Solivellas; Fallos: 
214, 612. 

Que el concepto contenido en el art. V del decreto 
sobre que las personas, asociaciones o sociedades, po- 
drán inscribirse en el "Registro Especial de No Gra- 
duados", ha sido reiterado en el art. 54, segnnda parte, 
del decreto reglamentario 4460¡46 que dice: "La ins- 
cripción aludida se complementará con la de sus socios 
que así lo solí cita rail — acreditando hallarse en las 
condiciones requeridas !>»ra hacerlo— en la matrícula 
o en el Kegistro especial de no graduados debiendo los 
trabajos realizados, ser rubricados con la firma per- 
sonal de algunos de los socios inscriptos". Por consi- 
guiente, el concepto de ejercicio individual de la profe- 
sión no impide qnc ella se practique formando parte 
de una asociación o sociedad. . 

Que esta es, también, la inteligencia que ha atri- 
buido al art. 7 o el Consejo Profesional de Ciencias 
Económicas de 3a Capital Federal cuando resolvió que 
era procedente "la inscripción en el Registro de No 
Graduados, en h> especialidad de contador, de D. Frank 
Martin el 15 de mayo de 1946; la de D. Francisco Wil- 
aon Barton el 15 de mayo del mismo año; y la do D. 
Hcnry Georffc Martin con fecha 15 de mayo de 1946, 
según así resufta de los expedientes de dicho Consejo 
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Nos. 0018, 0019 y 0020 que corren agregados al prin- 
cipal por cuerda y que fueron solicitados por este Tri- 
bunal en oficio del 13 de diciembre del año del Liber- 
tador General San Martín 1950, fs. 90. En estos ins- 
trumento* consta que los peticionantes eran miembros 
de la firma Henry Martin y C° y que con ese antece- 
dente solicitaban su inscripción en el Registro de No 
Graduados. Fué a mérito de tales pronunciamientos 
que el actor presentóse al Consejo Profesional adu- 
ciendo- que, habiendo sido resueltas favorablemente las 
solicitudes de alg-unoa de loa sooios de la firma de con 
tadores-revisores de quo forma parte, Henry Martin 
y C, reiteraba su petición de ser igualmente inscripto 
y hacía presente que era consocio de loa nombrados 
desde antes de la dictación del decreto 5103|45, habien- 
do en tal carácter desempeñado las funciones contem- 
pladas en dicho texto legal, fs. 1. 

Que del expediente administrativo tramitado en el 
Consejo Profesional con motivo de la presentación del 
actor, y que corre como cabeza de las actuaciones ju- 
diciales, resulta que ésto lia prestado servicios profesio- 
nales a numerosas firmas de la plaza, que han sido 
retribuidos mediante honorarios a favoT de la sociedad 
Henry Martin y 0% a cuyo nombre realizó los trabajos 
de su profesión. Es la misma situación de las personas 
mencionadas precedentemen te. 

Que toda la argumentación, del Consejo Profesio- 
nal de Ciencias Económicas, fs. 50, vsrsa sobro la in- 
terpretación que atribuye al ya citado art. 2*, siendo 
asi que la inteligencia del mismo, cuando alude a la 
"relación de dependencia con el dador del trabajo ,, l 
debe entenderse en el sentido expuesto por esta Corto 
Suprema en el caso Vicente Solivellas. 
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Por Unto, y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General, se revoea la sentencia apelad* 
y se hace lugar a la inscripción pedida. 

Luis B. Losmihi — Rodolfo Q. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casabes — Fslifb Santiago 



ELISA M. J. A. DE URI BE LARREA DE LYNCH Y 
OTROS y. PROVINCIA DB BUENOS AIRES 

JÜRISDICCIOS Y COMPETESCíA : Compttwia nacional. Campe- 
lemeia 0*9%** * ta Corte Supremm, Cauta* en que tt parte una 
provwia. Generalidades. 

No es d« la jurisdicción originaria de la Corte Suprema 
la causa seguida por repetición del impuesto al latifundio 
y que se funda en el hecho de haberse apartado el art. 12 
de la reglamentación de la ley 5112, de la Provincia de 
Buenos Aires, del art. V de ésta -al haber expedido 
Bobre la norma legal citada— resultando, por tal circuns- 
tancia, yiolatorio de los arta. 4 y 16 de la Constitución 
Nacional de 1853. toda vez que las cuestiones referentes 
a ífravémene* aplicados con arreglo a decretos impugnados 
de incompatibilidades eon las leves locales que reglamen- 
tan, son de jurisdicción de los tribunales de provincia, 
«m perjuicio del recurso extraordinario que pueda fun- 
dante en los aspectos federales del pleito y que se inter- 
ponga respecto a la sentencia dictada en el mismo. (») 



ANTONIO FERNANDEZ v. INSTITUTO NACIONAL DB 
PREVISION. SOCIAL 

JUBILAMOS Y PEXSION. 

El plazo de un afio> fijado por el art. 17 del decreto n* 
9316/46 —Ley 12.921— para solicitar el reajuste, debe 
contarse — por disposición del art. 14 de las normas de 

(i) 5 <fc abril. Fnllw: 210, S38. 



MO 
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procedimiento pura la aplicación del citado decreto, apro- 
badas el 20 de aposto de 1346— desde la fecha en que M 
dejó el servicio correspondiente «1 empleo cuya remune- 
ración se pretende apuntalar por lo que, el hecho de que 
la nolicitud del actor se formulara recién en el ano 1947, 
no Ib invalida, y como la efectuó un mes después de cesar 
en el respectivo empleo, debe) considerarse hecha en tér- 
mino. 

&ECVRSO K X Tfí AOttD! XA MO: RoJ-ción . Revocación de h «*- 
tencio apelado. 

Revocada por la Corte Suprema la sei.Vncia apelada por 
recurso extraordinario, en ratón de tener como funda- 
mento una inteligencia distinta de la atribuida por aquélla 
al art. 17 del decreto 9316/46 — loy 12.921—, correa, 
ponde devolver los antea a los tribunales de la causa, para 
nue se pronuncien sobre el fondo de la cuestión planteada 
por el recurrente. 



DlCTAHEy APROBADO POR EL DlITECTORrO 1>EL INSTITUTO 
ACION AL DE PREVISIÓN SOCIAL 

Buenos Aires, 9 de abril de 1948. 
Vistas pí*w actuaciones resulta: 

l 9 ) Que 0. ' nlonio Fernández fuá jubilado por resolu- 
ción de esta fa* de fecha 18 de agosto de 1934 (fs. 20), 
aprobada por ■. Decreto del P. E. de fecha 17 de octubre 
del mismo a&o (fs. 24), 

2*) Que íl interesado a^icita a fa. 37 el reajuste de su 
jubilación, de acnerdo a lo establecido por la ley N* 12.921 
(Dw reto- ley 9316/46), incluyendo los servicio» prestados en 
el régimen de la ley N* 12-581 desde el 15 de enero de 1940 
hasta el 31 de julio de 1947, fecha en que fué dejado cesante. 

3*) Que de- acuerdo con el art. 11 del Decreto-ley citado 
y el art- 12 de laa Normas de aplicación del mismo, para 
acumularse un puesto a la jubilación debe wr desempeñado 
desde antes y hasta después de acordada la prestación. 

4*) Que de loa informes de fs. 43/44 resulta, igualmente, 
qne la afiliación del interesado al régimen de la ley N"*' 12.561 
ea posterior a la jubilación concedida por la ley N* 4349. 



ME JUSTICIA DE LA NACIÓN 



261 



5°) Que de conformidad ron lo resuelto en espediente 
Análogo (caso Rivarola) y la dictaminado por la Asesoría 
Letrada a fs. 38, corresponde denegar el pedido formulado. 




LA JUNTA DE LA SECCION — LEY 4349 

Aconseja resolver : 

lo) Desestimar el pedido de reajuste de jubilación for- 
mulado por D. Antonio Fernández, en virtud de no haber 
estado en ejercicio del cara» que pretende acumular, desde 
antea de haber obtenido la jubilación. 

2») Elevar 1& 8 actuaciones al Instituto Nacional de Pre- 
visión Social, a los fines del art. 57 de la ley N* 4349, dándose 
a la presente carácter de atenta nota. 



Dictamen del Procura ice Genual del Trabajo 

Exorna. Cámara: 

IjB solución que propone el apelante al pretendido pro- 
blema que plantea de au petición de reajuste jubilatorio. no se 
encuentra contemplada en la ley que invoca ni en ninguna otra 
disposición legal. 

Su situación no os la que resuelve el art„ 11 del D/L. 
9Í16/1G que cita, por cuanto no es la de un afiliado que eatc 
prestando servicio» y se halle al mismo tiempo en goce de una 
jubilación eomo el artículo prevé para conceder el reajuste del 
beneficio. 

i. o hay conflicto alguno en su derecho que recabe la adop- 
ción de medidas de resguardo de la ley para resolverlo, desde 
que ¿I está regido y definitivamente juagado bajo normas que 
impiden pueda ser reveído en esta oportunidad. La ley invo- 
cada y la solución, que ella contempla, lo ea para supuestos 
distintos a loa que ha planteado el recurrente. 

Como en otros casos análogos acerca de 1 a disposición legal, 
se han dado soluciones discrepantes abordando la cuestión bajo 

puntos opuestos, el suscripto ha debido apartarse del criterio 

interpretativo sentado en aquellos precedentes, para emitir au 
opinión en contra de la péttcíón, en mérito a otras Considera- 
ciones propias sobre el concepto de la ley aplicada y de la 
diferente situación del caso del apelante. 
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La que preseata el apelante Antonio Fernández difiere 
de las demás en que a» ha concedido el reajuste, como de lae 
que se ha denegado, pero asemejándose a todos ellos. Es un 
jubilado en el año 1934; reincorporado al servicio en el año 
1940 y desafiliado, en el año 1944; vuelto a reincorporar 
IT el a5o 1944, permaneció en actividad hasta el año 1947 en 
qiw «ene definitivamente, 

Rw acuerdo al art. 11 del D/L 9316/46, el beneficiario se 
hallaba comprendido en la prerrogativa que osa disposición 
confiere, porque estaba en actividad a la fecha de sanción del 
decreto y percibía simultáneamente la jubilación. Es lo que 
se infiere de su texto y lo que expresa el contenido del art. 17 
que le es correlativo y complementario, según el alcance jurí- 
dico q*ie en mi concepto, como he dicho, corresponde dar a 
esas normas. 

Et derwho que le asistía al solicitante en esa época, pro. 
vieue de que durante el año 1946 de vigencia de la disposición 
deE art, II. el solicitante se cneon traba en actividad, y podía 
pedir por ello el reajuste de la jubilación, conforme al" art. 17 
que fijaba el plazo de un ano para solicitarlo, a partir del 
X* de enero de 1946, según el art. 23. 

Pero en la fecha que aquél solicitó el reajusto a fs, 37 
—7 de agosto de 1947 — , ese derecho ya no le pertenecía, por- 
que habla transcurrido el año fijado por el art. 17 para ejer- 
cerlo que venció el 31 de diciembre de 1946 ( artículos pre- 
citados). 

Na ea por tanto el fundamentó invocado por el Instituía 
el que ha debido determinar el rechazo, o sea de que el soli- 
citante no ha estado desempeñando el nuevo empleo también 
desde antea de la jubilación obtenida, extremo que no encuen- 
tro* exigido por el art. 11. Juzgo que los términos antea y 
después, empleados en el artículo, contienen el reconocimiento 
de »n dereeho y no la imposición de una condición, l'nes al 
deeir que deben considerarse las remuneraciones percibidas 
antes y después, está expresando que compete recniocer las de 
ambos tiempos y no de que necesariamente se deba haber 
percibido sueldos antes y después, porque lo que impone la 
primera parte del artículo, eomo subordinación a hechos del 
pasado, es la jubilación, que dispone debe preceder al amieio 
que se está prestando. 

El requisito de la simultaneidad que prevé el artículo, 
es Vínicamente referible a los servicios de que está en actividad 
e| afiliado, con la jubilación que percibe; son esas dos cosas 
que deben coexistir en la oportunidad determinada por la ley, 
para reconocer el derecho y no desde el momento que una de 
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«Uaa ha existido, como la jubilación preexistente, por no exi- 
girlo la disposición. 

Esta es también la interpretación que se ha dado en el 
caso "'Rivarola H. C." por la Sala H» {La Ley, t. 50, pág. . 
896). £» cambio en el cano " Payo Adolfo", Sala III» {La Ley, 
t. SO, pág. 638), el criterio es distinto al de ese pronuiicia- 
mieuto y al que por mi parte expongo ; de ahí que no comparta 
con loa fundamentos de este precedente, ni con otros en que se 
ha decidido la cuestión por toa mismos motivos de apreciación. 

La improcedencia del reajuste cuestionado, no se halla 
justificada por tanto en el argumento de que loa «ervieíoa son 
posteriores a la jubilación, sino en el hecho de haber sido for- 
mulada la petición, como he dicho, después del año ncordado 
por el art. 17 del D/L 9316. 

Se ha pretendido asignar, como se lia considerado en los 
ranos jurisprudenciales citado*:, un carácter general a la dispo- 
sición del art. 11, cuando ella sólo es transitoria por haber 
sido de emergencia dentro del ámbito de su aplicación, y que 
lo era, durante el año 1946 y es elusiva tu ente para los jubila- 
dos que n esa fecha estuvieran prestando servicios. Para los 
que se encontraban en las ramuas condiciones despula del 
año 1946, cae derecho ya no lea pertenece, porque vuelven a 
entrar en juego las leyes respectiva* de cada Caja, que pro- 
hiben el reajuste en la jubilación, sobre los sueldos del nuevo 

9316/46 t8rta ' ^ ^ ^ y 66 D/L 14,535 y 15 D/L 
Sí se repara en este impedimento de reajuste, se observará 
el carácter transitorio y de emergencia con que se incorporó 
el art. 11 al llamado régimen de reciprocidad de servicios. Si 
no hubiera eido introducida la norma del art. 17 podría argüir- 
se la permanencia con que funciona en la ley, la aplicación 
del art. 11; pero cuando dice el mencionado art. 17 podrá 
solicitarse dentro del año el reajuste, por los afiliados que se 
hallen en las condiciones del art. 11, significa que después 
de ese término, la disposición deja de tener efecto. 

Pretender lo contrario sería producir el choque con la 
disposición del art. 15 del propio decreto-ley, que prohibe no 
solamente el reajuste sino la acumulación también de la jubi- 
lación con el aneldo. Ello está demostrando acabadamente el 
carácter transitorio del reajuste, concedido por excepción, sólo 
durante un año para los que están prestando servicios dentro 
de ese término, ya extinguido a la fecha. 

La misma ley del beneficio que goza el actor, en sn art. 22 
(Ley 12.88T) le est-íi señalando el impedimento al reajuste, 
como igualmente la de periodista a lu que está afiliado, en su 
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•rt. .66 D/L 14.535. Siendo posterior la ley modificatoria 
X* 13.68? al decreto-ley !»316. !o que dispone por el art. 22 en 
contraposición con el art. 11 del mencionado decreto, deb* 
prevalecer, por derogación implícita y explícita que surge de 
tu art. 4' y 17 del C. Civil. 

La. norma de interpretación que se ¡mpo>ne al juzgador, es 
la de aplicar Iik dispMteiones uniforme.* que edneuerden con 
el espíritu y propósitos de la ley, desechando todo lo que sea 
contradictorio o confuso en sus textos.. I-a ley en examen 
brinda la oportunidad de poner en ¿upro esa regla de herme- 
néutica que trne en su propio articulado, como son los pre- 
ceptos inconmovibles de derecho que mantiene para resolver 
cualquier duda u obscuridad rpie emanen de su redacción. 
8on aquellHH disposieionett de («labilidad y equilibrio substan- 
cial de la institución que excluyen el reconocimiento de toda 
nwwiifieaeión del beneficio, motivada por un empleo posterior, 
y contra las cuales no puede oponérsele una cláusula contra- 
dictoria como U del art. 11 observado: (Conf. leves citadas, 
D/L 9316 art. 15 ¡ leyes 4349 y tSM art. 22 y D/L 14.535 
art. 66). 

Pttr tanto y habiendo transcurrido más del año de plazo, 
aun contado desde la fecha de sanción del decreto-ley 9316, 
fijado por el art. 17 para el acogimiento, la petición del ape- 
lante considero que ha sido bien denepada, correspondiendo 
confirmar la resolución apelada. Despacho, a 26 de agosto de 
1949. — Víctor A. ¡tureda GnetU. 

SE.VTENCIA DR LA CÁMARA DE LA JrSTICIA DEL TRABAJO 

Buenos Airea, abril 11. Año del Libertador Genera] San Mar. 
tín, 1950. 

Y vistos: 

Se agravia D. Antonio Fernández, jubilado, por la ley 
4349. de la resolución del Instituto Nacional de Previsión So- 
cial de f». 48 en cuanto la misma deniega el reajuste de su 
jubilación, de acuerdo a las prescripciones del Decreto-Lev 
9318 del ario 1316 <Ley 12.921), por lo que recurre en grado 
de apelación ante o* ta Alinda. 

Que ante ello, corresponde afirmar, atento a la* constan- 
cias de autos, que dicho* agravios no pueden ni deben prospe- 
rar, toda ve* que* de acuerdo a '** disposik'ionee. tM art. 1 7 de! 
mismo Decreto-Ley 9316, el plaxo fijado para solicitar el be- 
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nefieio del reajuste corría a partir del J° de enero de JÍM6 
hasta el 31 de diciembre del miaño año; si se tiene en cuenta 
que la presentación del recurrente ante el Instituto Nacional 
de Previsión Social lo fué recién en ájeoslo del año 1947 (ver 
fs. ¡17) es decir, vencido con exceso el lírmino de un aiio que 
prescribe la misma lev- aplicable, resulta indudable, que el re- 
currente no puede ampararse en sus beneficios, en virtud de 
haber dejado tranacurrir dicho lapso. 

Por lo expuesto y de acuerdo a los rabal unciales furnia- 
mentó* del Sr. Procurador General del Trabajo que este Tri- 
bunal comparte, se resuelve confirmar la resolución del Insti- 
tuto Nacional de Previsión Social en lo que ha sido materia 
de recurso. — Domingo Pclnffo — José Pciticdotta. 

Dictamen del Puocuradok General 

Suprema Corte; 

Abierta como lia sido a fs. 80 la instancia extra- 
ordinaria, sólo resta dictar resolución sobre el fondo 
del asunto. 

A esc respecto, considero que para revocar ei fallo 
apelado obrante a fs. 68 basta recordar que el propio 
Instituto de Previsión incluyó entre las normas gene- 
rales de procedimiento para la aplicación del decreto- 
ley 9316f4G, aprobadas con fecha 20 de agosto de 1946, 
el nrt. 14 que establece claramente que el plazo de un 
año fíjndo por el art. 17 del referido decreto-ley debe 
contarse "desde la fcelia en que se dojó el servicio co- 
r respondiente al empleo cuya remuneración se preten- 
de acumular". 

Observo, ademáis, que si V. E. confirmare el cri- 
terio sustentado en el fallo recurrido, todas aquellas 
personas que, haciendo fe en las instrucciones del Ins- 
tituto y en ausencia de normas que impusieran la obli- 
uratoriodad del pane definitivo a la pasividad, no soli- 
citaron el reajuste de aus prestaciones durante el ario 
1946, perderían definitivamente el derecho al mismo. 
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Por todo ello, soy do opinión <iuo eorrosponde re- 
vocar In sentencia apelada en cuanto pudo ser materia 
(le recurso. — Buenos Aires, octubre 20 de 1950. Año 
del Libertador General 8an Martín. — Carlos G. 
Dclfwo. 

FALLO DE LA CORTE SU'REMA 

Buenos Aires, 23 de abril de 

Vistos los untos Fernández Antonio c.| Instituto 
N'aeional de Previsión Social s.| Compnlnbilidad de 
servicios prestados, en los que » fs.. W> esta Corto de- 
claró procedente el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario, declarado proceden- 
te a fs. 8 ( >, se refiere a la interpretación del art. 17 del 
decreto ley 9316146 hecha por la Clamara en la senten- 
cia de fs. <»8 pues sólo en clin se funda la confirmación 
de lo resuelto- con otros fundamentos por el Instituto 
Nacional n Previsión Social. 

Que, como lo observa el Sr. Procurador General 
en «u dictamen, por disposición del art. 14 de las nor- 
mas de piocodinúento para la aplicación del citado 
decreto aprobadas el 20 de agosto Je 1946, el plazo de 
un año fundo por c| nrt. 17 pava solicitar el reajuste 
debe contarse desde la fecha en que se dejó el servicio 
correspondiente al empico cuya remuneración se pre- 
tendo nenrnnliir. En eonaoeuem'in, el lieelio de quo ln 
solicitud del actor se formulara fuera del año 1946 no 
la invalida y como la efectuó un mes después de cesar 
en el empleo con motivo de cuyo desempeño se pide ln 
acumulación, debe considerarle hecha en término. 
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Por tanto, se revoca la sentencia de fs. 68 en cuan- 
to ha sido materia del recurso, debiendo volver los au- 
tos a la Cámara para que b© pronuncie sobro el fondo 
de la cuestión planteada por el recurrente. 

Luis R. Lonoiti — Rodolfo G. 
Valeníüela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pékez — Atilio Pesbagno. 



N. V. ALBETAM IUOflER EN T BOUWMAATSCHAPPIJ 
S. A. CIA. DE DRAGADOS Y CONSTRUCCIONES 
v. NACION ARGENTINA 

ItECVRSO ORDISABIO DE APELACION: Tercera instancia. Ge- 
mraMade,. 

El recurso ordinario de apelación en tercera instancia 
procede ante Ja Corte Suprema en los caros previstos en 
la ley 4055. 

EXPJtOPiACJOX; Indemnización. Determinación del valor real. 

Sí el perito de la actora y eí tercero designado de oficio 
llegan a una sola estimación del valor que atribuyen a la 
draga que, eon todo «u equipo y accesorios a bordo o en 
tierra, constituye el bien objeto del juicio, y ]a sentencia 
apelada descarta el dictamen del perito de la demandada 
— por no conceptuarle convincente—, resolviendo -estable- 
cer el precio "con criterio ecléctico en la diferencia entre 
la estimación administrativa (hecha por la actora) y el 
"valor nacional" justipreciado en el dictamen de los dos 
peritos", correspondo —aceptando el criterio de la sen- 
tencia de primera instancia, no asi la deducción del 10 % 
que ella hace — decidirse por el propio cálculo de preeto 
realizado por la actora — en la meneionnda apreciación 
administrativa — , ya que lo ha sido sin condiciones y por- 
que constituye la base más firme para snatentar un pro- 
nunciamiento. 
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Sentencia del Juez Tbxuau 

Bueno* Aire*, noviembre 18 de 1948. 

Y visto»: este juicio seguido por la sociedad anónimo 
N. V. Albctam Bagger«n BoawnwatHcbappij (Compañía de 
Dragados y Construcciones) contra la Nación, por expropia- 
ción, del que 



Qwe según expresa la aetora, el 18 de agosto de 1944 «I 
Presidente de la Nación en Acuerdo General do Ministros, 
dictó el decreto n* 2L594 por el que se declaró de utilidad pú- 
blica la draga "A-B-32" matrícula argentina N' 1084, de su 
propiedad, con todo bu equipo y accesorios a bordo o en tierra 
para dragado o refoulado. El día 22 del mismo mea y año. un 
representante del Ministerio de Marina se incautó de la draga, 
sin intervención de lo» propietarios ni de su* representantes, 
por lo que éstos formularon la protesta correspondiente, por 
medio de uit telegrama y una nota dirigida al Ministerio eita- 
do. Bate procedimiento, que no se ajusta a las dispoBicioiies 
constitucionales ni legales, hace necesario la iniciación de e*te 
juicio para llepar a la solución jurídica que corresponda. 

No obstante cate proceder, el representante de la actora 
hizo saber a las autoridades navales qne estaba dispuesto a 
seeptaT la expropiación siempre que la cantidad que se le pa- 
gara fuera justa. Como en definitiva sólo ae le ha ofrecido 
* 360.000 bi/n. en concepto de total indemnixa*tón y no está 
de acuerdo con esa oferta, por considerarla muy inferior al 
valor de la draga y a los danos que su des posesión le origina, 
pide q¡ue ae declare operada la expropiación y se condene a la 
Naeión a pagarle el precio e indemnízae iones reclamadas, cuyo 
total resultara de la prueba que ae produzca. Pide también 
intereses y costas. 

Que en la audiencia que prescribe el art. 6" de la ley 
la actora ratificó su escrito de demanda y el Sr. Procurador 
Fiscal la contestó en representación de la Nación, pidiendo su 
rechazo, con costas y que se declara como justo precio y úniea 
y legítima reparación la cantidad que fuera ofrecida por el 
gobierno nacional y que ha percibido la actora. Sostiene a este 
respecto, que el precio fué fijado previa opinión técnica, te- 
niendo en cuenta que la draga fué construida en 1912; qne 
por su rendimiento no es comparable & una draga moderna; 
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que ha permanecido sin prostar servicios dorante más de cinco 
aBos, representando sólo pérdida» para sos dueños dorante ese 
tiempo; que el precio es adecuado al que ofreciera el 8r. Al- 
fredo B. Demarehi en junio d-e 1944, quien disponía de la draga 
por un convenio de alquiler y compra y finalmente que oay 
que realíxar grandes gamos de reparaciones y equipamiento 
para ponerla en condiciones de serrino. 

Niega expresamente que la actora tenga derecho a otra 
indemmttción que e-1 valor de la draga y accesorios y, por 
• consiguiente, a pretender el importe de utilidades de so ex- 
plotación. 

Considerando : 

Que las parles están de acuerdo en cuanto a la proceden- 
cia de Iff expropiaci6n y a la incautación de la draga por las 
autoridades navales y la actora ha reconocido a fs. 12, que 
desde el día 7 de marzo de 1945 tiene a su disposición la rems 
de $ 360.000 ra/n. que fué depositada a su orden por el go- 
bierno nacional. Queda así, como única eueatióo » resolver, la 
de fijar el monto de la indemnización a pegar a la expropiada 
ya que a este respecto no hay acuerdo de partea. 

Que existen serias dificultades para determinar el impor- 
te de esa índemniueion, derivadas de la naturaleza del bien 
expropiado y de los escasos elementos de juicio traídos a los 
autos. 

Que el gobierno demandado se funda, para sostener el 
precio ofrecido, en el dictamen de la comisión de técnicos del 
Ministerio d« Marina, que obra « fs, 20 del legajo de expe- 
dientes administrativos que corre por cuerda separada. Estos 
técnicos han valuado la draga con todo el equipo y loa elemen- 
tos de repuesto que posee en $ 300.000 y «i * 60.000 la tubería 
flotante y fija, los pontones y elementos aojiliawa para d ra- 
sado y refoulado. Para llegar a esta estimaoión se basan en 
oue su construcción data de 1912 y en orne si bien su estado 
de conservación en general es bueno ha sufrido el desgaste 
propio de loe anos que ha estado en servicio ; que sus caracte- 
rísticas no son comparables a las de urna draga moderna, cuyo 
rendimiento es considerablemente mayor j que utíUsa carbón 
como combustible, lo que influye deafavor abléntente en su eos* 
to; que para ponerla en condiciones de prestar servicios debían 
Yfectuáruele reparaciones y equiparla eon una cantidad comí 
dcrable de cables de acero, de muy elevado costo en ese mo- 
mento y qu« ha permanecido sin prestar servieios durante 

xois de cinco años, tiempo durante el cual sólo ba dado pérdi- 
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das a pü dueños. Finalmente citan como ant ece dente, la pro. 
puerta de venta hecha el 17 de junio de 1944 por Alfredo B. 
Deoaarehi por $ 400.000 »/u. 

Este informe se funda en consideraciones de orden general, 
lo que unido a su brevedad, deja una impresión poco convin- 
cente, sobre todo *i se lo contrasta con rl de la mayorfa de los 
perito» designado» en juicio, quienes dentro de las dificultades 
propias de la falta de antecedentes de operaciones similares, 
y de la naturaleza del bien objeto de la expropiación, ofrecen 
calculo*! aerím y razonados, fundados en lo que hubiera costado 
su conatnicci6n en la época de la desposeaión, tanto en el país 
como en el extranjero, menos la des-valorización producida por 
el uso» según normas seguidas por diversos gobiernos extran- 
jeros para indemnizar a los propietarios de buques requisados 
o hundidos durante la última guerra mundial. 

La consideración que hacen loa técnicos oficiales respecto 
al rendimiento de la draga, aparte de ser una mera Apreciación 
que no se funda en cálculos o que. por lo menos, no se los 
expone ni menciona, está desvirtuada con el informe pericial. 

A ft. 168 expresan los peritos que en el año 1944 no había en 

el país ningruna draga similar a la incautada ni capaz de rea- 
litar el mismo trabajo que aquélla: que si bien el Ministerio 
de Obras Pública» poseía una draga con cortador y era más 
moderna, no podía dragar a la profundidad de diez metros, 
como lo hace la incautada, y que ésta ha estado -trabajando 
ininterrumpidamente durante IB horas diarias en forma am- 
pliamente satisfactoria, produci-endo más de lo calculado. Por 
otra parte, parece razonable no exagerar lo referente a la an- 
tigüedad de la draga ni a »u pretendido reducido rendimiento, 
porque no puede creerse que se haya ofrecido a bou propieta- 
rios un precio tan elevado como el que se le* ofrecí», si ae 
tratara de un material de fan precarias condiciones. 

El empleo de carbón, que se invoca como un¡ desmedro 
frente ai la» modernas dragas que usan petróleo, es un Antece- 
dente también de valor relativo, pues en la época de la incau- 
tación era más bien una circunstancia favorable para el gobier- 
no adquirente, dada la escasez de petróleo en el país durante 
el transcurso de ta guerra mundial y si bien es cierto que 
también escaseó el carbón, pudo quemar leña durante todo ese 
tiempo, lo que permitió mantenerla en servicio con los Benefi- 
cios roiMiguienUs. 

Finalmente, cabe considerar que si bien es cierto que el 
ingeniero DeroSrchi ofreció en venta la draga al Ministerio de 
Marina por 9 400.000. por nota cuya copia corre a fs. 78. no 
se ha probado que estuviera autorizado para hacerlo por sus 
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propietario;;, cuya representante ha negado expresamente- la 
existencia de «a autorización al absolver posiciones a fs. 100. 
Así, pues, ese antecedente no tiene valor alguno para decidir 
el punto. 

Que no mejora la posición de la expropiante el informe 
de m perito cu estos autos, pues éste es también deraaaiado 
general y parte de busca erróneas, como son las de considerar, 

a los efecto» del cálculo del pt eio de costo por tonelada, no 

sol amenté lo pagado a los propietarios sino también lo gastado 
por el Ministerio de Marina, ya que esos gastos se han hecho 
respondiendo a sistemas y exigencias adoptados por ese Depar- 
tamento, pero qne no esta demostrado que fueran indispensa- 
bles para el uno a que se destinaba la embarcación, y que los 
otros peritos no reputan tales, por las rasones que dan a fs. 
1B9 vta. Otro errores el de tomar como elemento de compara- 
ción, el eosto dí dos remolcadores, que por su tipo y por el uso 
a «jue se los destina, son completamente diferentes «le una 
draga y no pueden servir para esa confrontación. 

Que si bien el informe de la mayoría de los peritos judi- 
ciales rstá, como antes, se ha dicho, razonablemente fondado, 
medía -una razón especia] y muy importante para apartarse de 
sus conchis-iones en cuanto al precio y es la presentación hecha 
ante las autoridades navales por el representante de la actora, 
ofreciendo las bases para una solución del diferendo existente 
a ese respecto. En esa presentación, que obra a fa. 50 del le- 
gajo de expedientes administrativos, se estiman los valores de 
las cañerías de refoulado y diversos elementos auxiliares, en 
forma coincidente con la estimación de loa peritos, menos en 
alanos rubros, como el pontón flotante con grúa, las anclas 
y el stock de repuestos, que la interesada avalúa en sumas 
inferiores a las de los peritos. En ese escrito se estima como 

precio razonable de la draga y todos sus elementos auxiliares, 

la suma de $ 650,000, de modo qne la indemnización no puede 
exceder de esa cantidad, ya que con ella la actora se considera 
debidamente compensada de la privación de la draga Consi- 
derando qué ese precio se pidió- como base para la negociación, 
lo que conforme a las prácticas habituales, no permite consi- 
derarlo como la verdadera estimación del valor, es prudente 
reducirlo en nn diex por ciento, teniendo en cuenta la» carac- 
terísticas de la embarcación, que antes se han analizado, y la 
época y condiciones excepcionales del mercado mundial cuan- 
do se efectuó la adquisición. 

Que s61o corresponde el pago del valor de los efectos ex- 
propiados, puett aparte de <(ue por el art. 16 de la ley 189 as 
prohibe tomar en cuenta ganancias hipotéticas, ningún otro 
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perjuicio hay que indemnizar ya que está debidamente proba- 
do que la draga ha estado fondeada en et arroyo Sarandf más 
de eineo años, sin prestar servicios ni producir utilidad alfruna 
a aus propietarios, a quienes sólo lia originado gastos. 

Por estos fundamentos, fallo; declarando definitivamente 
transferida al Estado Nacional Argentino la propiedad de la 
drupa "A.li-32" matrícula argentina N* 1084, eon lodo bu 
equipo y accesorios para dragado y refoulado, mediante el 
pago de * 585.00» m/n. Con intereses, a estilo de los que cobra 
el Banco de la Nación, sobre el total de la indemnización, des- 
de la fecha de la deRposesióu hasta el 7 de mareo de 1945 y 
BObre la diferencia entre roa auma y lo percibido por la actora, 
a partir de esa fecha. ÉSeu costas. — K. A. Ortiz Basualdo. 



Considerando: 

Que el Sr. Juez a-quo fijó la indcmnixaciAn de la draga 
y elementos auxiliares, objetos del presente juicio de expro- 
piación en * 585.000 m/n., apartándose del dictamen de la 
mayoría de loa peritos por considerar que la presentación 
efectuada por ta actora a fs. 50 de las actuaciones administra- 
tivas estimando el valor de aquéllos en 4 650.000 m/n. impedía 
acordar una suma mayor que esta última. 

Que et informe de los peritos de la actora y tercero, con 
el que disintió el perito del Fisco, hace un análisis razonado y 
fundado para contestar los cuestionario» de amoas partes y 
determinar el valor de los bienes que se incautó el -Gobierno 
Nacional. En él se relacionan los antecedentes de este juicio y 
se hace un resumen de los detalles, y características de la 
Draga "A.B.-32" Matricula Argentina N" 1084 y de loa ele- 
mentos auxiliares, a saber : a) el Pontón "A.B.-175" Matrícula 
Argentina N* 1108 ¡ b) material de repuesto y complementario 
y c) sistema de cañería. 

Los téenieos hacen presente primeramente que la disiden- 
cia entre ellos resulta de loa diversos criterios de valuación, 
provenientes de la falta de normas concretas aplicables al caso, 
y d* la imposibilidad de aplioar el método comparativo con 
otras embarcaciones del mismo tipo, por no existir en el país 
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en la. fecha de la incautación (22 de agosto de 1944) dragas 
imiaJt-s o de análtigns característieas. nueras ni usada», ni tam- 
poco poderse obtener del extranjero informai-ión por la para- 
lización total de IranRaceioiiew por cansa <le la fruerra, 

A¡ contentar el pnnto 1° del cuestión a río de la parte ae- 
tora, los peritos de la mayoría dividen 1») el valor de cons- 
trucción en: a) valor nacional, b) valor ínter nacional por 
tonelada de desplazamiento o de registro neto; 2*) deducen el 
valor de nuevo a u¿¡ado y 3») el -valor de romereializHeión. Al 
analizar el rubro "valor nacional" consideran factible la cons- 
trucción del pase*, en astilleros del país, teniendo eu cuenta que 
las máquinas y demás aéresenos no se fabrican aún, salvo las 
pieza* suelta» de aquellas, asimismo estiman los valorea de la 
tubería de descarga, de los flotadores y del pontón auxiliar 
que se pueden construir y se construyen aquí, fijando en re- 
sumen para el tasco, con las instalación es complementarias, 
máquinas, calderas, instalaciones auxiliares, máquina para cor- 
tadora y repuesto* e» $ 1.482.000 m/n. y para los accesorios 
de la draga en * 757.500 m/n., lo que arroja un total de 
* 1239.500 m/n. como "valor nacional". 

Para establecer el "valor internacional" y ante el desco- 
nocimiento en el mercado mundial de un precio uniforme, han 
tenido en cuenta el presupuesto del Astillero Industrial Trad- 
ing Corporation "Holland" de La Haya <fs. 171-172) obte- 
nido por la actor*, y ; I que el perito tercero considera feha- 
ciente. 

Con referencia a dieho presupuesto, visado por el Cónsul 
Argentino y legalizado por el Ministerio de Relaciones Exte- 
riore» y traducido, hacen notar los técnicos, que formando en 
eaa época los astilleros de Holanda un Consorcio controlado 
por et Gobierno, el presupuesto de uno de ellos es válido para 
los se» principales que aa dedican a la construcción de embar- 
caciones. Teniendo en cuenta dicho presupuesto para una dra- 
ga similar a la "A.B--32'*, sus cañería», repuestos, cable», ete., 
costaría ese entonces 1.290.000 florines, que en el cambio, 
no oficial de esa época, ascendería a * l.ftSñ.OOO m/n., a lo 
que habría que sumar el transporte dtsde Rotterdam a Buenos 
Aires-, seguro y demás gastos, lo que arroja un total para la 
draga y accesorios de $ 3.082.500 m/n. 

Asimismo se estima el valor de su construcción en el mer- 
cado mundial de 1.000 dóllars (U.S.) por tonelada que calcu- 
lado el dallar al cambio de $ 4,22 m/n., ascendería a 2.823,160 
pesos m/n., a lo que habría que agregar el costo del trans- 
porte, sppuro. etc.. desde el astillero eitranjero al puerto de 
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Para establecer el "valor deducido de nuevo a usado*' y 
itaronoeiéndoRf pn el país refrías generales aplicadas a rrabar. 
«aciones, ademan de que esta» varían de acuerdo a loa trabajos 
de conservación y reparaciones efectuadas periódicamente a 
las mismas, los peritas tienen en cuenta las normas adoptadas 
por los países beligerantes al finalizar la última contienda 
mundial, para indemnizar a loa propietarios de buquea requi- 
sados o hundidos, de acuerdo a la escala -que se menciona a f». 
164, establecida entr-e otras, por el Gobierno Holamh'n y que 
arroja para la draga expropiada, ron antigüedad de 32 años, 
un 47 % de dcsvaloráaeión. que aplicado al -"valor nacional" 
da como resultado $ 1.186.935 m/n. y al "valor internacional" 
• 1.633.725 na/n. 

Los peritos de la mayoría consideran que el precio venal 
de la mi«raa en «1 momento de su incautación era superior a) 
"valor nacional" de * 1.186.93!) m/n. de acuerdo a la ley de 
ía oferta y la demanda, teniendo en cuenta que a esa fecha no 
existía en e! país en venta ninguna draga del tipo de la 
"A.n.-32 M . ni era posible adquirirla en el extranjero, por lo 
que llegan a determinar el "valor de comercialización" de Iws 
bienes expropiados en $ 1.346.282 m/n., que representa el 
"valor nacional" aumentado en Tin 5 %. 

AI contestar el punto 4» del cuestionario de la artora sos- 
tienen los técnicos que desde su incautación, después de algu- 
nas reparaciones y modificaciones efectuadas en la misma por 
el Ministerio de Marina para adaptarla a so sistema de tra- 
bajo, se encuentra funcionando en forma continuada con dos 
turnos de personal o sea durante 16 horas diarias, en el dra- 
gado de la Dársena de alistamiento del nutro Arsenal de Río 
Santiago. Al contestar el punto l 9 de la demandada expresan 
que la embarcación, debido a la oseases de carbón ha quemado 
leña, lo que no deja de ser una ventaja en nuestro país y en 
el caso de que se deseara utilizar como combustible el petróleo 
es factible su adaptación, para lo que se requiere transformar 
sus carboneras en tanques de petróleo, en la misma forma que 
!o ha hecho el Ministerio de Obras Públicas en la mayoría de 
au* embarcaciones de construcción antigua. 

En lo que respecta a las reparaciones efectuadas por el 
Ministerio de Marina, consistentes en la construcción de aloja- 
mientos adicionales en la misma, conceptúan que no son indis- 
pensables, pues trabajando la draga a mas de un tumo su 
personal, no puede vivir en la misma por el ruido que produce 
y por otra parte los trabajos no alteran ni modifican la efi- 
ciencia técnica de ella. 
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En el informo en disidencia del perito del Pisco, se justi- 
precia la Draga con todo su equipo, instalaciones, accesorios y 
repuestos en $ 396.000 m/n. 

Que descartado el dictamen del perito de la demandada, 
por no ser convincente por las rasones dadas por el Sr. Jue* 

a-quo a fs. 189 vta.. correspondería aceptar el de la mayoría, 
por encontrarse ra sonablemente fundado y porque en él se 
analizan detalladamente todos Jos antecedentes necesarios para 
■establecer el justo precio de los bienes, a lo que cabe agregar 
que la 1er 13.264 autoriza la prueba pericial cuando se trate 
do bienes que no sean raíces mediante la designación de un 
perito fínico de oficio, en substitución de la actuación del Tri- 
bunal de Tasaciones (art. 1G. 2» apartado) y euyo dictamen 
en esle vaso ha sido corroborado a su vez por el perito de la 
parte actora. 

Que la estimación de loa bienes expropiados formulada a 
fa. 50 de las actuaciones administrativas en $ 650*000 no 
autorizaría a esta Cámara a fijar la indemnización a acordarse 
en una suma superior a ella, pero teniendo en cuenta que a 
fs. 71 de esas actuaciones, la firma actora dejó a salvo sub 
derechos para promover las acciones que legalmente le corres- 
ponden y que al deducir el presente juicio solicitó se le indem- 
nizase remitiéndose al resultado de la prueba, por ello y por 
considerar que la aludida estimación viene a debilitar la pe- 
ricia de los tóenteos de la mayoría, el Tribunal considera justo 
y equitativo, de acuerdo a los antecedentes relacionados, esta- 
blecer el precio, con criterio ecléctico en la diferencia entre la 
estimación administrativa y el "valor nacional" - justipreciado 
en el dictamen concorde de loa dos peritos, por ser el com- 
prensivo del valor objetivo del bien, de acuerdo al art- 11 de 
la citada ley. 

En su mérito, se confirma la sentencia apelada de fs. 188/ 
191 en cuanto declaró definitivamente transferida al Estado 

Nacional Argentino la propiedad de la draga "A.6V82", ma- 
trícula argentina N* 1084, con todo su equipo y accesorios para 
dragado y refoulado y se la modifica en cuanto a la suma que 
deberá abonarse y que será la necesaria para completar la de 
9 918.467 m/n. que se fija por total indemnización con mas 
los intereses al estilo y en la forma indicada a ta. 190 vta. t y 
las costas de ambas instancias a cargo de la demandada. — 
Maximiliano Ctmsoli — Abelardo Jorge Montiel — Romeo 
Femando Cimera. 



tli 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



PAMiO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de abril de 1951. 

Vistos los autos "Soe. An. N. % Albetam Bajrger 
en BouwnimatKchappij, Cía. de Dragados y Construc- 
ciones c.j Gobierno de la Nación e.\ expropiación", en 
lo» que «e ha concedido a fa. 201 el recurso ordinario 
de apelación. 

Considerando : 

Que el recurso ordinario de apelación concedido 
a fs. 291, a In parte demandada, es procedente de acuer- 
do con lo dispuesto por el art. 3*, inc. 2* de In ley 4055 
y con la jurisprudencia de esta Corto Suprema (Fallos: 
216, 91 y 519). 

Que en estos auto;, la sentencia lia sido recurrida 
por la i>arte demandada. 

Que e| perito de la actora y el tercero designado 
de oficio informan conjuntamente y llegan a una sola 
estimación del valor que atribuyen al bien objeto de 
este juicio (fs. 157). El perito desigpiado a propuesta 
de la demandada arriba a otras conclusiones por lo 
que suscribe, en disidencia, su propia peritación, fs. 
175. 

Qne la sentencia apelada descarta ct dictamen del 
perito de la demandad» por no conceptuarle convincen- 
te y dice qno cor responde ría aceptar el de la mayoría 
por encontrarle razonablemente fundado pero, tenien- 
do en cuenta que la actora estimó loa bienes, en las ac- 
tuaciones administrativas, en í 650.000, considera que 
dicha estimación "viene a debilitar la pericia de loe 
técnicos de la mayoría" y resuelve establecer el precio 
"con criterio ecléctico en la diferencio entre la estima- 



ción Administrativa y el "valor nacional" justipreciado 
en el dictamen concorde de los dos peritos". 

Que la mencionada apreciación de fs. 50 del expe- 
diente administrativo dice textualmente; ** resulta pac» 
de estos cálculos que la draga con su equipo completo 
representa fácilmente un valor do $ 650.000". No queda 
duda alguna de que el valor total que la actora atri boyó 
en esa oportunidad a los bienes motivo de la expropia- 
ción era el de esa suma. Ea exacto que a fs. 71 existe 
otra presentación, de carácter administrativo, de la 
actora manifestando disconformidad con el precio de 
t 360.000 que el Pisco le ofrece y dejando a aalvo su 
derecho para promover las acciones que legalmente le 
correspondan, lo que podría interpretarse, a la vez, co- 
mo un retiro implícito de la eantidnd en que la misma 
parte había justipreciado el bien, pero siempre queda 
como elemento necesario c importante de juicio ese va- 
lor señalado espontáneamente por la interesada. La 
oportunidad y la forma en que la actora estimó el valor 
de la draga descartan la soapecha de que hubiese cita- 
do e»a cifra con el solo fin de transigir o terminar en 
ese momento con el diferendo y que, después, la oferta 
quedaría sin efecto, toúc Jo contrario, la estimación 
fué presentada sin condiciones, por lo cual correspondo 
tenerla en cuenta en este pronunciamiento. 

Que todos los fundamentos aportados por los pe- 
ritos de la mayoría no son suficientes para conmover 
ese decisivo antecedente emanado de una expresión vo- 
luntaria y libre de la actom que -viene a proyectar una 
intensa luz en lo que la sentencia de primera instancia 
considera como serias dificultades para determinar el 
importe de la indemnización, derivadas de la natura- 
leza del bien expropiado y de los escasos elementos de 
juicio traídos a los autos. 

Que, en consecuencia de los precedentes cotoide- 



27a 



FAM.OS DE hÁ Í'OBTK SUPREHA 



ramios, la base raás firmo para sustentar un pronun- 
ciamiento es el propio cálculo de precio realizado por 
]« actora. Por ello eate Tribunal acepta el criterio do 
la sentencia de primera instancia, aunque sin deducir 
«1 10 % que ella estima legítimo por la» razones que 
«apone. 

Por tanto, ae modifica la sentencia recurrida fi- 
jándose como suma que deberá pagar la demandada la 
necesaria para completar la de seiscientos cincuenta 
mil peso» moneda nacional con sus intereses a estilo 
de los que -cobra el Banco de la Nación Argentina, con- 
firmándosela en lo demás. Las costas de primera ins- 
tancia a cargo de la demandada y las demás por su 
orden n mérito del resultado de la última apelación. 

Luis R. Loxohi — Tomás D. 
Casabes — Felipe Saktiaoo 
Pérez — Atilio Pbssaoito, 



ADMINISTRACION ORAL, DE VIALIDAD NACIONAL 
t. HARIA DELFIN A VICENTE DE OALBE 

EXPROPIACIOX: Indemnización. Determinación del valor real. 

Para la determinac-ifiii del precio del inmueble expropia- 
do, no corresponde atenerse a la estimación formulada 
por el Tribunal de Tasación» de la ley 13.264 — pesos 
25.557,73 m/n — y ai a lo solicitado por la expropiada en 
su escrito de responde, donde expresa: "el valor de mi 
propiedad alcanza a la Ruma de veinte mil peso* que re- 
clamo", sin que a ello sea. óbice el SRregado de sujetar 
esa cantidad a lo que en más o en menoa reaulte de ta 
prueba; no pudiendo, tampoco, tener el efecto de modifi- 
car las bases miera aa sobre las males se ha planteado el 
diferendo motivo de las actuaciones, la conformidad pres- 
tada posteriormente ron la tasación del aludido organismo. 
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Sentencia del Juta Federal 

Buenos Aires, febrero 25. del Ano del Libertador General San 
Martín, 1950. 

V viatoa : Para sentencia esta cama seguida por la Admi- 
nistración General de Vialidad Nacional contra María Delfina 
Vicente de Galbe, sobre expropiación, de la que 



1*) Se presenta la actora a fs. 11 y entabla demanda por 
expropiación del terreno sito en la localidad de Florida —Par- 
tido de Vicente I/ipez, Provincia de Buenos Aires — Circuns- 
cripción I k Sección Parcela 133 dé la Manzana 89, según 
catastro, y lote 17 de la fracción V. según título. Espresa <tw 
las bastiones oxtrajudieiaíes fueron infructuosas y pide ea 
consecuencia que previos los trámites pertinentes se dicte 
oporttr ñámente sentencia disponiendo la traslación del domi- 
nio del bien a favor del Estado Nacional Argentino. 

2») En el aeto de la audiencia dispuesta a los fines del 
art. 6* de la ley 189, manifiesta la demandada que el valor de 
la propiedad alcanza a la suma de $ 20.000.— m/n., o lo que 
en más o menos resulte de la prueba. 

Y considerando: 

Que según resulta de autos los perito» designados por las 
partes fijaron de común acuerdo en la snma de * 21.982,67 
m/n. el valor del bien expropiado y de sus mejoras, y poste- 
riormente el Tribunal de Tasaciones estimó este valor en 

* 25.567,73 m/n. 

Que en oportunidad de contestar la demanda, la deman- 
dada reclamó en pago de su propiedad la suma de $ 20.000 
m/n., o la que en más o e» menos resulte de la prueba. 

Que conforme lo ha resuelto la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación (Palios: 202, 81) no mediando en autos circuns- 
tancias que permitan atribuir a ignorancia o premura la esti- 
mación efectuada, carece de efectos el remitir dicha estimación 
a lo que resulte de la prueba, por cuyo motivo sólo cabe con- 
denar a la actora al pago de la suma de ♦ 20.000 m/n. (D. J. 
A., n° 4036). 

Por las cQuaideracionefi que anteceden, fallo; Declarando 
transferido a favor del Estado Nacional Argentino el dominio 
del inmueble sito en la localidad de Florida — Partido- de Vi- 
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ccnte Upec, Provincia «le Bueno* Aire*— Circunscripción II, 

Sección D, Parcela 139 de la Man sana 89, según catastro, y 

lote 17 de la fracción V., éegtin titulo, mediante el pago de la 
suma de * 20.000 m/n. en concepto cíe total indemniwción 
por el ¡nmuehlt* expropiad" y hus mejoras. El raido de precio 
a paitar que asciende a $ 9.300,58 m/n. deberá oblarse dentro 
del término de treinta días con intereses al calilo de loa que 
cobra el Banco de la Nación Argentina a partir de la fecha 
de la desfMMCRión y las costas del juicio. - José Sartorio. 



Sentencia nc i.a Cámara Faunai. 

Bueno* Aires, julio 5, Año del Libertador General ^an Martín, 
1950. 

Considerando: 

Que la sentencia «V primera instancia fttfi consentid* P° r 
la actora en lo principal decidido y apelada únicamente por 
la demandfidA (fs. 111). 

Que el 8r. .Titea a-qno se aparto de la tasación efectuada 
por unanimidad por el Tribunal de Tasaciones, con exclusión 
del representante del expropiado, y fijó la indemnización en 
la «urna de * 20000 m/n. que habla sido reclamada por el 

niettrio al contestar la demanda y que no obstante haber 
tido la estimación a lo que en más o menos resultase de 
la prueba, ello no impedía establecer- el justo precio en la 
aludida suma, conforme al criterio de la Corte Suprema sus- 
tentado en el caso registrado en el t. 202. pág. 81 de su colec- 
ción de Fallos. 

Que este antecedente no resulta de aplicación al svbliU. 
pues en ¿I la parte expropiada que era la adora demandó a la 
Provincia de Córdoba por expropiaeiSn indirecta reclamando 
en au escrito rfe demanda entre otras indemnitacione», la co- 
rrespondiente al valor de la destrucción de agitada» que estimó 
en una cantidad determinada o la que en más o menos fijen 
perito», mamffMtaeifin que no constituyó obstáculo para limi- 
tar la Corte el resarcimiento a 1« suma pedida, "con tanta 
mayor razón, cuanto que en la especie no median circunstan- 
cias que. autoricen a atribuir a ignorancia o premura la can- 
tidad reclamada" (Considerando VIH). 

Que en loa presentes antea, on cambio, la expropiada y 
demandada a su ves. reelamó en el escrito presentado en la 
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audiencia respectiva la suma de $ 20.000 m/n. por bu propie- 
dad sujetándola a lo que en más o menos resulte de ta prueba 
y en el punto .V del petitorio de fs. 19, solicitó se díctase 
sentencia condenando h !ji a*- tora "al pago del que reclamó 
o del que en más o en menos resulte de la prueba? 1 . 

Que el Tribunal de Tasaciones i usó por unanimidad el 
inmueble expropiado en $ 25.55-7.73 m/n. (acta de fs. 98) 

y si bien en él no se encontraba presen fe el representante del 

expropiado, no lo- es menos que este último aceptó di-cha tasa- 
ción y pidió se dictas* sentencia condenando a la expropiante 
al pago de esa suma (fs. 105/106) lo que configura la situa- 
ción a que hace referencia el fallo de la Corte Suprema re- 
caído en la causa: "Dirección General de Ingenieros v. Mar- 
celino Muslo" (t. 214, pag. 439). 

Que por ello y teniendo en cuenta la forma alternativa de 
la estimación del propietario, determina a este Tribunal a 

fijar la indemnización a acordarse en la suma establecida por 

el aludido organismo, modificando así el pronunciamiento 
recurrido. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada de fs. 110 
en cuanto declaró transferido a favor de la actora el dominio 
del inmueble expropiado y se la modifica en lo que respecta 

a la suma que manda pagar y que será la necesaria para 
completar la de * 25.557,73 m/n. con tnas los interese* desde 
la fecha de la des posesión y las costas del inicio. — Maximi- 
liano Consoli — Abelardo Jorge Montiel — Borneo Fernando 
Cámra, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de abril de 1951. 

Vistos los autos; "Administración General de Via- 
lidad Nacional e.| Vicente de Galbo, María Delfina s.| 
expropiación" en los que a f». 140 esta Corte Suprema 
declaró procedente el recurso ordinario de apelación. 

Considerando : 

Que el recurso ordinario instaurado por la actora 
ha sido declarado procedente por esta Corte Suprema 

a fa. 140. 
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Que la sentencia funda su pronuncia miento en e! 
hecho lio eatar valuado o! inmueble objeto de! juicio de 
expropiación en una a-uma aceptada por la unanimidad 
de tos miembros del Tribunal de Tasaciones de la ley 

¡8» títaéi 

Que la mención; en el fallo, de lo resuelto por este 
Tribunal en la cansa "Dirección jGcneral de Ingenieros 
e.l Marcelino Mnsto" (Fallos: 214, 439), hace necesarko 
puntualizar las diferencias existentes con el sub-exa- 
mcn. En aquella sentencia la parte expropiada solicitó 
como indemnización ana suma superior a la que fijara 
el Tribunal de Tasaciones. Fué en razón de ello que la 
Corte Suprema resolvió que, habiéndose expedido por 
unanimidad el organismo creado por la ley N* 13.264, 
no cabía, en principio, fijar judicialmente un precio dis- 
tinto de esa tasación. Con la sentencia no se sobrepasó 
'as pretcnsiones de la demandada sino todo lo contrario: 
fueron reducidas. En cambio, en el presente se otorga- 
ría más de lo que solicitó la demandada. 

Que la anterior afirmación surge de la lectura del 
escrito de responde de la demandada, fs. 18, donde, tex- 
tualmente, esa parte dice: "el valor de mi propiedad 
alcanza a la suma de veinte mil pesos que reclamo Es 
cierto que agrega sujetar esa cantidad a lo que en más 
o en menos resulte de la prueba» pero esto no quita que 
el valor redamado al firme sea la suma expresada. Es 
lo que el Tribunal resolvió en otra oportunidad soste- 
niendo que la sola remisión a lo que "en más o en me- 
nos fijen los peritos", no es obstáculo a la limitación 
del resarcimiento a la suma pedida (Fallos: 202, 81, 
causa: Silvia de la Plaza de Castañeda Vega cj Pro- 
vincia tle Córdoba, considerando VIII). La oonfOMnidad 
prestada posteriormente con la tasación del Tribunal ya 
mencionado no puede tener el efecto de modificar las 
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bases mismas sobro I-as cuales se h¿ planteado el dife- 
rcDdo motivo de estas actuaeioaea. 

Por tanto, se modifica parcialmente la sentencia en 
*'l sentido de que la actorn sólo debe abonar, en concepto 
de total indemnización, la suma de veinte mil pesos y 
so la confirmo, en lo demás. Las costas de primera ins- 
tancia a cargo de la actora y las de segunda y tercera 
instancias por su orden, a mérito del resaltado de la 
apelación. 

Luis B. Lonohi — Tomás D. 
Casares — Fblipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessaojto. 



NACION ARGENTINA v. ERMARI 8. R. L. 
FXPROPTACIOS: Imdemmncián. Dctermmaci&n a>l valor r*al 

Si la sentencia recurrida, partiendo de la base de que las 
valuaciones de loa técnicos y la del Tribunal de Taaa-ciones 
de la ley 13.264 responden a distintos procedí miente* y 
de que ello imposibilita una confrontación analítica d* 
las diferentes partid** examinadas en las respectivas pe- 
ritaciones, llega a la eoneluai&n de fijar el precio del in- 
mueble eipropiado con un "criterio ecléctico", y ai el 

perito de la demandada manifiesta que el informe del 
mencionado tribonal es un trabajo serio, e inobjetable 
' el watern» que se ha seguido para efectuar la tasación, 
teniendo la seguridad de que igual concepto deben mere- 
cerle los estudios de las diversas tablas de coeficientes 
aplicadas, corresponde que la Corte Suprema acepta el 
coeficiente de cuadra aumentado por el Tribunal de Ta- 
saciones —al tomar en cuenta la observación del aludido 
experto— ya que no exÍBten razones que justifiquen el 
apartamiento del punto de vista de aquel organismo sobre- 
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tiXPROJ'IACIQS : Indemnización. Olro$ daños. 

Atento lo dispuesto por el art. lt de la ley 13.234, la in- 
demniiación debida- al propietario expropiado debe com- 
prender la suma por él abonada al ex portero del inmue- 
ble objeto del juicio- — que se consideró dwiwdido— . hecho 
que ha sido probado con la contestación al oficio librado 
al respectivo Juzgado del Trabajo. 



Buenos Aires, mayo 9, Año del Libertador General San Mar- 



T vistos: Ruto» autos seguido* por el Fisco Nacional con- 
tra Ennari S. R. L, sobre expropiación, de cuyo estudio re- 
sulta: 

I. Que a fs. 10 se presenta el Sr. Procurador Fiscal de- 
duciendo demanda contra la finaa firman S. R. h. por «- 



inscripción de dominio se indican en el decreto del P. E. N. 
31.889 que se acompaña. 

Ofrece la ¿urna de $ 241309 ra/n. como justo precio y 
total indemnísación. Suma que se amplía a fs. 216 con el 
deposito complementario de * 213.000 m/n., lo que hace un 
total de * 464.200 m/n. como preño total ofrecido. 

II. Señalada la audiencia — fa. 23— que establece el 
art. 6» de la ley 189, entonces vigente, la actora reproduce lo 
manifestado en el escrito de demanda. Ofreciendo como prue- 
ba de «tu marte las constancias administrativas agregadas y 
proponiendo la designación de un perito tasador de su pane. 

A su vez, la expropiada da por reproducidos los términos 
del eacrito agregado a fa, 32, donde ae cuestiona la inconatitu- 
cionatidad del art. 6» del decreto 17.920, invocado en la de- 
manda p*ir la actor», en cuanto limita la prueba pericial. 
Acepta la posesión de urgencia decretada, con la expresa sal- 
vedad de "no innovar" hasta tanto se realicen taa taaaeioneg 
propueetaa y demostrativas del valor real del inmueble. Pro- 
pone perito tasador de su parte y puntos sobre los que deberá 
expedirse. Manifiesta su disconformidad con la suma consig- 
nada y en el Cap. 5» de dicho escrito establece cuál es, a su 



Sentencia del Juez Federal 



tm, 1950. 




DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



juicio, el verdadero valor del terreno y edificio expropiad», 
reclamando la cantidad de * 918.500 m/n. por el terreno y 
$ 600.000 m/n. por el edificio, lo que totaliza la suma «le 

$ 1.518.500 m/n.. más la indemnización qne estatuye el art, 

2511 del 060. Civ. 

III. Nombrados los peritos propuesta! a fs. 43 y no ha- 
biéndose puesto de «cuerdo en cuanto al valor del inmueble, 
w procede a la designación de nn perito tasador tercero a fs. 

IV, Producida por las parte» la prueba ofrecida, se re- 
quiere a fe. 290 v ta- el informe del Tribunal de Tasaciones 
a que se refiere el art. 31 de la ley 13.264, habiéndose este 
expedido de fs. 343 a fs. 375, con lo que se llamó autoa para 
sentencia a fa. 433 vta. 

y Considerando: 

I. Que según se desprende de lo relacionado precedente- 
mente, la expropiada al contestar 1» demanda (fs. 32) plantea 
diversas cuestiones relativas a la aplicación de disposiciones 

del régimen legal entonces vigente, acerca de lo mal es obvio 

pronunciarse en virtud de lo dispuesto por el art. 33 de la 
ley 13.264, que deroga toda» las disposiciones de otras leyes 
que se opongan a la misma. Plantea asimismo su disconformi- 
dad con respecto a la suma consignada en autos en concepto 
de justo precio del inmueble expropiado, cantidad que a aa 
juicio estima y reclama en la snma de $ 1.518.500 m/n., con 
más la que se fije en concepto de indemnización especial de 
acuerdo a lo dispuesto en el art. 2511 del Cód. Civil. 

* II. Que planteada en estos términos 1* litis, se procede 
primeramente a fijar el justo precio del inmueble que se ex- 
propia. A tal fin debe tenerse en cuenta como elementos pro- 
batorios, las tasaciones de los peritos designados a propuesta 
de partes y la realizada por el Tribunal de Tasaciones. 

Así, pues, tanto el Ing. Repetto, perito de la demandada, 

como el tercero nombrado de oficio por el Juzgado, Ing. Agote 

Robertso», de común acuerdo tasan la finca expropiada en 

3 1.100.566,50 m/n. (fs. 244 vta.) ; el perito de la parte aetora, 
arquitecto Grossi, le asigna nn valor de s) 718.631,85 m/n. 
(fs. 244 vta.) y por último el Tribunal de Tasaciones fija el 
precio en la snraa de * 911.321,78 m/n. (fa 374). 

Ahora bien, de las valuaciones mencionadas la mis baja 
es la del perito de la actora, cuyo precio asignado, del simple 
cotejo ae desprende que no se ajusta a Ift realidad, pero no 
puede desconocerse que se trata de un estudio meticuloso, ojne 
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demuestra la tendencia dé m autor de poner al alcance del 
juzgador, dentro de lo posible, U dilucidación de loe conoci- 
raientos especificas, simplificando asi el análisis campar at i vo 
de valore* con relación a las otra* pericias rendidas en autos. 

Asi. pues, la estimación del preeio reatixada en conjunto 
por el perito tercero y el de la demandada arroja una diferen- 
cia con la del Tribunal de Tasaciones de $ m/n. 189.244,72. 
Cabe puntualizar en lo posible en qué estriba esta diferencia, 
debiendo tener en cuenta las conclusiones de las mismas, como 
la* objeciones, planteada* por el representante de la expropia- 
da dentro del expresado Tribunal. 

III. Que dicho cato, previamente cabe destacar que para 
establecer el precio de una eapropiaeión coinciden en adoptar 
el conocido método comparativo de vclores de ventas realiradas 
en la sona del bien que ae expropia 'v. planilla» de fs. 214, 
216, 233, 367 y 368), pero discrepan e,-» base- a los índices di 
valoración y coeficientes de desvaloración. 

Así pues, entrando a considerar la discrepancia planteada 
a fs, 363 por el representante de la demandada ante el orga- 
nismo tasador, tenemoa que n presa laa aipnientes objeciones; 
Primero, con respecto al coeficiente de ubicación de $ 0,80 
"según cuadra" que se aplica sobre el "lote tipo" de la calla 
Bnipacha al 400 (r. planilla de fa. 368),^ por considerar, entre 
otros argumentos, qne sí bien esta ubicación tiene un alto 
valor comercial, la del bien en expropiación de Cerrito al 500-, 
presenta mayores posibilidades de evo-lncion por tratarse de la 
avenida mas ancha de la ciudad. Objeción que dicho Tribunal 
encontró atendible por cnanto resolvió' fijarlo en $ 0,85, que- 
dando reducido el valor encontrado por unidad en * 2.011.78 
nt*. (v. fa. 378 y 374). Segundo: al coeficiente sobre medidas 
de 0.688. lo estima excesivo, diciendo en síntesSs qne la pérdida 
de superficie en ratón, del fondo exagerado (60,23 nata) y con 
reducido frente (7,84 mta.) puede ser equilibrada con ls rea- 
lización de una planta baja bien lograda. En este aspecto, el 
suscripto considera acería dan las conclusiones del perito G roasi 
(fs. 237 i*;) en el sentido de qne un lote con tatas medidas 
irregulares, aproximadamente una tercera parte de su super- 
ficie no es aprovechable por exigencia del Código de 3a Edifi- 
cación de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires. 
Evidentemente, esta circunstancia influye para desvaíorisarlo. 
Tercero: impagna también loa coeficientes de 0,60 en concepto 
de vejes y el de 0,80 por deficiencias de plano, que se aplica 
sobre el cálculo del valor unitario del edificio tomando como 
preeio de reposición a nuevo, $ 5O0 el m* Objeción que refe- 
rente al ultimo concepto el suscripto encuentra acertada, ya 



DB JUSTICIA SE LA NACIÓ» 287 

que como dice, la deficiencia de plano ea una consecuencia d« 
las medidas anómaian del terreno, desvalen ración tenida en 
cuenta al ya aplicarse el coeficiente de variación del precio 
según las medidas del mismo. Coarto: por ultimo referente 
al coeficiente de 0.85 que se asigna en concepto de ocupación, 
comidera que si bien las propiedades arrendadas en ratón de 
las leyes de prórroga, congelación y rebaja da alquileres han 
sufrido una sensibJe depreciación en el mercado inmobiliario, 
no ea razonable que se esgrima esta, circunstancia a favor del 
Estado para desvalorizar las fincas expropiadas, máxime ai ae 
tiene en cuenta que las leyes antedichas no rigen para este, 
por lo que bien pueden considerarse libree de ocupantes. Te- 
nemos pues, que por aplicación de este coeficiente sobre el 
precio básico asignado al terreno, el mismo sufre una reduc- 
ción de * 96.785,96 m/n. <v. fs. 373). Objeción ésta, por las 
razones que la sustentan y en este caso particular, el suscripto 
la considera acertada. Al respecto-, la Cinara Federal de la 
Capital con fecha 3 de febrero de 1950. en el caso "Instituto 
Nacional de Previsión Social contra Gotlib Efraia", ha sus- 
tentado la doctrina que debe privar sobre éste ponto en el 
sentido de que. dado la naturaleza jurídica de loa juicios de 
expropiación "el coeficiente por ocupación" en la tasación 
correspondiente a eata clase de juicios, juega un rol secundario, 

al punto de que puede considerarse, en la mayoría de loa 

casos sin ninguna gravitación en la determinación del justo 
predique debe establecer el Estado expropiante (D. J. A., 

IV. Que de lo analiaado- precedentemente, es fácil co- 
legir en resumen qnc las divergencia» anotada* obedecen a los 
distintos sistemas que ae adoptan al apreciar loa factores de 
valorización y des? alor ilación del inmueble a expropiar y en 
consecuencia la diversidad de criterios y de justiprecios en 
la valorización integral de! mismo. 

Por locual y las consideraciones anteriormente expuestas 
el infrascripto decide adoptar un criterio transaccíona!, es 
decir partir la diferencia de *) 183.244,72 m/n, que arrojan 
las pericia» del Tribunal de Tasaciones (fs. 374) y la reali- 
zada en común por loa peritos Repello y Agote Robertaon 
(fs. 244 vta.), o mejor dicho que la mitad de la suma ante- 
riormente referida o sea $ 94.622,36 m/n. debe computarse 
a la valuación del expresado Tribunal y en definitiva fijar 
como justo precio- del inmueble expropiado la suma de 
$ 1.005.^44,14 m/n, 

V. Que por último, para decidir acerca de la indemni- 
zación especial que ae reclama, ea forcoeo tener en enenta en 
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primer término si se trata de un perjuicio derivado como 

consecuencia directa de la expropiación (art. 11 de la ley 
N» 13.264 y art. 2511 del Cod. Civil) y segundo si el perjuicio 

dafio causado He encuentra debidamente prohado en autos. 
De un somero análisis- se desprende, conforme lo manifiesta 
I« demandada a f«. 387, que el ex portero del inmueble expro- 
piado. José Antonio Paseual, como consecuencia de ta expro- 
piación Be ha considerado despedido de su empico y ha recla- 
mado y obtenido de an empleador "Ermari S. R. L." la can- 
tidad de * 10.670.70 m/n., por demanda ante el Juzgado N* 9 
de la Justicia del Trabajo de la Capital, todo lo cual consta 
a fs. 390 de esto* obrados. Que en suma, encontrándose pro- 
bado en forma indubitable «1 rubro reclamado y atento lo dis- 
puesto en el art. 11 de la ley de la materia, corresponde hacer 
Jugar a la indemmraoian por la eantidad referida o sea la de 

1 10.670,70 ra/D. 

VI. Que en cuanto a la suma de í 101,78 m/n. reclamada 
a fa. 387 m como reintegro de impuestos abonado» por el 
inmueble eapropiado en concepto de obras sanitarias, no se 
hace lugar por tratarse de la devolución de un impuesto y 

considerarse que debe ser reclamado en juicio aparte por vía 
de repetici&n. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando transferido por 
expropiación al Estado Nacional, el dominio del inmueble de 



propiedad de Ermari Sociedad de Responsabilidad Limitada, 
o quienes sean sus propietarios, aito en la calle Cerr ito N* 572/ 

74/76 de esta ciudad, cuyos demás antecedentes surgen de la 
escritora agregada a fa. 456 de autos, previo pago de la dife- 
rencia entre ta suma consignada en autos a críenla de precio 
y la de | 1.016.615, con más sm interven desde el día do la 
desposesión y las costaa del juicio. — José Sartorio. 



Bueno» Aires, 5 de julio, Año del Libertador General San 
Martín, 1950. 



Considerando: 

Que la sentencia de primera instancia ha sido apelada 
por el Fisco Nacional, en cnanto al monto de la indemiíiiación 
fijada (fs. 505) y por la demandada por considerar reducida 
la suma establecida Mmo precio del inmueble (fs. 504) habieo- 
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do solicitado esta última ante esta instancia la modificación 
de aquél y la confirmación de lo demás decidido. 

Que en lo que respecta a esta cuestión esta Cámara pom- 
parte el criterio ecléctico sefruido por el Sr. Juei a-q*o al 
fijar la ¡ndcronúsación por el inmueble expropiado, estable- 
ciendo el valor del mismo, en el estimado por el Tribunal de 
Tasaciones más la mitad do la diferencia entre este último 
y el justiprecio uniforme de los peritos del expropiado y 

Que éste, por otra parle. fue el criterio scRuido por el Tribu- 
nal al decidir en tos autos "Instituto Nacional de Previsión So- 
cial contra Ootlib Efraín anbre expropiación'' «13 de febrero 
último y si bien en ese antecedente existía tasación conformo 
de los peritos de parte, a diferencia del presente, no lo es 
menos; que tanto en aquel como en Sste. se advierte que laa 
tasaciones responden a distintos procedimientos dé valuación, 
lo que imposibilita una confrontación analítica de las distintas 
partidas examinadas en los respectivos peritajes. 

Que independientemente de ello, esta Cámara estima que 
el coeficiente por ocupación fijado en 0.&5 por el organismo 
tasador ea reducido ya qne como se dijo en el caso de Gotlib 
y eita la sentencia recurrida: "Dada la naturaleza jurídica 
de la expropiación el aludido coeficiente en la tasación corres- 
pondiente a esta clnse de juicios juega un rol secundario, al 
punto que puede considerarse, en la mayoría de loa casos, sin 
ntnjruTia trravitaeión en la determinación del justo precio que 
debe Ratisíaeer el Estado expropiante". 

Que por ello y teniendo en cuenta la ubicación del in- 
mueble el Tribunal considera equitativo, aumentar en un 5 fo 
el coeficiente de ocupación, que viene así a resultar el 0.90. 
como se decidiera en juicios análogos y cuyo aumento repre- 
senta la suma de * 32.261,98 en/n. 

Que la indemnización acordada al demandado, de. pesos 
10.670.70 m/n. en concepto de lo que se mandó pagar por 
sentencia, en el juicio promovido contra aqui'l por el encargado 
del inmueble Cerrito 576, es procedente, en virtud de lo dis- 
puesto por el art. 11 de la ley 53.264 y 2511 del Cód. Civ. 
y ha «ido probado con la contestación al oficio librado al 
Jugado <le Trabajo N» 9. corriente a fs. 389 y 390, por lo que 
corresponde confirmar el pronunciamiento recurrido *n eata 
parte. 

En sn mérito y por su* fundamentos «encordantes se con- 
firma la sentencia apelada de fs. 487 a 491 en cuanto declaró 
transferido a favor del Estado Nacional el dominio del in- 
mueble expropiado, y se 1» modifica respecto a la suma que 
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previo a ello deberá abonarse y que seré la necesaria para 
completar Ib de $ 1.048.876.82 m/n., «ron mas bus intereses 
desde el día de la desposesión y la* coetas de ambas instancias. 
— Maximiliano Consol*. — AbfUtdo Jorge MmHel. — Romeo 
Fernando Cámera. 



FALLO DE LA fOKTK SUPREMA 

Bueitos Airea, 25 de abril de 1951. 

Visto» los ñutos: "Fisco N'acional 0¿] Ertnari 8. B. 
L. s.| expropiación", en los que a fs. 5*1 esta Corle Su- 
prema lia declarado procedente el recurso ordinario de 
apelación. 

Y considerando: 

Que esta Corle Suprema lia declarado procedente 
«1 recurso ordinario promovido por la parte actora (fs. 
541), habiendo consentido el fallo la demandada. 

Que la sentencia recurrida, partiendo de la base de 
que las valuaciones de los tóemeos y la del Tribunal de 
Tasaciones de Ta ley 13.204 responden a distintos pro- 
cedimientos y de que ello imposibilita una confrontación 
analítica de las diferentes partidas examinadas en las 
respectivaa peritaciones, llega a la eoncluaión de fijar 
el precio «leí inmueble expropiado con un "criterio 
ecléctico..., estableciendo el valor del mismo en el es- 
timado por el Tribunal de Tasaciones niás la mitad de 
la diferencia entre este último y el justiprecio uniforme 
<le los gritos del expropiado y tercero". 

Que en nota al Tribunal de Tasaciones suscripta 
por el perito de la demandada, Arq° Bartolomé M. Re- 
petto (fs. 3fi3), éste manifiesta que el informe de aquél 
•*es uu trabajo serio, o inobjetable ol sistema que se ha 
seguido para efectuar la tasación, teniendo la seguridad 
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de que igaal concepto deben merecerle los estudios de 
las diversas tablas de coeficientes aplicadas" 7 "que 
lo dicho no significa decir qne coincide con sos conclu- 
siones". Aceptando, así, el sistema del Tribunal de Ta- 
saciones, se aparta el perito del coeficiente de 0,80 fija- 
do para el bien objeto del juicio en relación eon el pre- 
cio que se establece como pnnto de partida, para nn 

"lote tipo" de 10 in. x 30 ra. de la calle Suipacfca al 400, 
por conceptuarle bajo. A esta discrepancia agrega otras, 
para concluir diciendo que no objeta el procedimiento 
seguido para estudiar el valor de la finca y que sola- 
mente observa la aplicación de todos los diversos coefi- 
cientes de reducción. Be esta manera el problema queda 
limitado al criterio eon qne se estime -esos coeficientas 
pero sin necesidad de apartarse del sistema adoptado 
para encontrar la solución. 

Que el Tribunal ¿e Tasaciones ba tomado en cuenta 
la observación del perito de la demandada, resolviendo 
aumentar el coeficiente de cuadra al 0,85. Esta Corte 
no encuentra razones que justifiquen el apartamiento 
del criterio o punto de vista de aquel organismo sobre 
el particular. 

Que en cuanto a lo demás de la sentencia corres- 
ponde confirmarla. 

Por tanto se modifica la sentencia apelada en el 
sentido expnesto en el penúltimo considerando y se la 
confirma en lo demás. Las costas de l» instancia a cargo 
de la actora. Las de 2* j 3* instancias por sn orden te- 
niendo en cuenta este pronunciamiento definitivo. 

Luis R. Lohohi — Tomás D. 
Casares — Felipe Sawtiaoo 

PÉREZ — ATIMO PK86A0If0. 
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NACION ARGENTINA v. JUAN HILARIO VJLTE, HOY 
CELEDONIO MELGAREJO LEDESMA 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera Instancia. Ge- 

netalidadts. 

El recurso ordinario de apelación en tercera instancia 
procede ante la Corte Suprema en los casos previstos en 
la ley 4055. (») 

EXPROPIACION: lmUmniiacián. Deteruinatión del valor real. 

Si el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264 ha fijado, 
por unanimidad de sos miembros, el valor de !a tierra, ex- 
propiada, no cabe, en principio, señalar judicialmente un 
precio distinto de! de» la taauión reatada por dicho or- 
ganismo. ( a ) 

EXPROPIACION; Indtmmncié*. Otros daño». 

Con arreglo a lo dispuesto en el ai% 11 de la ley 13.2$4. 
no corresponde hacer lugar al pedido formulado por el 
eipropiado en el sentido de que se ronaidere perjuicio 
resultante de la expropiación, y se le indemnice, el que 
reconoce eomo <-su*a la circunstancia de haber tenido que 
dejar sin efecto la venta, del inmueble expropiado, con- 
certada con anterioridad a la demanda de « 



MARIA T. O. DE MARCENARO E HIJA Y OTROS 
v. NACION ARGENTINA 

ADUANA: Importación, Aforo. 

La partida 2588 de la Tarifa de Avalúos es de carácter 
general y no grava a los artículos de nácar de Iob que se 
hace mención especial en una partida propia, como es el 
caso de los botonen de nácar importado*, que están expre- 



sa ¿e abril Fallo. : 216, »1 7 519. 
Fallos: 214, 439. 
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kamente comprendidos en la» partidas 2329 a 2331, que 
no se bailan modificada* ni derogadas explícitamente por 
el art. 2* ine. de la ley 13.281, ni ningún otro precepto 
de i- lía 



Sentencia del Juez Federas, 

Buenos Aires, diciembre 21 de 1948. 

- Y vistos : Estos autos de cuyo estadio resulta. 

Que s fa, 3 comparecen por intermedio de apoderado Da. 
María Teresa Oneto de Marcenara y sus hijos, Nelly Marce- 
nar© y Oneto, Alberto, Adolfo, Héctor y Ricardo Mareen aro 
y Oneto, como herederos de D. Adolfo Marcenara, demandando 
aJ Gobierno por devolución de la suma de $ 12.643,64 o la que 
resulte de liquidación, en razón de haber sido indebidamente 
cobrada la misma como derecho de importación exigido de mas 
en ratón de haberse sometido a un aforo del 50 % loa des- 
pachos que mencionan en la demanda, en los cuales pe docu- 
mentaba botone* de nácar y a los que le» correspondía el 
aforo del 25 % que establece la ley. Pide intereses y costas 
y sostiene que el P. B. no puede reglamentariamente imponer 
como lo hace derechos mayores de los. que por ley corres- 
ponden. 

A fa. 32, contesta la demanda d Sr. Procurador Fiscal, 
Dr. Bullrich TTrioste, por el Gobierno de la Nación y pide el 
rechazo de la misma, en razón de entender que los botones de 
nácar se hallan comprendidos dentro de lo dispuesto por la 
ley 11.283, art. 2, inc. 1*, ratón por la cual el P. Administrador 
pudo disponer incluirlos en el decreto regUmentario sin violar 
por ello disposición constitucional alguna. Que en tal situación 
es perfectamente legal «igir el pego del 50 % «orno derecho 
de importación, por lo que solicita el rechazo de la acción 
intentada con costas. 

Declarada de puro derecho la causa, Jas partes evacúan 
los correspondientes traslados a fs. 37 y fs. 39. 

T considerando: 

Que la cuestión debatida en autos no es novedosa, ya que 
ha sido resuelta numerosas Teces por este Juagado, entre otro* 
en el juicio García Raimundo contra Gobierno de la Nación, 
con sentencia de fecha 27 de noviembre de 1941, en el cual 
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se resolvió la aceptación de la demanda, «n ratón, entre otras 
da que "el aumento de derecho* creados por la ley X» 11.231 
m refiere eapreaamente ti nácar manufacturado en general" y 
al man uf saturado como 'boquillas" aln que para nada ae ha- 
jan menchmado loa "botone* de nácar*' cuyo régimen impo- 
sitivo se halla previsto en las partidas 2329 al 31 como se ha 
señalado en la demanda. 

Qu« en estas condiciones, y por las consideraciones» antes 
enunciadas, ssE como por las demás puestas de manifiesto en 
el considerando II de la sentencia ante» referida, que el pro- 
veyente hace suyas, corresponde decidir que el P. E. no ha 
podido por vía de reglamentación eitendír el aumento esta- 
blecido por la ley 11.281 a una partida qne no fué expresa- 
mente frravada y en» consecuencia debe aceptarse la impug- 
nación formulada al aforo del 50 para esta mercadería, y 
considerar procedente la devolución que se intenta. Al respecto 
cabe nacer mención que la S. O. de U Nación ha confirmado 
esta, interpretación en el cas© García Raimundo contra Go- 
bierno de la Nación (8. C H Falloa; 193, 242). 

Por lo anteriormente «puesto fallo: Haciendo lugar a la 
demanda y declarando que el Gobierno de la Naeión deberá 
devolver a los ru cera retí de D. Adolfo Marcenaro la sama de- 
mandada de * 12.045,64 m/n., en raaÓn de haber sido la misma 
indebidamente cobrada, y deberá asimismo abonarles intereses 
sobre dicha suma, desde la fecha de notificación de la demanda 
y las costas del jutáó — Jott FeUpf Benítes. 



Sentencia de la CXmara Federal 

Buenos Airea, 9 de noviembre de 1949. 

Viatoa «toa autos seguido» por Marcenaro, María T. O. de 
e bija y otros contra el Gobierno de la Naeión sobre devolución. 
Tenidos, en apelación en virtud del recurso interpuesto a fa. 41 
vta. contra la sentencia de fs. 40/41, el Tribunal planteó la 
siguiente cuestión a resolver: 

¿Ea justa la sentencia apelada ? 

Sobre esta cuestión el Sr, ¿uez Dr. Maximiliano Consoü 

dijo: 

Que motiva esta demanda de repetición el hecho de haber 
cobrado la Aduana de la Capital un derecho de importación de 
50 ad vaiorvm sobre los botones de nácar, en lugar del 25 % 
que aeflsun el actor correspondía. 
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Arguye al respecto: l 9 ) Qne en la Tarifa de Avalúos 
existe la Partida 2588 así redactada: "2588 — Náear traba- 
jado en genera), con exclusión del expresamente determinado 
en otras ¡yartidas. Aforo kilo í 25 al 25 %". Estando loa 
botones de náear expresamente comprendido** en la» Partidas 
2329, 2330 y 2331. según calidad, con aforo de * 1.40,3 f 6 
aro respectivamente, y un derecho de! 25 Jo 7 es evidente 
que esos botones no están comprendidos en la Partida 2586. 
patato que ella excluye a los artículo» de nácar determinadoa 
en otras Partidas, es deeir que tengan Partida propia; 2*) Al 
dictarse la Ley 11.281 se estableció en su art. 2», íne. 1», 
lo siguiente: "Art. 2 a : Pagarán un derecho uJ valortm las 
mercaderías «¡guiantes : 1) 50 % ad v 'orem . . . Plata y electro 

plata, marfil, ámbar, carey y nácar manufacturados"; 3») 

Ta Ley 11.281 en su art. 5* establece: "Las Partidas HÍgitientee 
de la Tarifa de Avalúos quedan modificadas como aigus: 
...Partida 2317 — Boquillas de ámbar, ambroide, náear o 
carey.. . kilo * 80 al 35 % n ; 4°) Que ni la* boquillas, ni las 
pipa» de nácar, figuraban con Partida propia en la Tarifa 
por lo que se despachaban por la Partida 2588 antes trena- 
cripta, hasta que el art. 5* de la ley 11.281, sacólas, por consi- 
guiente, de dicha Partida 2588 y las incluyó en otras Partidas. 

El Juzgador hixo lugar a la demanda de repetición en 
base a lo resuelto ya en numerónos casas similares, dando por 
reproducidas las consideraciones formuladas en el fallo recaí- 
do en el juicio García Raimundo contra Gobierna de la Nación, 
que fuera confirmado por la Corte Suprema (t. 193, pég. 242). 

No habiendo la parte apelante agregado ante este Tribu- 
nal argumento alguno que pudiera hacer rectificar el criterio 
jurídico sustentado en la sentencia y en loa antecedentes ju- 
risprudenciales que invoca, corresponde mantener U decisión 
de primera instancia. 

En su mérito, soy de opinión que corresponde confirmar 
la sentencia apelada, con coalas. 

Por tanto, voto por la afirmativa snbw la cuestión pro- 
puesta. 

Los Sre». •Jueces Vt#*, Horneo Fernando Cimera y Abe- 
lardo Jorge Montiel adhirieron por su* fundamentos al voto 
precedente. 

Por lo que resulta de la votación que instruye el Acuerdo 
que antevede, se- confirma, con costa». la sentencia apeSada a 
fa. 40 y 41, — Majpto&ümo- Coníoii — Borneo femando Ca- 
mero — Abelardo Jorge Montiel. 
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Suprema Corte: 

El reuurBo ordinario de apelación interpuesto por 
la demandada ha sido declarado procedente por V. E. 
(te. 90). 

En cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional 
actúa por intermedio de apoderado especial, el que ya 
ha asumido ante la instancia la intervención que le co- 
rresponde (fs. 92 y 96). Buenos Aires, octubre 5 de 
1950. Año del libertador General San Martín. — Carlos 
G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de abril de 1961, 

Vistos los autos; "Marcenaro María T. O. de c hija 
y otros e¿| Gobierno de la Nación s.j devolución (pesos 
12.043.64)'", ea loe que a fs. 90 eata Corte Suprema 
declaró procedente el recurso ordinario de apelación. 

Considerando: 

Que ta sentencia recurrida hace lugar a la deman- 
da de repetición por entender que el derecho de aduana 
que corresponde abonar por la introducción de botones 
de nácar debe liquidarse sobre la base de lo dispuesto 
ea laa partidas 2329 n 2331 de la Tarifa 4e Avalúos, 
pues lo establecido en el art. 2% ine. 1*, de la ley 11.281, 
según e! cual pagarán un derecho ad valorem del 50 % 
laa mercadería** do nácar manufacturado, se refiere en 
general a los objetos de nácar de los que no se hace 
mención especial on nmt partida propia. 
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Que a ello contesta el Fisco apelante qne una cosa 
es la partida propia del aforo y otra «1 derecho que debe 
pagarse, pues el aforo lo determina la Tarifa de Ava- 
lúos y el derecho es fijado por la ley (íb. 98 y vta.). 

Que la partida 2588 de la Tarifa de Avalúos dispo- 
ne lo siguiente: "nácar trabajado en general, con exclu- 
sión del expresamente determinado en otras partidas. 
Aforo kilo $ 25, al 25 Los J>otonos de nácar están 
expresamente comprendidos en las partidas 2329 a 2331 
con aforo de * 1,10 - 3 y 6 oro el kilo y un derecho del 
25 %, 

Que el precepto citado do la ley 11.281 dice textual- 
mente i "Pagarán un derecho ad valorem las mercade- 
rías siguientes : 50 fo ... nácar manufacturado". 

Que ni en el precepto citado ni en ningún otro de 
ella la ley 11.281 contiene disposición alguna que modi- 
fique o derogue expresamente las partidas 2329 a 2331 
de la Tarifa de Avalúos. Y si el nuevo texto legal repro- 
duce flustanciaUnente el de la partida 2588 de la Tarifa 
y tiene su misma generalidad limitándose, en lo expreso 
de ¿1, a duplicar el derecho que aquélla establecía, la 
omiBión de la salvedad final que dicha partida contiene 
no puede considerarse derogación tácita del répimen 
■especial de las partidas 2329 a 2331. I» expresado por 
el miembro informante en la Cámara de Diputados en 
oportunidad de tratarse el proyecto de la que había de 
ser ley 11.281 corrobora esta conclusión, pues la razón 
del aumento dispuesto para las mercaderías de nácar 
manufacturado, —tratarse de artículos suntuarios o de 
consumo poco deseable para el país—, (Diario de Se- 
siones, Cámara de Diputados, 1023 — pág- 110 «*. 
3¡n duda, de aplicación en este caso. 

Que éata ha sido la interpretación que de las nor- 
mas legales debatidas ha hecho esta Corto reiterada- 
mente (Fallos: 193, 242; 195, 165). Y a proposito de la 
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primera de la» sentencia» citadas, confirmatoria de un 
fallo de 1» instancia eaym argumento» sostiene el ape- 
lante que no son aplicables en esta causa, cabe observar ; 
1») que allí como aquí se trataba de botones de nácar, y 
2*) que la referencia a la situación de la» boquillas es 
ilnxtrativa pues la mención especial de ellas, para las 
que se establece en la ley X 9 11.281 «n derecho del 35 
a diferencia del qnc eu términos generales se determina 
para los artículos de nácar manufacturado (50 % ) con- 
firma la interpretación enunciada en loa antecedentes 
que se acaban «le citar y reiterada en esta sentencia, pues 
demuestra que la reforma de la partida 2988 por el inc 
1\ art. 2* <le la ley en cuestión no tuvo el alcance que 
le atribuye el apelante. A la ley que hizo excepción con 
las boquillas aunque sean <le nácar, imponiéndoles un 
derecho inferior h! de los objetos de nácar manufactu- 
rado en general no ge le puede atribuir La derogación 
tácita del régimen especial de los artículos del mismo 
material de que se truta en esta cansa, con el agravante 
de colocar a estos últimos en más gravosa condición fis- 
cal que las boquillas. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
«eneral se confirma con costas la sentencia apelada 
de fs. 48. 

Luis R. Lonohi — Tomás D. 
Casares — Atilio Psssagho, 



MARTKNS V CIA. S. li. h. v. NACION ARGENTINA 
ADUANA: Tramito y remondo. 

Los términos "depósitos de Aduana" del art. 960 de tes 
00. AA. comprenden la? barracas habilitadas, pues con- 
forme a lo dispuesto en los arts. 267 y siguientes, de las 
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mismas. Ion almacenes particulares pueden tener ese ca- 
rácter en loa supuestos en que las leyes admiten su empleo. 

ADUANA: Tránrtto y rmwúfe. 

Puesto que con la mercadería en tránsito ta posible de- 
fraudar la renta aduanera, dicha mercadería debe catar, 
y está, durante el tránsito, najo la fiscalización y la res- 
ponsabilidad de la Aduana; por eonsifraient* , el hecho de 
que ana mercadería haya catado en un deposito habilita- 
do no autoriza a la Aduana a proceder en el despacho de 
«Ha de un modo distinto a como leprolmente debe hacerlo 
*0n las que están en loa depósitos oficíale», mientras la 
ley no establezca la diferencia expresamente. 

ADUASA; Tránsito y rtmeekto. 

No hay disposición legal por la cual para el despacho a 
plaza de mercadería en tránsito no rija el principio ge- 
neral, común a todo despacho aduanero, de que la deci- 
sión adoptada por quien tiene en la Aduana respectiva 
autoridad para adoptarla es obligatoria para esta última 
— art. 137 de lae Ordenanzas—, 

AOVAN A; Trúnñto y rtmovido. 

Si bien el art. 137 de las Ordenanza» de Aduana se refiere 
—por lo que hace al despacho a plaza de mercadería en 
trtmato— a lo que decide la Dirección General y no al 
Administrador cuando ae trata do la Aduana en que la 
Dirección tiene su asiento, y el caso de autoe oeurrió en 
el asiento de 1* Dirección, la intervención de esta ultima 
— «orno la de los Administradores, de que allí se trata — 
ea para los casos en que haya discrepancias entre el Vista 
y el comerciante —art. 186—; cuando no las hay, el dea- 
pacho del Vista y con mayor razón lo decidido por el 
Administrador —como sucede en la especie— es lo defi- 
nitivo.. Por ello, corresponde disponer se devuelva a la 
acto ra la suma por ella anonada como nuevo cargo de lo» 
derechos de importación — los que ya había satisfecha 
con la rebaja del 40 %, por resolución del Administrador 
de la Aduana de la Capital — dispuesto por la Dirección 
General de Aduanas; máxime cuando la elevación de la* 
actuaciones —hecha por el Administrador al Director Ge- 
neral— no estaba impuesta por ninguna disposición kfsL 
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PAtxoa de la coime süt«isia 
ai xtgltmtnUri», habiífldoaeie recibido a la ««ton. —con 

anterioridad a esa elevación— el pago pertinente, sin nin- 
gima roaerra. 



Semtehcta wel Jura Fedekal 

Bnenos Aires, 15 de febrero, Año del Libertador General San 
Martín, 1950. 

Y vistos: para resolver en definitiva este juicio seguido 
por "MartertB y Cía. Soe. de Reap. Ltda. c./ Gob. de la Nación 

•obre devolución de derecho» de Aduana" jr ( 
Remnltajido r 

1) Que la sociedad actora demanda' a la Naetón por de- 
volución de la suma de 130287.85 m$a. que aboné bajo pro- 
testa en concepto de diferencia* de derechos de aduana y por 
loa daño» y perjuicios emergentes; pide intereses y costas. 

Dice que en el ano 1940 solicitó depósito para diversas 
mercaderías proveniente del pal» limítrofe en transito para 
«1 exterior, entre las que figuraba una partida de 46.830 ene 
usa Taennoa ateos. 

La Aduana de la Capital autoricé- m deposito en la ba- 
rraca Staudt. sita en la calle Montea de Oca 1599, habilitada 
a tal objeto. 

Con fecha 4 do diciembre de 1942, ante la falta absoluta 
de bodegas para embarcar la mercadería para el exterior, soli- 
citó de aquella repartición se le permitiera retirarla a plaia, 
abonando los derechos de importación correspondiente*, pre- 
via verifieaeión del estado, calidad y valor real de la misma. 
Cumplidos estos requisitos y después de los informes de pric 
tica, el 8r. Administrador de la Aduana en ejercicio de facul- 
tades propias y privativas, y con la opinión favorable de la 
Contaduría, resolvió acordar una rebaja del 40 % sobre loe 
derechos, dado el estsdo de la mercadería- 
Conforme a ello, el 15 de mano de 1943 abonó la suma 
de t 198.101,25 con lo que quedo* totalmente finiquitado el 
trámite de au solicitud de importación. Empero, tres días dea- 
pa&, el 3r. Administrador en tramites oficioso, sin desconocer 
loa fundamentos de so resolución, elevó las actuaciones a la 
Dirección General u> Adornas en forma de connüU y eatt 
Dirección resolvió hacer saber a aquel funcionario que no 
debió haber acordado tal rebaja d* derechos y que de eoiui- 
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puente debía fonnuJarie carga por is diferencia, lo que ha- 
biendolo efectuado, motivó que realisara el pago de la auna 
Ai * 130.287,84 que hoy se ve obligado a repetir. 

2) Que el Sr. Procurador Fiara! mega los hechos ex- 
puestos en la demanda en cuanto do los reconoaea expresa- 
mente así como «1 derecho en que se aumenta y pide su rechaao 
con costas. 

Hace un prolijo estudie del régimen lega! del deposito de 
frutos y producto» de países limítrofes en trámite- pan el 
exterror para llegar a la conclusión que no corresponden a 
éstos las franquicias de lM mercaderías almacenadas en depo- 
sito» fiscales; sostiene que tampoco les corresponde rebaja por 
avena y eon respecto a la cosa juagada, que no existe por 
tratarse de un acto irregul» dictado por un faccionario 
fuera de los límites de so competencia. 

En cuanto a lo» daños y perjuicios, impugnado el derecho 
a repetir el gravamen de importación que se reclama, subsi- 
diariamente multa su improcedencia. 

3) Que la sociedad actora «a su alegato desiste de loa 
dance y perjuicios pedidos en au demanda. 

Considerando: 

I. Que todos loa hechos expuestos en la demanda te en- 
cueotran debidamente probado* por lo que corresponde pro- 
nunciare* directamente sobre e] hecho invocado. 

II Que de la relación que te ha hecho resulta que el 
Sr. Administrador de la Aduana de la Capital en virtud de 
raealtadmquc le son propias y privativas (ver la contestación 

29/j/946 f fs. 107), acordó por resolución del 5 de mar» de 

l S fV¿\*í lM Í" < \ dft l Be . trato *** demandas una rebaja 
del 40 % de los derechos de importación «on relación al valor 
originario declarado en el momento de au introducción y el 
actor efectuó el pago comapondiente, con lo que este quedñ 
en U libre disposición de au mercadería y desligado de sua 
obligaciones con la Aduana. 

La consulta que posteriormente elevara el 8r, Adniait- 
- a la Dirección General de la Aduana y la disposición 
ta tomara para que aquel funcionario revocara en reao- 
lución son cucstHHiea de orden interno ajena» a la situación 
del actor, pues la antedicha resolución del 5 ¿le mano de 1943 
ea un acto firme de la Administración que ha puesto punto 
final a la cuestión y que tiene el alcance de cosa juagada. 
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** i fallos un u cernen 

Que lo eipuesto resuelve en definitiva eetc litigio, no 
obstante lo cusi t a mayor abumiamsont", te harán atenúas 
eesawlerseHines que en el sentir del suscrito contemplan el 
H&mtn de las mercaderías del país limítrofe en transito para 
el estertor. 

La declaración que el actor formuló «n el momento de la 
introducción de *n mercadería al pata, no fué a loe efectoa del 
pairo del impuesto sino el de constatar qne es la misma mer- 
cadería o por lo raenoa en igual cantidad y calidad qne la 
sa reembarca. Es 3ope», en consecuencia, que ai por cual 
circunstancia «1 reembarco no se produce, el pago de los 
cboa ae hsjrs por aquella declaración que, entre paréntesis, 
resulta inalterable de acuerdo al art. 14« de las 00. A A., por- 
que es el único indicio cierto de sa valor, pero cuando dicha 
mercadería, como ocurre en el nb-litc, cambia de destino y se 
deposita en barraca habilitada, la altuacion es distinta, porque 
estando entonces la mercadería en jurisdicción de la Aduana, 
cata puede ejercer la fiaealisación correspond tente y ea Justo 
qne el pago de loa derechos ae haga por el valor que tenga al 

incorporarte al comercio del país, siendo por conniví ¡ente in- 
diferente qne ai tiene menos valor, ello s* deba a avería o a 
desaceito propiamente diího. 

La simple posibilidad de fraude por la sustitución de la 
mercadería debido a la insuficiente fiscalización a qne estaban 
sujetas las barraca* habilitadas para depósitos, no tiene ssidero 
legal y no- puede aer fócate de derechos para el fisco. 

Por otra parte, así ha debido enUnderio el propio Poder 
Ejecutivo cuando con posterioridad al hecho qne da lagar a 
este li tifio, por nuonca de seguridad fiscal, dicto el dee. M 



países limítrofes. 

Por estas eonaideractonea, fallo i declarando qne la Nación 
debe devolver a 1» sociedad seto ra "Mar-tena 7 Cía. Sos. de 
Resp. Ltda." la suma de mía. 1 £0.287,85, que indebidamente 
le cobro en concepto de impuesto de aduana, con intereses a 
estilo de loa qne cobra el Banco de la Nación Argentina a 
contar desde la notificación de la demanda y las costa, del 
juicio. - w sanano. 
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8ENTEJÍCIA DE LA CAMARA í 

Buenos Aire». 28 de julio, Año del Libertador General San' 
Martín, 1950. 

Vfctoa «tos amos caratulados "Marteng & CU. S. B. L. 
«./ Gob. de la Nación «./ repetición de derecho* de Aduana", 
venidos en apelación contra la sentencia de fs. 147/149 vta., 
planteóse la «ijruiente cuestión a resolver : 

i Es justa la sentencia apelada! 

Al respecto el Dr. Maximiliano Consoli, expresó : 

Bl pronunciamiento de este Tribunal, requiere an prolijo 
examen de los antecedentes que han de servir de austéntación 
a la eolución jurídica que corresponde al reclamo articulado 
en la: demanda. A tal fin, procede recordar la objetiva reía- 
eión de los hechos consignado! por la firma actor* en ra es- 
crito inicial. 

En el ano 1940 la firma Harte» * Cía solicitó depósito 
para diversas mereaderíaa provenientes de país limítrofe en 
transito p)ifa él exterior, entre las qae figuraban, una partida 
de 46.830 cueros vacamos secos, con un peso bruto total de 
419.643 kilos. 

Al efecto 1* Aduana de la Capital expidió el boleto da 

tránsito n* 11.218. desembarco 146 del aflo 1940, Repatro 3138 
y entoriló el depósito de aquélla en ta Barraca Staud, site en 
la calle Montea de Oea n* 1599, habilitada para tal objeto. 

La Adnana prestó conformidad y forma! iró !a operación 
por la cantidad y valor declarados, ascendiendo este último a 

Coa fecha 4 de diciembre de 1942, ante la falte de bodega 
para embarcar la mercadería para eE exterior, la firma Mar- 
tena 4 Cía. solicitó a la Aduana te le permitiera retirarla a 
plata, abonando los derechos de importación «Orreapondieate». 

Por aolieitnd 2750.M-942, presentada pocos días 
complementaria de la anterior, la recnrp 
pago de los derechos correspondientes a 
citada ae efectuar* previa verificación, do conformidad con el 
catado, calidad y valor reale. de la nereaderU a introducirse. 
Kn «ata presen taeión la firma Marte» A Cía. señaló la merma 
considerable de loa cueros agregando: "No solamente perju- 
dicó m los eneros de arana, sino también las poBuas y el prin- 
cipal enemigo "la r*!ometa" que afea a I. parte mas valiosa 
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del cuero o sea ta flor que «8 la parte visible del mismo". 
"Cualquiera de estas causas hace desmerecer considerable- 
mente' el valor del cuero pues se considera inservible el que 
tenga más de 1» mitad de la superficie del crupón o tea el 
centro del cuero con loa dañoa mencionado». I*a grasitud en 
el cuero perjudica tu curtido y ética son llamados eueros 

quemados". 

Con lecha 3 de mano de 1943, loa tres Vistas designarlos 
por el 8r. Administrador de Aduana, verificaron los eneros de 
referencia, dictaminando por unanimidad que "atento a la 

condición en que se encontraban" debían despacharse coa una 

rebaja del 40 % en relación con el valor originario declarado 
dos años antea a loa efectos del deposito de tránsito. 

El Sr. Sub- Administrador, Contador Interventor de la 
Aduana, informo 1 que frente a las conclusiones arribadas por 
loa Vistea, correspondía acceder a la fijación de los derechos 
en la forma solicitada: 

Con fecha 5 de marao de 1945. eato ee, dos mese* y medio 
después de presentad» la solicitad de nacionalisaeión de los 
productM, el Sr. Administrador de la Aduana en ejercicio de 
facultades propias y privativas "tomando en cuenta los infor- 
mes producidos por las direcciones de Vistas y Contaduría 1 ', 
resolvió "acordar como única rebaja en los derechos,, siempre 
que no m hayan abonado con anterioridad, para los eneras de 
referencia, un 40 % de conformidad con lo acorné jado por loa 
Vistas verifican***, fe. 2 del presente. 

Al «lia aiguiente la resolución transcripta fué notificada 

a Marteas y Cía. en forma de lev, y, en consecuencia, abon6 
el 15 del mismo mes la sama de « 196.101,25 m/n. de scuerdo 
con i« liquidación efectuada por la Ofieina correspondiente, 

de conformidad con Is resolución de la Administración. Con 
dicho pago quedó totalmente finiquitado el trámite de la soli- 
citud de importación en la fonos resuelta por la autoridad 
competente, ta decir, por el Sr. Administrador de la Aduana 
de la Capital, 

Dentro de la relación de los hechos, y como una directa 
derivación de la resolución del Sr. Administrador, cabe nena- 
lar que la aetora vendió s la firma de plata Van der Velde 
y wrant» B. R. L. la partida de 46.830 cueroe teco* por la 
suma de i 243.056.55 m/n. 

La presento operación de compraventa, que no fué obje- 
tada en momento alguna, quedó plenamente acreditada por 
abundante prueba documental, testimonial y por la pericia 
contaWe eoncluyente al respecto, presentada a fe. 94 y agta. 
por el perito único, designado de oficio. 
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A esta altura de lo» hechos reseñadlos, cabe concretar al- 
gunas observaciones respecto de la resolución de la Aduana, 
que fija en la suma de pesos ciento noventa y seis mil ciento 
nno con veinticinco centavos m/n. la liquidación de los dere- 
chos de importación de la partida de 46.830 enero* varanos 

swo». 

Es evidente qne el trámite de la solicitud de rebaja de los 
derechos, en base al valor real de la mercadería, no ofrece 
irregularidad alguna y se ha cumplido con sujeción a todos 
los requisitos exigidos por las leyes y los reglamentos de 
ÁdttaiUL 

Tal circunstancia reviste a los fines ulteriores de la causa, 
L-apital gravitación, dado que el rigorismo formal d« la legis- 

laci&n aduanera debe alcanzar por ignal al introductor de loa 
productos en el pago de los derechos fiscales, como a las auto- 
ridades aduaneras en la fijación i ntergi venable de tales 
derechos. 

Payados a copia de depósito los cuero* en transito, el justi- 
precio del valor de la mercadería y la consecuente determina- 
i-ión del montó de los derechos A pagar constituye UH& función 
que compete exclusivamente a M Aduana, tornando improce- 
dente toda discusión, que se quisiera reabrir respecto del valor 

atribuido a dicha mercadería. Frente a un intento de eaa na- 
turaleza, eualqniera sea quien provocare el procedimiento de 
revisión —denunciante, introductor, comprador, o las mismas 
autoridades aduaneras— el monto de los derechos a pagar 
queda definitiva e irrevocablemente fijado. Es así como lo 
tiene resuelto cata Cámara desde que se sentenció la causa 
"Antonio Brunetti y Cía/' en ocho de julio de mil novecien- 
tos veinte y uno, con loa canon Brava Hnoe,, Aduana de la Cap. 
v./ Kodak Argentina Ltd., Arram barrí & Ecriagile, Derraz 
Hermanos, etc. (Jurisp. Arg., t. 14, píg. 63; t. 19, pág. 6B9; 
S. Corte, t. 142, pág. 373). 

En la causa "TmU Dafour s./ Aduana" en fecha 22 de 
abril de 1921, y " Dessecnonttcs & Cía.", en fecha mayo 18 de 
mil novecientos veintiuno, esta Cámara dejó sentado que: "si 

bien el AOramiatrador de la Aduana no es un funcionario ju- 
dicial, está sin embargo obligado a fallar con arreglo a las 
leyes de la materia y a observar las formalidades requeridas 

por la misma legislación y sus derechos reglamentarios**. 

"Qne nt las Ordenanza* ni la I»y de Aduana facultan 
al Administrador para revocar por contrario imperio sua sen- 
tencias y el art. 139 del Decreto Reglamentario de eata ultima, 
dispone que loa administradores no podrán rever ana resolu- 
ciones. . . salvo que ae trate de error de hecho". 
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"Que el mismo Poder Administrador, ha incorporado, 
pun, a b tu prácticas administrativas la regla general enun- 
ciada, no autorizando la revisión sino en los casos de errores 
de heelio a que aluden también loa artB. 232 de la Ley de Pro- 
cedimiento Federal y 222 del Código de Procedimiento de ta 
Capital". 

"Que en el caso sub-judke, en el supuesto de que la reso- 
lución primitiva fuera susceptible de ser reformada o revoca- 
da, no M trataría de un error d* hecho sino de derecho". 

"Dicha disposición del decreto reglamentario de la Ley 
de Aduana 11.281, ha sido incorporada a la ley 12.í>64, que 
en su art, 75 expresa; pronunciado el falto rf Administrador, 
de oficio, MÍA impedido de introducir en él variación o modi- 
ficación alguna". 

Hace más de cincuenta años que en su pequeña, pero 
fundamental obra sobre "Legislación Aduanera 1 ', Eduardo 
de Escurra había escrito esto* conceptos valederos para todos 
loa tiempos, respecto de las funciones de la Aduana, su natu- 
raliza y alcance; "la Aduana en todo y para todo ts pitagó- 
rica. La Aduana es un templo; el engaño, el error, la mentira, 
todo, lo juaga y lo castiga, porque eree en la buena fe de todo 
el mundo, y porque está en la obligación no sólo de cuidar sus 
intereses, sino loa del comercio que jamás se equivoca. Es fatal 
en su justicia, como lo es un vaso puro de cristal en cuanto 
a la capacidad, porque red .mu como el número v la medida 
la «actitud". (Op. dt,. pág. 158). 

"La condescendencia, plaaoa, rectificaciones, permisos, to- 
do, se halla legislado ecn criterio y previsión, y dentro siempre 
de la disciplina, la moral administrativa y el interés fiscal. 
Le* errores, omisiones, etc. inocentes o angelicales, se pagan 
y se penan, como loa mefiatofélieos o dañinos para la renta, 
dentro o fuera de la Aduana y dentro o fuera de la manifes- 
tación, tanto del despacho directo como del que corresponde 
al deposito. Después de verificada, pagada, despachada y en- 
tregada la mercadería, aquí, como en Francia o en el Japón. 
no hay lugar a reclamo". (Legislación Aduanera, pég. 137). 

Sin embargo, después de liquidados y abonados los dere- 
chos de inportación de la partida de cueros de la referencia, 
el 8r. Administrador de la Aduana, de Oficio, sin requeri- 
miento alguno» ni reclamo de nadie, elevó en consulta a la 
Dirección General de Aduanas, el procedimiento de la rebaja 
concedida, agregando, en la nota de remisión del expediente, 
q"ue lo hace "manteniendo el fundamento de mi resolución. . . 
porqun considera dicho pronunciamiento ajustado a lo que 

correspondí 
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Con fecha 25 de mar», la Dirección General de Aduanas 
devuelve las actuaciones al Administrador, desaprobando U 
rebaja otorgada, y, en consecuencia, previa liquidación de 
Contaduría, se le formula cargo a la recurrente por ta turna 
de *) 130.287,85 ni/n. la que Abona bajo protesta y que repite 
ahora por el presente jnic». 

Para, valorar, no sólo del punto de vista legal, sino tam- 
bién colocándonos en el terreno económico y fiscal, los ruino- 
sos efectos del nuevo cargo que se formula a la firma intro- 
ductora, es preciso que el Tribunal tenga presente que ba 
quedado plenamente probado en antes que la actora, después 
del primer cargo d» * 194.101,25 m/n, vendió en plaxa la par- 
tida de eneros por la sudor de $ 241.055,55 m/n. 

Si bien es verdad que el reclamo administrativo no prospe- 
ró por razón de que las actividades aduaneras, en esa época, 
habían sido profundamente perturbadas por las irregularidades 
y anomalías que caracterizaron a la propia Dirección General 
de Aduanas, no es menos cierto que, durante su tramitación 
so produjeron alpinas aclaraciones que, como el diclamen del 
8r. Procurador del Tesoro, contribuyeron a evidenciar el de- 
recho y la ratón que asistían a la recurrente. Bn efecto, dijo 
el Sr. Procurador del Tesoro, a fs. 15 vta. del expediente 
administrativo: "Señor Ministro: lo expuesto me lleva a co- 
incidir con el importador. Frente a esas poderosas razones, 
debió la Aduana de la Capital consultar previamente, pero no 
acordar una franquicia qne en el último análisis, al ser revo- 
cada, implica un quebranto de * 130.000 m/n. No se explica 
ni justifica qne tardando dos meses y medio el otorgamiento 
de la avería se resuelva favorablemente un asunto de esa im- 
portancia doctrinarla y económica, para, pocos días después, 
con un acopio de razones capaz de inclinar Ja balanza en sen- 
tido contrario se consulte lo ys hecho". 

"Debe repararse, Señor Ministro, que ese perjuicio lle- 
varla a muchos comercios sólidos de la plaza a la situación de 
falencia, por na acto del Fisco qne pudo y debió evitarse". 

"El informe del Asesor Letrado que sirvió de base para 
formular el nuevo cargo, introdujo en la valoración del eaao 
«ó-ezante», un erróneo concepto que llegó a confundir, a los 
fines de la importación de mercaderías, todo el régimen adua- 



nero que afecta los producto» extranjeros en tránsito con las 
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otra norma en la regulación de los derechos aduaneros, o,ne 
aquella que establece su despacho conforme al valor fijado por 
el Arancel o "declarado" por el documentante. 



disposiciones referentes si deposito 
evidente que cuando a* trata de im 




Es 
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Lm declaraciones de) valor de la mercadería de tránsito, 

al aer ésta* nacionalizadas y «1 cambiar ra condición aduanera, 

quedan sometidas a an régimen distinto, en el qne ira valor 
real «mstienye la base cierta con que se han de liquidar loa 
áVrecboa de importación. Así lo tiene resuelto el Ministerio 
de Hacienda de la Nación en la R. V. o? 144 del 5 de febrero 
de 1935 y en la II, H. n* 447 del 9 de agosto de 1939. En esta 
última resolución, entre otro concepto* te puntufilita que: 
"jfjoa aforos de la Tarifa de Abalóos no son ai no proraedioa 
de precios de articulo* similares. Es d vista qne debe dedneir, 
da-íaa laa características declaradas en el despacho, ai w trata 
de an artículo mencionado o no en la Tarifa. 

Igualmente ae ha traído a calos autos la R. P. n» 166 de 
majo 22 de 1931. en qne el Ministro de Hacienda manifestó 
que: "8i el carácter de usado de an articulo puede motivar 
ra exettmón de tarifa, es sólo por aplicación extensiva del 
wrt 139 da laa Ordena nxas que dispone qne las mercaderías 
averiada* se considera rAn no comprendidas en la Tarifa de 
Avalúo» y se aforaran con arreglo a an estado de deterioro, 
porque ae sobreentiende que loa aforo» de tarifa son promedios 
de valorea de artículo* nuevos, de uniforme estimación comer- 
cial, y porque tanto la avería como el «so comportan un de- 
mérito en el valor comercial del artfcnlo". 

Nuestra legislación aduanera, que so caracteriza por haber 
abarcado el sistema de derechos específicos y el régimen de 
derechos od- valeren al acentuar la aplicación de este último 
lo ba considerado coroo el mk* justo y equitativo, ya que debe 
oer aplicado, en cada caso, sobre el precio real de las merca- 
derías, de manera qne el tributo guarda siempre proporción 

con el valor del objeto imponible. 

Refiriéndose a la verdad del aforo loa Dres. Mareen aro 
y Menearais <« vocal de la cámara el primero y competen- 
tísimo Juca Federal de "La Plata, el aegundo) en "Institurio- 
nea de Derecho Aduanero Argentino", han escrito: "Se im- 
pona la conservación del sistema del derecho orf-voCorem, que 
toma por base teórica del impuesto el valor comercial del 
producto, con sos costos hasta llegar a nuestras aduanas. Todo 
lo intrínseco qne altera el valor de un artfcnlo, debe tradu- 
cirse en la tarifa. Rl valor legal debe constituirse en cierto 
modo, siguiendo la historia misma de la mercadería en todaa 
laa fases en que es objeto de laa transacciones" (Obra citada, 
pága. 15 y 39). 

De manera que, con estricta sujeción' a la razón de ser 
del régimen de derecho tut-valorem, la rebaja del 40 % de loa 
derechos de importación a cansa del estado de desmejora miento 
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y deterioro de los caeros introducidos a plan, se ajusta ítel- 
mente al espíritu de esta institución fiscal, que tiende a fijar 
ana adecuación — lo más exacta poriWe — entre el monto del 
tributo y el Justo valor de la mercadería. 

Desde otro ángulo, resulta inexplicable que se pretenda 
desconocer et derecho qne tiene la Administración de Adnana 
para ajusfar el pago de loa derechos de importación, argu- 
mentando que en la emergencia no se trata de las averías de- 
finida» por el art. 800 de las Ordenanza*, como el daño que 
sufren lata mercaderías por cansas de vicio propio e intrínseco 
o por can» de algún suceso de msr. Desde Juego, eomo obser- 
va Escurra en "Legialaeion Aduanera", pág. 213: "Con el 
nombre genérico de averia ae designa toda clase de daños que 
a las mercaderías o géneros» especialmente en su 
... Esta definición, mas e meóos variada en la 
es la qne se registra en todos loa tratadista» y en los 
latios del habla castellana". 

Dicho argumento, qne ha constituido uno de loa fonda- 
determinantes del extemporáneo carfro de la suma de 
37, £5 m/n. evidencia que la Dirección General ha lle- 
ista desvirtuar nociones elementales de derecho adua- 
nara poder modificar la resolución del Adminiatrador de 

Adnana, que fijaba el monto de loa derechos a abonar en 
$ 196.101,25 m/n. con carácter definitivo e irrevocable. 

Por último, corresponde al Tribunal considerar ai la reso- 
lución del Administrador de Aduana ha sido dictada, como lo 
pretende- el Sr. Procurador Fiscal de Cámara, en ejercicio de 
facultades dbwrwionales. 

Al solicitar la recurrente, con motivo del cambio de des- 
tino de la mercadería — de tránsito a plata — un reajuste de 
valor, de acuerdo con los perjuicios que- la graaitud, las poli- 
llas y "La Palometa", habían cansado en los 46.S30 cuerea 
vacunos, aquélla ha hecho uso de un derecho consagrado por 
nuestra legislación aduanera : Ordenanzas, Ley de Aduana y 
Decretos Itefrlamentarios. 

El Administrador de Aduana sometió la solicitad de re- 
baja por demérito de loa productos a introducirse a plata, al 
trámite de la avería, cuyoa reqniBito* estatuido» por loa arte, 
212, 213, 214 y 215 de la Reglamentación de la Ley de Adna- 
na, acorde con lo dispuesto por loa arta. 139 y 140 de Isa 
Ordenanzas, fueron cumplidos por los tres Vistas expresa- 
mente designados al efecto. 

mado el valor út los eneros, el despacho de 3a 
para su introducción a piara, se realitó de confor- 
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midad con lo dispuesto por los artículos 132, 133 y 134 de 
lis Ordenan ua de Aduana. 

De consiguiente, importa un desconocimiento injustifica- 
ble el pretender que la resoluci&n del Admin tajador de Adua- 
na fg¿ dictada en ejercicio de facultades no regladas. Por el 
contrario, la inalterabilidad del pronuncia ni tentó de la auto- 
ridad aduanera finca en la expresa diaposición de la ley (art. 
75deJaley 12.9M). ( 

La sentencia apelada hace luRsr a la devolución de la 
suma cobrada como nuero cargo de los derechos de importa- 
ción, en ratón de que abonados los derechos con la rebaja del 
40 jb por resolución del Administrador de la Aduana, en vir- 
tud de facultades que le son propias y prirstivas, el actor 
quedó en la libre disposición de la mercadería y desligado de 
sus obligaciones con la Aduana. 

Que en cuanta a la consulta formulada a la Dirección 
General y ¡0 ¿¡apueste por ésta para que sqnel funcionario 
revocar» su resolución, son cuestione de orden interno, ajenas 
a la situación legal del reclamante. 

Por lo expuesto, -roto por Is afirmativa a la cuestión 
propuesta. 

Loa Sres, Jueces Dres. Romeo P. Cimera y Abelardo J. 
MontieC adhirieron, por bus fundamentos, al voto precedente. 

A mérito de lo que resalta del Acuerdo que precede» ae 
confirma, con costas y en ensoto ha sido materia del recurso, 
la sentencia que corre «rotada de fe 147 a 149 TU. - J¡f*m- 
i****»» Comoli — Romto Ftrnnd» Cimera — Abelardo 
Jorge Mentid. 



Dictamen del Procuba doe General 
Suprema Corte: 

El recurso ordinario interpuesto por la demandada 

es procedente de acuerdo con lo que prescribe el artículo 
é inciso 2» do la ley 4.055. 

En cuanto al fondo del aaunto, el Pisco Nacional 
actúa por intermedio del apoderado especial. Bnenoe 
Aire», octubre 19 de 1»50. Año del Libertador General 
San Martín. — Carlos G. Detfino. 
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FALLO DE LA. CORTE SUPREMA. 

Buenos Aires, 30 de abril de 1951. 

Vistos los autos "Martens y Cía. S. R. L. c.| Go- 
bierno de la Xneión *.\ repetición derechos de aduana", 
en los (|ue se l»a concedido a fs. 195 el recurso ordina- 
rio de apelación. 

Considerando ¡ 

Que por disposición del arf. 289 del reglamento de 
la ley de Aduana los producios cu tránsito gozarán de 
depósito do acuerdo con las formalidades y requisitos 
de los artículos 493, 494 y 500 de las Ordenanzas de 
Aduana. 

Que como lo tiene declarado esta Corte en Fallos; 
203, 312 "los términos "depósitos de Aduana" del art. 
960 de las 00. AA. comprenden las barracas ha oí litadas, 
liues conforme a lo dispuesto en los arts. 267 y BÍgtes. 
de las mismas, los almacenes particulares pueden tener 

ese carácter en los supuestos en que las leyes admitan 
su empico". Y puesto que con la mercadería en tránsito 
es posible defraudar la renta aduanera, dicha mercade- 
ría debe estar, y está, durante e! tránsito, bajo la fisca- 
lización y la responsabilidad de la Aduana, no importa 
cuales sean las características qne tengan en cada caso 
los depósitos habilitados. Por consiguiente el hecho de 
qne una mercadería haya estado en esos depósitos no 
autoriza a la Aduana a proceder en el despacho de ella 
de un modo distinto a* como legalmente deba hacerlo 
<*on las que están en los depósitos oficiales, mientras la 
ley no establezca la diferencia expresamente. Lo qne 
no ocurría cuando se liizo el despacho de que se trata 
en esta causa. 
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Que lio liay iliéposieión legal por la cual para el 
despacho a plaza de mercadería en tránsito no rija el 
principio general, común u todo despacho aduanero, de 
que la decisión adoptada por quien tiene en la Aduana 
respectiva autoridad para adoptarla es obligatoria para 
esta última (art. 137 de las Ordenanzas). 

Que si bien el artículo citado se refiere a lo que 
decide la Dirección General y no el Administrador cuan- 
do se trata de la Aduana en que la Dirección tiene bu 
asiento, y el caso de esto juicio ocurrió en el asiento 
de la Dirección, la intervención de esta última, como 
la de los administradores, de qüe allí se trata, es para 
los casos en que haya discrepancias entre el Vista y el 
comerciante (art. 135). Cuando no las hay, el despacho 
del Vista y con mayor razón lo decidido por el Admi- 
nistrador, eomo m esta causa, es lo definitiva. 

Que, la elevación de las actuaciones al Director Ge- 
neral, hecha por el Administrador, no estaba impuesta 
«n el caso por ninguna disposición legal ni reglamen- 
taria. Ello explica que con anterioridad a esa elevación 
se le recibiera al actor el pago pertinente sin ninguna 
reserva. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, s© confirma con costas la sentencia apelada de 

fc m. 

Lvm R. Loxr.m — IWa D. 
Casabbs — Anuo Pbsbagno. 
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ANTONIO 3AKAHUJA Y OTROS v. MARIA CORBEIRA 
DE IRIGOYEN 

RECURSO EXTRAORDINARIO: ReqHÜHo* form&t,. Interpomciám 
d*l reamo. Fundamento. 

Debe considerarse procedente el recuno extraordinario, si 
se lian llenado los requisitos al efecto pertinentes y ai 
media cuestión federal bastante para sustentarlo i 1 ). 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Pro&dimienta 

El art. 100 de la ley 11.683 — T. O.— precisamente en 
euanto "es un elaborado doctrinario jurmpnidenoiar ' 
— como sostiene el representante de la Dirección General 
Impositiva— , ea decir, por haber acogido en su texto las 
conclusiones de anterior jurisprudencia de la Corfc Su- 
prema, admite que se le aplique en el sentido de relevar 
del secreto dispuesto por la ley a loa antecedentes solici- 
tados por los- mismos, interesado» en la reserva, en tanto 
na aparezca que en la información requerida se revelen 
datos referentes a terceros. (*) 



NACION ARGENTINA v. EMPRESA DEL P. C. SÜD 

HONORARIOS DE PERITOS. 

La estimación de los honorarios de los peritos requiere no 
sólo la consideración del monto del juicio y la importancia 
de la labor pericia!, sino la apreciación de las modalidades 
todas de la causa, sin que la ineficacia de los dictámenes 
requerido* pueda ser argumento para la reducción de la 
remuneración de los expertos, cuando tal circunstancia en 
ajena al desempeño de aquéllos, como ocurre en la especie, 
donde el juicio ha terminado a raía de la. adquisición por 
el Gobierno Nacional de los ferrocarriles británicos; no 
obstante todo lo cual, la Corle Suprema está facultad* 



') 30 do sbrit 

*5 Fallos: 215, 147. 
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para reducir loa honorarios en ctiestkta. ni entiende que 
mí lo* adapta al awrgen que la magnitud y características 
de] pleito permiten («). 



8. A. PUERTO DEL ROSARIO v. NACION ARGENTINA 

HOMXAmQS PE PERITOS. 

Teniendo en cuenta que el Arancel Profesional del Centro 
Argentino de Ingenie roa no tiene carácter legal y la par- 
ticular naturaleaa de 1a daig-Mct¿n practicada en autos 
— peritos nombrados a pedido de la demandada!, a los 

finí* de "minar las obrai o reparaciones requeridla pa- 
ra la recepción del Puerto del Rosario en Isa condiciones 
légale* " — . correspoikle q¡ue la Corto Suprema redateA 
el manto de los respeetivos honorario» de coya regulación 
se apela <•). 



<l> SO de atril. Fallo»; 210, 1W. 

54 ;» m 'ém 



Año 1951 - Mayo 



SOTISÍ8 TBODOLOTJ T OTROS 

BBCOBSO EXTRAORDINARIO: MvpMtñ ftmO» f«,ia.,W, 
Af i wtffuno. Fu*d*m*nto. 

Es improcedente el recurso extraordinario, t! «a «I escrito 

* ¡os hecho* de la cansa y m U relación que lo* minaos 
l&J&j** m «55 debatidas- guardan con la ouea- 
CMla S^£«a" * P ^ * U *«=W¿» *> U 

La. clausulas 37, I, JO y 87, IT, de U Conitfewióo Na- 
cional, carecen de relacen directa con la cuestión refe- 
rente a la denegación del hateas corpas deducido por 
varaos extranjeros cura expulaion del pala dispone va 
decreto del Poder Bjecntiso, por lo que no procede el 
recurso extraordinario fundado en aquéllas. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rtqumlo* propio*. Rtlmció* direc- 
ta, fformoi gritada» al juicio. Dúpotidontí eomtitucionale». 

La invocación de la garantía de 1. defensa ea juicio ao 
sustenta el recurso extraordinario, si se omite indicar la 
priesa euy* denegación se alega y la relación de la misma 
con los hechos de la cansa, 

CIUDADANIA T NATURALIZACION, 

La falta de reglamentación del art. 31 de la Constitución 
Nacional en los términoa del apartado final de la cláusula 
mencionada, pnv a de valor al argumento fundado en la 




adquiaiewu automática de la nacionalidad, supeditado co- 
" BoWim otorgamiento, a "formalidades 7 condicione*" 
que la ley «atáblete*. 

FALLO PE CORTE SUPREMA 

Buenos Airas, 7 de mayo de 1951. 

Vistos loa autos: "Teodoleu Botina, Sertio Irán, 
Bakciic Antonio, Gramoja Mateo, Guerrero Apolonio 
Francisco, Cacija Nicolás, Banovae Estanislao, Sira- 
ooff Catcfao Boteff — hábeas corpas", en los que a fs. 
38 se ha concedido el recurso extraordinario. 

Y considerandos, 

Que como bien dictamina el Sr. Procurador Gene- 
ral, el escrito en que se dedujo el recurso extraordina- 
rio *_f 8 . 36 — carece del debido fundamento en loa 
términos del art. 15 de la ley 48 y la jurisprudencia de 
afta Corte. —Fallos : 217, 722 y 1077 y otros—. 

Que a ello cabe agregar que las clausula* 37, 1, 10 
y 37, II, de la Constitución Nacional carecen de rela- 
ción directa con la materia del pmnnxnarniento. 

Que con arreglo a reiterada jnriapradencia, la in- 
vocación de la garantía de la defensa en juicio, no sus- 
tenta el recurso extraordinario si se omite indicar la 
prueba coya denegación te alega y la relación de la 

misma con los hechos de la cansa. 

Que la falta de reglamentación del art 31 de la Coas- 
tittxáón Nacional en los términos del apartado final de 
k cláusula mencionada, priva de valor al argumento 
fundado en la adquisición automática de la nacionalidad, 
supeditado como está su otorajamiento, a "formalida- 
des y condiciones" que la ley eatableiee. 
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En bu mérito y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador General u declara improcedente «1 rocano ex- 
traordinario concedido a fe. 38. 

Ltro R. LowoHl - ■ Tomás D. 

Casahbs — t Fslipi Saktiaoo 
• Páaaa — Anuo PssaAaxo. 



VIRGILIO D. 8AMMARTIN0 T OTRA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Re 9 ui$ito$ propio. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamento* no fedérale* o federales consen- 
tido*. Fundamentos de orden local y procesal. 

Son insuaeeptibtea de recurso extraordinario las resolucio- 
nes que declaran bien denegado un recorn deducido ante 
loe jaece» de la causa, por versar sobre puntos de derecho 
procesal y de hecho. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rtq*mtc$ propio». Relación di- 
neta. Norma* extrañan al juicio. Vitpcfimmtr eoiifWwcwso/M. 

No da lugar al recarao extraordinario fondado en la en- 
rancia de la igualdad, la eircunatancia do existir pronun- 
ciamiento» encontrados en materia no federal. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propio: Ctustkmts 
no fedérale*. Interpretación de normas lora!*» de procedimiento*. 

Siendo de orden procesal y coman el panto referente 
a «i en Sos delitos do acción, pública, ha do dañe pariiei- 

paefón en calidad do querellante, al damnificado por aquél 

lo resuelto sobre «1 particular «a ñwiaibls por la vía del 
reenno extraordinario. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho* y gaeanHae. Defensa en 
Juicio. Principio* genérale». 

I* eoaelnaión de qne el ordenamiento jurídico no reco- 
noce al damnificado por el delito el derecho a la sanción 
penal del dclifitiieat*, ea ajena a la garantía eonetituaional 



1 



Dicta Mur mi Pwcühaooe Gínsbal 

Suprema Corte: 

Gomo lo ha dicho V. E. coa referencia al art. 18 
de la antigua OAstitueifin Nacional la garantía de de- 
fensa «n jnióo bo pfBarda relación directa e inmediata 
con el derecho que pueda asistir al damnificado por un 
delito para concurrir con el Ministerio Fiscal al ejer- 
cicio de la acctón publica (143:8). 

Cabe, en efecto, afirmar en el mismo orden de ideas 
que no existe esa relación, además de las rasónos indi- 
cadas en el fallo citado, porque en rigor el acusador 
particular —aun cuando una ley procesal pueda acor- 
darlo una acción cuyo ejercicio ea paralelo al del Mi- 
nisterio Público — no es el verdadero titular del dere- 
cho substancial a obtener la represión 0, cunto más 
modernamente se dice, de la "pretensión punitiva", 
cuando se trata de delitos de acción pública, puesto 
que en estos casos dicho titular es el Estado represen- 
tado por el organismo competente al efecto. 

, En cambio, goza síd damnificado por un delito de 
acción pública del derecho a obtener la reparación civil 
del daño y en este aspecto es indisputable qué le asiste 
el correspondiente derecho- de acción procesal <iue no 
podría serle desconocido sin afectar la garantía del 
art. 29 de ta Constitución Nacional. Pero, no se trata 
de esto en notos, ya qne no sólo no se le ba desconocido 
tal derecho al recurrente, sino que, como resulta de la 
resolución dictada a fs. 28 vta. del expediente agregado, 
se le ha acordado la intervención que solicitaba al "solo 
efecto de obtener las reparaciones económicas que del 
delito pudieran emerger". 

Muy oírn, por lo demás, es la situación que plantea 
el ejercicio de la acción penal privada (art 73 del Gódí- 
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go Penal). Bu tal caso e! acosador particular ea evi- 
dentemente el titular ho sólo de la acción procesal sino 

también del derecho substancial que le acuerda la ley 
de fondo y por ello ha decidido V. &. al respecto que 
el privarle sin justa razón del derecho de acción afec- 
taba la garantía de la defensa en juicio (199: 617). 

Las consideraciones expuestas, demuestran, a mi 
juicio, que la interpretación acordada por ol tribunal 
"apelado a las disposiciones do los arts. 14 y 170 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal y del art 
71 del Código Penal, no comporta violación directa 
a un derecho que se funde y esté amparado en el testo 
de la ley fundamental. 

Por tanto, y no podiendo tampoco hablarse de 
faha de igualdad ante la ley por las razones do que 
da cuenta el pronunciamiento de fe. 27 del «xpte. agre- 
gado, opino que procede declarar mal concedido a fs. 

14 el recurso de fs. 8. Buenos Aires, noviembre 8 do 
1950, Año del Libertador General San Martín. — Gar- 
los G. DüfinO. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de mayo de 1951. 

Vistos los autos: "Sammartino Virgilio Dante y 
Sammartino María Delia Dotta de, en los autos : "Sam- 
martino Virgilio Dante s.| denuncia" b.| queja por 
apelación denegada", en los que a fe. 14 se ha conce- 
dido el recurso extraordinario. 

Y considerando: 

Que con arreglo a reiterada jurisprudencia de esta 
Corte las resoluciones que declaran bien denegado nn 
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recurso deducido ante loa jueces de la eauea no son sus- 
ceptibles de apelación extraordinaria por versar sobre 
puntee de derecho proeeaal y de hecho. — Fallos: 216, 
700 y otros— . 

Que también es jurisprudencia comente que la cir- 
cunstancia de existir pronunciamientos encontrados en 
materia no federal, no da logar al recurso extraordina- 
rio fondado en la garantía de la igualdad. —Fallos: 

217, 991 y los allí citados— . . 

Que, por último, el punto referente a si en los de- 
litos «le acción pública, ha do darse participación en 
calidad de querellante, al damnificado por aquél, ea de 

orden procesa! y común y lo resuelto sobre el punto, 
irrevisible por la vía del recargo extraordinario. La 

jurisprudencia con arreglo a la cual la garantía de la 

defensa en juicio requiere el reconocimiento de la po- 
sibilidad de ocurrir ante lgua órgano jarisdicional en 
procura de justicia, supone en efecto, la existencia de 
derechos de los interesados, de cuya elucidación se trate. 
La conclusión de que el ordenamiento jurídico no reco- 
noce al damnificado por el delito, el derecho a la san- 
ción penal dol delincuente, es así ajena a la garantía 

invocada. 

En su mérito y habiendo dictaminado e! Sr. Procu- 
rador General se declara improcedente el recurao ex- 
traordinario concedido a fe. 14. 

TOMÁS D. Casares — Felipe San- 
71400 Pr&fiz — Atilio Pb8- 

8A0H0. 
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SULTANA TURIGMAN v. CASANOVA 8. B. L. 
Y LOMBARTOXJR S. A. 



RECUR80 EXTRAORDINARIO; Rtqtiato* propio*. Snínaa #>- 
«Mtian, BewlsewsM iMMw«i a la trntonci* defémtir*. Varioa. 



Loa Batos que declaran la nulidad de actuación» no tan 

por le común sentencias definitiva* a loa efecto* del re- 
corto extraordinario y ai bien es cierto que 3a Corte Su- 
prema ha adnaitido la posibilidad de la existencia de su- 
puesta» de excepción, cuando la nulidad declarada, caneara 
agrario irreparable y sustancial, no lo es menos que tal 
agrario no es el qoe proviene de la sola invalidación de 
actoaekmes de faeíl repetición, ni de pronimciamientaa 
■Bscepüblee también de ser reiterados, (0 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Rebotín oV- 
cecfs. Sentencia* con fum ámt tn tó* no feeUralJs o federal*! consentido». 
Fundaméntot Sé ord*n local y procesal 

Lo referente al limite de las facultades de los jueces qoe 
conocen por vía de un recurso deducido en el orden local, 
es cuestión de derecho proeeeal y común qoe no autora* 
la intervención en los autos de la Corte Suprema, mediante 
et recurso extraordinario. (*> 



INSTITUTO NACIONAL DE PREVISION SOCIAL v. 
BBNCICH HNOS. 

EXPROPIACION: InaUmnitacién. Determinación del valor nal. 

Si las partea no discrepan en considerar que la sona de 
influencia de la Avda. Córdoba es mayor que la de la 
Avda. Corrientes, a la altura de la calle Maípá en que se 
encuentra ubicado d inmueble expropiado —que llera d 
N» 768 de esu ultima—, aceptado este punto de «a 
también por el Tribunal de Tasaciones de la ley 132**, 

(i) T de n»JO. Fallo-: 187, 28; 205, 804 y «7, 48. 
(1) Faltos: m »3. 
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resulta claro que, ti el coeficiente va disminuyendo a me- 
did* que ru propiedad» » alejan de la Avda. Córdoba, 
no puede ser igual pan una eaaa que lleve el N» 770, que 
para U del N» 768; por lo que, conforme con el sistema 
aceptado, debe mantenerse el coeficiente de cuadra de 
• 0,65 establecido por el mencionada orftanismo, recha- 
zándoee el de * 0,70, fijado por la sentencia apelada. 

COSTAS: XatHwaleta <let juicio. Expropiación. 

Procede imponer las costas de primera instancia al expro- 
piador, si «i importe que se manda pagar en concepto de 
total resarcimiento excede al ofrecido más )a mitad de la 

diferencia entre éste y lo reclamado por la parte deman- 
dada. 

COSTAS: Xaturaltttz del jxido. Expropiación. 

Corresponde que laa coatas de segunda y tercera instancia* 
de un jnwío de expropiación lean abonadas por su orden, 
atento el resultado del recurso ordinario de apelación para 
ante la Corta Suprema, que ha obtenido la modificación 
parcial del pronunciamiento de la Cámara. 1 

RECURSO ORDINARIO DE APElACtOS: Tercera instancia. Jni- 
dos en gnt la Nación es parí*. 

Diaponiéndose per la sentencia de la Corte Suprema el 

pago por au orden de las costas de segunda instancia, la 
Naciott no n parte respecto de la cuestión concerniente a 
laa mismas, y el fallo de la Cámara es. en cuanto al punto, 
inapelable. 

COSTAS: S'aturateta del juicio. Expropiación. 

Para regular lu costas devengada» en las causas sobre 
expropiación, debe considerarse eomo monto del inicio a 
la diferencia entre la oferta de! expropiado* y la cantidad 
en definitiva señalada como rademnieaeion. 

Buenos Aires, 5 de diciembre de 1949. 

T vistos: Los presentes seguidos por el Instituto Nacional 
de Previsión Social contra Bencieh Hermano» por expropia- 
ción, de los que 
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Resulta : 

I. Que a fs. 6 comparece e! apoderado de la actora di. 
eiemlo: que por decreto n» 32-920 del 20 de octubre de 1947. 
«y» E. declaró incluidas en el plan de Gobierno de 1947' 
1961 en concepto de Trabajos Público*, rubro Arquitectura 
(art. 2, me a), de la ley 12.966) Um obras de ampliación -del 
local de la Caja de Jubilaciones y Pensione» de Empleados de 
Umercio. Actividades Civiles y Afínes del Instituto Nacional 
de Previsión Social/a cuyo fin dispuso la expropiación, entre 

Capital inmn * ble situado *" Ia m*- M^'Pu 7«6 de esta 

Por el art. 3 del decreto citado se autoriaó al Instituto 
que représenla n promover el juicio respectivo de acuerdo a 
la legislación vigente, por lo que en cumplimiento de ese 
decreto y m arreglo al art. 4 de Ib ley 12.986 promueve la 
presante demanda de expropiación contra la firma Bencich 
iierrnanc* propietaria del inmneble antes citado que segrm 
informe de la Administración General de la Contribución 
Territorial reconoce un* Valuación de « 9S.00& importe que 
con más un 20 % o sea por un total de * 115.200 m/n. consigna 
de conformidad al iirt 4 de la citada ley n* 12.966 a fin de 
que se confiera a sn mandante la inmediata posesión del 
inmueble. r 

Por todo lo cual solieita que previo el traslado de la de- 
manda y demás trámites procesales y en bu debida oportu- 
nidad se declare la expropiación" del inmueble referido con 
costa* en caso de oposición. 

, , H. Convocada la audiencia prese ripta por loe arta. 6 de 
la ley 189 y 4 de la N» 12.966, ésta se celebra con presencia 
de ambas partes, según consta en el acta de fs. 30, en. la que la 
demandada «cha» el precio consignado por la actora por 
considerarlo inferior al valor real del bien. En el mismo acto 
«moiw parteo proponen diversa» medidas probatorias tendientes 
a establecer el justo precio del inmueble, que ordenadas por «1 
Juagado son producidas, simando sobre su mérito las partes 
en los memoriales que obran a fr. 115 y fs. 117. 

III. A fs. 121 la actora solicita qoe en virtud de lo 
dispuesto por los arta. 14 y 81 de la ley N' 15.264 se ra- 
quera informe del Tribunal de Tasaciones, creado por el art. 
74 del decreto 33.405 d*l «fio 1M4, ratificado jwr la ley 12.922, 
a lo que ge provee de conformidad y en mérito -al «aplaca- 
miento que el Juzgado hace al demandado, éste propone su 
representante para integrar ese tribunal, haciendo 
que deja planteada la ineonstitueiooalidad del art 
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lev 13564. púa «1 ctso de que el Juagado acordara a ese in- 
foW pre*¿mencia -obre lis demás prueba» pwdamdi»; a*i- 
So p£nT« li iuconstitucionalidad del .rt. 28 de la . - «■ 
ley para 5 caso que « hieiera ostro a tu mandante del pago 

IV Que producido *l informe del Tribunal de Tasacio- 
nes quedan estos *uto» en estado de resolver; y 

Considerando: 

m Que en 1* juicio* Wiidos por el Imtitvto Nacional 
de Previsión Social contra Efraín Gotlib y eo*tr» u ?P£ 
¿Lérica Cía de 8e*uroe, el .useripto ha »J^W "° 
mediando la conformidad de ambas partes acerca de loa va- 
h!r« fijados en la prueba parieial ni en la valuación praeti- 
por el Tribunal de Tasaciones, para fijar el justo precio 
agible expropiado es menester ansiar en cada ^ 
raaonea qw informan lu faMUfafn hecha* por el repre- 
sentante de cada parte ante dicho tribunal. 

2») Que en s-1 sai-iadiM el representante del expropiado 
raamíieata su conformidad en cnanto al ff^™ ,mto ."S ? 
oor el Tribunal para practicar la tasación, así cómo tainbuVn 
Erre* del valor aerado al edificio existente en el mmueble 
Ampiado pero en cambio concretamente rechaia los coefi- 
ciente* fijados» por cuadra, por época y por medidas, oponién- 
dose «¡mismo a que se aplique coeficiente alguno por deaocn- ^ 

3») Que en cuanto al coefíeiente por época, el porcentaj 
de 0,84 fijado por el Tribunal p*ra el Vfptáa 
desdé el 27 de diciembre de 1947 hasta el 10 de jumo de 1948 
es igual al calculado en los otros juicios de «P rt P»f^ n r" 
ifuidoa por la misma actor» con relación a los lunmebles nb.- 
^«en^l. misma calle M.ipú Nos. 754/6, 758 y 77 0/76 y « 
Ueílle Córdoba 739 tomando de ba*e * *™*J^* 
sesión y la de la* operaciones que han sido * om " d " e "* n ^ 
£ra fijar el valor tipo, por b 90 « <*» *™J* el TrfbnB * 1 
ha seanirdo un criterio uniforme en su valuación. 

X otra parte, como « > establece ^^«ruoSS^ 
el precio del ¡ttftM» a*™ 10 « n ? /7 f 
concuerda aproximadamente con el ^« to .*|j2? 
mueble desde su adquiakifia por U Cía- Sud " A ^™, u "- *^ 
de la expropiación, antecedente Wf^^^g^J 
tr^mento de que la fecha adoptada para la aphcacion de ese 
S« corresponde a un. época de deprea.&n en lo que se 
refiere a valorea de la iOM céntrica. 
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4*) Que es cuanto al coeficiente por desocupación, par- 
tiendo de la base de que la renta de un inmueble influye di- 
rectamente en su valor objetivo, es indudable que bajo el ré- 
gimen de prórroga de loa contratos de locación vigente, la 
existencia de inquilinos disminuye su valor venal que debe 

aer tenido en cuenta en ta expropiación. 

No modifica ese criterio la circunstancia de que la expro- 
piación ha puesto fin a esos contratos, ya que ello no obstante, 
la expropiante deberá afrontar los juicios que los inquilinos 
promuevan por indemnización y aun euando tales reclamacio- 
nes no prosperaran, la desocupación del inmueble debe consi- 
derarse como una mejora que por ser consecuencia de 3a expro- 
piación beneficia al expropiante y no al propietario anterior. 

Sin embargo, a este respecto cabe tener en cuenta que el 
Tribunal ha seguido distintos criterios en los inmuebles a que 
w refiere el tercer considerando ya que en tanto que en el 
juicio seguido contra Efraín Gotlib se fija un coeficiente de 
0,94 y en el de la Sud-Amírica el 0,98, en el presente se aplica 
el 0,90 que da una diferencia de casi 50.0O0. — en el valor 
objetivo del inmueble. Por tal motivo y teniendo en cuenta 
que la situación del inmueble en el presente caso es similar a 
la del primero cuyo edificio se encuentra ocupado por 15 inqui- 
linos a la época de la expropiación considero equitativo aplicar 
el mismo coeficiente de 0,94. 

5*) Que en cuanto al coeficiente por cuadra también cabe 
destacar una diferencia notable entre el aplicado- al inmueble 
de la calle Maipfi 779/76 que es de 0,70 y el de la demandada 
ubicado en Maipfi 763, vale decir al lado, qne es de 0,65, dife- 
rencia que no se justifica para una distancia de menos de 
nueve metros entre uno y otro por lo que considero que debe 
tomarse también en el presente caso el primer coeficiente. 

No ocurre lo mismo con el coeficiente por medida ya que 
si bien se fijan coeficientes .diferentes de 0,80 y 0,81 en loa 
otros casos de referencia y de 0,768 eo el presente, ello obedece 
a una diferencia es la medida del frente que varía de 8m.70 
par* el inmueble de Maipú 770/76 a 7m.90 para el que «a 
ovotivo de este juicio. 

6») Que en consecuencia para fijar el justo precio del 
inmueble expropiado debe en primer lugar aceptarse el importe 
de ♦ 95.120 fijado al edificio y modificar la valuación del 
terreno en cnanto al coeficiente por calle lo que determina un 

valor unitario de $ 1,122.02 por metro cuadrado y de 
$ 415.876.48 para la totalidad del terreno, aplicando sobre la 
suma de dichos valores o sea sobre la cantidad de $ 510.096,55 

al coeficiente de 0,94 en concepto de desocupación, lo que deter- 
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nina como valor objeto del inmueble la suma de $ 480.336,75. 

7*) Que en cuanto a las costas del juicio corresponde im- 
ponerlas a la actora en razón de que la suma que se fija corno 
justo precio del inmueble es superior al 50 «"e ' a diferencia 
entre la «urna condignada a cuenta ile precio y la reclamada 

por el actor a ís. 30 vta. 

T Mí fallo: Haciendo lugar a la demanda y en consecuen- 
cia declaro transferido a la actora el inmueble ubicado en la 
calle Maipú 768 de cata Capital, cuyas dimensiones y lindero» 
Burgen de laa escrituran relacionada» de <*. 22 a fu. 29 de autos, 
previo papo de la diferencia entre la suma consignada a cuenta 
de precio y la d* * 480.336.75 m/n.. más bus intereses desde el 
día de La posesión a] tipo del Raneo d<^ ln Naei6n Argentina y 
mas las costas del juicio. — Joté Sartorio. 



SeNTEMCIA DE -LA Ca* ARA PHWRA3. 

Buenos Aires, abril 19, Año del Libertador General San Mar- 

Considerando : 

Que contra la sentencia que manda abonar la anma de 
t 460.336.75 m/n., por la expropiación del inmueble ubicado 
en la calle MalpA 768 de- esta Capital, laa partes apelante* 
formulan los siguientes agravios. 

La parte expropiante sostiene que no debe- modificarse el 
coeficiente de 0,65 por cuadra. El Sr. Juei a-q*o, basado en el 
hecho de que al expropiarse, el inmueble de la calle ?*aipú 770, 

el Tribunal de Tasaciones aplico el coeficiente de 0,70 / al del 

presente juieio, ubiesdo en Maipfi 768, es decir, al lado, el de 
0,65, estima de que dicha diferencia no se joatifica, y, en 
consecuencia, considera que deoe tomarse también en el pre- 
sente caso, el mismo coeficiente de 0,70. 

Ef apelante no aporta, al respecto, observación ni arjrn- 
mento alguno que tienda a demostrar la improeed/ncia del 
raciocinio arotentadQ por el Juzgador. P« consiguiente, corres- 
ponde aceptar la modificación qne introduce la sentencia en el 

coeficiente por cuadra. 

También se agravia la parte expropiante porque el a-avo 
redujo el coefieient* por wnpaeion de 0,98 a 0,94. A tal efecto, 
compara la renta de este inmueble con el expropiado a D. 
Efraín Gotlib y llega a ta conclusión de que no pueden aér 
^parados ambos coeficientes. 
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En realidad, el Sr. Juca o-ow> ha tomado en conaideraeifa 
llegar al coeficiente 0.M, no aólo et aceptado por el Tri- 
,„1 de Tasaciones «a eae porcentaje para 1» expropiación de 

pú IV' 770. En consecuencia, ante loe distintos porcentajes 
admitido* por el Tribunal de Tuiciones, la aenteneia opta, con 
acertado criterio, por el coeficiente de 0,9* que importa an 
término medio entre lea de 0,90 y 0,98 antea referido». 

Respecto de la imposición de laa corta*, la expropiante 
formula una reclamación que eorreaponde examinar. Sostiene 
que el deposito previo de $ 115.200 m/n., e61o constituyó el 
cumplimiento del requisito exigido por el art. 4 de la ley 
N» 12.966 para poder obtener la poeetión inmediata del bien y 
no —como lo pretenda ta expropiada— tm ofrecimiento de 
precio por eí valor de la finca. 

En principio, teóricamente, la parte agraviada pareciera 
invocar un justo derecho. Pero, las eOnalaneiM de antos indi- 
can una situación diametralmente distinta. En efecto, en la 
audiencia de comparendo, el representante de la parte «clon» 
— que ahora reduce el alcance y significado del depósito ini- 
cial — no desautorizó la expresa manifestación de la demanda- 
da que atribuyó a dicha turna de * 115.200 m/n„ el earáeter de 
"vetor de la indemnización total" <fa. 10, linea 25), y ta re- 
chazó por ser "mny inferior al valor real del "bien " (fs. 30 vta,). 

Debería, pues, como lo ha hecho la sentencia de primera 
instancia, atenerse a la intención claramente expresada en 
juicio por Ib* partes. 

Por ultimo, el representante del Instituto señala en la 
suma total de U indemuiraeión una diferencia a su favor, que 
debe prosperar, es decir, que aquella debe fijarse en ♦ 474.103, 63 
m/n., y no, tomo lo hace la sentencia, por baber inenn-ido en 
un. error material, en • 480.336,75 m/n., pues el coeficiente 
aceptado de 0.94 debe ser aplicado aofare la rama de $ 5M£fi5»57 
moneda nacional. - 

Los agravios de la expropiada ante esta iratanci» te li- 
mitan a sostener el monto fijado por los peritos en la instancia 
judicial, y a impugnar de inconstitucional ¡dad el flrt. 28 de la 
ley 13.264, en caso de dar al informe del Tribunal de Tasa-, 
ciones el valor de una prueba excluyente de las demás pruebas 
producidas. Sobre «te particular, el Tribunal reitera el pensa- 
miento expresado por la Corte Suprema: "se trata de un ele- 
mento más de apreciación a los fines de establecer el justo 
precio del inmueble expropiado y el monto de la indpmnisa- 
ción letal". 



m 
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En mérito de lo expuesto, b« confirma la sentencia en 1» 
I y ee ta nodifa* en cnanto al monto de ta indemni- 
*1á en * 474 103,63 m/n., eon mía lo» interese» 
juicio. — Maximiliano ContoU. — Abelard* 
- Romeo Finando Cámera. 




FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de mayo de 1951. 

Vistos los autos "Instituto Nao. de Previsión So- 
cial c\ Bencich Hermanos a.j expropiaotó-n", en loa 
que & fs. 197 esta Corte Soprema deolar© procedente el 
recnrso ordinario de apelación. 

Considerando! 

Que estos satos Hegan mediante el recurso ordi- 
nario deducido por 3a actora y qoe ha sido declarado 
procedente a fa. 197 por esta Corte Suprema. 

Que la apelante ae agravia (memorial de fs. 204), 
1) por el precio fijado al Inmueble objeto del juicio; 2) 

por la condenación en coalas y 3) por el monto de loa 

honorarios regulados. 

Que en cuanto al precio fijado se objeta el coefi- 
ciente de cuadra establecido en $ 0,70 por la sentencia 
y pide ae acepto el de ♦ 0,65 indicado en el dictamen del 
Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264. Las partes no 
discrepan en considerar que la zona de influencia de la 

avenida <tfrdoba eo mayor que la de la avenida Corrien- 
te*, a la altura do la calle Maipo en que se encuentra 
ubicado el inmueble. Aceptado este punto de vista tam- 
bién por el organismo mencionado, resulta claro que, 
si el coeficiente va disminuyendo a medido que las pro- 
piedades se alejan de la avenida Córdoba, no puede ser 
igual para nna casa que lleve el n* 770 que para la del 
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n- 768- Es lo que resolta del plattteanuOnto de U cues- 
tión hecho por el Tribunal de Tasaciones 7 aceptado 
por las partes. La circunstancia de qne en el supuesto 
de una venta un comprador no modificaría, anisas, su 
oferta por conceptear que nueve metros más lejos de 
la esquina Córdoba no hacen disminuir el valor de la 
tierra, no quita que conforme con el .sistema aceptado 
esa diferencia exista, sin que se la pueda considerar 
como una sutileza matemática. Es la consecuencia ne- 
cesaria del sistema usado. Por tanto, el coeficiente de 
0,65 establecido por el Tribunal do Tasaciones de la ley 
13.264 debe mantenerse. Así se declara. 

Que en cuanto a lo demás de la sentencia correspon- 
de confirmarla. 

Que en 1© referente a las costas debe confirmarse 
la sentencia en la parte que condona a la expropiante 
al pago de las de primera instancia. En cuanto a las de 
segunda y tercera instancias corresponde sean abona- 
das por su orden, atento el resultado del recurso que 
ha obtenido la modificación parcial del pronunciamiento 
de la Cámara. 

Que disponiéndose por esta sentencia el pago por 
en orden de las costa» de segunda instancia, la Nación 
no es parte respecto de la cuestión concerniente a laa 
mismas, y el fallo de fs. 175 es, en cuanto al punto in- 
apelable — doct. Fallos: 217, S7— . 

Que esta Corte tiene decidido —Fallos: 218, 79— 
que se ha de entender por monto del juicio, a loa efectos 
de las regulaciones pertinentes, la cbfereneia entre Ib 
oferta del expropiador y la cantidad en definitiva se- 
ñalada como indemnización; y qne la escala del art 6* 
del arancel no es aplicable a los juieioe de expropiación. 
Impónesc así la reducción de la correspondiente regu- 
lación practicada por los trabajos realizados en pri- 
mera instancia. 
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Que Míminao *n •toactra «1 mróto que en definí- 

tira se manda pagar como indemnización y a la impor- 
tancia del trabajo practicado, corresponde reducir loa 
honoraríoa regulado» a loa peritos. 

Por tanto modifica parcialmente el fallo, fiján- 
dose «n setenta 7 cinco centavos el coeficiente por cua- 
dra; reformándosela igualmente, en el sentido de que 
Botamente las costas de primera instancia son a cargo 
de la actor*. 

Lina R, Lovobi — Tomás D. 
Casares — Fklipe Sastuoo 
Pinas — Attlio Pbssagho. 



INSTITUTO NACIONAL DB PREVISION SOCIAL 

v. ángel g a tire a lm y otros 

EXPROPIACION': Indemnización. Veíerminación ilel tutor real. 

Si las partes no discrepan en considerar que la rana de 
infhwncia de la' Avda. Córdoba es mayor que la de la 
Avda. Corriente*, a la altura de ia calle Maipú en que 
se encuentra, ubicado el inmueble expropiado —que lleva 
loa Nos. 758/C2 de cata altima— . aceptado eirte punto de 
vi«a también pop el Tribunal de Tasación» de la ley 
13.264, resulta claro que, ai el coeficiente va disminuyendo 
a medida que las propiedades se alejan de lft Avda. Cór- 
doba, no puede ser igoal para una casa que lleva el N* 770, 
que pura loa Nos. 758/62; por lo que, conforme con el 

»i*tema aceptado, debe mantenerse eí coeficiente de cua- 
dra de $ 0.65 indicado por el mencionado organismo, 
rechazándose el de • 0,70, estableeid » por la sentencia 
apelada. 

COSTAS: V*t«n\rzn rfW jnieio. Expropiación, 

Procede imponer las costas de primera instancia al expro- 
piadór, ai ei importe que se manda pagar en. concepto de 
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total resarcimiento ««de al ofrecido más la mitad de I» 
diferencia, entre este y lo reclamado por la parte deman- 
dad* 

COSTAS: KaturaUsa del juicio. Expropimáów. 

Corresponde que las cotia* de segunda y tercera instan- 
cia* de un joickf de expropiación sean abonadas por *tt 
orden, atento el resultado del reenrao ordinario de apela- 
ción para, ante la. Corte Suprema, que ha obtenido la. mo- 
dificación parcial del pronunciamiento da la Cámara. 

RECURSO ORDINARIO ¡>K APELACION: Tttrtra insume*. /ni- 
etos $* g«* la Noción ea parir. 

Deponiéndose por la sentencia de la Corte Suprema el 
pago por au orden de las costea de aegnnda instancia, la 
Nación no m parto respectó de la cuestión concerniente a 
laa mismas, y el fallo de la Cámara en, en cuanto al punto, 
inapelable. 

COSTAS: JtfMMatoia del juicio. Expropiación. 

Pura regular las coates devengadas en las causea «obre 
expropiación, debe considerarse como monto del juicio a 
la diferencia catre la oferta del expropiador 7 la cantidad 
en definitiva señalada como indemnización. 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES. 

La escala del are. 6» del arancel establecido por el decreto 
30.439/44 — ley 12,997 — no es aplicable a los juicios de 
•ión, sin perjuicio de que se tenga en cuenta el 

adoptado por el mismo con respecto a jmciw de 

carácter. 



8entkncia del Jüéí FttHUX 

Buenos Aires, 5 de diciembre de 1949. 

Y vistos: Loe presentes seguidos por el Instituía Nacional 
de Previsión Social contra Angel José Domingo y Juan Gari- 
bsldi por expropiación, de los que 

Resulta: 

I. Que a fs. 6 comparece el apoderado de la actora dt- 
ciendo: que por decreto n» 32.920 del 20 de octubre de 1947, 
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el P. K. declaró incluida* en el plan de gobierno 1947-1951 en 
concepto «le trabajos públicos, rubro Arquitectura (art. 2*, 
inc. a.) de )a ley 12.966, laa obras de ampliación del local de 
la Caja de Jubilaciones y Pensione» de Empleado» de Comer- 
cio, Actividades Civiles y Afines del Instituto Nacional de 
Previsión Social, a cayo fin dispuso la expropiación entre 
otros del inmueble situado en la calle Maipú 758 de esta 
Capital. 

Por el art. 3* del Decreto citado se autorizó al Instituto 

q«e representa a promover el juicio respectivo de acuerdo a 

la legislación vigente, por lo que demanda por expropiación 
contra D. Ángel Garibaldi en bu carácter de propietario del 
inmueble antes citado que, según informe de la Administra- 
ción General de ta Contribución Territorial reconoce una va - 
Ir ación de f 307.000, importe que con más un 20 % o sea por 
un total de $ 128.400 m/n. consigna de eenformida*! con el 
art. 4* de la citada ley n* 12.966 a fin de que *e confiera la 
inmediata, posesión del inmueble. 

Termina pidiendo que previo el traslado de la demanda 
y demás trámites se diote oportunamente sentencia declarando 
expropiado el innaneble referido, con. cosía* en caso de opo- 
sición. » 

II. Convocada la audiencia preaeripta por el art. 6* de 
la ley 169 y 4* de la ley 12.965. se celebra con la presencia de 
ambas partea, según consta en el acta de fs. 7ft, ampliándose 
en dicho acto la demanda en contra d* Juan ©aribaldi y acla- 
rándose que el nombre del co- propietario ea Anpel JohP Do- 
mingo Garibaldi. ofrece al mismo tiempo diversas medidas 
probatorias. Por su parte loa demandados acompañan un me- 
morial en el que eonerelan sus pretemionee en euanto al pre- 
cio que debe pagárseles por el inmueble, a saber: a) el justo 
precio del inmueble que lo avalúa en * 1.1O0 el metro cuadrado 
del terreno y $ 300 por igual medida de edificación; o) la 
indemnización correspondiente a la diferencia entre el precio 
unitario de edificación y el costo actual de la misma; c) la 
suma que deberá pAfrtir en concepto de impuestos fiscales y a 
laa ganancias eventuales; y d) la* indemnisacionea a panarra 
a los inquilinos. Propone asimismo medidas de prueba. Produ- 
cido el informe pericial por loa peritos designados a propuesta 
de ambas partes y diligenciadas las otras medidas solicitada» 
so presentan los memoriales qne obran n fa. 102 y fs. 196. 

III. A fs. 207 la actora solicita que en virtud de lo dis- 
puesto por los arta. 14 y 31 de la ley n» 13.264 se requiera 
informe del Tribunal de Tasaciones creado por el art. 74 del 
decreto 33.405/44 ratificado por la ley 12.922 y previa desig- 
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nación del repríwntaiite de Ir d^mnivclntln imt? dipho tribunal 
se produce el informe que obnt n¡»rej;ado' de fs. 249 a 267 d!e 
autos quedando esto» en estado de resolví*; y 

Considerando: 

Que el présenle caso es estrictamente similar al planteado 
en el juicio seguido por el Instituto Nacional de Pre%-isión 
Social contra liencicli Hermano* en cuanto el representante 
de la parte expropiada manif iestft conformidad con el procedi- 
miento seguido por el Tribunal de Tasaciones para fijar la 
valuación, impugnando Un solo el coeficiente por cuadra (ver 
acta ríe fs. 256) y el de ocupación. 

A «te respecto caben por la Unto las miamos considera- 
ciones hechas en la sentencia recaída en dicho juicio por U 
que se modifican esos coeficientes a 9 0,70 y $ 0,34, respectiva- 
mente, con lo que el valor nniitario del terreno debe fijarse en 
$ 1.183,28 que para los 404,90 metros cuadrados de superficie 
da nn valor de $ 479,110,72, anma que, agregada a la dcl t valor 
del edificio fijado en * 101.776 y multiplicada por el coefi- 
ciente de desocupación determina el valor objetivo del inmue- 
ble en la de * 536.032,90 que «e fija en concepto de justo 
precio. 

Que en cuanto a la indemnización por el mayor valor 
adquirido por la edificación es improcedente toda vez (¡ue la 
misma ha sido tasada a su valor al momento de la expropiaeió-n 
siendo esa sama casi exactamente igual a la fijada por los 
peritos de común acuerdo en su dictamen de in. 75. 

Que tampoco cabe reconocer indemnización: por los ira- 

Kos fiscales que deben pagarse por la transferencia del 
eble ni por las ganancias eventuales que para au propie- 
tario implica el pago del precio de la expropiación ya que ello 

equivaldría a hacer incidir sobre la expropiante gravámenes 
que no son consecuencia de la expropiación «no de! beneficio 
económico que para su propietario representa caá transferencia. 

En tal sentido el interesado podra impugnar la legalidad 
del gravamen por la vía procesal pertinente, pero no pnede en 
(•amb.o resarcirse en concepto de indemnización del importe de 
dichos pravlmenos. (Ver fallo de la Exema. Cámara Federal 
m re "Administración de Vialidad Nacional c./ Ahlmark 
Oertrud S. de a./ expropiación*', d<? fecha 9 de oelubre ppdo."). 

Que las indemnizaciones reclamadas por los inquilinos 
solo podrían ser fijadas en juicio aparte y conforme al derecho 
<)iie informan ai» reclamaciones, por lo que resulta extempo- 
ráneo cualquier pronunciamiento al respecto. 
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Que por último deben imponerse las costas, a la expro- 
pian!* ya que no obstante los distintos rubro» reclamad!» en 
la demanda la auma qu« so manda pagar por sentencia es 
superior al 50 % de la diferencia entre la suma consignada 
por la adora en concepto de justo precio y el importe total de 
las reclamaciones efectuadas. 

T asi fallo: Haciendo lugar a la demanda y «n eoose- 

euencia declaro transferida a la actora el inmueble ubicado en la 
talle Maípú 758 de esta ciudad con las dimensiones y linderos 
de que da cuenta, la escritura que obra agregada de fs. 18 a 23 
de autos, previo pago de la diferencia entre la suma consigna- 
da en autos y la de f 536.032.90 m/n., que se fija, como justo 
precio del inmneble, con más sus intereses al tipo del Banco 
de la Nación Argentina desde el día de la posesión y laa coa- 
tas del juicio. - Jo*. Sortario. 



Sentencia de da Cascaba Federal 

Buenos Aires. 5 de maro. Afio del Libertador General San 
Martín, 1950. 

Considerando : 

Que como bien lo puntualiza el 8r. Juez "a quo" el pre- 
sente juicio es similar al seguido por la actora contra Beucicb 
Hnos. en cuanto el representante del expropiado manifestó 
conformidad con el procedimiento seguido por el Tribunal de 
Tasaciones ¡mpugnsndo tan solo el coeficiente por enadra y el 

da ocupación, y en el que esta Cámara, por ser "encía del día 
19 de abril último compartió el criterio del Inferior aceptando 
loa coeficientes de $ 0,70 y t 0,94, respetivamente, y <myos 
fundamentos se dan squf por reproducidos "brevitatis causa". 

<¿ue la parte expropiada pone de manifiesto en los apun- 
tes supletorios de bu informe "i;> voce" el error de cálculo 
incurrido en la sentencia en recurso, a] determinar el valor 
objetivo del inmueble, ya que efectivamente, aplicado el coefi- 
ciente de * 0,94 a la suma de los valorea de $ 479.110,72 y de 
9 101.776 fijados para el terreno y edificio, respectivamente, 
resulta la cantidad de $ 546.033.52 m/n. en -ves de la de 
• 536.032,90 m/n. que se consigna en aqaélla. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada de fs. 299/ 
301 en cuanto hace lugar a la demanda y declara transferida 

a la actora Ja propiedad del inmueble expropiado y se la 
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modifica en cuanto a la suma que previamente deberá pagarse 
y qne será la necesaria para completar la de * 546.M3.&2 m/n. 
que se fija por toda indemnización con más los intereses al 
tipo del Banco de la Nación Argentina desde el día de la po- 
sesión v las rostas del juicio a cargo de la expropiante. — 
Maximiliano Consoli — Abelardo Jorge Montitl — Romeo 
Firmando Cámera. 

FALLO DE LA CORTE Sl'PREMA 

Bueno» Aires, 7 de mayo de 1951. 

Vistos los autos: "Instituto Nacional de Previsión 
Social c| Garibaldí, Angelí José Domingo y Joan s.| 
expropiación", en loa que a fe- 335 esta Corte Suprema 
ha declarado procedente el recurso ordinario de ape- 
lación. 

Considerando: 

Que por resolución corriente a fe. 335 esta Corte 
Suprema ha declarado procedente el recurso. ordinario 
instaurado por ta actora qne se agravia por el precio 
fijado como indemnización, por las costas que le han 
sido impuestas y por el monto de los honorarios reb- 
lados. 

Que las consideraciones expuestas por esta Corte 
en los autos "Instituto Nacional de Previsión Social 
c.| Bencich Hnos. s.| expropiación", al dictar sentencia 
en la fecha, y que se dan por reproducidas, sirven igual- 
mente para fijar en 0.65 el coeficiente por cuadra en el 
sub-examen. Así se declara. En lo demás de la sentencia 

se la confirma. 

Que en lo referente a las coartas debe confirmarse 
la sentencia en la parte que condena a la expropiante 
al pago de las de primera instancia. En cuanto a las de 
la segunda y tercera instancias corresponde sean abo- 
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nadas por su orden, atento al resultado del recurso que 
ha obtenido ta modificación parcial del pronunciamiento 
de la Cámara. 

Que disponiéndose por esta ¿entencia el pago por 
su orden de las rostas de Begunda instancia, la Nación 
uo es parto respecto de La cuestión concerniente a las 
mismas, y el fallo de fs. 313 es, en cuanto al punto, 
inaiwlable — doctr. Fallos : 217, 97—, 

<}ue esta Corte tiene decidido —Fallos: 218, 79— 
que se luí do entender por monto del juicio, a ios efectos 
de las regulaciones pertinentes, la diferencia entre la 
oferta del oxpropiador y la cantidad en definitiva se- 
ñalada como indemnización; y que la eacala del art. 6 
del Arancel no es aplicable a los juicios de expropiación. 
Impeliese así la reducción de la correspondiente regu- 
lación practicada pf)r los trabajos realizados en primera 
instancia. 

<¿ne asimismo en atención al monto que en de- 
finitiva se manda pa«ar como indemnización y a la 
importancia de] trabajo practicado, corresponde redu- 
cir los honorarios regulados a los peritos. 

Por tanto, se modifica parcialmente el fallo, fiján- 
dose en sesenta y oiueo centavos moneda imeionalel 
coeficiente por cuadra, reformándosela igualmente en 
el sentido de (pie solamente las costas de primera ins- 
tancia son a cargo de la ¡totora. 

Luis B. Loxciii — Tomás I>. 

Carares — FteiPB Sastuoo 

Pkbkz — Atil«. Pessaqsío, 



■ 



DI JOiTICU DE LA NACIÓN 



ATJGüSTO N'OSS v. NACION ARGENTINA 

HOXOBA RtO S; Rcgúixtín, 

El Mito regulatorio sólo decide lo referente al monto de 
los honorario» devengados y nada anticipa respecto * la 
procedencia y forma de au cobro. 

RECORSO ORDINARIO DE APELAMOS: Tercera instancia. 
cioe en que la NaciA* es pett*. 

Careciendo d« interés la Nación en 1* determinación de lo* 

honorarios cuyo pago incumbe a la parte contraria, con 
arreglo a la forma del cargo de la* costas, es improcedente 
el recorso ordinario de »pelaei6n interpuesto contra el 
anto que fija el monto de aojnéllos. 

Dictamen dfx Procurado» Gehbbal 

Suprema Corte: 

Por las razones que he dado al dictaminar en la 
fecha en los autos "Anilinas Alemanas S- A. c| Go- 
bierno de, la Kacícm a.f amparo, inconatituciorialiclad y 
nulidad — e-xp. letra A. N ff 116—" considero improceden- 
te el recurso ordinario de apelación interpuesto a fe. 
318 y estimo corresponde declararlo mal concedido a 
fs. 318 vía. Bueno* Aires, octubre 19 do 1950, Año del 
Libertador General Son Martín. - Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de mayo do 1951. 

Vistos los autos: "NoBfl Augusto c.| Gobierno de 
ia Xación s,| interdicto de recobrar la poseeión", en los 
que a fs. 318 vta. se lia concedido el recurso ordinario 
de apelación. 
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Y considerando; 

Que ta sentencia de fs. 200 de estos antos impuso 
las costas del juicio al actor, cuestión en que el fallo 
de esta Corto de fs. 268 no introdujo modificación al- 
guna. 

Que la regulación de honorario? pedida a la. 298 
por el Dr. Bernardo Velar de Irigoyen ha de entenderse 
solicitada en el concepto de las mencionadas costae, pun- 
to sobre el cual es «preso el memorial de fs. 324, cap. 
I, letra b, 

Que toda vez que en el auto regnlatorio lo único 
que se decide es lo referente al monto de los honorarios 
devengados —Fallos : 188, 459; 214, 88 y otros— y nada 
anticipa respecto a la procedencia y forma de su cobro, 
ocurre que ta Vació» carece de interés en la determina- 
ción de los emolumentos cuyo pago incumbe a la parte 
contraria con arreglo a la forma del cargo de las costas. 

—Fallos: 217, 97—. El recurso ordinario concedido en 
la especie resulta así improcedente. 

En su mérito y habiendo dictaminado el 8r. Procu- 
rador General se declara improcedente el recurso or- 
dinario concedido a fs. 318 vta. 

Lera B. Longhi — Tomás D. 
Casares — FKUFE Saxtuoo 
Pérez — Atojo Psssaoko. 



JOSE ESPOSITO Y OTRO 

RECVRSO ORDINARIO DE APELACION: Tercero ímIoucm. Sen- 
d*f**it*v*. Retolutionet po«*Wor«, 

Las resoluciones posteriores a la sentencia definitiva 
— consentida — dictada en los autos seguidos por infrac- 
ción a las lev» de impuestos internos, recaídas en el pro* 
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eedimiento da ejecución de la «entese» final de la causa, 
no son a su vez sentencias definitivas, en loa términos del 
art. 3» de la ley 4055, en cuanto no ponen fin aj juicio 
por razone* no contempladas en el pronunciamiento ante- 
rior; no obstando & tal conclusión la. circunstancia de que 
la resolución apelada pueda causar agrario irreparable, 
por no ser aplicable al recurso ordinario el procedimiento 
de equiparación de tales autos a sentencias definitivas, 
que es propio del recurso extraordinario <»). 



EDWIM NOWELL DEMPSTER 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: CampeUncia federal. Compe- 
tencia originaria de fe Corte Suprema. Agento diplomáticos y copu- 
lare». Cénenles extranjeros. 

La jurisdicción originaría de la Corte Suprema en causas 
concerniente» a cónsules extranjeros, está limitada a aque- 
llas " seguidas por hechos o actos cumplidos en el ejercicio 
de SUS funcione* propias, siempre que en ellas se cuestione 
su reBponssbilidsd civil o criminal ' tal «orno lo dispone 
el art. 24, inc 1», ap. d), in fin* de la ley 13.998 — regla- 
mentaria en el punto, de lo prescripto por el «rt, 96 de la 

Constitución Nacional ; por k> que ni las esusas civiles ni 
los procesos oríminales originados en hechos ajenos a la 
función consular son de la competencia del Tribunal, sino 
de los jueces nacionales de primera instancia, a quienes 
incumbe entender en los juicios "que versen sobre nego- 
cios particulares de los cónsules extranjeros" —art. 55, 
inc. e), ley 13.998 — . 

Dictamen del Procurador Genbrax, 

Suprema Corte; 

Reglamentando el art. 96 de la Constitución Na- 
cional, el art. 24, inc. 1% in fine, de la ley 13.998 dispone 



{■) 7 de mayo. Falles: 215, 309; 217, 975 y 1098. 
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que "aon cansas concernientes a los cónsules extranje- 
ro» las seguidas por hechos o actos cumplidos en el 
ejercicio de stts fwc*o*es propias siempre que en ellas 
se cuestione su responsabilidad civil o criminal". Se lia 
mantenido así la doctrina que V. E. elaborara aplicando 
el art. 101 de la antigua Constitución Nado-nal y las 
disposiciones legales que lo reglamentaban (Fallos: 
208 : 1 21 ; 210 : 380 y los allí citados ) . 

En consecuencia, no resultando de estas actuacio- 
nes que el lionlio imputado at Cónsul de Gran Bretaña en 
la Ciudad de Rosario, D. Edwin Nowell Dempster, en- 
cuadre- en la referida norma legal, procede declarar que 
el conociniienlo del presente Caso no es de competencia 
originaria y exclusiva de la Corte Suprema- Buenos 
Aires, abril -4 de 1951. — Carlos G. Del fino. 

■ 

FALLO BE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 do mayo de 3051- 

Auto»* y vistos; considerando: 

Que como bien dictamina el Sr. Procurador Gene- 
ral la jurisdicción originaria de esta Corte en causas 
concernientes n cónsules extranjeros, está limitada a 
aquéllas "seguidas por bechos o actos cumplidos en el 
ejercicio tic sus funciones propias, siempre que en ellas 
se cuestione su responsabilidad civil o criminal*', tal 
como lo dispone el art. 24, inc. V ap. d) i* fine de la 
ley llt.ílíW, reglamentaria en el punto, do lo dispuesto 
por el art. ÍNS de la Constitución Nacional. 

Que, en consecuencia, ni las causas civiles ni los 
procesos criminales originados en hechos ajenos a la 
función consular son de lá"coinpeteneia dé esta Corte, 
sino .lo los jueces nacionales de primera instancia, a 
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quienes incumbe entender en los juicios "que Tersen 
sobre negocios particulares de los cónsules extranjeros". 
-Art. 55, ine. c) ley 13.9¡)g-. 

Que de las constancias de autos no resulta — v. esp. 
fe. 10 — tratarse de un hecho ocurrido en ejercicio <5c 
las funciones propias del Sr. Cónsul de Gran Bretaña 
en Bonario. 

Rn su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Pro- 
curador General se declara que la precedente causa no 
es de la competencia originaria de esta Corte .Supremo. 
Devuélvanse los auto» al Sr. Jnez Nacional de Primera 
Instancia X* 1 de Rosario a fin de que reasuma el cono- 
cimiento de las actuaciones. 

Luis Lonohi — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Pékbss — Anuo Pessaosto. 



i 

PROVINCIA DB SAN LUIS v. CIA DE ELECTRICIDAD 
DE «I** ANDES" S. A. 

EXPROWACIO\: I'ro^dJmenlo. i'rorrdimiento judicial 

Si, notificado el dueño del bien expropiado de la obliga- 
ción de hacer comparecer a su representante, dentro del 
plazo de diez días, ante el Tribunal de Tasaciones, hizo 
conocer & la Corte Suprema la designación de m repre- 
sentante, y posteriormente — justificando motivos atendi- 
bles — solicitó su reemplazo por . otro ingeniero que no 
compareció a aceptar el cargo, y si no Re ha dispuesto aun 
el requerimiento ordenado por el art. 14 de la ley 13.264, 
no procede el emplazamiento solicitado por la actora para 
hacer cumplir a díeho perito con el requisito apuntado 
bajo apnreibimiento de "tenerla pop renunciada al dere- 
cho de hacer otra designación". Jjo que corresponde e* 
requerir del Tribuna! de Tasaeioncs que expida en el tér- 
mino de ley los informes dispuestos por el art. 14 de la 
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ley 13.264, e intimar previamente & la expropiada para 
que dentro del plazo de diee dfas comparen? a su represen- 
tante a mtpftrar el referido organigroo, bajo apercibimien- 
to de presrindine de su intervención ('). 

PRUEBA: Ofrecimiento t, producción. 

Tratándose de informes requeridos al Gobernador de la 
provincia actora, no puede prosperar la actuación -de ne- 
gligencia formulada, por dicha parta ai el oficio pertinente 
fué librado el 11 de octubre de 1950 y presentado para 
sn trámite ante el respectivo jura nacional, el 3 de no- 
viembre del mismo afio, a lo que debe agrédanse que in- 
forman de la diligencia de la demandada al respecto di- 
versa* constancias obrantes en autos ( s ). 



SANTIAGO CORTESI T OTROS v. MALUCH 
LAZAR ESKÜ 

MECVRSO BXTRAORDrXARtO: Requisitos propios. Sentencia ér- 
fimiira, Rtsoltieiúnts ptattrioreg a la «alearía definitiva. 

Las resoluciones posteriores a la sentencia final de la can- 
sa tendientes a hacerla efectiva, con el alcance que a jui- 
cio del tribunal que. la dictó, tiene la primera, no son 
susceptible» de recurso extraordinario ; con la única ex- 
cepción de los «opuestos en que por tal vía. se incurra en 
"rio oje lo reaoelto en el fallo de" 



(i) 7 de mayo. Fallos: 2L7, 605. 

(3) F»1|m: 207, 16. 

(*) 7 de majo, Fallo»: 212, 251. 
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JOSE MARIA HÜEROO v. INSTITUTO NACIONAL 
Di PREVISION SOCIAL 



JUBILACION ¥ PENSION. 



Si bien el decreto-ley 9316/46 tuvo, entre otro» fin*», el 
de "hacer desaparecer la diferencia de trato a los efectos 
jubilatorios en lo atinente a la do acumulación del aneldo 
de los (argos docente*») con el de otros administrativos 
desempeñado* simultáneamente", también se pone como 
requisito del reajust* que quien lo aolicite está prestando 



CONSTITUCION NACIONAL: Comtitucionatidad e imconstiiuciona- 
lidad. Decreto» nacional**. JubHacio*e* y pernio *tl. 

EL art. 11 del decreto-ley S316/4S, en cnanto supedita el 
reajuste a la circunstancia de que ae esté prestando eervi- 
cios, no es violatorio del principio de igualdad, tratándose 
un requisito qoe, como muchos otros meramente 
OS, puede ser válidamente impuesto en estos regí- 
menes de asistetieia Social para subordinar a ello* el otor- 
gamiento del beneficio. 

JUBILACION Y PENSION. 

El afiliado que hace aportes adquiere un derecho eu po- 
tencia, pero cuales sean la e*ten»6n y demás modalidades 
del derecho adquirido son puntos librados a la determi- 
nación ele la ley : habiendo sufrido muchas alteraciones lo 
relativo a lo« «ños de servicios requerido*, 4 la edad del 
beneficiario, al porciento del aporte, a la relación del be- 
neficio con el monta de los sueldos percibidos, a la posibi- 
lidad de acumular para el computo diversas remuneracio- 
nes, al ■máximo de la jubilación, a la fecha desde la cual 
habrán de regir los nuevos beneficios acordados o los nue- 
vos cómputos autorizado*, etc. 

JUBILACION Y PENSION. 

En materia de jubilaciones, es grande la latitud de las 
atribuciones del lesrwlador porque, <en rigor, dichos bene- 
ficios no están en relación económica estricta con los apor- 
tes efectuado* nn sistema de asistencia social que asf 

como se finan?. .i en parte con aportes de los que no se ba 
seguido ningún beneficio para quien los hizo ni para sus 
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sucesores, se financia también con «nía* generales, es de- 
cir, con «na contribución ¡le la colectividad euyas genera- 
ción» van tomando sobre sí sueeaivameote, por elementales 
razones de solidaridad social, la carga económica que im- 
pone el cumplimiento del deber de justicia distributiva a 
que obedece la asistencia en cuestión. 

J VIH LACIOS Y PEXSIOS. 

Ix) que la ley regula y limita al ponerle condiciones al 
otorgamiento de 1c* benefi ios jnbilatoriw no es sólo el 
derecho de los beneficiarios, sino también la contnbiicu.ii 
colectiva con que se- los sostiene. 

JUBILACION Y PENSION. 

Es propio de los regímenes jubílatenos que, salvo dispo- 
sición expresa, rus nuevas modalidades sólo rijan para lo 
futuro sin comportar revisión tle las prestación» acorda- 
da» correspondientes a beneficiarios que, al tiempo de ob- 
tenerlas, calaban en las condiciones que consigna el nuevo 
régimen. 

CONSTITUCtOX NACIONAL: ConttilucioinUdad e inc<nutitwion<" 

No puede considerarse como pura arbitrariedad que el 
nuevo cómputo a que se refiere el decreto-ley 9336/46 no 
ae extienda a todos lo* que no obstante haber prestado 
servicios diversos —en el «aso del recurrente, docente» y 
de índole administrativa— no obtuvieron, a su hora, que 
el cómputo se hieieae tomando en enenta loa diverso* suel- 
dos pereftidos; no siendo tampoco, de mngim modo arbi- 
trario, el modo de limitarlo — acordándolo aillo a Ic* 
afiliados que estfin prestando servicioa"— , pues lo que 
ello importa es, en realidad, el establecimiento de un nne- 
vo régimen jiibilstorw para quienes, a! tiempo de la *an- 
rión de la ley, estaban en tas condiciones por ella estable- 
cidas. 

Dictamen aprobado por bu Dibettosio dbd Instituto 
Nacional de Previsión Social 

Buenos Airea, 30 de abril de 1948. 

D. Jos* María Huerco, sejnín eoitbtnncias de autos «inte, 
tizadas en el informe de la Contaduría a fs. 123, fué jubilado 
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ñor aeweío del Poder Ejecutivo de fecha 2G de mayo «le M26 
cii p1 éVgO [le Jete de la Dirección de Laboratorio*. Agrícolas 
ganaderos del Ministerio de Agricultura, continuando en el 
ejercicio de des cátedras no tomadas para el beneficio acordado- 

Con posterioridad -el 9 de diciembre del referido año- 
nor otro decreto del Poder Ejecutivo, nO SC ta lupar a la 
acumulación de dichas cátedras al cargo admmtstrativo que 
aún conservaba v respecto del cual acababa de ser jubilado. 

Osante más tarde —21 de octubre de 1930— en las refe- 
ridas cátedras, solicita el reintegro de los aportes efectuados 
desde Iba mismas ; reintegro que es denegado por resoluciones 
del 5 de julio de 1932 y el 2 de mayo de 1933. 

Aparecido el Superior Decreto N» 9316 del 2 de abril de 
]946 —mego convertido en ley— se presenta el mencionado 
a fs. 106/110, acomendóse al mismo; vale decir, solicitando la 
acumulación del haber de las cátedras -de la* que •» -hallaba 
senarado desde el año 1930— al haber de au jubilación, obte- 

"^"corrido traslado de los autos al Sr. Asesor, este se espide 
a fojas 127 en un todo de acuerdo con un precedente informe 
de la Contaduría, por el que ac estima improcedente la acumu- 
lación solicitada, en virtud de disposiciones espresaa del refe- 
rido decreto. 

La Asesoría Letrada cita, a mayor abnndamiento loa ar- 
tículos 11 v 23 del decreto N* 9316, para aconsejar, a fs. 14P, 
se deniegue el petitorio del recurrente. 

En efecto; el citado artículo 11 dispone que el reajuste de 
prestación y haber de carpo podra ser obtenido por los afilia^ 
dos que están prestando scmcios_y ae hallen a.multéncamcnte 
en el «oee de altano de los beneficios jwbilatorws que menciona. 

Por otra parte, el artículo 23 estatuye que las dwpoj^' - 
nca del decreto íf» 9316 coraeiuarán a repir a partir del 1 d* 

Cner °l> acardo con lo espnesto, el derecho a los beneficios que 
acuerda el aludido decreto, debe originarse a partir de la m- 

d.cad^fech^ ^ ^ enta l0 a aTOnse í ad0 ., P T^t nt |n 

mente por la Comisión respectiva; de_ eonform.dad con lo 
Apuesto por el decreto N» 29.292 del año 1944, 

La .Tunta Seccional de la Ley 4949, aconseja resolver; 

V) No se hflga lugar <» P*"i«° * 8gÉÉ 
en amos D. José María Huer^, por ^^^ r ' t ^^ 
do a ¿«posiciones espresa, del decreto N 5 9<Ub, eomeniuo 

en ley. 
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2») Se elevan los autos si H. Directorio, a los correspon- 
diente» efectos. 

Dictamen del P «cubado* Oenwal dí ua Justicia 
do, Teabajo 

Exima. Cámara ; 

Iududableioente la petición del recurrente fundada en los 
loable» principios ds justicia qne han inspirado la sanción del 
D/h numero 9316 del año 1946, tiende a obtener haciéndose 
realidad e*os preceptos, la reparación de lo que él considera 
una lesión injusta a an derecho, inferida por la aplicación en 
et pasado, de leyes qne han regido en aqnella oportunidad. 

Ea un jubilado cuyos serricíoa se le computaron eoraO em- 
plead» administrativo, no obstante, al parecer, toa funcione* 
fueren didácticas y de difusión científica al frente de una ins- 
titución técnica. Fué a la \ea titular de cátedras en la UniTer- 

¿dad Nacional, laa que continuó deeempeBando hasta después 



Ha eiiatido por tanto simultaneidad de la prestación 
obtenida, con la de servicios en el profesorado que pudo ejer- 
cer sin incompatibilidadp por autoritaria la ley. En esas con- 
diciones habrfase encontrado para justificar sn petición de 
rea junte de la jubilación, con la de ana sueldos de cátedras, 
que aotorísa el art. 17 del D/L 9316 del afio 1946, ejerciendo 
ene derecho pomo lo ha heeho, dentro del año que la disposi- 
ción dispone. 

Como tampoco el afiliado lia retirado el aporte de las cá- 
tedras para que la acumulación autorixada por el art. 3» del 
citado decreto-ley proceda, se ha creído comprendido a la vea 
en la disposición dd art. 35 de I* ley 4349, que expresamente 
reconoce ese derecho, a los beneficiarios que desempeñen fun- 
ciones en el profesorado. 

Aquel decreto-ley, indiscutiblemente se sancionó para co- 
rregir y hacer desaparecer la diferencia de trato cómo lo COtt- 
aigna sn preámbulo, existente por el art. 22 de la ley 4349* que 
prohibe el aumento de la jubilación con el sueldo del nuevo 
empleo, disponiendo la reforma, la incorporación de esos ha- 





biendo expresamente el carácter permanente de 
r eusnto limita su aplicación a los que en la 
la «arción están prestando servicios, entiendo 
dejado de prestarlos con anterioridad, se en- 
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«ttntra desprovisto del derecho, que según la ley, k prevé 

solamente para loa qae simultáneamente a su sanción, reúnen 
los requisitos concurrente» del aTt. IX 

Por ello, considero qoe la resolución dictada por el Ins- 
tituto de r*revisión, ea 3a qae corresponde al dudoso easo 
planleado- por el peticionante. Despacho, 6 de setiembre de 
1949. — Víctor Surtda QraeU$. 



Sentencia de i-a Cámara de Apelaciones db la 
det, Tbabajo 



Vistos y Considerando: 

Que se agravia el recurrente contra la resolución del Ins- 
tituto Naeional de Previsión Social qa« deniega la acumulación 
q Ue — pretende y solicita — a su haber iubilatOTÍO, de la» 
sumas percibida» por los servicios prestados como catedrático 
de la Facultad de A|rronomía de Buenos Aires (de las que se 
hallaba separado desde el año 1930, ver fs. 205) , fundando 
su pretensión en la* disposiciones pertinentes del decreto-ley 
9316 del año 1946 (ley 12.921). 

Que de las constancias de autos, reanlta que el interesado 
obtuvo los beneficios de la jubilación el 26 de marra de 1926 
<fa. 150) en el cargo de Jefe de la Dirección de Laboratorios 
Agrícolas Gansdero* del Ministerio de Agricultura de la Na- 
ción, de acuerdo a las presen pcionea de la ley 4349 y decreto 
reglamentario de la ley 11.923. 

Que de conformidad eon lo establecido) por los arte. -22 
y 35 del referido estatuto legal, no siendo aewmolables los 
aneldos que perciben los afiliados -que tienen el desempeño 
simultaneo de nn cargo administrativo y otro docente, aunque 
todos ellos están sujetos y se debe efectuar por elJos los aportes 
legal» respectivos, los afiliados en estas condiciones —tal 
la situación del recurrente Ingeniero Agrónomo José María 
Huergo— están obligados a optar al momento de jubilarse, 
a los fines de la fijación del baber correspondiente, entre ha- 
cerlo en el cargo administrativo o la magistratura en RU easo, 
fiin ninguna acumulación de sueldo, o jubilarse sólo en los 
docentes desempeñados, acumulando los sueldos corres- 

« a todos ellos. 

corno consecuencia de lo precedentemente eapoe^to, at 
recurrente se le liquidó su haber jubilatorio con feclia 26 de 




■ 
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mayo de 1926 {fa, 150), sin computarle los. Bueldoe percibidos 
por el desempeño de dos cátedra» de Zoología c Industria* 
Agrícolas, de conformidad a lo preserípto por Iba normas 
recordadas "ut rapn". 

Que tupiéndose sancionado con posterioridad a la conce- 
sión del beneficio jubilatorio al recurrente, en las condiciones 
preindicadas, el decreto-ley 9316 del % de abril de 1946 (ley 
12.921), que permite la acumulación de sueldo* en las condi- 
ciones que el mismo estipula, se presenta nuevamente el peti- 
cionante recabando de ta Caja respectiva el reajuste de su ju- 
bilación y el pertinente córapnt© en la fijación del haber de la 
misma de los sueldos percibidos en ejercicio del cargo docente. 

Que tal pretensión del recurrente, en el sentir del Tri- 
bunal, no puede prosperar, toda ves que de conformidad a lo 
preceptuado expresamente por el art. 23 del referido estatuto, 
las uMapoflieJonea del mismo recién entraron en vigor a partir 
del 1» de enero, de 3946. mientras el interesado se «cogió a los 
beneficios de la jubilación con más de diecinueve años de 
anterioridad. A ello, cnbría agregar, a mayor abundamiento, 
que aán admitiendo por vía de hipótesis y otorgando al de- 
creto-ley 9316 de 1946, un efecto retroactivo qne no tiene, 
qne tampoco podría prosperar la solicitud del beneficiario, 
toda vea que de conformidad a lo preacripto por el art. 11 
del mismo, procede el reajuste en aquellos casos de afiliados 
que están prestando servicios y « hallan simnltáneamente en 
el goce de alguna prestación. Siendo ello asf. y no encon- 
trándose el Ingeniero Huergo en las condiciones que la norma 
reproducida establece, pues ai bien Uen» la segunda de las dos 
condiciones legales prefijadas — goce de una prestación jubi- 
laturin — no reúne en cambio, la primera de ellas, toda vez 
que no se halla actualmente "prestando servicios" según cons- 
tancia que emana del certificado obrante a fs. 205. del «tal 
resulta que cesó en el desempeño de sus cátedras de- Zoología 
e Industrias Aerícolas, con fecna 21 de octubre de 1930. En 
eonseeneneia. resulta elara la falta de acción del recurrente 
al reajuste «re pretende, al no hallarse enmarcada su situación 
dentro del ámbito qne contempla y establece la aludida diapo- 
aiei-ón legal. Asi se declara. 

Por lo demás, cabría también expresar, que el art. 37, 
en sentido corroborante con lo establecido sobre el punto, por 
e' art. 11, prescribe asimismo "que en cnanto atañe a las pres- 
cripciones acordadas hasta el presente, deben tenerse por apro- 
bados loa procedimientos establecidos en eada caso, por la 
eeerión o caja otorgante de la prestación, sin perjuicio del 
reajuate que podrán solicitar dentro del plazo de un año, 
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los afiliados q,ue se hallen en las condiciones del artículo 11". 

T ya hemos visto precedentemente, que de conformidad 
con el aludido concepto (art. 11), el recurrente carece de de- 
recho al reajuste que pretende, por no tratarse de un afiliad» , 

jubilado que simultáneamente se encuentra prestando servicios. 
Ahí también ae declara. 

Por otra parte, sobre la materia, esta Sala tiene reiterada- 
mente decidido (ver entre otros) "Pineda, Ernesto s./ Jubila- 
ción por Invalidez" <fallo del 20/3/47), que "los beneficios 
jubílatenos se acuerdan de conformidad con la ley vigente 
en el momento de bu concesión, de donde ae «gue que si la ley 
nueva no autoriza la modificación de beneficios jubilatorios 
ya acordados, sus disposiciones no pueden aplicarse al caso 
definitivamente resuct.o". 

"TjO contrario importaría rever situaciones estables, con 
detrimento de inmutabilidad de relaciones jurídicas existentes. 
Por eso, la Suprema Corte en el caso registrado en J. A., afio 
1944, IV, phg, 39, «ntó doctrina aplicable el caso en estudio, 
determinando que. "la ley posterior que modifica el régimen 

establecido, no debe interpretarse como modificatoria de laa 

jubilaciones acordadas- si ese efecto no es preceptuado por sua 
términos en forma clara", expresando que solución de ta) 
naturaleza no viola el principio de igualdad consagrado en la 
Constitución Nacional (art. 16), que es el derecho a que no 

se cfltableacan excepciones o privilegios que excluyen a uno» 

de los que se acuerda a otros en igualdad de circunstancias 
creando distinciones arbitrarias, injustas u hostiles contra de- 
terminadas personas o categorías de personas. 

Que finalmente esta Sala tiene fijado temperamento idén- 
tico al que aquí se arriba in re-. "Meatirio. Carlos Elias s/ • 
Certificación de Servicios" del 2S/12/47. Así se declara. 

En su mérito, considera «ion es expuestas, cita» legales y 
jurisprudenciales invocadas, y lo dictaminado por el Sr. Pro- 
curador General, ae confirma la resolución recurrida en cuanto 
ba sido materia de apelación. — Armando David Machera. — 
Hortvio Romí latft, 



Díctame» del Pbqcwpor Generar 

Suprema Corte: 

De acuerdo con lo manifestado en mi dictamen 
obrante a fs. 238, entiendo que la proood&ncifl del «- 
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corso extraordinario interpuesto en esta causa — decla- 
rada por V. E. a fe, 220— sólo comprende lo refcrento 
a ta inteligencia del decreto-ley 5316146. 

A ese respecto, pienso que el fallo apilado hace 
una correcta aplicación, del referido estatuto lega!, por 
lo- que debe ser mantenido. 

Si bien es exacto que, como afirma el recurrente, 
con dicho decreto-ley so qniso poner fin a ciertas des- 
igualdades do trato que se producían en el régimen le- 
gal anterior, como asimismo permitir la acumulación 
do loa sueldos correspondientes a servicios simultáneos 
en parte alguna del mismo ee expresa que se haya que- 
rido llar efecto retroactivo a tales reformas. 

Por el contrario, el art. 17 dispone claramente 
que no es así y sólo admite entno únU'ti excepción la 
prevista en el art. U, que permite el Majaste de cierta? 
jubilaciones, poro i*ara ello exige, como condición ine- 
ludible, la de que los interesados se encuentren pres- 
tando servicios. 

Tratándose, como digo, de una excepción no puede 
interpretarse dicho art. 17 de tal nimio que ln excepción 
se convierta en la regla. 

Por todo ello, y por sus fundamentos, soy de opinión 
que U\ senteiK'ía obrante a t*s. 174 debe ser confirmada. 
Buenos Aire», noviembre 14 de 1950, Año del Liljertador 
Oeneral San Martín. — Carlós G. Delftno. 

FALTO DE I.A CGRTR SI'PIÍRMA 

Buenas Aires. 9 do mayo ilc 1951. 

Vistos los autos "lTuergo José María e.¡ Instituto 
Xacional de Previsión Social s.[ pensión", en los que 
a fs. 229 estn Corte Suprema declaró procedente el re- 
curso extraordinario. 



os justicia de la kacióh 



Considerando: 

■ 

Que si bien como surge de bu texto y de los consi- 
derandos del decreto-ley 9316/46 éste tuvo entre otros 
fines, el de "hacer desaparecer la diferenc X de trato 
a los efectos jnbilatorios en lo atinente a la no acumu- 
lación del sueldo de los (cargos docentes) con el de otros 
administrativos desempeñados simultáneamente", tam- 
bién se pone como requisito del reajuste que quien lo 
solicite esté prestando servicios. En el pasaje de los 
considerandos precedentemente citados se alude al ''per- 
sonal que desempeña, —tiempo presente—, cargos do- 
centes". V en el art. 11 se disponerme podrán solicitar 
el reajuste "los afiliados que estén prestando servicios 
y so bailen simultáneamente en el goce de alguna de las 
siguientes prestaciones...". 

Que dicho art. 11 no es meramente reglamentario 
de lo dispuesto en los primeros, como sostiene el recu- 
rrente, pues si bien reglamenta la forma de obtener los 
nuevos cómputos impone en forma expresa un requisito 
del que no se hace mención en las disposicioses prece- 
de ntea, cual «8 el de que quien solicite el reajuste se 
halle en la actividad. No puede caber duda, —y no la 
tiene, en realidad, el propio recurrente—, de que el de- 
creto en cuestión supedita el reajuste a la circunstan- 
cia de que se esté prestando servicios. Er para quienes 
están en esas condiciones que se lo autoriza. Ix> que se 
sostiene en el recurso os que semejante limitación viola 
el principio de igualdad, pues coloca en condiciones in- 
feriores a quienes reúnen todos los demás requisitos 
irarn tener derecho al nuevo cómputo, pero no están en 
la actividad. El tratamiento desigual carecería de ra- 
zón suficiente, pues se afirma que no lo es la circunstan- 
cia indicada en último término. 

Que no se trataría, pues, de qne en este caso los 
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iguales fnesen tratados desigualmente en iguales eir- 
cunstnneias, niño de que la innegable desigualdad de las 
circunstancias no justifica el trato desigual. Pero es 
que aunque se considere como esencial en esto régimen 
el hecho de haber prestado simultánea o sucesivamente 
servicios que en él ae declaran ncumulables, modifican, 
do con ello el criterio del régimen anterior que no per- 
mitía la acumulación, y como aceeaorio la circunstancia 
de estar o no prestando servieiog al tiempo de pedir el 
reajuste, lo cierto es que se trata de un requisito que, 
como macho* otros meramente accesorios o acciden- 
tales, puede ser válidamente impuesto en estos regí- 
menea de asistencia' social para subordinar a ellos el 
otorgamiento del beneficio. El afiliado que hace aportes 
adquiere, sin duela, un derecho en potencia; pero cuales 
aera la extensión y demás modalidades, del derecho 
adquirido son puntos librados a la determinación de la 
ley. Ks así, como lia sufrido muchas alteraciones lo re- 
lativo a lo* años do servicios requeridos, a la edad del 
beheficláTÍo, al porción to del nporte, n la relación del 
beneficio con el monto de los sueldos percibidos, a la 
posibilidad de acumular para el cómputo diversas re- 
muneraciones, al máximo de la jubilación, a la fecha 
desde la eunl habrán do regir los nuevos benefieios 
acordados o los nuevos cómputos autorizados, etc. Es 
grande ln latitud de las atribuciones del legislador en 
la materia porque en rigor, la jubilación no está en 
relación económica estricta con los aporte» efectuados. 
Ks un sistema de asistencia social que así como se fi- 
nancia en parte con aporte» de los (jue no se lia seguido 
ningún beneficio para amien los hizo ni |>ara sus suce- 
sores, — como api) los efectuados por quienes mueren ó 
dejan el M-rvicio antes *le tener derecho a ninguna pres- 
incióii— , se íiniiiu-irt también. — y no es ésta, por cierto 
ta porción raninos importante—, con rentas generales, 



es decir, con una contribución de la colectividad coyas 
generaciones van tomando sobre sí sucesivamente, por 
elementales tazones de solidaridad social, la. carga eco- 
nómica que impone el cumplimiento del deber de jus- 
ticia distributiva a que obedece la asistencia en cuestión. 
En consecuencia lo que la ley regula y Umita al ponerle 
condiciones al otorgamiento de estos beneficios no es 
sólo el derecho de los beneficiarios sino también la con- 
tribución colectiva con que se los sostiene. Y por eso la 
raaón que parezca a veces no tener tal o enal límite o 
condición impuesta a la concesión del beneficio, se la 
hallará en el delwr de moderar la carga colectiva que 
el nuevo beneficio o la nueva modalidad de él traerán 

consigo. . . . 

Así como no comportó inconstitucionahdad ni vio- 
lación de la justicia, en el sentido estricto de la expre- 
sión, el hecho de que al recurrente, que efectuó aportes 
por los cargos docentes tanto como por el administrati- 
vo se le acordara en su momento jubilación sólo sobre 
la base de este sueldo, tampoco la hay en que la . revi- 
sión que de ese criterio nace el decreto-ley 9316/46 no 
le alcance. De ninguna manera puede considerarse co- 
mo pura arbitrariedad que el nuevo cómputo no se ex- 
tienda a todos los que no obstante haber prestado ser- 
vicios diversos no obtuvieron, a su hora, que el computo 
se hiciese tomando en cuenta loa diversos aneldos perci- 
bidos. Y en cnanto al modo de limitarlo, -acordándolo 
sólo a "los afiliados que están prestando servicios — 
no es tampoco, de ningún modo arbitrario, pues lo que 
ello importa es, en realidad, el establecimiento de un 
nuevo régimen jubilatorio para quienes al tiempo de la 
sanción de la ley estaban en las condiciones por el a 
establecidas. Y es propio de estos regímenes, por todo 
lo que se hn explicado, que salvo disposición ezpresa, 
8 us nuevas modalidad** sólo rijan para lo futuro sin 
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comportar revisión de las prestaciones acordadas co- 
rrespondientes a beneficiarios que al tiempo de obte. 
nerlas estaban en las condiciones que consigna el nuevo 
régimen. 

Por tanto, y habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General se confirma la sentencia apelada en lo que 
ha sido materia del reenrso. 

Lina R. I-oso hi — TqmAs D. 
Casarf» — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Prssaono. 



LUIS HERCULES OBSI v. INSTITUTO NACIONAL DE 
PREVISION' SOCIAL 

RECURSO BXtRAOBDMARtQ; Rtqñitn pnpm. Cue*iiw* *>. 

federare». Ertlnsión de la* c*e$tiont* de ketho. Vario,. 

Habiendo deelarado la Corte Suprema la procedencia del 
reenrao extraordinario, ante todo es preciso distinftnir el 
(*jeto propio del mismo — interpretación del aii. 19 de 
la ley 4349—. de la cuestión H Who y prueba —relativa 
al estado del actor ruando c - ¡6 rji su empleo — que no 
corresponde considerar en día a tataneia. 

JUBILACION DE EMPLEADOS 1 ACIOXAUiS: Jh A torio»*-*. 
dasrt. ErtraouUnaria. 

Si bien el art. 19 de la ley %U9 mitmrdint, .a jubilnción 
extranrdiuaria a la comprobación de que el empleado des- 
pees de cumplir di*» años de servicios huya venido a en- 
contrarse "física o inteleettialmente imposibilitado pnra 
coafíauar en el ejercido de sn empleo" lo cual es cosa 
distinta de hállame, ron posterioridad a la cesación, en la 
¡mporibOulad de roíwr o ocapoWo, nada se opone en dicho 
precepto a nne tn comprobación de la imposibilidad de 
continuar sea hecha después de dejar el empleo y si lo 
dejó impedido de ífjruir en él y eontemiwráneampnlc se 
solicitó, por la misma causa, la mencionada jubilación ex- 
Iraorditiaria. i 
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JUfílLACWX DE EMPLEADOS XACIOXALES: Jubüacümet. 

Procede acordar el beneficio de la jubilación extraordi- 
naria previsto en el «xt. 19 de la ley 43íí>, * un. ea- 

empleatlo del Arxetial del Rio de la Data, si las actuacio- 
nes administrativas para obtener dieiia jubiUeión fueran 
promovidas por el interesado antea .le abandonar el em- 
pleo — Invocando la imposibilidad &<■ continuar en él por- 
que "desde hace tiempo padece dolores continuos aMaa 
piernas, debilitamiento y disminución de la vista, dolores 

a la nuca y debilidad fren eral" — y, desde esa presenta- 
eión, en mayo de 1938, fué sometido a numerosas re vi- 
sación w médica^ hasta llegar a nna última del afio 1949, 
en que el médico de] Instituto Nacional de Previsión 
Social expresa qne "muy presumiblemente a lá fecha de la 
cesantía Oras estaba ya bajo loa efectos de! proceso mór- ' 
bido que hoy incontrovertiblemente lo tiene incapacitado*', 
todo lo que demuestra que la incapacidad actual es el 

epílogo de nn proceso que, al tiempo de promoverse el 
pedido de jubilaeión, ya había producido en el solicitante 
H inhabilidad cuyo» síntomas subjetivos expreso al pe- 
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Nacional de Previsión Socas. 

Buenos Aires, 12 de noviembre de 1948. 
Y Utas estas aetu tonos resulta: 

Que a fojas tt. ron fecha 10 de mayo de 1936\ se presenta* 
I' Luis Hercules Orsi. solicitando jnhí ración extraordinaria 
en mi parador de empleado del Arsenal Río de la, Plata. 

■Que, a fojas 25 el Departamento Nacional de HiRÍene se 
expide negativamente y requiere nuevo examen, ratificándolo 
de manera definitiva a fs. 36. con fecha 5 de agosto de 
3939. 

Que, a foja» 50. el internado insiste en su pedido y la 
Dirección Nacional de Salud Pública informa a fa. 85 que et 
mismo "uo tatá incapacitado par* trabajar ni se encontraba 
incapacitado el 30 de mareo de 1940". 

Que. a fojas £9 vuelve a gestionar bu jubilación extra- 
■ ordinaria y la Secretaría de Salud Pública de la Nación in- 
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forma a, f a. 100 que "el 30 de mano de 1940 no k encontraba 
incapacitado para el trabajo"- , , . . 

Que, por los inforar* médico» producidos, la Asesoría 
letrada Informa a fs. 104 que corresponde denegar el pedido 

formulado. 

Por ello, 

La Junta A» la Sección Ley 4349, 
Aconseja resolver: 

1*) Desestimar el pedido de jubilación extraordinaria 
formulado por D. Luía Hércules Orsi, « empleado del Arsenal 
Río de la Plata, por no haber estado incapacitado en la fecha 

de la baja. _ _ „ , _ 

2») Elevar este expediente al Directorio a los fines «ei 
•artículo 57 de la ley 4349, dándose a la presente el carácter 
de atenta nota. 

Señores Directores: 

Por las conclusiones del dictamen de la Dirección General 
de Aaontoa Jurídicos (División Asesoría) que- esta comisión 
comparte, corresponde en consecuencia, aprooar la resolución 
aeonwjada por la Junta de la Sección ley 4349, en el sentido 
de mantener el proyecto de fs. 106 por el cual se «tima pro- 
cedente desestimar el pedido de jubilación extraordinaria for- 
mulado por D. kuia H*«ul« Orsi. ex-e-mpleado del Arsenal 
Rio de la Plata en virtud de no baber justificado meapaeidad 
para el trabajo al dejar su tafeas, y teniendo tn cuenta lo 
dispuesto, por el art. 19 de la ley 4349. — Comwón de Legw- 
laeión y Previsión S&cial. diciembre I o de 1949. 

Dictamen del Procurador General de la Justicia del 
Trabajo 

Excma. Cámara : 

Se discute en el presente la situación de incapacidad 
fúlica sobrevínientc al servicio en que se encuentra el obrero 
recurrente, aceres de la cual, la ley no e* explícita en bu pre- 
visión, pero nue tampoco la excluye si es <iue ella puede tener 
por motivo la evolución desfavorable de un proceso patológico 
originado en ípoea de la prestación del servicio que detemtnó 
en ese entonces, el alejamiento definitivo del empleo y toda 
otra actividad. 
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El peticionante, viene gestionando bu jubilación por inva- 
lidez, desde el año 1940, fecha de la cesación del servicio, 
causal ésta qae recién se la encuentra acreditada tres años 
después, pero sin vincularla a aquella fecha, lo qne da motivo 
a que se la declare inexistente, y, por ende, fuera del alcance 
de la previsión del artículo 19 de la ley 434$. Bajo tales con- 
ceptos, ae considera improcedente el beneficio solicitado. 

TM texto de esa norma legal, pareciera inferirte que la 
incapacidad física o intelectiva debe constituir necesaria y 
absolutamente una causa simultanea con el último aervieio pres- 
tado, y que impida continuar en el ejercicio del mismo. 

Pero, a mi entender, Interpretando el lato sentido de 
previsión, vale decir, el de no desproteger al obrero que ae ve 
impedido por enfermedad de volver al servicio que desem- 
peñaba u otro compatible, ae advierte que ello no significa 



abandono de tareaa, por el heebo de exprnwxse "imposibilidad 

para continuar" en luper de: "imposibilidad para volverlas 
a ejercer". 



El Instituto ha optado por interpretar el articulo 19 en 
forma restrictiva, exigiendo la coexistencia de la Incapacidad, 
con el acto de cesantía del obrero, desestimando la que se ha 
declarado a pofrterwri, no obstante demostrarse que tal inca- 



patológico, eclosiona con la total y definitiva que ahora padece 
el solicitante. 



Si bien es cierto que el artículo 19, no expresa desde 
cuándo debe existir la invalidez, no lo es menos, que ene silen- 
cio, no puede interpretarse en perjuicio del obrero que ae ve 
obligado a abandonar su tarea, por estar afectado de una 
enfermedad que, en ese instante, no lo convierte en inválido, 
pero que en ru evolución, impide retomar el servicio, basta 
llegar con el tiempo a ese estado de invalidez. 

Admito que deba contemplarse algún término para encua- 
drar en la norma el reconocimiento de la incapacidad que ha 
podido ser impedido para la eontinuación del servicio, ya que 
we término, no puede ser indefinido, pero ello no obliga, a 

pensar, que la rigidez de la disposición legal llegue al extremo 
de requerir en forma absoluta, que la incapacidad haya suce- 
dido el mismo día en que no se continuó el aervieio. Inter- 
pretar lo contrario, equivaldría a aceptar la exclusión de inca- 
pacidades físicas originada» en riesgos graves y fatales, por la 
óniea cireuwtaneia, de que ellas no fueron la causa imposibi- 
litante, sino la enfermedad predeterminante del desenlace de la 
invalidez o muerte. 
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Naloralmente, que un» regí» de prudente aplieaoión de Ja 
Ser, «eomejaria el recíUM de íM ím«p*h« . congUUda 
dwpaáe de laueboa «fio» de U cesación del servicio y desvw- 
■enUd» e<m U cansa que provoco el abandono, y es por ello, qn* 
* estima prudente fijar 1» ípoe. de la invalide!, que U ley no 
dice desde cuando debe «tstir. 

Bl pwpotito de la ley, no ha sido otro, qne el de eatablecer 

por med» del reconocimiento médico, la incapacidad *> W enfer ' 
ínedad que 1. fc. errado, par* evitar la in7C«eién de otra* 
diferentea, que pudieran haberse adquirido deefraét del aban- 
dono del servicio. Pero de allí, a negar toda incapacidad qne 
no «Uta en el acto de la cwaotfa, medi» un gran trecho dife- 
rencial, que podría ba«r incurrir involuntariamente en mo- 
cha* tnjMtieias. ai por eae motivo, no ae reconociera la produ- 
cida por una enfermedad existente en aquel instante. 

El ««puerto de una inmolación, es campistamente dwtmto 
al que se no* presenta en el sublite. desde que, en éste, la in- 
capacidad ha sido La culminación de nn proceao evolutivo de 
una enfermedad qne obligó, al obrero a dejar su ocupación. 
Debe, por tanto, estimarse como impedimento, las dos causas 
coneia»: la enfermedad previa y la incapacidad «nbrev miente, 
qne fuera Inego su eonaecnejicia. 

Por ello es que ptenao que el presente caso, « el que ver- 
daderamente afronta la realidad de la ley de prensión, desde 
que la finalidad de ésta, es la protección del obrero que h« 
trabajado más de veinte Bfíos, protección teta, que en mi ra- 
tio", no se funda en el hecho de haberse incapacitado mientras 
era empipado, sino en la eirennatancia. de qne esa incapacidad, 
le ha privado de alcanzar el goce de la jubilación ordinaria o 
de vanarse el sustento. En cate supuesto, es donde aparece la 
protección del Estado, que se traduce en el otorgamiento de 
otro beneficio que le compense el que pndo corresponder! e por 
el otro medio, . , 

Si en todas las situaciones análogas a las del obrero <>r*i, 
qtu» dejo" el empleo, no por la incapacidad, sino por ta enfer- 
medad qne luepo se la produjo.- «e pretendiera apliear la ley 
con el criterio de que tal incapacidad debe existir en el mo- 
mento de 1h cmación de servicios, tornarías* ilusoria la previ- 
sión, al enfrentarnos con nna cantidad de casos, en que la m- 
capaciííad se produce d**pu*s de nna enfermedad y, por Unto, 
el empleo se ha debido dejar por enfermedad y no por incapa- 
eidad. Con es.» criterio, en todos los enww. habría que esperar 
la incapacidad, para reeiín abandonar las «aireas. 

U enfermedad, sppún la C'fljfl. no aería o« usal suficiente, 
puerto que exige qne el abandono, lengn por motivo la incapa- 
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cidad. Caeríamos así en una restricción absoluta en el g«ce del 
beneficio; en efeeto, no se le jubila, porque la causa da la in- 
capacidad ha aido la enfermedad, ni tampoco m le jubila por 
esta última» porque no es motivo para abandonar la tares. 

En el caso del obrrro Orsi, existe el proceso de una enfer- 
medad, que tuvo pleno desarrollo, hasta terminar en una inca- 
pacidad posterior —estado de demencia— del cual padece en 
la actualidad. Esa dolencia, presúmese, ful A motivo que lo 
decidió a abandonar el empleo para siempre, como así lo ex- 
presa. Su jubilaci6n por invalide/ la solicitó en el año 1938, 
fs, 9. dejando el servicio en ci año 1940. 

Desde su presentación explicó la enfermedad que lo afee- 
taba y los facultativos de la repartición la constataron en el 
mismo ano 1935, sin darle carácter invalidante, al entender, 
que se trataba de una neurastenia susceptible de mejoramiento. 

Ya en el afio 1943, los médicos (fa. 71) encuentran en el 
enfermo una alteración de su estado psíquico, pero sin poder 
precisar que la lesión, pueda remontarse a tres años anteriores, 
aconsejando su internación en un establecimiento psiquiátrico 
(fs. 82 y 87). ■ 

Paralizadas las aci naciones, después de un informe en el 
que se dice que el enfermo se encuentra en estado de curación, 
reaparece tstff, reanudando su reclamación, indudablemente, 
porque se siente ya inca pacha do en forma definitiva y sin 
haber podido desarrollar ninguna actividad, tal ennl lo díte a 
fs. 115. En virtud de ello, se produce el informe de fojss 110, 
en el afín 1918, que lejos de encontrarlo curado por el trans- 
curso del tiempo, confirma su padecimiento, dándole el psi- 
quíatra por Incapacitado, en razón de los síntomas dcmcncifiles 
que denota, diagnóstico q"« '«ego se corrobora a fs. 111. 

Finalmente, los dictámenes de fs. 126 y 146 son categó- 
ricos y eoineidentes en sus conclusiones respecto a la actual 
incapacidad de Orsi. 

El primero, dice a fs. 130. que el causante, en el momento 
que pidió su jubilación, acusaba una síntomatología subjetiva, 
que no era lo suficientemente invalidante, pero que resulta in- 
dudable, que las molestias por & sufridas, deben considerarse 
como episodios iniciales del proceso que actualmente lo aqueja. 
Que ese estado demuestra estarse en presencia de una anor- 
malidad psíquica, siendo necesario destacar, que esta sola do- 
léneia llevá al actor a solicitar la jubilación extraordinaria. 
Que teniendo en cuenta la dolencia prolonjtada y la posibili- 
dad de que ésta se mantenpa por Inrgo tiempo en el enfermo 
considerando qne su ineapaeídnd consiguiente, debe determinar 
lo concesión del benefieio solicitado. 
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El ««unció informe, como el primero, que constituye 

reiteraeión de un verdadero dictamen sobre la* revÍBaeiones 

anteriores, anslua el proceso de la enfermedad que culmina en 
la incapacidad intelectiva y física del actór. Es inte wat* p1 
Cismen de esta» piezas, para fórmame el convencimiento, de 
la plenitud de un dere«bo qne surge a través de la equidad en 

la aplicación de la ley. 

fote ea uno de los caaos en que un obrero debe ser ampa- 
rado con «na jubilación por invalide», luego que el transcurso 
del tiempo — dies años— ha dejado comprobada -una ineapa- 
ciclad física y total para el trabajo. 

El T>r. Mufios Gil, médico legista, a fs, 146. hace 3a histo- 
ria clínica del paciente, para demostrar con su opinión de 
ajan verendo en la materia, que "muy pntmmibl emente, a la 
fecha de la cesantía, aquél estaba ya bajo los efectos del pro- 
ceso mórbido que hoy. incontrovertiblemente, lo tiene incapa- 
citado". Observu. que todas las actuaciones médica» anterio- 
res, han tenido como base la objetivación del cuadro clínico 
que presentaba el recurrente, en cada oportunidad que fué 
examinado, sin considerar que una alteración mórbida, en el 
transcurso de una vida, es una arrie mieraiva de inan i f estacio- 
nes ostensibles o inaparentea, que constituyen el cuadro com- 
pleto de todo nn proceso que evoluciona, adaptándose en rada 
caso, a las modificaciones del terreno que sería, en definitiva, 
el "mai-rapaso" de la enfermedad. El estado intNWpeítivo del 
solicitante, lo determinó a abandonar un empleo, pero qoe ya 
lo debfa «quejar con antelación a mayo de 1938. «n que pidió 
la prestación extraordinaria. Si a pesar de au inactividad tabo- 
rativa, el epilogo de la afección del obrero se ha producido a 
loa (ttei uño*, quiere deeir que si imbiera permanecido en acti- 
vidad para jubilarse, aquel desenlace se habría precipitado 
mucho antes de ahora y actualmente serín nn recluido. 

Insisto, pues, en el criterio que debe privar para juzgar 
el caso Orai. respecto a la interpretación de la ley 4343. y a su 
aplicación que ea el que, al no fijar término para justificar la 
incapacidad, no puede por ello exigirse que lo sea, con relación 
al tiempo en que se prestaban los servicios, siempre que se de- 
murntre — como creo está probado en autos — que la incapaci- 
dad, sea la eonseeueneia de una enfermedad que se padecía en 
el momento del abandono de tareas por esa causa. La ínvali- 
de*. que hace nacer el derecho a la jubilación, en concreto 
pues, debe provenir de una enfermedad o dolencia que impida 
»l obrero o empleado la continuación «n el servicio, obligándolo 
a permanecer en inactividad ha«ts el (tempe en que se inca- 
pacita totalmente. Enfermedad existente al tiempo del aban- 
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dono de tareas, incapacidad total sobreviniente "a posteñori*', 
como efecto de aquella pausa, e inactividad durante ese lapso, 
constituyen los elementos configarativos del estado de invali- 
des a que se refiere ]a ley para el goce del beneficio jubilato- 
rio, toda ves que no ee trata en el "aublite" del supuesto con- 
templado; en la segunda parte de! art. 39, o sea euando "se 
routi tizase física o ¡ntelectualmente en un acto de servicio y 
pnr causa evidente y exclusivamente imputable al mismo". 

Tal eg mi opinión que, fácil es advertir, discrepa con la 
sustentada por el Instituto Nacional de Previsión Social, y es 
por ello que opto por !a revocatoria de la decisión recurrida. — 
Despacho, a 12 de junio de 1950, Año del Libertador General 
San Martín. - Víclor A. torería Qraeüs. 



Sentpncia de la Cámara de Apelaciones de la Justicia 
ml Trabajo 

Buenos Aires, junio 26, Año del Libertador Gral. San Martín, 
3950. 

Y vistos : 

pe las presentes aetuaciones~resuItA que el peticionante 
Luis Hércules ürsi, a pesar de gestionar su jubilación por in- 
validez dlesdc liace más de 10 aiíos, o sea desde antes de la 
cesación del servicio, recién se le encuentra acreditada su 
incapacidad 3 años después de abandonar el mismo, pero no 

vinculándolo a aquella fecha, el Instituto uo considera viable 
el benefieio solicitado, y por lo tanto deniega dicha petición. 

Que esta Sala, atento al texto legal del art 19 de la ley 
4349 que preceptúa: "La jubilación extraordinaria se acorda- 
rá a empleados que después de cumplir diez anos de servicios 
fuesen declarados física o ¡ntelectualmente imposibilitados para 
continuar en el ejercicio de su empleo y al que malquiera qne 
fuese el tiempo de los servicio» preatedos, se mutilísase fúiea 
o intelectualrnente en un seto de servicio y por causa evidente 
y exclusivamente, imputable si mismo...", interpretando el 

verdadero sentido de dicho texto y la finalidad de la previsión 
social disiente de tal pronunciamiento por cuanto la citada 
norma legal no exige que la incapacidad deba ser previa e in- 
mediata al abandono de tareas <eomo bien lo destaca el Sr. 

Procurador General del Trabajo) por el solo hecho de expresar 

"imposibilidad para continuar", en lugar de "imposibilidad 

para volverlo a ejercer": en consecuencia, y de acuerdo eon 
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laa eomUseias de auto* que se tienen a la vista, couaidera 
iehicientemente probado qu« Ib incapacidad que se ha decla- 
rado a poittrioñ a la casación de tareas proviene de ana en- 
fermedad que ya desde el año 1938 tuvo *u origen y cuyo 
proceso patológico eelosíona con la invalidez total y definitiva 
que ahora padece el accionante. Siendo así, corresponde arri- 
bar a la conclusión de que el minino ea acreedor • las prescrip- 
ción»* del art. 19 de la ley 4349, toda vez que haciendo la in- 
terpretación en la forma reatrictiva que lo hace el órgano 
administrativo, se llegarla al absurdo de pretender que un 
trabajador, obrero n empleado, no podría abandonar sus tareas 
cuando se encuentra enfermo, sino rocíen cuando se produce 
una incapacidad total y definitiva para obtener la jubilación 
correspondiente. 

Corroboran en un todo tales asertos los dictámenes médi- 
cos obrantes a fs. 126 y 140, eoineidentes a robo* y concordan- 
tes en afirmar que la aintomatologla subjetiva que acunaba el 
causante en el momento de solicitar dicho beneficio, si bien no 
resaltaba causa invalidante eran episodios iniciales del proceso 
que mas tarde ciihntnarfa con Ir incapacidad actnal que padece. 

Por lo expuesto, y fnndamentos der diotanipn del Sr. Pro- 
curador General del Trabajo, se resuelve revocar la resolución 
del Instituto Nacional óV Previsión Social cu lo que lia sido 
materia de recurso, declarándose a T>. T.ui* llórenles Orsi 
acreedor al beneficio solicitado. — Domingo Muffo — Jo>i 
Penicciotta. 



Díctame* dei. PnocimAnoit Okxrral 

Suprema Corte: 

Abierta romo luí sido por V. K. a fs. 191, de acuerdo 
con mi dictamen, ln instancia extraordinaria promovi- 
dn a fs. 174, aólo> resta decidir el fondo de ln cuestión 
allí planteada. 

El tribunal a quo, pronunciándose sobre la misma, 
ha resuelto que ln circunstancia de que* ol interesado no 
se Itnllnrn "física o inteleetualmente imposibilitado para 
continuar en el ejercicio dé sn empleo", como rewi el 
art. 1¡> de la ley 4340, no debe obetnr a la concesión del 
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beneficio solicitado, por cuanto la incapacidad declarada 
a posteñoñ proviene de una enfermedad anterior aún 

a la cesación de servicios. 

A mi juicio, la claridad de la ley no permite dicha 
interpretación. Si como reconoce la Cámara "la sinto- 
matologfa subjetiva que aousaba el causante en el mo- 
mento de solicitar dicho beneficio {jubilación extraordi- 
naria) no resultaba cansa invalidante" (ís. 172 vta. in 
fim), punto éste de hecho y prueba irrevisible por la 
Corte Suprema, el caso no encuadra en las previsiones 
del referido art, 19, qae exige que la no continuación 
en el ejercicio del empleo se deba a imposibilidad física 

o intelectual. 

Respecto de la situación a que se refiere la senten- 
cía en la última parte del segundo considerando debo 
recordar que, normalmente, el régimen de licencias por 
enfermedad vigente en la administración nacional basta 
para evitar que ella se produzca. 

A mérito de lo expuesto soy, pues, de opinión que 
V. E. debe revocar el fallo apelado en cnanto pndo ser 
materia de recurso. Bnenos Aires, febrero 20 de 1951. 
— Carfos G. Deifino. 

FALLO DE LA CORTE SCPREMA 

Bnenos Airee, 9 de mayo de 1951. 

Vistos los autos "Orai Lnis Hércules c/ Instituto 
Nacional de Previsión Social — Sección Ley 4349 s./ 
jubilación", en los que a fs. 191 esta Corte Suprema de- 
claró procedente el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que ante todo es preciso distinguir el objeto propio 
del recurso extraordinario, —interpretación del art. 19 
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de la tey 434!*-, de la cuestión de hecho y prueba, -re- 
lativa al estado de Orsi enanca cesó en su empleo—, 
que no corresponde considerar en esta instancia. 

Que ei bien el texto legal citado subordina la jubi- 
lación extraordinaria a la comprobación de que el em- 
pleado después de cumplir diez años de servicios haya 
venido a encontrarse "física o ¡ntetectualmente impo- 
sibilitado para continuar en el ejercicio de su empleo" 
lo cual es cosa distinta de hallarse, con posterioridad 
a la cesación, en la imposibilidad de volver a ocuparlo, 
por lo cual la sola comprobación de esto último no jus- 
tificarCa la concesión del beneficio de que se trata, nada 
se opone en el precepto examinado a que la comproba- 
ción de la imposibilidad de continuar sea hecha después 
de dejar el empleo y si lo dejó impedido de seguir en él 
y contempoTáneamente se solicitó, por la misma causa, 
la jubilación extraordinaria del art. 19 en. cuestión. 

Que para pronunciarse en dicha solicitud se esté 
a los dictámenes médicos emitidos al tiempo de la ce- 
uantía o a otros posteriores que fundándose en nuevas 
manifestaciones de alteración neuropsíquioa demostra- 
tivas, según estos últimos de que, contra lo opinado por 
los primeros, al tiempo de dejar el trabajo este enfermo 
ha debido hallarse en un grado de su enfermedad qne 
explica su reiterada manifestación de sentirse imposibi- • 
litado pan» continuar en el ejercicio de su empleo, es 
cuestión de hecho y prueba cuya apreciación por parte 
del Tribunal apelado no le corresponde rever a esta 
Corte en un recurso extraordinario. 

Úfle esto es, en realidad, lo que se decide en la sen- 
tencia apelada, pues si bien se hace en ella una inter- 
pretación del texto legal cuestionado que, como quedó 
dicho en el segundo considerando, no es la que corres- 
ponde, la sentenria concluye remitiéndose al dictamen 
del de noviem bre de 1 í>4!) según el cual 4 ' muy presumí- 
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Memento a la fecha de la cesantía, Orsi cataba ya bajo 
loa efectos del proceso mórbido que hoy ineontroverti- 
htemente lo tiene incapacitado". A lo cual se agrega que 
las actuaciones administrativas para obtener la jubila- 
ción extraordinaria fueron promovidas por Orsi antes 
de abandonar el empleo, el 10 de mayo de 1938 e invo- 
cando la imposibilidad de continuar en 61 porque "desde 
hoce tiempo padece dolores continuos a las piernaB, de- 
bilitamiento y disminución de la vista, dolores a la nuca 
y debilidad general". Y que desde esa presentación Orsi 
fué sometido A mime-rosas reviaaciones médicas hasta la 
de 1949. Todo lo cual demuestra que en la sentencia 
apelada no se acuerda el beneficio porque se considere 
probada la imposibilidad de que Orsi vuelva al empleo 
sino por entender que la "incontrovertible" incapaci- 
dad actual es el epílogo de nn proceso que al tiempo de 
promoverse él pedido de jubilación ya había producido 
en el solicitante la inhabilidad cuyos síntomas subjeti- 
vos espresó al pedirla y que, — cosa explicable dada la 
índole del proceso mórbido, sin más signos que los sub- 
jetivos acusados por el enfermo — , en los exámenes mó- 
dicos de ese momento, que no fueron de especialistas, 
no se consideró debidamente acreditada. Lo que quiere 
decir que, en definitiva y no obstante lo que se expresa 
en el segando considerando de la sentencia de fs. 172 
el Tribunal apelado lia hecho correcta aplicación de la 
norma legal en tela de juic-io. 

Por tanto, y habieudo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General se confirma la sentencia de fs. 172 en cuanto 
lia sido materia del recurso. 

Luis R. Longhi — Tomás D. 
Casares — Fei-ipe Savtiaoo 
PP.nr.z — Atil.io Pbssagko. 



3M 



FALLOS DE LA CO«T£ SUPREMA 



LAROCCA HX03. BODEGAS Y VISEOOS "'SANTA 
PAULA" v. IMPUESTOS INTERNOS 

IMPUESTOS* IS'TERSOS: V¡mo>. 

Cuando la diferencia "en más" sancionada por la Admi- 
nistración de Impuesto* Internos proviene de la distinta 
capacidad asignada a las vasijas en inventarios levantados 
en distintas épocas y producida como consecuencia de ta 
falta de cubicación precisa de aquellos envases no impu- 
table al contribuyente, no existe base para el raanteni- 
miento de I» sanción aplicada con motivo de una diferen- 
cia que no resulta real. 

lAIPVÜitTOtr WTERSOftr Vino». 

Si la denominada "existencia real" o capacidad asignada 
a las vawjs» de la bodega del contribuyente se calculó 
atribuyendo a estas ultimas una capacidad menor que la . 
efectiva, valí decir, que se incurrió en uní errónea cnbi- 
cación — en tanto loa datos eonsiítnados en los libros que 
establecían una -existencia mayor sólo diferían de ta ver- 
dad en 4.279 litros—, y de los datos de los inventarios 
efectuado* en los años 1944 y 1945 resulta que ha concu- 
rrido, sí. una falsa declaración de capacidad hecha por la 
recurrente, que procura excasarla alegando haber ignora- 
do la efectiva cubicación de los envases de la bodega, co- 
rresponde concluir que. ai bien ello no es admisible sin 
praves reservas, en cambio ahí no reside la infracción que 
«e imputa, pues el déficit mencionado se hallaba dentro 
de los limite* de laa mermas oficialmente toleradas. 



San Rafael, noviembre 11 ile 104». 

Y vistos: Este* autos X* 19.H07. del recurso contencioso 
interpuesto por D. Luis X. ílimí-nw. en *u carácter de man- 
datario de 1 • Viñedo* y Bodegas Santa Paula de Larocea Unos.", 
contra una resolución condenatoria de Impuestos Internos (Di- 
rección fieneral Impositiva); y de los que. 
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Resulta i 

Que a fs. 4 se presenta el procurador D. Luis X. Oimt'nex 
f» representación de ta Sociedad "Viñedos y Bodegas Santa 
Paula «le Laroeca Tinos.", interponiendo recurso contencioso, 
de acuerdo a Im términos del nrt. 27 de la íey 3764 (art. IT 
del T. O. de las Leyes de Impuestos Internos), contra unn re- 
solución condenatoria de la Administración General. Solicitado 
el expediente administrativo que se riire bajo el X» 4017 — 
Sección !■ — Año 1ÍM6„ el cual es apresado a autos corriendo 
de fs. 6 a ta. 241. y con ello a fu. 242 vía. y 243 w declara 
abierta la instancia judicial. 

El procurador Juan Xavarro. nuevo apoderado de la fir- 
ma, apelante, a f«. 251/255 expresa agravio», solicitando que 
al fallarse esta -causa, se revoque la multa ¡mpuesla a su parte, 
con expresa condenación en costas. Relaciona los hechos y dice: 
•'...que la Administración de I. Internos considerando ta 
diferencia arrojada por la ruhicactón de la bodega y a! com- 
parar el inventario hecho el 23 de octubre de 1ÍM4 con el del 
20 de febrero de 1945. lleffa a ta conciusimi de que en bodejra 
existían a aquella fecha. 31.300 litro» de vino no iiiifreaados 
en los libros y declara en fraude ese vino aplicando la multa 
* 20.357.60; por no estar conforme mi parte con Mi reso- 
lución es que recurre ante el Juzgarlo para que inte lo decida 
en justicia". 

Afirma el apelante despufc de analizar ' minuciosamente 
laa existencia* en números (fs. 251 vía.). "que sea que se con- 
íídere el inventario del 23 de octubre de 1944. teniendo en 
cuenta dieba existencia de vinos, sea que se cotejen loa resul- 
tados de ambo» inventarios, sea que se prescinda de tal inven- 
tario, siempre bo lleRará a la concUwión de que "el vino había 
sido i n presado en los libros y en el lapso comprendido entre 
uno y otro, inventario no salió de bodega, lo que de suyo eatá 
probando que no hubo infracción". Y expone que en el inven- 
tario de octubre de 1944 se descargan 35.579 litros y en el 
inventario del 20 de febrero de 1945 resulta que existe un 
exceso de vino de 24.331 litros sobre ta existencia anotada en 
los libros, llegando a la conclusión que la diferencia en menos 
es de 11.24» litros, diferencia ésta que no excede de la merma 
natural reglamenta ria. Agregando.. ., que el vino hahfa ¡ngre- 
sado en la bodega. según así ílnye de los libros, y el error se 
debe a ta distinta capacidad de la misma, que no era conocida 
por la apelante, y mucho menos en el momento en que se efee- 
tfia el primero de lew inventarios 8 que se viene refiriendo, toda 
vez qne las vasijas no estaban totalmente llenas y además 
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expone de que el establecimiento nanea fué totalmente colmado 
ni se halló totalmente vacío, agregando de que el vino que debía 
hallara* en bodega el 23 de octubre de 1944. ae encontró en la 
misma el 20 de febrero de 194S, con ello se viene a probar la 
Falta de intención dolosa de an parte, y no obstante haberse 
revisado infinidad.de comprobante* en la contabilidad de feta, 
no se han encontrado despartios eland«tin«. . .. y termina di- 
eiendo, qae debiéndose el error a la distinta cubicación de la 
bodega, no habiéndose demostrado que mi parte conocía la ca- 
pacidad real de las vasijas y surgiendo de los antecedentes 
relacionados que el vino se encontró siempre en el estableci- 
miento, ea- evidente la inexistencia de 1» infracción en el caso 
de autos. 

El Sr. Proe. Piaral. contesta la «presión de arrraviiw a 
fs.. 256/258, exponiendo que la firma i*arocea Hnos. "Bodeeas 
y Viftedos Santa Paula'', apela de la resolución de fs. 226 y 
siguientes, expresando apravio* minneiosamente a base dp los 
funda montos expuestos en su detalle de fs. 251/25S. 

Analiza el Ñr. Fiscal, lo actuado administrativamente y 
tte?a a la ronelnsion qne en mérito a lo» elementos m> prueba 
que en coi > Ira del apelante se desprende del sumario. qn« la 
multa ha sido hi*n aplicada: expone que la inspección por 
Impuesto* Interno* a la bodeca fue" motivada por una denun- 
cia de fecha 4 do octubre de 1M4 fís. 229 tú), expresando 
que . Ja Sociedad Turnee* linos, tiene derlfirftdna y rofrÍB- 
rradas su* vasijas con una capacidad menor a la efectiva que 
le permite vender vino clandestinamente *in impuestos, es de- 
cir, la diferencia que resulta de la capacidad declarada oficial- 
mente y Ik rcpl d§> (tuá vasijas...". Se^nitlamente. manifiesta, 
hirn que Impuestos Tuteniop efeetnflsje un inventario y cnbi- 
eseion t«tal de In-s varitas para concretar la denuncia, dando 
hipar a una compulsa de los libros comerciales. 

Hice qne el inventario del 23 de octubre de 1944. arrojó 
moa diferencia en menos de 15.773 litros de vino fuera deja 

tolerancia le<j»l y la cubicación de las vasijas, expresa el señor 
Larneea Uno*. que P on fecha 18 de octubre de 1944. solicitó 
autoriración para hacer modificaciones en bodeira y un jvlazo 
de ciifltro meses para presentar planos y planillas, manifes- 
tando el mismo qne no efectuó" ninguna, reparación ni ante* ni 
con posterioridad a la parentación de la ya denunciada soli- 
oilud. Sobre e>l resultado «le Ih cubicación y al inventario del 
vino se »wra a la conclusión de una diferencia de 24.331 litros 
de vino en mal* —fuera de la biferam-ia lCjíal— f planilla de 
fs 1H21, y en vista de todo ello (cubicación con lo declarado 
oficialmente» y al realizar un nuevo estudio del inventario se 
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llega en definitiva a la existencia de 31.000 litros de Tino en 
más, que no fueron ingresados al libro oficial y po* «Ho de> 
clarados en fraude (violación al art. 23, tlt. VII de la Regla- 
mentación General, con sanción penal del Art. 27 del T. O.) ; 
y signe diciendo, que por acta de fs. 13, «e prueba la violación 
del art. 15 3* la Reglamentación General, con la sanción del 
art. 28 del T. O. ; termina la compulsa de libros oficiales y do- 
cumentación comercial y de acuerdo a los comprobantes de 
ft. 22, 25, 66, 87 v demfis, w observa el despacho de 1244 li. 
tros sin pagar impuesto»; además está probado que el estam- 
pillado no estaba de acuerdo con las cantidades libradas al 
consumo, puesto qne lo hacían en envese* mayores ampararte* 
por valores fiscal** inferiores al contenido, lo que significa 
la venta de vino clandestino, y por ello la sanción del art 27 
del T. O., como tamhi.'-n la infracción del nrt. 67. ine. e), títu- 
lo I de la Reglamentación fieneral con su respectiva sanción 
del art. 28 del T. O. ; y en definitiva el Sr. Procurador Fiscal 
por lo» argumentos expuestos, pide «e confirme la resolución 
administrativa dictada a fs. 2267228. contra "Viñedos y Bo- 
dega* Santa Paula de La roces Hnos.", que lo condene al pago 
de una mnlta de * 20.357,60 y que se eletalla en et punto 2* 
de su parte dispositiva, con expresa imposición de costas. 

Considerando: 

3») Qne según constancias de autos, la Administración 
General de Impuestos Internos, en mérito a lo dispuesto por 
los art*. 46 T. O. de las Leyes de I. L y 16 y 71 del Título I 
de la Reglamentación General, dispone por intermedio del De- 




fecha 4 de octubre de 1944. que corre agregada a fs. 229 bw, 
denuncia tata que especifica entre otra* cosas que tiene de- 
clarada* y registradas sus vasijas con una capacidad menor 
que la real, lo que le permite vender da ndest mámente, «n 
impuesto, la diferencia de vino que resulto de la diferencia 
entre la capacidad registrada y la real de ana vasijas, A efec- 
tos de demostrar lo qne asevera, sugiere el dennnciante la 
cubicación total de la» vasijas, previo un inventar» de las 
existencias". Se lleva a cabo el inventario y su correspon diente 
cubicación de vasijas y con ello una compulsa de los libros 
comerciales, que da cuenta el sumario administrativo que corre 

af *¿> y oS'totwdo en con^ración el inventario que se 
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realiza oí 23 ile octubre de 1944 y teniendo a la vista la perti- 
nente planilla que corre a fs. 30, se determina una falta de 
15.773 litros de vino en menos; que efectuada la cubicación 
dfl los enrase* de la bodega se da término a la misma el 20 de 
febrero de 1945 y al practicarse e! nuevo inventarío de exis- 
tencia* (ver fu. 182) esta acusa la cantidad de 24.331 litros 
de vino en mas siempre fuera de las tolerancias reglamentarías 
en ambos inventarios. Ante tal aspeeto tan diapar al observarse 
esta» (fraudes diferencias (entre la nueva cubicación y la 
declarada por la firma apelante), se procede a la realización 
ríe un nnevo estudio del inventario del día 23 (le octubre de 
1944. y teniendo en menta sus conclusiones que se valoran en 
informe corriente a fs. 213, se concreta en consecuencia 1* 
existencia de 31.300 litro* de vino en más. cantidad ésta. que 
al na haberse injrresAdo a los libros afiélales Centra del termi- 
no que específica la Reglamentación General (art. 23, tít. Vil) 
y no declarada, "sera considerada en fraude'*. 

3 9 ) Que habiéndose comprobado que la bodega no poseía 
«1 libro oficial en su propio local, queda en evidencia as( Ib 
violación del art. 15 de la Reglamentación General, pasible de 
la sanción del art. 28 del T. O.; por otra parte, teniendo en 
cuenta la compulsa realiiada en los libros ofieialea y demáa 
documentación de )a firma La roces linos., comprobantes de 
fa. 22. 2ñ. 86. 87 y planilla de foja* 136 y 137. queda así en 
evidencia la salida clandestina de 1244 litros de vino, siendo 
ello de aceptación manifiesta de parte del apelante (ver acta de 
fs. 155-156), o sea el hecho de haber enriado vino en en vasca 
mayores y protegidos por valorea fiscales inferiores a su con- 
tenido; igualmente surge el expendio clandestino de 125 li- 
tros de vino sin ser contabilizado oficialmente (ver planilla 
de fs. 251. como asimismo lo verificado en las planillas de fs. 
83. 84 y 85. en que el estampillado de ley no condice con la 
realidad. existiendo una diferencia de 427 litros de vino en 
mas; en consecuencia toda esta cantidad especificada en el 
presente considerando, ha sido librada al consumo violando 
las disposiciones emergentes de los arta. 100 y 101 del Texto 
Ordenado de las Leyes d<> Impuestos Internos y por ello de 
aplicación estricta ta saneici» dispuesta en, el art. 27 del citado 

l«) Que al observar detenidamente en autos loa inventa- 
rio* practicados, cubicaciones realizadas en los envases, demás 
estudios y pruebas allegadas al mismo, vemos evidentemente 
que no se han desvirtuado las conclusiones a que arribó la 
Administración fteneral de Impuestos Internos (hoy Dirección 
Oral. Impositiva), Isa cuales aon claras y terminantes, Heaan- 
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dose a la convicción de que la firma apelante no lia dado cum- 
plimiento a lo dispuesto tu el ut 23, tft; VII de la Reglamen- 
tación Oral, de Impuestos Internos (existencia de vino "da 
mas""), como igualmente ha violado las disposiciones expresa» 
de los arta. 100 y 101 del Texto -Ordenado (expendio de vino 
en forma clandestina), es por ello que de conformidad a laa 
citadas disposiciones reglamenta risa, resulta pasible por con- 
siguiente la citada firma, de la sanción pecuniaria establecida 
mi el art, 27 del T. O. de las Leyes de Impuesto* Internos 
(art. 36, ley 3764). 

Por estos fundamentos, consideraciones legales expuestas, 
y teniendo en cuenta los antecedentes del recurrente de fs. 266 
y vta.. definitivamente juzgando, fallo: Confirmando en un 
todo la resolución administrativa de fs. 226 a fs. 228 (boj 
Direeción General Impositiva) en la parle en que la misma 
aplica a la firma "Viñedos y Bodega* "Santa Paula" de 
Laroeca finos., una multa de $ 20.357,60 m/n.. por infracción 
a lo* arts. 27 y 28 del Texto Ordenado de las Leyes de Impues- 
tos Internos (arta 36 y 37 de la ley 3764). Con costas y acce- 
sorios legales. - (Venteare .VffneAorfo. 



Sen-i» MCI» de m CAmar* Federal 

En la ciudad de Mendoza, a veintitrés días del mes de 
julio de 1949, reunidos en so Sala de Acuerdos, loa señorea 
Vocales Dres. Jorge Vera Vallejo y José. Slías Rodrfguee 
Saá, y el señor Juez Federal de Mendoza, Dr. Octavio Gil, 
llamado a integrar oí Tribunal en reemplazo del señor Vocal 
Dr. Agustín De la üeta, Mjrún resolución de fu. 320 vta., 
trajeron a deliberación para dictar sentencia definitiva, loa 
autos no 10996-L-211, caratulados: "Laroeca Hnos. Bg*. y 
Vda.. «Santa Paula», contra Impuestos Internos de la Nación, 
por apelación de una resolución", venidos del Juzgado Fede- 
ral de San Rafael, a virtud de los recursos, de apelación 7 
nulidad interpuestos a fs. 299. contra la sentencia corriente 
a fs. 292. 

El Tribunal planteó las siguientes cuestiones a resolver: 

1* ¿Es nula la sentencia apelada! 

2 o Caso negativo, i es ella arreglada a derecho T 

3* ¡ Costas» 

De conformidad con lo dispuesto por el art. 156 del Re- 
glamento de la Corte Suprema <le la Nación y i* de) del Tri- 
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banal, m estableció por sorteo el siguiente orden de votación, 
Dr. RodríguM Saé, Dr. Vera Vallejo y Dr. Gil. 

Sobre U primero eueatián, ti Dr. Rodrigues Sari, dijo: 
El recurso de nulidad no ha sido fundado en esta instan- 
cia, limitándose loa actores a pedir la revocatoria de la senten- 
eia. En tal situación corresponde tenerlos por desistidos de 
dicho recurso, de acuerdo a lo resuelto reiteradamente por el 
Tribunal, en canos análogos, y voto en tal sentido, 

Los Dres. Vera Vallejo y Gil, adhieren at voto precedente. 

Sobre la tegund* cuestión, el Dr. Rclriguez Saá, dijo: 

La multa de # 18.780, única sobre la que expresan Agra- 
rio* los recurrentes, fué impuesta a los ceñares Laroeca linos., 
por considerar Ja administración que los mismos tenían 31.300 
litro* dp vino en más, sin anotarse en los libros oficiales de 
bodega cuando se practicó el inventario el día 23 de octubre 

de \m. 

Loa antecedentes del caso en eueatión han sido precisados 
en la «solución aílminiRtrativa eorriente a ff*. 228 y en la sen- 
tenéis de primera instancia, y a ellos me remito en obsequio 
a la brevedad. 

Los actores sostuvieron al promover el recurso contencioso, 
e insisten en esta instancia que tal exceso no es real, y que ellos 
no conocían la capacidad resl de su bodega, por lo que no 
puede atríbu Írseles ocultara iento o falsa declaración. 

De la* aduar iones administrativas resulta debiilauiente 
probado que el inventario realizado el día 23 de octubre de 
19«. fui suscripto- de conformidad por el señor Antonio La- 
roeca. componente de la firma Laroeca Unos., y que las capa- 
cidades de las 1 vasijas no fueron objetadas en «a oportunidad 
— nrt. 38. tít. I de Is Recia mentación General- aceptando por 
el contrario que se lo asignara un contenido menor que el real, 
lo que fin' puesto en descubierto cuando la Administración 
practicó una nueva cubicación de vasijas, lo que evidencia que 
esos 31,300 litros de vino exatían ocultos, 

Los recurrentes alegan que ellos no conocían la capacidad 
real de las vasijas, pero tal argumento resulta inaceptable si 
se tiene fin cuenta que los industriales eonsjcea prácticamente 
la capacidad de aquéllas, puesto que el vino que coutirnen es 
frecuentemente fraccionado en envases de litraje conocido, para 
«u trasiego, traslado o venta. Al respecto no se ba producido 
prueba alguna q*" demuestre tal afirmación. Por otra parte, 
los bodegueros son responsables de las capacidades denuncia- 
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das, como lo informa la Dirección General Impositiva a fs. 320. 

Siendo ello así. resulta indudable qne los actores son rea- 
ponsabies de I* infracción imputada, ya qne la «Icela ración 
inesacta de las capacidades, permitía a la bodega tener una 
existencia ite vino fuera del control fiaos!. Por ©¡tos funda- 
mentos, y loa aducidos por el "a-quo" voto por la confirma- 
ción de la multa de * 18JÍHÍ. tínica sobre la que versa el re- 
curso interpuesto ante el Tribunal. 

Sobre ta miiíhio cuestión, el Dr. Vera Vallejo, dijo: 

El recurrente w agraria de que la aenteneia reentrida ea 
nna mera reproducción de la resolución administrativa conde- 
natoria que ha motivado el presente recurso contencioso, sin 
que contenga un estudio comparativo de los inventarios prac- 
ticados, ni ile la prueba producida, ni de las defensas plantea- 
das en la instancia. Expresa qne la infracción imputada por 
Impuestos Internos, consiste en haber tenido en su bodej-a 
31.300 litros de vmr> .«¡ n ingresar en lo» libros oficiasen, lo que 
ella ha negado y niega, sosteniendo que tal cantidad de vino 
se encontraba regiatTada en bus libros, -pasando luego g hacer 
diversas consideraciones rclaei.. nadas con los dos inventarios 
practicados en su bodega en 23 de octubre de 1ÍM4 y en 20 de 
febrero de 1945. corriente a fa. 7/12 y 176/80, en relación a 
la eapaeidad declarada de la bodega y al cubicaje o rectifica- 
ción practicado por la Administración, para llegar a la conclu- 
sión de que en ningún easo puedo considerarse que los 31.300 
litros de vino no hayan ingresado en los libros de bodega. 

Ante todo, eabe establecer que el inventario que ha dado 
motivo a la aplicación de la multa recurrida, ea el practicado 
el 23 de octubre de 1944. pues el de feeha 20 de febrero de 
1945, si bien acnsó un sobrante de 24.331 litros sobre las exis- 
tencias «egírn libros, el reajuste efectuado posteriormente de 
acuerdo a la cubicación efectuada de los envases en bodega, 
esc excedente se transformó en una falta de 6.9(59 litros, com- 
prendidas en las tolerancia» reglamentarias, por lo que la Ad- 
minislracióu lo aprobó "sin cargo", por la misma resolución 
recurrida, corriente a fs. 22fl/22fl. 

Ahora hien ; nara comprobar la infracción imputada res- 
pecto del primer inventario, o pea, una existencia "en más'* 
de 31.7)00 litros de vino sobre las declaraciones o anotaciones 
«n los libros oficiales, »o es necesaria la comparación de los 
resultadas dr» ambos inventarios, sino simplemente la verifica- 
ción o r«*a juste de los re&nltados del primero, con la cubicación 
practicada m los envases existentes en la bodega, como lo es- 
plica claramente el informe de fs. 277 (boy 213), del Jefe de 
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la División Contralor, tenido en cwnli en la resolución con- 
deuatoria. 

Según dicho informe. el inventario <!<•! 23 de octubre, se 
hizo on base al litraje atribuido a lo* envases por la misma 
propietaria de la bodega en la planilla For. Rcf. N» 203. la que 
según informo do fs. 320, espedido n requer imiento del Tri- 
bunal eonm medida para mejor proveer, fué presentada a la 
Administración, en 28 do mario de 1944. poro la cubicación 
practicada i*>r la Ai3 mi niat ración después de ese inventario, 
permitió establecer que sus capacidades diferían de la* denun- 
ciada» por la firma recurrente ; y del reajuste de los resultado» 
do diebo inventario, —tomando al efecto Ion envases que figu- 
raban "lleno»" en la planilla "A" del mismo, con la capaci- 
dad real comprobada, y las vasija* '•mermas-, con el atraje 
asignado en dicha planilla, ya qne el mismo fue establecido de 
conformidad pon la propietaria, según constancia de fs, 12 vta., 
por lo que no debía tomarse en cuenta a su respecto, las ca- 
pacidades, reales de «as vasijas— . resultó que las existencias 
"reales" en bodega al 23 de octubre de 1P44. fué de 2.287.0;iQ 
litros, en vez de Ww 2255.750 litros que acusó en total, entre 
tino viejo y nuevo, la planilla d* fa. 12 del inventario, vale 
decir, que en lugar de una existencia "en menos" de 35.579 
litros que dió eae inventario, hubo en realidad una existencia 
"en más", de 31.300 litros sobre las anotaciones de los libros. 

Eae reajuste de los resultados del inventario del 23 de 
octubre, practicado de acuerdo al cubicaje de las vasijas, que 
figuraban como aleñas, con la intervención de la recurrente, 
demuestra inequívocamente que a la fecha expresada hubo en 
bodega un excedente de 31.300 litros de vino sobre la existen- 
cia anotada en los libros, que importaba una ocultación, ya 
ojne la Sociedad contribuyente debía conocer la capacidad de 
su bodega, declarada pocos meses antes, por lo que debe con- 
siderarse que ese ocultamiento o falsa anotación, tema por 
objeto defrandar el impuesto, estando, por ende, sujeta a la 
sanción establecida por el art. 27 del T. O. de las leyes do 
Impuestos Interno»; sin que sea necesario, para determinar 
aquel excedente, examinar el resultado del segundo inventaría, 
o sea el del 20 de febrero de J945, como lo pretende la recu- 
rrente. y« que el fué aprobado "sin cargo". 

Por lo que respecta a la pericia de fs. 272/74, practicada 
«3e acuerdo a los puntos de vista de la recurrente, para deter- 
minar las existencias "en rnaa" o "en menos", enrece de tras- 
cendencia, por cuanto en ella se calculan las "mermas pro- 
bables" en inventario del 23 de octubre, siendo así que como 
lo tiene resuelto reiteradamente este Tribunal y lo ha confie- 
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nado la Corte Supremo, las mermas antoricadas par las leyes 
de Impuestos Internos y su reglamentación, silo deben to- 
marse en cuenta en los casos de "existencia en menos" y en 
carácter de " tolerancias pero no cuando se compruebe eris- 
teneisa "en más", en que por lo mismo, no hay "mermas" 
qno tolerar. 

Por lo expuesto, y demás fundamentos del voto precedente, 
voto también por la afirmativa. 

El Dr. Gil adhiere al voto del Dr. Vera Vallejo. 

A mérito de la votación de qae instruye el acuerdo pre- 
cedente, se resuelve: 1» Tener por desistido el recurso de nu- 
lidad; 2* Confirmar la sentencia apelada, con costas de esta 
instancia. — Jofgt Vira Vaüéio — Jfl* Blíút BodrigtUt Sai 
- Octavio OH. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 10 de mayo de 1951. 

Vistos los autos "La roce a Hnos. Bodegas y Viñe- 
dos tSanta Paula» c./ Impuestos Internos de la Nación 
por apelación de una resolución" en los que a fs. 329 
se ha concedido el recurso ordinario de apelación. 

Considerando: 

Qne en Fallos: 211, 450, se ba establecido que cuan- 
do la diferencia "en más" sancionada por la Adminis- 
tración de Impuestos Internos proviene de la distinta 
capacidad asignada a las vasijas en inventarios le- 
vantados en distintas épocas y producida como conse- 
cuencia de la falta de cubicación precisa de aquellos en- 
vases no imputable at contribuyente, no existe base para 
el mantenimiento de la sanción aplicada con motivo de 
una diferencia que no resulta real. 

Que las circunstancias referidas se repitan en el 
presente caso. En efecto, como lo sostiene el recurrente 
y lo corrobora la peritación de fs. 272, punto j) de fs. 
274 y aun el cuadro n» 4 del inventario de fs. 12 del 23 
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de octubre de 1944, la fahn de lo 8 31.300 litros de vino 
que acusa el otro estado análogo de 20 de febrero de 
1945 se debe a la circunstancia de haber hecho prevale- 
cer en el último la cifra que en el primero acusaba la 
"existencia real" o capacidad asignada a las vasijas de 
la bodega según declaración <tel contribuyente, no veri- 
ficada, en lugar de la que señalaba el ''libro" y que 
denotaba una existencia mayor < 2-291-329 - 2 255.750 - 
35579; fs. 209). 

La denominada "existencia real" habíase pue» 
calculado atribuyendo a las vasijas de 3a Bodega una 
capacidad menor que ta efectiva, vale decir, que se in- 
currió en una falsa o errónea cubicación, en tanto loa 
datos consignados en los filtros que establecían una 
existencia mayor sólo diferían de la verdad en 4.279 
litros. De ahí que, comprobado luego que la capacidad 
de la Bodega no era de 2.255.750 litro» sino que permitía 
efectivamente almacenar 2.287.050 de loa 2.291.329 que 
acusaban los liKros, lejos de resultar un exceso de 35.579, 
la verdad era el déficit de 4.279 litros ya mencionados. 
Si la verificación de la capacidad de la Bodega, se hu- 
biera practicado con motivo del inventario de 23 de oc- 
tubre de 1944, la situación qne se describe babría apa- 
recido ya evidente, y las conclusiones diferentes que se 
alcanzan habríanse puesto de manifiesto. 

El inventario de 20 de febrero de 1945 (fs. 176/80), 
efectuado con arreglo a la efectiva cubicación, arroja un 
superávit de 24331 litros que resulta así corroborante 
de la cifra que aproximadamente establecían los libro» 
cuatro meses antes (2¡í de octubre de 1944) y que unido 
a los 6.9tí9 litros que faltan, integTan aquellos 31.300 
(fs. 213), exactamente ; debiendo concluirse que esa can- 
tidad de vino existente en Bodega, según libros, en oe- 
lubre de 1ÍW4, continuaba en ella en fohrero de 1945, 
con la sola disminución de loa 6969 litros comprendidos 
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"dentro ri« las tolerancias reglamentarias" (fs. citada, 
yfs. 226 vtfl.). 

Ha concurrido sí, una falsa declaración de capaci- 
dad hecha por la recurrente (fa. 320), que procura ex- 
cusarla alegando haber ignorado la efectiva cubicación 
de los envases de In Bodega, lo que si bien no es admi- 
sible, sin graves reservas, en cambio en ello no reside 
ta defraudación qne se imputa, pues los datos consig- 
nados en el libro acusaban una producción que confron- 
tada con la existencia real do las vasijas colmadas con- 
ducían a un déficit de 4.279 litros, que como queda 
dicho, se hallaba dentro de los límites de las mermas 
oficialmente toleradas. 

Por ello se revoon la sentencia de fs. 323, en cuanto 
ha sido materia del recurso concedido a fs. 329, debiendo 
las costas ser soportadas por las partes en el orden 
cansado, atento las modalidades de la causa y la natu- 
raleza de tas cuestiones examinadas. 

■ 

Luis R. Lokuhi — Tomás O. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atujo Phssaono. 



JACOBO REISFELD 

tXfiTRl'MRyTOS I'l r RU€OS. 

Ijoh certificados de depósitos judiciales expedidos p*r el 
Banco <¡e la Nación Argentina son documentos públicos 
nacionales, en los términos del art. 9?!», ines. 2 y 9, del 
Código Civil. 

JUMSDrCCtQX | CQ31PE TE S€ I A : Competencia nacional Caiuw 
penales. Violación de normas fedfrafrfi. 

Corresponde » la justicia nacional especial de la Capital 
Federal conocer de la falsificación de un certificado d« 
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depósito del Banco de la Nación imputado al procesado, 
siendo indiferente a, los efectos -de la competencia que con 
la íabif ieación acriminada §* hubiera intentado perjudicar 
al patrimonio nacional. 

Dictamen &el JProcuradob Grjte&al 

Suprema Corte: 

El presente conflicto jurisdiccional, trabado entre 
el Jues de Instrucción en Lo Criminal a cargo del Juz- 
gado N" 11, y el Juez Nacional en lo Penal Especial, 
ambos de la Capital Federal, para conocer en el juicio 
seguido contra Esteban Teodorowics por infracción al 
art. 29i2 del Código Penal, corresponde resolverlo a V. 
E. por no tener lo* magistrados aludidos un órgano su- 
perior jerárquico común (art. 24, inc, &, V parte. Ley 
13.998). 

En cnanto al fondo de la controversia, he aquí el 
caso. Ante el juzgado de paz letrado 35, el procesado 
inició juicio por consignación de alquileres- contra Yac- 
ko Fe*kak, acompañando una boleta del Banco dé la 
Nación Argentina con U qne pretendía acreditar haber 
efectuado en la referida Institución fin depósito de cien- 
to veinte pesos. Diligencias posteriores revelaron que 
eran apócrifas las atestaciones hechas en la boleta de 
depósito que, por otra parte no tiene estampada en su 
ángulo inferior izquierdo la firma del empleado ni el 
sello de Caja (fs. 1 y 17, exp. N° 49.974). 

Como se expresa con todo acierto a fs. 7, la acción 
del inculpado se dirigió contra un bien jurídi'*» parti- 
cular y no contrn el patrimonio del Banco de la Nación 
Argentinn, y ello es así porque la sola presentación en 
el expediente de un formulario de depósito que está al 
alcance del público sin control alguno, no aere lita el 
pago en juicio ni obliga a la Institución hancaria. 
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Por la» razones expqesteg y fundamentos concor- 
dantes que se leen a fs. 6 y 7, opino que esta contienda 
negativa debe ser dirimida en favor de la competencia 
del Juee de Instrucción en lo Criminal. Buenos Aire», 
marzo 30 de 1951. — Carlos G. Delfwo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 10 de mayo de 1951. 

Autos y vistos; considerando: 

Que con arreglo al art. 3, inc. 3, de la ley 48 y 23» 
¡nc. 3, del Código de Prendimientos en lo Criminal, 
incumbe conocer a loa jaeces nacionales en loe bachos 
qne importen "falsificación de documentos nacionalefl", 
siendo indiferente a los efectos de la competencia qne 
con la falsificación acriminada se hubiera intentado 
perjudicar el patrimonio nacional. —Fallos: 217, 119 y 
los allí citados — . 

Que los certificados de depósito judiciales expedi- 
dos por el Banco de la Nación Argentina son, sin dnda, 
documentos públicos nacionales, en los términos del 
art. 979, incs. 2y9, del Código Civil.' 

En su mérito y habiendo dictaminado el $r. Procu- 
rador General se declara que la causa es de la compe- 
tencia del Sr. Jaez Nacional de Primera Instancia en lo 
Penal Especial de la Capital Federal, a qnicn se remi- 
tirán los autos avisándose en la forma de estilo al señor 
Juez Nacional de Primera Instancia en lo Penal de Ins- 
trucción de la Capital Federal. 

Lns E. 1/jjBOHi — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 

PÉREZ AtILIO pEB&AÍUfO. 
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ISMAEL R. QÜIROOA 
HOMICIDIO: Homicidio íimpb. * 

Si K balU plena y legalmente probado que el procesado 
díó muerte de una puñalada en «t pecho a la víctima, por- 
que ésta formulaba con marcada insistencia y empuñando 



un rebenque, un reclamo al proveedor de un obraje 
cuya compañía y la de dos hijos átl mismo y de otro peón, 
«i actuado babia comido y tomado mate momentos antes — , 
y ai la» circunstancias particular*» de la cao», y las ma- 
nifestaciones del homicida impiden considerar su con- 
ducta contó motivada por tm impulso de perversidad bru- 
tal, corresponde encuadrar el hecho en el art. 79 del Códi- 
go Pensl, e impon er a su autor la pena de veinticinco años 
de reclusión —teniendo en cuenta los pormenores, del su- 
ceso, 1* condena anterior por homicidio que- «(ristra, el 
«a plena rapacidad para delinquir y su pfeims p" 
lidad moral— suspendiéndole por esta única vea 
«aria de reclusión pop tiempo índeierminido. 



PALLO DE LA CORTE SVPREMA 

Buenos Aires, 10 de mayo de 1951. 

Vistos los autos "Ismael Romildo Quiroga — ho- 
micidio", en los que se han concedido a fs. 121 los re- 
cursos ordinarios de apelación. 

Considerando: 

Que como lo demuestra la sentencia apelada de fs. 
118, en autos, hállase plena y legalmente probado que 
a horas 21 del día 11 de enero de 1949, en la proveeduría 
del obraje existente en el campo de Pedro Cazara, ju- 
risdicción policial del destacamento Naícó, departamen- 
to de Tony, Territorio Nacional de I-a Pampa» el pro- 
cesado Ismael Romildo Quiroga dió muerte de ana pu- 
ñalada en el pecho a Alberto Pacheco, porqne éste 
formulaba con marcada insistencia y empuñando un 
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rebenque on reclamo «1 proveedor Ramón Plácido Ro- 
dríguez, en cuya compañía y la de dos hijos del mismo 
y de otro peón, el anisado había comido y tomado mato 
momentos antes. 

Que las circunstancias particulares de la causa, así 
como la manifestación del procesado de que no penad 
matar a Pacheco <fs. 33) , que sólo obró en la forma 
expuesta porque la insistencia del nombrado «n su pro- 
testa lo irritó, y qne an propósito era intervenir para 
que Rodríguez y Pacheco no se pelearan (fa. 32) impi- 
den considerar la conducto de Qniroga como motivada 
por nn impulso de pervereirfad brutal; de suerte que la 
calificación lega! que al hecho le es'jrna la sentencia de 
fs. 118 encuadrándolo en el art. 79 del Cód. Penal, es 
la que corresponde. 

Que teniendo en cuenta los pormenores del hecho, 
la condena anterior por homicidio qne registra el acusa- 
do certificada a fs. 83; su plena capacidad para delin- 
quir conforme a las peritaciones de fa. 51 vta. y 87 vta., 
así como su pésima personalidad moral (fs. 70) y el 
mal concepto a que se refieren las declaraciones de fs. 
66 a 69, la pena a imponerse, conforme a loa arta. 40 
y 41 del Código Penal debe graduarse en su máximo, 
como lo solícita el Sr. Procurador General en so dicta- 
men de fs. 125, suspendiéndole por esta única vez la 
accesoria de reclusión por tiempo indeterminado. 

Por estos fundamentos se confirma con costas la 
sentencia apelada de fs. 118 en cuanto condena a Is- 
mael Komildo Quiroga y ae la reforma respecto de la 
pena, la qne se fija on veinticinco años de reclusión, 




Luis B. Lovohi — Tomás I>. 
Casarrs — Pblipe Santiago 
Pérez — Amia Pissaoko. 



382 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



JUAN DE LA CRUZ MARTINEZ 

HOMICIDIO: Homicidio simple. 

A FaJta de recurso acusatorio que permita elevar el monto- 
de U pena, corresponde confirmar la semencia que aplica, 
ai procesado por homicidio quince aflea de prisión, toda 
y** que *1 delito remita perpetrado con un* manifiests. 
inclinación delictuosa — y* qae la TÍctima, qae cabla acce- 
dido a dar transitorio slberfrue al acusad» y aun a cebarle 
ñute a altas horas de la noche, tampoco aparece propor- 
cionando motivo capas de provocar de parte del homicida 
la posibilidad de una acción como la efectuada Un inopina- 
damente— y no concurren circunstancia» de atenuación» 
debiendo rechistarse el pedido de reducción de la pena 
formulado por la defensa, invocando el estado de ebriedad 
en qae habríase hallado el impntajdo, pues lo nacen impro- 
cedente el recuerdo minucioso de lo acaecido antes, durante 
y después del delito; la fuga del procesado; la evidencia 
de que el estado de alcohol ¡sación no fué eompleto ni 
Involuntario, etc. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 10 de mayo de 1951. 

Vistos los autos "Martínez, Juan de la Cruz 8./ 
homicidio", en los que a fs. 57 vta. se ha concedido el 
recurso ordinario de apelación. 

Considerando: , 

Que la reducción de la pena de quince años de pri- 
sión impuesta por la senteneia de fa. 54 al procesado 
Juan de la Cruz Martínez que confesara haber dado 
muerte a Hermenegildo Fernández, en las circunstan- 
cias de tiempo y lugar que aquel fallo establece, solici- 
tada por la defensa a f¡*. 64 invocando el estado de 
ebriedad en que habríase hallado el imputado, no es 
procedente. 
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Kl recuerdo minucioso de lo acaecido antes, duran- 
te y después del delito; la fuga del procesado y poste- 
nor gestión ante el encargado de la barraca '*E1 Ya- 
caré" para que diera cuenta del hecho a la Policía; la 
propia manifestación del prevenido, corroborante de lo 
expuesto, (le uo halier perdido ta noción tle sus actos 
y la evidencia de que el estado de alcoholizacicti no fué 
completo ni involuntario, ponen de manifiesto que la 
valoración do tal estado debió gravitar en la gradua- 
ción de la pena, conforme a los arts. 40 y 41 del Cód. 
Penal, para elevar el monto de la impuesta, y en ma- 
nera alguna para reducirla, más aún cuando no concu- 
rren circunstancias de atenuación y el delito resulta 
perpetrado con una manifiesta inclinación delictuosa, 
ya que la víctima que había accedido a dar transitorio 
albergue al procesado y aun a cebarle mate a altas ho- 
ras de la noche no aparece tampoco proporcionando 
motivo suficiente y capaz de provocar de parte del acu- 
sado la posibilidad de una acción como la efectuada 
tan inopinada y desaprensivamente. 

Por estos fundamentos y por falta de recurso acu- 
satorio, se confirma, con costas, la sentencia apelada de 
fs. 54 que condena a Juan de la Cruz Martínez a la pena 
de quince años de prisión, accesorias de ley y costas. 

Luto B. Lokghi — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
pRMüe — Atilio Pbssaono. 
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HERMENEGILDO ALEGRE Y OTKO 
UOMC1MQ: Homicidio aimptt. 

A falta de recurso acusatorio que permita la imposición de 
una pena mayor, corresponde confirmar la sentencia que 
aplica al procesado por homicidio quince años de prisión, 
toda ve* qiM el exceso en la defensa que conduciría a la 
calificación del referido delito como culposo —propuesto 
por el defensor — no aparece probado en autos, como lam- 
ió -está que la agresión llevada a cabo por el acusado 
por otra ilegitima de la victima y de su 
)¡ debiendo, finalmente, por lo que hoce al 
ebriedad aludido asimismo por la defensa, ad- 
do «61o e] homicida reconoce no haber perdido 
la noción de sus actos, sino que en modo alguno resulta 
que la beodei alegada fuese completa e involuntaria. 

FALLO 0E LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, 10 de mayo de 1951. 

Vistos los «utos; *• Alegre Hermenegildo (a) Ermo 
— Vázquez Domingo Cipriano s./ agresión y homici- 
dio", en lo» que se lia concedido a fa. 92 vta. el recorso 
ordinario de apelación. 

Considerando : 

Que la sentencia <le fs. #9 que condena a Hermene- 
gildo Alegre por homicidio, n la pena de quince años de 
prisión, accesorias do ley y coalas, ha sido apelada por 
la Defensa del procesado, sosteniendo a fs. 90 qne co- 
rrespondería calificar el referido delito como culposo 
o en su defecto, reducir ln pena impuesta. 

El exceso en la defensa que conduciría a la califi- 
cación propuesta por el Sr. Defensor, no aparece pro- 
bado en autos, como tampoco lo está que la agresión 
¡levada ¡i nealio por el procesado fuera motivada por 
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otra ¡legítima de la víctima y de su acompañante a quie- 
nes aparece el inculpado atacando luego de abandonar 
el caballo que montaba para inferir a Celedonio Albor- 
noz, las múltiples heridas do cuchillo que provocaron sn 
muerte (ís. 29). 

En cuanto al estado de ebriedad aludido asimismo 
por la Defensa, corresponde advertir qne no sólo el 
acusado reconoce a fs. 17, no haber perdido la noción 
de sus actos y que detalla minuciosamente, sino que en 
modo alguno resolta quo la beodez alegada y qoe tam- 
poco ha sido probada legalmente, fuese completa e in- 
voluntaria. 

Las circunstancias particulares de la causa autori- 
zarían la imposición de una pena mayor que la aplicada, 
como lo señala el Sr. Procurador General, pero la falta 
de recurso en ese Orden, no permite modificar la refe- 
rida sanción. 

Por estos fundamentos, se confirma, con costas, la 
sentencia apelada de fs. 89, que impone a Hermenegildo 
Alegre la pena de quince años de prisión, accesorias de 

ley y costas. 

. Luis R, Lonohi — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 

PÉREZ — ATIUO PeSSaOSO. 



MARIA A. LORENZO DE COMPAGNUCCI v. OBDULIO P. 
LA PLUMB Y OTROS 

RKGUR&Q GXTFlAQItDWARJQ; Hequmln formtít». litítrpQÜctí* 
dtl recurso, Térrmsto. 

Ea improcedente el recurso extraordinario deducido en 
subsidio del recurso de reposición, a lo cual no obsta lo 
expuesto en el escrito en el que el apelante solicita del jue* 
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en lo ciril "se haga lugar'' al remedio primeramente 
mencionado, por no ser éste el de interposición del recurso 
extraordinario ni, aun en el caso de que lo fuera, hallarse 
fondado en la forma reiteradamente exigida por la juris- 
prudencia de la Corte Suprema. (■) 

RECURSO EXTRAORD1XARIO: Rtoumtos formales. IntrrpowMn 
del recurto. Fundamento. 

Es improcedente el recurso extraordinario, ai en el escrito 
en que ae interpuso se ha omitido la pertinente referencia 
a loa hechos de la cansa y a la relación que los miamos y 
laa cuestione* en ella debatidas guardan con la 
feder^qne M pretende someter a la decisión de la 

"RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propio». Cuestiones no 
fedtraU*. Inlrrprtlacifí» rfe normas lotalto d$ pwtdmitniM. 

Be improcedente el recurso extraordinario ai la resolución 
apelada se funda, entre otras ra-ones, en haber consentido 
el recurrente el auto por el enat se ordenó ira citación como 
testigo, conclusión irreviaible por la Corte Suprema y 
suficiente por si sola para sustentar el pronunciamiento en 
cuestión. (») 



MUNICIPALIDAD DE I*A CIUDAD DE BUENOS AIRES 
T ROBERTO M. A. FONTANA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito/ propio*. ROtáé* di- 
wicta. Xormas extraña* at juicio. Ditpafidones eomíitueionalte. 

Es improcedente el recurso extraordinario si la sentencia 
apelada establece que la expropiación ae halla permitida, 
con el alcance que le atribuye la aetora, por la ley 1583 
— en la que se basa la acción— y también por la ley 13.264, 
conclusión que priva de base a la afirmación de la recu- 
rrente referente a la inexistencia, de ley que autorice la 
expropiación y, por consiguiente, a ¡a pretendida viola- 

(i) 14 de »fl*o. Fslto»; Stf, W; íir, 205 y «09, 
(*} Fallo*: 217, 722 y 1077. 
t») Fallo*: 21T, «8. 
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ción de loa arta. 2*>. 30 y 38 de la Constitución Nacional 
—invocados como fundamento del recurso— y que carecen, 
asi, de relación directa e inmediata con la cuestión deci- 
dida por la resolución apelada. (*) 

ttECrKSO KXriiAOIimSABtO; JtawfiKÜ*. Limita del pronun- 
ciamiento. 

No corresponde a la Corte Suprema pronunciarse sobre las 
cuestiones mencionadas en la memoria presentada por la 
«cúrrente ante el Tribunal y no comprendida» entre aqué- 
lla* en que se fundó el recurso extraordinario. («) 



SIMON M ATT AL DI LTDA. ESTABLECIMIENTOS RURA- 
LES Y DESTILERIAS v. NACION ARGENTINA 

RECURSO OBDISARtO DB APELACIOX; Tertewa iMfaacía. Sin- 
tencia defmitñ». Concepto. 

El recurso ordinario de apelación en tercera instancia sólo 
procede respecto de las sentencias definitivas, o se* aque- 
llas que ponen, fin al pleito o impiden su continuación, no 

teniendo dicho carácter la resolución que se limita a re* 
ehasar la defensa de falta de acción opuesta por la re- 
currente y rondada en la inexistencia de protesta, y 
da devolver la cansa a primera irwtaneia a fin de q 

pronuncie «obre las demás cuestiones aprendió***! 
litis, euya soñación puede hacer innecesario el pronuncia- 

m iento de la Corte Suprema acerca del punto que se pre- 
tende someter a su decisión (*). 



(») H <le Maro. Psllos: £01, 509¡ 208, 244. 
(S> Palios: 217, 79S. 

ftj 1+ o> aturo. Fallos: 20», 3*0; 217, 739 y 1095. 
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PEDRO RETKOSO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA; Cuestiones ¿e convencía. 
IntérceneiAn de la Corte Suprema. 

De acuerdo con lo dispuesto por <*! art. 24, inc. 8 o , de la 
ley N* 18.998, corresponde que la Corte Suprema resuelva 
la cuestión de competencia suscitada — vigente dieba ley — 
entre un juex naeional de primera instancia en lo penal 
especial y otro de igual elase en lo penal de instrucción, 
ambos de I» Capital Federal. (') 

JURISDICCION T COMPETENCIA; Com-pettmcia maaonal Cauteu 
ytw'». Delito* en pr rjafcfe o> lot Hwí y rtátoi »> ** ***** y ** 
ata rtpartieütne$ anárquicas. 

Con arreflo a los arta. 43 de la ley 13.998, 3, inc. 3» de la 
ley 48, y 23, inc. 3* del Código de Procedimiento* en lo 
Criminal, es competente el juea naeional en lo penal espe- 
cial, y no el jne* nacional en lo penal, de instrucción, 
ambos de ta Capital Federal, para entender en la causa 
promovida a raía de un hurto de mercaderías entrepadas, 
para til transporte, a nn ferrocarril perteneciente a la 
Nadóa, cuya responsabilidad podría resultar así compro- 
metida con motivo del hecho. (») 



JOSE M. BASTIAS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Conflicto* emite jwttm. 

Tratándose de nn» persona procesada por distintos de- 
litos ante U ¿uaticia nacional en lo penal, de instrucción, 
de la Capital Federal, y la justicia correccional de una 
provincia, «abe concluir que no existe cuestión de 
ridad a resolver en loa términos del art. 39 del Ci 
de Procedimientos «n k> Criminal, ai media condena 
nitiva del acosado dictada por los tribunales provinciales, 
lo cual no obsta a la procedencia de la «tradición solici- 
tada por et juei nacional de la Capital, conforme a lo 




<i) raíeTlnS, «6; Sil, ?; 215, 44; 2IT, 84f. 
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arte. 8 de la Constitución Nacional, 
y 675 del aludido Código de Proce- 



JUAN MANSUR O MANZÜB 

JCRISD1CCICS Y COMPETENCIA : Competencia penal. Pluralidad 
ríe detilos. 

£1 art. 40 del Código de Procedimientos en lo Criminal 
ha adoptado el principio del delito maa grave para concen- 
trar en un solo jue» el conocimiento de loa perpetrado* 
por la misma persona, reproduciendo el criterio empleado 
por el art, 37 del mismo Código — que hace una unidad 
jurisdiccional de todo el territorio de la. República en loa 
casos a que se refiere—, por lo que la circunstancia de 
tratane de la minina especie de delito* — «rtafa— no ira- 
pide, en #1 caso de autos, reconocer mayor gravedad a lea 
hechos cometidos en la Capital Federal en consideración a 
su numero, reiteración y monto de las defraudaciones. 



Díctame* peí, Procvpadob. Qskeral 

Suprema Corte: 

Se procesa a Juan Mansur o Mansar por estafa 
ante el Juez Nacional de Neuquén, y por estafas reite- 
radas y tentativa» del mismo delito también en forma 
reiterada, ante el Jnez Nacional de Primera Instancia 
en lo Penal de Instrucción de la Capital Federal. La 
negativa de este último magistrado para entender en 
arabos proceso*, tal como se lo requirió el Jue* de Nan- 
quín, ha dado origen a un conflicto 'jurisdiccional que 
compete a V, E. dirimir de conformidad con lo dispuesto 
en el art. 24, inc, 8* de la ley número 13.998. 



(i) U de maro. Faltoa: 315, m. 
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\.h solución del caso la ofrece el art. 40 del Código 
de Procedimientos en lo Criminal cuando legisla : 

" Cuando ona misma persona hubiera cometido dos 
o más delitos sometidos a distintos jueces de los que 
eje-roen la jurisdicción común en el distrito de la capital 
o territorios nacionales, será competente para bu juzga- 
miento, aquel a quien corresponda e! conocimiento del 
delito de naturaleza más grave". 

Ha dicho la Corte que "este artículo, al adoptar 
para el derecho común el principio del delito más grave 
a fin de concentrar en un solo jaez el conocimiento y 
decisión de los perpetrados por la misma persona, re- 
produce el criterio ya empleado por el art 37, que tam- 
bién hace una unidad jurisdiccional de todo el territorio 
de la ttepública en el caso de tratarse de varios delitos 
de carácter federal cometidos por una misma persona 
en los pnntos más distantes del país" (193: 185; 
133:69). 

De conformidad con la precitada doctrina, y siendo 
de mayor gravedad los delitos perpetrados en la ciudad 
de Buenos Aires, opino que el Juez, Nacional de Primera 
Instancia en lo Penal de Instrucción de la Capital Fe- 
deral es el competente para conocer en las cansas se- 
guidas contra Juan Mansur o Manzur a que se refieren 
las presentes actuaciones. Buenos Aires, mayo 3 de 

1P51. — Cortea O, Pcí/wo, 

FAIXO DE LA CORTE Sl'PREMA 

Buenos Aires, 14 de mayo de 1951. 
Autos y vistos; considerando: 

Que sólo esta en discusión el punto referente a saber 
si, con arreglo a lo dispuesto por el art. 40 del Código 
de Procedimientos en lo Criminal, el conocimiento de la 
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estafa cometida en Neuquén corresponde o n* a U Jus- 
ticia de la Capital, pues los magistrados en conflicto 
lian aceptado la competencia de loa tribunales de ta Ca- 
pital respecto de los delitos cometidos en esta ciudad 
<f8.35vta., 37 vta.). 

Que la jurisprudencia de esta Corte Suprema (Fa- 
llos: 183, 69; 193, 1S5) luí establecido que la norma, ci- 
tada en el precedente considerado ha adoptado el prin- 
cipio del delito más grave para concentrar en un solo 
jaez el conocimiento de los perpetrados por la misma 
persona, reproduciendo el criterio empleado en el art. 
37 dej mismo Código qae hace -una unidad jurisdiccional 
de todo el territorio de la República en los casos a que 
se refiero. 

Que la circunstancia de tratarse de la misma especie 
de delitos no impide en el caso de autos reconocer, en 
atención al criterio y a la finalidad expuestos, mayor 
gravedad a los hechos cometidos en la Capital Federal 
en consideración a su número, reiteración y monto de 
las defraudaciones. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, declárase que corresponde al Sr. Juez Nacional 
de Primera Instancia en lo Penal, de Instrucción N' 9, 
de la Capital Federal, conocer también del delito come- 
tido en Neuquén. En consecuencia, remítansele loa antog 
y hágase saber al Sr. Juea Nacional de Primera Instan- 
cia de Keuquén en la forma de estilo. 

Luis R. Longhi — Pelwe San- 
tiago Pébkz — Anuo Peb- 

SAQNO. 
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ALFREDO WAL8H BILLON v. FRIGORIFICO 
ANCLO 8. A. 

MMCUBSO EXTRAORDINARIO: Riiptiüaa propios. R(.'ari>m di- 
neta. S«h1*xcmm con fmn d m ne nto» no fedtiale» o fedérale* consentí- 
¿os. Fundamento* Je orden loeml Jf prottéél 

Siendo de Índole procesal la cuestión referente a ai el 
tribunal de la causa, ha dictado sentencia fuera de loa 
terminoa de Sa titia^ntestieion, lo resuelto al respecto ea 
i rrevísib!* por la Corte Suprema conociendo por 1* vía del 
recurso extraordinario ¡ y ai bien dicha jurisprudencia 
puede reconocer excepción en loa supuestos de eentenciaa 
arbitrarias, carentes de todo apoyo en los hechos de la 
causa y en los principioa legales aplicados, «.-abe concluir 
que en la especie no se da semejante repuesto, pues el 
tribunal apelado ha resucito la cuestión que motiva el 
recurso, sobre la bate de las constancias del juicio y por 
aplicación de la* normas procesal» • mi juicio pertinen- 
tes. {») 



BDUARDO FOSCHETTO v. FRANCISCO STRÜHL 

RECORSO EXTRAORDINARIO; Rtt^ ' formáis». Interposición 
AI reamo. Fundamento. 

Debe considerarse suficientemente fundado el recurso ex- 
traordinario, ai el escrito en que ae lo interpone contiene 
las referencias a loa heeboa de la oauss indispensable* para 

qoe con la sola lectura de dicha presentación la Corte 

Suprema pueda conocer no sólo cuales son las cuestiones 
federales traídas s ra decisión, sino también la relación 
directa de las miamaa con la materia del juicio. 



JURISDICCION Y COMPETENCIA: Sucesión. Futro dt atncevín. 
ÁcciomM permnoU» dt lo* ocMeáew». 

Lo que ae reforma eon el art. 45 del decreto 52.347/44 
—ratificado por la ley 12.948— para las demanda» del 
fue» del trabajo qu*> puedan radicarse en la Capital S>- 



(l) 14 de mayo. Fallos: 504, 63; 118. 
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H el inc. 4* del art. 3284, del Código 1 Civil, que 
ib a radicaría)* ante el jues de la sucesióc. Pero dicha 
no innova nada acerca de quienes pueden ser 
itantea legales de la sucesión en dichos juicios, 
punto que sigue reg-ido por los preceptos pertinente» del 
Código citado, es decir, por los arts. 3540 — qqe e#t*blec« 
que "todos los que tengan recUmoa que hacer contra la 

sucesión pueden solicitar ee nombre un curador de la he- 
rencia"—, 486 y 48». 

JURISDJCCIOX 7 COMPETENCIA: SuctBióm. Fkm» de atracción. 
.\ ■ mmj p*r*a*e\t9 ¿> los atruioté». 

Ninguna norma legal autoriza al administrador de los 
bienes de la sucesión a contestar las demandas que se 
deduzcan contra ella por. lo que, dada la especial y clara- 
mente restringida finalidad de su función, sólo en virtud 
de una autorización judicial expresa, esto es, de una reao- 
lucían judicial equivalente al nombramiento de un curador, 
«tarta el administrador habilitado para contestarlas. Lo 
que quiere deeir que no lo estarla en el carácter do admi- 
nistrador, sino en virtud de la autorización especial. 
Tampoco hay disposición legal que ni expresa ni implícita- 
mente obligue al administrador a gestionar el nombra- 
miento de curador, o 1» autorisaeiÓn especial aludida, 
enando tenga noticia de qne se ha deducido demanda con- 
tra la sucesión. 

JCRIS DICCION Y COMPETENCIA: Sweeatón. Fuero de atrrteáón. 
Accionen personales de los acreedores. 

Los "representantes legales" a los que deben notificarse 
tea demanda* de que trata el art. 45 del decreto 32.347/44 
— ratificado por la ley 12.948— no pueden ser otros que 
los únicos designados por la ley con esa atribución —loa 
y los slbaceas — o quienes sean expresamente 
para ese objeto por el juw de la sucesión. Por 
ne no ha hecho esa gestión 
no puede imputársele una omisión o negligencia de la que 
efecto legal. 

KÜLWAD PROCESAL. 

Carece de fundamento legal considerar fementidos por la 
sucesión demandada loa diversos procedimiento* del juicio 
porque el administrador judicial de los bienes de ella 
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haya sido notificado de lo actuado, puesto qne mal pudo 
consentirlos qnien no «taba facultado ni legal ni judicial- 
mente para intervenir en eUcej no habiendo tampoco ley 
qw fundí la imputación hecha al administrador de no 
haber pedido al jnea da la sucesión que se le facultara 
para contestar la demanda. Y como ek Codito Civil pone 
expresamente a sargo del acreedor que demanda a la su- 
cesión la «Catión del nombraron-uto dé Curador o repre- 
sentante cuando no hay albaoea ni herederca declarados, 
ea contrario a la ley atribuirse cualquiera de las partea 
de ta jruceaión demandada la obligación de gestionar ese 
nombramiento. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestión** no 
fv&rmttt. SxtfffÜm de U* eu*Hio*<a de mechó. Begtw general*». 

Ba arbitraría la sentencia que, no haciendo lugar a la nu- 
lidad de laa actuaciones solicitada por la parte demandada, 
confirma, el fallo de primera instancia que condena a 
dicha parte a pagar a la actor* determinada suma, en 
concepto de despido, pues huta que ae dictó declaratoria 
de herederoa no habfa representante de la succión de- 
mandada facultado para actuar en el juicio y todas laa 
notifieacionea hechas en él con anterioridad a la de la 
aeutencia lo fueron antee de que se dictara la declaratoria 
mencionada, Tanto mas cuanto qne estaba de por medio 
una heredera menor de edad cayo derecho no podía ser 
•km prometido en juicio, por su representante legal — la 
madre — sin formal intervención del representante del 
Ministerio Papilar. 



Díctame» del Procurador. General 

. ■ 

Suprema Corte; 

Ante la interpretación que V. E. lia dado reitera- 
damente al art 15 de la ley 48, pienso qne el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 81 no está safieiente- 
mente fundado, toda rez qne se omite la pertinente re- 
ferencia a los hechos de la causa y a la vinculación que 
los miamos y las cuestiones debatidas en aquélla guar- 
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dan con la cuestión federal que se pretende someter a 
la decisión de la Corte Suprema. 

Procedería, en consecuencia, declarar mal concedi- 
do a fs. 90 vta. dicho recurso. Buenos Airea, diciembre 
22 de 1950. Año del Libertador General San Martín. — 
Carlos G. ¡hlfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de mayo de 1951. 

Vistos los autos "Foechetto Eduardo c./ FraneUco 
Strahl s./ despido 1 *, en los que se ha concedido a fs. 
88 vta, el recurso extraordinario. 

Considerando i 

Que e] recurso extraordinario, concedido a fe. 88 
vta. está debidamente fondado en el escrito de fa. 81 
paes contiene a fs. SI vta. las referencia» a loe hechos 
de la cansa indispensables para que con la sola lectora 
de dicha presentación el Tribunal pueda conocer no sólo 
cuáles son las cuestiones federales traídas a su deci- 
sión sino también la relación directa de las mismas con 
la materia del juicio. 

Que se demanda en él a Francisco Strujhl, ante la 
Justina del Trabajo, por indemnización de despido. Y a 
fa. 21 se denuncia el fallecimiento del demandado y se 
dirige la acción contra su sucesión denunciándose como 
domicilio de ella el de la calle La valle 1601. A fs. 24 se 
pide, que la notificación se haga a ta sucesión o a su 
representante legal en el domicilio de la cónyuge supérs- 
tite, Juncal 1971. Así a* hacen las notificaciones de fs. 
25, 38, 45 y 46 durante el año 1ÍMÍ» y por fin el 17 de 
julio de 1950 la de fs. 60 relativa a la sentencia dictada 
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el 28 de junio de 1950. Además a fs. 52 consta el em- 
bargo preventivo trabado el 23 de diciembre de 19*9 
©on intervención, de la rinda que on ese acto manifiesta 
ser administradora de 1& sucesión, y no poder hacer el 
pago que se le requiero porque carece <le facultades 
para ello. 

Que apelada la sentencia por el representante de la 
viada y de su hija menor el recurso ee concedido a fs. 
69 vta. Y a fs. 66 expresa agravios el apelante fundán- 
dose en que, como resulta del certificado expedido por 
orden del Jaez de la Sucesión, el causante había falle- 
cido el 8 de febrero de 1949, a raíz de !o cual, iniciado 
el juicio sucesorio se designó primero, de oficio un ad- 
ministrador del negocio y luego el V de septiembre de 
1949 administradora provisoria de los bienes de la su- 
cesión a la rinda, dictándose declaratoria de herederos 
a. favor de la bija, sin perjuicio de los derechos de la 
cónyuge, el 19 de mayo de 1950. Considera, en conse- 
cuencia, que el juicio se ha tramitado sin que intervi- 
niera en 41 un representante legal de la sucesión, por 
lo coal sería nulo todo lo actuado. Así lo entiende tam- 
bién el Sr. Fiscal General de la Justicia del Trabajo en 
el dictamen de fu. 73. 

Que a fs. 74 la Cámara desecha la alegación aludida 
y confirma la sentencia: 1) porque oportunamente se 
mandó notificar la acción a los herederos o al represen- 
tante legal de la sucesión y así se hicieron toda» las 
notificaciones mencionadas en un considerando ante- 
ñor; 2) porque el embargo preventivo se trabó con ío 
personal intervención de la vinda que en ese entonces 
era administradora de los bienes sucesorios judicial- 
mente designada ; 3) porque las demandas de esta espe- 
cie pueden iniciarse ante la Justicia del Trabajo con el 
aolo requisito de notificarlas al representante legal de 
loa heredero» o de la sucesión <art. 45 de la ley 12.948) ; 
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4) porque conformo al texto legal citado correspondo al 
administrador provisorio pedir al Juez de la sucesión 
autorización pura contestar la demanda o nombramiento 
de curador para contestarla; 5) porque no es proce- 
dente la aplicación del art. 3540 del Código Civil "en 
los casos de acciones do competencia de la jurisdicción 
del trabajo qne lo- modificó" pues es "una disposición 
que rige en los casos de sucesiones universales'* ¡ 6) 
porque tampoco es aplicable el art. 486 del mismo Có- 
digo pues "el administrador judicial autorizado judi- 
cialmente podía estar en juicio" y 7) porque quien 
"consiento en primera instancia la tramitación del ex- 
|todicnte y actos celebrados en el mismo no puede Inego, 
on otra instancia, pretender enervar lo consentido". 

Que contra esta sentencia se dedujo recurso extra- 
ordinario en primer lugar por considerarla arbitraria 
informe a lo que a ese respecto tiene declarado esta 
Corte, pues se ha decidido la causa "contra o con pres- 
cíndencia de lo expresamente dispuesto por la ley" y 
desechando las "pruebas fehacientes regularmente traí- 
das al juicio" y "se hace remisión a las que no constan 
en él" (Fallos: 205, 648). 

Que según el certif ieado .de fs. 64, hasta la última 
de las notificaciones hechas a la parte demandada antes 
de dictar la sentencia da fs. 54 no se había nombrado 
curador, ni se había autorizado al administrador pro- 
visorio de loa bienes para contestar las demandas, ni 
existía declaratoria de herederos. 

Que los textos legales en cuestión no admiten, en lo 
que al punto debatido se refiere-, dos interpretaciones. 
El art. 45 del decreto 32.347(44, ratificado por la ley 
12.948 dispono qce "en caso de muerte, incapacidad, 
quiebra o concurso del demandado, las acciones que sean 
de competencia^ de la jurisdicción del trabajo so inicia- 
rán o continuarán en esa jurisdicción a cuyo efecto de- 
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bcrn notificarse a los respectivos represen tantea lega- 
les". Lo <iuo con ella se reforma, para las demandas del 
fuero aludido que puedo n radien rae en la Cap. Federal, 
es el inc. 4 del art. 3284 del Cód. Civil que mandaba 
radicarías ante «1 Juez de la sucesión. Sobre quienes 
pueden ser los representantes legales- de esta última en 
dichos juioios la disposición transcripta no innova na- 
da. El punto sigue, pues, regido por las disposiciones 
pertinentes del Código Civil en cuyo art. 3M0 se esta- 
blece que "lodos los que tengan reclamos que hacer 
contra la sucesión pueden solicitar se nombre un curador 
de la herencia". Ks el curador del art 486, que se desig- 
nará cuando la herencia no ha sido aceptada — acepta- 
ción para cuya eficacia se requiere que se acredite ju- 
dicialmente el carácter de heredero- - o no hubiese alba- 
cea nombrado para su administración, y en el art. 489 
se agrega que "las persona» que tengan créditos contra 
li.s bienes podrán hacerlos valer contra lo» respectivos 
caradores". 

t¿ue ninguna norma legal autoriza al administrador 
de los bienes de la sucesión a contestar las demandas 
que esc deduzcan contra ella. Kn consecuencia y dada la 
especial y claramente restringida finalidad de sn fun- 
ción, sólo en virtud de una autorización judíela! expresa, 
esto es, de una resolución judicial equivalente al nom- 
bramiento de na carador, estaría el administrador ha- 
bilitado para contestarlas. Lo que quiere decir que no 
to efttaría en el carácter de administrador trino en virtud 
de lo autorización especial. 

Que tampoco hay disposición legal que ni expresa 
n¡ implícitamente obligue al administrador a gestionar 
el nombramiento de curador o la autorización especial 
aludida, cuando tenga noticia de que se ha deducido 
demanda contra la sucesión. Ya queojó dicho que el 
«rt. 45 del derroto "¡lado, no contiene innovación ningn- 
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na relativa a los representantes legales de la sucesión 
en los juicios deducidos contra ellas. Los "represen- 
tante* Segales*' a los que deben notificarse las deman- 
dos do que trata dicho- artículo tienen que ser, no pueden 
ser otros que los únicos designado* por la ley con eaa 
atribución, — los curadores y los albaceas — , o quíene'B 
sean expresamente facultados para ese ot>jeto por «1 
Juez de la sucesión. Por consiguiente al administrador 
qne no lia Invito esa gestión no puede imputársele una 
omisión o negligencia de la que se siga ningún efecto 
legal. 

Que, en consecuencia, carece de fundamento legal 
considerar consentidos por la sucesión demandada los 
procedimientos de este j..icio porque el administrador 
judicial dé- los- bienes de ella haya sido notificado de lo 
actuado en el juicio, puesto que mal pudo consentirlos 
quien no estaba facultado ni legal ni judicialmente para 
intervenir en ellos. Tampoco hay ley que funde la impu- 
tación hecha al administrador de no haber pedido al 
juez de la sucesión qne se le facultara para contestar 3a 
demanda y por lo mismo carece de sustentación legal 
el atribuir a Osa omisión ninguna consecuencia en orden 
a la representación de la sucesión demandada en esta 
causa. Y cómo el Código Civil pone expresamente a car- 
go del acreedor que demanda a la sucesión la gestión 
del nombramiento de curador o representante cuando 
no hay albacea ni herederos declarados, es contrario a 
la ley atribuir a cualquiera de las partes de la sucesión 
demandada la obligación de gestionar ese nombramiento. 
I*a conveniencia do imponerles es» obligación no» está 
en tela de juicio; sólo está la existencia legal de ella. Y 
ya se ha explicado que ley ninguna lo establece. 

Que de todo lo expuesto sigúese qne a la sentencia 
apelada le es aplicable la definición de Fallos; 205, 648 
transcripta precedentemente, pues basta que se dictó 

• 
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declaratoria de herederos el 19 de mayo de 1950 no ta- 
bla representante de la aneesión demandada facultado 
para actuar en este juicio y todas las notificaciones be- 
chas en él con anterioridad a la de la sentencia lo fueron 
antes de que se dictara la declaratoria mencionada. 
'tV tn más cuanto que estaba de por medio una here- 
dera menor de «dad cuyo derecho no podía ser compro- 
metido en juicio, por su representante legal — la ma- 
dre — , sin formal iutervención del representante del Mi- 
nisterio Pupila*. 

Por tanto y habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General se revoca la sentencia apelada en cuanto ha 
nido materia del recurso. 

Iajüs B. Lozvohi — Tomás D. 
Casabes — Felipr Santiago 
Prmz — A* ruó Pb&ugro. 



LUIS A. MIRANDA Y OTRO 

POf>KR LKGISLATirO. 

La materia legislativa asignada a! Congreso de la Nación 
por «1 iac 11 del art. 68 de la Constitución, es perfecta- 
mente propia. separable e inconfundible de la que el 
mismo precepto atribuye ■ 1» Provincias, b& delimitación 
de ana y otra ea, pues, esencial cuando se trata de esta- 
blecer si una ley de provincia ha invadido lo que el de 
incumbencia excluirá del Poder Legislativo Nacional; y 
para ello ha de considerar» además que, la facultad de 
las provincia* de legislar sobre procedimientos judiciales, 
3o es eáu perjuicio de las disposiciones reglamentarias que 
«ancione el Congreso. 

Se circunscribe así la facultad de las provincias en materia 
procesal a lo que positivamente debe compre rfHerttf en ella, 
vale decir que, m pueden señalar Isa regla* de acuerdo 
con las cuales los procese* vinculados con los código* qne 
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si Conareso incumbe dictar, han de sustanciare* y termi- 
narse, tal atribución no autoriza a destruir ni anular los 
. precepto» de las leyes fundamentales que al mismo poder 
corresponde sancionar. 

LEY: Principios generaba. 

Las leyes procésale* cuando emplazan o conminan para Íq 
realisación de cierto acto dentro de determinado plaso, 
rólo pueden sancionar el incumplimiento o 1* omisión por 
la -vía de la caducidad del derecho a cuyo ejercicio ac insta; 
y aún avanxar, «aneelando definitivamente' la secuela, pero 

no decidir la pérdida de accione» propias da «na materia 

distinta de la que conforma la sastaneiaeión solemne y 
prolija de los jnicioa. 

PODER LEGISLATIVO. 

Sólo el Congreso d« la Nación hallase autorizado para esta- 
blecer las circunstancias que suspenden o interrumpen el 
curso de loa plazos. % 

CONSTITVCION NACIONAL,: Cotutitnckmolidad e inconatitodona- 
lidtuL Layt$ provincial^, Córdoba. 

L* inactividad las pa^ea, en determinadas condiciones 
y durante el Ispeo eeSalado por la ley, puede ser, siempre 
que no afeóte la defensa en juicio, considerada legalmente 
eomo abandono- de la querella y provocar la clausura de 
las aetuaflioneB respectivas. No se encuentra en estai con- 
diciones el art. 450 dal Código de Procedimiento Penal 
que excediendo- los límites máximas del pro- 
decid* que aquella eondtieta eondnee al sobre- 
por "extinción de Is acción" penal, entendiendo 
esiatimicnto que la referida omisión, comporta es, 
interpretación qne se pretende, "la renuncia del 
o" establecida en el ios. ¥ del art. 69 del Código 
como una de las caneas extintivas en delitos de 
acción prnrada. v 

La forma de- la renuncia nladids nd constituye materia 
procesal, en la que cada Provincia pueda legislar indis- 
tintamente conforme al inc. 11 del art. 68 de la Consti- 
tución Nacional, pues trátase de una cansa de extinción 

da accionen prevista especialmente en el Código Penal, co- 
mo también lo es la prescripción. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Con*tit«rtonrt«t<Hl « ínwmtitudona- 

totorf. Ut/rt pnvincklei, Córdotm. 

Lo? arta, 449, ioe. 1% y 460 del Código de Procedimiento 
Penal de la Provincia de Córdoba, en cuanto conducen a 
declarar eróiiguida la acción penal en aelitoa de acción 
privad», cuando el querellante o su mandatario no insta 
el procedimiento durante un mes ain justa causa, son re 
puírnantea al inc, 4» del art. 59 del Código Penal y, por 
tanto, ineonatituwoiialea, dada la disconformidad con esa 
ley de la Nación, a tenor de loa arta. 22 y W, inc, Ü, de 
la Constitución Nacional. 



Sentencia de la Címaba en lo Criminal t Cobrbooional 

Hlo Cuarto, junio 23 de 1950. "ABo del Libertador General 
San Martin". 

V¡«0.: 

El pedido Tormulado por el Dr. Ricardo Viaeaya en ra 
carácter de defensor de los quereHadoa Luis Alejandro Miran- 
da y Vicente Ignacio de la Torre, que se declare extinguida 
la acción penal por desistimiento del querellante D. Luis A. 
I/pw Gardillo, se sobresea la cjusa y se impongan a étte las 
costas en estea antoa caratulados "Miranda, Luis Alejandro y 
Vicente Ignacio de ta Torre p. as. sal, de calumnia* e inju- 
rias", pedido qoe funda en lo dispuesto por loa arta, 449 
hw. 3» y 450 del C. de P. P.¡ la opo<d«i6n del querellante a la 
aplicación de dichos dispositivos legales, basado en las ratones 
que enuncia en su escrito de fs. 80 y su solicitud de fijación 
de audiencia para que tenga lugar el debate, 

Y Considerando: 

I. «}ue el querellante sostiene la no aplicabilidad al cauw. 
de los arta. 449, inc. P -y 450 del C. P. P., porque ello sería 
contrarío «1 art. 82 de la Conrt. Nacional, Aduce, aaimiamo, 
oue la disposición legal citada en primer término, es ana 
regla tria? i va a la prescripción de ta aeció*n penal que esta- 
blece un plaao menor que el que surge de la correlación de 
loa arta. 62, inc. 2» 109 y 110 del C. Penal, y, por el art. 59, 
inc. 4» de este Cuerpo de Leyes, al decir que la acción penal 
ae extingue por la renuncia del agraviado no le da valor de 
tal a los actos de voluntad tácita. 
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II. Que por ta naturales* de la acción deducida por el 
querellante —privada—, tóio puede ser ejercida por el ofen- 
dido, y, después de su muerte, por el cónyuge-, hijos, nietos 
o padres sobrevivientes, de acuerdo a lo previsto por loa arta. 
71, 73 inc. 2» y 75 del C. Penal. Sn renuncia por el quere- 
llante, extingue la misma (art. 59, inc. 4» del C. Penal), De ahí 
que la- vid* del proceso depende de la voluntad del agraviado 
o de las personas que ae mencionan en el citado art. 75, según 
el chro, quedando en consecuencia supeditada a esa voluntad 
la potestad represiva del Estado: 

III. Que el Código Procesal Penal, en los arfa, 7, 441 y 
siguientes del cap. II, ha regulado el ejercicio de esa acción 
privada, y, si la ley «ustantiva no ha determinado la forma 
como puede exteriorúaTse La renuncia del derecho que confiere 
aí ti hilar de la acción privada, la ley procesal penal ha podido 
hacerlo sin contradecir aquélla, estableciendo loa doa modos que 
ae especifican en los arta. 447 y 449, es decir expresa o tácita- 
mente, y disponer en el primero que "el querellante podrí 
desistir de la acción en cualquier estado del proceso, pero 
quedará sujeto a la responsabilidad emergente de tus actos 
anteriores*', y, en- el último que, "se tendrá por desistida la 
acción penal 1°. cuando el querellante o .su mandatario no 
inste el procedimiento durante un mes, sin justa causa; . . ."En 
consonancia con ellos el art. 450 dispone que cuando ta Cámara 
declare extinguida la poción penal por desistimiento del que- 
rellante, sobreseerá en la causa, sobreseimiento que produce el 
efecto de cerrar el proceso definitiva e irrevocablemente con 
relación al imputado a cayo favor se dicta, en orden a lo 
dispuesto en et art. 367 del C. de P. P. 

IV. El art. 59, me. 4», del C. Penal sólo establece como 
una forma de extinción de la acción penal, la renuncia del 
saraviado en los delitos privados. Dentro de ello, pues, en- 
cuadra el deaiiiti miento tácito a que se refiere el art. 449, me. 
1* de| C- de P. P., ya que la renun. ia un está aujeta a ninguna 
forma exterior y la declaración de voluntad en tal sentido, 
puede ser formal o no formal, positiva o tácita o inducida 
por uoa presunción de la Ley (arts. 873 y 935 C. Civil). No 
se advierte la oontrsrlieeión qup puede existir entre arabos 
Códigos, ni la violación del art. 22 de la Conet. Nac, por la 
aplicación de dicho dispositivo de la Ley de forma, toda Wl 
que el Decreto que concede la ley de fondo, no aparece negado 
por la Ley procesal, la que se limita a estructurar la forma de 
In renuncia, una de Isa cuales, como se ha dicho, es el desis- 
timiento tácito ante la omisión del querellante de instar el 
trímite de la querella durante un mes sin justa causa. 



V. Que tampoco el art. 44», fne. 1» Sel C. de Procedi- 
nüento Penal, aparece en pugna coft »1 art. ft2, inc. 2» del 
C. Penal, relacionados con 1<* aria. 106 v 110 del miaño «wrpo 
Segal, como k> sostiene el querellante. El primero no da origen 
1 on» causa extintiva de la acción penal por el transcurso del 
tiempo, tino que establece una forma de renuncia de la priva- 
da, pomo a* eipreafi en el considerando que antecede, en tanto 
que Ib prescripción constituye nna forma de extinción de ta 

•ocio» por el tHMcnrw del lapao a que ** refieren loa arta, 
de la ley de fondo antea citado» 

VI. Qne según consta de autos, el querellante se presentó 
ilutando el procedimiento el 3 de noviembre del año ppdo. 
(escrito de U. 45). y volvió a hacerlo el 14 de diciembre del 
mismo año (fe, 49), ea decir, largo de haber transcurrido con 
exceso el término de na mea prevkto por el art 449, inc. V del 
C. P. P. sin qae medie junta can» para ello; en consecncncia, 
y a mérito de lo dispuesto en dicha disposición legal y lo es- 
tablecido en el *«- 450 del mismo Código, corresponde decla- 
rar extinguida la aceifin penal en la presente can» por desis- 
timiento del querellante y sobreseerla en favor de los quere- 
llados, e imponer las costas a aquél. 

Por lo expuesto, se reanelve: le No hacer lagar al pedido 
de fijación da andiepcia para el debate formulado en estos 
autos. 2» Declarar extinguida la acción penal en la presente 
cauta por desistimiento del querellante, y, en consecuencia, 
sobreseerla s favor de los querellados i con costas, — Héctor 
» Covnaa* - JPoWrfo OrdóHéz - Ftrmi* Gómez. 



' Díctame» del Pbqcubm»* Qsnmal 

Suprema Corto : 

En el recumo extraordinario da fa. 99 — cuya fim- 
damentación satisface, a mi juicio, las eiigeneia» del art. 
15 de la ley 4&— se sostiene la. inconstitnciorialidad de 
los arta. 449, ¡nc. V, y 450 dol Código de Procedimiento 
Penal do la Provincia de Córdoba, alegando que ana 
previsiones, por ser contrarias al régimen de extinctán 
de las acciones penales legislado en el Código nacional 
de la materia, violan los arts. 22, 68, Htt. II, y 101 de la 
Constitución. 



■ 
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Tres diversos enfoques registra el asunto, tal como 
viene planteado: 

a) el del tribunal apelado, quien decide el caso 
soore la base de qne el "desistimiento tácito" previsto 
por la ley cordobesa encuadra en aquel supuesto de ex- 
tinción de la acción penal que el Código de la materia 
denomina "renuncia del agraviado" (art 59, Inc. 4?); 

b) el de la defensa de los querellados, qne en el 
memorial de fs. 123 destaca las diferencias existentes 
entre los conceptos de acción procesal y acción penal 
de fondo o pretensión punitiva, concluyendo que loe 

arts. 449, inc. V, y 4ñ0 del Código de Procedimiento Pe- 
na) de la Provincia de Córdoba legislan sobre la prime- 
ra y no sobre la segunda, por lo que su alcance sería 
constitucionalmente válido; y fínahueate 

c) el del recurrente, quien objeta las mencionadas 
dÍBposiciones locales, sosteniendo que encaradas desde 
el punto de vista del plazo fijado por la primera dé ellas 
implican la creación de plazos menores de prescripción 
de la acción que los fijados por el Código Penal y que 
en el aspecto del desistimiento como forma implícita de 
renuncia importan la introducción de una nueva forma 
de extinción de la acción penal no prevista por la ley 
de fondo. 

Con referencia al primero de estos enfoques cabe, 
ante todo, preguntarse: ¿ha podido constitucionatmente 
Ja lev procesal «ordobesa legislar sobre un instituto ya 
previsto en el código de fondo, como lo es el de la extin- 
ción de la acción penal por renuncia del agraviado? 

El tribunal apelado no encuentra inconveniente en 
ello y dice: "Si la ley sustantiva no ha determinado la 
forma como puede exteriorizarse la renuneia del dere- 
cho que confiere al titular de la acción privada» la ley 
procesal penal lia podido hacerlo sin contradecir aqué- 
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Ub, estableciendo los dos modos que se especifican en los 
arts. 447 y 449, es decir, expresa -o tácitamente y dispo- 
ner en el primero que "el querellante podrá, desistir de 
la acción en cualquier estado del proceso, pero quedará 
sujeto a la responsabilidad emergente de sus actos an- 
teriores*', y, en el último, que "se tendrá por desistida 
la acción penal 1\ cuando el querellante o su mandatario 
no inste al procedimiento dorante un mee, sin justa 

cansa . . " (considerando Til del fallo de ís. 90). Y más 
adelante agrega; "No se advierte la contradicción que 

puede existir entre arabos Códigos, ni la violación del 
art. 22 de la Constitución Kacional, por la aplicación 

de dicho dispositivo de la ley de forma, toda vez qne el 
derecho que concede la ley de fondo, no aparece negado 
por la lev procesal, la que se limita a estructurar la for- 
ma de la renuncia, una de las cuales, como se ha dicho, 
es el desistimiento tácito ante la omisión del querellan- 
te de instar el trámite de la querella durante un mes, 
sin justa causa'* (considerando TV). 

No comparto el criterio apuntado. Si bien el hecho 
de que ej Congreso diete los códigos de fondo no altera 
las jurisdicciones locales (art. 68, ínc. 11) y, por otra 
parte, es una atribución de las provincias el dictar las 
respectivas leyes procesales (arte. 5, 97 y 98), no es 
menos cierto que ellas no ejercen el poder delegado a la 
Nación ni pueden dictar los códigos a que ae refiere el 
art. 68, inc. ll t después que el Congreso los haya san- 
cionado (art. 101). 

Aceptar, como ¡o hace el tribunal a-quo, que la ley 
procesal ha podido en el caso "estructurar la forma de 
la renuncia", implica admitir qne las legislaturas lo- 
cales pueden elaborar — por decirlo así — las materias 
ya legisladas en ios códigos de fondo, lo que no es cons- 
titoeioiifllmente posible porque, nna vez ejercida por el 
Congreso la atribución del fifi, inc. 11, las proyin- 
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eias pierden la faeultad de dictar leyes referentes a las 
materias de que tratan dichos códigos. 

Contrariamente a lo <¡ue se desprende del pronun- 
ciamiento apelado, corresponde afirmar que la finalidad 
de las leyes procesales locales no es "reglamentar" la 
materia propia de las leyes de fondo, sino elaborar un 
conjunto de reglas de forma que hagan posible la apli- 
cación &e esas leyes de fondo. La apücabilidad o no de 
ana determinada disposición del Código Penal & una 

situación de hecho dada habrá de resaltar, pues, de la 
mera interpretación de esa disposición y no de otras 
que, so pretexto de reglamentación, hacen decir al tex- 
to de fondo lo que éste no dice. 

Precisamente en el caso de autos, observamos co- 
mo se produce la desnaturalización de la ley de fondo 
a través de ana disposición de carácter local. Bastará 
para demostrarlo señalar la situación de injusticia y 
evidente desigualdad que provoca la aplicación estricta 
del art. 449, inc. 1, del Código de Procedimiento Penal 
de Córdoba : a) sí el titular de la acción privada la pone 
en movimiento, recurriendo para ello al órgano juris- 
diccional, entonces está supeditado a qne su inacción 
por «1 término de un mes se considere como una renun- 
cia del derecho que la ley le confiere en los términos del 
art. 59, inc. 4 o , del Código Penal; b) en cambio, ai ese 
mismo titular de la acción privada, — demostrando, por 
cierto menor interés en la represión, que en el caso an- 
terior — , f no pone en movimiento el proceso mediante 
la iniciación de la querella, su inacción no produce nin- 
gún efecto y sólo al expirar el término señalado para la 
prescripción de la acción se extingue su dierecho, aun- 



que no por renuncia sino a tenor de lo dispuesto en e! 
art. 59, inc. 3". 

Se ve así como la extinción del derecho de fondo, 
enfocado desde el punto de vist.a de la inacción proee- 
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sal, o desistimiento tácito, como lo llama la ley «ordo- 
besa, se convierte en una nueva causa de extinción de 
ia acción penal no prevista en el Código de la materia, 
porque para estela mera inacción no constituye rentro- 
cia al derecho. 

Por lo que hace al segundo de los criterios expuestos 
•n torno a la cuestión, rale decir el de la defensa (me- 
morial de ti. 123), ninguna dada cabe que bien distintos 
son el concepto de acción en sentido procesal y el de ac- 
ción en sentido material o pretensión punitiva, así co- 
mo que a Us provincias compete la regulación del ejer- 
cicio de la primera tan legítimamente como a la Nación 

le corresponde el de la segunda. 

El inconveniente estriba en que las disposiciones 
impugnadas no se limitan a regular el ejercicio de la 
acción procesal, sino que yendo más allá, y entrando en 
terreno vedado arbitran nn modo de extinción de la ac- 
ción penal o pretensión punitiva, no prevista, como se 
ha dicho, <n el Código Penal. La ley cordobesa pudo 
crear nn instituto semejante al de la pereneáón de la 
instancia en materia civil que, según se sabe, no afecta el 
derecho de fondo; lo que no ha podido hacer, en cambio, 
ea disponer directamente sobre este derecho de fondo, 
estableciendo en el art. 450 que "cuando la Cámara 
— para decirlo con las propias palabras del tribunal 
apelado— declare extinguida la acción penal por desis- 
timiento del querellante, sobreseerá en la causa, sobre- 
seimiento que produce el efecto de cerrar el proceso 
definitiva e irrevocablemente con relación al imputado 
a cuyo favor ae dicta, en orden a lo diapuesto en el art 
367 del C. de P. P. M (considerando III in fine). 

Cuanto hasta aquí he expuesto anticipa mi opinión 
favorable a la tesis del recurrente. Considero efectiva- 
mente que le asiste razón. Y le asiste razón porque, en 
substancia, la subordinación del instituto procesal del 
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desistimiento tácito al transcurso de un plazo mucho 
menor que «1 qué fija el Código Penal para la extinción 
de la acción penal, y ello con el efecto de extinguir la 
acción y cerrar el proceso definitiva e irrevocablemente 
con relación al imputado, importa en realidad la crea- 
ción de un término de prescripción diferente del que fija 
el Código Penal, con violación de los. arts. 22, 68, ine. 11 
y 101 de la Constitución Nacional (eonf. 178: 31). x 

En consecuencia, opino que corresponde revocar el 
rallo apelado. Buenos Aires, noviembre 8 de 1950, Año 
del Libertador General San Martín. — Cario* 0. Delfitto. 

FALLO DE U\ CORTE Sl'PREMA 

Buenos Aires, 16 de mayo de 1951. 

Vistos los autos: "Miranda Luis Alejandro y Vi- 
cente Ignacio de la Torro p. ss. aa. de calumnias e in- 
jurias", en los que a fs. 107 vta. se ha concedido el 
recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que la materia legmlativa asiRnada al Congreso 
de la Nación por el ine. 11 del art. 6& de la Constitución, 
es perfectamente propia, separable e inconfundible de 
la que el mismo precepto atribuye a la» Provincias. La 
delimitación de una y otra es pues esencial cuando se 
trata de establecer si una ley de provincia ha invadido 
lo que es de incumbencia exclusiva del Poder Legisla- 
tivo Nacional; y para ello ha de considerarse además 
que, la facultad de las provincia» de legislar sobre pro- 
cedimientos judiciales lo es, sin perjuicio de las dispo- 
siciones reglamentarias que sancione el Congreso cuan- 
do considere el caso de prescribir formalidades espe- 
ciales para el régimen de determinados derechos esto- 



«II 



PALXCfl DE 1_A OMTI IIIfBBU 



bleoidoe en lo» códigos fundaméntate» que a él le incumbe 
dictar. Se circunscribe así la facultad de las provincias 
en materia procesal a lo que positivamente debe com- 
prenderse en ella, vale decir que, sí pueden señalar las 
realas de acuerdo con las cuales los procesos rincaladoa 

con aquellos códigos, han de sustanciarse y terminarse, 
tal atribución no smtorisa a destruir ni anular los pre- 
ceptos de aquellas leyes fundamentales que al Congreso 
corresponde sancionar. 

Lu leyes procesales- cuando emplazan o conminan 
para la realización do cierto acto dentro de determina- 
do tiempo, sólo pueden sancionar «1 incumplimiento o 

la omisión por la vía de la caducidad del derecho a cuyo 

ejercicio se ¡nata ; y aún avanzar, cancelando definiti- 
vamente la secuela, pevo no decidir la pérdida de accio- 
nes propia» de una materia distinta de la que conforma 
la austanciación solemne y prolija de los juicios. 

En consecuencia, la inactividad do las partes, en de- 
terminadas condiciones y durante el lapso señalado por 
la ley, puede ser, siempre que no aféete la defensa en 
juicio, cousiderada legalmente como abandono de la que- 
rella y provocar la clausura o término de las actuaciones 
respectivas. \o se encuentra en estas condiciones, el 
art. 450 del Código de Procedimiento Penal de Córdoba, 
que excediendo los limites máximas del proceso en sí, 
decide que aquella coudacta conduce al sobreseimiento 
por "extinción de la acción" penar, entendiendo que el 
desistimiento que la 1ey preaume iraplíeito y que la re- 
ferida omisión comporta, es, según la interpretación 
que se pretende, "la renuncia del agraviado *' estable- 
cida en el ine. 4' del art. 59 del Código Penal, como una 
de las í-umis extintivas en delitos de acción privada. 

ha forma de la renuncia aludida, no constituye 
materia procesal, en la que cada Provincia pueda le>tis- 
Inr indistintamente conforme al inc. 11 del art. 68 de la 



m justicia de la. haciox ♦» 

Constitución Nocional. Trátase de ana cansa de extin- 
ción de occioncs prevista especialmente en el C. Penal, 
como también lo es la prescripción, en la que no sólo 
el tiempo y la inacción bastan para determinarla, sino 
que es menester advertir también otras condiciones que 
de igual modo, escapan a las facultades de las provin- 
cias, y así ocurro con las circunstancias que suspenden 
o interrumpen el corso de loa plazos, y respecto de las 
cuales, sólo el Congreso de la Nación, hállase autori- 
zado para establecer. 

Que los arta, 449, inc, i\ y 450 del Cód. de Proced. 

Penal de la Provincia de Córdoba, en cnanto conducen 
a declarar extinguida la acción penal en delitos de ac- 
ción privada, cuando el querellante o su mandatario no 

insta el procedimiento dorante un mes sin justa causa, 
son repugnantes al inc. 4* del art 59 del O. Penal y, por 
tanto, inconstitucionales dada la disconformidad con esa 
ley de la Nación, a tenor de loe arte. 22 y 68, inc. 11, de 
la Constitución Nacional. 

Por estos fundamentos, habiendo dictaminado el Sr. 
Procurador General y de acuerdo con lo preceptuado 
en el art. 16 de la ley 48, se revoca la resolución apelada 
de fs. 90 qne declara extinguida la acción penal en la 
causa por desistimiento del querellante y, en conse- 
cuencia, sobresee a favor de los imputados fundado en 

los arts. 449, inc. í*¿ y 450 del Cód. de Proced. Penal 
de Córdoba, cuya inconstitucional idad asimismo se de- 
clara. 

Vuelva esta causa al tribunal de origen para qne 
éste dicte nuevo pro nunci amiento ajustándose a lo re- 
suelto por esta Corte Suprema en el presente fallo. 

Luis R. Lokohi — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Pkrkz — Anuo Pessaono. 
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ADMINISTRACION OBAL. DE VIALIDAD NACIONAL 
v. BNBWJVB MARI AIS Y OTRO 

El&ROPiA 670.V ; iMkwmitarión. JMermi*ació* (M calor rroí. 

Si la sentencia «pelada adopta como criterio para ta de- 
terminación del precio del inmueble expropiado el acon- 
sejado, por unanimidad, por el Tribunal de Tasaciones de 
la ley 13.264, corresponde que la Corte Suprema eonfirme 
dicho pronunci amiento, máxime cuando la demandada 
—que primero manifestó disconformidad ron el precio 
ofrecido como indetnnisactón — en el memorial presentado 
en 1» instancia, solicitó se condenas* a la artora al pag» 
de la suma fijada por el organismo primeramente men- 
cionado. 



Sentencia del Juez Pb) eral 

Boeno* Aires. 19 de diciembre de 194!». 

Y vistos: Eata causa seguida por la Administración fle- 
neral de Vialidad Nacional contra Enrique y Francisco Mari 
AU por expropiación, de cuyo estudio 

Resolta: 

I. Que a fa. 12 comparece el apoderado de la adora di- 
ciendo, que la real i ración de Ira obras de Acceso Norte a la 
Capital Federal a construirse en el Partido de Vicente Lópesu 
Provincia de Bueno* Airea, afecta en ni trazado un inmueble 
ubicado en dicha Provincia y Partido, localidad de Florida, 
calle- Oral. XTrqmn 3144 entre Isa calles BI« Parara y E. Eche- 
verría, el qu* eon mayor exactitud, asi como bus dimensiones, 
linden» y earaeterbtiea» propias constan en la memoria des- 
criptiva y plano que acompaña como parte integrante de la 
demanda. 

De la búsqueda de antecedentes real irada en distintas re- 
particiones resulta que dicho bien corresponde en propiedad « 

lfin 8 re* Enrique y Franeiaco Mari Ais, y habiendo fracasado 
las Bestiones, real i cadas para obtener su transferencia por vía 
contractual promueve formal demanda de expropiación en 
.contra de los mismos o de quien resulte en definitiva su pro- 
pietario. 
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Funda la demanda «i la pública utilidad de la obra a 
realzarse, calificación que a urge de la ley 11.658 y va modifi- 
catoria 12.625 y de las resoluciones de fecha* 9 de mar» de 
1944 y 17 de abril de 1946, por laa que se entorila a su man- 
dante a iniciar el presente jaieio. 

Termina diciendo que previo loa tramites fijado» por Ja 
ley 189 y su modificación dispuesta por decreto 17.92Q/944 se 

haga lugar a la demanda disponiéndose la transferencia del 
dominio a favor del Estado Nacional y resolviendo aobre U 
imposición de costas conforme a lo establecido en dichos textos 
legales, 

II. Celebrada la audiencia que prescribe el art. 6» de la 
ley 189 la demandada presentó el memorial de fs. 28 en el que 
manifiesta disconformidad con la suma ofertada en calidad de 
precio por la expropiante desconociendo ] M antecedentes qne 
han servido de„base para practicar esa estimación, por lo que. 
bm fonnnlar expresamente una contrapropuesta pide qne al 
dictarse sentencia ae tengan en cuenta los valorea actuales 
tanto para el terreno coreo para la edificación a fin de deter- 
minar lo que corresponde en concepto de indemniaación, inte- 
reses y coatas del juicio. 

En el mismo acto las partes ofrecen algunas medidas pro- 
batorias que ae ordena producir, y entre ellas la designación 
de peritos quienes presentan su informe a fs. 64. 

Considerando : 

I o ) Qv el monto de la indemnización ha sido fijado en 
«1 Tribunal de Tasaciones por unanimidad de ana miembros 
presente» y con la conformidad expresa de! representante de 
Ja expropiada (fs. 115) por lo cual conforme lo ha establecido 
el ansenptó en casos similares siguiendo ls jurisprudencia sen- 
tada por la Corte Suprema de Jnstieis en el caso "ttfrección 
Genera] de Ingenieros c./ Marcelino Musió *./ expropiación", 
no existe razón legal alguna para apartarse de ese criterio. 

2») Qne en cuanto al cargo de las costas corresponde ani- 
mismo aplicar el criterio atwtentado en el jnieio Begmido por 
la ''Administración General de Vialidad Nacional c./ Lucía 
da Elia de Riólos s./ expropiación" según el cual, la circuns- 
tancia d« que la expropiada no haya fijado el monto de ana 
pretensiones sólo autorías a imponer las costas en el orden 
ransado cuando la contestación de la demanda ha tenido lugar 
con posterioridad a la sanción de la ley ya que hasta ese mo- 
mento no mediaba para dicha parte nna obligación legal qne 

permita aplicar sns disposiciones. 
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Por Unto fallo : 

Haciendo lugar a la demanda promovida y en comecuen- 
cim declaro transferido a faror del Estado Nacional el dominio 
del inmueble de propiedad de la demandada que constituye la 
materia de cata expropiación con laa dimensiones, linderos y 
demás características que m detallan en la memoria deecripü- 
de & 3, pmio pago de la diferencie entre la suma consig- 
nada y entregada a cuenta de precio y la de * 35.354,64 m/n. 

que as fija eomo justa indemniaackki, eos mas ana interesen 
desde el dfa de la tona de posesión qne se fija al 3 de setiem- 
bre de 1947 y las costas del juicio. — J<m4 Sortario. 



8BNTKM0U DE LA CXMAJU FEUDAL 

Buenos Aires, abril 26, Año del Libertador General San Mar- 
tín, 1950. 

Tristes: 

Qne cerno bien lo decide el 8r. Joca a~qw, con anteriori- 
dad a la Rancien de la ley 13 2H el régimen legal imperante 
no imponía al expropiado la obligación de estimar et valor de 
au propiedad, no pudieado traerle como consecuencia eaa falta 
de estimación, el tener qne cargar con las costas del Juicio 
<art. H» del C. Ciril). 

Bn bu mérito, se confirma la sentencia apelada de fs. 130/ 
131, en cuanto impuso laa costas del. juicio a cargo de la adora, 
Maxim&anfi Consol i — Abtlardo Jorge Moníiel — Borneo 
Femando Córner*. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de mayo de 1951- 

Vistos loa autos £í Adm. Oral, de Vialidad Nacional 
O.) Mari Ais Enrique y P. s.| expropiación", en loa que a 

fs. 173 e*tn Corte Snprema declaró procedente el re- 
curso ordinario do apelación. 
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Considerando: 

Qae el recurso ordinario promovido por la parte 
actora ha sido acordado por esta Corte Snprema a fs. 

173. 

Que la demandada en bu escrito de fs. 28 manifiesta 
disconformidad con el precio ofrecido como indemniza- 
ción y Agrega que, sin formular expresamente una con- 
trapropuesta pide- que al dictar sentencia sean tenido* 
en cuenta los precios actuales, con el fin de determinar 
lo que corresponda; fecha 11 de octubre de 1946. En 
el memorial de fs. 125 solicita se condene a la actora al 
pago de la suma fijada por el Tribunal de Tasaciones. 

Qae liabiendo establecido ese Xribnnal por unani- 
midad el monto que aconseja como indemnización pro- 
cede adoptar su dictamen, tal como lo ha hecho la sen- 
tencia. 

Qae consecuencia, de lo procedentemente expnesto 
es que las costas sean a cargo de la actora. 

Por tanto, se confirma la sentencia recurrida, con 
costas. 

Ltm B. Ix>NdHi — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago - 

PÉREZ — Anuo Pessaono. 



DÍHECCION PE PARQUB8 NACIONALES v. ALBERTO 
GUTIERREZ 

EXPROPIAMOS: Indemnización. Delerminación del valer r«rf. 

Si la valuación del terreno expropiado, practicada por el 
Tribunal de Tasaciones de la ley 13.2S4 —y establecida 
por unanimidad de ana miembro», incluido, desde luegv, 
el representante del Ministerio de Obras Públicas de La 
Nación— resolta justa y equitativa, coincidiendo a la vez 
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con el valor qae e esa fracción asignara el perito tercero, 
corresponde señalar jodieialmwit© cono total indemnita. 
eión U sama «cordada por dicho organismo, sin que a ello 
obsto la apelación interpuesta por el Fusca!, sin invocar 
' circunstancie alguna qae acredite la existencia de agra- 
vios producidos por la sentencis, ni motivos que autoricen 
a separarse de lia conclusiones del Tribunal de la ley, 

RECURSO ORDINARtO I>K APELAMOS: Terrtra intítmcia. Jai- 
«0* en que Im Nució* es vane. 

Es improcedente el recurso ordinario de apelación con 
respecto 8 las costas de un juicio de expropiación, si au 
monto no excede el límite de «¡neo mil pesos fijado por el 
art. 3», inc. 2». de la ley 40W. 



Sentencia del Juez Fedbul. 

• 

Viedma, abría 10, Año del Libertador Genera! San Martín, 
1950. 

Autos y Tarto*: El presente juicio por expropiación segui- 
do por la Dirección de Parquea Nacionales contra Alberto Gu- 
tierres, del que 

Resulta: 

Que a fa. I a» presenta el Sr. Fiscal por la Dirección de 
Parques Nacionales (hoy Administración General de Parques 
Nacionales y Turismo) iniciando juicio de expropiaeifin contra 
Alberto Gutierre*, por la fracción de 1.966 metros cuadrado» 
dentro del lote agrícola numero 46 de San Carlos de Bariloche 
de cate Territorio, Funde bu petición, en que la referida frac- 
efon na aido declarada de utilidad pública, conforme al texto 

del art. 62 (art 26) de la ley 12.360, en razón de que se halla 

afectada al traía do de la Avenida Costanera de San Carlos de 
Bariloche. la que partiendo de la estación de los Ferrocarriles 
del Estado (hoy Ferrocarriles Patagónicos), va a empalmar 
con el camino internacional. A tal fin acompafja una boleta de 
depósito por la suma de t 1.420.— efectuado en el Banco de 
la Nación Argentina, sucursal Io ibI, a la orden del Juzgado y 
como pertenecientes a este juitio, valor que se le asigne s la 
parte expropiada de acuerdo con la valuación fiseal. Por ra- 
tones de nrnenpia, pide U inmediata posesión. 



os Jtnmau nc w kacióh «7 
Que t fe. T vi*, el Juzgado tiene por in «taurada- la acción, 

ordena te dé la pceesión 7 eita a las partes al comparendo 

verbal que fijan* el procedimiento de la ley 189. A fe 16 
conata la diligencia de toma de poacwón por el representante 
de la parte adora. 

A fe. 24 se realisa la audiencia con la comparecencia del 
señor fiscal y del Dr. Mario Campera por la parte demandada, 
quien w b llana a la expropiación pera manifiesta bu diecon- 
formidad con el precio ofrecido por ser reducido, estimando el 
valor del metro cuadrado en $ 15.*-, lo qne hnee un total de 

% 29.520. — por la anperficíe objeto de la deepoeesiún. 

En antee se produjeron loe informes pericaale*, conforme 
a lo qae ordenaba la ley 189, pero esta prueba quedó sin valor, 
a laa disposiciones de la nueva ley de expropiación 
a, qne derogó aquel cuerpo legal. 
Que fallecido el demandado, loa herederos acreditaron su 
calidad de tales y se hicieron parte en el juicio (fí. 60). 

CotunótosndO: 

Qne convenida por ambas partea U expropiación, 1* con- 

troveraia ae reduce a establecer la indemnisaetón (rae el actor 
deberá, pagar el demandado, de actierdo a, le ene diapene el 
art 2511 del Código Civil y 11 de la ley 18564. 

Que el caso mb-litn no presenta ninguna dificultad ya 
que la indemoiiación debe fijarse, como lo tiene resuelto la 
Corte Suprema de Justicia m re "Nación Argentina contra 
Blanca Los Amalia Moreno", t. 214, pee;. 603, teniendo en 
cuenta una estimación concreta para un lote próximo y de 
análogas earaeterfaticas. Ante cate mamo Juigado se han se- 
guido juicios en loa que ae han expropiado inmneblee de iguales 
caracterfaticea que el de actos. 

Come se ha dicho, la fraceién objeto de este juicio es una, 
franja de tierra para ls construcción de la Avenida Costanera 
de San Carlos de Beriloebe. Con igual destino se expropiaron 
parcelas de loa inmuebles de propiedad de Carlos Brankel, quien 
linda por el sudoeste, con la propiedad del demandado y con 
Benito Vereertbrugghen por el nor-eete (ver títulos de ía. 27). 
En ambos cato* ae fijé el precio en la suma de % 10 el metro 
en loe juicios caratulados: "Dirección de Parquea 
a contra Vereertbrugghen Benito expWpiéelóft ,, í 
2504/1941 y "Dirección de Parquea Naeionalea e./ Carlos 
kd a/ expropiación", N* 2848/1941. 
Bn conaecuencia, estando ubicad* la propiedad del de- 
mandado entre las de loa nombrados, siendo de las 
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carscteríatioai y habiéndose efectuado la expropiación en la 
■asma época, enrrwponde fijar precio, e* decir-, 9 10 la uni- 
dad básica de superficie. 

Que el Tribunal de Tasación** asigna el valor de * 9,50 
el a.» pero aurse de lo actuado de fs. 81 a 99 qne al referido 
Tribunal le han faltado elementos de apreciación más inmedia- 
to*, como pueden ser loa que multan de Ion mencionados jui- 
eíoa y debe tenerse muy en cuenta que en el caso de Vereert- 
braggnrri. la Corte Suprema para mejor proveer ordeno nn 
peritaje en el ojue el eaperto designado fija el valar en $ 30 
por unidad métrica. 



ley, corresponde que aeaa por cuenta de la actora. 

Que por fallecimiento del demandado Alberto Gutiérrei 
y habiendo acreditado debidamente au entidad de «uceaores 
Da. Matilde Sheffick de Gutierres. D. Avelino Gutierre* y 
Da. Bita Gutierres de Outlérrea, con el documento de ta. 57, 
corresponde- tener por sustituido al demandado, por aus nom- 
brado» here d eros. 

Por estos fundamentos y diapoaieioneB legales citadas, juz- 
gando en definitiva. 

Fallo: 

Declarando transferido al Estado Nacional Argentino 
(Administración General de Parques Nacionales v Turmmo — 
Decretos 1&S.Í76/42 y 12.054/46, t> o. ley 12.103), una frac- 
wóa de tierra de propiedad de P. Alberto Gutiérre* (hoy ana 
soMíttores Matilde Sbeffick de Gutiérres, D. Avelino Gutiérrez 

y Da. Bita Gatiérrei de Oatierrec), coya raperfieie. de 1978 
metros cuadrados tiene 3n forma de un paralelocrarao, con las 
aifoJente» diraeruioriM y lindero*: 98 metroa con 40 centíme- 
tros de base por 20 metroa de altura, linda al Sur y al Norte 
coa mas tierras del mismo propietario; al Este, con D. Carlos 
Sunkel y al Oeste con D. Benito Vereertbnunshen. Este inmue- 
ble, en au mayor extensión se halla ineeripto en el Registro de 

la Propiedad con fecha 21 de abril de 1934, en zona Rio 
Negro, t, 65, folio ¿SI, nnmero de la fines 9.752, a nombre de 
D. Alberto Gutierres, mediante el pago de la roma de $ 19.630 
m/n., que el actor deberá pagar dentro del plexo de 30 días, 
con mas loa internes si tipo bancírio, desde el día de la des- 
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posesión — 21 de noviembre de 1941 — con deducción de h> 
depositado en este juicio a la orden del demandado, con costaa. 
-Ignacio .4. Carmtza Mujica. 



Sentencia de la CXmaba Federal 

Bahia Blanca, septiembre 27 de 1950, Ano del Libertador 
General San Martín. 

Vistos y considerando: 

Que conforme a la doctrina, sustentada por la Corte Su- 
prema en t. 214, pág. 439, habiéndose expedido el Tribunal de 
TaaacKaeg por unanimidad, coa intervención y conformidad 
de loa representantes de ambas partea (acta de fs. 99), no cabe 
en principio fijar judicialmente un precio distinto del de la 
tasación fijada por dicho órgano, el que coincide por otra 
parte con el determinado por el perito tercero a fs. 70. 

Que de «uto* no resulta tampoco la exsrteneift de perjui- 
cios que deban ser comprendidos en la indemnización y que 
hayan sido excluidos en Ja citada peritación. 

Por ello, se confirma la sentencia de fs. 102, modificán- 
dola en cnanto al monto de la indemnisación que se fija en la 
suma de $ 18.696 m/n. - Alberto Femándet del Casal. — 
Mario ¿fortuna. — Frtmoitco P. Burgos. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de mayo de 1951. 

Vistos los autos: "Dirección de Parques Nacionales 

c.| flutiérrej!, Alberto s.| expropiación", en los que se 
ha concedido a fe. 109 el recurso ordinario de apelación. 

Considerando: 

Que la sentencia de fs. 108 fija el monto de la in- 
demnización que debe abonar el Estado Nacional Argen- 
tino por la expropiación de la superficie de 1.968 metro» 
cuadrados, ubicada en el Territorio Nacional de Río 
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Negro, a que esta» actuaciones se refieren, en la simia de 
$ 18.696, teniendo en cuenta que ese es el justiprecio 
¿leí Tribunal de Tasaciones, determinado por ananimi- - 
dad y con intervención y conformidad de los represen- 
tantes de las partes, coincidiendo a la vez con el valor 

que a esa fracción asignara el perito tercero, e impone 

las costas al expropiante. 

Que eee pronunciamiento ha aído apelado por el 

Sr. Fiscal, sin qne se haya invocado circunstancia algu- 
na que acredite ta existencia de agravios producidos 
por la sentencia, ni motivos qne autoricen a separarse 
de las conclusiones del Tribunal de la ley, adoptadas 
como se ha dicho, con la conformidad de todos bus miem- 
bros, incluido, desde luego, el representante del Minis- 
terio de Obras Públicas de la Nación <fs. 99), corres- 
pondiendo en con secuencia observar la doctrina de esta 
Corte Suprema en Fallos; 218, 420 y confirmar la de- 
cisión recurrida. 

Que el recurso ordinario es improcedente en cuanto 
se refiere a las coatas porque sa monto no excede «1 
límite fijado por «1 art 3, inc. 2% de la ley 4055 (Fallos : 
217, 1053). 

Por estos fundamentos, ae confirma la sentencia 
tic fs. 108, en cunto ha sido materia del recurso con- 
cedido a fe. 109. 

Luis B. Lovohx — Tomás D. 

Casares — Feufs SaktiaGO 

Pérez — Amio Pessaono. 
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NACION ARGENTINA v. SOCIEDAD RURAL 
DE CURUZTJ CÜATZA 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera imtanria. O». 

El recurso ordinario do apelación en tercera instancia 

procede ante la Corte Snprema en los casos previsto* en 



RECURSO Dfi SOLIDA Ti. 

Corresponde desestimar la nulidad alegada contra la sen- 
tencia de segunda instancia, si el respectivo recurso no ha 
sido sustentado ante la Corte Suprema y no existe mérito 
para declararla de oficio. 

EXPROPIACION: tndtmmiació*. Dtttrminteión OH valor real 

Corresponde confirmar el pronunciamiento recorrido, por 
sus fundamentos, en la parte que fija el valor objetivo del 
bien, adoptando el mismo que contiene el dictamen del 
Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, si dicha estima- 
ción resalta jnsta y equitativa; sin que a ello otate la 



No existe fundamento para hacer pagar al Estado expro- 
piante perjuicio alguna emanado de la expropiación — que 

la sentencia apelada lija en el 20 % del valor de loa bic- 



contrabiuj aíwndsdoa, coa todas ioa insta] a* km*., Kj4r- 
eito, por lo menos desde enero de 1351, habiéndose inicia- 
do el pleito el 11 de agosto do 1945, o sea cuando- ya no 
usufructuaba el bien la demandada, 

SawraNcia dxl Jen FsnsaUL 



Yeitos; 

Los satos caratulados "Estado Nacional Argentino c./ 
Sociedad Rural de Cu ruso Caatii s/ expropiación" <Exp. 



N* 168, ato 1945) do loa que resulta: 





EXPROPIACION: isormiwanos. Oíros dase* . 



al los terrenos objeto dd juicio se en- 



Corríentss, 91 de diciembre de 1947. 




faizj» de r.A corte sitfbfwa 



1») Qae de fs. 83 s 84 vta- se presenta e! Sr. Procurador 
Fiscal, en representación del Estado Nacional Argentino (D. 
GraJ. de Ingenieros, M. de <!uerra> iledm-iemlo demanda de 
expropiación contra la Sociedad Rural de Carurú Cuati» (Co- 
rrientea) ; 

a) Fracción Oeste • Compuesta, de una superficie de 27 

hec., 45 áreas, 58 mU. y 3.894 00.', siendo sui linderos : al 
Norte, Oilio, Juan Antonio y Margarita Pan ¿ale, calle por 
medio ; al Sur, tóás terreno de la expropiada, arroyo Curufú 
Cuatii de por noedio ; al Este, heredero» de Alejandro E. Oria 
y fracción Bate de Ta Sociedad accionada, que también se ex- 
propia, calle pública de por medio (ruta de acceso a Curara 
Cuatiá), y al Oeste, más terreno de la expropiada; 

b) Fracción Este-, Compuerta de un» superficie de 23 
*«., 62 áreas, 37,1410 xa.» tiendo ana linderos: al Norte, he- 
nderos de Alejandro E. Oria; al Sud. más terreno de la ex- 
propiada, arroyo Curará Cnatiá de por medio; al Este, Tri- 
fon* R. de Bobbio y embarcadero* del F.C.N.ELA., callo de por 
medio; y al Oeste, Fracción Oeste de la Sociedad Rural de 
Carurú Cuatiá, que también se expropia, calle publica de por 
medio (ruta de acceso a Curaaú Cuatis). Ambas fraccione*, 
Este y Oeste, de la citada sociedad, suman ■ 51 hec. 7 áreas y 



tata.» Agre*a que previo informe de la oficina técnica 



164.729.55 m«n. de e/I., que no fué aceptada por la demanda- 
da; que en atención a ello y como tas fracciones a expropiarse 
son necesarias para la construcción, de cuarteles de los Desta- 
camento* 4 de Zapadores y 4 de Comunicaciones, con destino 
a la defensa nacional (Exp, T. 43/44), de acuerdo con lo or- 
denado en el decreto n* 16.269/44 y con sujeción a las dispo- 
siciones pertinentea de la ley 189, arta. 1*, 4* y 5* y concor- 
dantes, y aí decreto-ley n» 17.920/44, solicita la posesión in- 
mediata de las fracciones de la tierra de que se trata y que 
oportunamente ee haga lugar a la demanda, con costas. 

2*) Corrido traslado de la demanda es contestada de te. 
228 a 236 vta. por el Dr. Carlos S. Abadie Acuña, en repre- 
sentación de la Sociedad Rural accionada, quien solicita que 
oportunamente se eleve el precio de la expropiación hasta la 
cantidad de * 334.304.62 que es el qoe requirió la demandada, 

atjrpflS, para una venta de común acuerdo, estimando ser el 

que corresponde al -valor real de la cosa, svaluada con un cri- 
terio de equidad y jasticia, incluida* las indemnizaciones eo- 
r respondientes, u el precio que sea fijado en este juicio, con 
la intervención de los peritos designados por las partes, con 
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todas las formalidades legales, dejando de lado el precepto del 
art 6», ine. a), del decreto-ley »• 17.920 del 6 de junio de 
1944, coya inconstitucional ¡dad ha sido declarad & por la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, inconstitaeionalidad que 
desde ya alega la sociedad accionada, en defensa de sus intere- 
ses sin ninguna limitación, en cuanto diefeo decreto-ley resulto 



cestos. Agrega el apoderado de la demandada, Dr. Afeadle 

Acuña, que el precio ofrecido por el expropiante no resulta 
el valor actual de las. cosas y los perjuicios de todo orden que 
la expropiación irrogr* a la Sociedad accionada; que las ofici- 
nas técnicas del Ministerio de Gtierra han hecho una" tasación 
muy baja, valuando la tierra libre de mejoras a $ 240.—, 
$ 90.— y $ 100.— por nectarea, en une, discriminación que 
no es corriente ni asnal en operaciones de esta Sudóle, según 
documentación adjunto ■ 1» demanda; qne para justificar di- 
eha tasación el expropiante menciona a fia 2» y 84 varias ope- 
raciones de rentos de tierra realizadas en el Departamento de 
Curuaú Cuatis, entre los anos 1940 y 1944, en las que los pre- 
eioa pagados oscila* de * 50 a * 450, por hectárea; qne la 
tención de * 240.— por hectárea para el terreno de la Socie- 
dad Rural demandada, es inadmisible, porque resulta meuoa 
de I* mitad de lo qne realmente vale. Afirma qne el terreno 
objeto del presente juicio de expropiación, esta emplazado a 
continuación de la planta urbana de la Ciudad de Guruiú 
Cuati* (ver plano agregado a la. 19) qne goza de todoa loa 
servicios y beneficios de la vida urbana; teniendo por dicha 
parte dicho terreno, características topográficas que lo hacen 
eieepcionalmente apto para el objeto a que esU destinado: 
con alturas, bajos y comenten de agua, campos de siembra de 
forrajea de experimentación agrícola y con pastos naturales de 
la mejor calidad; qu« la mayor parte del campo ha sido mejo- 
rada con abonos químicos en reiteradas oportunidades, en los 
potrero* de pastoreos y de siembra de experimentacifin, y las 
partea adyacentes de loa locales de exposición, como asimismo 
la parte en que están emplazados loa bretei y corrales, fueron 
consolidados con muchos metros cúbicos de piedra, que forman 
un eontrapÍBo, en el cual se puede trabajar con el ganado en 
plena lluvia, ain qne se forme barro, lo oue da a lo edificado 
una solides extraordinaria, fácilmente comprobahle, dado que 
la edificación existente no tiene grietas ni rajaduras, hecho 
inusitado en la sena, donde el 90 % de las construcciones ss 
rajan, no existiendo, en resumen, en la tona de qne se trato* 
terrenos que puedan considerarse similares al de la Sociedad 



Rural! de Cururú Cuati! De fs. 231 "¡n fine" a fs. 235. eapi- 
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talos V y TH, el «poderado de la Sociedad Rural accionada 
formula ransideracionea diversaa acere» de precios papado* 
por terrenos de ubicación análogos al del "aaVlile", descri- 
biendo lo* antecedente* de las distintas operaciones realiradaa, 

aqrun las menciona, tendientes a establecer que el precio ofrecí do 
por- los expropiantes va es equitativo, y qne ai lo es el fijado 
por Is demandada, o sea $ 334.304,62 m/n. de e/1. De ía. 229 
a 230, Cap. II, el mandatario Dr. Anadie Acuña expresa qne 
ls Sociedad Rural de Curoau Cuati* es la primera institución 
de esa naturslexa fundada en esta Prorineia, el año 1901, y 
qne ha sido siempre ls más importante por ls deckira gravi- 
tación que ha tenido aiempre en el mejoramiento de las distin- 
tas especies de ganados y en la nwdermiaeíón de los sistemas 
de explotación pecuaria ; que ninguna otra Sociedad Rural de 
la Provincia de Corrientes ha construido locales como los que 
tiene la demandada, coyas fotografías obran aaregadaa a loe 
autos, alrededor de cuyos locales, a través de casi medio siglo 
dfl proficua existencia, logró sdqpirir 90 hectáreas de terreno 
dentro de la planta urbana, puede decirse de la ciudad de 
Carura Guatiá. coa el beneficio de ls energía eléctrica y todos 
los Berridos públicos de ls Tida urbana. Hsce constar seguida- 
mente 40* debido a la ocupación de sos locales por 2» parte 

expropiante, la Sociedad Rural accionada se rió obligada a 
suprimir su exposición de 1944 y que 
en 1945, con los consiguientes perjuicio* materiales y morales, 
porque aparte de loa derechos que deja de percibir por lss 
misma», aafre el gmve menoscaba de no poder cumplir su 
fundamental estatutario, mientras Ee clientela se 
para obtener sos necesidades en otra parte. Significa 
w _ que el Rutado Argentino le adeuda a la Sociedad demanda- 
da, una compensación estipulada de $ «00 mensuales por el uso 
de sus locales, desde enero de 1944, inelnahre hasta la fecha 
de presentación det escrito de responde, por cuya ratón y sin 
centrad emendar, a mérito del reconocimiento expreso y pro- 
mesa de pago que el titular de la Cartera de Guerra. Cnel. 
Juan D. Perón, hace en su nota de fecha 12 de mayo de 1945, 
dirigida a la Sociedad accionada, documento que presenta y 
corre frloaado a fs. 226. También acompaña como documento 
adjunto a ta contestación de la demanda, el folleto que «e aare- 
gó s fe. 227. que consta de 12 pá>., editado por la Sociedad 
Rural de Cururú Cnatiá. en donde con transcripción de las 
comunicaciones, respectivas se memorialisan las condiciones de 
ocupación por el Estad», d* las fracciones de terreno y demás 
bienes y mejoras que motivan este juicio de expropiación. 

Expresa finalmente que en ra oportunidad * falle esta causa 
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fijándole «1 justo precio del inmueble expropiado, sua mejora* 
y todas las indemnizaciones de legítimo «bono, con imposición 
de costas. 

Considerando: 

l v ) Que la primera cuestión a resolver «a la referente al 
art. 6» tlel decreU-ley 17.920/944, acerca de la dttignacifin d* 
peritos que el apoderado de la demandada formula en su escrito 
de responde (fs. 228 vtau); pera es el caso que e«a situación 
no se ha creado en el *ub-judice, donde cada una de las partea 
ha designado el suyo, y este Tribunal un tercero para el mejor 
asesor amiento técnico, de abi que de bocho ha quedado resuelto 
favorablemente al oponente, lo cuestionado ; — por lo demás la 
Excma. Cámara Federal de la Capital se ha pronunciado en 

idéntico sentido {Diario de X. A., N» 2666 del 3 de febrero de 

1946, pag. 2)— y asi se declara. 

2*) Que entrando al estudio de la cuestión sustancial que 
motiva este juicio, o sea la expropiación propiamente dicha, y 
procediendo al análisis de la prueba aportada y rendida en 
autos, y muy especialmente a los informes periciales, que como 
lo establece el fallo de la Excraa. Cámara Federal de la Capi- 
tal va citado: "Sobre el punto cabe tener muy en cuenta que 
a diferencia de la fíenfralidad de los litigios, en el de expro- 
piación, la prueba pericial ea la capital, y casi podría decirse, 
la única excepción, por lo mismo que ri juicio se sigue preci- 
samente con el «elusivo fin de establecer el valor de los bienes 
de la aludida restricción de dominio". En idéntico sentido 
Tuiovenda, en Tnstitueiones de Derecho Proceso* Civil, t. III, 
pág. 239, expresa qae los peritos son personas llamadas a ex- 
poner al Juez no sólo las observaciones de sus sentidos y sus 
impresiones personales sobre loa hechos observados, sino tam- 
bién las inducciones que deban sacarse objetivamente de los 
hechos observados y de aquellos que se le den por existentes. 

De ahí que, para valorar el inmueble sometido a expropiación 

y la* mejoras existentes en el mismo, corresponde examinar 
las pruebas rendidas, especialmente lo» Informes periciales, 
que aunque no sean obligatorio* para el Tribunal, pues deben 
ser apreciados en su junto valor, ateniéndose a las circunstan- 
cias y elemento» aonrautado» en autos, no quita tampoco que 
las opiniones de los expertos sea la que a eriterio del justador 
se ajuste a la realidad del peso. 

3») Que de eatos informes resulta: a) que el perito de la 
parte ftetora. ingeniero Roberto J. Izquierdo (fs. 435 a 459), 
valora la tierra libre de mejoras en $ 11.876,98, o sea a razón 
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de t 90 y t 100 por unidad de hectárea, y las mejoras en 

• 133.515,38, ascendiendo el total a $ 145.392.36 ; el perito de 
ka parte demandada, ingeniero civil Alfredo S. Serán te», y «I 
perito tercero, agrimensor Mario Vera (fs. 412 a 426), valo- 
nan la tierra en * 25.539,78, o sea $ 500 la hectárea, y las 
mejoran en S 223.020,72. lo que hace un total de f 248.650,50 
n/a. 

4») Que atenttndoae al criterio enunciado, corresponde 
fijar et justiprecio de la tierra. Ubre de mejoras, en el valor 
«agnado per loa peritos Srea. Ing. Serantea y agrónomo Vera, 
a m6n de a) 500, — por anidad de hectárea, por lo que por 
cate concepto debe abonarse la soma de I 25.539,78. — . 

5*) Que igualmente la apreciación verificada por loa pe- 
ritos, Brea. Berma tes y Vera en el rubro- de las mejoras, es la 
que contempla a juicio del infrascripta- mis equitativamente 
el ralor de las misma», por lo qoe se fija este rubro en 
4 223.02i0.72.-. 

6>) Sumando ambas cantidad» se obtiene un total de 

* 248.5ft0.5í> mM. de e/3., al que debe airrea**- WS cettc*f*o 
de indemnización por daños y perjuicios la suma de t 20.000. — , 
inferior al 10 % de la soma fijada por los peritos Srea. Seran- 
tea y Vera (art. 16 de la ley 189), con lo que resulta debe 
abonarse, como indemnización total, la cantidad de * 268.560.50 

m/a, it e/1. 

Por estas consideraciones, teniendo presente las constan- 
rías de autos, fallo: 

Declarando sometido a expropiación a favor del Estado 
Nacional Argentino, eon destino a la Dirección General de 
Ingenieros del Ministerio de Ouerra. el inmueble de propiedaf 
de la Sociedad Rural de Cururfi Cuatiá, cuya superficie, lími- 
tes y demáa características se determinan al principio d« esta 
sentencia, fijando como precio y toda otra indemnización del 
bien, la suma de $ 268.560.50., con toa interesas al tipo del 5 % 
que se liquidarán por Secretaría desde la fecha de toma de 

posesión. Con costas. — /. Noü Brwrd. 



Sentencia de la CImaba Federal 
Paraná, 29 de agosto de 1950, Año del Libertador Oral San 

Martin. 

Y vistos: 

Esto* auto* caratulados "Estado Nacional Argentino «./ 

Sociedad Rural de Curuzú Cuatis s./ expropiación", venidos 
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por loe FMiirac* de apelación y nulidad interpuettoi * b. 483 

y 48* contra ta sentencia de fs. 476 a 481 vte. v concedido» 
a fu. ría 7 4&4 vta. y 

Considerando) : 

Que no ba sido sostenida ante ata instancia 7 so sita, 
tiendo mérito pata declararla de oficio, corresponde deen ti- 
marla, 7 tal m meto. 

£11 ctumto a Ja apsCaeiAs; 

Qoe no abátante lo manifestado en primen; y ea(a iuatan- 

' ' eon posterioridad a la sentencia de! a mu 

Cámara, el Tribunal de Taaadene* do 

sobre el Talor objetivo de loa bien» 

t «presa conformidad y abrimiento 
de quien representaba a la Sociedad Rural de Curara Caatii. 
Bl expresado ortanirmo, según resulta del expedienta amaja- 
da por cordón flojo y de la nota de fojas 513 apee» los bie- 
nes a la Época de toma de posesión en man. 232.150,49 7 el 
acuerdo eon ello significado por la expropiada, implica, cierta- 
mente, la eoncretaáido en esa soma de sus pretensiones en lo 
referente ■ dicho re nfflfin. (Bzp. M. de H. do la Nación, fs. 30. 
exp. principal fs. 513). 

Que atente lo c^oeato 7 conaUtado. bo es dable a esta 
Cámara pronunciante por una mayor cantidad qoe la 7 a esta. 
Mecida, consentida 7 aceptada por el expropiado, pero cumple, 
sí, el examen de los elementen de inicio acumulados en autos, 
en enante esa suma puede sobrepasar el valor efectivo de lo» 
bienea objeto de la estimación; paca, si bies el Tribunal de 
Tasaciones es nn organismo del Estado, su rol acordado por 
» ley, no ea decisorio, no prima sobre el criterio judicial. (Ley 
N» 13.264, arfc 14 — Disensión Parlsroentarin. — Boletín In- 
foraurtrto, pa*. 1S). 

Que el Fisco Nacional efectuó eon su demanda el deposito 
de m*n. 184.729.55 por creer aer esta snma el precio josto dé 
los bienes a expropiarse. La contestación objetó la estimación 
del aetor por considerarla baja y reclamo el precio qne eon 
anterioridad había requerido para una venta de común acuer- 
do, o el que se fijara en el juisio. previo los trámite» consi- 
guiente*. 

$ue loa Informes periciales, prueba que en «ta ríase de 
asunto* cobra especial importancia, ae ofrecen en estos autos 
con abundante ilustración. Aunque el perita de la seto ra se 
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coloca por deten de la rana depoiittd» en bu ertimaesou, los 
otro» des, «I de la demandad» y d perito tercero designado do 
oficio por d Juex, eoineiden abaolutainente en nía apfeciacio- 
kh 7 establecen el valor de los bienes en nna cantidad, que la 
eenteneia encuentra justa, un tanto superior a la que llega, 
por el mismo concepto, el Tribunal de Taeaeioiiea. 

Que eata labor conjunta de loa peritoa ífa. 4Í2 a 
entmosa 7 bm fundada, mero* ñn dada, el i»érito de 
baqwle íne acordado por a* o- ovo y ai ella, eatímaa. 
mayor rana loa bienes, no puede asr tildada de rieeniva, con 
mayor razón tampoco habrá de aerlo la estimación en menos 
del Tribunal de Tasaolonea, la enal ha MafoTrnade) y aceptado 
la parte demandada. 

Que ai bien el actor deposito 1 nna cantidad bastante infe- 
rior y sostiene aer eata, a can mee exactitud, la del peritaje 
del In*\ Iiqnierdo, la qne justamente corresponde «1 rslor 
expropiado, m dable advertir que- tal pretwaaión aparee* des- 
virtuada con poeterioridad por la estimación emmnada de un 
ortaníamo inaoapeehable de atentar «ratre loa ratereeea ' 
KsUdo, al cual responde y pertenece ¡ y que, por otra pe 
esa eatanación, eos acuerdo y eoofonoidad del expropiado, no 
resulta Üo*riea ni desmedida, frente a laa proporcioDea de la 
Tiquea» objeto del litigio, según asi la transparentan las cone- 
taneiaa da autos 

Qne tas sudntaa consideraciones expuestas, inclinan a este 

' en d aentido de que procede en el caso, declara; y 
como valar objetivo da loa bienes expropiados, el 
" Tribunal de Tnaaeionea en eowún neuerdo eon 




_ dd 8r. Jues acuerda d expropiado como 
ación del perjuicio ocasionado por el desapropio de 
sos bienea, la anua da * 20.000.— y fija en un 5 # e5 tino de 
iuteren a oblar por el actor, sobre el baldo remanente que re- 
mite de la decisión judicial. Sobre estos dos piratea proceden 
laa aiguirntea eonaideraeionea; 

Bn cnanto a lo primero, ea decir a la indcmnicaoión por 
el daño inmediato, importa contemplar en aa «ti nación, la 
importancia, rol, carácter y eaigeneias de laa actividades de la 
entidad, a quien se priva por d momento de su riqueza útil- 
Una sociedad rural, al servicio de una tona rica en panados y 
productos del agro, tal Curtían Cnatiá — cumple propósitos 
de provecho colectivo y debe subsistir por raxón de ra mismos 
p ro pósitos y al Estado, y como ea de explicarse, interesa que 
ello tea asi y que laa actividades de aquélla ae niantenpan y 
prosigan al nivel requerido por sus altas finalidades. Luego 
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entonces, al apreciar el perjuicio inmediato originado por el 
desapropio de au riquers ótil, aunque dentro de lo establecido 
por la Ley, ««be U n criterio de Imputad, ta miras de una 
estricta y necesaria compensación. 

El cambio de luga*, disposición y organiaacion de lss ins- 
talaciones indispensables, a más de pérdidas de tiempo, im- 
plican gastes, qo* en justicia es imposible no reconocer. Lo 
acordado por el <¡->pu> en este concepto, resalta. exiguo, si se 
contemplan las circunstancias emergentes y atento s ellas, el 
Tribunal es de opinión se fije en «n 20 % sobre el ralor de 
loa bienes expropiados, la. indemniiación por el dafio directo © 
^mediato ocasionado en el caso a la Sociedad Rural de Carurú 
poatU. T si establecer esto porten U je, se ba considerado 

también el demérito consiguiente del terreno aobrante, que des- 

J2g£i i toto ^ aiendo Io "M* inferior de elle, se 

ofrecerá luego al desnudo en sus desperfecceione*. (Fallo re- 
craste de esto Cámara: "Estado Naeionsl Argentino c/Dñs, 
María Teresa Llano de Quijano s/expropi ación"). 

Y con respecto «I interés sobre el saldo adeudado se estima 
que, tratándose de algo sujeto a variaciones propias de las cir- 
«ratancias de todo orden que iookfen en & ambiente! «t*. 
que una determinación arbitraria, corresponde remitir su tasa 
a la esUbleejda por ana institución ponderable, eomo- lo es el 
Banco de la Naeifin A rgentina, cuya seriedad, la pone a. cubierto 
de sospechu de agiotaje. Tal temperamento, por otra parte, se 
encuentra, abonado en general por la» dedn&Dee j udiciales del 
país en sinnúmero de casos y ninguna razón ostensible autor isa 
al tub-ju&ce r apsrtarae del mismo. (Fallos de esta .Ewma. 
C Amara ys atados, ete.). Reclama también la demandada se le 

indemnice el perjuicio causado a la Rural, por no haber podido 
— exposiciones feria* en los anos 1944-1945. Pero cabe 
r qne tales perjuicios por utilidades y ganancias que 
n obtenerse en esos sfios, s mas de pertenecer a lo bipc- 
10 pueden contemplarse en este juicio. 
Cuando se presentó ls demanda de expropiación (abril de 
19tó) , como lo base notar el 8r. Fiscal de Cámara, el edificio, 
terrenos e instalaciones de la Rural, se encontraban acopadas 
por el Regimiento 9 de Caballería mediando entre este y a-qué- 
11a nn contrato de arrendamiento, son término de seis afina a 

contar de diciembre de 1943 (fs. 227). BstI convenio suscripto 
por la menenmada Sociedad y el Comando del Cuerpo, fué 1» 
causa que impidió a ls Rural utiliiar ese recinto en bus 
actividades dorante el año 1944, y si no se hubiera enta- 
bíado esta demanda de expropiación, también la misma cansa 
habría obstado a dichas actividades en 1945. Mal puede «a. 



* 
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tonce* implicar»* al expropiante «apuestos provechos malogra- 
do, que aún admitidos como reales, tendrían otro- origen, 
perfectamente «terto y bien establecido. Y tampoco corres- 
ponde entrar al exaaaen de la* cláusulas de eae conven» y del 
posible incumplimiento a lo pactado por el Ejercito, pues ello 
no ce ta discutido en «te juicio, 7 «* . en completa 
desvinculacióo con loque « materia de la Hti* En conse- 
cuencia, deben desechar** taiw pretensiones. 

Íe en enasto a las costas, cabe atenerse a lo diapuesto 
■rt. 28 de la Lev 13.264 en lo estrictamente aplicable 
al caso «ub-examen, Y que si bien la pretensión de la Rural 
sobre el valor objetivo de lo apropiado, se concreta a lo esta- 
blecido por el Tribunal de Taaacionea, ana reclamos por «ato* 
concepto*, según se constata en autos, elevan en mueho esa 
rama y Unto por ta forma como ce resuelven alguno» de rilo*. 

como por la proporcionalidad legal resultante, procede y co- 
rresponde liberar al Pisco de las costas efi el tub-jUiee. 

Por lo exponte y constancias de sutoa, se reforma la 
sentencia apelada, fijando en la anma de * 232.150.49 m/n.. el 
valor objetivo d*l bien expropiado, y el 20 % de dicho monto 
como perjuicio de la expropiación, cayo total deberé abonarse 
a. la expropiada Wffl mas. el interés si tipo benceno sobre la 
diferencia de dicha anma y la depositada por el Fisco desde 
la toma de posesión. — Eduardo J. JVatwrw. — Anptl 
tM Rio. — Enriqme Carbo " 
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Buenos Aires, 16 de mayo de 1951. 

Vistos loa autos "Estado Nacional Argentino c.| 
Sociedad Rural de Cnruzú Cnatié a.| expropiación", en 
loe que se han concedido a fs. 526 los recursos ordina- 
rios de apelación y nulidad interpuestos. 

Considerando: 

Que los rwwsos ordinarios de apelación concedi- 
do» Jt fa. ¡Wti a ta parto nctora y a la demandada son pro- 
rodontea de acuerdo con lo dispuesto por el art. 3% inc. 
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2», de la ley 4055 y con la jurisprudencia de esta Corte 
Suprema (Fallos: 216, 91 y 519). 

Qih> la nulidad alegada contra la sentencia de !a 
Oámnra no ha sido sostenida en esta instancia y no exis- 
tiendo mérito para declararla de oficio, corresponde 
desestimarla. Así se resuelve. 

Que estos autos vieron en apelación por las dos 
partes. 

Que la Cámara Nacional de Paraná fija el valor 
objetivo, del bien expropiado en $ 232.150,49, o sea el 
■mismo que contiene el dictamen del Tribunal de Tasa- 
ciones de la ley 13.264. 

Que 1& demandada afirma, en el .memorial presen- 
tado en cata instancia, que el informe del Tribunal de 
Tasaciones fué expedido sin contralor y sin interven- 
ción do au parte y que el expediente fué devuelto a la 
Cámara sin que ta Sociedad Rural de Cnraró Cuatiá 
pudiera designar su representante. En esta asevera- 
ción se cnenentra desvirtuada por la nota que el inge- 
niero D. Abel M. Lissarrague presentó al presidente 
del mencionado organismo haciéndole saber que había 
sido nombrado representante del expropiado; fs. 12 del 
respectivo expediente agregado por cuerda a estas ac- 
tuaciones. A fs. 12 vta. este profesional acepta oficial- 
mente el cargo y se notifica de que el Tribunal de Ta- 
saciones le acordaba an plazo de seis días para aportar 
antecedentes. A fs. 27 el perito se da por notificado del 
informe producido por la Sala 4* en esas actuaciones y 
manifiesta expresamente estar de acuerdo con la tasa- 
ción a la que presta su más completa conformidad. 
Igualmente se notifica de que el expediente será tratado 
-el día 20 de abril de 1950. En el acta labrada por om 
Tribunal, el día mencionado, consta la presencia del in- 
geniero Lissarrague, quien también la firma. 
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Que procede confirmar el pronunciamiento recurri- 
do, por bus fundamentos, en la parte que fija el valor 
objetivo del bien. En cuanto al 20 % de dicho monto qn« 
se establece como perjuicio de la expropiación corres- 
ponde modificar esta parte de la sentencia habida cuen- 
ta de que los terrenos motivo del juicio se encontraban 
arrendados, con todas sus instalaciones, al Ejército, por 
lo menos desde enero de 1944 (confrontar escritura de 
fs. 91) habiéndose iniciado este juicio el 11 de agosto 
de 1045 o sea cuando ya no usufructuaba el bien la de- 
mandada, razón por la cual no hay fundamento para h«- 
eer pagar a la actorn perjuicio alguno emanado de la 
expropiación. 

Por tanto, s4 confirma !a sentencia en cuanto fija 
el valor objetivo de» bien expropiado en doscientos 
treinta y dos mil ciento cincuenta pesos con cuarenta 
y nueve centavos moneda nacional y se la modifica en 
la parte que establece un porciento como perjuicio, de- 
clarándose que no corresponde indemnización por éste 
ni por otro concepto. Las costas de esta instancia tam- 
bién por su orden dado el resultado de la apelación. 

Luis R. Lonohi — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessagno. 



NACION AUGENTIMA v. LORENZO Xf. VATTUÓNE 
Y OTROS 

KXFROWACiON: MtmniiaciA*. Determinaré» rfW valor rtnl. 

Si el Tribunal de Tasaciones instituido por la ley N* 13.264 
lia fijado, por unanimidad d* rus miembros — esto es, con 
la ssBtencia y conformidad de los reproaentantefi de ambas 
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partes—, el valor de la tierra expropiada, no cabe, «a 
principio, señalar judicialmente un precio distinto del de 
1& tasación realirada por dicho organismo. 

Sentencia del Jukb Federal 
La Plata, junio SO de 19*0. Año del Libertador General San 

Martin. 

Y TÍst©« : 

Este Expediente N» 33.9fll/&49 seguido por el Piaeo Na- 
cional contra: los 8 res. Lorenzo Maréelo, Antonio Félix y Ma- 
nuela Victoria Vattuone por expropiación, de Cuyo examen y 
circunstancia», 

ReauiU: 

L Que 4 £a. 2 ti Sr. Procarador Fiacal autoriiado por 
decreto del Poder Ejecutivo Nacional N> 360/45/ promueve 
juicio por expropiación d«I inmueble sito en el partido de 
Morón, de una superficie de 4 hs. 05 as-, 38,26 m*., con destino 
a la ampliación del Aeródromo "Presidente Rivadavi*"; cOB- 
aigna la suma, de a) 19.822,26 m/n., descompuesta en los ai fruien- 
tes guarismos: a) é 12.1614? m/n., como precio de la tierra, 
y h) f 7.*60 r 7& m/n, como valor de las mejoras. 

"". Que a fa. 10/11 vta., loa demandados, por intermedio 
apoderado- el Dr. Jesús H. Paa (b.) , manifiestan na 
l el preeio ofrecido por considerarlo bajo, 
m/n., al valor del m*. de tierra, debiendo 
U indemnización el valor de los edificios, 
y plantaciones existentes en el faMnooble. 
Concluyen solicitando se ordene en en oportunidad al actor, 
el pago de las cantidades reclamadas, con intereses y costas, 

Y Considerando : 

í») Que la tierra que se expropia está consti tuida por un 
inmueble sito en el Partido de Morón, parcela 161 y 163 — 

I tuza-i iigó, de una superficie conforme a título, de 4 ha. 01 a. 
25.5340 m*. y según mensura, de 4 ha. 05 a. 38,2634 m», y 
con los siguientes linderos: al Norte, fracción de Rogelio y 
José Paseador*; al 8ud, la de Albino Gentile; al Este, la de 
Domingo Del Pelo ; y al Oeste, calle en medio, la de la sucesión 
Fcrnándei. Se encuentra aproximadamente a 4.300 rota, al 
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Noreste y Noroeste de las Estacione. Caatelar « Iturainpó 
— ambas del F. C. N. Sarmiento— y a 400 mU. de ts panda 
Merlo flomra. Se trata de un terreno parejo 7 a nirel similar 
a loa de la aona (cota 25 nata.). La napa freática ae halla a 
sai profundidad (pie oscila entre I« 6 y 10 ata., y la xe-mi- 
aurfíntí apta para beber, entre loa 20 y 80 rata. 

2*) Que el Tribunal de Tasación e» por unanimidad ha 
ta*ado la tierra en la soma de í 391.M rn/n. (véante fe. 7 y 24 
actuaciones respectiva*) . Dicha valuación ha asdo practicada 
«011 referencia al 28 de mayo de 1946, fecha que ae debe con- 
siderar como la toma de- posesión, atento a las constancias do- 

cnmentadaa t fe. 59. Siendo dieta precio eqnitatiro y ajoatado 
• ka elementos de juicio y babiendo merecido la conformidad 
de los rep re sen tantea de ambas partes, corresponde, conforme 
al criterio de la Corte Snpreraa de Justicia — "Dirección 
General de Ingenieros o/Musto Marcelino a/eipropiación" 
(Fallos 214-439) — que el Juagado lo acepte. 

3*) Que las mejoras consisten en las siguientes : a) Casa 
habitación: b) Habitación de Servicio; c) Pesebre; d) Depo- 
sita; •) Chiquero; f) Bomba de mano; g> Alambre tejido; 
1) Taaojne; i) Poso y Cámara Séptica; y j) Alambrados peri- 
aetraha, y tranquera 8n deecripción ao encuentra en iu »c 
tuacronea del Tribunal de Tasaciones, y a las miañas el Jua- 
gado ae remite. In cuanto a ni valor el infrascripto aeepU U 
«Jado por la mayoría del Tribunal y que asciende con rela- 
ción al 28 d« mayo de 1946, a la tuna de t 19.090,1» m/n. 

En definitiva, el precio de la tierra con sus mejoras ae 
fvj.H en la cantidsd de t> 48.381,86 m/n. 

4 T ) Que loa demandado* han estimado el lalcr de la tierra, 

pero no el de las mejoras. En tales condiciones, corresponde 
decidir que no hay cantidad reclamada. Atento, a ello y con- 
forme a Ib jurisprudencia de la Eacma. Cámara Federal de 
esta Ciudad —víase juicio V 2328 " Administración Gral. de 
Vialidad c/Grau Salvador y otros su expropiación"— y de- 
jando a salvo el infrascripto mi posición contraria, corresponde 
que la* costa» «an a cargo del actor. (Art. 18, Decreto 
17.920/44). 

Deja constancia el Juzgado que para la regulación de loe 
honorarios de los apoderados y del letrado de los demandados, 
se atiene a la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, 
■egún la cual, la ley N» 12,997 no os de aplicación a este tipo 
de juicios. (Fallo» 206-324; 208-172). 

Pop estos fundamentos 
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Pallo: 

Declarando expropiado y transferido ira dominio al Pisco, 
el inmueble con bus mejora» deslindado en el primer connide- 
rudo fijándose en la suma de * 48.381,86 m/n. la indemniza- 
ron que delxrá abonar el actor a los demandados, con buh inte- 
reses a estilo banca rio desde la fecha de toma de posesión — 28 
de muyo de 1946— sobre U diferencia entre la soma consignada 

í'VflSf menU> esUbIecida; ef * tM al — Benjamín A. 



Sentencia de la Cámara Federal 
** Wartin ?^ 4 liibprta(lnr 0eneraI 

Y VlStOS; 

Lo» autos de este juicio F. 4110 caratulado "Flaco 
Nacional contra Yattuone Lorenxo Marcelo, Antonio Félix y 

v2EZ!?k¿¥°T* !° bre «9«>P¡«¡«n" procedente del .lotgado 
Federal N* 1 de esta sección. 

Y considerando: 

ti Que habiéndose fijado por unanimidad, por el Tribunal 
de Tasaciones, constituido con la asistencia de los represen- 
tantes del Fisco y del expropiado, el valor de la tierra objeto 
de este juicio ¡ y con arreglo a lo remello por esta Cámara en 
caaos análogos, por la aplicación de la jurisprudencia de la 
Corte Suprema de Justicia (Tomo 214, pág\ 439), la sentencia 
apelada debe ser confirmada en esta parte, y referido su valor 
a la fecha de toma de posesión del 28 de mayo de 1946 (Juicio 
Fisco Nacional e/Cevasco Pedro — F. 4051). 

II. Qw asimismo, nada concreto se aduce que autorice 
a apartarse- de la tasación de mejoras «alisada por aquel Tri- 
bunal, por mayoría, de que da cuenta en las actuaciones agre- 
(radas por cuerda y que ya fuera aceptada por el Sr. Juei 
a-qvo. 

III. Que las rostas deben estar a cargo del eipropiante 
aun cuando no hubiera habido estimación de las mejoras si con- 
testar la de-manda, ya que en lo principal, o sea, sobre el valor 
de la tierra, es de aplicación la norma del art. 18 del Decreto 
17.920 jí la sentencia fija por aquélla una suma que 
en mucho al doble de !a ofrecida. 
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Por Unto, se confirma en lo que ha «do materia de recarao 
U tentencia «pelada, de fa. 61 que fija en la suma de pesos 
48.381,8c u/u., la indemnitaeita que deberá abonar el actor 
a loa demandados, con intereses desde el 28 de mayo de 1916, 
por la diferencia d« la suma consignad* anteriormente y la 
que aquí ee fija, con eoatas' al expropiante. — Jorge Bilbao 
la Viej* - Tomás M. Roja* - Diego Vicini. 

FALLO DE LA .CORTE SUPREMA 

Bueno» Airea, 16 de mayo de 1951. 

Vistos loa autos: "Pisco Nacional c.| Vattnone, LrO- 
renao Marcelo, Antonio Félix y Mannela Victoria a.| 
expropiación", en loa que se ha concedido a fa. 77 vta. 
el recurso ordinario de apelación. 

Por bus fundamentos ae confirma, con cosUs, la 
sentencia apelada de fs. 74 que respecto al valor de la 
tierra «propiada se atiene al dictamen que por imani- 
midad na producido el Tribunal de Tasaciones. 

Lera E. Lowoki — Tomas D. 
Casases — Felipe Santiago 

PEREZ — ATILIO PeBSAOHO. 



NACION ARGENTINA t. JOSE MARIA PA8S ADORE 
Y OTRO 

EXPROPIACION: Indémmzación» Det*rmmaci6n del vator real. 

Si el Tribunal de Tasaciones de la ley 13-264 ha fijado, 
por unanimidad de ana miembros, el valor del inmueble 
------ J - no cabe, en prineipio, fijar judicialmente un 

ato del de la tasación realizada por dicho O* 
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Sentencia dh, Jum Federal 




30 de 1950, Año del Libertador General San 



Y Víalos: 

Este expediente N« 13.972/46 seguido por el Fisco Nació- 
nal contra José María y Adolfo Rogelio Passadore pop expro- 
piación, de euyo examen y circunstancias, 

Resulta ¡ 

I. Que a fs. 2/2 vta,, el Sr. Procurador Fiscal, en repre- 
sentación del Estado, promueve demanda, autorirado por el 
decreto N* 360/45, por expropiación de un inmueble sito en el 
partido de Morón, de una superficie de 5 hs., 46 a»., 40,64 ra 3 ., 

de propiedad de loa Se*». José María y Adolfo Rogelio Paasa- 

dore, con destino a la ampliación del aeródromo "Presidente 
Rivadavia"; oemigna la turna de 9 10.908,10 to/n., como valor 
del terreno. 

II. Que a fs. 6/7 vta., los demandados por intermedio de 
su apoderado el Dr. Jesús H. Pax (h.) contestan la acción, 
manifestando su disconformidad con el precio ofrecido, esti- 
mando en $ 1 m/n. el valor del ra*, de tierra; añaden que 
deberá incluirse eo la indemnización, el precio de las mejoras, 
consistentes en un alambrado y un jahuel. 

Y Considerando: 

1») Que la fracción que H expropia está constituida por 
el inmueble sito en ItusaingS partido de Morón, lindera al 
Norte con el inmueble de Domingo Ferrare; al Sud. con el de 
Antonio Vattaone y HnaB., al Este con el de Domingo Del 
Pelo y al Oeste, callejón en medio, con el de la sucesión Fer- 
nández. Su superficie, conforme a títulos, es de 5 hs, 42 as. 
74 es. 5.340 era 2 ., y según mensura. 5 ha. 45 as. 40 es. 5.462 era*. 

Aproximadamente a 4.200 al N. ÉL y N. O. ie encuentran lai 

estaciones Cautelar e Itusaingó del Ferrocarril Nacional Sar- 
miento y a 500 mu, 1* esUeiAn o parad* Merlo Gómes. De 
acuerdo a su topografía, se trata de un terreno parejo, de 
nivel similar a los terrenos de la zona (cota de 25 ra.). La napa 
freática se encuentra a una profundidad que oscila entre los 6 
y 10 m. y la semisurgente, anta para beber, entre los 20 y 30. 
2") Que el Tribunal de Tasaciones ha fijado el precio del 
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ra*, de tierra en 0,73 m/n. con referencia al 28 de mayo de 
1946, fecha que corresponde considerar como la de la toma de 
posesión, atento las constancia* testimoniales a fs. 65, que re- 
sisten la calidad de instrumentos públicos y que tienen, en 
L'otuwt'ueneia, ta futra probatoria peculiar a tales documento» 
(art. 993 CÓd. Civil). Dieha tasación ha sido practicada por 
unanimidad coa intervención y conformidad de loa represen- 
tantes de ambas parte». Ante ello, y la circunstancia de con- 
siderar el Juzgado justo y equitativo el precio, eoWeaponde 
aceptarlo de acuerdo a la doctrina de ta Corte Suprema de 
Justicia, sentada en el caso "Dirección General de Ingenieros 
c/. Muslo Marcelino i/. Expropiación" (Faltos, t. 214, 439). 

3») Que el Tribunal de Tasaciones no procedió a la tasa- 
ción de bu mejoras por falta de antecedente*. Por ¡os mismos 
motivos el infrascripto se ve imposibilitado de fijar ta indem- 
nisación. correspondiente al rubro. 

4*) Que loa demandados han estimado el valor de ta 
tierra, pero no ti de las mejoras. En talca condiciones, no 
puede decirse que baya auma reclamada. Atento ello y con- 
forme a ta jurisprudencia de la Encina. Cámara Federal 
— véate V-2328 ''Administración Oeneral de Vialidad Nacio- 
nal U Gran Salvador a,/ Expropiación"- y dejando a salvo 
U ^pmiótt contraria d*l infrascripto, corresponde que las costas 
sean a cargo del Pisco (art. 18, Decreto N» 17.920/44). 8e 
dejav constancia que para ta regulación de loa honorarios de los 
apoderados y letrados de loa demandados ei Juzgado se atiene 
a la Jurisprudencia —que comparte-- de la Corte Suprema « 
Justicia, de la Nación, conforme a la cn«» ta Ley N* 12.997 
no «a de aplicación a este tipo de juicios (Palle* 206, 324 ¡ 
" 172). 



Por estos fundamente*, fallo: 

Declarando expropiada y transferido su dominio al Fisco, 
la fracción deslindada en d 1er. considerando, en ta suma de 
* 39.620.41 m/n., que se fija por total indemniraeinn y que 
deberá abonar el actor n lo» demandados, con intereses a estilo 
baneario desde la fecha de ta toma de posesión —mayo 28 dé 
1946— sobre 1» diferencia entre la suma consignada y la ju- 
dicialmente establecida. Costas al expropiante. — Benjamín 
A. M Bamhül. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

U Plata, octubre 4 del Año del Libertador General San 
Martin, 1950. 

Y ViatMj loa de este juicio F. 4112 "Fisco Nacional c/. 
Paasadore José María y otro s/. Expropiación procedente del 
Juzgado Federal N c 1 de esta ciudad, 

Y Considerando: 

I. Que, habiéndose fijado por unanimidad, por el Tri- 
bunal de Tasaciones, constituido con la asistencia de lo» repre- 
sentantes del Fiac* y del expropiado, el valor del inmueble 
objeto de este juicio y con arreglo a 2o resuelto por esta Cá- 
mara en caso* análogos, por aplicación de la jurisprudencia 
de I» Corte Suprema de Justicia de la NaciSn (t. 214, pág. 
439), la sentencia apelada debe ser confirmada en esta parte, 
y referido a au valor a la fecha de la toma de posesión del 
28 de mavo de 1946 (ver F. 4050, "Fisco Nacional c/. Cevasco 

Pedro). 

H. Que, en cuanto a las mejoraa — alambrados, p«rimet ra- 
ción y un jagüel — las que fueron excluidas de la tasación 
efectuada por aquel organismo por carecer de antecedentes su- 
ficientes para apreciar su valor, corresponde estar a lo resuelto 
por el 8r. Jue* a-qnto en el tercer considerando de m sentencia, 
que concuerda con aquel Tribunal. Ea del caso puntual irar que 
en oportunidad de informar in-voct ante esta instancia (fc. 75), 
la parte demandada no aporta ningún elemento de juicio; más 
aón guarda silencio a su respecto. 

Por tanto, « confirma en lo que ha sido materia del re- 
curso la sentencia apelada de ta. 77, que fija en la suma do 
t 39.620,40 ra/n.. es decir la que fija el Tribunal de Tasaciones 
— en su acta de fs. 16 del expediente agregado por cuerda— ta 
indemnización que deVrA abonar el artor a los demandados, 
con intereses desde el 28 de mayo de 1946. por la diferencia 
de la suma consignada anteriormente y la que aquí se fija. 
Con costas al expropiante. (Decreto 17.920. art. 18). — Jorge 
Bilbao La Vieja. — Jhege Vicwi. — Roberto C. Costa. 



♦*> FALLOS DE LA COVTB 8ÜPBBÜA 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires, 16 de mayo de 1951. 

Vistos lo» autos: "Fisco Nacional é.| Passadore, 
José María y Adolfo Rogelio ¡t.| expropiación", en los 
que se ha concedido a fu. 80 vta. el recurso ordinario do 
apelación. 

Por sus fundamento*, que son loa del Tribunal de 
Tasaciones, p-1 cual se ha expedido por unanimidad en 
eate caso, y de acuerdo con lo resqelto en Fallos; 214, 
439, se confirma, con coatas, la sentencia apelada do 
fs. 77. 

Lris B. Loxgh! — Tomás D. 
Casares — Fejlipb Santiago 
Pérez — Atilio Pessagwo. 



NACION" ARGENTINA v. GERONIMO STEPANETTI 

EXPROPIACIOS: Indemnización. Determinación ífW valor real. 

Tanta el "representante" especial del expropiado como el 
do iirual carácter de! Gobierno Nacional en el Tribunal de 
Tasaciones de la ley 13.264, revisten el doble carácter de 
técnicos y par-es. 

EXPROPIACION'; indemnización. Determinad''.* del valor wettl. 

Si la sentencia apelada Re atiene en cuanto al valor de la 
tierra expropiada y sus mejoras a i» estimación formulada 
por el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, h«ha ■por 
el acuerdo unánime de todos sus integrantes, no cabe, en 
principio, fijar judicialmente un precio distinto del de la 
tasación efectuada por dicho organismo, si ella resaltó 
justa y equitativa. 
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EXPROPIACION!: IttdemnUtirió». Danos cau*a>fos por la expropia- 
ción parcial. 

Procede indemnizar al propietario por la desvalorizaci&n 
que el desmembramiento de lo» bienes expropiados produce 
en el resto de la tierra de au propiedad, la que queda pri- 
vada de do» ruta» directas, embaa con pavimentos mejo- 
rados. 

INTERESES: Retarían jurídico entre ¡as parles. Exprop ación). 

El expropiador debe pagar intereses, a partir de la fecha 
de la dwpcwestán, sobre la diferencia entre lo consignado 
y la suma fijada por la sentencia final. 



Sentencia dei. Juez Federal 
La Plata, mayo 30 de 1950, Año del Libertador GraJ San 

Martin. 
Y visto*! 

Este Bip. n* 13.978/946 seguido por el Fi*&? tfocional 
contra D. Gerónimo Stefanetti por expropiación, de euyo exa- 
men y cireuiurtaneiaB. 

Resulta: 

I, Que a fe, 2/2 rta,, el 8r. Procurador Fiscal en repre- 
sentación del Estado, autorizado por decreto n* 360/945, pro- 
mueve juicio de expropiación de una fracción de tierra, 'de 

propiedad de D. Gerónimo Stefanetti, Bita en el partido de 
Morón, de una superficie de 13 Ha, 68 Ab., 08,69 m», con 
deslino a la ampliación del aeródromo "Presidente Rivada- 
tí»"; consigna la «urna de * 69.459,31 m/n. descompuesta en 
los siguientes guarismos: a) « 68.404,34 m/n, como precio de 
la tierra y b) i 1.064,97 m/n., como valor de las mejoraa. 

II. Que a U, 17/23 el demandado por intermedio de su 
apoderado el Dr. Néstor Raúl Solari, contesta la demanda 
manifestando su dawonfonrridad mpeeto al precio ofrecido y 
estima justa indemnización, en definitiva, la de $ 565.864,44 
m/n. para los 138.966,11 m 2 , de superficie que resulta Mffún 
los títulos que acompaña. Reclama, asimismo, mna indemniaa- 
ción suplementaria de f? 22.506,40 m/n. por la circunstancia de 
— s una fracción lindera de su propiedad de 22.506,40 m»., ha 
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rauca d* u corra totuma 



quedado aislada como consecuencia de la expropiación, diami- 

nnyendo su valor. 

Concluye solicitando ae haga logar a la» indemnizaciones 
reclamadas, con interese* y costas. 

T ooiwidBrando: 

1*) Que la fracción en cuestión se encuentra situada en 
esta Provincia, partido de Morón, circunacripciótt 2», parcela 

32 y su superficie — según mensura — ea de 13 Hs., 68 As., 08 

Cav, $9 Dm*, y tonto™» a loa titnloa, de 13 Hs„ 89 As., 66 

Ca., £9 I>m B . dista 2.300 metros ap roí imada mente de ta esta- 
ción Ituraingó; del F. C. N. Domingo Faustino Sarmiento, y 
1.300 metros de la calle pavimentada Santa Rosa. Linda al 
Norte con el inmueble de Losa de Lippold, al Sud y al Este 
con tierras de la sucesión Fernando, y al oeste con calle de 
tierra. Su forma es rectangular, de lados paralelos ; su nivel, 
en su totalidad, es alto. 

2°) Que respecto al valor existen cuatro precios: a) el del 
agrimensor Eduardo Olmedo, perito del Estado, 4 1.65 m/n. 
el na a ; b) el del agrinnenscr Alfredo R. Pieosai, perito del de- 
mandado, $ 2.03 m/n. el m. s ; c) el del ingeniero Ricardo A. 
Giraldet, $ 1.84 el m* y d) el del Tribunal de Tasaeionea, 
* 1,70 m/n. el m». Y bien, según resulta de ta lectura de* las 
actuaciones respectivas, la decisión d* este Organismo ha sido 
ron in'ervención y conformidad de los representante» de am- 
bas partes. Atento a ello y encontrando el infrascripto que el 
precio fijado es equitativo y ajustado a Ion elementos de juicio 
re-unidos en autos — aparte de qne ae aproxima al señalado 

por el perito tercero Giraldea— , tórnase de aplicación el cri- 
terio sentado por la Corte Suprema de Justicia de la Nsción 

•a el «aso "Dirección General de Ingenieros o./ Muslo Maree- 
lino s./ expropiación", conforme al cual en tales condiciones 
no cabe, en principio, apartarse de la tasación del Tribunal. 
Las mismas razones lo llevan al infrascripto a aceptar también 
la estimación practicada de tas mejoras, con lo cual computado 
el valor dv la tierra — « 236.242,38 m/n.— y el de estas ultimas 
se llega a un precio por ambos conceptos de $ 237.297,35 m/n. 

3») Que el demandado reclama, ademas, una mdemnixa- 
eión suplementaria para reparar el perjuicio que sufre una 
fracción lindera & la de autos, también de su propiedad como 
consecuencia de la desposfaíón. Señala al respecto que el te- 
rreno qne no se le expropia queda lamentablemente aislado, y 
librado a la suerte de la apertura de las calles que en al futuro 
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** tracen, las cuales en el mejor de los caaos nanea restableee- 
Tár. la ventajosa comunicación qne antea tenían. Sobre el pun- 
tó expresa el perito del actor que habiendo cedido la Secreta- 
ría de Aeronáutica —hoy Ministerio— medí» calle por el lado 
Norte del inmueble adquirido, no solo se da salida a la frac- 
ción no «apropiada, aino que al aumentar el perímetro de calle 
se le otorga un aumento de valorización (ta. 70 vts.). El agri- 
mensor Picossi Gandía — fs. manifiesta que 1* clausura 

de la calle JPruden — llamada también Olivera — priva a la 
fracción de su salida natural, provocándole el consiguiente 
perjuicio, aparte de que elimina la posibilidad de un futuro 
loteo. Concreta, en definitiva, el rubro inderauisatorio, en la 
«urna de $ 17.554,76 m/n. El perito Giraldei — ft. 91 m— 
entiende que en caso de no abrirse una «alie la fracción sufre 
una deavaloriiación del 30 % t por lo cual —atento au aupen 
ficie — el menor valor a indemnizar lo estima en la suma de 
• 12.378,52 m/n. El Tribunal de Tasaciones no se pronuncia 
sobre el punto. * 

En la inspección ocular practicada a fs. 167, el infras- 
cripto constató que pese a la existencia de una nueva calle que 
se alude a fs. 168 y 365 vta., la fracción no expropiada con 
motivo de 1» clausura de la calle Prudcn —que la comunicaba 
con los pueblos de Csatelar y Patagones que la ponía en con- 
tacto con la localidad d« Ituzaingó— te ha visto privada de 

dos rutas directas, ambas con pavimentos mejorados. En la 
actualidad el acceso directo no es posible siendo precito utilizar 
caminos derivados y en parte precarios. Procede, en conse- 
cuencia, acordar una repsrseión pecuniaria que el Juzgado fija 
en la suma de $ 10.000 m/n. 

4») Que en definitiva el infrascripto Uegra a una indemni- 
zación total de $ 247.297,35 m/n. 

Deja constancia el Juagado que para la regulación de 
honorarios del profesional que iia asumido la representación 
del demandado se atiene a la jurisprudencia, de la Corte Su- 
prema de Justicia -y-que comparte — conforme a la cual la ley 
12.997 no es dr aplicación a este tipo de juicios. (Fallos: 206, 
334 ; 208, 172). En cuanto a la distribución de las costas, atento 
a la suma ofrecida « 69.459,31 m/n., la reclamada * 578.370,84 
m/n. y la judicialmente establecida, corresponde que ae satis- 
fagan en el orden causado (art. 28, ley n* 13.264). 

Por estos fundamentos, fsllo i 

Declarando expropiada y transferida al actor la fracción 
con sus mejoras deslindada en el primer considerando, y íi- 



KALW» r>E LA COBTE arPBBKA 



¿ando en U suma Je $ 247.297,35 m/n. la indemnización que 
por todo eonwptu deberá abonar el Fisco al expropiado, con 
sus intereses ■ calilo bancario sobre la diferencia entre la suma 
consignada y la judicialmente establecida; cosías en el orden 
causado y las comunes por mitad. — fítnjumín A. M. Bamhili. 



La Pial». 22 noviembre del Año del Libertador Oral. San 
Martin. 1950. 

Y VÍ»tO»: 

Los «le eata MO» F. 41(17 caratulada "KWo Kacional 
Stefattrtti lieroiuino k/ expropiiiiión'* pnimlniie del ■funradn 
Federal N* 1 de «ta Seeeión ; 



<Jue, en cuanto rrspt'rta » l«s rubriis valor «Ir la tierra y 
mejora*, la sentencia en recurso basad* en la MMnHHldtVI cOit 
4ue se expidió el Tribunal de Tasaciones. W «justa » Ion mih»- 
eedentes aportarir» y resulta definitiva. 

Que. f«HHvtn a la cuestión planteada por t i Sr. Pinrnra- 
Uor Fita-ai ante esta instancia, en oportunidad del ¡»fottne 
MMWN (Memorial de fs. 177 bis"), el Tribunal <e remite para 
desecharla, a I» man ¡femado en vasos análogos, en <-l sentid» 
de que el representante del Piw«i ante el Tribuna-! «Ir- Tasacio- 
nes, tal como lo lia dicho la Corte Suprema de Jtisiii-ia <2!4. 
439 K asume -el doble carácter «le técnico y parte. 

Que en. cuanto a la apelación deducida por la demandad» 
a fa. 171, y en auaeneia de la atejrHcióu suya ante la instancia 
ya ojue no compareció a la audiencia que solicitnra a fs. 176 
(ver nota de fs, 1751 ilebe con si Je raí ><• referida al monto que 
se manda pannr V >F indemnizaci/m p>M el perjuicio <|iie sufre 
la frareion lindera, atima que el Tribunal estima también equi- 
tativa, y en euanto a la fecha <le*dc la cual deben computarse 
lns interese* útUdM por la artora. 

Que, en cuanto a cs'o ultima eurMión. <\ bien la demanda- 
da pidió (fa, 22 vía.) ipie bis intereses debieran pagaarse, desde 
la fecha en t\w su parte fué notificada "<|i'p se había dis- 
puesto la adquisición de su propiedad— ¡11 de enero de 1945" 
eabe decir que mi se ap iriú al j.'i-w ¡nH-'culi'iit'S qift» pitdif ■ 




Considerando: 
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ran justificarla, siendo de tener presente que el precio que se 
manda pagar lo es con referencia a la feelta de toma de \\ane- 
KÍón. superior al de aquello otro, por onya razón ilebe enten- 
derse que tales intereses aé liquidarán (leude esta última fecha 
—2* de mayo de 1946 — y asi se declara. 

Por tanto se confirma la sentencia en recurso de fs. IGtí. 
Costaa^de^ambaR mstaneías por su orden. — Tomfa^M, Rejas — 

Ampliacóv de fundamentos 

Que con relación a la apelación interpuesta por ia deman- 
dada a fa. 271, cabe advertir que, no obstante haber solicitado 
audiencia a fs. 178, no ha siíío concretado agravio alguno, y 
por lo demás la sentencia es equitativa en cuanto fija en 
$ 10.000 m./n. la indemnización por el perjuicio que causa al 
resto de la fracción, condena en los intereses por la diferencia 
entre la suma depositada y la qne se manda pa#ar por la sen- 
tencia v declara las cosías en el orden causado. 

Los intereses aludidos deberán liquidarse, conforme a la 
reiterada jurisprudencia, desde la fecha de loma de posesión, 
28 de mayo de 1946. 

Por lo tanto se eonfirma en lo que ha sido materia de 
recurso la sentencia apelada de fa. 168, debiendo liquidarse 
los intereses desde el 28 de mayo de 1946, Costas del juicio en 
ambas instancias por su orden y las comunes por mitad. — 
Jorge fíübno la Vieja. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de mayo do 1951. 

Visto* los mitos: "Fisco Nacional c.¡ Stefanetti, 
Gerónimo l.| expropiación", on los que se lia concedido 
n fs. 1-85 vta. el recurso ordinario de apelación. 

Por s«s fundamentos que en cuanto al valor de lo 
expropiad* se ajustan a la jurisprudencia de esta Corto 
(Fallos: 214, 439) y porque respecto al resarcimiento 
de la desvalorizaciÓii que el desmemhramíento do lo 
expropiado prodrtec en el resto de la tierra <Íe propie- 
dad del demandado la «entonéis de fs. 168 que fija la 
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cantitlad mantenida por la Cámara hace equitativa 
apreciación de los elementos de juicio respectivos, se 
confirma la sentencia apelada de fs. 182 en todas sus 
parten. Las costas de esta instancia se pagarán también 
por su orden en razón del resaltado del recurso. 

R. Lohqhi — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Anuo Pessaono. 



NACION ARGENTINA v. INSTITUTO AUTARQUICO DE 
COLONIZACION DE LA PROVINCIA Olí 
BUENOS AIRES 

KM'HOI'I iVtON; Wmnvartíu. VtUrmimaeián <M rotor rtaL 

Corresponde confirmar ta sentencia apelada que, por lo 
que hace a la determinación del precio de- la tierra «pro- 
piada -inriuidan la» mejoras-, hace lo propio con el 
pronunciamiento de primera instancia, que _ no ha sido 
aiwlado por el propietario, si dicho monto cotaCHh con et 
solicitado por el expropiado en oportunidad de contestar 
la demanda; no alendo óbice a dicha conclusión la mayor 
estimación que, por unanimidad, ha efectuado el Tribu- 
nal ele Tasaciones de la ley 13.264. 

fXTERESKS: Rttació* jurídica tntre las ¡HirUs. EipropiactAn. 



El eapropiwlor debe papar intereses, a partir d* la fecha 
de lt deapoaesién. sobre la diferencia entre lo consignado 
y la suma fijada por la sentencia final. 

SESTENCrA DEL JUEZ FEDERAL 

Mercedes. 17 de septiembre de 1318. 

Y visto*: el presente expediente seguido por el Fisco 
rional contra el Instituto Antárquieo de Colonización de la 
Provincia de Buenos Aires, sobre expropiación, de cuyo estudio 
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Resulta : 

1» Que a- fs. 44, se presenta, el Sr. Procurador Fiscal, 
en representación (leí Gobierno de la Nación, como lo justifica 
con el decreto 39.505/46 que corre a fs. 34 y 35 y nota del 
Procurador del Tesoro de fs. 43, iniciando demanda contra el 
Instituto Antárquico de Colonización de ta Provincia de Bue- 
nos Aires, por expropiación de una fracción de campo com- 
puesta de 154 hectáreas, 29 áreas y 39 centiárcaa, ubicado en 
el partido de Trenqne Lauquen, de esta Provincia, cuyos lin- 
deros constan fn los piano agregados a fs. 26 y 121, y el que 

se destina a finalidadea aeronáuticas, conforme a las previsio- 
nes del decreto n» 14576 del 18 de noviembre de 1943. Ofrece 
pagar como total indemnización ta suma de $ 45.350,39 m/n., 
la que ha sido depositada en autos, como se acredita con la 
boleta corriente a lis. 40, 

2* Que a fs. 45 »ta. se dispone ta posesión provisoria del 
bien que se expropia, la que se lleva a cabo por medio de la 
diligencia de fs. 124 y 125>, y se designa audiencia a los efec- 
tos de lo dispuesto en el art. 6* de la ley 189» en la cual a fc. 

117 el representante de la Nación reproduce los términos de 
su escrito de fs. 44 y la demandada por intermedio del Dr. 
Halo A. Luder manifiesta su disconformidad con el precio 
ofrecido por considerarlo bajo, proponiendo las partes cftraO 

EBritoa al ingeniero Mario Elias Ferrando y si agrimensor 
r. Max Blustein. respectivamente, proveyendo el Juagado 
de conformidad a fs. 118. Solicitando a fs. 136 el reemplazo 
del perito Ferrando, el Jutgado designa a fs. 136 vía. a pro- 
puesta de la adora al ingeniero Carlos Emilio Alcorta y ha- 
biendo aceptado el cargo ambos peritos (fs. 135 >• 137), 
producen su dictamen de aeuordo. en un (tolo escrito, ipio se 
agrega de fs. 342 a 156. 

Considerandos 

Que ha quedado establecido por existir coincidencia entre 
lo determinado en la demanda y lo informado por los peritos, 
que la superficie a expropiar la constituye ana fracción de 
de una extensión total de 154 hectáreas» 29 áreas y 39 



Que los peritos propuestos por las partes, han coinci- 
dido en el valor del bien que en autos se expropia, y so dic- 
tamen, formulado en un solo escrito corriente de fs. 142 a 156, 
establece cantidades semejantes, que resultan de los distintos 
procedimiento* empleados para su valoración. 
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De ku lectura puede afirmante que ae trata de un estudio 
aerio y prolijo, en el que se han contemplado los diversos fae- 
tón* y imíervdputra. que han permitido llegar, a juicio del 
■useripto, a una estimación equitativa del precio del terreno. 

Así, se ha tenido en cuentá bu ubicación, a poco» kilóme- 
tro* de la ciudad de Trenque Lauquen, sus medidas y esrac- 
terírtira», su valor rentístico, las operaciones de eompra-venta 
de finta» vecinas en análoga» condición**, el estado del mer- 
oado inmobiliario, valuación fiscal y mejoras, etc. 

"En bu mérito, eatimo equitativa y juata la cantidad de 
• 55.735,35 «n/n. solicitada por la demandada, que se fija en 
concepto del valor de la* 154 hectáreas, 29 áreaa y 39 centi- 
áreas y sus mejoras (art. 1?, ley 189). Por ello, fallo: conde- 
nando ni Pisco Nacional a pagar al Instituto Autárquico de 
ColoriMcifin de la Provincia de Buenos Aire» la suma de 
4 5R.735.35 m/n. en concepto total de ¡ndemn unción, en el 
término tle 20 días de quedar firmr esta sentencia, con mas 
bus intereses a contar desde la toma de posesión del inmueble 
(fs. 134). sobre e! excedente de la cantidad oomiRnada a fs. 
40. al tipo que cobra en «ua descuentos et Banco de la Nación 
Argentina. Transfiérase al Pisco Nacional (Secretaría de Ae- 
ronáutica) el dominio del terreno motivo del presente juicio a 
que se refiere et plano de fs. 2S (art. #> de la ley 189). Con 
postas (art. 18. ley 189. modificado por decreto n * i% 
Eduardo Garda Quirog* 



Sentencia i* i-a Cámara Federal 

La Piala, septiembre 27 de 1950, Año del Libertador General 
San Martín. 

T vistos: los de «te juicio F. 3862 "Fisco Nacional c,/ 
Instituto Aiitániuico de OotcniraelÓn de la Provincia de Bue- 
nos Aires %./ expropiación", procedente de! Jiwjtado Federal 
de Mercedes. 

Y considerando ¡ 

Que. como se desprende del Hela de fs. 197. et Tribunal 
de Tasaciones por unanimidad, con la intervención y confor- 
midsul de Ion representan te» de ambas partes, estimó el valnr 
de la tierra n expropiarse, incluidas las mejoras, en la suma 

de.* 70.289.27 m/n. 

Que, siendo* asi y encontrando esta Cámara que el precio 
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fijado es equitativo y ajustado a loa elementas de juicio incor- 
porados a las actuaciones, corresponden* en principio aplicar 
el criterio sustentado por la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación en la cansa que m registra en el t. 214, pég. 439 de su 
colección de Fallos; pero no mediando recorto de apelación 
por la expropiada, éste carece de jurisdicción para elevar el 
monto establecido en primera instancia, ya que no pnede con- 
siderarse soplido este ultimo por aquella conformidad. Por 
otra partí, dicto monto coincide con el solicitado en oportuni- 
dad de contestarse la acción. 

Por ello, ge confirma en cuanto ha sido materia de recurso 
la sentencia de fs. 170, por lo qne se fija el monto a pagarse 
por la expropiación, en la sana de 8 55,735,35 m/n. Intereses 
en la forma establecida en el fallo apelado, Con costas. — 
Roberto C. Costa — Jorge Bilbao la Vieja — DUúd 7*«*i. 

FALLO DB LA CORTE SUPREMA 

tfuenos Airea, 16 de mayo de 1951. 

Vistos lo» autoa: "Fisco Nacional c.| Instituto 
Autúrquico de Colonización de la Provincia de Buenos 
Aires s.| expropiación", en los que se ha concedido a fa. 
205 vta. el recurso ordinario de apelación. 

Por san fundamentos y en v ; *ta de la estimación 
que por unanimidad hace t-1 Tribv.ia rte Tasaciones en 
el dictamen de fs. lí»7, se wnfirmt < a costas la senten- 
cia de fs. 203 apelada por el exprc piante. 

■ Lois B. TjOnohi — T' roás D. 
Casabes — Fbmpb Santiago 

PÉREZ — ATILIO PbsSAÓNÓ. 
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LUIS LOZA v. CIA. FERROCARRIL CENTRAL DE 
BUENOS AIRES 

RECC'RSO ORDINARIO t)E APELAGiÓÑi Tercera inttanña. M 
€Ío$ p* que la Nación M partí. 

El procedente el recurso ordinu-io de apelación para ante 
U Corte Suprema si la Nación es parte en el juicio —«orno 
«acede en la especie — por cnanto conforme con el texto 
de loa convenio* aprobados por decreto 9877/49 quedaren 
* carpo del F. O. General llrquiaa los juicios que fueran 
consecuencia del de*"arri!araiento ocurrido cerca de la 
estación La Cruz, Pr v f. de Corrientes, el 15 de junio de 
a lo que hay que anregnr <rue, er el decreto de 
referencia, ae aprueba el convenio de compraventa de las 
•«iones del F. C. Central Buenos Airea Ltda., hoy F. C. 
General Urqui», siendo en virtud de estos antecedente» 
que el representante del ferrocarril compareció en autos 
manifestando que dicha empresa pertenece a la Nación, 
la qae tomó a su cargo las consecuencia» del descarrila- 
miento, motivo del pleito. 

DAftIS Y PERJUICIOS: Culpa. Kttroromtractuul. 

Corresponde rechazar la alegación de la defensa «n el 
aentido de la falta de responsabilidad de la empresa de- 
mandada, ba%ando«e en el dictamen de la Dirección del 
Ferrocarritea que obra en antea, ai el eximente aóio se 
refiere a la responsabilidad criminal, mientras que en el 
raso la aentencia recorrida alude a las consecuencias civi- 
les del descarrilamiento. 

DAffOS Y l'ERJn ICIOS: Culpa. Exlracontraclnal. 

Tratándose de los daños y perjuicio** m-aaioi iado« al aH»r 
como consecuencia de la muerte de una hija auya — ocu- 
rrida en plena juventud — en el descarrilamiento sufrido 
por un tren de la empresa demandada, a raía de haber 
embestido la locomotora un animal que cruzaba las vías, 
corresponde confirmar )a sentencia de segunda instancia 
que — en razón de «urgir del sumario administrativa que 
el tren marchaba a una velocidad de 60 leras, por hora, que 
reinaba buen tiempo y que, finalmente, se habría evitado el 
accidente adoptando algunas precauciones el maquinista- 
hace lugar a la demanda, apreciando equitativataéh'e La 
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prueba producida en autos y ta condición económica y 
social del actor; debiendo rechazarse la* alegaciones de la 
demandada, en «I sentido de que «I d escarnían) lento *e 
debió exclusivamente a un caso fortuito o al hecho de un 
tercero ajeno a la empresa. 

{'OSTAS: Sal «raleza tM jUcfó I'hho» ¡i ptrjmeio*, 

la* costas del juicio sobre resarcimiento de los daños y 
|ierju¡e¡OB ocasionados al actor como consecuencia de la 
muerte de una hija suya, ocurrida en un accidente ferro- 
viario, forman parte de la indemnización y deben ser a 
carm> <te la empresn demandada. 



Sentencia del Juez Pederá». 

Buenas Aires, julio 22 de 1949. 

Y visurt: 

Iais presentes seguidos por Luis Losa contra la Compañía 
de Ferrocarriles Central de Rueños Airea por danos y perjui- 
cios de cuyo estudio ; 

Resulta i 

I. Que a fs. tí comparece el apoderado del actor iniciando 
demanda por cobro de la suma de $ 40.000 o la que en más 
o en menos resulte de la prueba a rendirse, de acuerdo con 
los siguientes hechos; expresa que el 15 de junio- de 1947, 
la hija de km mandante Elda Angélica Iaob viajaba en un tren 
de la Compañía demandada con destino a Asujicí6o, el que, 
después de hacer escala, i . v apeyú, a la altura del km. 334 
cuando faltaban pocos kuis. para llegar a la Cruz descarriló 
precipitándose la locomotora deL terraplén por donde corría y 
arrastrando tras sí varios vagones. A consecuencia del acci- 
dente hubo mucha» víctima» y entre ellas la Srta. Lora, que 
perdió la vida. • 

Sostiene que el accidente se- produjo por falta de precau- 
ciones ya que la excesiva velocidad del convoy le impidió al 
moqninistA efectuar tas maniobras tendiente» a evitarlo o por 
lo menos atenuar kur efectos, la demandada no podrá por 
tanto eximir su responsabilidad invocando fuerea mayor, laso 
fortuito o hecho de un tercero. 
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H uifinU que la víctima desempeñaba el puesto de cama- 
rera durante la temporada de verano para lo cual viajaba perió- 
dicamente a Mtr del Plata donde «ima-ba, entre aueldos y 
propinaa, alrededor de $ 600 mensuales; durante el invier- 
no trabajaba como peinadora en institutos da belleza ga- 
nando 9 800 al mes, aproximadamente, lo que le permitía 
sostenerle y proveer a las demás necesidades del hogar paterno 
ya que íl Sr. Lora cuenta en la actualidad 58 años de edad y 
se encuentra imposibilitado para trabajar. 

Como fundamento de la indemniiación que reclama, invoca 
animismo la jurisprudencia que acuerda a la vida humana un 
valor económico por lo que pidé que. en definitiva, se condene 
a la demandada al pago de una suma proporcionada a la 
magnitud del perjuicio material y moral causado al ador, 
con mái sus intereses y costas del juicio, 

H. Corrido el traslado de la demanda, es evacúala a fs. 
22 por el apoderado de la demandada quien espreaa que el 
accidente ocurrió en vías, del Ferrocarril Nordeste Argentino 
aunque el material rodante le pírtMWeía y el personal w en- 
contraba a sos ordene» por lo que, frente al pasajero, no puede 
eludir el presente juicio. 

Hecha eaa aclaración, sostiene que el accidente no tuvo 
luirar por culpa de ninguna de laa empresas ya que el desca- 
rrilamiento te produjo por haber embestido la locomotora nn 
buey rosillo, inviaible durante la noche aun con el faro regla- 
mentario que llevaba. Aa! ha quedado establecido en el Mima, 
rio instruido por la Dirección fíaeional de Transportes cuyo 
dictamen haee fe en juicio salvo prueba ett contrario. Por 
otra parte en el aumario criminal que tramitó ante el Justrado 
Federal de Corrientes, recayó sobreaeimiento definitivo fun- 
dado en que el accidente ocurrió por «aso fortuito. 

Afirma que la presunción qu¡e surge det art. 184 del C. de 
Comercio ha quedado destruida ante esa prueba concluyente 
—que determina como causa del accidente el hecho de un 
tercero que sería el propietario del animal, aunque este no haya 
podido ser localizado pues la marca del buey se hijo desapa- 
roaer con ao instrumento cortante. Tampoco e* ha podido 
establecer la forma en que el animal penetró en laa vías. 

En cnanto a loa daños y perjuicios, niega por no constarle, 
la au»* que sejrun la contraría ganaba la víetima, así como 
también que contribuyera al sostenimiento del actor y que 
«ate se encuentre imposibilitado para trabajar. En cualquier 
caso, la «urna, reclamada es excesiva, por tudu 10 CUBI anlieita 
rechazo de la demanda con costa». 
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1*) Que admitido en la contestación de la demanda el 
accidente ocurrid* a la htja del actor en circunstancia» en 
que viajaba como pasajera de la empresa, la decisión de la 
causa debe limitarse a establecer si la prueba producida lia 
logrado destruir la presunción lega! del art. 184 del C6d. de 
Comercio, o si por el contrario subsiste la responsabilidad de la 
demandada y por ende su obligación de resarcir loa daños que 
se hubiera acreditado. 

2") Que el sumario instruido por la Dirección Nacional 
de Transporte» atribuye el dcscarrilu miento al choque de la 
locomotora con un animal vacuno cuyo propietario individua- 
lizado por lo que, dirigida la investigación a fijar el grado 
de responsabilidad de la empresa, llega a constatar que el 
convoy llevaba una velocidad moderada en el momento del 
accidente y que e! buen estado de los alambrados y guarda- 
ganados autorizan a presumir que el animal *e introdujo en 
la ¿oiia de la vía trasponiendo esa» vallas. 

La prueba aportada por la adora, es pii cambio inatifieiente 
para desvirtuar esas comprobaciones en los términos exigido* 
por el art. 75 de la ley 2S873. pues se reduce a la declaración 
de un solo testigo cuyos dichoa no dejan convicción alguna. 

3*) Que la falta de comprobación de un hecho u omisión 
que determine la culpabilidad directa o indirecta de ta em- 

no es suficiente para eximir su responsabilidad y* que 

ión del art 1M citado sólo puede ser destruida 

¡ante la prueba perfectamente asertiva que establezca la 
relación de causalidad entre el daflo causado y un hecho de 
fuerana mayor o la culpa de la propia víctima o de un tercero. 

Así lo ha entendido la demandada al pretender excusar 
s-u responsabilidad en base a la prueba de que el accidente 
ocurrió por la presencia del vacuno en la vía ya sea en razón 
de la eulpa indirecta de su propietario, ya por considerarlo 
un hecho fortuito. 

" 4«) Que en primer lugar esa leáis se encuentra en pugna 
eon loa arta. 1109, 1124 y 1081 del C. Civil por cuanto siendo, 
un empleado de la demandada el agente directo df-1 dflfto cau- 
sado, la circunstancia concurrente que pueda determinar la 
culpa del propietario del animal no excluye su responsabilidad 
por los perjuicioH causados sino tan sólo determinaría la obli- 
gación solidaria de ambos para resarcir su importe al damni- 
ficado (Conf. SEoovrA y Machado en aun comentario* al art. 
1109 antea citado). 

No obata pata ello la dunnaición especia! que surge del 
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art. 184 del C. de Comercio acerca de la responsabilidad del 
porteador ya que la última parte de ese art fallo sería aplicable 
en el caso de que la lemón o muerte del pasajero hub» ra sido 
causada exclusivamente por loa hechoa ilícitos de un tercero 
por quien la empresa no fuera civilmente responsable y no 
cuando, como en el caso de autos, el heeho que podría atri- 
buirse a aquél es sólo un factor enncnrrcnte con el que ha 
provocado el daño. 

5») Que por otra parte, ai bien en algunos casos la 
jurisprudencia ha llegado hasta a eximir la responsabilidad del 
afrente cuando su participación en el hecho ha sido provoeanR 
por eircunatanciaa que excluyen de por si cualquier presunción 
de colpa equiparándolas al caso fortuito, no ¿abe sentar al 
respecto una regla general sino establecer ni ellas reúnen 
1» características exudas por el art. 514 del C. Civil. 1 

En tal sentido debe tenerse en cuenta que ai bien la de- 
mandada en au alegato hace mérito de que por el pelo del 
animal que provocó el descarrilamiento podía ser confundido 
con la malera existente en la «oua de la vía, tal como ha sido 
comprobado en la inspección de ^ue da cuenta el informe de 
b, 51 del exp. administrativo, de acuerdo con el art. 5» ine. 1J 
de la ley 2873 es obligación de las empresas mantener el 
camino en condicione* talca que pueda ser recorrido ain peligro 

ríos trenes. Por otra parte, según el informe que obra a 
64» d« autos, la vinibilidad horisontal en el día del acci- 
dente era de 15 ama-, vale decir que dada la velocidad de 
menos de 60 ka», que llevaba al tren, el maquinista pudo 
notar la presencia del animal en la vía antea de producido el 
accidente. 

5») c^uc «un cuando esas consideraciones no non aufieien- 
tea para establecer la culpa directa o indirecta de la deman- 
dada, demuestra en cambio que la prueba producida es ineficaa 
para atribuir el descarrilamiento a circunstancias tales que la 
demandada no pudo prever ni evitar máxime cuando la foja 
de servicios del maquinista indica que se trataba de un emplea- 
do negligente que en diversas oportunidades había dado motivo 
a que se impusieran sanciones por no haber adoptado las pre- 
cauciones debidas (ver constancias de fs. 53 y 54 del sumario 
administrativo). ¿ 

Por consiguiente, corresponde rechaxar la prueba de des- 
cargo producida por la demandada estableciendo bu obligación 
de resarcir los perjuicios causados al actor por el fallecimiento 

de su bija. ' 

T*) Que en cuanto a la apreciación de los danos, !a prue- 
ba producida no permite fijar con exactitud Iflft ganancias de 
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U victima ni la proporción de ellas que beneficiaban al actor 
cuya incapacidad para el trabajo tampoco ha aido acreditada 
¡Mi debida forma. No obstante, es indudable que la muerte do 
la bija «ollera en plena juventud, representa para el padre no 
aólo un perjuicio moral tino también ana pérdida material 
que, en ausencia de otros elementos de juicio, debe ser esti- 
mada en base a 1m condiciones personales y a la condición 

económica y social que ha sido probada en autos. 
Por tanto 

Fallo: 

Haciendo lagar a la demanda y en consecuencia condeno 
a la demandada a pagar al actor en el término de diex días la 
suma que éste fije bajo juramento eatimaterio dentro de la 
suma de m#n. 15.000, con sus intereses desde el día de La 
notificación de la demanda y las costa» del juicio por ser 
ambas integrantes de la indemnización. — /osé Felipe Be airea. 



Sentencia de la Cahaju Fedekal 

Buenos Aires, mayo 31 del Afio del Libertador General San 
Martin. 1950. 

Y Vistos : 

Estos autos promovidos por Loza Luis contra ferrocarril 
Central de Buenos Airea sobre cobro de pesos; para conocer 
de los recursos concedidos a fs. 111 y 112 vta. el Sr. Jues 

Alberto F. Bsrrionuero, dijo: 

Y Considerando.: 

Contra la sentencia apelada que hace lugar a la. demanda 
«u los términos que fija, se alza la Cía. demandada expresando 
agravio» a ta. 120, los que paso a estudiarlo» en el orden de 
importancia que tienen para la solución de la litis. 

1» Defensa de cata fortuito o fuena matfdr. Funda «te 
agravio por cuanto el inferior ha desestimado esta defensa, 
después de aceptar en el considerando de ta sentencia que: 
"la demandada ha logrado destruir la presunción legal del 
art, 184 del C. de Comercio". 

llar» aquí el apelante una transcripción fragmentaria del 
punto 3» de la sentencia, pues en él el a-quo erpreaa textual- 
mente: "Que admitido en la contestación de la demanda el 
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accidente ocurrido a la hija del ador, en circunstancia en que 
viajaba como viajera de la empresa, ta decisión debe limitante 
a establecer ai la prueba producida ba logrado destruir la 
presa ración legal del art. 184 del C. de Comercio, o ai por el 
contrario subsiste ta responsabilidad fie la demandada, y por 
ende, «n obligación de resarcir loa dañe* que hubieren acre- 
ditado". 

Como puede fácilmente deducirse del párrafo transcripto, 

el 8r. .Inea en ningún momento aceptó como probados los exi- 
mente* de responsabilidad que contiene el mencionado art. del 
C. de Comereio. 

81 el art. 184 citado expresamente, establece que: "En 

caao de muerte o lesión de un viajero acaecido durante el 

transporte en Ferrocarril, la empresa estará obligada al pleno 

resarcimiento de los daños, y perjuicio*, no obstante cualquier 

pacto en contrario, a menos que pruebe que el accidente 
provino de fuerza mayor o su-cedio por culpa de la víctima o 
de un tercero por quien la empresa no sea civilmente respon- 
sable", y el art. 05 de la ley 2873 preceptúa -que: "Es deber 
de las, empresas velar porque todos su» empleados sean dili- 
gentes e idóneos". Sn reaponsnbilidad hacia los pasajeros y 
cargadores por daños resultantes de falta de sus empleado*, se 
extiende a todos los actos ejecutados por éstos en el desempeño 
de sus funciones. 

"En caso de accidente, incumbe a las empresas probar que 
el daño resulta de caso fortuito o fuersa mayor". 

Conforme a esta» dos disposiciones leí -alea, al pasajero no 
le corresponde probar la falta o imprudencia del transportador, 

el que resulta responsable de pleno derecho, pudieado aclámente 
librarse de la obligación, comprobando que el accidente ocurriu 
por caso fortuito, culpa de la victima o hecho de un tercero. 

E! principio aceptado por los arta, mencionados, tiene su 
antecedente en el art. 511 del C. Civil, en virtud del eual "el 
deudor de la obligación es también responsable de los daños 
e intereses, cuando por culpa propia ha dejado de cumplir"; 
y en el art. 8ÍS del mismo Código, rji cuanto establece que: 
"el deudor no serú responsable de los daños e intereses que se 
originen al acreedor por falta de cumplimiento de la obliga- 
ción, cuando é^tos resultaren de caao fortuito o fuersa mayor, 
a ro ser que el deudor hubiera tomado a su cargo las conse- 
cuencias del caao fortuito, o éste hubiera ocurrido por su culpa, 
o hubiese sido aquel constituido en mora, que no fuese moti- 
vada por caso fortuito o fuerza mayor". 
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Dice Vivante, en su libro Instituciones de Derecha Co- 
iMrcial. pág. 3W. año 1928, que ; la Administración asume tam. 
hít'n la obligación de conducir «ano y salvo a declino al via- 
jero que a eila se confía y le debe el resarcimiento de todo 
daño que- suceda durante el viaje, sino prueba que derivó de 
una causa no imputable a sus agentes. Sera necesario que 
demuestre qne el viajero deje* de velar por su propia persona, 
que fue víctima de un delito, de una agresión, sólo entonce» 
podrá eximirse de la responsabilidad que le incumbe". 

- No sólo el viajero sin» todos lo» que por bu herida o 
tnueríe recibieran un daño especialmente los que obtenían una 
ayuda eronómira del trabajo de aquél, "como la aiujer y loa 
hijos tienen derecho al resarcimiento, no ya en fuerza del con- 
trato al cual fueron extraños, sino por el principio de derecho 
común que condena al culpable a indemnizar loa perjuicios 
n<-a.s¡nnales . 

Ahora bien; corresponde unalisar en primer termino, si la 
Bmpres;i demandadla acreditó en autos et motivo de exención 
en qne funda m defensa, «tentó a que, cuando se trata da 
danos producidos r una de tas partes pn un contrato de trans- 
porte, hay una inversión del üw proba*di- r val* decir, una 
presunción de responsabilidad. 

Argumenta eE demandado, que el accidente ferroviario que 
ocaKÍ(»nó la muerte de la Srta. Elda Angélica Loza (hija del 
actor), se debe exclusivamente a un caso fortuito, o al hecho de 
tercero ajeno a la empresa y funda su defensa en las cons- 
tancias del sumario administrativo a fs. 120 que *e tramitó 
ante el ¿tugado Federal de Corrientes, cuyo testimonio de las 
partes pertinentes w encuentran agregado a estos autos a. 
fe. 78 y 79. 

El caso fortuito y el caso de fueraa mayor, tienen en nuestra 
legislación el mismo valor (C. Civil, arta. 513 y 14) ¡ en doc- 
trina se hace ta diferenciación en lo que se refiere * un orip^n ; 
sosteniéndose que casos de fuerza mayor son los hechos del 
hombre o del soberano y casos fortuitos los hechos de la na- 
turaleza; pero siempre, debe tratarse de hechos «¡ue no han 
podido preveeree o que previstos no han podido evitarse (C. 
Civil, art. 514). 

De las constancias del sumario administrativo surge que 
el tren marchaba a una velocidad de 60 kms. por hora, como 
asi también que reinaba buen tiempo. La Secretaría de Aero- 
náutiea. por la Dirección General del Servieio MetereolóRico 
Nacional, informa que la visibilidad horizontal era» superior 
a 15 khR — ver informe de fs. S4. 
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De lo expuesto, se puede deducir que si el maquinista, hu- 
biera tomado alguna» pweaueione* —de lo que hay eonataneia 
aa el eip. administrativo—, se podría haber evitado el acci- 
dente o por lo menos aminorado las consecuencia?! del mismo. 

En cuanto a 1» defensa», fundada en el sobreseimiento 
definitivo dictado en el sumario criminal, debo decir que, aun 
cuando en « w estableciera que el acto ea excusable, ninguna 
influencia puede tener en la jurisdicción civil, pues as recono- 
cida la independencia de la acción civil y de la penal en lo 
relativo a ta culpabilidad del autor de un delito. 

La orientación jurisprudencial en este sentido es muy 
marcada, y ello w MÍ, pprqne el hecho puede eatar fuera de 
tas disposiciones de la ley penal pero, conformar un acto 
recriminado por el C, Civil rn ratón del dolo o de la culpa que 
lo earaeterisa. 

En el caso tmb-juáice se traía del incumplimiento, por 
parte de la demandada de obligaciones que estaban a su «elu- 
sivo cargo consisten tea en adoptar las medidas necesarias para 
gara alizar a loa pasajeros toda «lase de seguridades y realie&r 
■aí el viaje a cubierto de los riesgos que presumiblemente pue- 
den presentarse en el trayecto. U introducción de animal» 
en las vías del ferrocarril, es un caso no muy frecuente, pero 
no por ello deja de ser relativamente común y el peligro que 
crea es también frecuentemente disminuido por el toque de 
silbato de las maquinas, como aaí también con la disminución 
de la marcha. Ninguna de estas precauciones se acreditan en 
autos, como tampoco que el animal hubiera salido a las víaa 
en forma sorpresiva. Esta última circunstancia es eximida por 
la demandada, pero colocándola en el plano de las suposiciones, 
lo que puede aceptarse como razón para liberarla de respori- 

Atento los principios anunciados, la empresa demandada 
no puede hacer valer el hecho que produjo el accidente ferro- 
viario y que dió orifren a las presentes actuaciones, coma caso 
fortuito, poc cuanto este no reúne las características necesarias 
para considerarlo como tal. 

En lo que respecta a la indemnización, está de acuerdo 
a los principios aceptados en asuntos de esta naturaleza. 

El actor apela de ta sentencia en lo que se refiere a ta 
suma fijada dentro de la cual deberá prestar el juramento 
estimatorio por los daños y perjuicios sufridos, por considerar- 
la excesivamente reducida. 

En mi opinión, la cantidad fijada tiene en cuenta todos 
los antecedentes del pleito. La sentencia contempla la prueba 
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producida en lo referente a los sueldos que percibía la víctima 
y las demás circunstancias del caso, como leí también las 
conaiderrjionea de orden personal que se deben tener en cuenta 
para fijar el monto de la indemniución. Bn cuanto a loi 
intereses, ajustándose la sentencia a la uniforme jurispruden- 
cia de este Tribual, «atiendo que deben liquidaras en la forma 
resuelta. 

confirmar la eenteneia ape- 

— t> abonar las costas la empresa 

también parte integra o te de la in- 



:'er estas ra ron es 

demnieaeion. 

Los Sres. Jueces Oscar de la Rosa Iftareábal v Romeo Fer- 
nando Camera, adineren a I» precedente» consideraciones. 

En consecuencia se confirma la sentencia apelada de ís. 
107 en todas sus partea, con costas a <«ar*a de la demandada 
por formar ellas parte integrante de la indemnización. — 
AUterto rnbián Bofmnvevo. — Oscar de la " 
— Romeo Femando Cámera. 



DlCTAMBN DEL PROCURADOR QENKRAL 

Suprema Corte: 

Dado lo que prescribe el artíenio 5» del convenio 
aprobado por el artículo 2» del decreto Í.877 del 25 de 
abril de 1949 conaidero que la Nación es parte en eate 
juicio, y que el recurao ordinario de apelación conce- 
dido a ía. 134 vía, es procedente de conformidad «on lo 
que dispone el artículo 3? inciso 2» de la ley 4.055. 

En cuanto al fondo del asunto el Ministerio de 
Transportes de la Nación actúa por intermedio de apo- 
derado especial, el que ya ha asumido ante V. B. la 
intervención que le corresponde (fs. 145). Buenos Aires, 
septiembre 27 de 1D50, Año del Libertador General San 
Martín. - Cnrhs G. Delfino. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires, 16 de mayo de 1951. 

Visto» los antos: "Loza Luis c,l Cía. Ferrocarril 
Central de Ba. Airea a.| cobro de pesos", en los que a 
fa. 134 vta. se ha concedido el recurso ordinario de 
apelación. 

Considerando : 

Que la X ación es parte en este juicio por cuanto 
conforme coa el texto de loa convenio» aprobados por 
decreto 9.8Í?|49 quedaron a cargo del K C- General 
Urquira \m juicios que fueran consecuencia del deacarri 
lamiento ocurrido cerca de la estación I*a Cruz, Pro- 
vincia de Corrientes, el 15 de junio de 1947. A lo que 
hay que alegar que en el decreto de referencia ae 
aprueba el convenio tic compraventa de las accione* del 
F. C. Central de Buenos Aires Ltda., hoy F. G; General 
Urqníea. Es en virtud de ente* antecedentes qi^ol re- 
presentante del Ferrocarril compareció a fs. 141 y 14f> 
manifestando que dicha empresa pertenece a la Kación 
v qoe en cumplimiento del art. 5 del decreto antes citado 
el Gobierno tomo a su cargo las conaecuenciflB del des- 
car rilamiento, motivo del presento juicio. Por consi- 
guiente, el reeurso ordinario, concedido a la parte de- 
mandada, es procedente de acuerdo con el art. 3, Inc. 2', 
de la lev 4055 v con la jurisprudencia de la Corte Su- 
prema (Faltos: 216,91 y 519). 

Que. en cuanto al fondo del asunto, si bien la defen- 
sa ha aleando la falta de responsabilidad de la empresa, 
basándose en el dictamen de la Dirección de Ferrocarri- 
les (fl. 70), el eximente soto s© refiere a la responsa- 
bilidad criminal, mientras que en este caso la sentencia 
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en recurso alude a las -consecuencias civiles del descarri- 
lamiento, que han sido estudiadas debidamente en el 
fallo ai>clado. Por ello corresponde confirmar dicho 
pronunciamiento y el monto de la indemnización en él 
contenida. 

Por tanto se confirma por sus fundamentos In 
sentencia apelnda, en todaa sus partea, también con 
costas en esta instancia. 

Luis R. Lonabi — Tomás I>. 
Ca-sares — Felipe Santiago 
P6rez — Atilio Pesbagno. 



NACION* ARGENTINA (MINISTERIO DE MARINA) v. 
CARLOS RADICE 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera .iwfemcM. Ge- 
wraTittedrs. 

El recurso ordinario de apelación en tercera infancia pro- 
<*de ante la Corte Suprema en los casos previstos en la ley 
405S. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercer» instancia. Jaí- 
riot en que fa Satión es parle. 

Corresponde desestimar los agravios fle la «propiada con- 
tra ta sentencia de Menuda instancia, fundados en que el 
pronunciamiento no ha contemplado el reclamo de intereses 
y en qne el tiempo fijado para la explo'ación total de la 
mina «¡atente en las tierras objeto del juicio, no se basa en 
razones atendibles; «i, por lo que hsee a la primera cues- 
tión, fué proworida al pedir aclaración de la sentencia da 
1* instancia y resuelta fondadamente, teniendo en cnenta 
que no se solicitaron intereses en la oportunidad debida, 
y revistiendo carácter aclaratorio del fallo esa decisión, a) 
confirmar la Cámara la resoünoi&n del inferior so ha pro- 
nnneiado también sobre tal punto; debiendo acreprarse quo 
el seminan nwtivo de agravio ha sido debidamente exa- 
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minado y fundadamente resuelto en la sentencia, no ha- 
biéndose aporUdft, -por la apelante, ningún argumento ni 
herho nuevos o que no hubiesen sido considerados. 

SK 1'itWÍA CION: lwut*mmi?ucwn, fírt#rtHt*tu-ÍC» Mi talar real. 

Tratándose del ínteres que debe tomarse como base para 
completar los calculo* que darían ei monto de la indem- 
nización por loa yacimientos minerales —de arena j pe- 
dregullo — existentes en el inmueble expropiado, corres- 
ponde admitir el de 6 Jo fijado en la sentencia recurrida 
—y no el de 8 que acepta el dictamen del Tribunal do 
Tasaciones de ia ley 13.264—, bo sólo porque aquélla era 
la tasa del interés oficial que en el año 1043. fecha de la 
dwpoaesión, percibía el Banco de la Nación Argentina por 
operaciones de descuento de pairo Integro, sino también 
por el tiempo transcurrido deffile la d«#poseai6n de que 
fuera objeto la demandada, sin que haya percibido pago 
total sobre el valor del bien. 



Skntewota del Jiíez Federal 

Bahía Blanca, 33 de diciembre de 1946. 

Y Vistos: 

Batos «moa N° 217, Hño 1943 "La Nación contra Carlos 
Rndice. por expropiación", llamados a fs. 230 para definitiva, 
de loa «nales 

Reinita: 

1») A fs, 2 el Sr. Procurador Fiscal en representación 
del Gobierno Nacional, inicia demanda de expropiación contra 
Carlos Radie*, quien resultó ser propietario de una extensión 
aproximada de 11 hectáreas do tierra incluida en el juicio 
seguido por la misma causa contra D. Gabriel Gamisa Lizarra- 
Ka en el expediente N» 122 bis/43 de la Secretaría aetuaria; 
como el valor total del terreno que se «propia en ambos juicios 
fu* depositado en este último espediente, pone a disposición 
del interesado la parte proporcional de ese aporte de 4 4.366.13 
m/n. Pide que. de acuerdo ron lo diapuesto en los arts. 1, 6 y 8 
y concordantes de la Ley 189 y Ley 12.691 se haga lugar a la 
expropiado!! y transferencia del dominio del inmueble al Uo- 
bierno Naeional, con costas | 
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2 o ) A fs. 35 se realiza la audiencia señalada; comparece 
el Sr. Procurador Fiscal y reproduce la demanda, y, en re 
presentación del demandado, concurren los Dree. Roberto Sa- 
hores y Luis "M. Medus, en calidad de apoderado y letra/ 1 " 
rcspeelivamente. a mérito del poder que se agrega, a fa. j¡ 
contestan la demanda rechtwando ta suma ofrecida, *ti razón Ó> 
numerosas consideraciones que, en lo pertinente, e! infrascripto 
analizará más «leíante ¡ ofrecen prueba y reclaman la suma de 
$ 205.000 m/n-, reduciendo su pretensión a * 178.600 al alegar 
(fk 232) ; en el mismo acto, el Sr. Procurador Fiscal se opone 
a la producción de la prueba ofrecida por el demandado, con 
excepción de la de peritos, a la que- adhiere proponiendo» él su 
parte; 

3*) A fs 44 se resuelve en esta instancia la cuestión 
promovida sobre la prueba, pronunciamiento que ea apelado por 
al actor y confirmado a fs. 53 por la Excma. Cámara; 

4») Con las actuación» de fa. 60 a 73 se acredita el do- 
minio libre de gravámenes y de deada por concepto de im- 
puesto* por lo que se hace entrega al apoderado del señor 

Radie* de la suma de * 1.111, 23 m/n., importe de lo deposita- 
do por el actor como pego previo a 1a desposewón ; 

Y Considerando: 

Que conforme a laa nürtn&s legalte que rigen la expropia- 
ción "la indemnización debe comprender el valor objetivo del 
bien y todos los daños, desmerecimientos y erogaciones que sean 
consecuencia inmediata y directa de Ib expropiación, no de- 
biendo sin embargo tomarse en consideración circunstancia* 
de carácter personal y valores afectivos, ni ganancias hipo- 
téticas" (art. 16, 1er. punto, del decreto íí* 17.920, modifi- 
catorio de la Ley 189) ; y que, asimismo, debe fijara* "la m* 
demnización en base a, los siguientes elementos de juicio; a) 
Cuando se trate de inmuebles: precio de la última compra; 
la renta que prodoce; los antecedentes reunidos para la apli- 
cación def impuesto territorial y laa tasas municipales y de 
obras «añilaría*. . . " (art 6\ párrafo 1» del ya citado decreto). 
También constituyen elementos de juicio los informes de peritos 
conforme al art. 6 de la I*ey 189 cuya vigencia, a loa efectos 
de este modo de prueba, ha declarado reiteradamente el in- 
frascripto de acuerdo con la jurisprudencia da la Corte Su- 
prema de Justicia. 

Determina, asimismo, el art, 15 del decreto 17.1*20 que "BI 
valor de los bienes debe regularse por «1 que hubieren tenido 
siuo se hubiese declarado la utilidad pública de loa mismos". 
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Que de acuerdo con esta última disposición, debe declararse 
que U eapropiacióo no puede convertirte en un» fuente da 
beneficios pan el desposeído, ni de enriquecimiento sin causa 
para el expropiante. De ahí que ta ley excluya de \t indera- 
nUacíón laa ganancias hipotéticaa, circuncribtóndolas al valor 
objetivo del bien y a lo que tea consecuencia inmediata de la 
expropiación. 

De los elementos traídos a juicio por el demandado, re- 
mitía : a) Que el bien motivo de este juicio formaba parte del 
que en mayor cantidad adquirieron en condominio Gabriel 
Óanuxa Liarraga y Carlos Radtce Quidí, -con fecha 13 de di- 
ciembre de 1930; b) Que Carlos Rsdice Guidi vendió a Gabriel 
Ganosa hizarraga so parte indivisa, el 14 de agosto de 1934, 
y, e) Que volvió a adquirir el dominio de los reservados 919, 
922. 924 y 925, el 16 de noviembre de 3942 (conf. escritura de 
fs. 29 a 32). 

Que seyún la. referida escritura (fs. 29), Radice adquiere 
la propiedad que en extensión menor se expropia, en virtud 
de un contrato de compraventa que dn fin a una sociedad de 
hecho constituida por los contratantes para la expropiación del 
balneario "Villa del Mar". 

Que el precio de la operación de compraventa "total y 
l- invenido es de » 2.500 — m/n.". 

Que legfin otro de los comprobantes de ñuto*, la valua- 
ción fijada para el pago del impuesto de "Contribución Terri- 
torial" ra de * 2.900 — m/n. para los 323.397 metros cuadrad» 
que comprende la propiedad del 8r. Radice. a quien se le 
expropia en atitoa una superficie total de 111.100 mfci* 

Que, como surge a simple vista, existe mía enorme dife- 
rencia entre la suma pretendida por el expropiado jr la ofrecida 
por el expropiante. Que la pretensión de Radice está fundada 
en: Í»j ta existencia de minas de arena, pedregullo y conchilla 
cuya explotación se realiza desde hace 10 años. 2°) Que las 
tierras que se expropian eonstitnyen la base de un balneario 
que es realidad desde hace tres años; 3*> qne luego de la 
explotación de la mina es factible el rellena miento eon la tierra 
vegetal extraída de la misma y au loteo para I* venta, 

Que. con respecto al primer punto, al referirse la ley 
He la materia y el Código Civil a la expropiación, hablan de 
la propiedad en la extensión que a Is misma le acuerda el 
art. 2518 de este último, vale decir, abarcando toda su pro- 
finid idad y el espacio aóreo sobre el suelo en. líneas perpen- 
diculares, y 1 * compren dien do todos los objetos que se encuen- 
tren bajo el suelo, como los tesoros y laa minas, salvo la- modi- 
ficaciones dwpu&itas por la* leyes especiales sobre ambos 



DB JUSTICIA bJS U NACIÓN 



«5 



objeto* ". El COdigo de Minería, en su art. 5, clasifica dentro 
di? U tercera categoría las producciones minerales de naturales» 

pétrea o terrosa y en general todas las qne sirven para mate- 
riales de construcción y ornamentos cuyo conjunto forman laa 
canteras. Y, en cuanto a la propiedad de las mismas, le es 
adjudicada al propietario del suelo, en el inciso 3» del art. 2, 



Que, siendo ello así, y estando demostrada la existencia de 
la mina, conforme lo señalan laa manifestaciones coincidentes 
de los perito» de ambón partea (&. 174) y la comprobación 
det infrascripto en la inspección ocular realisada (fs. 218), ea 
indudable que el Gobierno Nacional no podría obtener por 
expropiación el dominio de la mina con sólo satisfacer el Talor 
de la superficie del suelo sin que ello trajera aparejado un 
enriquecimiento ain causa, lo qne no puede estar nunca, dentro 
do loa propósitos y fines del Estado- 

Bl bajo precio pagado por el Sr. Radice a su vendedor no 
puede ser Sndie* para fijar el precio que el expropiante pre- 
tende abonar, el cual resulta de la tasación que le sirvió de 
base. Dicha tasación, corriente de la. 3 a 8 de loa autoa N« 122 
bis, ya mencionado» y que fueron ofrecido» como prueba hace 
lijreraa apreciaciones sobre la importancia, de laa minas hallada» 
ea ambas propiedades r se halla en contradicción con la peri- 
tación efectuada por los Infra. Daneri y Fernánde* Lone; 
mientra* aquéll» sólo esta refirmada por un grupo de fotograv 
fias del terreno que en cuanto a la mina fínicamente puede 
demostrar m existencia, ain revelar sn capacidad ni afl cali- 
dad, el trabajo de los peritos de aritos acredita acabadamente 
lo qne ellos afirman ; el inf rascri pto tuvo- oportunidad de verlo 
asf en la inspección hecha sobre el terreno, cotejando las ex- 
cavaciones, indicaciones y referencias de los planos de fa. 170, 
171, 172 y 173 y lu conclusiones del informe de fa. 17*. Bf 
importante señalar la coincidencia del perito de la actor» con 
el de la demandada en todos los puntea sometidos a examen. 
A esa tasación, practicada por un funcionario del Banco Hi- 
potecario Natío-nal, se debe que el Gobierno de la Naeión haya 
hecho vn ofrecimiento de precio estaño, calculando el valor 
superficial de la tierra, indudablemente pó°W. en 
cuento la riqueaa cíel subsuelo. 

Está prohado »|ue la mina se halla en explolnción desde 
antes «le iniciarse este juirio como resultado de la ya citada 
tasación (ver exp. 122 bis) y de los certificados de fa. 13, 12, 
14, 15. 19, 22, 23, 25, 26, 27, 28, 135, 136, 137, 138 y 139, 
en loa que los firmantea expresan haber adquirido material 



de la mina. Aaimiemo» «1 infrascripto podo comprobar qiw la 
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de la mina ha «ido el objeto de ta expropiación 
con las excavaciones que conl ¡nimban realizándose, 
tierra vegeta] que formaba el suelo hn ido desapa- 
reciendo i de tal modo, «o podr¡« « r mu tivo de exprop ¡ación 
lo que ninguna utilidad iba a prestar. 

En cuanto a! segundo P""to; no rata acreditado que la 
existencia del balneario haya valorizado esas tierras eon ante- 
rioridad a la expropiaeifin. Uno de los teatijro* propuesto* pura 
responder al interrogatorio de fs. 151, el Sr. .Tose' Várela, 
quien intervino cómo martiliero en la venta de tierras de "Vi- 
lla del Mar", al contestar la tercera pregunta expresa que 
cuando en diciembre de 1943 o principios de enero de 1944 
fué a hacer la venta, el paraje se encontraba poblado; y, t*ul39 
de terminar, manifiesta que dicha "venta no tuvo éxito no 
obstante la propaganda que se hiciera" j " , . .no obstante 
haber una eonearrencia más o menos grande debió simular la 
venta de un lote de terreno, compra que no se rcaliió y quedó 
posteriormente anulada" (fa. 151). 

En cuanto al ponto 3»: que, como es fácil advertir, si la 
eapa de tierra vegetal extraída al realizar la explotación de 
una mina e inferior en «pesor a las capas de arena, pedre- 
gnllo y conchilla en total, no pue<le con aquélla rellenarse 
Integramente el terreno explotado, siendo en consecuencia, 
necesaria la obtención de un mayor volumen para obtener el 
resultado deseado. Tal procedimiento, como lo señalan los 
peritos (fs. 174) resultaría de un costo superior al valor que 
pudo obtenerse de loa terrenos a la fecha de la demanda. 

Vale decir, que a loa efecto* de fijar el precio que deberá 
satisfacer el Gobierno, corresponderá tomar en consideración 
solamente el primero de lo» puntos en que funda su preten- 
sión el demandado, es decir la existencia de una mina de arena. 
Se ha dicho ya que para fijarlo no pucdle tenerse presente el 
precio de compra; y tampoco puede serlo el monto de la va- 
luación, puesto que para hacerla sólo se tiene en cuenta la 
superficie y no el subsuelo. Quedan como elemento» a consi- 
deración, la renta que produce según el informe de los peritos 
(decreto-ley 17.920, art. 6». Tal es el criterio que el infras- 
cripto va a aplicar. 

Segnin resulta de I» peritación de* fs, 174, puede calcularse 
que la mina tiene una capacidad de 143.628 ni.- de material, 
distribuido en Im reservados 924 y !*25, dentro ite la superfi- 
cie expropiada, de la siguiente manera: arena gruesa v fina 
103.769 m'; coiichilla, 30.823 ni." y pedregullo, 9.026 ni. 8 . De 
aeuerdo non las rasones expresadas por el ing. Daneri en la 
ampliación ñ> fa. 248. y no habiendo probado Radie* cuál era 
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la intensidad de la explotación, debe m optarse como normal 
el trabajo de 2 personas en la mina enn un rondín» iemo de 
20 ni. 3 por día; vale decir, qjuc los 1 13.628 m. s serían agolados 
en 7.1M) días de trabajo, o sea 2B ajtos a proa i majamente, cal- 
eolSntii) 270 días iilile* n| año. Deduciendo de lew precios dei 
material de la mina (fu. 174 3» pregunta), lo* precios de ex- 
plotación asignados por el ingeniero FcrníndH Lonjt. por 
considerarlos más aceptables <fs. 242. pregunta b.). resultan 
los siguientes valores; urna fina y gruraia « 1,70 eí m, 1 ; pe. 
drcgnllo * 6 el m. 3 y eoncliilla $ 0.60 el M» De loa 20 m * 
de producción diaria ge calculan: 9 de arena fina a * 1,70 
o sea, * 15.30; 8,80 de arena gruesa a $ 1,70, lo que importan 
$ 14.95; 1/20 m. a de pettrepulln (calenlando un promedio de 
12 fe en la arma gruesa • 15 % en el reservado 924 y 8 % 
en el 925; fs. 181 5 1 pregunta) a 46, non 7,20 y un m* de 
conchilla, $ 0,60 m/n., todo lo que suma ♦ 38.05 m/n- por día ; 
multiplicando por S7fl días de explotación anual, Be tiene on 
importe de f 10.260 m/n. que debe estimarse como renta de 
nn capital de $ 128.250 m/n, calculado al 8 % de interés, te- 
niendo presente que Ja explotación de la mina la agotarla en 
el término de 2fi anón. 

Por estos fandaraentoa, fallo haciendo lapar a la demanda 
do expropiación y declarando transferido al Gobierno Nacional 
el dominio de los reservados nos. 924 y 925- del paraje deno- 
minado) "Villa del Mar", próximo a la ciudad de Pnnta Alta, 
«ti «HA superficie total de 11 (.cetáreas y 11 área*, de propie- 
dad de I>. Carlos Radicc (luidí, previo papo de la suma de 
# 128.250 m/n.. dp la que deberá deducirse la de « 1.111,23 
m/n. ya recibida (fs. 71 vta. y 7»), dentro del término de 
dio* días. 1-as corUb a cargo de la Noción conforme lo dis- 
puesto e„ el *rt. 13 del decreto 17.320/44, — Pedro 8mtf. 



Sentencia os la (Jamara Fkdcul 
liahía^Bfcuea. agosto «le 1950. Año del Libertador General 

Vistos y considerando: 

Que el Gobierno de I& Nación acciona contra f>. Curio» 
Itadire por expropiación de los terrenos designados como re- 
uervade 924 y reservado 925 de "Viña del Mar", próximos a 
)a ciudad de Punta Alta, y si bien la demandada acepta el 
de reelm de expropiar ejercitado por la actor», disiente en cuan- 
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«j» al monto de la indemnisseión, que «tima el expropiante en 
* 4.366. m/o. r el expropiado en * 205.000 (fs. 35). que reduce 
«n su alegato de primera instancia a * 178-600.— (fa. 232), 
empatando para ello el valor de la tierra 7 sus minas de 
arena, eonchilla 7 pedregullo. 

Que por sentencia de fa. 244 declara el a-quo transferido 
al Gobierno de la Nación el dominio de esos inmuebles y fija 
■como monto de la indemnixauión, la suma de $ 128.250 m/l.¡ 
▼ requerido informe al Tribunal de Tasaciones, de conformi- 
dad y a efecto, de 1» depuesto en loe arta. 14 y 31 de la ley 
13.264, ae expide a fs. 20 del exp. administrativo asregado, 
n» 226.779/48. del Ministerio de Hacienda de U Nación Usan- 
do loa inmueble*, a la fecha de toma de posesión —10 de mayo 
d« 1943— « la tona de * 88.123,08 moneda legal. 

Que loa peritos de las partea, Santiago Dañen y Segundo 
Femindea kong, se expiden conjuntamente y de conformidad 
t fa. 174 y entre ese informe y el del Tribunal de Tasaciones 
no existe disparidad de criterios en laa siguientes conclusiones: 

a) «obre la topografía de la tierra, calificada como de suelo 
vegetal pobre, inapta para agricultura y ganadería; arenoso, 
bajo ondulado v desmejorado por la existencia de pequeñas 
cantera* a cielo abierto, en las cuales se ha extraída arena y pe- 
dreffaUo en fuma pn-oaria y sin ¡natal* iones de ninguna clase; 

b) sobre el -volumen del material mineral a expropiar, o sea 
arena fina, 43.417 arena gruesa, 60.352 m.'i oonchilla, 
30.BÍ3 b." r pedregullo, 9.036 m." estableciendo de esa, mane- 
ra, *1 volumen total de 186.777 mi* de material au# debe re- 
moverse para el agotamiento de la explotación ramera; enso- 
bre la valorización del material mineral, pues que loa pentoa 
designados lo habían fijado en $ 192.620 y el Tribunal da 
Tasaciones en $ 184.142,50, que, por no constituir una diferen- 
cia fnndamental. «1 aceptada por Ir demandada en sn memo- 
rial presentado en la audiencia de fs. 272 vta. 

Que al objeto de determinar el justo valor do las minas 
de arena a la fecha de la toma de posesión, el Tribunal de 
Taaacionea ha tenido en cuenta que, para extraerlas tc-talmen- 
te, es necesario remover un volumen total de 1*16.777 metros 
cubtcoa, en el que incluye, necesariamente, el de 43.149 de tie- 
rra vegetal que cubre los yacimientos minórale*, por cuya 
rasón debe tomarse aquel volumen como factor a los efectos 
de la determinación del justo valor a indemnizar por la ex- 
propiación de loa yacimientos. 

la compensación equitativa, al propietario por las 
de esos bienes no puede ir m6s alia del pago de sus 
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valorea reales a la fecha de la desposeaión y de los perjuicios 
ocasionados como, consecuencia directa y necesaria de ese des- 
apoderamiento, no involucrándose en ellas el pago de ganan- 
cia* hipotéticas, principio iaconaln» en nuestra legislación, 
que adquiere significación relevante con relación a loa- benefi- 
cios de ta explotación de los terrenos expropiados. Ka efecto, 
el Tribunal de Tasaciones fija en 9.000 m. s el volumen del 
material que se removía por año, en base a las eon«ancia& del 
aeta de ft. 2í2, teniendo en cuenta la forma en t|ue eran ex- 
plotados a la fecha en que tomó posesión la Motora, pues -que 
las otras posibilidades, como la resultante de nna explotación 
empleando medios mecánicos o mayor personal que el utilizado 
por la demandada en esa época, entra en la categoría de las 
ventajas o ganancias hipotéticas. Es por ello que, la explota- 
ción total de la mina en la forma como era trabajada, requería 
21 años de tiempo, conforme a la operación aritmética de fs. 18 
del expediente administrativo agregado, con nn beneficio auna! 
de * 8.768.69 m/1. 

Que ante loa agravios de la demandada al respecto, w de 
hacer presente también que la ley 13.264 ha modificado las 
normas procesales para la valuación de loe inmuebles & expro- 
piar; se ha creado el Tribunal de Tasaciones, donde loa repre- 
sentantes del Fisco y de la demandada actúan en el doble ca- 
rácter de técnicos y partes (Corte Suprema, U 214, pig. 439), 
de donde se deduce que la objeción al procedimiento empleado 
por dicho Tribunal en la valoración de los elementos de juicio 
ha debido concretarse y discutirse en su seno, adonde fuS ci- 
tada la parte y no concerno (fs. 14, 16 y 20 vta. del exp. 
administrativo agregado). El derecho a un posterior planteo 
de nna dúirieneia o disconformidad en ratón del vator legal 
que le acuerda a las anteriores actuaciones practicadas, la vi- 
gencia de la ley 189, asi como justifica la d#Mrei6n a las deli- 
beraciones de carácter técnico del Tribunal tampoco enerva 
el valor del informe de este, que, como prueba, le atribuye la 
ley 18.264. 

Que dentro de la forma usada por el mismo, el monto de 
la indemnización por los yacimientos minerales, debe hacerse 
sobre la base de la tasa del interés oficial qne, en el año 1943, 
percibía el Banco de la Nación Argentina por operaciones de 
descuento de pago íntegro — que era. el 6 %— , to que deter- 
mina como justo- valor la cantidad de $ lflíi.428,50. 

Que la circunstancia de tratarse de bienes inadecuados 
para la explotación ganadera o agrícola, hace qne catín bien 
justipreciadas por el Tribunal de Tasaciones las 2 hectáreas, 
88 fireas y 1t centíArew. ubicadas en la reserva 92o, en la A«ma 
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de $ 288,77, lo que eleva el monto tota! de te i ndemn Luición 
a la sama de $ 105.715, 27 m/1. 

Que siendo ese importe superior ni ofrecido mfis la mitad 
de la diferencia entre éste y el reclamado, de conformidad a 
lo dispuesto en el art. 28 de la lej 13.264 las costas en primfr» 
instancia son a cargo de la actora y las de la secunda instan- 
cia por su orden. 

Por el!o se confirma la sentencia recurrida a f«. 244. mo- 
dificándola en cnanto al monto de la indemni^actón, que se 
fija en la suma de * 105.715,27 m/l., con costas. — Alberto 
Ftmández del Casal — Mario Saravia — Francisco F Burgos. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, 16 de mayo de 1951. 

Vistos los autos: "La Nación (Ministerio de Ma- 
rina) c.| Redice Carlos s.| expropiación**, en los que se 
han concedido a fs. ?79 los recarsoB ordinarios de ape- 
lación interpuesto». 

Considerando; 

Que los recursos ordinarias de apelación concedi- 
dos a fs. 279 a la parto actora y a la demandada son 
procedentes de acuerdo con lo dispuesto por el art. 3, 
inc 2*. de la ley 4055 y con la jurisprudencia de esta 
Corte Suprema (Fallos: 216, 91 y 519). 

Que ia demandada fija los puntos de la sentencia 
qne le agravian de la manera siguiente: en razón de que 
el pronunciamiento no lia contemplado el reclamo de in- 
tereses y por cuanto el tiempo fijado para la explota- 
ción tota! de la mina no se basa en razones atendibles; 
confrontar memorial de fs. 285. 

Que en cuanto a la primera cuestión consta en autos 
que ya fue" promovida al pedir aclaración de la senten- 
cia do !• instancia a fs. 250, y resuelta fundadamente 
teniendo en cuenta que no se solicitaron intereses en la 
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oportunidad debida. Revistiendo carácter aclaratorio de 
la sentencio esa decisión, al confirmar la Cámara el 
fallo del inferior se ha pronunciando también sobre tal 
punto. 

Que el segundo motivo de agravio ha sido debida- 
mente examinado y fondadamente resuelto en la sen- 
«encía, no hablándose aportado, por la apelante, ningún 
argumento ni hecho nuevos o que no hubiesen sido con- 
siderados. 

Qnc en lo referente at interés del 8 jfe que ha sido 
tomado como base por el Tribunal de Tasaciones para 
completar los cálculos quo darían el monto de la indem- 
nización, también corresponde aceptar el de 6 % fijado 
en la sentencia, tanto por las razones en ella expuestas 
como igualmente po* el tiempo que va transen r riendo 
desde la desposesión de que fuera objeto la demandada 
sin que haya percibido pago total sobre el valor del 
bien. 

Que la actora sólo so agravia por la modificación 
efectuada en el dictamen del Tribunal de Tasaciones de 
la ley 13.264 respecto al interés básico, cuestión que ha 
sido objeto de examen en el precedente considerando. 

Por tanto, se confirma la sentencia recurrida, de- 
biendo pagarse en el orden causado las costas de esta 
instancia, atento el resultado de las apelaciones. 

Lora B. Losam — Tomás D. 
Casares — Felipe Saxtiago 
Pérez — Atujo Pessaqho. 
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NACION ARGENTINA (MINISTERIO DE MARINA) 
v. JOSE M1QUBL LARREA 



EXPROPIACION; Irntemnitaci^n, Pttermtwiún ikt eahr rraf. 

Corresponde confirmar 1* Benteneia apelada, que se basa 
— para la determinación del precio del inmueble expro- 
piado- en el fiietamen de lo» perito* tasadores designados 

rn sotos, toda w* que, ai bien el informe del Tribunal de 
Tasaciones de la ley 13.264 acusa ana diferencia en el 
valor asignado a 66 has., 81 ás.. 70 cas. de la superficie 
total «propiada de 71 han., 81 ás., 70 eaa., con dicha pe- 
ritación, de cincuenta peños por unidad o sean I 3.340,86 
en total, no lo ea menos qne en la ultima no se ha estimado 
separadamente el valor de toa alambrado*, existentes, a los 
que la primera lea asigna el valor de * 2.54l,r>5. lo que en 
definitiva reduce la discrepancia a afilo f 799.20, o sea a 
• 11,95 por hectárea; a lo que se agrega la calidad de la 
fracción expropiada —alta, llana, apta para tambo y fo- 
rrajeras— aai como qne ella hallábase trabajada directa- 
mente por rus propietarios. 



Y riatoa: estos amos R> 184, afto 1947, rotulado*: "La 
Nación, Ministerio de Marina contra Ijarrea, José Miguel por 
expropiación". llamado* para definitiva, de los enalta 

Resulta 

W A fa. 30 el Sr. Procurador FineaJ, en representación 
del Gobierno Nacional inicia demanda conlra I), José Miguel 
Larrta por expropiación de una fracción de tierra de una 
superficie aproximada de 70 háa., la cual rc encuentra ubicada 
en el partido de Coronel Rosales; acompaña comprobante de 
haber aido depositada la cantidad de * 14.650 m/n.. que pone 
a disposición del interesado, como valor asignado al inmueble 
y tus mejoras, Pide ta posesión provisoria del inmueble (Có- 
digo Civil, art. 2312) y que se haga lugar a la demanda con 
costa». 

2°) A fs. 61 comparecen el Sr. Procurador Fiscal y el 



Skhtencu nsx Jura Fanotax. 



Bahía Blanca, 27 de diciembre de 1947. 
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Dr. Leónidas Cola pinto, en representación del demandad» y en 
virtud del poder agregado a fu. 59. £1 primero reproduce ti 
demanda, que es- contestada por el se gánelo rocha «ando la auma 
ofrecida en concepto de indemnización por considerarla, exigua, 
entendiendo qne debe pagarse a ra mandante la cantidad que 
resulte del Informe pericial a producirte oportunamente ; am- 
itos ofrecen la prueba de perito* y proponen el de an respec- 
tiva parte. 

3*) A í i. 62 M manda agregar el título de propiedad 
(fs. 39 a 55), haciéndose lugar a la prueba propuesta. 

4") A fs. 64 a? agrega «1 informe del Registro de la Pro- 
piedad acerca del estada del dominio del inmueble que se ex- 
propia, y fl fs. 65 manda entregar la suma eonMjniacla, a) 
demandado: esta orden se cumple ft. 61; 

5*) A fe. 74 se agrega el informe de los peritos desig- 
nado*. 

Y considerando: 

I. Que de acuerdo eos el art. 1° de la ley 12.691 que 
declara de utilidad públiea los inmuebles neceaarioa para la 
instalación y habilitación de las erejicjone» condimentes al cum- 
plimiento de la* leyes íle armamentos navales, el Poder Kjeeu- 
livt> fué autorizado para expropiar loo bienm necesarios a rae 
fin. de conformidad ton las disposieiones legales» vigentes en 
la materia. 

II. Que para el cumplimiento de dichos fines P«r decre- 
to 7731/47, el Poder Ejecutivo resolvió expropiar el inmueble 
referido en el resultando 1». por no haber aeeptado su propie- 
tario el precio que le fuera ofrecido. 

III. Que conforme a las normas legales que rigen la ex- 
propiación "la indemnización debe comprender el valor obje- 
tivo del bien y todos los daños, desmerecimientos y erogar iones 
que sean consecuencia inmediata y directa de la expropiación , 
no debiendo sin embargo tomante en consideración de- carácter 
personal y valores afectivos, ni ganancias hipotéticas" (art. 
16, 1er. punto, del decreto 17.920, modificatorio de la ley 189) ; 
y que asimismo, debe fijarse "la indemnización en base a los 
siguientes elementos de juicio: a) (Mando K trate de inmue- 
bles: precio de la última compra; la renta que produce; loa 
antecedentes reunidos para la aplicación del impuesto territo- 
rial y las tasas municipales y de obra» sanitarias. . . " (art. 6*, 
párrafo primero del ya citado decreto). También constituyen 
elemento de juicio Ins informes Av peritos conforme al art. 6» 
de la ley 189 cuya vigencia, a loa efectos de eate modo de prue- 
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ba, ha declarado reiteradamente el infrascripto en casos aná- 
logos. 

Determina, asimismo, el art. 15 del decreto 17.920 que 
"El valor debe regalarse por el que hubieren tenido ai no se 
hubiese declarado la utilidad pública de loe miraos". Que de 
acuerdo coa ata última disposición debe declararse que la 
expropiación no puede convertirte en una fuente de beneficies 
pan «I desposeído, ni de enriquecimiento sin eansa para el 
expropiante. De ahí que la ley excluya de la indemn ilación la* 
ganancias hipotéticas, circunscribiéndola al valor objetivo del 
bien x a lo que sea consecuencia inmediata y directa de la 
expropiación. 

En nn reciente fallo dictado el 20 de agosto ultimo, la 
Corte Suprema de Justicia ha dicho: "Que para ser justa no 
ea indispenaabi* qne la indemnisación ponga al expropiado en 

condicione» de turaimi? el bien que te le priva por otro fun- 
damentalmente igueL No puede ser indispensable k» que en 
mnchw caso* sería imposible. Por lo demás en las expropia- 
ciones se treta, en punto a justo precio, de lo que las cosas 
vajea ea «1 ñapeado, poea comporta una venta (art. 1324, toe. 
1". Código Civil) yak) único qne antorías y aún obliga so 
fonoaidaá « en la fijación del pmk>, a resolver lu dudas en 
favor del expropiado. Ahora bien, el justo precio qae es en 
cada caso nna determinada cantidad de dinero de corso legal 
en lugar y la época equivale económicamente a la cosa de que es 
precio, y si se paira por lo expropiado lo que se determina, del 
mismo modo preindicado, como valor venal del bien ai tiempo 
del diessDodersmiento. el resarcimiento sera justo cualquiera 
sea la oscilación sufrida por valor de los bienes de esta especie 
e-ntre ta fecha de la despososión y la del pago" (Ls Ley, 25/ 

IV. Acarea de Is estenaión y csreeterfsticas del campo 
y de la mejora, cono asi mi oto en enante a en valor, no exista 
discrepancia entre los señoree peritos (fa. 74) ; ambos fijan un 
precio total de * 2S.422.29 m/ti.. luego de clasificar la tierra en 
dos fracciones de acuerdo con ni capacidad de explotación, 
asignándole diversos vslores según Is calidad. 

No hsy en autos elementos que lleven al infrascripto a 
desestimar Iss conclnsiones de la mencionada peritación, por 
lo qae »e acepta el precio que en ella se fija. 

Por e*tos fundamentos, fallo declarando transferido a la 
Nación el dominio del bien detallado en rl resultando primero, 
previo pago a su propietario Sr. Jowé Miguel Larrea, dentro 
del termino de di« días, de la cantidad de * 25.422.29 m/n. 
con deducción de la suma ya percibida (fs. 71) con intereses 
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■1 6 % «obre la diferencia que se manda; pagar. En cnanto a 
las costas: de acuerdo coa el criterio sustentado por el Tribu- 
nal m el juicio "La Nación contra Haría Sara Iribarran da 
Olariaga", Atento que en el lub-judic* no existe suma reela- 
mada por el propietario del inmueble se tendrá pomo pedida 
por él la cantidad a que asciende la tasación de bu perito. Bn 
consecuencia, conforme lo diapone el art. 18 del decreto 17.92D, 
impSneae las costas a 1. Nación. - Pedro SempS. 



Sentencia de la C Amara Federal 



Bahía Blanca, octubre 4 de 1950. Afio del Libertador General 
San Martín. 

T vistos,: No bAbieadoM disentido 1» procedencia di la 

expropiación lo único qne se encuentra en tela de juicio es el 
importe de la mderanisaeion one el Estado debe pagar al pro- 
pietario del inmueble expropiado. 

La sentencia de primera instancia, adoptando la valuación 
efectuada por loa peritas,, ana se expidieron de coman acuerdo 
a fs. 74, fijó como indemnización la auma de t 25.422,29. 

Roqaexido informe del Tribunal de Tasación», éste valúa 
el inxener^^ropiAd^^en una cantidad inferior a la aceptada 

Ese dictamen al igual qne el de loa perito* ha tomado 
eouo bate el mfórrae expedidó en l&tó por el inspector técnico 
del Banco Hipotecario Nacional (ta. 4-9, de estoa satos, y fa. 
10 de laa SAtnaekmes del Tribunal de Tasaciones agregada* 
por cuerda), tanto en lo qne se refiere a la extensión y el asi - 
fieación del campo como a la distribución de sa superficie 
entre Iss- don cisnes en qne, aquel lo dividió} pero anmqo* co- 
inciden también en cnanto al valor setenado n un bebedero de 
ladrillo en cal y revocado a la cal y portland qne es la única 
mejora del campo, fuera del alambrado, y a la valuación de 
las 5 hectáreas de campo baje con salitre, discrepan en cuanto 
al justiprecio de la parte mejor del campo, descripta como 
campo alto y llano, apto para tambo f forrajeras, que mientras 
ros peritoe lo tasan en t 370 la hectárea, el Tribunal lo valúa 
en * 320 la hectárea. 

A falta de otro elemento de juicio que permita establecer 
cnal de los valores se encuentra más cerca de la realidad, cabe 
tener presente para darle preferencia al dictamen pericial qne, 
por otra parte, ha contado con la conformidad del perito 



476 -TALLOS DE hA COBTE 81IPU&MA 

WWftllllii ■ propuettt del representante del Eatado, la eir- 
cunatancia de que el valor asignado por aquél a U parte del 
«ampo calificada como alto, llano, apto pira tambo y forraje- 
ra», asta mea en relación con el aumento de valorea que tanto 
loe perito» como el Tribunal de Tasaciones Kan reconocido a 
la parta baja y salitrosa del campo. Mientras respecto a éata 
«1 Tribunal de Tasaciones coincide con el informe pericial en 
«¡fnarie nn aumento de 100 % sobre el precia fijado en el 
citado dictamen expedido por el inspector técnico del Banco 
HípoUíario NieinnaJ. el valor que le asigna a la parte de me- 
jor calidad del campo, tolo significa un aumento del 45 % 
«otan el determinado por aquel funcionario del Banco sin que 
te dé explicación ninpina al reapeeto. El valor admitido por 
el dictamen pericial implica una valoriwcién del 68 %. 

En cnanto a las coatas, ai bien el dueño del inmueble no 
na setianado el valor d« éate, dle modo tal que. conforme la 
regia del art. 2ft de la ley 13.264, laa coalas del juicio deberén 
ser aatmfeehta en «1 orden cansado, este criterio no ea de es- 
tricta aplicación sino a ha que embicara originado durante la 
TÍgmaa. de aquella norma, pnea ai bien la ley de eipropiaeion, 
de aerado eon el criterio sustentado por la Corte Suprema de 

•o «plica retronctmdad, debiendo euidarae de que no se afec- 
ten acto* de pKeeditaientoa ya eeneluidoe o es deje sin efecto 
íe actuado de conformidad a laa Beyea anteriores (Fallos, t. 200, 

pa«. íaoyt. 212, pi*. nsj. 

La imputación de eoataa como lo resolvió" el Tribunal en 
ti eap. 29541 no ea simple derecho en expectativa, poca loa 
{«atea, <M< el momento en qne se efectoan, imrooroabiliBan 
al ojue par la ley vieente debe earajar con tUoa, aunque eaa 
rrepcnsabilidad no sea "declarad*" «ino a] final del juicio 
y, por otra parte, el derecho al reintegre de laa ooataa, nscido 
en al awmtento de trabarse la "tttia*\ conforme a la nenas 

IcrsJ Tinente a eaa fecha, aleanaa tolo a loa actos y tramites 

praeaaalsa reaJiudoa datante ao ti«eneia, mientra» loa raetca 

qne te efectúan n honorarioa que ae deveuirnen eon posteriori- 
dad a U instauración del nuevo owienamíente legal, fon ajé. 
meato* o resultado» de actos procesales nuevos qne, de acuerdo 
a la aludida doctrina de la Corte Suprema, deben ser regidos 
por la norma legal actual. 

Vn consecuencia, laa coate* de primera instancia en el 
"iub jtadiee**, como quieran que consisten en Ráelo» u honora- 
ños referentes a trámites efectuados, antes de la sanción de la 
ley 13.264, deben aer aatiafechoe de conformidad con la ley 
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vigente en aqirelU oportunidad, e* decir, por el art. 18 del 
decreto 17.92ü|l»|4, que no exigía para la imposición de lu 
costas al expropiante, que el dueño del inmueble hubiera eati- 
mado el valor de fate; pero organizando aquella rtifijwicíon 
un sistema que hacia depender la imposición o exoneración de 
cogías, del fcecho d? que la indeauiiucián fijada judicialmente 
fuera superior o no a la suma ofrecida más el 50 % de la di- 
ferencio entre ésta y la reclamada, remita imposible tu apli- 
cación cuando el duefio del bien expropiado no formula recla- 
mación por cantidad determinada. En tal caso, que es el de 
autos, r* -ulta forzoso atenerse al principio general sobre ta 
materia, consignado en el art. 221- del Código de Procedimien- 
to» en lo Civil de la capital de la República, que impone tocios 
loe gastos áel juicio al veooído, aín perjuicio de las facultades 
de esa respe naabib dad. 

En el caso "aub-jndice" puede considerarse vencido en 
el juicio, frente al particuJar, que, sin exigir suma concreto, 
™« qae fijen loa peritos, al Estado, cuando se 
i r W ialraeote como indemnización Una suma superior en 
el 75 % a la ofrecida por áqnél. Por ello y resultando equita- 
tiva Ja regulación de honorarios contenida en ella, se confirma 
la aenteneia de fe. 78, en toda* bus partea. — A. Fernández 
del Coral — Mario darovia — Fnmvco F. Burgos. 

FALLO DE LA CORTE S^PHEMA 

Bueno* Aires, 16 de mayo de 1951. 

Vistos los autoa "Lea Nación — Ministerio de Ma- 
rica c.| Larrea José Miguel a.| expropiación", en los 
que se ha concedido a fe, 105 el «corso ordinario de 
apelación. 

Conikkrnndo: 

Que si bien el informe del Tribunal de Tasaciones 
acusa nna diferencia en «1 valor asignado a, 66 bu*», 81 
As., 70 cas. de la superficie total expropiada do 71 hs- 
81 as. 70 cas,, con la peritación de fs. 74, de cincuenta 
pesos por unidad o sean m*n. 3.340,85 en total, no lo 
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ea menos qu« en la Ultima no se ba estimado separada- 
mente el valor de los alambrados «sustentes, lo que en 
cambio destaca la primera aaifrnándoles mfn, 2.541,55 
(fe. 13 expte. del Min. de Hacienda de la Nación n« 267S8¡ 
99, agregado por cuerda floja), lo que en definitiva, 
reduce la discrepancia a sólo t 799,20 (25.422,25 — 
24.622^9), o sea a $ 11.95 por hectárea; ya que en loa de- 
más puntos ambos coinciden puntualmente. 

Que la calidad de la fracción de que se trata, alta, 
llana, apta para tambo y forrajeras, así como que ella 
hallábase trabajada directamente por sus propietario* 
( fs. 12, expte. catado) y las razones concordante» que el 
fallo de fs. 101 invoca sobre este pauto, hacen que co- 
rresponda la confirmación al respecto. 

Por ello y habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se confirma ta sentencia de fs. 101, en cnan- 
to ha podido ser materia del recurso concedido a fs. 105. 

Luis R. Lomqhi — Toma* D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pbtirz — Anuo Pessaono. 



PABLO TACCHELXA v. NACION ARGENTINA 
I'AflOS Y PERJUICIOS: firspontahilidad del Estado. Caros vatios. 

El Estado demandado por indemnización de Io« daño* y 
perjuicios ocasionados al actor como consecuencia de la 
expropiación de la fracción de tierra de que este último 
era arrendatario, dpbe abonarle —como indenmüación— 
el valor atribuido por el perito único, inireniero agrónomo, 
a lo* junquillos cultivados por e! locatario, si —a juicio 
de dicho experto — el número de esas plantas —en el mo- 
mento de la pericia— era de 4.760.221 ejemplares, con una 
antigüedad presunta anterior al aeto de declaración de 
ntilidad pública del inmueble, como aHimismc debe .abo- 
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narle el valor de 1» restantes mejoras — 50 paraísos y 25 
plátanos — allí existenten; no ft>r respondiendo acordar 
indemnización alguna por los perjuicios invocados en ron- 
cepto de gastos para la preparación de nueva tierra por 
el actor, como así tampoco por el lucro cesante hasta ob- 
tener una producción plena en ana nueva explotación de 
junquillos — art. 11, lev 13.26*—, ni por 3a suma relativa 
■*" al rubro "indemnisarión de peones", ya que no se ha 
probado la existencia de la respectiva relación laboral. 

COSTAS; Salmutesa del juicio. Daños y pirjteicioe. 

Corresponde imponer las costas a la Nación demandada 
por indemnización de los daños y perjuicios ocasionado* 
al actor como consecuencia de la expropiación de la frac- 
ción de tierra de que este óltimo era arrendatario, ai la 
sentencia de la Corte Suprema confirma, por ¿os funda- 
mentos, el pronunciamiento condenatorio de aeguoda ins- 
tancia, contra el cjue no ha mediarlo recurso sitio del Fisco 
demandado. 



Sentencia del Jvez Federal 

La Plata, diciembre 24 de 1949. 

Y Yittof ; 

Este espediente N» 14.608/947 seguido por I>. Pablo 
Tacehella contra el Qobíerno de la Nación por indemnización 
de daños y perjuicios, de cuyo examen y circunstancia* 

Resulta: 

L Que a fs. 4/7 vta., el actor por intermedio de su apo- 
derado el Dr. Néstor Baúl Solari, promueve demanda por co- 
bro de la auma de $. 146.788 ra/ ti. — o la que en mas de la 
pericia resulte — con intereses y costas, en concepto de indem- 
nización de loa perjuicios resultantes de la expropiación efec- 
tuada por el demandado de la fracción de propiedad del 8r. 
José F. Merlo Gómez. Manifiesta en su presentación: 

a) Que arrendó al expresado Sr. Merlo Gómez 25 hectá- 
reas; la locación finalizaba el 31 de agosto de 1949, pudiendo 
ser renovada por otros 5 afios más de coman acuerdo. Al ex- 
propiarse un inmueble del Sr. Merlo Gómes, se comprendió en 
el juicio 8 de las 25 hectáreas qne le fueron locadas. Por ello, 
en los autos seguidos contra D. Arturo GaebeJer sjc le recono- 
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ció el carácter de arrendatario y se le depoait6 la suma de $ 900 
en pago de sus mejora»? cantidad que importa un Justiprecio 
manifiestamente insuficiente de lúa mismas. La indemnización 
deberá aatisfacer el pago de loa 5.800.000 bulbos de junquillas 
sembrado» en la fracción aludida, de 83 paraísos. 82 plátanos, 
lo abonado a 4 peones que trabajaban en la explotación, los 
¡nutoade preparación de nuera tierra en forma equivalente a 
la arrendada, y el lacro cesante hasta obtener producción plena 
de una nueva explotación de junquillos. 

b) Que funda su afición en el art. 2f.ll del C Civil, le.v 
189 y deereto-l*y 17.920. 

IT. Que declarada la procedencia del fuero federal — fs. 
8— contesta a fs. 16/16 vta.. el Sr. IWursdor Fiscal la de- 
manda, solicitando su recbexo, eon costas. Apoya su pedido 
ron las arfrujnentaeionea siguientes: 

a) Que no le consta l a . relaeión jurídica que invoca el 
actor y que a estar a sus diclioa lo vinculaba contractual mente 
con el Sr. Merlo (íóme*. Tampoco admite la existencia de un 
depftwito.de £ 900 en los autos sobre expropiación seguidos 
contra D. Arturo Gaebeler y en los que se reconocería al Vjb> 
cúrrente la calidad que alega. Rechaza también que el actor 
efectuara la siembra de la cantidad que expresa de bulbos di 
junquillos, ni que éstos tengan el valor que se ¡les asijmn, ni 
que la tocación y el sembradío sean anteriores a la decisión 
del Estado de expropiar la tierra; desconoce, asimismo, la for- 
ma de producción de los junquillo* documentada en la demanda. 

b) Que recitan la existencia de tas mejoras indicadas en 
la presentación de fs. 4. ni que correspondan las indemniza- 
ciones a laa penwuas qne se indican; en todo case el actor 
carecería de acción para intentar el cobro de ese renglón. Fi- 
nalmente se opone a la indeiunisaeifa de loa rubro*, que des- 
conoce, relativos a Ta preparación de nueva tierra y por lucro 
cesante, desde qne las compensación « pecuniarias proceden 
por perjuicios efectivamente sufridos, pero ello no significa 
que deba proveerse al expropiado de los medios para obtener 
una coca igual a la qne na sido desposeído. 

T considerando: 

1*) Que el demandado ha admitido en su alefato de fs. 
4S|46 vta.. los siguientes puntos: a) Qne el actor era arrenda- 
tario del Kr. Merlo Gómez; b) Que el Fisco le ofreció comv 
pajro de sus mejoras la suma de # 900: y el Que la tierra 
neiinada por el recurrente extaba dedicada al cultivo de jun- 
quillos y que el numero de esaa plantas en el momento de la 
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pericia reslisada en autos ascendí» a 4.760.221 ejemplares. 
Desconoce, en cambio, que haya justificado el número de ejem- 
plares existentes en el momento que el inmueble loé declarado 
sujeto * expropiación, ratón por la cual y por aplicación del 
decreto 17.920 no corresponde indemnizar tas plantaewjea 
efectuadas con posterioridad al 9 de enero de 1945. En el con- 
cepto del infrascripto, el «tremo se encuentra acreditado. Al 
respecto media, en primer término^ las declaraciones de los 
testigo* Francisco Upe», Domingo Del Pello, Arturo Ballenni 
y Mignel Vianqui — ta. 30 a 31 vta.— qne afirman la existen- 
cia de loa balboa desde el año 1935 eu el terreno arrendado 
por el actor. Corroborando Ules dichos, el perito único Inge- 
niero Agrtnomo Delio Dcmarfa Mawey les aaitma un» 
ifüedad presunta de más de 8 años, anterior, pues, al acto de 
declaración de utilidad pública del inmueble. Es verdad que 
el mismo técnico precisa la existencia de ejemplares nuevos 
formados en los últimos 3 silos, pero señala que los miamos 
son, en realidad, desprendimientos de los bulbos antiguos, y 
en todo caso, destaca que m número ha quedado compensado 
con los qne han podido quedar (sepultados bajo la capa de 
tierra del terraplén construido por la Dirección de Aeronáuti- 
ca, levantado ya cuando el perito realirí bu cometido, de nna 
*c de 1 hectárea y en donde sólo computó el 30 % del 
k» bulbos qne allí podo haber plantado (fe. 32/38 
vta.). En consecuencia, corresponde admitir el ñama- 
ra probable de ejemplares ealeulado por el Ingeniero Dentaría 
Massey. Bn enante a su valor lo concreta en la suma de $ 20 
eL millar teniendo en cuenta los precie* de una ctaa especiali- 
zada de la Capital Federal para e] año 1945. Dicha estimación 
ha sido objetada por el Sr. Procurador Fiscal argumentando 
qne el precio tenido en cuenta es el fijado por una casa reven- 
dedora, superior, luego, al qne «1 actor como productor podría 
haber cobrado I* critica, sin embargo, no es admiaible porque 
según se advierte a ta. 32/33 vta el Ingeniero Demaría Ma**ey 
ha «Balado la mitad del precio establecido por la cae* reven- 
dedora para la categoría mis modesta de junquillos, compu- 
tan do, pues, ampliamente la ganancia del intermediario. Bn 
definitiva, aceptadas las conclusiones del perito, corresponde 
valuar la totalidad de loa balboa en la suma de $ 95.204,42 
m/n. A dicha cantidad debe adicionársele le de * 600 m/n., 
importe de las reatantes mejora* -50 paraísos y 25 plátanos- 
fijado por el perito y que el Juagado también acepta. Impor- 
tan, pues, las mejoras % 95.804,42 m/n. 

2») <Jue corresponde considerar, ahora, la procedencia de 
los otros rubro*. El actor pide se le abonen los gattos que ten- 
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dtá para la preparación de nueva tierra en forma equivalente 
t la arrendada, Justiprecia loa mismo», en la «ama de $ 5.000, 
cantidad reducida por el Ingeniero Domaría Masery * * 1.820. 
La oposición del 8r. Procurador Fiscal en este aspecto reeulta 
perfectamente fondada y encuentra base legal tanto en el art. 
16 dd decreto 17.920/944 como cu el art. 11 de la ley 13.264, 
orne prohiben tomar en cuenta ganancias hipotéticas. Es rea- 
lidad, e* una hipoteait y nada ntáa que ello que «1 actor — li- 
oaidada ta explotación actual — ae dedique a ana actividad 
similar Por las miañas razones debe rechazarse la indemniza- 
ción del lacro ceaente hasta obtener una producción plena en 
mi nueva explotación de junquillos, aparte de que el rubro 
ae encuentra expresamente exelufdo de la categoría de indem- 
nisabte por el art. U de la ley 13.264. Finalmente, igual suerte 
ojes los anteriores) merece el reclamo de una suma, estimada en 
total en 4 2.180 en concepto de indemnisacien de peonen. El 
actor no ha probado la existencia de I* relación laboral según 
lo admite en su alegato y ello basta para el recatan del rubro. 

S>) Que atento la) medida en que há prosperado la acción 
procede la imposición de las «catas al denuudad». 

Por eatoa fundamentos y de conformidad a lo proscripto 
en loa arta. 11 y 13 de la ley 13.264 y 2531 del C. Civil fallo : 
Condenando al Gobierno de la Nación a abonar a D. Pablo 
Taccoell» la loma de • 95 804,42 m/n, «n concepto de daños y 
perjnicioe, con ana intereses a entilo ban cario desde la fecha 
de 1» nmoficncion de la demanda; con costea. — Benjomf* A. 
M. Bamba. 



Sbxtencu na la CXhsba PaeeauL 

La Plata, noviembre 15, Ano del Libertador «enera I San 
anartin, 1960. 

T viales: loa de este juicio T. 1298 caratulados "Taccliella 
Pablo contra Gobierno de la Nación sobre danos y perjuicios"; 
precedente del Jugado Federal N» 1 de eata ciudad. 

Considerando : 

Que el Sr. Procurador Fiscal, representante del Gobierno 
de la Nación demandado, se agravia de la sentencia sostenien- 
do qu* el actor, pese a la períeia practicada, no ha preñada 
fehacientemente los perjnicioa que. afirma haber sufrido. 

No comparte el Tribunal tal argumentación, toda ve» que 
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el actor ha probado, dentro de loa límites posibles, los perjui- 
cios reclamados, lo que asi ha decidido el a-quo al basar su 
sentencia en la aportación de prueban, en especial la pericia 
referida, practicada por el Ingeniero neniaría Massey, ta que 
no fué objeto de impugnación en la estancia oportuna del jui- 
cio, adquiriendo por consiguiente apreciable valor probatorio, 
máxime cuando está «Talada por las declaraciones testimauia- 
les prestadas, siendo de añadir que ella estó científicamente 
arreglada a procedimientos que indudablemente eran loa apro- 
piados en la época en que fué realizada. 

Por Ule* fundamente* y loa densa concordantes de la 
sentencia apelada de H. 51, se la confirma, con costas, en la 

Srte que condena al Gobierno de la Nación a abonar a IPablo 
cchella la soma de » 95.601,42 m/n. en concepto de daños y 
perjuic. i, con sus intereses a estilo bao cari o desde la fecha 
de la notificación de la demanln, «n cwtaa, — Edwrdo Gar- 
ete QniroQa — Tomás M. Roftu — Diego Vidni. 



FALLO DP, LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, 16 de mayo de 1951. 

Vistos los autos: "Tacchella, Pablo c| Gobierno 
de la Nación s.| daños y perjuicios", en loe que ae ha 
concedido a U. 75 vía el recurso ordinario de apelación. 

Por ios fundamentos de la sentencia de fs. 61 a loa 
cuales se remite la apelada de fs. 73 al mantenerla, ae 
confirmfl esta última en todas sua partes. Con costas, 
por no haber mediado recurso sino del Fiaco deman- 
dado. 

Luía B. Longhi — Tomás D. 
Casajuw — Pujpx Savtuoo 

Pérez — Anuo Pawúsa 



Op.;-.; . 
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VASCO DUQUE M>FT FON8ECA 
RECURSO ORDIXAItlO DK .IP£f.HC/«.V- r*r«w ¿«'««o. C«m- 

Lt circunstancia de que el Procurador Fiscal hay» áicta- 
minado en «I aentido de que correspondía rechawr 1» 
«tradición solicitada por un pmÍ8 extranjero, no obsta a 
la procedencia del recurso ordinario de apelación inter- 
puesto por él contra el fallo de sepiiuda instancia .|uc w 
pronuncia en el minan» sentido. 

E\TUAV/< r0X: fcVl ndiááw can j»t¡*r* nimujtro». WatfreK**'*. 

Ks improcedente la extradición solicitada si -«orno nni- 
forrneniente se señala en la» vistas fiscales, on la deten», 
y en la» resoluciones judiciales dictadas y twulta de IH 
«mrt-ncíw rwpectivas— la» actuaciones acompañada* para 
dichos fines omiten toda referencia a la fecha en que *e 
habría cometido el delito qae a la persona requerida . «e le 
atribuv*. aen-ando además deficiencias en la relación de 
laa mo-lalidade* del herbó, que «batan al _ procrea» de » 
respectiva (restión. pues loa requisitos omitido» lo* exige ei 
art. 651 del Códiso de Procedimientos en lo Criminal, 
aplicable por no existir tratado de extradición con iortu- 
gal, y resultan indispensables para decidir acérea de lo 
peticionado, conforme al art 655 de duho Cód-p». 

Sentesci* del Juez Fedeml 

Bueno» Airea, mayo 29, del Año del Libertador (leñera! San 
Martín, 1950. 

T ristoa: 



Para dictar sentencia en el ped»d° de "tradición formu- 
lado por el 9r. Juet de Derecho del Distrito de Mozambique, 
KepübTica de Portugal, Dr. Joaquín Rodrigue* de Brito qmen 
SKií I. captura y extradición de ITawo- Duque loff fon- 
aaoa, portuaruéa de 34 año* de edad, casado, domiciliado en la 
Capital Fede-al. calle Solía 721. Del examen de lo* autos, 
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Resulta: 

I. De fs. 1 a 8 corre agregada la docunasntaeiÓn rela- 
tiva al pedido de extradición, el que fué traducido al castellano, 
f*. 13 a 15 inclusive, y eontieoe: 

a) Testimonio de la orden de captura impartida contra 
Vasco Duque Loff Fonaeca, el 14 de enero de 394», 

b) Copia del art. 254 del Código de Procedimientos Pe- 
nales de Portugal, que establece toa caso» en que se autoría* "la 
prisión fiin caira instruida" y loa delitos en que es procedente 
dicha medid*. 

e) Copia fragmentaria de los arta. 421, 425-, 57 y 125 del 
Código Penal Portupuév rotativos a la* penalidades a aplica* 
eu casos de hurtos caüf ¡uados; penas autorizadas por el citado 
Código y aun disposiciones sobre prescripción. 

d) Finalmente, a fs. ff, corre una traducción del pedido 
cursado por el Encargado de Negocios del Portugal, en el que 
expresa que el delincuente requerido, siendo Tesorero de la 
Agencia del Banco Nacional Ultramarino de Mozambique, se 
apropió de una suma superior a 3.Ü0O escudos, huyendo des- 
pués con destino « la República Argentina. Que a dicna in- 
fracción corresponde pena mayor. Suministra la filiación y 
domicilio de Vasco Duque Loff Pon*eca. cuya extradición solí- 

cttt a Ututo* reciprocidad. 

II. Detenido el causante, en audiencia de fs. 21 solicitó 
Ber jugado por tribunales argentinos, arguyendo q«e U Ley 
del logar ea mis benigna que la Ley del pal* de origen. Ha- 
biéndose declarado la competencia Federal para entender ea 
la rogatoria, fs. 31. se hizo comparecer al detenido — fe. 37 — 
manifestando éste que en autor del hecho que se le imputa y 
reconoce <er también la persona pedida por las autoridades de 
Portugal. 

III. A fa, 38 se dió al defensor la intervención que or- 
dena el art. 656 del C. de Procedimientos, y a fa. 41 ae expidió 
el mismo solicitando la declaración de nulidad del procedi- 
miento administrativo y jndieíal Entrando al fondo de la 
cuestión sostuvo que la «tradición « improcedente por inan- 
ficieneiaa legal ce y formales del petitorio, que puntualiza en 
el cap. B de su exposición. Termina solieitando que, de con- 
formidad eon lo dispuesto en el art. 65» del Cód. de Ptoe., ae 
falle declarando que no hty lugar a la extradición pedida. 

IV. A fs. 45 el 8r, Procurador Fiscal solicita se deses- 
time la extradición por no haberse llenado en la misma las 
rxifrrncita de loa arta. 661 y 655 del C- de Pt«t. Cri^oalf». 
A fs. 45 vta. se Ilamú autos para sentencia. 



4M mlluk de la corra surera* 

Y CotlMdCTMdO: 

l») En cumplimiento de Isa formalidades légale* inhe- 
rentes al procedimiento de extradición, debe examinarse a 
partir del «uto de fs. 17, por manto el magistrado que lo 
dictó, declaró en auto posterior que caréela de "imperium" 
para hacerlo, puea es tal el nigniíieado que debe darse a !fl 
declaración de incompetencia de fs. 24, que lleva implícita en 
aí mwrma el reconocimiento de la invalide» de-I procedimipnto 
efeetnado huta eae momento. 

2») A partir de t% 28 el procedí miento, realizado ante el 
Joes detonado por la Ley para real i «rio, ha llenado toda, 
las diapoiioioneii preacriplM por los arta. 646 y siguiente» de 
la Ley de forma. Bs, puea, improcedente el pedido de nulidad 
de laa aetuackme* judiciales, y tai lo resuelve, 

3 o ) Qu« el presente pedido de extradición ha sido pasado 
para so conocimiento a la Josticia Federal, con intervención 
del Ministerio de Relacione* Estertores de- la Nación (fs. 31), 
por lo cual debe considerarse cumplida» Isa formalidades pres- 
en p tas por el art. 652 aegnwla parte del C. de Proc., lo que 
hace improcedente ssl como el pedido de nulidad del procedi- 
miento administrativo que se plantea por la defensa. 

4») Que entrando a considerar el pedido de extradición, 
ea de notar como lo observa la defensa y el 8r. Procurador 
Fswsl, que no se han llenado las eaigenelss del art. 651 del 
C. de Procedimientos. 9e ha omitido la e*pcc¡ ficsción de) 
lagar, fecha y nodo de comisión del delito que motiva el 
pedido, de tal anorte qne el infrascripto ae ve privado de ele- 
asentas esfneialffl de juicio pars determinar la calificación de 
delito aeg-un la ley argentina, y el transenmo de los términos 
de praseripeTom. 

U califieseión de delito, según la Ley argentina es fun- 
damental, por cnanto la Suprema Corte de J»rtieia ha decía- 
rado "qne la Ley y la Jnriaprudencia uniforme son categó- 
ricas en la exigencia para eatrsdicioo internacional, a falta 
de tratado, de la condición de imponer al reo, ea el caso de 
condena, la pena más benigna cuando tal fuere la que en la 
Argentina corresponde al delito de la cansa. Art. 667 del C. 
de Procedimientos en msteris .penal ; folio*: t 72, 101 ; 76, 20; 
76, 447, etc Ver J A., t. », pac, 15. 

T en cnanto a la fecha del delito imputado al extrsdido 
as ñniweaeindiWe para determinar ai ee ha operad o no la 
pveseriaeión de la acción penal. . ■ 

S») Que talca otnísionea obligan en eonseeueneis a desea- 
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limar la extradición por deficiencias fórmale» en U preHcnta- 
etón del pedido de la misma, * 

Por estas consideraciones y deposiciones legales citadas, 
f«Ho: 

No haciendo lagar al pedido de extradición de Vasco 
Duque Lofí Fonaeea pedida por el Juei Dr. Joaquín Rodrigues 
de Brito, del Distrito Mosambique, República de Portugal. — 
MigMH J: Ritxu ArffüiOe. 



Sentencia e>i la Cámara Nacional de Apelaciones 

Buenos Aires, 21 de febrero de 1951. 
Visto» y CoaaideraniiO! 

lm présenles actuaciones se han instruido ton motivo del 
pedido formulado por intermedio del Sr. Encargado de Ne- 
gocios de Portugal, acreditado en el pala, requiriendo la extra- 
dición del ciudad*™ portugués Vasco Loque Lcff Fonaeea, 
en virtud de la orden de detención impartida, por el Jue* de 
Derecho del Distrito de Mosambique, Dr. Joaquín Rodrigues 
dé Brito. 

Como se puntualiza en el auto apelado la falta de tratado 
de extradición con 1* Nación requh-ente impone el cumpli- 
miento de la regla contenida en el segundo apartado del art. 
«48 del C- de Proe. Criminales, en coya virtud son aplicables 

las disposición*, del Tltoto j Sección Segunda, libra IV del 

mencionado cuerpo de Leyes. 

El carácter y contenido de loa documentos remitido» por 
el exhortante son man if ¡patamente insuficientes pura conceder 
la extradición que a» aolieita; lo contrario importarla violar 
la regla del art. S51 de dicho Código. 

Al corapareeer el imputado ante el Juet de la causa reco- 
noce (fa. 37) paladinamente ser autor del "hecho qne se le 
atribuye, e! cus] consistiría según nota (fa. 9} del señor Bn- 
enrgado de Negocios de la Legseíó-n de Portugal, haberse apro- 
piad» de una suma superior a 3.000 escudos, mientras desem- 
peñaba la función ó> Tesorero de la Agencia del Bmco Na- 
cional Ultramarino. 

Bate sujeto que aparece fugando de m patria, no aólo 
hurtó asf la arción de la justicia, sino que «ái osada declaración 
importa también «na burla a Ib* L>yea de fa Hepííbliea, respe- 
tuosa de las libertades y derechos humane* cuyo ampsro invoca. 

Loa datos que ae sport in en ln nota de referencia respecto 
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■ ka doeaio&ntot. con que el aludido eitnnjero entró al pak ( 
hacen preeanair que su ingreso o permanencia ac hayan pro- 
ducido en forma irregular, presunción que originó loa oficios 
cunados por el Tribunal a la Policía Federal y Dirección de 
Migraciones (fu. M y 55 'i iiin obtener resaltado concreto. Ello 
no obstante v a fin áe lo que- hubiere lugar en el orden 
administrativo deberán librarte ofieiw eon transcripción del 
presente Wte a l» Srw. Miniatrr» de Relaciones Exteriores y 
Asontos Técnicos. 

Por ello y fundamentos tioneordantea w confirma el auto 
apelado que no hace logar a la extradición de "Vasco Doqne 
Loff Potiseea. — Héctor Varío* AéÁiao. — Juan GAH Romera 
Iborra. — Jmé X /rwto Come*. 



Díctame» r*i. Procurado» Gkkkbal 

Suprema Corte: 

Sin perjuicio de mi opinión persona) — concordante 
«ob lo decidido- en las anteriores instancias—, mantengo 
la *i>elaeica a los efectos de que V. E- ge pronuncie so- 
bra la cuestión planteada. Bueno* Aires, mareo 15 de 
1961. — Cartós O. I>elfmo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airee, 16 de mayo de 1951. 

Visto* loa aaUw "Loff Fonwca Vaneo Duque — tx 
tradición solicitada por las autoridades de aloaambique 
— Portugal", en loa que a* ha concedido a fs. 69 el re 
carao ordinario da apelación. 

Considerando : 

Qne con arrecia a la doctrina de Fallos : 212, 5 t el re- 
enrao de aviación dadocido contra el auio de fa. 65, es 
procedente y autorisa el conocimiento por eata Corte 
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Suprema, del pedido de extradición formulado por las 
autoñdmlí's judiciales de Mozambique, República de 
Portugal 

Que como uniformemente se señala en tas vistas fis- 
cales, en Ja defensa y en las resoluciones judiciales dic- 
tadas y resulla de la? constancias respectivas, las actua- 
ciones acompañadas para solicitar la extradición del 
ciudadano portugués Vasco Boque Loff Fon seca, omi- 
ten toda referencia a la feelw en que se habría cometido 
el delito que al nombrado se le atribuye, acusando ade- 
más deficiencias en la relación de las modalidades del 
bocho, que obstan at progreso de la gestión qne se exa- 
mina, pues los requisitos omitidos los exige el ari G51 
del Código de Procedimientos en lo Criminal, aplicable 
por no existir, tratado de extradición con Portugal, y 
ademas resultan indispensables para decidir acerca de 
lo peticionado, conforme al art. 655 de dicho código. 

Por ello se confirma la resolución de fs. 6o qne no 
hace lugar a la extradición de Vasoo Duque Lofl Fon- 
seca. 

Luis B. Losobi — Tomío D. 
Cababks — Fiupx Saxtuoo 
P*nK — Atiuo PaWUOKO, 



BBRNARDU8 ANDREAS RIPHAGBN 

ÉBCeUSQ ORDINARIO Dff APELACION . T*rt*n aufefu*. Cas- 
ato criminan. 

La eircanetaneia de qne el proenridor fiscal naya dicta- 
mínado en el sentido de qne correapondía rtchxiar la ex- 
tradición solicitada por un país extranjero, no obsta a la 
procedencia del recurso ordinario ¿Te apelación interpuesto 
por él contra el fallo de segunda instancia qne se pro- 
nuncia en el kanato sentido. 



m ruxoe m la cobte suprema 

KXTRADIdOS; Bxtrwiitián eon pubes tilra*j*w. Pre*erípeÍén. 

Es improcedente la eatradíeión solicitada,, si la aecifln 
penal correspondiente a loa delitos de robo y defrauda- 
ción que sa imputan al ciudadano holandé* requerido le 
encuentra prcecripU por haber transcurrido con exceso, 
desde la fecha en que toa neehoe se habrían cometido el 
térnb» de sei* añoe d* too arta. 164 ó 172 del Código 
Penal Anjawtíno en ano aquellos podrían hallarse encoa- 
drado! aeffftD nú modalidades, en orden a lo preceptuado 
por el art 62, inc 2 del mianw, y conforme al Tratado 
de KitndíeMn eelebraoo «ni» la República Arftntina 
y loa PaSaea Bajea, en 7 de setiembre de 1893 —ley 3495—, 
el cual eon respecto a la prescripción, anlorUa la aplica- 
ción de la ley más benifrna del pais «qnixente o reque- 
rido, afeado per ello aplicable la argentina para el su- 
puesto de robo, ya que para la defraudación, el término 
de la pona ea igual en ambas. 

FALLO DE I*A CORTE SUPREMA 

Bu**» Airo, 16 de mayo de 1951. 

Viste* lo* antes "Riphagen Bernardo* Andw** — 
tu wtr-átáón soliriUda por el Tribunal del Distrito de 

Amsterdaxn (Holanda)", en loa qoe a fs. 41 se ha con- 
cedido el recarao ordinario de apelación. 

••• t. -'' ■ 

Considerando: 

Qoe conforme a la doctrina de Fallos i 212, 5, el re- 
corso de apelación deducido contra la resolución de fs. 

38, es procedente. 

Que eon respecto a la decisión recorrida, cal» ob- 
servar que los fundamento* de bocho qoe en «Ha se 
invocan, apoyado* en las constancias de la» presentes 
actuaciones seí como la* disposiciones légale* aplicadas, 
ponen do manifiesto «incidentemente que la acción 
penal correspondiente a loa doMoa qne se imputan al 
ciudadano holandés requerido, Bernardos Andrea* Bi- 
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pbagen, se encuentra proscripta por haber transcurrido 
con exceso desde la fecha en que loa hechos se. ha crían 
cometido (mayo de 1939 7 julio de 1944), el término de 
eeis años de loe arts. 164 ¿ 172 del Código Penal Argen- 
tino en qne aquéllos podrían hallarse encoadrados se- 
gún sus modalidades, en orden a lo preceptuado por el 
art. 62, inc 2 del misino, y conforme al Tratado da Ex- 
tradición celebrado entre- la Bepública Argentina 7 los 
Países Bajos en 7 de setiembre de 1893 (ley 3496), el 
cual con respecto a la prescripción, autoriza la aplica- 
ción de la ley mas benigna del país requi rente o reque- 
rido, siendo por ello aplicable la argentina para el su- 
puesto de robo, ya qne para la defraudación, el término 
de la pena es ¡goal en ambas. 

Por ello se confirma la resolución apelada de fs. 
38 qne no fa&oe lagar a la extradición. 

Lora B. Loxohi — Toxis D. 
Oa&uuh — Faun Babtüqq 
Piaña - Anuo IWo.o. 



HORACIO M. SANCHEZ 



RECORSO EXTRAORDINARIO: RtqnñUot /ornato. It+rpoii- 

ció* del rwan». Téwmmto. 

Es ¡«procedente el reenrao extraordinario deducido es 
subsidio del recurso de reposición. ( *) 

HEÜVRSO BXTJtA ORDTNAWO : R*q***to* propios. RtUdóm #. 
ncte. Normas tztnüa oí juicio. Dúpotidonté co**tü**xmaUt, 

de «tnrak» procesal la «estió* «fercnte a W 
1 de la* costas, m 

en cuanto s elU se 

tí) M *« mmj*. Vano». SIS, »S; 217, 205 j 
(X) Palles: 19S, «01; 1», 95; 211, 1181. 





M3 FALLOB DB LA UO*K BDFaCaU 

&KCDMSO EXTRAORDINARIO: Ñtquisito* formtíet. Interposi- 
ción M r revio. f**id«/W(). 

. el reenr» extraordinario, ú en é escrito 
■v interpuso se ha omitido la pertinente referencia 
m los ásenos de 1» eran y a la relación que lo* miamos, y 
lo cuestionca en ella debatida* cardan con 1» cuestión 
federal que ae pretende someter a la decisión de la Corte 
Suprema (')■ 

mCVRSO EXTRAORDINARIO: Riqvuiio* propio». Snleneia ííe- 
«MtfM. Rrpdntio»** «tíeriort» * la sentencia átfimiit*. Vario». 

La retolacióa apelada, en cnanto acuerda a la sociedad 
participación en el juicio, no eiata «grano «1 Finco - 
posto que no ««laye del mismo al despachante — , ni es 
•enUneia definitíM a loa efectos del recurso extraordinario 
—desde que no impide la prosecación del pleito—, ni 

Jiperable a ta!, porque no esnsa gravamen irreparable 
reenrrente (*). 



NACION ARGENTINA v. ANTONIO M. BBNGOCHBA 

BECVRStí ORMSARIO DE APELAMOS: Tercera instancia, 
ciot en qur la S*ción f* parí*. 

Es improcedente el WcUrto ordinario de apelación inter- 
puesto con posterioridad a la fecha en que entro en ti- 

Díctame» dwl Procurador Gixebai. 

Suprema Corte: 

Los recursos ordinarios interpuesto» a fe. 382 y 
383 son improcedentes, pues el agravio que las parles 
intentan reparar ante la Corte no excede el monto pre- 

_ & SKI 81; !&""'• 
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visto en el artículo 24, ineiso f» apartad© a) de la ley 
13.998, de aplicación al caso dada la fecha en que las 
apelaciones se dedujeron. 

Corresponde, poce, deciarar qoe han sido mal con- 
cedido» a f 8 . 383 vta. Buenos Airee, abril 19 de 1951. — 
Carlos G. Delfmo. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, 16 de mayo de 1951, 

Vistos loa auto*; "Bisco Nacional c| Bengochea 
Antonio .Miguel 8 .| expropiación", en los que a fs. 383 
vía. se han concedido los recareos ordinarios de apela- 
ción. 

Considerando : 

Que los recursos ordinarios de apelación concecü- 
doa a las partea a fa. 383 vta., son improcedentes de 
acuerdo con lo dispuesto por el art, 24, ¡nc. 7% ap. a>. 
de la ley 33.998, en razón de que el valor disputado en 
último término no excede la suma de pesos 50.000.— 
moneda nacional. 

Por ello, y habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, ee declaran mal concedidos los recursos ordina- 
rios de apelación interpuestos por las partes. 

Lv» H. Lohqhx — Tomas D. 
Casar» — Fslipb Sastuoo 
Pérkz — Anuo Pessaoro. 



FAUXtf DE L* COSTE 8UPREHA 



J08B EUGENIO ORIPFI r. NACION ARGENTINA 

RECURSO ORDINARIO I>E APELACION'; Uretra iVíwcw. Jui~ 

tÍQt*q*$la .Vario» « parte. 

A loa efecto» de la procedencia del recurso ordinario de 
apelación en tercer» instancia en laa cauaaa en que la 
Nación es parte, corresponde al recamnle determinar 
el monto de la «ama eo que pretende *e modifique la sen- 
tencia apelad», de-tirado multar de lo actuado que el 

monto- exceda el limite? legal de cinco mil peaoa moneda 
nacional; por lo que, cuando ai en los autos principales 
ni en los espediente» administrativo» agregado» por cuerda 
aparecen cumplido» lo» requisito» mencionados antenor- 
neiite corresponde declarar improcedente el recurso con 
cedida. 

BSCVRSO ORDINARIO PE APEhACIOX: Tercera instancia. Jwi- 
ñsnTwla ft'aitái « porte. 

Tratandow del cobro de baberea, e» la auma reclamada en 
la demanda la que establece el monto del pleito, a los efec- 

tca de la procedencia del recurso erdiaano de apeiacón. 



SBNTE5ÍCIA ML JUEZ F««RAl. 

Bueno» Airea, agosto 6 de 1947. 
¥ visto»: pan tenteneiar ea «ate M a*gnWo por I). 

José Eugenio Griffi contra la Nación «obre aumento de jubi- 
laeMt. y, 

Resultando : 

I. Que el actor demanda a la Nación para que ae la con- 
dene a modificar 1a Jubilación qne disfruta, incluyendo en el 
promedio de loa últirac* 10 año» las auma» que el Banco Hipo- 
tecario Nacional fe abonó en concepto de remaneracione» por 
trabajo» extraordinario», formulando loa cargo* a que hubiera 
lugar ▼ mandando liquidar y pagar las diferencias resultante» 
entre la jubilación liquidada y la qne debe liquidarse, desde 
la fecha de ta ewasifln de loa aerviciw, con aut intereses y 
costa* del juicio. 
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Dice que por decreto del P. E. de fecha 13 da julio de 
1943, se le eoncedi6 jubilación ordinaria con un haber mensual 
de $ 1.0 8,98 ro/n. del puesto de Contador General' del Banco 
Hipotecario Nacional, ( 

Para establecer el monto jubilatorio la Caja Nacional 
de Jubilaciones y Pensiones no computó la sama global (agui- 
naldo) que como- compensación de trabajos extraordinarios se 
le liquidó anualmente durante su permanencia en la citada 
institución. 

Cita en apoyo de su derecho el art. !• de la. ley 11.923 
en la modificación que hace de los arta. 4», inc. %• y 3» de la 
ley 4349 y el art 16 del decreto ««1 amentarlo del 18 de octo- 
bre da 1934. 

Agrega que el decreto del P. E. N» 28.214 de fecha 2 de 
oetnbre de 19t4, mal llamado aclaratorio del anterior, ea in- 
'conititncional, y desde ya lo tacha de tal, por violatorío del 
art. 86, ¡ue. 2* de la Constitución y, asimismo, por afectar 
derechos irrevocablemente adquiridos, por lo cual deja plan- 
teado «1 caso federad, 

Y" por todo lo expuesto pide se haga logar a su demanda. 

II. Que el 8r. Procurador Fiscal, ante la anuencia abso- 
luta de antecedentes sobre el punto planteado por el actor por 
no haber podido tener a la vista en oportunidad, el respeetiro 
expediente administrativo, niega expresamente todos loa hechos 
y el derecho invocado por éste, pues nc te «neta ni que tea 
jubilado, ni el haber que percibe, ni que haya recibido sumas 
como compensación dé trabajos extraordinarios, etc., por lo 
cual solicita el recbaso de la demanda, con costas. 

Y considerando: 

I. <Jnc todos los hecho» expuestos en la demanda ae en- 
cuentran debidamente probados, por lo que corresponde pro- 
nunciarse directamente sobre «1 derecho- invocado. 

IT. Que como ha establecido la Cámara Federal en la 
causa de D¡ni.bc Raúl v. Gobierno Nacional, con feeha 15 do 
marzo de 1944, fallo confirmado por la Corte Suprema — t. 
199. pág. 89—, y posteriormente en la. cansa GalfrascoJi Ar- 
tnro Primo v. Gobierno Nacional, con fecha 26 de marxo de 
1947, confirmada también por la Corte Suprema con fecha 4 
de julio ppdo, son oomputables a los efectos jubilatorioa. ade- 
más de los sueldos propiamente dichos, cualquiera otra remu- 
neración que perciban lea personas comprendidas en la ley. 

Pero es et caso que. el artículo 9» de la ley 11 923 dispone 
que. "en ningún caw se computarán servicios posteriww a la 




**s mus om la cora 1UWHA 

cobro de fot hatera. Fijase na plaso de un año para que lo* 
funcionario», empleados y obreros, comprendido» ra ella, que 
hubieran nutrido descuentoa sobre el total o parte de su ser- 
viejos, soliciten de !a Cija la fonnaeion del cargo conrespon- 
diente. I«o> Caja fijará an plaio no menor de seis meses ni 
mayor de 3 afios, dentro del cual deberá abonarse el importé 
de loa aportes efectuados" y de las constancias de antea, no 
aparece que oí actor hubiera sofrído los descuentos pertinentes 
sobre las anuías que el Banco Hipotecario Nacional le abonó 
en concepto de remuneraciones por trabajo* extraordinarios ni 
que lo solicitara dentro del pía» establecido en 1* disposición 
legal que *e ha transcripto. 

Ello hace innecesario entrar a considerar las 
posiciones refrlsmentariaa de que hacen, mérito las partea, 
que per no haberte cumplido con cae requisito legal, no puede 
prosperar la pretensión del setor. 

Por estos fundamentos, fallo: no haciendo lagar a la de- 
manda erguida por José Eugenio Griffi contra la Nación sobre 
aumento de jubilación, sin costa». — Üduorda A. Ortu Ba- 

aVVaV£ssVarS 



Sbhtsnou d* la Cascaba Fembal 

Buenos Airea, octubre 6, Año del Libertador General San 
Martín, 1950. 

T víalos: «toe autos seguidos por D. José Eugenio Griffi 
contra la. Naeion por modificación del haber juWlatorio, Teni- 
dos en apelación en firtnd del recurso interpuesto a h. 59 
contra la sentencia de fc. 56, el Tribunal planteó la siguiente 
cuestión a resolta*; 

i Es josU la sentencia recurrida? 

Sobre dicha cuestión el Sr. Juca Dr. Romeo Fernando 
Camera, dijo : 

El actor a quien el P. E. con fecha 33 de julio de 1943 
na acordado la jubtlacióo ordinaria con el haber mensual de 
* 1.018.94, solicita se modifique ese importe, por no haberío 
computado en el mismo laa sumas que como compensación de 
trabajos esiraordinarios le fueron liquidadas ánualmeüt* du- 
rante ra permanencia como empleado en el Banco Hipotecario 
Nacional. 
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A feu 31 del expediente administrativo agregado rnnaU 
que el P. B. denegó el pedido de reconsideractón presentado 
en ese ñutida por el actor sosteniendo qne era improcedente 
de acuerdo eon lo d ¡apuesto por oí art 18 del decretó regla- 
mentario de la ley 11923 y por «1 decreto 28514/** ratificado 
■ la ley 11921 Que en efecto, la primera de las disposiciones 
que no pueden ser comprendida! en 
el aneldo laa asignaciones pagadas por setrieios extraordina- 
rios, lo qn« ha ratificada la ley 12.921 (decreto 26.214/44) al 
establecer que loa afiliado* fono*» de la Caja de J ' 
nes y Pemionee Cmles deberán realisar aoa 
do como retribución de loe miemos Bolamente loa 
nales, «alarida o eominonea asígnadoa en loa preanj 
Gobierno Nacional, Bancos oficiales y repartieiones autónoma 
y declarando que quedan excluidos de ese descuento forma, 
aal como de la fijación de futuras prestaciones, entre otras, las 
asignaciones pagadas por trabajos extraordinarios o laa que 
tengan el carácter de indemnización de gastos incurridos por 
cansas del servicio. 

Como lo expresó arte Tribonal en la causa Franciaeo 
Martín y otros contra la Nación, atento lo dispuesto por dicha 
ley, resulta ya inaplicable la doctrina sentada en canoa antcrio 
rea en sentido fsTorable a la tesis del actor, si se tiene «a 
cuenta que el art. 8» de dicha ley deroga todas las dupaicioaai 
qne se opongan a ella y la declara aplicable a todos tos casos 
que fte presenten, tanto para los qne ya hayan sufrido des- 
cuentos en laa sobrosaignaeiones, cuyos aportes H devolverán, 
eomo para loa qne han recibido prestacionea qne deben consi- 
dero rse ya definitivamente fijadas en an monto. 

Como lo ha dicho la Corte Suprema (211. 557), dcapaéa 
de la sanción de la ley 12,921 ya no es procedente computar 
las remuneraciones percibidas por servicios extraordinario* a 
los efectos de fijar el monto del haber iabilstorio, snnqae ellas 
puedan ser consideradas «orno en complemento del sueldo y 
«parecían imputadas a partida! globales incorporadas a los 
supuestos de gastos respectivos, porque el toe. b) del art. V 
decreto 2*.214/44 dispone la netosion del deaenrato for- 
mes o de otras asignación es semejantes 
que aumenten la retribución fija establecida en el presupuesto 
respectivo. 

Por lo expuesto voto por '* confirmación del fallo recu- 
rrido que comidero ¿«ato y arreglado a derecho. 

Los Sres, Jueces Dres. Maximiliano Consoli y Abelsrdo 
Jorjre Montiel adhirieron por ras fundamento* si -roto prwe- 
tlente. ¡ 
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Por lo que malta de la votación que antecede, se confir- 
ma la sentencia apelada de fs. 56 qne desestima la demanda 
interpuesta pOP D. José Eugenio Grif fi eontra la Nación sobre 
aumento de jubilación, con laa costas de ambas instancias en 
el orden causado, atenta ta atúrales* de la cuestión planteada. 
— MaximUiono CmaeK — Abelardo Jorge Montwi — Romeo 
Pímendo Cámaro. 

FALLO DB LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, 16 de mayo de 1951. 

Vistos los autos: "Qriffi, José Eugenio c.| Gobierno 
de la Nación a. I modificaciÓD de Jubilación' 1 , en los que 
a fs. 78 se ha concedido el recurso ordinario de apela- 
do*. 

Considerando : 

Qne, según la jurisprudencia de esta Corte Supre- 
ma, a los efectos de la procedencia de* recurso ordina- 
rio de apelación en tercera instancia en las cansas en 
qne ta Nación es parte corresponde al recurrente deter- 
minar el monto de la anuía en que pretende se modifique 
la sentencia apelada, debiendo resultar de lo actuado 
qne el monto eiceda el límite legal de cinco mil pesos 
moneda nacional (Faltos: 211, 19; 212, 249; Várela, 
Celia Martínez de v.| Gobierno de la Nación a.| pensión 
militar, sentencia del 18 de diciembre ppdo.). 

Qne se ha resuelto, asimismo, que tratándose del 
cobro de haberes, es la soma reclamada en la demanda 
la -que estable*» el monto del pleito (Fallos: 187, 654; 
191, 174; 2W, 230 y sentencia citada en ultimo término 
en el considerando precedente). 

Que ni en los autos principales ni en los expedien- 
tes administrativos afrreffados por cnerda .aparecen 
eumplidos loa requisitos mencionados anteriormente. 
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Por tanto, declárase improcedente el recurso ordi- 

vaüo uu apelación concedido a fs. 78. 

Luis R. Lonosi — Tomás D. 
Casabe» — Felipe Sawtugo 
Pfoutz — Atujo Pkssaqwo. 



SALA DE LO CONTENCIOSO. ADMINISTRATIVO Y SALA 
BN LO CIVIL Y COMERCIAL DE LA CAMARA NACIO- 
NAL DE APELACIONES DE LA CAPITAL 

CORTE SUPREMA. 

El art. 24 de la ley 13.998, que legisla acerca de la com- 
petencia de la Corte Suprema, especifica — *n so iní. 8*— 
las cuestiones de competencia que incumbe decidir al Tri- 
bunal, no figurando entre ellas la divergencia entre Sala* 
Je «na misma Cámara, respecto a los asuntos que corres 
ponde decidir a una de ellas, punto en cambio contempla- 
do ra los arta. 34 y 25 de la misma ley, en lo que se re- 
fiere a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 
Comercial y Penal Especial y en lo Contencioeo-Ad-minis- 
trativo^e la Cap. Federal, dea de coyas Salas no se ponen 
de acuerdo sobre la radicación de lo* juicios de expropia- 
ción, cuestión que — con arreglo al sistema de la ley — 
debe encontrar solución final en acuerdo plena rio del re- 
ferido Tribunal, aiendo también ajena a la Superinten- 
dencia de la Corte Suprema. 



Sentencia he u Cámara Xacional de Apelaciones 

En la Ciudad de Buenos Aires, h lo* 21 días de febrero 
de 1951, reunidos los Sres. Juches de la Sala de lo Contcnei oso- 
Adra i niatrativO de U Oí wats Nacional, Drw. Abelardo Jorge 
Montiel. Romeo Fernando Camera y Maximiliano Consoli, coa 
aaiateneja del Secretario "ad noe" que suscribe, el Tribunal, 
que acaba de ¡nteprafwe eo» la reasunción de sus funciones de 
parte del Dr. (\m*oli, que ha dado por terminada la licencia 
dsqaegowbft, 
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Coottffó: 



Que rwpecto de ios jukíoa de expropiación, se ha pintea- 
do un conflicto de competencia, al ser girados a la Sala en lo 
Civil y Comercial por resolución de tos Srea. Juecw que com- 
ponen eata última y la Sala es lo Penal Kspecial. Que la Sala 
do 1* CónUncioto-AdmiiiiMritivo na opinado que no es un caso 
do Interpretación de la nueva Ley Orgánica de Tribnnalos, 
■ino aiia bien ana cuestión que afecta austaneialmente la com- 
petencia de este Tribunal qoe por ley de au creación y por 

Kla I*y Orgánica hoy en vigencia, tiene determinada so 
toa especifica, vinculada al fuero eootenekao-admin iatra- 
trvo. Que para obviar difieultadea procesales, es preciso a jus- 
tar ei trámite Segal al concepto de raper-intendencia, sometien- 
do la cuestión » resolución de U Suprema Corte de Justicia de 
U Nación, a cayo fin w elew&n, como recaudo», copia de loa 
acuerdos de la Cámara de fechas 11 y 18 do septiembre, V do 
oe rubro de 1947 y 14 de diciembre de 1950, con el texto de la 
presente resolución. Que a pesar de haber dispuesto la mayo- 
ría de la Cámara qoe los juicio* de expropiación en trámite 
quedarían radicado* ante este Tribunal. « Fes fines de evitar 
«harto-** nulidades, se dejar* constancia en todos los expe- 
diente*, esa noticia de partes, de que esta Sala no pronunciará 
seateneia ea loa mismos, hasta tanto la Suprema Corte no de- 
cida la cuestión de competencia planteada. Que. con igual pro- 
posito y a fin de que la Sala en lo Civil y Comercial adopte 
un temperamento similar en capera de la definitiva resolución 
de la Suprema Corte, eorreanonde poner en «n conocimiento el 
texto se la prevente reaoloeiófi. Que tan ea cierto que ae traía 
do una cuestión de competencia que secan la resolución adop- 
tada por la mavoria de las dos Sala* d* Cámara Tiene a quitar 
a los cinco Jumeados de lo Coiitencicw-AdminUtrativo loe jui- 
cios de expropiación para radíearlos en lea dea Jtts*ados de 
primera instancia de lo Civil y Comercial. En consecuencia el 
Tribunal dispone: 1' Elevar una nota a la Corte Suprema con 
transcripción de la presente resolución y recaudos antes indi- 
cados, a los fines de la resolución que legalmente corresponda 
al esao planteado; 2* Remitir al Sr. Presidente de L» Sal» en 
lo- Civil y Comercial una comunicación poniendo en su conoci- 
miento el texto do esta reaolnción; 3» igualmente, por nota, 
hacer conocer al Sr. Presidente de la Cimera el testo de la 
resolución tomads en la fecha respecto de la cuestión de eom- 
petencis elevada a la Corto 8nprema de Justicia. — Abelardo 
jltomtid - - Horneo Pemando t'jmora - H**müi*o C(>*M. 
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Suprema Corte: 

No existe «n autos contienda alguna de competencia 
cuya decisión corresponda aV.B. dentro de los térmi- 
nos del art 24, inc. 8», de la ley 13.998. 

La cuestión planteada es de carácter interno y halla 
solución en el texto expreso de loa arta. 28 y 34 de la 
mencionada ley, qne disponen la forma cómo la Cámara 
Nacional de Apelaciones ea lo Civil, Comercial y Penal 
y en loContencioso-adminiatrativo de la Capital Federal 
procederá a la distribución de la labor — qne en conjunto 
le ha sido encomendada— entre sus distintas salan. 

Opino, en consecuencia, qne no corresponde a V. B, 
intervención algnna en el presente asunto. Sueños Aires, 
marzo 12 de 1961. — CaHos O. Delfino. 

FAUjO DE Ul CORTE SUPREMA 



Autos y vistos; considerando: 

Qne la competencia de esta Corte se halla legislada 
en el art. 24 de la ley 13.998, coya ine. 8 especifica las 
cuestiones de competencia que incumbe decidir ai Tri- 
bunal. Entre estas cuestiones no figura la divergencia 
entre Salas de nna misma Cámara, respecto a los asun- 
tos qne corresponde decidir a ana de ellas, ponto en 



cambio contemplada en los arts. 34 y 28 de la misma ley, 

en lo que respecta a la Cámara Nacional de Apelacio- 
nes en lo Civil, Comercial y Penal Especial y en lo Con- 
tencioso- Admini atrativo de la Capital Federal. Con arre- 
glo al sistema de la ley, la cuestión debe encontrar so- 



Buenos Airee, 16 de mayo de 1951. 
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loción final en acuerdo plenario del referido tribunal. 

Que con arreglo a lo expuesto en el precedente con- 
siderando la cuestión es también ajena a la Superinten- 
dencia de esta Corte. 

En st> mérito, habiendo dietaminado el Sr. Procu- 
rador General, se declara que no corresponde pronun- 
ciamiento alguno de esta Corte en la cuestión a que hace 
referencia la nota de fs- 1. 

Hágase saber por oficio a la Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Civil, Comercial y Penal Especial 7 
ea lo ConteMioso-Admimstrativo de la Capital Federal. 

hva R. Lokobi — Tomís D. 

C ABAJO» — FeLIPÍ 8AWTUQO 
PÍRB2 — ATOJO PBSftAONO. 



THE 8M1THPIBLD AP.GBNTINE MEAT CO. LTDA. 
V, PROVINCIA DB BUENOS AIRES 

7VRISDWCÍON Y COMPBTPUCUr Competencia madonmL Compe- 
Itfrá orifimaria i* <a Corta Suprema^ Cama» #■ 9"* ** P« rt ' **? 

pwww. Cbumm qu* vm* w6« metlimcs fedérala. 

No compete a la Corte Suprema eoooeer originariamente, 
cuando arfe más de la ineonatituciooalidad de gravamen ca 
locales —en la especie, de la 1er 4198 df la ProYÍneia de 
Buenos Airea — ae debate la ineorreeta aplicación de eHoa, 
iansprudeneia que no es aplicable sólo cuando la decisión 
de lo aerando, que no ea propio del Tribunal, sino de la 
respectiva justicia prWeial, puede hacer totalmente in- 
oficioso el planteamiento de la cuestión concitación al, 
«mo «ando m sostiene ana interpretación dé la ley pro- 
vincial en cuya virtud no le eomnponderfa a qmen la in- 
voca pagar el gravamen de que ae trate, ¡o que no ocurre 

en el caso de autos. 

El criterio que sustenta la jnrifiprudeneia antea meneio- 
nada ««prende !a totalidad de loa catas que involucran 
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las dos especies de cueatioses puesto que siempre, en todos 
ellut» U cuestión de Ín<»natitucionaJidad se refiere no ■ U 
ley objetada, abstracción hecb* de cómo se 1* splieó s . 
quien la objeta, sino precisamente a esto último, ea decir, 
m la aplicación de tita en «1 caso particular de que se trate i 
siendo preciso, pues, que exista un pronunciamiento pre- 
vio de las sutoridsdes locales competentes para que la 
* materia propia de la cuestión de ineonatitucionalHiad 
—que podrí ser traída a la Cortt Suprema por la rü das 
recurso extrsordiasrio— aea debidamente determinad*. 

DlCTAMBM DEL P&QCUIUDOE 01KRRAI. 

Suprema Corto; 

Hallándose radicada la cansa, por demanda y *»■ 
testación, con anterioridad al 16 de marso de 1«9, pro- 
cede a loa efectos de la jurisdíceaon originaría y de 
acuerdo con lo resuelto en 213: 290, examinar el caso a 
Ib Iub de loa preceptos de la antigua Constitución Na- 
cional. ; 

Ello, sentado, cabe ante todo dejar establecido que, 
contrariamente a lo afirmado en la demanda, dada la 
naturaleza de la presente causa — repetición de sumas 
abonadas en concepto de impuestos locales—, no pro- 
cede la competencia de V, E. por ratón de distinta ve- 
cindad, pues ello está reservado para las "cansas ci- 
viles" y la presente no lo es' (entre otros: 211: 1327). 

Eliminada esta posibilidad, eolo bebiera podido 
justificar la intervención originaría d« V. E. la Indole 
eminentemente federal del caso, supuesto en el que re- 
sulta superfino el hecho de la distinta vecindad. Ocurre, 
sin embargo, ea autos, que a la cuestión planteada en 
torno a la constitueionaltdad de la aplicación de la ley 
4198 de la Peía, de Bnenos Aires a operaciones qoe te 
dicen realizadas fuera del territorio do la misma, se han 
sumado otras dos que se fundamentan no en considera- 
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dones de carácter federal sil» local, 7 que consisten: la 
primera, en determinar líalas referidas operaciones 
' eorrespocde aplicar la norma del ari # o la. del art. 
7% inc d) de in meadonada ley provincial i y, La secun- 
da, en establecer ai corresponde o no el pago de loe in- 
toreaee y maltas exigidos por el Poder Ejecutivo de la 
Provincia (ver el texto de la demanda de fe. 10). 

La estuación descripta hace, eatonees, de aplicación 
al caao la jurisprudencia sentada por V. E. en 207: 139; 
209: 368 ; 211 : 1327 y los allí atados, conforme a la, cual 
"en loa supuestos en que se debato no sólo la valides 
constitucional de loa gravámenes locales, sino también 
la correcta aplicación de loe mismos Con arreglo & las 
dispoaidoBea de la l«fjftlactón provincial, el pleito debe 
deducirse ante los tribunales de la provincia". 

En consecuencia, opino que V. E. debe declarar au 
incompetencia para conocer en la presente cansa. Bnt> 
noa Airea, octubre 3 de 1950, Año del Libertador Genera) 
San Martín. - Carlos O. Delfino. 
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Vistos loa autos: "Toe Smitbfield * Argentino 
Meat C* Ltda. c-| Buenos Aires, la Provincia s.| repetí- 
«Ite de • 128.400,70 mta.", de loe que resalta; 

Que a fe, 10 se presenta el Dr. Emilio R, del Va- 
lle (ta.), en nombre y representación de "The Smithfield 
k Argentine Meat C Ltd.» demandando a la Provincia 
«te Buenos Airee por devolución de la suma de pesos 
128.400,70 m|n, fundado en los hechos 7 el derecho que, 
en síntesis, son los siguientes. 

La Compañía actora, que es propietaria de un fri- 
gorífico en la Provincia de Buenos Aires, se dedica 



Buenos Aires, 16 de mayo de 1951. 
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también al negocio de carnicería y abastecimiento de 
carne en territorio de aquélla. Adecúas vende al por ma- 
yor dicho producto, en U Capital Federal, a cayos efec- 
to* tiene instalados en ella escritorio y local ds depo- 
sito. Esa actividad, que sin dada lo es de '.'abasto de 
carne*', se formaliza íntegramente en la Capital Fede- 
ral, bajo el contralor de la Corporación de Carnes. El 
producido de tales operaciones se ingresa diariamente 
en la oficina central de la Compañía, ubicada en la calle 
Reconquista 314 y se deposita después en institociones 
bancariaa de la Capital. 

Trátase entonces de decidir si s tales actividades 
corresponde la aplicación del impuesto al comercio e 
industria creado por ley provincial N # 4198, eomo lo 
entiende la demandada, y, en el caso hipotético que así 
se resolviera, si habría de liquidarse como gravando el 
negocio de abastecedores' * o "frigoríficos", lo qne im- 
porta en razón de las distintas cuotas básicas qne a cada 
uno de ellos fija la ley. Por último, si corresponde o so 
el pago de intereses y maltas qne exige la demandada. 

La adora destaca que el P. E. de la Provincia de 
Buenos Aires resolvió por decreto del 23 de junio de 
1937 que ene operaciones, a los efectos de la ley 4198, 
deberían entenderse como de "abastecedores", dispo- 
niendo en esa misma oportunidad la devolución de 
$ 12.641,— rnjn. que la Compañía feabía pagado de más 
y que en bu consecuencia percibió. Resuelta así favora- 
blemente la reclamación administrativa qne habla in- 
terpuesto, "The Smithfield 6 Argentine Meat C Uó\" 
dio por sentado que la cuota básica qne le correspondía 
era la de los abastecedores — srt 7, inc. d), de la ley 
4198— y qne no estaba obligada al pago de impuesto 
algano sobre las operaciones de abasto en ta Capital 
Federal. Pero nna nueva gestión administrativa ten- 
diente a obtener U devolución de pagos efectuado* en 
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idéntica forma e igual error en año» posteriores dio como 
resaltado el decreto del mismo P. E. del 4 de junio de 
1W3, en el cual se resolvió que 1» reclamante debe pagar 
el impuesto de que se trata en la siguiente forma : 

a) sobre el monto total representado por el. costo 
de lee productos y subproductos que se vendan fuera 
de la jurisdicción de la Provincia; 

b) sobre el monto de las operaciones de ventas 
realizadas en territorio de la Provincia, conforme al 
art. 7, ap. e), de la ley 4198. 

I¿a liquidación efectuada como consecuencia del re- 
ferido decreto, ratificado por otro- del 11 dé agoato del 
mismo año, alcanzó a 3a cantidad do f 124,359,50 m|n. 
en concepto de impuesto, intereses y multas, que la 
Compañía aetora pagó bajo protesta y reserva de re- 
petir. También pagaron en esa forma las otras liquida- 
ciones formuladas con el mismo criterio y que, según 
resalta de las ampliaciones de la demanda expresadas 
a fa. 26 y 35, hacen un total de $ 155.446,70 m|n., que es 
el importe reclamado y que corresponde al período com- 
prendido entre los anos fiscales 1936 a 1946. 

Arguye la aetora que eú ocasión de la primera pre- 
sen Ucióo administrativa fué expresamente reconocido 
el carácter de "abasto" de las operaciones de que se 
trata, como también que ellas se realizan en la Capital 
federal. Y puesto que el art, V de la ley 4198 establece 
que' el impuesto establecido por ella "grava proporcio- 
nalmente todo ramo de comercio o industria qoe se ejer- 
za en la Provincia", es claro que el tributo exigido en 
este caso es improcedente por oponerse a ello, además 
de tal disposición legal, los arts. 67, inc. 12, y 9, 10, 11 
y 108 de la Constitución Nacional entoncea vigente. Sos- 
tiene, además, que la distinción entre "tráfico territo- 
rial" y "circulación económica ' 1 introducida en los 
considerandos del decreto del 4 de junio de 1M3 carece 
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de fundamento y sólo tiende a disimular un verdadero 
derecho de tránsito. 

Afirme la a clora, por otra parte, que aún supo- 
niendo, por vía do hip¿te« is, que osas operaciones es- 
tuvieran «ajotas al impuesto que se discute, es evidente 
que las mismas estarían comprendidas en el art. 7, me. 
d) —abastecedores— y nanea en ©1 art. 6\ quo exclusi- 
vamente se refiere a frigoríficos. Destaca la contradic- 
ción del criterio administrativo qae consideró como 
"abasto" las operaciones qne poco después — en el de- 
creto del 4 de junio de 1943— calificó como de "frigo- 
rífico" y dice que sólo puede explicarse en el afán de 
mejorar la situación jurídica do la Provincia, notoria- 
mentó ilegal en la emergencia. Concluye que, en el mejor 
de los supuestos para la demandada ésta deberá devol- 
verle la diferencia entre la liquidación efectuada sobre 
la base do | 900,— <art 6») y la quo corresponda reali- 
sar sobre la cuota básica de 9 2.000,— (art. 7\ iuc d). 

Finalmente, la Compama aetora sostiene la impro- 
cedencia del cobro de intereses y multas, que el art 32 
de la ley 4198 las regola como penas para los deudores 
morosos. Si se consideran los antecedentes administrati- 
vos de qne se ha hecho mérito, es claro que no puede ad- 
mitirse, sin lesionar elementales principios de equidad, 
que durante su tramitación la Compañía habría incu- 
rrido en mora. Se ampara, además, en la condonación 
de multas dispuesta por et decreto 784G del 12 de no- 
viembre de 1943, cuyos beneficios alcanzan a todos los 
supuestos, salvo aquéllos en que la falta de pago pro- 
venga do dolo o fraude, que no es el caso. 

Después de referirse a la jurisdicción originaria 
de la Corte Suprema, termina solicitando se condene a 
lo Provincia de Buenos Aires a devolver la suma que 
se reclama, con más sns intereses y costas, o la quo 
resulte de las liquidaciones que so practicaren. 



MI 
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Qne corrido traslado de la demanda la contesta a 
fs. 43 et Dr. Salvador Oria (b.)> en representación de 
la Provincia, negando los hecnos y el derecho en que 
se funda la acción y manifestando qne sflo en la me- 
dida de su prueba pueden prosperar las pretensiones 
de la actora, que considera ¡legítimas. 

Invoca en favor de sn tesis el confesado y original 
acatamiento al gravamen de la ley 4198 por parte de la 
Compañía actora, considerando perfectamente aplicable 
al caso el aforismo latino: consuetudo est óptima legum 
interpre.*. La presente actitud de la Compañía Smith- 
field, desconociendo su propia conducta inicial, da a 
su reclamo un acentuado matiz de arbitrariedad qne 
no se atenúa con el pago por error alegado. 

Afirma que la materia imponible de la ley 4198 es, 
como evidentemente resulta de sn art V, el ejercicio 
de la actividad comercial e industrial. Y ei el art 7 dis- 
pone qm Ja aplicación se practicará sobre las ventas 
es sólo a loa efectos de determinar el criterio con qne 
se debe proceder a establecer el monto global de la ac- 
tividad comercial e industrial, objeto del gravamen, así 
como en otros casos se considera el costo (art. 6*) o las 
nulidades (art 10). 

Siendo obvio qne el tributo no recae sobre las ven- 
tas, sino sobre el ejercicio o actividad industrial o co- 
mercial, y teniendo en cuenta que el impuesto se ha 
percibido en consideración a ana actividad qno la actora 
confiesa realizar en jurisdicción provincial, es indiscuti- 
ble el derecho de la Provincia a percibir el impuesto 
dentro de las normas constitncionales y la más perfecta 
legitimidad. 

Rechaza la intención que la actora atribnye a las 
distinciones establecidas en los considerandos del de- 
creto del 4 de junio de 1943, incompatible con el normal 
ejercicio del Poder Público, iteñala la necesidad de do- 
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«umentar La protesta invocada, mta jurisprudencia de 
Ja Corlo Suprema en cuanto a las facultades impositi- 
vas de la Provincia y concluye solicitando el rechazo 
do !a demanda, con expresa imposición de coatas. 

Que abierta la caía» a prueba se produce la que el 
actuario certifica a fs. 119, alegando las partea sobre 
su mérito a fs. 123 y 135. Kl Sr. Procarador General 

dictamina a fs. 137, llamándose autos para definitiva 
a fs. 137 vta. 

Considerando: 

Que en ceta causa ae trae- a la decietóa de la Corte 
no sólo la cuestión relativa a la inconatitncio nulidad 
de ]a ley 4198 de la Provincia de Buenos Aíros sino 
también otros punios concernientes a la interpretación 
y aplicación de ella. 

Que el tribunal se lia declarado incompetente para 
actuar en jurisdicción originaria cuando además de la 
inconstitncionalidad de gravámenes locales se debate la 
incorrecta aplicación de ellos, (Fallos: 207, 139 y los 
allí citados). 

Que dicha jurisprudencia no es aplicable sólo cuan- 
do la decisión de lo segundo, qne no es propio de esta 
Corte, sino de la respeetiva justicia provincial, puede 
hacer totalmente inoficioso el planteamiento de la cues- 
tión constitucional, como cuando se sostiene una inter- 
pretación de la ley provincial en coya virtud no le co- 
rrespondería a quien la invoca pegar el gravamen de 
■que se trate, — lo que no ocurre en esta cansa pues, apar- 
te la objeción de inconstitucionalidad, la actora no sos- 
tiene una interpretación de la ley mencionada -por la 
cual no deba pagar impuesto alguno, sino nna cantidad 
menor que la cobrada por el Fisco provincial — . El cri- 
terio que sustenta ta jurisprudencia de qne se ha hecbo 
mención comprende !a totalidad de los casos que invo- 
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lucran laa do8 especies de cuestiones puesto que siem- 
pre, en todos ellos, la cuestión do ¡aconstitueionalidad 
ge refiere no a la ley objetada, abstracción hecha de como 
se la aplicó a quien la objeta, sino pre< .sámente a esto 
último, es decir, a la aplicación de eíla ea el caso particu- 
lar de que rc trate. Y como esta Corte no es competente 
para pronunciarse sobre sí. como lo pretende la actora, 
la ley en cuestión en esta causa le fué incorrectamente 
aplicada, ea preciso que baya sobre eí particular pro- 
nunciamiento previo de las autoridades locales compe- 
tentes para que la materia propia de la cuestión de 
inconstímcionalídad —que podrá ser traída a esta Cor- 
te por la vía del recurso extraordinario— sea debida- 
mente determinada. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, so declara que no corresponde conocer en la 
presente causa en instancia originaria a esta Corte 

Luis R. IjONQHi — Tomás D. 
Casams — Felipb Sastiago 

PÉREZ — ATILW PE8S.A0NO. 



CARLOS AVERSA POLLEDO HNOS. Y CIA. 

RECURSO EXTRAQR&WAMO- Réditos formales. Interposición 
rffi returnc. Fnmd amento. 

Es improcedente el recurso extraordinario, si en el I «serito 
en que se interpuso *e ha omitido la pertinente refereneia 
■ loa hectioa de la causa y a la relación que loa mismos y 
las cuestione» en ella dffcatidas guardan con la cu<*t.on 
federal que t» pretende someter a la deciaión de la Corte 
Suprema (*). 



Id <K> mijo. FaJh»: 815, » J 1«i 21'. ™ 7 l( 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* formato. Interposición 
det «cutio. Término. 

Es improcedente el recurso eitraordinario si el agravio 
cuyo remidió se procurarla no es actual, en razón de no 
determinar el fallo apelado el monto de la inderonisauión 
pertinente y de que su existencia puede depender de las 
eoneiBsionffl de los pronunciamientos a producirse en loa 
instancias ordinaria*. 



JESUS FERNANDEZ Y OTROS v. FRIGORIFICO 
ARMOUR DE LA PLATA S. A. 

RBCOBSÓ ÉXTRAORDISARIO: RoquUÜo* propio». Senteúciú de- 
finitiva. Concepto y generalidad*». 

Es. improcedente el recurso extraordinario interpuesto 
• contra la sentencia que manda remitir loa autos l primera 
instancia para que "se pronuncie el o-oaw sobre el fondo 
de la litis", por no revestir dicho pronunciamiento carác- 
ter definitivo, a loa efectos del mencionado recurso, pues, 
por nna parte, la solución de los demás puntos compren- 
didos en el pleito puede hacer innecesaria toda decisión 
sobre la cuestión federal planteada, y, por otra parte, st 
. ello no ocurriera, quedaría al interesado la posibilidad de- 
interponer el recurso extraordinario., fundado en la cues- 
tión que abo» se pretende someter al conocimiento de la 
Corte Suprema, en oportunidad de Is sentencia del Tri- 
bunal superior que ponga fin a la cansa. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principio» gtnerule». 

La circunstancia de que el recurso se funde en la viola- 
ción del srt. 95 de la Constitución Nacional por apartarse 
•1 falto apelado, a juicio del recurrente, de la jurispru- 
dencia de la Corte Suprema que invoca, no autoriza a 
prescindir del requisito de la sentencia definitiva que la 
ley establece para el ejercicio de la jurisdicción extraor- 
dinaria del Tribunal. 
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Díctame y del Procurador Qrnbral 

Suprema Corte: 

La sentencia de fs. 173 se ha limitado u resolver 
la cuestión federal planteada en aotos, y a disponer 
la remisio-n de las actuaciones al tribunal de su proce- 
dencia, 5;? ira que decida sobre los demás pantos que 
fueren materia de la presente litis. 

En tales coadiciones, estimo que no es posible atri- 
buir al fallo recurrido el carácter de sentencia defini- 
tiva a los -efectos del recurso extraordinario interpuesto 
y concedido a fs. 176 vta.; en consecuencia, la decisión 
de V. E. al respecto serta prematura, toda vez que 
existe la posibilidad de que el ulterior pronunciamiento 
a dictarse en autos haga innecesaria le intervención de 
la Corte Saprcma. De no ser así, recién entonces podrá 
traerse a conocimiento de V. E. todas las cuestiones fe- 
derales que hubieran quedado resueltas en la causa, in- 
clusive la que ahora motiva el presente recurso. 

Por lar razones expresadas, considero que corres- 
ponde declarar improcedente el recurso extraordinario 
interpuesto a fs. 175. Buenos Airea, Noviembre 28 de 
1W50, Año del Libertador General San Martín. — Cartea 
G. Mfino. 

FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Aires,.21 de mayo de 1951. 

Vistos los autos: "Fernández, don Jesús y otros c.| 
Frigorífico Armour de La Plata S. A. b.| despidos", en 
Jo* que a fs. 176 vta. se ha concedido el recurso extraor- 
dinario. 
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Considerando: 

Que ia sentencia apelada manda remitir los autos 
a primera instancia para que "ae pronuncie el <^quo so- 
bre el fondo de la litis" <ís. 173 » fme). 

Que dicho pronunciamiento no reviste carácter de- 
finitivo a los efectos del recureo extraordinario puee, 
por una parte, la solución de los demás puntos compren- 
didos en el pleito puede hacer innecesario todo pronun- 
ciamiento sobre la cuestión federal planteada, y, por 
otra parte, si ello no ocurriera, quedaría al interesado 
la posibilidad de interponer el recurso extraordinario, 
fundado en la cuestión que ahora ae pretende someter 
al conocimiento de esta Corte Suprema, en oportunidad 
de la sentencia del tribunal superior qne ponga fin a la 
causa (Fallos: 209, 540; 217, 736). 

Que la cirennatancia de que el recareo se funde en 
la violación del art. 95 de la Constitución Nacional por 
apartarse el fallo apelado, a juicio del recurrente, de la 

jurisprudencia de la Corte Suprema qne invoca, no auto- 
riza a prescindir del requisito de la sentencia definitiva 
qne la ley establece para el ejercicio de la jurisdicción 
extraordinaria del Tribunal (Fallos de fecha 9 de mar- 
zo ppdo. *n el recurso de hecho "Pereda Celedonio V-, 
amparo", y del 15 del mismo mee en el recurso de hecho 
deducido por Sueana M. A. Pereda de Bary Tornouiat 
en la causa "Porcel Osear A., denuncia sobre- evasión 
de impuestos"). 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, declárase improcedente el recurso extraordi- 
nario concedido a fs. 176 vta. 

Luis B. Lovohi — Tomás D. 
C asares — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio PeSSAOWO. 



•fe! FAI.LOB DE LA COUTB 8UPBEU A 

SIMON JURE t. I, l¡s ANDRO LOPEZ TULA 
—SUCESION— 

RECURSO JíXTRAORDI XA RIO: Requisitos tw .tutu*. Gmramp*. 

Si la declaración de nulidad de lo actuado importa dejar 
sin efecto «1 embargo trabado «obre los bienes existentes 
en poder del apelante — como éste lo reconoce — , resulta 
manifiesto que el recurrente carece de interés suficiente 
para deducir el reeurso extraordinario contra la sentencia 
que, por vía de la nulidad de referencia, satisface su pre- 
tensión 0). 



SILVIO HERIBERTO SORIA 

JURISDICCION Y CQXrtiTKXCiA; C<mp e t,mrín M M. 
P*Ulé*. VwÜtió» de norme* fedérale*. 

Con arreglo a lo dispuesto por los aris. 55 de la ley 1S.998. 
y 3, inc. 3-, de la ley 48, es competente la jasticia nacional 
— aunque dicha «apetencia no surja del lugar en que 
ocurrió el sueeao — para conocer de la causa seguida por 
lesiones inferidas al jefe de una estación de un ferrocarril 
nacional en el desempeño de sus funciones — según se des- 
prende de las declaraciones prestadas por el agresor y el 
agredido — r hecho previato no solamente en el art 89 del 
Código Penal, sino también en el art. 86 de la ley 2873. 

Dictamen del Pboci .^>ob Gbhb&ajl 

Snprema Corte: 

Tanto la justicia provincial como la nacional de Río 
Coarto (Peía, de Córdoba), se han declarado incompe- 
tentes para entender en el proceso que se instruye & 
Silvio Herihcrto Soria, por lesiones ocasionadas a Ni- 
colás Bruajone en la estación del Ferrocarril General 
San Martíu de la ciudad preindicadn. 



(1) 21 «le mujo. 
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Tiene decidido V. E. qae "tanto las estaciones co- 
mo las vías de los ferrocarriles de propiedad de la Na- 
ción, no ©bátante ose carácter, no lian dejado de «atar 
sometidas a las jurisdicciones locales respectivas, sin 
sujeción ospecial a la soberanía escluyente de la Na- 
ción" (215: 524 y los allí citados). 

De conformidad cod la doctrina del fallo citado, y 
no procediendo tampoco en el caso el fuero de excep- 
ción por razón de la materia, opino que esta contienda 
negativa debe resolverse en favor de la competencia de 



Autos y vistos; considerando: 

Que si bien el lagar en que ocurrió el suceso a que 
se refiere esta eauBa no hace surgir la competencia de 
la justicia nacional (Fallos ; 215, 524), ésta resolta do la 
circunstancia de tratarse de lesiones inferidas al jefe de 
una estación de un ferrocarril nacional en el desempeño 
de sus funciones, según se desprende de las declaracio- 
nes prestadas por el agresor y el agredido (fs. 2, 3, 17, 
2Ü, 24) ; hecho previsto no solamente en el art. 89 del 
Código Penal, según la calificación dada por el auto de 
f*. 27, sino también en el art. 8G de la ley 2873. 

Por tanto, con arreglo a lo dispuesto por los arts. 
55 de la ley 13.998 y 3, inc. 3", de la ley 48, y a la jnris- 
prudencia de esta €ortc Suprema (Fallos; 183, 353; 
¿11, 115), habiendo dictaminado el Sr. Procurador Ge- 
neral, declárase que el Sr. Juez Nacional de Primera 
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Buenos Aires, 21 de mayo de 1951. 
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Instancia de Río Cuarto es el competente para conocer 
efe la presente causa. Kn consecuencia, remítansele los 
autos y hágase aabor al Sr. Agente Fiscal provincial de 
Río Coarto. 

Lv» B. Lcmom — Tomás D. 
Casares — Felipe Sawxiaoo 
Péhbz — Atilio Pessaoito. 



ADMINISTRACION GENERAL DE OBRAS SANITARIAS 
DE I.A NACION v. PROVINCIA DE MENDOZA 

PEÜKSCfOS I>E TSSTASCIA. 

No eorreapondf hacer lugar a la perencifin de instaneii 
deducida ii entre la presentación del escrito de demanda 
y de otro por el que se amplían los fundamentos de la 
demanda y se requiere el libramiento de- oficio para el tras- 
lado de la misma y su ampliación —de donde resulta qus 
la finalidad de este último es la de "activar el procedi- 
miento" — , no ha transcurrido el termino previsto por el 
inc. •) del art. 1» de la ley 4550. 

FALLO DE LA CORTE SVPKKMA 

Buenos Aires, 21 de mayo de 1951. 

Via toa los autos: "Administración General de 
Obras Sanitarias de la Nación ¿f Mendoza, la Provin- 
cia ¿evolución". 

Y considerando: 

Que la demunda fué interpuesta el 31 de diciembre 
do liMfí -—IV. 2 vta. — ampliándose vus fundamentos por 
escrito de fs. 4 presentado el 29 de diciembre de 1950. 
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Que entre la presentación do ambos escritos no ha 
transcurrido el término previsto por el ínc. a) del art. 
l*de la ley 4550. 

Que puesto que por el escrito de fs. 4 se amplían 
los fundamento?, de la demnnda y se requiere el libra- 
miento de oficio para el traslado de la misma y su am- 
pliación, no «s dudoso que su finalidad es la de "acti- 
var el procedimiento'*. Difiere así el caso del que se re- 
gistra en Faltos 187, 273, en qne los escritos presenta- 
dos con posterioridad a la demanda no notificada ca- 
recían de la finalidad de referencia como se pone de 
manifiesto en la resolución respectiva. 

En sn mérito y no habiendo transcurrido desde la 
presentación del escrito de fs. 4 hasta la fecha el tér- 
mino pertinente, no ba lugar a la perención de instan- 
cia deducida- Sin costas- atento el fundamento de la de- 
negatoria. Y conforme a lo solicitado en el ponto 3* del 
petitorio del escrito de fs. 16, téngase por contestada 
la demanda, y llámanse autos. 

Luis R. Lonohi — -Tomás D. 
Casares — Felipe Sawttaoo 

PÉREZ — ATIWO Pb$8A0»O. 



LUIS V. ROSSí 

UONORAaiOS* Bíjuía«¿». 

No corresponde a la Corte Suprema rrgutar los honora- 
rios por el dHigenc ¡amiento del exhorto por el que se so- 
licitó la cancelación do hipoteca por fallecimiento de un 
proearador, toda vet qne dicha regulación debe practi- 
carse con intervención de quien esta obligado a satisfa- 
cerlos y por el Jaes que conoce en el principal. 
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FALLO DE LA COHTB SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de mayo de 1951. 

Autos y Vistos; Considerando: 

Que no corresponde a esta Corte Suprema regular 
los honorarios por el diligencUimento del precedente 
exhorto» por el que se solicitó ta cancelación de hipoteca 
por fallecimiento del procurador D. Lais V. Ros si. toda 
vez que dicha regulación debe practicarse con interven- 
ción de quien esté obligado a satisfacerlos —Fallos: 64, 
229; 390, 141— y por el Juez que conoce en el principal. 

En au mérito se resuelve: a) no hacer lugar al pe- 
dido de regulación; b) ordenar la agregación del oficio 
diligenciado que se acompaña; y e) coraonicar al &r. 
Jnei exhortante mediante oficio, en el que se harán las 
transcripciones pertinentes, la cancelación do la hipo- 
teca de qne informa el oficio y diligencia que se ordena 
agregar. 

Luis B. Lokohi — Tomás D. 
Casares — Fbupe SahTUOO 
- Atilio Pessaowo. 



MARIANO H. C. AGOSTA 



r 



COSSTITDCWN SACIOSAL: Dtrtfho* V áWWM*M. Dffeu$* m jui- 
cio. Pr<K9ii»mirnto ¡/ tentenrfa. 

Si de las actuaciones labradas ante la autoridad policial 
no resulta que se le haya hecho conocer si procesada las 
prueba* acumulada* contra el, ni que podía enterarse de 
rila* a tos efectos del pertinente descargo, y ai en segunda 
instancia le fué denegada la prodareion de la prueba que 
ofreció con cae objeto, cabe concluir que el agravio de ll 
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sartntb constitucional de la defensa en juicio es real y 
efectivo, por lo que debe ser revocada la sentencia conde- 
natoria que, confirmando la respectiva. resolución policial, 
impone ni recurrente la pe»* de m*n. 30.— de multa o, 
*n su defecto, nueve días de arresto, en suspenso. ( l ) 



SIXTO DOLORES NAVABRO , 

MEDIDAS DISCIPLINARIAS. 

Si nada justifica, cualesquiera fuesen loa motivo» de la 
ausencia del empleado al desempeño de su cargo, la omi- 
sión del pertinente aviso al jue* de quien aquél dependí*. 
Y de las actuaciones Tesulta la inexksteneia de sanciones 
anteriores y circunstancias atenuantes de la falta men- 
cionada -enfermedad de la esposa, perdida de un ¿15a» 
solicitando licencia y ampliación posterior de aquélla—, 
corresponde que la Corte Suprema |*£¡ 
ción con arralo a los arts. 17 de la ley 18.998 y 13 del 
Reglamento par» la Justicia Nacional- aperciba al m- 
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Buenos Airea, 21 de mayo de 1951. 
Vistos los autos: "Navarro Sixto Dolores". 
Y considerando: 

Que cualesquiera fuesen loa motivos de la ausencia 
del empleado Navarro al desempeño de bu eargo, desde* 
el día 8 de agosto de 1950 al 29 del mismo meH y uño, 
nada justifica la omisión del pertinente aviso al Sr. Juez 

do quien aquél dependía, 

se está así en presencia de una falta, cuya 



(i) 21 de atajo. FallMi Siff, M. 
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sa/ic¡ón corresponde imponer a esta Corte, graduándola 
con arrejrlo a lo dispuesto en los arta. 17 de ta. ley 
13.ÍW8 y 13 del Reglamento para la Justicia Nacional, 

Qne resultando de las actuaciones la inexistencia 
di* sanciones anteriores y circunstancias atenuantes de 
la infracción mencionada —enfermedad de la esposa de 
Navarro, pérdida de un oficio solicitando licencia y am- 
pliación posterior de aquella — el Tribunal «stítna sufi- 
ciente, por esta ves, apercibir a Navarro. 

Ea su mérito se decide imponer al Ayudante 1» Six- 
to Dolores Navarro un apercibimiento por la infracción 
cometida. 

Hágase aaber al Sr. Jaez Dr. Juan A. Gravina, a 
quien se devolverán las actuaciones adjuntas; tómese 
debida nota en la Secretaría de Superintendencia. 

Luis B. Lowobi — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 

PfiUZ — ATILIO PefiBAQKO. 



NACION ARGENTINA v. LUISA RAIíEU. Y CIBILS 
DE PATXOT 

BXPRW'tAClO.S: Intimnitacián. Dtitrmmüin <iH valor real. 

Corresponde confirmar la sentencia apelada que, prescin- 
diendo de la estimación del bien expropiado efectuada por 
el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, fija —teniendo 
en cuenta los precios establecidos para campos linderos, 
también expropiados por sentencias definitivas dictadai 
en cumplimiento de la misma finalidad a que se sujeta 
la de la fracción que motiva este jnieio — nn valor pro- 
medio por hectárea, qne responde con evidencia a la de- 
terminación de ud criterio lógico y uniforme en situaciones 
de la mayor similitud, ya qne se trata de fracción™ colin- 
dantes y de gran analogía, debiendo también confirmarse 
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dicha pronunciamiento en lo referente » la» mejoras de li 

propietaria del campo y a las que pertenecían a los tam- 
beros arrendatarios del mismo. 

E.Y/'/ÍOPf JCMJ.V; Indrmnitacián. Oíros doíw. 

Procede hacer luir .ir a la indemnización solicitad* por loa 
lamberos arrendatarios de] campo expropiado, — con mo- 
tivo de la ecuación de la explotación a que se dedicaban — , 
en Ion términos en que el Fisco hito su ofrecimiento en el 
escrito de demanda, ya que no ae han aportado a loa autos 
elementos de juicio que autoricen la pretensión perseguidla 
por el recurso, ni otra decisión diferente a la que ae 
adopta, 

COSTAS; XMnraltta <fci juicio. Expropiación. 

Atento lo que resulta de las pretensiones deducidas por 
ambas partes en el juicio de expropiación, y de la medida 
en que prosperan, corresponde que las costas del pleito 
sean pagadas en el orden cansado y las comunes por 

mitad -*rt. 23, ley I3.264-. 



Sevtrncu do, Juw Federal 

La Plata, setiembre 13 de 1947. 

Vistos; 

Los antos caratulados "Fisco N'arional c/. Rabell y Cibils 
de Patxot Luisa, sobre expropiación", de los que 

Resultar 

I. Que & fs, 8/10 se presenta el Sr. Procurador Fiscal, 
por ta. Nación, manifestando que, de conformidad a instruccio- 
nes recibidas de la Procuración del Tesoro, originadas por el 
decreto del P. E> N. N° 16.269/44, deja iniciad» demanda con- 
tra Luisa Rabell y Cibils de Patxot, por expropiación de un 
inmueble de la misma, lito en el partido de Magdalena, de una 
superficie de 628 k. 80 a 16ra.2, indicado y deacripto en el 
plano 1225 B. de U Dirección General de Ingenieros del Mi- 
nisterio de Guerra, que acompaña. Expresa ademas que como 
precio de esa expropiación —tierra y mejora» seg-tín detalle 
que allf se hace— se ha depositado en el Banca de la Nación 
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Argentina, em Plata, la «urna de * 183.088,81 m/n. T 
aprega finalmente que. encontrándose «upado* lo* puestos de 
dicho campo denominado* "Santa Haría" y "San José" res* 
pectivameute por l«s Sres. Pedro Alaatuey y José 8uáres. como 
medie roe de loa arrendatarios Srea Félix Martín Ezqiúaga y 
Francísco López Arbueo, deposita también como indemnitactón 
la» cantidades de 112.50 m/n. y de * 1.800 m/n.. conforme a la 
discriminación que efectúa. 

II. Que corrido traslado de la demanda en la persona de 
quienes fueron denunciados como sus representantes legales 
(fu. 10 v, y 49), luego de la» alternativas relacionada*! con esa 
personería de que informan las actuaciones de fa. 43/47, 52/56 
y 59/78 y en mérito al nuevo traslado de h. 82, luego de) 
pedido de aclaración de fs, 8.1 que motivó la contestación de 
fa. 84/86 y la notificación de fs. 87, la propietaria del in- 
mueble expropiado contesta a fs. 94/100 acompañando el título 
de fe. 88/93; manifestando disconformidad con el precio ofre- 
cido, por *er bajo, para la tierra y los edificio* que es lo- único 
perteneciente a la demandada, ya que las demás mejoras son 
de propiedad de los arrendatarios o puesteros ; exigiendo en 
cambio por la tierra el pago de S 342.69* m/n. es decir a 
ratón de $ 545 m/n. la h.. y por las aludidas mejoras el de 
11.100 $ m/n. o sea en total $ 353.795 m/n.. impugnando por 
inconstitucional el art. del decreto 17.920/44 y pidiendo 
por último la condena al pago de intereses y costas. 

II!. Que, por sa parte, debidamente notificados los de- 
nunciad» como ocupantes (fr. 14 y 17) a fs. 36/39 ae pre- 
sentan los Sres. Félix Martin Ezquiaga y José Abel Ezquiaga. 
justificando enn el contrato de fs. 33/34 sa condición de arreo* 
dátanos del «ampo expropiado — en lugar de loa persona» 
¿enunciadas como tales por el actor— acompañando las demás 
actuaciones d* fs. 19/32; manifestando disconformidad, por 
baja, con la sama depositada para inderanitaeíón de ocupantes; 
exigiendo en cambio, por las Tazones que dan, el pago de la 
suma de 3) 15.000 m/n., por ese rubro ; pidiendo se fije a taB 
mejoras que detallan que son de pertenencia de los mismos, 
el precio <jue en cada caso indican, por ser igualmente el ofre- 
cido para las mismas por el expropiante; y requiriendo el opor- 
tuno paso de intereses y costas. Ademas, a la. 40 los Sres. José 
Suáres y Pedro Alastuey, como medieros, adhieren en un todo 
a la petición de los arrendatarios. 

IV. Que la posesión del bien 1 expropiado fué dada al 
actor con fecha 19 de setiembre de 1945 (fs. 80>. 
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Considerando: 

I. Que, par» el mejor orden amiento- de las cuestione* a 
resolver, es de conveniencia dividir en 4 apañados el detalle 
de U indemnización del cato, a saber: 

a) Precio de la tierra ; b ) valor de las mejoras ; e) indem- 
nización a los arrendatarios; y d) intereses y costas. 

II. Que, en cnanto respecta a la tierra, de las pericias del 
Ingeniero Roberto O. Isquierdo, Agrimensor Alberto Moreno 
del Campo e Ingeniero S. Alberto Guastapaglia (del actor, la 
demandada y del tercero, respectivamente!), resolta que el in- 
mueble objeto de la expropiación es una fracción de campo de 
628 h., 80 a., 16 e., sita en Magdalena, con la ubicación, medidas 
linderos, etc., que resultan del plano de fa. 120, donde lleva 
el N* 1 parte de la mayor fracción de 1.275 h. 52 a. 98 c, a 
que se refiere el Ututo de fs. 88/93, inscripto en el Registro de 
la Propiedad el 4 de mayo de 1926 bajo el N* 48 del Registro 
del partido de Magdalena, habida por la actual propietaria de 
la herencia en loa autos sucesorios de María de la Asunción 
Patsot y Rabell, • 

Conforme a esas pericias, el campo que se expropia se en- 
cuentra ubicado entre el Río de la Plata, con el que linda 
por uno de ana costados en nna extensión de irnos 1.500 m., y 
el camino mejorado de La Plata a Conesa, conocido como Ca- 
mino de la Costa, sobre el que tiene uno* 5O0 ra. (ruta que 

Smit* tina fácil comunicación y par la qne circulan lineas 
ómnibus), además de limitar en parte sobre su lado sud- 
oeste eon otro camino mejorado. Dista uno* 100 Km. de la 
Capital Federal, 60 Km. de La Plata, 3 Km, del ejido de 
Magdalena 7 Km. al centro de dicho pueblo y 8 Km. de la 
estación del mismo del F. C. Sud. Es uno de lo» caracte- 
rístico* campos de esa sona de la costa, constituido por nna 
planicie con suave pendiente de sudoeste a noroeste cuyo 
declive aumenta en la zona próxima a la ribera, en coya cer- 
canía aeusa mr pronunciado desnivel bañado por las amias en 
oportunidad de grandes crecidas del río. Se observan en su 
superficie, irrumpiendo en la cat» de tierra vegetal, así como 
en el sub-snelo. véfaa de conchIHa r-nlofirr-a. Cuenta con un 
buen régimen de lluvias y discretas posibilidades de obtención 
de agua potable. Pueden distinguirte en el campo, según la 
opinión cnineMe-nte de lo* peritos Tzonierrio y f!nn«tarvi«1is. 3 
sonaa (te cara cíe Wat iras dMíntas. a saber : una primera (le pa- 
jonal, que *e extiende desde 1* co*M y hasta unos 700 m. de 
la misma hacia el camino Tía Plata-Cnnca. en la que nn 20 % 
está integrada por un pajonal propiamente dicho, inundable, 
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w* raua» na u. com rannu 

qoe tiene una superficie de más de 11? b , de escaso o nulo 
apnTKhuaifQto; ana segunda, * continuación d« U anterior, 
entre ella y U «guíente, de unas 220 h., con un ancho vuiabl» 
d« obm 2.300 ra., on poco máa alta, qtw no se inunda, máa 
fértil, de pastos duro»; y ana tercer* de una* 290 h., la máa 
alta, desde U anterior y haata el Canino d* la Corta, consti- 
tuida por una pradera bien pastada. Kn sfotesia, por ana 
caraeterístiuas, al campo expropiado, con» loa de la son*, tiene 
«1 natural destino do la explotación tambera de mediana escala, 
que ea la que en él ae hacía, favorecida, en este caso, por la 
¿roximidad respecto de la fábrica "Netíle", de la que diata 
menos de 7 Km., y su vacindsd en el camino, desde donde esa 
fábrica recoge la leche, lo que ripiifie» un» fácil y segur* 
colocación de loa productos de tambo. 

III. Que la prueba pericial ea en awbataneu la decisiva 
y fundamental traída poi Isa partea para demostrar el valor 
del bien expropiado. Las 3 pericias disienten en laa eiírm 
Para el Ingeniero Isquierdo, luego de tasar parcialmente cada 
una de laa 3 tonas aludidas en el eonxid erando anterior, el 
cajnpo tieme un valor promedio de $ 259,86 m/o. la .h., ea 
decir en total t 163.402,16 m/n. (incluso alambrado! propio» y 
medianeros) ; para el agrimensor Moreno del Campo, que no 
acepta «1 criterio de tasaciones parciales, el inmueble referido 
rale t 444 m/n. la K o aea en total $ 276.u72.70 m/n. (tambicn 
incluso squelloa alambrados) y para el Ingeniero (iuartapaglia 
que igualmente entiende procedente la tasación por xonaa, la 
tierra debe pagarse a ratón de * 381.50 m/n. ta h., que importa 
en total * 195.871.70 m/n. (con lo» alambrados referido*). 1* 
tos informes aludidos por las razones que ae expondrá seguida- 
mente, el infrascripto se ve obligado a desechar el de los peritos 
de la actor», y demandada. En cambio estima en general acer- 
tado el aporte de antecedentes y un tratamiento aecho por el 
perito tercero, aunque, se ver* máa adelante resulta indispeii- 
aebde modificar las conclusiones del mismo. 

El ingeniero Izquierdo se limita a fundar, con escasa 
técnica, las pretensionea del actor, como que los valorea coin- 
ciden. Ea por cierto llamativa en sentido desfavorable esa com- 
cidencia. porque, como con razón lo afirma el Ingeniero Cuarta- 
paarlis, ha transcurrido bastante tiempo entre la Época en que 
el Pisco inicia y concreta los estudios necesarios para concluir 
en la expropiación y la fecha a que el perito debe rematar 
BU precio, ea decir la de toma de posesión ; y sin embargo todo 
ese tiempo, en un período de constante v señalada sisa de 
Yalorw. no determina varante alguna en las conclusiones del 
aetor y de »u perito. Ademas, aunque investiga y afirma la 
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existencia de precios de arrendamientos, ninguna aplicación ha 
ce de ese elemento d« ¡ututo. Por otra parle se limita, en t* uanto 
a los importantísimos antecedentea de las ventaa, a traer a co- 
lación únicamente pura la demandada, silenciando las otra» que 
indican loa restantes peritos. V finalmente pretende reforzar 
esa deliberadamente deficiente información con indicación de 
vagas a inaceptables referencia* de opinantes ■oficiosos. Es de 
advertir, corno argumento que refuerza la crítica a las sentibles 
deficiencias de este informe, que en ¡guatea término* el infras- 
cripto ha debido desestimar el que el mismo perito presentó, 
siempre representando al Fisco Nacional, en loa autos <|tic éste 
signe contra Manuela Pas de Alonso TJballes y otros, por 
expropiación del inmueble señalado con el III. en el plano de 
f*. 120 (expediente N« 2Ú.875 de la secretaría actuaría), ante- 
cedente» del que máa tarde «e hará detallada referencia. 

El Agrimensor Moreno del Campo llega a conelnsionrs 
inaceptable», porque se advierte en ellaa la ausencia de tuda 
tóeniea adecuada de tasación, al punto que su informe no re- 
sulta otra cosa que una mera opinión del mismo, siendo de 
advertir qne el más autor irado perito no esté excusado de la 
obligación de anortar sólidos fundamentos y de tratar los mis- 
mos según las reglas del respectivo arte. En efecto, luego de 
algunas magras consideraciones generales, se limita como único 
criterio de tasación a citar el antecedente de siete ventas, que 
no ubica ni discrimina y que no ae «abe eomo ntílisa. Con tan 
pobre elemento de juicio la pericia resulta inútil, porque aun- 
que el precio resultante de la comparación do Tenias similares 
es el método mia aconsejable de tasación, hay que homofreneuar 
técnicamente las operaciones citadas, porque casi la totalidad 
de las transaecionei que cita evidentemente no toleran la eora- 
paraeión hecha, especialmente por ru muy diferente ubicación. 

El Ingeniero Ouastapaglia es quien más fundados elemen- 
tos de demostración y crítica aporta. Su pericia es aceptable en 
términos generales, aunqoe el infrascripto deba disentir en 
en&nto al precio a fijar. Ha empleado tres recursos útiles : a) 
valor de renta ; b) valor de producción ; y c) valor de operaeio- 
nea similar» de venta. En cuanto al primero de eso» criterios 
— valor de renta — este técnico lo ha basado en una sólida 
información dtsoriminativa, pero es un antecedente inseguro, 
porqne la renta de loa campos actualmente es ano de los rubros 
eonteniíios «i su expansión por las medidas de gobierno to- 
madas a este fin, aparte de que los precios a veces varían sen- 
siblemente por rasones especiales del caso particular (como 
ocurre precisamente aquí donde los arrendatarios aparecen 
pagando un canon irrisorio en relación a Sos valores promedios 
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de U ion*) y sin perjuicio de <|üe los valor» que se obtienen 
por tete recurso de cálculo son de lo» más diapare» ante cual- 
quier leve variación del arrendatario o de la tasa de interrata 
«eptadoa. En cuanto al segundo de loa criterios empleados 
—valor de producción— en la hipótesis de autos es el mus 
d«bil, porque Id antecedente* que a. ese efecto han aportado tos 
arrendatarios nfl resultan claros para el perito, que ha debido 
entone» remitir** a los índices de rendimiento general y de 
rendimiento de un campo lindero, procedimiento sin duda 
inaceptable; y en euinto al tercero de loa aludidos cnterioa 
— valor de transacciones similares— si bien es cierto que jas 
% únicas operaciones a. tener en cuenta al tiempo de expedirse 
este perito son Isa que indica en plano de fs. 200 y planilla 
de fs. 201, ya que las demás a que alude el Agrimensor Morera, 
del Campo son inaprovechables por no admitir comparación, 
'no lo es menos que, bien analisadas, dos de esas operaciones 
(hw que llevan en dieao plano los No». I y 2:) deben descartarse 
porque tienen marcadas diferencias con el bien expropiado, 
diferencia* qne justifican so precio por debajo de cualquiera 
de los demás indicados por los peritos de la demandada y terce- 
ro. Kn efecto, el inmueble que lleva el N* 1 fué vendido rons de 
tres amos antea, lo que importa para la época actual una mar- 
eada variación de precios, además de qti* — y feto w lo prmO> 

pal su calidsd es inferior a la del campo de la demandada, 

va que da frente a nna de las partes más bajas del camino, lo 
que prueba por las alcantarillas existentes en ese tramo, camino 
que es sobrepasado por las aguas cuando se pr lacen fuertes 
lluvia*, siendo dicho campo en parte la zona de cañada rono- 
cída por Los Bajos del Destino y encontrándose atravesado en 
bu eratado sudeste por el arroyo Juan Blanco, que sale do 
canee en ¿pocas de creciente; y el inmueble que lleva el ¡v ¿, 
time no tan acentuante, presenta cameteríaticaa limitar»** 
«demás de que se encuentra bastante lejos del camino. Estas 
mismas afirmaciones ha hecho el infrascripto, en mérito a los 
respectivos peritajes, en la sentencia dictada en los autos antes 
«ludidos en este considerando. En eambiO, el inmueble f|Ue 
lleva el N* 3 es efectivamente útil como elemento de juicio, si 
se le analiza adecuadamente, **ffün allí también se dijo, porque 
por este rompo bft podido obtenerse un precio muy superior 
ni une debe atribuirse ni de la demandada dada» las difomu-ias 
entre uno v otro, ya que el primero está ubicado s«bre el Indo 
rontrariu de! camino, que simie 1« anticua línea de la ribera, 
es de una superficie casi del lerdo del de auto*, fue vendida 
con amplias facilidades de papo, está más cerca de ««P'a'ena. 
es más alto, de mejores tierras, de paulo* mus refinados, no 




DE JUSTICIA DE LA NACIÓ» 



tiene desperdicio, ** parejo, cuenta con mejoras de mayor 
valor, etc. Así pues, para este último criterio de valuación 
empleado por el Ingeniero Guastapaglia, sólo ea posible aceptar, 
de las tres operaciones «raje indica, la que lleva el N* 3 «" el 
mencionado plano de f*. 200, lo que importa la necesidad de 
reconstruir y rectificar sus conclusiones en éste que constituye 
el más sólido y aceptable de sus repunto* de tasación. 

IV. Que en consecuencia debería fijarse el precio de li 
fracción expropiada amipleniente por comparación crítica con 
la Única operación útil para el caso, es decir la indicada con el 
N* 3 en el plano citado. 

Pero el infrascripto, empeñado en aportar a la solución 
del caso loa mayores antecedente* de juicio que sea posible, 
entiende que existen otros dos elementos, de criterio a inerituar, 
que posiblemente resulten loa más ilustrativos de todo» y que 
los peritos no han podido dejar de tomar en cuenta. Ellos son 
los precio» ya fijados por la sentencia a las fracciones del -cam- 
po igualmente expropiadas que llevan en ei plano de fa 120, 
Nos. II y III, la primera en lo* autos seguidos por el Fisco 
Nacional contra Félix Martín Esquiaba y Francisco Lopes 
Arbnco (expediente N» 20.874 bis de laaecretaría actuaría) y 
la secunda en el juicio indicado en el precedente considerando. 

Como resulta del mencionado plano de fa 120, la fracción 
que aqu! se expropia, por su ubicación y características, parti- 
cipa de coBdiciraw similares a 1«* c-tr*s dos y constituye, con 
cierta ventaja, algo asi como su promedio. Y bien, luego de 
concienzudo anilláis para la tierra del campo señalado con el 
N* III, fijó el de * 420 m/n., la hectárea. 

Por tanto, se «tima ahora justo que por ls tierra del in- 
mueble que pertenece a la demandada, el actor le abone el precio 
de * 3#» ro/n., la hectárea, aproximado promedio de las otra» 
dos operaciones en cuestión. Además, la cifra últimamente alu- 
dida ea la que el infrascripto considera aplicable al inmueble 
de sutos comparándolo (ínticamente con el campo señalado con 
el N* 3 en el plano de fs. 200 y atento al precio obtenido por 
éste y mis -ventajas ya Indicada*. Y por último, circunstancian 
que refuerzan aun más laa precedentes conclusiones, aquella 
cifra promedia casi exactamente esta venta y las dos expropia- 
ciones a qne se ha hecho referencia. 

Es de advertir que en autos no existen más. elementos de 
juicio aprovechables, porque loa otros otros traídos por las 
otras partes e indicados én *1 *rt. & inciso a) del decreto 
N* 17.920/44 son inútiles, como en parte con fundada ratón 
lo sostiene el perito tercero. En efecto, sobre el antecedente 
renta ya m hn dicho lo suficiente para justificar an inaph- 
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cabilidad, U taaaeiSn fiseal (te. 17, a razan de * 257,46 m/n., 
la hectárea) es taja, lo que se «plica, no sólo porque este 
criterio de valuación tiene «a mecanismo y finalidad que do 
consulta adecuadamente Jo» precios reales sino, ademas, porque 
esa tasación ea muy inferior a loa actuales, por su antigüedad, 
al ponto que bc halla ea trámite la reta»» (reneral de 1» pro- 
piedad raía de la Provincia; el precio de adquisición, sin 
perjuicio de constituir muchas veces un antecedente inseguro, 
porque responde a muy especiales circunstancias, en este caso 
ea poco aprovechable, porque corresponde al valor atribuido 
a una partición judicial, y que ademas data de 20 años antes, 
época de muy distinto cuadro económico ; las tasaciones de 
padrón t* municipales y de obra* sanitariaa no existen y me- 
recerían por lo demáa las observaciones para el caso de la con- 
tribución territorial; el precio atribuido para e| pago deJ 
impuesto a los réditos no se ha traído, si es que lo hay¡ y las 
mima* depositadas por el actor o exigida por la demanda siem- 
pre reRDoadvi a una interesada apreciación, desde que en ge- 
neral el primero pretende pagar k> menos y el segundo obtener 
lo más que sea posible. 

En mérito a todo ello el infrascripto considera pues que, 
a ratón de * 360 m/n, 3a h., por la tierra libre d* mejoras del 
bien de pertenencia de la demandada debe abonarle e¿ actor la 
cantidad de * 226.368,58 m/n. 

V. Que por orden de las cuestiones a tratar, debe segui- 
damente determinarse el valor de las mejoras. El campo ha te- 
nido dos puestos característicos de la explotación a que se le 
destinaba, llamados "Santa María" y "fian Joafr", además de 
galpones, alambrados, molinos, bombas, bebederos, etc. Las 
eonatnieeioiies han nido de sencilla concepción y ■n.tiguw al 
punto de no tener otro valor que el residual dentro de 'a 
tíenies, de amortización. El Infreniew Iíquicrdo tasa la tota- 
lidad de etfas mejoran en í 19.635.65 m/n.. el Agrimensor Mo- 
reno del Campo, valuando fínicamente las qüe recia»» como 
de su pertenencia la demandada, tasa éstas en > 9.029,50 m/n., 
y el ingeniero Guastapaglia tasa tambiéu la totalidad de tales 
mejoras en $ 20.835,63 m/n. 

El infrascripto, luego de no detenido análisis de las pe- 
ricias en este aspecto, considera, que la mí» fundada y acep- 
table es la del Ingeniero Ouastapsglia. En consecuencia, como 
previo de Ins mejoras indira das en el detalle de fs. 232 bajo el 
rubro "Santa María" (edificio, galpón, bombas de mano y 
tanque}, fijo el de $ 4.003.6O m/n.. como precio de laa mejoras 
indicadas en el detalle de fs. 235 v. bajo la designación de 
"San José" (edificio, galería y retrete, molino, tanque bebed*- 
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ro, corrales y manga y eafiería) fijo el de « 5.230,03 m/n., y 
como precio de las alambradas interiores — ya que respecto 
de Iw exteriores propia» medianeras el infrascripto acepta el 
tácito y unánime criterio de las partes y peritos de tenerlos 
por incluidos en el valor de la tierra— fijo el precio de 
$ 11.400 m/n. 

Importan pues la totalidad de laa mejoras expresadas la 

Huma de $ 20.83>,63 m/n. De tales mejoras los arrendatarios 
Félix Martín Ezquiaga y Josc* Abel Esquiaba (fs. 3 * v. y 39), 
con la conformidad de la demandada (fa. 94 y 98), nao rec3a- 
rnado y deben pereibir las que suman $ 14.870 m/n., por lo que 
pertenece a la propietaria d saldo restante, correspondiente a 
construcciones, de * 5.961,63 ra/n., todo según detalle de las 
planillas de fa. 840. 

VI. Que, conforme al considerando I, corresponde ahora 
decidir U indemníeaciÓn debida a los arrendatarios Félix 
Martín Bequista y José Abel Ezquiaga, por la cesación de la 
explotación del tambo que tenían instalado en el bien qne se 
expropia. 

No se ha aportado ningún elemento de juicio para determi- 
nar euantHatiramente el daño qne lo» miamos invocan. No que- 
da duda acerca de la existencia de ese tambo, cuya explotsci-ón 
M ha interrumpido & Mnweuencia de la expropiación (fa. 9 t. 
y 10, 19/34, 40, 94/100. 147/149, etc.) pero falta toda demos- 
tración del monto del respectivo perjuicio, al estreno de otse 
los peritos ni siquiera mencionan este rubro aunque el Ingeniero 
Guastspafrtia se baya ocupado de Ules cuestiones con otro pro- 
posita. Por ello, ante tan pobres antecedentes como son los de 
fa. 19/34 y 147/49, alpinos de loe cuales ni siquiera han sido 
objeto de la ratificación procesal mente indispensable, el in- 
frascripto, haciendo en lo posible aplicación de las refrías eon- 
temdM en el art. 6, ine. b) del decreto N* 17.920/44, fija el 
monto de la indemniasoíón debida por el actor en este punto 
a los referidos arrendatarios en la mina de t 7.500 m/n. 

VIL Qne, finalmente, debe resolverse lo que respecta a 
la pedida condena de pairo de intereses y costas. 

Los intereses deben ser abonados por el actor a 1* demanda- 
da y arrendatario* citados, a estilo baneario, desde la fecha de 
loma de posesión del inmueble (fa. 80), pero solamente sobre 
la diferencia entre las respectivas sumas depositadas (fe. 12) 
y la* que por loa considerandos IV, V y VI ta reconoce a loa 
afectados por la expropiación, y que loa mismos han tenido 
a bu disposición desde entonces aquéllas cantidad*» y ai no la 
han percibido no es por ratón imputable al actor (S. C. N. 
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fallos: 187, 677; 198, 370; La te. 43. pájr. 419; 39, 75$. 
etcétera). 

Y en cuanto & las costas, tanto para la demandada propie- 
taria -como pura loa arrendatarios Sres. Esquiaga, por la aplí- 
cacion del art. 18 del decreto 17.320^44, deben ser fiiadas 
por el orden causado y las comunes por mitad, atento a los 
antecedente» a tener «n cuenta y los valores que acepta esta 
sentencia. 

Por todo lo expuesto fallo: a) declarando «propiada y 
transferida a favor del actor la fracción de campo y sus mejo- 
ras deseripta en el considerando II; b) fijando como precio de 
la tierra y mejoras pertenecientes a la demandada, según 
considerando IV y V, a pairar por el actor a D. Lnisa Rabell 
y Cibils de PaUot, la suma de t 232,334,21 m/o.; c) fijando 
iaraalraente como monto de la mdemmiaeifin conjunta y por 
todo concepto, es decir por mejoras y por cesación del tambo 
eonforme a loa considerandos V y VI, at pagar también por «1 
actor a loa Sres. Félix Martín Esquiara y José Abel Esquiaga, 
lat cantidad d« * K?70 m/n,¡ d) mandando se paguen inte- 
resea a estilo bancari» sobre la diferencia entre las sumas a 
fax 8/10 y las que por esta sentencia w reconoce a loa afectad ra 
meo-i onados en loa apartados precedentea; y e) disponiendo 
qoe Unto para lat demandada como para los arrendatarios 
aludidos, las eostaa se paira en por ra orden y lu comunes por 
mitad. - Bé*jcmí* A. M. fthmWÍ. 



Skntencta db w Címar* Pobui, ■ 

U Plata, setiembre 27 del Aft> del Libertador General San 
Martin, 1950. 

Y Vistos: los de esta cana* P. 3698, caratulada: "Pisco 
Nacional contra Rabel I y Cibils de Patiot Luisa aobre eipn> 
piació-n" procedentes del Juzgado Federal N* 1 de esta sección. 

Y Considerando ; 

Que, las 628 hectáreas 80 áreas 16 centiárens, qne aquí ae 
expropian a Da. Luisa Rabell y Cibils de Paurot, forman el 
lote del conjunto de 1732 hectáreas 78 áreas 38 centiáreas, 
qne el Gobierno de la Nación dispuso adquirir con fines mili- 
tares; correspondiendo la fracción II, de 772 hectáreas, 
áreas. 6 <-*nt ¡áreas, a D. FrsncUeo Lópcs Arbueo y D. ' 
Martin Ezquiaga y la fracción IFI, 
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tareas, 48 áreas. 66 cenliáreas. a Da. Manuela Pas de Alonso 
Uballes y otros (plano de fs. 120). 

Que. el pronuncia miento recurrido fija como precio uni- 
tario para las 628 hectáreas, 80 áreas, 16 eentiéress, el de 
$ 3fi0,00 n/ñ, la hectárea, o sean par» m totalidad la can- 
tidad de $ 226.369.58, incluido en ello su alambrado perirae- 
tral r para las mejoras, constituidas por los puestos "Santa 
María" y "San José", alambrados interiores y otros imple- 
mentos, la cantidad de t 20.835,63, de loa cuales corresponde 
a los Sres. Félix Martín Esquíala y José Abel Esquiaga, la 
cantidad de $ 14.870, por lo que a la demandada sólo pertene- 
cen de estas mejoras, la suma de * 5,965 m/n, 

la sentencia dispone, además, ae pague a los arrendata- 
rios «leí campy, Sret. Félix Martín y José Abel Etquiaga, la 
cantidad de $ 7.5O0. en concepto de indemnización por cesa- 
ción de la explotación del tambo como consecuencia de la 
expropiación. 

Que, la parte demandada se agravia de la decisión conai. 
derando bajo el preeio de la expropiación fijado, y el Sr. Fis- 
cal de Cámara sostiene que el mismo agravia a su parte, por 
creerlo elevado y ademas, por considerar q.ue no corresponde 
indemnización por lucro cesante a loa tamberos arrendatarios 
del campo expropiado. Por su parte, el representante de estos 
últimos reclama del fallo aladido, por estimar reducidas las 
compensaciones fijadas a bu favor. 

Que, a juicio de esta Cámara, el dictamen del Tribunal de 
Tasación») no puede ser aceptado porque, **gú n resulta del 
informe aclaratorio de fs. 351, que fuera requeridlo a aquel 
organismo en cumplimiento de la medida para mejor proveer 
decretada en esta instancia a fs. 350, fué confeccionado pres- 
cindit'nduse de los valores asignados por la Corle Suprema de 
Justicia de la Nación a los campos linderos expropiados por 
el Fisco tínciona! a la Sra. Manuela Tlballea y a los Sres. Félix 
Martín Esquiaga y Francisco Upes Arbueo (fallos, fechas 
22 y 8/9/48). 

Que, no es posible prescindir de esos valorea ta razón de 
que los miamos se refieren a campos que presentan — en con- 
junto— una fundamental coincidencia con el que ahora ae 

expropia. Así lo permite afirmar au topografía, el destino de 
explotación, n ubicación, etc., que guardan entre si una es- 
trecha similitud. 

Que. a tal efecto, debe tenerse en cuenta que en el juicio 
F, 36-52 (•'Kz.iuiasa") se fijó la cantidad de & 310,31 la hec- 
ñrea; en el V. 3687 ("Pax Alonso Uballes"), se apreció igual 
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medid* de superficie en ta snma de 9 390 ra/n. En ambos cr- 
io», la estimación era referida a la tierra libre de mejoras. 

Que, tomando como límites máximo y mínimo esa» canti- 
dades, atendiendo as i mismo a que el campo de la Srs, de 
Patxot abarca las mismas tonas que en conjunto presentan loa 
dos campos l inderos a que se alude en las sentencias recaída» en 
aqu-ellos juicios, esta Cámara comidera ajustado a derecho y 
a la* constancia* de autos, fijar el previo de la hectárea —libre 
de mejoras— en la suma de $ 334,23 m/n., cantidad que re- 
presenta el término medio de loa valorea asignados a los in- 
muebles de l£*quÍoga y Alonso Uballes. 

Que, ea lo que respecta a las mejoran de !a propiedad 
fijadas —de acuerdo al «amen que en el fallo se hace de la» 
pericias practicadas— en la cantidad de * 20.83rj.63. la Cámara 
no encuentra mfrito para modificarlas y cuyo importe corres- 
ponde a la cantidad de * 14.780 a los Bres. Félix Martín 
Ewiníapa y .lose Abel Esqoiaga y * 5.965.63, a la demandada, 
Srs. Luisa Rabell y Cibils de Patxot. 

Que, la indemnización de $ 7.500 que el fallo recurrido 
asigna en favor de los arrendatarios del campo, en concepto 
de ceurión de la explotación del tambo, «te Tribunal la consi- 
dera improcedente, por cuanto aparte de que, como se expresa 
en la sentencia, no existen en auto» antecedentes que demues- 
tren talos perjuicios sufridos, la diaposieióM citada por el 
Sr. Juez a-<j*o, no da derecho a la Kclarnaciun aino que esta- 
Mece una norma para fijar el valor de la indemnización cuan- 
do ella «a viable. 

Por ello, se modifica la sentencia de fs. 261, en cuanto se 
refiere si monto de la indemnización que debe pagar el Pisco 
Nacional a la 8», Luisa Rabell y CibiU de Patxot, el que se 
fija en la suma de * 230.396.71 m/n., incluidas las mejoras de 

Srtenencia de la propietaria del inmueble, 8ra. de Patxot 
5.965.53) y de los Sres. Félix Martin Esquiap* y José Abel 
EtquiiRa (• 14.780) y ae moca el fallo en lo relativo a la 
indemnización por haber cesado la explotación del tambo que 

los arrendatarios tenían en el campo expropiado. 

Los intereses en la forma indicada en la sentencia. Las 
costas en el orden causado y las comunes pfir mitad, en virtud 
de no superar a la mima ofrecida por la Xación mas el 50 % de 
la diferencia entre ésta y la cantidad reclamada por la deman- 
dada (art. 18 del decreto 17.920). 
— Roberto C. Costa. — Diego Ftcuw. 
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FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de mayo de 1951. 

Vistos loa autos: ¡M Fisco Nacional c./ Rabell y Ci- 
táis de Patxot Luisa s./ expropiación", «n los que a ís. 
35" vta. y 358 vta. se lian concedido los recursos ordina- 
rios de apelación. 

Considerando: 

Qne la sentencia de ta. 353 qne fija en $ 230.396,71 
el monto que debe abonar el Fisco Nacional por la 
expropiación de las 628 Ha. 80 ¿a. 16 es., «Meada* en 
el Partido de Magdalena, frente al eamii» denomi- 
nado "de la costa", en la Provincia de Buenos Aires, 
incluyendo en esa suma la de I 5.965,53 por mejoras 
de la propietaria y $ 14.870,- por las qne pertenecían 
a Félix Martín Ezquiaga y José Abel Esquiaga, no ha- 
lugar a la indemnización qne por haber cesado 
otación del tambo qne poseían reclaman loa refe- 
ridos arrendatarios, ha sido consentida por la expro- 
piada y apelada por «1 Sr. Procurador Fiscal en sn to- 
talidad y por los Srea. Ezquiaga respecto del ultimo 
punto indicado. 

Qne en cuanto al recurso deducido por el represen- 
tante del Fisco, cabe destacar que el walor promedio que 
por hectárea fija la sentencia, teniendo en cuenta loa 
precios establecidos para campos linderos también ex- 
propiados por sentencias definitivas dictadas en cum- 
plimiento de la misma finalidad a qne ae sujeta la de 
la fracción que motiva este juicio, responde con eviden- 
cia a la determinación de un criterio lógieo y uniforme 
en situaciones de la mayor similitud, vale decir que por 
no acosar las tierras diferencias apreciables, autorizan 
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justiprecios semejantes a los consagrados en decisio- 
nes recaídas \-alorando fracciones colindantes y de gran 
analogía. 

Que la diferencia de $ 28.955,07 sobre las 628 Hs. 
80 as. 16 es., qne se advierte entre la sama determinada 
por la tierra libre de mejoras por el Tribunal de Tasa- 
ciones (fs. 333 — $ 180.606,11), y la qne consentid» por 
la demandada y en definitiva arroja la sentencia (pesos 
209.5G1.18), por los fundamentos que en ella se ha- 
haceih valer coincide en la equidad de en cifra con las 
circunstancias particulares que fundamentan su adop- 
ción. 

Que en cuanto a la indemnización reclamada por los 
arrendatarios por la cesación de la explotación a que se 
dedicaban, procede hacer lugar a lo demandado por 
ellos, pero en loa términos en que el Fisco hizo bu ofre- 
cimiento a fs. 9 vía. y 10 respecto a ese extremo -o sea 
en $ 112,50 por sembrado eo el puesto "Santa María" 
y en $ 1.800 por sembrado (i 600) y tambo (i 1.200) on 
el puesto "San -José" (fs. citadas y 12), ya que no se 
han aportado a los autos elementos de juicio que auto- 
ricen la pretensión perseguida por el recurso ni otra 
decisión diferente a la qne se adopta. 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia de 
fe. 353» en cuanto fija en pesos doscientos treinta mi] 
trescientos noventa y seis con setenta y un centavos mo- 
neda nacional, incluidas las mejoras de la propietaria 
del inmueble y las de los Sres. Félix Martín y José Abel 
Ezquiaga, el importe de la indemnización debida por la 
expropiación de las 628 He. 80 as. 16 es. a que estos 
autos se refieren. Se la revoca en cnanto rechaza la 
indemnización debida a los arrendatarios nombrados la 
(|iie, admitiéndola, se fija en pesos mil novecientos doce 
con cincuenta centavo» moneda nacional ofrecida por la 
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neto ni; todo con los intereses en la forma que indica 
la senteneia de fs. 353. Las costas en ©1 orden causado 
y Acomunes por mitad (art. 28, ley 13.S64). 

Lu» B. Lokqhi — Tomás D. 
Casares — Felipe Sahtxaoo 
Pérez — Anuo PBsaaoHO. 



OSCAR GERVASIO 

RECURSO EXTRAORDINARIO. Rrqaiafot propias. Cwttífa fede- 
ral C*e*tion*> federales simples. Interpretación o*í otra" normas y 
«ríos fttUraltt. 

Es improcedente el recurso extraordinario cuando esté en 
cuestión 1» inleliRencía o conatituc tonalidad de normas 
, federales -como «on las Partidas 1666, 1148 y 1149, de 
la Tarifa de Avalúos— y la sentencia apelada es contraria 
al derecho que el recurrente invoca al amparo de ellas. 

ADVANA : Infraceiom*. tíamifetiaáom neiacta. 

Cuando se trata de juzgar la formalidad de nna manifes- 
tación del panto de vista penal para determinar ai ha 
comportado o no ocultación, disimulo o alteración de la 
especie o calidad de lo manifestado jr esta última debe 
resultar de cantidades o proporciones ñamé ríes mente fi- 
jadas en la Tarifa o en norma» de despacho ajustadas a 
ella, corresponde atenerse a dichas cifras- porque de to 
contrario ae maloffraría la finalidad de estas fijaciones, 
que es darle precisión a la norma, y se haría nna aplica- 
ción extensiva de ella que en materia penal está vedada. 

ADOAXA: Injrareitme*. Mamfnlaeián inexacta. 

Si el introductor manifestó a la Aduana "perfiles V de 
hierro sin trabajar, partida 1656", y a raíz de haberse 
denunciado que no se trataba de hierro sino de acero se 
comprobó que el material introducido tenía nn 2» % de 
carbono y un 1.18 de manpartPfiO, por lo cual se le consi- 
" i en la partida 1149 —que, junto con la 
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partida 1148, ae refieren a materiales de acero, de inferior 
o naperior ealidad— , resulta evidente —de la confronta- 
ción di las normas en juego— no haher ningún preeppto 
que califique eomo acero ■! material que entre carbono y 
manganeso no llegue al 25 $\ cualquiera sea la propor- 
ción en que intervenga, el manganeso ; por lo que corres- 
ponde concluir que los materiales introducidos por el re- 
cúrrate fueron correctamente manifestados por este, y, 
en consecuencia, la manifestación que ubicó a la mercade- 
ría importada en la partida 1656. no violó la* normas de 
despacho sobre la base de las cuales se impuso la multa. 



Sentencia del -ívez Federal 

Bueno* Aire*, julio 10 de 1930, Año del Libertador Gene-ral 
8«n Martín. 

Visto* y considerando: 

Que se manifestó "hierro en perfiles sin trabajar —par- 
tida 1656—" y la Aduana de la Capital, atento al resultado 
del snAliais corriente a fa. 2 (en el cnal establece que la barra 
analitada contiene 0,23 % do earbono y 1,18 % de mangane- 
an), consideró que la mercadería no era hierro sino acero de 
calidad superior —partida 1149— de ncuerdo con lo dispuesto 
en la R.F. n» 14fl del 16 de agosto de 1941 — aclarada por la 
B.Y. .i B 328 del 7 de mayo de 1947— e impuso nna multa igual 
al 70 % del valor de la mercadería referida por haber existido 
' una falta manifestación. 

Que con posterioridad a la sentencia dictada en el exp. 
agregado por cnerda aparada, la Cámara Federal de Apela- 
ción ha resuelto en los autos caratulados: "Cía. Swift de la 
Plata— Aduana 184 —P - 1945" y "Copello & Cía. S. R. L 
— Aduana 152 — P — 1946" (Seotepeia de feofa* 3 ó> mayo 
de 1049) que esas normas de despacho son obligatorias para el 
documentante; y en dicha* fatutas en la» que —al igual que la 
presente— se había manifestado hierro y resultó acero al su- 
marse a la proporción de earbono la de manganeso que eaeedía 
del 1 r í. impuso pena a U» documentantes. 

Que de acuerdo, pues, a lo estatuido «n esas normas de 
despacho, la meriadería en cuestión se traía de acero de cali- 
dad superior —partida 1149 — , y que*, sumado al 0.23 rf de 
carbono que contiene, según e| análisis de fs, 2, e*cede del 1 7c 
admitido como límite que no debe tenerse en cuenta para di- 
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ferviiciar Lu caiidB<l de la mercadería, surgí que !a misma con- 
tiene en total un 0,41 7o de carbono y manganeso, por lo cual 
no ea hierro sino acero de calidad superior dado lo que esta- 
blece la Partida mencionada y lu resoluciones administrativas 
que la aelaran. 

Que si por todas estas razones- corresponde aplicar pena 
ea la pre&ente causa, en cambio resulta excesiva la impuesta 
por la Aduana de la Capital, ya que la jurisprudencia de esta 
Justicia Federal había resuelto, hasta qne w dictaron laa dos 
sentencias mencionadas de la Cámara Federal de Apelación, 
que solamente debía tenerse en cuenta la proporción de car- 
bono para establecer si una mercadería era hierro o acero, y 
en razón de esa jurisprudencia, el documentado podo ere** que 
sé manifestación era inobjetable ya que la proporción de car 
bono llegaba tan sólo a 0,2.1 % 

Que correspondiendo, por tanto, aplicarse lo dispuesto en 
el art. 1056 de las O.O. de Aduana, debe reducirse la pena en 
la forma que la disminuyó la Cámara Federal de Apelación en 
un caso similar resuelto recientemente (autos "Mosebini & Cía . 
S, R. L. — Aduana $45 — C — 1016", sentencia de fecha 14 
de noviembre ppdo.). 

Por ello, impónese, con costas, a la firma Oscar Gervasio 
una multa igual al 30 % del valor de la mercadería en infrac- 
ción, quedando así modificada la resolución administrativa de 



Sentencia de i.a CXhara Federal 

Buenos Aires, 29 de setiembre. Año del Libertador General 
San Martín, 1950. - 

Considerando: 

Que se formuló denuncia al manifestarse 52.136 kga. bruto 
de hierro tí y demás perfiles sin trabajar de la partida 16í>6, 
kilo 9 O.064 al 10 % peso y multar, de acuerdo con la verifi- 
cación practicada, con el mismo peso, acero en barraB perfiles, 
con más de 0,40 % *» carbono de la partida IH9, kilo s) 0,24 
al 17 % valor. 

La Aduana, impuso a la íiema documentante una multa 
igual al 50 % del valor de la meresdería en infracción, que el 
aeñor -Tues a quo, basado en reiterados fallos de esta Sala, re- 
dujo al 30 
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Kn cnanto al fondo del «unto, cabe señalar que la exis- 
tencia de normas de despacho como las- contenidas en la R.V. 
»• 76 -de febrero 3 de 1936 ¡ en la R.V. n» 148 de agosto 16 de 
1938 y la K.V. n* 458 de agosto 8 de 1*41, así como el nuevo 
estadio d* 312/948, ha«n Tiabíe y justifican la imposición de 
pena por la autoridad administrativa en orden a la doctrina 
afirmada por esta Tribunal en distintas Ocasiones, asi como 
por la Cortó Suprema, entre oirás, ea el caso "Eaterlich Ga- 
briel centra «1 Gobierno Nacional", fallado en mayo 10 do 
1948 <t. 210, pag. »19). 

La resolución aduanera sanciona la infracción prevista en 
al art 930 de Uta O.O. d« Aduana, como consecuencia de la 
falsa man. i f estación en que ha incurrido la sumariada al dó- 
eonentar, por- pólita N' 41.203, la mercadería, en forma dis- 
tinta a la prencrípta en laa normas de despacho antes mencio- 
nadas. 

loa precedentea norma» de despacho, contrariamente a lo 
sostenido por la apelante, no eran ana nueva el ssific ación, sino 
que tienden a interpretar el testo de laa partidas 1148 y 1149, 
conforme eon los principios científicos aplicados en el sentido 
de fijar nn Umita de tolerancia para la presencia de cuerpos 
extrañe» en loa materiales de hierro. 

Su contenido es, por lo tanto, meramente re*l amentarlo, 
ya que persigue la correcta aplicación de laa tarifas, permi. 
tiendo la clasificación como acero de las aleaciones del hierro 
een meta lea de distinta calidad y valor. 

Por tal motivo esas resoluciones, emanadas or ¡pin aria mente 
del Ministerio de Hacienda, han sido mcorporailas a la Tarifa 
da Avalúos actualmente en videncia, como lo establece el de- 
creto de promulgación n* 857 de diciembre 30 de 1038, por lo 
qne expresamente ae aprueban "laa notas y disposiciones com- 
plementarias propuestas por la Comisión respectiva del Mi- 
nisterio de Hacienda, entre las que fisura ta que contempla 
los porcentajes de las partidas 1148 y 1149 para la clssifiraoión 
de acero, estableciendo que deben déte ninarse computando 
no solamente el earbón que diehos aeer* . eontentran. tino tam- 
hién U» otro» elementos i¡tee entran en au composición, 

Rn mi mérito y por sus fundamento*, se confirma, con 
costas. Ir sentencia apelada de fs. 88 que impone a la firma 
Osear Oerwwin. una multa itraal al 30 % del valor de la mer- 
cadería en infracción. — Maximiliano CrmsoTi — Abelardo 
Jorge Momtiel — Horneo Fernando CAtnera. 
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Dictamen dei* Procurador Genebal 

Suprema Corte: 

Ante la interpretación que V. E. ha dado reitera- 
damente al art. 15 de la ley 48, pienso que el recurso 
extraordinario interpuesto & fs. 115 no está anficiente- 
mente fondado, toda ve* que se omite la pertinente re- 
ferencia a loa hechas de la cansa 7 a la vinculación que 
loa mismos 7 la* cuestiones debatidas en aqu¿lla guar- 
dan con la cneatión federal que bo pretende someter a 
la decisión de la Corte Suprema. 

Procedería, en consecuencia, declarar mal conce- 
dido a fs. 117, dicho reonrso. 

En cnanto al fondo del asunto, el Fisco Nacional 
actúa por intermedio de apoderado especial, el que 7a 
ha asumido ante V. E. la intervención que le correspon- 
de (fs. 125), Buenos Aires, noriembre 20 de 1950. Afio 
del Libertador Oeneral San Martín. — Cartea O. DeU 
fino. 

TAUJO DE Uí corte suprema 

Buenos Airea, 23 de mayo da 1951. 

Vistos los autos: "Gervasio Oscar — Aduana 579 
— M — 1946", en loa que a fs. 117 ee ha concedido el 
recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que a fs. 115 se interpuso recurso extraordinario 
7 como el auto de la Exorna. Cámara qne lo concedió 
a fs. 117 se refiere al "interpuesto precedentemente" 
debe considerarse acordado él qne ee dedujo, que es 
procedente porque está en cneatión la inteligencia 7 
constitución nlidad de normas federales 7 la sentencia 
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apelada es contraría al derecho que el recurrente invoca 
al amparo de ellas, y porque el eaerito en qae se lo in- 
terpuso contiene suficiente mención de loa hechos de la 
cansa y de la relación que goardan con la» cuestiones 
federales planteadas. 

Que el recurrente manifestó a la Aduana "perfiles 
V de hierro sin trabajar, partida 1656". Y & raís de 
haberse denunciado qne no se trataba de hierro sino 
de acero se comprobó que «1 material introducido tenía 
un 23 % de carbono y un 1,18 áe manganeso, por lo 
cual se le consideró comprendido en la partida 1149 
conforme a la norma de despacho del 8 de agosto de 
1941 según Ib cual "la presencia de basta 1 % de man* 
gaueso y 0,S %■ de silicio en los aceros comunes o de 
calidad inferior no les hace perder sa condición de ta- 
les" (ft. 65). 

Que las partidas litó y 1149 se refieren a mate- 
riales de acero, de inferior o superior calidad. Conside- 
ra hierro acerado o acero inferior al que tenga más del 
25 % y no más de 40 % de carbono, y superior al que 
posea más del 40 % de carbono. Y ta norma de despacho 
del 16 de agosto de 1938, teniendo -en vista la importan- 
cia de las aleaciones para determinar la calidad del 
acero, estableció qne se despacharían por la partida 
1148 loa materiales que contuviesen de 25 a 40 % de 
carbono "y/u otroa elementos" y por la 1149 los que 
exceden de dicho porcentaje máximo en carbono "y/u 
otros elementos" (fs. 67). 

Que según la primera norma citada debe conside- 
rarse hierro al material que tiene menos del 25 % do 
carbono y/u otroa elementos, pues en ella no se deter- 
mina nada respecto a la clasificación do los materiales 
que tengan menos del '¿'¡ % de carbono y otros compo- 
nentes, ni se hace referencia alguna a clasificaciones de- 
terminadas por la proporción de los otros elementos. 
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Que de esto último sa ocupa la norma de despacho 
del 8 do agosto de 1941, pero no para distinguir al hie- 
rro del acero, sino a las dos calidades de acero mencio- 
nadas en lns partidas M48 y 1149. Kn efecto, se consi- 
dera que es do la partida 1148 el que tenga más del 25 
pero monos del 40 % de carbono y hasta el 1 % de man- 
praeso y 0,5 do silicio, y que €s de la partida 1149 cuan- 
do, no obstante no tener el 40 % de carbono, tiene una 
proporción de manganeso o de silicio superior a la que 
sé acaba de indicar. 

Qne de la precedente confrontación de las normas 
en juego resulta, para lo que interesa en esta causa, no 
haber ninguna norma que califique como acero al mate- 
rial que entre carbono y manganeso no llegue al 25 % 
cualquiera sea la proporción en que intervenga el 
manganeso. 

Que, aunque la norma de despacho del 8 de agosto 
de 1943. fuera constitucionatmente inobjetable por no 
estar en colisión con los preceptos de la ley que son 
reglamentados mediante ella» lo cierto es qne los ma- 
teriales introducidos por el recurrente fueron correcta- 
mente manifestados por éste, pnes la proporción de car* 
bono samada la de manganeso, no llega al límite a partir 
del cual corresponde declararlos como acero, conforme 
a las partidas 1148 y 1149 y a la norma de despacho 
del 16 de agosto de 1938. La proporción del manganeso 
sólo influye para distinguir al hierro del acero en la 
clasificación aduanera do la legislación vigente cuando, 
según ta última de las normas citadas, sumada al car- 
bono da una proporción del 25 %. V esto siempre que 
el manganeso exceda del 1 Jo pnes según la norma del 
8 de agosto de 1941, sí no se excede de ese porciento 
no debe computarse. En consecuencia, la manifestación 
que ubicó a la mercadería importada en la partida 1656 
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no violó las normas de despacho sobre la base de las 
«salea se impuso la multa. 

Que cuando se trata de juzgar ta formalidad de una 
manifestación del punto de vista penal para determinar 
ei lia comportado o no ocultación, disimulo o alteración 
de la especie o calidad de lo manifestado y esta última 
debo resultar de cantidades o proporciones numérica- 
mente fijadas en la tarifa o en normas de despacho 
ajustadas a ella, corresponde atenerse a dichas cifras 
porque de lo contrarío se malograría la finalidad de 
estas fijaciones, que es darle precisión * la norma, y se 
haría ana aplicación extensiva de ella que e» materia 
penal está vedada. 

Que lo resuelto por esta Corte en la causa ll 0on- 
zalea Ferro B.", ei 20 de diciembre de 1950 no hizo ex- 
cepción a estos principios, pues si bien allf se decidió 
que no se atenía a la realidad de lo introducido la mani- 
festación relativa a nn producto «n el cual intervenía 
el almizcle en poco menos del 25 Jo, es decir en propor- 
ción menor a la fijada como límite por la partida 4529, 
se lo demdió porque, ello no obstante, estaba probado 
que el pro'i 5 ~*o en cuestión era nn ardid para disimular 
la iuiroduc :ió i ¿e almizcle, pues éste formaba parte del 
producto s.n combinarse ni mezclarse con el otro ele- 
mento, man eniéndoee "independiente y separable". Y 
nada parecido, desde ninrán punto de vista, ocurre en 
este caso. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se revoca la sentencia apelada en lo que ha 
sido materia del recurso. 

Lvjb R. LoNom — Tomás D. 
Casares — Prupb Santiago 

PÉREZ — AtD-IO PbSSAOÍÍQ. 



DE JUSTICIA DE OA NACIÓN 



SU 



PIANTAN1DA Y MARTIN 

AWAXA: /B/rarríonnr. Manifestaría,,. 

Si la maní f estación del recurrente: "motor fibra, engra- 
naje de distribución'', indica objetos del mismo material 
e igual destino que los consignados en la 'verificación he- 
cha por ta Junta, del ramo do mueble» y el Tribunal de 
Vistas: "engranajes de fibra", euyo despacho debe ha- 
cerse por su valor declarado al 25 % ( y no por la partida 
de que hace meneión el introductor, es evidente qne no ha 
existido, en el eaao, ocultación, disimulación o tergiversa- 
ción respecto a la naturaleza de lo manifestado, y que la 
manifestación cumple laa eiigencias del «rt. 104 de las 
O.O. de Aduana, uo comportando violación de la norma de 
despacho- que justifique el comiso impuesto por aplicación 
del art. 69 de la ley de Aduana, probado como está que 
lo introducido eran repuestos para motores a explosión. 
La conclusión que precede no se aparta del criterio rela- 
tivo a la importancia y obligatoriedad de las normas de 
despacho, enunciado reiteradamente en !a jurisprudencia 
de la Corte Suprema, pues esta exclusivamente determi- 
nada por la estimación de las modalidades particulares 
del caso juzgado. 

ADUANA: Importación. Aforo. 

Por lo que hace al aforo efectuado por la Aduana con 
respecto a loa repuestos para motores de automóviles in- 
troducidos, tratándose de una faeultad propia de aquélla 
y no importando el del caso de autos una interpretación 
arbitraria de las partidas respectivas de la Tarifa de Ava- 
lúos, es decir, una alteración de la ley reglamentada por 
la norma de despacho que se aplicó, no corresponde su 
revisión en el recurso extraordinario. 



Hcsot-rriÓN dkl Anxt nistrador os ua Aduana 

Buenos Airea, abril 9 de 1947. 

Visto el precedente informe de la Oficina de Asesoría y 
Sumarios, y 

Considerando : 

Que por deupscho directo n« 30633 dft 1946 se documentó 
"motor fibra" (engranaje de distribución) partida 039 kilo 
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t 1,50 D.E. $ 0.6M; denuncian doae en cambio "engranaje de 
fibra" de valor declarado al 30 %. 

Que la Direwión General de Aduanas, confirmando So 
dictaminado sin discrepancia por el Tribunal de> "Vistas, te- 
niendo en cuenta el multado de las períeías tánicas produ- 
cid»*, por la Junta del ramo y por Is Escuela Industrial de la 
Nación "rttto Krattse". y en mérito a las razones y argumen- 
tos .' i jo. en su pronunciamiento obrante a f«. 44. determi- 
na que el despacho- de la mercadería de la referencia se efectúa 
con ■mulo a su valor en deposito, con el derecho de 25 %, 

Que consecuentemente- con el tratamiento- clasifica torio 
adoptado, que esta Administración hace anyo. lurpe plena- 
mente configurada en autos una infracción por diferencia de 
calidad. 

Por ello, atento a lo informado a fa 45 y de conformidad 
a Ivr dÍKp-MÍcic>nes preceptuada* en el art. RP. de la Ley de 
Aduana. 

Se reanelve: 

Comisar la mercadería en infracción, a beneficio del vista 
autor del parte, I> Simón Eitajrttirre. sin perjuicio de lo que 
al Fisco corresponda, despachándose la misma por bu valor en 
depósito, con el derecho de 25 %. — Orlando Oscar Bcriotini. 



.Sentencia dex Jwez Pehebal 

Buenos Aires, octubre 7 de 1948. 

Vistos y ,-onsiderando: 

Que la recurrente manifestó "82 fcs. de moior filtra (en- 
granaje de distribución) — partida 639" y la Aduana de la 
Cap.. '. considerando que la mercadería de referencia se tra- 
iiiha de "cnaranaíes de fibra*' cuyo despacho debe efectuarse 
por «ti valor en depósito con el derecho de "25 . stgún lo ha 
establecido la Junta del rftrao, el Tribunal de Clasificaciones 
y la Dinvfión Amera] de Aduanas, comisó la misma de acuer- 
do ron lo di*pue*to en el art. 6íl de la Ley de Aduana. 

Que tanto- la Junta del ramo Ifs. 5) romo el Tribunal de 
ClíteifieRPione». (fa. 41) dictaminaron que la mercadería de 
referencia se trataba de un engranuje de fibra en base i lo 
establecido en la norma de despacho publicada con anteriori- 
dad en el Boletín de la Dirección Oral, de Aduanas (t. VIII, 
pag. 1046). 
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Que habiendo sido debidamente publicada, es» norma de 
despacho era obligatoria para ta recurrente de acuerdo con lo 
dispuesto en los arta. 150, 151 y 154 del Decreto Reglamenta- . 
rio de la Irfy de Aduana y lo resuelto reiteradamente por la 
€¿mara Federal de Apelación (entre otroa casos ¡ sentencia de 
fecha 19 de noviembre ppdo. dictada en los auto* "Campbell 
Colín M. — Ad. 28-H-945") qae si las raanifettacionee com- 
prometidas no se ajustan a las normas debidamente publican 
das, corresponde imposición de pena. 

Que, siendo as!, las razones alegadas por la recurrente 7 
ía prneb* qoc ella ha producido en esta instancia conmatenté 
en el catfilogo agregado a f s. 74 y en los informes oorríentea 
a fs. 78 y 80, no pueden motivar su absolución. 

Por ello y sus fundamentos, confirmase, con costas, la re- 
notación administrativa de fs. 46 vta. qne comisa la mercade- 
ría en infracción. — Oscar t). Palma Btltré*. 



Sentencia ob la Cajmiu Fedebai, 

Buenos Aires, noviembre 18 de 1949. 

Considerando: 

Que la recurrente por despacho n* 30.653 de 1946 docu- 
mentó motor libra (engranaje de distribución) partida 639, 
kilo 9} 1.50 D.B. * 0.635, y se denuneió engranajes de fibra 
de valor declarado al 30 % j que- el Tribnnal áé Vista» pe* 
unanimidad, concordando con la opinión de la Junta del ramo 
de muebles, dictamina que se trata de un engranaje de fibra 
<tel& bakelisada barniaada) cuyo despacho debe efectuarse por 
su valor declarado al 25 T . de acuerdo a lo resucite en el 
expediente snmario 246 P. 1944. It.T. 319 de octubre 23 de 
1945 (Boletín, vol. VIII. pág. 1046) al tratar una mercadería 
similar s la cuestionada, la Aduana de la Capital dispuso el 
comiso de ls mercadería en infracción. 

£1 Sr. Juez "a qno", basándose en ta obligatoriedad de 
la norma de despacho, debidamente publicada, de acuerdo con 
lo dispuesto en lo» arts. 150, 151 y 154 del Decreto ReglUMn- 
iario de la l*y de Aduana y lo resuelto reiteradamente por 
vate Tribuna!, entre otros, casos: "Cunipbell Colin M. — Ad. 
28-H-94&", confirmó la resolución administrativa. 

Tratándose de una cuestión en la que esta Cámara se ha 
pronunciado en numerosos fallos, poniendo de relieve la efi- 
ciencia legal que corresponde a la norma de despacho, como 
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factor complementario de la Ley de la materia, se confirma la 
sentencia apelada de fa. 97 y rta., con costo*. — Horneo Fer- 
nando Cámera. - Maximiliano Consoli _ Abelardo Jorgt 

DlCTAMEK DEL PROCVBADOB ÜKNÍllAL 

Suprema Corle; 

A fa. 105 V. E. ba declarado la procedencia del re- 
curso extraordinario- interpuesto en satos. 

En cnanto al fondo del asunto el Fisco Nacional 
actúa por intermedio de apoderado especial. Buenos 
Aires, octubre 19 de 1950. Año del libertador General 
San Martín. — Corto* <?. Delfimo. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de mayo de 1951. 

Vistos los autos "Pian tañida y Martín — Aduana 
3403-1946", en los que a fa. 105 esta Corte Suprema 
declaro procedente el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que el recurrente manifestó "82 kilos motor fibra 
(engranajes de distribución). Partida 639. Kilo $ 1¿Q 
D. E. s) 0,635" y según la Junta del ramo de muebles 
y el Tribunal de vistas se trata de "engranajes de fi- 
bra" cuyo despacho debe hacerse por ao valor decla- 
rado al 25 % y no por la partida de que hace mención 
el introductor. En razón de ello, el Administrador do 
la Aduana resuelve a fa. 20 aceptar la clasificación de 
la Junta y el Tribunsl mencionados y comisar la mer- 
cadería por existir 44 plenamente configurada en autos 
una infracción por diferencia do calidad". 
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Que la manifestación: "motor fibra, engranajes de 
distribución", indica objetos del mismo material e igual 
destino que los consignados en la verificación, —engra- 
najes de fibra—. Y en cuanto a las posibilidades de 
aplicación, en el dictamen de la Escuela Industrial se 
dice que las muestras "paTecen corresponder a los mo- 
tores marca Ford tipos modernos". No ha existido, 
pues, ocultación, disimulación o tergiversación respecto 
a la naturaleza de lo manifestado. La manifestación 
cumple las exigencias del art. 104 de las O. O. de Adua- 
na. Y no comporta violación de la norma de despacho 
cjue justifique el comiso impuesto por aplicación del 
art. 69 de la ley de Aduana, probado como está que lo 
introducido era precisamente repuestos para motores de 
automóviles, sí bien susceptibles de ser empleado* en 
otros motores a explosión. Lo resuelto por el Ministro 
de Hacienda el 20 de diciembre de 1949 (pág. 2832 del 
Boletín del Ministerio) considerando bien manifeatadas 
como correspondiente a la partida 639 una mercadería 
consistente en "repuestos de fibras para molor de auto- 
móviles'', engranajes del árbol de leva, que ta Aduana 
clasificó, en cambio, como de valor declarado, de igual 
manera que en el caso de este juicio, -corrobora la con- 
clusión que precede, la cual no se aparta del criterio 
relativo a la importancia y obligatoriedad de las nor- 
mas de despacho enunciado reiteradamente en la juris- 
prudencia de esta Corte, pues está exclusivamente de- 
terminada por la estimación de las modalidades parti- 
culares del caso juagado. 

Que respecto al aforo hecho por la Aduana en la 
resolución de fs. 20, tratándose de una facultad propia 
de esta última y no importando el de esto caso una in- 
terpretación arbitraria de las partidas respectivas de 
la Tarifa de Avalúos, es decir, una alteración de la ley 
reglamentada por la norm» de despacho que se aplicó 
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(Fallos: 220, 1019) no corresponde sa revisión «n el 
recurso extraordinario. 

Por Unto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
(í.;neral, se revoca la sentencia apelada en lo que ha 
podido ser materia del recurso. 

Lvib K. XjOhobi — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Prssaono. 



CARMEN GRAMUGLIA DE 8PANTO v. EXPRESO 
PILAR Y OTRA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Retfuüitoi propios- Sentencia d«- 
fimiíra. Re soiucwns* anteriores a la Mfntemria definitiva. Mtdida* 
proemntoria*. 

Si bien, por regia general, no constituyen sentencia defi* 
nihva, a loe efectos del recurso extraordinario, las reso- 
luciones que decretan medidas precautorias, corresponde 
atribuir ese carácter a la que decreta el embargo de dine- 
ros pertenecientes a la Corporación de Transportes de )a 
Ciudad de Buenos Aires (»). 

CORPORACION DR TRANSPORTES DE LA CIUDAD DE UVK- 
VÍ).V AIRES. 

Con arreglo a lo dispuesto por la ley 13.501. el embargo 
de dineros de la Corporación de Transportes de la Ciudad 
de Bueno* Aires es manifiestamente incompatible con la 
disposición de los bienes de dicha entidad, que deben res- 
ponder at pairo de créditos anteriores a la ley, sean o no 
privilegiados, pues si ast no fuera la enajenación de la 
totalidad de los bieiie* físicos de la <*oriíoraektn, compren- 
diendo tanto los principal» romo tus acrcsorioB no podría 
ser hecha "en un aolo bloque", romo expresamente lo di* 
pon* la ley — art. 3> ine. «)—-.■ 



(i) ¡>;i di- mayo. Vallo»! 217. M8 y 21*. I»»- 
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ERNESTO BRUÑI 

AIWASA: Operaeionéi vatiltt. 

Conforme con la ley de Aduana n» 11.281 y sux modifica- 
ciones, el derecho por concepto de estadística está definido 
como un servicio y no co/no un impuesto; no siéndole 
aplicables los penalidades establecidas — para evitar las 
falsas manifestaciones tendientes a disminuir el producido 
de loo derecho', a la importación o la exportación — en los 
artículos de las Ordenanzas de Aduana referentes a la de- 
fensa m la percepción de la renta (»). 



Resolución pel Administrador r* la Adi'ana y del Pukbto 
de la Capital 

Buenos Aire», enero 17 de 1948. 

Vistea: 

El parte de fs. 1, por el que se descuenta, de la diferencia 
que se observa entre lo embarcado por boleto 9115 y lo que 
Bcredha la relación jurada del buque exportador, y 

Considerando : 

Que de los términos de ta denuncia y constancia acmnula- 
das en autos se desprende que por el mencionado boleto la 
firma Ernesto Bruñí, embarcó en el vapor "Papudo", con 
destino a Lisboa. 6 cajones do í'ueroK de lado* de vaquillona* 
curtidos con un peso bruto de 1253 kilos, resultando haberse 
exportado según lo acredita la relacen jurada i(fua! cantidad 
de bultos y mercaderías eon un peso de 1528 kilos, de donde 
surge una diferencia en más de 27ñ kilos, que es materia de 
denuncia, 

Que ni tomar intervención en autos lo firma documen- 
tante se presenta a fs, 4, exprowmdo que la diferencia obser 
\náñ se» debe ot hecho <le haberse comprometido en el boleto 
el peso neto de bultos embarcado* en el lugar del kilaje bruto 
como correspondía aprefrnndo <l» e no existiendo perjuicio .'te- 
cal alumno, solicita él sobreseimiento del presente. 

(I) En la niiimn fecha dfctfa» iaínlaofl f«»lufMn n In que iinte- 
e*6> « la ««« caratabda "A «ente* drt rflpor •■Ceahee" - Adua- 
no 148P-1WT». 
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Que analizada la cuestión planteada y teniendo en cuenta 
que lo» «Iremos alegado* carecen de valor para justificar la 
diferencia desde que no son elementos de prueba suficientes la 
nimple afirmación que hace el interesado y atento a la cir- 
cunstancia tic encontrarse debidamente reeonocido que el peso 
realmente exportado es el que acredita U relación jurad» el 
hecho denunciado se ha configurado en la infracción prevista 
y penada en forma expresa en la primera parte del art. 1002 
de las O.O. de Aduana. Por ello 

Se rwuelre: 

Imponer a la firma Ernesto Bruni el pago de una multa 
igual al valor de 275 kilos bruto de cuero» de lado de vaqui 
llonaa curtidos, sin perjuicio de lo que al Fisco corresponda, 
debiendo tenerse en cuenta a loa efectos de la liquidación el 
promedio del valor declarado en el boleto agregado. El importa 
de la pena impuesta deberá ingresar a Rentas Generales (art. 
129, ley 12.964). - franeitto José Ualdonado Moreno. 



Skntocu dei, Juh Femeul 
Iiaenos Airé», miyo 29 d* 1950, Ano del Libertador General 

Sao Martín. 

Vistos y considerando : 

Que la recurrente solicitó y obtuvo permiso para embarcar 
en el vapor "Papudo", con destino a Lisboa, 6 cajones de cub- 
rí de lados de vaquillona» curtido» coa 1553 kiloa y en «1 bo- 
leto de embarque n* Si 15/47 hito figurar ese peso, ao obstante 
lo en*] ge constató que lo embarcado bebía, sido 1,528 kilos Imi- 
to, por lo cual la Aduana de la Capital impuso una multa igual 
al valor da loa 27S kiloa bruto» de eneros de lados de vaquillonas 
que exintía de diferencia entre lo manifestado en el boleto de 
embarque 9115/47 y lo acreditado en la relación jurada de 
dieho buque por considerar configurada la infracción adua- 
nera prevista y penada en la primera parte del art. 1005 de 
las 0,0. de Aduana, 

Que el apelante manifiesta qne la diferencia de peso es tan 
aólc aparente, pues en el boleto de embarque se manifestó el 
peso neto y en la relación jurada se acredita el peso bruto, y 
aairnÍKin» alega que no habiendo existido pcrjnício fiscal, no 
corresponde imponérsele pena alguna. 



-S 
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U Corte Suprema de Justicia de la Nación ha esta- 
que el d*reelto de «ttadístiea no « un derecho a la 
>rtac ión ni a la importación, ni está asimilado a éstos en 
cuanto ii las penalidades en las O.O. de Aduana para evitar 
laa falsas manifestaciones ten-dientes a disminuir el producido 
■de aquéllos, por lo que no le son aplicables dichas penalidades 
■cuando el perjuicio fiscal que se hubiera podido ocasionar seria 
únicamente con respecto al mayor derecho de estadística que 
debió tributar ti mercadería (Fallo», t. 139, pág. S93 y t. 178, 
pag. 161). 

Que de acuerdo, pues, a esa jurisprudencia, no debe im- 
ponerse pena en este caso, ya que la diferencia de peso impa- 
tada aálo pudo ocasionar el perjuicio fiscal de cobrarse, en 
concepto de estadística, I 13,80 o/a. menos de lo que correa- 
pon día. 

Por ello, revócase la. resolución administrativa de 14 
vta. y se absuelve a la firmar Ernesto Brnni de la infracción 
aduanera que se le imputa. — Ytow! Vignola. 

SíKTlWClA DE M CAfefAKA FEDEítAl» 

Buenos Aire*. 6 de setiembre. Año del Llbértfidor neneta! 
San Martín, 1950. 

Considerando 1 

Que, en #1 caso de autos «e discute, una vex mas. si el de- 
recho de estadística es o no un derecho ala 
importación 7 si esta o no asimilado a estos en cu 
penalidades establecidas en laa Ordenanzas de Aduana respec- 
to d« laa falsas manifestaciones. 

El representante de la Aduana sostiene que el derecho de 
estadística es un impuesto. 

El Tribunal comidera que dicha tes» es contraria a los 
cedentea histéricos que se refieren a sn origen, como tam- 
se cpone a la jurisprudencia sentada al respecto por la 
) Suprema de Justicia y a loa fallos dictados por esta 
ira, entre otros, "Dueñas Esteban — Aduanas 212-S- 
1942", resuelto en fecha 9 de noviembre de 1949, en base a la 
doctrina sustentada por la Suprema Corte en la sentencia que 
ae registra en el t. 139, pés\ 393. 

Edgard Allia, en su autorizada obra titulada "1*» Droits 
do Donane". al referir» a les tasas accesorias eatudin entre 
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catas la tasa, de estadística que fnera instituida en Francia 
por «1 art. 3* de la ley de) 22 de enero de 1872, el que a su vez 
luvo como aiiteeedent-es ta ley del 24 del mes Nivoso del Año V. 
Dicha ta*a invocaba como justificación que los productos que 
pasaban por la Aduana, libres de derechos ocasionaban sin 
embargo e ] trabajo de su correspondiente catalogación : y 
agrega el Profesor de la Facultad de Derecho de Parts que 
"Aunque la ley de 1872 declara que la nueva tasa de estadís- 
tica se establece para sufragar lo» gasto» de la estadística co- 
mercial, cata justificación carece de base porque ella ae aplica 
indistintamente a todos íos productos que deben abonar o no 
derechos de aduana. Tampoco tiene una afectación especial en 
«1 presupuesto y no constituye ¡tino un recurso fisea] ideado 
en ana e>ea de estreches financiera". (Obra citada, t. II, 
paga 70 y 71). 

Este Tribunal en la causa seguida por el Finco Nacional 
contra la Cía. A1I American Cables and Radio, fallada en 30 
de noviembre de 1949, tuvo oportunidad de dejar Rentado que 
la tasa incide sobre un servicio público especial, mientras que 
el impuesto se origina en la prestación de un servicio público 
de carácter arenera!; en otros términos, ei primero se reporta 
a necesidades colectivas divisibles, mientras que el segundo 
nace» de ta prestación de sen-icios que la comunidad recibe en 
forma general e indivisa. De manera que objetivamente, se 
distinguen en forma inconfundible ambos tributos. 

En el caso, Frigorífico La Plata Cold 8torage (hoy Swift), 
letrado en el t. 139, pág. 393, la. Corte Suprema analizó 
en forma amplia y minuciosa el derecho de estadística esta- 
blecido por los arta. 8» de i» ley 4933 y 21 de la ley 8121. 
llegando a las siguientes conclusiones: 

a) De la redscción del art. 8* de la ley 4933 claramente 
ae infiere que el derecho de estadística no ea un derecho a la 
exportación porque se cobra aún tratándose de frutos o pro- 
ducto» del paía. enyá salida es libre de derecho»; tampoco " 
tratat de un derecho de importación porque afecta a las mer- 
caderías que se introducen sin pagar dicho impuesto. Y, final- 
mente, porque también corresponde sn pago cuando sean mer- 
caderías en tránsito para el exterior. Gravita sobre los valores 
de esas tres clases de operaciones, pero es imposible asimilarlo 
o confundirlo con ninguno de ellos. 



b) Representa la retribución de un servicio. L. 
vinculé al nun-imíento «V valores que por cualquier causa 
pasen por leu aduanas. 
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O Q»f\ P«r "tra parle, las Ordenanzas de Aduana sefta- 
hwi como las «micas operaciones a las cuales se aplican sus dis- 
posiciones, las de importación, exportación y tránsito. 

<l) El hecho de que su percepción se realice por las. adua- 
i:.'.s de la Nación induce por sí solo su asimilación a los dere- 
chos de importación o exportación en cnanto a las penalidades 
rifadas para evitar en estos las faisán manifestaciones tendien- 
tes a disminuir el producido de la renta fiscal. 

e) Que en presencia del silencio observado por la ley 493a 
respecto de la vigencia de las Ordenanzas de Aduana en cnan- 
to al derecho de estad* ática, teniendo en cuenta las diferencias, 
específica* existente* entre, este derecho y Un de exportación e 
importación, asf como ]a dificultad de la aplicación de la pena 
de comiso a canoa particularM corresponda declarar la no opti- 
cabiiidad de las Ordenanzas a los derechos de estadística. 

f) Que tratándose, de otros derechos accesorios coorados 
por la Aduana, como loa de almacenaje y eslingaje, el legis- 
lador ha establecido expresamente "que las infracciones a esas 
leyes serán juagadas con arreglo a las Ordenansaii de Aduana, 
como si «e tratase de falsas manifestaciones". 

A mérito de las consideraciones precedentes, s* confirma 
la sentencia apelada de fa. 86 vta. que revoca la resolución 
administrativa de h. 14 vta. y absuelve a la firma Emento 
Bruñí de ta infracción aduanera que w le imputa. — Maximi- 
liano Condolí — Abelardo Jorge Montiel — Romeo- Fernando 
Cámera. 



Dic tamen del Procurador Gen-eral 
Suprima Corto:' 

Hallándose en juego la interpretación de normas 
federales, el recurso extraordinario es procedente de 
acuerdo con el inciso 3*, artículo 14 de la ley 48. 

En cuanto al fondo del asunto el Pisco Nacional 
actúa por intermedio de apoderado especial el que ya 
lia asumido ante V, E. la intervcnci6n que le corres- 
ponde. Buenos Aires, octubre 26 de 1950. Año del Li- 
bertador General San Martín. — Carlos 6. Delfim. 
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Buenos Aires, 23 de mayo de 1951. 

Visto» lo» autos: "Bruni Ernesto — Aduana 180- 
P-1947", en los que a Ib. 106 se ha concedido oí recurso 
extraordinario. 

Considerando: 

Que la presente cansa llega ante esta Corte por 
recurso extraordinario concedido a la parte demandada 
a fe 106. 

Que conforme con ln ley de Aduana N* 11.281 y atn» 
modificaciones, el derecho por concepto de estadística 
está definido como un servicio y no como un impuesto, 
por consiguiente no gon aplicable* al caso los artículos 
de las Ordenanzas de Aduana referentes a la defensa 
en la percepción de la renta, que invoca la parte de- 
mandada. 

Qne la jurisprudencia de esta Corte Suprema men- 
cionada es uniforme en este sentido se^ún aat se deja 
constancia en el fallo apelado. 

Por tanto, liabiendo dictaminado el Sf. Procurador 
General, se confirma la sentencia de fa. 99 por sus fun- 
damentos. 

Luis R. Longhi — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Pkrbz — Atilio Pessagito. 
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NOIÍMAN O. BUXTO.V Y OTRA v. FERROCARRIL 
CENTRAL ARGENTINO 




.- Determinación <lr la mdtmmUacifa. Daño 



El daño moral no es indemniza ble cnando no media res- 
ponsabilidad penal. 

VASOS Y PfíR/UICIOS: Culpa, Kztracont tactual. 

Si las conclusiones alcanzadas por la sentencia de segunda, 
instancia que, confirmando la de 1* primera, valora loa. 
elementes de juicio agregados a Ib cansa durante el co- 
r respondiente período de prueba, m ajustan a tales cons- 
tancias y a los precepto! legales que las rigen, y loa repa- 
ros contenidos en loe memoriales presentado* por arribas. 
partes ante la Corté Suprema carecen de eficacia, toda, 
ves que- constituyen «imples apreciaciones subjetivas que> 
la prueba rendida no corrobora en U extensión que se 
pretende, corresponde confirmar el fallo primeramente 
nombrado que condena al Ferrocarril Central Argentino 
—boy Ministerio de Transportes de la NaciSn— a pagar 
con costas a uno de los actores el 80 % de la suma que, 
dentro de la de 8 30,000, jure corresponderle, por le* da- 
ños y perjuicios; que sufriera al ser lesionada con motivo 
de haber sido embestido, por an tren Diesel de la deman- 
antomovil que dirija su esposo, cuya demanda 
se rechaza por no ihaberse demostrado a au res- 
existencia de perjnieio concreto alguno. 



SENTENCIA DEL JtlEZ FEDERAL 

Buenos Aires, diciembre de 1949. 
Autoa y Vistos: 

Pflra sentencia esta causí seguida por Norman fieorge 
Rurton y Martha Clara Oerfenyi de Ruxton contra el R C. 
Central Argentino, sobre daños y perjuicios, de los que 

Resulta: 

1*) Se presentan los aetores. por derecho propio v expre- 
san que el día 31 de agosto de 1947. ii las 150 hs.. en cireuns- 
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tanciaa en que viajaban en el automóvil chapa N* 148.607, en 
compafita del Sr. Rodolfo Grether y su esposa, fueron embes- 
tido» por un tren Diesel de la demandada en el paso a nivel 
tito «n la intersección de las calles Monroe y 3 de Febrero, a 
rala del cual sufrieron loa aetores lesiones de pravedad. 

Sostienen que *1 accidente ocurrió por negligencia del 
guardabarrera* qne no habla bajado las barreras, ni biso ad- 
vertencia o seña altruna. En conaecuencia, imputa ta reapon- 
aabilidad del hecho a la demandnda y reclama la indemniza- 
ción de * 60.000 m/n. 

Fundando *u derecho en los arta, 1068, 1069. 1074, 10.8. 
1086. 1096, 1109 y 1113 y concordantes del C. Civil y 65, 83 
y concordantes de la Ley N* 2873, piden se haga lugar a la 
demanda coi» intereses y costas. 

A fft. 26 amplían la demanda en t 6.177,35 m/n. 
2») A fs. 27 contesta el Ferrocarril demandado. Admite 
que las barreras del paso a nivel ae encontraban indebidamente 
abiertas pero sostiene que e» innegable la culpa concurrente 
de ambos «torea, por haber intentado el cruce de la vía sin 
tomar precauciones y desatendiendo la clara indicación de 
pelipro que les daban las campanillas automática* de alarma. 
Refiriéndose luego a lo* daño» reclamados, loa impugna ¡nex.*- 
tentes e injustificados, negando especialmente loa reclamados 

Kr Buxton. que sólo resoltó eon lesiones «in importancia. 
Je en definitiva el rechato de la demanda, con costas, eu 
todo cuanto exceda I* suma de $ 4.001).— m/n. que es la 
cantidad en que valúa loa perjuicio» sufridos por la Sra. de 
Buxton graduados de acuerdo a la colpa concurrente. Más 
adelante en escrito aparte, se opone a la ampliación de la de- 
manda por haberla notificado una vea trabada la litis. 

Y Considerando ¡ 

!•) Que la demandada se defiende, sosteniendo qne medió 
culpa concurrente en la producción del hecho motivo de la lita 
debido a qne el conductor del automóvil accidentado no adoptó 
las precauciones elementales del caso, averiguando por sí pre- 
viamente si dicho paso estaba expedito, tanto más cuanto que la 
campana de alarma debió haber funcionado eon su acostum- 
brado entrépito, dado que acciona por simple contacto del tren- 

Que bssts observar la fotografía que corre a fa. 24 del 
sumario criminal para comprobar que el que intenta el eruce 
de dieho naso a nivel, recién al llegar a la primer barrera 
cató CP condiciones de ver si el paso esté expedito. Esta cir- 
cunstancia le obliga evidentemente a extremar las preeancio- 



HB JUSTICIA DE LA XACIÓM 



nes por mñs eonfianwi que le proporcione el hecho de no adver- 
tirse sefísl-es de peligro y por !o tanto lo sensato es que redutea 
la velocidad de! vehículo y mire a ambos lados de la vía antes 
de intentar el eruce. Si así hubic** procedido e! actor Itnxton, 
no hay d\ida que hubiera podi (J evitar el accidente duda la 
distancia que media entre U primer barrern y ta segunda vía, 
do modo entonees que ha tenido airó de culpa en la producción 
del hecho. Sin embargo ha de estimarse mucho mayor la que 
e* imputable » la demandada atento a que las barreras estabnn 
levantada» y a que no ha sido probado fehacientemente que la 
campana de alarma estuviera funcionando en la emergencia. 
Por todo lo eunl, el suscripto juzga equitativo atribuir un 80 % 
de etllpa al Ferrocarril demandado y un 20 % al conductor del 
vehículo. Rigen el caso los arta. 902, 1109 y 1113 del C. Civil 
y arts. 65 y 93 de *a Ley N" 2873. 

2») En cuanto a loa daño» y perjuicios sufridos por los 
actores, cabe declarar en primer término que no procede en el 
caso acordar mdemnizaeiún por daño moral, atento no haber 
mediado condena criminal del guardabarrera (Fallos de la C. 
Suprema, t. 191. 2S0: 193, 221). En consecuencia no prospera 
en este aspecto la demanda iniciada por la señora de Buxton 
y debe Rer rechazada la entablada por su esposo Norman George 
Buxton ya que éste no ha demostrado haber sufrido perjuicios 
concretos y es improcedente su reclamo por daño moral. 

Bu cambio ha quedado debida mente acreditado en antiw 
loe gastos de curación en que incurrió la Sra. de Buxten así 
eomo la incapacidad fíaiea que le ha ocasionado eí accidente y 
acerca de coya importancia resulta clara y explícita la pericia 
medica, de fa. 93/98. Por ello y valorando debidamente las ob- 
servaciones que con respecto a los rubros pertinentes formula 
la demandada en su alegato, el suscripto resuelve deferir al 
juramento estimstorio de la actor» Martha Clara Drrfenyi de 
Buxton la fijación de loa daños y perjuicios sufrido*, estimando 
equitativo establecer como suma máxima la de $ 30.000.— m/n. 

Por la» consideraciones que anteceden, fallo: Rechazando 
la demanda entablada por Norman fieorge Bnxton sin costas 
por entender que el suscripto pudo creerse con derecho a 
litigar, pues en el momento de hacerlo ann no había recaído 
sentencia definitiva en la causa criminal y haciendo lugar a la 
deducida por Martha Clara Derfenyi de Bnxton, condenando 
al P. C Central Argentino — hoy Ministerio de Transportes 
de la Nación— a pagarle dentro del plaxo de dta días el 80 % 
da la sama que dentro de la máxima de í 30.000 m/n.. jur* 
corresponder a los danos y perjuicios que ha sufrido, con inte- 
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me* al estilo de los que cobra el Banco de la Nación Argentina 
« partir de la fecha de la notificación de la demanda y la* costas 
del juicio. - José Sartorio. 



Sentencia dk la CAmaha Fküeral 

Buenos Aires, 2 de octubre. Año de! Libertador General San 
Martín, 1950. 

Viatoa estos autos promovidos por liuafon Norman Q, y 
Martha Clara I>erfenyi de Buxton contra K. C. Central Ar- 
gentino sobre indemni?aeión por dafios y perjuicio*, para co- 
nocer de los recursos concedidos a fs. 144 vta. y H5 vta. 
contra la sentencia de fs. 142. el Sr. Jnn Dr. Osear do la Roza 
Igarsabal, dijo: 

V Considerando: 

Contra la sentencia de fs. 142, la parte actora interpone 
recursos &a nulidad y apelación y la parte demandada, este 
ultimo solamente. 

Me ocupare"- por reparado, de los affravios de cada part*\ 
adviniendo que al haberse desistido el recurso de nulidad er> 
esta instancia, no cabe pronunciamiento al respecto. 

El primero y principal agravio de Ir demandada, e* refe- 
rente al porcentaje fijado por el a-quu en la sentencia, que está 
fijada «i «I 80 % de la responsabilidad. Ahora en esta instan- 
cia, niega que pueda imputarse tal responsabilidad al guarda- 
barrera. Para ello explica qtte el mecanismo correspondiente 
sofrió una falta imprevista, la cual recién ae evidenció en el 
momento en que las qnlw> hacer funcionar. Resulta así. que 
ocurrió el accidente en el qne no nay impntabilidad alguna, mas. 
no se pretende una exención total, pero sí. una estimación mucho 
más inferior a la fijada. Razonablemente, subirá entonces el 
porcentaje de la responsabilidad del conductor del automóvil. Y 
ello ocurre por cuanto los conductores deben extremar las pre- 
cauciones pn los emees de barreras, como si "el hecho de estar 
resguardad"» por ellas fuera rflírtn o motivo para Abandonarse o 
despreocupan* de sí mismos" (fs. 149). Acertadamente se sos- 
tiene, tpie en un paso a nivel siempre es nn riescro grave en el 
que quien lo cruza debe extremar las precauciones (art. 902 
C. Civil*. tía fotoarafía de fs. 24 del exp. aeregado. permite 
apreciar las características del lugar del accidente; en base a 
las propias, manifestaciones del conductor del automóvil, re fe- 
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rente a la forma en que cruzA. y teniendo en cuenta el aneho 
del paso a nivel y distancias qne separan las do* vías, cnbe 
razonablemente admitir la tes» aplicada por el a-quo. Pero, 
lambic'n admitido la proporción en que el mismo fija la medida 
de la responsabilidad década una de lan partea. Ello, por cuanto 
al contestarse la demanda, la empresa aceptó su euipa, no de- 
jándola minea supeditada a las resultas posteriores del juicio. 
Además rae remito a la parte final del fallo que corre a fe. 61 
vta. : hay una. duda sobre la absoluta inocencia del procesado, y 
ello hace aplicable la norma del art. 13 del C. de Procedimientos 
P, Corrobora esto, |a «solución recaída en el esp. S2.120/1947, 
agregado, que responsabiliza a la empresa demandada en su 
parte resolutiva. Cone ato, al mismo tiempo analizo et primer 
agravio de la actora. Con respecto al daño moral, vs uniforme 
ya hace tiempo la declaración de su improeeiieni'ia en casos 
como el presente, tal cual lo declara el inferior. Los agravios 
V y VI, no tienen fundamentos valederos qné hagan viable 
la reforma de la sentencia en tales puntos. Corresponde asi- 
mismo, su confirmatoria en forma total. Así voto. 

Los Sro. Jueces Dra. Alberto P. Barrionuw y Romeo Fer- 
nando Camera, adhieren a las precedentes, consideraciones. 

En su mérito, se confirma en todas safe partes la sentencia 
recurrida de tn. 112, con costas a la parte vencida. — Alberto 
Fabián Barrionuevo. — 0*ecr de Ja R-oza Jgarsábal. — Romeo 
F. Cámera, 



Dictamen del Pkocuradoh Gbneiui, 

Suprema Corte?: 

Los recursos ordinarios de apelación concedidos a 
fs. Ifi8 son procedentes de acuerdo con lo que establece 
el artículo 3% inciso 2* do la ley 4.055. 

En cuanto al fondo del asunto, el Ministerio de 
Transportes de la Nación actúa por intermedio do apo- 
derado especial, el que ya ha asumido ante V. R. la 
intervención que le corresponda (Fs. 171). Bueno» Aires, 
noviembre 28 de fóMfc Año del Libertador General San 
Martín. — Carlos f!. Delfhio. 
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FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airo-e, 23 de mayo de 1951. 

Vistos los autos: "Buxton Norman G. y Marta Cla- 
ra Dcrfenyi do Buxton c./ Ferrocarril Central Argen- 
tino s./ indemnización por daños y perjuicios*', en loa 
que a fs. 168 se han concedido los recursos ordinarios 
de apelación. 

Considerando : 

Que la sentencia de fs. 162 condena al Ferrocarril 
Central Argentino —hoy Ministerio de Transportes de 
la Nación — a pagar con costas a T>* Marta Clara Der- 
fctiyi fie Buxlon, el 80 % de la snma que dentro de la 
de $ 30.000, — m/n. jure eorresponderle, con sus intere- 
ses, por los daño» y perjuicios que sufriera al ¡*er lesio- 
nada con motivo de haber sido embestido, eC 31 de agos- 
to de 1947, en Monroo y 3 de Febrero, por un tren Die- 
sel de la demandada, el automóvil que dirigía su es-poso 
Norman" Oeorpfe Buxton, cuya demanda personal por 
análogos conceptos se rechaza; sin coatas en primera 
instancia y aplicando las do segunda a la parte vencida. 
El referido pronunciamiento es apelado por los actores, 
esporos Buxton, y por la demandada, conforme al inc. 
I o del art. 3 de la ley 4055, concediéndose tales recursos 
a fs. 1G8 por auto de 19 de octubre de 1950. 

Que las conclusiones alcanzadas por la referida 
sentencia que, confirmando la de primera instancia, 
valora los elemento» de juicio agregados a la causa du- 
rante el correspondiente período de prueba, se ajustan 
a tales constancias y a los preceptos legales que las 
rigen, por lo cual estímase que los reparos contenidos 
en los memoriales de fs. 171 y 173 carecen de eficacia, 
toda vez que constituyen apreciaciones subjetivas de los 
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hechos y circunstancias motivo del juicio con las que 
cada parte procura reduci. su culpa o atribuirla ínte- 
gramente a la contraria, pero qne la prueba rendida 
no corrobora en la extensión que se pretendo. 

Que no mediando responsabilidad penal, el daño 
moral invocado por la actora no es procedente en el 
caso, conforme lo tiene reiteradamente decidido esta 
Corte Suprema y, asimismo, tampoco lo es la indemni- 
zación reclamada por Norman Georgo Busto», a mérito 
de las razones invocadas en la sentencia, confirmada, 
de fa. 142, que expresamente alnde a la ausencia de toda 
demostiación reveladora de que el nombrado baya en- 
fríelo per juicio concreto alguno. 

Por estos fundamentos y habiendo dictaminado el 
Sr. Procurador General, se confirma la sentencia de 
fs. 162 en cuanto ha eido materia de los recursos con- 
cedido» a fs. 168¿ debiendo las coa tan de esta instancia, 
ser satisfechas en el orden causado por no naber pros- 
perado ninguno de aquéllos. 

Luis B. Lovori — Tomás D- 
C asases — Felipe 9ahtiaoo 
Pérez — Anuo PessAoyo. 



NACION ARGENTINA v. EDMUNDO HUBSPB 

RECURSO ORDINARIO DB APELACION: Tmrm. mtUmti*. 09- 

El recurso ordinario de apelación *fi tercera instancia 
procede ante la Corte Suprema en los casos prevtstos en la 
ley 4055. 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del rotor real. 

Si en el acta labrada -orno constancia de lo resuelto por el 
Tribuaal de Tasacionea de la ley 13564, coa** que el 
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representante de la aetora firmó otorgando m conformidad 
a la estimación realizada por ese organismo legal respecto 
al precio del bien objeto del juicio, ello hace inoperante la 
disconformidad manifestada, ante la Corte Suprema, contra 
el fallo de la Cámara — consentido por la demandada — 
que ha adoptado eomo valor del inmueble el mismo fijado 
en aquel dictamen. 

COSTAS: Xatnratna d*t juicio. Erpropiadñn. 

Si bien la demandada limitóse a manifestar en la audiencia 
celebrada en \* ¡natalicia, que pedio- se "mandara abonar 
el justo y real precio de acuerdo a las probanzas del juicio, 
coa costas e intereses", esta, actitud resaltó modificada en 
sa alegato de la misma instancia, donde dicha parte ha 
proporcionado la base necesaria para aplicar el art. 28 de 
la ley 13.264, que pone las costas a cargo del expropiador 
Cuando el importe que se manda pagar en concepto de total 
resarcimiento excede al ofrecido más la mitad de la diferen- 
cia entre éste y lo reclamado por la parte demandada. 



Sdctxncu del Jüeü FsreauL 

Córdoba, IT de abril de 1950. AEo del Libertador General San 
Martín. 

Y Vistos: 

loa de expropiad' o seguido*, por el Superior Gobierno de 
la Nación contra Edmundo lluenpe; de los que resulta: 

Que a fs. 8 te presenta el apoderado del Gobierno Nacional 
1 de la man una 1; 16 de la manzana 3 y loa lotes 1, 2, 3, 4, 5. 
6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 10 y 20 y en nom- 
bre del mismo, demanda la expropiaciftn de los lotes de la 
morí «ana 5 del Barrio Flores Sección Auieghino 40, con lina 
superficie total de 9.854- m*., consignando a fs. 1 en concepto 
de indemnización lo suma de * 8.129,05 m/n. 

Qu« a fs. 39 se presenta el demandado por medio de apo- 
derado, solicitan-do la paxtteipaeion que por ley Ic corresponda 
y acompaña loa instrumentos público» que corren a fa, 13/38 
en que consta el dominio de tos lotea; 

Que en la audiencia preseripta por ol art. & de la ley 189, 
enya acta enrre a f«. 83/84, el actor ratifica roa términos de la 
demanda, manifestando el apod-erado de la demandada, que 
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nada tiene que observar al curso de Ja acción expropia loria, 
pero- disentía en cuanto al precio de la indemnización ofrecida 
por el Superior Gobierno de 1a Nación, por cuanto no traducís 
■el josto precio de los lotes que se expropian; solicitando en 
contenencia, que en definitiva mande abonar a su mandante 
el precio justo y real, de acuerdo a Ina probanza» que oportu- 
namente se acumulen; con sus intereses y costas. 

Que: abierto el juicio a prueba el aet©r ofrece; I» docu- 
mental, consistente en la sentencia de los expedientes que allí 

enumera y pericial ¡ y la demandada, por su parte, documental, 

informativa y pericial. 

Que en virtud a lo dispuesto en el art. 33 de la Ley 13.264 

se elevan los auto» al Tribunal de Tasaciones a los fines espe- 
cificados en e] art 14 de la misma. 

Y Considerando: 

Que a ta, 218 se expide el Tribunal de Tasaciones con el 
voto de todos sus miembros, con escepeión del representante 
del expropiado, fijando como precio y total indemnización por 
los. lotes de terreno que ne expropian la suma de $ 26.446,11 
moneda nacional. 

Que la discrepancia expresada con la estimación practi- 
cada, no trae nuevos elementos de juicio al debate acerca del 
panto cuestionado, circunstancia que, unidla a los antecedentes 
en que se apoya el informe del organismo técnico respectivo, 
hacen qne me incline a compartir y a aceptar las conclusiones 
avsluatiraa de tete, como el jutto y equitativo valor de loa 
bienes tasados. 

Que en cuanto a las costas, según lo establecido) por el 
Rcercto-Irfy 17.920 y conforme a las sumas reclamadas por el 
expropiado, corresponde imponerlas al actor. 

Por tanto, 

KesuelTO: declarar transferido al Estado Nacional Ar- 
gentino el dominio de los lotes 1 de la manzana 1 ; 16 de la 
mansana 3 y los lotea 1 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 
35, 16, 17, 18. 1?» y 20 de la manzana 5, del Barrio Plores, 
Sección Ame^hiuo 40, ubicadas en el Departamento Capital, 
Córdoba, con una superficie total de 9.854 m 9 ., con todo lo 
edificado, clavado y plantado al precio total de 26.446,11 m*n., 
con más los intereses al tipo que cobra el Baneo de la Nación 
Argentina para sus descuentos, sobre la diferencia entre la 
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sama consignad» y la mandada abonar, desde la fecha de la 
deapwesióíi hasta el día del efectivo pago de la indemnización; 
con corta», — P. Francisco h«ptri. 



Sbntsncia db la Cámara Federal 

Córdoba, 11 de setiembre de 19*0. Año del Ubertador-ííencral 
San Martín. 

Vistos: 

Eatits auto* ''(iobierno Nacional contra Edmundo Huespc 
— Expropiación", expediente Letra d., X» 19.262, año 1950. 
venido» a conocimiento de este Tribunal en virtud del recurso 
de apelación interpuesto por el representante: de! Superior 
(iobierno de la Nación, contra la sentencia fie fecha 17 de abril 
del año en «uno, corriente a fs. 169 8 170. dictada por el Sr. 
Juei Federal de Sección titular del ¿negado X' 1 de esta 
Ciudad. 

Y Considerando: 

Que el Tribunal ha fijado para la mudad métrica los pre- 
cios de mtn. 3.00 para loa lotes 1. 2, 5. 6, 9, Vi. 15. 17 y 19 
de la mañana III (Gobierno Nacional contra Cámere, M. y G. 
hoy Gánere, rallo de 24-HI-50) ¡ de m$n. 3.00 para el 9 de la 
mansana 41 (Gobierno Nacional contra Karnat. Guillermo, 
fallo de 1«.IV*50) y mtn. 4,00 para loa 1 y 2 d« la manzana C 
(Gobierno Nacional contra Elía» Addit — hoy Octavio García 
Faure, fallo de 18-111-50). 

Que no obstante hallarse los inmueble» objeto del presente 
juicio en ubicación casi idéntica que los citados precedente- 
mente, no mediando apelación; de la demandada, corresponde 
confirmar la estimación practicada pnr el Inferior que no 
difiere de- la del Tribunal de Tasaciones. 

Que las costas deben ser abonadas por su orden, ya que 
el espropiado no ha concretado al contestar la demanda la 
mima por 61 pretendida (art. 2fl dé la Ley 13.264). 

Por estas, consideraciones. 

Se resuelve: 

Confirmar en lo principal la sentencia recurrida, modifi- 
cándola en lo qne respecta a la* cosías que aerfin abonadas por 
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tu orden. Las costa* de «rta Instancia también por »u orden. — 
José Zeovllo, Cristo**. - fe* -V. - A*** $ * 



DlCTAMKN OKI, PROCÜRADOB <*BNBBAL 

Suprema Corte: 

KI recurso ordinario de apelación concedido en autos 
es procedente de acuerdo con lo que especifica el ar- 
tículo 3» inciso 2? de la ley 4.055. 

En cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional 
actúa por intermedio de apoderado especial el que ya 
ha asumido ante V. E. la intervención que le corres- 
ponde (fs. 185). Buenos Aires, noviembre 21 do 1950. 
Año del Libertador General San Martín. — Carlos <?. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de mayo de 1951. 

Vistos los autos: "Gobierno Nacional c/ Edmundo 
Hues-pe s./ expropiación", en los que a fe. 179 vta. se 
ha concedido el recurso ordinario de apelación. 

Considerando: 

Que el reenrso ordinario de apelación concedido, a 
fs. 179 vta. a la parte actora, es procedente de acuerdo 
con lo dispuesto por el art. 3, ine. 2», de la ley 4055 y 
con la jurisprudencia de esta Corte Suprema (Fallos: 
216, 91 y 519), habiendo la demandada consentido la 
sentencia de fs. 177. 

Que en el neta labrada como constancia de lo re- 
suelto por el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, 
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fs. K¡7, consta que el representante de )& aetora firmó 
otorgando su conformidad a In estimación realizada por 
ese orjran¡i*mo legal respecto al precio clel bien objeto 
<le este juicio. Ello hace inoperante la disconformidad 
manifestada en esta instancia contra el fallo de la Cá- 
mara qne ha adoptado como valor del inmueble el mis- 
mo fijado en aquel dictamen. 

Que en cuanto a las costas, es de destacar que, si 
Wen la demandada limitóse a manifestar en el acta de 
fs. 83 que pedía ee "mandara abonar el justo y real 
precio de acuerdo a las probanzas del juicio, con costas 
e intereses", esta actitud resultó modificada en su ale- 
gato de primera instancia (fs. 128/1-38) en coya parte 
final dice: "en consecuencia, V. S. se dignará hacer 
logar a la demanda, condenando a la Nación a pagar a 
mi mandante la suma preconsign&da de $ 41.604,27 m/n. 
-en concepto de precio a indemnización por todos los lotes 
de terreno de referencia" ¡ con lo que ha proporcionado 
la base necesaria para aplicar el art 28 de la ley 13.264. 
En consecuencia, las costas son a cargo de la actora. 

Por tanto, se confirma la sentencia recurrida con 
costas. 

Luis B. Lohohi — Tomás D. 
Cabarss — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessagno. 



FRANCISCO Ti LONGO v. DIRECCION fíEN'ERAt, 
IMPOSITIVA 

RKCVHSO OliOISAKIO DK M^LACÍOH: Tcrctra BlttÜKÚ; üt- 
neralidiiáes. 

El recurso nrdiuarío de apelación en tercera instancia pro- 
cede m*? la Corte Suprema tn los casos previstos en la 
Ley 4055. 
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niPI'h-KTOS A LOS REDITOS: Riáitoa <M comercio, de la Mut 
Iría, profesiones, etc. 

Procede confirmar la sentencia de segunda instancia: que, 
déspofe de examinar y valorar debidamente las cuestiones 
de hecho planteadas en autos, hace lugar a la demanda 
de repetición de la suma pagada por e! actor en concepto 
de impuesto a los réditos, en ratón de haber probado 
diebB parte, en forma clara y concluyen!*, la ««tenena de 
una soeiedad de hecho eon un hermano suyo, dedicada a 
la explotación del negocio de venta de billetes de lotería. 



Sentencia dbl Juez Feuebal 

Buenos* Airea, 10 de mayo. Año del libertador General San 
Martín, 1950. 

Y Vistos: para resolver este juicio seguido por Francisco 
Longo contra el Fiaeo Nacional (D. O. I.) wore repetición 
impuesto a los réditos y. 

Resultando : 

I. Que la actora demanda al Pisco Nacional O»- °- 
por repetición de la Mima de m$n. 11.982,75, o la que en de- 
finitiva resulte de la liquidación pertinente, que indebidamente 
se le obligó a pairar por impuesto a loa reditas. 

Dice que la* Dirección General Impositiva después de »na 
amplia inspección de su negocio, «alisada en octubre de 1M2, 
le obligó a pagar una determinada suma en concepto de im- 
puesto a los réditoa, ara tener en cuenta que dorante lo* afina 
1940 y 1941 «latió entre él y su hermano Carlos A. lioniro. 
una sociedad irreg»lar o de hecho que explotaba el negocio 
de lotería, eorao lo probó en el recurao d* repetición inter- 
puesto y lo hará en este juicio. 

II One *1 8r. Proearador Fiscal deapuea de nejrar el 
hecho que afirma el actor, pide el rechazo de la demanda con 
costas, pues sostiene que su mandante ha procedido en el caso 
ajustándose a las disposiciones legales en vigor y a la realidad 
do los hechos. 

Y Considerando: 

Que este juicio está circunscripto a resolver una cuestión 
puramente de hecho: si el actor, como lo sost.cne. estuvo aso- 
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piado con su hermano Cario» A. Longo durante los años 1940 
y 1941 en el negocio de lotería que explotaba en esta capital. 

Peta justificarlo ofrece las siguientes pruebaiti 

Ttsi itnonial : La. de loa testigos José A. Cerrudo, Santiago 
Cornejo Arenillas y Atüio Rossi quienes a fs. 51, 56 y 116 
respectivamente, declaran, palabras máa o menos, que eran 
empleados de lo» Sres. Francisco L. Longo y Carlos A. Longo 
a quienes siempre consideraron como socios y que éstos actua- 
ban en tal caráeter ostensible y públicamente ; que ambos tenían 
las mismas facultades para la administración del negocio; que 
las órdenes en el desempeño de sus funciona ta recibían indis- 
tintamente de uno o de otro y que los sueldos eran pagado» 
por cualquiera de ellos. A pregunta que ge le nace a Cernido, 
éste contesta que los cheques podían firmarlos cualquiern de 
los socios y que éstos iban sellados con nn sello que decía 
"Francisco L. Longo y, o Carlos A. Longo'' y Arenillas que el 
recibo de alquiler venía a nombre do ambos. 

En el mismo sentido declaran Domingo Argentino Vítale 
y Humberto Aquila a fs. 21 del expediente administrativo 
agregado (recurso de repetición) y presentado como prueba. 

La Srta. Sara Santa Coloma, a fs. 122. qne, en su carácter 
de concesionaria d« decenas, percibía el importe de los Sres. 
Francisco L. y Carlos A. Longo quienes actuaban conjunta- 
mente como socios y que los recibo* que otorgaban eran a 
nombre de ambos. 

Tj igualmente, en el mismo carácter de concesionarias, de- 
claran, a fs. 22 del citado expediente administrativo (recurso 
de repetición) los testigos. Juana Petrona Basso, María T. 
de Beraaatejíui Martha Honorio, .Josefa Adela Area, Italia Ar- 
gentina Carosella, Angela C. Sepeña de Cisneroa, Dora S. de 
Días Reynoldo. María del Valle de Dickman, Lanía Luque de 
De la Torre Urixar. Amparo Prieto de Rodrigues y muchas mas. 

Por último, y con referencias a esta prueba testimonial, 
otros testigos, como 40, también concesionarios, declaran en la 
misma forma en el expediente (raído del Juzgado Federal 
en lo Criminal y Correccional a cargo entonces del Dr. Horacio 
Fox y presentado asimismo como prueba. 

Pericial: El Contador Guillermo CTacowasy en su dic- 
tamen de fn. 267/68, llega a la conclusión indiscutible (lo 
dice) de la existencia dr la sociedad, de comisiones pagadas 
a los concesión arios, liquidaciones bancarias por giros emitido*, 
notas de crédito bancarias a favor de la cuenta de Francisco 
h. y Carlos A. Longo», boletas de depósitos bancarios y ( Jíversos 
extractos de la enenta corriente de ambos. 
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El Contador Raúl licniardis en su informe de fs. 36 a 37 
y 40 del expediento administrativo (recurso de repetición) 
llega a la misma conclusión que el anterior. 

Y el Contador Luis A, Chiodi tf* Rosario que examinó loa 
libros de comercio de Dionisio Rodríguez pudo constatar las 
relaciones comerciales que la casa de íste había tenido con 
Francisco fe. y Carlos A. Longo, qu'eene* actuaban como socios. 

Documental: Los formularios de la Dirección General 
Impositiva agregados a fs. 78, 79 y 80 por los que aparecen 
inscriptos Francisco L. y Carlos A. Longo bajo el N« 2.464.100 
como un «cío contribuyente. 

La resolución de la delegación de Paraná de la D. G. I. 
que lleva feeha 13 de agosto de 1942, — tV m del citado 
espediente criminal — , en que so reconoce y trata a Carlos 
A. Longo romo socio de Francisco I'. Longo. 

Y el infqrine del Ha tico de Londres y América del 8ud 
según el que resulta que ha existido una cuenta corriente a 
nombre de Francisco b. hongo y Cario* A. I-wgo, abierta 
el 20 de enero de 1948 y cerrada el 26 de abril de 1943 — fs- 
18 del expediente adminiKtrativo agregado (recurso de re- 
petición) — . 

La uniformidad y armonía en que declaran todos los testi- 
gos, empleados y concesionario* de loa_ actores ; ta perfecta 
coincidencia a qúe llegan en sus conclusiones loe Sres, peritos 
contadores y la documentación presentada, alguna de la cual 
como los formularios de la Dirección General Impositiva, re- 
velan que esta propia repartición consideró a los adores como 
un solo contribuyente, llevan al ánimo del suscripto la convic- 
ción más profunda, de que Francisco L. Longo y Carlos A, 
Longo, han trabajado en sociedad durante el tiempo que dice 
en la demanda y "que, por consiguiente, ésta debe prosperar. 

Por estas consideraciones, fallo: haciendo lugar a la ^de- 
manda v declarando que el Fisco Nacionnl (D. G. M^Wg 
abonar al actor D. Francisco U Longo ln suma de f n.982 t 75 
m/n. o la que en más o en meaos resulte de la liquidación que 
deberá practicarse, con interósea estilo Raneo de la Nación 
desde la notificación de la demanda y las costa* del juicio. — 
José Sartorio. 
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SENTENCIA PE LA CAMARA FEDERAL 

Bueno» Airen, setiembre 6. "Año del Libertador General San 
MMtfD», W60. 

Vistea estos autos caratulados "Longo Francisco L. c/. 
Fisco Nacional (contencioso) ", venidos en apelación a este 
Tribunal por auto de fs. 164 vta., contra la sentencia de fs. 
159, planteó** la sig-uiente cuestión a resolver: 

i Es justa la sentencia apelada? 

Al respecto el Sr Jues Maximiliano Consoli, expresó: 

Que para colocar el pronunciamiento del Tribunal ■ en 
terreno jurídico en que te ha trabado la litio, nada núa condu- 
cente qoe reproducir la síntesis con que ei representante de la 
Dirección General Impositiva cierra au «presión de apravios: 
" Resumiendo, la sentencia en recurso valora equivocada mente 
la prueba testimonial; no toma en cuenta el resultado de la 
pericia, sino el de informes de contadores a«repaclos al expe- 
diente administrativo que no constituyen la prueba pericial; 
«acá conclusión»*, a mi juicio, erróneas, de lo actuado admi- 
nistrativamente; no aprecia el importante elemento de juicio 
que constituye >■ falta de demostración de todo aporte por 
parte del Sr. Carlos Lonpo; no aaaliaa ni examina la prueba 
documental rendida a que se hace referencia en ei párrafo VIr» 
del presente escrito" (fs. 170 vta.). 

Corno se desprende de las manifestaeionei precedente», 
trátase en «1 asra-jadíc* de una cuestión basada exclusiva- 
mente en la valoración de lo* hechos, en la estimación de las 
pruebas producidas por la actor», con el objeto de acreditar 
que los Sres. Francisco L. Ijonpo y su hermano Carlos A. Longo 
constituían una sociedad de hecho. 

La Dirección General Impositiva, a los fines de la cues- 
tión promovida por el recurrente, ha aceptado, tanto en la» 
actuaciones administrativas como en la ins'aneia judicial, que 
la prueba de la alegada sociedad de los Sres. Longo, haría 
viable y procedente Ta devolución de la huma reclame da a la 
misma, en razón de la existencia de dicha comunidad de 
intereses. 

Por lo dem&s nuestra legislación, no sólo acepta tas res- 
ponsabilidades emerpentes de la. sociedad irreimlar o de hecho, 
al punto one los que contrataren a nombre de tales sociedades 
quedan obHjradn* personal, ¡limitada y sol ¡doriamente íCód. 
de Com.. art. 38$"). sino «.ne el Cód. de Comercio enumera en el 
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art. 298 una ssrie. de circunstancias a Ies que otorga el valor 
legal y el alcance expreso de una presunción de- ra existencia. 

Es asi como Obarrio, Derecho Comtrdal, l. I, pág\ 290, 
reportándote a los términos de la- precitada disposición del 
Código de Comercio, escribe : " La sociedad ... no sólo pueda 
acreditarse por medios probatorios directos, sino también por 
prt$undon«s más o meno* vehementes, fundadas en antece- 
dentes o actos que demuestren bu existencia''. "Así el Código 
ba establecido que la existencia de la sociedad se presume, aiem- 
pre qae alguien ejercite actos propios de sociedad y que regu- 
larmente no hay costumbre de practicar sin que la sociedad 
exista; tales, como )a negociación promisoria y común ; la ena- 
jenación, adquisición o pago realuiadoa en la misma forma ; el 
hecho de declararse una persona aocia de otros y éstos no 
contradecir an afirmación de ana manera publica ¡ la propo- 
sición de 2 6 más socios, de un administrador o gerente 
común, el uso del pronombre nosotros o nuestra r -apteado en 
la correspondencia, libros, facturas, cuentas u otros papelea 
co mero Ules, el hecho de responder o recibir cartas dirigidas al 
nombre o firma social ; el uro del nombre con el aditamento 
y compañía; ta disolución de la asociación en forma de so- 
ciedad". 

Contrariamente a la opinión del representante legal de ¡a 
Dirección General Impositiva, considero que el Sr. Juez a-quo 
ha computado los elementos de prueba acumulados en antes y 
todaa las constancias del expediente administrativo en forma 
clsra y eonclnyente. Participo de la profunda convicción 
del Sr. Juei a-quo, de que loa Sres. Francisco L. Longo y 
Carloa A. Ixmgo han trabajada en sociedad durante el tiempo 
expresado en su escrito inicial ele demanda. 

Al contestar agravios la parte apelada examina con deten- 
ción, analíticamente, la deposición de numerosos testigos qae, 
acorde con lae demás pruebas producidas, llenan plenamente 
el objetivo señalado por el art. 298 del Código de Comercio. 

Son todas ellas declaraciones qne emanan de personas 

calificadas, que ban tenido- vinculación con la sociedad. 

So trata de ex-empleados. concesionarios d« decena» de 
lotería, funcionarios o comerciantes que actuaban en el ramo, 
etc. Ra prueba idónea y convincente para demostrar la exis- 
tencia de la sociedad. 

T*os testigos declaran sobre hechos concretos, que han ob* 
servarlo en forma personal y directa. 

No testifican sólo por "referencias", "ni dan ©pinTones" 
como erróneamente lo pretende el apelante. 



$71 VXLJM DB LA OORTB OVnOCA 

De manera que es menester concluir que la prueba testi- 
monial ha oído valorada por el a-quo con juntera y concedién- 
dole la real gravitación que reviste respecto de la efectiva 
éxiitencia de la Sociedad de tos Sres. LonRO. 

También resulta inaceptable el agravio de la parte ape- 
lante en lo que respecta a la prueba pericial. 

En la sentencia ae han examinado: la parte del Contador 
Guillermo Cracowsky d« h. 267/68 de estos autos; el informe 
del Dr. Raúl Bernardo", que obra a fa, 36 a 37 y 40 del expe- 
diente administrativo N» S. 1402/43 (recurso de repetición) ; y el 
informe del Contador Luis A. Gfaiodi. de la Ciudad de Ronarto, 
quien examinó loa libroa de comercio d« Dionisio Rodríguez y 
corutató la* relacione» comenialtt qne tuvo el eatablectmiento 
da éste eon loa Brea. Francisco L. y Carlos A. Longo. 

El hecho de haberse referido el a-qw>, en la sentencia 
«ateamente a las conclusiones de los peritos, no autorixa al 
agraviado para subestimar la síntesis que en realidad, presu- 
pone nn análisis previo de todo* loa elementos acumulado* como 
prueba. 

De consiguiente, cabe concluir en que la prueba pericial 
ea terminantemente favorable al actor. 

Por úhimo-, con prescindencía de lia omisiones atribuidas 
al Juzgador que no debilitan la validez de su decisión, corre*, 
poude destacar que la prueba documental do- es menos precisa, 
ni menos convincente que las de loa testigos y las de los peritos. 

Kn'efecto, en el Expediente N» 8. 1402/43. obra la resolu- 
ción de la delegación de Paraná, de la Dirección General Im- 
pcadtiTa, fecha 13 de agosto de 1942 (fs. 171) y de la misma 
a* desprende que la demandada ha reconocido y tratado a 
Cario» A. Longo como socio de francisco L. Longo. 

Tan es asi, que por el hecho de que Carlos A. Longo, no 
declaró en Paraná, los beneficias obtenidos en la Sociedad de 
hecho, que tenía con su hermano Francisca L. Longo, en la 
explotación del negocio de la calle Piedras N» 111. se 1c 
aplicó ana mulla de $ 1.11T m/n. 

Segín «mataneien del informe del Banco de Londres y 
America del Sud, ha existido una enenta a nombre de Fran- 
cisco L. Longo y Carlos A. Longo, abierta el 20 de enero de 
1940 y cerrada el 26 de abril de 1943 <fs. 18 del expediente 
en recurso de repetición v resumen del Banco de Londres del 
expediente Tí» 1402/43 a 264). 

El registro de esa cuenta a la arden conjunta de los her- 
manos Longo, armoniza rn an consideración con las restantes 
prnebas que se han agregada, sobre la existencia de la sociedad 
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- de herbó y lleva a Ir conclusión i u desecha ble fie que es vierta 

y fundada la causal alegada por el actor, cnmo funda monto 

h* la repetjcian de 1» suma redamada, ¿oh raás* U s intereses y 
costas del jmeio. 

Ell PiuiwciiPncia. voto por \n afirmativa sobre la euestíón 
propuesta. 

Los Sres. Jueefs Dre*. Abelardo 0, Montiel y Horneo P. 
camera, por 1<* fundamentos expuestos, adhirieron al voto 
preceden te. 

A mérito del «cuerdo que antecede, se confirma, con eos- 
tas, la sentencia apelada de fs. 159 a fs. 161, que hace lugar 
V* ««"nd* declarando que el Fisco Nacional fD.G.l.) debe 
abonar al actor p. Francisco L. bango, la tama de * 11.982,75 
mfn o la que mas o menos resulte de ta liquidación que deberá 
practicarse, con intereses al estilo del Banco de la Naeión, 
OCUe ia notificación de !a demanda y las costas del juicio. — 
¡""t" , CoMoit - ****** Jofyt Monti* - Romw 
remando Camera. 

DlCTAMKN BEL PROCURADOR CrBKEttAL 

Suprema Corle: 

El recurso ordinario de apelación ha sido bien 
concedido a fs. 188, de acuerdo con lo qne dispone e] 
art. 3\ inciso 2» de la ley 4.055. 

En cuanto al fondo del asunto el Pisco Nacional 
actúa por intermedio de apoderado especial, el que ya 
ha iwamido ante V. E. la intervención que le corres- 
ponde (fs. 191). Buenos Aires, octubre 27 d« 1950. Año 
<lel Libertador General San Martín. - Carlos G. Del- 
f'tto. 

FALLO m LA COltTE SUPREMA 

Buenos Airea, 23 de mayo de 1951. 

Vistos los autos; "Longo Francisco L. c/ Fisco 
Nacional (Dirección General Impositiva) a./ contencio- 
so'\ en los que a fs. 188 se ha concedido el recurso or- 
dinario de apelación. 
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Considerando: 

Que? el recurso ordinario de apelación concedido a 
fu. 188 a la parle demandada es procedente de acuerdo 
ton lo diapuesto poT el art. 3, inc. 2% d« la ley 4055 y con 
!a jurisprudencia de esta Corte Suprema (Fallos: 216, 
01 y 5111). 

Que en esta instancia la parte demandada que ha 
recurrido de lu sentencia, reproduce los mismos funda- 
mentos ya expuestos en las instancia» anteriores. 

Que tratándose de cuestiones de heclio, debidamen- 
te examinadas y valoradas en el fallo, correapon.de con- 
firmarle por sus fundamentos. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, so confirma la sentencia apelada de fa. 181 
por sus fundamentos, con coates. 

Luis R LóKom — Tomás 
C\8arb9 — Felipe Santiago» 
Pérez — Anuo Pessaono- 



NACION AROENTINA (MINISTERIO DE MARINA) 
y. ALEJANDRO GOfrl Y OTRO 

EXPROPIACION: lndemm:ación. Determinación il<\ vttlor real 

Si el Tribunal de Tasaciones instituido por la ley 13.264 
ln fijado, por unanimidad de sur miembros —esto es. con 
la aawt*neia y conformidad de los representantes de ara- 
ba» parte»—, el valor d* la fracción expropiada, no cabe, 
en principio, fijar judicialmente un preco distinto del de 
U tasaefón realizada por dicho organi-mo. que, por otra 
parte, no ha »i.do impugnada. 
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Sentencia del JctZ Peí eral 

Bahía Blanca. 15 Je noviembre de Í9tt> 

Y vistos: 

Estos autos * 197. año 1947 "La Nación c./ fioft|. Ale- 
jandra y Francisco; expropiación"; llamados para definitiva 
a f«. 14*7 vta.. de los cuales 

Resulta ! 

1») A f s 33 el Sr. Procurador Fiscal promueve demanda 
contra Jos Sres. Alejandro y Francisco «ofíi. o onirnos resul- 
ten propietarios, por expropiación de 83 hés. de la paTcela 
denitrnflda Mr «1 catastro de la Provincia de Humos Aires con 
el n* 694, ubicada en el partido de Coronel . J)M& *]**V* 
la suma de $ 26.662,50 m/n. que emprende el valor de las 
mejoras, colocándola a disposición de los interesado». Firie la 
posesión provisoria del bien, qrie w fije fecha para, celebrar 
la audiencia que prescribe el art. fi* de la ley 189 y no*, opnr- 
tunamente, se haira lupar a la expropiación ; pon costas. 

2») A fs. 45 se celebra- la audiencia señalada, a la que 
comparecen los representantes de ambas partes. El Sr. I'roeu- 
rador Fiscal reproduce la demanda, que es contestada por el 
apoderado de los expropiados, rechazando el precio ofrecido 
por ser mnv inferior al que corresponde y une estima no pue- 
de ser menór de § 50.000 b/n. Ambas partes proponen pentoa. 

80 A fe. 46 Tta. son designados los pentca propuestos 
por las partes, quienes no lletran a producir informe en razón 
de la vijreneiñ de la ley 13.264. 

A") A fs. 56 se da posesión al representante del Gobier- 
no fíaeional, labrándose acta e« la qtte M deja «mslanuia de 
las mejoran existentes en el inmueble. 

5») A fe. 63 v 64 se halla aprosado el informe del Jíaiioo 
Hipotecario Nacional acerca del estado actual de la deuda hi- 
potecaria que reconoce el inmueble que se expropia, la que 
asciende n * 9-180 m/n. 

6») A fs 76 vía., 79 vta. y 80 se hace entrega al repre- 
sentante de los demandado* de la cantidad de « 16.619.51 m/u., 

habiéndose reservado en autos el importe c e la hipoteca y del 
ralbante de que informa la nota del actuario comente a fe 78. 

m A fs 105 vta. se requiere el dictamen del Tribunal 
de Tuiciones y se intima a los expropiados para que dMipwn 
SU representante ante el mismo, requisito que cumplen a fs 107. 
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8») A fa. 110 y 112 el Banco Hipotecario Nacional comu- 
nica que ha depositado a la orden del Juzgado la suma de 
$ 289,73 ra/n. que ba quedado como remanente luego de la 
canee laóifio de la deuda hipotecan» de los demandados. 

9°) De fa. 113 a 147 corren agregadas )as actuaciones 
promovidas por el Tribunal de Tasaciones, hallándose a fs. UC> 
la tanae-ión de! inmueble f las mejoras que se expropian. 

Y considerando: 

I. Que hallándose otorgada ya la posesión del inmueble, 
sólo resta resolver sobre la transferencia de dominio y ta in- 
demnización que el actor deberá abonar. 

II. Que de acuerdo con las nuevas normas en vigor en 
la materia (ley 19.264. art. 11) ta indemniaeioii soto com- 
prenderá el valor objetivo) del bien y los danos que sean con 
secuencia directa e inmediata de la expropiación, con exclusión 
de eirennataneias de carácter personal 

III. Que al contestar la demanda y rechatar por bajo el 
pT*CW Ofrecido, d 8r, representante d« loa demandados hito 
estimación de que debía abonársele en pago de lo que se expro- 
pia una auna, no inferior a $ 30.000 m/n. 

IV. Que habiendo entrado a regir nuevas norma» proce- 
sales en materia de expropiación (ley citada, att. 14), se re- 
quirió el dictamen del Tribunal de Tasaciones, organismo crea- 
do con anterioridad a 1* promoción de este juicio (decreto 
33.408/44, art. 74, ratificado por la ley 12.922), que debe ser 
integrado por un representante de loa expropiados. 

V. Que luego de tramitar las actuaciones agregadas en 
las que el representante de loa expropiados tuvo oportunidad 
de manifestar au disconformidad con la yaluación efectuada 
por nna de la» Salas componentes del Tribunal, cate produjo 

el dietamen de que informa el acta de fa. 146 suaenpta ain 
disidencia y que fija para el total de los bienes un valor de 
$ 44.192,15 m/n. Que no hay en autos elementos que lleven 
al infrascripto a reehasar o modificar el dietamen; todo lo 
contra rio. debe resolverse aceptando sus conclusiones funda- 
das en loa antecedentes reunidos y en atención a la conformi- 
dad prestada por el representante de los expropiados a suscri- 
bir el arfa de fa. 146 sin observación. 

Por estos fundamentos, falto declarando transferido a fa- 
vor del Gobernó Nacional el dominio del inmueble descripto 
en el resultando 1* previo pago a los Sres. Alejandro y Fran- 
cisco Gofii. o quienes resulten propietarios, dentro del término 
de 10 día* de la suma de $ 44.132.1S m/n.. de la que «leberá 
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dedncirse las cantidades entfegtcUt (fe. 79 vU., 80, 86 vta., 90 
y 98 vta., teniendo presente «1 reintegro a fs. 110 y 112) ; con 
más los intereses sobre la diferencia «aire 1» sama consignada, 
y la que se manda pagar, al tipo corriente de las operaciones 



'del Baneo de la Nación Argentina. Las costas se abonarán por 
la «tora (ley 13.264, art 2S). — Elwo Cario» ¿fckvrom. 



Sektjsncia de la Causha Federal 

Babia Blanca, septiembre 27 de 1950, Año del libertador 
General San Martín. 

Víalos y considerando ¡ 

Conforme a la doctrina sustentada por la Corte Suprema 
de Juatie» de la Nación «Fallos, t. 214, 439), habiéndose 
expedido el Tribunal de Tasaciones por unanimidad, con in- 
tervenetóa y conformidad de loa representante* de ambas par- 
tes (acta de fs. 146), no cabe, en principio, fijar judicial men- 
té «n pwcic- distinto del de la tasación efectuada por dicho 

órgano. .... 

Que de autos no resalta la existencia de perjuicios que 
deben ser comprendidos en la ittdemniraeión y qoe hayan sido 
excluidos en la citada peritación. 

Por ello y fundamento» concordantes de la sentencia «« 
recurso, se la confirma en todas sus partes. — Allerta Fem¿»- 
déB dsl Cual — aforó Saravia - francisco F, Burgot. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de mayo de 1951. 

Vistos lo* autos "La Nación — Ministerio d* Ha- 
rina t>,\ Goñi, Alejandro y Francisco s.| expropiación", 
en los que se na concedido a fs. 169 el reeureo ordinario 

<le apelación. 

Considerando : 

Que el precio de la expropiación de las 83 hs. 95 as. 
de Alejandro y Francisco Goñi, que integran la parcela 
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694 del Partido de Coronel de Marina Leonardo Rosa- 
les (antes Bahía Blanca), Pro?, de Buenos Aire», a «pie 
estas actuaciones se refieren, ha sido determinado por 
la sentencia de fs. 168 en la suma de $ 44.132,15 qne es 
el valor atribuido por el Tribunal de Tasaciones, a la 
referida fracción computando sos mejoras (edificios, 
alambrados, aguadas: $ 31.793,15), con la conformidad 
de todos bus miembros, incluido, desde luego, el repre- 
sentante del Ministerio de Obras Vú Nicas do la Nación. 

Que ese informe del Tribnnal de Taconea no ha 
r-ido observado y los antecedentes que se enuncian en el 
dictamen de fs. 171, no pueden serle opuestos para de- 
bilitar sus conclusiones, por cnanto los constancia* de 

fs. 131 y 132, que se citan allí son reproducción de la de 
fs. 5(13 que sirvió de base para la consignación de fs. 
33 y 36, la de fs. 128 es el informe de- la Administración 
Nacional de Contribución Territorial que se refiere al 
valor que para el pago de un impuesto únicamente se 
fijó* en 1937 hasta 1946; y la manifestación de los de- 
mandados de fs. 16 ge limita a señalar como "mínimo'* 
una cantidad que no fué aceptada, a punto de provocar 
este juicio, iniciado a fs. 29 por la actora que acompañó 
esa carta para acreditar precisamente la disconformi- 
dad de loa propietarios, quienes en la audiencia de fs. 
46 sostuvieron en cambio, por medio de eu represen- 
tante, que la indemnización no podía ser inferior a 
• 50.000,—, dejando librada en definitiva la cantidad 
final a lo que resultare de la peritación que en autos 
debía practicarse, constituida desde luego, por la va- 
luación del Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, que 

se examina y que como se ha dicho no sólo no ha aido 

impugnada sino que aparece suscripta de conformidad 
por todos bus miembros y representantes de las partes, 
de manera qne no Be advierten tampoco en el juicio an- 
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teeedentes que autoricen a separarse <le sus conclu- 
siones. 

Por ello, se confirma con coatas !a sentencia de fs. 

168. 

Luis E. Lo no h i — Tomas D. 
Casabes — Felipe Santiago 
PÉREZ — Atilio Pessagno. 



NACION ARGENTINA (MINISTERIO DE HARINA) 
v. SALVADOR BRÜGALETTA 

EXPROPIACION : Indemniiaciátt. Dettrmimtián Het cafar fcaL 

Si el Tribunal de Taaaciones de !a ley 33.264 ha fijado, 
por unanimidad de sus miembros —y. desde luego, con la 
conformidad del representante del Ministerio de Obras 
Pública»— el valor de la tierra expropiada, no cabe, en 
principio, sefialar judicialmente un precio distinto del de 
la tasación realizada por dicho oraanismo, máxime cuando 
ni la referida peritación, ni las constancia* -de auto*, re- 
velan ¿eficiencias o reparos que autoricen una conclusión, 
diferente. 



Sentencia d>et. Juez Federal 
Bahía Blanca, 3 de julio de 1950, Aflo del Libertador General . 

San Martín. 

Y vistos: 

Estos antos n* 236, año 1948, rotulados t "La Nación e./ 
Salvador Brugaletta ; expropiación", llamados para definitiva 
a fs. 4fl vta., 

Y considerando : 

I. Que habiendo praetíeado ya las diligencias de entrega 
de la posesión al expropiante (fs. 36) e intimación al expro- 
piado para que designe representante ante el Tribunal de Ta- 
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naciones (fa. 27), como asf también, que se ha dispuesto ya la 
tramferencia de dominio del inmueble que se expropia (fa. 
36), afilo resta resolver acerca d§l valor que se lia de mandar 
pagar en concepto de indemnixaeión. 

II. Que, a loa finea de fijar el expresado valor, el infras- 
cripto cuenta con el dictamen del Tribunal de Tasaciones co- 
rriente x ta. 45, expedido por unanimidad de sus miembros ain 

intervención del representante del expropiado por no haber 

comparecido. Que no existe en autos elemento alpina qne de- 
termine al proveyente a raadificar la cifra fijada por dicho 
tribnnal, por lo que se resuelve aceptar integramente mi* eon- 
eluaioDM. 

Por ello, fallo: 

Condenando a la Nación a papar a ti. Salvador Brugatetta 
o u quien resulte propietario del inmueble deslindado a fs. 26, 
la suma de * 15.399 m/n.. de la que; deberá deducirse la can- 
tidad va depositada (fa. 4), con más loa interesen sobre la di- 
ferencia de la auma comisada y la que se manda pasar, al 
tipo eorrienta de lait operaoiones det Banco de la Nación Ar- 
gentina. — Carlos E. C*rvim. 



SE-VTENriA DE LA CXlfAlU FEDKRAt. 

Bahía Blama. octubre 9 de 1950. Año del Libertador General 
San Martín. 

Vistos y considerando; 

Que la ley de expropiación n« 13.264. al establecer un pro- 
eedimicnto sumario a loa efectos de fijar la inderoniiación qn* 
debe pagar el expropiante, no excluye la contención inherente 
a todo juicio cuya decisión acá susceptible de crear derechos y 
obüffacioDea entre dea o mas partea. Habría sido necesario, a 
tal efecto, una clausula expresa quí- no aparece contenida en 
!a ley; por el eontrarío, en ao art. 14 estable^ qne la diferen- 
cia entre expropiante y expropiado se decidirá en "juicio 
sumario" y tales términos comprenden, al menos demanda y 
contestación; el art- 28 habla de Isa eontaa del "inicio" y al 
refriar el modo -de distribución da ellas, condiciona ona, de sus 
alternativa* a que no se exprese la suma que se reclama. Vale 
decir, (fue tal artículo presupone una demanda y au contestación. 
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Finalmente, las exigencias de ana forma de inicio conten- 
cioso pan U tramitación de las expropiaciones surge clan de 
Ift ditcmuta parlamentaría z al ponerte a votación en la Hono- 
rable Cámara de Diputados el art. 27, qne dice: "Todo inci- 
dente se resolverá sumariamente en forma verbal y actuada", 

m auarita el sifruicnte diálogo que vale ser transcripto en ho- 
nor a ra brevedad y precisión; Sr. Yaáarola: "jPor qué los 
incidente! ae van a raitanoiar en forma verbal y actuada r no 
todo el tramite!" Sr, Albrieu: "No hace más que ajusfar loa 
incidentes al mismo trámite que el qne rige para el principal". 
Sr. Yadarole: "Si está establecido par* el principal, creo está 
demás establecerlo para los incidentes". Sr. Bagnaseo: "Lo 
qae abunda no daña, Mantenemos el despacho". 

Ají, pues, el juicio de expropiación a los efectos de la 
indemnización debe sustanciarse en la forma vernal y actuada 
propia de la naturales* sumaria instaurada por la ley para 
esta piase de asuntos, pero austanciaciÓn no excluyante de les 
principios generales que imponen lo» ordenamientos procesales, 

Qne no obstante, en «utos no aparecen cumplidas estas 
. reírlas, pues no ae le fas dado la oporitunidad al expropiado 
para contestar la pretensión del expropiante, la falta de re- 



Civil y Comercial) y la falta del pertinente recurso de nuli- 
dad (art. 233, ley SO y 237 del C. supletorio), imponen a este 
Tribunal l« oMigaeion ¿e conocer directamente de los recursos 
de apelación interpuestos. 

A este respecto, como lo expresa el 4-ono, no existe en 
autos elemento algano qne induzca a separarse de la cantidad 
fijada como justo precio del bien expropiado, por el Tribuna! 
de Tasaciones. — A. Fernández del Casal — Mario Sarama. 
— Francisco F. Burco$. 
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Buenos Aires, 23 de mayo de 1951. 

Vistos los autos "1.a Nación — Ministerio de Ma- 
rina c.¡ Brnjwletta Salvador s.J expropiación", en los 
que se lia concedido u fs. 59 el recurso ordinario de ape- 




Incidn. 
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Considerando: 

Que la sentencia de fs. 56, confirmando la de fe. 47, 
fija en ♦ 15.399 rnjn. la suma qne la Nación deberá aba- 
nar a Salvador Brugaletta o quién resulte propietario, 
por la expropiación de la parcela ano de la manzana 381 
(O según título) de 5.100 mts, cds. 7 de la manzana 360 
(N según título) con una superficie de 14.400 mis. cds., 
corre spondienles a la Sección IV, Circunscripción VI, 
Paraje Ciudad Atlántica, Partido de Coronel de Ma- 
rina Leonardo Rosales (antes Bahía Blanca) y tuyo 
dominio figura inscripto en el Registro de la Propiedad 
d* la Provincia de Buenos Aires, bajo el n* 689, año 
1942, del Partido de Banía Blanca* 

Que ese pronunciamiento ha sido consentido por el 
d-emandado y apelado por el Sr. Procurador Fiscal, 
quien no ha expuesto en momento alguno, cuales serían 
Ion agravios que esa decisión le causa, ya que la suma 
aludida es la que señalara el Tribunal de Tasaciones 
en su dictamen de fs. 45 suscripto por unanimidad y des- 
dé luego ron la conformidad del representante del Mi- 
nisterio de Obras Públicas, y sin que la referida peri- 
tación o las constaaciaa de autos revelen deficiencias o 
reparos que autoricen una conclusión distinta, por lo 
qne procede confirmar la sentencia recurrida. 

Por estos fundamentos se confirma con costas la 
sentencia de fs. 56. 

Luía B. Longri — Tomas D. 
Casares — Felipe Satjtiago 
Pérez — Anuo Pesbaoho. 
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MARGARITA H. FORNASINI DB PONCB 

JURlSI'nVDESClA, 

Las expresiones de un considerando de una sentencia da 
la Corte Suprema, por no referirse precisamente a la cues- 
tión debatida en la causa, constituyen un "otñter dictam" 
que no debe considerarse como jurisprudencia del Tribu- 
— nal en sentido propio. 

ACDHWLACJOS DE BENEFfClOS: JMltrioues y pensioné» M- 
cioii'ilet. 

Lo prohibido en el art. 49 de la ley 43*9 es la acumula- 
ción de dos pensiones y no de una jubilación con una 
pensión, a euya acumulación tampoco se opondría lo dis- 
puesto en el art. 71 de la ley 11.575 —jubilaciones ban- 
caríaa— aunque tuviera el car¿et e r general que el recu- 
rrente le asigna, pues lo que prohibe es la acumulación de 

doa "jubilaciones". Por todo ello, corresponde reconocer 
el derecho de la interesada —jubilada de la ley 4349— a 
cobrar lea haberes de pensión correspondientes al período 
comprendido entre el 21 de mayo de 1946 —lecha en que 
eomiensa a pereibir la jubilación — beata el 31 de octubre 
de 1947, en que se acordó la acumulación solicitada, por 
aplicación de! art. 92 de la ley 13.065. 

Dictamen atorado pos el Directorio del Instituto 
Nacional de Previsión Social 

Buenos Aires, 8 de octubre de 19*8. 
Vistas estas actuaciones resulta ¡ 

1» Que Da, Merjfar¡ti> María Pornasini de Pone*, revista 
el doble carácter de pensionista y jubilada de la ¡ey 4349 y en 
virtud de ello cesa en el (roce de la pensión desde el mismo dia 
en que comienia a percibir jubilación, 21 de mayo de 1946 
(fs.27y49). 

2» Que en virtud de lo dispuesto por la ley 13.065, per- 
cibe shnnltámeamente ambos haberes a partir del 1« de noviem- 
bre de 1947 (fs. 50). 

3° Que, ahora gestiona el cobro del importe de la pen- 
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nifin desde el 21 de mayo de 1946 hasta el 31 de octubre de 
1947, a lo que w opone la Asesoría Letrada a fs. 54. 

4* Que la ley 13.065 dispone expresamente la compatibi- 
lidad de ambo* beneficio* a partir del 1* de noviembre de 1947 
y asi se resolvió • U. 48/49, s.in que ae alegue ningún hecho, 
nuevo que autor ice la revisión de la resolución precitada Por el lo 

L* Junta de la Sección —ley 434»— aconseja resolver: 

1* Kantener en todas sus partes el despacho de fs. 48 
que declara compatible a contar del 3» de noviembre de 1947 
el goce simultáneo de la jubilación y pensión de que es titular 
Da. Margarita Modesta Fornaaíni de Pone*, no haciendo lagar 
al pedido de pago de haberes de pensión correspondienle» al 
período 21 de mayo de 1946 al 31 de octubre de 1M7. 

rhCT&HBN DlL. PaÓCUBADOB G&NeUL de la Justicia 
del Trabajo 

Saca*, Cámara: 

Bl Instituto Nacional de Previsión Social, ha resuelto en 
estas autos, acumular desde la vigencia de la ley 13.065, al 
haber jubilatorio de trae gasa Da. Margarita Forsasini de 
Pone*, el beneficio) de pensión, que anteriormente a esa pres- 
tación te Mrreapondió, por muerte de en eaposo, y de la que 
debió" renunciar para optar por la jubilación. 

La solicitante apela de- «ta decisión, por cuanto la a en ovu- 
lación no ae le acuerda a partir de su petición, que formnló 
eoo anterioridad a la precitada ley, para que se le reintegrara 
en el goce de ese beneficio. 

Las disposicioBes pertinente* de la ley 4349- que se aplica, 
aay to los ¿osdamcrttos de I» resolución apelada y se expresan 
en la sisada por el Instituto, habrían determinado el rechazo 
da la acumulación de la pensión a la jubilación actual, antes 
de la sanción de la ley 13.065. Excluyen temente se encontrsrSa. 
la referente a la incompatibilidad de etoa beneficios, según lo 
sostiene Is iastitución a fe. 70, criando el art. 38, que alude al 
carácter viUíieio de las jüoifceione* 

Que ello como norma en la concesión de «tos derechos, ae 
ha mantenido en la legislación, y tan evidente, de que ha re- 
gido hasta. Ib aparición de las leyes 13.065 y 33.076, que ha 
sido necesaria la sanción de éstas, para autorisar la acumula- 
ción, que antea, la ley vigente denegaba- 
De ahí que encuentra procedente acordar la acumulación 
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anteriormente incítente en fe ley. a partir de enta otra nuevo 
-anción, que In reconoce para el futuro. • 
La anclante, a Ia ves que se funda en haber intentado 

recuperar su derecho, con anterioridad a la nueva ley, invoca 
la disposición que éata contiene en el art. 1» para demostrar, 
que procede mi reeonoei miento, en vírtnd de la acumulación 
de beneficios que declara compatibles esa disposición, eon to- 
dos los que acuerde el Instituto de Previsión Social. Que la 
retroaetividad de Ion efectos de esta ley, es lo qne lo determina 
a considerar subsistente sn derecho y «prega que el art. 4« de 
la misma, faculta a solicitar las preVaeiones denegadas o no 

Kestionadas basta el presente. 

Y que la pertinente compatibilidad de los beneficios que 
pretende, está confirmada por la sentencia de In Eicma. Su- 
prema Corte en el caso "Vidiella de Kasrrup". resuelto por 
V. B. Cámara. 

A juicio del suscripto, ni los fundamentoR de que hace 
mérito el Instituto de Previsión, ni las disposiciones lépales 
invocadas por la recurrente, han podido determinar el pro- 
nunciamiento administrativo cuestionado. Tampoco creo, en- 
madren en la decisión que corresponde adoptar, 

En primer lunar, la ley 13,065, en cuanto reforma el art. 
92 del D/L 14,535. no ha podido aplicarse en el tub-judicti, 
para conceder la acumulación del beneficio desde bu sanción, 
porque este derecho nace con la ley, cono dice, a partir de su 
vipeneia y sobre los beneficios que el Instituto Nacional de 
Previsión acuerde. 

Conforme al art, 9». ■ la ley rige desde noviembre d« 1947 
v por lo tanto, la acumulación corresponde sobre beneficio» 
qne m aenerden desde allí en adelante y no sobre los otorga- 
dos con anterioridad. Esto no implica que para la acumulación, 
todos los beneficios sean concedido* después de su videncia, 
pero sí exige, que la concesión de uno de ellos, sea posterior. 
Pero en cnanto a beneficios ya existentes, Fa acumulación es 
improcedente, como k> sería la de la postulante, que data de la 
última del año 1946, en que dejó de prestar servicios. 

Por aplicación del art. 5* y no 4*, como invoca la apelante, 
tampoco habría procedido conceder la acumulación, ai para la 
entidad concédante, «1 beneficio no existía para la titular, por 
la incompatibilidad regida en la ley anterior, y que desde lue- 
go, no podo hacer renace* un derecho, que en virtud de eaa 
ley, lo consideraba inexistente. 

Lo que el artículo autorixa a reclamar, son las prestacio- 
nes extinguidas por prescripción únicamente, es decir, el de- 
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recho a obtener su reconocimiento, pera do aquellas que se 
encuentren en la ley, excluidas por otra causa. 

El precedente citado por la «pelante del case- "Kastrup ", 
tampoco €• aplicable, puesto que lo cuestionado en ese juicio, 
eran los haber** jubilatorios del causante, como un bien ad- 
quirido tur,' fuerwionis por la cónyuge, distinto a la pensión, 
que proviene de un derecho propio. 

Deaestunado por an inaplicabilidad, los fundamentos invo- 
cado* por el Instituto y por la beneficiaría, corroí ponde exa- 
minar loa demás antecedentes legales, para Ib decisión en pro 
o en centra de la resolución apelada. Mi opinión, os que ella 
debe ser confirmada, pero con la modificación que se impone, 
ile conformidad a laa siguientes consideraciones. 

La ley 4549, instituyante fie lo* beneficios de Ir peticio- 
nante, no impide la acumulación de una pensión otorgada por 
ao Caja, con una jubilación solicitada posteriormente, en este 
caso. Ix) que no admite acumular, son dos o más pensiones, 
como dice el art. 49. pero esa incompatibilidad de beneficios, 
■no ea con respecto a los que la Taja concede, sino únicamente, 
con los que ac obtienen en carácter graciable pop leyes nado 
nalea y otra de aquel régimen —ley del año 1920, n» 11.027, 
art. 23—. 

Si el art. 49 antea citada, se refiriera como el 44 de la ley 
10.650 u otras, a la incompatibilidad de pensión o jubilación, 
podría ser discntible la previsión de aquella disposición, aun- 
que la ley ferroviaria, lo- que prohibe, son dos pensiones o dos 
jubilaciones, pero no- una pensión, con ana jubilación. 

La existencia de esta prohibición en la ley 10.650 y otras, 
t* lo que? justificaría la sanción de la ley 13.065 y no la incom- 
patibilidad del art. 49, de la ley 4349. qne no existe. 

El Instituto, por tanto, no Isa podido exigirle la renuncia 
de la pensión a la actnra. qne ademfcs, por tratarse de nn de- 
recho inalienable, como dice el art. 55, ra renunciamiento pue- 
de aer revocado, desde qne de acuerdo al decreto 125.069/42, 
la «tinción que contemplaba el decreto reglamentario de la 
ley. ha quedado sin efecto por decisión de la Suprema Corte 
de la Nación, como se recuerda en aquel decreto por el Poder 
Eje? u tiro. 

Luego 1* postulante no estaba obligada a optar por tino 
solo de loa beneficios, si ambos son derechos inalienables y que 
la ley no loa concede por gracia ni de fa-vor. 

En tal situación, considero qne la apelante tiene derecho 
a que se abone sn pensión, desde la fecha en que se interpuso 
an nueva reclflmaeifin a f*. 35 del expediente tramitado por 
ese beneficio, y no desde que rige la ley 13.065. 
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En estos miamos Orminos y en mérito a la scnm ni ación 
de loa beneficio» acordados por la Caja Civil, se ha. pronun- 
ciado ta Sala 1» de V. E. Cámara en autos "Victo a Manuela 
de* Carmen n* 195T y,/ I. M/p. 8.". Resuelve allí, que por 
tratarse también de un cargo de docente como el de la apelan- 
te. 1* acumulación de be neficioa corresponde ser acordada. 

Por lo expuesto, mi opinión es por qoe ae reforme la reso- 
lución apelada, mandándose a pagar la pensión desde la fecha 
en que ba aldo solicitada. — Vfefor A. Sureda OroeÜs. 

Sentencia oe la Cámara de Amo^ciones db la Justicia 
bel Trabajo 

Buenos Aire*, abril 26, Año del Libertador General San Mar- 
tín, 1950. 

Vistos y considerando: 

Que Da. Margarita María Fornasini de Ponce, inviste la 
doble condición de penaioniata y jubilada de la ley 4349, y en 
virtud de tal circunstancia, cesó en et goce de su pensión desde 
el momento mismo en que comentó a percibir jubilación, 23 
de mayo de 1946 ¡fa. 27 y 49), como consecuencia directa de 
la expresa intimación que fnera objeto por parte del Instituto 
Nacional de Previsión Social, a fin de que optara previamen- 
te entre la jubilación que tramitaba y la pensión que percibía 
(ver ft. 15 vt».). " ^ 

Que con posterioridad y antes de la sanción de la ley 
13.065, Ta recurrente solicitó la acumulación de ambos benefi- 
cios, pedido que qnedó en corso de consideración conforme así 
resulta de lo Situado a fs. 35 y siguientes del expediente de 
pensión n" 6507 agregado por cnerda, hasta que finalmente se 
acordó a la interesada la acumulación que pedía, por aplica- 
ción del art. 92 de la ley 13.065, declarándose compatible, a 
partir del 1* de noviembre de 1947 (feaha de la vigencia de 
la ley 13.069), el goee conjunto de la jubilación y la peniión 
de que era titular Da. Margarita Modesta Fornaainí de Ponce 
(ver íñ. 48 del principal), 

Con posterioridad — fs. 53 — la interesada ae presenta 
solicitando el pago de ana haberes de peruioniata, que Bajó de 
percibir desde el 21 de mayo de 1948 hasta el 1» de a 
de 1947 como cOBMeoeoeia de la opción qne le fuera 

por parte del Instituto (fa. 15 vta,). Habiendo dicha _ 

ci&n desestimado el pago de los aludidos haberes solicitados, 
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manteniendo en todaa sos putea la resolución que admitid la 
compatibilidad del cobro de lot doa beneficios únicamente s 
partir del P de noviembre de 1947 (R 57). 

Contra dicho pronunciamiento desestimfttório, M agravia 
la recurrente, procurando su revocación ante la altada, encon- 
trando su petición eco favorable aunque parcialmente en la 
del Sr. Procurador General, vertida en mi rainueioao 



Que el eatudio y «amen del problema jurídico que se deja 

E Tanteado, conduce al Tribunal a admitir en lo pertinente a 
■ conclusiones del Ministerio Público, discrepando única- 
mente eon éate, en cuanto restringe y limita la procedencia 
del cobro de loa haberes de la recurrente, Bolamente a partir 
de' la fecha en que interpuso aa reclamación, toda vea que tem- 
peramento tal resultaría inconsecuente con las solidan y bien 
fundadas razones que en el propio dictamen ae invocan, como 
requisitoria para propugnar la reforma de la resolución ape- 
lada, Así ae declara. 

En efecto —como acertadamente ae pone de relevancia—, 
la lev 4349, que instituye loa beneficios de la peticionante, no 
impide, en ninguna de ras disposiciones, la ac*m%lac*m de 
«a* r**t*©* y de «na ^fcfíflcw^ lo único que la ley no admite 
acumular son dos o más pensiones en una misma persona, 
conforme asi lo estipula Ja norma del art. 49 del raeneinnado 
estatuto legal, y todavía cabo señalar, que esa incompatibilidad 
de beneficios, no se refiere a los que ía misma Caja concede, 
■no que existe únicamente respecto de uno acordado por ésta, 
y otros que con carácter graciable ae otorgan por leyes nacio- 
nal* (ley del año 1920, ti> U.0Z7, art. 23). 

Con igual sentido y alcance, sancionan también la incom- 
patibilidad d* beneficioa, el decreto ley 17.923/44 Cart. 18) 

y el propio decreto n* 55.211/35 reglamentario da la ley 4349 

(ver art. 108), pero de ra simple lectora surge —tal eomo se 

ha dicho— q-ue la incompatibilidad de referencia, se declara 
soempre entre una jubilación o pensión civil «o» ot» de ca- 
rácter graeiaole, provincial o municipal. 

^ Que en abono de la tesis sustentada por el Tribunal, res- 
pecto a 1* inexistencia de la incompatibilidad entre nna jutai- 
{ación y nna pensión dentro del mismo régimen de la ley 4349, 
corresponda destacar ii sugestiva circunstancia de la omisión en 
1* resolución apelada, de toda referencia o cita legal al respec- 
to arroyándose pan fundamentarla únisamente en lo dispuesto 
ley 13.065 (art 92) sin mencionar concretamente 
_i lecal qjoe menciona la incompatibilidad que se 
y por otra parte la ley 12.778 que se invoca en el 




M JUSTICIA DE M NACIÓN SOT 

dictamen de la Asesoría de fs. 54 vts., para aconsejar la de- 
■WtOIU, poca y' ninguna relación tiene con la situación deba- 
Así ^decla^'*' circun8tancía torn * M iMplictóÜidid. 

Que en contra del tempe «mentó sentad* por la Sala en 

a especie podría argumentarse por vía interpretatÍTa, que si 
la ley declara la incompatibilidad de dos pensiones, implícita- 
mente correspondería concluir, con mayor ratón aiín, que tam- 
bién son incompatible, el goce de une jubilación y una pen- 

kbihdad de dos pensiones que consagra la ley 4349 (art 49) 
sólo lo es entre una pensión c iy¡l y ana otorgada en virtud de 
otrss leyes nacionales, a todo emito cabe oponer con éxito, a 
razonamiento tal, que « a ley no ha sancionado «presamente 
la incompatibilidad aludida ni ha hecho referencia « dirtiogo 
alguno al reapecto, tampoco corresponde a] intérprete hacerlo, 
y por lo demis aería de estricta aplicación en la especie el 
principio consagrado por el art. 30 de la Concitación Nacio- 
nal en cuanto establece que "ningún habitante de la Nación 
será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de fe 
que eUa no prohibe". 

Que en consecuencia, y en virtud de todo lo que se llera 
d-cho cabe conclair: qae el Instituto Nacional de Previsión 
Social no ha podido, por tanto, exigir a la recurrente la re- 

w»perwm legal para ello, en cayo mérito, corresponde declarar 
que la apelante tiene derecho al cobro de la pensión de que era 
titular, desde el momento mismo en que indebidamente fuera 
obligada a^renunciarla (ver fs. 15 vta. y certificado de fe. 27). 

Por ello y lo dictaminado por el Procurador Genera] que 
en lo pertinente la Sala comparte, el Tribunal 

ResoHvei 

Bevoear la reaolncion recorrida en cnanto ha sido materia 
de apeJaeMin, declarando el derecho de D. Marmita Modesta 
Fornaanu de Ponee, al cobro de los haberes de pensión que 
reclama, correspondientes al período 21 de mayo de 1946 al 31 

Pü^m mr ~ Ármand0 " 8P H ™*° 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Emplazada por la Caja Civil, Da. Margarita Modes- 
ta Fornasini de Ponce optó con fecha 26 de marao de 
1946" por el goce de la jubilación que en eae entonces 
gestionana, renunciando así al de la pensión que k 
fuera acordada en 1932 (fs. 15 vta.). 

Concedida la jubilación, au pago empezó a nacerse 
efectivo desde el 21 de mayo de 19% suspendiéndose 
en esa mienta fecha el de la pensión (fs. 30 y 38|39). 

En octubre de 1946 (fs. 35 expte. agregado), la in- 
teresada solicitó se le abonaran los des beneficios, soli- 
citud que reiteró en junio de 19*7 (fe. 39 ídem) y no- 
viembre de ese año (fs. 42 de las presentes actuaciones), 
oportunidad esta última en que invocó la ley 13.065 de 
reciente promulgación. 

El Instituto de Previsión biso logar a tal podido, 
declarando la compatibilidad de los beneficios a partir 
del 1* de noviembre de l&tf (fs. 48(49 y 57), más dis- 
conforme la interesada por cuanto no se le reconocía 
lo solicitado desde el l 9 de mayo de 1945, apeló para 
ante la Cámara del Trabajo, la qne revocó en esa parte 
la resolución del Instituto. 

Tal ca, pues, !a materia discutida en el recurso ex- 
traordinario traído a V. &, o sea, establecer si antea 
de la sanción de la ley 13.065 era o no posible percibir 
simultáneamente una jubilación y una pensión otorga- 
das por la entonces Caja Civil. 

La jurisprudencia de la Corte Snprema, recordada 
por el apelante, tenía declarado que no era posible acu- 
mular beneficios jubilatorios ni dentro de una misma 
Caja, ni actuando- en Cajas diversas. Debo observar 
sin embargo, que lo prohibido en el art. 49 de la ley 



* 
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4.349 es la acumulación de dos pensiones y no, como 
ocurre aquí, de ana jubilación con «na pensión. Consi- 
dero, por ello, que no mediando una prohibición legal 
expresa no puede negarse la concesión de un beneficio 
—uno n otro de los comprendidos en la opción— a que 

tiene derecho la interesada por loa servicios y contribu- 
ciones prestados y aportados, respectivamente, por ella 
misma y por su marido. 

Lo mismo cabe decir de las demás disposiciones 
legales que cita el recurrente, ninguna de las cuales tie- 
ne aplicación estricta al caso de autos. 

En consecuencia» soy de opinión que corresponde 
confirmar la sentencia apelada en cnanto pudo ser ma- 
teria de recurso. Buenos Aires, septiembre 6 de 1950, 
Año del libertador General San Martín, — Garios O- 
Delfino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA. 

Buenos Aires, 23 de mayo de 1961. 

Vistos los autos "Ponce Margarita M, Foruaeini 
de s.| jubilación", en los que se ha concedido a fs. 88 
el recurso extraordinario. 

Considerando ■ 

* 

Que esta causa llega ante la Corte Suprema por 
recurso extraordinario concedido a la parte demanda- 
da a fs. 88. 

Qne tas expresiones del considerando primero de 
la sentencia de esta Corte que invoca el recurrente, pu- 
blicada en el tomo 171, pág. 203 de bu colección de Fallo», 
por no referirse precisamente a la cuestión debatida 
en la causa constituyen nn "obiter dictum" que no de- 
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be considerarse como jurisprudencia del Tribual en 
sentido propio. 

Que en ningún artículo de la ley 4349 que rige el 
beneficio en cuestión se deniega el beneficio que reclama 
la adora pues, como lo sostiene el Sr. Procurador Ge- 
neral en su precedente dictamen, lo prohibido en el art. 
49 ea la acamulaetón de dos pensiones y no de una ju- 
bilación con una pensión. Y en cuanto a lo dispuesto 
en el art. 71 de- la ley U.575, de Jubilaciones bancarias 
tampoco se opondría a la acumulación aunque tuviera 
el carácter general que el recurrente le asigna, pnea lo 
que prohibo es la acumulación de dos "jubilaciones". 

Por tanto, y habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General, se confirma por sus fundamentos la sen- 
tencia d* fa. 78 en cuanto ha sido materia del recurso 
ex trn ordinario. 

Luía K. Lohqhi — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Attuo Pkssaono. 



VBNANCIA E. GÜILLOT VDA. DE PLEITEL Y OTUOS 
v. EMPRESA DEL FERROCARRIL BUENOS AIRES 
AL PACIFICO 

ACCtDlí.*'n;S f&¿ TRABAJO: Relación entre el siniettro jí rf 
trabajo. 

SÍ hfillaa* plenamente probado y reconocido en autos que 
el esposo y padre de )u «toras, respectivamente, sufrió 
—mientras ae bailaba prestando servicios en calidad de ma- 
quinista de li empresa demandada— una hemorragia ce- 
ntral que provocó su fallecí miento el miuno día, y m ha 
demostrado, también, que la altara del terreno en qnc el 
accidentado trabajaba y la temperatura anormal que so- 
portaba han «ido los factores desencadenantes del episodio 
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de la hipertensión que padecía et obrero, es evidente que, 
en tales condicione», la respowabilidad de la demandada 
encuadra «n 1» disposiciones de la ley 9688, teda vea que 
el accidente te ha producida en acto de wrvieLO y a con- 
secuencia del mismo. 



Sentencia del Joez Federal 

Mendosa, julio 31 de 1950. Ano del Libertador General San 
Martín. 

Y Vistos: estos autos N* 2849-A, caratulados "Venaneia 
Eulogia Guillot Vda. de Pleitel y otros contra Empresa del 
Ferrocarril Buenos Aires al Pacífico, por Índ*mniiaci6n por 
accidentó de trabajo", Humados a fs. 85 vta., de los que 
resulta : 

a) A fa Ssepresents, por apoderado, D. Venaneia Eulogia 
Guillot Vda. de Pleitel, iniciando demanda contra la Emprew 
del Ferrocarril Bueno» Airea al Pseífieo, por cobro de la suma 
de * 6.000.— m/n., sbft intereses y cwtas. Al fundar la. aeción 
«presa que su estinto esposo Ernesto Pleitel pertenecía al 
personal de la empresa demandada, desde 25 anos atrás. Que 
el día 20 de noviembre de 1946, en ocasión que Pleitel se des- 
empeñaba como maquinista de un tren carguero, en la playa de 
la destilería de Yacimientos Petrolíferos Fiscales del depar- 
tamento de Lujan de Cuyo, sintió un malestar que, agravado, 
1» obligó a abandonar el terne» y, ya en estado de coma, fue 
trasladado al hospital Español de la Ciudad de Oodoy Cruz, 
donde falleció el mismo día 20 de noviembre, de hemorragia 
cerebral. Se afirma que et deceso ha obedecido a la naturaleza 
do las tareas que prestaba y que lo obligaban a ao portar tem- 
peratura» superiores a las normales, como asimiamo s la altura 
sobre el nivel del mar en que se encuentra la playa del ferro- 
carril, donde tuvo lagar el accidente. En definitiva, y de 
acuerdo a la ley 9688, atento que en los últimos 1-000 días de 
trabajo Pleitel habría percibido nn salario superior a $ 6,00 
m/n. reclama, como total indemnisación, «1 pago de la sama 
$ «.000,— m/o., en su condición de esposa y representante 

' los hijos menores, del obrero fallecido. 
_ , A fs. 15 se contesta !a demanda Como cuestión pre- 
via se hace valer la falta de reclamación administrativa que 
esige el decreto nacional 21.425/44 hoy ley 12.921. Se niega», 
en términos generales los hechos alegados por la aetortt. pero se 
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reconoce, expresamente, la relación de dependencia y el jornal 
Qtw ganaba el obrero Pleitel. También m admite que el 20 de 
noviembre de 194fi Pleitel sofrió un malestar, luego un desva- 
necimiento y sin reacción, a pesar da la atención medica que ' 
ae le prestó, falleció eae miau» dfa a las 17.30 horas. Se niega 
expreaaineiite, que el fallecimiento del obrero guarde alguna 
vinculación con las condiciones en que cumplía sus tareas. Se 
dice pues, que el deceso del obrero Pleitel no e» un accidente 
de trabajo inderanisable. En definitiva ae solicita el rechai» 
de la demanda con costas. 

e) A fe. 32/33 la Brema. Cámara de Mendoza resuelve no 
hacer lugar a la cuestión previa planteada por la demandada. 

Considerando: 

I. Que se trata en autos de una acción en la que se per- 
signe el cobro de la* indemnización debida por la muerte de 
Ernesto- Pleitel, maquinista de U empresa del Ferrocarril Bue- 
nos Aires al Pacífico, quien en ocasión que prestaba servicios 
en la locomotora 95, en la play* de la destilería de Yací- 
ntfentot Petrolífero* Fiacale* del Departamento de Lujan de 

Cayo, sufrió un malestar que ae agravó, a tal extremo, que el 
miaino día 20 de noviembre fallecía en el hospital Español 
como consecuencia de una hemorragia cerebral. 

La aetora, esposa del obrero, reclama la indemnización 
que le corresponde de acuerdo a la ley 9688 y «firma que el 
deceso de su esposo es un accidente de trabajo indemnizsble, 

pues reconoce como cansa desencadenante las condicione» en 
que cumplía sus. tareas de maquinista, laa cuales lo obligaban a 
sufrir Mmptratnras superiores a las nórmale» y a permanecer, 
como ha ocurrido en el momento del accidente, en parajes qae 
por su elevación sobre el nivel del mar, son peligrosos para 
la «alud. 

II. Que la empresa demandada, al evacuar el traslado 
de ia demanda, reconoce expresamente el hecho del accidente 
ocurrido el 20 de noviembre de 1946 en las circunstancias qae 
relata la aetora. Admite, también, que Ernesto Pleitel revis- 
taba como maquinista entre el personal de la empresa y qae 
tenía asignado el salario que se denuncia en la demanda. La 
oposición pues, al progreso de la acción, se hace radicar, prin- 
cipalmente, en la circunstancia de que, según se afirma, «1 
deceso de Km esto Pleitel por hemorragia wrebral nada tiene 
que hacer con laa tareas que desempeñaba como maquiniata de 
la empresa No se trataría entotacea de un accidente indeta- 
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nizable. En el alegato se añade además, que la hemorragia 
cerebral sufrida por Píeitel como derivación de una hiperten. 
Btón arterial que sufría no esta «emprendida entro la* enfer- 
medad** profesional» qne enumera «1 decreto reglamentario de 

la ley 9688. 

Til. Que en enante al último argumento, de orden legal, 
me remito a la doctrina «ostentada, por el Superior cuyos fun- 
damentos comparto y que he aplicado en reciente pronuncia- 
miento (ta-re "Eduardo Evaristo Gómez e/ Administración 
General de loe Ferrocarriles del Estado). La Exema. Cámara 
Federal de Mendosa ha sostenido que el art 2* del Decreto 
reglamentario de la ley 9688 al referirse en términos latos a 
1» que debe entenderle por accidente de trabajo "excluye las 
limitaciones teóricas que algunos autores y la jurisprudencia 
más difundida le atribuyen en cuanto a las modalidades del 

"hecho" -confttitueivo del Accidente, e%> el sentido de ove debe 
ser un traumatismo, o un suceso violento, súbito, intenso, ines- 
perado, extraordinario, etc.: cualidades que, ai bien pueden 
considerarse propia» de un simple "accidente" en el sentido 
" físico" o técnico del vocablo, no lo es en el concepto industria] 

en que lo aplica la ley de referencia, la qoe tiende a proteger 

al obrero contra todos los perjuicios que pueda sufrir ed su 

integridad física, aalnd y capacidad para el trabajo, con mo- 
tivo o a consecuencia del mismo, y en la medida que ella de- 
termina. Así, pues, "todo hecho", sin limitación alguna, 
cualquiera sea au natnralesa, modalidad o intensidad que en 
la ejecución del trabajo, o en ocasión, y por consiguiente del 
mismo, le produzca al obrero lesiones corporales "mediatas o 
inmediatas", es decir, que se manifiesten a rafa del hecho o 
algátt tiempo después "aparente o no aparente", es decir 
ostensibles u ocultas, ya "auperficiaíes o profundas", vale 
decir "exteriores o interiores"; en una palabra, cualquier ano- 
malía sufrida en el organismo o en su funcionamiento, cons- 
tituye un "accidente de trabajo" 1 en los términos de nuestra 
legislación". (J. Arg?., 1942, IV, pég. 876). Esta doctrina 
tiene especial aplicación euando el infortunio de que ae trata, 
no es una enfermedad profesional. Admitido entonces, que el 
deceso da Ernesto Pleitel producido a consecuencia de una 
hemorragia cerebral puede legalmente calificarse de accidente 
de trabajo y ser motivo de índemnitación, sók» reata pronun- 
ciarse sobre la existencia de la relación de causalidad entre las 
condiciones en que el obrero cumplía sus tareas y el infortunio 
que le provocó la muerte, extremo éste indispensable para la 
vitalidad de la acción. 
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IV. Qoe la* conclusiones de la pericia medica son defini- 
tiva* a mi juicio, como prueba de U existencia de la referid» 
vinculación causal. DI» el perito, retomando afirmaciones an- 
terior» y a nodo de recapitulación, que "la hemorragia ce- 
rebral de que da cuenta el certificado de fa. 53 reconoce, desde 
el ponto de vtata médico, un anterior citado de bipertenaión, 
agravado, sin lugar a duda, por el calor de la máquina, la 
velocidad y 1* altara. De ceta raerte, por todo lo que he expre- 
aado mi* arriba, ¡a relación inmediata próxima del infortunio 
da PUürl fué al /rafea jo que d nínt» cUxtmpeKaU. agravado 
par 1*4/ tirtumMtaneiat ya expresadas, las cuales desencadena- 
ron au hemorragia cerebral, episodio final de ta hipertenaión 
que sofría sin vacilaciones el obrero" (fa. 69 rta.). Rn luma 
el perito medico afirma categóricamente que las circunstancias 
acreditada* en aut-o*, altara de 1.050 metros Mbre el nivel 
del mar (informe de f*. 64) y temperatura anormal que aoporta 
el maquinista, lian nido tos factores desencadenante* de la he- 
morragia cerebral que le «carreo Ja muerte a Ernesto Pleitel. 
Bata aserción basta para dar por acreditada la relación de 
carnalidad, toda vex que, de conformidad a la doctrina de la 
"indiferencia de la» concausas", recibida por los tribunales del 
pata, es suficiente, desde el punto de vista lega], que el infor- 
tunio monoica como causa desencadenante o agravante las 
condiciones en que cumplía las tareas el obrero para hRcer 
procedente la indemnización. Por eso es indiferente que se 
trate de nn organismo prediapaesto o de uno sano. En el caso 

ocurrente. la afirmación del perito de que el obrero Pleitel 

sufría de hipertensión arterial no altera, en absoluto, ni mo- 
difica la responsabilidad patronal, por la muerte sobrevenida 
por un factor desencadenante vinculado al trabajo que desem- 
peñaba. Sobre este* pnnto ha dicho la Cámara Segunda de la 
Capital que "la predisposición orgánica del operario en nada 
disminuye la responsabilidad del patrón, ai se prueba que el 
trabajo actuó como factor desencadenante, agravante o ace- 
lerante del infortunio, porque la ley no exceptúa de sus 
disposiciones a las personas de salud quebrantada o inferiores 
a la normal ni aparta de sus beneficios a quien padece de una 
dolencia latente; olla no excluye al déhil ni al menos capaz 
físicamente, Bajo el imperio de este principio, la acción de 
indemniiación ca procedente, aun cuando la incapacidad o 
muerte sea debida en parte a un mal exterior. No se requiere 
la exclusividad del factor trabajo, basta mi presencia como 
coeficiente" (4. Arg. 1946. III, pag. 594). 

V. Que el monto de la indemnisaeWn no ha sido motivo de 
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wntrOT»»it, puta la demandada ha aceptado, como verda- 
dera, 1* afirmación de la actor* respecto del salario que per- 
cibía el obrero fallecido. En consecuencia, corresponde fijarlo 
enlnananadeM.OOO.— m/n. ^ 

Por lo tanto ¡ 

Resuelvo: Hacer lugar a la ¿enanda, condenando a la 
empresa del Ferrocarril Buenos Aires al Pacífico (hoy Ferro- 
carril General San Martín), a pagar a la aetora, dentro de loa 

10 días de ejecutoriada la presente, la suma de * 6-000.— ra/n. 
sus intereses a contar desde la notificación de la demanda y 
las costas del juicio. — Alejandro Antequeda Monzón. 
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^fSX wtiembrc 27 Añ0 deI libertador General San Mar- 
tín, 1950. 

Víate*: 

Los autos 1S.045-P-929, caratulados "Venaneía Bnlo- 
gia Qmllot Vda. de Pleitel y otros contra Empresa del Ferro- 
carril Buenos Aires al Pacífico, por la Indemnización por 
Accidente del Trabajo", venidos del Jusg-ado Federal de Men- 
doza Exped. N° 2849 -A, * virtud de los recursos de apelación 
y nulidad interpuestos a fs. 94, respecto de la sentencia co- 
rriente a fs. 87/91, 

Y Considerando: 

En cuanto al recurso de nulidad I 

Este recurso no ha sido fundado. Por otra parte ni la sen- 
tencia ni el procedimiento adolecen de vicios o defectos que lo 
hagan procedente a los términos del art. 233 de la Ley 50. 
Por ello se lo desestima. 

En cuanto al de apelaei&n ¡ 

Por «ns fundamentos, se confirma la sentencia apelada. — 
José Elias Reúríejuet 8aá. - Octavio Oü. - Arturo ff. Buñ 
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Dictamen del Phoc uracos Ge* eral 

Suprema Corto: 

El recura© ordinario de apelación concedido a fs. 
113 es procedente de "acuerdo con lo que dispone el ar- 
tículo 3* inciso 2» de la ley 4055. 

En cnanto al fondo del asunto el Ministerio de 
Transportes de la Nación actúa por intermedio de apo- 
derado especial, el que ya ha asumido ante V. E. la in- 
tervención qne le corresponde. Buenos Aires, diciembre 
S de 1950, Año del Libertador General San Martín. — 
CaHon G. Del fino. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de mayo de 1951. 

Vistos los autos "Venáncia Eulogia Guíllot Vda. 
de Pleitel y otros c.\ Empresa del Ferrocarril Buenos 
Airea al Pacífico por indemnización por accidente del 
trabajo", en los qué se ha concedido a fs. 113 el recurso 
ordinario de apelación. 

Considerando: 

Que como lo establece la sentencia de fs. 87, con- 
firmada por la de f s. 109 qae es objeto de apelación ante 
esta Corte Suprema, bailase plenamente probado y re- 
conocido en autos, qne Ernesto Pleitel, maquinista de 
la Empresa del Ferrocarril Buenos Aires al Pacífico, 
prestando servicios de tal, el día 20 de noviembre de 
1946, en la locomotora n* 95 y en la playa de la destilería 
de Yacimientos Petrolíferos Fiscales del Departamento 
de Lujan de Cuyo, Provincia de Mendoza, sufrió una 
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hemorragia cerebral que provocó bq fallecimiento «1 
mismo día. 

Qne los pronunciamientos aludidos, determinan qne, 
con arreglo a U prueba producida, Jas circunatandas 
reveladas por la misma y relacionadas con la altura del 
terreno en qne el maquinista trabajaba y la temperatura 
anormal qne soportaba dorante su desempeño, han sido 

los factores desencadenantes del episodio final de la 

hipertensión que sufría el obrero y que, en tales condi- 
ciones, la responsabilidad de la empresa encuadra en 
las disposiciones de. la ley 9688. 

Que ésa es también la doctrina de los pronuncia- 
mientos de esta Corte Suprema en casos semejantes, 
como puede verse en Fallos: 204, 140 y los allí citados, 
toda vez que la muerte del maquinista Pleito] se ha pro- 
ducido en acto" de servicio y a consecuencia del mismo, 
como lo pone de manifiesto ta peritación de fs. 68 y 
prueba circunstancial corroborante; de manera que la 
hemorragia cerebral sufrida mientras se hallaba en- 
tregado a su labor normal y provocada por la concurren- 
cia de factores regulares de la misma y en el instante en 
que el infortunio tiene lugar, aparece como resultado 
fatal de esas causas obrando nobre la hipertensión que , 
así, hace crisis. 

Que el monto de la indemnización correspondiente, 
no ha sido objeto de agravio en el memorial de fs. 123 
que se Umita a negar la relación de causalidad, cuya ple- 
na concurrencia en el caso se demneetra precedentemen- 
te, mas aún cuando esa misma conclusión es la sostenida 
por el perito nombrado, respecto del cual la recurrente 
manifestó a fs. 45 que no formulaba oposición a esa 
pruel» cuya eficacia habría de apreciarse en la sen- 
tencia y luego, reservándose el derecho a controlarla 
(fs. 49), ningún reparo dedujo en los términos del art 
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177 del Código de Procedimiento* Civiles <art 374, ley 
50 y ley 3961). 

Por esto* fundamentos, habiendo dictaminado el 
Sr. Procurador Genera], se confirma, can costas, la 
sentencia apelada de fs. 109 qae condona a la empresa 
del Ferrocarril Buenos Aires al Pacífico <hoy Perro- 
carril General San Martín — Ministerio de Transpor- 
te*} de la Wacfó»), a pagar a 1» actora la saina de pesos 
seis mil moneda nacional con sos intereses desde la no- 
tificación de 3a demanda y las costas del juicio. 

Luis B. Los oh i — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
PÍMZ — AtlLTO PlMAOMO. 



HOíieRTíi B. KOSETTI v. INSTITUTO NACIONAL DE 
PREVISION SOCIAL 

RKCÜRSO EXTRAORDINARIO: R$qumtm propia. Cwwltós fe- 
deral. C**»homu federal*, mmpiea. ¡nXerptttoció» de las leyea fe 

Procede el reíurto ettTi ordinario «usado se cuestiona la 

inteligencia de normas federales —como sea loa arta. 2* 
de U ley N« 11.323 y del decreto reglamentario N< 
55-211/35 — y Is decisión Apelada es contraria al derecho 
que al amparo de «lias invoca el recurrente. 

WBILACION DE EMPLEADOS X ACION ALES: Jubilación*/. Cía- 
*M. Ordinaria. 

De conformidad a lo dispuesto en los arte. W y > de 

la ley 4349, reformada por la N> 11.923 —«1 último de 
loa enalw establece que "ninguna jnbilaeión ordinaria, per 
la aplieaeiSn de todo* loa descuentos que establece esta ley, 
podrí aer menor del 60 % del promedio de «neldo base 
para U jubilación" — , «1 jubilado que tiene más de 30 
afioe de servicie» pero tnenoa de 56 de «dad. — por lo cual 



M JMKCiA DO hA NACIÓN MI 

debe deducírsele del beneíido el 4 % por cada año d* edad 
que faite para loa 56— posee derecho a una jubilación 
mmm con an feotlftfe que aa pued-e ser «perior 
al 40 % del promedio del nieldo base. La deducción 
raayor que el re*lam«nto de la ley -art. *3— impone 
«ola vm d»porieión expresa de esta última mediante 
una calificación — jubiUeiAn anticipada— que también te 
•part. de 1» calificaciones de U IrjT 

DlCTiVEKES AI' ROBADOS POR EL DlKECTORIO DEt INSTITUTO 
N4«0K*L DE PBBVtaiÓN 80CUL 

Buenos Aires. 23 de abril de 1948. 

.i-..^*^*^-**"™ 1 ?* 8 Promovidas por D. Roberto- Batí- 
tiste Ruetti, wlieitando jnfaifaeite ordinaria anticipada, y 

Considerando:. 

lo J¡E T n I d€ U ' l > J«W» «1 recurrente tener 

íf^f 1 , 6 ? de edad y '» ««™P»»o de fa 16. le 

acredita U prestación de 33 «fie, 4 meses y 24 días o» servicio* 

dtf "? 'ora'dad con lo dispuesto por la ley 11*87 

quedan cumplidos los extremos requerid» para tener derecho 
al beneficio gestionado. Por ello, lo dispuesto por loa arte 39 
«W ftewto N» 29.176/44, V* deí 29.292/«y K d^tarnToado 
por la Asesoría letrada; 

la Junta de la 8«neión Le* 4349, 
Aconseja resolver: 

!• Se acuerde jubilación ordinaria anticipada eon el ha- 
ber menaual de $ 1382,42 m/n., a D. Roberto Bantiata Howtti, 
Gerente del Banco de la Nació» Argentina, 

Brea, Directores : 

Bstodiadas las presentes setuaeiones, visto el proyecto de 
resolneión elevado a fs. 19 por la Junta Seccional de la Ley N* 
■4349 y teniendo en cuenta que el art 2* (apartado S>) de la 
I*y N» 11923 dispone: "Ninguna Jnbüacian ordinaria, por 
Ja aplicación de todos loa desenentoa que esUblece esta Ley, po- 
drá ser menor del 60 % del promedio del sueldo base para la 
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¡abiUcion", y el art 83 del Decreto Regimentarlo de U 
mencionada Ley establera : "El haber mensun. de U jabilacióu 
ordinaria integra equivale a la cantidad que w obtenga por el 
cale alo previsto en loa arte. 79 a 82. Este haber mensual, wn 
embargo, no podrá exceder del 95 ?S> del promedio del aneldo. 
Tampoco podrá quedar reducid© a menos del 60 % de dicho 
promedio ni i ana cantidad inferior a mío. 100 por la aplica- 
ción de la escala indicada en el art. 81. El haber "mensual de 
la jubilación anticipada equivale a la cantidad que ae obtenga 
por el cálenlo previato en loa arta. 79 a 82, reducida en ratón 
del descuento de acuerdo con lo dispuesto en los arte. 66 y 67, 
cata Comisión Monsejft; 

1* ' Acordar jubilación ordinaria anticipada a D. Boberto 
Bautista Roaetti, Gerente del Banco de la Nación Argentina, 
con el haber mensual de * 1.226,38 m/n., que deberá pagarse a 
partir de la fecha en que el interesado dejó de percibir aneldo. 
- ComUión delah^H' 4349, julio 23 de 1948. 
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Exenta. Cámara: 

El Instituto Nacional de Previsión mediante la reaolueion 
recurrida, procede a rectificar el monto jubilatorio que corres- 
ponde al beneficiario, conforme al computo legítimo practicado 
a fs. 17 y 18 por ls Contaduría. 

Por splicación estricta de Ea ley, se resuelve a fs. 20, que 

el haber jubilatorio no debe ser menor al 60 % del promedio 

de aneldos, pero lueiro se dispone reducirlo, invocando "normas 
del Decreta Reglamentario, lo que indudablemente provoca el 
recurso de apelación interpuesto. 

> la resolución apelada, no contiene mayores funáa- 

, cabe suponer, que ello sólo se basa en la disposición 

reglamentaria que consigna, apartándose do la norma general 
contenida en la ley y que por tal, debió ser de obligatoria apli- 
cación, aun cuando desde otro Angulo pueda decirse, según mi 
entender, que interpretando el alcance de ese artículo replamen- 
tsrio no se encuentre una alteración o modificación manifiesta 
de la ley, en su espíritu y letra, teda vw, que ai bien ea cierto 
se habla de la reducción del beneficio, no lo es menos, que ello 
no anula el monto mínimo que el cuerpo legal reconoce, o sea 
del 60 % establecido en el art. 2 de la ley 11.923. 

Sha perjuicio de que se intenta aplicar el Decreto Regla- 
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mentario de uu ley dictad* con carácter de emergencia y con 
«1 prepósito de regula rUar la resentida economía de la Caja 
respectiva, oo se ha. tenido en cuenta, que no obstante ello, 
caá mama ley puso nn topa general a toda redueeÍ6a, a fia 
de no llegar al mínimo de la prestación, que por las rasonea 
apuntadas, limitó nn 60 %, en caso de que tal reducción BObre- 
patara del 40 % del haber del aneldo promedio percibido en 
actividad, luego de loa porcentajes establecido* en la escala 
legal. Beto w 1* que ha previsto eaa ley de emergencia del 
año 1934 N» 11.923, en el art. 2» que en sn tercer apartado 
dice: "Ninguna jubilación ordinaria, por la aplicación de 
todas lo, demento* que ettablece ffffl ley, podrá ser menor del 
60 % del promedio de sueldo* base para jubilación ". Tal pro- 
medio es el de fs. IT que arroja una suma de $ 2.804.03 m/n. 

Puede asi observara* que la norma dice qne el mínimo 
debe- Ser aún aplicando todos los descuentos "de esta ley". 
Si M hubiera querido contemplar, que el descuento del 4 % 
del art. 18 pudiera disminuir el 60 %, tu incontrovertible que 
Jo hubiera expresado de ese modo la ley, como ocurre en el 
caso de la primer* parte del art. 2 ya referido, cuando diee 
«oepto este desensato del 4 %, ningún otro puede reducir la 
jubilación a menos do $ 100 m/n. 

Pero lo que da mis fundamento a Is previsión de ese límite 
mínimo y a la inoperaocia del art. 83 del Decreto Reglamenta- 
rio es qne la ley no hace el distingo que contiene este último 
Decreto, respecto a la "jubilación anticipada" con el que pre- 
tende distinguir al jubilado ordinario con menos edad qne la 
requerida, para rebajarse ese 60%. Para la ley no existe esta 
jubilación anticipada, ya qne para ella, toda jubilación es 
ordinaria y cuando establece la reserva del beneficio hasta no 
menos de un 60 lo hace con relación s todos loa jubilados 
■con 30 años de servicios, tengan o no loa 55 arios de edad. 

Pese a todas las mera&a que pudo introducir el legñlador, 
no pudo pensar,, como no lo ha pensado, en que se otorgue 
una jubilación reducida a la mitad del aneldo. SI que tesó 
en la actividad, no puede quedar reducido sorpresivamente a la 
mitad de su sueldo, con las mismas obligaciones y cargas. 

No fué la intención del legislador extender tu facultad 
huta la reducción del 50 % de los haberes mensuales que 
percibía el afiliado y fue por ello que no permitió qae toa 
entradas descendieran sino hasta un mínimo del 60 %, con 
relación & lo que ganaba durante au actividad. 

Para loa que habiendo cumplido 30 años de servicios y no 
alcancen la edad de 65 afios, la ley no les priva del derecho 
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a la jubilación, sino que por el contrario los faculta para obte- 
nerla, sufriendo un descuento de 4 % de sn haber jubilatorio 
por cada año que le falte para completar los 55 año» de edad 
{art. 18 de la ley 11.923 y 12.887). Estas son pues, laa únicas 
reducciones permi'ídas. Se prevé también el caso inverso-, es 
decir, el del afili* lo qne con menos de 30 aflos de servicios 
efectivos, pudiera tener más de 55 añoa de edad, en cuyo 
supuesto, la ley autoriza a compensar con dos años, lo que es- 
cedan de 55 por un año de servicio menos. 

En el caso del jubilado recurrente, fleffún eómpntoa de 
fs. 17. cuenta con 33 años, 4 meses y 24 día* de servu-ios con- 
tinuados, y a la fecha del cómputo tenía 49 añoa, 6 meses y 
34 día*, por lo que el haber debe sufrir una reducción de 4 % 
por cada año faltant* hasta completar los 55 años de edad, 
debiendo por otra paTte compensarse con dos afioa de exceso 
de servicios por cada año de edad fftltante hasta llegar a la 

edad tope*. _ .'. . t . 

Por lodo ello es que en mi opimfin. el cómputo realizado 
por la Contaduría es el -que se «justa a loa preceptos de la 
ley, que en ningún caso pudo ser modificado, por aplicación 
del Decreto Reglamentario y que en cualquier supuesto y aun 
admitiendo qne éste pudiera haberla desvirtuado en su letra, 
prevalecería siempre lo que 1» ley de fondo prescribe. 

En ese sentido, opino», qne debe accederse a laa pretensio- 
nes del recurrente, modificando as! la resolución recurrid». — 
Despacho, abril 26. Año del Libertador General San Martin, 
¡oso, — Víctor A. Surtía Graeils. 



Sentencia oe r.A Cámara de Apelaciones de la Justicia 
del Trabajo 

Buenos Aires, mavo 30 del Año del Libertador General San 
Martín, 1950. 

Y VUtos ; 

Que de las presentes actuaciones resulta que el Instituto 
de Previsión Social invocando normas del Decreto Retílamen- 
tario. reduce el haber jubilatorio del apelante en base a una 
disposición rejrlame ntaria. 

Que ante ello, los agrario* del apelante remitan proce- 
dentes, toda vez que siendo claro el texto de la ley aplicable 
o acá la 11.923, cuando preceptúa en su art. 2« que ninguna 
jubilación ordinaria por la aplicación de todos los descuentas 
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que establece la misma, podrí» ser menos del 60 «I del pro- 
medio ele sueldos base para 1a jubilación, baceta indudable la 
aplicación de esta ley y no otra;, pues hacerlo así sería privar 
por mrmu rejílflmentarias ele un derecho establecido por una 
ley substancial. ' 

Que por otra porte cabe destacar que el solicitante cuenta 
eori 33 año» 4 meses y 24 días de prestación de servicio* v 
a la feefta del computo contaba con 49 años, 6 meses y 24 días 
de «dad. por lo que resulta indudable que no pueda conside- 
rarse como anticipada la jubilación como pretende e! Instituto, 
sino que la mama es una jubilación ordinaria, v no puede 
existir tal distingo en base a lo prewptaado por el art. 18 de 
la ley 11,923 que establece: "...Los empleados que hayan 
cumplido 3Q años de servicios y no alcancen la edad prescripta 
do 65 años podrán obtener su jubilación ordinaria sufriendo 
un descuento del 4 % de sn haber jubilatorio por cada año que 
le falte para los 55. "'Por cada 2 años de servicios que excedan 
de 30 (wdrá obtenerse la jubilación ordinaria, con un ano me- 
nos de la edad límite sin requerirse por los años compensadas 
en esa forma al descuento indicado en el párrafo anterior". 

En consten encía, y siendo que la norma «enera! de la 
ley es clara en su contenido, corresponde su aplicación al caso 
sub-esamen, y por lo tanto no multa ajustada a derecho la 
resolución del Instituto basada en las, disposiciones del Decreto 
Ketflamentario. 

Por tales eiren natalicias, debe estarse al cómputo de Ja li- 
qindacHHi practicada a fe. 17/18, de estos autos, 3a que arroja 
tina jubilaei-ón ordinaria de í 1.382,42. 

En mérito a lo expuesto, y de «enerdo a lo dictaminado 
por el Sr. Procurador General del Trabajo, se revoca la reso^ 
Ilición del Instituto Nacional de Previsión Social en lo qne ha 
-sido materia de recurso, debiendo percibir el peticionante el 

p^fo 3 "-^^!^ ********* - 



r>ICTAM£K DEL PhOCÜBAPOB GENERAL 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario resulta procedente en 
esta causa por haber**; puesto en tela de juicio la inter- 
pretación y val idea de normas de carácter federal y ser 
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Cl fallo definitivo obrante a fs. 45 contrarío a las pre- 
tcnsiones que el reeurrente fundara en las mismas. 

En cuanto al fondo del asunto, considero que ha 
sido bien estudiado y reBuelto en la sentencia apelada, 
por lo que corresponde confirmarla. Sólo agregaré, por 
ello, que el descuento del 4 % a que se refiere el páTrafo 
2» del art. 18 de la ley 4349, reformada, fué establecido 
precisamente por ta lev 11.923, toda vez que basta en- 
tonces bastaban 30 aflos de servicios, sin limite de edad, 
para obtener jubilación ordinaria. 

Quiere decir, pues, que aparecen cumplidos en el 
caso todos los requisitos contenidos en el último apar- 
tado del art. 2* de la ley 11.923, que dice así¡ 

"Ninguna jubilación ordinaria, por la aplicación 
de todos los descuentos que establece esta ley, podrá 
aer menor del 60 % del promedio de sueldo baBe para 
la jubilación". Buenos Aires, octubre 10 de 1950, Año 
del Libertador General San Martín. — Carlos G. Del- 
fino. 

FALLO DE hÁ CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de mayo de 1951. 

Vistos los autos "Rosetti Roberto Bautista e.| Inst. 
Nac. de Prev. Social - Sección Ley 4349 s-| jubilación';, 
en los que se ha -concedido a fe. 63 el recurso extraordi- 
nario. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario es procedente porque 
está en cuestión la inteligencia de normas federales y la 
decisión apelada es contraria al derecho que al amparo 
de ellas invoca el recurrente. 
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Que según «1 art. 18 de la ley 4340, reformado por 
la- 11.923, es jubilación ordinaria la q«e puede obtener 
quien ha prestado 30 años de servicios y tenga 55 años 
de edad; los empleados qne tengan 30 años de servicios 

y menos de 55 añoB de edad, sufriendo un descuento 

del -i % do su haber jubilatorio por -cada año que les 
falte para los 55; los que acumulen más de 30 años de 
servicios con menos de 55 años de edad, dado que pue- 
den compensar por cada dos años de servicios que ex- 
cedan de los 30 con un año menos de la edad límite; y 
con menos de 30 años de servicios efectivos, compensan- 
do cada dos años de edad qne excedan de 55 por nn año 
de servicios. De todas y cada ana de estas jubilaciones 
dice la ley expresamente que son ordinarias. 

Que por disposición del art. 2? de la ley citada, 
"ninguna jubilación ordinaria, por la aplicación de 
todos los descuentos que establece esta ley, podrá aer 
menor del 60 % del promedio de sueldo base para la 
jubilación". 

Que el jubilado de que se tFata tiene más de 30 añoa 
de servicios pero menos de 55 de edad, por lo cual el 
beneficio debe calcularse con la deducción del segundo 
párrafo del art. 18 — 4 % por cada año de edad que 
falte para los w— . Es decir, que se trata de una jubi- 
lación ordinaria, coa un descuento. Es, pues el caso del 
art. 2» de la ley 11.923. Con ser una jubilación anticipa- 
da ai ge la compara con la que se menciona en el primer 
apartado del art. 18, — 30 años de servicios y 55 de 
edad — y allí mismo se llama ''ordinaria común", esta 
es también, en la expresa terminología ele la ley una 
jubilación ordinaria, No cabe, pues, nacer cu ella, por 
vía reglamentaria, un descuento superior al 40 % del 
promedio del sueldo base. La deducción mayor que el 
reglamento de la ley —art. 83— imponga, viola una 
disposición expresa de esta última mediante una califi- 
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caeión, — jubilación anticipada — , que también se aparta 
de laa calificaciones de la ley pues ya ac dijo que a 
estas jubilaciones se las llama "ordinarias" en el se- 
gundo apartado del art. 18. 

Por tanto, y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador (íeneral se confirma la sentencia apelada en lo 
qne lia sido materia del recurso. 

Luis K Txixonr — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 

PÉREZ — ATILIO PüSSAAWO. 



.1VXS (i. RAT.US v. 8IM ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES: Fem/fonn a los militare». lautiUsacion 
¡Hirn la carrera militar. Ejército. 

Conforme a lo dispuesto en el art. Ifi. ttt. IH, ley 4707, 
tiene derecho a la pensión «le retiro equivalente al ñO fe 
del sueldo de anidado voluntario, el ex-areli ¡vista del Ejér- 
cito cuya incapacidad <3el 60 % de la vida civil, conse- 
cuencia de tina lubereuloais pulmonar, se produjo mientra* 
cataba en servicio activo y por actos de servicio; no siendo 
aplicable al caso de autos —como pretende el actor — en 
pinato a la ileternmmcióu del henefick) pertinente, el art. 17 
t*.* 'a mencionada ley, qjpfl *e refiero expresa y exclusiva- 
mente a la perdida de la viata, un brazo o una pierna. 



Sentencia bel Jce& Federal 



Buenos Aires. 9 de mayo. Año del Libertador General San 
Martín. 1950. 

Y ViítOS; 

Para resolver este juicio sejruido por Juan (lerónimo llallis 
contra la Nació» sobre otorgamiento «le pensión militar y. 
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Resultando: 

í) Que el actor demanda a la Nación para que se 1c 
acuerde el retir» militar que le íorresponde, con el ¡erado de 
cabo del Ejército, de acuerdo a lo dispuesto en la Ley 4707 y 
asimismo fw le abonen los haberes atrasados con anterioridad 
a los cinco años de inieiada esta demanda; coa intereses y 
costas. 

Dice que en 1D34 se incorporó al Ejercito como soldado 
voluntario, previa revisación médica y declaración de apto 
liara todo servicio. 

En una oportunidad, cumpliendo una guardia obíigatoria. 
durante el mes de aposto de 1935 por causa de la lluvia que 
arreciaba, mifrió una mojadura y eonsijrniente enfriamiento 
por ser la temperatura baja y el día ventoso. Internado en el 
Hospital Militar, fué poco dwpuéa tnwladado al de Santa 
María (CórdobaV y egresado de este. fué revisado por la Junta 
Médica f* que declaró su ineptitud para el servicio por lo que 
fué dado de baja. 

Sostiene que en tales condiciones le corresponde los bene- 
ficios qu* pretende. 

II. Que el Sr. Procurador Fiscal después de negar todos 
los hechos expuestos por et actor, pide el rechazo de la deman-. 
da con costas. 

Considera que de acuerdo a lo dictaminado por la Junta 
Superior de Reconocí mié ntos Médicos no w podría decir que 
ta tuberculosis de qu« padece Ral lis puede haber tenido orinen 
en aetoa de servicios y que, por tanto, le correspondan los be- 
neficios que pretende. 

Por otra parte, habiendo transcurrido más de diez años 
desde la fecha de su baja hasta la iniciación de la demanda, 
cualquier derecho que hipotéticamente pudiera tener, se- ha- 
bría proscripto conforme al art. 4023 del C. Civil". 

Y considerando: 

I. Que habiéndose opuesto como defensa la prescripción 
extintiva de la ai-ción del art. 4023 del C. Civil, corresponde 
siguiendo un orden Iónico de prelación, que esta defensa se 
trate en primer término. Picha prescripción no se ha cumplido 
y así -se declara, pues de acuerdo al art. 3966 del G. Civil, no 
corre contra los menores y el aetor llegó a la mayoría de «dad 
según su partida de nacimiento agregada a fs. 68, el 12 de 
jimio de 1939 y esta demanda ha sido iniciada el 30 de octubre 
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de 1918 según cargo del actuario de fs, 4. no habiendo, por 
luto, transcurrido loa dies años necesarios al efecto. 

II. Que el aetor al ser dadlo de alta en el Ejército en 
1934 fué sometido al examen médico de rigor resultando apto 
para el servicio, vale decir, en su plena capacidad física. Lo 
propio debió ocurrir at renovar su contrato en el «fio 1935. 
T durante el tiempo que corre entre loa dos hechos, en febrero 
de 1935, fué sometido junto con todos los integrantes de su com- 
pañía a ta vacunación "Montous" que es la introdermoreae- 
ción a la tuberculina como medio de diagnostico con resultado 
negativo. 

Ello obliga a aceptar, que en el momento de su ingreso 
estaba sano, o que si se tratara como parece y lo destaca en su 
pericia el I>r. Caride, de un snjeto con antecedentes bacilares, 
ae hallarla curado, pura de no ser as(. no- se explicaría que mi 
enfermedad hubiera pasado desapercibida en lew exámenes que 
ae le efectuaron, ni que hubiera podido soportar la vida mili- 
tar nn año y medio sin dar señales de su enfermedad. 

En consecuencia, lo que ae trataría de averiguar a los 
efectos del derecho que se persigue, es, en el primer supuesto, 
ai el servicio ha sido d «rigen de bu enfermedad y en el se- 
gundo, si el motivo coadyuvante o desencadenante de la misma. 

t Xa Junta de Reconocí mienten Médicos en sus dictámenes 
de fa. 74 y 120 se pronunció por la negativa. 

En cambio, de la prueba aportada por el aetor resulta 
todo lo contrario, como se veri ; 

a) La opinión categórica del oficial instructor Reynoso 
encargado de levantar el sumario tendiente a averiguar el ori- 
gen de la enfermedad de Rallis y que llega a la conclusión de 
"haberse comprobado que la enfermedad del causante fué 
contraída en actos de servicio"; 

b) ta del perita médico que dice que despula de un año 
y medio de vida militar, "a loa 18 años y medio en qut* apa- 
rece su lesión eon toda virulencia, desencadenada por la in- 
clemencia del tiempo a que estuvo expuesto en el episodio qim 
él cita a fs. 2 y que se comprueba como real a través de todo 
«I expediente administrativo adjunto por el jefe informante", 
fs U¡ 

c) 3a del oficial José A. Pausa que a fs. 57 manifiesta 
■'que es exacto que el soldado Juan Gerónimo Rallia durante 
el sen-icio de guardia soportó una intensa mojadura por la 
lluvia que arreciaba"; 

d) la de loa testigos Juan Luis Taramelli que a fa. 58 
(exp. judicial) dice "que la guardia de centinela se cumplía 
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sin garita y a la intemperie" y Adolfo Rodríguee que a H. 63 
vta. (exp. judicial) expresa "que no recuerda con exactitud 
«1 día en que el actor turo que soportar la mojadura de refe- 
rencia pero m tiene presente que a rala de ello y con motivo 
de caá mojadura el actor supone que pudo haber adquirido 
•una tuberculoaia que podría tener vinculación con la mojadura 
de referencia". 

Ahora bien, toda eaa prueba favorable a loa extremos 
alegados- por el actor y que adiadamente habría carecido de la 
fuer ta de convicción suficiente, al presentarse relacionada y con 
conclusiones coacordante*, adquiere a juicio del suscripto la 
fuerta suficiente para imponerse como conclusión a la opinión 
contraria de la Junta Superior de Reconocimientos Médicos. 

Eu tales condiciones, corresponde al actor loa beneficios 
que pretende, pues aún cuando hubiera tenido antecedentes de 
su enfermedad al ingresar al Ejército, no podría dudarse que 
el servicio y las -circunstancias que han mediado, obraron como 
motivo coadyuvante y desencadenante de su mal, caso en que 
serla aplicable la jurisprudencia de la Corte Suprema en el 
juicio que siguiera Hipólito M. Núfiex a la Nación y que se 
registra en el tomo 196, pág, 620 de su Colección. 

Podrís agregarse a e j| \ dispuesto en el decreto n» 3*2.267 
de fecha 30 de noviembre de 1944. que dice: "as dictaminar» 
como adquirida en y por actos del servicio toda tuberculosis 
diagnosticada deapué* qm el personal haya pasado nn período 
de tres meses a contarse desde la fecha de sn alta a la Arma- 
da" y que aunque no comprende al personal del Ejército 
marca no obstante un criterio que refuerza lo expuesto. 

En cuanto al derecho aplicable, tratándose de una pen- 
sión que había sido negada por el Fwler Ejecutivo, correspon- 
dería ser resuelta por el texto de la nueva ley 12.913, pero 
como el art. 225 de esta dispone que no regirá para dar dere- 
chos que no existían .i la fecha de la promulgación (ley 4707) 
y esta diapomeiAn legal ha «ido interpretada por la Corta Su- 
prema de la Nación en el caao "Tullí Primo Domingo" de fa- 
cha 8 de agosto de 1949 en el sentido de que tampoco sera 
aplicable cuando ¿eerdara mayores derechos, será menester 
para poder resolver, establecer previamente cuales son los be- 
neficios que le corresponderían a Rallis de aplicarse una u 
otra ley. 

Que por la ley 4707, art. 17, tít III, cap. V, qne ea el 
pertiuentc, le corresponde al recurrente el retiro con el sueldo 
íntegro de au grado de soldado y por la ley 12.913, arta. 194, 
204 y 209 y art. 41 de su regla mentación, el de cabo dada su 
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incapacidad par» la vida civil justipreciada por «1 Sr. perito 
Médico en 11 n 60 que se acepta. . 

Por consiguiente, el retiro del actor debe condicionarse a 
lo dispuesto por Ir ley 4707. 

Por esta» consideraciones, fallo: declarando que la Nación 
debe acordar al actor Juan Gerónimo Ralli» la pensión de 
retiro ron el nucido integro (te soldado voluntario y abonarle, 
ademán, las mensualidades que se le adeudan con anterioridad 
a loa cineo años de iniciada esta demanda que aejrún carpa del 
actuario de f*. 4 lo ha sido el 30 de octubre de 1948. eon inte- 
™» "tilo Banco de- la Nación Argentina desde la notifica- 
ción de la demanda y? laa rostas del juicio. — José Sartorio. 



Rueños Aires. 22 de setiembre. A fio del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Y visto» : 

Estos autos «Ruidos por D, Juan Gerónimo Rallia contra 
la Nación sobre retiro militar, venido* en apelación en virtud 
de los recurso* interpuestos a fg. 87 y 87 vta. contra la sen- 
tencia de fa. S3 el Tribunal planteó la siguiente cucstifin a 
resolver: • 

¿Es justa la sentencia apelada? 

Sobre dicha cuestión el Sr, Juez Dr, Maximiliano Consol i 
dijo: 

Esta-ndo acreditado en auto« que el aetor fué dado de "baja 
a consecuencia de haberse constatado que padecía de una afec- 
ción pulmonar, que hc exteriorizó mientras prestaba «erv icios 
como soldado archivista en el Ejército Nacional, la fínica cues- 
tión sometida a la decisión del Tribunal es la relativa a esta- 
blecer si dicha enfermedad lia sido adquirida a consecuencia 
del ejercicio de sus funciones. 

Como es sabido, el estallido o la exterinriraetán de una 
afección tuberculosa depende de factores diverso*. El microbio 
de Koeh puede estar latente en el organismo sin ocasionar 
teaión aln-una, siendo necesario para su desarrollo la concu- 
rrencia de elementos o causa» predisponentes que determinen 
una menor resistencia en el sujeto, una mayor virulencia de 
dicho microbio, o ambas cosas a la ver. Estos factores, como 




Se-VtEXcIa de La Cava ka Federal 



DK juana* DE LA VACIÓ* 



613 



indica la ciencia, pueden ser. internos o externos, pudiendo 
entre los primeros mencionarse las enfermedades preexistentes, 
la miseria orgánica y todo lo que eon<lnce> a an debilitamiento 
peneral, y entre loa secundes fas traumatismos, el redimen de 
trabajo excesivo o inadecuado para las aptitud» fúicfts det 
sujeto y muy en especia! la* condiciones en que desempeña sus 
funciones. 

*to «"toa está acreditado que el actor, contando sólo la 
edad de 37 años, ingreso al Eje'reSto Kacional en 1» de setiem- 
bre de 1934 como soldado archivista, previa «visación médica 
que lo declaro apto para el Rervicío. revisaeión que se practicó 
nuevamente con ¡pial resultado, al renovar su contrato el 1* 
de setiembre do 1935. 

1 Consta también que a fines de diciembre de «se año no- 
tando el actor que au organismo se debilitaba dió parte de en- 
fermo stenrto enviado al Hospital Militar Central, donde se le 
practicó una radiografía que constató que padecía de tubercu- 
losis pulmonar del vértice superior derecho. 

La historia clínica que obra a fs. 93 del «p. administra- 
tivo acredita que el actor no tiene otros antecedentes personales 
que haber padecido de sarampión, coqueluche, enfermedades 
propias de la primera infancia, no siendo bebedor ni fumador, 
y que tiene padrea vivo* y sanos. 

Debe destacarse el supuesto de que el actor hava ingresado 
al Ejército Nacional estando ya afectado de la dolencia que 
determinó su "baja, tanto más que es evidente que en esas condi- 
ciones no podría haber desempeñado con eficacia sus funciones, 
como lo revela el hecho de que le fuera renovado su contrato 
y que en la ficha respectiva no consta que baya hecho uso 
de licencia en momento alguno pw razón de enfermedad. 

Debiendo, pues, aceptarse que el aetor adquirió su dolencia 
después de haber ingresado al Ejército Nacional, sólo qqeda 
por estabfecer si la inutilización para continuar en rus filas se 
ha producido a consecuencia del ejercicio de sus funciones. 

Como ya ba tenido oportunidad de expresarlo este Tribu- 
nal en casos recientes, la jurisprudencia se ha orientado en el 
sentido de considerar que la tuberculosis debe admitirse como 
una enfermedad adquirida en el trabajo cuando ella ha sido 
provocada o agravada por un traumatismo, por la clase de tra- 
bajo que ejecuta el obrero o por las condiciones físicas o> el 
medio ambiente en que el mismo ba desempeñado sus funcio- 
nes f.T. A., año 1044, t. TV, pAgs. ffó y 728j. habiéndose expre- . 
sado en otro fallo que para dar por acreditado que dicha en- 
fermedad ha sido contraída por el empleado durante el tiempo 
de la prestación de sus servicios o con motivo y en ejerricio de 
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la ocupación que deaempeBaba, no ea indispensable un» prueba 
matemática, siendo aufieiente que lo» ¿necea por loa elementos 
de Juicio existente» ra los auto» adquieran la rasoaable con- 
vicción da que el traba jo ha sido la verdadera causa de la 
enfermedad <J. A., año 1944, T. III, pas* 347). 

El wñor Joca avisto ha analiudo prolijamente la prueba 
rendida en este juíciu y en ella resalta que el actor trabajo* en 
oficinas frías y poco confortables, como también que tanto 
en La» guardias como en loa ejercicio» que debió practicar tuvo 
que soportar la» inclemencias del tiempo, habiendo aufrido en 
alguna» ocasiones intensas mojadura» que debieron haber de- 
bilitado ra ©rganiiiino, predisponiéndole al desarrollo de dicha 
enfermedad. 

El perito medico Dr. Oeridt en su dictamen de fs. 64 ha 
expresade que el actor tuvo- a los siete años un» adenitis su- 
purada del cuello, lo qoe indica que se traía de un terreno 
bacilar. Que pese » ello, entró al Ejército a los 17 ano» con 
laa revisaciones médicas de rigor, lo que obliga a aceptar que 
en ese momento cataba sano o por lo menos que no tenia ningu- 
na lesión bacilos» activa, pues de ser asi. no solamente se hubie- 
ra constatado en loa exAmenee practicados sino que no hubiera 
podido soportar un año y medio de vida militar activa, hasta 
que a loa 18 años y medio apareció una lesión pon toda viru- 
lencia, desencadenada por las inclemencias del tiempo a que 
estuvo expuesto. 

Sea pues que el actor haya adqnirido la enfermedad que 
determinó su baja en el ejercicio de sus funciones, o que la 
prestación de ellas ha va obrado como causa coadyuvante o 
desencadenante del mal, la demanda interpuesta es procedente 

de acuerdo con lo resuelto en casos análogos (S. C. N, t. 196, 

píg. 820) y no obstante lo dictaminado a fs. 74 del expediente 
administrativo por la Junta Superior do Reconocimientos 
Módico». 

Considero en consecuencia que el actor tiene derecho al 
retiro, de acuerdo con las disposiciones vigentes, ya ouo no se 
na probado que haya ingresado enfermo al Ejército Nacional, 
y a» ha acreditado que durante la prestación de sus servicios 
ha adquiridlo una enfermedad que lo ha inutilizad . para la 
continuación de su carrera, ocasionándole a la vei una incapa- 
cidad para el trabajo en la vida civil que el perito módico la 
calima en un tésenla por ciento. 

No obstante tratarse de una pensión qne ha sido denegada 
por «1 P. E., no son aplicables al caso de autos las disposiciones 
del Decreto 29.375, en virtud de lo que dispone el decreto 
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19285/46, ratificados ambos por la Ley 22.913 según lo ha 
resuello U Corte Suprema en el de Primo Domingo Tullí y ello 
en razón de que el Decreto 29.375 acuerda un beneficio mayor 
que el que establece la Ley 4707. 

Por ota* parte, la pericia de f». M no acredita la concu- 
rrencia de ninfruuo de loe extremos exigidos por el art. 17,- 
Cap. V, Título III de la Ley 4707, por lo que el actor sólo tiene 
derecbo a la pensión que establecen los arta. 16 del mismo Cap. 
y 13, teniendo en cuenta tu* afina de servieioa, o sea la equi- 
valente al 80 % del sueldo de su grado. 

Voto pues por la confirmación del fallo recurrido, con la 
modificación qoe dejo expresada. 

Loa Drea. Abelardo J. Montiel y Romeo F. Camera adhi- 
rieron por su fundamentos al voto precedente. 

Por lo que resalta de La votación que instruye el acuerdo 
precedente, ae declara que la Nación debe acordar al setor 
Juan Gerónimo Ralli» la pensión de retiro equivalente al 50 % 
del sueldo de soldado voluntario y abonarle las mensualidades 
que le adeudan por ese concepto desde el 30 de octubre de 
1948, con bus intereses desde la notificación de la demanda y 

con las costas de ambas instancia* a cargo de la demandada; 
quedando en estos términos modificada la sentencia apelada de 
fs. 83. — MaxMtíHU CmM. — Aoélawfe ' 
fióme* Femando Cámen. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de mayo» de 1951. 

Viatcra los autos "llallis Juan Gerónimo c.| Gobier- 
no de la Nación s.t retiro militar »\ en los qne ae han 
concedido a fs. 120 los recursos ordinarios de apelación, 

interpuestos por ambas partes. 
Considerando: 

Qne corresponde confirmar por sue fundamentos la 
sentencia apelada «n cuanto hace logar al otorgamiento 
de penatóD, por considerar probado que la incapacidad 
del actor se produjo mientras estaba en servicio activo 
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y por actos de servicio y también en punto a la deter- 
minación del beneficio pertinente, pues el art. IT de 
la ley aplicable (4707) en el cual sostiene el recurrente 
que está comprendida su incapacidad, se refiere expresa 
y exclusivamente a la pérdida de la vista, un brazo o una 
pierna, lo que no ha ocurrido en este caso, en que so 
trata de una tuberculosis pulmonar de la que sólo se lia 
seguido, según dictamen médico, uua incapacidad del 
60 % para la vida civil. 

Por tanto se confirma en todas sus partes la sen- 
tencia de fs. 112. Las costas de esta instancia se paga- 
rán en el orden causado en razón del resultado de los 

recursos. 

Luis B. LovGin — Tomás D. 
Casahks — Felipe Santiago 
Pébkz — Atilio Pessaono. 



MARIA ELENA SERREY DE SAN ROMAN 

JÜBtLACWS DE EMPLEADOS SACIOXAr.ESr JubUaciont*. Cía- 
le». Ordinario. 

Aunque el debate parlamentario de la ley 13.052 — que 
dispone que los maestros jubilados de oficio percibirán 
como haber do retiro el importe del último sueldo, dedu- 
cido el aporte jubila torio — no fuese ilustrativo copio lo es 
en el sentido de que el beneficio comprendía a los docentes 
de las escuelas dependiente» del Conwjn de Educación 
y a los de las que dependiesen del Sfiniaterio de Justicia 
e Instrucción Pública, es. lo cierto que ni el texto, ni el 
régimen institucional de las escuelas aludidas al tiempo 
de sancionar*» la ley citada, podía dar lugar a dudas, ya 
que hay una clara referencia a dos dependencia», y por 
ende, a dos «¡mariones distintas. Fara expresar una *OU 
dependencia doble —del Consejo y el Ministerio—, se 
requería otra redacción. 
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JVtié LACIOS DE EMPLEADOS XACIOXALES: Jubilaciones. Cía- 
ws. Orilitfirin. 

Por aplicación de lo dispuesto en la ley :i" 13.052. corres- 
ponde acordar como haber de retiro a fa intrraa<U, jubi- 
lada de oficio, el importe del último sueldo que percibiera 
como Directora de tina Escuela Normal —deducido el 
aporte jubilatorio — desde el día en que dejó de percibir 
sus haberes — art. 3G de la ley 4349, modifuado por la 
ley 12.887-. 

ACUiíCLACtOS DE BEXEFTCtOS: Juliladont-s ,/ ptimonrs na- 
donata. 

Jío hay disposición legal alpina del régimen jubilatorio 
aplicable a la ex-Directora de una Escuela Normal, que 
establezca incompatibilidad de las jubilaciones a que el 
mismo se refiere con ninguna clase de pensiones. Lo pro- 
hibido en ei art. 49 de la ley 4349, es la percepción de do» 
"pensiones", acumulación a la que tampoco se opondría 
«1 art. 71 de la ley 11.575 — de jubilaciones banearias— , 
pues, dicha norma legal corresponde al régimen especial 
do la mencionada ley, y se refiere, adema*, a acumulación 
de "jubilaciones**, a lo cual «e agrega que tampoco la ley 
militar en cuya virtud se acordó a la interesadla la. pensión 
de que goza, establece Incompatibilidades que se opongan 
a la (lercepción de esta última conjuntamente con la ju- 
bilación acordada como ex-Directora, por aplicación de la 
ley 13.052, 

ACUMULACION PE BENEFICIOS; Jubilaciones .« pcn/ioucñ na- 
cionales. 

El criterio de compatibilidad es el que ha concluido por 
prevalecer en la legislación nacional sobre jubilaciones y 
pensiones. 



DICTAMENES APROBADOS POB EL DIRECTORIO »H. INSTITUTO 

NacKWAL de Previsión Social. 

Buenos Aires, agosto 29 de 1947. 

Vista» estas actuaciones promovidas por Pa. María Elena 
Serrey de San Román, solicitando jubilación ordinaria, y 
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Considerando: 

<Jue con ta constancia de U. 1, justifica U recurrente 
tener 55 años, O meiei y 8 días de edad y el cómputo de 
fs. 30, 1« acredita U prestación de 36 anos, 7 roñes y días 
de servicio* privilegiado*. 

Que de conformidad con lo dispuesto por loe arla, 18 de 
U ley 434» y 1» de la 11.923 mo& por la 12.887, quedan enm- 
plidoa loa «Iremos requerido* pan tener derecho al beneficio 
gestionado Por ello, lo dispuesto por los ArU. 38 del Decreto 
N» 29.176/44, 17» de! 29.292/44 y lo dictaminado por la Ase- 
soría Letrada; 

La Junta Seccional de la Caja Nacional de Jubilaciones y 
Pensione* CiviUt, 

Aconseja resolver: 

1» Se acuerde jubilación ordinaria con el haber mensual 
de $ 543.39 m/n. a Da. Marta Elena Serrey de San Román 
el Directora v Profesora de la Escuela Normal Mixta de 
Salta (fs. 17). 

2» Elevar este expediente al Directorio a los fines del 
art. 29 de la ley 4349 y 43 del Decreto N* 29.176/44, dándose 
a la presente carácter de atenta nota. 

3» Pairar eata jubilación desde la fecha en que la intere- 
sada dejó el servicio, descontar el cargo previo de los primeros 
haberes, deducir lo percibido en concepto de anticipo (Decreto 
N* 4814). 

4* Oportunamente el Ministerio de Guerra deberá tener 

presente el beneficio acordado. 



Buenos Aires, diciembre 3 de 1948. 

Visto, que a fs. 82, Da. Marfa Elena Serrey de San Román, 
solicita se le acuerde el beneficio de la ley 13.052, y 

Considerando : 

Que la recurrente desempeño funciones de Directora del 
Jardín de Infantes y Profesora de la Escuela Normal de 

Salta. , , , 

Que e! Instituto Nacional de Previsión Social resolvió en 

el expediente de Juan Manuel Chavarrfa que cargos, similares 
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no se encuentran comprendidos dentro de 1» disposiciones de 
la ley $* 13.052. Por ello 

La J*nt* de te Sección Ley 4349, 

Aconseja resolver: 

1* Denegar el pedido de aplicación de la ley 13.062 in- 
terpuesto por Da. Mari. Elena Serrey de San Iíomáo, por no 
encontrarse comprendidos loa cargos qne desempeñaba dentro 
de las daposicionea de U citada ley. 

2» Elevar este expediente al Directorio a los Cine» del 
ort 57 de k ley 434fl y 43 del decreto N» 29.176/46, dándose 
a la presento carácter de atenta sota. 

3 o En cumplimiento de lo dispuesto por el Instituto Na- 
cional de Previsión Social a fs. 35, se abonará esta jubilación 
a partir del 1* de noviembre de 1947, fecha de vigencia de la 
Eey 13.005 y se formulará cargo por lo percibido en concepto 
de anticipo (Decreto N» 4814) desde el 1» de abril hasta el 
V de noviembre de 1947. 



Dictamen del Procurador General de l* Justicia del 
Trabajo 

Excma, Cámara: 

Cotejándose los términos del memorial presentado por las 
partes ante V. E. t con la resolución de qne se apela, nt observa 
qne el agravio lo concretan solamente a la primera parte de 
las dos cuestiones qne decide ese pronunciamiento). Dado qne 
también se observa una deficiente formalidad procesal en la 
tramitación originaria del recurso, procede examinar, » éste 
comprende afilo una de esas partes de dicha resolución, o el 
todo de su contenido, para juzgarla, no obstante su interposi- 
ción amplia y el silencio en la Aleada a su respecto. 

La sentencia administrativa, sobre la -cnal V. E. debe pro- 
nunciarse, es la de fs. 29, la principal que decide la cuestión 
y de que es materia el recurso. La resuelvo en dos partes: 
í', «cordendo la jubilación y fijando el noonio en la snma de 
* 543,39 To/n., y 2», mandando abonar el beneficio a partir de 
la vigencia de leyes que hacen tcuraulables esta prestación con 
cualquier otra, dado qne la interesada denuncia a fs. 8. una 
pensión militar. 

De esa resolución aparece notificada a fs. 46, pero sola- 
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mente de la primera parte, que fija el monto de ta jubilación 
y no de la segunda, a que supedita su fecha de pairo. 

Virtud de esa notificación, solicita a fs. 46 reconside- 

dieho punto, lo que le es denegado a f*. 61. 
en cata denegatoria, la segunda parte de la resol» 

* 29 - 

De «tía segunda parte pide reconsiderar ion a fa. 65. que 
ba podido formular por estar en termino, sejEtin la notificación 
de fe. 64, desde q«e huta «a fecha —mareo 25— no exista 
corwtancia de haber sido notificada de la misma, no obstante 
la copia <le fs. fifi. 

Pero a fs. 68, apela toda la resolución — 5 de mayo — 
comprendiendo la secunda parte de que se da por notificada 
relien en la revocatoria de fs. 65, toda vez que ni de la copia 
de fs. 63, ni del recibo de fs. 64, aparece conociendo la intere- 
sada «a parte de la resolución, 

Por ello que la apelación de fs. 68, como la que se reservó 
la interponiente a fs. 65 m-ftnc, corresponde a las resoluciones 
de fe. 29 y 61. en todas san partes, y de acuerdo a la notifi- 
cación de fs. 64. única que consta verificada. Siendo así, la 
decisión de- V. E. debe recaer sobre el contenido íntegro de la 
reaoluciSn cuestionada de fs. 29. 

Y en cuanto a au revocación que la apelante solicita, por 
los motivos legales que paso a «poner, creo que ella es pro- 
cedente, 

El primer punto en que repara la beneficiaría, ae trata del 
monto de la jubilación, que la Caja le asigna en $ 543,39 m/n„ 
aplicando la escala de * * arta. 17 y 25 de la ley 4349. Sostiene 
— fs. 46—, que debe ser en cambio, el que fija la ley 13.052. 
qoe es el del íiltimo sueldo, que lia percibido en el empleo de 
Directora, da que bc la ha jubilado de oficio. 

Evidentemente, esta ley le es aplicable por haber nido la 
afiliada conminada a jubilarse, por resolución administrativa, 
según «lia lo expresa, y lo dice el Instituto a fs. 43 y 51, aun- 
que no consta en antas ; y por ser directora de una escuela 
dependiente de unn de las instituciones a que se refiere la ley. 
Bn esas condiciones, le correspondería a la jubilada, como ha- 
ber de retiro, el ultimo aneldo de $ 710 to/n. qne figura en el 
cómputo de fs. 25, deducido el aporte, en ves de $ 543.39 m/n. 

Este Instituto objeta, que- siendo dependiente solamente 
del Ministerio de Justicia e Instrucción PúbHea y no también 
del Consejo Nacional de Educación, la escuela donde prestó 
servicios la postulante, no le es aplicable la referida ley n« 
al hablar la ley, de esencias, no se ha referido a 
de Infantes, como es en la que se desempeñaba 
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aquélla ; y en que según opinión do sus aseares, el heeho de 
«lar umdat por la conjunción "y-, la, palabras "Consejo 
W.ona de Educación y Ministerio de Juncia C iJrSSfa 

^S&gg^ la debe a 8mb » 

tt^J.T™?**? e0nvincente ^1 arómenlo de cata interpre- 

*St^3oi rS?A** de 'í?»^- y de que " «wawS sola- 

ItiaS? ° nafJ0 í no drf "'""l"». no «darían compre»- 
«lide* aug maestros, dentro de la ley 13.052. 1 

««Jfc™?/' ' ■ I'**!' conjunción copulativa, desempeña en la 
SOL^í «'ffno aumentativo. que eor, remeto a| 8u ; et0 
maeBtro»" te refiere a los del Consejo de Educación v le* 
del Mm.ster*, de Justicia, s i n que el participio "dependiente." 

í££S? PlW ' >Ufda ,' en r " n ai «" if ^do diferente^ que So 
repre^„ta como regla de correcta conducción wamatíeal • 

^L^á^^f^ de * ne "«ariamente lo? mae" r* 
deban depender d« las dos ramea a U vn 

innJL ytf?* 2f PU ' lft MP eoOBtru W a «a opción co» la con- 
SfcU S ' Pm e0mo e! Oslador no entendió que Fuera 
tarfrfa d iñn Z ?T mÍda 'l d * ^P^*"™ * conLión del 

j&^2JS3* 00,1 Wrmulfl - de w M 

Couteio^ne^Sir-.í 1 "?' 8 5, ,0dfl I 188 ^ ue,as dependen ^1 
Inat^S¿f Sí? ' 5 ", de P en *™ » 1» vez del Ministerio de 
Instrucción PuM.ea. Laj eacutfas primarias, la mayor», o 

Mn^tetT^" ao,an,ente del ^ Educación /no del 

SSS&?^S& ! ' MMUadradM *» >W prescripciones. 

Precisaraento la ley, ha tenido en cuenta, que hay esencia» 
que dependen directamente de» Ministerio, sin intervención del 
» onsejo de Educación, y bus directores y maestros, son iínifllea 
tlZ? e A ñq ■ dependeneia, porque desempeñan del mismo 
modo la doowc». Y „ inporta que sus alumnos wan infantes 

Sí adiSrate* ** '* deI n "* 8,ro que enWñ * aI niñ0 v 

, fM , no *Sr fw* 1 ue fe* mia disquisiciones de orden 

gm&g o WolÓRlco, «i ae ti«M la .Vlerpretación de la lev 
5 m0S antecft,f,n, « parlamentarios de su sanción. á¿ 

docente en general, no queda la menor duda, «ominando la 
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exposición del miembro informante en Diputados. (Pág. 42C0 
D. de Srs. (Sel 26-1X1947). Se refiere en el curso de su defensa 
del provéete a la educación de la mocedad; de la semilla de 
conforroídad echada en bu coratón juvenil. A ta silenciosa es. 
tudiantina que desfila ante lew ojos del maestro; de que el 
magisterio recibió el generoso auspicio y mejoro su condición 
al «urgir nuevos gobernantes que levantaron el nivel moral y 
económico de los trabajadores de la República. Que mlerpre- 
tindn »I nrohlema anffuatiwo que aflipe a docentes de escuelas 

?4nat p ^ y *m¡z 

terio de Justicia e Instrucción Pública de la Naoo*, & dipu- 
tado autor de la lev, promueve esta iniciativa para remed.ar esa 
situación. " 

Toda esa exposición, demuestra que el empeño de la san- 
ción fué el de hacer «tensivo el derecho a todo maestro, ain 
excepción de escuelas, o denominación, o especialidad a las 
cuales estas pertenercan. (Ver páp. 1714, aet. 29/947). 

Y en cuanto a que 1» ley se refiere «uno dije antes, a 
maestros del Consejo de Educación y los del Ministerio de Jus- 
ticia, y no de los que dependen conjuntamente de amóos se 
tiene la mejor explicación con lo que dijo el Senador Soler, 
informando los motivos en que se basa la sanción ¡ Voy a 
informar brevemente este despacho de comisión, que se basa 
en el hecho de que a principios de 3946 fueron jubilado* de 
oficio directores, vicedirectores y maestros del Consejo Nacional 
de Educación y del Ministerio de Justicia e Instrucetón Fubli- 
oa de la N'ación." (D. S. de 29-IX-947, pfig. 1713). 

Ello es determinante, en cuanto que los directores y maes- 
tros que fueron jubilado* del Consejo de Educación y del 
Ministerio de Instrucción Pública, se enenentran amparados 
por la lev. perterexcan a una « otra de e.ias reparticiones. 

Por otra parte, el precedente judicial que se ciia a fs. 78, 
es coincidente con el caso de autos, er. que V E. Cacara 
(Sala II*) d«lsr6 comprendido en la ley 13.052, si docente 
dependiente del Ministerio de Instrucción Pública. 

Corresponde por lo tanto, declarar que la apelante se 
encuentra protegida por la ley 13.052, revocándose la resolucón 
denegatoria en esa parté. . 

La segunda parte de Jo resuelto a fs. 29, también corres- 
ponde ser revocada, porque el Instituto, no ha podido diferir 
el nap) a la videncia de las leyes que facultan la acumulación 
de benefíeios, desde que la pensión militar qiw goza la peti- 
cionante, no era incompatible con la jubilación. (Art. 49 de la 
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Esta disposición expresa, que no se acumularán dos o más 
pensione* *n la misma persona. Pero ello no sifrmfica como lo 
tieno resuelto esa misma Sala, í» re "Videla Manuela del 
Carmen", en sentencia N» 213?, de que no pueda acumulara» 
una pensión militar coa una jubilación «¡vil, desde que ambos 
beneficios, eon derechos asegurados por el Estarlo a sus servi- 
dor**, euando éstos han llenado requisitos legales expresos y 
por méritos r servidos prestados, y aportes concurrentes a tai 
distintas Cajas. , 

Conforme a loa términos de ese pronunciamiento y los del 
irr. 49 precitado, aclámenle eran incompatibles hasta la apa- 
rición de la lev 13.065, las pensiones graciables con las otor- 
padas emergentes de aquellos derechos reconocidos por las 
leyes jubilatorias o de retiro. Todas las demos prestacio- 
nes, jubilaciones y pensione», sean civiles o militares, son acu- 
mulables entre sí. 

Por tanto, la jubilación debe ser pagada desde el día en 
que el afiliado dejó de percibir sueldo — art. 36 de la ley 4349 
modificado por la ley 12.887—, quedando así revocada tambu-n 
esta otra parte de la resolución apelada, 

Lo expuesto, es la opinión que debe sustentar este Mi- 
nisterio Público en lft aplicación de las leyes discutida* en el 
presente caso. — Despacho, 17 de marzo de 19aO. — Itctor A. 
Sttreda Graetts. 

Sentencia de i.» Címara de Apelaciomk pe l a Jcsticií. 
\ del Trabajo 

Buenos Aires, abril 19 del Año del Libertador General San 
Martín, 1950. 

Vistos y Considerando: 

Comparte el Tribunal los sólidos f umlnmentos que susten- 
tan el dictamen del Sr. Procurador General, quien hace una 
correcta interpretación de la ley 13.052, ajustando sus conclu- 
siones a loa antecedentes jurisprudenciales del Cuerpo, que 
en dicho informe ae mencionan. 

Dando por reproducido el mismo *e revocan las resolucio- 
nes de fs 29 y 61 del Instituto Nacional de PrevUión Social, 
aeordiindo.se ia jubilación a la recurrente por ^ monto y deade 
ta fecha indicados en el referido dictamen — Jorge S. Juárez. 
— Enrique W«« Colman. 
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Dictamen del Procurador General 

TSuprema Corte: 

Dos son las cuestiones federales traídas a decisión 
de V. E. mediante el recurso extraordinario cava pro- 
cedencia fué declarada a ta. 109: 

a) si «lentos los servicios prestados por ta octora, 
el monto de su haber jubila! o rio civil debe ser fijado 
en base a lo que determinan loa arts. 17 y 25 de la ley 
4.349, o si por el contrario son de aplicación en el ca- 
so la» disposiciones de la ley 13.052; y 

b) si siendo la acrora titular de una pensión mili- 
tar, el coW simultáneo de ambas prestaciones sólo 
corresponde a partir de la vigencia de la ley 13.065, o si 
dicho cobro simultáneo es posible desde qne la acumula- 
ción tuvo lugar. 

En cnanto a la primera de las cuestiones plantea- 
das, estimo que en el caso aparecen reunidos los extre- 
mos exigidos por la ley 13.052, razón por la cnal las 
pretensiones sostenidas por la beneficinria a través 
de las actuaciones deben prosperar. La objeción que 
formula el Instituto Nacional de Previsión Social, fun- 
dada en nna interpretación gramatical de la ley, a la que 
atribuye un contenido restringido, no es ajustada a 
derecho, toda vez que de su trámite parlamentario y en 
especial de las palabras de sus miembros informantes, 
diputado Ottonello y senador Soler se desprende que 
su espíritu ha sido el de amparar a todos los docentes, 
profesores y maestros que se encontraran en las espe- 
ciales condiciones previstas poT el art. 1* de la ley. 

Igualmente considero que la acumulación de la pen- 
sión militar 5- la jubilación civil fué siempre procedente, 
por lo que el papo de esta última no se encuentra con- 
dicionado a la vigencia de la ley 13.065. Tal como lo 
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sostuve aL difljpminar con fecha 6 de setiembre ppdo., 
en los autos 'Tonco Margarita Fornasini de s.| pen- 
sión", no existe, en mi opinión, impedimento legal al- 
guno q«e se oponga a la acumulación de ambas pres- 
taciones, ya que la prohibición contenida en el art. 49 
de la ley 4349 por referirse exclusivamente a las pen- 
siones, resulta inaplicable al caso de autos por tratarse 
aquí de dos beneficios distintos como son la jubilación 
y la pensión. 

Por las razones expresadas, estimo -que corresponde 
confirmar ta sentencia apelada en cnanto pudo ser 
materia de recurso. Buenos Aires, noviembre 24 de 
¿950, Año del Libertador General San Martín. — Car- 
los a. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de mayo de 1951. 

Visto* los autos : "San Román María Elena Serrey 
de s.j jubilación", en los que a fs. 109 esta Corte Su- 
prema declaró procedente el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que la ley 13,052 comprende a "los maestros, vice- 
directores y directores de las escuelas dependientes 
del Consejo Nacional de Educación y del Ministerio de 
Justicia e Instrucción Pública. . . 

Que aunque el debate parlamentario no fuese ilus- 
trativo eonio es en el sentido de que el beneficio com* 
prendía a los docentes de las escuelas dependientes del 
Consejo de Educación y a los de las que" dependiesen del 
Ministerio nombrado y no sólo a los que se hallasen 
bajo la dependencia conjunta del Consejo y del Ministe- 
rio es lo cierto que ni el texto ni el régimen institucional 
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de las escuelas aludidas al tiempo de sancionarse la ley 
en cuestión podía dar lugar a dudas. Lo primero por- 
que «1 texto menciona a las escuetas dependientes 11 del 
Consejo.. . y del Ministerio" con lo cual disipa resuel- 
tamente la duda qae hubiera podido caber, — si ¡>s que 
aun en tal Caso cabía — , de haberse dicho: "... del 
Consejo. ..y el Ministerio". Hay una clara referencia 
a dos dependencias, y por ende a dos situaciones distin- 
tas. Para expresar una sola dependencia doble -del 
Consejo y el >(inistorio — , se requería otra redacción, 
no sólo por razone* gramaticales y de técnica legisla- 
tiva, sino porque se hubiera tratado de una exigencia 
excepcional que tenía que ser expresada con una clari- 
dad y precisión proporcionadas a su carácter extraor- 
dinario. Por lo demás al tiempo de sancionarse la ley 
13.052 (29 de setiembre de- 1947) la relación jerárquica 
del Consejo de Educación con respecto al Ministerio 
de Instrucción Pública era patente, por lo cnal si el 
legislador quería referirse sólo a las -escuelas que estu- 
viesen bajo la doble subordinación del Consejo y «1 
Ministerio y excluir a las que dependían del Ministerio 
exclusivamente le bastaba referirse a su relación con el 
Consejo, pues no cabía dada respecto a la que las es- 
encias del Consejo mantenían en definitiva con el Mi- 
nisterio. La mención de este último no podía tener otro 
objeto que incluir en el beneficio a las escuelas que de- 
pendían de ¿1 y eran ajenas al Consejo. 

Que no hay disposición legal ningnna del régimen 
jubilatorio al que corresponde el beneficio de que ee 
trata en esta causa que establezca incorapatibiltdad de 
las jubilaciones a que se refiere con ninguna clase de 
pensiones. Lo que el art. 49 prohibe es la percepción de 
dos "pensiones". La única norma légal invocada por 
la recurrente al interponer el recurso <art. 71 de la 
ley 11.575 de jubilaciones hancarias) corresponde al 
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reprimen especial de dicha ley, y se refiero, además, a 
acumulación de "jubilaciones", a lo cual ee agrega 
que tampoco la ley militar en cuya virtud se acordó a la 
Sia. de San Bomñn la pensión de que goza establece 
incompatibilidades que ac opongan a la percepción de 
esta ultima conjuntamente con la jubilación de que 
aquí se trata. Por lo demás el criterio de la compatibili- 
dad es el que ha concluido por prevalecer en la legisla- 
ción nacional de la materia. 

Por tonto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se confirma la sentencia de fs. 88 en cuanto 
ha sido materia del recurso. 

Lvis R. Louohi — Tomás D. 

— Felipe Santiago 
Atiwo Pessaono. 




JOSE ARBELAIZ Y OTROS v. PROVINCIA DE 
BUENOS AIRES 

Papo Ü td AiíÓi Protesta. Forma. 

Debe considerarse suficiettteraonte explícita la protesta 
que menciona al art. 16 de Ja Constitución de 1853 que los 
autores de ella consideran violado, y enuncia el principio 
de igualdad al cual, según los mismos, no se ajusta el 
impuesto de la ley 4334 de la Prov. de Buenos Aires al 
prescindir, para la determinación de la extensión de que 
cada contribuyente es duefio, del hecho de no serlo de la 
totalidad del inmueble sino de una parte alícuota de él, 
en calidad de condómino. 

COX8TITVCI0X SACIOSAL: ConstitucÍa*aUdad e iartmititurioma- 
lidoA. Impuestos y tantribueiomes jwhwmJm. Temtotiai. 

El hecho de haber gestionado administrativamente que se 
reconociera el condominio de los setores como condominio 
familiar y en virtud de lo dispuesto en el decreto regla- 
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mentar» de la ley a* 4834 de U Prov. de Buenos Aires, 
e« dividiera I* superficie de k» inmueble» gravados por el 
número de condominos, no debe interpreta rae en el caso 
como qn reconocimiento de la constitucional idad de la ley, 
ai no en cnanto la interpretación sostenida por loa recla- 
mantes fuera admitida por la autoridad provincial de 
aplicación. Desechada como fué esa interpretación, el 
rwhiM trajo aparejada una aplicación de la ley que 
comporta, precisamente, la incoas! itucionalidad de que se 
hace capitulo en la «ama. 

COS$TltÜC/ti$ NACIONAL: ComstitucionaHdad e in«>*stitucÍ-ona- 
'idad. tmpHftte* y contribuciones provinciales. Territorial. 

El impuesto adicional inmobiliario, establecido por el art. 
1* de la ley 4834 <le la Prov. de Buenos Aires, eS violatorio 
de loe arts. 4 > 16 de la Constitución Nacional de 1S53, 
en cuanto se aplica a los comdÓminos atendiendo al valor 
total del inmueble, con prescindencia del valor de la parte 
■ideal de cada uno de ellos, que no alcanza a ser dueño de 
10,000 hectáreas. 



DCCTAMEK DBL PROCURADOR GeHERAI, 

Suprema Corte: 

De acuerdo con lo resuelto por V_ E. wt re " Buenos 
Aires la Provincia v. Folledo Casimiro S. A.» Comercial 
y Ganadera", hallándose radicada esta causa ante el 
Tribunal por demanda y contestación, con anterioridad 
ni 16 de mamo podo, —fecha de la entrada en vigencia 
(le la nueva Constitución Nacional—, corresponde, a loe 
efectos de la competencia de la Corte Suprema, analizar 
el caso conforme a los preceptos de loa arta. 100 y 101 
del antiguo Estatuto Fundamental. Según esta» <.ispo- 
Bicionea, procede la juriedicción originaria de V, E. 
para conocer en este juicio, por ser la demandada una 
Provincia y versar el litigio sobre !a iDconstitucionalidad 
de una ley impositiva local. 
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La situación que planten la forma COmo se ha apli- 
cado a los actores la ley impositiva 4834 de la Provincia 
de Buenos Airea ha sido ya resucita en reiteradas opor- 
tunidades por V. E., con motivo d» leyes análogas, de 
acuerdo con la opinión del suscripto, en el sentido de 
considerar tal aplicación como contraria a las diaposi- 
ciones de la Constitución Nacional (214: 286 y loa allí 
citados). 

En consecuencia, dejando de lado toda cuestión de 
hecho y prueba o de derecho común — como talea aje- 
nas a mi dictamen— considero que debe hacerse lugar 
a la demanda. Buenos Aires, noviembre 8 de 15)50,. Año 
del Libertador General San Martín. — Carlos 6. 
Delfiuc. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de mayo de 1951. 

Vistos los autos: "Arbelaiz, José y otros c.| Bue- 
nos Aires, la Prov. s.J inconstitucionalidad de la ley 
4834 y repetición", de los <iue resulta: 

Que a fs. 23 se presenta D. Jacinto Chelle, en nom- 
bre y representación de José, Manuel Feliciano, Nicolás 
Alberto, Juan María, Mariano Silvano y Miguel José 
Arbelaíz, de María Manuela Arbelaíz de Arraehea y de 
D. Gerardo Arraehea, demandando a la Provincia de 
Buenos Airea por devolución de la suma de $ 48.985,59 
m¡n., que sus mandantes lian pagado en concepto del 
impnesto adicional inmobiliario a propiedades do 10.000 
Has, o más, creado por ley 4834 del 27 de octubre de 
1942. Funda su acción en los siguientes, términos. 

Dice que «entre los años 1943 y 1944 sus mandantes 
compraron en condominio las fracciones de campo «*'■ 
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tnadas €n los Partidos de General Madaringa y Mar 
Chiquita, de la Provincia de Buenos Airea, con una su- 
perficie iotal de 25.089 Has., í>7 as., 14 es. y una valua- 
ción conjunta de $ 1.950,800,— m|n. La propiedad do 
dichos inmuebles se dividió en seis partes iguales — 
3.584 Has. y fracción — para cada hermano varón; 1.792 
HaH. y fracción para Ó*. María Manueía Arbelaiz de 
Arraehea y 1.792 Has. y fracción para el esposo de esta 
última D. Gerardo Arrachea. 

La Dirección General de Rentas de la Provincia 
resolvió que los actores estaban comprendidos en los 
término» de la ley 4834 — comúnmente llamada de im- 
puesto al latifundio — toda vez que al figurar como uno 
de los titulares del dominio el Sr. Arraehea, cuñado 
de los Arbelaiz, ge excluía la posibilidad de alcanzarles 
la excepción que contempla el art. 12 del Decreto Re- 
glamentario para las sociedades de familia o condomi- 
nio de familia integradas por cónyuges o parientes en 
línea recta en primer y segundo grado, afines en primer 
grado o colaterales en segundo y tercer grado. 

Fracasado el recurso administrativo interpuesto 
los actores so vieron forzados al pago del impuesto, 
adicionales y multas, que conforme a la liquidación quo 
se detalla y por un total de $ 48.985,59 m|n. hicieron 
efectivo, bajo formal protesta, el 14 de felwero de 
3948- 

En orden a la finalidad social perseguida con la 
sanción de la ley 4334, no cabe duda qne fué posible 
crear categorías distintas de contribnyentes, pero res- 
petando siempre las instituciones que, como el condo- 
minio, reconocen su origen en una ley de la Nación y la 
norma constitucional que impone la igualdad ante las 
cargas públicas. Kilo no obstante* lu singular creación 
del "condominio de familia" y la discriminación efee- 
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tuatfa en la ley 4834 y su decreto reglamentario importa 
rever la naturaleza jurídica del condominio incorpo- 
rando categorías o clasificaciones que la ley no admite 
(arts. 2673 — 2676 y concordantes del C. Civil) y que 
repugnan al principio de igualdad consagrado en el art. 
16 de la Constitución Nacional de 1653. Además, la 
Aplicación del impuesto sobre «1 total de la superficie 
y avalúo de los inmuebles de que se trata, bhi conside- 
ración al número de condóminos que son sus titulares, 
resulta arbitraria y violatoria de loe arta. 4 y 16 de la 
Constitución Nacional entonces vigente. Y siendo así, 
el pago del impuesto al latifundio que se discute, con 
multas e intereses — en todo caso improcedentes — ha 
sido un pago sin cansa. Conforme, pues, a lo dispuesto 
en los arts. 784, 792, 794 y 502 y concordantes del Có- 
digo Civil y a la reiterada jurisprudencia de la Corte 
Suprema procede su repetición. 

DeBpués de referirse a la competencia originaria 
del Tribunal y hacer capítulo de la imposición de cos- 
tas a la demandada, que estima razonable, termina so- 
licitando se condene a la Provincia de Buenos Aires a 
devolver la suma reclamada, con intereses y costas. 

Que corrido traslado do la demanda, la contesta a 
fs. 42 el Dr. Ramón Dolí, por la demandada, negando 
todos los hechos que expresamente no admita o sarjan 
de la prueba, y sosteniendo la insuficiencia de la pro- 
testa que al hacer el pago formularan los actores. 

Arguye que ha sido el decreto reglamentario, y no 
la ley 4834, el que creó la excepción al impuesto al lati- 
fundio a favor de los condominios entre parientes. Si 
el Poder Ejecutivo, ejerciendo facultades que la misma 
ley le otorgara, pudo crear la excepción, os claro que 
lia podido limitarla y resulta contradictoria la actitud 
de los actores qne atacan como inconstítncionalefi los 
artículos reglamentarios de la excepción de que se trata 
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e intentan, al mismo tiempo, incluirse entre sus benefi- 
ciarios. 

Desde otro punto de vista, y luego de referirse n 
los hechos sociales, antecedentes y orientación doctri- 
naria de la política fiscal que incorporó el latifundio 
como materia imponible, recoge la objeción de ínconsti- 
tucionalidad que formula la demanda en cuanto al pro- 
cedimiento adoptado para liquidar el gravamen en caso 
de inmuebles indivisos. Sostiene que no se lesiona In 
igualdad en esta materia cuando en condiciones iguales 
se aplican idénticos tributos y no se acuerda 8 uno lo 
que se niej^a a otro que se encuentre en la situación 
de aquéllo». Además, el Fisco puede crear categorías 
o grupos económicos cuando en la complicada realidad 
imponible encuentre diferencias naturales que justifi- 
quen sin esfuerzo aquellas clusificncioiics. Alude des- 
pués a la autonomía del derecho fiscal respecto del 
civil y afirma, en definitiva, que la aplicación de la ley 
4&H y su decreto reglamentario ha sid<v correcta en el 
caso de los Sres. Arhelaiz. Termina solicitando el recha- 
zo de la demanda, con costas. 

Que abierta la causa a prueba se prodnee la qnc el 
actuario certifica a fs. 180, alegando las partes sobre 
su mérito a fa. 184 y 191. El Sr. Procurador General 
dictamina a fs. 196, llamándose autos para definitiva 
a f s. 196 vía. 

Considerando : 

Que la ,M-otesta *a suficientemente explícita pues 
menciona el art, 16 de la Constitución que los autores 
de ella consideran violado, y enuncia e! principio de 
Igualdad al cual, según los mismos, no se ajusta el im- 
puesto de la ley 4834 de la Provincia de Bueno* Aires 
al prescindir, para la determinación de la extensión de 
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que cada contribuyente es dueño, del liecho do no«erlo 
«le la totalidad del inmueble sino de una parte alícuota 
de él, en calidad de condómino. A lo cual se agrega que 
esta protesta se formuló con motivo del pago impuesto 
en el expediento administrativo donde los actores ba- 
Kan formulado ya la objeción constitucional o invocado 
L jurisprudencia de esta Corte al respecto. 

Que el hecho de haber gestionado administrativa- 
mente que se reconociera al condominio de los actores 
como. condominio familiar, y en virtud de lo dispuesto 
en el decreto reglamentario de la ley citada se dividiera 
la superficie de Jos inmuebles gravados por ni número 
de condominos, no debe interpretarse en este caso corno 
un reconocimiento de la constitucionalidad <lc Jn ley 
sino en cnanto la interpretación sostenida por los re- 
clamantes fuera admitida por la autoridad provincial 
de aplicación. En efecto, si esa interpretación se hu- 
biera considerado viable los actores habrían carecido 
de interés para promover la cuestión constitucional plan- 
teada en este juicio, fin cambio, deBechada como fué, el 
rechazo trajo aparejada una aplicación de la ley que 
comporta, precisamente, la inconstitucionalidad de que 
se hace capítulo en la causa. 

Que en cnanto al fondo del asunto esta Corte se ha 
pronunciado sobre él reiteradamente desde Fallos : 207, 
270 hasta 214-, 286. Este caso no tiene singularidad que 
requiera agregar conaidoración ninguna a las que se 
hicieron en esos pronunciamientos y que se dan aquí 
por reproducidos. Corresponde, en consecuencia, hacer 
lugar a la demanda en todas sus partes. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se hace lugar a la demanda y ae condena a la 
Provincia de Buenos Aires a pagar a los actores en el 
plazo de noventa días la cantidad de pesos cuarenta y 
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ocho«iml novecientos ochenta y cinco coa cincuenta y 
nueve centavos moneda nacional con intereses desde la 

fecha de la notificación de la demanda y con coalas. 

• 

Luis R. Lokobi — Tomás D. 
Casares — Felipe Saktiaoo 

PÉKEZ — AtIUO PeSSAGSO. 



VICENTE COSTA v. MARTIN Y CIA. LTDA., S. A. 

JUBILACION DEL PERSONAL DEL COMERCIO, ACTIVIDA- 
DES AFINES Y CiVILES. 

Con arreglo al art 58 del decreto 31.665/4* —ley 12.921— 
el empleador que despida a un empleado en coadiciones de 
obtener jubilación ordinaria íntegra, no está obligado a 
pagar otra indemnización que la del prca viso cuando óate 
no ha «¡atido. 

A los efectos de eximir al empleador del pago de la in- 
demnización por despido, no basta la circunstancia de que 
el empleado haya renunciado a su empleo — mediante una 
carta que obra en autos—, sino que se requiere que el 
Instituto Nacional de Previsión Social haya reconocido y 
computado los respectivos servicios, por lo que, no resul- 
tando de las actuaciones que se hayan cumplido diehos 
requisitos, corresponde rechazar la oposición de la deman- 
dada — fundada en que el actor se halla en condiciones de 
obtener la jubilación ordinaria — y hacer lugar a la deman- 
da qw persigne ?! pago íte la indemnixseión de las leyes 
11.729 y 13.921. 



Di ('-Ta SIES DEL PROCURADOR GwnULU. 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario resulta procedente en 
osla causa, toda vez que ha sido puesta en tela de juicio 
la interpretación de disposiciones del decreto-ley N* 
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31.665|44, y U sentencia definitiva obrante a fs. 160 
es contraria al derecho que el recurrente fundara en 
las mismas. 

En cnanto al fondo del asunto, estimo que debe 
acr resuelto por aplicación de lo decidido por V. E. con 
fecha 3 de agosto ppdo. £* re "Sánchez Alfonso v. Mi- 
netti y Cía. Ltda. S. A.", por cnanto de autos no aparece 
acreditado que el Instituto Nacional de Previsión Social 
haya reconocido y computado los servicios del actor 
que, atenta su edad, le permitirían obtener una ju- 
bilación ordinaria, en el régimen del üecreto-ley !ft 

En consecuencia, y dejando a salvo la opinión que 
expuse al dictaminar en el caso citado más arriba, con- 
sidero que corresponde revocar el fallo apelado en cuan- 
to pudo ser materia de recurso. Buenos Aires, noviem- 
bre 7 de 1950, Año del Libertador General San Martín. 
— Carlos O. Delfino. 

FALLO DE LA COETE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de mayo de 1951. 

Vistos loa autos: "Costa, Vicente t| Martín y Com- 
pañía Limitada,! Sociedad Anónima. a.| indemnización 
por despido", en los que a fs. 161 rta. so ba concedida 
el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario concedido a fs. 161 
vta. a la parte aclora es procedente de acuerdo con el 
art. 14 de la ley 48, 

Que a fs. 11 comparece el actor demandando por 
cobro de pesos en concepto de indemnización de las leyes 
11.729 y 12.921 (antigüedad y despido). 



* 
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Que la demandada se opone ai pago en razón do 
que D. Vicente Costa se halla en condiciones de obtener 
la jubilación ordinaria. El Tribunal de Trabajo M 2 
de La Plata desestima la acción entendiendo que, efec- 
tivamente, tal es la situación del demandante. 

Que no resultando do autos que el Instituto Nacio- 
nal de Previsión Social haya reconocido y computado 
los servicios del actor, corresponde aplicar las conclu- 
siones del fallo de esta Corte Suprema registrado en el 
tomo 217, pji?. 635, en la causa "Alfonso Sánchez C.| 
MinettiyCfa. Mda. B, A.". 

Que en el memorial de fs. 170 se destaca el hecho 
de haber renunciado el actor a su empleo, según consta 
de la carta corriente a fs. 32. Sobre el particular también 
hay pronunciamiento de este Tribunal en la sentencia 
mencionada procedentemente — de estricta aplicación al 
caso sub-examen — el que se da por reproducido para 
evitar repeticiones. 

Por tanto y habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General, se revoca, el fallo de fs. 147, objeto do la 
apelación. 

Lüia E. Lokobi — Felipe San- 
tugo PÉhHZ — Atilio Pes- 

BAGHO. 



INDUSTRIAS QUIMICAS "DUPERIAL" 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Reqmtritos propio». Cuestión feie- 
r«L Cuestione» federales eimple*. InterpretaeU* de »<w leyes federales. 

Procede «1 recurso extraordinario ai en autos Se débate la 
valides de la nota n" 14 de la Sección Droguería de la 
Tanta de Awaloos -decreto n» 170 del Gobierno Provi- 
sional, de setiembre 35 de 1931, ratificado por el art. 1» 
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de la ley 11.588— y la .sentencia en recurso es contraria 
a la interpretación que de dicha norma ha hecho el re- 
i -del Pisco. 

ADUAXA: Infraecümei. Manifestación inexacta. 

Tratándose en el caso de autos de óxido de zinc comer- 
eialmente puro, de acuerdo con los análisis «alisados 
—manifestado por el documentante como óxido de zinc 
impuro — corresponde proceder como lo dispone el decreto 

n* 170, de setiembre 15 de 1931 —ratificado por el art. 1» 

de la ley 11.588, del 30 de junio de 1932 — que, en su 
art. 1» ine. j), Seo. Drogue-ría, Nota n« 2, diapone que 
""los producios comercial mente puros, prava do? con me- 
nores derechos, se aforarán con un recargo de 100 % sobre 
los aforos de loa miamos productos mencionados en la 
Tarifa de Avalúos como impuro*"; no siendo necesario 
decidir previamente si hubo o no un propósito de oculta- 
ción o disimulación tendiente a disminuir indebidamente 
la renta aduanera, pues que dicho precepto tiene carácter 
operativo con prescindencia de toda otra consideración. 



Resolvción del Ministro de Hacienda 

Buenos Aires, diciembre 20 de 1948. 

Visto que ta Administración General de Aduanas y Puer- 
tos de la Nación aomete a consideración de «te Ministerio, en 

los términos del art. 77 de la ley 12.964, el Jallo dictado 
por la Administración de la Aduana y del Puerto de la Capi- 
tal en este Bnmario n» 601-M-1947, por el que impone a la 
firma Industrias Químicas "Duperial" 8. A. una multa igual 
al 50 *jk del valor de una partida de "óxido de fine coraer- 
eialmente puro" (partida 4901, kilo * 0.16 al 5 % más 100 %) 
que fuere documentada por despacho n* 45.102 de 1947 como 
"óxido de zinc impuro" (partida 4901, kilo * 0,16 al 5 %) ; 
atento lo actuado, y 

<3onsiderando: 

Que no chitante estar fehacientemente aer*ditada la dife- 
rencia de calidad denunciada (ver anilláis de fa. 3 y 9), la 
Admmistwtótt de U Aduana y del Püerio de la Capital, te- 
niendo en cuenta el hecho de que tanto la mercadería mani- 
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tetada como la que resultó de la verificación estén gravadas 
con el menor derecho del 5 %, atenuó la pena qne en derecho 
correspondía en la medid* de que ilustra el preámbulo, 

Que esle Ministerio no comidera a Ib circunstancia de que 
ha hecho mérito la Administración de la Aduana y del Puerto 
de la Capital como camal de atenuación. |wr lo que estiba 
pertinente agravar la pena impuesta en ia extensión estable- 
cida en loa arta. 930 de las ordenabas y 69 de la ley 11.281. 
en función del art. 108 de la ley 12,964. 

Por tanto >• atento lo diotarainado por el Sr. Procurador 
del Teaoro, 

U Ministro <fc Hacienda, 

Reta el re: 

Modifica» el fallo de que ae trata. sustituyéndose la pena 
impútala por un* multa ifrual al valor de la mercadería en 
infracción. — Ramón A. Ceréijo. 



StJTTlKCÍA WtL JtmZ FOWUZ. 

Bnenoa Airea, junio 10 de IBM, ARo del Libertador General 
San Martín. 

Vistos y considerando: 

Que el presente caso es idéntico al que motivó el expe- 
diente caratulado "Ooodlaea, Wall y Cía. Argentina; Ad.-257- 
G1M6". 

Que. siendo así. corresponde absolver a la recurrente de 
la infracción aduanera que se le imputa, pues tanto este Jua- 
gado eomo la Cámara Federal de Apelación en las sentencias 
respectivas de fecha febrero 9 y noviembre 16 del afio pasado, 
dictadas en esos autos, absolvieron al documentante que había 
manifestado como óxido de sane impuro —partida 4901 — el 
producto que, aegún la Aduana de la Capital, ae trataba de 
¿sido de sino comercial mente puro. 

Por ello y por loa fundarnentoa dado* en dicha* sentencian, 
ae revoca la resolución administrativa de fs. 27 vta. que im- 
pone una multa igual al valor de la nr-readerfa en cueatión, — 
Migvd Vioaoio. 
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Sentencia de la Gomaba Federal 

Buenos Airea, setiembre l 9 , Año del Libertador General San 
Martín, 1950. 

Considerando ¡ 

Que la Aduana impuso a la firma s-iimariada una multa 
igual al 50 % del valor de Ja mercadería considerada en in- 
fracción. 

El Sr. Jues a-qtto absolvió a la recurrente en base al pro- 
nunciamiento de este Tribunal recaído eu nn caso similar, con- 
templada y resuelto en los autos caratulados "Goodlass, Wall 
y Cía. Argcntina-Aduana-25?-G-3í>46", do fecha 16 de noviem- 
bre de 1949. 

En dicha causa, entre otros conceptos, el Tribunal expre- 
só: De acuerdo con la doctrina que prevalece en el fallo de ti 
Corte Suprema, de fecha reciente, en el caso "Dueñas Esteban- 
Adaona 113-R-HW8.-D-3021", e* menester determinar si ha 
mediado en la manifestación del documentante ocultación o 
disminución suficientes para hacerle pasible de la penalidad 
estatuida por el art. 1026, í* parte de las O.O. de Aduana, para 
todo hecho que tienda a disminuir indebidamente la renta 
aduanera. 

Desde ese punto de vista, es evidente que tanto el óxido 
de fine impuro desnaturalirado declarado por la sumnrisdn y 
el Óxido de zinc comercial mente pnro desnaturalizado, como 
lo denomina la Aduana, están comprendidos en la misma par- 
tida 4901 de la Tarifa; tienen el mismo aforo. $ 0,16 el kilo, 
y pagan el mismo derecho del 5 % y no «iste por lo tanto 
ni lepa! ni arancelariamente diferencia de calidad alguna. 

En eu mérito, se confirma la sentencia apelada de fa, 69 
que absuelve de oulpa y cargo a la firma sumariada respecto 
de la multa que le imponía Ib resolución administrativa de fs. 
27 y vta. — Maximiliano Ctmtdi — AUlaftld J&tye MMttiel— 
Horneo Femando Cámer*. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Hallándose en juego la interpretación de normas 
federales, «1 recurso extraordinario es procedente de 
acuerdo 1-011 el inciso 3", artículo 14 de la ley 48. 

Kn cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional 
actúa por intermedio de apoderado especial oi que ya 
lia asumido ante V. E. la intervención que le corres- 
pondo. Buenos Aires, octubre 26 de 1950. Año- del Li- 
bertador General San Martín. — Cario$ O. Delfino. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de mayo de 1951. 

Vistos los autos "Industrias Químicas «Duperial» 
— Aduana 601-M-1947", en los que se lia concedido a 
fs. 88 el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario concedido a fs. 88 a 
la parte demandada es procedente de acuerdo con el art. 
14, inc. 3*. de la ley 48. 

Que el dec. N' 170 —do fecha 15 de setiembre de 
1931, ratificado por el art. 1* de la ley 11.588 del .10 do 
junio de 1932— dispono en su axt 1*, inc. J, Sec. Dro- 
guería, Nota n* 2 r que "Los productos comcrcialmente 
puros, gravados con menores derechos, se aforarán con 
un recargo do 100 % sobre los aforos de los mismos 
productos mencionados en la Tarifa de Avalúos como 
impuros". Tratándose en el sub-examen de óxido de 
zinc eomercialmente puro, de acuerdo con los análisis 

• 
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realizados, corresponde proceder como lo dispone el de- 
creto precedentemente relacionado. 

Que para aplicar la citada disposición legal no es 
necesario decidir previamente si hubo o no no propó- 
sito de ocultación o disimulación tendiente a disminuir 
indebidamente la renta aduanera, pues que ella tiene 
carácter operativo con prescindéncia de toda otra con- 
sideración. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General se revoca la sentencia de fs. 80, objeto de la 
apelación. 

Luis R. Lohohi — TomAb 
Casabes — Felipe Santiago 
Pérez — Atujo PasaAONO. 



LUIS ALBERTO DELL 'ORTO t. NACION ARGENTINA 

COSA JUZGADA. 

Mediando condenación en el fuero criminal hay cosa jut- 
?ada en cuanto a la culpa del condenado — art. 1102 del 
C6d. GftffiN 

DA$OS Y PERJUICIOS: Determinación de ta indemnización. Daño 
moral. 

Swnde. un delito de derecho criminal el hecho que da orí- 
gen a la indemnización, debe com prenderse en ésta tanto 
el dafío material como el moral — art. 1078 del Cód. Ci- 
vil.-. 

DAÑOS Y PEBJVECIQS: RetponMbUidad del Estado. Petkía de 
seguridad. 

El Ea-tado está obligarlo a indemnizar el daño producido 
al actor por la muerte de una hija menor suya, producid* 
como consecuencia de la herida que le produjera — encon- 
trándose en la vereda de su domicilie— un proyectil de 



•« raux» de cora sratEMA 

pistola disparado por un agente de policía que intentaba 
detener a un malhechor qü* habla sido confiado a «í cus- 
todia y que, emprendiendo velo* carrera, trataba de huir. 



SSMTEVCIA DCL JüKZ FEDBB4L 

Buenoa Aira, noviembre 16 de 1949. 

Y vistos; para resolver este juicio- seguido por Luis Al- 
berto Del! 'Orto contra la Nación sobre indemnización de da- 
ños y perjuicios y 

Resultando i 

I. Que el actor demanda a la Nación por eobrO de la 
suma de 20.000 pesos m/n., importe en que estima lea daños 
y perjuicios sufridos con motivo del fallecimiento de ta hija 
menor Irma, por impericia o imprudencia de un serridor del 
Estado ; pide eostaa. 

Díee que el día 8 de mayo de 1945, su hija Irma, de 12 
afios de edad, encontrándose en la vereda de sn domicilio, calle 
Olaxábal 4497, fue" herida de muerte por un proyectil de pis- 
tola disparado por «1 agente policial Severo Zacarías. Que este 
hecho fué motivado por la persecución que el referido agente 
efectuaba en leguimieato de un malhechor que le había sido 
confiado a su custodia y el que a rala de emprender vetos 
carrera el agente policial intentfi detenerlo sacando impruden- 
temente sn pistola de reglamento y efectuando unos disparos 
de cuya imprudencia pagó tributo como víctima inocente su 
hija menor. 

Funda su derecho en lo dispuesto en los arts. 1113, lu?9, 
1OT8 y demás concordante» del Cód. Civil, 

II. Que el 8r. Procurador Fiscal pide el rechazo de la 
demanda, sin eostaa, atento el motivo que impulsa al actor a 
litigar. 

Manifiesta que de acuerdo a las constancias del proceso 
criminal que m instruyó oportunamente, resulta que la muerte 
de la menor Dell 'Orto se debe a un caso puramen te fortuito 
y que siendo así, su representada está exenta de responaabtli. 
dad civil. 

En el supuesto cano de que prosperase la tesis del actor, 
estima francamente excesivo el monto reclamado. 
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Y considerando : 

Que de acuerdo * lo resuelto en el sumario criminal que 
oportunamente le fue»» instruido, ei agente Severo Zacarías 
fué declarado personalmente responsable de la muerte de la 
menor Dell 'Orto y condenado por el delito de homicidio cul- 
poso a la pena de dos años de prisión, cuyo cumplimiento ae 
dejó en suspenso. 

Que en presencia de ese pronunciamiento y de acuerdo 
con lo previsto por el art. 1102 del Cod. Civil, se hace innece- 
sario analizar la prueba producida para probar la culpabili- 
dad de Zacarías, pues como se ha dicho, ella ha side recono- 
cida y no puede aer contestada en este juicio. 

Que la jurisprudencia de la Corte Suprema tiene estable- 
cida la responsabilidad civil del Estado por los daños emer- 
gentes de los hechos ilícitos cometidos por sus aírente», eonae- 
cueneia de lo cual es el correlativo derecho de los particulares 
lesionados para reclamar la indemniaaeión que pueda lwíti- 
mamente corresponde ríes (C 8., 18*. 652 y los citados en el 
mismo). 

Que en cuanto al monto de los daños y perjuicios sufridos 
por el aetor en todo concepto, si bien éste no ha aportado ma- 
yores datos para valorarlos justamente, teniendo en cuenta ta 
edad, sexo y concepto que merecía la cansante, poede no obs- 
tante calcularse dentro de la suma de 15.000 pesos m/n. que 
se- difiere al juramento estimatorio del aetor, de acuerdo al 
art 220 del Cód. de Proe. de la Capital de aplicación suple- 
toria, art. 374 de la ley 50. 

Por estas consideraciones, fallo: declarando quo la Na- 
ción debe abonar al actor D. Luis Alberto PeU'Orto la suma 
que dentro de la de 15.000 pesos m/n. se difiere a su jura- 
mento estimatorio y las tres cuartas parte» do las costas atento 
el resultado a que se liega. — Jo*é Sartorio. 



SENTENCIA DE LA C ASÍ ABA FEDERAL 

Buenos Aires, septiembre 29. Año del Libertador fieneral Ssn 
Martín, 1950. 

Vistos estos autoa promovido» por Dell 'Orto Luis Alberto 
c./ la Nación sobre dañoa y perjuicios; para conocer del re- 
curso de apelación concedido a fs. 87 contra la sentencia, de 
fs. 84; el Sr. Juez Dr. Oscar De la Rosa Igarsabal dijo: 
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Considerando: 

Encuentro infundado el agravia del Sr. Fiscal de Cámara, 
quien lo funda en haber mediado caso fortuito. Ello en autos, 
e* inadmisible, pues el agenta Zacarías no lleva bu arma —de 
gran poder como bc puede apreciar por el calibre y tipo— sin 
estar habilitado para usar de ella con el mayor dominio posi- 
ble de la misma, puesto que si la Policía hace entrega de ese 
revolver, supone que quien lo lleva safara usarlo y más aún, 
sabrá c«n toda seguridad, el peligro que entrena v\ oso cuan- 
do no se adoptan las mayores precauciones posibles. 

Tal el el desgraciado «aso de autos; evidentemente qoe 
Zar-arias hiso el disparo para atemorizar al dlelim-uente fugado. 
Por supuesto, que minea pensó en herir y menos mortalmente, 
a nadie, pero, cabe preguntar si adoptó las debidas precaucio- 
nes al efectuar el disparo. Indudablemente que no, pues «1 
propio Agente Fiscal, al contestar la demanda, refiere loa 
términos de la pericia balística según la cual el proyectil pri- 
mero difi contra un cuerpo duro y rebotando recién fué a herir 
a la menor. Entiendo que aún asi, no hay eximente de respon- 
sabilidad en el caso, pues el disparo con tal arma debió ser 
bien caleulado en cuanto a su direcci&n y posibles mediatas 
consecuencias, puerto que no debe olvidarse que tal disparo 
fué hecho en una calle publica circundada de casas habitacio- 
nes. Por otra parte, la profesión de Zacarías le obligaba ma- 
yormente a prever 3o que otra persona que no tuviere su pro- 
fesión pudo no prever. 

Ha existido, desgraciadamente, imprudencia manifiesta 
del agente Zacarías. En cuanto a la excesiva severidad del 
agente, ello no cuenta con respecto a sus consecuencias, pues 
en todo caso, debía valorarse con respecto al delincuente per- 
seguido — caso qnc a éste hubiera herido — pero, de ello no 
puede Jinnea pretenderse In declaración de irresponsabilidad 
con respecto n la menor fallecida. 

En lo referente al criterio valorativo del a-quo, mediante 
el dispositivo del art, 220 del C. de P, C, lo encuentro ajus- 
tado a derecho y equitativa la suma fijada dado las modalida- 
des del caso. Esta suma es. desde luego, total y por todo con- 
cepto. 

En definitiva, voto por la confirmatoria de la sentencia. 
Con cortas. 

Los Dres. Alborto F. Parrionuevo y Romeo F. Gimera 
adhirieron a las precedentes consideraciones. 
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En aa mérito y por sos fundamentos, se confirma con 
costas en ambas instancias Ja sentencia apelada, a £g. M. — 
Alberto Fabián Barrionwvo — Oscar De í* Boza Igarzábai 
— Romea Fernando Cámérú. 

FALLO DB LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de mayo de 1951. 

Vistos los autos: "DeU'Orto Luía Alberto ©./ la 
Nación s./ daños y perjuicios", en los que a fs. 98 se 
lia concedido el recurso ordinario de' apelación. 

Considerando: 

Que habiendo como hay en este caso condena cri- 
minal no cabe volver en este juicio sobre la colpa del 
condenado (art 1102 del Cód. Civil) de la cual se sigue 
la de la Nación demandada a cuyo servicio hallábase 
cuando ocurrió el hecho de que se trata en esta causa. 

Que habida cuenta de la existencia de daño moral 
indcmnizablc (art 1078 del Cód. Civil) el Tribunal jui- 
ga equitativa la Boma fijada en concepto de indemni- 
zación. 

Por taoto> se confirma la sentencia de fs. 95 en 
todas las partes de ella comprendidas en el recurso or- 
dinario concedido a fs. 98, con costas. 

Luis B. Lokoht. — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 

PÍREZ — AxiLLO PESSaGHO. 



•* FALLOS M LA CO*T« SUPREMA 

MARIA ANTONIA GOVZALEZ v. FABIAN ABBEQU 
ACCIDENTES DEL TRABAJO: Procedimiento. 

Corresponde confirmar la sentencia de segunda instancia 
que haca lugar a H demanda y condena a la compañía 
aseguradora qne he sustituido al demandado, a pagar a 

la «clora ana determinada rama — en concepto de indem- 
ni tac ion por la muerte de na hijo natural suyo, ocurrida 
como consecuencia de un accidente del trabajo sufrido 
mientras trabajaba en la cosecha de eaña — ai de autos 
resalta que no ha existido, como pretende la sociedad con- 
denada, violación del derecho de defensa en juicio sino 
aplicación de normas lócalos — al teñírsela por parte, en 
virtud de lo dispuesto en el art. 41 de la ley 2126, de la 
Prov. de Tncuman — cuya constitucional i dad no fué pues- 
ta en tela de juicio. Tampoco es admisible la imputación 
de arbitrariedad hecha a 3a senteneia recorrida,- que se 
atiene a una inteligencia de la norma procesal cuestiona- 
da que a ti texto consiente, y si prescindió de las pruc 
ofrecidas por la recurrente, fue porque la consecuct 

estiba impuesta por la interpretación y aplicación í 
didaa. 

Sentencia del Tribunal del Trabajo 

Tucuman, noviembre 25 de 1948. 

Autos y visto»: I,a presente cansa seguida por María 
Antonia González contra Fabián Abregú sobre Indemnización 
de accidente del trabajo, y de los que 

Resulta: 

Que a ta, 1 comparece el letrado Arturo de la Vega, como 
apoderado de Da. MarEa Antonia González, e inicia demanda 
contra Fabián Abrcjrii» argentino, casado, mayor de edad, 
agricultor y domiciliado en San José de Plores, 1» Distrito del 
Dpto. de Monteros, por cobro de la Mima de t 6.000.— en 
concepto de accidente de trabajo sufrido por el hijo natural de 
sa mandante D. Juan Salvador Burgos o González, fundado 
en los siguientes hechos: Que el hijo natnral de su mandante 
trabajaba como peón de D. Fabián Aforegú en la finea que 
posee en San José de Flores, Dpto. de Monteros, desempeñan- 
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dose como carrero y trabajaba en tal carácter en la cosecha 
de rafia, cuando el día 18 de setiembre de 1947, se resbaló y 
cayó del carro, produciéndole una hemorragia interna, siendo 
llevado para mi atención al Hospital Lamadríd <le Monteros, 
donde falleció). Expresa que su mandante vivía bajo el amparo 
de la víctima y como no tiene otro beneficio, le corresponde 
Ib indemniración que por accidente de trabajo establece el 
art. 8* inciso A de la ley 9698. Manifiesta que el salario que 
percibía era de 9 7.- diarios. Finalmente despoja de otras 
consideraciones, pide se haga lugar a la demanda con mas loa 
intereses, gastos y costas. Notificado y corrido el traslado, el 
demandado se apersona ft fa, 30 y pide se cite de evicciÓB a. ta 
Cía. de Seguros "Pampa". Notificada la Cía. de Seguros se 
apersona a fa. 13 el letrado Julio César Sáleme como apoderado 
de la Cía. de Seguros y contesta la demanda estando vencido 
el término que acuerda el art. 40 de la Ley 2X26, segunda 
parte, sanción aplicada por decreto de la Presidencia de este 
Tribunal con fecha 8 de noviembre de 1948 ppdo. A fa. 20 
el apoderado de la C i a. plantea el recurso de reconsideración, 
pide revocatoria de la providencia aludida de fecha 8 de noviem- 
bre del corriente año, por estar motivada en un error de hecho 
evidente. Manifiesta que la citación a su conferente se hiz© 
por cédula de fecha 25 de octubre, corriendo con la misma el 
traslado de la demanda y que el término empezó a correr 
el 25 de ese mea, primer día hábil subsiguiente, y fué contes- 
tado dentro de loa di» días del emplazamiento (art. 40, 1» p.), 
estando asi la contestación dentro del termino. Nulidad. Ponda 
la misma qae en ninguno de los documentas de que se» h* 
corrido traslado a su parte existe el mínimo indicio de que 
Abresrú » encontraba notificado del decreto de traslado, ni 
menos de que se le hubiera corrido traslado. Manifiesta que el 
art. 40 manda no sólo emplazar al demandado para que com- 
parezca y conteste. Bino a dar traslado no habiendo nada que 

permita afirmar que se haya cumplido tal recaudo. Expresa 
que el dfa 20 de octubre- se hiro entreva, al apoderado de la 
adora de un oficio acompañado de póliza y copia para traslado, 
según nota de fa. 8, que la póliza es evidentemente, la póliza 
presentada por el demandado, la que aparece entonces devuelta, 
con el traslado al apoderado de la artera, demostrando esto 
que harta entonce» no ae habla corrido traslado. Mani fíala, 
que bu parte sólo tenia conocimiento del contenido de la cequia 
y doenmentoa adjuntos a ella, y habiéndosele corrido traslado* 
según consta en la misma cédula, cumplió su obligación procesal 
ateniéndose a lo que de tales documentos resulta, no teniendo 
ra parte ninguna obligación de conocer otras actuaciones ante- 
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riores a ra citación y de las que- no n le dio noticias. Expone 
más adelante que admitiendo la tesis de que el traslado corre 
desde la presentación de Abrego, lo que no acepta por lo ya 
dicho, tendríamos que desde ese mismo momento habría que- 
dado suspendido el termino, hasta la citación del asegurador 
por disposición de Is I>y Provincial 1747, cuyo art. 3° establece 
que cuando el patrón declinare su responsabilidad en el ase- 
gurador y justifica estar asegurado con la póliza, respectiva, 
ese incidente suspendería «1 trámite del juicio. Ofrece prueba, 
j al recurso extraordinario que se reserva, expone que la pro- 
videncia recurrida) significa un verdadero desconocimiento del 
derecho de defensa de su parte, e implicando una amerara in- 
justa a su patrimonio, haciendo reserva para proponer en su 

oportunidad el w .no extraordinario para ante la Corte Su- 

Ka de Justicia de la Nación, por vulnerar la disposición 
(ruada i as garantías consagradas en los arts. 1? y 18 de la 
Constitución Nacional. En consecuencia los autos son trafdos 
a despacho para resolver, y 

Considerando : 

Que, en primer lugar corresponde pronunciarse acerca de 
Ion recursos de reconsideración 'y nulidal interpuestos por la 
Cía. de Seguros Pampa, citada a pedido del demandado, sin 
perjuicio de lo que en definitiva resulte acerca de la respon- 
sabilidad de éste. 

Que los recursos interpuestos se fundan, esencialmente, en 
1» siguiente: Que el decreto recurrido, establece que la Cía. 
de Seguros contestó la demanda cuando ya estaba vencido el 
término para hacerlo por lo que dispone se aplique el art. 40, 
2» parte, de La ley 2126. Que al dictarse esa providencia, se 
habría incurrido en error de hecho, por euanto la contestación 
a la demanda la produjo la aseguradora dentro del término 
de dieís días contados desde la fecha en que fuft notificada, eOn 
lo que ella está dentro del término que señala la ley art. 40, 
!• parte. Fiantes conjuntamente recurso de nulidad por cuan- 
to la providencia recurrida le causa gravamen irreparable, 
qne no pnede subsanar por otra vía, hace también reserva de 

recurso extraordinario, para ante la Corte Suprema de Jus- 
ticia de la Nación por cuanto entiende que se han vulnerado 
las garantías consagradas en loa arta. 17 y 18 de U Constitu- 
ción Nacional. 

Ante lo que en forma clara y terminante dispone la ley 
2126 en su art, 40. no cabe duda de que el plazo de diez 
dfas fijado pora la contestación de la demanda, corre Unto 
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para el demandado coma para el asegurador, áead» el día 
siguiente a aquél en el que el demandado ttrvo conocimiento 
de la acción, y !e fueron entregadas las pertinente» copias 
de traslado. 

En la especie no se ha justificado la fecha de la notifica- 
ción del demandado, y entrega de las copias para traslado, pero 
él, en persona, aparece el día 20 de octubre apersonándose y 
haciendo la manifestación expresa de que devutlw copia para 
traslado. De donde resulta que, en el peor de los casos, el 
termino de 10 día* debe empezarse a contar a partir del dfa 
siguiente de esa presentación. 

Que la Cía. Aseguradora haya sido notificada el día 23 
de octubre no es óbice para que el término de 10 días para 
contestar la demanda corra con anterioridad a esa notifieac-ión 
y se complete posteriormente. <Art. 41, ley 2126). 
i * ambién considerarse la especial situación en que 

la Cía. de Segaros ingresa al juicio. No lo hace) por un tnlerés 
propio, sino que subroga al demandado, es decir, que lo hace 
en aiwtttuctón, colocándose en lugar de aquel. 

Rejra,tarí * equivocada la aplicación de la Ley Provincial 
1747 ya que bus prescripciones, en lo que serían de aplicación 
de la especie, han sido abrogadas por las de la ley 2126 (art. 71 
de la ultima citada). 

En consecuencia corresponde no hacer lugar al recurso de 

reconsideración deducido y tener por firme el decreto de fecha 
8 de noviembre ppdo., que corre a fs, 15. 

En cuanto al recurso de nulidad opuesto por cuanto el de- 
ereto de f*. 15 cansa a la qoejosa "Rravamen irreparable", 
no resulta procedente al no concurrir ninguna de las causales 
contempladas por la ley 2126 (art. 63 y sig.) y por no tratarse 
d« sentencaa definitiva, de esta Sala, que e» la que puede ser 
recurrida «n tal forma. Por ello, corresponde su rechaso y 
así se declara. 

Que habiendo transcurrido el plazo que señala la ley sin 
qae la demandada conteste la demanda, corresponde, aplicando 
el art. 40, 2* parte, tener al demandado por conforme con los 
términos egresado* por el actor, en tal sentido, sentenciar en 
la presente causa, imponiendo las costas el vencido, que dió 
lugar al litigio. 

Por lo considerado, esta Sala *& del Tribunal del Trabajo, 

Resuelve: 

No hacer lugar al recurso de lecomideración interpuesto 
por el apoderado de la Cía. de Seguros "Pampa" en contra 
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la providencia de «tos autos que corre a fa. 15, de fecha 8 
de noviembre de 1M8, y en consecuencia manténgasela firme. 

No hacer lagar a la presente demanda instaurada por 
Muría Antonia Gonaálea contra Fabián Abregú sobre indem- 
nización de accidente de trabaje*, y en consecuencia condéna- 
nos al demandado a pagar en el término de 5 días a la actora 
la mima de m*n. 6.0O0. — , que deberá depositarse de conformi- 
dad con lo dispuesto por el art. 9" de la ley 9688, con mfifl los 
intereses del capital, a partir de la notificación de la demanda, 
que abonará directamente a la actors — Bcltsario Ríos. — L*i» 
F.lizáldc. - /. /. DoniH de lo Torre. 



Sentencia de la Suprema Corte 

Tueumfcn, mayo 14 de 1949. 

Y VTsty»: 

El recurso de nulidad interpuesto per la C 
Pampa en autos González ve. Abreprú por 

oa jo, y 

Considerando : 

A la nulidad, que la demanda fué instaurada contra Fa- 
bián Abrogó, quien compareció al foüo'JO y pidió la citación 
* iaterwiieioB de la Cía. Aieguradora Pampa. I*a Asegura* 
■dora fu* emplazada al folio 12, dándosele traslado de la de- 
manda eon las copias de la ley. Al lolio 13 contestó la demanda 
y la litis ae trabo con la Aseguradora. 

Que la diapositiva de la sentencia al folio- 26 refiérese 
únicamente al demandado Fabián Abregü, quien fué emstituído 
por la Aseguradora. No obstante que Abregii pidió aclaración 

de la «atenéis» la Sala da Trabajo no huo logar a cata 



Que la relación proeesSl M constituyó con la Aseguradora. 
Al ser omitida en la dispositiva, ls «ntenca no resuelve la* 
cuestión** propuestas e mearre en nulidad (AHI. 230-281 y 
799 Proced. y art- 63 ley 2126). 

Un cuanto si fondo, lo dispuesto por el art. 67 ley 2126. 

Corresponde juagar la cansa. 

A loa supuestos de hecho, los resultandos de la sentencia 
del folio 23 al 24 vio. arreglados a la demanda y contestación. 
Kl Tribunal se remite a ellos brstrffer y los reproduce. 

Y considersndo que la demanda toé interpuesta contra 
Fabián 
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_ue este se apersonfi a folio 10 y pidió la citación e 
intervención de la Cía. Aseguradora La Pampa (art. 7, ley 
). Así se ordenó: citar a la aseguradora para que en 
representación d?l demandado y sin perjuicio de la respon- 
sabilidad de éste, tome intervención en la presente causa. 

Que esta Cía. emplazada a fs. 12 eon las copias del traslado 

de la demanda, se apersonó a fs, 13, asumió la defensa del 
asepirado, y se substituyó al mismo, contestó la demanda y 
ofreció prueba en cae mismo acto; todo de conformidad con el 
art. 41. ley 2126. 

Que la ley 2126, de organización y competencia del fuero 
especial ba reemplazado a las leyes anteriores. Aunque no hav 
derogación expresa de la ley de abril 20 de 1930. ajabas dispo- 
siciones son tan notoriamente incompatibles, qne la derogación 
de la ley anterior por la nuera es evidente. 

Considerando que el asegurador debió responder dentro 
del término de 10 días fijados para el demandado Abregú. La 
contestación de la Aseguradora está evidentemente fuera de 
término y la providencia de fs. 15 es inobjetable, pues el art. 40 
de la ley especial establece qne en todos los casos de falta de 
contestación se tendrá por conforme al demandado. Cabe agre- 
gar a mayor abundamiento y para disipar el argumento de la 
indefensión por la aseguradora, qne ésta misma manifiesta que 
desde un afio antea de la. demanda, le fué notificado por el 

demandado Abregú el accidente; noticia qne la aseguradora 

trasmitió a la Delegación Regional 

Por tanto, lo dispuesto por loa arta. 4041, ley 2126 y arta. 
109 y 799 Proced. se 

Resuelva i 

Declarar naba la sentencia definitiva de fa 23 a 26 de 
estos eutoa. 

7 en cnanto al fondo (art. 67, ley 2126) hacer lugar a 
demanda interpnvste por liaría Antonia Geniales contra Fa- 
bián Abregú por indemniaaci6n de accidente del trabajo y en 
consecuencia condénase a la Sociedad Anónima Pampa, Cía. 
de Seguros, la que na aahstitafdo al demandado Fabián Abre- 
gú, a pagar a la adora la rama de asín. 6.000.— y qw deberá 

depositarse de conformidad eon lo dispuesto por el art. 9» de 
la ley 9688, eon más los intereses del capital, a partir de la 
notificación de la demanda, qne abonará directamente a la 
aetora, — Juan Setter. — Cario* Sanjuan. — A. QaUo Carn- 
M. —J.A. FWfJ» PvrtQcarTtrt. 
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DlCTAMEW DEL PROCURADOR GkSERAL 

Suprema Corte: 

Abierto a fs. 140 el recurso extraordinario inter- 
puesto contra el fallo corriente a fs. 73, corresponde 
entrar a considerar el fondo del asueto. 

Se agravia Ib recurrente — Compañía de Seguro» 
"Pampa" — , en primer lugar, porque la sentencia de 
fs. 73 la condenó a pagar a la actora la suma que ésta 
reclamaba a Fabián Ahregú en concepto de indemniza* 
ción por accidente del trabajo, siendo así que- alega no 
haber sido parle en el juicio y no habérsele dado opor- 
tunidad de ser oída. 

No son, en mi opinión, exactas ni ana ni otra afir- 
mación. A Ja Compañía de Seguros "Pampa" que in- 
gresó a! juicio en virtud de lo dispuesto en el art. 41 
de la ley tucumaua 2126, se. le dió intervención en la 
causa mediante el decreto que obra a fs. 10 vta., decreto 
éste que le fué notificado por cédula, (fs. 12). Y tan se 
la tuvo por parte que fué su recurso de fe. 56 el que 
habilitó al Tribunal apelado para declarar nula la sen- 
tencia de fs. 23 y dictar en au lugar la que corre a fs. 73. 

En cuanto a que no se le dió oportunidad de ser 
oída afirmo que tampoco es ello exacto por cuanto pre- 
cisamente el decreto de fs. 10 vta. le dió esa oportunidad 
y si, en realidad, no se tuvo en cuenta su contestación 
a la demanda de fs. 13 ni se ordenó la producción de la 
prueba ofrecida a fs. 16, ello se debió pura y exclusiva- 
mente a la circunstancia de que por razones procesales 
—resultantes de la demora en que incurrió en la presen- 
tación del escrito de fs. 13 e irrevisiWes en esta instan- 
cia extraordinaria— y por aplicación de lo diapuesto en 

la segunda parte del artículo 40 de la ley 2126 se tuvo 
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por no contestada la demanda y por conforme al deman- 
dado con el texto de aquélla. 

Destaco sobre este último aspecto que lo resuelto es 
consecuencia de la interpretación y aplicación de una 
disposición de carácter local que en ningún momento ha 
sido directamente tachada de inconstitucional por el re- 
currente, de tal suerte que salvo caso de arbitrariedad 
—supuesto sobre el que no me cabe dictaminar— tal 
interpretación y aplicación no podrían constituir por sí 
solas agravio a la garantía do la defensa en juicio. 

Alega también la recurrente violación del art. 29 de 
la Constitución Nacional como- consecuencia del trámite 
indebido que según ella se diera al incidente promovido 
a fe. 20 tendiente a obtener la declaración de nulidad 
de la providencia de fe, 1& que ordenaba, atento el ven- 
cimiento del término para contestar la demanda, estar 
a lo dispuesto por el mencionado art. 40, segunda parte, 
de la lev 2126. A eete respecto es cierto que la Compa- 
ñía de Seguros "Pampa" ofreció en sn escrito de fs. 
20 la producción de diversas medidas de prueba dirigi- 
das a determinar la fecha de entrega de las copias para 
el traslado de la demanda y qne ellas no se ordenaron ; 
pero, es cierto también que ello se debió a que se tuvo 
en cuenta el texto del escrito de fs. 10 en cuya última 
parte el demandado Fabián Abregú afirmaba que de- 
volvía "copia para traslado" (ver fs. 26), expresión 
que basta ese momento no había desconocido ni menos 
tachado de falsedad la recurrente. Esto último recién 
ocurrió a fs. 32 vía. al afirmarse que dicha frase "ha 
sido evidentemente insertada en tiempo diferente que 
el resto de la escritora, adulterándose su contenido para 
simular una situación procesal", 

Fuere cual fuere la exactitud de tal denuncia, en- 
tiendo de todos modos que la circunstancia relativa a 

la entrega de las copia» para el traslado no hace en la 
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especie al derecho fundamental de defensa. Cuanto se 
lia reHiielIo en autos respecto al transcurso del plazo fi- 
jado para contestar la demanda, es una cuestión de de- 
recho procesal local no susceptible de ser revisada por 
la vía del remedio federal, i Desde qué momento comen- 
zó a correr el término para contestar la demanda! iDes- 
de la notificación al demandado Fabián Abregu o desde 
la notificación a la Compañía aseguradora! (Desde la 
entrega de las copias del traslado al demandado o al 
asegurador! iEa o no necesaria la entrega de las copias 
del traslado para que empiece a correr el término de la 
contestación! Son todas éstas, cuestiones que ha deci- 
dido eL Tribunal apelado sobre la base de considera- 
ciones de orden local que sólo pueden ser revisables por 
V. K. en el supuesto de sentencia arbitraria. 

Se afirma también en el recurso de fe. 78 descono- 
cimiento de la garantía de U propiedad sobre la base 
de que la sentencia de fs. 73 «1 condenar a quien no fué 
parte en el juicio importa un despojo. Dije al comienzo 
que entendía no ser exacta esta última circunstancia, 
según resultaba de las propias constancias de autos. 
Basta ello, a mi juicio, para descartar la existencia 
real del agravio invocado. 

Como consecuencia de todo lo expuesto, opino que 
procede confirmar el fallo de fs. 73, salvo en el caso de 
que V. B. considere, de acuerdo a su prudente arbitrio, 
qne el sub-judice encuadra en alguna de aquellas hipó- 
tesis excepcionales de sentencias arbitrarías — extremo 
también alegado en el recarao de fs. 7&— , frustratorias 
de las garantías fundamentales qne asegura el texto de 
la Constitución Nacional. Buenos Aires, noviembre 20 
de 1950. Año del Libertador General San Martín. — 
Cario* O. Delfmo. 
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Buenos Aires, 28 do mayo de 1951. 

Vistos los autos: ''González, María Antonia c./ 
AbregO, Fabián a./ indemnización accidente de traba- 
jo", en los que a fs. 140 esta Coi-te Suprema declaró 
procedente el recurso extraordinario. 

Por los fundamentos del precedente dictamen del 
Sr. Procurador General en el que se pone bien de ma- 
nifiesto que no ha existido violación del derecho de de- 
fensa sino aplicación de normas locales cuya constitu- 
cionalídad no fué puesta en tela de jnieio, y no siendo 
admisible la imputación de arbitrariedad hecha a la 
sentencia recurrida que se atiene a una inteligencia de 
la norma procesal cuestionada que su texto consiente, 
y si prescindió de las pruebas ofrecidas por la reea- 
r rente, fué porque la consecuencia estaba impuesta por 
la interpreíaelón y aplicación a que se acaba de aludir, 
se confirma en cuanto ha podido ser materia del recurso 
la sentencia de fu. 73. 

Luis R. LoNGfu — Tomás I>. 
Casabes — Fbmpb Santiago 
Pérez — ATn,io 1*b&saoho. 

■ 



TEDRO MCOLINI v. NACION ARGENTINA 

PEXSIOXES MILITARES: Pensiones a tos militares. Inutilización 
para ¡a carera militar. Ejército. 

El es-conscripto que. a consecuencia de un accidente «n- 
frido en acto de servicio, ha sido declarado apto tan sólo 
para servicios auxiliares en caso de móvil i «ación, teniendo 
una incapacidad permanente del 30 % para el trabajo eu 
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la vid» civil, tiene derecho a que se le reintegre en el goce 
de la pensión militar prevista por el Art. 16, tit. III, de 
la ley 4707 — ^ue t luego de serle acordada por el P. E., 
le fuera retirada— y ■ que> se le abonen las mensualidades 
adeudadas, desde la fecha en que le fuera Buapendido dicho 
beneficio. 



Sentencia del, Juez Federal 
Bueno* Aires, 10 de febrero. Año del Libertador Ocm-ral fian 

Martín, 1950. 

Y Vistos: para resolver en definitiva este juicio seguido 
por Pedro- Nicoiini sobre reintegra de pensión militar y, 

Retando; 

I. Que el actor demanda a la Nación para que se lo 
reintefrre en el retiro militar que el Poder Ejecutivo oportuna- 
mente le acordara y se le abonen las mensualidades que se le 
adeudan desde el 5 de marzo de 1936; todo con intereses y 
costal. 

Dice que como consecuencia del accidente que sofriera en 
circunstancias que cumplía su servicio militar, el Poder Eje- 
cutiva le otorgó el retiro militar que instituye el art. 16, titulo 
1IT, capitulo V de la tey 4707 pero que, posteriormente, a raíz 
de haber resultado "apto para servicios auxiliares" en un 
nuevo examen médico que se le efectuó, dicho retiro le fuó 
retirado. 

Sostiene que el art. 1* de la ley citada establera que el 
retiro ea definitiva de forma que. frente a tan clara disposición, 
no ha podido obrar el Poder Ejecutivo como lo ha hecho. 

Cita alguna jurisprudencia favorable a su caso y por lo 
expuesto pide se haga lugar a su demanda. 

II. Que el Sr. Procurador Fiscal al contestar la demanda 

hace presente tu primer término, que la actitud del actor al 

acudir a la justicia después de un lapso tan largo desde la 

fecha en que le fué retirada la pensión, revela bien a las 
claras, au intención de renunciarla de acuerdo al art. 873 del 
C. Civil, lo que sería suficiente para et rechazo- de la demanda 
Con respecto a la forma temporaria en que le fui conce- 
dido el retiro, sostiene que el Poder Ejecutivo ha podido ha- 
cerlo, aparte de que en todo caso, se habría prescripto bu 
derecho para todo reclamo por haber transcurrido más de 
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10 anos desde la fecha en que te fué otorgado y la iniciación 
de la demanda. 

Por todo ello, pide el rechazo de la misma, con costas. 

V Considerando: 

Que tratándose de una pensión que fué acordada de con- 
formidad a I& ley 4707, corresponde que el reintegro que ae 
pide, sea resuelto de acuerdo a la misma. 

Que con respecto a la presunta renuncia de derechos por 

parte del actor y a que alude la demandada, si bien es cierto 
que, según lo dispuesto en el art. 873 del CÓd. Civil, "La 
renuncia do esté sujeta a ninguna forma. Puede tener lugar 
aun tácitamente, a excepción de loa caaos en que la ley exige 
que sea manifestada de una manera expresa", no lo es menos, 
que el artículo siguiente establece "La intención de renunciar 
no « presume, y la interpretación de loa actos que induzcan a 
probarla debe ser restrictiva". 

Que en el $xb4ite, la circunstancia de haber aceptado el 
actor su retiro en forma temporaria y dejado transcurrir un 
cierto tiempo, después que le fuera cancelado, sin hacer re- 
clamo alguno, no revelan en forma cierta su intención de re- 
nunciar a los derechos que in-voca en au demanda. Procede, 
en i-on secuencia, desestimar esta defensa. 

Que con respecto a la prescripción extintiva de la acción 
que se funda en el art, 4023 del C. Civil, tampoco puede pros- 
perar y asi ae declara, pues- de acuerdo a la constante jurispru- 
dencia de nuestros tribunales ella habría comenzado a eorrer, 
no desde la fecha en que le fué acordado el retiro sino desde 
la del decreto por el anal se lo eaneeló, o sea, al 20 de febrero 
de 1934 y desde entonces hasta el dta<le la interposición de 
la demanda, 13 de mano de 1943, según cargo del actuario de 
fs. 5, no han transcurrido los 10 años necesarios para que ella 
se opere. 

Que ñ bien no es discutible que la ley 4707 rige para los 

conscriptos, no lo es menos, que no le son aplicables en la 
misma eitensi&n, las distintas disposiciones que rigen el eatado 
militar, pues el carácter transitorio del servicio de aquéllos, 
hace razonable una cierta 'diferenciación. 

Tal ocurre, por ejemplo, con el art. I» del Titulo III que 
el actor invoca como fundamento principal de so demanda, 
por cuanto ai hay motivo para que el retiro sea definitivo 
para el militar del ejército permanente que ha hecho de esa 
actividad »U profesión habitual, no la hay en cambio para los 
conscriptos que teniendo o pudiendo tener una profesión o tra- 
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bajo <l¡*tÍnto. se incorporan al Ejercito por mi limitado pe- 
ríodo de tiempo y sufren durante el servicio una lesión me. 



desaparecida luego, los reintegra a la plena capacidad civil 
(Jurisprudencia de la Corte Suprema, Cordea Natalio c/ la 



Que por otra parte, así lo lia debido entender el propio 
demandante, puesto que aceptó el retiro temporario .v »&lo 
mocho tiempo despnfa de haberle sido anulado se presentó 
pidiendo ra reintegro. 

Establecida entonces que el Poder Ejecutivo ha podido 
acordar al actor el retiro en la forma que lo ha hecho, corres- 
ponde establecer si al retirárselo ha procedido lepalmente. 

Que la actitud del Poder Ejecutivo al obrar así ha aido 
provocada por haber entendido, a raíz de un nuevo examen que 
le efectuara la Junta áe Reconocimientos Médicos despufc* de 
un cierto tiempo de haber estado en el uso dí ta pensión, que 
las raEcnea que tuvo para acordársela habían desaparecido al 
resultar apto para servicios auxiliares. 

No> obstante, la Corte Suprema, en los casos que se- regis- 
tran en el t. 187, pá>. 14.1 de sua fallos y nosleriormente en 
J. A., t. 72. pé(¡. 574 y 911 y otros, ha .«enfado la doctrina 
contraria declarando que el soldado conscripto que se incapa- 
cita en acto de servicio, aun cnando subsista su aptitud para 
servicio* auxiliares, tiene derecho a la pensión de que habla el 
titulo III (Se la ley 4707. 

Independientemente de lo expuesto ea concluyente en fa- 
vor de loa derechos del recurrente, la opinión del Sr. Perito Mé- 
dico que en su pericia de fs. 44 estima en un 30 % la incapa- 
cidad total del minino. 

Por estas consideraciones, fallo : declarando que la Nación 
debe reintegrar al actor Pedro NLcolini en el retiro militar 
que le acordara por decreto del 25 de junio de 1923, abonán- 
dole todas las mensualidades que se le adeudan desde la fecha 
en que ella, le fnó suspendida; eon intereses a estilo de los quo 
cobra el Banco de la Nación y con costa». — José Sartorio. 



Buenos Airen, agoato 23. Año del Libertador General San 
Martín» 1950. 

T Vistos: catas autos seguidos por D. Pedro Nicolini con- 
tra la Nación sobre retira militar, venidos en apelación en 
virtud del recurso interpuesto n fs. 63 vta. contra la sentencia 
de ft. 61, el Tribunal planteó la siguiente cuestión a resolver: 
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i Es justa la sentencia recurrida? 

Sobre dicha cuestión el Sr. Juez Dr. Consoli, dijo: 

Al expresar agravios la parte recurrente ha solicitado la 
revocatoria del fallo de fs. €1 sosteniendo que el retiro pre- 
visto por la ley 4707 no puede acordarse a los conscriptos amo 
a los militares de carrera y que habiendo -quedado el actor 
apto para servicios auxiliares a raía del accidente sufrido, y 
tío inutilizado para la continuación de su carrera, carece d* 
derecho para reclamar ei beneficio que solicita. 

Cabe a este respecto tener presente que ta Corte Suprema 
ha establecido reiteradamente que el conscripto del ejército 
que a consecuencia de un accidente sufrido en acto de servicio 
ha sido declarado apto tan sólo para servicios auxiliares se 
encuentra amparado pop el art. 16. título III, Cap. V. de la 
lev 4707 y tiene por consiguiente derecho a la pensión que el 
mismo establece (195, 17¡ 181, 142; 182, 16& y 187, 45). 

T en el fallo que se registra en el t. 1S2, pag. 136, con- 
firmado por la Corte Suprema, este Tribunal ha declarado 
que el requisito exigido por la disposición legal citada en ta 
ley 4707 es la inutilización para continuar la carrera, — no la 
inutilización para todo servicio— y que queda impedido para 
continuarla el que sólo es apto para prestar servirios auxiliares 
en caso de movilización. 

En ese mismo fallo que sostuvo ta! doctrina concordante 
coa la de la Corte Supremn (182, 165 y 195, 17) agregó ti 
tribunal que comprobado que el conscripto ha sufrido como 
consecuencia del accidente en acto de servicio una incapacidad 
parcial para el trabajo en la vida civil, ello significa evidente- 
mente qne ha quedado impedido para continuar la carrera de 
las armas que, mas que ninguna otra, exige la integridad de las 
energía» físicas, especialmente en los (irados, inferiores. 

Acreditado en el informe de la Junta Superior de Reco- 
nocimientos Médicos que a consecuencia del traumatismo su- 
frido en actos del servicio, el actor sólo es apto en la actua- 
lidad para servicios auxiliares en caso de movilización , teniendo 
nna incapacidad del 10 % para el trabajo en la vida civil 
(fs, 37), incapacidad que según la pericia de fs. 44 puede 
calcularse en un 80 %, con carácter permanente, considero que 
debe hacer» logar a la demanda y confirmarse en todas ta* 
partes el fallo recurrido. 

Los Dres. R. F. Camera y A. J. Montiel adhirieron por 
sus fundamentos al voto precedente. 

Atento el resultado de la votación que instruye el Acuerdo 
que antecede, se confirma K ^nteneia apelada de fs. 61 qne 
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decían quo U Nación debe reintegrar al actor D. Pedro Nico- 

Uai en el retiro qne le fué acordado por Decreto del 25 de 

junio de 1923, abonándosele las mensnaUdadcs que ee le adeu- 
dan desde 1» fecha en que dicho retiro le fué suspendido ; con 
aus intereses desde la notificación de la demanda y eon laa 
costas de ambas instancia* a cargo de la demandada. — Maxu 
Ttóumo Coiuoli. — Abelardo Jorge Montiel. — Horno Per- 

w»doCám*ra. 



FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Airea, 2S do mayo de 1951. 

Vistos los autos: "Nicolini, Pedro c./ Gobierno de 
la Nación «./ retiro militar", en los que a £s. 84 vta. se 
ha concedido el recnrBo extraordinario. 

Por sus fundamentos, qae se ajustan a la jurispru- 
dencia de esta Corte relativa a la inteligencia de los 
preceptos de la ley 4707 aplicados en la causa (Fallos : 
182, 165; 187, 45; 189, 42; 195, 17 y 10O¡ 196, €21 y los 
allí citado»), s« confirma la sentencia apelada en cnanto 
ha sido materia del recurso. 

Luis B. Lonohi — TokÁs D. 
Casares — Felipe SawtiaGo 
PÍBEZ — ATILIO PíSSAOSO. 



MARCOS R. PONCE 

RBCVRSO EXTRAORDINARIO: Rtqtimtm propic*. Sentencia rff- 
/MÚTira. Resolurionta antrriorts a !a leulencm ilefimtita. Varita. 

Es improcedente el recurso extraordinario ai la sentencia 
apelada no es definitiva a los efectos del art. 14 de la 
ley 48, pues no pone fin al proceso tramitado ante la jus- 
ticia nacional, ni impide a los tribunales provinciales ;irü- 
seguir los radicados ante ellos planteando en tal caso la 
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cuestión por ta vía pertinente para llegar h*»« la Corté 
Suprema; por lo que tampoco causa gravamen irreparable. 

RErUBSO EXTRAORDINARIO : Principio» fftntraie*. 

La jurisdicción extraordinaria de I» Corte Suprema está 
supeditada a los extremos que la ley requiere para au 
ejercicio, por lo que la invocación del art. 95 de la Consti- 
tución Nacional, por parte del recurrente, no autorisa a 

prescindir del requisito reíativo a la existencia de sen- 
tencia definitiva 



Sentencia del Jukz Federal 

Bell Tillo, setiembre ¿2 de 1050. Año del Libertador Genera! 
if. ,-. 



T Vistos; 

El pedido de excarcelación solicitado por e! Sr. Defensor 
Oficial en favor de au defendido Marcos Robindo Ponce, ar- 

Kentinn. de 23 años de edad, soltero coa instrucción, labrador* 
domiciliado en la calle San Martín N* !80 de la ciudad de 
VÜ3a Dolores, Departamento de San Javier de esta Provincia, 
p. s. a. del delito previsto por el art. 164 del C. Penal, y 

Considerando i 

I. Que si bien el procesado registra antecedentes, según 
el informe det Rejristro Nacional de Reincidencia, éstos con- 
figuran reiteraciones de delitos. 

II. Que conforme al art. 2» de la ley 12.583. modifica- 
toria de los arta. 376, 377 y 386 del C. de P. P., la excarcelación 
es procedente, cuando medie reiteración, si a pWma facU pu- 
diera corresponder condena de ejecución condicionad. 

III. Que en el presente caso el procesado se encuentra 
con un auto de prisión preventiva, dictado en so contra por 
el Sr. «Ju« de Instrucción de Villa Dolores, según obra a fs. 
32 a 34 del eip. 113-8-1950. 

^ Por lo que antecede y oídos el Sr. Fiscal y el Sr. Defensor 

Resuelvo: 

Conceder la excarcelación solicitada bajo caución jurato- 
ria, a Marcos Robindo Ponce. de condiciones personales refe- 
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ritias nt-supm, dejando al mismo a la orden y disposición del 
9r. Juea de Instrucción de la Ciudad de Dolores, a objeto de 
que resuelva la situación procesal establecida en el conside- 
rando III. — Félix Isidro Gigena. 



Y vistos : 

Loa nntíw caratulado* "Pon ce Marios Rohindo — Solicita 
excarcelación (Exp. lfl.42fi-P-19í>A) ". venidos a conocimiento 
del Tribuna! en virtud del ri-i-orso de apelación interpuesto 
por el 8r. Defensor de Pobres Troapaces y Ausentes, en con- 
tra de la primer parte — ta fine — dt la re*c!ución del inferior 
que obra a f« r 7. 

T considerando : 

Qoc el art. 38 del Códiffo de Procedimiento Penal de In 
Nación, establece a favor de eata Jurisdicción, en caso de 
concurrencia con otra», prelación no solo para e\ juntamiento 
aiuo también para la substanciación de la causa, cuando una 
misma persona M halla sujeta a varios procesos en distinta* 
jurisdicciones. 

Que diaponiendo, por tanto, la suspensión del ejercicio 
jurisdiccional en aquellos otros órganos, mientras se tramita y 
reauelve la causa que compete a esta Jurisdicción, siendo una 
dispORieifin de orden público, toda resolución que se dicte o 
acto procesal que se realice en contravención a la misma, es de 
ningún valor y por ende de ningún efecto. 

Que tratándose de una nulidad absoluta y manifiesta, 
ella puede y debe declararse de oficio, y atendida la conclusión 
a que se arriba no corresponde emitir pronunciamiento en el 
recurso de apelación interpuesto, como lo tiene resuelto en 
ntroa easoa. 



Declarar nula la resolución del inferior, ea la parte que 
decide poner al procesado a la orden y disposición del Sr. Juez 



de Instrucción de la Ciudad de Villa Dolore* de esta Provin- 
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Córdoba, 7 de marzo de mí. 




Se resuelve ¡ 
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cia; sin rostas por Ib naturaleza y sentido del pronunciamien- 
to. — luis tf. Allende. — José Cebailos Crittobo — Qtuiavo- 
A. do Olmos. 

'* 

DrcTAMRy del Procurador Gekbbal 

Suprema Corte : 

Habiendo sido concedido a fs. 17 vta. el recurso ex- 
traordinario deducido a fs. 16 por el Sr. Procurador 
Fiscal de la Cámara Nacional de Apelaciones de Cor- 
doba, mantengo la apelación a efecto de que V. E. se 
pronuncie sobre la cuestión planteada. Buenos Airea, 
abril 25 de 1951. - Carlos O. Delfine. 

FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de mayo de 1951. 

Vistos los antos "Ponce Marcos Bobindo — soli- 
cita «xcarcelacion", en los qne se ba concedido a fs. 17 
vta. el recurso extraordinario. 

- 

Considerando: 

Que la sentencia apelada no es definitiva a loe efec- 
tos del art. 14 de la ley 48, pues no pone fin al pro- 
ceso tramitado ante la justicia nacional, ni impide a loa 
tribunales provinciales proseguir los radicados ante* 
ellos planteando en tal caso la cuestión por la vía per- 
tinente para llegar Hasta esta instancia; por lo que 

tampoco causa gravamen irreparable. 

Que, por otra parte, la invocación del art. 95 de la 
Constitución Nacional por parte del recurrente no auto- 
riza a prescindir del requisito expresado para el ejerci- 
cio de la jurisdicción extraordinaria de esta Corte Su- 
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prema (Fallo* de techa 9 de marzo ppdo. en «1 recurso 
de hecho "Pereda Celedonio", del 15 del mismo mee 
en el R. de H. "Susana M. A. Pereda de Bary Torn- 
quist" y del 21 del corriente en el juicio "Fernández 
Jesús y otros v. Frigorífico Armonr"). 

Por tanto, declárase improcedente el recurso ex- 
traordinario concedido a ib. 17 vta. 



CARLOS SALIN1 y. MARIA SEBASTIAN! DE MI NI ASI 

RECURSO í.'X TRAORUIS A RIO I Ré&Mos ptopUi. Sé*t*wia *ie- 
finitiva. Re*olucÍone* anterior** a ta sentenna definitiva. Vario*. 

La resolución por U cual se desestima la excepción «le 
defecto legal, no es definitiva h los efectos del recurso 
extraordinario, pues no pone fin al pleito ni impide la 
ulterior reparación del agravio que pudiera causar al re- 
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cúrrente, por lo que no es susceptible de dicho recurso {'). 



RECURSO KXTRAORDIXASIQ ¡ flf^isifw pwpw». de. 



finitit*. Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. Varios. 

La garantía de la inviolabilidad de la defensa en juicio 
no autoriza la concesión del recurso extraordinario en cada 
oportunidad en que se arguye su violación, sin perjuicio 



que puede interponerse contra la sentencia final de la 



Luis B. Lonobi — Toscia D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Píbbz — Atilio PebsaOWO. 
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1DILIA D. TORO DE MENDEZ Y OTRO 

ADVAXA.- Jurisdicción y competencia, 

La administración aduanera no tiene pR'I«ci6n para co- 
nocer, antes que lo haga la justicia, respecto de hechos 
«metidos en transgresión de las leyes y reglamentaciones 
aduaneras, por lo que, sin perjuicio del conocimiento que 
debe darse a U Adminia! ración de la Aduana —ley 12.964, 
art. 26 — corresponde proseguir el trámite -del proceso 
seguido por el delito contra la salud pública, consistente 
en la introducción clandestina de alcaloidea*. 

JVRISfíWCION Y COMPKTESCtA: Competencia nacional Cau- 
sas penalti'. Delitos en perjuicio de los bienes y rentas rfr la Nación 
y de * M repartidonta aulárauesr. 

Tratándose de un proceso seguido por el delito contra la 

salud pública consistente en la introducción clandestina 
de alcaloides —y preristo en el apartado que, por dispo- 
sición del art. 2* de la ley 11.309, se agregó al art. 205 
del Código Penal — , y siendo las causas referentes a he- 
chos tendientes a defraudar las rentas de la Nación, en 
la Capital Federal, de la competencia de los jueces nacio- 
nales de primera instancia en lo penal especial de esta 
ciudad —arta. 43 de la ley 13.998 ; 3», me. 3* de la ley 
48¡ 23, inc. 3», del Código de Procedimientos en lo Crimi- 
nal— es de aplicación la norma establecida en el art. 44 

de la ley 13.998, con arreglo a la cual corresponde atri- 
buir a dicha jnatieia el conocimiento de todas las infrac- 
ciones que se investigan en autos, que pueden importar 
una defraudación de las rentas nacionales, atento lo dis- 
puesto en Is partida 4469 de la Tarifa de Avalúos. 



Dictamen del Procuíudor General 

Saprema Corte: 

El procesado Ernesto Eduardo Méndez ha confe- 
sado en su indagatoria de fs. 38 haber introducido en 
dos ocasiones clandestinamente al país clorhidrato de 
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cocaína, en la forma que ha quedado acreditada por las 
o-distancias de autos. 

Trátase, a mi juicio, de un delito común previsto 
gMir el art. 205 del Código Penal en la parte que legisla: 
"Serán reprimidos con ia misma pena (prisión de seis 
meses a do» años) los que introduzcan clandestinamente, 
en el país, alcaloides o narcóticos, y los productos in- 
troducidos en estas condiciones serán decomisados". 
Soler, comentando la disposición transcripta expresa i 
**La acción delictiva, en este caso, consiste en el hecho 
de introducir clandestinamente en el país los estupefa- 
cientes. No se trata de una infracción de contrabando 
en el sentido estricto de defraudación a los derechos 
fiscales aduaneros o de otra clase. En eBte punto la 
voracidad aduanera y privada han debido dar paso a 
otras consideraciones más importantes y humanas. £1 
pun<o de vista tutelado ea el de la salud pública", (ob. 
<ñt. tomo IV, página 615). 

Por las razones expuestas, considero que la présen- 
te contienda negativa debe ser dirimida en favor de la 
competencia del Jues Nacional de Primera Instancia 
en lo Penal de la Capital Federal. Buenos Aires, abril 
27 de 1951. — Carlos 0. Dtífino. 



FALLO DE LA CORTE SÜPREIIA 

Buenos Aires, 28 de mayo de 1951. 
Autos y Vistos j Considerando: 

Que en la presenta causa se procesa a Ernesto 
Eduardo Méndez por el delito contra la salud pública 
consistente- en la introducción clandestina ele alcaloides 
y preristo en el apartado que, por disposición del art. 
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2? de la ley 11.309, se agregó al art. 205 del Código 

Penal. 

Que, por otra parte, los hechos que se investigan 
en autos pueden importar una defraudación de las ren- 
tas nacionales, atento lo dispuesto en la partida 4468 
de la Tarifa de Avalóos. 

Que sin perjuicio del conocimiento que debe darse 
a la Administración de la Aduana <Iey 12.964, art. 26), 
corresponde proseguir el trámite de este proceso, eon 
arreglo a la interpretación atribuida por esta Corte Su- 
prema a las disposiciones pertinentes de la ley 12.964 
(Fallos: 217, 48). 

Que siendo las causas referentes a hechos tendien- 
tes a defraudar las rentas de la Nación, en la Capital 
Federal, de la competencia de los jueces nacionales de 
primera instancia en lo penal especial de esta ciudad 
(art. 43 de la ley n» 13.998; 3, inc. 3» de la ley 48; 23, 
inc. 3*, del Cód. de Proced. en lo Criminal) es de apli- 
cación la norma establecida en el art 44 de la ley 13.998, 
con arreglo a la cual corresponde atribuir a dicha jus- 
ticia el conocimiento de todos los hechos e infracciones. 

Por tanto, habiendo dictaminado el 6r. Procurador 
General, declárase que el 8r. Joex Nacional de Primera 
Instancia en lo Penal Especial de la Capital Federal, 
Dr. Miguel J. Rivas Arguello es el competente para 

conocer de la presente causa. En consecuencia,, remítan- 
sele los autos y hágase saber al Sr. Juez Nacional de 
Primera Instancia en lo Penal de la Capital, de Instruc- 
ción n* 12, en la forma de estilo. 

Lina B. Lokohi — Tomás 3). 
Casares — Fkucts Santiago 

Pébez — Anuo PBaeaoiro. 



Mi 
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IiAUHIRAT, VILLA ABRILLK Y CIA, 
SOC. DB RESP. LTDA. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cutstiont* no 
fédéráUé. /ater pwf«tóa d* mm*$ l., rales rU ptitt*émi*utar. 

En principio, constituye cuestión procesal, ¡nausee ptible 
de revisión por la vía del recurso -extraordinario, el panto 
referente * si el eataVeeimiento de un recurso "ti solo 
efecto devolutivo" obliga al pago de la mulla impuesta 
por la Administración con carácter previo a la concesión 
de la apelación y dentro del término para deducirla, 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y pvmftaa. Dsfsnsa m 
juM*. Pro€*dimi*n*o y stnttuci*. 

Comaponde desechar la «legación de la invalides consti- 
tucional del recaudo procesal de la oblación previa de la 

multa impuesta por la autoridad administrativa para la 
concesión del recurso ante el superior, ai en la especie no 
ae ha alegado ni es presumible, la dificultad d« satisfacer 
la exigencia legal —que sería el único fundamento de 
dicha alegación — en presencia del depósito y del giro 
hechos por la recurrente. 



Dictamen del Paoc orador Garaa/a 

Suprema Corte: 

La violación del art. 29 de la Constitución Nacio- 
nal, que se haoe derivar del hecho de haberse declarado 
improcedente la instancia judicial por falta de oportuno 
deposito del importo de la multa impuesta administrati- 
vamente, resulta una cuestión insabstaneial frente a la 
reiterada jurisprudencia de V. E. sobre el particular 
(215, 225 y 501, entre otros), máxime cuando no se ha 
alegado imposibilidad de abonar la referida multa ni ae 
aportan nnevaa razones que puedan hacer variar dicha 
solución. 

Por lo que hace a la cuestión planteada en torno 
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al decreto N» 17.782 del Poder Ejecutivo Nacional, ob- 
servo que el auto apelado no importa una resolución 
contraria, pues como be dicho se limita a declarar im- 
procedente la instancia por razones de carácter ,p roce- 
sal, sin emitir pronunciamiento — implícito ni explícito — 
respecto a la aplicabilídad o no del mencionado decreto 
a la situación del recurrente. 

Opino, en consecuencia, que corresponde rechazar 
la precedente queja. Buenos Aires, mayo 16 de 1951. — 
Carlos 0. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airee, 28 de mayo de 1951. 

Víigio 8 los autos: "Recurso de hecho deducido en la 
causa Lauhirat, Villa Abrille y Cía. Soc de Besp. Ltda. 
s./ apela multa Dirección do Abastecimiento de la Pro- 
vincia de Buenos Aires", para decidir sobre su pro- 
cedencia. 

Considerando : 

Que el punto referente a si el establecimiento de un 
recorso "al solo efecto devolutivo' 7 obliga al pago de 
la multa impuesta por la Administración con carácter 
previo a la concesión de la apelación y dentro del tér- 
mino para deducirla, es, como principio, cuestión pro- 
cesal, insusceptible de revisión por la vía del recurao 
extraordinario —Fallos : 198, 463—. 

Que la alegación de la invalidez constitucional de 
tal sistema sólo pnede encontrar fundamento en la di- 
ficultad de satisfacer la exigencia legal — doctrina Fa- 
llos : 215, 225 y 501 — que en la especie no se ba alegado 
ni es presumible, en presencia del depósito de fs. 6 y 
del giro de la recurrente. 
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Que, por lo demás, la solución acordada a la cansa 
es concordante con la jurisprudencia obligatoria citada 

de esta Corte. 

Que la imi»roced&neia de la instancia no envnelve 
pronunciamiento alguno respecto del decreto invocado 
del Poder Ejecutivo Nacional. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador General, se desestima la precedente queja. 

Luis R. Lonosh — Fílipb San- 
tiago Pérez — Atujo Pra- 

SAOSO. 



JOAN PINILAA 
JBRISDICCIOS Y COMPETENCIA: Cemptím Com- 

«lene** Ar la Corte Suprem*. Agente d,plomát«o, y co~ 

*»lsre,. EmUjodor** y sarólrw tttranjtro*. 

8i de la comunicación del Miniaterio de Relw«m B*«- 
rieres y Culto -hecha en respuesta a un oficio librado 
por la Corle Suprema- resulta que el imputado en una 
causa seguida anta el Tribunal Monicipal de Faltas -por 
la contravención de estación amiento indebido de un ve- 
hículo— que desempeñaba el Cargo de Consejero Econó- 
mico de una Embajada extranjera, ha fallecido, eorres- 
ponde que la Corte Suprema sobresea definitivamente en 
la causa y respecto del sumario, conforme a lo dispuesto 

por loa srts. ¿T™. l¿ m Pcnft ¡- íáfi Tm' 

y 4M, del Código de Procedimientos en lo Criminal (*). 



(1) íS di SUJO. 
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CONSEJO AGRARIO NACIONAL v. SARA C. C. QUILLON 
DE B8TRÜGAM0U 

EXPROPIACION: l*d*n*ÍMtÍám. Dtterminactín M taler real 

i'am determinar el valor de las tierras expropiadas co- 
rresponde hacer uso tanto del método directo — que, pre- 
via una deducción -por desvaloraación, por .extensión del 
campo objeto del juicio, y un aumento de precio por 
hallarse libre de arrendatarios un 80 % del mismo, con- 
duce, en definitiva, • U fijación del valor de $ 820 la 
hectárea— como del método indirecto, adoptado por el 
Tribunal d« Tasaciones <e la lev 13.264, cuya valuación 
resulta inobjetable, salvo en el porciento de la capitsjisa- 
«ión, que corresponde reducir del 5 <fc al 4% %, Por lo 
que hace a las mejoras, debe estarse a la soma lijada por 
el mencionado organismo legal, ai la Corto Suprema no 
halla motivo para modificar dicha estimación. 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación M valor real. 

Si bien por disposición del art. 14 de la ley 12.636 —sobre 
colonüwción nacional— el valor de los inmuebles que se 
expropien en cumplimiento de la misma, debe eataWecerae 
principalmente por el cálculo de su productividad duran- 
te toa últimos die* afioe, cuando respecto a esta ultima loa 
elementos de juicio traídos a loa autos no son coincidentes 
es xaaonable y aún necesario tomar también en cuenta la 
tasación hecha por el método directo. 

COSTAS: Xtíutítu aVI jmeio. Ejpropiuió». 

Las costas del juicio de expropiación deben ser pagadas 
en el orden causado —conforme a lo dispuesto en el art. 28 
de la ley 13.264 — cuando el monto que en definitiva fija 
la sentencia es inferior al ofrecido por el expropiante mas 
el 50 % de la diferencia entre éste y el reclamado por el 

propietario del bien. 
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Sentencia do. Jera Fedebal 

Bueno* Aires, junio 25 de ¡948, 

' Y viatM: 

Ente* «uto* seguid off por el Consejo Agrario Nacional con- 
tra Da. Sara C. C. Quillón de Eatrugamou para resolver en 

definitiva el -juicio por expropiación ¡ y 
Resultando: 

Que el actor, fundado en Ta ley 12.636 y en el decreto del 
Poder Ejecutivo Nacional n* 445 de fecha 10 de enero de 1*46, 
inieia juioio de expropiación sobre el campo de- la demandada, 
wta en Estación Salto, Partid» de Marcelina ligarte, Prov. do 
Bueno* Airea, que cubre una extensión de 8.681 hs. 5.395 m. a . 
Deposita la suma de m$n. 1.9e36.752,03 que estima compensa- 
toria de la expropiación conforme a los iueisos a) y b) del 
•rt. 14 de la ley 12.636. pide la poaesión de urgencia y que se 
haga hipar a la acción en todaa sus partea. 

Que celebrada la audiencia del art. 6* de la ley de expro- 
piación n* 189, ambas partea exponen a fs 52. La actora re- 
produce su demanda, ofrece prueba» y designa como perito de 
su parte al Ing. Manad Marcelo Regunaga y la demandada 
no acepta el precio ofrecido por considerarlo muy inferior a) 
real, apoyando su argumento con consideraciones sobre el va- 
lor de la tierra, sru productividad, su ubicación, su explota- 
eiftn, 51» mejoras, etc., ofrece pruebas y de»ijrna también peri- 
to de au parte al Ing. Pedro Alberto 1.a can. 

Qne ante la disparidad de opiniones entre ambos peritos 
el Juagado designa a fa. 161 como perito tercero al ingeniero 
D. Oaatón ftordeloia. el que juntamente con los peritos de par- 
te, presentan sus trabajos a fs. 222 ¡ y 

Considerando: 

Que aceptada la expropiación por la demandada, sólo 

queda como cuestión a resolver, la determinación del precio 
a pasar por el campo, T»r existir a este respecto discrepancias 
entre tas partea. 

Como ta determinación del precio se hace por Há. y existe 
también desacuerdo entre las partes sobre la superficie que 
debe considerarse, es previa la resolución de cata divergencia. 
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: ,_ a el lítalo de propiedad de la demandada, la super- 

t*n del campo expropiado es de 3.656 ha 98 ái. 02 cas. y 
según mensura practicad s en 1932, con posterioridad a la 
adjudicación del campo su la Sra, de Katrugamon, la iuoerfi- 
- cié es de 3,681 ha., 63 áa., 89 cas. . 

El depósito inicial ae biso tomando como bate esta última 
•uperficis, pero posteriormente la aetora solo di» SU conformi- 
dad con la extracción de fondea de acuerdo a la superficie que 
da el titulo. Ba loa respectivos informes de loa perito» tasado- 

rea, el de la aetora adopta la superficie qoe arroja el titulo de 

propiedad 7 el de la demandada, la que resulta de U mensura. 
Bata última c» la que adopta también el perito tercero, guíen da 
como fundamento para ello, qoe codo la propiedad pasa ínte- 
gramente al dominio del expropiante, la superficie que debe 
indemnizara- es la comprometida entre los linderos del in- 
mueble. 

Bata conclusión, que ae amolda a lo resuelto por la jaría- 
prudenci», la acepta el proreyente, por «er la que te ajusta a 

la realidad de- los hechos. 

Que a loa efectos de establecer el importe de Ja indemni- 
zaeión. debe tenerse en cuenta la situación excepcional del bien 
que se expropia. Eata situado en el Partido de Salto, es decir 
en la son a agrícola del Norte de la Provincia de Buenos Aires, 
que es una de las más valiosas del país, por la feracidad, de sus 
tierras y las condiciones favorables de su clima y régimen] de 
lluvias. Separado de la ciudad de Salto por el río del mismo 
nombre, urna gran parte del campo, el 64 %, está dentro del 

ejido de aquélla (ta. 192). Un puente sobre el río facilita el 

acceso desde la ciudad al campo, cuy» linda están a 800 mts. 
del centro de aquélla. 

Dos lineas férreas ero tan el campo. La de la Cía. General 
de Buenos Aires, por el ángulo este y lo limita al N,E- y la 
del Central Buenos Airea, que lo atraviesa de Este a Oeste, 

en la parte ■Sud, 

Excelentes, caminos lo unen a Salto, Pergamino y Rojas 
y por la ruta n' 191 que va de San Pedro a Chacabuco y que 
entronca con la ruta nacional n* 8, existe fácil y cómoda sa- 
lida, desde Salto a las ciudades de Bueno* Aires, Rosario, San 
Nicolás y San Pedro, todas con puertos de exportación. 

Se trata, así, de un campo muy bien ubicado y con gran* 

des facilidades para la salida de en producción, con las consi- 
guientes ventajas por los acarreos y fletes mas bajos. 

Que el campo es llano, ligeramente ondulado, de fácil des- 
agüe de las sgTisa pluviales por su suave desnivel Con clima 
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muy bueno y an promedio anual de lluvias de 927 ira., alendo 
la* «A* abundante* las de la primavera, lo uue es de gran 
utilidad para loa «embrsdos y pastoreos y también, las de di- 
ciembre y enero, de importancia decisiva para lo* bueno* ren- 
dimientos del maíz. 

Es apto, en toda su extensión, para la explotación agrícola 
ganadera, -con un suelo bien proporcionada en sus componen- 
te*, permeable y fértil, teniendo nna capa de tierra negra de 
40 em. de profundidad. Como consecuencia del buen manejo 
del auelo, hecho por sus propietarios, al alternar ta agricultura 
con la ganadería, sembrando alfalfares, tiene ana gran reseña 
de fertilidad potencial, circunstancia digna de tenerse muy en 
cuenta en la fijación del precio. 

A cato debe agregarse que tiene aguas de excelente cali- 
dad, encontrándose la primera napa entre 6 y 8 metros de 
profundidad y la segunda o semisurgente, entre 40 y 50 rats. 
la posibilidad de efectuar perforaciones en eualquíer lugar 
del campo facilita au explotación y subdivisión. 

Que pocos antecedentes existen de ventas de campos simi- 
lares, por sn calidad y superficie, que- pnedan servir de ele- 
mentos de comparación con el que aquí se expropia. Los tres que 
se mencionan en el informe de fs. 61 del flanco de la Nación, 
son de escaso valor por tratarse de operaciones efectuadas 
en los afios 1934, 1939 y 19*3. Muy distantes las dos primeras 
de la fecha en que entregó la posesión —mayo 12 de 1946— 
fecha a la que debe fijarse el importe de la indemnización, no 
pueden ser útiles porque las condiciones económicas del pala 
han aido moy distintas en las dos épocas y en cusnto a la ter- 
cer*, la del año 1943, ha tenido losar an un momento de gran 
desequilibrio en el mercado mundial de cereales. Jo que lis aido 
de notoria influencia en el valor de los campos situados en una 
zona eminentemente agrícola como es la de Salto. 

Por cao es que los peritos han debido fundar especialmen- 
te su informe en los precios pagados por arrendamientoa en 
dinero y en especie en la época de la desposesión, en Is va lo- 
riase ¡6n inmobiliaria producida y en la inflación, fenómeno 
económico en perturbaciones ocasionadas por la última guerra 
en los procesos de la producción y comereialitaci&n. 

£1 proveyente ha examinado con todo detenimiento esos 
informes periciales, especialmente los de loa agrónomos Laeau 
y Bórdelo», que por la solides de sus raxonamientoa y la pon- 
derada apreciación de los distintos factores que gravitan en 
la tasación, constituyen elementos muy valiosos y de importan- 
cia decisiva en la resolución de Is causa. En el estudio compa- 
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ratiro Je ambo», w inclinan por este último, cuyas conclusiones 
acepta íntegramente por considerarlas muy acertadas y ajus- 
tadas a ]a realidad de los hechos que se examinan. 

8e fija, asi, eorao precio. ?! de 4 1.051,39 por hi, inclu- 
yendo en este valor el de loa alambrados, aguada» y poblacio- 
nes menores del campo. 

En cuanto a las otras mejoras : instalaciones del casco, 
manga y bailadera de hacienda, plantaciones y alfalfares, 
también «e acepta el precio que para lar misma» da el perito 
Bordeloia, quien las estima en total en m«n. 165.814,51 m/n„ 
siendo de notar <rae el rubro más importante, qu« « el de laa 
construcciones existentes en el cáseo, coincide con la estimación 
hecha por el perito Laean, estableciendo) arabto, como precio 
de esas construcciones, el de $ 101.32O m/n, A este respecto es 
de hacer notar que en ninguna forma es aceptable el criterio 
sustentado por el perito de la actora, quien ha tasado esas me- 
joras por el valor de demolición, pues se trata de construccio- 
nes en perfecto estado de conservación, como lo reconocen los 
tres peritos, y* de indudable aprovechamiento para la subdivi- 
sión que hará el adquirente. Al precio fijado por esas mejoras 
por el perito Bordeloia, debe agregarte el que corresponde al 
equipo generador de luz eléctrica, que m omite en esa informe 
y que el perito Lacau ha tasado en » 1.800 m/n. 

Por estos fundamentos ; fallo: 

Declarando definitivamente transferido a favor del Esta- 
do Argentino (Consejo Agrario Nacional), el dominio del 
campo " El Rincón", de 3.681 has., 53 as. y 9 cas., situado en 
el Partido de Salto, Provincia de Bueno* Aires, y que linda 
al N".O í( con el establecimiento "La Iros", de Eruato Estraga 
mou, al S.E. y S.O. con el rio Salto y al N.B. eon el camino 
general de Salto a Pergamino y la linea de la Compañía Ge- 
neral de Ferrocarriles da la Provincia de Buenos Airea y con- 
densad© al Consejo Agrario Nacional a pagar a Sara Carlota 

Catalina Quillón de Estrngamou, la suma de man. 4.040,188,46 
en concepto de total indemnisación. El saldo de precio deberá 
pagarse dentro del término de treinta días, con intereses a estilo 
de loa que cobra el Banco de la Nación, a partir de la fecha 
de la despowaión. Las costa» a cargo del actor. — Sí-sardo A. 
Oriix Basualdo. 
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Buenoa Airea, abril 28, Año del Libertador General Sao Mar- 
tín, 1960. 

Considerando : 

Que loa auto* vienen a conocimiento de este- Tribunal en 
mérito de loa reeursba iaterpneatoa a fs. 277, 280, 281 y 283, 
contra la eenteneia obrante de fs. 272 a 276 y las pertinentes 
r*foJMir>nei de honorarios efectuada en loa miamos. 

Que- la sentencie, foé dictada en fecha 25 de junio de 1948 ¡ 
«i decir, ce* tmttrioñdad a freí muét a la fecha en que entró 
en vigencia le y n * 13 264 sobre expropiación. Se produee as! 
el caso contemplado por la Corte Suprema en loa auto» "Mi- 
nisterio de Obra» Publicas de la Nación v. Esteban Avaca s./ 
e*propiacióa , \ registrado en el t. 212, pAg. 178, en el eusl 
al referirás al informe del Tribunal de Tasaciones solicitado 
con posterioridad al informe de loa peritos, expresaba: "Que 
ello no importe atribuir a li ley citada retroactividad incom- 
patible con principio o garantía constitucional alguna, en 
cuanto no w trata de la invalidación ni de la preaeindencia 
de la prueba produeida en loa autos, sino del allegamiento de 
«a eUmétto dé itt/oma«¿* mil, que la jurisprudencia de esta 
Corte ha declarado procedente en condiciones similares a las 
de autos" (Palloa: 200, 180¡ conaid. 10 y siguientes). 

Que la aituaeifin de autos varía con relación al juicio 
contra Esteban Avaca (C. 8., t. 212, pég. 178), en cuanto 
este Tribunal debe considerar, no preciaanwote la prueba pro- 
ducida, sino una sentencia judicial que, de acuerdo con el dic- 
tasen del perito tercero nombrado por el Juagado, fija en 
concepto do total indemnUaciÓn por la expropiación del in- 
moebíe la cantidad de rafa. 4.0-10.188,46 por el bien raíl "El 
Rincón'*, compuesto de 3.681 has., 53 ás., 95 cas., situado en 
el Partido de Salto de la Provincia de Buenos Aires. 

Que dicha sentencia llega a 1» determinación del precio 
total de la indetnnisaeión, basándose en las siguientes conside- 
raciones : a) la situación excepcional del bien raía, en una de 
lss sonas mas valiosas del país por la feracidad de sus tierra»; 

b) «1 64 % del campo está dentro del ejido de la ciudad de 
Salto, dos líneas férreas crinan el campo, excelentes caminos 
y a pocos kilómetros de las grande* rutas nacionales; c) pocos 
antecedentes existen de ventas en campos similares, apto en 
toda su extensión para la explotación agrícola-ganadera, ton 
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un suelo wcubíírte de una cap* de tierra negra de 0,40 cata, 
de espesor, con agua a 6 a ft metros de profundidad. La sen- 
tencia fija las mejoras, instalaciones del canco, manga, baña- 
deros de hacienda, plantaciones y alfalfan» en * 165.814,51 
m/n. 

Que a este Tribunal incumbe principal mente «o pesar 
todo lo actuado por el Tribunal de Tasaciones como sueno 
elemento de valorwión a fin de fijar el valor objetivo de la> 
tierra y mejoras expropiada» y, asi debe hacerlo porque en al 
aeno del Tribunal el perito de la demandada ha fundado am- 
pliamente su divergencia con laa conclusiones a que finalmente 
llega aquel Tribunal, de asnera que no rige en estos autos la 
jurisprudencia de la Corte Suprema para los casos de confor- 
midad del perito de la parte y -unanimidad del Tribunal de 
Tasaciones (C. S., Fallos del 25 de agosto de 1949, cano Musto 
y 12 de setiembre del mismo año, caso Pradera). 

Que el argumento, central de la parte apelante ante esta 
instancia, radica en que la sentencia y el perito tercero, no han 
tenido en cuept» nana valuar el inmueble expropiado, las nor- 
mas de la ley 12.636, basadas principalmente en la producti- 
vidad de la tierra, aegún los arta. 1», 12 y 14 de la expresada 
ley. Confrontando los antecedentes de la prueba pericial produ- 
cida en juicio, no resulta fundado dicho agravio, ya que pomo 
puede constatarse en el cap. 1» de la primera parte del peri- 
taje — fs. 225 a fa. 231 vta.— , se ha ana lirada la deftcripeiÓft 
del campo: ubicación, comunicaciones, clima, topografía, sue- 
los, aguas, vegetación, plagas y mejoras; en el cap. 2* ae ha 
examinado en particnlar la productividad en cuanto al régimen 
de explotación, características do la zona y producción — fs. 
232 a fs. 236 vta.— y, por último, en la segunda parte del 
peritaje de fs, 239 a fa 268, se ha justipreciado y estudiado 
el talo? por productividad, arren daña ien toa, eapitalisaeión de 
fas rentas, plusvalía por ubicación, valores adicionales, etc. 

Que media una pequeña diferencia de 25 has. en la super- 
ficie del campo expropiado, entre el titulo y la mensura. Tanto 
la sentencia como el Tribunal de Tasaciones, se inclinan, de 
^cuerdo a la jurisprudencia imperante, a tomar como base de 
'estimación, la superficie real que arroja la mensura del campo, 
y asi corresponde. 

Que entrando a examinar las actuaciones producidas ante 

el Tribunal de Tasaciones, ea el caso señalar que ésta ea una 

de ku primeras actuaciones producidas por dicho Tribunal y 
que. como ta!, se es ráete risa por una de Isa finalidades indis- 
cutibles de la ley de expropiación n» 13.264, la de reaccionar 
enérgicamente contra la industria de los peritajes y como toda 
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ración al principio suele ir más lejos de loa sano» propósito* 
v legitima* miraciones legales persegruida*. 

O» formulada la salvedad precedente, lo* valoren fijado» 
oor el Tribunal de Tasaciones, son, MÉ el método directo, - 
Sta* MB« »*- •> P^io de $ 7tt>,24 la há. da un 

total de * 2.798-853,59 m/n., debiendo afi**"* « *»»" 
«i ¡aporte de 1m MM estimada* en * 21i.605.61 m/n., lo 
que arroja un total de * 3.016.459.20 m/n. Para establecer el 
valor de mtn. 760,24 por M., el Tribunal que ^mlacjonando 
]aa venUs correspondientes al primer semestre de 3946, ha 
obtenido un promedio de * 844,71 m/n. por M. por p « 
la deavaJoriiaciAn que comporta la mayor «tensión del «J> n P° 
a eaoropiar, aplica a éste una disminución fijada en un Vi % 
del precio promedio de venta* efectuadas en dicha m du- 
rante 1* época indicada. De manera, qne al prescmdir del pre- 
e» que arroja m promedio de ventas rea li cadas y «1 reducir 
dicho precio medio en un 10 %, el Tribunal de Tasaciones, con 
esta sola operación, ha disminuido el valor del campo a tasar, 
en una sama superior a * 400.000 ra/n. Si hubiese admitido el 
Tribunal de Tasaciones el precio promedio de ventas de pe«w 
84471 con mas la. mejoras, aplicación dol método directo, 
habría arrojado la suma de 8 3.429.738,64 m/n. 

Que e) representante de la expropiada, Ing. Agrónomo 
D. Pedro A. Laeau ante el Tribunal de Tasaciones, contraria- 
do laa conclusión» a qu* arribaron loa arquitectos Ricardo 
Atouier y Federico Laass, respecto del preeio fi>«4o por el 
Jíodo directo, formulo la. simientes obsesione*:, que f 
«tometodo directo, eonsirte en comparar ¡"W™?*™ * 
compra-vetH. realizada, en la «n* y WUCWaiÓB por al 
solo hecho de una venta de 301 bis. a * 68S.50, llega a conctu- 
alones que la demanda se inclina a lotea inferiores de 120 has. 
arvlieando a "Bl BmcóV un porcentaje de desvalor ilación 
formulada respecto a 1* calidad inferior del campo que sirvió 

de baae para bajar el preeio promedio de la» ventas es un 

terffee retatwo para llegar a establecer el valor del campo 
«Bromado ya que en loe año. precedentes a 1» expropiación. 
Mee vendió en el distrito de Salto ninriin campo de la calidad . 
y destacada ubicación de "El Rincón". Rwhaea como inde-m- 
fliaaeión el porcentaje de desvalori ración en razón de la mayor 
«tensión puea en el mercado de valores de campos, se ha dado 
frf^teuKUte el -ceso de obtener mayores precios por exten- 
S^tíSdea, como ter los lotes que se ajustan a ta capacidad 
de trabajo del colono y en famUU. Señala el panorama del 
«■Mente rural a principio, de 1948. época en que después de 
íSos años de poítración total ae abren excelente* perapecti- 
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va» para la agricultura por los altos precios de loa cereales. 
Hace notar que los arrendamientos en especie Pitaban rebaja- 
dos en un 20 % con relación a toe que reglan en julio da 1»40, 
desmejorando, de consiguiente, el precio de las transfixión»? 
de campos sin libre disponibilidad y que todos lo* campos ven- 
didos en el primer semestre de 1946, que compulso Ir Comisión 
para obtener el precio promedio, rtconocian contrate» de arren- 
damiento». De naberse ofrecido en venta sin ocupantes dichos 
campo*, habrían aleanaado un precio muy superior al registra- 
do. Que el Tribunal de Tasaciones debió tomar en considera- 
ción que las 3.681 has. tenían tan 80 % libré de arrendatarios, 
hecho que unido a las favorables perspectiva* agrícolas-gana- 
deras, habrían levantado considerablemente el nivel promedio 
de los precios de esa época en dieha xona. 

Que también el perito de la expropiada, colocándose en el 
?no del método directo, puntualisa la oposición de la eah- 
1 de las tierras vendidas en el primer semestre de 1946, 
precio estudia la Comisión, que todas se reportan, a tu- 
rra» intensamente explotada* con agricultura desde muchos 
aflos airas, mientra» qne las de 4 <E1 Rincón" ofrecen earac te- 
ráticas diametralmente opuestas, pues los largos años de des- 
canso de la tierra, le habían conferido una UrtütdaA potencial 
de campo virgen, que hacia presumir rindes superiores a jos 
normales, eirenmtaneias de gravitación frente al aira de los 
precio» de loa cereales y la intensa demanda de exportación. 
Destaca a la ves dicho perito que entre las- transaceiones com- 
pulsadas por' la comisión, te kan obtenido varia» vperacionet 
sobre la bate del precio aV $ 1.000- m/n. la hectárea y un las 
condiciones que «araeteriwn las tierra* de "Bl Rincón , ter- 
minando la refutación de las conclusiones de la Comisión res- 
pecto del método directo, estableciendo u incremento de un 8 
a 10 % en ratón de la libre disponibilidad de las tierna a 
expropiar y otro porcentaje equivalente por las condición» 
i&truweeas d* fertüidad que ofrece el campo denominado "El 

Bínete". . 

Que al aplicarte el método indirecto es cuando surge la 
mas acentuada oposición de eriterio entre el Tribunal de Ta. 
saeioaea y el perito que en el seno del mamo represen» a, la 
expropiada. Puede decirse que el punto neurálgico de la dis- 
crepancia, aparece en el promedio de los precies de cerealea 
con relación al primer semestre de 1946. Et Ina*. I*cau excluye 
los anos de la guerra Í94Ü- a 1045 por considerarlos anormaU», 
y que la exportación de granos prácticamente no exiat* do- 
inte ese periodo y los precios de los cereales descendieron a 
qne no cabrían los costos de producción. 



í 



rALLüS DE LA CORTE SUPSBUA 



wti litándose tana bocas parte en las calderas de las industrias. 
Asi se explica que para el perito de U aetora, en la instancia 
judicial, ta renta brota «i de ♦ 26,86 m/n. determinado por 
loa precios de loa eerealea de los 10 últimos año» y de $ 52,35 
m/n. para el perito de la demandada. ; este ultimo refirma su 
criterio en qne el objeto de estos métodos indirectos de valua- 
ción consisten en establecer valores medios de la renta a tra- 
vá» de periodos normal**, Como un ejemplo de anormalidad 
favorable a la expropiada, bastaría ajustarse al precio de los 
cemita en el Partido de Salto a principios de 1946, donde el 
nuil se ««tiró en esa época a 9 25,80 el quintal y una cosecha 
negociada a ese precio habría producido una renta bruta no 
menor de $ 1.000 m/n. per nectarea. 

Que asimismo disiente el perito de la demandada con la 
tasa de capitalización adoptada, pronunciándose por el 4V£ % 
que U Comisión fija en un 5 %. 

Que en cuanto a las mejoras, también existe una diferen- 
cia de más de $ 100.000 entre la Comisión y la cantidad fijada 
por el perito de la expropiada. Y por ultimo dicho perito con- 
sidera que la ubicación destacada del campo que absorbe má* 

de la cuarta parle de lar 8372' ká*., que constituye* el ejido 
de ta andad de Salta, es Kusceptible de conferirle un valor 
dicíonal que estima en un 5 % de plusvalía, por raaonea de 
tasación obtenido por ambos métodos: directo e indirecto. 

En definitiva, el perito de la expropiada partiendo del 
término medio de * 1.170 por ha., resoltante de los valores que 

arrojan el método directo e indirecto, al que asrejra el 5 % de 
plusvalía por razones de ubicación y el valor de las mejoras, 
concluye en que el valor total por ha. es de m*n. 1.316.92 o 
sea, per concepto de tota! indemnisación una suma de pesos 
4.848.304.M. 

Que después de un ciernen reposado y minucioso de las 
pruebas producidas en autos y particularmente de las actua- 
ciones acumuladas ante el Tribunal de TaMewmw, tanto las 
emanadas de la Comisión, eomo las que reflejan las observa- 
ciones del perito de la demandada, este Tribunal ha llegado a 
la conclusión de que corresponde aceptar como valor de las 
mejoras la cifra de * 217.605.61 m/n. indicada por el Tribunal 

de Tasaciones y en cnanto al valor de la tierra, resulta justo 
y equitativo adoptar un término medio entre las sumss asig- 
nada* por *1 método directo por el Tribunal de Tasaciones y 
el que señala el perito de la eipropiada, fijándose a tal efecto 
la suma de mtn. 1.000.— por ha., lo que arroja la cantidad de 
m*n. 3.681.539,50. 
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„ "J? 5* t ?°U Be 1 nodi,ic * l*««Dtencia apelad, d* fr. 272 
a £79, estableciendo la suma a abonarse » D« Rara Parlata 
Catalina OailMn de Estragan™, en eweepto Vt^ iHS 
n««^ n , en m*. 3.M.H541 con mil los intereses . «tito da 

faílS^^wJ * ! B "f de . U NMÍÓB Al *»tiaa, • partir de U 
fecha de la d esponsión y las »o*tu del juicio. — Maximiliano 
ConsoU - Jorge MoniUt - RoLo F~»¿&™¿£1 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

A h. 317 V. E. ha declarado procedente el recurso 
ordinario de apelación interpuesto a fe. 302. 

En cuanto al fondo del asunto el Gobierno de la 

Nación actúa por intermedio de apoderado especial, el 
que ya ha asumido ante V. % U intervención que le 
corresponde (fa. 334). Bnenoe Airee, noviembre 9 de 
1950. Año del libertador General San Martín, — Corto* 
G. Del fino. 
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Buenoa Aires, 30 de mayo de 1951. 

o £P§ ¿5 aulOS " Con * e i Agrario Nacional a/ 
Sara C. C. Omltón de Estrogamoa 8./ expropiación", 
en los que a fa. 317 esta Corte Suprema declaró proce- 
dente «1 recurso ordinario de apelación. 

Considerando: 

Que a fa, 317 el Tribnnal declaró procedente el re- 
curso ordinario de apelación interpuesto a fa. 302 por la 
parte adora. 

Que la parte demandada consintió la sentencia, no 
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así la aetora que apela por estimar qne sólo corresponde 
indemnizar la productividad, prescindiendo de los va- 
loren venales; impugnando también el fallo en cnanto 
adopta un criterio transaccional al promediar* elemen- 
tos o factores que dicha parte conceptúa excluyentes 
entre sí de lo cual deduce qúe el procedimiento sería 
arbitrario. 

Que el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264 ha 
analizado la disconformidad qne expuso el perito de la 
parte expropiada cuando conoció el informe de la Sala 
respectiva y la tasación consiguiente, (fs. 36 del expte. 
respectivo agregado por cnerda), y afirma quo, para 
determinar el valor del bien motivo de este juicio ha 
usado tanto el método directo como el indirecto, toman- 
do en eueata las ventas de enero a mayo de 1°46\ consi- 
derando qne se tomó la posesión el 12 de mayo del mis- 
mo ano, y el precio máximo obtenido en la zona por 
arrendamientos de «ampos para ganadería teniendo 
presente que el propietario realizaba eaa clase de explo- 
tación. A lo que se agrega, quo la circunstancia de en- 
contrarse más de ana cuarta parte del campo dentro 
del ejido de la ciudad de Salto no significa qne necesa- 
riamente ella deba extenderse hacia «se luga*, desde 
qae el hecho de estar separada por el río, y aguas abajo 
del mismo, con nn solo puente carretero qne crasa en 
nao de loe extremos del campo, no resulta corriente- 
mente urbanística la expansión en ese sentido sino más 
bien hacia la zona de aguas arriba. 

Que respecto a la" conjetura de que la expansión 
urbana no so iba a producir en dirección al campo ex- 
propiado se opone el hecho cierto de qae la delimitación 
oficial del ejido de la ciudad incluya a nna cuarta parte 
del campo debe prevalecer sobre aquella previsión con- 
jetural. Bu consecuencia, si bien es, en termine* gene- 
rales, razonable hacer una deducción del 10 % en el 
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promedio de los precios obtenidos en el primer cuatri- 
mestre de 1946, debido a la extensión del campo expro- 
piado, en «1 caso particular la reducción debe aer menor 
porque respecto a la cuarta parte comprendida en el 

ejido la desvalorización por extensión hállase compen- 
sada por el privilegio de la ubicación. Júzgase, pnes, 
equitativo, reducir el precio promedio por hectárea en 
sólo 7,50 %. 

Qdo por la rircunstancfa de bailarse libre de arren- 
datarios un 80 % del campo y la de que algunos de los 
precios promediados correspondan a extensiones que 
estaban arrendadas cuando se vendieron corresponde 
elevar el promedio de f 644 la hectárea en un 5 En 
consecuencia aplicada la reducción que se indicó en el 
considerando anterior se tiene en cifras enteras un va- 
lor de la hectárea, para el método directo de $ 820,00. 

Que la valuación por el método indirecto en el dic- 
tamen del Tribunal de Tasaciones es inobjetable salvo 
en el porciento de la capitalización. £1 hecho de que la 

economía haya sufrido trastornos dorante parte de loa 
10 años tomados para establecer el promedio de la pro- 
dnctividad no autoriza a excluir ese lapso. Esas altera- 
ciones son propias de la economía universal en todos 
los tiempos. Esa es la realidad económica que se vive 
y a la que hay que atenerse para hacer promedios rea- 
les. Habría riesgo de arbitrariedad si el cálculo abar- 
cara trn corto número de años porque durante el no 
habría logar para que las anomalías accidentales fue- 
ran compensadas con estados normales y de especial 
prosperidad. Pero si el cálenlo comprende un plazo de 

10 años ese riesgo no existe. Por lo demás, las anorma- 
lidades que menciona la expropiada se refieren a la 
explotación agrícola que sólo comprendió unas 900 hec- 
táreas de las 3.618 que tiene el campo. El resto era 
explotado por la dneña con ganadería y a so respecto 
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•1 Tribunal de Tasaciones coincide con «1 perito tercero 
en adoptar on rendimiento anual de $ 45 por hectárea. 

Qne esta Corte ha adoptado en Casos Análogos co- 
mo porciento para la capitaÜBaeión el del 4% ^ por lo 

cual corresponde rectificar en este punto «1 cálcalo del 
Tribunal (le Tasaciones. 

Qne como Re expreso" en la sentencia de la causa 
"Banco de la Nación c./ Invernadas San Sebastian, 
S. A." del 2 de abril del cte. año, si bien la ley 12.636 
dispone que el valor se fije por el cálenlo de la produc- 
tividad de los últimos 10 años, cuando respecto a esta 
última los elementos de juicio traídos a Job antas no son 
eoíneidentes es razonable y aun necesario tomar tam- 
bién en cuenta la tasación hecha por el método directo. 

Qne según esta última, aplicando el valor unitario 
de $ 820,00 la hectárea el precio total sería de m*o. 
3.018.862,39 a lo que debe agregarse el valor de las me- 
joras fijadas por el Tribunal de Tasaciones en la can- 
tidad de $ 217.605,61 qne esta Corte no halla motivo 
para modificar. 

Que siendo la renta líquida de m*n. 130.486,34 anua- 
les hecha la capitalización al 4% % da nn valor de pesos 
moneda nacional 2^99.697,21. 

Que ol promedio de los dos valorea arroja la canti- 
dad de m*n. 3.068.062,60 que esta Corte adopta como 
total resarcimiento por la expropiación del inmueble de 
la demandada. 

Qne en aleación al precio ofrecido (| 1.966.752,03), 
al que requirió la expropiada (t) 1.300 la hectárea a fs. 
47) y al que se fija en este fallo, las costas deben pa- 
garse en el orden causado conforme a lo dispuesto en 
el art. 28 de la ley 13.264. 

Por lo tanto se reforma la sentencia apelada de fs. 
294 en cnanto al monto de la indemnización qne debo 
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pagar el expropiante, el cual se fija en tres millones 
sesenta y ocho mil Ochenta y dos pesos con sesenta cen- 
tavos moneda nacional, se la revoca respecto a las coa- 
tas qno se pagarán en el orden cansado y las comunes 
por mitades en todas las instancias. , 

Luis R» Lokohx — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
P*mcx — Atojo Pbsmoho. 



NACION ARGENTINA v. ABTÜRO OAEBELER 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación d«l valor real. 

Sí el inmueble expropiado es, en cuanto a extensión, una 
tercera parte del que se expropia en otros autos, en los 
que la Corte Suprema también ha dictado sentencia en la 
fecha, y. ademas, su ubicación es superior, pues está más 
próxima a la zona urbana, todo ello justifica l§ fijación 
de un precio sensiblemente superior al establecido para el 
bien objeto del otro pleito, pero menor, ain embargo, al 
que le asigna la sen tenéis apelada —por tratarse de Talo- 
res eoloeados en un punto mas bajo de la valoritación, 
producida en 19*6—, pronunciamiento que debe ser re- 
formado, adoptándose —por considerarlo equitativo—, el 
valor a qno llega el Tribunal de Tasaciones de la ley 
33.284, sobre la base de la venta que el propio demandado 
efectuó, en el año 1945, de una fracción contigua a lo 
expropiado, operación que ha sido- objeto de diversas eo- 
rwwione* y sctoaliraeiones por el mencioaado organismo 

nOSORARWS DE ABOGADOS Y PROCURADORES. 

Para regular las costas devengadas en las causas sobre 
expropiación, debe considerarse como monto del juicio a 
la diferencia entre Js oferta fiscal y la sama señalada en 
última instancia en concepto de indemnización. 
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Sentencia del .Tvez Fsoeral. 

La Plata, «tien/.re 28 de 1948. 

Y visto» : , 

Este expediente n» 13.957/946, seguido por el Fisco Na- 
cional contra D. Arturo Gaebeler por expropiación de *uyo 
examen y cireunataneia* 

««alta: 

1») Que a ft. 2 «1 Sr. Procurador Fiscal autorizado por 
decreto 360 del D de enero de 1945. en representación del Fia- 
do promueve demanda contra D. Arturo Garbder por expro- 
piación del inmueble aito en el partido de Moroa, de ana su- 
perficie de SO has, 10 á*., 70.89 m.»¡ como precio por la venta 
forzosa »e deposita la turna de $ 240.856,68 m/a. 

2») Que a fa. 16/22, D, LuU María Repetto, en repreacn- 
taetón del demandado, contesta la acción manifestando su dis- 
conformidad con el precio ofrecido, que conceptúa bajo y ánade 
que estima el valor del ra*, de lien* a ratón de I 8,80 m/n- 
ReeUma el pago de laa mejora» que juatiprecia en la nga 
de * 414920 m/n.. y concluye planteando subei di ariamente 
la ineoaatitnewnalidad del decreto n» 17.920/944 y pidiendo 
interese» y costas. 

Y Considerando ¡ 

1») Que lo* Ingeniero* Carlos Emilio Alcorta, perito 
del actor, Horacio J. Twglia, perito del demandado y Pascual 
Maniere, perito tercero, informan a fa. 98/106 y lp ratifica 
el Tribunal de Tasaciones a fa. 218/239, la fracción (|«»e 
„ expropia «st& ul icada en el partido de Morón, localidad 
de Cattelar, y HwU al Este con la calle Máximo Paa. « 
NortHon la calle Fray Justo San,. Mari, de Oro, ai Ñor- 
oeste con la Avenida Presidente Figueroa Alcorta, al Oeste 
con la calle Montevideo y al 8ur con U propiedad de 
la sucesión Badino. Su superficie de £*M»! * \™ n !?\? 
practicada por el Fiaco ea de 30 ha., 10 a.. 70 i ea.. 8968 dm», 
algo SUOerioVa 1» q« rcmalt» del plano de fa. 5: 30 ha.. 04 a., 
90 de agregado por el demandado. Según puede ojaervarsí 
en fc' plancheta. 3.985 d«l Instituto Geográfico Militar, « 
terreno ea alto y de sua^e pendiente, lo que permite el normal 
esíurrLiento de laa aguai de lluvia ¡-tal circunstancia lo hace 
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apto para cualquier destino y en eapccial para el fracciona- 
miento en manzanas y lotea por la facilidad que ello significa 
para resolver en nuera* calles el problema de los desagües. 

La fracción tiene todo su frente Bate sobre la calle Mi- 
li mo Pas —pavimentada— que la pone en contado coa callei 
también pavimentada» con todas las estaciones del P. C. Oeste, 
rutas nacionales y provinciales y caminos generales existentes 
en el partido de Morón, Es de señalar que por la calle Máximo 
Paz dista soMo 400 metros de la Avenida Presidente Y rigor en, 
importante arteria por lo cual circulan ómnibus y colectivos 
que bacen el transporte de pasajeros de la Capital Federal ba- 
cía 1 1 Oeste. El innvueb!* está situado —medio en línea recta — 
a 1.100 m. de la estación Castelar, 1.600 de la Estación Itu- 
zaíngó y 2.500 de la Estación Morón; y por calles pavimen- 
tadas, 1.600 de Castelar. 2.800 de Ituzaingó y 2.600 de Morón. 
La calidad del suelo como la de las aguas, es buena. 

2*) Que el desacuerdo de los peritos se plantea, con rela- 
ción al valor de la tierra ; al respecto precisan cuatro precios 

diatinloe. 

El Ingeniero Agrónomo Carlos Emilio Alcorta en su ca- 
lidad de perito del actor se eipide a fs. 108/115 y tasa «H m*. 
e» * 2,05 m/o, Llega a dicho valor estudiando 84 véala» . 
indicando en la planilla de fs. 102/106 ubicadas dentro de un 
radio de 2.000 m. del lugar del bien expropiado, a la* qae 
afecta con los factores de pago, actual isa ción, superficie y 
ubicación. 

El Ingeniero Civil Horacio J. Treglia, perito del deman- 
dado, se pronuncia a fs. 110/132, asignando a la tierra el 

precio de $ 3,80 m/n. el m 3 . Logra ese resultado aplicando el 

método directo y considerando 60 ventas ubicadas en la zona, 
corregidas y ajustadas con los factor» de superficie y ubica- 
ción, refiriendo sus valores a la fecha de la toma do posesión. 
Obtiene así el precio de $ 3,47 m/n. el m*. al cual adiciona 
un 10 en concepto de indemnización; el guarismo resultante 
lo reduce a $ 3,80 el m=. para que coincida con el reclamado 
por el Sr. Gaebekr. 

El perito tercero. Ingeniero CrvÜ Pascual Martiere con- 
creta su opinión en su. extenso dictamen de fs, 133/179, y 
estima el valor del ra', de tierra en $ 3,09 m/n., y en definitiva, 
con el porcentaje de indemnisactón que acuerda, en S 3,25. Su 
trabajo se funda en el examen de 50 subastan efectuadas en U 
srma, dentro de un radio de 1.5O0 metros. 

El Tribunal de Tasaciones fija en fi 2,18 m/n. el valor del 
m= de tierra. Establece el mismo por aplicación del método 
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dineto. Betala el Tribunal ha base*, dentro de ¿ate, a que se 

ha ajustado, descartando las ventos que aunque ubicadas dentro 

dé na radio de 1.500 m., m refieren a lotes menor» de 3.000 
m H ; elimina- también los lotea ubicados en las proximidades 
de la Estación Castel ar. Estima el Tribunal el factor de 
Talarisación en 1¿1 ezt raido del diagrama para valoritaeión 
del período 3945-1946. corriente a .fs. 91; y consigna, asi- 
mismo, una labia de tos ajustes que corresponde practicar en 
Tir¿n de- la superficie. Analiza el Tribunal la subasta efec- 
tuada por el propio demandado el 51 de agosto de 1945, y 
logra «sí el precio de « 2,4684 m/n. el m a . aplicando para 
«lio el coeficiente de valoriESoum de 1.21 al precio de venta 
de • 1.70 m/n. «1 mv\, y un factor de 1,20 de mejoramiento 
por las condiciones peculiares del terreno. Aparte de ello, 
considera por separado 17 ventas efectuada» durante el año 
1945 con las correcciones correspondientes, y consigne de cata 
manera un valor promedio de 9 1.56 m/n. el m*. ; aplicando 
d coeficiente de valorización se traduce en el precio de * 1.88 
m/n. Promediando este valor con el anterior de $ 2,4684 m/n-, 
resolta nn precio final de $ 2,18 m/n., que ea el que en defini- 
tiva el Tribunal acepta. 

3») Que en síntesis, pues, hay cuatro precios: el del lu- 
igeuiero Aleorta, $ 2,05 el m*; el del Ingeniero Treglia, * 3,80 
m/n.; el del Ingeniero Hartierc. * 3,25 m/n., y el Tribunal de 
Tasaciones, * 2,18 m/n. I«a* discrepancias que tienen sus 
punto* mínimos y máximos en las respectivas estimaciones de 
los peritos de cada parte-, se explican no sólo por la diferencia 
de criterio para la «elección de lia rentas consideradas, sino 
también por la falta de uniformidad respecto a le* coeficientes 
utilizados por le* téenicos sobre dichas venta» y loa ajustes co- 
rrespondientes. Así los coeficientes utilizados tanto por el Inge- 
niero Aleorta como por el Tribunal de Tasaciones, se resienten 
por au excesiva severidad, mientras los empleados por loa In- 
genieros Martiere y Treglia adolecen d*l defecto «Mitrar». 

Que en presencia del desacuerdo señalado, el infrascripto 
entiende que con los elementos aportados por loa técnicos, es 
posible 1» fijación del precio- sobre bases objetivamente justas. 
De la planilla de fs. 102/106 vta. tienen interés 5 ventas 
efectuadas durante el año 1945 —las que llevan loa Nos. 54, 
55, 56, 57 y C — por tratarse de transacciones relativas a 
terreno* muy próximos al expropiado, según puede apreciarse 
en el plano de fs, 120. Loe precio* obtenidos oscilan entre 
a 1,70 m/n. y 3,35 m/n. el mV pero se advierte que cuando el 
valor supera los 2 peaos- «* t™ta de fraccione» de menor snper- 



di joancu r* l* nación 



6*9 



ficie, y aparte de ello, en algún caso — venta N* 55 — coa 
facilidad» de piso. En cimb», en lu venta* N» 56 —51-990 
na*.— y C 144.213 m*. el precio logrado» es de * 1,70 m/n. 
el m*j a ate precio, el Tribunal de Tasaciones le aplica el 
factor de valorización por tiempo de 1,21, coeficiente en el 
concepto del Jugada reducido respecto • la son a, atento la 
circunstancia coneretn y real de que la fracción indicada con 
la letra C y el N» 176 en el plano de fs. 120 — lindera a la 
de untos — fué vendida por el propio Sr. Gaebeler el 21 de 
agosto de 1945 a D. Regina Prengler de Kutner y Najma M. 
Goldwsser a razón do * 1,70 m/n. el ra", y loe mismos com- 
pradores la renden, a su vez, a la Sociedad Anónima "Ama- 
necer", Inmobiliaria. Comercial y Financiera, el 27 de se- 
tiembre de 1946 en la mirna de $ 548.016,44 m/n. al contado, 
o sea a $ 3.80 el ra*. <f*. 111 vta.). Quiere decir que la tierra 
experimentó en H transcurso de 13 mese* la extraordinaria 
valorización del 123 %. £¡s verdad que esta fracción tiene 
menor superficie que la de autos, pero en cambio ésta se 
encuentra mejor ubicada que aquélla y ex mas alta, razón por 
la enal parece lóapeo compensar la desvalorisación por mayor 
superficie con: la valorización por mejor ubicación y topografía. 
y aceptar, en consecuencia, que el precio de $ 1.70 m/n. 

—venta Ñ" 176— traduce tarabión e! valor de la superficie 

expropiada con relación a agosto de 1545. El precio de 
$ 3.80 ra/n. se logró en setiembre de 1946, a varice meses, 
pues, de la fecha en que corresponde tasar el bien de autos; 
28 de mayo de 1946 (fs. 68). Una diferencia de pocos nwses 
en un proceso de valorización acelerado tiene gran importancia, 
desde qoe determina diferencias considerables. Por otra parte, 
ea inrlndable también, que ese precio se encuentra influido por 
las grandes expropiaciones en la tona en cumplimiento del 
Decreto 860 de enero 9 de 1945 ; corresponde, en consecuencia, 
tenerlo en cuenta pero con las reservas del caso, atento lo 

íraaciipto meritaadaa laa circunstancias apuntadas, 'discri- 
minado el material informativo documentado a fs. 102/106 vta. 
contemplada la ventajosa situaeión del inmueble — uno de loa 
pocos comprendidos por el decreto 360/45 que se encuentra 
sobre la calle pavimentada con acceso en cualquier ¿poca del 
afio a los núcleos urbano» — apreciada la excelente calidad de 
su tierra, dotada de un porcentaje de materias minerales que 
le permite responder a laa exigencias de cualquier cultivo, y 
' considerada por último, la buena altimietría del terreno, estima 
prudente y justo fijar en definitiva su precio a ratón de 
* 2,70 m/n. el ra* Este guarismo ae aproxima al primer precio 
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fijado por el Tribunal de Tasaciones * 2.4684 m/n. el ra*. 
— difiere «n cambio, sensiblemente del segundo — 1,88 m/n. 
ti »% pero respecto de este valor puede formwlarse la crítica 
fundamental de qae traduce el precio de aona, pero no concre- 
tamente el del inmueble de? autos. Al precio aceptado, el valor 
de la superficie expropiada —300.476,90 ra 1 — asciende a la 
sama de • 811.287,63 m/n. 

4*) Que respecto a las mejoras, detalladas a fs. 99 vía./ 
101 vía. existe conformidad entre las partes sobre su precio, 
por lo que debe admitirse el de * ,4.149,20 m/n., por ellas 
establecido. 

En definitiva, el importe total de la expropiación se 
traduce en la cantidad de $ 81.V436.83 m/n., sin que eorres- 
ponds acordar un porcentaje suplementario indemn isa lorio, 
según lo proponen los peritos Tregua y Martiere, en concepto 
de erogaciones, gastos de transferencias para adquirir otro in- 
mueble análogo y de comisionista, sellados, etc., por no revestir 
el rubro los extremos del art. 11 de la ley 13264. Procede, 
en cambio, conforme a lo pedido por el demandado, que el 
Pisco le reintegre los impnextos que fia abonado, y relativos 
a la época en que ya no se bailaba en posesión del bien. 

En cuanto s las costas, atento la suma ofrecida, la recla- 
msds y la judicialmente fijada, dehen ser soportadas por el 

actor —art. 26, ley cit, — , solución que exime al infrascripto 

de analizar la cuestión de ¡neonstitucionalidad planteada por 
el demandado a este respecta (véase cap. VI del escrito de 
fa. 16/22). 

Finalmente deja constancia el Juzgado de que pora la 
regulación de los honorarios del apoderado y del letrado del 
Sr, Gaebeler, ae atiene por compartirla, a la jurisprudencia de 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación, conforme a la cual 
la Lev K* 12.997 no es de aplicación a este tipo de juicios 
{Fallos, ta. 20fi, pig. 324 ; 208, 172). 

Por estos fundamentos y citas legales enunciadas, fallo: 
Declarando expropiada y transferida al Pisco actor la tracción 
de tierra deslindada en e| primer considerando, por la rama 
de 4 815.436.83 m/n. que se fija como ralor de la tierra y 
mejoras, pon ana intereses a ottilo bancario drade la fecha de 
toma de posesión, «obre la diferencia entre la suma consignada 
y la que en definitiva oe manda abonar, debiendo devolverse 
asimismo al demandado toa impuestos que ha satisfecho' corres- 
pondientes a la época en que había perdido la posesión del 
inmueble. Costas al expropiante. — ¿fca/a-stf» ¿. Ja*. BambUl. 
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Sbmtbncta de la Cí m ara Peperai, 

La Plata, noviembre 20, Año de! Libertador General San 

Martín. 1950. 

Y Vistos : 

Los de Pule juieio P. 4020 caratulado "Píceo Nacional 
coutra Gaebeler Arturo cobre expropiación"; procedente del 
Juagado Federal N» X de esta ciudad; 

Y Considerando: 

Que, la sentencia de fs. 240 ha sido recurrida por ambas 
parte», no adío en cuanto establece el valor de la tierra, «no 
también en lo referente a las regulaciones de honorario* prac- 
ticadas a favor de los profesionales i nterv intentes en el juicio. 
La indemnitaeión en concepteo de mejoraa (♦ 4.149,20 m/n.) 
ha quedado excluida de loe. recursos, por existir conformidad 
de las partes al respecto. 

Que, la cuestión de conriiracionalidad promovida por la 
demandada en virtud de estimar que el art. 6 del Decreto 

17.920/44, coartaba e! derecho de producir prueba, ha perdido 
todo interés jurídico, pues dicha norma restrictiva no fué apli- 
cada en autos, permitiéndose al interesado producir sos pro- 
banzas lin la limitación impugnada. . 

Que, loa valores atribuidos a la tierra objeto de la expro- 
piación difieren fundamen talmente, ya ae trate del precio fi- 
jado por el perito del actor {fs. 108, * 2,06 el na".), o de la 
demandada (fs. 121, $ 3,80 el m 1 .), ain perjuicio de que esta- 
blezcan estimaciones intermedias el perito tercero (fs. 183. 
9 3.25 el m l .) v el Tribunal de Tasaciones (fs. 233, 9 2,18 
el m* ). 

Que, el Sr. Juez a-qtto luego de analisar prolija y metó- 
dicamente las aludidas opiniones técnicas, como así tamfcién 
los demás elementos o antecedentes acumulados al expediente; 
después de estudiar los sistemas diversos seguidos al efecto y 
cotejar loa precios qne & su juieio deben tomarse en cuenta 
para la determinación del valor buscado, llega a la conclusión 
que es preciso apartarse de las pericias y del dictamen del 
Tribunal de Tasaciones, fijando el metro cuadrado — Ubre de 
mejoras— en la suma de $ 2,70 m/a. 

Que, estn Cámara comparte el criterio sustentado por el 
Sr. juez a-gao, por estar ajustado a derecho y a laa constancia* 
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de sato». Kl precio fijado en la sentencia- ajuarda armonía con 
loa atribuidos a inmnebleo cercanos que fueron objeto «a ra 
oportunidad de expropiación. 

Que. eate Tribunal conoció, antea de ahora, en numero*» 
juicios seguida* contra lo* propietarios de tierras vecina, {ya 
laa «apropiaciones aearuids* contra Caaaniga, Vattuone, bo» 
de Uppol, Anta rita, ete,), fijándose valor** equivalente* al 
obtenido en primera instancia, ai se atiende a la más ventajosa 
ubicación del inmueble. 

Que. en todos estos supuestos, se enumeraron como ante- 
cedente* demostrativos de su buena ubicación, bu cercanía a 
Ue estaciono Itutainfeo y Cattelar (F.C.N.S.) y 1» proximidad 
a loa centro* poblados, entre los que cabe destacar Morón. 
Asimismo se hüo referencia a 1. posibilidad de efectuar una 
subdivisión. Todas ratas lasonea aceptables en general, en el 
caso que no* ocupa adquieren más relevancia en virtud de que 
estos factores de Mlorisación se acentúan en rasón del empla- 
samicoto de la tierra propiedad del Sr. Oaebeler. 

Que, en lo que respecta a las costas, el pronunciamiento 
del Sr. Jues «Hpw, también debe ser confirmado, por estar 
conforme a lo dispuesto en el art. 18 del Decreto N» 17.920/44. 
Atent» esta eonelntion la, otra cuestión de constitueianaUdad 
pierde su interés. « 

Por estas eonsideraeionea, en cuanto ha aido materia de 
recurso, se confirma la sentencia de fs. 240, por la qne se fija 
el precio del mmneble expropiado en la suma de * 8ll.2A7.63 
m/n.. a la que wrrespon.de agregar «l valor de !« mejoras 
(• 4.149,20 m/n.) y la suma que resulte en concepto de rein- 
tegración de lo* impuestos qne haya abonado despnés cié haber 
la posesión de la tierra. Corta» a cargo del actor. — 
C. Cosío. — Tomás M Rojos. — J¿fgtf WW ¡a 




FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de mayo de 1951. 

Vistos los autos "Pisco Nacional c./ Oaebeler Ar- 
turo a./ expropiación", on los qne ae ban concedido a 
fa. 280 y fs. 281 vta. los recursos ordinarios de apela- 
ción interpuestos. 
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Considerando : 

Que el inmueble expropiado en este juicio es, en 
cuanto a extensión, una tercera parte del que se expro- 
pia en loa autos "Fisco Nacional c./ euc. Badino" en 
el cual esta Corto ha dictado sentencia en esta misniH 
fecha. Ademas la nbicaeión de eata tierra es superior ** 
la del juicio citado pues está más próxima a la zona 
urbana, — tiene un frente de 376 metro» sobre calle pa- 
vimentada y buena comunicación directa con las esta- 
ciones y las rutas próximas y en especial, con la ave- 
nida Irigoyen a sólo cuatrocientos metros de distancia— . 
Torio ello justifica la fijación de nn precio sensible- 
mente superior al qoe esta Corte estableció en el caso 
do que se ha hecho mención, pero menor, sin embargo, 
al que le asigna la sentencia apelada porque aqni se 
trata de valorcH correspondientes a una fecha anterior 
(28 de mayo de 1946), colocados en un punto más bajo 
de la valorización producida ese año coya importancia 
destacan tanto el Tribunal de Tasaciones como los tres 
peritos qne actuaron con anterioridad. Por todo ello esta 
Corte juzga equitativo el valor a que llega el Tribunal 
de Tasaciones sobre la base de la venta qne el propio 
demandado efectuó el 21 de agosto de 1945, de una frac- 
ción contigua a lo expropiado que tiene una extensión 
de la mitad de esta última, venta en block a sólo nn año 
de plazo, que ee efectuó a í 3.70 el metro enadrado. Ha- 
bida cnenta de las correcciones y actualizaciones que el 
Tribunal puntualiza en bu dictamen corresponde fijar 
como este mismo lo hace en * 2.46 el precio de la anidad 
métrica de lo expropiado. 

Que la regulación de los honorarios del letrado y 
apoderado de la demandada comprendidas en la apela- 
ción que se está considerando, se ajusta a lo resuelto 
por el Tribunal on casos análogos de expropiación. 
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Por tanto.se reforma la sentencia apelada en cuan- 
to al precio de la tierra «xpropiada que se fija en dos 
pesos »n cuarenta y seis centavos el metro cuadrado y 
se la confirma en todo lo demás. Las costas de esta ins- 
tancia se pagaran en el orden causado en ratón del re- 
sollado de los recursos. 



NACION ARGENTINA v. FLORENCIA PODBSTA 
CASARES DE LOPEZ 

EXPHOPIACtOX: Ind*mm*aci¿*. Gen*ralida<le*. 

El Yalor.de lo expropiado debe fijarse con referencia a 
la fecha en que el Pisco expropiante tomó posesión efectiva 
del bien objeto del juicio. 

EXPROPIACION: TndemnÍMaei6n. Determinación drl valor real 

Si la valuación de la tierra expropiada practicada por el 
Tribunal de Tasaciones de la ley N* 13 264, resulta justa 
y equitativa, no cabe, en principio, señalar judicialmente 
un precio distinto del de ta tasación realizada por dicho 
organismo legal, máxime cuando no hay razón suficiente 
para apartarse de sus conclusiones ¡ debiendo aceptarse, 
por lo que hace a la» mejoría,. la estimación hecha— de 
común acuerdo— por los peritos de las parte» y aceptada 
por la sentencia de la Cámara. 

tNTERESBS: XetadS» jurídica futre la* parttf. Expropiación. 

El expropiado* debe pagar intereses, a partir de la fecha 
de la desposesion. sobre la diferencia entre lo consignado y 



Luis R. Lohobi — Tomaa D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Amio Pes&agno. 



la suma fijada por la sentencia final. 
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Sentencia del Jüez Federal 



La Piala, diciembre 31 de 1919. 



Y Vistos; 




número 13.966/46, seguido 
Florencia Podeatá Casares de 
cuyo examen y circunstancias 



Resulta: 



I. Que a, £8, 2/2 vta., el Sr. Procurador Fiscal ti re- 
presentación del Estado, promueve demanda, autorizado por el 
decreto 360/45, por expropiación de un inmueble — con destino 
a la ampliación del aeródromo '* Presidente Rivadavía" — sito 
en el partido de Morón, de una superficie de 3 Ha., 77 i., 
87,00 ta. 1 ; consigna como precio la suma, de $ 30.229,60 m/n. 

II. Que a fa. 21/23 vta., D, Osear P. Mosteirin, en 
representación de Da. Florencia Podes** Casarca de L6pec, 
propietaria del terreno, contesta la acción manifestando su 

diftwnforakUd «<m la cantidad ofrecida y estimando el valor 
del ra*, de tierra, en $ 6 m/n., lo que importa un precio total 
de a) 236.722 m/n. Reclama, pues dicha cantidad —aparte 
de las m-e joras que justiprecia en la suma de % 1.592.28 m/n. — 
»-on intereses y costas. 

Y Considerando : 

1*) Que la fracción que se expropia está constituida por 
#1 lote 18 del cuartel 2* del partido de Morón, de una super- 
ficie según, títulos y mensura de 3 Ha., 77 a., 87 ca., ubicado 
entre loa puébloa di Cartela* e Itusaingó, a 1.700 y 1500 mta, 
de lea respectivas estaciones ferroviarias del Ferrocarril Na- 
cional Domingo Faustino Sarmiento, • las cuales se tiene acceso 
por las callee Montevideo —hoy Tomás Guido— y Coronel 

siendo sus lindero* los siguientes: si noi 
por medio, con D. Luis Curtwhrt e hijos; 
de tierra por medio; con el lote 17 de Da. Leocadia Seré de 
Capdepont; y al sudoeste y- sudeste con las calles de tierra 
Coronel Arenas y Montevideo. Se trata do un terreno con 
suave pendiente nací» el norte, lo que permite el escurrí miento 
normal de las aguas de lluvia, encontrándose la rapa freática 
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a ana profundidad que oscila entre loi seis- y diei mts., y la 
sem «urgente, apta para beber, entre los 20 y 30 ufe 

2» Que respecto a tu valor exaten 4 precios: a) el del 
Ing. Civil Mario Elias Ferrando, perito del Estado, « 0,80 m/n. 
el na. 1 ; b) el del log. Civil Conrado R. Kiernan, § 3,13 m/n.; 
e) el del Ing. Civil Pascual Martíere, perito terrero, f 3 m/n.; 
y d) el del Tribunal de Tasaciones, a) 2,30 m/n, Estas estima- 
ciones lo son con referencia al 28 de mayo de 1946, fecha que 

corrtipondc considerar como )a de la tona de posesión, desde 

que la misma «urge de un instrumento püblieo testimoniado a 
ta. 21«. A mayor aTrandamieato, cabe agregar ojne la deman- 
dada al contestar la acción la acepta en forras expresa (véase 
parágrafo V* ponte 1» de ra escrito da & 67). 

Entrando a- examinar las pericias, cabe descartar da plano 
la del Ing. Ferrando — fs. 72/83— profundamente en dea- 
aeBCTdo eon las restante*, divergencia qne ie explwa per la 

arbitraria selección do las ventas consideradas y severidad de 
los coeficientes utilíaadoa. Respecto a loa trabaje» de los Ings. 
Kiernan — fs. 157/177— y Maniere — fa. 85/123— puede for- 
mulárseles la crítica de que computan transacciones que no 
debieron entrar en el examen wiropsrativo. El Ing. Maniere 
examina las ventas comprendidas dentro de la distancia de 
1.000 tata, del inmueble —26 -n total— y obtiene nn promedio 
—previo varios ajustes — de $ 2,33 m/n. el m»; amplia, luego, 
su análisis ole datos basta la distancia de 1.500 mts.. estudiando 
las transacciones} d> terrenos «toados entre los 1.000 y 1.500 
mts. de la fracción — 34 operaciones — y logra un segundo 
promedio de $ 3,13 m/n. el 2*.. que promediado con el anterior 
se traduce en el precio de $ 2,73 ra/n. el m». A este guarismo 
lo mejora en un 10 % llegando al valor nnitarío final de * 3.— 
m/n. el m*. Cabe observar que no es correcto considerar ventas 
que por so ubicación, según bien se advierte en el plano de 
h 125, difieren del terreno de Ea expropiada, ubicada en una 
sena suburbana. Bn segundo logar esa adición del 10 % no 
consulta las exigencias del art. 11 de? la l>y 13.264. 

El infrascripto entiende, en cambio, que el trabajo del 
Tribunal de Tasaciones, atento las ventas tenidas en cuenta y 
técnica empleada, está Ubre de reparos- Corresponde observar 
que no lia considerado todas las realizadas dentro del radio de 
1.500 mts.. lo que es elogiable, sino sólo aquéllas dentro de 

dicho perímetro, simileres al lote expropiado por au ubicación, 
tona de mfluencii. y características, y efectuadas, ademas, do- 
rante loa a&os 1945 y 1946. Abona la justicia del precio del 
Tribunal la circunstancia de que el Juagado fij5 con relación 
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también al 2* de maya de 1946 en el expedienté N» 13.965/946, 
sF^nido por et Pisco contra la Sra. Teresa Haría Losa de 
I.íppold por expropiación de on inmueble, vecino al de satos, 
«le 23 Ha., 62 a., OI c*., * 2 m/n. el m», precia mantenido por 
la Excma. Cámara Federal (fs. 216). El mayor valor del 

terreno de la demandada se ezpliea por su mejor ubicación y 

menor superficie. 

En definitiva, el Juagado admite las ¿oneluMOtoee del Tri- 
bunal de Tasaciones, aceptada*, por otra parte, por el repre- 
sentante del Fisco ante dicho organismo con lo cual el precio 
de la tierra se establece para el 28 de mayo de 1916, en la 
suma de a) 86.896,30 m/n. Admitida, también, su tasación de 
las mejora* — $ 972.67 m/n.— m logra un valor total de ex- 
propiación de * 87.868,97 m/n. 

3*) Que atento U suma ofrecida t 30.229,60 m/n. — la 
reclamada — $ 228,314,28 m/n— y la judicialmente fijada, 
corresponde que laa costas ae distribuyan en el orden causado 
(art. 28, Ley N* 13.264). Deja constancia por último el in- 
frascripto, que para ls regulación de loa honorarios del apode- 
rado y del letrado de la demandada se atiene a la jarápru- 
deaici» de la Corte» Suprema de Justicia de la Nación, confor- 
me a la cual la ley 12.897 no n de aplicación a orte tipo de 

juicios. (Fallos, ta. 206, pág. 324; 208. 172). 

Por estos fundamentos y cita» legales enunciadas, fallo: 
declarando expropiada y transferido su dominio al Fisco, la 
fracción deslindada en el primer considerando, en la suma de 

$ 87.868,97 m/n. que se fija como valor de la tierra, ron sus 

mejora» y qno deberá abonar a la demandada Da. Florencia 
PcidertA Casares de tapes, eon deducción de la ei 
ya ha percibido — fe. 36 vta, y 37 vta. — con si 
a estilo banca rio sobre la diferencia entre la suma conaigni 
y la judicialmente establecida desde la fecha de la toma de 

de mayo de 1946—; costas en el 
por mitad. — Benjamín A, M. 



Sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones 

La Plata, febrero 14 de 1951. 

Y vistos: los de este juicio F. 4141 "Fisco Nacional contra 
Podestá Casares de tapes Florencia s./ expropiación , ' I pro- 
cedente del Juzgado Nacional de Primera Instancia N» 1 de 
esta ciudad. 
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Y Considerando: 

Que del testimonio de f». 216 surge en forma precisa que 
Ib posesión del bien a que se refiere este juicio fué duda al 
actor el 28 de mayo de 1946, circunstancia que, por otra parte, 
ha sido expresamente reconocida por la demandada en su 
escrito de fs, 20. 

No pueden, a juicio de esta Cámara, y en concordancia 
con lo raaelto en otros juiciot sobre esta misma cuestión, des- 
virtuar»* tales hechos con las solaa argumentaciones que for- 
mula U demandada a fs. 234. 

Que el dictamen del Tribunal de Tasaciones, con el que 
estuvo de acuerdo el representante del Pisco ante ese organis- 
mo, ha sido debidamente merituado en la sentencia de Ca. 220. 
lo mismo que laa demás pruebas producidas en los autos, y son 
acertada* laa conclusiones a qq* llega el o-q*o después del 
estudio de laa mismas sobre el valor de U tierra. 

Sn cuanto a laa mejora* el Tribunal admite la D^IBRP 
aceptada, de común acuerdo por loa perito» de las parte» ya 

qne estos han podido apreciar de visa ei estado de la» rotang 
y más próximo» en tiempo a la posesión, lo que abona mejor 
su dictamen frente a la escueta valoración del Tribunal de 
Tasaciones. Bate rubro ae fija pues en la suma de t> 1.558,36 
moneda nacional. 

Por tinto jr fundamentos concordantes de la sentencia de 
fs 220 ae la confirma en cuanto fija el valor del inmueble ex- 
propiado en la suma de $ 86.896,30 m/n, y ae la modifica con 
respecto al valor de las mejora» que se fija en $ 1.550*88 m/n. 
En eonawuenoia, la radamnitación queda fijada en la suma de 
$ 88.452,66 m/n., con intereses desde el 28 de mayo de 194€, 
por la diferencia entre la roma eoníifrnada y la que se manda 
pairar por esta sentencia. lia» costa» en el orden causado, lo 
mismo que la» de esta instancia, debiendo volver loa autos al 
acuerdo para la respectiva regulación de honorarios. — Tomás 
Jf. Rojas, — Jorge BÜbao la Vieja. — Eéuar&o Garda Q**- 
raga, 

FAWQ DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, 30 de mayo de 1951. 

Vistos los flatos "Pisco Nacional c./ Podestá Ca- 
«aren <ie López Florencia s./ expropiación", en lo» quo 
se han concedido a fs. 246 loe recursos ordinarios de 
apelación inte-rpuesios. 
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Considerando: 

Que según resalta del escrito presentado por la 
parte adora a fs. 8, el 28 de agosto de- 1946 y de! acta 
de fs. 46 ]a posesión fué efectivamente tomada por «1 
Fjsco expropiante el 9 de diciembre de 1946 y no el 28 
de mayo del mismo año. 

Que, «n consecuencia, «1 valor de lo expropiado 
debe fijarse con referencia a la primera de las dos fe- 
chas indicadas. 

Que por las razones expuestas en la sentencia cíe 
fa. 220 a las coalas se remite la apelada de fs. 241 para 
confirmarla, no hay razón suficiente para apartarse de 
las coaelusion.es del Tribunal de Tasaciones en cuanto 
al valor de la tierra. 

Qae para el mes de diciembre de 1946 dicho Tribu- 
nal atribuye a lo expropiado un valor de mfn. 97.474,9$. 

Que respecto a las mejoras debe mantenerse por 
sus fundamentos la sama fijada en la sentencia de la 
Cámara, de mfn. 1.556,36. 

Por tanto se- reforma la sentencia de fs. 241 en 
cuanto al precio que el Fisco expropiante deberá pagar 
por la tierra de la demandada, que se fija «n pesos no- 
venta y siete mil cuatrocientos setenta y cuatro con 
noventa y ocho centavos moneda nacional y respecto a 

la fecha a partir de la cual se liquidarán los intereses 

sobre la diferencia entre lo consignado y lo que se man- 
da pagar que será el nueve de diciembre de mil nove- 
cientos cuarenta y seis y se la confirma en todo lo de- 
más. Las costas de esta instancia a cargo del actor en 
rason del resultado de los recursos. 

Lms B. Lonohi — Tomás D. 
Casases — Fbltpb Sahiuoo 
Pkrlz — Attlio PasSAQNO. 
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NACION ARGBNTÍNA y. SANTIAGO SiEOELMKYER 

Y OTRO 

EXPROPIACION : I*dtm*isatKn. I)titrmx%añ6% «M talar real. 

8i el precio que el Tribuna! de Tasaciones instituid» por 
\» ley N» 13.264 asigna a la fracción de terreno expro- 
piada, aparece ampliamente fundado *n las 'constancia* del 
estudio realizado por ese organismo — como lo pone de 
manifiesto la sentencia de primera instancia, confirmada 
por la de la Cámara — y de autos no resalta que se hayan 
formulado raparos concretos a la* referidas conclusiones, 
no cabe, en principio, fijar judicialmente nn precio distinto 
del de la tasación efectuada por dicho cuerpo legal. 



Sentencia del Juez Federal 

Salta, 11 de julio del Año de! Libertador General San Mar- 
tín, 1960. 

Y Vistos: Rl presente juicio de expropiación seguido por 
el Fisco Nacional contra Santiago Siegelmeyer y FeáWieo 
Lie©, hoy Francisco Antonio Lico y Francisco Solano Ur~ 
quiza, Exp. N* 22.407/48, del que, 

Resulta: 

Qtta a fs. 9/10, ae presenta el Sr. P. Fiscal, por la Na- 
ción, y expone: que en cumplimiento de lo dispuesto por 
decreto S» 25.885/47 del P. E. Nacional, promueve juicio de 
expropiación por los inmuebles deelaTadoa de utilidad pública, 
por las diapcaieiones de la ley 12.737 que, según plano de la 
Dirección de Catastro, agregado a fY 1, figtlMn coa loa 
números 1 al 12 y del 27 al 82, de la manzana 57, situados en 
Isa callea Martín Cornejo, Almirante Brown y Aniceto Latorre, 
ciudad, con superficie total de 8.504 m»., dirigiendo la acción 
contra D. Santiago Siegelmeyer y contra D. Francisco Lieo, o 
contra quien o quienes resulten ser ai» propietarios y ofre- 
ciendo como precio la suma de • 4.318.— m/n. por el terreno 
y 9 847.71 m/n. por indemnización, lo que hace nn total de 
• 4.965,71 m/n. Finalmente solicita ae tanga por comÚRnada 
la suma ofrecías; ae disponga U inmediato poaeaifin de loa 
inmuebles a fsvor de su mandante; y que, al fallar el juicio 
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se haga lucrar a la acción y que las costas sean declaradas de 
conformidad al art. 18 del Decreto-ley 17.920. 

A fs. 10 via.. se declara la competencia del Juagado; se 
manda suministrar la posesión pedida; y, a mérito de las cons- 
tancia* de la boleta de depósito apresada al Bxp. N> 22.161/4?, 
se tiene por consignada la suma ofrecida como precio de la 
expropiación. 

Que a fa. 14, corre el informe de la Dirección del Registro 
Inmobiliario, en el que consta que el dominio de los inmuebles 
materia de la expropiación fisura inscripto a nombre de Fran- 
cisco Lko y Francisco Urqnisa. A fa. 14 vía., el Sr. Fiscal, 
expresa que dirige la awión contra loa nombrados Lieo y 
Urqnisa, a mérito de las constancias del informe precitado. 

Que & fa. 17 y vía., se señala la Audiencia prevista por el 
arl 6» de la ley N* 189, convocándose a ella a* los demandados 
para que contesten ta demanda y, es su caso, ofrezcan la 
prueba pertinente. A fa. 25 y fs. 26, se presenta el Dr. Angel 
Marta Fígueroa, por los demandados, gres. Francisco Solano 
TJrqaisa y Francisco Lico, conforme a loa poderes agregados 
a fs. 21/22 y fs. 23/24, solicitando prórroga de la audiencia 
pertinente, la que se mita a fs. 39/40 vta., en la que la aetora 
expresa: que ratifica en todas sos partea el escrito de demanda 
de fa 9/10, «n la salvedad de que dirige la acción contra 
T>. Francisco Lieo y contra B. Francisco ürqutea; y, el Dr. 
Figueroa, por los demandados, mediante el escrito de fs. 
21/29, expone: que los terrenos materia de este inicia, corres- 
ponden en condominio por partes iguales s sos mandantes, 
conforme a la escritura que presenta y se agrega a fst. 30/36. 
Que, manifiesta conformidad con la expropiación en si, , pero 
que no acepta el precio ofrecido, por considerarlo sumamente 
bajo, por lo cual reehasa el ofrecimiento hecho en la demanda; 
que observa también que no se haee rafereneia a internes «obre 
la cantidad a pagarse; y, pos; ultimo, objeta «1 ponto relativo 
a costas, en cuanto se pide que sean declaradas o impuestas de 
conformidad al art. 18 del Decreto-ley 1T.920-. 

Dice también que según !a cantidad ofrecida, resulta que 
el metro costaría poco mas de $ 0,53, criando en esa sona el 
valor oscila entre 6 a 8 pesos y que por la superficie del in- 
mueble, su extensión de frente sobre calles y avenidas publi- 
cas, la utilidad edilieia que presentan los terrenos, su proximi- 
dad a la ciudad capital y otros factores, la cantidad ¿nata y 
equitativa qne corresponde al valor del terreno no puede ser 
menor de 51.024 pesos m/n. Que en el expediente no aparece 
el depósito de Ja cantidad fijada a los efeetoa de la expropia- 
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ción, por lo que Ion intereses deben liquidarse en la forma legal 
correspondiente, sobre la cantidad total que en definitiva re- 
tallo abonarse. 

Que < it 1» que atañe « la imposición de costas, y para el 
supnesio de que prosperara la petición del actor, plantea M 
cuestión constitucional pertinente, añadiendo que la facultad 
que el Estado Naeional tiene para expropiar bienes de particu- 
lares nace de la Constitución, la que sólo es posible mediante 
el paeo previo de una justa y total indemnisaeión de los per- 
juwios causados por la eipropaacifrn y que la- indemnización 
ha de ser justa e integral, agregando que eomo las costas en- 
trañan un perjuicio bien directo, la indemnización perdería 
esa- característica de integralidad y justicia» las eoatas se 
eliminaran, y si el propietario que ha sido traído a una acción 
de esta naturaleza, debería dedicar una parte de la indemni- 
saeión que se le acuerda al pago de costas y gastos originados 
por su defensa. Invoca, o su favor el art. IT de la Const. Nac, 
el art. 2511 del Cód. Civil y doctrina y jurisprudencia que 
menciona. 

Expresa, además, que el procedimiento por el cual debe 
tramitan* este juicio de expropiación él el señalado por la ley 
189, reglamentaria del art. IT de la Constitución Nacionnl; 
que la» costfas del juicio, como los bonnrarios de los profesio- 
nales interwimente*, deben ser a cargo de la Xaeaón, de acuerdo 
a lo diapuesto por el art. 18 de la citada ley 189. por lo que 
resalta, a este respecto — dice— , inconstitucional el Decreto-ley 
17.920 en la ya referida parte de so art 18. Manifiesta que si 
el expropiado tuviera que cargar ron las cotia* del juicio de 

y por el art. 16 de la ley 189, no sería suficiente a, cubrir los 
perjuicios que le ocasionaría la privación del dominio,} que se 
habría violado loa arta. 14 y IT de la Const. Nacional; j que 
por lo derais es evidente que las leyes de expropiación solo 
tienen un carácter meramente reglamentario del precepto eons. 
titucional siendo obvio —dice— que ninguna de sus disposi- 
ciones puede alterar o modificar loa propósitos fundamentales 
do la garantía. 

Termina pidiendo que se tenga por contestada la demanda, 
teniéndose preaente el allapamiento a la acción instaurada, con 
la salvedad hecha en cuanto al precio; por planteada la cues- 
tión ronatitucional en el punto relativo a costas; y que, en su 
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peritos, con más la cantidad de $ 647,71 ra/n, en concepto de 
indemniración ofrecido en la demanda ; o sea un total de pea» 
51671,71 m/r. y los intereses desde la fecha de la deaposesión 
y las. costas del juicio. 

Seguidamente ambas partea ofrecen la prueba que baca a 
sus derechos, incluso la pericial proponiendo peritos y puntos 
de la pericia. 

A fe. 44, lo* demandados solicitan la entrega de loa fondos 

consignados que se imputarán, dice, como pago a cuenta del 
precio que en definitiva se fije en la sentencia y ain que- ello 
importe desistimiento de ninguna de las defemas de que ha 
hecho mérito en «1 juicio, a cuyo pedido se hace_ lugar a fa. 
45/46, bajo responsabilidad personal de los peticionante», ex- 
pidiéndose el cheque respectivo a fs. 47 ría. A fs. 52, consta 
que se d¡6 la posesión a la actora de los terrenos expropiados, 
conforme a lo ordenado a fs. 30 vta. 

Que a fs. 53 *tav./54, conforme a lo solicitado por la aero- 
xa, ae deja sin efecto el nombramiento de los peritos designa- 
dos; se ordena requerir at Tribunal de Tasaciones el informe 
previsto por el s rt. 14 de la ley 13564; y se declara transferido 
el dominio del inmueble expropiado a favor del Estado Nacio- 
nal Argentino. 

A fa. 55, los. demandados designan su perito para integrar 
dicho organismo, expidiéndose este último a fs. 56, coyas ac- 
tuaciones por expediente N» 223.546/49 corren por cnerda flo- 
ja agregadas al presente, determinando el valor del inmueble 
en la cantidad de S 16.025,80 m/n., haciendo presente que ha 
tasado el bien fínicamente por su valor objetivo, y a la fecha 
de la toma de posesión por el expropiante. 

A fs. 56 vta-, hace saber a las partes la intervención del 
suscripto, la qne ha quedado consentida, señalándose a ignal 
foja la audiencia prevista por el art. 21 de la ley 33.264, la 
que se real!» a fs. 57 vta., en la que la actor*, presenta el 
escrito agregado a fa. 58 y vta. ; y, los demandados, por vía 
de expropiación vernal, exponen : que atento el dictamen pro- 
ducido por el Tribunal de Tasaciones enel Exp. n» 223.546 
agregado al presente; y la jurisprudencia últimamente sentada 
por la Corte Snprema de Justicia de la Nación (D. J. A., 15/ 
32/49, pág. 2; Idem del 4 del mismo mes y año), aceptan el 
dictamen de dicho organismo. Y. a fa. 59. ce llama autos para 
«entencia, providencia que quedó consentida; y, 
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CoawderMdo: 

i 

Que en so escrito de contestación a la demanda, el expro- 
piado k limiea i. impapTisr la arma ofrecida, en concepto de 
justo precio, por lo que la única cuestión a resolver de aeuerdo 
a loa términos en que lia quedado trabada la fi/wt, es el monto 
de la indemnisación. 

II 

Que circunscripta la materia de este pronunciamiento a 
fijar el valor del inmueble expropiado, debe tenerse en cuenta 
que si bien ha de respetarse en au plenitud el derecho de pro- 
piedad, acordándose al propietario una justa inderomiaeióa, 
que comprenda d precio de la cosa a la. ¿poca del apoda- 
miento y loa perjuicios por él ocasionados, la reparación no 
debe pasar ese límite, porque el Estado obra en bien de La 
eoleetividad, sin mira especulativa algtma. 

Que aunque según el art. 14 de la ley 13.264, la autoridad 
de los jueces sigue siendo de capital importancia en la decisión 
de los juicios de «propiación, y# que el dictamen del Tribuna) 
de Tasaciones no tiene para el mismo carácter obligatorio, es 
indudable, eomo lo ha expresado la Exctna. Corte Snpreoia de 
Justicia de la Nación, en el caso registrad© en el diario "La 
Ley», de fwha 10/11/949, y D. J. A., N» 4068, que cuando 
dicho organismo "se expide por unanimidad, no cabe en prin- 
cipio, fijar judicialmente un precio distinto del de ta tasación 
efectuada por dicho órgano' porque en tal supuesto la inter- 
vención judicial "deja de «r indispensable para resolver la 
inicial discrepancia de las partes con respecto al valor de los 
bienes, cuando los representantes de ellos, en el organismo men- 
cionado, coiicuerdan entre *í y con los demás miembros de él". 

Que en el mb-judice, el dictamen del Tribunal puede con- 
siderar** como producido por unanimidad, no obstante a esto el 
hecho de que el representante de lo* expropiadoa no estuviese 
de acuerdo con el descuento del 3 % efectuado por venta en 
conjunto, desde que la misma parte, con posterioridad a t*>l 
desacuerdo, manifiesta su expresa conformidad con el dictamen 
del Tribunas de Tasaciones (f«. 57 vta.) ni la circunstancia de 
que el vocsl arquitecto Laass haya manifestado disconformidad 
"visto la diferencia que acusa con el correspondiente importe 
i-onaignado al efecto en autos por la Dirección General de In- 
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geni ero* del Ministerio de Ejército, como valor objetivo al coa! 
se remite)", atento qae el muuno no ha fundado su disconfor- 
midad, al ha impugnada seriamente loe antecedentes tenidos 
en cuenta pan efectuar 1* tasación. 

Por ello, por que en el dictamen citado se han corregido 
los coeficientes de f arman de pago (transformando en opera- 
ciones si contado, las que se efecto a ron en mensualidades) 'se 
han tenido en cuenta las eircansianeias de aUeacion, en el caso, 
cercanía a la Av. Islas Malvinas, la que cuenta con pavimento. 

alumbrado eléctrico y servicio de ómnibus; extensión, fecha o> 

la d««nóees¡ón y porque el valor auigiisd» ti m.» «ta en rela- 
ción con el determinado por el Tribunal de Tasaciones, por 

unanimidad, en otros juieioa de la naturaleza del presente, re- 
lacionado» con solare» destinados s la "Plan de Armas''. 

considero que correspondí admitir la valuación efectuada por 
dicho Tribunal, respecto del precio del terreno. 



Que en cuanto a la indemniMciAn por la expropiación, no 
corresponde pronunciamiento alguno, a m-éríto de lo expresad» 
ttor lo* demandados «obre el nartietilat. en el ««rito de res- 
ponde (ta. 29). 

IT 

3) «jee con respecto a las coatw, so excediendo la indera- 
nineión de la sums ofrecida más la mitad de Ib diferencia, 
entre la ofrecida y la reclamada, corresponde declararlas en 

el orden es osado y las comunes por mitades, en virtud de lo 
dispuesto por el art, 18 del decreto N* 17.920/44, y no obstan- 
te la manifestación de la demandada de fs. 57, en la qae presta 
conformidad con la tasseión efectuada por el Tribunal de Ta- 
saciones, desde que habiéndose trabado la litis bajo la vigencia 
del mismo y determinado loa expropiados el monto de la in- 
demnisafrión que pretendían, la posición de las partes ha que- 
dado totalmente definida. 

2) Que en cuanto a la ineoostitucionali'lad planteada, la 
Corte Suprema de Justicia de Is Nación, ha declarado en Fa- 
lioB. i 204, ufo. mi y sgts., que la disposición del art 18 del 
decreto N* 17.920/44, por la cual se modifica el régimen esta- 
blecido por el art. 18 de la ley 189, no es violatoria de los arts. 
14 y 17 de la anterior Constitución Nacional Por ello, me- 
diando idénticas circunstancias y atento que el referido Excmo. 




7M milos es la come türaniA 

Tribunal tiene establecido en Fallo», t. 9, pap. 53; t. 5, pág. 
364 j I. «0, pág. 338 y t 181, pig. 137, que loe ¿necea inferio- 
ra deben, en principio, conformar bus decisiones a la doctrina 
■OltcnUda. por el mismo, corresponde pronunciarse e» idéntico 
sentido. A»I se declara, 



atañe ■ lo» interese», fetos deberán computar»* 
ocia de lo depositado y el importe que en drfi- 

nitiTa »e mande pagar, a partir desde la fecha de la toma de 
posesión (Canf. Cím. Fed. de Apel. de Ttieumán. 4% re Exprop. 
Gob. de la Nación, c./ A. Helguera; Exp K f 17-511/44). 

Por lo expuesto, fallo: 

Haciendo logar a la acción de expropiación, deducida por 
el Fisco Nacional, contra D. Francisco Antonio tico y contra 
D. Francisco Solano Urqaisa, respecto de loa inmncblea de«- 
c ripios en la demanda; y fijando como indernmsación tota! la 
•ama de * 16.673,51 m/n. (comprendiendo í 16,025,80, el va- 
lor objetivo de los inmuebles ; y 8 647,71. la inderaniaación por 
ls expropiación) • con más bus internes al tipo de los qne cobra 
el Banco de la Nación Argentina, y conforme a lo expresado, 
a an wanwto. en el Considerando V. V, habiéndose extraído 
por lo» demandados la suma consignada de $ 4.965,71 m/n-, 
deposítese por el expropiante el saldo de 6 11.707.S0 m/n., 
dentro del término dé 10 dfas de consentida o ejecutoriada la 
preeente, en el Banco de la Nación Argentina, a- la orden de 
rale Jugado y como perteneciente a este- juieic-. 

La* cosía» por su orden y las comunes por mitades, en 
ratón de lo apuesto en el Conaidersndo IV. — Héctor M. 
8 aropw Ba vio. 



SSXTKKCIA DE LA CAVABA FEOERAt, 

Tucnmán, ocluiré 6, Año del Libertador Oral. S. Martín, 1950. 

Y vistos: Por sus fundamentos ae confirma, con las costas 
de esta instancia a cargo del vencido, la sentencia dictada por 
el Sr. Jues Federal de Salta de f s. 60 a 65 vta. de los autos 
caratulados "Fisco Nacional contra Santiago Siegelmeyer y 
otros, sobre expropiación", en lo que ha sido materia del re- 
curso de apelación deducido por el Sr. Procurador Fiscal a 
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fs. 66, esto M on cuanto hace, lugar a la acción de expropiación 
deducida por el Fjsco Nacional contra D. Francisco Antonio 
pico y contra I). Francisco Solano Urquisa, respecto de loa 
inmueble» descriptos en la demanda y fijar como indemn¡sa- 
¥ M . ma de * 16673 '51 m/n. Emprendiendo peao* 
16.025.80 el valor objetivo en loe ¡amuebles y $ 647,71 la in- 
demnuación por la expropiación) ; con mas bub intereses al 
tipo de los que cobra el Banco de la Jiaeifin Argentina y con- 
forme a lo expresado a su respecto en el considerando V: y 
h&btéihlosf extraído por los demandados la suma consignada 
¡KfiSSL 71 m/ ' n -' d * berá depositar «1 expropiante el saldo de 
$ 11.707,80 de igual moneda, dentro del término de 10 días de 
consentida o ejecutoriad* la sentencia, en el Banco de la Na- 
ción Argentina, a la orden del Juzgado y como perteneciente 
a este juicio, con las costas por m orden y las cominea por 
mitades, en ratón de lo expuesto en el considerando IV. — 
Norberto Antón i — Dominga B, Aramayo — Ernesto C. G*. 
Uérrci, 



FALLO DE LA CORTE SÜPRElfA 

Buenos Aires, 30 de mayo de 1951. 

Vistos loa autos "Fisco Nacional $/ Siegelmeyer, 
Santiago y tico, Francisco s./ expropiación", en loa 
que a fs. 73 se ha concedido el recurso ordinario de 
apelación. 

Consi dorando: 

Que el precio de # 16.025,80 m/n., que el Tribunal 
de Tasaciones asigna a la superficie de 8.504 metros 
cuadrados de terreno situado en la ciudad y provincia 
de Salta y sujeta a expropiación según lo acreditan 
estas actuaciones, aparece ampliamente fundado en las 
constancias del estudio realizado por ese organismo y 
que pone tic manifiesto la sentencia de primera instan- 
cia de fs. GO, confirmada por la de fs. 70. 
• Que no ta han formulado reparos concretos a las 
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referidas eonclusioaea, y lo expuesto en la vista fiscal 
de fn. 58, reproducid© «o el escrito que por vía de in- 
forme in voce obra agregado a estas actuaciones, no 
ilustra en modo alguno acerca de la procedencia de la 
pretensión allí crpreeada y reiterada a fs. 75. 

Por ello ae confirma la sentencia de fs. 70. 

* 

Luía R. Lohghi — Toacas D. 
Casares — FeUPb SaJTTUOO 

PéUS — A,Ttt.H> PrauoKe. 



NACION ARGENTINA v. AGUSTIN PEREZ 
RECURSO ÓRDISAMO VE APELACION: Tirata tutanda. Gt- 

Si el Procurador Fiscal se limitó, ante la Cimera qoe 
pronunc 16 la sentencia apelada, * reproducir la vista que 
produjera previamente al fallo de primera instancia, vale 
decir, omitió establecer en qué puntos la decisión recurri- 
da le causaba agrá™ irreparable, corresponde concluir 
que la apelación ante la Corte Suprema quedó planteada, 
ttsabiérj, conforme a loa términos del aludido dictamen 
sin haberse señalado los extreme* mencionado*. 

EXPROPIACION: Indtmnüacián. Determimarióm del valar real. 

Si el valor atribuido por el Tribunal de Tasaciones de la 
ley 13564, al lote expropiado, remita fundado y eqnitati- 
to —toda vea qne el terreno ha sido valuado teniendo en 
cuenta las mentas de análogas fracciones dentro de la tona 
expropiada — debiendo decirse lo mismo de la estimación 
reaJixada con respecto a la superficie cubierta y a lea 
pUnUcioae» Miattntes, r»o cabe, en principio, fijar judi- 
cialmente un precio distinto del de la tasación efectuada 

por dicho orgatusmo. 
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SüNTfcí cía dél JüU FEdHeaIi 

Salta, 4 de agosto de! Afio M Libertador General San Martin, ? 
19S0. 

Y vistos: 

Loe presentes autos «obra expropiación, seguidos por el 
Fiaco Nacuma! contra Cora B. de Peres y Aguatin Vint, txp 
acumulada dos. 2234/48 y 23659/49, de loa que, 

BeaulU: 

Qm\ mediante loe escritos de fs. 9/10 (Bzp. n* 82341/18} 
y fs. 1 y vta. ( Exp. n« 23.659/49), se presenta el Sr. P. Fiscal, 
por la Nación, y expon*: que en cumplimiento -de k> dispuesto 
por decreto n» 25.885/47 del P. K. Nacional, promueve juicio 
d* expropiación por el inmueble declarado de utilidad pública, 
por laa disposiciones de la ley 12.737 que, según plano da la 
Dirección de Catastro agregado a ta. 1 del exp. 22341/48, fi- 
gura con el N* 3 de la mauian* 15, situado en la calle Aniceto 
La torre entre laa de Oral. Bolívar y Alvear, ciudad, con super- 
ficie total de 318,25 m.». dirigiendo la acción respecto del te- 
rreno contra Da. Cora B. de Pérez, y en lo qne atañe a laa 
mejoras «íateiites en el mismo contra D. Agustín Peres j o 
— en ambos canoa — contra quien o quienes resalten ser ana 
legítimos propietarios; y ofreciendo como precio del terreno 
$ 585,58 y $ 87,84 por indemnisación ; y $ 2.035 — por la» 
mejoras y $ 305,25 por indemnización, solicitando se tengan 
por consignada* lss sumajf ofrecidas; ae diaponga la inmediata 
posesión del inmueble a favor de an mandante y que al fallar 
«o haga lagar a laa acciones que deduce y qne las costas sean 
declaradas con arreglo a los arta. 18 del decreto-ley 17.920 y 
28 de la ley 13.264, respeetivíment*. 

A ta. 10 y vta. (Exp. 22341/48), se declara la competen- 
cia del Jurgado, se manda ministrar la posesión pedida y, a 
mérito de las constancias de la boleta de deposito agregada 
exp. 221 >l/47, se tiene por consignada la suma total ofrecida, 
respecto del terreno y de su indemni ración. Igual providencia 
del Juzgado recae, sobre esto ultimo, a f». 2 del exp. 23659/49. 
en. lo que atañe & las mejoras y su indemniiaeión. A fs. 12 
(Exp. 22841/48), corre el informe del Regiatro Inmobiliario, 
en el cual consta que el dominio del inmueble figura a nombre 
de Cora Balduni de Peres, sin modificación ni gravámenes; 
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y a t*. 19 del mimo exp, consta que «e ha dado al E lado la 
posesión ordenada. 

Que a rt, 25/6 (Exp. H2MI/4S), se presenta el Dr. Anpel 
Mari» Figuerea, por D. Alberto Agustín Pérez, por rí y por 
lo* derechos de su* hijo* menores llamad» Medardo Reinerio, 
Sergio Alberto y Agustín Germán, como herederos de la Sra. 
Cora Balduni de Pérez, esposa y madre, respectivamente, de 
las personas nombradas. Dice -que su mandante es propietario, 
con tw hijo», del lote 3 de la manían* 15 aitnado en le calle 
Oral. Bolívar entre Manuel Anzoátegui y José Félix TTriburu. 
ciudad; qae correspondió a la Sra. Baldtuzi de Pérea. cvtya 
sucesión tramita ante el Juzgado de I» Instancia. 3» nomina- 
ción en lo Civil de la Provincia; y que el título respectivo 
corre agregado en exp. 23659/49, sobre expropiación por me- 
joras seguido ante el mismo Juzgado. Termina pidiendo se le 
corra traslado de la arcifin de expropiación deducida por el 
tercero referido; y a fs. 28 el Sr. P. Fiscal pide se corra el 
traslado pertinente y que se proceda a la acumulación de los 
«utos, relacionados, ordenándose por el juzgado tales medidas 
en providencia de fs 28 y vtau 

Corridos los pertinentes traslados, estos son evacuados a fs. 
29/30 (Exp. 22341) y a fs. 20/21 vta. (Exp. 23539). por el 
Dr. Angfl Marfa Fifriieroa, en representación de los deman- 
dado», conforme al poder SBregado. manif estando : Que el in- 
mueble materia de este juicio, figura con el n» 3 de la manza- 
na 1S, situado en la calle Aniceto Latorre entre las de Oral. 
Bolívar y Alvear, y qoe pertenece a su mandante y a na hijos 
menores, como herederos de la Sra. Cora Balduzzi d* Pérez 
(testimonio de fs. 22/23 del «p. 23659), acompañando el tí- 
tulo que acredita el dominio a favor de la nombrada, «jrrefrsdo 
n fs. 5/19 (Exp. 23659) ; que en el lote aludido se levantan 
dos piezas de material cocido, galería, cocina y -'«pendencias 
internas; qne toda la edificación es de primera clase y de tipo 
moderno ; que "e allana * la expropiación pero qne impujrna 
el precio ofrecido por irrisorio y por estar muy lejos de ser 
justa y equitativo, romo corresponde a la indemnización y que 
así debe ser integral. Finalmente solicita se tengan por con- 
testa daa laa demandas y que oportunamente se condene a Ib 
adora a pagar como precio de indemnización, una cantidad 
total no inferior a * 2.100.— y de * 10.000.— por la* mejoras 



- último, solicita qne tanto los fondos consignados por el 



Bes, sean transferidos a la orden del Juez de la sucesión de 
Da. Cora Balduaá de¡ Péres. 
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A fs. 32 y vta. y fs. 30 vta. (Exp. 22341) y fs. 2S vta./26 
(Exp. 23659), «informe a lo solicitado por el Sr. P. Fiscal, se 
declara transferido el dominio del terreno y sos mejora» a fa- 
vor del Estado Nacional Argentino; s« manda transferir los 
fondos consignados a la orden del Jues de la sue*sión de la 
Sra. Balduazi <1e Pérez, lo que consta haberse hecho a fs. 35 ; 
y se manda requerir al Tribunal de Tasaciones, el informe 
previsto por el art. 14 de la ley 13.264, teniéndose como repre- 
sentante de la expropiada, al propuesto por la misma a fe. 36, 
expidiéndose el organismo citado a fs. 30 del exp. 23659, cu- 
yas actuaciones por exp. 220,605/50, corren agreg-adas ñor 
cuerda floja al presente, determinando el valor total del terre- 
no, inclusive mejoras, en la cantidad de m$n. 7.9/71.22. hnci&i* 
doae presente que ae ha tasado el bien por su valor objetivo 
únicamente, y a ta fecha de la toma de posesión por el Estado. 

A fs. 33 y vta- (Exp, 23659) se realira la audiencia pre- 
vista por el art. 21 de la ley 13.264, en la qoe ambas partea 
por vía. de exposición verbal y alegando sobre el mérito de 1» 
prueba, presentan sus respectivos escritos que se agregan a ta. 
31 y fe. 32/33. Por el mismo acto ambas partea, de común 
acuerdo, expresan que el terreno expropiado en donde están 
asentadas las mejoras, se encuentra ubicado en esta ciudad, en 
la calle Aniceto Latorre entre la? de Gral. Bolívar y Alvear. 
Seguidamente se llamó autos para sentencia, providencia que 
ha quedado consentida a igual que ta intervención del suscrip- 
to. A partir de fs. 28 vta. del exp. 22.341 y de fe. 26 del exp. 
23.659/49, tomó mttrveDctón el Sr. Defensor Oficial y. 

Considerando t 

T. Que en bus escritos de contestación a la demanda, el 
expropiado se limita a impugnar las sumas ofrecidas, en con- 
cepto de justo precio, por lo qne la única cuestión a resolver 
de acuerdo a los término* en que ha quedado trabada la lite, 

es el monto de la indemnización. 

n. 

1) Que, circunscripta la materia de este pronunciamiento 
a fijar el valor del inmueble expropiado, debe tenerse en cuen- 
ta que, si bien na de respetarse en su plenitud el derecho de 
propiedad, acordándose al propietario una insta indemniza- 
ción, que comprenda el pweio de la -cesa a la época del ai>ode- 
ramiento y loa perjuicios por él ocasionados, la reparación no 
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debe pasar ese limite, porque el Estado obra en bien de la 
colectividad, ñn mira especulativa alguna. 

2) Que la autoridad de los jueces, sigue siendo de capital 
importancia en la decisión de loa juicios de expropiación, ya 
que el dictamen del Tribunal de Tasaciones, no tiene para el 
mismo earacter obligatorio, tino cuando dicho Tribunal con la 
intervención y conformidad de los representantes de expro- 
piante y expropiado se expide por -unanimidad (C. S. Nacio- 
nal, diario La De* fecha 10/11/49, y D. J. A., número 40C6). 

3) Que en manto al terreno y a las mejoras, el expro- 
piado ha manifestado bu conformidad con el valor asignado 
por la mayoría del Tri banal de Tasaciones 

Qoe no ocurre lo mismo con respecto al vocal arquitecto 
Federico Laass, representante de la Dirección Gral. de Inge- 
nieras del Ministerio de Ejército, quien no está a aenerdo con 
el procedimiento seguido para tasar la tierra, porque se han 
tomado en cuenta venta» efectuada» dentro de la zona expro- 
piada. Al respecto estimo que el criterio setruido por el Tribu- 
nal es el Bita acertado, pues nada más tónico que tener en 
cuenta las ventas realizadas en terrenos contiguos al expropia- 
do. mUime coando la expropiación del Inmueble con fines a 
la "Plaxa de Armas", de la qoe el presente forma parte, com- 
prende varías manzanas. El criterio contrario llevaría a tomar 
«orno antecedentes, predios alejados de la zona y de la Avda. 
Islas Malvinas, que constituye la principal arteria de la misma. 
Como dice la Sala IV en sn informe de fs. 12 del exp, admi- 
nistrativo, las ventas aportadas por el vocal antes citado, de- 
ben descartarte, una por encontrarse muy dutante del lote 
motivo de esta acción y otras por considerarse anormales, te- 
niéndon* referencias que con 'respecto a la S4, hubo aporte de 
capital. En efecto, el valor por m*. no e» razonable y no 
guarda relación alguna con otras ventas realizadas en Mes 
cercanos. Por lo expuesto, considero justa la valuación practi- 
cada por ta mayoría del Tribunal, que además, a tos valores 
unitarios ha corregido por eoefW entra de forma de pago 
(transformando en operaciones al contado las que se efectua- 
ren en mensualidades), y de ubicación, en mérito a las ¿prefi- 
nías de la Avda. Islas Malvinas, principal arteria de esa zona, 
que cuenta con alumbrado eléctrico, pavimento y servicio re- 
gular de transporto con el centro de la eiudad. actual izándolos 
a la fecha de la desposesión (22/9/1M8). 

Que en cuanto a lai mejoras, ai bien se expresa a fa 17 
del exp. del Tribunal de Tasaciones que la votación en ruar' 
al valor del m* estuve, dividida, inclinándose la mayoría . 
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el de ♦ IZO» en la parte final se expresa que #1 Tribunal por 
mayoría resuelvo tasar el inmueble expropiado, mctutive me- 
joras en la suma de $ 7.971,22 m/n., con la única disconfor- 
midad del vocal Federico Laass, quien, na etté de acuerdo con 
el procedimiento teauiio pata tasar la ¡ierro,, vale decir que 
tanto el vocal antes citado, como los demás que votaron en el 
seno del orywnwrao antes referido por otro precio, acataron 
la resolución de la mayoría, aceptando, en definitiva, el valor 




do a las mejoras; por ello, al suseripto le corresponde aeep- 
el precio establecido en Ul concepto, tanto más cnanto a 



material empleado en la eonstrueeión (v. fs. 6 del exp. admi- 
nistrativo). 



1) Qae en cnanto i las eostas, excediendo la indemniza- 
ción, de la suma ofrecida mis la mitad de la diferencia entre 
la ofrecida y la reclamada, corresponde declararlas a cargo del 
actor, en virtnd de lo dispuesto por el art. 28 de la. ley 13.264. 

2) En lo que atañe * loa intereses, estos deberán compu- 
tarse sobre la diferencia de lo depositado y el importe que en 
definitiva se mande pagar, a partir desde la fecha de la toma 
de posesión (Cont; Cám. Fed. de Apel, de Tucuman, tn re, 
•'Ezprop. Gob. de la Nación c./ A- Helguera". Bxp. 17.511/44). 

Por lo expuesto, fallo : 



Haciendo locar a la acción de expropiación deducida por 
el Fisco Nacional, eontra los herederos de Da. Cora Baíduzii 
de Peres, llamados Pedro Agustín Pérez, Medardo Reinerk», 
Serpc- Alberto y Agustín Germán Pérw, respecto del inmue- 
ble descripto en ta demanda, y ana mejoras, situado en la ciu- 
dad, callo Aniceto Latorre, entre las de Oral Bolívar y Alvear, 
con superficies de 318,25 m.», cuyos limites y demás referen- 
cias constan en el respectivo titulo inscripto a folio 326, asien- 
to n* 354 del Libro 7» de Títaloa del Departamento Capital de 
eata Provincia, siendo su nomenclatura la aiguiente: Manzana 
15, parcela 19, Iota n» 3, catastro S956; y fijando como indenv 





IV 



714 



rALLOd DE L> CORTE SUPREMA 



niaación total Ii wma de t 8.364,31 m/n. (comprendiendo 
$ 7.971,22 el valor objetivo del terreno y iua mejoras, y pesos 
393,09 la ind^mniiaeion por expropiación), pon más sus inte- 
rnes al tipo de los que cobra el Banco de la Nación Argentina, 
y conforme a lo expresado a su respecto, en el apartado 2) del 
considerando IV. Y, habiéndose transferido (fe. 35 Kxp. 
22.341/48), la suma de * 3.013.67 m/n.. deposítese jwr el ex- 
propiante el saldo de * 5,350-64 m/n,, ¿entro del término de 
10 días de consentida o ejecutoriada la presente, en el Banco 
d« la Nación Argentina a la orden de este Juzgado y como 
perteneciente a este juicio. 

Con cOHts-s. en ratón de lo expuesto en el apartado 1) del 
considerando IV). — Héctor M. Sarama Bavio. 



Sentencia de la Cámara Federal 
Tucumán r octnbre 9, Año del Libertador General San Martín, 

V vistos: Por sus fundamentos se confirma, con las costas 
de esta instancia a cargo del vencido, la sentencia dictada por 
el Sr. Jner Federal de Salta de fs. 34 a 38 vta. ele loa autos 
caratulados " Fisco Nacional e./ Cora B. de Pérez y otros s./ 
expropiación", en la parte que ba sido materia del recurso de 
apelación deducido por él Sr. Procurador Fiscal reemplazante 
a fs. 39. cato es, en cuanto bace lugar a la acción de expropia- 
ción deducida por el Fisco Nacional, contra loa herederos de 
13a, Cora Balduszi de Peres, llamados Pedro Agostía Peres, 
Medardo Reinerio, Sergio Alberto y Agustín Germán Pérea, 
respecto del inmueble descripto en la demanda, y sus mejora*, 

situado eu esta ciudad, calle Aniceto La torre, entre las de Oral. 
Bolívar y Alvear. con superficie de 318,25 ra.* cayos límites 
y demás referencias constan en el respectivo titulo inscripto a 
folio 326, asiento n B 864 del Libro Vil de Títulos del Depar- 
tamento Capital de la Provincia de Salta, eiendo su nomencla- 
tura la siguiente: mansana 15, paréela 19, lote n» 3, catastro 
3956; y fijar como indemniracíón total la suma de $ 8.364,31 
na/o, (comprendiendo • 7.971,22 el valor objetivo del terreno 
y rub mejoras y $ 393.09 la indemnización por la expropia- 
ción), con mas sus intereses al tipo de los que cobrs el Banco 
de la Naeión Argentina y eonforme a lo expresado a su rea- 
el apartado 2 del considerando IV ; y habiéndose 
(fs. 35. eip. 22.341/48) . la sumn de * 3.013.67 m/n., 
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deberá depositar «1 expropiante el saldo de i 5.330,64 de igual 
moneda, dentro del término de diez día* de consentida o eje- 
cutoriada la sentencia, en e! Banco de la Nación Argentina a 
la orden del Juagado y como- pertenencia de este juicio ; con 
costas, en ratón de lo expuesto en el apartado 1 del conñde< 
rando IV. — Norlerlo Antoni — Domingo R. Aramayo — 
Román A. Area. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, 30 de mayo de 1951. 

Vistos Jos autos: "Fisco Nacional c/ Agustín Pe- 
leas b./ expropiación", en los que a fs. 49 ge ha conce- 
dido ol recurso ordinario de apelación. 

Considerando; 

Que ante la Cámara Nacional de Apelaciones de 
Tucumán que pronunció la sentencia apelada de fs. 45, 
ol Sr. Procurador Fiscal se limitó (ver informe agre- 
gado al expediente F. 242 acumulado) a reproducir la 
vista que produjera a fa. 31 del principal previa al fallo 
de primera instancia de fs. 34* a 38, vale decir omitid 
establecer en ojié pnhtos ]a decisión recorrida le can- 
saba agravio irreparable, de manera que la apelación 

ante esta Corte Suprema quedó planteada también con- 
forme a loa términos del dictamen de fa. 53 sin haberse 
Reñalado los extremos aludidos. 

Que el valor atribuido por el Tribunal de Tasacio- 
nes al lote de 318,25 metros cuadrados ubicado en la 
Ciudad y Provincia de Salta a que se refieren estaa ac- 
tuaciones, resulta fundado y equitativo toda vex que 
el terreno ha sido valuado en $ 1.451,22, teniendo en 
cuenta las ventas do análogas fracciones dentro de la 
zona expropiada y los 54 metros cuadrados de snperfi- 
cie cubierta en $ 120 el metro cuadrado, justiprecio éste 
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adoptado por unanimidad como lo es también el de * 40 
por las plantaciones existentes, arrojando en definitiva 
la suma de * 7.971,22 el precio total de la indemnización 
debida. 

Pop ostos fundamentos, se confirma la sentencia de 
fs. 45 en la parto que ha aido objeto del recarao conce- 
dido a fs. 49 o sea en cuanto fija en siete mil novecien- 
tos setenta y un pesos con veintidós centavos el valor 
objetivo del* terreno expropiado y sus mejoras, con los 
intereses establecidos en el mismo fallo. 

Lúes B. Lonohi — Toacis D. 
Casares — Felipe Santiago 

PÉRE. — ATILIO PeSSAONO. 



NACION ARGENTINA v. FRANCISCO BADINO 
-SUCESION— 

SZfiROPIACWÍf: ImkmmUacián. Dtícrminoctin ís#* M$ 

8i la Corte Suprema considera equitativo, ajustado a tos 
elemento* de juicio que constan en autos y conforme coa 
il eriterio adoptado en la sentencia dictada , por el Tribu- 
nal en 3a misma fecha, en otra causa —relativa a la ex- 
propiación de una tierra contigua al extremo de la de los 
demandados— el precio unitario que «e fija en el fallo 
apelado ; aunque la Camar* se refiere * una fecha de des- 
potetion anterior a la efectivamente producida, la magni- 
tud de ta diferencia de extensión que hay entre lo expro- 
piado en el otro juicio mencionado y lo que ae expropia 
en éste t impone un* reducción por superficie en el precio 
unitario de aqnel juicio que justifica el mantenimiento 
del fijado en la sentencia recurrida, que ha considerado 
debidamente la aludida influencia de 1» ■uperficie, te- 
niendo en euenta la de la totalidad del inmtieble y no la 
de las parte* alícuota» de loa eond&mmoa, puesto que no 
existe subdivisión y se trasmite *n un solo acto la integri- 
dad del bloque. Por lo que hace a la. mejor», corresponde 
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adoptar Ja «tancién hecha por el Tribunal de Tasaciones 
de la ley 13.2&4, si —habida cuenta de toda. las valora- 
ciones de ellas efectuadas en autos— la Córte Suprema no 



hulla motivo para apartarse de dicho justiprecio por el 

que se han decidido las sentencias de las dos instancias 
anteriores. 

EXPROPIACION: Indemnización. Olm daño». 

Con arreglo a lo dispuesto en el art. 11 de la ley 13.264. 
no corresponde hacer lugar al pedido formulado por la 
expropiada en el sentido de que se considere perjuicio 
resultante de la expropiación, y se le indemnice, el suple- 
mento del 3 % -a que alude el perito de dicha parte— 
«concepto de pago de posibles gastos de cofnisiónVescri- 

EKi'ROPi AGIOS- ImUmniuicidm. O iros ¿«¡fc,. 

Bn el juicio sobre eipropiaeión de una fraccián de tierra, 
no corresponde hacer lugar al pedido formulado por la 
expropiada en el sentido de qne ae le reintegre el importe 
abonado a la Prov. de Buenos Airea, en concepto de cou- 
tribución de mejoras por el pavimento del camino de 
Morón a Lujan. Ello, por tratarse de una tasa impuesta 
por la construcción de una obra de interés general, que 

pfada 1 * t0da 111 WJM » * *° r ™ dp - h " en * «PK»- 

HOXORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES. 

Para regular las costas devengadas en las cansas sobre 
expropiación:, debe considerarse como monto del inicio a 
b ^diferencia entre la oferta fiscal y la suma que se manda 

Sentencia dpl Juez Federal 

La Plata, noviembre- 17 de 1949. 

T vistos : 

Este expedienta numero U344/946, seguido por el Fisco 
Nacional contra la sucesión de D. Francisco Badino por ex- 
propiación, de euyo examen y circunstancias, 
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Resulta: 

ffi Que a fs. 2, el 8r. Procurador Fiscal, en representa- 
ción ilc! Liado, autorizado por decreto »• 360/45 »M 
de enero, promueve demanda contra la nicvaión de ü. fran- 
cisco Badino por expropiación de la fracción de tierra de su 
propiedad aitácn «1 P«rt¡do de Morón, de un* «iperfwie de 
110 há 70 á. 79,11 m * con destino a lo ampliación del Aer*- 
«^Presidente Rivadavia. Como Importe por la venta 
forro» « consigna la «urna d e * 809.785,18 m/n. descompuesta 
£ ta «iguientes guarismos : * 774.55657 »/n. como valor del 
terreno y * 34.829,81 m/n. por la» rafcpraa. 

2») Que a fs. 81/92 *ta., el Dr.^uan. B. Cermeson., en 
«a carácter de apoderado general de Da. Mana I*Jf»J*j£ 
Badino. Da. María Eatber Badino de Cerroesom y Da. Leopol- 
dina Badíno de Prande, y como administrador de H supeuon 
de 1>- Franciseo Badino, contesta la demanda manifestando su 
disconformidad respecto al precio consignado. Expresa que- W 
.Arricie Memnlfrfa « -de 112 há.. " a., » o», y «ataja 
" valor, incluyendo laa mejoras forestales, en $ 3 m/n. «1 m *; 
SU te mejoría reatantes en * 110825 m/n y «MM»*» 
íStitucionalidad de lo. arta. 6- y 18 del decreto 
En definitivt «licita « condene alFaco al pago del «porte 
total de expropiación * a.432.062.33 ^«^ilSíSC 
d«de la fecha de la toma de poaeaion -28 de mayo de 1946- 
7 costa.. 

y considerando: 

Primero. Que la fracción que »e expropia se encuentra 
situada en el partido de Morón, a 1.300 mis. aprox.madamer.te 
m línea recta .1 *ud de la Kstación ^"'^pTu^n 
to por U «lie afirmada Máximo Pas a la Avda. Ptt - W*¿ 
también pavimentada. Bu mperficie conforme a títuloa es de 
112 há 17 ás. 19 ca., v de acuerdo a las mediciones eiectua- 
daíde HO há. 70 fe, 79,1123 m". Observada la topografía l y 
aJtimetría del terreno, *e advierte que la glgd^ 

ral del *i*mo <* uniforme en toda * ****** gHSSf 
r altimetrfa alta. La calidad de la t.erra puede con* - 
ScSm en general buena y fértil, adecuada para h 

plantaciones, forestales, etc.; en cuanto .1 agua, «a apta 

Q«e precisada, 1. ubicación y «¿et^e» 
del inmueble expropiado, corresponde f.jarj » ¿J™ J^.™*. 
rencia a la treta en q«* el actor tomó patento «^ataaw. 
mayo 28 de 1946. La sucesión demandada en au alegato na 
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cuestionado el ponto, argumentando que la posesión fué recién 
tomada el 2 de septiembre de 1946, conforme a las constancias, 
del acta, de fs. 7. La impugnación debe aer rechaxada. Aparte 
de que la sucesión admitió «n forma expresa al contestar la, 
acción U realidad de U primera fecha —véase punto 5» del 
petitorio de sn escrito de fs. 81/92 vta— urg» recordar que el 
acta que la documentó — testimoniada a. fí. 366— reviste la. 
calidad de instrumento público, y en consecuencia- sus constan- 
cias hacen plena fe (art 993, Cód. Civil). La circunstancia de 
que el actor haya abonado arrendamiento a la sucesión Badino» 
después de U primera techa — fa. 307— no es suficiente para 
afectar su eficacia, ni menos aún lo informado por loa Inge- 
nieros Martini y Oiraldes, desde que la funeión específica de 
loa peritos no era por cierto ésa. 

Dilucidado este primer punto, se plantea como segunde» 
problema, el de la tasación de la tierra. El perito del actor f 
Ing. Agrónomo Carlos Emilio Alcorta, se expide a fs. 142/149 
vta., y valúa el m* en * 3,08 m/n. Para llegar a ello, tiene en 
cuenta operaciones efectuadas durante los se» años anteriores 
a la expropiación, afectando las ventas eon loa factores de pago 
y de superficie; luego snbdivide el predio hipotéticamente en 
cuatro sonaa — N.E., N.O., O. y 8. — para las euale* ubiiené 
los valores, respectivamente, de $ 1,50, $ 2,87, * 0,95 y $ 0,38 
ra/n. El precio final que consigue es el resultado de promediar 
estos cuatro- precios. 

El Ing. Enrique I. Martini, perito de la sucesión deman- 
dada, ec pronuncia a fs. 268/301 vta, asignando a la tierra "1 
precio de fi 3,46 el m.'i logra ese diarismo medíanle la apli- 
cación del método directo, considerando 54 ventas, actualiza- 
das y corregidas con los factores de_superfieie y ubicación. 

El perito tercero, Ing. Civil Ricardo (iirnldez, concreta su 
opinión en su dictamen de fa. 151/170 y estima el valor del m. 3 
de tierra en $ 2,10 m/n. previo estadio de la ley de valoriza- 
ción de la zona. 

El Tribunal de Tasaciones fija en realidad el ra s . en 
t t,56 m/n. (ríanse f». 24, 37 y 38, actuaciones respectivas). 
Establece el mismo por aplicación del método directo, después 
de recopilar todas las ventas dé la zona inscriptan en la Direc- 
ción de Catastro de esta Provincia, y también las aportadas 
por los peritos aetoanten, afretando loa precios por coeficiente» 
compensatorios de las diferencias de superficie de los inmue- 
bles considerados, y de actualización de las ventas a la fecha 
de la toma de posesión del inmueble de autos. 

Tercero. Que. en síntesis, pues, hay 4 precios: el del 
Ing. Alcorta, i 1.0* ,1 n* f el del Tng. Martini, * 3.46 ra/n vi 
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el del Ing. Giralda, $ 2,10 m/n , y el del Tribunal de Taaacfo- 
nea, 4 M* m/n.; discrepancias que tienen sus puntos máximos 
y mínimas, en las estimaciones de los peritos d* cada parte y 
que ■* explican no rólo por las diferencias de criterio para la 
. selección de las rentas consideradas, sino también por )a falta 

de uniformidad respecto a loa coeficiente* utilizados por los 
técnicos para practicar sobre dichas ventas los ajustes del caso. 
Ijoi coeficientes utilizados por el perito del aetor y por el 
Tribunal de Tasaciones te resienten por su .excesiva severidad, 
y aparte de ello el precio que obtienen traduce el valor de 
sona, pero no, tn concreto, el del inmueble, que es 1» que se 
busca. En cnanto al del íng. Mar*ini puede formulársele la 
tacha contraria: coeficiente demasiado benévolo, y ademas 
consideración de transacciones que por sus características, no 
debieron ser tomadas en cuenta por el perito. El .lurjrado en- 
tiende, en cambio, que no es susceptible de reparos en este 
aspecto la pericia del Inp. Oiraldez, atento el material informa, 
tivo contemplado, técnica empleada y atinadas observaciones 
que formula ¡tara «atener su precio de $ 2.10 m/n. el La 
justicia de esle valor ne encuentra abonada por un antecedente 
que no lia sido tenido en cuenta, ni ha podido serlo, por el 
perito. Se trata del precio fijado por el Jusgado en la expro- 
piación seguida por «1 Fisco con el mismo objeto que la presente 
•■ontra fa) Hra. Teres» María Loza de Lippold — Exp. N f 
13.9ÍÍ5/4B de la Secretaría actuarla— de «na superficie de 
23 Ha,, 62 a.. 01 ca., que Imcr esquina con la de autos, tasada 
a razón de $ 2 m/n. el m 3 . y cuya posesión fué tomada también 
rl 28 de mayo de 1946. Ese precio fui confirmado por la 
Exorna. Cámara Federal de esta Ciudad, el 5 de agosto de 
1049 (víase informe del actuario que corro agregado a IV 345). 
13s verdad que entre la propiedad de la fira. de Lippold y la 
de autos existe una diferencia de superficie; sin embargo, ésta* 
no ea tan grande como prima facit pareciera. Debe recordarse 
que los demandados plantearon ante el Tribunal de Tasaciones 
la cuestión ile que correspondía efectuar la tasación teniendo 
en cuenta no la superficie total del inmueble, sino la que a 
cada heredera y a la cónyuge supérstite les había correspon- 
dido a raíx del fallecimiento del Sr. Badino. El Tribunal 
aceptó la observación y practicó la tasación como si lo expro- 
piado fueran dos lotes de 27 Ha. 67 as. 69 es. 7.781 em*. y 
uno de 55 Ha. 35 as. 39 es. 5.561 em 3 . (véanse fe. 24. actua- 
ciones atEregailaa por cuerda floja al principal). Atenuadas 
asi las diferencias de superficie, bastante coincidente la de los 
dos Mes menores con la propiedad de la Sra. de Lippold, tal 
diferencia no sólo se encuentra compensada sino también au- 
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% por la mejor ubicación del inmueble de la sucesión 
o, según gráficamente ae advierte en plano de ís. 28 de 
las actuaciones del Tribuna!. En aíntesis, el Juagado admite 
como precio del m*. de la tierra expropiada, el de $ 2,10 m/n. 

Este precio debe ser referido a la superficie de 112 Ha. 
17 a. 19 ca. cuyo dominio ba justificado la sucesión demandada 
con loa títulos «arfientea de fs. 24 a 51 ; de Sita, 1 Ha. 46 as. 
39 «a., esta ocupada por calles, y de ahf que el actor limite la 
expropiación a la fracción de 110 Ha. 70 as. 79,11 m», descon- 
tadas, pues, las calles. Sm embargo, debe abonar la totalidad 
del inmueble, desde que no consta en autos en legal forma 
que la aucesi'n Badino haya visto limitado au dominio. El 
sólo hecho de que el püNi-co pasara por el terreno resulta 
insuficiente para juslifinir el (rrcciinmiento de La propiedad; 
y no puede ser opuesto a las probanzas emergentes de instru- 
mentos públwnfi, como son los títulos. En definitiva, el valor 
de los 1.121.719 m a .. s * 2.10 m/n. el m», asciende a 
9 2.355.609.90 m/n. ■ 

Cuarto. Que las mejoras justificadas en autos pueden ser 
divididas en dos grandes rubros: a) Construcciones y varios; 
y b) mejoras forestales, conforme a la discriminación que 
formula el Tribunal de Tasaciones. 

B) GtHUtrwtfona y vario* : J^as mismas consisten: l») 
Cuerpo principal de edificio de manipostería 237 m». de super- 
ficie cubierta, que forma la ca*a*habitaei6n, compuesta de 
comedor, sala, cuatro dormitorios, gran cocina, coarte- de baño, 
vestíbulo con mampara de vidrios ingle***, sótano; galena cu- 
bierta con cielorraso de madera, un cerco con pitares de mam- 
poatería y ligustro» que circunda toda la edificación y tejido 
de alambre, jardín que rodea el cuerpo principal del edificio, 
y dentro, compuesto de 30 canteros respectivamente; 2 viveros.; 
una glorieta de armazón de hierro y enredaderas de hiedra, etc. 
2») Cuerpo de edificio para el capataz (83m*. de superficie 
cubierta), compuesto de 2 piezas de material, cocina con eco- 
nómica marca "Rostoni", un fogón, una chimenea, pileta, W. 

C, un alero eon chapa de hierro, una pileta de cemento, una 
gaíería cubierta de ainc y enrejado do madera, un encastrado de 
madera y otro de hierro para viñas. 3") Gallineros eon cerco 
de alambre tejido de 1,80 mis. de alto y liguatrura, alumbrad™ 
interiores de 1,50 mta. que divide en dos lotes, puerta. 4Pf tlr, 
molino de viento "Aermotor" con torre y deposito de 10.(300 
litros, -con cañería de distribución de afrua al parque, jardín, 
ca*a-h&bitación, y casa del capataz, caballeriza y bebedero del 
potrero. 5«) Tanque australiano para 58.000 litros de agua con 
base de manipostería y motor a nafta, €♦) Cancha ¿e bochas. 
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7°) Cuerpo de edificio con gran galpón de material de 5 i 20 
rata, eon dos grandes porto nea corrediww, y en todo su frente 
un corredor ancho eon techo de riñe galvanizado ; un altillo de 
madera eon piso y escalera de madera; una cochera eon portón 
corredizo, pino de portJand, un altillo para depósito de pasto 
y cereales con dos puertas; otro altillo piso de madera, alero; 
un cobertiio a dos aguas para máquinas agrícolas y rurales con 
techo de chapa de hierra plvaniudo ; un encastrado para 
viñas a dos caldas, otro de madera, etc. 8*) Cuerpo de edificio 
auxiliar de servidumbre, compuesto de on lavadero, pileta de 
lavar, dos- piezas, cuarto de baño, galería techo de cine y en- 
castrado de madera. 9*) Boxea para ordeñar, forrado de chapa 
canaleta, piso ladrillo y resumidero de material. M#) Galpón 
caballeriza dt* material con 6 boxes ron altillo pura granero, 
forrado chapa canaleta, un bebedero de Bine con flotador y 
balancín. Galpón forrado en chapa canaleW con 3 cone- 

jeras y gallinero. 12°) (íalpón forrado en cimpa canaleta con 
S divisiones y jaula exterior de alambre tejido con 5 puertas. 
13») íln corral eewauo de cablea de cuero usado, eon tranquera. 
14*) Alambrado tejido con lignstrum de 1,80 mts. de alto con 
dea puertas de hierro, que circunda el gallinero. 15°) Palomar 
d« ladrillos, 2 divisiones, piso de ladrillos. 16*) Cuerpo de 
edificio situado en medto del campo, compuesto de una pieza 
de material, una cocina, nn galpón sin puertas, de manipos- 
tería sin revoque, techo de fine. W, C. jagüel, bebedero. 17») 
Cuerpo d« edificio (80 m". de superficie cubierta), que se 
compone de 3 piezas de material con pisos de madera, cocina, 
jrtlerÉa en todo el frente Norte, galpón de zinc canaleta de 
8 x 4,60 mts.. (tallinero con tejido de alambre de 1,80 mts. de 
alto con postes de quebracho (2.500 m'.t y caaillas de abripo, 
tranquera, tejido alambrado para divisiones, conejera, bomba 
de anua, instalación d» luz eléctrica. 18») Alambrados inte- 
riore*, postes de madera dura varillas de lapacho. 5 a 7 hilos 
(2 poas). torniquete», tranqueras, etc. Id*) Alambrados exte- 
riores, postes de madera dura. 5 a 7 hilos (dos púas), varillas 
de hierro torniquetes, tranquera, etc. 

Esta» mejora» han sido valuadas por el Ina*. Agrónomo 
Alcorta. en t- 64.165 m/n. ; por el Ing. Enrique Martini en 
t 110.825 m/n., y por el perito tercero Inj?. Qiralilez en 
4 71.025 m/n. En cnanto al Tribunal de TAnaeiones las tasa 
en $ 82.680 m/n. El Jumado entiende prudente) fijar su valor 
en esta última suma. 

b>) Mejoran foreriales. — Parte de la fracción — 37 Hfis. — 
se encuentra arbolada. En la tasación de la mejora coincide 
el perito de la demandada tiif?. Martini y el Tribunal de 
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Tasación?»: ambos fijan nú valor mejorando en í 0,50 m/n. 

cada m 3 . de superficie arbolada. En cambio, el perito del 
actor, la lasa en un 2 % del valor total del terreno; y el 
perito tercero, Ing. Oíraldéz. en un 20 % del precio de la parte 
arbolada de la fracción. El Juzgado acepta la tasación del 
lag. Martin! y deÉ Tribunal de Tasaciones, a falta de mejores 
elemento* de juicio desde que lo correcto bubiera sido la 
enumeración y estimación de unidad por unidad. En couae- 
cuencia, el importe total de la mejora se contrita en la suma 
de * 185.000.— m/n. 

Cuérto. Qoe en definitiva loa valorea de expropiación 
son los siguientes : a) Valor de la tierra $ 2.355.600,90 m/n.; 
b) Valor de las construcciones. * 82.6S0 m/n. ; c) Mejoras fo- 
restales. * 185-.000 m/n.; en total, puea, * 2.623.289,90 m/n. 

Atento esta suma, la ofrecida y la redamada, corresponde 
que lus costa* wan a cargo del Fiaco, «olueión que excluye que 
el infrascripta se pronuncie sobre la cuestión de constituciona- 
lidad planteada ai respecto (art. 28, I*ey N» 13.264). 

Quinto. Que fuera de ésta no procede acordar ninguna 
otra tndemntsación. En consecuencia, debe rechararae el suple- 
mento del 3 % a qut* alude el Iiijr. Ñartini en concepto de 
papo de posibles gastos de comisión, escritura, etc., por no 
revestir el rubro las exigencia» previstas por el art. 11 de la 
Lrey 13264 para ser contemplado. Tampoco corresponde rein- 
tegrar a la sucesión demandada el importe abonado a la Pro- 
vincia de Boenos Aires, como contribución: de mejoras por el 
pavimento del caminó dé Morón a Lujan por tratarse dé ana., 
tasa impuesta por la construcción de nna obra de interés ge- 
neral y que ha valorizado toda la zona, y por ende la fracción 
expropiada. Finalmente, no procede que se decida que el im- 
puesto a las ganancias eventuales no debe ser soportado pttr la 
sucesión demandada cuestión articulada en el alegato do fs. 
318, por ser, aparte de extemporánea, ajena a estos autos. 

Deja eonatanoia el infrascripto que para la regulación de 
los honorario» del apoderado del demandado, y de bus letrados 
patrocinantes, se atiene A la jurisprudencia fié la Corte Sn- 
prema de Justicia, conforme a la cual la Ley N» 12.B97 no es 
de aplicación a este tipo de juicios (Fallos: ts. 206, pas». 324; 
208, 172). 

Por estoa fundamentos y eitas legales enunciadas, tallo: 
Declarando expropiada y transferido su dominio al Fisco la 
fracción deslindada en et primer considerando, fijándose la 
suma de » 2.623.2S9.90 m/n., como precio de ta tierra con ana 
mejoras; con mtéreseá a estilo baneario desde le fecha de la 
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toma de posesión —29 de mayo de 1946— Robre la 
entre la sama consignada y la que en definitiva o 
abonar; con costas. — Benjamín A. Sí. Bambili. 



Sentencia de la Címaía Fen-taAr, 

La Plata, diciembre 6, Año del Libertador General San Mar- 
tín, 1OT0. 

Y Vistea: los de este juicio P. 40fl8. caratulado: "FímW 
Nacional contra Badino. sucesión de Francisco sobre expro- 
piación", procedente del Jungado Federal N» 1 de esta ciudad. 

Considerando i 

Q-ue. como lo establece el Sr. -Jnes en la sentencia en re- 
curso, el precio aaignado por d Tribunal do Tasaciones y 
adoptado por él en cuanto respecta a las mejoras existentes 
era el inmueble que Re expropia, consistentes en forestales y 
construcciones de 1 185.000 y 82.680 respectivamente, se ajusta 
a la realidad, tomados en consideración los antecedentes y 
elementos de juicio aportados a la causa. 

Que, en cnanto al valor de la tierra, «cerca del cual difieren 
aastancialiaente las conclusiones a que arriban los tres peritajes 
producidos y el dictamen del Tribunal de Tasaciones, estima 
el Tribnnnl "que la cantidad asignada por el Sr. Juca, de » 2.10 
-,cl m". para las 112 hs., 17 as. y 19 es., qne. como lo establece 
la sentencia es la extensión que se expropia, resulta un tanto 
excesiva, atentos los antecedentes establecidos judicialmente 
relativos a parcelas vecinas expropiadas con el mismo objeto; 
confrontados ron tal fin los juicio* correspondientes a Cbzjui- 
niga <F. 3857/481. O vasco (K. 4051/50). Yattunne {R 4110/ 
50) y de Lippold (F. 409" /ñO). señalados en los planos 

obrantes el precio de * 2 el m% establecido para este ultimo 
por sentencia firme de la Cámara, resulta especialmente ilus- 
trativo pues si bien se refiere a una extensión menor a la de 
Badino qne s.- expropia, ello multa compensado con ln mejor 
situación de esta última dada su mayor proximidad con el 



Qne,. en lo referente a la superficie del inmueble como 
elemento determinante de su precio cabe estnbleeer qne, tai 
como lo sostiene el Sr. Procmador Fiscal en su dictamen de 
fa 3!>7 el inmueble debe ser considerado en su extensión total 
y no dividido en las tres parcelas que corresponderían a los 
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heredero» dado que aun no existe partición judicial de la 
herencia. 

En tal virtud, corresponde reducir el precio que se manda 
pagar el que se fija en íl suma de '$ 2 por metro cuadrado. 

Por estos fundamentos se reforma la sentencia en recurso 
en lo qn« respecta al precio de la tierra que, en atcneión a su 
superficie (1.121.619 m 1 .) y precio de pesos 2.— señalado, se 
«tablece en * 2.243.438 m/n., cantidad que, sumado al valor 
de las mejoras (* 267.680 m/n.), hacen un total de * 2,511.118 
m/n., confirmándosela en lo demás con excepción de las regu- 
laciones de honorarios contenidas en ella y demás recurridas 
que serán consideradas vueltos que nean loa autos al acuerdo. — 
Eduardo García Quirega. — Tomás X. Rújoa. — Rolaría C. 
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Bue*nos Aires, 30 de mayo de 1951. 

Vislos los autos "Fisco Nacional c.| Endino, Su- 
cesión de Francisco s.| expropiación", en los cuales ge 
lian concedido loa recursos ordinarios de apelación a 
fs. 404 v., 405 v., 410 v. y 416. 

Coiis id raudo ; 

Que esta Corto considera equitativo, ajustado a los 
ulomentOR do juieio que constan en ñutos y conforme 
oon el criterio adoptado en la sentencia de esta misma 
fecha en-la causa "Pisco Nacional c.f Podestá Casares 
do López", relativa a la expropiación <1e nnn tierra 
conti^ia al estremo de la de los demandados, el .precio 
unitario quo se fija en la sentencia apelada. Si bien es 
cierto que la Cámara se refiero a una fecha de despo- 
sesión anterior a la efectivamente prodneida (eonfr. 
acta de Sa. 7) la magnitud de la diferencia de extensión 
quo hay entre lo expropiado en el juicio que se acaba 
de citar y lo* que se expropia en éste impone una reduc- 
ción por superficie en el precio unitario de aquel juicio 
que justifica el mantenimiento del de $ 2 ( — de la 
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sentencia apelada no obstante deberse adoptar como 
fecha de toma de posesión el 2 de setiembre do 1946 
y no el 28 de mayo del mismo año. 

í«a mencionada influencia de la superficie debe 
considerarse, como lo hace la Bentencia citada, teniendo 
en cnenfa lo de la totalidad del inmueble y no la de las 
partes alícuotas de los condomino», puesto que no exis- 
te subdivisión y so trasmite en un solo neto la integri- 
dad del bloque. 

Que respecte a las mejoras, habida cuenta de todas 
las tasaciones de ellan efectuadas en autos esín Corte 
no lialla motivo para apartarse de la que ha hecho el 
Tribunal de Tasaciones y adoptan las sentencian de las 
dos instancias anteriores. 

Que sobre los demás resarcimientos reclamados por 
los expropiados so confirmu la sentencia apelada por 
los fundamentos expuestos en el con si llorando 5 di* la 
de primera instancia que aquélla mantiono. 

Que como lo tiene rei i erada mente resuelto esta 
Corte la regulación de los honorarios de los abogados 
y apoderados que intervienen en los juicios de expro- 
piación debe hacerse tomando como monto del juicio la 
diferencia entre la soma ofrecida y la que se manda 
pagar, por lo cual corresponde confirmar las rcjrula- 
eiouoa apelada* que sg ajustan a dicho criterio. 

Por tanto se confirma en todas sns partes la sen- 
tencia apelada de fs. 401 con excepción del plazo por 
el cual debe abonarse la diferencia de intereses entre 1 
suma consignada y la que se manda pagar, el que debe 
contarse a partir del 2 de setiembre de 1946. 

Luis B. Lokqui — Tomáh D. 
Casabes — Felipe Santiago 

PÉREZ — ATIMO PbSSAOÍO. 
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CONTADUHIA GENERAL DE LA CAJA FERROVIARIA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestión fede- 
ral. Cnestiomes federales simples. Inlerprettuión de las leges frtierale*. 
I 

Es procedente el recurso extraordinario intt puesto con- 
tra la. sentencia que, respecto del alcance de los arts. 2, 
9» inc. 5% y 59, de la ley 10.650, reformada por la 
N» 11.308 —que crea la Caja Nacional de Jubilaciones y 
Pensiones Ferroviaria» y que organiza el régimen relacio- 
nado con tales beneficios — , se pronuncia de modo adverso 
a la pretensión del Instituto Naeional ele Previsión Social, 
qne acciona contra las empresas de los Ferrocarriles del 
Bud. Oeste, Central Argentino, Buenos Airea ni Pacífico 

JVMLACrOy DE EMPLEA DOS FERRO V ¡ARIOS.- Persone» com- 
prendidas. 

Los empleados de la denominada "Oficina de Avisos" de 
loa ferrocarriles, no lo son ni dependen directamente de 
n inga na de laa empresas de ese género en particular y la 
misión que cumplen en aquélla, es ajeaa al servicio ferro- 
viario propiamente dicho, desde que la actividad de la 
ofieína no es la de organización, diatribución, colocación 
y exhibición de anuncios inherentes a aquel servicio, sino 
ln de explotar comercial mente el negocio de avisos, parti- 
culares en laa estaciones, coches de pasajeros, vías, terre- 
nos, etc. El primer punto, o sea, el de que los empleados 
de la oficina de avisos no son genuinamente empleados 
ferroviarios, lo demuestra, entre otras, 1* circunstancia de 
-que, no obstante la amplitud del concepto que envuelve 
la expresión 11 todos los empleados y obreros permanentes 
del feiroearril*' —usada en el art. 2» de la ley N» 10.650— 
como ella no incluye a los empleados de la aludida oficina, 
fué* menester que otra ley, la K» 11.308, declarara expre- 
samente que, a partir del 7 de diciembre de 1923. los 
referidos empleados quedaban incluidos e n el régimen 
jnbilatorio de la ley 10.650. 

JURILACIOX DE EMPLEADOS FERROVIARIOS: Personas corn- 
prenUdcs. 

La denominada "Oficina de Aviaos" de los ferrocarriles 
fué "creada con el ««elusivo objeto de explotar el negocio 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



de «visos en las estaciones, vías, coches ñ 
nos, etc.". EIU paR* los sueldos de sus empicados, 
] ra putaoión a Restos de la misma, soportando anteri 
«1 importe del aporte patronal del 8 %, cantándolo a sia* 
irastos de funcionamiento particular y propio; posterior- 
mente, las empresas ferroviarias — que ninguna ingerencia 
tenían en ella — aparecen subrogándose en las obligaciones 
de la Oficina de Avisos, cuando ésta ya y oportunamente 
la» había cumplido, pues sólo al final de cada V 
ellas reintegraban a la referida oficina el ' 
ésta habí* depositado en concepto del 8 
prorrateándose luego la suma total de esa con; 
en forma proporcional a las entradas asignadas a 
y provenientes de las utilidades de los avisos. 

JUBIhACIOS 1>E EMPLEADOS FERKOVIARWS • I'wona, enm- 

Ka improcedente la imputación a la cuenta especial del 
art. 59 de la ley X" 10.650 — que autorizó el aumento de 
la» tarifas ferroviarias — de los aportes jubílatenos patro- 
nales correspondientes a los sueldos del personal de la 
"Oficina íle Aviaos" de los ferrocarriles —equiparado al 
personal ferroviario al sólo efecto jubilatorio— , pues re- 
sulta evidente que el beneficio excepcional del art. 59 
citado reM en forma exclusiva, para las empresas ferro- 
viaria* respecto del personal que realizaba el servicio pú- 
blico ferroviario, por ser eso lo que se tuvo en cuenta ni 
autoriear el aumento de tarifas de pasajeros, carpas y 
telegráficas de los arta. 9 y 11. correlativo a la exención 
del art. 8 de la ley 5315. 



Dictamen aprobado ton el Directorio del Instituto 

Nacional de Previsión Soctai. 

Buenos Aires, junio 30 de 1944. 

Vistas estas actuación?* por las que se pone de manifiesto 
que la contribución mensual impuesta por el art. 9', me. 5» do 
la ley N* 10.65-0, sobre los sueldos del personal de la Oficina 
de Avisos de los Ferrocarriles, es abonada propwrcionalmente 
por varias empresas comprendidas en la ley citada, debitadlo 
su impurte n la menta «penal del art. 59 de la misma y, con- 
siderando : 
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Que U Oficina de Avisos de los Ferrocarriles es en reali- 
dad (fs. 40) una empresa comercial constituid» por loa Perro- 
carriles: Su«l, Central Argentino, Buenos Aires al Pacífico, 
Oeste de Huenos Aires, Entre Rí<* t Nord Este Argentino y 
Midland, con el propósito «elusivo de explotar el negocio de 
avises en las estaciones, vías, coches fie pasajeros, ele. 

Que el personal al servicio de la Oficina de Avisos, por 
no llenar una función típicamente ferroviaria, fué expresa- 
mente comprendido en las obligaciones y beneficios de la ley 
de creación de la Caja al ser modificada por la ley 11.308. 

Que las empresas nombradan atienden pronoreionalmente 
el gasio que demanda et mantenimiento del "negocio de avi- 
sos' 1 , y en la misma forma perciben las utilidades, abonan la- 
eontribución (3 %) de la ley Mitre y el aporte patronal para 
la Caja, el que se debita a la cuenta especial del art 59 ele la. 
ley 10.650. 

Quo loa avisos en ios trenes, estaciones, terrenas de las 
Empresas, etc., no es inherente al tráfico ferroviario, ea na 
negocio accesorio del mismo, sin el cual aquél se desenvuelve 
normalmente. 

Que al debitar la» empresas la contribución patronal a la 
cuenta especial del srt, 59, se hace una ficción de pago, que 
reduce el remanente de aumento de tarifas, que por imperio 
de la propia ley 10.650, ea de propiedad de la Caja. 

Que la Dirección General A* Ferrocarriles, sostiene tam- 
bién que la contribución sobre los aneldos del personal ocupado 
por la Oficina de Avisos, debe ser ingresado por ella a su ex- 
clusivo cargo y, de acuerdo con la facultad que le confiere el 
citado a'rt. 59 de fiscalización 'de la "cuenta especial" llevada 
por las Empresas, ha observado la del Ferrocarril de Bueno* 
Aires al Pacífico. 

Que en consecuencia, el suscripto, no puede en manera 
alguna dilatar la solución del asunto, máxime cuando -61 leaionn 
la economía de la Caja, sin incurrir en una grave responsabi- 
lidad frente al núcleo numeroso de afiliados qu* la constitu- 
yen y de beneficiarios que sostiene. 

Por estas consideraciones, de «cuerdo con la Dirección 
General de Ferrocarriles, lo informado por Contaduría y dic- 
taminado por la Asesoría Legal, en uso de las facultades que 
le confiere el art. del Decreto del Poder Ejecutivo de la 
Nación N« 10.424, 
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el Delegado Interventor en la Caja Nacional de Jubilachntí 
y I'tmnonet rf< Ferroviarios, 

ltesuelve: 

1. IVclarar improcedente* las imputaciones que a la i'iien- 
ta especial del srt. 59 de la ley, 10.650. efectúan las Empresta* 
de los Ferrocarriles de Huenos Aires al Parifico, Sud, Central 
Argentino. Oeiite, Entre Ríos y Nord Este *roentino, en con- 
eepto de contribuciones del 8 y 12 % sobre los sueldos del per- 
rodoI depeudie-tlte de la Oficina de Avisos de los Ferrocarriles. 

Dictamen del Procurados Geneimi, de la Justicia 
del Trabajo 

Excma. Cámara : 

La materia eontencinso-adrainistrativa que se trae a dilu- 
cidación ante la Alzada, versa sobre la aplicación de diversas 
leyes que es prudente examinar desde su respectivo origen y 
en forma exhaustiva, como así los antecedentes del "sub-lite" 
mismo, a fin de apoyar loa fundamentos del criterio interpre- 
tativo- que ha de adoptante respecto de aquéllas, como único 
camino para resolver tan delicada controversia. 

El suscripto lia debido empeñar todo m celo en la inves- 
tigación, desde que tratándose de derechos, en que es parte el 
Balado, por «i interóa «onómieo que ellos representan, no pue- 
de prescindir u olvidarse de que la 'noción de este Ministerio 
Público es también, la da vigilar «i ci mnj;miento estricto de 
la ley. 

TjS cuestión en recurso la Ka plur eado la Caja de Jubila- 
ciones Ferroviarias, por intermedio -I Instituto Nacional de 
Previsión Social, quien, interpretando que los fondos recauda- 
dos por las empresas ferroviarias en virtud del 59 de la 
ley 10,650, no deben aer afectados por los aporte» de los em- 
pleado* de la* oficinas de aviso* de los ferrocarriles, intima a 
aquéllas depositen Jn cantidad de $ 70.228,02 m/n., que han 
imputado, proveniente de esa recaudación, a loa referidos 
aporte*». 

Sí bien la cuestión ha sido promovida contra todas las 
empresas ferrocarrileras qne han procedido a descontar del 
aumento de tarifas esos aportes, la investigación ha tenido 
origen, únicamente, en la contabilidad del Ferrocarril Pacífi- 
co, de la «jne no resulta el monto por el que w concreta poste- 
riormente la reclamación, a todas la* demás compañías. 
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Según lea antecedentes de esa investigación contable, las 
cantidades y conceptos observados, son muy distintas de las 
que determinan la esipencía del reembolso, planteada por el 
Instituto Nacional de Previsión, toda vez que allí se habla de 
la absorción de partidas por el Ferrocarril Pacifico mediante 
!a inversión de asientos en sus libros, para cancelar cargos por 
aportes que corresponden a la Oficina de Aju'tes de los Ferro- 
carriles y compañías de bóteles contratistas de aquella empre- 
sa, de importen qne se hacen ascender a $ 207.716,96 m/n., 
como retenidos por esa empresa y qne correspondería depositar 
y que, por otro lado, se estiman en t 2.669.907 t 92 m/n H en 
concepto de superávit provenientes del balance de fondos per- 
tenecientes a la ley 10.850, qne al final se eleva a la impor- 
uy.tr cantidad de * 5.844.042.02, 

No obstante esos antecedentes, la resolución apelada ha 
debido dictarse en virtud de otro informe, teniendo en cuenta, 
■a la vez, una situación distinta, a la que menciona en aquellos 
precedentes. Sobre ellos no eiiste pronunciamiento, decidién- 
dose recién el Instituto a dictarlo, en mérito al informe de fa. 
47, sea porque lo constituyen copias de actuaciones anteriores 
que han perdido eficacia o porque los hechos allí conaifrnados 
no son los que el Instituto pretende investigar, al corresponder 
■ellos a un proceso informativo anterior y qne la decisión del 
afio 1944 (fa. 48) no- ha debido involucrar. 

Dictada esta resolución, se procede recién a determinar a 
fs. 51, los conceptos y montos obligatorios de las empresas, que- 
ese pronunciamiento declaratorio les impone; ya que se resuel- 
ve declarar improcedentes las imputaciones que efectúan Jas 
empresas, sobre el personal de las oficinas de avisos, atenién- 
dose a lo que resulta del informe de fs. 47 y prescindiéndose 
en todo lo (teman, del contenido de las precedentes cuestione» 
formuladas por contador'". 

Como no encuentro maguna explicación aeeroa del trámi- 
te de todos esos dictámenes, en la determinación final que ha 
tomado el Instituto, puesto que m aparta de bus conclusiones, 
por vfa presuntiva, debe estimarse, que ello ha sido, asi. por 
haberse «onsiderado inexistente la cuestión que de elloe surgía, 
teniendo por subsistente, únicamente, la relacionada con loa 
empleados de Ia« oficinas de aviaos. 

Por tal cansa ea que, al resolver lo ha h«cho teniendo en 
cnenta el informe de fs. 47, al cual circunscribe la cuestión, 
vale decir, la de los aportes de aqnel personal 

Indudablemente, bajo el punto de viata administrativo, la 
institución considera observable el procedimiento de ias em- 
presas ferroviarias, en el manejo de fondos destinados al apar- 
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te de au penonal, puesto que pava con ellos ol de los empleado» 
de las oficinas de avisos, como si fueran empleados propios. 

En cierto modo, partiendo del concepto de lo que ae- en- 
tiende por empleados ferroviarios, no parecería prudente asig- 
nar ese mismo carácter al personal que se dedica solamente al 
oficio de avisador pegando raruim y avisos, pues no son tarca* 
atingentes al funcionamiento il* irenes ni responden a necesi- 
dades del ptiblico que utiliza t>xf medio de transporte. 

No prestan nin¡-i'in servicio al público por cuanto el pasa- 
jero y el cargador, no necesitan del aviso dt» propaganda co- 
mercial de ramos diferentes al del Kervieio que utilizan. Esos 
avisadores difunden con su actividad, una propaganda mer- 
eantil, ajena a loa intereses del servicio público, desde que loa 
anuncio» de los cuales son vehículo, se refieren casi totalmente 
a actividades de loa (roneros más diversos, ya sean de casa co- 
mercial, de profesionales y de artículos que el comercio ofrece 
y que no reportan beneficio al pasajero» aiendo más bien, en 
cierto aspecto, impropio de la seriedad de un medio de comu- 
nicación y transporte de eaa nataraleea, por el exceso en que, 
a veces, se i ¡-.curre en su exhibición. 

Por tratarse de una actividad comercial de las empresas, 
extraña al tráfico, sus empleadas deberían pertenecer a esa 
actividad que constituye fuente de lucro por parte de la em- 
pleadora, y no algo relacionado a la explotación ferroviaria en 
af misma y que. por tal, reclama otras prestaciones muy dife- 
rente». - , 

Por otra parte, nos encontraríamos frente a la incongruen- 
cia que importaría el hecho incompatible, de reconocer a 1h 
empresas de ferrocarriles, el derecho a ejercer una actividad 
distinta a la que hoy aatoriia específica mente la ley. Ahora 
bien: ai por no prohibirlo la ley, las empresas pueden desarro- 
llar cualquier ntra actividad mercantil, diferente a esta explo- 
tación, correspondería, la equivalente incorporación por sepa- 
rado de todo so personal. 

Pero )a consideración de estes reparos de orden doctrina- 
rio que el Instituto Nacional de Previsión habrá también te- 
nid'o en euenta para resolver, no pueden decididamente ¡mpo 
nerse ante la ley, que ha consagrado otros principios definidos 
de derecho, tanto o mas respetable! que la miama doctrina. 

En efecto; en las leyes que se aplican a! caso en debate, 
no se expresa categóricamente, que loa empleado» Ai iu ofici- 
an de avisos de toa ferrocarriles estén considerados como em- 
pleados de las empresas que explotan «te ser™» Tampoco 
existe ona fórmula consa oratoria de la ley, que defina en el 
concepto de empleados, por cuanto ae limita a enumerar a los 
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que se declaran comprendidos en sus disposiciones. Sin embar- 
go, cuando el art. 1" de la ley 10.650 dice: "se crea la Caja 
de Jubilaciones y Pensiones de empleados ferroviarios''; y el 
2* que: "quedan comprendidos el personal de loa ferrocarri- 
les'V no definiendo la esencia del servicio, especifica, no obs- 
tante, bu nafurajeza, y el sujeto del derecho que confiere. 

De ahí que la ley comprenda a todo el personal de nn 
ferrocarril y a cualquiera que preste servicios en bus depen- 
dencias, sin distinción de actividades, ya qne no entra a cali- 
ficarlas, por lo que su determinante es, la naturaleza ferrovia- 
ria de la empresa. 

La ley qne regla estos beneficio*, no hafcla de servicios, 
sino del personal de las empresas que incorpora. Tanto la pri- 
mitiva ley 9653, como la ley 10.650 y la 11.308. qne se aplican, 
^ limitan a consignar, genéricamente, el nombre de las- empre- 
sas puyos obreros incluye, cuando dice —art. 2»— "Ion de los 
puertos y depósitos de la República y del mercado central de 
frutos"; expresando la ley 11.308, eualquiera que fuese la 
función que desempefien. 

Ni cuando incluye al personal ajeno a la tarea ferroviaria, 
como « el de confiterías, contempla la ley el carácter del ser- 
vicio, bastando solo que Jo preste en las empresas. Ñi aún la 
dependencia de la empresa, de aquel perso-na!, considera factor 
ím-1 listón, si la reconoce a los que dependan también, de terceros. 

Circunscribiendo la cuestión al caso concreto de loa emplea- 
dos de las oficinas de avisos, su inclusión —a mi entender- 
es indiscutible, porque comprende a loa de las oficinas de per- 
tenencia del ferrocarril y no al de propiedad de terceros (art. 
2»), ley 11308, diferenciándose en este aspecto con loa em- 
pleado»* de confitería, que lee incorpora, aunque su explotación 
no pertenece al ferrocarril. 

Es terminante la cláusula cuando establece: "de las ofi- 
cinas de avisos de los ferrocarriles*', significando que ae refie- 
re a los de las oficinas del ferrocarril y no a los de los aviaos 
del mismo. 

Debiendo ser necesariamente la oficina de avisos del fe- 
rrocarril* corresponde examinar ai la que presta los servicios 
que aquí se discuten, pertenece a las empresas ferroviarias o ea 
una entidad completamente desvinculada de ese raimen de 

Si al sancionarse por el Congreso de la Nación la ley 
11.308, ae incorporó a la misma al personal de la oficina exis- 
tente de avisos del ferrocarril, no creo que pueda después, de- 
cirse, que dicha oficina, subsistente en la actualidad, no este 
afectada al servicio ferroviario. Mi opinión, fundada en el ante- 
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cédeme de la ley y en el que surge de auto*, es de que esa ofici- 
na de avisos, es una dependencia directa de las empresa* de fe- 
rrocarriles, e«n tod« bu personal. Como consecuencia de caá 
premias, también debe obligatoriamente concluirae, «|iie loa 
aporta del personal de la mían», corresponden ser integrados 
por aquellas empresas, con los fondos que la ley nuloríza a sus 
efectos. 

Según el informe que la Dirección General de Ferrocarri- 
les acompaña en testimonio 8 fs. 43. la oficina de avisos filé 
constituida por casi todas las empresas del país en el año 1914. 

Ese informe dsta del afio 1920 y dice que el producido de 
lo» avisos, hs sido ingresado por loa ferrocarriles, con las en- 
tradas de explotación y lo mismo sus (fastos, que han debitado 
a aquella cuenta. Y que ese temperamento, ha sido 
por la Dirección General de Ferrocarriles, como 
estatal autorütada. 

Ello demostraría la relación de dependencia de esa oficina, 
con respecto a las empresas y la procedentp ineorporación a su 
patrimonio, de lo que aquéllas producen, como igualmente, la 
carga de sus aportes, a la cuenta del aumento de tarifas. 

Pero si bien «sa oficina tenía carácter ferroviario, por ser 
un accesorio -de las empresas, la reforma de la ley, en el «ño 
1923 declaró expresamente la incorporación de su personal al 
régimen jubilatorio, quedando saí considerados de manera im- 
plícita como empleados ferroviarios, desde que la oficina ya 
revestía ese carácter. Y juzgaría, por mi parte, que aun sin 
ms declaración de la ley, mt personal sería ferroviario, no por 
la índole del servicio, sino por -ser ferroviaria, como queda 

dicho, la oficina de avisos. 

|, ; , ley 11.308 no hizo más que aclarar el concepto de em- 
pleado ferroviario de ese personal para reconocerle su derecho, 
llegando liaata considerar la esencia de sus servicios para jub- 
tificSrselos. Al agregarlo al art. 2», el miembro de comisión 
Dr. Vicente C. Gallo, dijo: comisión ha hecho el agregado 
de los empleados de las oficinas de avisos de los ferrocarriles 
teniendo en cnenta una solicitud formulada por ellos mismos 
y la circunstancia de estar directamente vinculados a los ser- 
vicio* ferroviarios, en virtud de contratos celebrados con la» 
empresas, formando parte de su personal y sujetos a sus auto- 
ridades y por toa informes favorables de la Dirección General 
de Ferrocarriles" (Diario de Sesiones del Senado, t. II, pég. 
383. 30 de octubre de 1923). , OCin 

Preguntad© p°r «1 Sr. Aybar Augier. pág. 389, a qué avi- 
aos a* refiero, contestó aquel legislador: "Hay una oficina, es- 
pecial que está autorizada por los ferrocarriles y 
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todo el servicio de información periodística, venta de libros de 
toda clase era los ferrocarriles, etc.". Senador Linare»; "Esc 
personal también expone su vida**. 

Dijo también el miembro informante, Dr. dallo : "Que la 
Dirección General de Ferrocarriles se espidió en sentido favo- 
rable de los empleados (Se avisos, considerando que por sus 
servicios, por la situación que tienen dentro ile los ferrocarri- 
les, deben estar incorporado* a la ley, y haciendo presente, 
además, que las empresas de ferrocarriles han conceptuado 
siempre, las ontrndas provenientes de la euplotaeióH de avisos, 
como formando parte de las entradas de la explotación de las 
1 Eneas y anexos, y como tal son tratado* en sus cuentas de pro- 
ducidos, llevando a la cuenta gastos de explotación do las líneas 
y anexos, lo que obtienen por este concepto". 

De esa exposición, resulta el cselareci míente de lo- que se 
busca en la solución, rale decir, el aporte a soportar por las 
empresaa, Contiene la norma que rige la relación jurídica de 
ese personal con las mismas, que aun cuando no sea lo que se 
disente, sin embargo a establecer la* mmn d» la obligación 
por la cnal se impone a su cargo la contribución, y que no es 
otra, que lfl de ser aqucJIcs. sus empleados propios y nn de la 
oficina «le avisos. 

Ello las encuadra en- la disposición del art. 59 de la ley 
10.650. qne autoriza a satisfacer con el anmento de tarifas, esa 
contribución. 

En la ley se ba tenido en cuenta la conformidad expresa- 
da por el organismo autorizado de fiscalizar el movimiento de 
las cuentas de explotación de laa empresas, para reconocer a 
las oficinas de avisos, como a una rama en el negocio de- su 
explotación genera!. Eso organismo es la Dirección, General de 
Ferrocarriles, cuyas atribuciones y obligaciones le están fija- 
das por la ley peñera! de ferrocarriles N* 2873. en el art. 69. 
¡nc. 2* : art. 3. inc. 2»; art. 74, ines, 7» 8» y 9*. y art. r,!> oV 
ía ley K» 10.650. 

Aquella conformidad se ratifica en el año 1942 a fs. 43. 
Con ella, el Estado, por medio de3 organismo legal, hn presen- 
tado au reconocimiento a esta otra actividad de las empresas, 
que no aparece, además, prohibida por la ley de concesión 
N* 2873 y la ley Mitre 5315 y más bien autorizada, desdo que 
la primera, por el art. 74, ine. 7* la prevfi, al disponer el con- 
trol de los ingresos de cada rama de negocio, como los egresos, 
o de cualquier otra procedencia. Luego, la consideración de 
qne esta actividad es nn acto extraño de la entidad ferrovia- 
ria, debe desestimarse. 

Si la exoneración del tributo jubilatorio qne la ley Witxe 



736 



r*hU*i DE LA CORTE 8DPBEMA 



concede en ra art. 8» a las empresas, •* hubiera querido ex- 
cluir, en -el cabo de lo* servicios de mI» otra actividad, ol ór- 
gano público pudo hacerlo, proponiendo, por un» parte, el 
repudio del impuesto del 3 % producido de a-visos como ren- 
dimiento de sus líneas, Al percibirlo, el reconoc ¡miento de esta 
acumulación de entradas resulta incuestionable. 

Y por la otm parle, también pudo hacerlo el legislador, 
ea la oportunidad de la sanción de la ley 11.308, que ineorporó 
a. ett personal, haciendo gravitar la contribución en la explo- 
tación de avisos, ai la. intención era la u*e exceptuarla del au- 
mento de tarifas del art. 59. 

Al no crearse una nneva fuente de aportes para e*te per- 
sonal, es porque se ha respetado aquel acto de aprobación que 
emana de nn imperio del Estado, como lo consigna la palabra 
del legislador antes transcripta, refiriéndose a la intenvencióu 
de la Dirección General de Ferrocarriles en el proyecto de 
la ley. 

Si tampoco la ley lo ha hecho, no puede un organismo del 
Estado cambiar la norma que ese acto jurídico ha establecido, 
consistente en el reconocimiento definitivo de loa derechos y 
obligaciones que competen a las empresas por esta nueva acti- 
vidad. Ewa norma ea la aeumalaci/m de la explotación general 
de las lineas. <Iel producto liquido de avisos, y del cargo de 
aportes a loa fondos del art. R9 de la ley, que el Estado ha 
aprobado por «ra órgano competente. 

Esos actos administrativos, ¿nmo los antecedentes de la 
lev. han debido predominar en el "8uh-3ite" y no aquello» 
otro», qae son de carácter meramente informativo, de feclia 
anterior a la reforma legralativa. 

En virtud de ellos ea que la posición legal en que se han 
encuadrado las empresas, frente * las disposiciones de los arta. 
9». inc. 5» y 59 de la ley 10.650, aparee* justificada con la 
adopción de las medida» tomadas para el aporte de ese perso- 
nal, Ea por tanto un empleado ferroviario, porque es empleado 
propio de la empresa del ferrocarril, desde que se dijo también 
por *'l leí» Mador, de que estábanle ffcoooeidaa a las empresas, 
e-omci propiaa de la explotación, las entradas de su oficina de 
avisos. 

Si, además, como ae ha reconocido a fs. 48, las empresas, 
eonforme al art. 8» de la ley Mitre, exponen a fs. 40 que han 
pagado el impuesto del 3 % sobre el producido de entradas, 
incluyendo la de avisos, es lógico que. del mismo modo, proce- 
dan con los aportes, descontándolos de aquel ingreso. 

La demostración evidente de que ningún aclo del poder 
administrador ha podido alterar aquella norma que surge de 
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Ib interpretación de la ley, ae encuentra en U sanción poste- 
rior que un gobierno "de fasto", usando de mw facultades, 
legislativas, se ha visto en la necesidad de dictar, para modifi- 
carla. Me refiero al decreto-ley 8* 30.730/44, por el cual se 
establece en aa «rt. 3* que el «porte de las entidades patrona- 
les, incorporadas al régimen por el decreto, debe ser pagado 
por ellas desde allí, o seo, por la oficina de aviso* constituida 
entre empresas afiliadas (art. 2*). 

Es determinante en cnanto impono para lo suees>vo, las 
obligaciones a cargo de la sociedad incorporada, importando 
reconocer que, «asta esa fecha, correspondía a las «apresas 
ferroviaria», puesto qne excluye la retroa-.-tividad. 

Con anterioridad a este decreto, se ve que esa sociedad 
publicitaria; no era empresa afiliada como se pretende. El sen- 
tido de la ley es otro. Cuando el art. 9», inc 5« (ley 10.650). 
dice "empresa* ferroviarias", y "demás incorporadas', ae 
refiere a las empresas como las especifica el art. 2», inc a), 
que no « lo mismo, que la separación que hace ule los emplea- 
dos de confiterías y de avisos, a quienes incorpora, y no a las 
confiterías, ni a las empresas de aviaos. A laa empresas de 
puertos y depósitos, en eanihio. laR incorpora, por el solo hecho 
de que poseen linean férrea». 

Los argumentos contrarios del Instituto, que sobre el 
concepto ferroviario de esos, empleados ha venido sosteniendo 
para determinar su requerimiento administrativo a laa em- 
presas, tienden a demostrar que, por su parte, no le asigna 
carácter ferroviario a loa de laa oficinas de avisos, sin repa- 
rar, que dicha tesis es peligrosa, porque aceptarla, importaría 
discutir aun el propio derecho a la afiliación. 

Se intenta llegar a la conclusión de qne no siendo ferro- 
viarios los empleados, ia oficina de aviaos menos puede os- 
tentar ese título, olvidando que ella constituye un consorcio 
de ferrocarriles. 

Si esta oficina no fuera nna dependencia de los ferro- 
carriles, es decir, que fueran .propios sus intereses y su ca- 
pital, etc., la situación podría variar con respecto a la exención 
del tributo jubilatorio de que gosa solamente el ferrocarril. 

Ello también con respecto a las 'eyes que corresponden 
ser aplicadas a la cuestión originariamente promovida, desde 
qne las consideraciones expuestas se refieren a lo que se re- 
clama hasta el año 19*4. Desde allí en adelante, rigen otros 
principios, introducidos en la refonaa de U ley por loa de- 
crotos-leycs 14.534/44 y 30.730/44, en virtud de los euales 
los aportes cuestionados y que se ordenan integrar a fa. 62, 
a partir de aquella fecha, no corresponden ser satisfechos por 
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laa empresas ferroviaria», sino por la oficina de avisos como 
entidad que se incorpora, al régimen jubilatorio. (Arta. 2" y 
S« del decrete-ley N» 30.730/44). 

En -cuanto a loa aportes reclamados denle el año 1923 
hasta noviembre de 1944. no puede ser aplicado este decreto- 
ley, por regirse su modalidad de pago, «le conformidad con 

l.~ 1 I l_ J * -S_ _• J!#! i l— 



hasta eata ultima fecha. 

Para finalizar, y robusteciendo las consideraciones cs- 
pttffiUs, debo referirme al fallo de la Excma. Corte Suprema 
de la Nación, registrado en el t. 189. pAg. 84. por el cual 
y en virtud de las leyes 5315 y 10.657. se deelara imnroep- 
dente el cobro de impuesto* municipales correspondientes a 
artas pbblieadon por la oficina de avisos de los ferrocarriles. 

Rejo así evacuada la vista conferida en esta cuestión, la 
que considero debe ser decidida por V. IV revocándose la 
resolución dictada por el Instituto Nacional de Previsión 
Social, con la modificación que corresponde, respecto a los 



•portes a sMwficer deade» el año 194* en adelante. Despacho, 
a 26 de septiembre de 1949. — ffr. Víctor A. Sureda Gratüs. 

Sentencia de la Camaju bb A pela cío ves de la Justicia 



Vistos y Considerando: 

Comparte el. Tribunal las conclusiones a que llega el Sr. 
Procurador General en su dictamen, después de un meditado 
y exhaustivo análisis de la cuestión traída a conocimiento de 



Dando pues por reproducida» las mismas, se revoca la 
resolución del Instituto Nacional de Previsión Social en cnan- 
to fní materia de apelación. — Jorge 8. Juárez. — Enrique 
Pérez Colman. 



Dictamen hel KnoriiiiAuoii Gexeral 

Suprema Corle: 

Se discute en esta causa si procede o no imputar 



a la cuenta especial del art. 5!> de la ley 10.650, lo» apor- 




r>EL Trabajo 



Buenos Aires, diciembre 31 de 1949. 
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tea jnbUntorio8 patronales correspondientes a loa enel- 
dos -del personal de la Oficina de Aviaos de los Ferro- 
carriles. 

En otras palabras, so trata de resolver si las em- 
presas que han constituido la referida Oficina deben 
solvento r esas contribuciones con fondos propios o pue- 
den balerío con tos suma» resultantes del aumento do 

Como se sabe, esa autorización tuvo por objeto 
impedir <iuc las contribuciones patronales a la Caja 
Ferroviaria dispuestas por la ley 10.650 importaran, en 
o! tocho, una violación del privilegio contenido en el 
arl. 8* de la ley 5.315. 

Por lo tanto, el nudo del problema estriba en deci- 
dir si la actividad desplegada por las empresas en 
cuestión medíante la Oficina de Avisos, está o no ampa- 
rada por la exención de la ley Mitre. 

Kl asunto es de dudosa so-luci-ón, si bien lo resuelto 
por la Corte Suprema en 189, 84 y 196, 278 parecería 
suficiente para decidirse por el primer término de la 
alternativa toda voz que en ellos se resolvió que la 
exención de impuestos establecida a favor de las em- 
presas ferroviaria» por las leyes 5.315 y 10.657, com- 
prende a los que se pretendían cobrar por la colocación 
de avisos en las estaciones. 

Kilo no obstante, llamado a pronunciarme en la cues- 
tión aquí planteada, me inclino por la solución contra- 
ria, por cuanto considero que la Oficina de Avisos no 
desarrollaba una actividad estrictamente ferroviaria, 
sino que constituía una verdadera empresa comercial, 
con fines de lucro. A fs. 40 nna de las propias empre- 
sas explica que fué "creada con el exclusivo objeto de 
explotar el negocio de avisos en las estaciones, vías, co- 
ches de pasajeros, terrenos, etc.". 

Sería, pues, de aplicación la doctrina sentada por 
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V. E. en 111, 43; 144, 408 ¡ 183, 266 y 211, 877, fallos en 
!os que declaró que las actividades do las empresas 
ferroviarias, ajenas a la explotación de sus concesiones, 
no están comprendidas en la exención impositiva de las 
leyes 5.315 y 10.657; máxime si, como ocurre aquí, esa 
actividad extraña tiene una finalidad declaradamente 
productiva y comercial (202, 304, a contrario sensu). 
Considero, asimismo, ilustrativos a este respecto, los 
Bólidos fundamentos del fallo de primera instancia re- 
tristrado en 196, 279:286. 

No debe olvidarse tampoco que, como aplicación 
especial del principio cíe que en materia de concesiones 
toda duda razonable debe ser resuelta en forma con- 
traria ai concesionario (149, 218; 196, 8), V. E. tiene 
reiteradamente resuelto, precisamente con referencia 
al art. 8 o de la ley 5.315, que "las disposiciones legales 
tendientes a eximir de la carga pública general que re- 
presentan los impnestos son strictissimi juris y deben 
interpretarse muy restrictivamente, como lo enseña la 
doctrina y la jurisprudencia, de tal suorte que lo que 
no está expresamente concedido, queda sometido al de- 
recho común" (113. 165; 118, 411; 202, 388, voto en 
disidencia). 

Por último, observo que la circunstancia de haber 
pasado las empresas el 3 % del art. 8* de la ley 5.315-, 
sobre las «anancias provenientes de la Oficina de Avi- 
sos, no tiene el alcance decisivo que se le acuerda, pu- 
diendo aplicarse a ese respecto las consideraciones 
formuladas en la referida disidencia del torso 202, que 
el tribunal hi»> suyas en 206, 546, con motivo de discu- 
tirse la posibilidad de una revisión judicial del criterio 
con que la autoridad administrativa incluyó determina- 
do bien en ia cnenta capital de nna empresa, 

Cabe agregar, en ese orden de ideas, que la Caja 
Ferroviaria en su tiempo, y el Instituto de Previsión 
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más tarde, no intervinieron en la aceptación de ese pago, 
a pesar de que el punto era de suma importancia para 
sus intereses, por cuanto el excedente que arrojara la 
cuenta especial del art. 59 Ies debía ser entregado de 
iodos modos. No puede negárseles, pues, el derecho de 
que sometan a la justicia lo que creen ser su derecho. 

A mérito de lo expuesto, aoy de opinión que corres- 
ponde revocar el fallo apelado en cnanto pudo ser ma- 
teria de recurso. Buenos Aires, juNo 3 de 1950, Año del 
Libertador General San Martín. - Carlos O. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, 30 de mayo de 1351. 

Vistos los autos: "Contaduría General de la Caja 
s.| art. 59 de la ley 10.650", en los que a fs. 133 5e ha 
concedido el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que la decisión contenida en la sentencia de fs. 124 
respecto del alcance de los arts. 2, 9, inc. 5 o , y 59 de la 
ley 10.650 (reformada por la N» 11.308), que crea la 
Caja Nacional de J ubiEaciones y Pensiones Ferrovia- 
rias y que organiza el régimen relacionado con tales 
beneficios, se pronuncia de modo adverso a la preten- 
sión del Instituto Nacional de Provisión Social, que 
acciona contra las empresas de los Ferrocarriles del 
Sud, Oeste, Central Argentino, Buenos Aires al Pací- 
fico y otroa; por lo que el recurso extraordinario conce- 
dido a fs. 133 aparece debidamente otorgado. 

Que la cuestión planteada versa sobre la improce- 
dencia de la imputación al producido del aumento de las 
tarifas ferroviarias autorizado por el art. 59 de la ley 
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1&65U, de la contribución patronal del 8 Je que corres- 
ponde de acuerdo con el art. 9, inc. 5% sobre los sueldos 
del personal ferroviario, sosteniendo que en éste no se 
hallan incluidos los empleados de ta "Oficina de Avisos 
de los Ferrocarriles". 

Que los empleados de la denominada "Oficina de 
Avisos" de los ferrocarriles, no lo son ni dependen di- 
rectamente de ninguna de las empresas de ese género 
en particular y la misión que cumplen en aquélla, es 
ajena al servicio ferroviario propiamente dicho, desde 
que la actividad de la oficina no es la do organi ración, 
distribución, colocación y exhibición de anuncios inhe- 
rentes n aquel Hervido, sino la de explotar comercia t- 
inente el negocio do avisos particulares en las estacio- 
nes, coches de pasajeros, vías, terrenos, etc. 

efecto, e| primer punto, o sea, el que estableec 
que los empleados de la oficina de avisos no son $?enn¡- 
namentc empleados ferroviarios lo demuestran tas cir- 
cunstancias siguientes: a) que no obstante la amplitud 
del concepto que envuelve la expresión "todos los em- 
pleados y obreros permanentes de los ferrocarriles", 
usada en el art. 2 de la ley 10.650 de abril 30 de 1919, 
qne creó la referida Caja, al determinar quienes so 
hallan comprendidos en el régimen de la misma, no in- 
cluye n los empleados de la oficina aludid»; b-) fué me- 
nester que otra ley, la N» 11.308, dictada cuatro años 
después, el 7 de diciembre de 1923, declara ra de manera 
expresa que, a partir de su fecha, los referidos emplea- 
dos quedaban incluidos en el régimen jubila torio que 
la ley N° 10.650 había organizado, para que éstos pu- 
dieran ampararse en sus beneficios; o) durante el lapso 
corrido entre la sanción de ambas leyes, la exclusión 
no fué objetada reputándosela efectivamente tal, y por 
otra parte la inclusión se debió a un pedido especial de 
los propios empleados (Diario de Sesiones del H. Se- 
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nado, exposición de] Dr. Gallo, lomo II, pHg'383, octubre 
30 de 1023); d) sancionada la referida ley 11.308 y como 
rcfirmadón de que la inclusión lo fué al solo efe*to ju- 
Inlatorio, ya que por la misma de ninguna manera se 
alteraba el carácter de empleados no afectados al servi- 
cio ferroviario de las empresas, la propia oficina de 
avisos, deposita directamente a la orden de la Caja, y 
conjuntamente con las sumas del 5 % descontada a su 
personal, de acuerdo con la ley, el aporto patronal del 
8 % sobre el total de «soa mismos sueldos de sus em- 
pleados, importe que carga a bus gastos de funciona- 
miento (fs. 26 vta, ratificado a fs. 36, julio de 1929, sep- 
tiembre 23 de 1941). Acredítase así, que el aporte pa- 
tronal del 8 %, no sólo «ra depositado por la oficina de 
avisos, sin intervención ni por cuenta de empresa ferro- 
viaria alguna y por el total correspondiente, sino que 
su importe «¡ra costeado o soportado por la misma ofi- 
cina, cargándolo a sus gastos de funcionamiento particu- 
lar y propio. Do esta suerte la obligación patronal que- 
daba perfectamente campLida y satisfecha de manera 
espontánea, directa y consciente, por la entidad que, 
«sumiendo aquel carácter, tenfa a la vea la responsabi- 
lidad consiguiente que le imponía necesariamente el 
del»er de depositar que, así, efectuaba; e) como se ve, 
ninguna ingerencia tenían las empresas ferroviarias, 
las cuales aparecen luego subrogándose en las obliga- 
ciones de la Oficina de Avisos, cuando ésta ya y oportu- 
namente las había cumplido, pues sólo al final de cada 
ejercicio, ellas reintegran a la referida oficina, el im- 
porte que ésta había depositado en concepto del 8 % 
patronal, prorrateándose la suma total de esa contri- 
bución, en forma proporcional a las entradas asignadas 
a cada una y provenientes de las utilidades de les avi- 
sos, pero con absoluta prescindencia de cualquier nú- 
mero da empleados que pudieran serle propíos y de 
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monto mensual alguno, concurriendo -así oon cifras 
parciales que no guardan relación wn laa remunera- 
ciones personales qne constituyen la base del referido 
por ciento que exige la ley, y revelando de tal modo, 
nuevamente, que esos empleados no estaban siquiera 
atribuidos a una empresa dada; f) q¡ue es así y sólo a 
mérito de esa operación de reintegro, que las empresas 
invocan haber abanado ellas aquel 8 % y derivada de 
allí el derecho a cargar al producido del aumento de las 
tarifas autorizadas por el art. 59 de las leyes de refe- 
rencia, lo que la Caja ya había recibido de la Oficina 
de Avieos por cuenta de éata y a cargo de sus recur- 
sos propios, reputada como gasto de la misma. Y" de 
esa manera el saldo o remanente de aquel aumento que 
renta una vez deducido el 8 % de lo» sueldos de loa em- 
pleados ferroviarios propiamente dichos y que debe 
ser también depositado nomo fondo de la Caja, se ve 
disminuido por la imputación ilegítimamente practi- 
cada por aquél medio; g) obvio resalta señalar que el 
aumento de las tarifas del servicio ferroviario autori- 
zado por el art. 59, no comprende a la "tarifa o precio 
convencional de los aviaos come)rciale8 , ^ cuya exhibi- 
ción al público contrata la oficina en cuestión con los 
comerciantes y anunciadores en general, sin más limita- 
ciones que las que resultan del Ubre acuerdo de volun- 
tades; h) el personal aludido es designado por el agente 
que dirige esa oficina y con el cual las empresas tienen 
celebrado el contrato especial transcripto a fs. 42, pa- 
gándose loa sueldos de esos empleados por la Oficina 
y con imputación a gastos de la misma. 

Que en lo que se refiere a la naturaleza de la acti- 
vidad de la Oficina, cabe señalar que, según expresa a 
fs. 40, la misma fué "creada con el exclusivo objeto de 
explotar el negocio de avisos en las estaciones, vías, 
coches de pasajeros, terrenos, etc."; debiendo tenerse 
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presenté, además, la prohibición de computar como gas- 
tos do explotación, loa fletes por transporte» de loa «ri- 
sos, establecida en el art. 4 del contrato de fs. 42, qne 
de esa manera aparecen soportados exclusivamente por 
la Oficina de- referencia, a la qne no se autoriza para 
reintegrarse de esos valores. 

La circunstancia de que las empresas huyan incluido 
voluntariamente utilidades de osa oficina, eu el M produc- 
to líqnido de sos líneas" afectado al 3 $ del art. 8 de 
la ley 5315, no sólo no cabe oponerla a la actora a quien 
tampoco correspondía intervenir en el pago de esa con- 
tribución, por ser ello extraño a su cometido, sino que 
ese hecho, desde luego espontáneo de las empresas, no 
indujo a Ja Oficina de Avisos a considerarse liberada 
de- efectuar eJ aporte del 8 % qne atendió con sus re- 
cursos propios invariablemente, sin entender que so 
actividad se bailaba comprendida en las "líneas" fe- 
rroviarias, según multa de autos, y sin que se rectifi- 
cara tal comportamiento ni fuera objeto de observación 
alguna. 

El decreto 30.730 de noviembre 15 de 1944 ha coa- 
firmado la doctrina qne se sustenta, o sea ]a necesidad 
de advertir la evidente diferencia existente entre la 
imputación a cargo del art 59 de la ley 10.650 que co- 
rresponde al aporte patronal del 8 % de loa sueldos del 
personal de las empresas que realizaban el servicio pú- 
blico ferroviario que amparó inequívocamente dicha ley 
y su modificatoria N> 11.308, al crear la Caja de Jubi- 
laciones y Pensiones Ferroviarias, de la qne a cargo de 
sus fondos propios incumbe soportar a las otras enti- 
dades incorporadas a ese régimen, las cuales por grande 
que sea su conexión con las primeras, no realizan posi- 
tivamente aquel servicio público, y ello, no para crear 
situaciones distintas a los empleados qne en uno y otro 
caso obtienen loa mismos beneficios en igualdad de con- 
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diciones, sino pnra destacar incuestionablemente que 
el beneficio excepcional del art. 59 citado reza en forma 
exclusiva para las empresas ferroviarias respecto de su 
personal ferroviario» por ser «so lo que se tuvo en cuen- 
ta al autorizar el aumento de tarifas de pasajeros, car- 
cas y telegráficas de los art». 9 y 11, correlativo a la 
exención del art. 8 de la ley 5315. 

Por estos fundamentos y habiendo dictaminado el 
Sr. Procurador General a fs. 193 se revoca la sentencia 
de fs. 124, «onfirniándose la resolución do fs. 62 en cuan- 
to ha sido materia del recurso extraordinario conce- 
dido a fs, I», 

hVB B, Lonohi — Felipe San- 
tiago Pérez 

BAON0. 



GUILLERMO E. COCK — SUCESION 

JUBILACION Y PE.VSWN. 

El art. 11 del decreto-ley 9314/46 — ratificado por ley 
N* 12.921 — no contiene la exigencia de que las remune- 
raciones que b« intenta comprender en el reajuste que 
el mismo prevé, hayan sido percibidas "antea y después" 
del otorgamiento de la jubilación — como pretende el Ins- 
tituto ííacional de Previsión Social—, sino la de que quien 
pida el reajuste esté en actividad. 

Dictamen APsoBAro pea H, DrftECfoBió bfcL Instituto 
Nackmmi. t* Previsión Sociai. 

Buenos Aires, 9 de abril de 1949. 

Visto el precedente pedido formulado por D. Guillermo E. 
Cock, por sí y en representación de los sucesores de D. Gui- 
llermo Enrique Coek, pedido que reproduce presentaciones 
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fS^J tendiente* a obtener la inclusión en et reajuste de 
f*. 161 de 2 cátedra* desempeñada* por el causante; y 

Considerando; 

¿¡.J?- Cl ^"P" 10 de r «g"»te formulado en virtud de las 

OK^ir* ? [ ÍSS* 1 ^ 93,6 fl f8 ' estó errado al 

28 de febrero de 1946, fecha de la última potación dé sen-i- 

sumas pernbidaj en los ultimo* 10 años, es. decir, desde el 
™ de marzo de 1036. ' 

Que. las cátedras coya inclusión ae pretende, fueron resie- 
nadaa una en 1932 y ia o.ra en 1934, quedando por to t ™ 2 
fuera del período de los último* 10 anos contemplado, para" 
t.jar el aueldo promedio y. también, fuera del ámbito de 
apheacón del Decreto-Ley 9316, el que sólo contempla situa- 
ciones mantenidas al 1« de enero de 1946. 

IRH/qT. 10 !8S¡SS! lo _ dicUminaí, ° P« «I Sr. Asesor a fa. 
emrVe Sho ** P ° r re P podoci,lM v P° r no mediar 

la Jmta de 2o SecOiá^Ley 4349, 
Aeonseja resolver: 

1» No nacer hipar « lo solicitado por D. Guillermo E 
Coek. por sí y en representación de Da. María Mercedes Criape 
de Coek ; y de Da Mana Mercedes Cock, sucesores de D. Gui- 
llermo Enrique Coe^ en el sentido de que ae inclayan al 
promedio de la jubilación del causante, haberes percibidos con 
anterioridad s ia fecha ioicial considerados en el miamo. 

DlCTAMBÍ DEL PROCURADOS GRNERAb Dlfj TRABAJO 

"Exeroa. Cámara: 

En 3a contienda administrativa que se trae a dilucidar 
por ante ese Tribunal, se reproduce el caso d« la interpreta- 
ción de una cláusula enunciativa de la ley, enyo sentido frra- 
raatical, por no revestir un concepto imperativo claro, ha dado 
logar a pronunciamientos contradictorios, para definir el dere- 
cho que la pertinente disposición confiere. 

Se trata del art. 11 del Decreto-Ley 9316/46, que faculta 
a los jubilados que eet&n prestando servicios, a solicitar el 
reajuste del beneficio, con las remuneraciones por aneldos per- 
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cibidos "antes y despmV de la jubilación, y que no hubieran 
■ido tomados en cuenta, para el otorgamiento de esta. Por 
«presar el articulo, «pie será, considerando esas reían nerario- 
nes perc ¡bida»"antesy ilMpu.V, se ha cuestionado, planteando 
problemas, si aquellas frases que subrayo, implican una con- 
dición o requisito, a la cual se subordina el derecho que la 
deposición reconoce, o si en cambio, es la «tensión de la 
esfera de su ejercicio, hasta aquellos limites. 

En el presente juicio, la resolución del Instituto de que 
w apela, no hace lugar al reajuste del beneficio con los ha- 
beres correspondientes a servicios posteriores, sino sobre los 
que están prestando actualmente por el jubilado, no dice que 
el fundamento sea, el de no poseer aquél también servicios an- 
teriores al otorgamiento, pero debe examinarse la disposición 
que a ese efecto «• invoca, para decidir, si ha podido denegar 
el Instituto de Previsión, la computación de esas otraa remu- 
neraciones. 

U resolución de fs. 122 expresa, que no se hace lugar al 
reajuste de todas las cátedras ea que continuó, en razón de 
que dos de ellas, fueron resignada*, antes de entrar en vigencia 
el Decreto-Lfy 9316 del año 1946 y que también, que por no 
desempeñarse esas cátedras, desde el año 1936, están fuera del 
período de las 10 años últimos, pura fijar el sueldo promedio, 
quedando por ello, excluidas del reajuste, agregándose que el 
cómputo, de acuerdo al citado decreto, ba debido ser formulado, 
como se ha hecho a fs. 14". es decir. 20 de febrero de 1946. 
fecha de la última prestación de servicios. 

Pero no obstante! la concesión del reajuste respecto de la 
cátedra desempeñada actualmente, el Instituto en bu memorial 
ante V. E.. sostiene, que el reajuste es improcedente, por no 
acusarse servicios de antea y después del otorgamiento del be- 
neficio, sin explicar porqué ha reconocido los activos, poste- 
riores, sin existir los anteriores que considera necesarios e 
impmindiblet acreditar para que el afiliado obtenga ese 
derecho. 

En «n dictamen, que corre a fs. 165, se plantea también 
la cuestión de ese reajuste, contra el que se opone la misma 
teoría de la inexistencia de servicios presentes y futuros para 
denegarlo. No se emite criterio, allí, con respecto al reajuste 
ya verificado y ordenado a fs. 1-te y ISO. sobro los haberes del 
empleo actual. 

La tesis expuesta por el Instituto, y qne mantiene en 
«1 presente caso, por haberla sustentado en otraa peticiones 
análogas que ba desestimado, deriva de la interpretación lite- 
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precisamente constituye 1» „„™ ,J P » lo «■* 

We»0 que allí in,!¿u,¡h e,.,?n, f™>nocJmieiilo M de- 

e*n«l» acerca de Ta eiirt/nci. a. ! ¿ • !£**• * " n " «J* 
nado, el reajuste comnrenile tuSSFS? **reto-ley mencio. 

iiSiiiÉ ~ ras * 

«prauuto. que sSSSSESP&S "° 5 °'- men "'- 
deben contemplarse o nned.lL? . ™ mu "erac.onea. o que 



no 
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El segundo «1 cual cuestiona el Instituto, es el término 
*■' antes y después' \ que por -'star «nidos los tiempo», dio-, deben 
existir e«w do* tiempos, lo que ** completamente distinto, ti lo 
aue significa, la conjunción que los une y 1* propia idea del 
autor. 1 " 

Del mero eiamen gramatical del teífo. se ¿«prende, que 
lo que ha qnerido decir el lejffclador, es que a la remuneración 
<!e antes se auma si ha existido la de después, o viceversa, toda 
ves que no ha podido construir Ta frase, utilizando los términos 
"después y antea". Corresponde pues computar cualquier re- 
muneración, no sólo cuando se hayan percibido inte* y des- 
pués, sino las correspondientes a cualquier tiempo, de ante* o 
después, siempre que- el afiliado haya estado en actividad, al 
promulgarse la ley. 

Véase, que estajea indiscutiblemente, la intención del le- 
gislador, vale decir, la de reconocer el reajuste, por es! a sola 
ves. -de los sen-icios prestadoa en cualquier tiempo qae no ha- 
yan «ido incluida* en la jubilación de que esta en goce. 

En los considerandos del decreto 9&16. «e encara el pro- 
blema de loa jubilado» que deteraperian funciones, o que laa 
han desempeñado, sin que la ley lea admitiera computar loa 
distintos servicios en la prestación de que gozan. Asi diw el 
5» considerando: "Que es necesario hacer desaparecer la diré- 
rencia de trato... como en lo que se refiere a la posibilidad 
de continuar desempeñando cargos en el profesorado después 
de haberse obtenido la jubilación por servicios prestados en la 
mapintratura o en la administración pública, sin admitir la 
acumulación de estos sueldos a los efectos jubiíatonos. salv- 
en los rasos de profesorado exclusivo. 

Si eso ha tenido en miras el poder legislador, haciendo 
desaparecer la diferencia de trato, computando en él haber 
jnbilatorio, asignaciones que antes estaban prohibidas compu- 
tar, con mas raaón, debe considerarse procedente el reajuste, 
de lm ojue han desempeñado cargos en la docencia, como el 
causante, si desde que existe la ley 4349, se ha mantenido sin 
alteraeion. el derecho qne acuerda a los empleados del profe- 
sorado de acumular a su jubilación, los distintos sueldos que 
hava percibido en aquel concepto - art. 35-. 

Esa diferencia de trato, desaparece con la ley desde el 
momento que se jubila el afiliado, porque los arls. 1', 2» y J> 
del decreto, incorporan toda elnse de servicios y sueldos en 
el beneficio, aun los no aportados a la Caja. Una vez jubiíados 
ya no es admitida la computación de nuevos servicios en el 
"haber que se perciba po T aquella prestación, art. 15. 
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Pero para loa que ya están jubilado?, al entrar en vigencia 
la ley, el Eítado lefc concede pOr Una sola vez, el reajuste de la 
prestación, considerando las remuneraciones percibidas en todo 
e! tiempo, antes y después de jubilarse y que no hayan entrado 
en el cómputo, a condición de -que en aquella oportunidad, se 
encuentren reincorporados a la actividad (art. 11). 

Esa voluntad del Estado, de reconocer servicios de cual- 
quier época, a los que se jubilan, o de reajustarlos, con loa 
beneficio» que otorga, surge indudable de esa ley y se maní- 
fiesta su tendencia a confirmarla, por las leyes posteriores que 
ha dictado. Talw las núme-ros 13.065 y 13.076. y qae en sur 
respectivos arts. V, 5» y 6* 4» y 5 S , disponen reconocer servicios 
prestados en cualquier época, aun anteriores a las leyes pre- 
existentes y hasta Isb prestaciones prese ripias, como igualmente 
el reajuste de toda jubilación y pensión existente. 

Bl objeto de aquella ley del año 19«, fué la de reparar 
los efectos de soluciones que no siempre han sido juilas y 
equitativas (considerando 3 o ), entre las qne se habrán pro. 
ducido por servicio*, como los de la marina mercante |> de la 
ley N* 11.110 entre otros, que no han podido ser computados 
en la jubilación, por haber sido prestados, fuera del tiempo 
en que esas leyes lo reconocían. Por eso se introdujo con 
carácter transitorio el art. 11, para involucrar aquellos servil-ios 
en la jubilación existente. 

Si se han incluido también los servicios posteriores, ba aido 
en vista de la sana política social de previsión, de transferir a 
pasividad, a quienes estaban Afrontando el esfuerzo de tra- 
bajar, para mejorar eua inarresos, asignándoles sus aneldos, en 
la jubilación, para que se retiraran definitivamente volviendo 
a la situación del art. 15 del decreto. 

Admitiendo por Unto la ley, el Najante de servicios antr- 
• riores y que el afiliado dejó de prestar hace tiempo, no veo 
porqué ha de denegarse la computación al es-jubilado Cock, de 
los que ha dejado de prestar posteriormente a aquellos otros y 
a la jubilación. Estos deben serle» reajustados, si igual que 
los anteriores, al goce del beneficio, porque del minino modo, 
la ley los reconoce, por haber sido prestados después y no haber 
aido tomados en cnent* para el otorpMniento. 

Obsérvase, que ai la ley dice, que deben ser las remune- 
raciones omitidas ta el benefieio. de ninguna manera ha podido 
referirse, a las que están percibiendo, desde que no lia debido 
ser tnraadi, en cuenta un aneldo inexistente y por lo tanto, 
estaría de más esa clausula ■ su respecto en la ley. Entiéndese 
entonces, que se refiere principalmente, a servicios existentes, 
que ya han sido prestados y no computados por distintas ea«. 
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«ta; entre estos, están comprendidos los que solicitan los rtH... 
rrentea ae reajusten, incluyéndose los que estaba prestando 
el causante, por consignarlos la ley, entre los posteriores al 
benefieio. 

Objeta «hora el instituto, no haberse estado prestando los 
gP? correspondientes, al entrar en vij-enein el Decreto 
9316. [« disposición pertinente, no exige tal requisito, sino el 
de estar prestando servicios, pero B¡n que ellos sean los ; * 
que se desea incluir; bast ft que el afiliado este en 
para reconocer los presentes y lo* del pasado. 

Si ae pretende que los servicios reajustares, deban ser 
solamente tos qua se están prestando, no podríase practicar el 
reajuste, «obre la* prestaciones anteriores a la jubilación v que 
la ley acuerda computar, porque otras leyes lo impidieron" en el 
pjwado. Ello sería desconocer la equidad con que se ha contem- 
plado el derecho a computar servicios de cualquier tiempo oue 
previ la ley. r ' " 

De lo expuesto se deduce, que- ü v \ decreto analizado, con- 
cede la acumularían, por servicios une «tras leves no rrconor-ían» 
es incuestionable el derecho del jubiíailo. a incluir los poste- 
rwrcs, que el art. 35 de la ley 4349, le permite acumular. Por 
ello es que corresponde desechar el reparo puesto de I» no- 
protn-ión adiiol de lew am-icim cuya aenmiilaciAn gestiona. 

En cuanto a! araumento invocado, de no corresponder esos 
servicios a los últimos 10 años de la actividad actual del afilia- 
do, tamhicn debe desecharse . I'ucs oponer tal reparo, a la ley, 
sería contrariar nu finalidad, toda ves, 'que ello impediría 
reajustar servicios antia-iws, que reconoce i mplicif amenté, por 
el hecho de no estar comprendidos estos servicios, en los íilti- 
mos 10 años ríe la actividad actual. 1» que resultaría jurídica- 
mente absurdo. 

El único reparo admisible al reajuste sobre las cátedras 
dejadas después de la jubilación, serla el de la cesantía im- 
putable en Jas mismas, y que le hubiera hecho perder ni «filia- 
do. Ir.s derechos del refringen jubilatorio. Pero no existiendo 
tal causal de separeción. su derecho subsiste plenameute. 

Sobre la base determinante del cómputo, nada tengo que 
opinar por p»»j-nto h¿ sido ella materia del recurso, no olfi- 
tante la cuestión pendiente a su respecto sobre las cátedras 
que do n han computado, fióln debo expresar, que nn es 
de aplicación la norma del art. -3fi de la ley 4349. sino la de la 

ley pertinente, que concede cxeepeioiialmente este derecho y 
la del art. 2 del Códiiro Civil. 

• Con lo expuesto, dejo expresada mi opinión en el sentido 
qtie considero interpretada la ley. en la cual he tratado de 
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buscar solo armonía de ras cláusula, sin indagar díseordan- 
cías que no encuentro; por ello es que discrepo con lo resuelto 
por el Instituto Nacional dé Previsión en «te juicio, y deba 
apartarme de la solución dada por la Excma. Sala III en el 
caso "Fay© Adolfo", compartiendo en cambio con el pro- 
nunciamiento de la Exema. Sala II recaída en el juicio 
"Ri varóla H. C. c/I. N. P. 8.". 

Corresponda por lo Unto a V. E M ai comparte con «I 
Buscnpto, revocar la resolución apelada, — Despacho, manco 
14, Aun del Libertador General San Martín, 1950. — Víctor 
A. gar&a GrwU*. 

Sentencia DB i.a Cáuaba be Aklacias-eb) db la Justiota 
:»!■;. TttAiu.ro 

buenos Aires, mayo 15 r Año del libertador Geaeral San 
Martin, 1950. 

T Vistos; 

Se agravia D, Guillermo Coek de la mutación del Ins- 
tituto Nacional de Previsión, en cuanto, éste no hace lugar 
al reajuste de su jubilación con las cátedras por él desem- 
peñadas en el Colesjio Nacioual de Bueno» Airea, y Escuela 
Industrial de la Nación. 

Que en el en so de snb-examen, se trata de una jubilación 
ordinaria, que al sancionarse el Decreto 9316/46. se hallaba 
en las condiciones presoriptas por el art. 11 fiel mismo, y que 
ha solicitado el beneficio del reajuste dentro del término que 
scfiaíaei artículo citado, y en virtud de haber prestado servicios 
remunerado* antes y después de su jubilación. 

Qne «ai planteado» ke neenos, el Instituto Nacional de 
Previsión Social, deniega el beneficio deducido, haciendo la 
interpretación de una cláusula enunciativa de la ley, y prin- 
cipalmente en el concepto que le merece el testo gramatical 
del art, 11; esto ea, que al estar anidas las frasea "antea y 
después" por la conjunción copulativa "y*\ exige la exis- 
tencia de servicios antes y después de la jubilación, para 
reajustarías, llegando a la conclusión, de esta manera, que 
no procede tal reajuste, cuando hubiesen servicios de ana sola 
época, sea pasada, o fqturs, 

Discrepa este Tribunal de h% interpretación a la norma 
que pueda dar el Instituto ni citado art. U, por cuanto al 
entablccer el mismo "que se puede pedir el reajuste de la 
prestación, considerando las remuneraciones percibida* autea 
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empleo d« 1* jad.br. "antes", «pone las rmoneraciones que 
m. fueron tomada* «, cuenta oportunamente cuando se hixo el 
computo respectivo par. I. prestación, y 1. palabra "deapnéV' 
VHOa de «a manen refiriéndose a la» remuneraciones que 
•.perciben luego de esa circunstancia. Si m hubiera querido 
eatablecer continuidad íntima, no ge hubiera redactado tal 
articulo empleando dos adverbios que encierran un eontenido 
dmmefralment* opuesto y que. colocadas frente afrente ex- 
presan una idea de deslinde, en definitiva, ea como « se dijera; 

en «te caso y "en «te otro". Si hubiera querido establear 
una continuidad, la redacción del citado artículo debió ser otra. 

^,^ C ° nfl * CUe 1 P v 8 el,< V siendo en el M*P >a ínter- 

P í! T. qut debe dflree 81 art - " de" De*. 9316/46 no 
orrece dadas en cuanto a au ineeliffencia, no debe hacer™ otra 
mwime cuando en ella, se restringe derechos consagrados por 
i* ley, e impide de esta manera la realización de Ir* fines 
peiWffnidíM por una norma le^al existente. 

En mérito a lo expuesto, y a los aabatfl neia les funda- 
mentos del Sr. Procurador Genera) del Tr.oajo-, que este 
Tribunal comparte, se revoca la rcfiolución del Instituto Na- 
cional de Prevwón Social en lo que ha sido materia de re- 
curso. - Domingo PeUffo. - José PtUiceictta. 



Dictamen d'bl Procurador General 
Suprema Corte; 

Atenta la forma limitada en que V. E. hizo iuaiar 
a la qnoja interpuesta p° r Instituto de Previsión So- 
cial (fs. 314), toen ahora resolver si al hacerse e! roa- 
juste autorizado por el art. 11 .¡el decreto-ley K» 93l6|46 
corresponde computar las remuneraciones percibidas 
antes y no después de entrar en viajenc-ia dicho decreto- 

A mi juicio, cumplido, como baila, el reqniaito 
fundamental exigido por el referida art. 11 de haber 
estado el interesado en actividad a la fecha en que en- 
tró en vigencia Bl decreto-ley en cuest ión — 1» de enero 
de 1946- se deben computar todo 8 loa servicios presta- 
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dos por aq« e l q„ tí no hayan sido tomados en cuenta al 
acordursele la jubilación. 

Soy pues, de opinión que V. E. debe confirmar el 
fallo apelado. Buenos Aires, noviembre 15 de 1950, Año- 
de! Libertador General San Martín. - Carlos G. Del- 

flH /I. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 d« mayo de 1951. 

Vistos los autos: «Ock Guillermo Enrique (sueA 
pensión solicitada por Oock María Mercedes Crispo 
de , en fts q Ue a fs . 3!4 m Cop(c gu declaró 
procedente el reenrsa extraordinario. 

Considerando: 

Que los límites de este recurso extraordinario tue- 
ro» establecidos en la decisión de esta Corte de fe. 314 
que lo abrió. 

Qh «frmo bien lo observa el Sr. Procurador General 
el art 11 ao com.eoe la exigencia de que la» remunera- . 
«iodos que se mienta comprender en el reajaate havan 
todo percibidas en la forma y oportunidad qne pretende 

JinT ? reCD " en í e - 8Í »° ! * ** 1™ <!»ien pida el re- 
ajuste esté en aetmdad, requisito q Ue eetaba cnmpUdo 

apelad^ ' CorrMpondo ' pDe8 ' la sentencia 

Por tanto, y habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor Genera!, se confirma la sentencia de fs. 286 en e« ao - 
" materia del recargo. 

Lure R. Lonaar — Tomas D. 
Casares — Felipe Sahtjaoo 
— Atilío Pessaoko. 
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LUIS MAGNASCÜ Y CIA., S. A. 

JüfílLACIOX DEL PERSOSAL DEL COMERCIO, ACTIVIDA- 
DES afixhs y CIVILES. 

Conforme a los arts. 6» y 67 del deereto-ley N° 31.665/44, 
los directores de una sociedad anónima que, además de su 
función de talen, desempeñan tareas administrativas por 
la» que reciben una remuneración, son por eata última 
circunstancia — al i(raal del socio gerente de «na socie- 
dad de responsabilidad limitada— empleados de ella, con 
U consi^niente obligación de efectuar aporte* al Instituto 
Nacional de Previsión Social. 

JÜFilLACIOS X PES8I0X. 

Tjo que caracteriza a ios regímenes jhtulñtorios es que. 
en ponto a cuales sean las remuneraciones sobre las que 
hayan de hacerse alertes o se haya de calcular el haber 
jubilatorio, todo depende de lo ojue dispone cada ley 
jtl tiempo de! aporte o el beneficio de que se trate, esto 
es. del sistema elegido para constituir el patrimonio de 
la* respectivas cajas y del criterio social con que se en- 
care el problema de asistencia que estos regímenes se. 
proponen resolver, cabiendo muy diversas soluciones res- 
pecto « lo «no y lo otro. 

JVKlliCmX DEL PERSOSAL DEL COMERCIO. ACTIVIDA- 
DES AFISRS Y CIVILES. 

Con arrezo al art. 13 del decreíoley n ? 31.665/44 —texto 
raya generalidad comprende a todas Irh retribuciones re- 
cibidas por el empleado eon motivo y en razón de su tra- 
bajo, fíirniPii n no parte de la remuneración convenida, 
sean o no exijeihleK por parte del empleado. ten¡»n o no 
carácter ordinario, rehilar o permanente— las ttTfttifiM- 
eíoiies otorcadas a sus empleados por una sociedad anóni- 
ma integran 1» -remuneración total" a que dicho precepto 
se refiere y se hallan sujetas, por ende, al aporte y contri- 
buciones jiibilatorios dispuestos por el art. W del decreto- 
ley eílado. 

jvwLAcwy r PExsioa, 

La singularidad de cada uno de los refcímencs jubilo torios 
se opone, en principio, a Ia aplicación analógica de dwpn, 
le «tro de ellos cuando la cuestión está resuelta 
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Ei límite máximo de $ J.5Q0, prevista por el srt U M 

«Sí * ~— 

Dictamen aprobado w R tt. D*»™™, del iNsi-miro 
Nacional he Previsión SoriAb 

cumíente, d* la SE8V ha r««iiIo pronun- 

en «tas «Md. e S £?SE* 1 " ,e cabe reiterar 
malada, * C "" e "" lw ' lss "'"■<le«e¡ones anteriormente for- 

del MÉSÉ^É •"•"f i6n 3? N componentes 

oS d¿tedr«,¡ n ™í~"™i , * ,n, , y 8ocic,ia " «i-referen! 

ÍmJ. • """'"S»"». a lo» efectos de determinar sim aoli.»l™ 

previ el jg „ SSSm 8 '* «»« 

STwU^SSM^E "i T 80 ** n " ,mlal0 
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cabe- duda" X° itÍliS^^g otür * adaB L*&tt* no 
a que W refiere el ort. U de nuestro decreto-ley, por euanto 
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nu concedidas ea mérito o retribución de los servicios presta- 
dos a la sociedad y por lo tanto con respecto a la* mismas 
deben inirresarso los aportes y contribución»» que determina 
el m S*. 

m 

Final méate con respecto a las sumas abonadas mayores de 
« 1,500. las contribuciones y aportea deben infrresars* soore el 
total de la rama percibida por el empleado, no existiendo li- 
mite máximo par* «alea injrreBOs (punto 11», me. I) punto V 
de las normas interpretativa* oportunamente aprobadas por el 
Directorio. Por ello y tratándose de un asunto ampliamente 
debatido, afilo cabe reiterar pronunciamientos anteriores por 
lo cual te da por reproducidas las consideraciones formuladas 
en Exp. As. Vs. 4¡í5 que dice no existe limite máximo ni 
mínimo en las contribuciones y aportes que fija el art. 8» y 
que los miamos deben realizarse sobre la sama total que per- 
riba el empleado. 

IV 

Por las consideraciones expuestas vuestra Comisión de 
Legislación e Interpretación que comparte el dictamen del 
Departamento Lejral apresado * f*. 16, aconseja elevar a con- 
sideración del H. Directorio el siguiente proyecto de resolución ¡ 
1* Loa directores de la S. A. Lnis Majrnssco y Cía. Ltda., 
que aparte de las funciones específica* de mi carpo, desempe- 
ñan otra» tarea* administrativas remuneradas, catán compren- 
didos en el art. 2» del decreto-ley 31.663/44. atento el carácter 
de "empleado" que por el desempeño de tales tareas invisten 
frente a las disposiciones del citado decreto-ley. 

2» Los directores y síndicos que no realisan simultánea- 
mente tareas administrativas o técnicas remuneradas «entro 
del mismo establecimiento, están comprendidos en el art. &> 
del decreto-ley 31.665/44 t sin obtienes ni derechos liasta 
tanto se dicte la repiamentación del art. 67. 

3* Las aratificacionea forman parte de la "remuneración 
total" sobre la cual deben efectuarse los aportes y contribucio- 
nes al fondo de esta sección. 

4» No existe límite para el aporte y contribuciones que 
fija el art. 8° de! decreto- ley 31,665/44, los miamos deben efec- 
tuarse sobre la suma total que perciba el empleado. — Q Comi- 
.ión d* Upislnción e InterpreUcíóo, 4 de febrero de 1949. 
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Dictamen del Procurador' General de i.a Justicia 

del Trabajo 

Excma. Cámara: 

Loa tres punto» de la controversia resuelta por el Instituto 
Nacional de Previsión a ís. 47 y que son materia del recurso 
que V. E. debe decidür, corresponden ser confirmados, en vir- 
tud de pronunciamientos judiciales que han recaído en juicios 
de idéntica naturaleza al del presentó. 

Respondiendo al mismo criterio de uniformidad, que ae 
imprime en la resolución, a esas cuestiones, qwe no pudieron 
s*r mejor concretada» en la investigación tánica preliminar, 
me espediré en cada una de ellas, por el orden en que las de- 
cide la autoridad ^administrativa. 

T estimando 'este Ministerio Público, suficiente el acata- 
miento a los precedentes joriapradenciales que invocará, para 
aconsejar el pronunciamiento -que corresponde a V. E Cámara, 
no cree necesario vertir otras consideraciones que expresen su 
opinión, con respecto a las materias cuestionad tu, y que desea 
dejar a salvo, por la que tiene emitida contrariamente, en la 
oportunidad de aquello* precedente». 

Punto 1* de la resolución. — Los miembros del directorio 
de la sociedad recurrente, que además de ese carácter ejercen 
funciones administrativa», percibiendo sueldo por laa mismas, 
son empleado* en el concepto de la ley y deben «portar. Está 
admitido que se abonaron haberes por este concepto, durante 
el año 1945 y parte del año 1946 (fe. 6 y 11). 

Corresponde confirmar eate punto de la resolución, atento 
la sentencia de la Excma, Suprema Corte de la Nación dictad* 
en los autos "Guerrero y CU." que se registra en Gaceta 
del Poro, t. 196, pift. 206, por fundarse el tribunal, en los 
mismos principios aplicables al presente caso y no en otros 
diferentes, como sostiene el apelante a £s. 70. 

Punto y — Sobre eate pnnto no existe controversia,' ni el 
recurso en su eoatra oue a* dedoee al interponerlo juntamente 
eon los otros tres en la apelación de f*. 52. Pues sólo se con- 
signan los conceptos por remuneraciones y períodos del direc- 
torio a fa. 11, sin qu* medie impugnación, por cuanto no han 
sido considerado* en la estimación de la deuda, según lo ex- 
presa la inspección a fs. 12. 

Por tanto, no causando agravio el carácter declarativo de 

ese punto de la resolución, la apelación ha sido nal concedida 
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a fs. 60, y omitiéndosela invocar en el memorial por el apelan- 
te, debe excluirse dicho pnnto de la decisión de V. E. 

Punto 3° — Retribuciones gratuitas aE personal 

Corresponde por los obsequios hecho» b! personal en este 
concepto, aparte del suelda anual complementario, por lox años 
1945 y lí>46, aegfin » consigna B fs. a y 11. cuestionados por 
la empresa apelante a fs. 6 y 15, letra e). 

E*ta cuestión ha sido debatida ya en varios juicios de? la 
naturaleza del presente, y esa misma Sala entre otros de ta 
Excma. Pamara, que le ha tobado intervenir, la ha resuelto en 
iguales términos que lo ha hecho el Instituto Nacional de Pre- 
visión, o sea, declarando que esa gratificación espontánea, re- 
viste el carácter de sueldo y es aportable para la jubilación; 
i* re "Sociedad Argentina de Edificación — Recurso contra 
I.N.r\S.'\ «p. 8? 2593. 

Atento lo que rewilta de ese precedente, corresponde a 
V E. confirmar la resolución que decide en el mismo sentido 
la cuestión nuevamente promovida en este juicio. 

Punto 4" — Aportes n,.hre> el excedente de * 1.500 m/n. 
de sueldo. 

Se funda el oponente, w. que segiin el .irt. $4 del f>/L 
31.665/44, ninguna jubilación puede exceder de $ 1.500 m/n. 
mensuales, aunque el promedio de sueldos arroje una suma 
mayor. 

En cierto modo tendría razón el oponente, ad plantándose 
a prever el conflicto que determinarían ambos derechos, los 
del futuro beneficiario con los de la institución, al negarle 
esta el beneficio sobre una suma que habría aportado. 

Aunque no se trata en eate caso del otorgamiento de ese 
beneficio, tino de la obligación de loa afiliad**, de aportar para 
obtenerlo mas adelante y del derecho de los empleadores a 
oponerse a un pago que eoneeptíian sin causa es oportuno con- 
siderar los alcances que esa limitación puede tener al aplicarla 
al caso de un jubilado. 

En mi opinión, el promedio a que se refiere el art. 34, 
debe ser sobre todos los. sueldos, aunque pasen de $ 1.500 m/n. 
por mea; pero la cácala, sí. es solamente hasta # 1.500 m/n. 

Pero estableciéndose también en el inc. f) del artículo, el 
pasro del 50 % máa de la diferencia entre * 1.000 y el aneldo 
promedio, volverlas* al promedio íntegro de todos los sueldos, 
como dice la primer* parte, con la cual parecería contradecir 
esta ultima del mencionado inciso. 

Creo interpretar que el promedio a que se refiere el ar- 
tículo, comprende el total de sueldos que hay* percibido el 
afiliado, incluiré loa de más de * 1.500 mensuales, porque con 
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¡*i<" aumenta loa que hayan «do menores de esa suma nara 
l.imr h aquella máxima. De ahí que debe resulta sin límites 

fe wotribnclfin, ilrwle que el mayor emolumento -caso más 

Oe ■ !..**>_, pimie concurrir a aumentar el monto de sueldos 
mucho menor», para mejorar el importe de la jubilaeioa 

ala Siílí-Í?"- SÜ 2fift n ' T 8in Mr definitiva, en e» an to 
£g ^"^on mtegral ^ artícul ° cuestionado, la «preso con 
6 oblwt "ón de aporto que de día deriva v cuya 

ni mifii? ETT"' V * & h " (leclar «' 10 W »• «¡ate mínimo 
tiZ .T . »m«»t»«on« sobre las cuales debe apor- 

I*E*coia. Suprema Corte de la Nadó, fi i abocarse en 
ffrado de apelación, de! contenido de ese juicio ha declarado 
que no compete a, su jurisdicción rever o modificar aquel pro- 
"ggg judicial que ha tenido a la vista, lo que implica 

23WF ^ ^S^ ,,rme al d «j wte átente. n« W 
838 , PT'^'P 1 * 1 Ie ff flI y doctrinario invocado por el Alto 
Tribunal, de que no eorreaponUe decidir cuestiones abstraía*. 

ZZil iT m n 3mc, °*' « Qe * desprende por improce- 
dencm dei recurso, Pnes en los autos, V. E. decidí* on ««o de 
consulta, sin controversia de partes, pero dictando un a senten- 
Tribunal q ' ,rme como doct rina sustentada por el 

Dejo con lo «puesto, evacuada la vista que se me ha eon- 
Í2Ü? ?; *¿'P58*' juici0, — despacho. 13 de febrero de 
&<torJ¿. rt * d0r ** 8811 Martín - - W5 I 

Sentencia de la C Amara de Apelaciones de la Jurticu 
1 del Trabajo 

TS 10 " AÍW9 ' mara ° 29, A5 ° ¿el libertador ífiMi- San Martín, 
Visto» y considerando i 

Que lo* agravio» del recurrente traen a oonBÚleraeión de 
la Alzada tres cuestiones distintas que se concretan en los ai- 
pjicntea puntea: 
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a} 8i loa miembro» que integran lft Sociedad recurrente, 
amén del carácter de tales, ejercen funcionen administrativa», 
y por lo tanto están obligad!» al aporte de ley. 

b) Si las retribuciones o gratificaciones forman parte del 
sueldo a lo* efecto» jubílatenos. 

c) Si existe límite máximo para el aporte y contribución 
que fija et art. 8> del decreto 31.665/44. 

Respecto al primer punto cabe confirmar en 1(w3m sus par- 
tea lo resuelto oportunamente por el Instituto Nacional de 
Previsión Social, por cuanto la doctrina sustentada por la 
Exrma. Suprema Corle de la Nación ta re Herrero y Cía., 
inhibe a este Tribunal a otro pronunciamiento distinto, por el 
principio irrevocable de acatamiento y respeto a los fallo» dic- 
tados por *I Alto Cuerpo. En consecuencia debe quedar firme 
la resolución aei Instituto que debate esta cuestión. 

En cuanta al segundo punto reiteradamente se ha xesuelto 
que las gratificaciones son parte integrante del sueldo a los 
efectos jubilatorios, ci... tal it oyendo obligación de toa empleados 
ei aporte a la Caja respectiva. En idéntico sentido resolvió 
esta Sala 3a cuestión debatida en la cansa "Sociedad Argen- 
tina de Edificaciones e,/ Instituto Nacional de Previsión 
Social". 

Así se declara. 

Finalmente el tercer agravio qne esgrime el recurrente no 
debe prosperar en virtud de lo sustentado por este Tribunal en 
los autos caratulados "Centro de Importadores »•./ Instituto 
Nacional de Previsión 8ocial", a cuya doctrina se remite esta 
Sala atento el caso análogo que allí m resolviera, por lo que se 
confirma, «n consecuencia, lo resuelto por la Repartición de- 
mandad*. 

Er de imperio señalar que existiendo una jurisprudencia 
invariable en los puntos que se están analizando y a cuyas ci- 
tas se ha remitido esta Alzada y atento el examen prolijo de 
loa puntos- a que hace mérito el Sr. Procurador General del 
Trabajo en su dictamen de fa. 90/83, no cabe otra solución que 
confirmar en todas sus partes la resolución objeto del recurso 
que obra a ts. 48. — Electo Saatot — Lm C. torete. 
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Díctame x pfit Procurador General 



Suprema Corte: 



Antes de entrar al estadio definitivo do estas ti- 

^Sfe^ S0CÍal Ínf °^ — * 108 * 
!• *« las gratificaciones aludidas a fs. 8 y 9 tarie- 
ron caracteres de generalidad y uniformidad para todo 
el personal; en easo contrario, criterio seguido al eata- 
h!cwr excepciones; 

m « 2 dG 1945 r de8poéa de 1946 8 « otorga- 

ron gratificaciones y bajo qué condiciones 

Qmera V. E. diaponer lo pertinente a tal fin, co mo 

med,da prey Ja a mi dictamen. Buenos Aires, jqli 14 de 

I^o d^ ^ GeneraI San ■?* - P 

Dictamen del Procurador Geberal 
Suprema Corte: 

Tres son las cuestiones que se someten a resblu- 

Ü£?h * ^ mídian í e » «curso eitraofdinario con- 
cedido a U. 93 vta.i 

P) ^ tribaci °nes qne perciben algunos di- 

rector^ de la Soledad Anónima Lnis Majaseo y Cía. 
Ltda. Mantequería Modelo por la a fundones adminú- 
trat.vas qne desempeñan en la misma, están o no suje- 
tas al aporte y contribuciones jubUatorias dispuestos 
por el art. & del decreto-ley 31.666(44 (ley 12.921) • 

ntn,£ Sl K ; ati i icacione « ía citada compañía 
otorjío a sus empleados en los anos 1&45 y 1946 están 
sujetas a e3aft erogaciones; 
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3») Si el límite de $ 1.500 previsto por el art. 34 
del decreto es aplicable a objeto de- fijar loe sueldos 
sobre lo» que recaen ios referidos aportes y contribu- 
ciones. 

Respecto del primer panto, sostiene el apelante 
que la invocación hecha en el fallo apelado de la doctrina 
sentada por V. E. m re "Guerrero y Cfa." (213, 608) 
es errónea, por cuanto ho trataba allí de un socio-ge- 
rente de una sociedad de responsabilidad limitada, y no 
de uu director de una sociedad anónima, respecto de loa 
cuales el art S» del decreto-ley de referencia dispone 

que si bien están comprendidos en el régimen de previ- 
sión social que se estatuye, sus derechos y oWigracionea 
quedan supeditados a lo que disponga la ley que deberá 
sancionarse conforme a lo dispuesto por el art. 67. 
, A mi juicio, cabe aplicar también aquí el concepto 

que expresé al dictaminar eu el caso "Guerrero": no 
es como "directores'* de una sociedad anónima que loe 
señores cuyos nombres se indican en el acta de fs. 1 tie- 
nen que hacer aportes en la actualidad, sino como per- 
sonas que prestan servicios administrativos a esta so- 
ciedad anónima y ello, sólo por aquéllas remuneraciones 
con que se les retribuyen esos servicios. Tanto en el 
acta de fs. 1, como en las actuaciones posteriores, quedó 
perfectamente en claro qne por sos actividades especí- 
ficas de directores de la sociedad "Maguase©" loe re- 
feridos tenían una retribución distinta, sobre 'a que el 
Instituto no pretende exigir contribución alguna. 

En cuanto a la segunda cuestión, de lo informado 
por el Instituto a raíz de mi requerimiento (fs. 113|117) 
resulta, a mi juicio, que las gratificaciones abonadas 
por la firma recurrente a parte de sn personal en los 
años 1945 y 1946 no reúnen aquellos caracteres de ge- 
neralidad y uniformidad que V. E. tuvo en cuenta en 
casos anteriores para considerarlas sujetas a la obliga - 
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ción de aportar. Bajo este aspecto, pnea, el recurso debe 
prosperar. 

Para desestimar la cuestión resumida en el punto 
tercero^ considero suficiente recordar la doctrina de la 
Corte Suprema en 169, 233. Por lo demás, las expresio- 
nes de ios arte. 8 y 9 del decreto-ley no autorizan, a mi 
entender, la interpretación qne les da el recórreme. 

Cabe observar, también, q W ej límite de $ 1500 
fijado por el art. 34 se refiere al suelde-promedio el 
que se calcula tomando en cuesta las remuneraciones 
percibidas durante los últimos quince años de servidos, 
pudiendo ocurrir muy fácilmente qne en algunos de esos 
años las remuneraciones mensuales fueran inferiores 
a $ 1.500 lo que permitiría incluir en el cómputo otras 
mayores que también se hubiesen devengado dentro del 
referido período de quince afios. % 

A mérito de lo expuesto soy, pues, de opinión que el 
recurso solo puede prosperar en lo que se refiere al se- 
írundo de los puntos indicados al principio, debiéndose 
confirmar la sentencia apelada en lo restante. Buenos 
Aires, julio 14 de 1950, Año del libertador General 
San Martín. — Carlos O. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

, ^ Buenos Aires, 30 de mayo de 1951. 

Vistos loe autos "Magnaaco y Cía. Luis, Soc An. 
a.} incumplimiento disposiciones decreto ley 31.665J44", 
en loe qne se ha concedido a fs. 92 vta. el recurso ex- 
traordinario. 

Considerando: 

Que respecto a la primera de las cuestionen com- 
prendidas en el recurso extraordinario conresponde 
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confirmar la Benteneia apelada porque la situación de loa 
Directores do ana sociedad anónima que además de su 
función de talca, desempeñan tareas administrativas 
por las que reciben una remuneración es fundamental- 
mente análoga a la del socio gerente de una sociedad de 
responsabilidad limitada considerado por esta Corte 
en Fallos: 213, 508 y claramente ajeno a lo dispuesto en 
el art. 67 del decreto ley n* 31.665)44 que se refiere a los 
derechos y obligaciones de los empleadores, carácter 
éste que ea las sociedades anónimas es propio de sus 
directorios. Las funciones inherentes a los miembros 
de ellos tienen modalidades que las distintruen incon- 
fundiblemente «le las que son propias de los empleados 
o funcionarios administrativos. La interpretación ex- 
tensiva del precepto citado que se hace en el recurso 
importuna atribuir a la condición de director una es- 
pecie de privilegio que alcanzaría a todas las activida- 
des de los mismo» dentro de la sociedad, aunque sean 
distintas y ajena* a las de director. Quien realiza 
trabajos de empleado administrativo está comprendido, 
en punto a obligaciones legales, en el orden de las que 
corresponden a loe que tienen ese carácter, con total 
preacindencia del lugar que ocupe en la sociedad deade 
otro punto de vista, como el de ser ella socio o miembro 
ile su directorio. 

Que sobre la segunda cuestión corresponde obser- 
var ante todo que no es un principio general de los re- 
frímenes jubilatorios, como lo pretende el recurrente, 
el de que solo sean computables para los fines de ellos 
las remuneraciones qne el empleado tuvo derecho a e¡ri- 
f/ir. I .o que caracteriza a estos regímenes es que en punto 
a cuales sean las remuneraciones sobre laa que hayan 
de hacerse abortes o se haya de caleular el haber jubí- 
latorío todo depende de lo que dispone cada ley al 
tiempo del aporte o el beneficio de que se trate, esto es, 
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del sistema elegido para constituir el patrimonio de la* 
respectivas cajas y del criterio social con que so encare 
el problema de asistencia que estos regímenes se pro- 
ponen resolver. Y respecto a lo uno y lo otro caben muy 
diversas soluciones, porque son muchas las técnicas po- 
sibles sobre el partieníar y porque la elección de ellas, 
lo mismo que la del criterio a que se acaba de alndir 
están determinadas en cada caso por -ras circunstancias' 
económicas y sociales del lugar y la época; de por sí 
tan variables. 

En este caso la cuestión está regida por el art. 13 
del decreto ley 31.665(44 que dice aaí: "Para el cálculo 
de los descuentos y contribuciones previstos en este de- 
creto ley se considerará la remuneración total que per- 
ciba cada empleado". H ^ 

''Entiéndese por "remuneración total" toda retri- 
bución de servicios en dinero, especie, alimentos, uso do 
habitación, sea en concepto de sueldos, salarios, comí- 
si<m, viáticos, participación en las ganancias, habilita- 
ción, propinas o enalqnier otra forma de retribución". 

El texto es de una generalidad que comprende a 
todas las retribuciones recibidas por el empleado con 
rnotivo y en razón de sa trabajo, formen o no parte 
de la remuneración convenida, sean o no exigióles por 
parto del empleado, tengan o no carácter ordinario, re- 
galar y permanente. Corresponde, pues, confirmar tam- 
bién en egte punto la sentencia apelada. 

Que la decisión del tercer punto comprendido en el 
recurso está dada por los texíos de cuya interpretación 
se trata. Lo reconoce, por lo demás, implícitamente el 
recurrente al mencionar la diferencia que hay entre el 
art m del decreto-ley 31.665J44, y los preceptos de Jeyea 
análogas que correlacionan el máximo del beneficio por 
ellas acordado con el importe de lae retribuciones en 
las cuales se hace el desenento del aporte. Cabe remi- 
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tirse a lo expresado en el considerando anterior sobre la 
singularidad de cada uno de estos regímenes, que se 
oponen en principio a la aplicación analógica de dispo- 
siciones de otro de ellos cuando la cuestión está resuelta 
por nn precepto expreso. 

Por tanto y habiendo dictaminado el Sr. Proca- 
rador General se confirma en cuanto ha aido materia 
del recurso la sentencia apelada de fs. 84. 

Luis R. Lohghi — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
PArrz — Atiuo Pessaomo. 



MBTRO GOLDWYN MAYER ARGENTINA v. NACION 
ARGENTINA 

RECURSO ORDrSARW DE AI'ELACIOX: Tercera m»t*nc¡*. G«- 
smliosaV*. 

Es procedente el recurso ordinario de apelación en tercer» 
instaseis interpuesto durante Is vigencia de la ley 4055, 
ai el monto discutido en el juicio en que es parte la Nación 
excede de cinco mil pesos. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Réditos del ctmertio, de la indmlrin, 
profieaiom*, ete. 

A los efectos de.! cobre del impuesto a los réditos sobre el 
porciento de las entradas brutas obtenidas mediante la 
explotación de las peonías emematogré f icas que una aú- 
etedsd Local debe pagar s otra extranjera que se lu remi- 
te, debe descontarse lo que se gastó para producir las 
películas, o Bes Ice gasto» necesarios para obtener, man- 
tener y conservar el rMito, y si no pudiera determinarse 
sai el beneficio neto, la Dirección debe estimarlos de ofi- 
cio, equitativa y rsson «clemente, sobre Ib base de ana 
utilidad minina del 5 % y segán las normas establecidas 
en lo* arts. 17 v 20 de In lev ll.tWS: ron arreglo a la cual 
procede, en el caso, fijar dicho beneficio en el 10 % (te 




DE JUSTICIA D£ I-A NACIÓN 7W " 

las *atato acreditadas a la compafiia extranjera, poreiento 
que i» constituye el máximo legal «n que puede estimsrse 
de ofic» la nnti presunta. 

IMPUESTO A LOS BBDITOS: BMitn M comercio, de. la mdu**., 
pTofeaiouttf etc. 

Habiéndose allanado el Finco- demandada a la demanda 
b ■clora —que persigue la repetición de 
en concepto de impuesto a loa rédito» to- 
I de laa entradas brutas obtenida* mediante 
de lu pelfculaa dnematogríficaa que una 
local debe pagar a otra extranjera que te laa 
remite—, en ratón del fallo anterior dictado por ¡a Corte 
Suprema, en autos seguidos por la misma acto ra contra la 
Dirección Oral, del Impuesto * los Réditos —«obre oposi- 
ción al pago del mencionado gravamen — , debe hacerse 
lugar a la acción de repetición solamente en lo que res- 
pecta a las sumas coraprendidei en los términos del alla- 
namiento de la demandada, pero no cabe incluir en dicha 
devolución las turnas correspondientes a SUCWiraa amplia- 
ciones de la demanda —impugnadas, por distintas raso- 
nea, oportunamente por el Fisco— sin perjuicio del dere- 
cho que pueda asistir a la aetora para reclamar bu devo- 
lución por 8 *1* pertinente. 

COSA JUMADA. 

No procede renovar ante la Corte Suprema 3a cuestión 
decidida por la sentencia de la Cámara —con respecto a 
las costas d» 1» y 9» instancias- ai dicho pronuncia miente 
fué consentido por la parte demandada.. 

SazrrxNCU del Jobs Federal 

Bnenos Aires, septiembre 13 de 1948. 

Y vistos: Esto* satos caratulados: "Metro Ooldwyn Mayer 
de la Argentina contra Gobierno de la Nseión (D.O.I.B.) so- 
bre^repetición , \ para resolver la incidencia promovida a fa. 

Considerando i 

p Que conforme aura-e d« los termino* del escrito de fs. 
256, la parte demandadla, frente al fallo dictado por la Supre- 
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nía Corle de U Nación en el caso allí indicado, se altana a. la 
demanda en 1» forma solicitada a fa. 1 y sucesivas ampliaciones. 
Pero ain perjnieio de ello objeta laa ampliaciones presentadas 
por 1» «tora a fa, 207, 217, 226, 2?8, 230 y m V*. Sostiene al 
respecto que las primeras de ellas <fs. 207 y fs. 217) no fueron 
aceptadas en el momento oportuno por laa ruanca expuestas a 
K 220, y en cnanto a las demás (fs. 226, 228, 230 y 234 bis) se 
afirma que ellas deben tenerse por no presentadas, en ratón de 
que carecen del cargo respectivo. 

2* Que las impugnaciones formuladas por la demandada 
en el referido escrito de fs. 256/60, no pueden tener, a juicio 
del suscripto, el alcance que se pretende atribuirle». 

Dentro de dichas ampliaciones (ver fs. 207, 217, 226, 228, 
230 y 234 bis) se reclama la devolución de sumas de dinero por 
dos rubros perfectamente individualizados, Uno qu-e representa 
la mitad del 5 % cobrado de acuerdo con lo dispuesto por la 
ley 11.682 y su tnodifieación (art. 11. ley N» 12.599), que es 
lo que ha sido materia de la demanda de fs. 1 y las posteriores 
ampliaciones (ver fs. 141, 144, 153, 155, 156, 187, 189, 191, 193, 
196, 198, 212, 214, 221 y 228). Y el otro que se refiere al 5 % 
cobrado hasta completar el 10 % creado por el art. 6» (acápite 
IV) del decreto 18.229, año 1943. 

a) Respecto al primero de ellos, no puede haber ninguna 
dada sobre la procedencia de su inclusión dentro del allana- 
miento formulado a fs. 256/60, toda ves que se trataría de pa- 
gos efectuados por la misma parte que acciona y por la minina 
causa que ha motivado el presente juicio y las posteriores am- 
pliaciones aceptadas. 

A ello cabe aarreg-ar que de acuerdo a los términos del es- 
crito de fa 1 la actora reclamó, no solamente la suma allí ex- 
presada, sino también laa que posteriormente ae añonaran por 
ese mismo concepto (criterio aceptado por el Sr. Procurador 
Piseal en el dictamen obrante a fs. 195 vta.). 

En tales condiciones, el criterio señalado encuadraría den- 
tro del que ha aceptado la jurisprudencia en el ca«o de repeti- 
ción por pagos sucesivos (ver Cámara Federal de la Capital. 
i. A.. 1942, IV, póg. 313) a cuyos antecedentes ae remite el 
suacripto como mejor fundamento de esta sentencia. 

b) En cnanto al segundo, si bien es pierio podría existir 
is duda sobre el particular, teniendo en cuenta que se tra- 
je! psg« exigido por nna disposición o norma jurídica 

dictada con posterioridad a la iniciación del presente juicio 
(art. 6*. acápite IV. decreto M» 18.229 del aflo 1943, impucua- 
dnde ineonstitneinnal ) dado la naturaleza del gravamen creado, 
así como la forma de incidir en la renta jrravada, tópico 
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resulta concluir que la ilegitimidad de dieho cobro encua- 
draría dentro def criterio aceptado por la Suprema Corte en 
ei fallo que motiva el allanamiento de fe. 256/60 (S. C. "Metro 
Ooldwyn Mayer de la Argentina 8. A. contra Gobierno de la 
Nación", de fecha 9 d? marzo d« iftg), Y si a ello se agrega 
«me la propia parte demandada ha aceptado el criterio indica- 
do, cuando acepta; las ampliaciones de f*. 221 y 223 en lag que 
ae plantean cuestione» análogas a laa formuladas a ta. 207 217 
22fi. 22fi. 230 y fs. 234 bis, una elemental razón de economía 
procesal hace qne dicba imputrnación pierda todo aaidero leyal, 
correspondiendo Mi att mérito desestimarla definitivamente. 

3* Q<« Ump0eo htce mérit0 eí ■oaeripto de la irapiurna- 
eión formulada respecto a laa ampliaciones de fa. 226 228 230 
y 234 bis. laa que. aegun ae afirma, carecen de carpí. 

En primer lagar por laa monea expuestas en el anterior 
consecrando (apartado b). y en segundo | U(t>r> diphM 
presentaciones han adquirido fecha cierta por la simple ajrre- 
{Tflcirtn ai expediente y las posteriores actuaciones. 

En laa condiciones expuestas, la cuestión relativa al monto 
de la suma que corresponde abonar (Único punto que qaeda 
para resolver) , queda relegada a una simple comprobación de 
pago y posterior liquidación (ver dictamen fiscal, fs. 195 vfta.), 
extremo que no puede ponerse en tela de juicio atento la com- 
probación practicada por la Dirección General de Impuesto a 
los Réditos, según así resulta de la planilla apresada a fs. 255, 
debiendo en consecuencia aceptarse la demanda por la siima 
reclamada (i 606,794,59 m/a.) . 

Por las precedente* consideraciones, fallor declarando qne 
el Gobierno de la Nación (Dirección General del Impuesto «los 
Réditos) deberá abonar a la Metro Ooldwyn Mayer de la Ar- 
gentina. Culvert Eiport Corporation y Loetr's Ineorporatcd y 
Loew's International Corporated la suma de $ 606.794,59 m/n, 
na intereses al estilo de los que percibe el Banco de la 
i Argentina y las costas del jnicio. — Eduardo A. Orí» 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, octubre 22 de lb47. 

Considerando; 

Por los f andamentos dados al resolver el juicio seguido por 
la Paramount Films 8, A. contra Pisco Nacional, fallado en 31 
de jnlio ppdo.. dehe hacerse lnjrar a la oposición de que se in- 
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eJujea m la ium ■ devolver en el presente juicio laa cutida- 
dea detallada* a te. 369 rta, ai» perjuicio del derecho que pue- 
da adatar a U parte «tora púa reclamar su devolución por la 
tU correspondiente, 

En íu mérito, ae reforma la aenteneia de f*. 268 y se de* 
dan qiH el Gobierno de la Nación (Dirección General del Im- 
puesto a loa Réditos) deber* devolver a la» «ctoras la rama de 
• 390.371,78 n/n., tm m interesea al tipo que cobra el Binco 
de la Nación Argentina y laa doa tercera* partea de las costas. 
— Maximiliano Consoii — Carlos Herrera — Horario Gordo. 
Rom». 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso ordinario de apelación interpuesto por 
la adora es procedente, dado lo dispuesto en el artículo 
3% ¡nciao 2» de la ley 4.055. 

En cuanto al fondo del asunto, el Fisco Nacional 
actúa por intermedio de representante especial, el que 
ya ha asumido ante V. & la intervención que ie corres- 
ponde, (fs. 327). Buenos Aires, noviembre 20 de 1950, 
Año del libertador General San Martín. — Carlos O. 
Dcifino. 

FALLO DE LA COETE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de mayo de 1951. 

Viatos los antes : "Metro Goldwyn Mayet Argenti- 
na e.J Gobierno de la Nación s.| repetición (Réditos)", 
en los que a f». 319 se ha concedido el recurso ordinario 
de apelación. 

Considerando: 

Que el recurso ordinario de apelación concedido a 
la parte actora a fs. 319 es procedente de acuerdo con 
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lo dispuesto por «1 art. 3, inc 2*. de la ley 4055 y con la 
jurisprudencia de esto Corte Suprema {Falto; 216, 
91 y 519). 

Que en cnanto al fondo del asunto, corresponde, de 
acuerdo con lo que tiene declarado «1 Tribunal en Fa- 
llos: 201, 117 -causa "S. A. Metro Goldwyn Mayer de 
la Argentina c.| Dirección General del Impuesto a los 
Réditos"—, confirmar la sentencia apelada. 

Qne no procede rever lo decidido por dicho fallo 

con respecto a las costas de l* y 2* instancias, pues fué 
consentido por la parte demandada (fs. 278 vta., 279, 
280 vta. y 313). En cuanto a la» de eata instancia, debe- 
rán ser pagadas por la actora atento al resultado de la 
apelación. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General, se confirma la sentencia apelada de«fs. 
278, por sus fundamentos, y se impone a la actora el 
pago de las costas de esta instancia,, 

Luis R. Lohohi — Tomás D. 
Casares — Fkmpr Sahttaoo 
Pérrz — Atojo Pessaoso. 



PARAMOUNT FILMS v. NACION ARQ ENTINA 

RECURSO ORDINARIO DB APELACION: TéMt* ítuf<i»¿¿>. Ge- 
neratiduie,. 

Es procedente el recurso ordinario de apelación en tercera 
instancia interpue*to durante la vigencia de la ley 40&5, 
si el monto discutido en el juieio en que es. parte la 
Nación eieede de cinco mil pesos. 

IMPUESTO A IOS REDITOS: Rédito» <kl comercio, de ta taAutrw, 
profttionn, -ele. 

A los efectos del cobro del impuesto a los réditos sobre el 
poniente de las entradas brutas obtenidas mediante la ex- 
plotación de laa películas cinematográficas que una socie- 



■ 



asa 
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dad local debe pairar a otra extranjera que se las remite, 
debe descontarse lo que te gastó para producir las pelícu- 
las, o sea los gastos necesarios para obtener, mantener y 

coiuiervar tí rédito, y fíí no pudiera determinarse, asi el be- 
neficio neto, la Dirección debe estimarlos de oficio, equita- 
tiva y razonablemente, sobre la bañe de ana utilidad mí- 
nima del 5 % y según las normas establecidas en los arla. 
17 y 20 de la ley 11.682; con arreglo a la cual procede, 
en el caso, fijar di-cho beneficio en el 10 % de las sumas 
acreditadas a la compañía extranjera, po retento que no 
constituye el máximo legal en que puede estimarse de 
oficio la renta presunta. 

IMPUESTO A LOS RROITO.* : ff-Wi/o* He! comercio, dr ¡a industria, 

proftnant$, ele. 

Habiéndose allanado el Fisco demandad» a la demanda 
entablada por la aetora — que persigue la» repetición de 
mimas pifiadas en concepto de impuesto a los réditos sobre 
„el poreiento de las entradas brutas obtenidas medíante 1* 
explotación de las película» einematoffráfieaR que una ro- 
ciedad local debe papar a otra extranjera qne se las remi- 
te — , en ratón del fallo anterior dictado por la. Corte Su- 
prema, en «atoa seguidos por otra empresa e iuemalografiea 
contra la Dirección Oral, del Impuesto a lo» Réditos — so- 
bre oposición al pago del mencionado gravamen — , -debe 
hacerte logar a la acción de repetición solamente en lo que 
respecta a laa samas comprendida* en lo* términos dPl 
allanamiento de la demandada, pero no cabe incluir en 
dicha devolución las sumas correspondientes a sucesivas 
antpliaeíonea de la demanda — impugnadas. \tar distintas 
ratónea, oportunamente por el naco— sin nerjinVui del 
derecho que puedn asistir s la aetora para reclamar su 
devolución ^>or la vía pertinente. 

COSA JUZGADA. 

No procede renovar ante la Corte Suprema la cuestión 
decidida por la sentencia de la Cámara — con respecto a 
las costas de !• y 2» instancias — si dicho pronunciamiento 

toé consentido por la parte demandada. 
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StNrEÍOU DEL JuEfc Federal, 

Buenos Aires, setiembre 13 de 1946. 

fflfe; Est <* «atoa caratulados: ''Paramoant Film* S. A. 

&$£SBte$S& W** ÍM.UU -bre «petición-, 
para resolver la incidencia promovida a fe. 249 y 

Considerando. : • 

240 )l *2 de Ios t^'aos Síi ^«rilé dé fe. 

m. VvJl 2* f'^í'nda. frente al fallo dictado por la Supre- 

,?JL. 7 ™, i"™ 11 . eI ÍM0 a,lí «diciido. Sé allana a la 
demanda en la forma solicitad* a fe 1 y sucesiva* ampliacio- 

l£$E&tt P»JBi«o da ella objeta las ampliación» presen- 

!Lí™ü?2. a/"-, rapectivamente). Sostiene al respecto que fe 
prime» de ella. * 182) M fué aeepUda *n (d Slo l 
tuno por • i« ¡MjflM, .xpo^ta. ft fj , 187i ¿ CQant0 

suscripto, el alcance que *e pretende atribuirles. 

Dentro de dichas ampliaciones (ver fe 182 v 2371 a* re- 

SSSl f J^ * 1 »*** Uno que represen!, la mitad del 5 % 

5!!É I «#Í» '« dispneato por la ley N* 11.682 y su 

i í pq *S ,Í5 y ,w PO««ior*a ampliaciones 

, ¿ • v 44 , 'f ' !53 ' ,w y 169 >- Y el •»« w * 

retjer* al 5 ^, cobrado hasta completar el 10 % cread* por al 

«t, 6- (tefiinte IV) del decreto $ 18529 (añf 1943? 

A^US^ ^ * ! P ri » ero .<*« *"°». no puede haber ninguna 
2£&!fe£ bwlu8i6n dent ™ *1 allana- 

efectuados por la miuni parte que acciona y por la misma raq- 

W*¡SS8P- prwnt? juici0 y taB ^ eita> »P 

^Afií I™ 0> MtMfdo a los Urmínos del es- 

crito d* fe i, Is actor, reeiam6\ no solamente la suma allí «- 
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presada, sino también las que posteriormente se abonaran por 
ese mismo concepto. 

En tales condiciones, el criterio señalado encuadraría den- 
tro del que ha aceptado la jurisprudencia en el caso de repe- 
tición por pagos iucesivo» (ver Cámara Federal de la Capital, 
J. A., 19*2, IV, pig. 313), -a cuyes antecedentes ie remite el 
suscripto como mejor f andamento de esta sentencia, 

b) Bn cnanto al serondo, ai bien ea cierto podría existir ' 
alguna duda sobre el particular, teniendo en cuenta que se tra- 
tarla del pago exigido por una disposición o norma jurídica 
dictada con posterioridad a la iniciación del presente juicio 
(art. A» acápite IV, decreto N 9 10.229 del ano 1943. impug- 
nado de inconstitucional a fs. 186), dado la naturaleza del 
gravamen creado, aaí como la foma de incidir en la renta 
gravada, lógico resulta concloir qne la ilegitimidad de dicho 
cobro en-euadrarfa dentro del criterio aceptado por la Suprema 
Corte en el fallo que motiva e) allanamiento de fs. 249 (8. C. 
41 Metro Goldwyn Mayer de la Argentina S. A. contra Gobier- 
no de la Nación", de fecha 9 de marso d e 1945). Y ai a ello 
se agrega que la propia demandada ha aceptado el criterio 
indicado, cuando acepta la ampliación de ta. 18S en la que se 
plantean cuestiones análogas a las formuladas a fs. 182 y.f». 
237, una elemental raxór* de economía procesal hace que dicha 
impugnación pierda todo asidero legal, correspondiendo en su 
mérito desestimarla definitivamente. 

3* Que tampoco hace mérito el suscripto de la impugna- 
ción formulada respecto a la ampliación de f«- 237. la que, 
según ae afirma, el cargo al mencionado cae rito carece de firma 
del actuario. 

Bn primer lugar, por laa razones expuestas ea el anterior 
considerando (apartado b), y en segundo lugar, porque dicha 
presentación ha adquirido fecha oierta por la simple agrega- 
ción al espediente y las posteriorta presentaciones. 

En las condiciones expuestas, la cuestión relativa al monto 
dé Ir rama qne corresponde abonar, único punió que queda 
para resolver, queda relegada a ana simple comprobación de 
pago y posterior liquidación (ver dictamen f iacsl fs. 145 vis.!, 
extremo qne no puede ponerse en tela de juicio atento la com- 
probación practicada por la Dirección General del Impuesto a 
los Réditos, según atf resulta de la planilla agregad» a ft. 248, 
debiendo en consecuencia aceptarse la demanda por la suma da 
$ 255.711,27 m/n. reclamada. 

Per las precedentes consideraciones, falto: declarando qne 
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el Gobierno de la Nación (D. G. I. R.) deberá abonar a la 
Paramoant Film» 8. A., ParamOHht International Corporation 
y la Paramount Pieturea Inc., la sama de $ 255-.711.27 m/n,, 



mas sos intereses al entilo de los que percibe el Banco de la 
Naeuhi Argentina y Jas costas del juicio. — Eduardo A, Ortit 



SrNTBNCIA DB LA CÁMARA FEDERAL 

Buenos Aires, julio 31 de 1947. 

Y Vistos: Los autos, caratulados : Paramonnt Films S. A. 
eontra Gobierno de la Nación, „*re repetición y 

Conaidera&doi 

Que la sentencia involucra en el allanamiento de la deman- 
dada el pago de las sumas reclamadas en el escrito de fe. 1 

5 / fJo^^ 01 ^; 11 " e ü lM ampliaciones, aun las 

de fs 182 y fs 237, por * 65.269,11 m/n. y « 20.782,08 m/n. 
respetivamente, basándose en la doctrina que sustenta el fallo 
de esta Excma. Cámara, de fecha 28 de septiembre de 1942, 
m re Gwpé eontra Impuesto a los Beatos *\ en el criterio 
aceptado por la Suprema Corte en loa autos "Metro Goldwyn 
«ayer deí la Argentina 8. A. contra Gobierno de la Nación" 
de fech* 9 de mar» de 1945, y, por último, ?n el hecho de que 
la propia demandada ha adherido al temperamento indicado 
cuando acepta la ampliación de fs. 192 —léase te. 188— en la 
que se plantean cuestiones análogas. 

Que la Nación demandada funda sos agravios contra la 

sentencia en un triple orden de conceptos : a) que las amplia- 
ciones de fs. 182 y 237 responden a nn impuesto pagado por 
ona causa moy distinta a la qne motiva las anteriores amplia 
cione* de la demanda; b) que ha quedado reconocido de ma- 
nera iirevisrtle que la ampliación de ra. 182 no pnede formar 
parte de la acción, como tampoco la de fc. 237 por las ratones 
«presadas; c) que se ha omitido la reclamación admintstrat(va 
previa, desde qne se trata de un impuesto ingresado en virtud 
de nuevas normas légale* En consecuencia pide se revoque 
la sentencia declarando qne el Fisco Nacional sólo deberá de- 
volver la sama de $ 169.680,08 m/n., teniendo «n cuenta el 
alcance del allanamiento de fs. 249, y sin per¿uieio del derecho 
que pueda asistirle a la adora para solicitar la devolución de 
las sumas a que se considere acreedora. 
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Qo* «1 criterio sustentado por la KscaúV Cámara en el 
tallo dictado en loa autos "Geopé c./ Impuesto a loa Rédito*" 
que cita «1 Sr. Jues a-qvo-, es favorable al juzgamiento y deci- 
sión en un mismo juicio, cuando media identidad de cama en 
el ingreso, ea decir que ae trata de impuestos sucesivos qne 
han ido venciendo y que dimanan de la vigencia de una misma 
norma jurídica. 

Que en et cavo de autos no cabe duda que las ampliaciones 
de fs. 182 y fs. 237 reconocen una cansa legal distinta de la que 
originó la repetición de tas sumas concretadas en «1 escrito de 
fa. 1 y en las ampliaciones de tí. 63, 137, 144, 147, 150, J53, 
165 y ITS, ya qoe las primeras se refieren al 5 % cobrado por 
la Dirección General del Impuesto a loa Réditos basta comple- 
tar la tasa del 10 % sobre las sumas «iradas al exterior esta- 
blecida en el trt. 8», acápite IV del deere-to 38.229, de fecha 

31 de diciembre de 1943; y, las segundas plantean la reclama- 
ción de la mitad del 5 % percibido por la misma Oficina 
recaudadora, de acuerdo con lo dispuesto por la ley 11.682 y 

su modificación (Art. 11 de la ley N» 12.599) de fecha 28 de 
septiembre ríe 195?. 

la Corte Suprema registrado en los autoa 
Goldwyn Mayer e/ Gobierno de la Na- 
cita la sentencia en recurso, consagra la 
por esta Exema. Cámara de "qne ningún 
hecho nuevo, de cualquier clase que fuere, puede alegarse des- 
pués de 3 día» de haberse consentido el auto de prueba, Y que 
en cuanto al art. 67 del Decreto del Poder Ejecutivo de % de 
enero de 1939, dictado con posterioridad a la litis contetteiio 
—que ea de 1935— que el Tribunal debía considerarlo en el 

momento de dictar sentencia, al mismo tiempo que Iss disposi- 
ciones legales aplicables al caso". 

(¡pie lejos de ser aceptadas las ampliaciones de fe. 1&2 y 
237, como lo expresa la sentencia, han sido resistidas por la 

parte demandada, arguyendo en loa escritos de fs. 187 y de 
fa. 249 a fs. 253, que con ellaa se pretende comprender en la 
£»íü ana materia completamente ajena a la misma, discutiendo 
la eonstitucionslidsd y legalidad de un decreto posterior a la 
contestación de la demanda y que modifica substancial mente 
—dice— el concepto por el que se gravan los giros al exterior} 
que, por el contrario, no ha objetado las ampliaciones ante- 
riores, en razón de qoe m refieren a pagos que se van efec- 
tuando periódicamente por el impuesto que, precisamente, es 

materia de la filis. 

Que no tratándose de pagos emergentes de impuestos su- 
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cesivos 
ampliaciones. 



«bffltf* p« í¡B exigida po, TL?3f I 

_ < <¡ ne 671 Ias condiciones preindieadas no existiendo identi 
dad de cansa entre las reclamaciones de Ja demanda v la* 
ampliaciones solicitadas por la atfora a fe. Í^TS «f sin 
p*rjüic,o det eventual reconocimiento que SWS *m¡Z' 

iuic fóñfc ^2SSSf eotr « * considerar como parte del 

£ P^™mñ^ w±» p " affl0 ? nt Intepn.tio D sl Corporal y . 

Í^SEft? doa terecraa partea da las co«Ua de ambas instancias, 

C¿Z ^Smt mm A f? t££ 48 d * '» "V 11.688. - 



Dictamen dkl Pboccraoob Gskesax 
Suprema Corta: , 

El recnrao ordinario de apelación concedido a f». 
¿76 vta. es procedente, de conformidad con lo que pres- 
cribe el articulo 3*, inc. 2», de la ley 4.055. 

En cuanto al fondo del «anoto el Fisco Nacional 
actúa por intermedio de apoderado eepecial, el que ya 
ha asumido ante V. E. la intervención que le corres- 
ponde (fs. 287). Bnenoa Aires, noviembre 9 de 1950 
n*ir M Libertad0r ****** San Mar «n. - Cario* G. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de mayo do 1951. 

Vistos los auto?: "Paramomit Films c.| Pisco Na- 
cional s.| repetición (Bédatos)", en los que a fs. 276 
rta. se loa concedido el recurso ordinario de apelación. 

Considerando: 

Que el recurso ordinario do apelación concedido a 
la parte acto ra a fs. 276 vta. es procedente do acuerdo 
con el art. 3, inc. 2% de la ley 40&& y con la jariapradea- 
cia de esU Corte Suprema (Fallos: 216, 91 y 519). 

Que, en cuanto al fondo del asunto, corresponde, 
de acuerdo con lo que tiene declarado el Tribnnal en 
Fallos ; 201, 117 —causa : • 1 S. A, Metro Goldwyn Mayer 
de la Argentina &| Dirección General del Impuesto a 
los Réditos"—, confirmar la sentencia apelada. 

Que no procede rever lo decidido por dicho fallo 
con respecto a las costas de !• y 2» instancias, pues fué 
consentido por la. parte demandada (fs. 274 vta., 275 
y 276 vta.). En cuanto- a las de esta instancia, deberán 
ser ¡.agadas por la actora atento el -resultado del re- 
curso. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se confirma la sentencia apelada de fs. 272, por 
aus fundamentos, y se impone a la actora el pago de las 
eostaH de esta instancia. 

Luis B. Longbi — Tomás D. 
Casabes — Fjxipe Santiago 
Péncz — Atd.io Psssaono. 
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AXGEL POLE& r. NACION ABGENTINA 

DAÜOS Y PERJUICIOS: Hesponsabitidad del Estado. Accidenten dm 
tránsito. 

Si la prueba a nal i rada en el fallo en recurso y demostrati- 
va <*e *» e»Ip» <M *«bo conductor de U motoeiéleta de- 
propiedad del Ejército Argentino, qne embistió y lesionó 
al actor, hállase corroborada por laa propias manifesta- 
ciones hechas por dicho soldado en la declaración testimo- 
niada que prestara en primera instancia —de las que surge 
que, no obstante haberse quedado rin las laces reglamen- 
tarias proseguía su marcha a obscuras, que el vehículo 
llevaba ana marcha acelerada, ete. — que revelan la culpa • 
y la imprudencia notoria del conductor mencionado, corres- 
ponde condenar a U Nación responsable a abonar al actor 
las sumas dejadas de percibir mientras estuvo en asis- 
tencia medica, los gastos de farmacia y, finalmente, una 
cantidad mayor de dinero en concepto de disminución de 

la capacidad laborativa del accidentado, que debe fijarse 
teniendo en cuenta au juventud v la circunstancia de que 
ae ganaba la vida en Ureas ruda». 

DASOS Y PERJUICIOS: Determinación de U> indemnización. Daüo 
moral. 

El daBo moral no es indemniable cuando no media un 
delito criminal. 

COSTAS; Naturaleza del juicio. Datos y perjuicios. 

Laa costas del juicio aobre resarcimiento de loe daños y 
perjuicios causados al actor como consecuencia de las le- 
siones sufridas al ser embestido por una motocicleta del 
Ejército Argentino, deben ser a cargo de la Nación deman- 
dada, por formar parte de la ii * 



Y Vistos: 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, agosto 3t de 1949. 



Para resolver en definitiva este jnicio seguido por Angel 
Poles contra 3a Nación sobre indemnización de daño* y per- 
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Resultando : 

I. Que el actor demanda a la Nación por cobro de la suma 
de n»#n 31.760.—, intereses y costa», en concepto el© daftos y 
perjuicio* y daño moral, conforme a los hechos y derecho que 

pau a «poner. 

Dice que el 18 de abril de 1941, siendo las 19,30 ha., en 
camón va qw transitaba por el camino conocido como rota 
nacional N° 9, en dirección a Campo de Mayo, fué violenta- 
mente embestido por una motocicleta, propiedad del Ejército 
Argentino, piloteada por Ernesto Gino Enrique Pallotta, cabo 
del Ejercito Argentino. 

La motocicleta no hizo los toques reglamentarios de bocina 

y lo mis grave del caso, carecía de luí. Todas estas eircuns- 
' tañeras han quedado acreditadas en la cauta criminal que se 
le siguiera. 

Como consecuencia del accidente sufrió lesiones, todas de 
carácter grave. 

El monto de lo reclamado lo estima en base a eu edad y 

■alario que percibía y a loa gasto* que ha debido realizar para 

ao asistencia a todo lo cual agrega el dafio moral que se le ha 

causado. 

II. Que el Sr. Procurador Fiscal niega en primer término 
todos los hechos expuestos por el actor, en cnanto no los reco- 
nozca expresamente. 

Sostiene qne par* rechazar la acción, bastaría recordar que 
al Estado como persona jurídica, no responde por las conse- 
cuencias de loa hechos cometidos por imprudencia de los em- 
pleados y aunque asi no fuera, la demanda debería limitara* 

al daño emergente y al hiero cesante, desde que el daño moral 
■ola ha de indemnizarse en los delitos de derecho criminal. 

Pero, aun ai la discusión se admitiera, se llegaría a la con- 
clusión de qne la culpa recae sobre el actor por la poca pru- 
dencia con que obró en el caso. 

En cuanto a los daños y perjuicios, su improcedencia y 

exageración son evidente*. 

Por todo lo cual, solicita el rechazo- de la demanda, con 



T Considerando: 

Que alegada la Mención de responsabilidad de la Nación 
en los caaos de hechos ilícitos cometidos por aus dependientes, 
rorresponde en primer término el examen de esta cuestión. 



Que la imprudencia de la Corte Suprema t iene establecido 
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el principio de la imputabilidad: al Estado, de la reaponsa- 
bilidad civil imprente de loa hechos ilícito» cometidos por sus 
ajrentes, consecuencia de lo cual es el correlativo derecho de 
los particulares lesionados para reclamar la indemnización que 
pueda legítimamente wrreapondrrlea. por lo que en ei nMU* 

así se resuelve. — C. S., 184, 652 y loa citados en el míame—. 

Que negada por la demandada ta culpa qne ae le imputa at 
conductor de la motocicleta de an propiedad y «erado condición 
esencial para responder de laa consecuencias del hecho ilEcito. 
EL¿\i consecuencia de la cnlp» » neri«renc¡a del 

imputado, en el caso, para decidir la responsabilidad qne se 
cuestiona, corresponde examinar laa pruebas oblantes *n antea 
a- fin de constatar si el actor ha probado tales extremos. 
. , .9**» I a eironiwtancia de haber aido sobreseído provisoria- 
mente el Cabo Pallotta, en el sumario que !e fuera instruido, 
hBÍxn * encontrado debidamente justificada sn resprni- 
«bjhdad erininal, pq es motivo suficiente para excluirlo de 
xa reaponsaoilidaol civil que pudiera corresponderle. 

Que aeArfin la propia declaración de Ernesto Oino Knriqne 
raiiotta, «mduetpr de la motocicleta que produjo -el accidente, 
en el momento en que éste ocurrió, ésta marchaba sin los 
a cansa de un desperfecto ocasionado en la instalación eléctrica 

the"Sa Y aWah0r * ,M h0P "- m * B « m « 
La velocidad que llevaba !a moto, «pin el testigo Frattoni. 

í;. er . 70 km8 P° r hor *: Torres, fa. 120 "a gran velo- 
cidad : el perito ingeniero, fundado en diversa* razones de 
earteter rúnico, que era superior a 50 kma., posiblemente en- 
tre 60 y 70 aras. 



Esta alta velocidad, desarrollada en las circunstancias 
antedichas y en nna rota de tráfico intenso, eonstituve una 
imprudencia manifiesta qne por al Bola* ra a juicio del suscripto, 
causa suficiente para considerar incurro en responsabilidad al 
rondador Pallotta. 

En cuanto al monto de la indemnización, 

Está probado que el actor era cortador ladrillero en eJ 
horno propiedad de f «Di Franco y Cía", con un aneldo de 
m*n. 105.—- casa ycomida, con lo qne puede calentarse un ha- 
ber mensual de f 200.—. y que estuvo sin trabajar un año más 
o meóos ,v que luego le fueron asignadas en el mismo homo, 
tarea» domesticas de menor importancia con un paro de man 
90,- mensuales; testigos Brun fa. 53, Di Franco, fs 58. 
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De ello ae deduce que lo que ha dejado de percibir durante 
el tiempo de tu AMteneU alcaaca a U ■urna de $ 2.400. 

V ta diaminnei&n de su capacidad faboratrva para el fu- 
turo teniendo en cuenta su edad, 3? años, en ana cantidad qne 
■equitativamente puede calcularía en $ 5.000. — m/n. 

En cnanto a toa honorarios médicos por eu asistencia par- 
ticular, atento la declaración del facultativo que lo atendió 
— declaración de fe. 127 — , en la suma de m#n. 405. — . 

Que- en cuanto a la indemnuación del dafio moral qne se 
pretende sólo procede cuando a» trata de hechos calificados de 
delitos en el derecho criminal, paso que no es el del s*b.lite. 
<C. 8.. tomo 163, pag. 211; 183, 247; 184, 652; 191, 280). 

Por eatae conaiderac iones, fallo: declarando que la Nación 
debe abonar al actor D. Angel Polea, la suma de * 7.800. — , 
como total indemnización por loa dafio» y perjuicios sufridos, 
con interese* entilo Banco de la Nación a contar desde la 
notificación de la demanda y la mitad de las costas atento al 
resultado a que ae llega. - Eduardo A. Ortn Btmaldo. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Airea, noviembre 13, Ano del Libertador General San 
Martín, 1950. 

Vistos estos autos sefruidos por Angel Poles contra Gobier- 
no de la Nación sobre indemnización de daños y perjuicios y 
daño moral, para conocer de loa recurro» concedidos a fs. 163 
vta. y 171 vta. contra la sentencia de fs. 166/168, el Sr. Juea 
Dr. <>*nr de la Roí* Ifrarsábal. dijo: 

Be agravia la parte demandada, en primer término, por 
cuanto p| a-quo admite parcialmente la demanda, "...dado 
que ne hallaría probado a su juicio, la culpa de mi representado 
por la sola circunstancia de que se habría comprobado que el 
Cabo 1« Pallotta (rumba la motocicleta causante del accidente a 
una velocidad que oscilaba entre los 50 y 70 kms. por hora. . . *' 
(ver fe. 181 vía. ) ; afirma aeí, qne esta conclusión es relativa 
y carente de ecuanimidad. Para demostrarlo, una vea recono- 
cida la «actitud de la velocidad atribuida, busca justificativo 

en el arfcnmtnto de que esta velocidad —de 50 » 70 kms. por 

hora — no es "(grande" y que ademas, esté por debajo de la 
permitida o determinada por la ley. Pero, por más qne se 
razone para abonar esta postura, hay una circunstancia muy 
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importante que « U que ba servido de base al inferior: la 
falta de lacea de la, motocicleta, panto debidamente comprobado 
en antee En una noche mean, «ele detalle adquiere enrular 
importancia j aun que ae permitiera una mayor velocidad, una 
elemental norma de prudencia, indispensable e» todo conductor, 
imponía a éste la obligación de extremar precauciones en pre- 
visión, de un posible accidente. Agregues* a ello, que el con-* 
ductor de una motocicleta no cuenta con loe medio, de segu, 
ridad que en cambio lien* el de un automóvil ; ain ir maa lejos 
eL del parabrisas que permite una adecuada visibilidad, lo que 
no ocurre en Ir motocicleta cuyo conductor recibe en loa ojos 
el golpe del aire que su propia velocidad agranda o disminuye 
según aea ésta. Es. entonces perfectamente explicable que Pa- 
llóla no advirtiera la projimidad de peatones en el camino. Y 
cabe «monees preguntarse, s¡ eito podía evitarse. Indudable- 
mente sí, pues de haber observado «na velocidad inferior a 
la que llevaba entonces, es decir, dando a sn marcha un tono 

de prudencia en previsión de accidentes, cuya probabilidad de 
producir» había aumentado pof carecer de luces, o no se hubie- 
ra producido este lamentable accidente o *u» consecuencias hu- 
bieran sitfo menores. Rechaxo de esta manera ente airravio —pues 
el argumento — , que resulta de la comparación de velocidades 
desarrolladas en avenidas urbanas, no puede aplicarse, puesto 
que esi &taa hay iluminación de las caladas independientes de 
la de los propios vehículo* y ademas, hay una dirección del 
trafico, coaa que no ocurre eu las e arre tersa. 

Con respecto a la infracción atribuida a la víctima, en 
ratón de transitar por la calsada —y no por la banquina— y 
en el mismo sentido y mano que la motocicleta, observo: a) el 
fundamento de tal arjrumento, no es lo exacto que se pretende. 

pues de las declaraciones citada» por el propio apelante, no 

resulta tan cateirórica como se pretende: véase respuestas a las 
preguntas 7 y 8 de ís, 50/51 y declaración de Pallotta a fe. 
115. Por el contrario, de la primera de ellas resulta que la mo- 
tocicleta subió a Is banquina, lo que esta en abierta contradic- 
ción con lo declarado en la segunda respuesta —de Pallotta— 
según la cual transitaban por la calaada. De estos testimonios, 
entonces, no resulta clara la infracción pretendida por la de- 
mandada. En cambio, hay testimonios concordantes en lo ex- 
presado por Frattoni en la setfünda pregunta (fe 51) y To- 
(fs. 32i>) , en el sentido de que circu- 
estos dichos no han aído atacados ni 




destruidos cu sn validez. Resulta entonces fuera de lugar la 
cuestión planteada que toma por base lo dispuesto en los arta. 
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57 y 58 del Reglamento General de Tráfico de los Caminos 

Nacionales, pues dicha cuestión se hace partiendo del heeho 
comprobado de que la víctima circulaba por la calzada y no 
hay tal comprobación. Por el contrario, se ha acreditado que 
lo hacía por la banquina. Pierde, entonces, importancia dilu- 
cidjar U apHcawlidad de dich» reglamento, puerto que aún en 
el caá» en que fuera aplicable — que no lo entiendo asi por 
la» r asoné» riadas por la acto ra al contestar agravios de la 
parte demandada — , no puede prosperar en manera alguna. 

Con rcapeeto a loa agravios de la adora, cabe rechazar et 
referente a dafio moral que reiteradas vece* aaf ha sido resuel- 
to en caaos cono el presente, qne no 
criminal. Debe confirmara? el 
las ramas dejadas de percibir mientras estuvo bajo asistencia: 
$ 2.400.— m/n. e igualmente eon respecto a los gastos de far- 
macia m*n 400. — , rabros sobre loa qne no hace mención en 
na agravio* la demandada. Batiendo, en cambio, que debe ele- 
varse la suma de $ 5.0O0. — m/n. fijada en concepto de dismi- 
nución de la capacidad lanorativa del accidentado. Para ello, 
tengo en euenta so edad, clase de trabajos a qne siempre ae ha 
dedicado y «cénelas que el accidente le ha dejado. Creo pru- 
dente y razonable elevar dicha suma ala de a) 7.600.— m/n., 

pues no debe olvidarse qne se trats de un accidente que deja 
irreparable» a un hombre joven qne se ganaba 
tares* rudas y que requieren un estado físico pleno 

Asimismo, corresponden los intereses fijados en la senten- 
cia, más las costas qne deben ser todas a cargo de la demandada 
por formar parte de la indemmiaeión. 

En definitiva, debe confirmarse la sentencia en lo prin- 
cipal, elevándose el monto de la condena en la forma estable- 
cida precedentemente. También ac debe confirmar el rubro 
intereses, modificándose las costas, que serán a cargo de la 
parte vencida. Asi voto. 

Los Rres. Jueces Alberto F. Barrionoevo y Romeo Fer- 
nando Camera, adhirieron a loa fundamentos precedentes. 

Por tanto, se confirma la sentencia en recurso en lo prin- 
cipal, modificándosela en lo referente al monto fijado en con- 
cepto de la capacidad laborativa del accidentado, que se fija 

en la suma de $ 7.500 m/n. Costas a cargo de la parte vencida. 

— Alberto Fabián fíarrionutvo — Oscar de la Hoza Igariábal 

— Romeo Ftmando Cámtra, 




ne ¿tranm í>e i A nación 787 
FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de mayo de 1951 

Vúrt» lo* flui <> 8: "PoK Angel c.| Gobierno de la 
Nación 8 J indemm Mc ióu de daños y perjuicios y daño 
moral ' , en los que a fs. 200 se han concedido lo* recur- 
sos ordinarios de apelación. 



Que la prueba analizada en el fallo en recurso y 
demostrativa de )a «ilpa del conductor de la motoci- 
cleta que embistió, y lesiono al actor, liállase corrobo- 
rada por las propias rnaiiifes (aciones quo el demandado 
hiciera en la declaración testimoniada de fs. 91, a I afir- 
mar que no obstante haber quedado sin luz, por un dea- 
perfecto en la correspondiente instalación eléctrica de so 
nmquioa, prosiguió la marcha a obscuras (pregunta 
7- fs. 115) observando luego de haber andado unas dos 
cuadras y de pronto que a unos cinco metros transitaban 
a pie, tres personas por la misma mano usada por ¿1 
De inmediato trató de sacar la máquina hacía- el otro 
lado, lo <!uo no le fué posible por cuanto se acercaba un 
camión on sentido contrario al que él llevaba, teniendo 
que volver a su camino anterior, siendo en esas cir- 
cunstancias, que arrolló a dos de la» tres personas que 
a pie se dirijan por el camino". Es evidente así. que 
ademas de la imprudencia notoria de viajar desprovisto 
de las luces reglamentarias, de los faros, que iliwiinan- 
do el_ camino habrían prevenido a los transeúntes de la 
proximidad del vehículo, el conductor notólo omite los 
toques de bocina tendientes a lo mismo, sino que tam- 
poco «plica a la motocicleta los frenos quo habrían de 
detenerla en los cinco metros que la separaba del grupo 
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de las personas cuando las advirtió, si hubiera llevado 
la velocidad moderada que las circunstancias imponían 
como mínimo de prudencia, y en cambio realiza una se- 
rie de maniobras p"a eludir a aquéllas sin detener el 
vehículo que, en definitiva, continúa sin gobierno, atra- 
vieso, la banquina y cae a la zanja del costado del ca- 
mino, revelando todo ello la acelerada marcha que 
traía y lo inadecuado de loa virajes efectuados, vale 
decir, la culpa 7 la imprudencia del conductor. 

Qne en cuanto a la improcedencia del daño moral, 
así como al monto de la indemnización debida por el 
hecho ilícito aludido, y a la imposición de costea, co- 
rresponde confirmar la sentencia de fs. 195 por sus 
fundamentos, y los concordantes de la de fs. 166. 

Por todo ello, se confirma con cosías la sentencia 
de fs. 195 que condena a la Nación a pagar al actor 
Angel Potes la suma «le diez mil trescientos pesos mo- 
neda nacional por los conceptos expresados en ella y 
qne integran la indemnización total debida a consecuen- 
cia del hecho a que estos autos se refieren, con intereses 
y costas. 

Litis B. I/>mo.hi — Tomás D. 

Casares — Felipe Santiago 
- Pérez — Atilio Pessagíto, 



ENRIQUE JESUS QUIAPÍ v. INSTITUTO NACIONAL 
DE PREVISION SOCIAL 

JUBILAMOS \ VKXSION. 

Las finalidades del decreto-ley n» 931G/46 están claramen- 
te «presadas en sus considerandos, en los que se destacan 
especialmente At* propósitos: el de suprimir incompatibi- 
lidades consideradas injustas y de efectos inconvenientes 
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en la docencia porque determinaban una permanencia des- 
mesurada en el ejercicio da ella, y el de permitir la compu- 
tación de lo? sueldos correspondiente» a los ¿hemos car- 
go* en cuyo desempeño ae hubiera estado y por los que se 

hubiesen hecho los aportes correspondientes. 

INCOMPATIBILIDAD. 

El art. 21 del decreto-ley n* 9316/46, al mismo tiempo que 
dispone, para loa afiliados que se beneficien con la compu- 
tación de servicios simultáneos, la incompatibilidad de las 
prestaciones que lea correspondan con el desempeño de 
cargos en actividades comprendidas en loa regímenes, de 
previsión vinculados al Instituto Nacional de Previaión 
Social, establece 1* atenuación de permitir la eompuUbili- 
dad "hasta la suma acumulada de $ 1.600 .líquidos". 



INCOMPATIBILIDAD. 

V» contra la finalidad general del decreto-ley n' 9316/46 



y contra la. que tiene especialmente su art. 21 —enunciada 
de modo expreso y claro en el penúltimo considerando— 
una inteligencia del precepto que considere comprendido 
en la incompatibilidad a que el mismo *e refiere el benefi- 
cio de una "pensión" —en el caso, de la ley 4349— como 
la que disfruta la interesada — actualmente Inspectora del 
Consejo Nacional de Educación, — , que no está mencionado 
en parte alguna del estatuto ni de sus considerandos, que 
es por completo ajeno a la situación explicada en el consi- 



se sanciona el decreto, era compatible con el desempeño 
de cargos en actividad. 



Dictamen aprobado por el Directorio del Inktiti to 
Nacional de Previsión Social 



Vistas estas actuaciones, resulta: 

Qu«, a fs. 24/25, se acordó pensión a Da. Aída Tizón de 

Quian^y^sus hijos, en el carácter de viuda e hijos de D. En- 

Que, a fs, 36, la interesada manifiesta que no se le liquida 
la pensión acordada por considerársela comprendida en la dis- 




Buenos Aires, 29 de septiembre de 1949. 
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poweión del art, "21 del decreto-ley 9316/46, ratificado por la 
ley 12.921, en virtud de desempeñar un puerto nacional ren- 
tado eon $ 1.500 m/n. mensuales ffc 34), nominales. 

Que, efectiva «ente, a fs. 28, la Contiduría reservó la par- 
te de la intensada d« acuerdo con to dispuesto «n la disposi- 
ción legal citada. 

Que, la Asesoría Letrada en su dictamen de fa. 38 y 39, 
considera que existe incompatibilidad en la percepción simul- 
tánea po* P»*le de la recurrente de la pensión de que « titu- 
lar y del sueldo que devenga, ya que entre ambos exceden la 

turna de $ 1.500 mensuales. 

Que, en sustento de su opinión, la Asesoría Letrada invo- 
ca 1 «1 precepto del art. 21 del decreto 9316/-16. ratificado por 
la ley 12.921, cuya letra clara y precisa excluye la posibilidad 
de toda interpretación que desvirtúe sus tfrrainos; y 

Considerando: 

Que no puede considerarse de manera absoluta la iutangi- 
bilidad del haber de pensión, desde que el fundamento econó- 
mico del beneficio no es constituido sino con la coocurrencia 
del Rutado, cuyus propósitos eminentemente ftocialea dan ori- 
gen a las limitaciones de aqnel derecho. 

Que, el art. 21, del decreto-ley 9316/46, ratificado por la 
ley 12.921 declara compatible el goce simultáneo de una "pres- 
tación*' con el sueldo devengado en cargos públicos. 

Que, el término prestación en derecho y en un sentido 
amplio, significa toda obligación que debe cumplir una de lfls 
partea por virtud de convenio o que lia de realizarse en virtud 
de la ley (cons. enciclopedia Eifxua, t. 47. péff. 266). 

Qne. en consecuencia, siendo prestación sinónimo dn oüi- 
ajaciftn. incluye jubilaciones, penaionea, subsidio*, etc. 

Que. el viejo aforismo jurídico ordena al intérprete no 
distinguir donde la ley no lo- hace. 

Que, el art. 16, del Cód. Civil, al dar normas para la in- 
terpretación de la ley, dispone que las cuestiones sean resuel- 
tas en primer termino por los términos d-cl precepto 3* que úni- 
camente cuando ellos no sean piaron, puede reeurrirw a olraa 
fuentes de información. 

Que, ante una norma tan clara y frente a disposiciones 
legales tan precisas en lo que atañe a la interpretación del 
testo legal, no es posible modificar su contenido atribuyendo 
al legislador propósitos O intenciones que no resulten expresa- 
mente del texto en análisis. 

Que. ademas, debe tenerse en cuenta, que «I intérprete le 
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está vedado formular consideraciones relacionad» con la jas. 
te» o mjujticia de U ley y por tanto d«be ducharse todo 
rSTtaS'fi tO 3 ¿ ern,enéuliC0 «** «« m El juez apSa 

Por lo expuesto, 

la Junta de la Sección. Ley 4349, 
Aconseja (en mayoría) ¡ 

«w„ L^ÍT i 5!°"iS. tih !S ri **• «■"»<«»» la pen- 
5S\2SL. " frU ? í? AMa T , itón de Q uiaQ - y '* Percepción 
dd sueldo que devenga como Inspectora del Consejo Nacional 

mena^SeT " Cnt ™ ambos fiama de * 1500 

Dictamen ds, Pbocwiudob General de u Justicia 

del Trabajo 

Exorna. Cámara: 

J§ , lM,itu !? Nacional de Previsión Social sustenta la tesis 
2 l7 lífi »^ a * >■ ™da del causante, es ¡ncom- 
ms* aafflSlCTSP^ mi8m ' P« rcibe * •> *mplW público 
1^-^ ^ ' d ? de W-por ambos conceptos percibe una 
cantrf.d que «cede « $ 1.500 m/n . menaU aV a que alude 

ÍSÍJSamS^ 9316/46 ' 611 virtod ** m ^ ■ 

/í.™^^? 6 ^' 8 "* .^ arre de esa decisión, por cuanto consi- 
dera que la dwpoueién invocada por la entidad al prohibir el 
" aa PfwtwMSn. no se refiere a pensiones, sino a jubi- 
. ae empleados que hayan sido llamados nuevamente a 
r , func ' 0, ¡ e8 publicas, situación en que no se encuen- 
?• r r deíenta / eI ^HTO actual de inspectora de en- 

lOmr&f **. ™* «iterlor tíldela pWió* que le 
corresponda. 

darf^L^!" 10 '^ d í ,Mm€f 11 «^Patibüidad, estima haber 
dado una interpretación exacta al artículo mencionado, desde 

que ha. tenido *n euenta que el termino genérico de "presta- 
ciones , que eontiene el texto, involucra a las jubilaciones o 
pensiones indistintamente, euando se refiere a los beneficios 
que otorga. 

i. a-í n l U ¿í , -? iente 7 í 61 * « ^P? aparente, podría ser ésa 

la interpretación correcta del artículo, ai fuera qu* la ley hu- 
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biera «do dictada pan reglar también los derecho* de lo* cao- 
sa-habientea de los jubilado*, modificando lo» existente» en su 
favor por Us demás leyes rigente*, lu cuales se lo* reconocen, 
sin mis limitación que las consignadas en bus propias disposi- 
ciones. Pero teniendo presente que w trata de una ley que fué 
sancionada exclusivamente para, incorporar un sistema de re- 
ciprocidad de Cijas Jubilatorias, normando la ejercitaeión y 
goce del beneficio sv la jubilación, su* ■disposiciones, sólo pue- 
den alean sár a esta especie de prestación, ya-aet ella _ ordinaria, 
extraordinaria o reducida, de la cual ae ha pretendido excluir 
al que ha entrado en el goce del beneficio y que loeico vuelve 
a la actividad. 

El decreto 9316/46 —ratificado por la ley 12.921— fué 

dictado para reconocer derecha» que antes les fueron negados 

a los afiliados, por leyes jubilatorias existentes, ampliando los 

que ya te consagraban en su favor, obligando, a la vm, a la 

reciprocidad de servicios entre todas las Cajas. No se dictó 
par* retacear o cercenar derechos, como bien puede inferirse, 
de Ion considerandos que precedieron al decreto. 

En ninguna de sus disposiciones encontramos algo que se 
refiera s los derechos de Ion causa-habientes de loe jubilados, 
El objetivo, sin lugar a duda, ha sido reglar las relaciones de 
los jubilados o afiliados con las Cajas, pero de ninguna mane- 
ra, reglar tas de loa pensionados, a excepción del caso relativo 
al reconocimiento de aun beneficios al fallecer aquéllos (art. 16). 

Una regla elemental de hermenéntica jurídica, Rconseja 
penetrar en el espíritu de la ley, investigando cuál ha sido la 
intención del legislador, para bs[ encontrar explicación a las 
palabras empleadas y fin perseguido por la misma. 

El art. 21 emplea la palabra "prestación", que si bien 
es eierto comprende a jubilaciones y pensiones, no lo es menos 
que, dado el lojrar en que se encuentra, no pnede referirse a 
otra cosa que a las jubilaciones, de cuyo goce pretende excluir 
al titular que retorna al servicio. Lo demuestra el hecho cierto 
e indiscutible, como ya se ha dicho, de que la ley no se ocupa 
en todo su contenido de los pensionados. 

El concepto del término "prestación", se encuentra ex- 
plicado en el art. 15, el eual emplea ese vocablo para designar 
a las jubilación** ordinarias. íntegras o reducidas, imponiendo 
a los beneficiarios, la opción entre lo que pueda;: ¡icn>ibir por 
ese beneficio o el sneMo, cuando retornan a la activid&'V 

El decreto no tiende a la merma del derecho de loa afilia- 
dos y por ello es que es* artículo no modifica el que se pueda 
tener por otros regímenes, que permitan al jubilado volver al 
aervicio, sino que lo que se impone es la opción, ya que por ese 
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mismo decreto — art 2>— Se confiere un nuevo derecho, cuyo 
ejercicio puede reglar j coordinando 1* forma a que deben ajoa- 
tame sus titulares o sean las persona* jubiladas. El artienlado 
aigue. el ritmo mareado por el preámbulo de ta ley, penúltimo 
apartado puea la incompatibilidad se cumple respecto de loa 
que han obtenido el beneficio con servicios simultáneos (t t, 2») , 
I*a extensión que se produce en el art. 21, para los que no 
hubieren obtenido en esa forma la prestación, no aurge de loa 
demás artículos del decreto, ni de sus consideran dos. pero en 
cambio tiene su raiio en otra ley. Precisamente, por motivarla 
otra norma estatuida expresamente para jubilados, se juatifi- 
ca que el legialador no tuviera la intención de incorporar ea 
la prescripción que contempla situaciones de otra ley, a loa 
aereen o-habie atea, los cuales en cata no figuran. Aquella nor- 
ma se provecta sobre la disposición del art. 22 de Ta ley 4349 
a la cual modifica. - " 

AI promulgarse el decreto mencionado, el Estado se en- 
contró con la vigencia de esta última disposición, tratando de 
reparar esa situación, por su incompatibilidad, con las nuevas 
normas adminirtrttivaa. Por ello, introduce la reforma, dejan- 
do sin efecto ta prerrogativa que tenían de percibir sueldo y 
¿«Dilación ratona desempeñaban nn puesto electivo o de miem- 
bro del Poder Ejecutivo de la Nación. 

La reforma, pues, prohibe* la acumulación de jubilación y 

TmmhT"** que * mha * en COnjun<0 ' no excftían de 

BI Estado ha previsto la circunstancia de que un jubilado 
pueda ser llamado a prestar servicio, pero, en cambio, no per- 
mite que pueda jubilar a on funcionario, para setruir utilizan- 
do sus servicios, abonándole el mismo ti otro sueldo. 

i ** !stems -* de un privilegio conflagrado en el art. 22 de 
la ley 4349, explica la disposición del art. 21 del decreto 9316. 
que en su esencia importa una modificación de aquél. 

A la ves, también justifica «1 hecho de que nunca pudo 
ser intención, la de someter a las pensiones a un régiraea de 
incompatibilidad, por cuanto a ellas no podrían alcanzar las 
medidas de saneamiento administrativo en que estaba empe- 
ñado et Estado respecto a los jubilados. 

Nurac» pudo catar es el ánimo incluir a las pensionadas 
en Ja restricción del art, 21, por cuanto se debifi tener en caen- 
U que sólo la viuda podría encontrarse, en condiciones para el 
desempeño de un cargo publico, toda vez que loa demás dere- 
cho-habientes, con vocación al goce del beneficio, son loa físi- 
camente incapacitados, loa menores de edad, u otras caras c.ue 
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se convierten en inhabilitantes» para el ejercicio de la función 
pública con alta remuneración. 

Otra norma que corrobora la verdadera interpretación que 
cabe dar al artículo impugnado, V que demuestra que la in- 
compatibilidad funciona únicamente respecto de los jubilados 
que vuelven al servicio, es la del art. U, que faculta el reajus- 
te de la prestación a loa que están en actividad y se hallen 
sin uli ánchente en el ffoee de una jubilación, en las condicio- 
nes que el artículo expresa. 

Como puede observarse, sí la ley no impide al empleado 
que está prestando servicio, el goce de su propia jubilación 
anterior, eon menos razón puede impedir que perciba la pen- 
sión a quien está en actividad. 

So podrá decir que no «4 similar el derecho que se ejer- 
cita pero de cualquier manera, el reconocer el reajuste al 
jubilado en actividad, es índice demostrativo de que la incom- 
patibilidad consagrada en el «rt. 21 sólo lo «a para loa que 
vuelven al servicio después de jubilados. Aplicarla para los 
que están en servicio, serta incongruente, desde que para ju- 
bilar a un individuo « necesario oue haya cesado en su cargo. 

En ninguna de laa demás leyes de previsi-Ón puede encon- 
trara otra incompatibilidad que no sea la del sueldo con la 
jubilación, de donde se deduce qne una ley, como el decretih 
9316, de reciprocidad y reconocimiento de beneficioa, no ha 
podido venir a cercenar y privar los derechos preexistentes en 
todo cae cuerpo de legislación. 

En conclusión, Eacmn. Cámara, mi opinión ea comeidente 
con la de la recurrente, en enanto sostiene que a ella no le 
comprendo la incompatibiüdid ea el cobro de la pensión y 
sueldo que percibe. Corresponde, por ello, revocar la resolu- 
ción recurrida. - Despacho, julio 4 de 1950, Año del Liberta- 
dor General S. Martín. — Víctor A. Sureda OratUs. 



Sentencia de ¡La CAmaba de Apelación» de la Justicia 
del Trabajo 

Bnenc* Aires, julio 20 del Año del Libertador General San 
Martín, 1950. 

Y viatos: 

Que el dictamen del Procurador General del Trabajo de 
fs 68/70 ana! iza exhaustivamente la cuestión de derecho de- 
batida, con argumentos de tal solides que hacen innocua cual- 
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I consideración para revocar la resolución, del Iosti- 
1 de Previsión Swial venida en grado de apelación, 
el Tribunal resuelve; Revocar la resolución sp«. 
Uda declarando el derecho de Da. Aída. Tixón de Quian y aua 
hijos menores a goxar del beneficio de pensión asordad© a ft. 
24/25, sm perjuicio del sueldo qne percibe de la Dirección 




Dictamen deí. Procurados Gekebal 
Suprema Corte: 

Habiéndose cuestionado en autos la interpretación 
y alcances del art. 21 del decreto 9316|46 (ley 12.921), 
el recurso extraordinario deducido contra la sentencia 
de fs. 71 es procedente. 

En cuanto al fondo del asunto, estriba en resolver si 
en presencia de lo qne dispone la norma legal preindi- 
cada, la intereíada en estas actuaciones puede acumu- 
lar el cobro de una pensión de que es titular, y el sueldo 
que percibe del Estado, no obstante exceder ambas 
asignaciones, en su conjunto, del máximo do * 1.500 
prescripto por la ley. 

Discrepan ambas partea en cuanto al significado 
que debe darse al vocablo "prestaciones" usado por el 
art. 21 del decreto 93 16 '46, ya que, mientras la intere- 
sada le asigna un sentido restrictivo y referido adío a 
las jubilaciones, entiende el apelante qne dicho término 
comprende también a las pensiones, subsidios, y en 
general a todoa loa beneficios otorgados por las leyes de 

previsión social. 

Estimo- que esta última es la interpretación correc- 
ta. El decreto «n cuestión ha creado nn régimen de re- 
ciprocidad y computabilidad de servicios entre todas 
las secciones dependientes del Instituto Nacional de 
Previsión Social, Caja Municipal de Previsión Social e 
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Institutos provinciales y municipales que se adhieran 
al mismo, reglando en consecuencia, no sólo el ejercicio 
y goce del derecho a la jubilación, sino también el que se 
refiere a las pensiones y demás beneficios otorgados 
por Aquellas organismos, según surge en forma inequí- 
voca de lo que disponen los arts. 1 y 15 del referido es- 
tatuto legal. 

En consecuencia, hasta ln entrada en vigencia de la 
ley 13.971 que elevó a $ 3.000 el límite fijado por el art. 
21, considero que la interesada está comprendida en la 
prohibición de acumular que contiene dicho art 21. 

Corresponde, pues, revocar el fallo apelado en cuan- 
to podo ser materia de recurso. Buenos Aires, noviem- 
bre 9 de 1950, Año del Libertador General San Martín. 
— Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA COSTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de mayo de 3951. 

Vistos los autos: "Quian, Enrique Jesús c./ Ins- 
tituto Nacional de Previsión Social — Ley 4349", en 
los que a fs. 79 se ha concedido el recurso extraordi- 
nario. 

Considerando: 

Que las finalidades del decreto ley 9316/46 están 
claramente expresadas en sus considerandos. En ellos 
se destacan especialmente dos propoVtos: el de supri- 
mir incompatibilidades consideradas injustas y de 
efectos inconvenientes en la docencia porque determi- 
naban una permanencia desmesurada en el ejercicio 

de ella, y el de permitir la eompolación de los sneldos 
correspondientes a los diverso» cargos en coyo desem- 
peño se hubiera estado y por los que se hubiesen he- 
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cho los aportes correspondientes. Y en razón de la ma,- 
yor amplitud del criterio que presidía el nuevo régi- 
men se decidió establecer correlati vamente para lo* 
«filiados que se beneficien con 1a computación de ser- 
vidos simultaneo, la incompatibilidad de las prestacio- 
nes que Ies correspondan con el desempeño de car/ros 
en actividades comprendidas en los regímenes de previ- 
sión vinculados al Instituto. P 

Que esto último es lo que se legisla en el art 21 
que al mismo tiempo que enuncia el principio estable- 
ce la atenuación de permitir la conmutabilidad "hasta 
la suma acumulada de $ X,500 f 00 líquidos". 

Que, en consecuencia, ra contra la finalidad general 
del decreto y contra la que tiene especialmente su art. 
-l, enunciada de modo expreso y claro en el penúltimo 
considerando una inteligencia del precepto que consi- 
dere comprendido en la incompatibilidad a que el mis- 
mo se refiere el beneficie de una "pensión»* que no está 
mencionado en parte alguna del eatatnto ni de sus con- 
siderandos, que es por completo ajeno a la situación 
explicada en el considerando que se acaba de citar donde 
se expresa la ratón de ser de lo diepnesto en el art 21 
y que en el régimen legal vigente cuando se sancionó 
el decreto era compatible con el desempeño de cargos 
en actividad. 

Qne con la interpretación hecha por el Instituto en 
la resolución que revocó la Cámara del Trabajo en la 
sentencia apelada, un régimen legal concebido para am- 
pliar los beneficios d« la asistencia social a qne el mis- 
mo se refiere, vendría a producir, en contradicción con- 
sigo mismo, la restricción de ciertos beneficios en cuyo 
goce so estaba —como en el caso de que se trata eu esta 

causa—, con el agravante de qne no se alcanza desde 

ningún punto de vista cual pueda ser la rasón de seme- 
jante efecto. 
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Por tanto y habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General se confirma la sentencia de fs. 71 en cnanto 
ha sido materia del recurso. 

1>is B. Lonohi — Tomás D. 
Casabes — Fblipb Santiaoo 
PfcBEZ — AttLíO Pessaoho. 



WILSON Y CIA. 8. A. IND. Y COM. v. DIRECCION 
OENERAL IMPOSITIVA 

IMPUESTO A I.OS REDITOS: Rédito* del comercio, de ta i*du*- 

tria, proftñonts, etc. 

Tratándose del pago hecho por 1» ¡gfWfü ^J protesta, 
del gravamen correspondiente a utilidades distribuidas a 
ras accionistas, en febrero de 1944, con reservas por la* 
euale* había tributado con anterioridad al decreto-ley n« 
18.229/43 impueato a lea rédito* conforme a las disposicio- 
nes legales entonces vigentes, cabe concluir que lo diapues- 
to por el avt. 5* del decreto-ley citado —en cuya virtud 
te hizo la oblación— no es arbitrario ni inconstitucional, 
y aunque pudiera sostenerse lo contrario ante la redac- 
ción del último párrafo, apartado III, del art. 6*. del mis- 
mo decreto-ley, ea lo cierto que se trata de dos gravámenes 

que recaen sobre doa hecho» imponibles distintas; la in- 
corporación de las utilidades a las reservas de la sociedad 
y la percepción de ellas por los accionistas. No se ha he- 
cho un aumento del gravamen con posterioridad al pago 
d e ¿i _| qup sería claramente inconstitucional— sino 
ana distinción de dos episodios económicos a cada uno de 
los cuales se hace corresponder independientemente una 

tributación, lo que conatituye un sistema legal distinto. 
IMPUESTO A LOS REDITOS : Rétütos áei comercio, de la «mi«*- 

l rio, proffñome», ele. 

El impuesto a loa réditos correspondiente a utilidades per- 
cibidas en 1937-1939, pero que entonces debieron inver- 
tirse en el pago de derechos de Aduana cuya repetición se 
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obtuvo luego, debí liquidarse con el porciento que regía 
al tiempo de hacerse efectiva la devolución de los dere- 
chos, toda ves que esa liquidación es un acto fiscal refe- 
rido al hecho de la percepción de los fondos y ajeno a la» 
proyecciones de la sentencia que acordó la repetición; de- 
btfndo desestimarse las alegaciones del contribuyente en 
el sentido de que no hay reparación íntegra, 

IMPUESTO: Principios ameróle*. 

No constituye un perjuicio propiamente dicho para el 
g^g^^^W*! periódica de las obligaciones 

CONSTtTüCWX XACIOSAL: Derecho* w ganmtht. igualdad. 

Tratándose de la aplicación del art. 5» del decreto 5891/ 
44, según el cual las disposiciones de km artieuloa anterio- 
res —entre ellas el beneficio de un descuento del 5 % a 
loa contribuyentes que ingresen la diferencia a qne el de- 
creto se refiere sin acogerse & las facilidades que eí mismo 
ofrece—, no rigen con respecto a las retenciones de im-. 
puestos que, de acuerdo a las. hormas, en vigor, correspon- 
da efectuar"' cabe observar que no se incurre con ello en 
un trato arbitrariamente desigua!, pues el régimen de las 
retenciones es incompatible con el pago en cuotaa acordado 
en el art. 2», >■ como el descuento del art. 3» corresponde 
al nao que w haga o no de dicho benefieio, no puede 

alcanzar sino los pagos comprendidos en la poshilidad 

del art. 2». 



Sentencia do. Juez Federal 
Aires, 29 de mayo, Año del libertador General San 

Y viBtos: para sentencia esta causa seguida por Wílson y 
Cía. 8 A. Industrial y Comercial contra el Pisco Nacional par 

Y resultando: 

Qne se presenta la sociedad mencionada en primer térmi- 

*V fl ^™?" íl V 1 5** KmÍ6d * 1 P° r el de ™»a de 
« 63.823,55 m/n. con interese* y costas. Funda sn pretensión 
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en loa aifuientea hecho». En febrero de 1944 papó dividendo» 
a nu accionistas residentes en el extranjero formados por re- 
serves acumuladas con anterioridad al decreto-ley 18.229. So- 
fcre las mismas la sociedad pajrí» oportunamente el impuesto a 
los réditos del 5 %. Fia Dirección General Impositiva le obligó 
a abonar fl 10 *fo (5 % mi*) de conformidad a los términos 
del decreto mencionado. 

Afirma que la retrnaetividad del decreto es inconstitucio- 
nal por cuanto no es equitativa y afecta el patrimonio. 

Por otra parte, debió pnjyar impuesto a los rédito* de con- 
formidad a la tasa del decreto 1«.229. por la suma de pesos 
163.460>3 m/n. recibida del Estado a raíz de bnlier prospe- 
rado una arción intentada por la actorn contra rste con motivo 
del pa(ro indebido de impuestos aduenoros. Conceptúa que la 
sentencia que acopió sn pretensión tiene efeeto retroactiva y 
que por tanto debe considerarse integrada la men<M«nadn suma 
en el ejercicio 1 937-31 y no 1943-44. Por tanto sostiene que ha 
debido pagar ct 5 % y no el 10 como lo lilao. Ix> mkmo 
afirma respecto a otras sumas similares. 

Sostiene- que se han privado con las tasas del referido 
decreto dividendos cor respondiente* a noviembre 'y diciembre 
de 1942. siendo esa retroaetividad oontraria a ta Constitución 
Nacional. 

Manifiesta que tampoco se incluyó en la bonificación dis- 
puesta por el decreto 5B91. habiendo pasado dentro del termi- 
no fiiado por el nvstno pars hacerse acreedor a ese descuento. 

Contesta el Fisco Nacional la tiemnnria pidiendo se la re- 
chace en todas sus partes con costa». Afirmn oue el deereto-ley 
18.229 no es retroactivo por cnanto ha privado la di«tr¡bneióit 
y ésta se efeetnó en 1944. ea decir con posterioridad al mismo. 
Afirma que tampoco es posible gravar senún las tasas del ejer- 
cicio 1!»37-lft!W. lan «ornas provenií-n'^s de recuperos obteni- 
do» por impuestos indebidamente eobrades, ya que las mismas 
ae computaron rn ra oportunidad como pérdidas y se ingresa- 
ron en el ejercicio posterior como henef icios, crilcrio contable 
aeeptpdo pvneml mente. 

Sostiene qoe ae gravaron los dividendos de los dos última* 
incoes de 1942 con Ih* tasas del decreto 1R229 porque las sumas 
fuemn repartidas a los accionistas y de acnerdo a dicho decre- 
to risren mis tasas para toda distribución que se has» a éstos 
desde el 1» de enero de 1943. 

Manifiesta que no se efectuó descuento alpuno a la aetora 
por ser aírente d« retención y estar excluida de loa beneficios 
del decreto N» 5891. En todo caso manifiesta su disconforme 
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dad ron ta suma redamada por este eonccpto y la subordina, 
si prosperara la pretensión de la actora, a 1» liquidación, r»- 
pectiv*. 

Considerando : 

I. No se discute el pago efectuado con protesta al Estado 
por I» sociedad actora por dividendos distribuidos a accionis- 
ta» domiciliados en el extranjero (ver fs. 8), de las suma* 
reclamada», admisión de fs. 89. 

Por tanto la discusión se circunscribe a las cuestiones de 
derecho. 

El art. 6* III del decreto-ley 18.229, gravó |a. distribución 
de las. reservas, a condición de que la misma se efectuara des- 
de el I o df enero de 1943 en adelante (arta. 14 y 15, II). No 
distingue con respecto a los años de formacióu de las misma». 



Hab¡('!ido«e ePeetuado dicha distribneión en 1944, la actora no 



inu-do pretender que tenga en ese sentido el decreto efecto 
retroactivo. Lo tiene en cuanto a que grava rentas de afic* 
anteriores al de la publicación del referido decreto. Pero la 
retrotictívidad en el caso no es contraria «1 patrimonio; al me- 
nos no se tía probado. 

Come* ya decidió el suscripto ¿* re Cainp«mar Echevarría 
contra Fisco Nacional, la afectación del patrimonio debe ser 
desproporciona! y c/rntraria n la igualdad ante la ley, cosas 
que ha Re ha justificado en autos. 

Tratándose en el caso de rentas que han permanecido en 
l»der de la sociedad, la circunstancia del pago del impuesto 
del 5 % en las ¿pocas de la formación de ¡as reservas, no es 
óbice para que se cobre sobre las mismas un impuesto superior, 
como en el caso, en que se ha computado el pago efectuado. 
Otra cosa sería si la ley pretendiera aumentar el gravamen de 
rentas ya distribuidas. En wte easo. sí podría invocarse con 
fundamento un perjuicio patrimonial irrazonable, si fuera a 
incidir sofcre patrimonios que no han mantenido esas sumas 
t'omn reservas y, por tanto, e» cierta manera, individualizada». 

Sí las utilidades anuales no se distribuyen, paga el res- 
pectivo impuesto la sociedad <Exp. de motivos, Anales de Le- 
gislación Argentina, t. IV, pftg. 49), sin perjuicio del pago que 
corresponda efectuar a los accionistas al tiempo .e an distri- 
bución, en cuyo easo la sociedad obra como agente de reten- 
ción — op. eit». ibídem— . Pero Re computa el pago efectuado 
por la sociedad, que es lo que se lia hecho en el caso de autos. 

t*a sociedad actora pajró. en consecuencia, eomo agente de 



retención, el 5 % de los dividendos distribuidos a sus acclonis- 
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tas obtenido» de reservas anteriores a ese año. So hay, por 
tinto, fundamento para la etmdktio indebiti. 

II. Sostiene la acto ra que papó las tasas del decreto 
N» 18.229 por sumas provenientes de un juicio de repetición 
que parió al Estado, correspondientes al ejercicio 1937-1938. 
Argruye qae laa sentencias deben retrotraerse en bus efectos a 
la época de I* demanda y eonteatación y que por tanto la 
suma mencionada cayó bajo la. ley 11.682 antes de su modifi- 
cación por el referido decreto-ley, 

La. retroactívidad de loe efectos de la sentencia condena- 
toria, no autorizan a otra conclusión en el caso que el crédito 
contra el Estado debe considerarse en sus consecuencias, «mío 
fué* declarado por la justicia at tiempo que pretende la aetora. 
Pero no que el cumplimiento de la obligación respectiva se 
retrotraiga a esa fecha; precisamente porque esa no puede 
ocurrir, se pagan intereses. 

Es el ingreso efectivo en el patrimonio de la aetora de la 
euntidad reclamada, el que debe tomarse en cuenta y éste se 
verificó en el ejercicio 1937-38. 

Ademas, si en el ejercicio 1937-38 hubiera formad* reser- 
va* con ella, la aetora no probó n¡ invocó siquiera que era. su 
proposito distribuir la suma entre los accionistas, la distribu- 
ción de la misma en el ejercicio 1942-1943 hubiera hecho igual- 
mente aplicable el decreto-ley 18.229. 

Corresponde, por Unto, el reehaxo de la pretensión de la 
aetora. 

III. Tratándose de dividendos distribuidos a accionistas 
domiciliados en el extranjero, ea de aplicación el art. 5" del 
decreto 18.229, que grava con el 10 % esa distribución consi- 
derando a la sociedad como agente de retención, ain discrimi- 
nar sobre la proveniencia de las utilidades. 

No es que el régimen del art. 15, II no se aplique a los 
acción ¿«Us respecto de los dividendos, ya que si la sociedad 
paga el impuesto cuando no reparte los beneficios, y actúa 
eomo aírente de retención cuando los distribuye, es lo cierto 
que el fundamento de la discriminación autorizada para so- 
eiedadee, comerciantes o personas asimiladas, se basa en la 
adopción dé uba prueba legal, como lo resolvió el suscripto 
tn re Jorge Oater contra Fisco Nacional. 

Si bien en ese caso sociedad y accionistas, son entes dis- 
tintos, es lo cierto que estos constituyen la empresa que es la 
que ha ganado las utilidades Además la individualización de 
lia mismas en bus libma. hace perfectamente admisible la in- 
vocación de loa accionistas del régimen del art. 15, IT. 

No obstante el easo, se rifle por otro articula el 5' que 
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ta» del JO % sobre Isa utilidades qw se distri- 
a accionistas domiciliados fuera del Mis, sin hacer 

l Su^sA 1Í>4S ,iabrían debido ^mmwi 

tó^L^oÉ n la queja -f b " la irretroaetividad del de- 
2£S? 18 ' ^^f,, e ? ™ Mntldo * 'nf«n^da y» que no 8e Ta 

ÍSSÍ U ? detr ' fflen *° ¿«proporcionado e injusto ¿Tr 
tanto corresponde reehaair el ««lamo de la aetora. , 

, M _ ■ ,<A piedad actuó en la distribucíÓ!, de laa utilida- 
dea como agente de retención y en consecuencia „7¿S i£. 

¡ST íoa'Jí! Í5£" d# ^T^' U dí * tihei6n S creada 
Me^Man'h! 1 P * e " *\Mm*> directamente y loa 
haV^i^" 1 . ' K *. r ' n i l ' rm ^ i o # 1<« «iPiicionad» agente? 

ffiBEgLf 23 ' Inda8,T,al >' Com^'AÍ contra el Pi«o 
Nacional, en todas ai» parte* Con cortas. - Joné Sartorio. 

Sentencia de m Cámara FedssaI; 

ilür octQbre * Afi0 deI ***** mm 8*» 

. 3SF* *? ,ns auf09 caratulado* '"Wilson y Cía. S A In- 
dustrial y Comercial «./ Fisco Nacional (Dirección Generíl 

ESz m del auto de ft " 105 concediendo dicho 

r«™ contra U sentencia d, M1( plante^ | ¿S£ 

jEa justa la sentencia apelada! 

El 8r. Jaes, Dr. Maiímíliano ConsoU, dijo: 

~¿&&M Ifl , ^mandada ha «me retado con «actitud loa 
extremos de la demanda, expresando que la actora reclama la 
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devolución de * 63.823,55 m/n., más sus intereses y costas. 
Este importa ha sido abonado en concepto de impuestos a loa 
réditos para loa anos fiscales 1943 y 1944, como conaecuencia 
de la» disposiciones del Decreto 18.229/43 del 31 de diciembre 

da 1943, modificatorio de la ley H.fi82 T. O. 

Ordenando y resumiendo los argumentos de la demanda, 
resulta que dicho importe total redamado lo es. en primer 
término, por considerar que el Detrito 18,229 carece de va- 
lides legal y constitucional y no ha podido tener efecto retro- 
activo. En segundo lugar, pretende que los ingresos habidos 
en dichos ejercicios, provenientes de recuperos de gastos car- 
gados con anterioridad, sean tomados en consideración con 
una tasa menor, a la vigente; y, por último, sostiene que la 
bonificación que acuerda el Decreto 5891/44 corresponde que 
se haga extensiva a los pagos efectuados por los agentes de 
retención. 

Bl Sr. Juez a qrto rechazó la demanda, con cuelas, fun- 
dándose entre otras consideraciones, en que el impuesto es 
legal y constitucional, ya qoe es el hecho de la distribución lo 
que determina el gravamen; qne no procede la devolución 
(leí impuesto, con la tasa aumentada «obre sumas qne la Com- 
pañía percibió al vencer al Fisco en un juicio sobre repetición 
aduanera, porque loa efectos de la sentencia condenatoria 
no son retroactivos y se resuelven en el pago de intereses ; por 
ultimo, tratándose de dividendos distribuidos a accionistas do- 
miciliados en el extranjero, corresponde gravar esa distri- 
bucinis con el 10 % de acuerdo con el art. 5» del Decreto 
18.M9. dado que la sociedad opera, en tal easo, como agente 
de retención. 

Ante esta Instancia no h» agregado la recurrente ningún 
elemento de .i nieto qne induzca a pensar que la sentencia no 
as ajusta a derecho. 

Es evidente que las reservas no pueden constituir un 
fondo de propiedad de los accionistas porque la personalidad 
de la sociedad como ser de existencia legal y diferente de las 
personas físicas (pie Jicrid en talmente pueden constituirlas, es 
un hecho indiscutido y que ta ley especial hace distinción 
expresa y precisa eutre el sujeto económico sociedad de capital 
y el sujeto económico accionista. Por lo que no puede soste- 
nerse que los accionistas ya habían pagado el impuesto al 
constituirse la reserva, A ese momento, el pago fué efectuado 
por la sociedad como tal. Al percibir su rédito el accionista, 
en el atlo 1944, en pleno vigor el Decreto 18.229, recién apa- 
rece aquel como contribuyente y tal eírcnnstancia es. más que 
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suficiente para rechazar toda pretensión de ineonstituciona- 

ndad. 

Tampoco ha prosperado la pretensión de Já actor* en lo 
que respecta a loa efectos del juicio de repetición de lo pa- 
gado en concepto de derechoa aduaneros porque la sentencia 
es declarativa en el sentido de que reconoce un derecho que ya 
tema el demandado en el momento de iniciar el juicio y el 
efecto retroactivo de ese carácter declarativo consiste en pro- 
nucir algún as consecuencias, como el payo de intereses, que 
tienen por fin reparar al litante de loa perjuicios qne de- 
rivan de la circunstancia de que la sentencia no pueda dictarse 
inmediatamente dtsmiéa de ejercitarse Ib acción. En el caso 
judicial a que se refiere la actora, eomo bien lo manifiesta, el 
representante df»l Pisco, el ¿ar&eter declarativo de la sentencia 
judicial no significa otra cosa sino el reconocimiento de que ella 
tenía el derecho de exigir al Fiwo la devolución del impuesto 
indebidamente cobrado, desde el momento inmediato siguiente 
al pago, vale decir, ya durante el ejercicio 1937/38. Pero 
ese efecto declarativo en manera alguna importa desconocer o 
negar qne tuvo efectivamente lugar el egreso consistente en 
el pago del impuesto indebido; antea bien la sentencia con- 
firma pinamente el hecho de ese egreso al reconocer el de- 
reeho del actor de obtener la devolución del pago. Y es jus- 
tamente el hecho real de haberse realizado ese pago indebido 
lo que autorizó a la actora a hacer la correspondiente deduc- 
ción en el balance del impuesto a loa réditos. 

Decreto 5891/44, de- la que se exe'ay* a los agentes de re- 
tención es esta exclusión legalmente válida y constitucional, 
porqne Ion agentes de retención no toman el impuesto de su 
patrimonio, sino que se circunscriben a deducirlo del monto 
de los rÓditos de terceros, 

iiíoo 01 " msn0 - " tínt0 ,0 íispneato por el art, 83 de la ley 

11.683, considero que las costas deben ser impuestas a la 
recurrente. 

Por tanto, voto por la afirmativa a la íneatión propuesta, 
Los Srea. .Tnecea Dres. Abelardo J. Montiel y Romeo Y. 

Cámera, adhirieron por atu fundamentos al voto precedente. 
A mérito de lo que resulta del Acuerdo que antecede, s* 

confirma, con costa», la senteneia apelada de fs. 101 a fs. 

104 J ta -J"*"»" 1 *™ C?m* - Abelardo Jorge Mentid. 
— Romeo Femando Cámara. 
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Suprema Corte: 

El recurso ordinario de apelación concedido a fs. 
145 e B procedente dado lo qoc üspone el artículo 3 o , 
.inciso 2° d« 1* ley 4055. 

En cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional 
actúa por intermedio de apoderado especial, el que ya 
ha asumido ante V. E. la intervención que le corres- 
ponde (f«. 152). Buenos Aires, noviembre 28 de 1950. 
Año del Libertador General San Martín. — Carlos O, 
fielfino. 



Vistos los autos: *' Wilson y Cía. S. A. Ind. y Com. 
c./ Fisco Nacional (Dirección General Impositiva) 8./ 
repetición", on los qué se ha concedido a fs. 145 el re- 
cargo ordinario de apelación. 

Considerando: 

Que la primera cuestión comprendida en el recurso 
es la relativa al pago que la recurrente hizo bajo pro- 
testa del impuesto correspondiente a utilidades distri- 
buidas a sus accionistas en febrero de 1944 con reservas 
por las cuales había trí botado con anterioridad al de- 
creto-ley 18.229/43 impuesto a loa réditos conforme a 
las disposiciones legales entonces vigentes. 

Qne el pago se hizo en razón de lo dispuesto por 
el art. 5» del deoreta-ley citado, según el cual "las so- 
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Buenos Aires, 30 de mayo de 1951. 
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dividendos u otras utilidades de títulos, acciones y de- 
más valores al portador, deberán retener © ingresar a 
la Dirección ©1 10 % de esa suma". 

Que por disposición del último párrafo- del aparta- 
do III del art. 6» del decreto-ley en cuestión "el impues- 
to que estas sociedades (las anónimas entre ellas) ten- 
gan pagado sobre las reservas constituidas antes de la 
vigencia de estas disposiciones se considerará como in- 
greso a cuenta del que deben retener al distribuir esas 
reservas o beneficios". * 

Que si bien la redacción del último de los textos 
transcriptos favorece el equívoco de considerar al gra- 
vamen del art. 5 f idéntico al qu- las sociedades emisoras 
de las acciones respectivas hubieran abonado cuando 
retuvieron como reserva lo que en un ejercicio poste- 
rior distribuyen como utilidades, es lo cierto que se 
trata de dos gravámenes que recaen sobre dos hechos 
imponibles distintos: la incorporación de las utilidades 
n las reservas de la sociedad y la percepción de ellas 
l>or los accionistas. Lo que hay, pues, en realidad, es 
un nuevo impuesto cobrado a los accionistas con mo- 
tivo de la percepción de ntilidades que la sociedad no 
había distribuido en el ejercicio en que las obtuvo y 
por la percepción de las cuales ella habla efectuado en 
su momento el pago correspondiente. No se ha hecho, 
pues, un aumento del gravamen con posterioridad al 
pago de él, lo que sería claramente inconstitucional, 
sino una distinción do dos episodios económicos a cada 
nno de tos cuales se hace corresponder independiente- 
mente una tributación. Es verdad que la distinción no 
había sido hecha por el régimen anterior de este im- 
puesto y por eso era jurisprudencia de «¿«ta Corte <Fa- 
Hos; 18$, 327) que no podía cobrársele a los accionistas 
en oportunidad de recibir utilidades por las cuales la 
sociedad había pagado tributo cuando las percibió y las 
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relavo en concepto de reservas. Ahora se está en pre- 
sencia de un sistema legal distinto. Lo expresado en- 
tonces no resuelve la cuestión planteada -en estos autos. 
Atribuirle ese alcance importaría considerar que aquella 
conclusión obedeció a razone» de principio de las que 
ninguna ley habría podido apartarse sin violar el prin- 
cipio constitucional que al reconocer el derecho do pro- 
piedad se opone a quo por el mismo concepto se im- 
ponga una nueva contribución sin más razón de ser que 
la de acrecentar el monto de un gravamen ya pagado. 

En la innegable distinción real de la sociedad anó- 
nima y la persona de los accionistas — r*>al no sólo 
jurídica sino también económicamente — „ hay razón su- 
ficiente para distinguir los dos episodios a que se hizo 
referencia y para considerar a cada uno de ellos como 
hecho imponible independiente. Lo dispuesto por el art. 
5 del decreto-ley 18.229/43 no es, pues, arbitrario ni 
inconstitucional. 

Que la segunda cuestión traída por el recurso al pro- 
nunciamiento de esta Corte es la relativa a si el impues- 
to a los réditos correspondiente a utilidades percibidas 
en 1937-1938, pero que entonces debieron invertirse en 
et pago «le derechos de Aduana cuya repetición se ob- 
tuvo luego, debe liquidarse con el porciento que regía 
cuando la utilidad se obtuvo o con el qnc estaba en vi- 
gencia al tiempo de hacerse efectiva la devolución do 
los derechos- 

Que, el impuesto ha sido bien liquidado con la tasa 
de la época en que la repetición se hizo efectiva porque 
esa liquidación es un acto fiscal referido al hecho do 
la percepción de los fondos y ajeno a las proyecciones 
de la sentencia que acordó la repetición. No cabe alegar 
que no liay reparación íntegra si al obtener la devolu- 
ción del importe pagado indebidamente hay que abonar 
por él en concepto de impuesto a los réditos una canti- 
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dad mayor quo la que hubiese correspondido en el ejer- 
cicio» 1937-1038, que fué el del pago indebido de los de- 
rechos de Aduana. La alegación es inadmisible porque 
ello no comportó para los actores un perjuicio propia- 
mente (|lelio f pues no lo es la agravación periódica de 
!as ouligacionoH tributarias legítimas. La actora recibió 
el importe de los derechos indebidamente cobrados por 
la Aduana <;on sus intereses y ésta* fué en toda su inte- 
gridad, la restitución impuesta por la sentencia. El 
hecho económico do la percepción de esa suma de dinero 
en el momento en que se la percibió está fuera de la 
proyección de la sentencia y como hecho económico con- 
sistente en la percepción de una suma de dinero estaba 
sometido al sistema impositivo que regía cuando ocurrió. 

Que respecto a la aplicación del art. 5 del decreto 
5891/44 según el cual las disposiciones de tos artículos 
anteriores, —entre ellas el beneficio de un descuento 
del 5 % a los contribuyentes que ingresen la diferencia 
a qne el dec/eto se refiere sin acogerse a laa facilidades 
que el mismo ofrece—, "no rigen con respecto a las 
retenciones de impuestos que, de aenordo a laa normas 
en vigor, corresponda efectuar" cabe observar que no 
se incurre con ello en nn trato arbitrariamente desigual, 
pnes el régimen de las retenciones es incompatible con 
el pago en cuotas acordado en el art. 2», y como el des- 
cuento del art. 5» correspondo al uso que se haga o no 
de dicho beneficio no puede alcanzar sino a los pagos 
comprendidos en la posibilidad del art. 2* 

Por tanto, y habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General, ae confirma, con costas, la sentencia 
apelada. 

Luía Hr Longhi — Tomás D. 
Casares — Pelipr Santiago 
Pérez — Atilio Pkssaono. 
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NACION ARGENTINA (PROCURADOR DEL TESORO) 
v. R. Y N. DEL SEL LTDA. 

RKCUHSO ORfílXAttrO DE APKhACWS: Tercera intíancia. Jui- 
cios en <i»e la ¿'ación t» parte. 

Es procedente el recurso ordinario de apelación para ante 
la Corte Suprema, sí está directamente interesada en la 
causa la Nación y se halla en tela de juicio un monto 
superior a « 5.000 m/n. 

KXf'ROI'IACIOX: ¡ndmnUactón. DetermiMción d*l talor real 

La oneatifin de- saber si, tratándose de la expropiación 
de mercaderías para cuya venta se ha fijado un precio 
máximo —ley N* 12.591— cabe apartan* de él y mandar 
pagar uno mayor cuando hay prueba fehaciente de que 
*l valor real de lo expropiado era auperior al precio ma- 
mo oficialmente establecido está fuera de lugar en la 
íes ai bien las "bolsas expropiadas habían sido 
ib por la sociedad demandada a nn precio an- 
al máximo en cuestión cuando este último aun no 
regla, uno de loa peritos deja constancia de qne el precio 
de esa adquisición — cuya realidad no se pone en duda — 
foé superior al -valor real de las bolsas de esa clase al 
tiempo de U compra aludida, entendiendo por valor real 
'«el precio que hubiese sido razonable y lógico pagar" en 
ese «omento. 

¡'REClóS MAXIMOS. 

La necesidad de recurrir a la fijación legal de precios 
máximos es aíutoma suficientemente demostrativo de un 
eatado de anormalidad económica caracterizado por posi- 
bilidades de especulación capaces, de poner a loa compra- 
dores que no compran para revender riño porque nece- 
sitan lo comprado para el destino o empleo que le ea 
propio, en el trance de tener que pagar precios injus- 
tificadamente altea. 

RXPROPI ACtOS : Indemnización. Determinación riel ralar rtal. 

En épocas de anormalidad económica caracterizada por 
le necesidad d* recurrir a la fijación legal de precio» 
máximos, es obvio que no puede considerarse lisa y lla- 
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ñámente junto precio el costo representado por lo que un 
comerciante — que compro para vender — se haya, ave- 
nido a papar no obstante que, habida euenta de loa 
factores que en ese momento determinaban el real valor 
de la mercadería de que se trate, ese precio hubiera 
debLdo o podido ser menor. Una operación interoiedis 
de esta especie y con Ules caracteres constituye un epi- 
sodio o momento del proceso de injustificado enrareci- 
miento progresivo que la fijación legal de precios máxi- 
mos se propone, precisamente, contener. No es, pues, con 
refereneia a ella qne se ha de determinar el justo resar- 
cimiento de una expropiación. 



Sentencia oh, Juez Fedebat. 

Buenos Airea, mano 6 Je 1*50, Ano del Libertador General 

San Martín. 

T Vistos : 

Estos autos caratulados "Fisco Nacional contra Del Sel 

E. y N. Limitada, sobre expropiación" de cuyo estudio 
Resulta? 

El Procurador del Tesoro, por 1» Nación inicia juicio 

de expropiación contra la firma R. y N. Del Sel Ltda., por una 

cantidad de bolsas usadas, invocando razones de utilidad pú- 

SSSLJLJ^ ejercWo de U facultad acordada por la ley 
K* 12.591 

Ofrece «1 precio d? t 0,47 por bolsa ex- lino y $ 0,45 por 
bolsa, ex-trigo, llegando así a la soma de $ 732.595,45, qne ae 
depoaitó a la orden del Juzgado, en calidad de justa indem- 
nÍEseión. Pide la entrega sin mas tramite de las bolsas y la 
fijación de audiencia para oír al demandado, con coatas en 
de oposición. 



A fs. 13 comparece el demandado y deapuéa de efectuar 
varias consideraciones sostiene que aeepta la expropiación pero 
no et precio ofrecido, pidiendo la entrega a cuenta del mismo 
de la «urna depositada y hace reserva de derechos para reclamar 
oportunamente el justo precio más nna indemnización del 10 % 
como utilidad industrial rasonable, reclamos que formaJisa a 
fs. 32, teniendo en euenta la eaistencia de contratos celebrado* 
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con anterioridad y por cuya resolución mponnbiiín al Fodor 
Ejecutivo. 

Reclama asimismo como justo precio la suma de m$n. 
1.028.739.87. resultado de los coneeplos que se mencionan en 
la planilla "R", que acompaña y que integra e) 7 % de in- 
demnización como utilidad comercial razonable, el 3 fo de amor- 
tización por almacenaje, (fastos varios, etc. y además incluye 
una cantidad de bolsas no comprendidas en la expropiacián 
pero ya incautadas. Solicita animismo se declare la ineonstitu- 
cionalidad de la ley 12.591, y lw decretos reglamentarios dic- 
tado» en su -consecuencia y ae haga lugar a la expropiación 
por «1 precio por ella solicitado, con interesen y costa». Pro- 
pone en la audiencia de fs. 42 peritos y puntos de pericia, 
después que se tienen como parte integrante del acta su* ma- 
nifestaciones del escrito ante» referido, y habiendo asentido y 
hecho suyos los puntos de pericia de la parte actora, y pro- 
puesto loa suyos. 

£1 Jostrado abre a fs. 41 el juicio a prueba durante diez 
días, designando peritos a propuesta de parte a fs. 49 y 50. 

A ta. 74, la demandada manifiesta que la partida com- 
prendida en la planilla "B" como saldos incautados y some- 
tidos a la expropiación ha quedado fi.era de esta litis, a lo 
qne asiente a fs. 79 vta. la actora, y que el Juzgado ordena 
tener presente. 

A fs. 85 presentan su trabajo l-os peritos designados y a 
pedido A« las partes el Juzgado ordena que se den explicacio- 
nes sobre la misma, lo que se hace a fa. 158. 

Y Considerando ¡ 

Que como ha quedado trabada la tUis, está fuera de dia- 

rusi&n la facultad ejercida por la Nación para expropiar las 
bolsas objeto de estos autos, y la cuestión a decidir ae reduce 
a la determinación del precio a abonarse por las mismas y a 
la procedencia de la indemnización reclamada en concepto de 
retribución correspondiente por aplicación del art. 16 de la ley 
12.591, que invoca la demandada. 

Al respecto cabe recordar que la Corte Suprema (t. 201. 
. 60). ha expresado que "la ley llamada de precios máximos 
12.591 ha podido disponer la expropiación de loa artículos 
de primera necesidad a que se refiere, a precios no compren- 
sivos- del alza inmoderada, experimentada por los mismos. Que 

en cambio no se justifica que el valor que ae le atribuye sea 
mas bajo qae el costo regular de los artículos expropiados", 
pues sostiene a continuación, "de otra manera el procedimiento 
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arbitrario lindaría con la confiscación de bienes, nrcieriufa 
como es sabido de las instituciones del país". 

Que en consecuencia, habiendo determinado los peritos 
designados en autos, un precio de « «09.512,35 para la merca- 
dería, después de realizar un prolijo analista de los distintos 
mbros que lo integra», al Juzgado corresponde aceptarlo, ya 
que el mismo es eoineidente, y ai bien uno de ellon lo denomina 
valor, en lujjar de costo, pues sostiene el coe-to debiera haber 
sido menor, por aplicación del Decreto N* 44.528 <f* 362 vta.), 
ílicfta. objeción debe desecharse, pues aparte de estar fundada 
sot>re la base de un decreto que contempla una situación di* 
tinta, tanto en el tiempo como en la materia (bolsas nuevas) 
el precio aceptado por el Juagado tiene ©orno base loa estudios 
realizados de acuerdo a las constancias y planillas que como 
loa propios peritos lo meneio-nan. Ja demandada suministraba 
al Poder Ejecutivo, ya que se hallaba sometida a intervención, 
y eu dOnde constan los precios y fechas en que se realizaron 
las adquisiciones, por lo que deberá excluirse la suposición de 
ii ns medida tendiente a abultar los mismos. 

A este respecto, debe desecharse también lo Sostenido por 
la actora en ira aJeirato respecto a la aplicabilidad al mismo 
del decreto N> 107.624/41, en virtud del cual se hizo el depó- 
sito judieial de la suma ofrecida, pues «i bien aquel decreto 
fijaba precios máximos que no autorieaban al Poder Ejecutivo 

el depósito de ana suma mayor, no es exacto que esa suma sea 
la qne debe tenerse en cuenta para este caso, pues esiste 
constancia suficiente en aptos, y los peritos así lo manifies- 
tan, que la mercadería adquirida a diversos vendedores por 
K. y_N. del Sel Ltda., lo fué con anterioridad a la vigencia 
de dieho decreto, y a precios reales mayores qne los que este 
fijaba, adquisición realizada eon conocimiento del Poder Eje- 
cutivo, por intermedio de los órganos respectivos (Ministerio 
de Agricultura) sin que mereciera observación alguna, ni tal 
circunstancia fuera tenida en cuenta para los dictámenes de los 
técn™ que menciona a fs. 179 el §r, Procarador del 

(¡Be en cuanto a la procedencia de esa indemnización re- 
clamada por la actora, sobre* el importe de estos precios, cabe 
hacer notar que ante este mismo Juagado se ha dejado esta- 
blecido que, "todas las disposiciones reglamentarias df la ley 
ÍL 12 ' 591, B? pueden en forma slfrnna el criterio 

básico sostenido en la misma, y en consecuencia los decretos 
dictados, en base a ella 1 en todo lo relativo a la comercialización 
de la arpillera y la* bolsas, no ha podido apartarse de la norma 
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establecida en el art. lti de la ley citada" (Jues Dr. -Gaché 
Viran, ñutos irob-ierno dé Ir Nación contra Gil Francisco, sobre 
expropiación, diciembre 21 de 1945). 

Si Wen es cierto, por tratarse en auto* de la expropiación 
de bolsa* usadas, la mayoría de ellas revoiifeveionatlw, "*> 
dríaii ser considerada» como materia prima, niño como pro- 
ductos, la ley 12.591, art. 18. establece para la materia prima 
una mdemnixación que no podrá «ceder de un 10 % y en 
euaato a loa productos basta el precio máximo fijado en virtud 
de ewta ley para la mercadería, y productos de lo* arta. V y 2» 
(Art 16) ; -íobio lo sostiene la sentencia ante* citada, no resul- 
taría equitativo "que, cuando se trata de un producto elabo- 
rado sobre la base de materias primas que ae bailan sujetas a 
control estatal (ley 32.5911. este por- el hecho de haber eufrido 
Wl proceso de industrialización, lógicamente no puede nunca 
«.em-er nn tratamiento diferencial más oneroso, por el contra- 
rio, es Habido que es tales circunstancia* el proceso a que ba 
debido ser sometido, aunque los ricsjros Hinicrcialea de la misma 
v Iónicamente el tratamiento comercial, sino superior por lo 
menos debe ser el ¿aismo". 

Krta apreciación ha sido confirmada por la Corte Suprema 
ít 201, pátr 81) cuando sostiene, que "la dtafocifin que en su 
segundo apartado (art. 1« de la iey N* 12 591) parece hacer 
entre materias primas y producto* elaborados, -para la» pn- 
meras la expropiación será el precio de costo, más una fndem- 
nú*e»n. no mayor del 10 para los segundos el precio 
mátórno que ae fije—, obedece sin duda a la idea de qae 
este últiino no será inferior a la suma de aquello* i factores. 
Puaa «i consideración es, como se ha dicho, compatible son la 
letra v el eaplritu de la ley y «cría arbitrario y desval im- 
poner» los propietarios de bienes elaborad» nenfioiM de que 
se eaimiríft a los dnefios de materiaa primaa . 

A la luí de los criterios antea citados, no es dudoso que 
en el caso de autos, corresponde establecer una indemmwctón 
sobre el precio de costo que no exceda del 10 7c del mismo, 
tal como lo quiere el art. IB de la ley antea citada. 

A este respecto cabe tener presente que dicho porcentaje 
de indemnización no procede automáticamente en todos los 
casos como lo pretende la demandada, sino que como lo tiene 
dicho la Corte Suprema en 1» de octubre de 1937 (autos P«co 
Naeional contra 011 Francisco sobre expropiación) « patente 
que no se impone cate porcentaje tomo indemnización fija sino 
como indemniiación máxima, vale decir que si se demostrara 
wr raiouable, o no estar justificada en las particulares circuus- 
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tancias del caso una indemnización del 10 % no hiilirín ofa* 
taculo lega! para fijar una menor. 

No liflbirndn justificado la demandada a juici» del sus- 
cripto, la procedencia del 10 % de indeainixaciún. ya que no 
se ha (ra ído prueba alguna respecto al monto de lasVananeias 
que habría obtenido con la méreaderfa ^prapiad^ de no haber- 
se producido la expropiación, y en consecuencia no haber pro- 
bado el monto de los perjuicios qi 1» pii tal rubro le habría pro- 
dnodo ¿sta y a falta de otros elemento» de juicio más feha- 
cientes. p| Jileado Ornará como base, para indemnizar la* 
pana mías licitas normales y presumibles dentro del giro po- 
iner.'ial. la tasa de intereses banearios corriente 1 en esa época, del 
6 que eoiDíidera equitativa, si se tiene en cuenta tiue t*\ de- 
creto N» 117.148 del V «le abril de 1942. dictado con posle- 
riorulad autorizaba por tal concepto la fijación de hasta 
mi 7 %. 

En definitiva el precio aceptado pn r el Juzgado, es el 
que se determina a fs. 162 (« 809.512.15) como precio de eosto. 
a cuya cantidad deberá adicionarse la de $ 48.570.72 en con- 
cepto de indemnización que autoriza el art. IB de la ley 12.»Í>1 
Irt que liare un total dé * S58.082.S7 que mas la correspondiente 
a la partida de í B9.ÍÍ2 perteneciente a sellad» por contratos, 
según dictamen pericial de fs. 112 hace ftM-enrirr el total de 
$ 858.152.3!) qnc deberá pagarse por la expropiación. 

Y teniendo en ennttfl que c» autos ya ha sido percibida 
la cantidad depositado de * 732.506.45 (fs. 12 vta.) queda en 
total la suma 3¿ * 125.555.fr* que es J a que se adeudaría ñor 
todo concepto. 

Por los considerandos antes expuestos. 



Haciendo lugar a la demanda de expropiación deducida 
por el (lobíerno de la Nación contra N. y H. del Sel Ltda.. v 
declarando que la Nación ü>ueríí abonar la sarna de m$ii. 
12S.555.94. en concepto de diferencia de precio entre la suma 
depositada y la que se manda pagar por las bolsas que bou el 
objeto de esta expropiación más los intereses al estilo de los 
Otn percibe el Banco de la Nación Argentina, desde la fecha 
de la toma de posesión y las cortas del juicio. — ,/otv Sartorio. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos- Aires, setiembre 6. Año del Libertador General San 
Martín, 1950. 

Considerando: 

Que de acuerdo con el Decreto N« 107.625, de ¿echa '21 de 
diciembre de 1941, el Gobierno de la Nación, en virtud de lo 
dispuesto por la ley N» 12 sol. inició juicio de expropiación 
contra la firma R. y ,\\ del Sel Ltda., por 1.580.261 boto 
usadas de trigo a 0,45 la bolsa y 45.700 bolsas usadas de lino 
a 0,47, formando an total de 9 732.596,45 m/n., que so depo- 
sitó en pago en el Banco de la Nación Argentina. 

Como bieit lo concreta el Procurador del Tesoro, a fs. 

17& va., la firma demandada contestó la demanda, mani- 

f estando : 

a) Se declare la ir constitución alidad de la ley N» 12.591, 
en lo* citados arta.; 

b) Se declare la inconstitucionalidad del -decreto N* 
10T.62& y demás reglameut Arios de la ley 12.591; 

e) Se condene al expropiante a pagar el justo precio 
de las bolsas expropiadas de acuerdo & lo pedido en el punto 
IV» o sea la suma de t 1-028.739,87, más sus intereses y en 
base a lo que establecieran los peritos a designarse. 

Sin embargo, al alegar de bien probado — fs. 1S1 a fs. 

197— la demandada limitó, aino expresamente, por lo mino* de 

hecho, sus pretensiones al valor real de la mercadería expro- 
piada y a 3a estimación del perjuicio directo sufrido con mo- 
tivo de la expropiación. 

Es de advertir que el Juzgador, con preseindciieia de la 
índole peculiar del juicio promovido, decretó el comparendo de 
¡¡t- partes y la consiguiente designación de peritos, con su- 
jeción a lo dispuesto por el art. 6» de la ley 189. Así se explica 
la presentación de una voluminosa prueba pericial tratando 
de fijar, al igunl que en la expropiación de bienes regidos por 
la ley 189. el valor rtal, es decir el justo precio de las bolsas 
expropiadas. 

La sentencia apelada, después de concretar los puntos que 
abarca la litis, reduce la cuestión a la determinación del precio 
n abonarse por las bolsas expropiadas y la procedencia de la 
indemnización reclamada en coneeplo de retribución correspon- 
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* por aplicación del art. 16 de la ley 12.591. En definitiva 
por aceptar las conclusicnes del perito de la demandada! 



cuyo resumen expresa: 

a) Corto materia prima de las 1.625.961 

botaaa expropiad.» $ 742.676,60 

b) Costo de elaborado y comisione* de 

las 1.625.961 bolsas expropiadas , 66.835,55 

c) Costo real y mismo costo de todas las 

bolsaa expropiadas « 809.512,15 

,1 l!? di ,* ,repancift de lom P^ 108 - m embargo, debió «Ivertir 
* Juzgador que el concepto de "costo real" de las bolsa* 

m¿ft& SWJÍ c "'f n de «P«c«ciíí> que se aceptara, podía 
modificar substancial mente e! pronunciamiento respectivo 

ft aniSiVi- V* 1 PW| !° Sr " f 1 ®» al P« * »* ™ma de 
- °'" a ? ot6 J* l,e e,la *> el costo real, ni U 

Allí — fs. 8S ▼ta.— el precitado perito expresó: "que si 
ademas do lo mamfestado a fe 23, por costo mi se entiende 
el precio que hubiese sido razonable y lógico pagar en cuanto a 
las boto «propmdaa, de acuerdo a los antecedentes mencio- 

JS&Lp-'-ÉÜSSt- m tPndrfa para Ia * bol8M aI barrer": 

KríK'ií. Í^m'""* & VPZ de establecido por 

Decreto N* 107.624 — sin computar $ 0,09 por bolas, pora 
confección, etc., no pudiendo en cuanto a la bolsa ex-íino 
establecerse dicho calculo, en base a antecedentes tan concretos' 
y cuyo precio se fijó en * 0,58 m/n. —sin computar los 0,09 
• n2??7 P ud J end ? J HÍn embargo establéceme el mismo en 
» conformidad a la diferencia manifestada entre la 
eorizaeiAti de la bolsa i ex-tngo y er-lino, según Decreto 44.528, 
que alean» a * 0.0225 sobre la cotización de la bolsa de trigo 
nueva, diferencia que, computada sobre el precio de la bolsa 
m$m\ «ttgte permite establecer la eifra preceden t emente, 
mediante el siamiente cálenlo: 

0.2148 -f 0,0225 = $ 0,2973 
Es decir, que tendría como valor de la materia 
cuestionada, de acuerdo al detalle de ft. 1 y los previos 
el siguiente: 

BfibH .1 i,,..- CHIMM Pr^fe V ,,„ 

éx-trigo .... 1.580.261 0,2148 339.440,06 
ex-lino .... 45,700 0.2373 10.841,61 

1-625,961 350.264,67 
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El Tribunal considera procedente y ajumados a derecho 
los agravión que puntualisa el Sr. Procurador del Tesoro, al 
manifestar ante «ta Instancia que para fijar el justo precio 
que eorrespondfa segtin el Juzgado, era menester que se de- 
clarara la inconstitucional ¡dad dé los artft, pertinentes de la 
ley 12.591 y del Decreto 107.625/41, entre otro* porque de lo 
contrarío, sin declarar esa inc#nstiluo&na\ida*l en forma ex- 
prfai, el Juez debía ajustarse o fu* noratas precit atlax y, de 
consiguiente, no podía exceder en ?« fijación ilel precio para 
la expropiación de bolsas usadas, de los máximos fijados por 
Decreto A* 9 107.634/41. 

La sentencia apelada no se pronuncia expresamente sobre 
la inconatitucioiialidsd planteada, pues, de hacerlo habría de- 
bido ajustarse a la reiterada jurisprudencia sentada por la 
Excma. Corte Suprema de Justicia, que ha reconocido la plena 
valide» constitucional de la lev- N» 12.591. 

Sin embarco, implícitamente, el fiillo contiene una decla- 
ración de i nconstituc tonalidad al apartarse del texto expreso 
del arr, 1G de la ley tfi.íífrt y fie los decretos 107.624/41 y 
107.625/41, fijando un precio distinto jiara la mercadería ex- 
propiada, del que legalmente corresponde. 

Al respecto. «1 Tribunal hace suyo el voto en disidencia 
del Sr. Juea de esta Cámara, Dr. Maximiliano Consoli, produ- 
cido en los autos "Mttrawl Autobús S. A. c./ Gobierno de la 
Nación** en fecha julio 12 de 1948, en el qne, entro otros 
argumentos «*re la facultad reglamentaria qne el Congreso 
de la Nación confirió ni Poder Ejecutivo por la ley 12.591, 
dijo que los antecedentes legislativos y la discusión parlamen- 
taria justifican ampliamente el concepto de que esta ley rebasa 

el propíWto de contener simplemente el agio y la especulación 
en la venta de los artículos de primera necesidad. 

Sejgtin expresa el Poder Ejecutivo en el mensaje elevando 
al Congreso el proyecto de ley: "El estado de guerra en que 
se encontraba el continente europeo, con sus lógicas proyeccio- 
nes en todo» loa órdenes de la actividad social, importaba una 
profunda alteración de la situación económica mundial, cnu- 
sando perturbaciones en la vida de la nación y haciéndose 
sentir en forma especial en el orden económico y financiero". 
A la vez. agregaba: "Afectara, mientras dure, libertades in- 
dividuales absolutamente respetables, pero que pueden suspen- 
derse momentáneamente en homenaje i\ la gravedad del mo- 
mento actunl. cuya» proyecciones son incalculables" (Cámara 
de Diputados, Diario de Sesiones. 1939. t. IJ1. papi. 845 y 

El miembro informante del despacho, Diputado Pa*sí. «x- 
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preso: "I* Comisión propone seguir una política de interven- 
ción directa en los precios y al mismo tiempo confiere facul- 

31 rS^S^SS^^ ES™*" áe prinwni ««M*»» Por causa 
de utilidad publica". "Se otorgan facultades al Poder Ejecu- 

tivo pura queeon toda discreción proteja la vida y el trabajo 
n H emj»aI . E* una delegación que ei. nin^runa forma afreta 
la prerrogativa .leí cuerpo, sino que está de acuerdo pon el ea- 
rncter de est a iniciativa, con Id ductilidad v flexibilidad que 
debe tener una ley de esta naturaleza" (rwes. !»56 y 957 >. En 
la discusión en general dijo el Diputado Hardoy: "No se trata 
taaYtfSuf* ? 1 n f f r a \ tñ . d toobnatitaeibmii por un tiempo 

í¡2stf • Ta **- C,C1 ° <le mH fflc,,líad Perfectamente 
constitucional de que dispone el Congreso. H in duda alpina 
para resolver estas cuestiones durante el tiempo que Astas exig- 
ían . -Normalmente, las relaciones económica* su» establecen 
entre los particulares bajo el eonfrol del Estado, sin ¡nterven- 
Ción directa "En situaciones de cmereeneia como la actual, 
ellas no pueden lograrse sin su intervención efectiva y ené>- 
flica - hste pod+r d> rrohmeafoctfft, rfe ¡imitación, nvr- res- 

£S& * 7 ffH ? *" ,r ' l , /a promocítf» rfei fmoííw la fi- 

feerírwi «aíHra/ o <vi»iir» «V/ ««cratfoiio en itso de sus faenlfade* 
personóle, y *N propkdad, ha ¡ido reconocida por la doclm* 
yía junapnidenem cada vez con mayor amplitud, buscando 
poner, M ata mmtra e* mmw, ¿el Estado, Jos resortes ade- 
Slífiy 9G7) c<fmptej,dad *k ¿i rwfo aohctim" (páfB. 

t j * l , in,orm8p *> O«q>aeho de la Comisión de Agricultura, 
industria y Comercio, el Senador Landaonm, refiriéndose a 
a molificación de loa precios para los productores, fabrican- 
tes y mayons;tas,-en que reposa el argumento central de la 
sentencia reromd* ...anifestó ; "Desn,,^ de | a determinación 

fiSÍ/"* 108 e, í?? er pálmente 

facultado para fijarlos penód «amenté, teniendo en cuenta la 
situación creada y estimando- todo» loa elemento* y factores 
«?f *™* n concurrir lógicamente para esta clase de 
cotiwcione» . Como *na facultad correlativa con la anterior 
ae aotonaa también al Poder Ejecutivo para fijar el precio 
mñíimo QJM ¡m fabricantes y mayoristas deben imponer a los 
mmonstas ^(Cámara de Senadores, Diario de Sesiones, im 

Refirmando la amplitud de la ley y S i;s finw eminente- 
mente económico-sociales, el Senador Caballero recalcó que: 
Rata ley tiene toda la trascendencia que marca en nuestro 
país el propósito de amparar desde el Gobierno —porque ésa 
es la tañeron del Estado— a los débiles contra los fuertes» re- 
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(rulando ra relacione* y ofreciendo a aquélloa la poeibüidod 
de alcanaar un destino digno" (pág. 253). 

De las transcripcione* precedentes, surge que al pensa- 
miento del legislador no ha limitado ¡a acción del Gobierno de 
la Nación a contener la elevación abusiva de loa precio* de 
vente, ritm que deltgó en al Poder Ejecutivo su -propósito de 
regular todo» los factores que ¿¡reda o indirectamente podían 
incidir en $1 auto, existencia y precio de loa mercaderías de 
acuerdo con loe necesidad*» del país. 

U jurisprudencia de loa Tribunales ha interpretado la 
ley 12 591, asignándole el carácter amplio de regulación de la 
economía nacional que emerge del texto y de loa antecedentes 
l-gúlativofl que ofrecen la disensión y aprobación de Ib misma. 

En el juieio "Martini e Hijos, Vicente S. 71. Ltda. c./ la 
Nación", en fecha 27 de diciembre de 3944, la Corte Suprema 
se pronunció en forma terminante en favor de la constitncio- 
nalidad de la ley 12.591 (C. 3., Fallos: t. 200. pág. 450). 

Los fundamentos del fallo precitado fueron reproducidos, 
con otraa consideraciones oportunas, en la sentencia de esta 
Cámara recaída en Ion autos "Kloosterboer Guillermo c./ la 
Nación 8.V inconstitucional ida d de decretos" de fecha 30 de 
junio de 1945. 

Es, pues, exacta la observación del Procurador del Teso- 
ro*, y, de consiguiente, traduce fielmente uno ele loa aspectos 
fundamentales de la Constitución Nacional vigente, al poner 
en evidencia que el criterio individualista de ta interpretación 
de la ley 12.091 ha sido rectificado por la Corte Suprema, en 
el fallo de fecha 15 de octubre de 1H48. al expresar que: 
"Ahora bien, qne la ley 12.59-1 antorisaba al Poder EjeeotivA 
a fijar precio máximo para la venta de estos productos no se- 
cuestiona". "Y también se puede cuestionar qne no es facul- 
tad jndicial revisar Ut rmonaiHidod de fo que ti Poder Eje- 
cutivo fije, tu que tjuiere decir qne los particulares comprado- 
res no pueden traer fa impufjnacitA de dichos precios por la 
vía de un juieio de repetición de la parte de ellos que consi- 
deren cobrada con exceso al amparo de una antorixaciÓn del 
Poder Ejecutivo para llevarlos hasta un límite máximo qne no 
cataba justificado por el costo". "Trátase de na acto tfpica- 
ment< privativo de! Poder Administrador que según como lo 
ejecute, podrá no ser en determinados casos acto de buen go- 
bierno pero, de todos modna. htweepti&fr de remedio judicial" 
(t. 212, píg. 137). 

Las conclusiones a que arriba el representante de ta Na- 
ción, en la substanciación del recurso de apelación son riguro- 
samente exactas, al sostener que la doctrina emergente del 
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preindicado fallo de la Corte Suprema se ajusta a loa prinw- 

Hg¡ g e JWrt'CulflTí» pr^farw, dé mercad**** 
cufttwten. lo, prtaos máximo* de venta fii a &o* por el Poder 
Mw». » Wlof de ttn costo mayor en las Sfi¡£S£S& 
motivo de las operaciones de compra-rento 
ñámente, no puede ser distinta cuanf 
de bienes por el Estado por la vía 

pósitos eminentemente sociales de 
económica. 

pm ^V^tuu en v ', rdad ;. ni nírán asidero jnrfdico qne lo qne 
es un acto ¡Uejto en el tráfico del comercio ordinario — venta* 
a preoo superior de los topea fijados por el Prf™ KeeXÍÍ 
no lo sea eoando es el Estado el que adanie» > víTX !T 

sm s ; 8p hii ! ,iera 3** • ™ * s w 

un ¿£3» S '" y P^^- habi «*« hecho oferté a 

d« J lí f a M ^ de a »»«t«¡tniedto. En cambio, cnan- 
venii f&^S3t f hp * dr ¡ a *SWÍ* «ercadería para sub- 
«n« ín* 5» ""^«fo» d ? >« Población, presumiblemente, por- 
86 n,effan " '««Httoela voluntariamente, 
!i,^;T? ? UP P ° r , c °™ uct0 de lfl jarticia ae fije un precio 
2*7<Z SlSPá ^ Aáminfatraflor, previoí los estndiw 
de cortos pertinentes, ha considerado que debían ser loa nrT 

ciw topes para esa mercadería. P 

de aift* «° , de 1° ^r** - ? revoca ,a arlada 

suma m'wíS / " W Ia debepá J » 

i^SS* m/n. en concepto de diferencia de pre- 
ño* II TuSS&SFi** expropiación deducida 
por el Gobierna de a Naoion contra X. y R. del Sel Ltda. 

la ffifiSJa P T l ° ^ d ?P° 9Ít ? do «n pago y percibido por 
la demandada Las cortas d> ambas instaneiaa a cargo de la 

ií^ífai 5 '* n8tura eM - de ,M « Ul * tion «* -futidas y 
Tfi,W^ /J* te ¿^"««"¿«to. - Maximiliano Cometí 
- Abelardo- Jorge Montiel ~ ifomw Fernando Cámrra. 

Dictamen dbl Procurado* Genbral 
Suprema Corte: 

Dmlo lo dispuesto eu el artfcalo 3» inciso 2» de la 
Ley 4.055, el recurso ordinario de apelación interpuesto 
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a fs. 223 lia sido bien concedido a fs, 229 vta., y ello 
hasta- para hacer improcedente el remedio federal in- 
tentado en anión. 

Kn cuanto ni fondo del asunto el Fiseo Xacional 
actúa por intermedio de apoderado especial, el que y» 
ha asumido ante V, E. la intervención que le correspon- 
de (U. ¡?2§j- Buenos Aires, noviembre 21 de 1950. Año 
.del l,ihert»dor flenera] San Martín. — Carlos O. 

FALLO 0K LA CORTE sri'KEMA 

Buenos Aires, 30 de mayo de 1951. 

Vistos loa autos: '"Fisco Nacional (Procurador del 
Tesoro) e. del Sel, B, y N. Ltda. s./ expropiación' 
en lo* que a f*. 22í> vta. se lia concedido el recurso or- 
dinario de apelación. 

Oonaide raudo: 

Que por estar directamente interesada en la causa 
la Nación y tallarse en tela de juicio un monto superior 
a m$n. 5.000, — el recurso ordinario concedido a fs. 229 
vía. el 29 de septiembre de 1950 era procedente. 

Que la cuestión de saber si, tratándose de la ex- 
propiación de mercaderías para cuya venta se ha fijado 
un precio máximo en virtud de lo dispuesto por la ley 
12.591, cnbe apartarse de Al y mandar pajar uno mayor 
cuando hay prneha fehaciente de que el valor real de 
la mercadería expropiada era superior al precio máxi- 
mo oficialmente establecido está fuera de lugar en esta 
CAUSA. 

Que, en efecto, ni bien las bolsas expropiadas ha- 
bían sido adquiridas por la Sociedad del Sel a un pre- 
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pío sufwrior al máximo de que se trata en esta causa 
cuando esto último aun no regía, uno de loa peritos deja 
eojistawia do que el precio de esa adquisición —cuya 
realidad no se pone en duda — , fué superior al valor 
real de las bolsas de esa oíase al tiempo de la compra 
aludida, entendiendo por valor real "el precio que hu- 
biese sido razonable y lógico pagar" en ese momeato 
(fs. 88). El perito Aldrey da in extenso, de fs. 89 en 
adelante los fundamentos de m¡ afirmación. Y, salvo 
con respecto al porciento de utilidad (punto III*. fs. SI) 
no se ]iau lieebo, por parte del perito do la demandada, 
alejen piones destinadas a desvirtuar lo afirmado por 
aquél, como no sea la consideración general de que co- 
rresponde atenerse a lo efectivamente pagado por del 
Se] con conocimiento del Ministerio de Agricultura de 
la Nación (fs. 89). 

Que la necesidad de recurrir a la fijación legal de 
precios máximos es síntoma suficientemente demostra- 
tivo de un estado de anormalidad económica caracteri- 
zado por posibilidades de especulación capaces de poner 
h los compradores que no compran para revender sino 
iwrque necesitan lo comprado para el destino o empleo 
que le es propio, en el trance de tener que pagar precios 
injustificadamente altos. En semejantes circunstancias 
es obvio que no puede considerarse lisa y llanamente 
justo precio el eosto representado por lo que un comer- 
ciante —que compró para vender— se baya avenido a 
paKar.no obstante que, habida cuenta de los factores 
que en ese momento determinaban el real valor de la 
mercadería de qne se trate, ese precio hubiera debido O 
podido ser menor. TJna operación intermedia de esta es- 
pecie y con tales caracteres constituye un episodio o 
momento del proceso de injustificado enrarecimiento 
progresivo qne la fijación legal de precios máximos se 
propone, precisamente, contener. No es, pues, coa rete- 
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rencia a ella que se ha de determinar el justo resarci- 
miento de ana expropiación. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procarador 
General, se confirma la sentencia apelada en todas bus 
partes. Las costas de esta instancia se pagarán también 
en el orden causado en razón de la natnraleza de las 
cuestiones debatidas. 

Luis B. Lokghj — Tomas B. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez - Atilio Pbssaomo. 



